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El vínculo entre el internamiento de los menores delincuentes y el sistema 
penitenciario de adultos es evidente. Su historia lo demuestra, marcada por el 
enfrentamiento entre las posiciones proteccionistas del menor, herederas del 
correccionalismo del siglo XIX, y los modelos de responsabilidad del menor que han 
conformado nuestro actual Derecho Penal de Menores. Con la entrada en vigor de la LO 
5/2000, reguladora de la responsabilidad penal del menor, la tendencia parece haberse 
inclinado hacía dichos modelos de responsabilidad penal. Siguiendo esta línea, el 
reciente ordenamiento jurídico-penal de menores ha sufrido numerosas reformas, la 
última de ellas en 2006, tendentes al endurecimiento de las medidas de privación de 
libertad aplicables a los menores infractores, en detrimento de su finalidad educativa. La 
investigación realizada intenta abarcar la explicación de esta problemática, centrándose 
en una tesis comparativa entre los ordenamientos de ejecución de penas de adultos, 
representados principalmente por la LO 1/1979, general penitenciaria, y la normativa 
penal de menores. Para ello, es necesario realizar un estudio de ambas instituciones 
privativas de libertad (prisión de adultos e internamiento de menores), desde una 
perspectiva histórica, internacional, y actual. Las conclusiones de dicho estudio podrán 
arrojar nuevas respuestas impulsando el establecimiento de un verdadero sistema 
penitenciario de menores, con su propia normativa orgánica garantista, que resulte más 
eficaz en sus fines fundamentales de reeducación y resocialización. 
 
ABSTRACT/SUMMARY: 
The link between the interment of under-age criminals and the adult prison system 
is obvious. We can observe it throughout the history, and it is stressed by the clash 
between the protectionist positions of the minor -consequence of the correctional that 
took place during the nineteenth century- and the models about minor responsibilities 
that have formed our current Juvenile Criminal Law. With the entry into effect of the 
LO 5/2000, which regulates the criminal responsibility of minors, the tendency seems to 
be inclined towards these models of criminal responsibility. Using these results as a 
starting point, the recent legal ordinance for minors has had many reforms. The last one 
took place in the year 2006 and its main objective was to toughen the measures that are 
related to minor deprivations, to the detriment of its educational purpose. The research 
that has been carried out is in line to monopolize the explanation of this problem, 
focusing on a comparative view between the mandamus of adults law enforcements -
mainly represented by the LO 1/1979- and Juvenile Criminal Law. To achieve this aim 
is necessary to hold an inquiry about both custodial-sentence institutions (adult prison 
and juvenile internment) from a historical, international, and current perspective. The 
conclusions of this study will bring new responses, motivating the establishment of a 
true juvenile prison system with its own fundamental-guaranteed law that will be more 
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El vínculo entre el internamiento de los menores delincuentes, como consecuencia 
jurídica del delito y el sistema penitenciario es evidente. La historia lo demuestra y la 
actualidad lo corrobora. El objeto del presente trabajo recae, por ello, en gran parte, en 
el deslinde de las fronteras entre ambas instituciones jurídicas y en los puntos de 
encuentro. 
 
Desde la visión tutelar de nuestros científicos y reformadores penales del siglo 
XIX
1
, hasta el modelo de responsabilidad penal de nuestros días, el menor delincuente 
ha sido un foco de atención de nuestra ciencia penitenciaria. La pregunta esencial se ha 
repetido una y otra vez a lo largo de la historia ¿Qué hacer con los menores 
delincuentes? La respuesta ha llegado de manos de criminólogos, psicólogos, 
sociólogos y penalistas… Sin embargo, cuando la asignación de la sanción privativa de 
libertad recaía sobre el menor, la ejecución de la misma planteaba nuevos interrogantes 
que sólo la emergente disciplina penitenciaria podía responder.  
 
¿Es la norma sancionadora aplicada al menor infractor un verdadero Derecho 
penal del menor? ¿Es la prisión el destino para los menores infractores? ¿Lo fue? 
¿Podemos hablar, por ello, de un Derecho penitenciario para menores? 
 
El presente trabajo ofrece estas y otras cuestiones definitorias de una realidad 
ejecutivo-penal cambiante. Para enfrentarnos a tales interrogantes acudimos a la 
necesaria perspectiva desde el Derecho penitenciario. No muchas obras, aunque muy 
honrosas, se han dirigido a la ejecución penal de los menores infractores desde esta 
parte del ordenamiento jurídico.  Y esa es la principal línea que impulsa nuestro estudio. 
 
Conocer las conexiones entre el ordenamiento y espacio penitenciarios para 
adultos y la privación de libertad aplicada a los delincuentes infantiles y juveniles, hace 
preciso llevar a cabo una extracción de la realidad y regulación histórica. Esta 
                                                             
1 Vid. Salillas, R.: “El año penitenciario 1907”, en Revista penitenciaria, Año V, Tomo V, 
Eduardo Arias, Madrid, 1908, p. 45, quien en la línea tuitiva que impregnaba el Derecho correccional que 
se aplicó, durante toda una época de nuestra historia, a los menores infractores, llegaba a afirmar que “en 
lo concerniente á la juventud el Derecho penal ya no existe, ni la prisión tampoco existe. La ha 








retrospectiva nos ayudará a desentrañar, en cada una de las épocas de la historia, si 
ambas figuras han caminado de la mano, y si han mantenido los mismos o similares 
fines a perseguir, lo que permitiría impulsar una visión inclusiva dentro de la rama 
penitenciaria. 
 
A esta finalidad dedicaremos la primera parte de nuestro estudio, conformada 
como una descripción de la evolución de la ejecución penal en relación con los menores 
infractores. Ello, sin pretender una visión detenida y puramente evolutivo-historicista, 
pero abordando un estudio comparativo y paralelo de la ejecución penal de los menores 
y las instituciones penitenciarias. El núcleo de nuestra aproximación se dirige así  hacia 
aquellos lugares de encierro que, a lo largo de los siglos, se fueron destinando a la 
finalidad de albergar entre sus muros a los menores delincuentes.   
 
Las cuestiones al respecto no dejan de surgir: ¿Cuáles fueron los primeros lugares 
de encierro para los menores delincuentes? ¿Se ocuparon las instituciones de 
cumplimiento de penas para adultos de aquéllos? ¿Se vio impregnada la ejecución penal 
de menores del humanitarismo que inspiró nuestras primeras normas penitenciarias? 
¿Mantuvo siempre la privación de libertad para menores una finalidad educativa? 
¿Cuándo surgió tal finalidad? ¿Quedaron al margen dichos menores de la regulación 
penitenciaria? ¿Cómo evolucionaron los sistemas de cumplimiento de penas para los 
menores? ¿Qué relación han mantenido entonces con los sistemas penitenciarios para 
adultos? 
  
El otrora legislador y hoy principal comentarista de la legislación penitenciaria 
española, García Valdés, define en sus obras el Derecho penitenciario como “el 
conjunto de normas jurídicas que regulan la ejecución de las penas y medidas privativas 
de libertad
2”; ordenamiento articulado esencialmente en la Ley Orgánica 1/1979, de 26 
de septiembre, General Penitenciaria y en su Reglamento, R.D. 190/1996, de 9 de 
febrero, recibiendo su legitimación del artículo 25.2 de la Constitución española de 
1978; a ello han de sumarse, como fuentes del Derecho penitenciario, aun de menor 
                                                             
2 Cfr. García Valdés, C.: “Derecho Penitenciario Español: Notas sistemáticas”, en VV.AA. 
Lecciones de Derecho Penitenciario Colección Aula Abierta, Universidad de Alcalá de Henares, Europa 
Artes Gráficas, Madrid 1985, p. 37; el mismo: “Sobre el concepto y el contenido del Derecho 







entidad, los instrumentos internacionales ratificados por España en esta materia, el 
propio Código penal, el Reglamento de 1981 (R.D. 1210/1981), en lo que permanece 
vigente; el Real Decreto 782/2001 que regula la relación laboral especial penitenciaria; 
la Jurisprudencia del Tribunal Constitucional y la del Tribunal Supremo; los Autos de 
los juzgados de Vigilancia Penitenciaria (o los criterios reformados de actuación), y por 
último, las Circulares e instrucciones de la Secretaría General de Instituciones 
Penitenciarias. 
 
Como es notorio, el concepto expresado, seguido por gran parte de la doctrina, no 
sólo delimita el ámbito de aplicación del Derecho penitenciario (y, por tanto 
proporciona pautas para distinguirlo del Derecho penal de menores), sino que, además, 
presupone un importante distanciamiento entre “ejecución de penas” y “ejecución de 
medidas privativas de libertad”. En efecto, en el ámbito penal-penitenciario, nos 
encontramos con ambas formas restrictivas de derechos. No obstante, en el marco de la 
Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal del menor 
(en adelante, LORRPM), se hallan otro tipo de consecuencias jurídicas ante la 
infracción penal del menor: las medidas sancionadoras-educativas privativas de 
libertad, o medidas de internamiento. 
 
La LORRPM ostenta un carácter de “disposición sancionadora3”; estará orientada 
materialmente a una finalidad “sancionadora-educativa”4, en relación con las medidas 
aplicables a los infractores menores. Sin embargo, rechaza ab initio algunos de los fines 
propios del Derecho penal, como es el de prevención general y el de proporción de la 
pena  con base en el delito cometido, todo ello en favor de los fines preventivo-
especiales. 
 
La controversia surgida a raíz de esta definición y de la naturaleza jurídica de las 
medidas que pueden ser impuestas a menores (en concreto las medidas de 
internamiento), es otra de las cuestiones a abordar en este trabajo, habida cuenta que no 
se definen en la LORRPM como penas stricto sensu, ni tampoco como medidas de 
seguridad, asemejándose a instrumentos híbridos, con una naturaleza propia. 
 
                                                             
3 Cfr. Exposición de Motivos, II.2, 6 y 7, de la LORRPM. 







Así, por una parte, se plantean medidas de internamiento que se alejan, a priori, 
de la finalidad retributiva propia de las penas y se dirigen hacia un objetivo más 
orientado a la reeducación. Y por otro lado, la coincidencia con las medidas de 
seguridad se centraría en la primacía de la prevención especial y no en la represión del 
delito cometido
5
. No puede ignorarse, sin embargo, que tales medidas poseen un cierto 
aire retributivo, propio de las penas de las que intentan distanciarse.  
 
Pero, ¿qué naturaleza jurídica tienen entonces tales medidas privativas de 
libertad? ¿Son las medidas de internamiento verdaderas “penas juveniles”? ¿Se 
mantiene un fin puramente educativo, o evoluciona hacia la retribución? Y en fin, ¿qué 
diferencia la ejecución penal de las medidas de internamiento de menores de la existente 
para las penas privativas de libertad de adultos? ¿Cuáles son sus puntos de conexión? 
 
En la segunda parte de nuestro trabajo nos centraremos en la actualidad legislativa 
de la ejecución penal del menor infractor. Y ello lo realizamos desde dos niveles de 
estudio: desde la normativa supranacional (internacional y comunitaria); y desde la 
actualidad legislativa, estatal y autonómica española. Mientras que el estudio de las 
primeras nos mostrará las bases de la política criminal acerca de los sistemas de justicia 
juvenil a nivel global, el análisis de las segundas nos aproximará a la problemática de 
nuestro ordenamiento jurídico-penal de menores. 
 
En este último aspecto, algunas posiciones doctrinales pretenden distanciar el 
ordenamiento sancionador de menores de la regulación penitenciaria de adultos. Sin 
embargo, el estudio de tal normativa demuestra cómo la misma intenta imitar
6
 en 
muchos de sus conceptos y apartados a la legislación para adultos. 
 
                                                             
5 Vid. Cervelló Donderis, V.: “Las medidas en el Derecho Penal de Menores” en González Cussac, 
J.L. y Cuerda Arnau, M.L. (Coord.): Estudios sobre la Responsabilidad Penal del Menor. Universitat 
Jaume I, Colección Estudios Jurídicos, Número 9, Castelló de la Plana, 2006, pp. 123 y ss. 
6 Vid. Mapelli Caffarena, B.: “Reglas especiales para la ejecución de las medidas privativas de 
libertad”, en Navarro Guzmán, J.I. y Ruiz Rodríguez, L.R. (Coord.): Menores. Responsabilidad penal y 







A mi entender, parece correcto un acercamiento de ambas disciplinas, puesto que 
la doctrina penitenciaria se encuentra en un punto de mayor madurez y desarrollo que el 
prácticamente adolescente
7
 ordenamiento jurídico de responsabilidad penal de menores. 
 
¿Ofrece el Derecho penitenciario de adultos mayores garantías que el Derecho 
penal de menores? ¿Es necesario un cumplimiento progresivo del internamiento en la 
LORRPM? ¿Y de un sistema de individualización científica? ¿Es la legislación 
penitenciaria una norma supletoria en la ejecución penal del menor? ¿Es por tanto 
necesario un Derecho penitenciario de menores? 
 
El nuevo ordenamiento de justicia para menores se ramifica pues, dentro del 
Derecho penal. Se define como una “Ley penal del menor y juvenil que contemple la 
exigencia de responsabilidad para los jóvenes infractores, que no hayan alcanzado la 
mayoría de edad penal, fundamentada en principios orientados hacia la reeducación de 
los menores de edad infractores, en base a las circunstancias personales familiares y 
sociales, y que tenga en cuenta las competencias de las CC.AA. en esta materia”8.  
 
Podemos extraer de esta definición más hipótesis de estudio que se suman a las 
anteriores. Entre ellas, la trasferencia de competencias a las CC.AA., que plantea una 
batería de cuestiones en materia de ejecución de medidas privativas de libertad que 
deberán ser abordadas. Destacamos, de entre las mismas, la gestión autonómica y la 
clasificación de los centros de internamiento, diversa de la realizada para los 




El interés que suscita el estudio comparado de tales instituciones se centra en la 
razón primordial de que es en ellas -en las prisiones y en los centros de internamiento- 
donde se pondrá a prueba la eficacia de los fines pregonados en ambos textos legales. 
Su estudio detenido es, por tanto, fundamental. Esta investigación pretende reunir la 
reglamentación de los centros de menores, diseminada entre las disposiciones 
autonómicas y estatales, y plantear los principales problemas que aquejan a tales 
                                                             
7 Vid. Mestre Delgado, E.: Editorial “Innovaciones y Transformaciones”, en La Ley Penal, Año II 
Número 18, Editorial La Ley, julio-agosto, Madrid, 2005, p. 3 
8 Cfr. Ley Orgánica 5/2000 de Responsabilidad Penal de los Menores de 12 de Enero de 2000 
(LORRPM). Exposición de Motivos Título II, 3 







instituciones cuyo objetivo prioritario ha de ser “disponer de un ambiente que provea las 
condiciones educativas adecuadas (...), asegurar la estancia del infractor en un régimen 
físicamente restrictivo de su libertad” 10. 
 
De las palabras que el legislador ha impreso en la LORRPM, se extrae que los 
establecimientos de cumplimiento para estas medidas de internamiento deben cumplir 
una serie de requisitos tendentes a asegurar el fin primordial de reeducación y 
resocialización del menor. Objetivo compartido por la regulación penitenciaria, que 
obtiene tal sentido por mandato de nuestra Constitución Española
11
. Sin embargo, en la 
normativa de adultos, a pesar de que se sigue apuntando, al menos nominativamente, a 
un fin reinsertador, cobra cada vez mayor importancia la prevención general de nuestro 
Derecho penal. Las reformas que ha sufrido nuestro ordenamiento penal en esta materia, 
como la regresiva
12
 Ley Orgánica 7/2003, de 30 de junio, de medidas de reforma para el 
cumplimiento íntegro y efectivo de las penas, constatan dicha tendencia. En el Derecho 
penal de menores se apuesta aún por las sanciones educativas y prima un objetivo 
educativo primario de prevención especial. Veremos, durante el desarrollo de nuestra 
investigación, si este desiderátum se cumple. Especialmente, tras las reformas iniciadas 
a raíz de los últimos acontecimientos que han implicado a menores infractores, con gran 
repercusión mediática y política. 
 
Ello plantea nuevos interrogantes: ¿Se ha producido una desnaturalización de los 
fines educativos la norma penal de menores? ¿Han afectado las últimas modificaciones 
                                                             
10 Cfr. Exposición de Motivos, II.16. de la LORRPM. 
11 Vid. Constitución Española de 1978, Artículo 25.2. 
12 Vid., la explicación del contenido de este término en Sanz Delgado, E.: “La reforma introducida 
por la regresiva Ley Orgánica 7/2003. ¿Una vuelta al siglo XIX?”, en Revista de Derecho Penal y 
Criminología, 2ª época, Número Extraordinario II, 2004, pp. 195 y ss. Asimismo, para más información 
acerca de la normativa en cuestión, vid. Téllez Aguilera, A.: “La ley de cumplimiento íntegro y efectivo 
de las penas: una nota de urgencia”, en Diario La ley, Número 5837, 14 de agosto de 2003, pp. 1 y ss.; 
Renart García, F.: La libertad condicional: Nuevo régimen jurídico. Edisofer, Madrid, 2003, p. 156, quien 
señala las bondades de un sistema de individualización científica que el nuevo art. 36 CP “venía poco 
menos que a defenestrar”; Cervelló Donderis, V.: “Los nuevos criterios de clasificación penitenciaria”, en 
La Ley Penal, Año I, Número 8, Editorial La Ley, septiembre, Madrid, 2004, pp. 11 y ss.; Faraldo 
Cabana, P.: “Un Derecho penal de enemigos para los integrantes de organizaciones criminales. La Ley 
Orgánica 7/2003, de 30 de junio, de medidas de reforma para el complimiento íntegro y efectivo de las 
penas”, en Faraldo Cabana, P. (Dir.): Nuevos retos del Derecho penal en la era de la globalización. Tirant 
lo Blanch, Valencia, 2004, pp. 299 y ss.; García Albero, R./Tamarit Sumalla, J.M.: La reforma de la 
ejecución penal. Tirant lo Blanch, Valencia, 2004, passim; Llobet Anglí, M.: “La ficticia realidad 
modificada por la Ley de Cumplimiento Íntegro y Efectivo de las Penas y sus perversas consecuencias”, 








legislativas al fundamento de la LORRPM? ¿Nos dirigimos a la prisionalización de los 
menores infractores? ¿Son los centros de menores verdaderas “cárceles de menores”? 
 
Parece claro que para cumplir con tales cometidos, es necesario que las 
instituciones destinadas al cumplimiento del internamiento de menores tengan una 
estructura determinada y unos estándares de calidad e instalaciones, para el efectivo 
cumplimiento del fin rehabilitador. Ello, no obstante, nos induce a preguntarnos: ¿Son 
suficientes los recursos actuales? ¿Existe una gestión homogénea de los centros de 
internamiento en las distintas autonomías? ¿Es el sector privado la solución a una 
política de ahorro en los medios e instituciones de ejecución penal de menores? ¿Cuáles 
son las consecuencias de la privatización de los centros de menores? ¿Es sinónimo de 
garantías el sector público frente a la empresa privada? 
  
Estos interrogantes traen a colación las que entendemos acertadas palabras de 
Mapelli Caffarena, cuando refiriéndose a la gestión de los centros de menores, señalaba 
que “se ha resaltado hasta la saciedad por todas las disciplinas del saber implicadas que 
los procesos de adaptación de la conducta humana a las normas sociales son demasiado 
complejos y en ellos juegan demasiadas variantes como para pretender que la 
intervención educativa en el medio de los establecimientos dedicados a la privación de 
libertad pueda darles un sentido positivo y mucho menos legitimarlos. Basta con 
analizar la fragilidad de los medios llamados resocializadores para comprender la 
imposibilidad de alcanzar estos fines. No se trata tan solo de un problema de falta de 
voluntad política sino que la fisura anómica entre la resocialización y los medios de que 
se dispone para alcanzarla deviene de una imposibilidad estructural”13. Desde luego, el 
escaso tratamiento que dedica la LORRPM a estas instituciones, no le hace justicia a los 
fines que promulga para ellas. 
 
En definitiva, si, como apuntaba De la Cuesta Arzamendi, el nuevo ordenamiento 
penal de menores y, en concreto la LORRPM, “es una ley necesaria, pero 
insuficiente”14, ¿Cuál será el nuevo camino que defina la ejecución de las medidas de 
internamiento? 
 
                                                             
13 Vid. Mapelli Caffarena, B.: “Reglas especiales…” ob. cit., p. 205. 
14 Cfr. De la Cuesta Arzamendi, J.L.: “La ejecución de medidas en la LO 5/2000”, en Navarro 







Todas las anteriores cuestiones han sido abordadas en nuestro trabajo. Que 
hayamos, o no, aportado nuevas vías de solución a los problemas planteados en los 
párrafos que siguen, queda al criterio del lector. 
 
 








Evolución histórica de la ejecución 
penal de los menores 
 
 





1. NOTA PRELIMINAR A LA INTERPRETACIÓN HISTÓRICA DE LA 
MINORÍA DE EDAD PENAL. 
 
A lo largo de la historia no ha existido un concepto de menor unitario. Cada 
civilización y cada época han decidido sus propios criterios para la determinación de la 
minoría de edad
15
. En consecuencia, en el terreno jurídico no ha existido, y apenas hoy 





Es esencial, no obstante, establecer un estrechamiento terminológico, semántico si 
se quiere, en relación con los conceptos de niño, menor y joven, y ello con el fin de 
poder seguir la hipótesis de trabajo de nuestro estudio con una mayor claridad. A estos 
efectos, aun cuando pudieran parecer sinónimos los términos “joven infractor” y “menor 
delincuente”, ambos conceptos son, en puridad, diferentes. De ahí que, en adelante, toda 
vez que se haga referencia al concepto de menor en general, deberán entenderse 
englobadas todas las categorías: infante, niño, menor, adolescente, joven
17
, etc.; en otros 
supuestos, se especificará su calidad oportunamente en cada uno de los epígrafes. 
                                                             
15 Vid. Cruz y Cruz, E.: “La edad penal”, en Cuadernos de Política Criminal, Número 77, Edersa, 
Madrid, 2002, pp. 457-474. 
16 Recordemos, al respecto, que la minoría de edad penal es un concepto abstracto y que difiere en 
amplitud de otras categorías, como la minoría de edad a efectos civiles. En este sentido, conviene 
reproducir la definición establecida por Vitoria Pérez, uno de los primeros autores en abordar un estudio 
científico de la minoridad penal, que la conceptúa como sigue: “La estricta minoridad penal está 
constituida por el periodo de edad correspondiente a la primera etapa de vida del hombre y en el que, por 
falta de elementos substanciales sobre los que se sustenta la imputabilidad, no es considerado capaz de 
derecho penal. La menor edad, pues constituye una causa de inimputabilidad…”. Cfr. Pérez Vitoria, O.: 
La Minoría penal. Bosch, Barcelona, 1940, p. 9. Al respecto, también Vid. Quintano Ripollés, A.: 
Compendio de Derecho penal. Tomo I, Revista de Derecho privado, Madrid, 1958, p. 277, quien puso de 
manifiesto que, a lo largo de la historia, no ha existido coincidencia entre la minoría de edad política y 
civil. En el mismo sentido, siguiendo al último citado, Vid. Higuera Guimerá, J.F.: “Antecedentes 
históricos de la minoría de edad penal”, en Actualidad Penal, Tomo III, Número 34, La Ley, semana del 
15 al 21 de septiembre, Madrid, 2003, pp. 845 y ss. (disponible online en www.laley.net). 
17 Para establecer una comparativa entre nuestros actuales conceptos, es preciso definir cada una 
de las diferentes categorías expuestas. Así, nuestro diccionario de la Real Academia de la Lengua (23ª 
Edición) indica los siguientes significados para las voces correspondientes a: 
Niño: “Que tiene pocos años”, “que está en la niñez”; Niñez: “Período de la vida humana, que se 
extiende desde el nacimiento a la pubertad”; Pubertad: “Primera fase de la adolescencia, en la cual se 
producen las modificaciones propias del paso de la infancia a la edad adulta”; Adolescencia: “Edad que 
sucede a la niñez y que transcurre desde la pubertad hasta el completo desarrollo del organismo”. 
Infante: “Niño que aún no ha llegado a la edad de siete años”. Menor edad: “La de la persona 
que no ha llegado a la mayor edad”; Mayor edad: “Aquella que, según la ley, ha de tener una persona 
para poder disponer de sí, gobernar su hacienda, etc.”; Adolescente: “Que está en la adolescencia”. Véase 
adolescencia supra; Joven: “De poca edad”, “persona que está en la juventud”; Juventud: “Edad que se 
sitúa entre la infancia y la edad adulta”. 





Ahora bien, antes de entrar en una exposición detallada de cada época, cultura y 
legislación penal de menores, es precisa una sucinta aclaración respecto a qué ha sido 
considerado un menor infractor a lo largo de la historia y qué concepto o terminología 
se empleó en cada época. 
 
La importancia de la minoría de edad penal radica, en todo caso, en la 
determinación de la imputabilidad penal, considerándose la edad como una 
circunstancia modificativa de la misma
18
. Pero este criterio no se asienta y estabiliza 
jurídicamente hasta la codificación en la etapa decimonónica. Al respecto, tal y como 
afirma Pérez Vitoria, “la apreciación de la menor edad, como causa de exención o 
modificativa de la responsabilidad, no ha tenido lugar, de una manera rigurosa y 
científica, hasta mediado el siglo XIX”19. Por lo tanto, será difícil establecer una edad 
concreta de la minoría de edad penal con anterioridad a tal periodo histórico. 
 
Por otro lado, desde un punto de vista genérico, sirven otro tipo de 
diferenciaciones pues, como afirmara Antón Oneca, en la vida del hombre pueden 
distinguirse cuatro períodos en orden a la responsabilidad criminal: La infancia, o 
periodo de irresponsabilidad absoluta; la adolescencia donde la responsabilidad penal 
normalmente es atenuada; la mayor edad o etapa de responsabilidad plena; y, por 




Si iniciamos entonces un breve recorrido introductorio por las diversas épocas y 
civilizaciones y siguiendo a modo de guía tales periodos, nos encontramos con que en 
los albores de los primeros asentamientos humanos, en las pioneras ciudades de Siria, 
                                                             
18 Además, tal y como expone Martínez González, la relevancia de la edad para el Derecho penal 
se encuentra también en la problemática de las circunstancias modificativas de la responsabilidad penal y 
en la tipicidad, afectando tanto al sujeto activo del delito como a la víctima o sujeto pasivo. Vid. Martínez 
González, Mª.I.: “La minoría de edad penal”, en Cuadernos de Política Criminal, Número 20, Edersa, 
Madrid, 1983, p. 399. 
19 Cfr. Pérez Vitoria, O.: La Minoría... ob. cit., p. 13. Al respecto, recuerda Martín Sánchez que 
“hasta comienzos del siglo XIX, en nuestro país, la legislación penal vigente era la de la Novísima 
Recopilación y, como derecho supletorio, el de las La Partidas. Con un tratamiento penal severo para el 
menor, fiel reflejo del existente para adultos”. Vid. Martín Sánchez, A.: “La minoría de edad penal”, en 
Del Rio Fernández, L. (Dir.): Circunstancias modificativas de la Responsabilidad criminal. CGPJ, marzo, 
Madrid, 1995, p. 255. 
20 Vid. Antón Oneca, J.: Derecho penal. 2ª Ed., Akaylure, Madrid, 1986, p. 314; en el mismo 
sentido, Vid. Higuera Guimerá, J.F.: “Antecedentes…” ob. y loc. cit.      





India, Persia y Mesopotamia, no existía un criterio legal específico
21
 para la minoría de 
edad a efectos penales
22
. A decir verdad, no existía el menor ante el derecho punitivo. 
Apenas podían distinguirse algunos criterios biológicos para su determinación
23
. El 
menor carecía, así, de un trato especial ante la primitiva ley penal, pues la aplicación de 
la misma sobre él venía definida por la herencia de su propia tribu o grupo familiar. No 
existía, por tanto, un periodo de inimputabilidad con base en la edad, puesto que la 





En este periodo histórico, la menor edad tan sólo confiere, en determinados casos 
y dependiendo de la evolución legislativa de la civilización a la que hagamos 
referencia
25
, una atenuación de la responsabilidad penal, que deberemos fijar en una 
edad indeterminada hasta la pubertad. En síntesis, “en los pueblos antiguos, la duración 
de la infancia era muy corta”26. No existiendo fases intermedias, el niño se convertía en 
adulto cuando era capaz de valerse por sí mismo; a ello ha de sumarse un argumento 
                                                             
21 Sobre estas consideraciones, consúltese la obra del penalista italiano Manzini, V.: Paleontología 
criminal. Traducida al español por Bernaldo de Quirós, Viuda de Rodríguez Serra, Madrid, 1905, pp. 115 
y ss.; en el mismo sentido, Vid. Martínez González, Mª.I.: “La minoría…” ob. cit., p. 386.  
22 Al respecto, Elba Cruz y Cruz indica que en algunas civilizaciones como Egipto y la India, se 
estipulaba la edad de ocho años para el concepto de menor, si bien a efectos puramente civiles, siendo 
esta la edad en la que comenzaban su instrucción educativa. Vid. Cruz y Cruz, E.: “La edad…” ob. cit., p. 
460. 
23 Es el caso de algunos criterios de madurez sexual (edad viril) o puramente fisiológicos, que 
pueden encontrarse en el Talmud judío. Al respecto, Vid. Pérez Vitoria, O.: La Minoría... ob. cit., p. 13; 
en el mismo sentido, Sabater Tomás, A.: Los delincuentes jóvenes: estudio sociológico y penal. Hispano 
Europea, Barcelona, 1967, p. 40. En este aspecto, el pueblo judío fue uno de los primeros en establecer 
una edad más o menos determinada para la mayoría de edad penal, con base en las interpretaciones que 
los rabinos realizaron de la Tora y el Talmud, que son conocidas entre la doctrina judía como “máximas 
de los escribas”, o “comentarios de los rabinos”, y que estipulaban, a partir de criterios fisiológicos 
(crecimiento del vello púbico, barba, etc., para los varones, y signos de maduración sexual para las 
mujeres), la edad de trece años aproximadamente para los hombres, y doce para las féminas, como el 
punto de inflexión a partir del cual se podían contraer plenas atribuciones penales. Al respecto, Vid. 
Dictionnaire encyclopédique du judaïsme. Cerf, París, 1993, p. 352; y, también, Guinzburg, I.: El 
Talmud. M. Gleizer, Buenos Aires, 1946, pp. 50 y 52, donde el autor hace referencia a las 
interpretaciones de los rabinos y a las modificaciones que fueron introduciendo en la legislación plasmada 
en el Talmud, entre las que destacan las ordenanzas sobre las menores: “el padre estaba obligado a 
alimentar y vestir a sus hijas menores. Cuando se hacía casar a una menor, ésta podía abandonar a su 
esposo si no le agradaba, cuando llegara a la mayoría de edad”, otorgándole de este modo plenas 
capacidades legales. 
24 Como acertadamente ha expuesto el ya citado Pérez Vitoria, “la condición de menor no difería 
de la otorgada al adulto”. Cfr. Pérez Vitoria, O.: La Minoría... ob. cit., p. 14.  
25 Como ha expresado Sánchez Martínez, desde un punto de vista antropológico, “el concepto de 
menor en una sociedad dada corresponde al nivel de desarrollo alcanzado en lo referente a derechos 
humanos y sociales”. Cfr. Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes y nuevo enjuiciamiento de menores LO 
4/1992. Marcial Pons, Barcelona, p. 25. 
26 Cfr. Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes… ob. cit., p. 41. 





evolutivo, que radica en la temprana edad a la que se alcanzaba, en aquellas épocas, un 
desarrollo biológico completo. 
 
Adelantándonos en el tiempo hacia la mitológica Grecia, donde comienzan a 
abandonarse los criterios de responsabilidad familiar
27
 y a sustituirse por los de 
responsabilidad estatal, como ha expuesto Higuera Guimerá, “la edad de ser menor de 
siete años era de una gran importancia y se tenía en consideración”28. A partir de dicha 
edad, el menor pasaba a formar parte del patrimonio del Estado; y, en Esparta, era ya 
retirado del seno materno para el aprendizaje militar. Aunque ciertamente no existiera 
una inimputabilidad absoluta
29
, hasta tal edad podríamos considerar la infancia penal del 
pueblo de Zeus. 
 
El verdadero tratamiento jurídico-penal, diferenciado por periodos de edad, llega 
con el alzamiento de la civilización romana. En un primer momento, en Roma se recurre 
nuevamente a las fórmulas puramente fisiológicas para la determinación del fin de la 
infancia
30
, y ello hasta que Justiniano legislara sobre la cuestión, conformando el primer 
estatuto jurídico del menor. 
 
De este modo, nos encontramos con varios grados de imputabilidad, en orden a la 
edad del menor: infants, impúberes (proximus infantia, infantia maiores), y púberes. 
 
En la primera de las etapas, la infancia se determinó para aquellos individuos, 
varones o hembras, menores de siete años de edad, y estaban regidos por la máxima “in 
parvulis nulla deprehenditur culpa”. Se les consideraba, por tanto, siempre exentos de 
responsabilidad criminal
31
. En nuestra actual terminología, desde el momento del 
                                                             
27 Vid. Dareste, R.: La science du droit en Grèce: Platon, Aristote, Théophraste. L. Larose et 
Forcel, París,1888, p. 84, donde el autor indica que en aquellos delitos puramente patrimoniales la pena es 
personal y jamás afecta a los infantes. 
28 Cfr. Higuera Guimerá, J.F.: “Antecedentes…” ob. y loc. cit. 
29 Al respecto, Vid. Dareste, R.: La science… ob. cit., pp. 83 y ss.; y también del mismo autor, “Le 
Droit criminel dans les lois de Platón”, en  Revue de la Academie des Sciences Morales et Politiques, 
Paris, 1892, p. 286. 
30 Según Pérez Vitoria, “en los albores del Imperio, la duración de la infancia estaba fijada hasta el 
momento en que el niño sabía hablar perfectamente, de modo que el término de la misma debía 
establecerse concretamente en cada caso”. Cfr. Pérez Vitoria, O.: La Minoría... ob. cit., p. 16. 
31 Así se establece en la Ley Cornelia de Sicaris, recogida en el segundo libro del Digesto, bajo el 
lema latino “infantem innocentia consilii tuetur”. 





nacimiento hasta la edad de siete años, el individuo era considerado un niño, incapaz 
para la comisión de delitos. 
 
Desde los siete años hasta los diez años y medio de edad en los varones, y hasta 
los nueve años y medio en las mujeres, se presenta un periodo de proximidad al de 
infancia, en el que, según Alemán Monterreal, “no era usual, la condena a los impúberes 
infantia maiores, dada la poca edad y su proximidad al infans, lo que dificulta 
sobremanera que tuviesen conciencia de la ilicitud del acto, lo que, por lo demás, 
constituye el criterio determinante de la irresponsabilidad, e incluso, alcanzada la 
pubertad, la edad es tomada en consideración para fijar la medida de la pena”32. 
 
El siguiente periodo, que iba desde los desde los diez años y medio en los varones 
y desde los nueve años y medio en las mujeres, hasta los catorce años en los varones y 
doce en las féminas, que hoy denominamos adolescencia, daba comienzo a la 





La cuestión del discernimiento se mantenía, por tanto, como el único modo de 
desentrañar, en cada caso concreto, si el menor había obrado con pleno conocimiento y 
malicia, en cuyo caso, el dolo “podía suplir la edad34, por lo que cuando éste fuere 
probado, el impuber era responsable criminalmente, apreciándose, en la mayoría de los 
casos, una atenuación de la pena prevista para el acto delictivo cometido”35. 
 
La pubertad comenzaba con la plena madurez sexual. Desde los catorce años de 
edad en los varones y los doce en las mujeres, hasta los dieciocho años de edad. Durante 
                                                             
32 Cfr. Alemán Monterreal, A.: “Reseña histórica sobre la minoría de edad penal”, en Anuario de 
la Facultad de Derecho de la Universidad de la Coruña, Número 11, La Coruña, 2007, p. 30. 
33 Vid. Fereol Riviére, H.: Esquisse historique de la législation criminelle des romains. Joubert, 
Paris, 1844, p. 143; en el mismo sentido, siguiendo al autor francés, Vid. Pérez Vitoria, O.: La Minoría... 
ob. cit., p. 17. 
34 Se daba la aplicación de la máxima latina “malicia suplet aetatem”; no obstante, esta no era 
contemplada para todos los delitos, puesto que tal y como expone Iglesias, y más recientemente Higuera 
Guimerá, para los delitos de injurias el impúber proximus pubertas era asemejado al enajenado o furiosi. 
Vid. Iglesias, J.: Derecho Romano. Historia e Instituciones. Arici, Barcelona, 1990, p. 155. En el mismo 
sentido, Higuera Guimerá, J.F.: “Antecedentes…” ob. cit., p. 846. Lo mismo acaecía en el caso de los 
delitos por falsificación de moneda, según la Ley Cornelia de falsis., incluida en el Digesto, 48, 10, 22º 
fragmento Paulus.  
35 Cfr. Alemán Monterreal, A.: “Reseña histórica…” ob. y loc. cit.  





esta etapa, post-adolescente, el menor era plenamente responsable penalmente, si bien 
se establecían algunas prerrogativas para disminuir la dureza de las penas
36
. Esta 
situación se mantendría hasta los jóvenes adultos, aquellos mayores de dieciocho años y 
menores de veinticinco, a partir de los cuales se adquiriría la plena capacidad penal
37
, 
considerando el mismo régimen que para los adultos. 
 
Sin asomo de dudas, la legislación romana, más interesada en los litigios civiles 
que en los penales, será la que de un modo más relevante influirá en las legislaciones 





Con la llegada de la Edad Media y la influencia del derecho germánico nos 
encontramos de nuevo con un panorama de indeterminación en cuanto a las edades de 
responsabilidad penal. En este sentido, los belicosos pueblos germánicos consideraban 
adulto a todo individuo capaz de valerse por sí mismo en combate, aunque la edad más 
comúnmente aceptada para el comienzo de la responsabilidad penal es la de los doce 
años, sin ninguna distinción por tramos de edades
39
. 
                                                             
36 Vid. Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes… ob. cit., p. 42. Al respecto, Pérez Vitoria opinaba 
que la pena de muerte estaba excluida para los llamados minores, pero Pessina parecía admitir la 
posibilidad de que tuviera lugar, siendo muy especiales las condiciones bajo las cuales podían escaparse a 
la pena capital. Al respecto, Vid. Péssina, E.: Elementos de Derecho penal. 4ª Ed., anotada conforme a la 
legislación vigente y adicionada con las doctrinas científicas modernas por Eugenio Cuello Calón, Reus, 
Madrid, 1936, pp. 360-361; Pérez Vitoria, O.: La Minoría... ob. cit., p. 18; y también, Sabater Tomás, A.: 
Los delincuentes… ob. cit., p. 40. 
37 Vid. Carnazza-Rametta, G.: Studio sul Diritto Penale dei Romani. Anastatica, “L’Erma” di 
Bretschneider-Roma, 1972, p. 188. 
38 Compruébese esta influencia en el caso de la teoría del discernimiento, que fuera aplicada en 
muchos de los Códigos penales europeos decimonónicos. Al respecto, Vid. Higuera Guimerá, J.F.: 
“Antecedentes históricos…” ob. cit., punto h) los Códigos penales europeos, passim.  
39 Según Sabater Tomás, el Derecho penal germánico y nórdico, “no hacía la distinción tripartita 
del derecho romano. Consideraba mayor de edad penal, al joven capaz de empuñar las armas y fijaba 
como límite de edad los doce años para los sajones, catorce años para los suavos, y trece años para los 
visigodos y borgoñeses. El derecho longobardo estableció que hasta los doce años el niño no debe pagar 
el fredus al Estado. Según el estatuto de Lubeck, cuando un menor de doce años mataba a otro niño, el 
juez debía ofrecer al delincuente una manzana y una moneda. Si el niño elegía esta última, demostraba 
con ello su madurez y debía sufrir castigo. En Bretaña se quedaba emancipado de la tutela a los catorce 
años, a cuya edad se podía condenar a muerte por robo. La Sachsenspiegel y la Schawabenspiegel, 
disposiciones germánicas del siglo XIII, fijan el límite de la minoridad penal y civil, la primera a los doce 
años, y la segunda a los catorce. Las costumbres de Bayona permiten encarcelar a los niños de diez años 
que estén vagabundeando por los campos; en cambio, declaran irresponsable a un menor de dieciséis que 
lance piedras a otro. La Constitutio Criminalis Carolina de 1532, disponía que un ladrón de menos de 
doce años no podía ser condenado a muerte, a menos que existiera una razón particular o que la malicia 
supliera la edad. 





La etapa de infancia, de irresponsabilidad penal absoluta, en los pueblos 
germánicos bárbaros se extenderá hasta la adolescencia, a partir de la cual el individuo 
será plenamente responsable. De este modo, llega la concepción penal del menor a 
nuestros derechos forales, en los cuales dependiendo de cada región se estipulan normas 
concretas para casos particulares en los que la edad del infractor podrá eximir o atenuar 
las penas. No existirá en el derecho visigodo
40
, ni en nuestros fueros municipales, un 




Más tarde, la religión católica retomará las concepciones romanas
42
 y, durante el 
Medioevo, nuevamente nos encontraremos con la imputabilidad absoluta del Infante 
(desde los primeros meses hasta los siete años), “a partir de esta edad, la capacidad y 
subsiguiente responsabilidad será una cuestión apreciable en cada caso en concreto, y 
                                                                                                                                                                                  
En Inglaterra, las viejas costumbres sajonas fijan la edad de los doce años como la edad del 
discernimiento. Después, un reglamento del siglo X de la ciudad de Londres establecía que el ladrón 
sorprendido in fraganti, no podía escapar de la muerte inmediata a no ser que tuviera menos de doce años, 
y si el valor del objeto robado era inferior a doce denarios”. Cfr. Sabater Tomás, A.: Los delincuentes… 
ob. cit., p. 41.  
40 Lo más aproximado que podemos encontrar a un concepto de menor en la legislación visigótica 
es lo dispuesto en un precepto del Liber Iudiciorum, declarando exentos de pena a los menores de diez 
años; no obstante, como ya hemos apuntado, se trata de un precepto aislado, no de una declaración de 
inimputabilidad penal hacia los menores de esa edad. El precepto en cuestión, inserto en el Libro XII, III, 
XI, reza del siguiente modo: “…Infantes tamen ipsi, vel pueri a tantis supradictis damnis erunt alieni, si 
ipsam perfidiae doctrinam infra X. aetis suae annos positi meditasse fuerint visi. Caetarum si post X. 
annos quisquis talia attendit, vel meditari vetita praesumpserit, superioris institutionis damna vel verbera 
adnotatus sustineat”. Más tarde, fue transcrito de modo literal en el Fuero Juzgo, si bien se aumenta la 
edad de responsabilidad penal a los doce años. 
41 Tan sólo se encuentran menciones indefinidas, que hablan de la exención de la responsabilidad 
penal de los “macebos” y otros conceptos indeterminados en los que no se hace referencia expresa a la 
edad. Vid. Alemán Monterreal, A.: “Reseña histórica…” ob. cit., p. 32. Como casos excepcionales, resalta 
Pérez Vitoria el Fuero dado por el Abad de Oña, que establece en siete años la edad penal para el delito 
de calumnias, así como el Fuero de Castiella, que establece la misma edad para hacer posible la 
comparecencia en el juicio, Vid. Pérez Vitoria, O.: La Minoría... ob. cit., p. 25. Por otra parte, Higuera 
Guimerá nos recuerda, también, el Fuero de Brihuega, que establece el comienzo de la responsabilidad 
penal en los diez años y el Fuero de Ledesma que rebaja la edad hasta los nueve años. Vid. Higuera 
Guimerá, J.F.: “Antecedentes históricos…” ob. cit., G) Derecho español, a) antecedentes históricos 
remotos. En el Portugaliae Monumenta Historica. Leges et consuetudinis (Ed. de Lisboa, 1856), nos 
encontramos con el Foral de Fortaceda, de 1193, que exige la edad de diecisiete años para que puedan 
tener lugar plenamente las consecuencias del delito; en este caso, la privación de la paz. 
42 Que se extenderán a las legislaciones de aquellas naciones que profesaban la fe católica, como 
bien nos recuerda Elba Cruz y Cruz, en el caso de la Peinliche Gerichtsordnun, promulgada por el 
Emperador Carlos V, la cual acoge las prerrogativas romanas, si bien se establecía el examen del dolo o 
discernimiento, indicándose, en su artículo 164, que en el caso del robo cometido por menor de catorce 
años, se impondría un castigo corporal y la renuncia a vengarse, en lugar de pena capital; pero si se 
trataba de un criminal muy peligroso o gran ladrón, podría llegar a imponérsele la pena de muerte previa 
comprobación de la existencia de malicia. Vid. Cruz y Cruz, E.: “El concepto de los menores infractores”, 
en Revista del Postgrado en Derecho de la UNAM, Volúmen III, Número 5, México, 2007, p. 339. 





que, por lo demás, podía constituir una circunstancia atenuante”43, y el pleno despertar 
penal se hará coincidir con la pubertad (catorce años, tanto para varones como para 
féminas)
44. Como ha señalado Machado Ruiz, el tránsito operado por el “Derecho penal 
marcadamente objetivo (responsabilidad fundada en el hecho ilícito) hacia otro de 
carácter subjetivo (responsabilidad basada en la acción delictiva culpable), termina 
verificándose en la Edad Media. De manera que la incidencia de la minoría de edad 
sobre la capacidad de actuación delictiva va a manifestarse también en las legislaciones 
del siglo XIII”45. 
 
Con las Partidas llega nuevamente a nuestra legislación una ordenación 
sistemática de la minoría de edad penal
46
. Se establecen, de nuevo, varias franjas 
temporales diferenciadas, entre las que encontramos la infancia, o periodo de 
inimputabilidad penal, hasta los diez años y medio para los varones (y nueve y medio 
para las hembras
47), “por mengua de edad y de sentido”48, si bien se establecía una 
eximente de edad a los varones menores de catorce años y mujeres menores de los doce 
por delitos de lujuria. Además de establecer la minoría de edad penal, siempre por 
encima de la edad de diez años y medio, y eximir de la responsabilidad de algunos 
delitos, la atenuación de las penas en las Partidas se extendía hasta los jóvenes 
infractores, es decir, a aquellos individuos que habían cumplido los diecisiete años
49
, y 
más aún, incluso, pudo extenderse, según Alonso de Villadiego, la benigna ejecución 
                                                             
43 Cfr. Alemán Monterreal, A.: “Reseña histórica…” ob. cit., p. 31. 
44 Vid. Metz, R.: “L’enfant dans le droit canonique medieval. Orientations di recerche” (original 
de 1976, en Recueils de la Société de Jean Bodin, Número 36, pp. 58 a 67), reimpreso en La femme et 
l’enfant dans le droit canonique medieval. Variorum Reprints, London, 1985, pp. 93 y ss. 
45 Cfr. Machado Ruíz, Mª.D.: “Minoría de edad e Imputabilidad penal”, en Actualidad Penal, 
Tomo I, Número 3, semana del 13 al 19 enero, La Ley, Madrid, 2003, pp. 93 y ss.  
46 Vid. Alemán Monterreal, A.: “Reseña histórica…” ob. cit., p. 32. Para un estudio de la minoría 
de edad en el cuerpo legal Alfonsino, consúltense, de la obra citada, las pp. 32-35.  
47 Edad penal que jamás llegó a implantarse en las Partidas pero que, según Gregorio López, 
formaba parte del Derecho común aceptado en la época. Vid. López, G.: Glosa a la Partida VII, Título I, 
Ley IX; recogido  por Tomás y Valiente, F.: El Derecho penal de la monarquía absoluta (siglos XVI, 
XVII, XVIII). Tecnos, Madrid, 1992, p. 340, números 130 y 131. 
48 Vid. Partida I, Título I, Ley XXI. 
49 Vid. Partida VII, Título XXXI, Ley VIII, que reza con el siguiente tenor: “…E fi por auentura el 
q ouieffe errado fueffe menor de diez anos e medio no le deue dar ninguna pena. E fi fueffe mayor defta 
edad e menor dediez e fiete anos, deuen le menguar la pena q darian a los otros mayores por tal 
yerro…”. 





penal hasta la edad de los jóvenes adultos, esto es, hasta la franja de los diecisiete-




Desde el Renacimiento hasta el siglo XVIII, se vivirán en toda Europa las guerras 
de la Iglesia, las etapas de Reforma y Contrarreforma, que no dejaron mucho tiempo 
para ocuparse en la elaboración de una legislación más pormenorizada de los menores, 
por lo que el ambiente punitivo y sin distinción del régimen del adulto, marcará, como 
lo hizo en las anteriores épocas, el tratamiento penal de aquéllos
51
. Se mantuvieron, así, 
las edades anteriormente fijadas por el Derecho romano
52
; para la irresponsabilidad 
penal absoluta en los siete a diez años; las de diez a diecisiete años para la 
responsabilidad penal sometida a discernimiento; y, por último, la plena responsabilidad 
penal de los jóvenes a partir de los dieciocho años, si bien, con determinadas 
atenuaciones en algunos ordenamientos
53
.  
                                                             
50 Vid. De Villadiego de Vascuñana y Montoya, A.: Instrucción política y práctica judicial 
conforme al estilo de los Consejos, Audiencias y Tribunales de Corte y otros Ordinarios del Reyno. 
Benito Cano, Madrid, 1788, pp. 76 y 77, número 162; quien asegura que hasta los veinticinco años, el 
Juez tiene potestad para imponer las penas de manera arbitraria, de modo que podría imponerse una de 
menor dureza, teniendo en cuenta las condiciones especiales del delincuente y el hecho en cuestión; de la 
misma opinión, Tomas y Valiente, F.: El Derecho penal… ob. cit., p. 340; Pérez Vitoria, O.: La Minoría... 
ob. cit., p. 23. 
51 Aunque existieron también algunas excepciones puntuales, como es el caso de las 
Constituciones de Federico II, que declaraban la irresponsabilidad penal del niño y la mitigación de la 
penalidad, señalando los dieciocho años como límite de la minoría de edad penal, tal y como ha resumido 
Alemán Monterreal, “en puridad, la doctrina es unánime en afirmar la severidad y el exceso de crueldad 
como notas distintivas y caracterizadoras de los siglos XVI al XVIII con que eran tratados los jóvenes 
infractores; durísimas penalidades destinadas a erradicar la vagancia y la criminalidad, las que habían 
alcanzado una difusión insospechada”. Cfr. Alemán Monterreal, A.: “Reseña histórica…” ob. cit., p. 36. 
52 Expone Higuera Guimerá que “los juristas y teólogos de los siglos XVI y XVII suelen seguir el 
sistema del Derecho romano”. Cfr. Higuera Guimerá, J.F.: “Antecedentes históricos…” ob. cit., a) 
Antecedentes históricos remotos, posterior evolución. El autor se apoya en los textos de la época tales 
como De Castro, A.: De potestate legis poenalis, 1568, libro II, Capítulo XIII. Molina, L.: De lustitia et 
iure, 1593, tract. III, disp. 36, y 37, quien juzga irresponsable en absoluto al menor de siete años. Gómez, 
A.: Comentariorum variarumque resolutionum iuris civilis, communis et regii. De delictis, 1552; Pérez de 
Lara, I.: Compendium vitae hominis, 1629, capítulo XXVIII. 
53 Vid. Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes… ob. cit., pp. 44 y 45. El autor indica que durante 
los siglos XVI y XVII “se dan alternativas de suavidad y de inhumana dureza. El emperador Carlos V en 
una ordenanza establecía que los niños fuesen juzgados por los Tribunales Ordinarios de Justicia y se 
investigase por éstos si obraban con discernimiento y en caso afirmativo, se les aplicaba la Constitutio 
Criminalis Carolina, que establecía para esos casos una aminoración, pero con el excesivo incremento de 
la criminalidad, se aumenta la penalidad afectando a los niños. 
En Francia, bajo el reinado de Francisco I, existió un movimiento dulcificador de las penas, 
quedando excluidos los menores de los castigos corporales, y volvió a ingresarles en hospitales donde se 
les enseñaba oficios adecuados según sus aptitudes para recuperarlos socialmente; pero, al poco tiempo, 
en 1567 se volvió al régimen de represión severa, imponiéndoseles penas tan crueles como los azotes, las 
galeras y expulsión del territorio. Esta situación duró hasta finales del siglo XVIII. 
En Alemania los menores fueron objeto de un trato durísimo, incluso se les imponía la pena de 
muerte”. 





El gran cambio se produjo en el siglo XVIII, acompañado por las nuevas 
corrientes reformistas penales (Beccaria
54
), penitenciarias (Howard, Lardizábal), 
ideológicas (Rousseau
55
, Voltaire), e incluso políticas (Carlos III), que trataron la 
cuestión del menor infractor con mayor atención. 
 
 En efecto, en España también aparece ese punto de inflexión cuando, bajo el 
reinado de Carlos III, se dio comienzo a la sustitución de la penalidad en los menores 
delincuentes por un tratamiento educativo de los mismos. La regulación acerca de la 
minoría penal se encontraba hasta entonces contenida fundamentalmente en la 
Pragmática-sanción, de 19 de septiembre de 1783
56
, en la cual se estipulaban las Reglas 
para contener y castigar la vagancia y otros excesos de los llamados gitanos, donde se 
establecían la siguiente regla: 
 
“Exceptúo de la pena a los niños y jóvenes de ambos sexos que no excedieren de diez y 
seis anos”57. 
 
De este modo, quedaba la minoría de edad penal en los dieciséis años, siendo 
inimputables aquellos menores de dicha edad, para los que se preveía el ingreso en los 
Hospicios y establecimientos benéficos. Aunque el precepto se centrara en los menores 
en situación de desamparo y estaba dirigido a la etnia gitana, Alemán Monterreal ha 
establecido una posible relación entre algunas de las sentencias de la época y el mandato 
de la Pragmática
58
. Además de la citada exención, se estableció una conmutación de la 
                                                             
54 Como veremos, la figura de Cesare Bonesana, Marqués de Beccaría, influyó definitivamente en 
la legislación de los pueblos europeos del Antiguo Régimen, como es el caso del Código toscano de 1786, 
inspirado en sus ideas, “pues no en vano la comisión que lo elaboró estaba presidida por éste, excluía de 
toda pena a los menores de doce años; sólo se les podían aplicar medidas educativas. La condena para los 
menores de doce a catorce años dependía del discernimiento; y a los comprendidos entre los catorce a los 
dieciocho se les aplicaban penas muy atenuadas”. Cfr. Sabater Tomás, A.: Los delincuentes... ob. cit., p. 
42. También el revolucionario Código penal francés, de 6 de octubre de 1791, fue depositario de las ideas 
del Marqués, y en su articulado se ordenó la desaparición de las penas corporales para los niños y la 
sustituyó por el internamiento en instituciones de carácter correccional.  
55 Quien fue uno de los primeros autores en reflejar la autonomía del menor y la protección de sus 
derechos, dándole una gran importancia a la educación de los niños: “Todo cuanto nos falta al nacer, y 
necesitamos siendo adultos, se lo debemos a la educación”. Al respecto, Vid. Rousseau, J.J.: Emilio, o de 
la Educación. Traducido al español por J. Marchena. Tomos I y II, Albán y Cia., Madrid, 1821, passim.  
56 Recopilada en la Novissima Recopilación, Libro XII, Título XVI, Ley XI. 
57 Número 16 de la Ley citada. 
58 Sostiene la citada profesora de Derecho Romano, que “en este contexto debemos mencionar una 
relación oficial de las causas criminales habidas en Granada en el mes de julio de 1791, en ellas, por un 
lado, se incluye el caso de un muchacho de dieciséis años condenado a ser “apercibido y entregado a sus 
padres por la comisión de obscenidades lujuriosas; por otro, encontramos idéntica pena con la que se 





pena por el destino a las armas (fundamentalmente en la Marina) para los jóvenes 
infractores y vagabundos, de edades comprendidas entre los diecisiete y los treinta y 
seis años
59
, amplitud que puede entenderse debido a que, si bien el reinado de Carlos III 
se caracterizó por las ideas de la Ilustración en sus textos legales, también fue pródigo 
en los conflictos armados. 
 
El siglo XIX traerá el pensamiento médico positivo
60
 y, con él, la Codificación. 
Por toda Europa los textos penales legislarán estableciendo un concepto de 
responsabilidad penal basado en los criterios de discernimiento
61
, la filosofía tutelar y 
las concepciones correccionalistas
62
. En general, tal y como ha expuesto Pérez Vitoria, 
las normas penales decimonónicas establecían diversos códigos de edad: “uno, inicial, 
de irresponsabilidad absoluta (plena minoría penal), que se extendía hasta los siete, 
nueve o diez años, según los Códigos. Otro, inmediatamente posterior, de 
                                                                                                                                                                                  
castiga a una chica de la misma edad por “escándalos de incontinencia”. Cfr. Alemán Monterreal, A.: 
“Reseña histórica…” ob. cit., p. 37.  
59 Así lo dispone el Real decreto y cédula, de 17 de mayo, de 1775, integrado en la Novissima 
Recopilación, Libro XII, Título XXXI, Ley VII, 6; edad que sería más tarde ampliada, a medida que los 
conflictos también se acentuaban, a los cuarenta años cumplidos, por Real orden, de 7 de agosto de 1779. 
60 Fundamentalmente Lombroso, en su Medicina Legal. Traducción al español por Dorado 
Montero. Tomo I, La España Moderna, Madrid, 1890, pp. 29 y ss. 
61 Acerca de la adopción de la teoría del discernimiento en la historia de los primeros códigos, no 
podemos resistirnos a transcribir la opinión de uno de los mejores conocedores de la problemática de los 
menores infractores, como es Bueno Arús. Según el principal redactor de la actual Ley Orgánica 
reguladora de la Responsabilidad penal del menor, “como el Derecho no es una ciencia, la determinación 
de la edad, a partir de la cual se tiene la suficiente madurez como para comprender (incluida la 
significación antijurídica de la acción planificada) y querer lo que se hace, no se puede llevar a cabo 
jurídicamente con la objetividad y seguridad propias del método científico. (…) Lo más que se puede 
obtener es el criterio de que el dies a quo buscado se sitúa alrededor del cumplimiento de los quince años, 
con un margen de complementariedad a derecha y a izquierda. Esta inseguridad ha tenido dos importantes 
consecuencias históricas. 
La primera de esas consecuencias es que el legislador ha ensayado no conformarse definitivamente 
con una edades fijas y hace algún tiempo prefirió que el Juez estableciera, caso por caso, si el menor 
había actuado o no con libre discernimiento, para imputarle o no la plena responsabilidad penal. 
(…) 
De otra parte, esos límites legales parece que hayan estado siempre en constante experimentación, 
porque no han dejado de cambiar frecuentemente a lo largo de la historia, al aumentar la delincuencia o 
tener lugar las situaciones de crisis, especialmente conflictivas o incluso falta de plazas en los centros de 
internamiento. 
Por eso, hay una edad mínima para realizar actos jurídicos prohibidos con la eficacia 
(responsabilidad penal) fijada por la ley, que no suele coincidir con los límites legales de edad 
establecidos en otros sectores del ordenamiento jurídico”. Cfr. Bueno Arús, F.: “Menor edad: 
imputabilidad o inimputabilidad sui generis. Influencia en este punto de la Ley Orgánica reguladora de la 
Responsabilidad penal de menor”, en Pantoja García, F., y Bueno Arús, F. (Dirs.): Actual doctrina de 
Imputabilidad penal, Estudios de Derecho Judicial, Número 110, CGPJ, Madrid, 2006, pp. 344 y 345. 
62 Al respecto, Vid. Ventas Sastre, R.: Estudio de la Minoría de edad desde una perspectiva penal, 
psicológica y criminológica. Publicaciones del Instituto de Criminología de la UCM (ER), Madrid, 2002, 
pp. 31-37.  





responsabilidad condicionada, en que se declaraba la imputabilidad del menor si se 
probaba que había obrado con discernimiento. Este periodo, en algunas legislaciones 
llegaba solamente hasta los catorce años, mientras que en otras se extendía hasta los 
quince, los dieciséis y aún hasta los diecisiete. En el tercer periodo, desde esta última 
edad hasta los dieciocho años, que algunos códigos ampliaban hasta los veintiuno, se 
consideraba al menor responsable, si bien esta responsabilidad se le atenuaba en 




 no fueron la excepción a la norma europea, máxime cuando la 
teoría positivo-correccional, propuesta desde Alemania por Roeder, encontró en Dorado 
Montero a su máximo catalizador y difusor
65
. Así, nuestro primer Código de 1822 
                                                             
63 Cfr. Pérez Vitoria, O.: La Minoría... ob. cit., pp. 23 y 24; en el mismo sentido, Martínez 
González, Mª.I.: “La minoría…” ob. cit., p. 389. En su reseña histórica sobre los jóvenes infractores, 
Sabater Tomás expone el siguiente resumen del tratamiento de la minoría de edad penal a principios del 
siglo XIX en Europa: 
“El Código penal de Napoleón de 1810, sigue el sistema del Código penal de 1791, y ejerce una 
notable influencia, junto con el Código penal bávaro de 1813, obra de Anselmo Feuerbach, sobre los 
demás códigos europeos promulgados en el siglo XIX. Aquél fija la mayoría de edad penal en los 
dieciséis años. La culpabilidad se basa en el discernimiento y en el caso de crimen o delito en lugar de 
dejarle con sus padres puede ingresarlo en una casa de corrección hasta que cumpla los veinte años, si ha 
obrado sin aquél, pero si es capaz de discernir el tribunal puede condenarlo, pero con penas atenuadas.  
(…). El Código penal bávaro de 1813, distingue entre menores de ocho años, que declara exentos 
absolutos de responsabilidad; de ocho a doce y de doce a dieciséis; la atenuación de la pena de un grupo a 
otro de menores difiere en intensidad. El Código penal prusiano de 1851 y el bávaro de 1861, adoptando 
la solución del Código penal francés, fijan la edad penal en los dieciséis años, los menores de esa edad 
son inimputables. 
El Código penal austríaco de 1852 declara la impunidad de los menores de diez años. Los menores 
de diez a catorce años que han cometido un crimen tan sólo pueden ser condenados a una pena de 
privación de libertad de séis meses como máximo. A los comprendidos entre los catorce a los veinte años, 
se les aplican determinadas circunstancias atenuantes, en razón a su edad. El Código penal serbio de 
1860, fija el límite de irresponsabilidad hasta los doce años. Según obren o no con discernimiento los 
menores de doce a dieciséis años, quedan con sus padres o en un establecimiento de corrección. Los 
delincuentes de dieciséis a veintiún años son considerados como penalmente responsables, pero no se les 
podrá aplicar la pena de muerte, y tan sólo cumplen las dos terceras partes de la pena a que hubieran sido 
condenados (…). El Código penal alemán de 1871 declara irresponsables a los menores de doce años. Los 
comprendidos entre esta última edad y los dieciocho años, si el Tribunal considera que han obrado sin 
discernimiento, quedan con sus padres o en un establecimiento correccional. En el caso contrario, se le 
aplican penas atenuadas. El Código penal holandés de 1881, a los menores de diez a dieciséis años se les 
aplican medidas educativas o una pena reducida a una tercera parte, según su discernimiento. Por último, 
el Código penal italiano de 1889 (Codice Zanardelli), señala los siguientes límites de edad, nueve, 
catorce, dieciocho y veintiuno. De los nueve a los catorce pueden ser condenados a una pena 
especialmente atenuada, y de los dieciocho a los veintiuno, también se les reducía la pena, pero no tanto 
como en el caso anterior”. Cfr. Sabater Tomás, A.: Los delincuentes… ob. cit., pp. 42, 43 y 44. 
64 Para un estudio completo de la minoría de edad penal en los primeros códigos españoles 
decimonónicos, Vid. in extenso, Ventas Sastre, R.: “La minoría de edad en el proceso de la codificación 
penal española (siglos XIX y XX)”, Cuadernos de Política Criminal, Número 77, Edersa, Madrid, 2002, 
passim. 
65 Tal y como ha asegurado González Zorrilla, la determinación de la minoría de edad penal en 
nuestra codificación ha sido el resultado de la lucha de escuelas clásica y positiva, a las que se suman el 





establecía nuevamente los tres periodos básicos del derecho romano
66
, estableciendo la 
minoría penal en los siete años, por debajo de los cuales el menor no poseía capacidad 
penal reconocida. Durante el segundo periodo, que se hace coincidir con el desarrollo 
adolescente del menor, de los siete a los diecisiete años, se determinará responsabilidad 
en base al discernimiento y malicia del infractor. En la fase final, correspondiente a la 
juventud, de los diecisiete a los dieciocho, el joven es plenamente responsable, si bien, 
se atenúan las penas con base a las circunstancias especiales de su personalidad. 
 
El Código de 1848 eleva la minoría de edad penal a los nueve años. Se entiende 
que el menor de esta edad es incapaz de ser responsable de los actos delictivos y el 
Derecho penal no actúa para él. De los nueve años a los quince, se establece la 
indeterminación de la imputabilidad, nuevamente sometida al criterio de 
discernimiento
67
, y de los quince a los dieciocho años, la post-adolescencia y juventud 
del menor de edad civil, está caracterizada por una atenuación obligatoria de las penas. 
Prácticamente este sistema se afianzaría, con mayor propiedad
68
, en el Código de 1870, 
continuando la edad de nueve años como la elegida para representar la minoría penal de 
irresponsabilidad penal absoluta. Constituye, además, la minoría de edad penal una 
circunstancia de atenuación privilegiada hasta los dieciocho años, porque siempre debe 




                                                                                                                                                                                  
pensamiento criminológico de los siglos XVIII y XIX y la política criminal tutelar frente al fenómeno de 
la desviación infantil. Vid. González Zorrilla, C.: “Minoria de edad penal, inimputabilidad y 
responsabilidad”, en Documentación Jurídica, Volúmen 1, Ministerio de Justicia, Madrid, 1983, passim. 
Siguen esta línea argumental, Martín Sánchez, J.A.: Antecedentes… ob. cit., p. 265; y también Alemán 
Monterreal, A.: “Reseña histórica…” ob. cit., p. 39.  
66 Vid. Del Rosal Blasco, B.: “Joven delincuente y derecho penal”, en Cuadernos de Política 
Criminal, Número 54, Edersa, Madrid, 1994, p. 1039, quien establece la comparativa con los preceptos 
del Derecho Canónico, que a su vez son una herencia del Derecho romano; al respecto, Vid. Alemán 
Monterreal, A.: “Reseña histórica…” ob. cit., p. 38. 
67 La búsqueda de la responsabilidad penal del menor estaba basada en el criterio de la atribución 
de la culpabilidad por las acciones cometidas por éste. Tal y como ha expuesto Machado Ruíz, “es en el 
marco de un sistema penal clásico, en que la culpabilidad aparece concebida como juicio de reproche y la 
pena como retribución, en el que nuestros Códigos penales se adscriben al principio del discernimiento”, 
no obstante, “estos cuerpos legales no se establece un sistema de discernimiento puro como sucedía en las 
leyes penales de otros países”, “más bien, se trata de un sistema mixto”, en el que se juzgaba tanto desde 
la perspectiva de la edad biológica como desde las circunstancias concretas del menor según el prudente 
arbitrio judicial. Vid. Machado Ruíz, Mª.D.: “Minoría de edad e imputabilidad…” ob. cit., p. 97. 
68 Vid. Martínez González, Mª.I.: “La minoría…” ob. cit., p. 414. 
69 Vid. Viada y Vilaseca, S.: Código penal de 1870, reforma de 1870. Tomo I, Imprenta A. San 
Martín, Madrid, 1890, p. 198. 





Finalmente, se impone la presunción iuris et de iure de inimputabilidad de los 
menores nueve años en el Código de 1928, si bien, ahora bajo el abrigo de la filosofía 
tutelar y de los Tribunales de Menores, se indica la etapa de irresponsabilidad 
indeterminada por el discernimiento hasta los dieciséis años
70
, siendo, a partir de esa 
edad, los jóvenes delincuentes plenamente responsables, a pesar de contar con 
atenuación de las penas hasta los dieciocho años. 
 
La minoría de edad penal quedará definida de manera diferente en los Códigos de 
1932 y 1944. Dejan de distinguirse diferentes etapas, y tan sólo el joven, una vez pasada 
su adolescencia, será realmente responsable penalmente a partir de los dieciséis años. 
Por debajo de esta edad se entiende que el menor queda exento de responsabilidad 
penal, y se le somete al tratamiento específico educativo tutelar que deja atrás las 
concepciones represoras del Derecho penal
71
. Surge así, como acertadamente ha 
señalado Alemán Monterreal,  “un nuevo modelo caracterizado, en primer lugar, por 
imponer la exclusión del menor del sistema penal de adultos, a través de un mecanismo 
basado en un criterio puramente cronológico o biológico: la fijación de una determinada 
edad antes de la cual el sujeto se considera menor, y por ello, exento de la posible 
intervención punitiva tradicional a través de penas, y a partir de la cual podrá ser 
sancionado aunque con notables atenuaciones. Es más, las medidas a imponer se 
fundamentan y determinan con base en la concreta necesidad de corrección del 
menor”72. 
 
La misma edad, de dieciséis años, será utilizada como criterio para la aplicación 
de las leyes especiales de peligrosidad y rehabilitación social
73
, que en todo momento 




                                                             
70 Los mayores de nueve años y menores de dieciséis años quedarán sometidos a las leyes penales, 
pero sin sufrir prisión preventiva. Vid. Martínez González, Mª.I.: “La minoría…” ob. cit., p. 417.  
71 Vid. Cuello Calón, E.: Exposición del Código Penal reformado de 1932. Bosch, Barcelona, 
1933, p. 89. 
72 Cfr. Alemán Monterreal, A.: “Reseña histórica…” ob. cit., p. 40. 
73 Vid. Ley 16/1970, de 4 de agosto, sobre Peligrosidad y Rehabilitación social, Artículo 1. 
74 Vid. Martínez González, Mª.I.: “La minoría…” ob. cit., p. 421. 





Este criterio se mantendrá en el Código de 1973 y, tal y como ha señalado Ventas 





Con la entrada en vigor del actual Código penal (Ley Orgánica 10/1995, de 23 de 
noviembre), se establece una importante modificación en la determinación de la 
responsabilidad penal del menor. Su artículo 19, que no entraría en vigor hasta la 
aprobación y puesta en marcha de la Ley Penal del Menor, establecía la equiparación 





Así pues, tal y como expone Alonso de Escamilla, “el Código penal de 1995 
estableció la minoría de edad penal en los dieciocho años, respondiendo así a una vieja 
demanda doctrinal que abogaba por equiparar la mayoría de edad penal a la civil y a la 
constitucional”77. No obstante, tal equiparación no sería absoluta, ya que, como el 
mismo Código disponía, el menor sería responsable conforma a lo dispuesto en la ley 
que regulara la responsabilidad penal del menor, es decir, la LORRPM. Se distingue, 
de esta forma, el concepto de mayoría de edad penal (dieciocho años), del concepto de 
responsabilidad penal (establecido en catorce años por la LORRPM). 
 
A modo de síntesis, la LORRPM vino a establecer el límite de los catorce años 
para exigir responsabilidad penal a los menores, y “se diferencian, en el ámbito de 
aplicación de la Ley y de la graduación de las consecuencias por los hechos cometidos, 
dos tramos: de catorce hasta dieciséis y de dieciséis a dieciocho, por presentar uno y 
otro grupo diferencias características, que requieren, desde un punto de vista científico y 
jurídico, un tratamiento diferenciado, constituyendo una agravación específica en el 
                                                             
75 Vid. Ventas Sastre, R.: “La minoría de edad en el proceso…” ob. cit., p. 37. 
76 Vid. Martínez González, Mª.I.: “La minoría…” ob. cit., p. 400. Con anterioridad a la entrada del 
Código penal de 1995, “el establecimiento de tal límite de minoría de edad penal no queda condicionado 
a las previsiones civiles, administrativas e incluso constitucionales”. Cfr. Martín Sánchez, A.: “La 
minoría…” ob. cit., p. 255. 
77 Cfr. Alonso de Escamilla, A.: “La minoría de edad penal”, en La Ley penal, Año II, Número 18, 
julio-agosto, Editorial La Ley, Madrid, 2005, p. 10. 





tramo de los dieciséis años, la comisión de delitos que se caracterizan por la violencia, 
intimidación o peligro para las personas”78. 
 
Además de estas consideraciones penales, para los mayores de dieciocho años, 
plenamente responsables según el Código penal de 1995, se establece un tratamiento 
penitenciario especial, acorde con las circunstancias personales de los penados con base 




Llegados a este punto, conviene recordar y definir con los nuevos criterios las 




a) Niño: se considera niño al antiguo infante, es decir, al irresponsable absoluto en 
términos penales. En nuestra actual legislación, tras la entrada en vigor de la LORRPM, 




b) Menor: Aunque el término empleado es genérico, ya que puede englobar 
coloquialmente a todos aquellos que aún no han alcanzado la mayoría de edad
82
, en 
lenguaje jurídico-penal menor es todo aquel que entra en el ámbito de aplicación de la 
LORRPM. Consideramos así menor ante la legislación penal a todo aquél individuo con 
catorce años cumplidos y hasta los dieciocho, sometidos por ello mismo a una 
                                                             
78 Cfr. Alonso de Escamilla, A.: “La minoría…” ob. cit., p. 9. 
79 Vid. Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria (LOGP), que en su 
Artículo 9.2. dispone: “los jóvenes deberán cumplir separadamente de los adultos en establecimientos 
distintos o, en todo caso, en departamentos separados. A los efectos de esta Ley, se entiende por jóvenes 
las personas de uno u otro sexo que no hayan cumplido los veintiún años. Excepcionalmente, y teniendo 
en cuenta la personalidad del interno, podrán permanecer en centros destinados a jóvenes quienes, 
habiendo cumplido veintiún años, no hayan alcanzado los veinticinco”. Al respecto, también Vid. 
Artículo 68.2 LOGP. También, Vid. Martín Sánchez, A.: “La minoría…” ob. cit., p. 269. 
80 Vid. Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes… ob. cit., pp. 244 y 245. 
81 Estos menores no estarán sometidos a las normas de Derecho penal. Así, como se expresa en el 
artículo 3 de la LORRPM, “no se le exigirá responsabilidad con arreglo a la presente Ley, sino que se le 
aplicará lo dispuesto en las normas sobre protección de menores previstas en el Código Civil y demás 
disposiciones vigentes. El Ministerio Fiscal deberá remitir a la entidad pública de protección de menores 
testimonio de los particulares que considere precisos respecto al menor, a fin de valorar su situación, y 
dicha entidad habrá de promover las medidas de protección adecuadas a las circunstancias de aquel 
conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero”. 
82 A diferencia del Anteproyecto de Ley Penal de Menores de 1995,  que distinguía entre menores 
y jóvenes (artículo 2), la primera redacción de la LORRPM, indicaba en su art. 1.4., que “al efecto de 
designar a las personas a quienes se aplica esta Ley, en el articulado de la misma se utiliza el término 
menores para referirse a las que no han cumplido dieciocho años, y el de jóvenes para referirse a las 
mayores de dicha edad”. Este precepto fue modificado por la LO 8/2006, de 4 de diciembre, eliminando 
este punto de la redacción de la norma. 







. Dentro de los menores, habrán de distinguirse a su vez dos 
franjas de edad. En aquella horquilla más cercana a la edad adulta (post-adolescencia), 
esto es, de los diecisiete a los dieciocho años, se entiende que su responsabilidad es 




c) Joven o joven adulto: Dentro de las competencias de la LORRPM, el joven es 
aquel que ha cumplido los dieciocho años hasta el cumplimiento de los veintiún años
85
. 
En la redacción primitiva de la LORRPM, se disponía la opción de aplicar a los jóvenes 
el régimen contenido para los menores; no obstante, la LO 8/2006, de 4 de diciembre, 
ha venido a suprimir tal posibilidad
86
, estableciendo, además, una serie de 
modificaciones al artículo 10 de la LORRPM sobre la aplicación y duración de las 
medidas, que distingue de manera más acusada entre los catorce o quince años y los 
dieciséis o diecisiete años de edad
87
. Desde un punto de vista jurídico-penal, tal 
modificación podría hacer replantearnos la actual terminología, pues a los efectos de la 
responsabilidad penal, los mayores de dieciocho años y menores de veintiuno serán 
tratados como adultos plenamente imputables, sólo distinguiéndose un régimen especial 
en el ámbito penitenciario como única diferencia. En este sentido, la franja de edad que 
va desde los dieciséis años hasta los dieciocho pasaría a tener una consideración más 
aproximada al término anteriormente aplicado de joven.  
                                                             
83 Según el artículo 1.1., de la LORRPM, ésta “se aplicará para exigir la responsabilidad de las 
personas mayores de catorce años y menores de dieciocho por la comisión de hechos tipificados como 
delitos o faltas en el Código Penal o las leyes penales especiales”. 
84 En su Exposición de Motivos (núm. 10), la LORRP se expresa en los siguientes términos: 
“Conforme a los principios señalados, se establece, inequívocamente, el límite de los catorce años de 
edad para exigir este tipo de responsabilidad sancionadora a los menores de edad penal y se diferencian, 
en el ámbito de aplicación de la Ley y de la graduación de las consecuencias por los hechos cometidos, 
dos tramos, de catorce a dieciséis y de diecisiete a dieciocho años, por presentar uno y otro grupo 
diferencias características que requieren, desde un punto de vista científico y jurídico, un tratamiento 
diferenciado, constituyendo una agravación específica en el tramo de los mayores de dieciséis años la 
comisión de delitos que se caracterizan por la violencia, intimidación o peligro para las personas”. 
85 En la Exposición motivadora (núm. 10) de la LORRPM se establece esta denominación 
genérica: “la aplicación de la presente Ley a los mayores de dieciocho años y menores de veintiuno, 
prevista en el artículo 69 del Código Penal vigente, podrá ser acordada por el Juez atendiendo a las 
circunstancias personales y al grado de madurez del autor, y a la naturaleza y gravedad de los hechos. 
Estas personas reciben, a los efectos de esta Ley, la denominación genérica de jóvenes”. 
86 En su Exposición de Motivos, la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre, por la que se 
modifica la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los 
menores, establece que “se adecua el tiempo de duración de las medidas a la entidad de los delitos y a las 
edades de los menores infractores, y se suprime definitivamente la posibilidad de aplicar la Ley a los 
comprendidos entre dieciocho y veintiún años”. 
87 Vid. Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre… cit., Artículo único, Seis. Al respecto, Vid. 
Alemán Monterreal, A.: “Reseña histórica…” ob. cit., p. 44. 





2. PENALIDAD E INSTITUCIONES DE INTERNAMIENTO DE MENORES. 
EVOLUCIÓN HISTÓRICA. 
 
2.1. Del siglo X a.C. al siglo V d.C. El menor infractor en el mundo antiguo. 
 
“El tratamiento de los delincuentes jóvenes fue el primero de los tratamientos 
penales invadido por el sentimentalismo humanitario”88. Tan lúcida expresión de 
Dorado Montero nos sirve de referencia ineludible a la hora de asistir al Derecho 
aplicable a los menores delincuentes y a sus especiales circunstancias en el ámbito penal 
que, en los últimos siglos, vino a incorporar tal carácter proteccionista o tutelar a otras 
instituciones para adultos; sirviendo, incluso, a mediados del siglo XX, en opinión de 
Antón Oneca, “para impulsar la doctrina de la nueva defensa social”89. Ciertamente, el 
trato diferenciado para los jóvenes infractores, dulcificando la aplicación de la norma 
penal, ha tenido lugar de manera más o menos constante en la evolución de nuestros 
ordenamientos penales a lo largo de la historia. En otros valiosos términos, cabe afirmar 
que “el menor ante el Derecho penal siempre ha gozado de ciertas ventajas”90. El objeto 
de las páginas que siguen es, de modo panorámico y descriptivo, atendiendo a las 
principales formas de ejecución penal en la historia, poner de manifiesto tales 
prerrogativas y especialidades. 
 
No obstante contemplarse dicha singularidad, de igual e imperecedera vigencia se 
nos muestra aún el interrogante que planteara el gran administrativista Posada Herrera 
tras argumentar en favor de la separación de los jóvenes respecto de los adultos, en estos 
términos: “¿Qué edad han de tener los jóvenes, que hayan de encerrarse en esta cárcel 
que acabo de decir ha de construirse especialmente para ellos? (…) ¿Qué edad, vuelvo á 
preguntar, deberemos adoptar para la separación entre jóvenes y adultos?
91
 
                                                             
88 Cfr. Dorado Montero, P.: El Derecho Protector de los Criminales. Tomo I, Madrid, 1915, p. 221. 
89 Vid. Antón Oneca, J.: “Las teorías penales italianas en la posguerra”, en Anuario de Derecho 
Penal y Ciencias Penales, Año XIX, Tomo XX, Fascículo I, enero-abril, Madrid, 1967, p. 26 (también 
recogido en Obras, Tomo I. Rubinzal-Culzoni, Buenos Aires, p. 239); también refleja tal posible 
influencia Téllez Aguilera, A.: Criminología. Edisofer. Madrid, 2009, p. 180.  
90 Cfr. Zarandieta Mirabent, E. y Anguera de Sojo, J.: De Criminalidad Juvenil. Mundo Penal, 
Madrid, 1917, p. 44. 
91 Cfr. Posada Herrera, J. de: Lecciones de Administración. 1ª Ed., INAP, Madrid, 1843, Madrid, 
1978, p. 43. 





En el ámbito de la ejecución penal, la minoría de edad ha tenido tradicionalmente, 
ya desde los primeros escritos jurídicos, singular relevancia en materia de 
amortiguación de la responsabilidad. Y es que, en ningún otro ordenamiento regulador 
de las consecuencias jurídicas de los delitos ha permanecido con tanta impronta la idea 
correccional como en el relativo a los menores infractores. Así lo previeron los primeros 
códigos punitivos, si bien, como señala recientemente Benito Alonso, “el alcance de la 
minoridad hasta la aparición de los Tribunales de Menores ha sido escaso, toda vez que 
si exceptuamos los casos de irresponsabilidad absoluta, su única virtualidad consistía en 
la imposición de una pena atenuada, pero pena al fin al cabo”92. El estudio del derecho 
de los pueblos de la antigüedad se encuentra limitado por la inexistencia de documentos 
conservados que muestren un sistema diferenciado donde se reflejaran las 




2.1.1. El tratamiento del menor infractor en las primeras civilizaciones. 
Derecho Sumerio y Babilónico. El Código de Hammurabi. 
 
Las cuencas de los ríos Éufrates y Tigris fueron la cuna de las primeras 
civilizaciones sedentarias; la escritura, su principal logro, hizo posible las primeras 
manifestaciones formales de un primitivo derecho. Los nacientes códigos de signos, de 
origen sumerio, derivaron en la aparición de recopilaciones legales, cuyo objeto 
principal iba a ser perpetuar la reglamentación de las necesidades sociales y económicas 
de aquellos pueblos. Hasta el surgimiento de aquéllas, las distintas facetas de la vida del 
menor en estas ciudades estado se encontraban reguladas por usos y costumbres no 
escritos, de los que apenas podemos especular, por su escaso tratamiento en textos muy 
posteriores. Lo mismo pudiera afirmarse de su regulación jurídico-penal. Baste con 
tener en cuenta que se trataba tanto, si no más, de asuntos civiles -privados y/o 
familiares, si se prefiere-, que de asuntos penales propiamente dichos.  
 
Como afirma hoy Sánchez Martínez, “el niño, a los ojos del legislador antiguo, no 
tenía ni podía tener ningún derecho, porque como ser débil no era más que un objeto del 
                                                             
92 Cfr. Benito Alonso, F.: “Los antecedentes históricos de la Ley 5/2000, de 12 de enero, 
reguladora de la responsabilidad penal de los menores, como criterio de interpretación de la misma”, en 
Diario La Ley, Tomo IV, Editorial La Ley, 2001, p. 3. 
93 Vid. Pérez Vitoria, O.: La Minoría Penal… ob. cit., p. 13. 





que poseía la fuerza”94. Ante tal vulnerabilidad y debilidad del menor, el primer instinto 
del legislador primitivo, reiterado tiempo después, es el de protección. Tales primeros 
signos de especialidad en materia legal con referencia a los menores de edad, vinieron a 
ser, en parte, el intento de las primeras sociedades por llevar la tradicional potestad 
punitiva intrafamiliar al terreno público estatal. 
 
A pesar de ello, sabemos que la minoría de edad fue, en aquellos primeros 
compendios legislativos, objeto de especial atención y protección en la búsqueda de una 
mayor equidad social entre el poderoso y el más débil. Así, con la aparición de los 
primeros textos sumerios de “reformas jurídicas”, promulgados por el rey 
mesopotámico Urakagina (2355 A.C.), se recogen atisbos de la prohibición del abuso 
de poder
95
 ante las “viudas y los huérfanos”96, para los que la orfandad por lo usual se 





En una sociedad obsesionada por el orden social
98
, las primeras compilaciones 
pretenden aplacar la venganza de sangre
99
 a través de la retribución colectiva
100
, 
                                                             
94 Vid. Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes… ob. cit., p. 41. 
95 La condición de huérfano, como acertadamente refleja Von Hentig en su estudio acerca del 
automatismo de la pena, era contemplada por los pueblos primitivos como un tabú, un estatus adquirido a 
través de la desgracia, el miasma de un pecado anterior cometido por los padres o un estigma atribuido a 
un presagio supersticioso de mal agüero. El autor lo expresa diáfano cuando señala: “Las canas honran y 
adornan a los ancianos, porque los malvados no llegan a viejos, y una corta vida es su pena. De este 
rincón de la conciencia proviene el antiguo temor a los huérfanos, y el tabú de la viuda, sobre todo de la 
viuda sin hijos”, Cfr. Von Hentig, H.: La Pena I. Formas primitivas y conexiones histórico-culturales. 
Espasa Calpe, Madrid, 1967, p. 114. De este modo, la orfandad se convertía en estigma, en su pena. 
Como si se tratara de un virus, el resto de la tribu desea huir para no quedar contaminado; es, por ello, que 
el menor sin padres podría sufrir rechazo y agravios por parte del resto del núcleo social. Los primeros 
Códigos legales intentan dar cobertura a esta situación.  
96 El propio Hammurabi, en el epílogo de su famoso Código, se erigía a sí mismo, por gracia de 
los dioses de Babilonia, como el rey elegido para proclamar leyes con el objeto de que “el fuerte no 
oprima al débil, para hacer justicia al huérfano y a la viuda”, Cfr. Código de Hammurabi, Epílogo, Col. 
XXIV, 60; Vid., asimismo, Lara Peinado, F.: El Código de Hammurabi. Editora Nacional, Madrid, 1982, 
p. 14. Esta especial protección a los más débiles, en el escalafón social de aquellas civilizaciones, también 
ha sido destacada por Sanmartín Ascaso, en su introducción sobre la Ley en la tradición cultural 
babilónica. Vid., al respecto, Sanmartín Ascaso, J.: Códigos legales de tradición babilónica. Trotta, 
Edicións de la Universitat de Barcelona, 1999, Barcelona, p. 27. 
97 Esta herencia se refleja, a modo de ejemplo, en el Código de Urnammu (2112-2095 A.C.) 
considerado como el primer legislador strictu sensu de la historia de la humanidad, y cuyo contenido 
pudo influir en la redacción del Código de Hammurabi. Vid., al respecto, Lara Peinado, F.: El Código… 
ob. cit., pp. 15-16. 
98 Vid. Sanmartín Ascaso, J.: Códigos legales… ob. cit., p. 37. 
99 En los antiguos sistemas tribales, “el deber de la venganza nace con cualquier ofensa contra la 
vida o la integridad corporal. Con la venganza compensa el clan o el grupo familiar la pérdida de fuerzas. 





características éstas propias de los sistemas tribales. El poder prácticamente absoluto de 
los patriarcas sobre los componentes del núcleo familiar les confería un status jurídico 





Es durante este periodo de la antigüedad cuando surgía en Babilonia uno de los 
hitos legales más antiguos y de renombre. El hijo y sucesor de Sin-Muballit, el rey de 
mesopotámico Hammurabi (1792-1750 A.C.), pasaría a la historia por llevar a la época 
de máximo esplendor al imperio de Babilonia. No obstante, lejos de ser recordado por 
sus dotes militares, el rey mesopotámico será recordado por sus dotes administrativas y 
su genio legislador. Su vasto imperio necesitaba de unificación económico-social. La 
compilación de leyes que lleva su nombre el célebre “Código de Hammurabi”, significó 
el intento de establecer cierta equidad entre todos sus súbditos. 
 
El sistema jurídico que refleja es característico de su ordenamiento social, 
intrínsecamente ligado a la divinidad
102
 como dadora de las leyes, siempre a través del 
monarca elegido por ella; clasista desde una perspectiva de la propiedad y el estatus 
económico del individuo
103
 y, en el seno familiar, de marcada estructura patriarcal. 
 
Con la llegada del Código de Hammurabi, el poder del cabeza de familia como 
figura punitiva sigue siendo principal, albergando un “vasto poder disciplinar, pero no 
                                                                                                                                                                                  
Se contraponen colectividades, que sufren y actúan como individuos”. Vid. Von Hentig, H.: La Pena… I, 
ob. cit., p. 132.   
100 Vid. Thonissen J.J.: Etudes sur l’histoire du Droit criminel des peubles anciens. Volúmen I., A. 
Durand & Pedone Lauriel, París, 1869, p. 70, donde el autor pone de manifiesto que los hijos quedaban 
incluidos en la responsabilidad del delito del padre en las antiguas tribus de Siria y Persia; asimismo, Von 
Liszt, F.: Tratado de Derecho Penal. Tomo I, traducido de la 18ª Ed. alemana y adicionado con la Historia 
del Derecho Penal en España por Quintiliano Saldaña, Reus, Madrid, 1851-1919, pp. 19-20; sobre la 
responsabilidad colectiva, Vid. Von Hentig, H.: La Pena… I, ob. cit., p. 15, en la que el gran criminólogo 
alemán hace referencia a tal modo de responsabilidad a través de varios ejemplos que reproducimos por 
su especial interés: “Según las leyes de Hammurabi, no se ejecuta al que había dado muerte a la hija de 
otro, sino a su propia hija”; o, más adelante -en la p. 21 de la misma obra- donde señala: “tenemos que 
pensar en el imperativo de la venganza de la sangre que se dirige en primer lugar contra el hijo”; 
asimismo, citando al autor germano, Vid. Jiménez de Asúa, L.: Tratado de Derecho penal. Tomo I, 
Buenos Aires, Losada, 1977, p. 242.   
101 En la antigua Palestina, nos decía Von Hentig, “los hijos eran propiedad de los padres y estaban 
sujetos a su exclusiva disposición”. Cfr. Von Hentig, H.: La Pena… I, ob. cit., p. 142. 
102 El legislador recibe el mandato de los dioses para promulgar las leyes, Vid. Código de 
Hammurabi, Prólogo, Col. I, 20-30, “… entonces Anum y Enlil me señalaron a mí, Hammurabi, príncipe 
piadoso, temeroso de mi dios, para proclamar el derecho en el país”. 
103 Vid. Sanmartín Ascaso, J.: Códigos legales... ob. cit., p. 23. 





derecho de vida o de muerte, pudiendo imponer severos castigos”104. Entre tales 
escarmientos es recogida por el Código, como pena principal, la amputación de la mano 
para aquel hijo que agreda a su padre
105
. Tal y como expone Lara Peinado, es de 
suponer que este castigo sólo se llevara a la práctica en los casos especialmente graves. 
La interpretación sistemática de esta norma, conjuntamente a las demás disposiciones 




Nada parece indicar que el afamado Talión
107
 –“célebre por la expresión del ojo 
por ojo”-, presente como sistema penal principal de la recopilación del rey babilónico, 
quedará excluido para los menores. Sin embargo, me aventuro a expresar que su estricta 
aplicación se vería de algún modo atenuada en edades muy tempranas. Esta opinión se 
sustenta en las diversas manifestaciones que el Código realiza acerca del “niño 
pequeño”108, o del “menor”, y algún tipo de capacidad jurídica disminuida109. En cuanto 
a la primera edad bastante para la responsabilidad penal del individuo, no encontramos 
en tales disposiciones mención alguna, por lo que, como ya indicamos supra, no parece 
existiera sistema alguno de diferenciación strictu sensu en relación con la tutela penal 
del menor. 
 
Tampoco parece advertirse un concepto definido de “menor” en los códigos de 
leyes primitivos. La única aproximación posible se encuentra en las posteriores Leyes 
Asirias Medias, recogidas en una docena de tablillas encontradas en Asur, que 
incorporan una tenue diferenciación, a los efectos civiles, por la edad, indicando que “si 
(…) el hijo al que había sido destinada la mujer muere o se fuga, la entregará -de entre 
los hijos que quedan: del hijo mayor al más joven mayor de diez años-, al que le plazca. 
Si el padre está muerto y el hijo al que se le había asignado esposa muere también, pero 
hubiera un hijo del hijo muerto mayor de diez años, que la tome él en matrimonio. Si los 
                                                             
104 Vid. Lara Peinado, F.: El Código... ob. cit., p. 57. 
105 Vid. Ley 195, del Código de Hammurabi, Col. XVII, 40. 
106 Vid. Lara Peinado, F.: El Código... ob. cit., Nota 501, p. 237. 
107 Este sistema de penas queda reflejado en las leyes 196 a 210, Col. XVII y XVIII del Código de 
Hammurabi. 
108 Si-ih-ra-am, expresión que significa literalmente, “pequeño” o “de poca edad”, aparece en 
algúnas de las leyes del Código de Hammurabi; Vid. Lara Peinado, F.: El Código... ob. cit., Nota 126, p. 
171. 
109 Así, por ejemplo, la ley número 29 se indica “si su hijo es menor y no es capaz de cumplir las 
obligaciones del feudo de su padre, un tercio del campo y del huerto se le dará a la madre; así su madre 
podrá criarle”. 





hijos del hijo son menores de diez años, el padre de la hija, si quiere, la podrá entregar, 
pero, si lo prefiere, deshará, consecuentemente, el trato hecho”110. Es de suponer, a 
tenor de lo expuesto, que vino a establecerse la edad de diez años como punto de 
inflexión para contraer, con plena capacidad, ciertas aptitudes de cara al derecho 
matrimonial, posiblemente con base en un primitivo criterio biológico de fertilidad de 
la persona. En todo caso, el texto no excluía expresamente la posibilidad de contraer 
matrimonio para el menor de dicha edad.  
 
Más aproximada es la definición que podemos encontrar en las Leyes de Manú, 
“código religioso”111 de los Brahmanes, que propugnan la expiación del culpable, por 
entenderse los crímenes como un atentado contra la divinidad misma. Para el antiguo 
Derecho hindú, la edad adulta y, por ende, la capacidad jurídica, venía determinada por 
la clase a la que perteneciera el individuo
112
, y su maestría en el conocimiento de los 
Vedas, o dogmas religiosos
113
. A pesar de este hecho, se mantiene cierto criterio 
biológico y fisiológico, incluso ritual, para la determinación de la edad madura. De este 
modo, los adolescentes varones se habían de someter a la ceremonia del Kesanta 
(primer afeitado de la barba), “el año decimosexto, a partir de la concepción, tratándose 
de un Bracmán; para el vigésimo segundo, en la clase militar; en cuanto a la clase 
comerciante, aquella tiene lugar dos años más tarde”114, mientras que este rito era 
sustituido por el matrimonio en el caso de las mujeres a partir de los 8 años
115
. La 
                                                             
110 Cfr. Leyes Asirias Medias, Tablilla A, VI 19-39. 
111 Cfr. Gámbara, L.: El Derecho Penal en la antigüedad y en la Edad Media. F. Granada y Cª 
Editores, Barcelona, 1910, p. 13. 
112 Las edades de iniciación religiosa son diferentes para cada estatuto social. Así, Vid. Leyes de 
Manú: Libro II, Versículo 36, donde se dispone: “Que se haga la iniciación de un Bracmán en el octavo 
año a partir de la concepción; la de un Chatria en el undécimo; la de un Vaisya en el duodécimo”, en 
España, J.: Leyes de Manú, Instituciones religiosas y civiles de la India. 2ª Ed., Sáez Hermanos, Bergua, 
Madrid, 1936, pp. 30 y 31. 
113 Vid. Leyes de Manú: Libro II, Versículo 154: “No son los años, ni los cabellos blancos, ni las 
riquezas, ni los parientes, lo que sustituye la grandeza; los Santos han establecido esta ley: El que conoce 
los Vedas y los Augas es grande entre nosotros”. Vid. España, J.:Leyes de Manú… ob. cit., p. 43. 
114 Cfr. Leyes de Manú: Libro II, Versículo 65. Cfr. España, J.: Leyes de Manú… ob. cit., pp. 33 y 
34; también se menciona la edad de dieciséis años para la capacidad de heredar, en Libro IX, Versículo 
146: “El que toma bajo custodia los bienes, muebles e inmuebles, de un hermano muerto, y a su mujer, 
debe, después de haber procreado un hijo para su hermano, entregarle a este hijo toda la fortuna que le 
toca cuando éste llegue a la edad de diez y seis años”. 
115 Véanse, Leyes de Manú: Libro II, Versículo 67: “Está reconocido por los legisladores que la 
ceremonia del matrimonio reemplaza, en las mujeres, al sacramento de la iniciación que el Veda 
prescribe; el celo de ellas para servir a sus esposos les equivale a la estadía junto a un director espiritual y 
el cuidado de sus moradas al mantenimiento del fuego sagrado”; y también, Libro IX, Versículo 88 que 
establece que “a un joven distinguido, de exterior agradable y de la misma clase, es a quien debe un padre 





responsabilidad familiar también se refleja en las leyes divinas de la India, considerando 
la familia como un todo; el cabeza de familia, el padre, eleva así su potestad por encima 




Aún dentro de los límites orientales, sabemos que en China también existió un 
tratamiento punitivo especial para los más jóvenes. Así, Gámbara nos trasmite que a 
“los menores de quince años (…) les está permitido redimirse de las penas en metálico. 
El padre puede ocultar las culpas del hijo y el hijo las del padre, según declaración de 
Confucio, el cual aseguro que esto es justo”117. De esta manera, la conmutación supone 
una atenuación de la pena, mientras que el encubrimiento entre padre e hijo supone, en 
fin, una medida de protección familiar. 
 
Igualmente exiguo es el número de fuentes y reseñas acerca del estatuto jurídico 
de los menores que puede recabarse acerca del Egipto de los faraones, del que, como 
afirma Parant, apenas existen trabajos detenidos acerca del lugar que ocupaba el 
Derecho penal dentro de su sociedad
118
. Lo escaso que ha llegado hasta nosotros es que 
gran parte de los hijos menores de edad de los delincuentes y fugitivos
119
 de las leyes 
del Faraón
120
, corrían la misma suerte que sus padres y los acompañaban en sus penas 
(normalmente en aquellas consistentes en el trabajo en las minas), ejemplo del alcance 
                                                                                                                                                                                  
dar a su hija en matrimonio, según la ley, aunque ella no haya llegado a la edad de ocho años, en la que se 
la debe casar”. Vid. España, J.: Leyes de Manú… ob. cit., p. 222. 
116 Vid. Leyes de Manú: Libro IX, Versículo 45: “Solo es hombre perfecto el que se compone de 
tres personas reunidas, a saber: su mujer, él mismo y su hijo; y los Bracmanes han declarado esta 
máxima: El marido no forma sino una sola persona con su esposa”, en España, J.: Leyes de Manú… ob. 
cit., p. 217. 
117 Cfr. Gámbara, L.: El Derecho Penal... ob. cit., p. 43. 
118 Vid. Parant, R.: “Recherches sur le Droit Penal Egyptien: Intention coupable et responsabilite 
penale dans l’Egypte du IIª Millenaire”, en Theodorides, A.: Le Droit Egyptien Ancien. Institut des 
Hautes Etudes de Belgique, Bruselas, 1974, p. 25.  
119 Según los estudios llevados a cabo acerca de la imposición de penas, la responsabilidad 
colectiva de la familia del delincuente aún se encuentra presente en la sociedad egipcia; de este modo, se 
guarda a las familias del fugitivos como rehenes hasta que los culpables sean capturados y hechos presos, 
Vid. Bernadette, Menu: “Quelques principles d’organisation du travail d’apres les textes du moyen 
Empire Egyptien”, en Theodorides, A.: Le Droit Egyptien… ob. cit., p. 121 ; asimismo, Vid. Gámbara, L.: 
El Derecho Penal... ob. cit., p. 28, donde el autor subraya que “en el antiguo Egipto la expiación es, á 
menudo, debida no solamente por el reo, sino también por toda su familia, para aplacar la ofensa, la 
divinidad ofendida”. 
120 En contraposición con el derecho interno familiar, el Faraón se erige como una figura capaz de 
imponer la seguridad de las personas y bienes, lo que no excluye, en las sanciones, las condenas penales, 
Vid. Jacques-Henri, Michel: Quelques impressions d’un romaniste, en Theodorides, A.: Le Droit 
Egyptien… ob. cit., p. 219. 





de la responsabilidad del clan por el delito cometido por uno de sus miembros
121
. Ello 
supone que el concepto de “culpabilidad” en aquellos pueblos era ajeno al de 
intencionalidad intelectiva del sujeto, sino que nos hallamos ante los primeros ejemplos 
de responsabilidad objetiva. No obstante, al igual que en otros pueblos de la antigüedad 
del entorno oriental, en Egipto también comienzan a desarrollarse “políticas 
legislativas” de protección de la familia, con el fin de evitar los abusos que podrían 
sufrir los más indefensos dentro de su círculo doméstico. De este modo, el padre o 
patriarca vería controlado su poder punitivo sobre sus hijos por el poder del Faraón o de 
los tribunales religiosos, mientras que las penas por parricidio e infanticidio se tornan 
verdaderamente severas
122
, evitando el exceso en la justicia intrafamiliar. 
 
Si los castigos establecidos en el Código de Hammurabi eran rigurosos, su talante 
retributivo queda ensombrecido por el primigenio derecho hebreo plasmado en las 
antiguas escrituras. Así, no se exige la existencia de agresión en la conocida como Ley 
de Moisés
123
, bastando la mera rebeldía para castigar al menor con la pena máxima, 
explicitada con tintes preventivo-generales, cuando se disponía: 
 
 “Si alguno tuviere un hijo contumaz y rebelde, que no obedeciere a la voz de su padre ni 
a la voz de su madre, y habiéndole castigado, no les obedeciere; entonces lo tomarán su padre y 
su madre, y lo sacarán ante los ancianos de su ciudad, y a la puerta del lugar donde viva; y dirán 
a los ancianos de la ciudad: Este nuestro hijo es contumaz y rebelde, no obedece a nuestra voz; 
es glotón y borracho. Entonces todos los hombres de su ciudad lo apedrearán, y morirá; así 
quitarás el mal de en medio de ti, y todo Israel oirá, y temerá”124.  
 
Así, surge la figura del padre, juez, y verdugo
125
, con las capacidades de castigo 
hacia los miembros rebeldes de su familia, el régimen patriarcal heredado en el 
                                                             
121 Vid. Thonissen, J.J.: Etudes sur l’histoire… ob. cit., pp. 158, 159, 174 y 149 ; en el mismo 
sentido, Pérez Vitoria, O. : La Minoría… ob. cit., p. 14. 
122 Vid. Du Boys, A.: Historie du Droit Criminel des peuples anciens. Joubert, Paris, 1845, p. 19. 
123 Es Iahvé, a través de Moisés, el verdadero legislador de los hebreos; con esta expresión 
entendemos las diversas y desordenadas “disposiciones legales” que se encuentran contenidas 
principalmente a lo largo de todo el Pentateuco y que se atribuyen al mesías del pueblo israelita. 
124 Cfr. Antiguo Testamento, Deu. 21:18, 21:19, 21:20; 21:21. 
125 Vid. Gutiérrez Fernández, B.: Exámen Histórico del Derecho penal. Librería Sánchez, Madrid, 
1866 (existe una nueva reimpresión de Analecta, Pamplona, 2003), p. 31. 





primitivo pueblo hebreo de la concepción del Dios judío
126
, y perfeccionado con la 




Pérez Vitoria, siguiendo los estudios realizados por el que fuera profesor de la 
Universidad de Louvain y, posteriormente, Ministro del gobierno belga, J.J. 
Thonissen
128
, nos describe las peculiaridades del proceso descrito en el Talmud
129
, la 
Ley Judía, para aquellos menores, como sigue: “cometida la primera falta, era 
solemnemente reprendido ante la familia previamente convocada. Si persistía en su 
desvío, sus padres podían conducirlo a presencia del Tribunal de los Tres, que le 
condenaba a recibir azotes. Si, a pesar de ello, no demostraba hallarse corregido, 
                                                             
126 Sobre el régimen patriarcal de las primeras civilizaciones, rescatamos los escritos de Benito 
Gutiérrez Fernández, que habla sobre las atribuciones de la figura del padre, heredadas de la concepción 
judeo-cristiana de las Antiguas Escrituras. “Dos testimonios –escribe el Catedrático de la Universidad 
Central- entre varios que registra la Escritura bastan para para comprender la extensión de la autoridad del 
padre. Aún no se habían retirado las aguas del Diluvio: la tierra desierta presentaba las huellas de un 
castigo general que reconocía por origen la desobediencia de Adán,y Noé alza la voz para maldecir el 
desacato de su hijo Can, maldición que trae á la memoria la del primer padre, y que, no obstante haber 
salido del hogar paterno, resuena con todo su poder hace más de cuatro mil años. 
En el Génesis se lee también “vé aquí que pasados tres meses se dijo á Judá hijo de Jacob. Tu 
nuera Thamar se ha abandonado al desórden y se ha hecho preñada. Judá respondió, hacedla salir y que 
sea quemada”. 
El régimen patriarcal llena toda esta época distan sin embargo mucho el de los patriarcas de la 
antigua ley y el de las primitivas tribus que vivían de la caza ó el pastoreo. El principio que en estas regía 
era la astucia ó la fuerza, la superioridad más bien física que moral. El otro era un pricnipio de equidad 
fundado en la razón, y frecuentemente dirigido por las inspiraciones del cielo”. Cfr. Fernández, B.: 
Exámen Histórico... ob. cit., pp. 3 y 4. El ejemplo también se encuentra en Egipto, donde “hay ejemplos 
de haber ejercido los padres la autoridad judicial, aunque con menos atribuciones que el antiguo 
patriarcado” (p. 15). 
127 En las Instituciones de Gayo, 1, 55, se expone que la patria postetas constituye un derecho 
romano civil propio: “…quod ius proprium civium Romanorum est; fere enim nulli alii sunt homines, qui 
talem in filios suos habent potestatem, qualem nos habemus”. Como ha expresado Otero, la familia 
romana es más bien un organismo público que privado, pero que no obstante, actua sometido al poder 
familia del pater. Vid. Otero, A.: “La patria postetad en el Derecho Histórico Español”, en Anuario de 
Historia del Derecho Español, Número 26, Madrid, 1956, p. 211. Al respecto, Montanos Ferrin y 
Sánchez Arcilla, recogiendo este planteamiento, han indicado que “la máxima expresión de esta 
manifestación del poder del pater viene determinada por el poder de la vida y muerte que pueden ejercer 
sobre sus filii, y del que tenemos muchos ejemplos en la literatura antigua. Este derecho a la vida y la 
muerte, que el pater tiene sobre todos y cada uno de sus descendientes sujetos a su potestad , existe desde 
los tiempos históricos y perduró durante todo el Imperio. Esta manifestación del poder del pater, esta 
reconocida por la ley, lex regia dederit in filium vitae necisque potestatem, aunque pienso que puede 
creerse que fue raramente ejercido, y se trata de un derecho que no debe ser considerado, como señala 
Mommsen, como una dimensión del carácter de propietario que asiste al pater, sino que como apunta 
Voci, es una manifestación del poder jurisdiccional que ostenta”. Cfr. Montanos Ferrin, E., y Sánchez-
Arcilla, J.: Estudios de Historia del Derecho Criminal. Jacaryan, Madrid, 1990, p. 18. 
128 Vid. Thonissen, J.J.: Etudes sur l’histoire… ob. cit., p. 54.  
129 El castigo a estos menores es consecuencia del mandato expresado en los versículos del libro 
hebreo, que también hallamos en el decálogo de los mandamientos: “Moisés dijo, según las leyes de la 
humanidad: honraras a tu padre y a tu madre, pero los que injustamente deshonran a su padre y a la madre 
morirán”, Cfr. El Talmud de Jmmanuel, Cap. XVII, 4. 





comparecía ante el Tribunal de los Veintitrés, para ser lapidado”130. Es reseñable que el 
proceso penal aplicable a aquellos menores enfrentados a sus padres, pasara por tres 
etapas en las que las consecuencias jurídicas se muestran diversas, in crescendo: 
amonestación; castigo corporal; y, por último, la pena capital, la cual se encontraba 
reservada para aquellos casos especialmente graves, con reincidencia, y para aquellos 
menores que habían alcanzado la pubertad
131
. No se conocen datos, sin embargo, acerca 
del posible encierro de menores en la sociedad primitiva judía; las fuentes
132
 tan sólo 
mencionan la reclusión de individuos en “cisternas viejas sin agua”133, como primitivo 
concepto de cárcel; sin embargo, tanto su finalidad, como su uso en menores, no se 
advierte. 
 
En relación a nuestro propio territorio, la Iberia prerrománica, el número de 
fuentes es verdaderamente reducido, y pocos autores han rebelado los hechos históricos 
que rodeaban las normas de derecho punitivo en los pueblos que habitaron nuestra 
península. Así, Quintiliano Saldaña se refiere, en sus adiciones a la obra de Von Listz, a 




, en términos de 
Dorado, en estos asentamientos. Tan sólo podemos extender previas conclusiones, y 
que, tratándose de un derecho con estas características, los menores fueran objeto de 
castigo por los crímenes cometidos por el gens o tribu familiar al que pertenecieran
136
. 
                                                             
130 Cfr. Pérez Vitoria, O.: La Minoría... ob. cit., pp. 14 y 15; siguiendo al autor, más recientemente, 
Vid. Benito Alonso, F.: “Antecedentes…” ob. cit., pp. 4 y 5.  
131 Vid. Rabbinowicz, I.M.: Législation criminelle du Talmud, organisation de la magistrature 
rabbinique, autorité légale de la Mischnah: ou traduction critique des traités talmudiques Synhedrin et 
Makhoth et des deux passages du traité Edjoth. Imprenta Nationale, París, 1875, p. 121; Pérez Vitoria, O.: 
La Minoría... ob. cit., p. 15, quien, además, aclara que la pubertad se alcanzaba “según los rabinos, por 
espacio de tres meses a partir de los trece años”. 
132 Fundamentalmente la Biblia, en el Antiguo Testamento, Capítulo 37, versículo 24. 
133 Vid. Lasala Navarro, G.: “La cárcel primitiva”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Año II, 
Número 20, noviembre, Madrid, 1946, pp. 84 y ss. 
134 Vid. Quintiliano Saldaña: Adiciones “Historia del Derecho Penal en España”, en Von Liszt, F.: 
Tratado… ob. cit., pp. 42 y ss. 
135 Vid. Dorado Montero, P.: Contribución al estudio de la Historia Primitiva de España (el 
Derecho Penal en Iberia). Imprenta de la Revista de Legislación, Madrid, 1901, p. 17, donde el autor 
atribuye esta característica propia del derecho de los primeros pobladores de la Península Ibérica, antes de 
la llegada de los romanos, con estos términos: “Tenemos, por consiguiente, en relación al Derecho Penal 
de los Iberos: (…) 2º, la probable consideración de la función penal como asunto meramente privado…”. 
136 La llamada responsabilidad colectiva a la que nos referimos supra, puede encontrarse en tales 
poblaciones. Dorado Montero nos indica como muy probablemente la responsabilidad por deudas se 
transmitiera de padres a hijos, lo cual hace sospechar que con el resto de las penas ocurriría un hecho 
similar. Vid. Dorado Montero, P.: Contribución… ob. cit., p. 25; al respecto, igualmente, Vid. Quintiliano 
Saldaña: “Historia…” ob. cit., p. 69; y, también, Costa, cuyas palabras reproducimos a continuación por 
su claridad e interés para comprender la posición de menor en aquellos grupos: “En las sociedades 





2.1.2. Grecia: De la venganza privada a la función pública del Derecho Penal. 
Los menores como parte de la ciudad.  
 
La división de la sociedad en tribus y grupos familiares
137
 continuó en la Grecia 
más arcaica; no obstante, poco a poco tales núcleos familiares llegaron a convertirse en 
pequeñas poblaciones, con una cada vez más compleja estructura social. El estudio del 
Derecho penal de esta primera época oscura en la civilización griega, y más 
concretamente, la posición que los menores ocupaban para el mismo, nos sitúa 
nuevamente ante el problema de atender a fuentes fidedignas. Siguiendo las obras de los 
poetas y dramaturgos enfocadas en épocas rodeadas de mitos y héroes, podemos 







y sufrían las mismas penas que sus familiares, siendo una de las más severas la que los 
mismos dioses imponen al huérfano
141
. 
                                                                                                                                                                                  
antiguas, y su derecho primitivo: La imputabilidad penal es una imputabilidad meramente física y 
objetiva. No hay distinción algúna entre el hecho y la simple proposición, entre el dolo la culpa y el caso 
fortuito. La responsabilidad es colectiva, comprende a la familia, con los ascendientes y descendientes e 
incluso se extiende, en ocasiones, a los amigos y los conocidos”. Cfr. Costa, F.: El delito y la pena en la 
historia de la filosofía. Traducción, Prólogo y Notas de Mariano Ruíz Funes, Unión Tipográfica Editorial 
Hispano Americana, México, 1953, pp. 3 y 4. Varios son los textos que nos llevan a contemplar la 
responsabilidad colectiva también en los primeros tiempos de Grecia. Así, por ejemplo, vislumbramos en 
Homero que la ruptura del juramento tras la derrota de Paris a manos de Menelao es motivo de condena 
divina para el Priamida y sus descendientes, “¡Zeus gloriosísimo, máximo! ¡Dioses inmortales! Los 
primeros que obren contra lo jurado vean derramárseles a tierra, como este vino, sus sesos y los de sus 
hijos…”, en Homero: La Ilíada, Canto III, 298. 
137 Así lo refleja Homero en sus épicos poemas; “Agrupa a los hombres, ¡oh Agamenón!, por 
tribus y familias, para que una tribu ayude otra tribu y una familia a otra familia”, Homero: La Ilíada, 
Canto II, 337 y 494, donde se describen todas las tribus que llevaron sus naves hasta la ciudad de Troya. 
138 Vid. Von Hentig, H.: La Pena… I, ob. cit., p. 114; esta situación cambia en la época clásica, 
encontrando en Aristóteles la referencia a la prohibición de esta práctica. Vid. Aristóteles: La Política, 
Libro 7, capítulo 16, (Edición consultada: La política / Aristóteles: introducción, notas y traducción de los 
libros VII-VIII, Pedro López de Quiroga, traducción de los libros I-VI, Estela García Fernández López 
Barja de Quiroga, P., y García Fernández, E., Istmo, Madrid, 2005).  
139 Terribles ejemplos de sacrificios y muertes de menores e hijos, advertimos en las obras de los 
primeros dramaturgos, que hablan de los iniciales pobladores de la Hélade. Así, Esquilo en sus Tragedias, 
nos habla del sacrificio realizado por Agamenón, rey de Micenas, quien tomando a su propia hija, 
Ifigenia, la hizo matar para que los dioses le fueran propicios en la navegación. Vid. Esquilo: Orestía (I), 
Agamenón, 205-225; también, en esta misma pieza, se explica cómo los jóvenes hijos de Tiestes son 
cocinados y dados de comer a su propio padre por orden de Atreo; así, también, el sacrificio de los 
menores y el acto de canibalismo llevado a cabo por el ignorante progenitor forman parte del castigo por 
el adulterio cometido por Tiestes. Vid. Esquilo: Orestia (I)… ob. cit., 1215-1225. 
140 Patroclo fue llevado por Menetio desde Opunte hasta Ftia por la comisión de un homicidio 
involuntario cuando era niño, donde fue acogido por Peleo, padre de Aquiles (Homero: La Ilíada, Canto 
XXIII, 54); asimismo, más recientemente, Gagarin nos recuerda el exilio como la pena impuesta por el 
Dracón para los delitos de homicidio. Vid. Gagarin, M.: Early Greek Law. University of California Press, 
Berkeley and Los Angeles, 1986, p. 64. 
141 Como en otros pueblos de la antigüedad, los primeros habitantes de Grecia atribuían un carácter 
maldito al menor cuyos padres habían fallecido. Se trataba de una pena impuesta por los dioses por algún 





La Ley penal en la Grecia
142
 clásica queda supeditada a la constitución política de 
cada una de las regiones que componían la península en el Mediterráneo. Las primeras 
disposiciones punitivas de las que tenemos noticias fueron las del Dracón; acerca de las 
mismas, poco se conoce sobre especificación alguna en materia de menores infractores. 
Tan sólo ha pasado a la historia el adjetivo draconiano como sinónimo de la crueldad, 
por la desproporción de los castigos que se imponían en aquella normativa
143
. Es por 
ello, que los textos posteriores nos llevan a considerar que, al igual que ocurría con sus 
predecesores, el castigo a los menores infractores mantuvo un eminente carácter 
privado
144




Con la llegada de la polis y las nuevas organizaciones políticas, llega el tiempo de 
los grandes legisladores; con ellos, el concepto de la ley penal como herramienta de 
educación
146
. Esparta (Lacedemonia), era envidiada por su especial régimen político, 
                                                                                                                                                                                  
agravio contra ellos. De este modo, describe la esposa de Héctor la situación del huérfano maldito por los 
dioses: “El mismo día en que un niño queda huérfano, pierde todos sus amigos; y en adelante va 
cabizbajo y con las mejillas bañadas en lágrimas. Obligado por la necesidad, dirígese a los amigos de su 
padre, tironeándoles ya del manto ya de la túnica; y algúno, compadecido, le alarga un vaso pequeño con 
el cual mojará los labios, pero no llegará a humedecer la garganta. El niño que tiene padres vivos le echa 
del festín, dándole puñadas e increpándolo con injuriosas voces…”. Vid. Homero: La Ilíada, Canto XXII, 
477. 
142 Sobre la Ley penal en Grecia y sus características, Vid. Casanova, J.: “El Derecho penal en 
Grecia”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Año I, Número 1, abril, Madrid, 1945, pp. 45-47. 
143 Vid. Plutarco: Vidas Paralelas, Solón, Tomo II, 17.2 y 3. Edición consultada: Introducción, 
traducción y notas por Aurelio Pérez Jímenez, Gredos, Madrid, 1996, p. 133; al respecto, también Vid. 
Bernaldo de Quirós, C.: Lecciones de Legislación Penal Comparada, Montalvo, Trujillo, 1944, p. 17.   
144 Vid. Platón: Las Leyes, Libro III, 680b y d. Edición consultada: Introducción, traducción y 
notas de José Manuel Pabón y Manuel Férnandez-Galiano, Gredos, Madrid, 2002, p. 173 y 174, donde el 
filósofo recurre a los poemas homéricos para hacer una aproximación de los regímenes de los primeros 
habitantes de las tierras griegas, haciendo uso de los versos de la Odisea, Canto IX, 112-115, donde se 
describe la sociedad de los Cíclopes, indicando que cada uno daba normas a sus hijos y esposas, 
indicando que “en algún tiempo se dieron esa clase de regímenes”; también Aristóteles cita este pasaje del 
poema de Homero para realizar una alusión a los regímenes primitivos existentes antes de las primeras 
legislaciones griegas. Vid. Aristóteles: Ética a Nicómaco, 1180a.2. Edición consultada: Traducción y 
notas de Julio Pallí Bonet, introducción de T. Martínez Manzano, RBA-Gredos, Barcelona, 2007, p. 293. 
145 Pese a que la justicia en el caso de los menores se intenta llevar a un sistema público, la llamada 
justicia domestica se mantiene dentro de las familias, Aristóteles diferencia esta práctica de las leyes 
políticas de la polis en los siguientes términos: “En efecto, no hay injusticia, de un modo absoluto, 
respecto de lo propio, y la propiedad y del hijo (al menos hasta que llega a una edad y se emancipa) (…) 
De ahí que la justicia se aplica más a la mujer que a los hijos, o a la propiedad; y ésta es la justicia 
doméstica, que es distinta de la política”; Aristóteles: Ética... ob. cit., 1134b.10-15, pp. 143 y 144; De 
Romilly, J.: La Ley en la Grecia Clásica. Biblos, Buenos Aires, 2004, p. 13, donde la autora sostiene la 
postura de que durante la época homérica “la justicia se hacía en la familia por debate y arbitraje”. 
146 Múltiples son los ejemplos que confirman esta tesis; entre los legisladores, por ejemplo, se 
constata en la figura de Licurgo, del que Plutarco escribiría que “el conjunto y la totalidad de su actividad 
legislativa a refirió a la educación”. Vid. Plutarco: Vidas Paralelas, Licurgo, 13.3. Edición consultada: 
Introducción general, traducción y notas por Aurelio Pérez Jiménez, Tomo I, Gredos, Madrid, 1985, p. 
302; también en los filósofos más relevantes, Platón: Las Leyes, Libro VII, 808d. Edición consultada: 





extremadamente duro y austero para sus ciudadanos, pero que obtenía una gran 
disciplina del individuo desde su infancia. Su constitución es atribuida a Licurgo, figura 
legisladora envuelta en misterio, de cuyas medidas legales sabemos gracias a Jenofonte 
y a Plutarco. A través de los apuntes biográficos, su ejemplar comportamiento
147
, y de 
las normas que dio a la ciudad, conocemos algunos detalles acerca de la situación de los 
menores infractores. Lo más sorprendente del peculiar régimen educativo para éstos era 
que únicamente eran castigados por aquellos delitos en los que fueran capturados in 
fraganti, puesto que el robo era un medio de granjearse el sustento
148
. Así se disponía: 
“Para quien es atrapado, el castigo consiste en azotes y en pasar hambre”149; no 
obstante, pareciera que más que una medida penal en sí misma, estos castigos reflejaban 




El paso a la edad adulta significaba, además de una cuestión biológica, un asunto 
rodeado de cierto misticismo, un rito social
151
, y en última instancia, de estatus político; 
                                                                                                                                                                                  
Introducción, traducción y notas de José Manuel Pabón y Manuel Férnandez-Galiano, Gredos, Madrid, 
2002, p. 373; y en Aristóteles: Ética… ob. cit., 1103b, 1180a.25; (Ed. Gredos pp. 49 y 293); Vid., 
asimismo, De Romilly, J.: La Ley en… ob. cit., p. 160 y 163. 
147 Según los escritos posteriores, Licurgo realizó una redistribución de la riqueza en la ciudad de 
Esparta, lo cual le granjeo la enemistad de los estamentos más adinerados. Durante una trifulca en el 
ágora de la ciudad, el legislador fue perseguido por los disconformes; a pesar de encontrar refugio en un 
templo sagrado, “cierto jovencito que, en general, no era de mala índole, aunque sí violento e impulsivo, 
Alcandro”, le dio alcance, y asentándole un fuerte golpe con un cayado, le vació el ojo. La dura afrenta 
serenó al resto de los rebeldes, horrorizados por la acción del joven. Lejos de castigar al muchacho con 
dureza, Licurgo lo tomó bajo su protección. De este modo - escribe Plutarco -  “éste quedaba castigado, y 
la pena recibida había consistido en que, de joven peligroso y arrogante, se transformó en hombre muy 
prudente y sensato”. Cfr. Plutarco: Vidas… (Licurgo) ob. cit., 11.7, (Ed. Gredos, pp. 298 y 299).    
148 Según Jenofonte, Licurgo autorizaba a los menores a robar como medio de supervivencia; 
Jenofonte: La República de los Lacedemonios, II.6. y 8. 
149 Vid. Plutarco: Vidas… (Licurgo) ob. cit., 17.5 y 6, (Ed. Gredos, p. 312). 
150 El ideólogo francés Voltaire, en todo caso, denominó a estos castigos “penas”, Vid. 
Montesquieu: El Espíritu de las Leyes. Traducción de Narciso Buenaventura Selva, Tomo I, Marcos 
Bueno, 1845, Libro IV, Capítulo VI, p. 51, anotaciones a pie de página por Voltaire: “Si lo tomaban 
groseramente sufrían una pena”. 
151 Vid. Michell, H.: Sparta. University of Chicago Press, Chicago, 1964, pp. 175 y ss. Tal y como 
indica Vernant, el paso a la edad adulta es un camino guiado por los dioses; más concretamente, es 
Artemisa, la Cazadora, “la Nodriza por excelencia. Se ocupa de los pequeños, tanto animales como 
humanos, tanto los machos como las hembras. Su función es alimentarlos, hacerlos crecer y madurar 
hasta que se vuelven adultos. Conduce a los hijos de los hombres hasta el umbral de la adolescencia, que 
ellos, al abandonar la infancia, franquean con su beneplácito y su ayuda a fin de acceder, mediante los 
ritos de iniciación presididos por ella, a la sociabilidad plena: la joven asume la situación de esposa y 
madre, el efebo el del ciudadano-soldado”. Es con la diosa Artemisa, por lo tanto, con la que “se abre la 
edad adulta. El rol de Artemisa consiste en preparar a los jóvenes y abandonarlos en el momento preciso; 
ella instituye los ritos mediante los cuales les otorga la libertad y los acompaña a la otra ribera, al 
territorio del Mismo”, Cfr. Vernant, J.P.: La muerte en los ojos. Figuras del Otro en la antigua Grecia, 
Gredisa, Barcelona, 2001, pp. 25 y 27; también Plutarco hace mención de los ritos culturales del paso 
hacia la edad adulta, cuando narra la vida de Teseo: “Como era costumbre ya entonces que los que salían 





en definitiva, la metamorfosis del menor en adulto venía a significar su conversión en 
ciudadano de pleno derecho
152
. Ya hemos apuntado supra que en Esparta, pueblo 
belicoso y disciplinado, la mayoría de edad se alcanzaba completamente en el momento 
en el que el menor se convertía en un soldado adulto
153
; en Atenas, sabemos que la 
plena participación en la vida pública se establecía, en cambio, a la edad de dieciocho 
años
154
. En base a este diferente estatus, la minoría de edad jugaba un papel atenuante, 




Al margen de la existencia de tales peculiaridades y de una organización por 
edades
156
 de los menores hasta los diecinueve años
157
 -cuando eran considerados ya 
combatientes adultos-, el verdadero logro introducido por los legisladores griegos fue la 
progresiva transformación  del ámbito de punición de un sistema privado a un terreno 
cada vez más público: el cambio de un sistema de castigo intrafamiliar a un sistema de 
justicia público, concerniente a toda la comunidad. De este modo, Licurgo “no 
consideraba propiedad de los padres a los niños, sino patrimonio de la ciudad”158; 
Solón, legislador de Atenas, también promovió un reajuste de la riqueza y los terrenos 
para evitar el endeudamiento y prohibir la venta de los hijos como modo de resarcir los 
                                                                                                                                                                                  
de la infancia fueran a Delfos y ofrendaran al dios sus cabellos, fue Teseo a Delfos…”, Cfr. Plutarco: 
Vidas…(Teseo), ob. cit., 5, (Ed. Gredos, p. 158). 
152 Vid. Aristóteles: Política, Libro III, Capítulo III, (Edición consultada: Política / Arístoteles ; 
traducción, prólogo y notas de Carlos García Gual y Aurelio Pérez Jiménez. 1ª Ed., Alianza, Madrid, 
1998) donde el filósofo macedonio describe la especial situación política del menor con estas palabras: 
“los niños no son ciudadanos como los hombres; éstos lo son de una manera absoluta, aquéllos lo son en 
esperanza; son ciudadanos sin duda, pero imperfectos”.  
153 Es interesante la correlación entre mayoría de edad y la iniciación como guerrero en los pueblos 
griegos de tradición antigua. Esquilo nos habla, por ejemplo, de Partenopeo, guerrero dispuesto para el 
combate en el asedio de Tebas, en estos términos: “un niño-hombre. Le avanza ha poco un bozo por sus 
mejillas, producto de su juventud, barba espesa en ciernes”, Cfr. Esquilo: Los Siete contra Tebas, 530-
535.   
154 Vid. Aristóteles: La Constitución… ob. cit., 42; (Ed. Consultada, p. 151); esto es, cuando el 
ciudadano era inscrito como miembro de una determinada demo o facción tribal. 
155 Vid. Pérez Vitoria, O.: La Minoría... ob. cit., p. 15, quien, siguiendo a Dareste, expone que la 
ausencia de discernimiento ni excluía ni atenuaba la penalidad; en efecto, sobre todo en Platón, puede 
observarse que las penas previstas para los delitos más graves (traición a la ciudad, el parricidio y las 
lesiones a los padres) por parte de menores se revestían de la misma severidad en los menores que en 
adultos. 
156 Vid. Michell, H.: Sparta… ob. cit., p. 169, donde el autor clasifica las distintas edades desde los 
trece años hasta los dieciocho con los nombres griegos que fueron aplicados en la disciplina espartana 
para cada periodo de edad de los menores, hasta la edad adulta. 
157 Vid. Escolio a Heródoto, IX, 85. 
158 Vid. Plutarco: Vidas…(Teseo), ob. cit., 15.14 y 15. (Ed. Gredos, p. 307). 







. Igualmente estableció la excepción de que los hijos tuvieran que mantener 
a sus padres si estos no les habían enseñado oficio alguno
160
, cesando de este modo el 




Los grandes filósofos también se hicieron eco de la importancia de llevar al 
entorno público los castigos a los menores
162
. Platón se pronuncia en sus leyes en 
términos similares a los atribuidos al legislador de Esparta. En estos términos: “no vaya 
a ser que el padre que quiera, mande al hijo y el que no, le haga renunciar a la 
educación, sino que, lo dicho, todo hijo de vecino, dentro de lo posible, ha de ser 
educado de modo obligatorio como quien pertenece más a la ciudad que a sus propios 
progenitores”163. 
 
Reseñables son también las instituciones de poder público que se encargaban 
específicamente del tratamiento de los menores huérfanos, castigados por la divinidad 
misma, como antes señalábamos. Encontramos en Aristóteles la referencia, en la 
organización política de Solón, a la figura del Arconte que, entre sus muchas labores, es 
destacable la de instruir y llevar ante tribunal las causas por “malos tratos contra los 
huérfanos (éstas son contra los tutores), malos tratos a una hija heredera (éstas son 
contra los tutores y los que con ella hayan casado), daño a la hacienda de un huérfano 
(…)”, así como “cuida también de los huérfanos y de las hijas herederas (…) y tiene 
plenas atribuciones para multar a los que hayan delinquido o para llevarlos a 
                                                             
159 Vid. Aristóteles: La Constitución de Atenas, 9. Edición consultada: Edición bilingüe, traducción 
y estudio preliminar de Antonio Tovar, Centros de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2000, 
p. 63; también, Vid. Plutarco: Vidas… (Solón) ob. cit., 13.5 y 6., (Ed. Gredos, p. 121). 
160 Vid. Plutarco: Vidas… (Solón) ob. cit., 22, (Ed. Gredos, p. 144). 
161 A pesar de este hecho, las medidas dadas por Solón no eliminaban absolutamente el control del 
cabeza de familia sobre el resto de los miembros de la misma (puesto que no existían, en la mayor parte 
de los casos, sanciones o penas derivadas de su incumplimiento), sí que suponían una mayor restricción 
de su poder; Vid. Gagarin, M.: Early Greek… ob. cit., p. 68. 
162 Vid. Platón: Las Leyes… ob. cit., 788a y b, (Ed. Gredos, p. 337); durante el dialogo en el que se 
exponen las opiniones del autor, el ateniense se refiere de este modo a la legislación de los hijos menores: 
“Y una vez ya nacidos los hijos varones o hembras, a continuación supongo yo que lo mejor para nosotros 
sería hablar de su crianza y educación, temas éstos que es absolutamente imposible que queden omitidos 
y el tratamiento de los cuáles tendrá más bien el aspecto de una instrucción o recomendación que el de 
una legislación. Pues hay, en efecto, mucha menudencias domésticas y privadas y no visibles para todos, 
(…) Y esto es un mal para las ciudades; porque, aunque a causa de la insignificancia y frecuencia de estos 
casos sería improcedente y al mismo tiempo feo el dictar leyes que impongan sanciones penales, por otra 
parte, de dañar incluso a las leyes escritas y vigentes, porque lo menudo y cotidiano se acostumbran los 
hombres a transgredir. De manera que no sabe uno cómo legislar acerca de ello, pero también es 
imposible callarse”. 
163 Cfr. Platón: Las Leyes… ob. cit., 804d, (Ed. Gredos, p. 366). 





tribunal”164. Del mismo modo, Platón postulaba, en su ideal de las leyes, unos tribunales 
y jueces específicos
165
 para los menores maltratadores de sus padres, imponiéndoles 
castigos corporales y de “prisión”166. Por otro lado, Jenofonte nos habla, en su 
República de los Lacedemonios, del Paidónomo, con “autoridad para reunir a los niños 
y para observarlos y castigar con dureza al negligente”167. 
 
En cuanto a la dulcificación de los castigos penales que mencionábamos, poco 
sabemos de sus particularidades. Es en esta etapa a través de los textos de Platón y 
Aristóteles como podemos inferir que la minoría de edad fue considerada un tipo de 
situación psíquica especial
168
 que, si bien no eximía de la culpabilidad totalmente, sí 
que podía influir sobre ella parcialmente. El menor infractor vino a equipararse a los 
débiles de mente y a los enajenados en su trato penal
169
, pues sus acciones podían 
hallarse influidas por una falta parcial de entendimiento. La fundamental diferencia 
entre los autores clásicos reside en la consideración de las acciones de los menores 
como voluntarias e involuntarias
170
; Platón no las distingue en absoluto, pues para él no 
existe la acción delictual voluntaria, y la relega al mero arrebato; Aristóteles, de otro 
modo, formula una aproximación a la responsabilidad penal basándose en la utilidad 
que supone para el legislador distinguir entre actos voluntarios e involuntarios a la hora 
                                                             
164 Cfr. Aristóteles: La Constitución… ob. cit., 56.6 y 7; (Ed. Consultada, p. 191). 
165 Vid. Platón: Las Leyes… ob. cit., 878e, (Ed. Gredos, p. 477). Según el pensador ateniense “para 
las heridas -se refiere a las heridas producidas por arrebato- de esta clase que los hijos infieran a los 
padres, es preciso que sean jueces hombres que hayan pasado de los sesenta años y que tengan hijos de su 
sangre, no ya simplemente adoptivos”. También se ocupa en su extensa obra de establecer la tutela 
específica para los huérfanos por parte de los guardianes de la ciudad en 924b y c, 927b y c, pp. 547 y 
551. 
166 Vid. Platón: Las Leyes… ob. cit., 932b y c, p. 560. Platón considera que deben imponerse estos 
castigos durante la juventud de los infractores, es decir, hasta la edad de treinta años. 
167 Cfr. Jenofonte: La República… ob. cit., II. 2; esta figura también es nombrada por Aristóteles: 
Política, 1336b y ss; Jenofonte, en el mismo párrafo, nos indica que los paidónomos eran asistidos por los 
mastigóforos, jóvenes asignados para “que castigasen a los niños cuando fuera preciso”. 
168 Vid. Platón: Las Leyes... ob. cit., 863d, (Ed. Gredos, p. 454), dónde se descarga de parte de la 
culpa al infante por la comisión de delitos: “esas culpas de niños y viejos las considerará ciertamente 
como tales y como a culpables les pondrá a ellos leyes; pero estas serán las más benignas de todas y las 
que den más entrada al perdón”. 
169 Vid. Platón: Las Leyes… ob. cit., 864d, (Ed. Gredos, p. 456). El ateniense, en su diálogo, nos 
habla de “situación de infantilidad”. 
170 Parece ser que existieron, en la antigua Grecia, instituciones para juzgar cada tipo de delito. De 
este modo, encontraríamos: “el Consejo Délfico, establecido para fallar sobre las causas de aquellos que, 
confesando haber matado a otro, pretendiesen haberlo hecho con razón; el Paladio, para fallar sobre las 
causas de homicidio involuntario, y el Pritaneo, a cuyo cargo corría la decisión de causas en que las cosas 
inanimadas o irracionales hubiesen ocasionado daño a otros”; Cfr. S.G.: “Breve resumen histórico de la 
antigua política griega”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Año II, Número 10, enero, Madrid, 1946, 
p. 51. 





de imponer castigos. Concretamente, el otrora tutor de Alejandro Magno, compara las 
acciones de los menores con las de los animales “pues de lo voluntario participan 
también los niños y los otros, animales, pero no de la elección, y a las acciones hechas 
impulsivamente las llamamos voluntarias, pero no elegidas”171. 
 
Respecto a las penas propiamente dichas, puede deducirse por los textos 
consultados que los castigos corporales subsisten, al igual que la pena capital para los 
delitos más atroces (como el parricidio
172
). Destacan las aportaciones de Platón sobre 
esta materia, al establecer en su utopía legislativa la pena de privación de los “honores 
infantiles”173. No se encontraba dentro de la mentalidad antigua, y tampoco en la griega, 
la pena de prisión entre las más comunes
174
, y menos aún para el menor infractor
175
; no 
obstante, algún modo de encierro de menores sí es mencionado en la mitología cuando, 
como consecuencia de un conflicto armado entre Creta y Atenas, eran enviados a la isla 
griega jóvenes en señal de tributo por la falta de los atenienses. Estos jóvenes sufrirían 
entonces la pena de encierro en el famoso Laberinto del Minotauro
176
, hasta que la 
muerte o la esclavitud los reclamaba por el pecado bélico de su ciudad. 
 
 
                                                             
171 Vid. Aristóteles: Ética… ob. cit., 1111b.5; en la misma obra, aplica también el nombre de 
intemperanza a las faltas de los menores, 1119b; también en su obra acerca de los regímenes políticos 
ofrece este planteamiento, indicando que “el esclavo está absolutamente privado de voluntad; la mujer la 
tiene, pero subordinada; el niño sólo la tiene incompleta”; Cfr. Aristóteles: Política, Libro I, Capítulo V. 
172 Delito especialmente odioso para el discípulo de Sócrates, que establece para la simple agresión 
hacia los progenitores la pena máxima, llegando incluso a maldecir al autor del crimen, aunque este sea 
un niño, Vid. Platón: Las Leyes… ob. cit., 811a, c y d. 
173 Cfr. Platón: Las Leyes… ob. cit., 810a. Aunque el filosofo no explicaba en que consistían 
exactamente estos honores infantiles, de una forma lejana, podrían ser considerados un antecedente de la 
actual medida de inhabilitación absoluta, introducida por la LO 8/2006 en nuestro ordenamiento penal de 
menores, y recogida en el actual art. 7.ñ. de la LORRPM. 
174 Algúnos autores han entendido que la pena de prisión por deudas ya existía en la Grecia 
Clásica. Así, Vid. Gámbara, L.: El Derecho Penal… ob. cit., p. 60; también, Vid. Téllez Aguilera, A.: Los 
Sistemas penitenciarios y sus prisiones. Edisofer, Madrid, 1998, p. 26. 
175 Aunque encontramos la referencia en Platón, quien en sus Leyes, tal y como nos recuerda 
Lasala Navarro, “ordena que las delincuentes mayores de siete años estén en la prisión separadas de los 
hombres, por respeto a su sexo y condición”. Cfr. Lasala Navarro, G.: “La juventud delincuente en 
España y sus Tribunales Tutelares”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Año XV, Número 140, mayo-
junio, Madrid, 1959, p. 1303. 
176 Vid. Plutarco: Vidas… (Teseo) ob. cit., 16. Parece que algúnos autores, como Filócoro, según 
recoge el biógrafo en su obra, aseguran que a pesar de la leyenda, “una prisión era el Laberinto, sin otro 
mal que la imposibilidad de fugarse sus presos, y que Minos celebraba un concurso gimnástico en 
memoria de Androgeo y entregaba como premio a los vencedores los jóvenes que hasta ese momento 
eran guardados en el Laberinto”. Sobre la cárcel en la Grecia clásica, Vid. Lasala Navarro, G.: “La Cárcel 
en el pueblo Griego”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Año IV, Número 34, enero, 1948, pp. 91-93. 





2.1.3. Roma: El poder punitivo doméstico del Pater Familias. 
 
La regulación penal del joven infractor en Roma devino mucho más precisa, 
siendo una de las primeras civilizaciones antiguas que se encargó específicamente de 
establecer unos límites a la responsabilidad criminal del menor, formalizando en la ley 
su situación. 
 
Ya en la Ley de las XII Tablas se establecen algunos límites y circunstancias 
atenuantes para los delitos cometidos por los menores, estableciendo el término de los 
mismos en la pubertad del individuo: “Frugem… aratro quaesitam noctu pavisse ac 
secueisse puberi XII tabulis capital erat, suspensumque Cereri necari iubebant,… 
inpuberum praetoris arbitratu verberari noxiamve duplionemve decerni”177; de esta 
manera, mientras la pena capital se impone al púber en honor a la diosa Ceres por la 
usurpación de pastos, la condición de menor de edad se tuvo en cuenta para atenuarla 
transformada en meros azotes o mediante la reparación del daño causado. El mismo 
castigo se impone para los ladrones flagrantes, lo cual liberaba al niño impúber de la 
pena de despeñamiento (“sed pueros impúberes praetoris arbitratu verberari voluerunt 
noxiamque… sarciri”178). 
 
Las normas contenidas en las tablas otorgadas al pueblo romano por los 
decenviros, facilitan las características del primigenio Derecho de Roma y la manera en 
la que el concepto de menor encajaba con éste. 
 
En primer término, el concepto de delito en la Roma antigua se halla 
intrínsecamente unido al de moralidad. La historia de la instauración del Derecho penal 
público en la civilización romana es la historia de la paulatina desacralización del 
concepto de delito; pero, en esencia, es el paso del sistema de punición doméstico 
arbitrario y privado
179
, complementario al estatal
180
, hacia un sistema público
181
, cuyo 
                                                             
177 Cfr. Plinius Maior: Naturalis Historia, 18.3.12. 
178 Cfr. Gellius (Aulus): Noctes Atticae, 11.18.8. 
179 Vid. Kunkel, W.: Historia del Derecho Romano. 8ª Ed., Traducción de la 4ª Ed. alemana de 
Römische Rechtsgeschichte (1964), por Miquel, J., Ariel, Barcelona 1982, p. 36, donde el autor alemán 
asegura que la Ley de las XII Tablas “arranca, en amplia medida, de la ley de la venganza privada del 
ofendido”; del mismo modo, tal y como indica Miquel, “todo el Derecho penal de las XII Tablas presenta 
un carácter marcadamente privado. El Estado interviene, para restablecer el orden jurídico violado, 





procedimiento y penas estuvieran formalmente regulados por ley, eliminando “toda 
forma de pena transitoria y de responsabilidad colectiva”182. 
 
En la Ley de las XII Tablas, aparece ya reflejado el poder que el cabeza de familia 
podía ejercer sobre sus propios hijos. Dentro de sus potestades se encontraba la de 
ejecutar la acción noxal, esto es, responsabilizarse pecuniariamente del delito o entregar 
al menor al perjudicado por él
183
. Tal hecho resultaba de la especial consideración de la 
responsabilidad penal del menor en Roma, pues éste carecía de una verdadera capacidad 
de obrar, y, por lo tanto, no era sujeto penal propiamente dicho, careciendo el impúber 
de verdadera capacidad penal, hasta que alcanzara la edad para contraer matrimonio.  
 
Tal y como expuso Mommsen, en la Ley de las XII Tablas “se consideraba la 
capacidad de obrar del menor como una cuestión de hecho, y como tal se resolvía”184. 
En este sentido, atendiendo a tal capacidad podían distinguirse tres estadios con 
diferentes especificaciones a la hora de aplicar los castigos y penas: el de infants, o 
menores de siete años
185
, que carecía de toda capacidad de obrar y penal
186
; el 
                                                                                                                                                                                  
únicamente allí donde el delito atente directamente contra él”. Cfr. Miquel, J.: Historia del Derecho 
Romano. PPU, Barcelona, 1990, p. 55. 
180 Según Mommsen, “al individuo sometido a la punición doméstica podía sin duda exigírsele 
responsabilidad por los delitos que cometiera, tanto por el jefe de familia, en virtud de su propiedad, 
como por el Estado, en virtud de su soberania”. Vid. Mommsen, T.: Derecho Penal Romano. Temis, Santa 
Fe de Bogotá, (reimpresión de la obra original Römisches Strafrecht. Leipzig, 1899, versión castellana de 
Pedro Dorado Montero) 1999, p. 12; asimismo, Ihering, R.: El Espíritu del Derecho Romano, Tomo II, 
Comares, Granada, 1998, p. 202; quien establece la diferenciación entre el poder del Rex y el del Pater 
Familias, desmintiendo la absoluta identificación y origen del primero en el segundo; también, Vid. 
Strachan-Davidson, J.L.: Problems of the Roman Criminal Law. Volúmen I, Fred B. Rothman & Co., 
Littleton, Colorado, 1991, p. 29, quien Cal igual que Ihering, descarta el origen de la justicia penal estatal 
en Roma en la postestad del pater familias en el hogar, y establece entre ambas jurisdicciones una 
relación de “semejanza y paralelismo”. 
181 Vid. Mommsen, T.: Historia de Roma. Tomo I, Traducción de García Moreno, A., Prólogo y 
comentarios en la parte relativa a España de Fernández  y González, F., Turner, Madrid, 1983, p. 225; 
también, Vid. Carnazza-Rametta, G.: Studio… ob. cit., pp. 13 y 14, donde el autor hace referencia al paso 
de la venganza privada a la “venganza pública” dentro en el Derecho penal romano. 
182 Cfr. Costa, F.: El delito… ob. cit., p. 25. 
183 Vid. Gayo: Instituciones, 4.75-76, donde puede leerse: “Ex maleficiis filiorum familias 
servorumque… noxales actiones proditae sunt, uti liceret patri dominove aut litis aestimatonem sufferre 
aut noxae dedere… Constitutae sunt autem noxales actiones aut legibus aut edictio praetoris: legibus 
velut furti lege XII tabularum…” 
184 Cfr. Mommsen, T.: Historia… ob. cit., p. 53; en el mismo sentido, Vid. Pérez Vitoria, O.: La 
Minoría... ob. cit., p. 16. 
185 Siguiendo a Solazzi y Wilinski, Álvarez Suárez refleja la diferenciación en la edad a la que se 
consideraba finalizada la etapa de infans, de este modo, sostienen que a la edad de tres años el menor 
podría haber tenido ya una relativa capacidad de obrar, asistido por un tutor, al parecer esta edad se 
ampliaría a los cinco años, y posteriormente a los siete años. Vid. Álvarez Suárez, U.: Instituciones de 







, mayor de siete años y menor de nueve años y medio o diez años y medio en 
hembras o varones, respectivamente, al que podían aplicársele las penas si se 
demostraba que había obrado con discernimiento
188
; por último, al llegar a la edad de 
catorce años
189
, el minor, hasta la edad de veinticinco años
190
, con plena capacidad 




Por lo tanto, la primera de las medidas punitivas que los menores conocieron en la 
antigua Roma fue el castigatio del cabeza de familia: el Pater Familias. Si bien estas 
potestades familiares no pueden ser consideradas normativa penal propiamente dicha 
                                                                                                                                                                                  
Derecho Romano III. Personas físicas y colectivas en el Derecho Romano. Editorial Revista de Derecho 
Privado (EDERSA), Madrid, 1977, p. 172. 
186 Varios son los ejemplos entre las leyes de Roma que eximen de responsabilidad al menor de 
esta edad, por ejemplo, Vid. Justiniano: Digesto, L. 2, Ad Lege Cornelia de Sicaris, que indica “Infantem 
innocentia consilii tuertur”, y en la misma disposición “Infans vel furiosus si homine occiderunt Lege 
Cornelia non tenentur”, Cfr. Digesto, 48, 8. Ad Lege Cornelia de Sicaris, 12, fragmento de Modestino; 
Gayo: Instituciones, 3. 109, donde puede leerse “infans et qui infanti proximus est non multum a furioso 
differt, quia huius aetatis pupilli nullum intelectum habent”; literalmente, los infantes carecen de 
inteligencia y, por tanto, de capacidad de obrar, comparándoseles con los locos. 
187 Dentro de los mismos debe distinguirse entre los infanti proximi y los pubertati proximi, 
respecto a la capacidad penal, “son plenamente responsables cuando se trate de infracciones del ius civile 
(furtum, iniuria, damnum inuiria datum), y no los son respecto al ius honorarium, a menos que se hayen 
próximos a la pubertad”, Cfr. Álvarez Suárez, U.: Instituciones... ob. cit., p. 174. 
188 Sobre el concepto de discernimiento, escribe Mommsen: “en el caso del infans, o sea el niño 
que no había cumplido los siete años, se consideraba que no había que proponer la cuestión tocante al 
discernimiento, y cuando pasaba esta edad, se consideraba, sí, posible la imposición de la pena, más no 
era fácil que se condenara a sufrirla a los niños que estaban próximos a aquellos límites tan bajos de edad, 
poniéndose, sin embargo, en todos los casos la cuestión tocante a saber si el menor había o no tenido 
discernimiento suficiente del delito”, Cfr. Mommsen, T.: Historia… ob. cit., pp. 53 y 54; expresado en 
términos más actuales, “la realización de actos jurídicos (tanto lícitos como ilícitos) supone en su autor la 
posesión de una inteligencia capaz de comprender el significado y la trascendencia del acto y de una 
voluntad libre y consciente que le impulsa a quererlo; a lo que se agrega la necesidad de una aptitud para 
manifestar adecuadamente tal voluntad”, Cfr. Álvarez Suárez, U.: Instituciones... ob. cit., p. 169.  
189 Correspondiéndose ésta a la edad de plena madurez sexual, Vid. Gayo: Instituciones, 1.196, 
“Los varones cuando llegan a la pubertad, se libran de la tutela: Sabino, Casio y nuestros demás maestros 
estiman que es púbero el que demuestra su pubertad por su desarrollo físico, esto es, el que es capaz de 
engendra; respecto a aquellos que no pueden ser púberos, como son los eunucos, debe atenderse a la edad 
normal de la pubertad. En cambio, los autores de la escuela contraria creen que hay que apreciar la 
pubertad por los años, esto es, que estiman que es púbero es que cumplió catorce años”, traducción 
reflejada en Domingo, R. (Dir.): Textos de Derecho Romano. Aranzadi, Pamplona, 1998, p. 80. 
190 Según Montesquieu, “las leyes romanas para acostumbrar los jóvenes al poder paternal 
establecieron una menor edad larguísima”. Montesquieu: El Espíritu… ob. cit., Libro V, Capítulo VII, p. 
68. 
191 Vid. Trifonino, 37, 1, de Minor, Digesto: 48, 5: “In delictis minor annis XXV non meretur in 
integrum restitutionem utique atrocioribus, nisi quatenus miseratio aetatis ad mediocre poenam judicem 
permoverit”; Vid. Carnazza-Rametta, G.: Studio… ob. cit., pp. 118 y 119; Vid. Ferrini, C.: Diritto Penale 
Romano. Esposizione Storica e Dottrinale. Estratto dall’Enciclopedia del Diritto Penale Italiano diretta 
dal Prof. E. Pessina, Anastatica, “L’Erma” di Bretschneider-Roma, 1976, p. 65. Como reseñable elemento 
de estabilidad temporal en relación con la idea de juventud, aún en la Ley Orgánica General Penitenciaria, 
se prevé en su artículo 9.2 que el límite de veinticinco años sirva excepcionalmente a efectos de 
separación interior de los llamados jóvenes del resto de los adultos a los que se destina tal normativa de 
ejecución penal. 





(tratándose, como se ha indicado supra, de un derecho de ámbito privado), su estudio es 
de suma importancia para comprender la evolución de las medidas sancionadoras 
impuestas a los menores.  
 
En la evolución del concepto de justicia doméstica en Roma, debemos distinguir 
entre varios periodos históricos: 
 
En los años posteriores a la fundación de Roma, correspondientes a la horma 
política de la monarquía
192
, el poder del pater familias sobre sus hijos es absoluto
193
, 
incluyendo la capacidad de castigarlos por los delitos cometidos o de entregarlos para 
resarcir el daño causado tal y como vimos supra, llegando incluso más allá, sobre su 
vida y su muerte
194
 (ius vitae necisque). En palabras de G. Tarde, al referirse al poder 
patriarcal de las familias de la antigüedad: “el pater familias es juez”195. Tal soberanía, 
no era sino una extensión de su derecho de propiedad
196
; una identificación 
prácticamente absoluta con el derecho del dueño sobre su patrimonio, del dominus 
frente a sus esclavos. Además, el alcance del poder sobre los hijos no cesaba cuando 
éstos alcanzaran la mayoría de edad, sino que permanecía un modo de sometimiento, de 
estatus jurídico, quedando únicamente libre de esta relación jerárquica el hijo 
                                                             
192 Sobre la diferencia entre la preocupación mostrada por los monarcas griegos (en particular por 
Licurgo) y la falta de cuidados y legislación por parte de los primeros gobernantes de Roma, Plutarco 
reprochaba a Numa, segundo rey de la ciudad de las siete colinas, su falta de interés en la materia de los 
menores con estas palabras: “Ahora bien, en la atención prestada a los niños, con su organización por 
grupos, con sus métodos educativos y de convivencia, y con la armonía y organización concerniente a sus 
comidas, competiciones y bromas, Licurgo demuestra que Numa en modo algúno era mejor que un 
legislador cualquiera”; en todo caso, los Rex de la antigua ciudad obviaron cualquier control extrafamiliar 
de los menores, Cfr. Plutarco: Vidas… (Numa), 26 (4), 4. 
193 Vid. Mommsen, T.: Historia… ob. cit., Tomo I, p. 94; en el mismo sentido, Vid. Iglesias-
Redondo, J.: Derecho Romano. Historia e Instituciones. 11ª Ed. (1ª Ed. 1958), Ariel, Barcelona, 1993, p. 
469. El poder del padre de familia podría compararse al de un sumo pontífice, comparación que expone 
en su obra Numa Dionisio Fustel de Coulanges: La Ciudad Antigua. Traducción de Carlos A. Martín, 
Iberia, Barcelona, 1971, p. 103; también Carnazza-Ramentta, quien compara al pater familias con el 
poder del Estado: “un imperio sin límites”. Cfr. Carnazza-Rametta, G.: Studio… ob. cit., p. 33. 
194 Respecto del derecho sobre la vida y la muerte del hijo, utilizamos la expresión “más allá” del 
derecho a castigar a los menores, posicionándonos en la consideración de Biondi: “Una antigua excepción 
se refiere al asesinato de los niños menores de tres años (Dion. Hal. II, 15, 2), que confirma que el ius 
vitae ac necis no se concebía como un poder punitivo”, Cfr. Biondi, B.: Il Diritto Romano Cristiano. 
Licinio Cappeli Editore, Bologna, 1957, p. 305; no obstante, puede interpretarse esta ley con la antigua 
prohibición, establecida por el Rex Numa, de guardar luto a los menores de tres años, considerando que 
no resultaba útil establecer una identidad del menor hasta esa edad, Vid. Plutarco: Vidas… (Numa) ob. 
cit., 12.3. 
195 Cfr. Tarde, G.: Estudios Penales y Sociales, La España Moderna. Madrid, 1891, p. 114. 
196 Vid. Mommsen: Historia… ob. cit., pp. 95 y 223; en el mismo sentido, Vid. Ihering, Von R.: El 
Espíritu… ob. cit., p. 406. 





emancipado sui iuris. Tal era el poder que se le atribuye al pater familias sobre sus 
hijos, que algunos autores han discutido su primacía punitiva, incluso en los casos en 
los que tuviera lugar un enfrentamiento entre la justicia doméstica y la pública, e 
incluso en el supuesto que el hijo “ocupe los más altos cargos del Estado”197. 
 
Este primitivo periodo de familia nuclear, en el que el pater familias se muestra 
omnipotente juez y verdugo, y la casa familiar a su vez asilo
198
, y en última instancia 
también cárcel para el menor
199
, fue tornándose hacia un estado de relajación de las 
potestades del cabeza de familia, frente a la autoridad estatal
200
. Esta progresión de la 
justicia doméstica hacia una posición menos señorial queda definida con precisión por 
Iglesias-Redondo al decir que “la sucesiva intervención estatal, en consonancia con las 
nuevas concepciones sociales, acabó por destruir al viejo mundo de conceptos sobre el 
que descansaba la familia”201. 
 
De este modo, la autoridad punitiva del pater familias resultó paulatinamente 
disminuida. Las leyes estatales de la República y el Principado favorecen al hijo, al 
menor, haciendo más benigna la aplicación de la justicia familiar. Se hace obligatoria la 
emancipación de la autoridad paterna en los casos en los que el menor sea maltratado 
                                                             
197 Cfr. Latorre, A.: “Sobre la capacidad jurídica de Derecho público del filius familias”, en 
Estudios jurídicos en Homenaje al Profesor Ursicino Álvarez Suárez. Seminario de Derecho Romano, 
Facultad de Derecho, Universidad Complutense, Madrid, 1978, p. 253. 
198 Vid. Ihering, Von R.: El Espíritu… ob. cit., p. 401 y ss; al respecto, Vid. Salillas, R.: “La casa 
como célula social”, en Revista Penitenciaria, Tomo V, Año V, Entrega 1ª, Sección: Crónica de asuntos 
científicos, Imprenta Eduardo Arias, Madrid, 1908, p. 613. 
199 Vid. Mommsen, T.: Derecho penal… ob. cit., p. 592; el concepto de carcer probablemente 
tenga sus antecedentes en el sistema de punición doméstica, donde “se fue haciendo amplio uso de la 
reclusión”; al respecto, también Vid. Lasala Navarro, G.: “La cárcel en el pueblo romano” en Revista de 
Estudios Penitenciarios, Año IV, Número 35, febrero, Madrid, 1948, pp. 55 y 56, donde señala cómo 
“durante la Monarquía era bastante frecuente el tener cárceles privadas en las casas para los esclavos y 
hasta para castigar a la familia”; el mismo: “La cárcel en Europa durante las edades Media y Moderna” en 
Revista de Estudios Penitenciarios, Año VI, Número 59, febrero, Madrid, 1950, p. 61, donde el autor 
explica que los romanos tenían “cárceles privadas, porque en Roma sigue habiéndolas en las casas 
particulares para guardar los esclavos, y porque el padre sigue siendo un rey en su casa con potestad plena 
para juzgar, encárcelar y castigar a su mujer, hijos y descendientes de éstos”, estas cárceles privadas se 
convirtieron, posteriormente, en edificios de la comunidad, denominados Ergastulum, usados 
normalmente para el encierro de esclavos y delincuentes.  
200 Tal y como escribe Kunkel, la evolución del Derecho penal primitivo recogido en las XII 
Tablas fue progresiva, llegando a una etapa en la que éste se deslindó del ius civile. De este modo, 
“aparecieron desde el siglo II a.C. acciones penales que podía interponer no sólo el ofendido o su gens, 
sino cualquiera, y que tenían como fin imponer de oficio una pena al delincuente. Así surgió un derecho 
penal y procesal penal que no era a una parte del ius civile, sino que se consideraba ahora como ius 
publicum”, Cfr. Kunkel, W.: Historia... ob. cit., p. 38. 
201 Cfr. Iglesias-Redondo, J.: Derecho Romano… ob. cit., p. 470. 







. Se condenan los abusos en la jurisdicción familiar con penas de 
deportación
203
; finalmente, con la entrada de las nuevas ideas cristianas en la mentalidad 
romana, la relajación del poder paterno llega a su cenit: “patria potestas in pietate 
debet, non atrocitate consistire”204. Asimismo, en plena época de decadencia del 
Imperio occidental, se intenta poner fin a la característica responsabilidad colectiva o 
familiar propia de las civilizaciones anteriores. Du Boys ha descrito, al respecto, la 
máxima atribuida a un abogado imperial, el famoso Calístrato: Crimen vel poena 
Paterna filio maculam inflingere nullam potest
205
; es decir, las fallas son personales, y 
el crimen del padre no arroja tierra sobre el hijo. Declaración esta que, como nos indica 
el autor francés, contrasta con el caos legislativo y la confusión en las instituciones en la 
época final de la antigua civilización clásica, pues aún se mantienen paradójicamente 





En cuanto a la penalidad, durante el primer periodo, como puede bien entenderse 
por el ilimitado poder que el cabeza de familia ejercía sobre aquellos que estaban a su 
cargo, es de suponer que las penas impuestas a los menores tenían un carácter 
arbitrario, normalmente de tipo corporal
207
, como la pena de azotes, mencionada supra, 
de la Ley de las XII Tablas. Mientras que en Grecia el carácter predominante de la pena 
era educativo, esto es, salvar al menor de la molicie desde edad temprana
208
, en Roma el 
objetivo último es el de enmienda
209
 del infractor, la justicia absoluta, en definitiva la 
venganza del pueblo por la trasgresión del orden establecido. 
                                                             
202 Vid. Digesto, 37, 12, 5. 
203 Vid. Digesto, 48, 9, 5. 
204 Vid. Biondi, B.: Il Diritto… ob. cit., pp. 306 y 307; en el mismo sentido, Vid. Iglesias-Redondo, 
J.: Últ. ob. y loc. cit. 
205 Cfr. Digesto, L. 26, de Accusationibus. 
206 Vid. Du Boys, A.: Historie… ob. cit., p. 607; Du Boys nos habla de los delitos por deudas y de 
majestad o delitos políticos, donde la pena sí era heredada por el hijo menor, produciéndose de este modo 
una especie de “excomulgación de la sociedad civil”. 
207 A falta de una concreción mayor en las fuentes, Mommsen nos indica que “en el derecho 
privado primitivo estaba admitida la lesión corporal como un medio de obtener la debida retribución 
penal por causa de delito. El más antiguo sistema de que nosotros tenemos noticia la permitía en caso de 
mutilación de un miembro y de hueso roto, debiendo ejecutarla los más próximos parientes de la 
víctima”. Cfr. Mommsen, T.: Derecho Penal… ob. cit., pp. 605 y 607. 
208 Platón propugnaba el castigo como medio de aprendizaje a muy temprana edad, así desde los 
tres años. Vid. Platón: Las Leyes… ob. cit., 793e.   
209 “Poena constitur in enmendatione hominum”, Vid. Paulus, Digesto, Fr. 20, de poenis. 





 Ya nos hemos referido al castigatio, a la entrega del menor y el resarcimiento 
propio de la Ley de las XII Tablas (pena pecuniaria in duplum
210
), pero también tuvieron 
lugar las amonestaciones
211
 (verberatio), para los impúberes en los casos de robo 
manifiesto; en cuanto a la pena capital, las fuentes parecen indicar que los romanos eran 
reacios a su aplicación en los menores
212
. Mommsen advierte que, en lo referente a la 
pena de trabajos forzados en las minas (ad metallum), “ninguna indicación encontramos 
en las leyes para saber si al imponer esta pena se tenían o no en cuenta el sexo y la edad 
de los reos”213. No obstante, la segregación, es decir, la relegación a través de la 
coercitio, “se halla mencionada a menudo para expulsar de la casa y de la ciudad al 
campo a los hijos de familia”214. Como hemos apuntado, el cristianismo vino a relajar 
los poderes punitivos del pater familias; sin embargo, seguiría pudiendo impartir 
castigos menores, e incluso llevar ante los magistrados al menor si consideraba que sus 
potestades sancionadoras no eran suficientes; además, en última instancia, el padre 
siempre puede desheredar a sus hijos, lo cual advierte Du Boys cuando escribe que “en 
una sociedad suave y elegante, la condena de un hombre rico a la pobreza sigue siendo 
cruel, es una poderosa arma en contra de un hijo ingrato”215. En última instancia, poco 
sabemos acerca del ingreso de los menores en las cárceles o establecimientos públicos, 
y en parte porque, como ya hemos señalado, eran sustituidos por la reclusión doméstica 
y su consolidación nunca llegó a ser verdaderamente relevante ni durante la República 




                                                             
210 Vid. Ferrini, C.: Diritto penale… ob. cit., p. 63 y nota a pie de página, “noxiamve duplione 
decerni”. 
211 Vid. Gellius Aulus: Noctes Atticae, 11, 18, 8.; también Vid. Ferrini, C.: Últ. ob. y loc. cit., 
donde el autor establece la posibilidad de que la amonestación pudiera haberse usado como sustitutivo de 
algúnas penas aplicables a menores de edad, si bien nos dice que de ello “no hay memoria”; más 
recientemente, lo recogía Cuello Calón, E.: Criminalidad infantil y juvenil. Bosch, Barcelona, 1934, p. 83. 
212 Vid. Pérez Vitoria, O.: La Minoría... ob. cit., p. 18; el autor explica los medios de protección y 
amparo a la infancia en Roma. La civilización romana concebía la familia como una necesidad social y 
moral, los infantes eran merecedores de protección frente al abandono o el abuso del pater familias.  
213 Cfr. Mommsen, T.: Derecho Penal… ob. cit., p. 586. 
214 Vid. Mommsen, T.: Derecho Penal… ob. cit., p. 596. 
215 Cfr. Du Boys, A.: Historie… ob. cit., pp. 633 y 634; nótese que el autor describe la sociedad 
romana como “suave y elegante”. Muy probablemente, estos adjetivos se deban a la decadencia social que 
el Imperio vivió en los tiempos de Constantino, si bien es cierto que el repudio de los padres hacia los 
hijos siempre ha sido considerado un castigo grave, que excluía al reprendido de sus privilegios sociales. 





2.1.4. Los pueblos bárbaros invasores: Germanos, Visigodos, Francos, Suevos. 
El menor en el Derecho Germánico. Derecho religioso en la Reconquista. 
 
La poderosa águila romana agoniza inmersa en una crisis ideológica, militar y 
económica a comienzos del siglo V. Los pueblos bárbaros procedentes de tierras 
norteñas presionan y asedian las fronteras romanas. Finalmente, empujados por otras 
civilizaciones bélicas procedentes de las lindes orientales (Hunos) o movidos por un 
sentimiento de conquista
216
, el pueblo visigodo comandado por Alarico I, saquea Roma 
(476 d.C.) y, paulatinamente, los pueblos germanos heredan los territorios del antiguo 
Imperio. El asentamiento que nos concierne, el que realizaron en la península ibérica, 
fue el escenario de la creación de nuevas instituciones de Derecho. En un primer 
momento, de la mano de los restos del ordenamiento romano
217
, el derecho de los 
pueblos invasores comenzará a tomar una forma característica que se adapta a su 
idiosincrasia: un proceso de nacionalización de sus normas jurídicas. 
 
Los pueblos germánicos que llevaron a cabo la invasión, a diferencia del pueblo 
romano, se regían por un derecho no formulado y esencialmente consuetudinario
218
. 
Encontramos, por lo tanto, un retroceso en las garantías e ideales contemplado en Roma 
y Grecia, una suerte de involución. En palabras de García Gallo, en los aspectos 
culturales y jurídicos, “la época visigoda no es sino una prolongación del mundo 
antiguo”219. En lo referente al Derecho criminal, la ideología de los pueblos bárbaros 
vuelve al concepto de la venganza privada
220
 (y a la llamada privación de la paz), 
superado en parte por los ordenamientos de Grecia y Roma.  
                                                             
216 Así se describen las posibles causas de la invasión de los pueblos germánicos, Vid. Gacto 
Fernández, E., Alejandre García, J.A., García Marín, J.M.: El Derecho histórico de los pueblos de España 
(temas para un curso de Historia del Derecho). 3ª Ed., Universidad Complutense de Madrid, Sección de 
Publicaciones, Madrid, 1982, p. 106. 
217 El ordenamiento romano subsiste al lado del germánico y es incluso codificado por los propios 
pueblos germanos, Vid. Galo Sánchez: Curso de Historia del Derecho. Introducción y Fuentes. 10ª Ed., 
Miñon, Valladolid, 1980, p. 34. 
218 Vid. García-Gallo, A.: El origen y la evolución del Derecho. Manual de Historia del Derecho 
Español. Tomo I, 7ª Ed., García-Gallo (autoeditado), Madrid, 1977, p. 340. 
219 Cfr. García-Gallo, A.: El origen y la evolución del Derecho. Manual de Historia del Derecho 
Español. Tomo I, 10ª Ed., García-Gallo (autoeditado), Madrid, 1984, p. 52. 
220 Gámbara no lo podría haber expresado con mayor claridad, cuando escribe que “la que 
proclama y considera como principio del Derecho Bárbaro no es la venganza religiosa de los orientales, ni 
la venganza política de los griegos y de los romanos, es por excelencia la venganza privada”. Cfr. 
Gámbara, L.: El Derecho Penal... ob. cit., p. 82. 





Se trata de un Derecho punitivo, al menos en sus comienzos, basado en la 
costumbre; tribal y ordálico
221
. Su evolución se produce integrado en un proceso de 
asimilación de la técnica romana, adaptándola a las necesidades del pueblo germánico 
(fundamentalmente el visigodo), hecho que puede resumirse en la conversión de un 




En materia de menores, es sencillo conjeturar que las singularidades que 
encontramos en sus ordenamientos son herencia en parte de los antiguos sistemas 
tribales y, por otro lado, de su contacto con los pueblos romanizados. Pérez Vitoria, 
indicaba que “en el Derecho germánico, lo mismo en el nórdico que en el germano, el 
límite más frecuentemente establecido para la minoría de edad penal era el de la 
impubertad, que alcanzaba a los doce años”223.  
 
Matizando este límite de edad, debemos atender a las primeras manifestaciones 
legislativas de las sociedades germánicas. Los pueblos que habitaron los territorios 
anteriormente pertenecientes al Imperio occidental romano, comenzaron a promulgar 
leyes, la mayor parte de ellas de tipo personalista
224
 y de fuerte contenido penal
225
, por 
tratarse de pueblos belicosos y existir múltiples disputas entre clanes. Tanto la Ley de 
Gragas de Islandia
226
, como la Ley Sálica establecen en uno de sus preceptos que el 
niño menor de doce años que hubiera cometido una falta no estaba obligado al pago del 
                                                             
221 Hecho que, según Jiménez de Asúa, es un indicativo de que las costumbres germánicas se 
conservaron a pesar del contacto con los pueblos romanizados, Vid. Jíménez de Asúa, L.: Tratado… ob. 
cit., p. 701. 
222 Vid. Gacto Fernández, E., Alejandre García, J.A., García Marín, J.M.: El Derecho histórico… 
ob. cit., p. 111. 
223 Cfr. Pérez Vitoria, O.: La Minoría... ob. cit., p. 18. 
224 Vid. Montesquieu: El Espíritu... ob. cit., Libro XXVIII, Capítulo XII, p. 241. Montesquieu hace 
ver que las primeras disposiciones legislativas de los pueblos germánicos tenían un carácter personal; no 
obstante, hubo casos en los que pudo tornarse territorial: “La ley sálica era, por ejemplo, una ley personal, 
más en los lugares habitados general, ó casi generalmente por los francos, á pesar su personalidad, era 
esta ley con relación á los francos salianos una ley territorial”; García-Gallo también apoya la tesis de la 
territorialidad de las leyes visigodas. Vid. García-Gallo, A.: “Nacionalidad y territorialidad del Derecho 
en la época visigoda”, en Anuario de Historia del Derecho Español, Número 13, Madrid, 1941, pp. 168-
264. 
225 Vid. De Bolado y Bolado, V.: Discurso leído en la Universidad Central. Gabriel Alhambra, 
Madrid, 1859, p. 6. 
226 Vid. Cuello Calón, E.: Criminalidad infantil… ob. cit., pp. 84 y 85. Esta ley establecía que no 
podía privarse de la paz al menor de doce años y los padres debían pagar la composición a la familia de la 
victima; sobre este código, conocido como Código de la Oca Gris, también Vid. Bernaldo de Quirós, C.: 
Lecciones… ob. cit., pp. 44 y 45; más recientemente, Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes… ob. cit., p. 
43. 





fredus, o precio público de la paz: “Si quis puer infra duodecim annos aliquam culpam 
commiserit fredus ei non requiratur”227. Se consideraba, en fin, que el menor de esta 
edad no poseía capacidad jurídica total para obrar y delinquir.  
 
De nuevo, a semejanza de lo visto en Esparta, para los pueblos germanos la 
mayoría de edad se identifica con la del guerrero
228; dice Montesquieu, “la mayor edad 
se expresaba entregando al menor las armas”229. No aparece en la Ley Sálica mención 
expresa sobre la mayoría de edad penal; no obstante, algunos autores la han situado en 
los quince años, apoyándose en las costumbres germanas
230
, mientras que Zeumer nos 
indica, en su estudio de la Lex Visigothorum (que más tarde se conocería con el nombre 
de Fuero Juzgo), que la mayoría de edad en el derecho visigótico que concedía la plena 




La familia y la prole son símbolos de estatus social y respeto para los bárbaros 
germanos. La protección de los menores en las leyes y las costumbres de estos pueblos 
se debe a este sentimiento de comunidad familiar, siendo un grave pecado atentar contra 
                                                             
227 Cfr. Ley Sálica: XXVI, 9. 
228 Vid. César, J.: Bellum Gallicum (La guerra de las Galias), Libro VI, XVIII. Refiriéndose a los 
galos, el que fuera Dictador de Roma escribía: “En los demás estilos se diferencian particularmente de 
otros hombres en que no permiten a sus hijos el que se les presenten públicamente hasta haber llegado a la 
edad competente para la milicia, y es desdoro de un padre tener a su lado en público a su hijo todavía 
niño”; al respecto, también Vid. Gómez de la Serna, P., y Montalban, J.M.: Elementos del Derecho Civil y 
Penal de España, precedidos de una reseña histórica de la legislación española. 10ª Ed., Carlos Bailly-
Bailliere, Madrid, 1871, p. 26. 
229 Cfr. Montesquieu: El Espíritu... ob. cit., Libro XVIII, Capítulo XXIX, p. 363. 
230 Vid. Gómez de la Serna, P., y Montalban, J.M.: Elementos… ob. cit., p. 63. Los autores hablan 
de la consideración de “pupilo” o huérfano en las disposiciones del Fuero Juzgo; en relación a la edad de 
quince años como limite, para la consideración del estatus de orfandad en los menores, es justificada 
poniéndose en contraste con la edición de Lindebrog del texto legal visigodo, en el que aparece la edad de 
veinticinco años. Al respecto, los citados autores manifiestan posicionarse en favor de la edad de quince 
años para la declaración de orfandad, pues “parece más exacta (…) conforme por otra parte á las 
costumbres de varios pueblos germanos, entre los que pueden contarse los ripuarios y los borgoñones”. 
También, Vid. De Bolado y Bolado, V.: Discurso… ob. y loc. cit., donde el autor se apoya en las fuentes 
históricas posteriores y en la costumbre para llegar a la siguiente conclusión: “es muy probable que 
siguieran la costumbre de los germanos, que a los quince años consideraban á sus hijos aptos para llevar 
las armas y los presentaban á la Asamblea para que así lo declarase. En la ley de los Borgoñones no se 
declara apto para defenderse en juicio al que no había cumplido esa edad; y la Ley 1ª, Tit. 5º, Libro 4º, del 
Fuero Juzgo, llama huérfano al que ha perdido sus padres antes de los quince años, por donde se puede 
presumir que en la ley primitiva de los Visigodos sería esta la edad que se requeriría para la declaración 
de mayores”; por otra parte, nos indica también Zeumer en el caso de la Tutela, que se denominaban 
pupilli a “todos los hijos de una edad inferior a quince años que hayan perdido a su padre o a su madre”, 
Cfr. Zeumer, K.: Historia de la Legislación Visigoda, traducción del alemán por Carlos Claveria. 
Universidad de Barcelona, Barcelona, 1944, p. 328. 
231 Vid. Zeumer, K.: Historia… ob. cit., p. 206. 







. El abandono, la venta
233
 y el sacrificio de los menores no parece mostrarse una 
práctica habitual entre los pueblos de tradiciones germánicas, pues, según los autores 
clásicos, “los germanos no exponen a sus hijos”, y “entre ellos tienen más fuerza las 
buenas costumbres que en otras partes las buenas leyes”234. 
 
Sin embargo, aunque los menores son tratados con ciertos privilegios en la 
sociedad germánica, sus condiciones no son, en modo alguno, fáciles. Al respecto, 
ilustrativos del modus vivendi de los menores, reproducimos los mejores términos de 
Tácito:  
 
“Andan los niños en todas las casas sucios y desnudos, y vienen a tener aquellos 
miembros y cuerpos tan grandes de que nos admiramos. Cada madre cría sus hijos y les da 
leche, y no los entregan a esclavas ni amas. Con el mismo regalo se crían los hijos de los 
esclavos que los del señor, sin que en esto se diferencien los unos de los otros. Viven y andan 
todos juntos entre el ganado y en la misma tierra, hasta que la edad divide los libres de los que 
no lo son, y la virtud los da a conocer”235. Podemos completar estas anotaciones sobre el modus 
vivendi en otras poblaciones germánicas con los textos de Julio César, y su Bellum Gallicum, 
acerca de los menores entre los Suevos: “(pues no sujetándose desde niños a oficio ni arte, en 
todo por todo hacen su voluntad), se crían muy robustos y agigantados”236. 
 
En el sistema jurídico de los pueblos germánicos también permanecen las figuras 
romanas de la patria potestas -con potestades muy disminuidas
237
- y la tutela
238
 
                                                             
232 Vid. Tácito, Cayo Cornelio: De las costumbres, sitios y pueblos de Germanía, XIX in fine, 
donde se lee: “Tiénese por gran pecado entre ellos dejar de engendrar y contentarse con cierto número de 
hijos o matar algúno de ellos.”  
233 Una ley posterior del Fuero Juzgo prohibirá la venta de los hijos. Vid., al respecto,.Fuero 
Juzgo, Libro V, Título IV, Ley XIII. 
234 Cfr. Tácito, Cayo Cornelio: De las costumbres… ob. y loc. cit.; Cfr., asimismo, Montesquieu: 
El Espíritu... ob. cit., Libro XXIII, Capítulo XXIII; transmitiendo las palabras de Tácito. 
235 Cfr. Tácito, Cayo Cornelio: De las costumbres… ob. cit., XX; muy probablemente, Tácito 
utilizará en sus descripciones las previamente dadas por Julio César sobre los germanos, de los que decía 
que “desde niños acostumbraban al trabajo y al sufrimiento”, Vid. César, J.: Bellum… ob. cit., Libro VI, 
XXI. 
236 Cfr. César, Julio: Bellum… ob. cit., Libro IV, II. 
237 Vid. Gámbara, L.: El Derecho Penal... ob. cit., p. 85, pone de manifiesto las diferencias respecto 
a las potestades paternas del Derecho romano, haciendo notar que “desde el principio, el Jefe tenía poca ó 
ninguna intervención en materia de ofensas privadas, ahora puede, en ciertos casos, castigar por su 
autoridad para prevenir la venganza, y limitar esta última de manera que hace casi obligatoria y preferible 
la componenda”. 
238 Vid. De Bolado y Bolado, V.: Discurso… ob. cit., p. 7, el autor indica que en la Ley Sálica ya se 
encontraba la figura de la tutela. 





(conocida como munt), estableciendo una cobertura civil para el menor infractor de un 
modo muy similar a la castigatio romana. De este modo, aquellos que se encontraban a 
cargo del menor estaban obligados al pago de una componenda
239
 o a la entrega del 
menor a los familiares (grupo tribal o sippe) del muerto en caso de homicidio
240
. 
Asimismo, es probable que en los primeros tiempos aún continuara el sistema de 
responsabilidad familiar o solidaria
241
, propio de las civilizaciones más primitivas, de 
manera que los enemigos del padre lo fueran también del hijo
242
; sin embargo, pareciera 
que estas ideas intentaron suprimirse por las recopilaciones legislativas, como es el caso 
de los visigodos con el Código de Eurico
243
 (466-484 d. C.); y, más tarde, en el Fuero 
Juzgo, donde, como bien expone Quintiliano Saldaña, la responsabilidad se torna 
personal
244
. Al respecto, como anotara Cuello Calón, en el Fuero Juzgo solamente se 
halla una mención “muy poco precisa, pues no detalla la edad en la que se aplicaba 
legalmente la denominación de mancebo”245, a los delitos cometidos por menores o 
jóvenes cumpliendo el mandato de sus padres o señores. Para esta clase de situaciones, 
la respuesta legal del Fuero Juzgo era la exención de la responsabilidad del joven, por 
entender que “non lo fizieron por su voluntad, mas por mandato de los sennores”246. 
                                                             
239 Esto es, el Wehrdgel, compensación de tipo privado para la familia de la víctima, en 
contraposición con el Fredus, que se trataba de una compensación pública, que se otorgaba al Rey o al 
magistrado. Vid., al respecto, Le Bas, Mª. Ph.: Historia de la Alemania. Volúmen I, Imprenta del 
Nacional, Barcelona, 1841; en el mismo sentido, De Bolado y Bolado, V.: Discurso... ob. cit., p. 9. 
240 Vid. Pérez Vitoria, O.: La Minoría... ob. cit., p. 19. 
241 Vid. Gámbara, L.: El Derecho Penal… ob. cit., p. 84. 
242 Vid. Tácito, Cayo Cornelio: De las costumbres… ob. cit., XXI, donde el historiador romano 
describe esta continuidad familiaGr: “Es fuerza ser enemigo de los enemigos del padre o pariente, y 
amigo de sus amigos”; de este modo, ante una ofensa, era la familia entera de la víctima la que clamaba 
justicia, y “el que infería a otro una ofensa, quedaba desde luego sujeto a la enemistad sangrienta del 
ofendido y su familia”. Cfr. Gago, J.Mª.: La legislación penal en España durante la ocupación visigoda. 
Imprenta Antonio Pérez Dubrull, Madrid, 1854, p. 8. 
243 Vid. De Hinojosa y Naveros, E.: El Elemento Germánico en el Derecho Español. Marcial Pons, 
Madrid, 1915, p. 46 y notas al pie, donde el autor indica la supresión de la responsabilidad familiar en la 
Lex Visigothorum, VI, 1, 5, “Omnia crimina suos sequantur auctores, nec pater pro filio, nec filius pro 
patre…”, esto es, la inexistencia de responsabilidad del padre por el hijo, ni del hijo por el padre; al 
respecto, Vid. Gibert, R.: Historia General del Derecho Español. Copigraf, Madrid, 1978, p. 12. 
244 Vid. Saldaña, Q.: “Historia…” ob. cit., pp. 200 y 201; el autor transcribe el precepto del Fuero 
Juzgo que viene a señalar que “el pecado muere con el ladrón”; no obstante, en el mismo Fuero Juzgo 
puede advertirse que el hijo del traidor a la corona es “castigado” por el crimen del padre: “E por ende 
faziemos esta sentencia tan cruel, que aquel que non teme su morte, se al que non, tema la muerte de sos 
fiyos, e de su generación”; Cfr. Fuero Juzgo, Prologo, Ley XI, In 6 Concil. Tolet., en De Villadiego, A.: 
Legislación Antigua de los Reyes Godos de España, El Libro de los Jueces o Fuero Juzgo. León Amarita, 
Madrid, 1841, pp. 24 y 25. 
245 Cfr. Cuello Calón, E.: “La infancia delincuente y abandonada en la antigua legislación 
española”, en Revista Penitenciaria, Año II, Tomo II, Eduardo Arias, Madrid, 1905, p. 742. 
246 Cfr. Fuero Juzgo: Libro VIII, Título I, Ley I; reproducimos el precepto completo para mejor 
comprensión de su significado: “Ningún mancebo libre ó franqueado ó siervo, si fiziere algún tuerto de 
mandado por su pafdron ó del señor, el pafdron ó el señor sean tenudos de la enmienda é los que lo 





A pesar de la romanización de las recopilaciones legislativas promulgadas en la 
Península ibérica, que pugnaron por eliminar la costumbre germánica en el derecho de 
los visigodos, hoy la crítica moderna duda de su aplicación
247
. La prueba, como refleja 
Hinojosa en su estudio sobre la influencia del derecho germánico, es la supervivencia y 





El amor hacia la prole se deja notar en el tratamiento de especial protección
249
 y 
en la penalidad de los menores en el Derecho germánico. La Poena cutis, pellis et 
peli
250
, fue el sustitutivo de la pena capital, exceptuando, por supuesto, la componenda 
como pena pecuniaria característica de los pueblos invasores de Roma, como fue el 





Esta época también asiste al auge y enfrentamiento de dos importantes religiones. 
Por un lado, el reino visigodo toma el cristianismo como estandarte religioso; por otro, 
en el sur de España la invasión islámica es determinante. Ambas creencias y sus normas 
parecen abstenerse de una regulación pormenorizada de la situación jurídico-penal del 
menor. No obstante, dentro del Derecho canónico cristiano hallamos, en las Decretales 
de Gregorio IX (1234 d.C.), el establecimiento de castigos más atenuados para los 
menores de catorce años. Así, se dispuso: “Pueris grandiusculis peccatum volunt 
attribuere quídam nisi ab annis XIV cum pubesceré caperint. Quid merito crederemus si 
nullu essent peccata nisi quoe membris genitalibus admittuntur. Quis vero audax 
affirmare fuit mendatia ac perjuria non ese peccata. At his plena puerilis oetus, 
                                                                                                                                                                                  
ficieren por mandato dellos non deven aver nenguna culpa: ca non lo fizieron por su voluntad, mas por 
mandado de los sennores”. 
247 Vid. Jiménez de Asúa, L.: Tratado… ob. cit., p. 702. 
248 Vid. De Hinojosa y Naveros, E.: El Elemento… ob. cit., p. 11. 
249 Como es el caso de la protección a los huérfanos menores de edad de la que nos habla Hinojosa, 
producto de la cohesión familiar germánica, en la que es un deber el vengar las afrentas dirigidas a 
cualquiera de los miembros del núcleo familiar; Vid. De Hinojosa y Naveros, E.: El Elemento… ob. cit., 
p. 19. 
250 Vid. Pérez Vitoria, O.: La Minoría… ob. y loc. cit.; básicamente castigos corporales e 
infamantes, nos explica Pérez Vitoria: “pena de azotes, corte del cabello, marca con un hierro candente”. 
251 Vid. Gutiérrez Fernández, B.: Examen Histórico del Derecho Penal. Antonio Peñuelas, Madrid, 
1866, p. 69; toda herida causada por un niño se salda con el pago de la composición simple. 





quamvis in iis non ita ut in maloribus punienda videantur”252. Con una gran influencia 
de las fuentes romanas, la jurisdicción canónica establece unas medidas de exención de 
la responsabilidad criminal de los menores de siete años o infans, “equiparándolos al 
loco o al que se halla durmiendo”253, como nos dice Pérez Vitoria, aunque existe 
controversia acerca de la situación de los impúberes
254
 (entre los siete y los catorce 
años, doce años para las mujeres). La religión católica -como más tarde expondremos- 
tendrá un gran peso en el surgimiento de las primeras instituciones “penitenciarias” para 
menores y para el desenvolvimiento de la justicia penal en general
255
; sus prerrogativas 
en las penas para los mismos llegarán al culmen en los Códigos Canónicos donde el 
menor tiene su propia regulación penal: “Nulli poena est obgem vel praeceptum 
violavit: 1º. Sextum decimum aetatis annum nodum explevit”256.  
 
En su preocupación por salvar el alma de los menores infractores, la Iglesia 
Católica los declara irresponsables, atenúa sus penas, e incluso llega a eliminar la 
responsabilidad familiar del padre por los delitos cometidos por el hijo
257: “Puer non 
debe tita severe puniri, sicut major; nec pater ex delito fili impuberus tenetur”258. De 
este modo, entienden los clérigos que el menor no es plenamente consciente del bien y 
el mal, de lo justo o lo injusto; por ello, su pena debe ser menor que la de un adulto. 
 
                                                             
252 Cfr. Decretales de Gregorio XI: Capítulo Ib., X. De delictus puerorum; al respecto, Vid. Lasala 
Navarro, G.: “Antecedentes de la delincuencia infantil” en, Revista de Estudios Penitenciarios, Año XI, 
Número 114, enero-febrero, Madrid, 1956, p. 70.  
253 Cfr. Pérez Vitoria, O.: La Minoría... ob. cit., pp. 20 y 21; también, apunta el autor, se aplicaba 
en las Decretales la exención de responsabilidad en las muertes cometidas por un menor durante un 
juego. 
254 La mayor parte de los autores parecen decantarse, en fin, por la utilización en el derecho 
canónico de la teoría del discernimiento romana. También se aplicaba en las Decretales la exención de 
responsabilidad en las muertes cometidas por un menor durante un juego. Vid., al respecto, Sánchez 
Martínez, F.A.: Antecedentes… ob. y loc. cit., p. 43. 
255 Vid. Pessina, E: Elementos de Derecho Penal. Traducción del italiano por Hilarion González 
del Castillo, 4ª Ed., anotada por Cuello Calón, Reus, Madrid, 1936, pp. 113 y 114, transmitiendo de forma 
clara el espíritu de esta influencia: “la expiación debía ser regeneradora, y se convierte en penitencia. 
Aborreciendo, por su propia naturaleza y por el fin que tenía, el derramamiento de sangre, debía 
considerar el pecado como la esclavitud y la muerte del alma, y la pena como su redención y 
regeneración”. 
256 Cfr. Código de Derecho Canónico, Libro VI, De las sanciones de la Iglesia, Parte I, De los 
delitos y penas en general, Canón 1323. 
257 Vid. Lasala Navarro, G.: “Antecedentes…” ob. cit., p. 71. 
258 Extraído del canon de Alejandro III, del año 1170, Libro V, Título XXIII, Capítulo II de las 
Decretales de Gregorio IX. 





De este modo, como ha observado Lasala Navarro, “se interesó por ellos (los 
menores infractores) de un modo especial la Iglesia, imitando al Divino Maestro, según 
podemos deducir por un testimonio que puedo citar, del gran apologista Tertuliano, el 
que asegura que los cristianos de la primitiva Iglesia contribuían con colectas, que 
llamaban depósitos de piedad, porque eran no para gastos de banquetes y espléndidas 
comidas, sino para alimentar pobres, curar enfermos, enterrar muertos, crías niños y 
niñas huérfanos, mantener viejos y proveer las necesidades de los presos 
encarcelados”259. 
 
Las figuras clericales particulares han sido mencionadas en nuestro estudio con 
más abundancia que las intervenciones seglares; el Obispo San Nicolás de Bari, 
visitador de las cárceles y cuidador de niños; el cardenal San Carlos Borromeo; San 
Vicente de San Paúl
260
; el Papa Clemente XI; las Asociaciones de Caridad, como las 
Hermanas de la Visitación, y la Asociación de Caridad de Señoras, etc., son algunos 
ejemplos.  
 
La Iglesia intentó siempre, mezclando el sentimiento caritativo con la idea 
evangelizadora, reformar a la juventud más que establecer castigos. La expansión de la 
doctrina cristiana se concentró en los más jóvenes, estableciendo también, de este modo, 
además de una pia labor de apoyo, un medio de control moral. Los ejemplos son 
múltiples, “San Benito -escribe Lasala Navarro, siempre defensor de las ideas del 
nacional catolicismo- fundó en 529 su orden monacal en la Abadía de Monte Casino
261
 
y en sus monasterios mandó admitir niños para educarlos cristianamente y cantar en los 
oficios divinos (…), los Paules y Sacerdotes de San Sulpicio, éstos desde 1642, 
atienden a la educación de la juventud, como atienden los Escolapios fundados en 1597, 
                                                             
259 Cfr. Lasala Navarro, G.: “Protección y defensa de los menores, tratadistas e Instituciones, que 
se fundaron en España”, en Revista de la Escuela de Estudios Penitenciarios, Año XII, Número 124, 
septiembre-octubre, Madrid, 1956, p. 655. 
260 A cuya memoria se consagraron algúnas importantes Asociaciones de caridad que se ocuparon 
de la suerte y educación de los niños presos, como es el caso de la orden filantrópica que lleva su nombre, 
la Sociedad de San Vicente de Paúl, que entre sus actividades englobaba el cuidado y atención a los 
menores encerrados en las prisiones. Al respecto, Vid. Sociedad de San Vicente de Paúl: Reglamento 
General con las notas aclaratorias publicadas en 21 de noviembre de 1853, por el Consejo General de la 
Sociedad. 4ª Ed., Imprenta de Tejado, Madrid, 1858, p. 14. 
261 Acerca de la historia de la Abadía de Monte Casino, consúltese De P. Mellado, F.: 
Complemento a la Enciclopedia Moderna, Diccionario Universal de Literatura, Ciencia, Artes, 
Agricultura, Industria y Comercio, Tomo I, Establecimiento Tipográfico de Mellado, Madrid, 1864, p. 
466 y ss. 





los Hermanos de las Escuelas Cristianas en 1680, los Jesuitas en 1535, los Hermanos 
de la Providencia del Niño Jesús y tantas otras fundaciones y congregaciones religiosas 
que existen en el seno de la Iglesia con el fin de amparar y educar a los niños”262. 
 
En la otra cara religiosa de la península, en la España musulmana, también se 
advierten algunos de tales tratamientos específicos para los jóvenes y menores que 
cometieren infracciones, cuando la minoría de edad era considerada un atenuante en 
cuanto a las penas discrecionales
263
. La ley de los conquistadores del sur de la península 
ibérica es, ante todo, una ley divina, revelada a los hombres por Alá
264
. El texto sagrado 
que se recita -El Corán-, es a la vez la base espiritual y legislativa
265
 del pueblo 
musulmán, y tiende a ser indulgente con el menor, considerándolo débil e incapaz
266
; 
aunque ello no es óbice para someterlo a la disciplina de la educación
267
, puesto que 
aquél aún no ha alcanzado el mismo status jurídico y social que el adulto. El cabeza de 
familia, el padre, al que el menor se encuentra sometido, ve solamente restringido su 
poder por las obligaciones establecidas en la ley escrita
268
. Nos encontramos 
nuevamente, por tanto, con que la matriz de la sociedad en el Al-Andalus es la unidad 
familiar. El número de preceptos que podemos encontrar en las fuentes musulmanas en 
                                                             
262 Cfr. Lasala Navarro, G.: “Protección y defensa de los menores, tratadistas…” ob. cit., p. 656. 
263 Vid. Jiménez de Asúa, L.: Tratado… ob. cit., p. 745. 
264 Vid. Galo-Sánchez: Manual… ob. cit., p. 127. 
265 Vid. Bernaldo de Quirós, C.: Lecciones… ob. cit., p. 51; al respecto, también Vid. Mandirola 
Brieux, P.: Introducción al Derecho Islámico. Marcial Pons, Madrid, 1998, p. 57, donde el autor explica 
que “la base del Derecho islámico es el conjunto de revelaciones de carácter divino que recibe Mahoma y 
las interpretaciones que de ellas hacen los jurisconsultos musulmanes. (…) La Shaira puede traducirse 
por la Ley (…). Los fundamentos de la Shaira son las Ordenes y prohibiciones que se encuentran en dos 
fuentes principales: el Corán, que abarca todas las conductas que deben seguirse en la vida, y los Hadiths 
o Sunna: las interpretaciones hechas por Mahoma y la costumbre”. 
266 Vid. El Corán, Sura IV, “100. Los débiles de entre los hombres, y las mujeres, y los niños,  
incapaces de imaginar una astucia para sustraerse a la infidelidad, ni de dirigirse en su camino, ésos 
obtendrán tal vez el perdón de Dios, que es indulgente y misericordioso”; también en el mismo capítulo 
puede leerse: “126. (…) Os instruye respecto a los niños débiles; os prescribe que obréis con toda equidad 
con los huérfanos. No haréis ninguna buena acción que sea desconocida de Dios.” 
267 El Corán, además de ser el primer referente jurídico-penal del pueblo musulmán, también trata 
de “regular” todos los aspectos de la vida. Con ello, el libro sagrado utiliza sus mandatos para obtener un 
resultado educativo en los menores cuando dispone: “Versículo 57: ¡Oh creyentes! que vuestros esclavos, 
así como los niños que no han alcanzado la edad de la pubertad, antes de entrar en vuestra habitación, os 
pidan permiso, y esto tres veces al día; antes de la oración de la aurora, luego cuando os quitáis la ropa al 
mediodía, y después de la plegaria de la tarde; estos tres momentos deben ser respetados por decencia. No 
habrá ningún mal ni para vosotros ni para ellos, si entran a otras horas sin permiso, cuando vais a veros 
unos a otros. Así es como os explica Dios sus signos. Y él es sabio y prudente. 58. Cuando vuestros hijos 
hayan alcanzado la edad de la pubertad, deberán a todas horas pedir permiso para entrar como lo habían 
pedido los que habían llegado a esta edad antes que ellos. Así es como os explica Dios sus signos. Y él es 
sabio y prudente.” 
268 Vid. Mandirola Brieux, P.: Introducción… ob. cit., p. 106. 





materia de menores sigue siendo escaso. Una de las razones, tal y como afirma García-
Gallo, es que a principios del siglo VIII (momento de la conquista de peninsular) el 
derecho musulmán se encuentra aún en los albores de su formación, que irá 
desarrollándose durante toda la ocupación, no dejando un sistema de fuentes relevantes 




2.2. Del siglo VIII al XVI. La Alta y la Baja Edad Media.  
 
Galo-Sánchez, con prístinas palabras, ha dejado escrito: “El aspecto de las fuentes 
del derecho en la época visigoda es muy distinto del de la época de la Reconquista. Las 
leyes y los códigos que en la primera rigen uniformemente en toda la península, faltan 
en la segunda. Florecen, en cambio, en ésta la costumbre jurídica y los derechos locales, 
apenas perceptibles en aquella”270. De este modo, la pretensión de cohesión jurídica de 
los códigos visigóticos se hace añicos en la Península ibérica, dando lugar a un mosaico 
de derechos forales de ámbito exclusivamente territorial. 
 
En nuestra materia, tal y como afirmara Cuello Calón, “en la legislación anterior a 
las Partidas, no existe una doctrina orgánica sobre la situación legal del niño y el joven 
delincuente”271, sin embargo, conviene repasar y citar aquellas disposiciones que, si 
bien se hallan desperdigadas en los ordenamientos legales de cada uno de los 
municipios y reinos de nuestra geografía, pueden ofrecer algunos datos de interés acerca 








                                                             
269 Vid. García-Gallo, A.:  El origen… ob. cit., p. 349. 
270 Cfr. Galo-Sánchez: “El Fuero de Madrid y los Derechos locales Castellanos”, en Fuero de 
Madrid (reedición del manuscrito impreso en 1932). Imprenta artesanal de Ayuntamiento de Madrid, 
Madrid, 1994, p. 9. 
271 Cfr. Cuello Calón, E.: “La infancia delincuente…” ob. cit., p. 741; el mismo: Criminalidad 
infantil… ob. cit., p. 87. 





2.2.1. El tratamiento penal del menor en los Fueros.   
 
Tratándose de derechos dispersos, concedidos por el Rey o el señor feudal de cada 
territorio a cambio de fidelidad o pleitesía
272
, tal pluralidad hace complicado el estudio 
pormenorizado de las fuentes conservadas; existiendo diferencias notables entre 
aquéllos, “así en orden al número, como a la extensión y la índole de sus 
disposiciones”273, a las que se suman la costumbre y las continuas revisiones legislativas 
tomadas de los casos particulares o fazañas. Si en siglos anteriores la dificultad radicaba 
en la escasez de fuentes, el problema de esta época es su diversidad. 
 
Entre los derechos forales podemos encontrar disposiciones relativas al ámbito de 
menores, en algunos en materias de tutelaje, en relación al ordenamiento penal en 
otros
274
. A esta multiplicidad debe añadirse el alejamiento de los Fueros de las normas 
romanizadas, pues sus disposiciones encuentran su base en un fuerte componente 
consuetudinario
275
, que, como veremos, se traduce en ocasiones en la vuelta a los 
                                                             
272 Las causas de la variedad de las legislaciones municipales se deben, en parte, como bien han 
explicado Gómez de la Serna y Manuel Montalban, a los esfuerzos bélicos de los diversos reinos 
visigodos que conformaron la Península ibérica. Las batallas, encaminadas a la reconquista del territorio 
peninsular ocupado por el enemigo musulmán, resultaron en la concesión de algúnos privilegios para cada 
uno de tales reinos. Según los autores, “extendida la monarquía, se empezaron á publicar ciertos 
cuadernos para determinadas comarcas, diminutos en general, cuyas disposiciones apenas merecen el 
nombre de leyes, y que dieron nacimiento al derecho foral”. Cfr. Gómez de la Serna, P., y Montalban, 
J.M.:  Elementos… ob. cit., pp. 3 y 72; también, en la p. 76 de la misma obra, los autores destacan el 
significado de la palabra Fuero con las escrituras de privilegio. De la misma opinión, Cfr. Cadalso, F.: 
Instituciones Penitenciarias y similares en España. José Góngora Impresor, Madrid, 1922, pp. 37 y 38.  
273 Vid. De Hinojosa y Naveros, E.: “Origen del Régimen Municipal en León y Castilla”, en La 
Administración, Revista Internacional de Administración, Derecho, Economía, Hacienda y Política, 
Número 28, Madrid, 1896, pp. 417-438; también en Estudios sobre la Historia del Derecho Español, 
Madrid, 1903, p. 5-70; y en Obras, Estudios de Síntesis, Tomo III, Ministerio de Justicia, Madrid, 1974, 
p. 293. 
274 Tal y como expone Cuello Calón, en los Fueros Municipales “abundan, con relación á las 
demás disposiciones, las de orden educativo familiar, cosa muy fácilmente explicable en aquellos tiempos 
en los que el poder social debía atender casi exclusivamente á la lucha continua con los árabes invasores, 
y que por tanto, para desentenderse de cuidados, concedía a los padres grandes derechos sobre sus hijos, 
derechos que podían llegar hasta la imposición de durísimas correcciones…”. Cfr. Cuello Calón, E.: “La 
infacia delincuente…” ob. cit., p. 742. Además de este hecho, debe tenerse en cuenta la fuerza de la 
tradición de la justicia doméstica en los pueblos antiguos, sobre todo en el poder que reunía la figura 
familiar. En este contexto,  los componentes del núcleo familiar tenían un importante papel en la vida 
civil del menor, que no era considerado aún capaz de interactuar por sí mismo; pero también en la 
imposición de castigos por las faltas del mismo. Los Fueros haciendo eco de esta tradición histórica, 
forjaron una legislación orientada a las prerrogativas tutelares, sobre todo, aquellas en las que los 
familiares tuvieran un mayor peso tanto en el ámbito de la capacidad civil, como en la punitiva.   
275 Vid. De Hinojosa y Naveros, E.: Obras, Estudios… ob. cit., p. 290. 





principios y estamentos jurídicos de la familia germánica
276
, lo que hace sospechar, 
como apuntábamos en el epígrafe anterior, del fracaso de las normas visigodas y el 
sostenimiento de las tradiciones germánicas
277
. A pesar de ello, como afirma Galo-
Sánchez, “hay pruebas abundantes de la utilización del Liber Iudiciorum durante la 
Reconquista”278, en la forma Vulgata. 
 
Así, en esta mezcolanza jurídica, indica Pérez Vitoria, podemos encontrar distintas 
referencias a la minoría de edad penal, desperdigadas dentro de los derechos forales, 
como el Fuero de Abad de Oña, que establecía la plena responsabilidad penal a los siete 
años de edad, la misma edad que refleja el Fuero Viejo de Castilla (1356 d.C.) para 
llamar a declaración al menor
279
. En el Fuero de Brihuega se establecía a los diez 
años
280
, mientras que el Fuero de San Miguel de Escalada (1155 d.C.) determina la 
responsabilidad penal del menor en base al cambio de los dientes
281
. Otros, establecen 
edades más adelantadas para determinados delitos, como es el caso del Fuero de Teruel, 
que establece que el menor de doce años solamente puede ser preso en cadena
282
. Se 
amplía la edad de responsabilidad penal hasta los diecisiete años en Portugal, dentro de 
las disposiciones del Fuero de Fortaceda
283
 (1193 d.C.), que recupera la pérdida de la 
paz germánica: Nos mandamus ut domus sit disrupta mulieris necue pueri XVII annos 
                                                             
276 Vid. De Hinojosa y Naveros, E.: El Elemento… ob. cit., pp. 14, 15 y 18; donde explica que “en 
dos grupos principales se dividen las fuentes del derecho consuetudinario germánico en España: 
redacciones de derecho foral, de las cuales las más antiguas datan del siglo X y de derecho territorial. 
Pertenecen al segundo, el fuero de León, del año 1020; los Usatici Barchinonae, de 1068; el Fuero de 
Aragón, de 1247; el de Navarra, y el Fuero Viejo de Castilla…”. 
277 En contra de esta postura, Vid. Alvarado Planas, J.: El problema del Germanismo en el Derecho 
Español, siglos V-XI. Marcial Pons, Madrid, 1997, pp. 211-269; el mismo, “Lobos, enemigos y 
excomulgados: La venganza de la sangre en el Derecho Medieval”, en Baró Pazos, J. y Serna Vallejo, M. 
(Eds.): El Fuero de Laredo en el Octavo Centenario de su concesión, Universidad de Cantabria, 
Santander, 2001, pp. 346 y 347; sosteniendo que la legislación foral de los siglos VIII al XI es una 
prolongación jurídica del Liber Iudiciorum. 
278 Cfr. Galo-Sánchez: Curso de Historia… ob. cit., p. 52. 
279 Vid. Fuero Viejo de Castilla: Libro II, Título I, VIII; que establece que “Ningund niño, que sea 
ferido, non debe ser conjurado fasta siete años, mas debe ser conjurada la madre, o el ama, que lo cria, e 
vale el apreciamiento; e de siete años arriba debe ser conjurado el niño, e la niña qualquier que sea 
ferido, e vale el apreciamiento”. 
280 Vid. Pérez Vitoria, O.: La Minoría... ob. cit., p. 25; el autor incluye la trascripción de los textos 
originales, del Fuero de Abad Oña: “Puer vero infra VIItem annos non persolvat calumpniam”; y del 
Fuero de Brihuega, “Todo mozo o moza que non fuere de edad si danno fiziera en vinna o en uerto no 
pecha calonna si non fuere el apreciamiento, et esta edad sea de X años”. 
281 Vid. Jiménez de Asúa, L.: Tratado… ob. cit., p. 710. 
282 “Enpero, esto es a esquiuar que njnguno non meta ad algúna muger o a njnnyo o a njnnya, 
(fasta que sea el ninnyo o la ninnya) de XII annyos et de más, en otra presón si non tan slamjentre en 
cadena”; Cfr. Fuero de Teruel, 198. De propio debdo, en Gorosh, M.: El Fuero de Teruel. Uppsala 
Almqvist & Wiksells Boktryckeri Ab., Estocolmo, 1950, pp. 172 y 173. 
283 Vid. Pérez Vitoria, O.: La Minoría… ob. y loc. cit. 





abentis, set homo armatus. En el Fuero de Cuenca no encontramos mención expresa 
acerca de la responsabilidad penal del menor, no obstante, podemos deducir la edad de 
doce años para la plenitud de la capacidad jurídica, puesto que establece la custodia de 
los huérfanos hasta esa edad
284
. El Libro de los Fueros de Castilla, manuscrito más 
antiguo de derecho territorial castellano en su conjunto
285
 (aproximadamente, nos dice 
Galo-Sánchez, de la segunda mitad del siglo XIII), también deja entrever la edad de 
doce años como comienzo de la capacidad jurídica del menor, indicando, además, 
medidas de protección para los huérfanos menores de siete años
286
. Mucho más tardía es 
la edad de plena responsabilidad reflejada en el Fuero de Alaya (1373 d.C.), que 
dispone que “todo padre sea tenudo de pedir por el fijo fasta que aya veinte e cinco 
años, e dende arriba por lo que ficiese que se cumpla Justicia en el dho. Tal fijo, y en 
sus bienes, salvo si lo toviere en su casa, pero que del dia que casare adelante sea 
tenudo el Padre nin en pena de muerte, o si lo obiere negado por Concejo”287. 
 
Dentro de los Fueros, debemos destacar El Libro de las Costums de Tortosa
288
, 
del obispo Narnan. Este escrito catalán, datado en 1279
289
, nos muestra un tratamiento 
                                                             
284 Vid. Fuero de Cuenca, CCXXXXVIJ. Asimismo, al respecto, De Ureña y Smenjaud, R.: El 
Fuero de Cuenca (formas primitiva y sistemática: texto latino, texto castellano y adaptación del Fuero de 
Iznatoraf), (Edición Facsímil de la primera edición: Real Academia de la historia, Madrid, 1936). 
Ediciones de la Universidad de Castilla la Mancha, Cuenca, 2003, pp. 288 y 289; el Fuero de Plasencia 
también indica la edad de doce años para las “firmas” de los menores. Vid., al respecto, Majada Neila, J.: 
Fuero de Plasencia, Introducción, Trascripción, Vocabulario. Librería Cervantes, Salamanca, 1986, p. 64; 
también el Fuero de Béjar dispuso que “Depues que el ninno fuer de XII annos, aia poder de estar o de 
hir o le ploguier”, Vid. Gutiérrez Cuadrado, J.: Fuero de Béjar. Universidad de Salamanca, Salamanca, 
1975, p. 78. 
285 Vid. Galo-Sánchez: Libro de los Fueros de Castiella, El Albir, Barcelona, 1981, p. Introducción 
IX. 
286 Vid. Galo-Sánchez: Libro de los Fueros… ob. cit., p. 6; 1. Titulo del priuylegio delos huérfanos 
que dio el rey don Alfonso al conçeio de Burgos: “(…) Et sobre esto establesco e mando e do por fuero 
que ningún ninno chico et ninguna ninna chica nin ningun huérfano nin ninguna huérfana fasta que ay 
sese annos por coyta que aya nin mengua, si non fuero por grant fambre, seyendo sanos, non aya poder 
de vender nin de dar nin de enagennar nin de obligar afijos su heredamiento nin su patrimonio nin 
ninguna de sus cosas. Et sobre esto mando , después que cumplier siete annos, sy por uentura viniere 
ahora de muerte e mandare dar algúnas cosas por su alma, sy de aquella enfermedat muriere, franquilos 
yo que ayan poder de mandar la quinta parte de quanto que ouyeren por sus almas. Et de dose annos 
enadelante puesto en este Artículo mismo, mando que sean poderosos de dar la meatad o todo sy 
quisieren por su alma”; también encontramos el precepto que prohíbe que los menores de siete años sean 
conjurados ante un tribunal, de modo muy similar al visto en el Fuero de Castilla. (Vid. p. 21 de ésta 
misma obra, donde se recoge el “Titulo delos niños que son feridos ante de siete annos”). 
287 Cfr. Fuero de Ayala, XLIX, en De Uriarte Lebario, L.Mª.: El Fuero de Ayala. Diputación foral 
de Ayala, Vitoria, 1974, p. 131. 
288 Basadas en las Consuetudines de Tamarit y Gil, que, a su vez, tomaron como modelo la 
Costums de Valencia, Vid. Galo-Sánchez: Curso de Historia… ob. cit., p. 110. 
289 Según Aunós Pérez, el Códice original data de 1272, existiendo otros ejemplares entre los años 
1286 al 1294. El ejemplar auténtico, anota el autor, se conservó en el Archivo Municipal de Tortosa con 





diferenciado para los menores delincuentes, tomando la edad como circunstancia 





a) Menores de diez años y medio, eximidos de responsabilidad penal. 
b) Menores de catorce años, a los que se reconoce una responsabilidad dudosa, 
basada en los criterios de discernimiento heredados del Derecho Romano. 
c) Desde los catorce años en adelante291, considerándoles responsables plenamente 
de los daños que causaran.  
d) Los menores de veinticinco años pueden encontrarse aún sometidos a tutela, 




Se mantiene en el Código de Tortosa la autoridad del padre de familia, 
inspirándose en el Derecho romano, de modo que, “si el padre asume la autoridad 
familiar, lógico es que tenga también derecho a castigar los delitos o las faltas contra la 
propiedad, cometidos en el hogar doméstico”293; derecho que se extendía a los 




También dentro de las fuentes del Derecho catalán del Medioevo, encontramos 
algunas disposiciones relativas a un trato especializado para los menores. En los 
                                                                                                                                                                                  
el nombre de Libre de la Cadena. Al respecto, Vid. Aunós Pérez, A.: El Derecho catalán en el Siglo XIII. 
Helios, Barcelona, 1926, pp. 50 y 51. Mantenemos, no obstante, la fecha señalada por Sánchez Martínez, 
pudiendo referirse ésta a una de las ediciones del texto posteriores a la redacción original.  
290 Vid. Aunós Pérez, A.: El Derecho catalán… ob. cit., Págs 129 y 130, en las notas al pie se 
recoge el texto original; Libro IX, Rúbrica I, Costumbre IV: “Accusats poden esser regularment homens e 
femmes e major de XIV ans e majors de X ans poden esser accusats si han entendiment que coneguen 
quan fan mal o quan fan be”; al respecto, también Vid. Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes... ob. cit., p. 
52. 
291 La edad de quince años como punto de inflexión hacía una relativa capacidad jurídica plena de 
los menores se da asimismo en otros Fueros. Tal y como indica Clemente Ramos, “a partir de los quince 
años, la realidad empieza a cambiar drásticamente al iniciarse otra etapa vital para varones y hembras. Se 
les considera ya capacitados para actuar con cierta autonomía. Los huérfanos comienzan a controlar 
directamente sus bienes”. En definitiva, se trata de “una especie de mayoría de edad”. Cfr. Clemente 
Ramos, J.: La Sociedad en el Fuero de Cáceres (Siglo XIII). Institución Cultural “El Broncense”, Cáceres, 
1990, p. 47. 
292 Vid. Aunós Pérez, A.: El Derecho catalán… ob. cit., pp. 75, 202 y 203; también esta parece ser 
norma en otras normas anteriores del ámbito catalán, como las Consuetudines ilerdenses (1197 d.C.), que 
establece la mayoría de edad a efectos civiles a los veinticinco años, pero el menor de dicha edad y mayor 
de catorce años tiene una cuasi-plena capacidad jurídica, privándosele tan solo del beneficio de la 
restitución in integrum. 
293 Cfr. Aunós Pérez, A.: El Derecho catalán… ob. cit., p. 73. 
294 Vid. Libro de las Costums de Tortosa: Libro VI, Rúbrica I, Costumbre VIII. 





Utsages de Barcelona, costumbres de la ciudad, vemos un trato diferenciado por clases 
sociales, que los hijos de caballeros heredan de la categoría de sus padres: “Fill de 
cavaller sie esmenat  axi com son pare fins a trenta anys; d aqui avant axi com a pages, 
sino sera fet cavaller”295. En cuanto a la capacidad jurídica, parece que la edad de veinte 




No hallamos en otros Fueros ninguna mención expresa acerca de circunstancias 
modificativas de la responsabilidad penal, así ello no se advierte en el Fuero de 
Sepulveda
297
 o en los de Madrid y León; no obstante, tal y como refleja en su estudio 
sobre los Fueros de Córdoba y Molina de Aragón, Julián Hurtado de Molina Delgado, 
“indicativo de que la existencia de dichas circunstancias estaba latente, es cómo en Las 
Partidas se regulan y recogen entre los eximentes la de los locos, furiosos, idiotas, la 
menor edad que oscilaba en función del tipo de delito, así como las causas de 
justificación…”298. 
 
Durante esta época, la aplicación menos rigurosa de las penas en nuestro territorio, 
tanto para adultos como para menores infractores, no llegará hasta la proliferación de 
los Fueros Municipales. En los ordenamientos municipales encontramos atenuantes -e 
incluso eximentes
299
- a las penas cometidas por menores: Es el caso del Fuero de 
                                                             
295 Vid. Valls Taberner, F.: Los Utsages de Barcelona. Estudios, comentarios y edición bilingüe del 
texto, PPU, Barcelona, 1994, p. 76. 
296 Vid. Valls Taberner, F.: Los Utsages... ob. cit., p. 105, la norma 115 de los Utsages indica que 
“los tudors o los balles responan si s volran per los pubills; e sino, deu esperar en tro que los pubills sien 
de edat de vint anys, que puxan pledejar ab los clamaters”. 
297 Vid. Sainz Guerra, J.: “El Derecho penal del Fuero extenso de Sepúlveda”, en Alvarado Planas, 
J. (Coord.): Los Fueros de Sepúlveda. Ramón Areces, Madrid, 2005, p. 197; justifica este hecho el autor 
aludiendo a que estos eximentes “ya habían sido reflejadas en otros textos jurídicos precedentes más 
influidos por el derecho romano, pero que exigían un tratamiento técnico que no podía ser alcanzado por 
un Fuero extenso de pretensiones repobladoras”. 
298 Cfr. Hurtado de Molina Delgado, J.: Delitos y Penas en los Fueros de Córdoba y Molina, 
Servicio de Publicaciones de la Universidad de Córdoba, Córdoba, 2003, pp. 229 y 230. 
299 Este es el caso en la regulación de las disputas entre menores en algúnos ordenamientos, como 
en el Fuero de Villavicencio de 1221: “Se niño fidalgo ovier’ena villa que baraia ovier con otro niño, non 
ai calopnia”. Vid., al respecto, Cuello Calón, E.: “La infancia delincuente…” ob. cit., p. 743; el mismo: 
La Criminalidad infantil… ob. cit., p. 88; no siempre se cumplía la exoneración de responsabilidad en el 
caso de riñas entre los menores; tras Fernández-Guerra, plasma Lasala Navarro en su artículo sobre los 
antecedentes de la delincuencia infantil, aquellos casos en los que la sociedad medieval castigaba a los 
menores por “jugar”. Este es el caso de las Ordenanzas de Castilla, Libro XII, Título XXXVIII, Ley VII: 
“A los muchachos que prendieren por jugar, no les lleven de cárcelaje traja ni cosa algúna, pues el 
prender es sólo por los amedrentar”. Vid. Lasala Navarro, G.: “Antecedentes…” ob. cit., pp. 65 y 72; con 
anterioridad, Vid. Fernández-Guerra y Orbe, A.: El Fuero de Avilés. Imprenta Nacional, Madrid, 1865, p. 
166. 





Ledesma, donde la pena por lesiones producida por menores de nueve años conllevó 
una pena atenuada “solamente de cinco sueldos; pasando de esa edad, se duplica la 
suma”300. También recuperan los Fueros la responsabilidad colectiva, prácticamente 
erradicada en el Fuero Juzgo. Ejemplos de ello, son los Fueros de San Miguel de la 
Escalada, el de Vigueira, el Fuero Viejo de Castilla
301











 en los que se exigía que el menor que hubiera 
                                                             
300 Vid. Jiménez de Asúa, L.: Tratado… ob. cit., p. 709. 
301 Vid. Fuero Viejo de Castilla: Libro II, Título I, VII; dónde se lee: “Este es Fuero de Castiella: 
Que ome, que a padre, o madre, e es casado, e mora con el padre, o con la madre, el el fijo face caloñas, 
e son apreciadas sobre él, e después vino a casa del padre, o la madre, e atestigalo y el Merino, debe 
pechar el padre, o la madre, que lo acogier, la caloña al Merino”; también se encontramos el sistema de 
responsabilidad de los padres por los hijos en el Libro de los Fueros de Castiela, Vid. Galo-Sánchez: 
Libro de los Fueros… ob. cit., pp. 34 y 35; 63. Titulo del fijo que mora con el padre e con la madre e 
fasen calonnia: “Esto es por fuero de omne que a padre omadre e non sea casado e mora con el padre o 
con la madre e fase calonnyas e son apreçiadas e vienen acasa del padre e dela madre e testigual el 
meryno en casa del padre: deue pechar el padre la calonnia al merino”.  
302 Vid. Fuero de Teruel, 176, De aquello qu’el cableuador pechare, establece la responsabilidad 
colectiva de la mujer y los hijos por deudas: “Mas si por auentura algún cableuador por la cableuadura 
algúna cosa pechare et el debdor se fuyere, la muger et los fijos del debdor, si algúnos aurá, duplen el 
pecho (…) el querelloso préngalos en el lugar de su debtor et en la presón los tenga fasta que paguen el 
debdo”; también establece el fuero que los padres respondan por los delitos de los hijos, 425. Que los 
parientes respondan por los sobre dichos fijos: “Encara, los padres respondan por los malos fechos de 
sus fijos (…) Empero, si fijo emparentado homizilio fiziere, maguer que sea mancebo de otri, ninguno por 
el responda, si non solos sus padres, qual ellos deuen pagar las calonias”, en Gorosh, M.: El Fuero de 
Teruel... ob. cit., p. 271. 
303 Vid. Fuero de Navarra: Libro V, Título XI, De Injurias et de Daynos, Capítulo X, en Fuero 
General de Navarra, Edición Realizada conforme a la obra de D. Pablo Ilarregui y D. Segundo Lapuerta 
(año 1869), Aranzadi, Pamplona 1964, p. 215; donde se establece una excepción a la vuelta del menor a 
la casa familiar: “por malfecho que faga creatura de Fidalgo al Rey ó á yfanzon ó á lavrador, non debe 
tornar al padre ni á la madre, mas debe sperar la suert del malfechor que debe aver empues los días del 
padre et de la madre. Et si la creatura tornare con el mal feyto á casa del padre et de la madre, bien 
puede tornar á ellos el qui ha preso dayno entroa qui fagan emienda del dayno. Et si por aventura aquest 
malfeytor assi que no emienda el dayno si entridiere á furto ó paladino en casa del padre ó de la madre, 
deven poner vozes et apeyllido, por que sepan los vecinos que á lur grado que no es entrado aqueilla 
creatura. Et con tanto deven ser quitos el padre et la madre, et los qui han preso el dayno non deven aver 
clamos deyllos”.  
304 Vid. Fuero de Cuenca, CCVIJ, Quod parentes respondeat pro malefactis filiorum: “Parentes 
respondeant pro malefactis filiorum suorum, siue sani, siue furiosi. Siquis cum malefacto aliquo in 
domum alicuius intrauerit, siue sit mercenarius illius domus, siue non, dominus domus non respondeat 
pro eo, nisi eum defenderit. Nam si eum defenderit, respondeat pro eo, aut ducat eum ad satisfactionem. 
Si uerodomun domini non redierit, auto dominus eum non defenderit, non respondeat pro eo, set 
parentes. Tamen si filius homicidium perpetrauerit, licet sit mercennarius, nullus pro eo repondeat set 
soli parentes, quia ipsi debent soluere calumpnias, non tamen exeant inimici, nisi de homicidio fuerint 
accusati et conuicti, exire utier tenentur”, además la disposición establece la responsabilidad especial 
directa para el huérfano: “Si filius orbatus fuerit altero parente, ille qui superstes fuerit, respondeat pro 
eo, donec det ei partem substancie, que eum contigerit. Post diuisionem non habet utique respondere”. 
Cfr. De Ureña y Smenjaud, R.: El Fuero de Cuenca… ob. cit., pp. 260-263.  
305 Así se disponía: “Los parientes respondan por el mal/fecha de sus fijos, que fizieren, siendo 
sanos o loquos”; además de ello, el Fuero contiene una disposición relativa a la responsabilidad de los 
parientes cuyos hijos soldados que cometieran homicidio: “Maguer si fijo fizier homezilio, maguer sea 
soldado, nadi non responda por él, sinon los parientes solos; ca ellos an a pechar las callonnas. Non an 
exir enemigos si non ouie/ren culpa en el homezilio; casi accussados fueren del homezilio e uencidos 
fueren, auran a exir”. Vid. Gutiérrez Cuadrado, J.: Fuero de Béjar… ob. cit., p. 73. 





cometido delito lo confesara y admitiera en la casa paterna, como condición para 
responsabilizar al padre de los actos de aquél
307
. En algunos casos, existieron 
excepciones a determinados delitos cometidos por el hijo, por los que los padres no 
tendrían obligación de responder, como en el Fuero de Jaca, donde se indicaba que “lo 
payre nin la mayre, com que sport lo fill, no son tengutz de respondre per el ni cumplir 
dret sino en certans casos: si a feit homecidi o furt o roberia. Mas si’l fill a muyller, o 
es ordenat de clergue asi que no pusca pendre muyller o es caualer, d’alli enant, per 
mala feita que faga, no son tengutz lo payre ni la mayre fer dret per el ni de deutes ni 
d’altras cosas”308. El Fuero de Béjar, incorpora la atenuación de la responsabilidad en 
favor de los hijos que no tienen más que un pariente
309
; este hecho, nos indica 
acertadamente Jiménez de Asúa, supone que “la responsabilidad familiar, y 
principalmente la de los padres por los hijos, está más bien fundada en una idea de 
comunidad de bienes”310. Por su parte, el Ordenamiento de Castilla311 eximía a los 
menores de doce años del cumplimiento de las penas impuestas a los vagos, medida 





En otros ordenamientos, el padre podría recurrir al abandono solemne para librarse 
de la responsabilidad de los delitos cometidos por el hijo
313
, mientras que en algunos 
textos de la época tenían lugar situaciones en las que la actuación del padre podía 
exonerar de toda responsabilidad al menor; este es el caso del Fuero de Salamanca, que 
dispone que en caso de que “si un ninno a otro matar, jure el padre del que matar con 
XII uecinos, e salve el moço que non peche omezio nin sea iusticiado. E si el ninno 
                                                                                                                                                                                  
306 Vid. Gómez de la Serna, P. y Manuel Montalban, J.: Elementos… ob. cit., p. 89. 
307 Vid. Jiménez de Asúa, L.: Tratado... ob. cit., p. 708. 
308 Vid. Molho, M.: El Fuero de Jaca. Escuela de Estudios Medievales, Instituto de Estudios 
Pirenaicos, Zaragoza, 1964, pp. 71 y 72.  
309 Vid. Gutiérrez Cuadrado, J.: Fuero de Béjar… ob. cit., p. 73; en la disposición 234 puede leerse: 
“Si el fijo ouier menos el un pa/rient, el que finca responda por él fasta o par/ta con él”. 
310 Cfr. Jiménez de Asúa, L.: Tratado... ob. cit., p. 709. 
311 Vid. Ordenamiento de Castilla, Libro VIII, Título XIV, Ley II. 
312 Vid. Novissima Recopilación, Libro XII, Título XXXI, Ley II; al respecto, Vid. Cuello Calón, 
E.: “La infancia delincuente…” ob. cit., p. 746; el mismo: La Criminalidad infantil… ob. cit., p. 89; en el 
mismo sentido, Vid. Lasala Navarro, G.: “Antecedentes…” ob. cit., p. 73. 
313 Vid. De Hinojosa y Naveros, E.: El elemento germánico… ob. cit., p. 20; este es el 
procedimiento del Fuero de Teruel, explicado por el autor: “el padre podía librarse de tal responsabilidad 
(los delitos cometidos por su hijo) abandonando al hijo, en forma solemne, ante los vecinos reunidos en 
concejo”.  





padre non auer, el pariente más propinquo faga estos derechos”314. Sin embargo, no 
sólo los padres responden por los delitos de los hijos, la responsabilidad familiar es 
reciproca
315
. Del mismo modo, la corrección paterna sigue existiendo como una de las 
formas permitidas de castigo, como lo demuestran algunas legislaciones forales, 





En cuanto a la penalidad, el concepto germánico de componenda aparece en el 
derecho municipal con el nombre de caloñas
317
; multa de sangre de la que, en algunas 
ocasiones, el menor de edad quedaba eximido
318
. También resurge la venganza de 
sangre: el ofensor se convierte en el enemigo
319
 de la víctima y la de sus familiares, que 
podrían matarlo impunemente. De este modo, el hijo que hiere a sus padres según la 
legislación de Béjar se convierte en enemigo de sus hermanos
320
. La llamada del Rey a 
la hora de perseguir al malhechor constituía una obligación para la comunidad; respecto 
de este deber, también existieron especificaciones en relación a la edad, por ejemplo, en 
la Unión y Concordia General del Reino de Aragón, de 1594, donde se exime a los 




A pesar de que las compilaciones de leyes forales no encuentran un verdadero 
orden en cuanto a sus disposiciones de ámbito penal, pueden distinguirse en algunas de 
ellas penas o tratamientos específicos en determinados delitos para los menores 
infractores o rebeldes contra la autoridad familiar o municipal: 
 
                                                             
314 Vid. Pérez Vitoria, O.: La Minoría... ob. cit., p. 26. 
315 Así, por ejemplo, en el Fuero de Plasencia, el hijo responde por las deudas del padre, Majada 
Neila, J.: Fuero de Plasencia... ob. cit., p. 66, en estos términos: “Si el debdor mugier non oviere & oviere 
fijos, el quereloso aya fuero con los fijos…”. 
316 Vid. Guallart de Viala, A.: El Derecho Penal Histórico de Aragón. Institucion Fernando el 
Católico, Zaragoza, 1977, p. 105. 
317 Vid. Jiménez de Asúa, L.: Tratado… ob. cit., p. 711. 
318 Es el caso del Fuero aragonés “De Merinis”, donde, de modo similar a otros ordenamientos en 
los que se exoneran las riñas entre los menores, no se da lugar al pago de las xixantenas, o multa de 
sangre; Vid. Guallart de Viala, A.: El Derecho Penal... ob. cit., p. 110. 
319 Vid. De Hinojosa y Naveros, E.: El elemento germánico… ob. cit., pp. 32 y ss. 
320 Vid. Gutiérrez Cuadrado, J.: El Fuero Béjar… ob. cit., p. 81, que vino a disponer que el hijo que 
hiere a sus padres se convierte en anatema, como sigue: “Maguer es defendido que ni padre ni madre non 
deserede su fijo, mandamos, maguer, que sea dese/dado fijo o fija que su padre matar, o fierre, o assu 
madre. Demás, sea enemigo de sus her/manos siempre”. 
321 Vid. Guallart de Viala, A.: El Derecho Penal… ob. cit., p. 113. 





Las penas corporales siguen siendo utilizadas, aunque tan sólo para los delitos 
más graves. La pena por herir a los padres es la mutilación en el Fuero de Navarra: “De 
fillo que fiere á padre ó á madre con manos ó con pies, debe perder la mano ó el pié 
con quoal mienbro feriere…”322. En el Fuero de Calatayud (1131 d.C.) se amplía la 
potestad de castigo paterna; transcriben el texto Cuello Calón y, posteriormente, Lasala 
Navarro en su artículo sobre la cárcel y los niños
323: “Et si pater filium suun mataberit 
et pro peccatis inde morierit, non sit homicidio pariato”. Por otra parte, en 1563 se hizo 
un llamamiento en las Cortes de Madrid para que a los ladrones o encubridores que 
fueren menores de veinte años al tiempo del delito y mayores de diecisiete años, se les 




La consecuencia final de las agresiones o el mal comportamiento del menor solía 
ser la privación de herencia y el rechazo familiar
325
; no obstante, algunos Fueros 
establecían una serie de parámetros por los que el padre podía castigar al hijo 
desheredándole: “De payre, per cual razón pot desafillar so fill: Per razón pot 
desafillar lo payre lo filtz, per no senes certas causas, ço es assaber: si lo fill fer al 
payre, o si’l fara jurar, si’l tira per los cabels, o si’l desment denant bons omnes, o si’l 
fa tal forfeyt per que’l payre perda son auer”326; condiciones éstas las del Fuero de 
Jaca a las que más tarde se añadieron: “Per qual rayçon pusca’l payre desafillar lo fill: 
si lo uera pres e no’l trayra de preson, o si no li aiuda si pode, o sis iazia ab la mullier 
                                                             
322 Cfr. Fuero de Navarra: Libro V, Título I, De Feridas, Capítulo IV, p. 172. 
323 Vid. Cuello Calón, E.: “La infancia delincuente…” ob. cit., p. 743; el mismo: La Criminalidad 
infantil… ob. cit., p. 88; en el mismo sentido, sin la cita expresa a la obra de Cuello Calón, Lasala 
Navarro, G.: “La cárcel y los niños durante las Edades Media y Moderna”, en Revista de Estudios 
Penitenciarios, Año I, Número 8, Madrid, Noviembre 1945, p. 44; el mismo: “Protección y defensa…” 
ob. cit., p. 657. 
324 Vid. Cuello Calón, E.: La Criminalidad infantil… ob. cit., p. 90. 
325 La norma establecía: “Si fiere el fijo al padre ó á la madre, ó sil faz iurar por acusamiento de 
crimen, ó si les prede por los cabeyllos, ó si clama traydor provado ó mesieyllo ante ombres bonos, ó 
dize á la madre destas cosas sobre scriptas, puede ser desheredada la creatura”; Cfr. Fuero de Navarra: 
Libro II, Título IV, De Heredat et de Particion, Capítulo VIII, p. 41; en los Utsages de Barcelona se 
indica que el padre que desee desheredar a sus hijos debe indicar de forma solemne que lo deshereda, 
después deberá demostrar, en un procedimiento en el que intervienen terceros, que las causas y la culpa 
del hijo son ciertas: “Si negun vol desheretar fill o filla, net o neta, nomenadament los desheret e diga la 
culpaper que los desheretae instituesca altre en son loc qui haja a provar la causa del desheredatament 
esser vera. E si una de aquestas cosas hi defall, no pot desheretar fill ne filla, net ne neta en neguna 
guisa; e si u fa va sera e res no valra”, Vid. Valls Taberner, F.: Los Utsages… ob. cit., p. 94; la 
regulación de las causas de desheradación son extensas en el Código de Tortosa, hasta 12 en total, en las 
que están recogidos delitos como las lesiones a los padres, injurias o adulterio. Vid. Libro de las Costums 
de Tortosa: Libro VI, Rúbrica VIII, Costumbre II; al respecto, Vid. Aunós Pérez, A.: El Derecho 
catalán… ob. cit., pp. 119 y 120. 
326 Vid. Molho, M.: El Fuero de Jaca... ob. cit., p. 118. 





de so payre”327. Por otra parte, en el Fuero de Palenzuela, transcribe Cuello Calón, se 
establece que “mancebo forro qui homicisium fecerit et cassam non habuerit, pectet ad 
paladium, medietate de suo peguiar, et non hereditatem”328. 
 
Ciertamente, durante el Medioevo se perciben algunos antecedentes de la 
reclusión y así se conoció la pena de prisión por deudas
329
; algunos ordenamientos 
forales la recogen
330
. En esta dinámica, los menores, pudiendo responder de las deudas 
familiares, también serían destinados a las mazmorras
331
. En uno de los Fueros más 
antiguos, el de Salamanca (1076 d.C.), se ordena la prisión por deudas para menores de 
doce años, con la única atenuación del uso de cadena en lugar de los habituales cepos, 
cormas y esposas
332
. También encontramos mandatos de reclusión a menores en el 
derecho medieval catalán; es el caso de la cárcel del Castillo de Veguer, que recibió en 
sus mazmorras y torreones a los púberes que desobedecieran el bando municipal, por el 
que se prohibía la ostentación de vestidos escandalosos. Lasala Navarro informaba del 




                                                             
327 Vid. Molho, M.: El Fuero de Jaca... ob. cit., p. 184. 
328 Vid. Cuello Calón, E.: “La infancia delincuente…” ob. cit., p. 743. 
329 Como se reflejara en la Lex Coloniae Genitivae Juliae, promulgada en el año 44 A.C. en la 
Colonia de Osuna. Vid. Dorado Montero, P.: Contribución al estudio de la Historia primitiva… ob. cit., p. 
26; más recientemente, Garrido Guzmán, L.: Manual de Ciencia penitenciaria. Edersa, Madrid, 1983, p. 
96; Leganés Gómez, S.: La evolución de la clasificación penitenciaria. Ministerio del Interior, Secretaría 
General Técnica, Madrid, 2005, p. 21.  
330 Como ejemplo, el Fuero de Teruel regula la pena de prisión, por una duración de tres veces 
nueve días, Vid. Fuero de Teruel, 198. De propio debdo; en Gorosh, M.: El Fuero de Teruel... ob. cit., pp. 
102 y 103; la disposición indica que “el homiziero non oujere de que pechar el homizilio o los debdores 
assín como es dicho dar non pudiere, el iúez aquél prenga e tenga lo preso por III IX días, e non lo 
seauedado comer ni beuer”; también conocemos, siguiendo a García Valdés, que la privación de libertad 
se encontraba recogida, aunque no como pena propiamente dicha en la mayor parte de los casos, en 
muchos de los ordenamientos del siglo XIII al XVII: Fuero Juzgo, Leyes de Estilo, las Partidas, Fueros de 
Jaca, Usagre, Béjar, Medinaceli, Uclés, Peralada, Ordenanzas de la Corte de Alcalá, Oviedo y de 
Valladolid… Vid. García Valdés, C.: Los Presos Jóvenes (Apuntes de la España del XIX y principios del 
XX). Ministerio de Justicia, Secretaría General Técnica: Centro de Publicaciones, Madrid, 1991, p. 21. 
331 El hijo podía responder a las deudas familiares ingresando en la cárcel de manera voluntaria. 
Así, encontramos en los Fueros de Alcaraz, 8.102, Alarcón, 503, Teruel, 198, Cuenca, 612, Zorita, 497, 
Béjar, 736, Huete, 425 y 426, y Placencia, 271, disposiciones del siguiente tenor: “Si la muger o el fijo 
preso, por debdo manifiesto faziendo se debdor, en lugar d’el quisiere entrar, sea recibido ante 
alcaldes…”. Al respecto, Vid. Ramos Vázquez, I.: Arrestos, cárceles y prisiones en los derechos 
históricos españoles. Ministerio del Interior, Madrid, 2007, p. 53. 
332 Vid. Lasala Navarro, G.: “Antecedentes de la delincuencia…” ob. cit., p. 62; advertimos 
disposiciones en este sentido en algúnos Fueros, como el de Alcaraz, 8. 98.: “Mas esta cosa es de 
esquiuar que ninguno no mete a muger ni a moço ante que sea de XII annos e mas en otra prisión si no 
en cadena”; al respecto, Vid., asimismo, Ramos Vázquez, I.: Arrestos, cárceles... ob. cit., p. 55. 
333 Cfr. Lasala Navarro, G.: “Antecedentes de la delincuencia…” ob. cit., p. 63. 





“Ordenaren los dits consellers e prohomes que (si)los fils queencara serán en poder de pare o de 
tudors o curadors en correran los dits bans o algun dels, en tal cas los pares de aquells, dels bens dels 
dits pares, si donchs los dits fils no hauran bens propis e los tutors o curadors en correran dels bens de la 
tutela o cura, hagen o sian tenguts pagar los dits bands peccuniaris tora vegada que lo cass devendrá. E 
si los dits pares no volran pagar per los dits bans, en tal cas los dits fills, per los bans peccuniaris dessus 
nomenats, estiguen preses a la presó del verguer per XXX diez continues. E ultra la dita presó en que 
haurien fet contra les presents ordinacions”334. 
 
De este modo, los jóvenes infractores eran recluidos durante treinta días seguidos 





No pretendía, sin embargo, el poder municipal, apresar en instituciones públicas al 
menor, prefiriendo que sea su propia familia quien lo retuviera
336
. Así se establece en el 
Fuero de Cuenca
337
 con la pena de arresto, por la que los padres “de filio peruerso” 
deben tenerlo preso o ligado hasta que sea manso y no haga daño. La misma pena 
encontramos en el Fuero de Plasencia, del año 1262, perteneciente a la misma familia 
que el anterior
338
, según anotan Cuello Calón, Lasala Navarro y, más recientemente, 
García Valdés, en su estudio sobre los presos jóvenes, al autorizarse la corrección 
paterna, haciendo uso del “arresto indeterminado” para el hijo rebelde, hasta que éste se 
                                                             
334 El texto se corresponde con un bando voceado por Bernardo Cadireta, el día 24 de abril de 
1403, por orden del noble Arnaldo Guillermo de Bellaria. 
335 La crueldad de estos encierros es reflejada con un claro ejemplo recogido por Gregorio Lasala: 
la reclusión de un menor en la Torre de Gonguera en el año 1420. Según el texto, el cárcelero, “no 
contento con encerrarle en dicha Torre con cadena al cuello, lo hizo estar sujeto a un palmo de la pared de 
tal manera, que dicho joven no podía de día ni de noche sentarse ni echarse; se le hincharon los piernas y 
por razón del gran frio que hacía y del viento que entraba por el agujero de la cadena, dicho joven tenía 
cerrada la abertura con las manos toda la noche, por lo cual éstas se le hincharon…” Vid. Lasala Navarro, 
G.: “Antecedentes de la delincuencia…” ob. cit., pp. 64 y 65.  
336 A pesar de los esfuerzos que el derecho visigodo realizó para limitar la prisión privada, los 
padres seguían teniendo amplias potestades para encerrar a los menores. La prisión privada, de herencia 
romana continuaba siendo habitual en el derecho medieval de los Fueros; la costumbre “permitía encerrar 
a las personas con las que se tenía algún conflicto en sus propias casas o corrales”. Cfr. Ramos Vázquez, 
I.: Arrestos, cárceles... ob. cit., pp. 35 y 36. No obstante, tal y como indica la misma autora, no debe 
entenderse esta prisión privada como algo completamente ajeno al poder público, ya que, como se ha 
puesto de manifiesto, existieron particulares legalmente autorizados para arrestar y prender a sus 
familiares: “Los particulares legitimados para ejercer este tipo de detención privada también estaban 
previstos en la legislación, siendo sólo susceptibles de convertirse en instituidos cárceleros los acreedores 
o víctimas de los delitos, siempre y cuando cumpliesen ciertas condiciones prescritas por el derecho. El 
sujeto pasivo resultaba mucho más amplio, ya que además del demandado, podían ser detenidos en su 
lugar la mujer del mismo, sus hijos u otros familiares…”. Cfr. p. 81 de la misma obra. 
337 Vid. Fuero de Cuenca, CLXXXIIJ, De Filio Peruerso, en De Ureña y Smenjaud, R.: El Fuero 
de Cuenca… ob. cit., p. 262; exactamente con el mismo título, aparece esta pena en el Fuero de Béjar, 
editado por Gutiérrez Cuadrado, J.: El Fuero de Béjar… ob. y loc. cit. 
338 Vid. Majada Neila, J.: Fuero de Plasencia... ob. cit., p. 13. 







. Los Utsages de Barcelona hablan, asimismo, de detención paterna por el 
daño de los hijos a los señores feudales, con la posterior enmienda del agravio por parte 
del menor o su padre, so pena de quedar desheredado
340
. Estas manifestaciones de 
privación de libertad constituirán los primeros ejemplos de indeterminación temporal 
del encierro de menores infractores en nuestro derecho escrito.  
 
La actuación pública será prácticamente inexistente, solamente apareciendo en 
excepcionales circunstancias, cuando el poder paterno se encuentre depauperado. Este 
es el caso que recoge el Fuero de Béjar, cuando el hijo se encuentra en una posición de 
poder económico y no se ocupa de sus parientes: “Si el fijo rico non ouier merçet del 
padre minguado o de la ma/dre, e el pobre lo mostrar al iudez e alcaldes, préndalo con 
toda su buena, con quanta que a, e métanlo en el poder del padre”341. También es la 
justicia local la que encierra al menor según las Ordenanzas de Castilla (1433 d.C.), 
cuando atenta contra el honor de sus padres: “Por cuanto algunos son desobedientes a 
sus padres y a sus madres mandamos y ordenamos…: que cualquier fijo o fija que 
denostare a su padre o su madre en público o en escondido, en su presencia o en su 
ausencia y seyéndole probado, que la nuestra justicia lo eche en la cárcel pública con 
prisión por veinte días”342. 
 
2.2.2. La Legislación Alfonsina. El Ordenamiento de Alcalá y las Leyes de 
Toro. 
 
Ante este difuso panorama legal, en el que cada región contaba con sus propios 
ordenamientos no faltaron intenciones de unificación. Con tal pretensión 
organizadora
343
, Alfonso X, apodado el Sabio, promulgó el Fuero Real. En esta 
                                                             
339 Vid. Cuello Calón, E.: “La infancia delincuente…” ob. cit., p. 743; el mismo: Criminalidad 
infantil… ob. cit., p. 88; al respecto, Vid. Lasala Navarro, G.: “Los niños y la cárcel…” ob. y loc. cit.; el 
mismo, “Antecedentes de la delincuencia…” ob. y loc. cit.; el mismo: “Protección y defensa…” ob. cit., 
p. 657; también, Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 13 
340 Vid. Valls Taberner, F.: Los Utsages… ob. cit., p. 109, atendiendo a la norma número 127, que 
dice así: “Si los fills als senyors de lurs pares algún dan faran, lo pare destrenya los fills que aquell 
fortfet esmenen e redrecen als senyors, o ell ho esmen per ells; e si for no ho volen, desheret los de tot en 
tot e ls desmantenga sens engan”. 
341 Vid. Fuero de Béjar, editado por Gutiérrez Cuadrado, J.: El Fuero de Béjar… ob. cit., p. 80. 
342 Cfr. Ordenanzas de Castilla: Libro VIII, Título IX, Ley I; recogido por Lasala Navarro, G.: 
“Antecedentes de la delincuencia…” ob. cit., p. 65. 
343 Tal y como afirma Tomás y Valiente, no parece cierto que el Fuero Real fuese una norma 
suplente en aquellos municipios carentes de ordenamiento propio, si no que, más bien, parece responder a 





normativa Alfonsina, sin lugar a dudas influida por el Liber Iudiciorum
344
, encontramos 
un retorno a la responsabilidad individual recogida en las leyes visigóticas. De este 
modo, se indica que “todo el mal debe seguir al que lo face, asi que el padre non sea 
penado por el fijo, nin el fijo por el padre”345. No obstante, tal y como indica Galo-
Sánchez, parece que “los resultados no correspondieron a los propósitos: las ciudades 
siguieron aplicando sus fueros antiguos”346.  
 
Se advierte en el Espéculo (o espejo de todos los derechos), atendiendo a las 
normas que permiten testificar, la definición de niño: “Varón nin mugier non puede 
testiguar en ningún pleito, a menos de ser de edat de XV años, et esto es con razón. Ca 
fasta los siete años es llamado niño, porque non a en si cierto entendimiento, para 
conocer las cosas. E cuando cunple los otros siete años que se fazen catorce, entra en 
edat para saber entender las cosas, e departir entre el bien y el mal, e llega a sazon 
para poder casar”347. Este concepto se nutre, al igual que las otras normativas del rey 
castellano, de una importante influencia del Derecho romano, siendo el entendimiento 
del menor el que establecerá su capacidad jurídica durante la pubertad. 
 
Como puede apreciarse, en cada una de las leyes y disposiciones anteriores no 
existía ni sistematización ni orden, siendo preceptos aislados y fragmentarios aquellos 
que se ocupaban de la situación del menor infractor. Afirmaba, por ello, Cuello Calón, 
que “ni el Fuero Viejo de Castilla, ni en las Leyes del Estilo, ni en el Fuero Real de 
España se encuentra (…) alguna ley que regule las penalidades impuestas á los niños y 
jóvenes”348. Al respecto, las Partidas de Alfonso X (1256-1265 d.C.), vendrían a recoger 
                                                                                                                                                                                  
un intento de “combatir tanto la carencia de Derecho local escrito en algúnos lugares y la consiguiente 
necesidad de juzgar por fazañas, como la diversidad de ordenamientos municipales contenidos en los 
numerosos fueros extensos”. Cfr. Tomás y Valiente, F.: Manual de Historia del Derecho Español. 3ª Ed., 
Tecnos, 1981, p. 163; con opinión muy similar, se expresa Gallo-García, A.: Manual... ob. cit., p. 393. 
344 Vid. Galo-Sánchez: Curso de Historia… ob. cit., p. 79; de la misma opinión, Vid. Tomás y 
Valiente, F.: Manual de Historia… ob. cit. p. 164; y también, Gallo-García, A.: Manual… ob. cit., p. 394. 
345 Cfr. Fuero Real, Libro IV, Título V. De las penas, Copiado del Códice del Escorial, señalado 
ij.z._8, y cotejado con varios códices de diferentes archivos por la Real Academia de la Historia, Imprenta 
Real, Madrid, 1836. 
346 Vid. Galo-Sánchez: Curso de Historia… ob. y loc. cit. 
347 Cfr. Alfonso X: Espéculo, Libro IV, Título VII, Ley IV, De cómo los testigos non deven ser 
menores de quinze años, e porque razones; en, Real Academia de la Lengua: Opúsculos Legales del Rey 
Don Alfonso el Sabio. Tomo I, Imprenta Real, Madrid, 1836, p. 193. 
348 Cfr. Cuello Calón, E.: “La infancia delincuente…” ob. cit., pp. 742 y 743; el autor indica, 
además, que “por fin en las Partidas se encuentra ya una doctrina completa sobre la punibilidad de los 
menores delincuentes”. 





algunas excepcionalidades en torno a la figura del menor de catorce años en el caso de 
los varones, doce para mujeres, para los delitos de lujuria
349
; así como en el caso del 
menor de diez años y medio para todos los demás delitos, atenuando las penas de 
castigo corporal
350
. En este sentido, el segundo de los códigos del Rey Sabio, supone un 
salto evolutivo importante respecto del derecho foral anteriormente citado. En primer 
lugar, establece una relativa inimputabilidad o exención de responsabilidad
351
 para el 
menor de diez años y medio; seguidamente, se refiere a la falta de entendimiento, esto 
es, hace una referencia importante al discernimiento propio del Derecho Romano
352
. La 
eximente no es completamente abierta, ya que queda siempre supeditada al tipo de 
delitos recogidos en la ley. 
 
Las penas impuestas serán atenuadas hasta los catorce años
353
 y hasta los 
diecisiete años
354
, por lo que, tal y como indica Lasala Navarro, la situación de los 
                                                             
349 Vid. Alfonso X: Las Siete Partidas, Partida VII, Título I, Ley IX. Por los quales yerros pueden 
fer acufados los menores e por quales non: “Moço menor de catorze años no puede fer acufado de ningú 
yerro ql pufieffen q ouieffe fecho en razó de luxuria”. También se confirman estos límites al tratar la 
norma del delito de lujuria propiamente dicho y el de Sodomia; Vid. Partida VII, Título XVIII, Ley II y 
Partida VII, Título XXI, Ley II; al respecto, Vid. Cuello Calón, E.: “La infancia delincuente…” ob. cit., p. 
744; la primera disposición ha sido recogida por Escriche para definir la entrada “Edad para la pena” de 
su Diccionario Penal, Vid. Escriche, J.: Diccionario Razonado de Legislación y Jurisprudencia. Rosa, 
Bouret y Cª., Paris, 1860, Voz: Edad para la pena.  
350 Vid. Alfonso X: Las Siete Partidas, Partida I, Título I, Ley XXI. Quales pueden fer efcufados 
por no faber las leyes: “Señaladas perfonas fon las fe pueden efcufar de nó refcebir la pena que las leyes 
mandan: maguer nó las entiendan, ni las fepan al tiempo que yerran, haciendo contra ellas, afsi como 
aquel que fuelle loco de tal locura, que no fabe lo que fe faze. E mafuer entendieren, que algúna cofa fizo, 
porque otro ome deuieffe fer prefo, o muerto por ello, catando en como aquefte que diximos, non lo faze 
có fefo, no le ponen tamaña culpa, como al otro que efta en f fentido. Effo mifmo dezimos del moço que 
fueffe menor de catorze años: o la moça menor de doze: maguer prouffe fecho de luxuria, fol que nolo 
fopieffe fazer. Eftos tales efcufados ferian de la pena de las leyes, porque no han entendimiento: mas fi 
por auentura fueffen menores de diez años e medio, e fizieffen algún otro yerro, affi como furto, o 
omicidio, o falfedad, u otro malfecho qualqer ferian efcufados otrofi de las penas que las leyes mandan 
por mengua de edad y de fentido…”; esta referencia a las Partidas también puede encontrarse en Cuello 
Calón, E.: “La infancia delincuente…” ob. y loc. cit.; y, asimismo, en el anterior titular de la cátedra de 
Madrid, Jiménez de Asúa, L.: Tratado… ob. cit., pp. 720 y 721; en el mismo sentido, García Valdés, C.: 
Los presos jóvenes… ob. y loc. cit. 
351 Vid. Zarandieta Mirabent, E.: La delincuencia de los menores y los Tribunales para niños. 
Imprenta Clásica Española, Madrid, 1916, p. 39. 
352 Así lo dispone la Partida VII, Título I, Ley IX, donde se indica que el discernimiento del delito 
comienza con la edad de diez años y medio, “porque tuvieron por bien los sabios antiguos que deste 
tiempo adelante puede auer cada uno entendimiento”. 
353 En algúnos casos la edad de catorce años se consideraba eximente; así, por ejemplo, en el caso 
de los siervos que no defienden a su señor en peligro de muerte, puesto que “no lo facen con maldad, mas 
por embargo que han de su cuerpo o por mengua de entendimiento”. Cfr. Alfonso X: Las Siete Partidas, 
Partida VII, Título VIII, Ley XVI. Para Cuello Calón, la edad de catorce años conformaba el límite de la 
minoría penal absoluta, “es decir, en algúnos casos el ser menor de esta edad excluye la culpabilidad”, 
quedando como modo de clasificación por delitos de la siguiente forma: “Delitos de lujuria. Minoría 
penal absoluta hasta los catorce años para los varones y hasta doce para las muchachas. Delitos de 









1. Los menores de diez años y medio quedan excluidos de las penas por los 
delitos que cometieren. 
2. En los delitos de lujuria no delinquen el menor de catorce años ni la menor de 
doce años. 
3. Las penas hasta los catorce años, y en algunos casos, hasta los diecisiete años 
quedan atenuadas. 
4. No se aplicarán las penas de castigo corporal o “tormento”356 para obtener 
testimonio, a menores de catorce años. 
 
A pesar de la preocupación cada vez más específica por los menores
357
 y el 
avance que supone esta legislación respecto a los Fueros Municipales, las Partidas no 
tuvieron verdadera aplicación hasta los siglos posteriores, por lo que tales atenuaciones 
tuvieron lugar más adelante en nuestra historia penal, llegándose a la postre a utilizarse 
hasta el siglo XIX. 
 
Ya en referencia al s. XIV, el bisnieto del Rey Sabio, Alfonso XI, apodado el 
Justiciero, tomó algunos de los preceptos establecidos por su ascendiente, y así lo 
refleja el Ordenamiento de las Leyes de Alcalá de Henares, realizado en el año de 1348 
                                                                                                                                                                                  
homicidio, hurto y otros semejantes. Minoría penal aboluta hasta los diez años y medio para ambos sexos. 
Minoria penal relativa hasta los catorce años según la ley ó los diecisiete según otra para los dos sexos”. 
Cfr. Cuello Calón, E.: “La infancia delincuente…” ob. cit., pp. 744 y 745. 
354 Vid. Alfonso X: Las Siete Partidas, Partida VII, Título XXXI, Ley VIII, Que cofas duen catar 
los juezes ante que manden dar las penas e porque razones las pueden crefcer o menguar, o toller: “(…) 
E fi por auentura el q ouieffe errado fuef”e menor de diez años e medio nole deue dar ninguna pena. E fi 
fueffe mayor dfta edad e menor de dediez e fiete años, deuen menguar la pena q darían a los otros 
mayores por tal yerro”. Al respecto, Vid., asimismo, Cadalso, F.: Instituciones penitenciarias… ob. cit., p. 
59. 
355 Cfr. Lasala Navarro, G.. “Antecedentes de la delincuencia…” ob. cit., pp. 44 y 45. 
356 Vid. Alfonso X: Las Siete Partidas, Partida VII, Título XXX, Ley II, Quien puede mandar 
atormentar, e en que tiempo, e quales: “(…) Otrofi dezimos que non deuen meter a tormento a ninguno 
que fea menor de catorze años…”, y también Partida VII, Título XXXI, Ley VII, Como deuen tormentar 
a los fiernos e a los firvientes de cafa por faber verdad. 
357 Así lo demuestran las disposiciones promulgadas en materia de protección de menores que 
pueden encontrarse en la legislación Alfonsina, verbi gratia: Vid. Fuero Real, Libro III, Título VII, De la 
guarda de los huérfanos e de sus bienes; Libro IV, Título XXII, de los desechados e de los que los 
desechan, Ley I; además de la protección a los menores desamparados, también se intentó impedir el 
abuso de la patria potestad en Las Siete Partidas: Partida VI, Título XX, Ley IV; contra el maltrato, véase 
la Partida VII, Título VIII, Ley IX. 





d.C., que vendría a complementar la legislación de los Fueros y de las Partidas
358
, 
donde también se encuentran referencias a las eximentes en los delitos de adulterio para 
los menores, pues es requisito para su comisión “que toda mugier que fuere desposada 
por palabras de presente con ome, que sea de edat de catorce annos compridos, è ella 
de doce acabado”359 
 
No se advierten modificaciones reseñables de seguido sino entrando ya en el siglo 
XVI, cuando las Leyes de Toro, promulgadas en 1505 en la ciudad de mismo nombre 
por la Reina Juana de Castilla, para la reforma de las leyes debido a “la gran variedad 
que había en algunos de estos Reynos asi del fueron, como de las Partidas, 
Ordenamientos”360, mantienen la pena tradicional de desheredación para las hijas que 
ignora la voluntad del padre
361
. Se observa, pues, el gran poder que aún ostenta el 
cabeza de familia; sin embargo, las Leyes de Toro establecen toda una serie de 
prerrogativas favorables al menor. Así lo atestiguan las normas referentes al testamento, 
que permiten al “fijo o fija que está en poder de su padre, seyendo la edad legítimita 
para fazer testamento como si estovisse fuera de su poder”362. Tanto la ley romana, 
como las Partidas se prohibía al hijo, incluso con la edad legítima para hacerlo, testar 
otros bienes que no fueran los castrenses o casi castrenses, las Leyes de Toro conceden 
nuevas facultades en esta parcela
363
, ampliando las capacidades una vez cumplida la 
mayoría de edad jurídica. 
                                                             
358 Vid. Ordenamiento de Alcalá de Henares, Título XXVIII, Ley I, Como todos los pleitos se 
deben librar primeramente por las Leys deste Libro; et lo que por ellas non se pudiere librar, que se libre 
por los Fueros; et lo que por los Fueros non se pudiere librar, que se libre por las Partidas. Según 
asegura Jiménez de Asúa, una de las más importantes disposiciones del Ordenamiento es la de la 
prelación de Códigos, Vid. Jiménez de Asúa, L.: Tratado.... ob. cit., p. 746. 
359 Cfr. Ordenamiento de Alcalá de Henares, Título XXI, Ley I, De la mugier desposada que façe 
adulterio, en que pena cae,; et que la mugier casada ò desposada non pueda desechar al marido, ò al 
Esposo de la acusación, por decir que fiço adulterio. 
360 Cfr. Leyes de Toro, Trascripción según el original que se conserva en el Archivo de la Real 
Chancillería de Valladolid. Ministerio de Educación y Ciencia, Madrid, 1980, p. 47. 
361 Vid. Bermejo Castrillo, M.: “Las Leyes de Toro y la regulación de las relaciones familiares”, en 
Vid. González Alonso, B. (coord.): Las Cortes y las Leyes de Toro de 1505. Cortes de Castilla y León, 
Toro, 2006, p. 411. 
362 Cfr. Leyes de Toro… ob. cit., Ley 5, p. 50; asimismo, la salida del poder paterno se obtiene con 
el matrimonio, de modo que “el fijo o fija casado e velado sea avido por hemancipado en todas las cosas 
para siempre”, Ley 47, p. 55. 
363 Vid. Llamas y Molina, S.: Comentario crítico, jurídico, literal a las ochenta y tres Leyes de 
Toro. 3ª Ed. por Don José Vicente y Caravantes, Tomo I, Gaspar y Roig, Madrid, 1853, p. 133; al 
respecto, se indica que al no establecerse en la propia disposición la edad legal exacta, debe acudirse al 
derecho común de los Fueros y las Partidas, es decir, catorce años en los varones y doce en las féminas, 
Vid. Francisco Pacheco, J.: Comentario histórico, crítico y jurídico a las Leyes de Toro. Manuel Tello, 
Madrid, 1862, p. 84. 





Como puede apreciarse, la normativa castellana, pese a eliminar algunos 
privilegios sociales en el ámbito penal
364
, no destaca por su vertiente criminal, sino 
civil, dedicando una especial atención a la consideración de los hijos naturales, 
legítimos e ilegítimos, en relación con el derecho de sucesión. En definitiva, en cuanto a 
materia penal sobre los menores infractores se refiere, continuarían aplicándose los 
distintos derechos forales. 
 
2.3. Del siglo XVI, a la primera mitad del siglo XVIII. Comienzo 
experimental de la privación de libertad como pena para el menor infractor. 
 
2.3.1. La pena de Galeras y el grumete. Su regulación en la Novissima 
Recopilación. 
 
Tras la desaparición de todo tratamiento penal diferenciado, y de consideraciones 
diferentes para los menores en materia penal durante gran parte de la Edad Media -o a 
causa simplemente de la inaplicación de los preceptos que las recogían-, la imposición 
de castigos corporales como sanción penal se impartieron por igual entre adultos y 
jóvenes. Es durante esta época cuando surge, como consecuencia del protagonismo 
militar del mar
365
, en una monarquía expansionista, un nuevo concepto para el 
cumplimiento de las penas que nada tenía que envidiar a tales sanciones corporales en 
cuanto a dureza se refiere
366
: La pena de remo, en las Galeras del Rey, porque “juzgar 
                                                             
364 Cfr. Leyes de Toro… ob. cit., Ley 79, p. 57, donde se eliminan los privilegios de los fijosdalgo 
en lo referente a la prisión por deudas: “Ordenamos e mandamos que las leyes destos nuestros reynos que 
disponen que los fijosdalgo e otras personas por debda no puedas ser presos, que no ayan lugar ni se 
platiquen, sy la tal, debda descendiere el delitoo casi delito, antes mandamos que por las dichas debdas 
estén presos como sy no fuesen fijosdalgo o exemptos”. 
365 “Pena aplicada á las necesidades de la marina militar = galeote”, con esta contundente frase 
resume Salillas utilización de los delincuentes como motores de las embarcaciones, Vid. Salillas, R.: La 
vida penal en España. Imprenta de la Revista de Legislación, Madrid, 1888, p. 6; sobre el protagonismo 
militar de la pena de galeras, Vid. Rodríguez Ramos, L.: “La pena de galeras en la España moderna”, en 
Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, Año XXX, Tomo XXXI, Fascículo I, enero-abril, Madrid, 
1978, pp. 259 y ss.; y más en concreto, García Valdés, C.: “Derecho Penitenciario militar: una 
aproximación histórica”, en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, Año XXXVIII, Tomo 
XXXIX, Fascículo III, septiembre-diciembre, Madrid, 1986, pp. 781 y ss. -también recogido en Derecho 
penitenciario (Escrito, 1982-1989). Ministerio de Justicia. Madrid, 1989, pp. 81-177-; Sanz Delgado, E.: 
El Humanitarismo penitenciario español del siglo XIX. Edisofer, Madrid, 2003, p. 56. 
366 Tal y como indica en su Vida Penal el gran Salillas, “diez años en galeras equivalía á muerte 
civil y á inutilidad”, Cfr. Salillas, R.: Vida Penal en España. Imprenta de la Revista de Legislación, 
Madrid, 1888, p. 8 (también puede consultarse la actual reimpresión en facsímil de Analecta, Pamplona, 
1999); sobre la dureza de la pena de galeras, Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., pp. 57 y 
60. 





es reinar, y también por ello la justicia se administra en nombre del Rey en las 
monarquías”367. 
 
La pena de Galeras, que ya se encontraba instaurada como una de las más 
frecuentes formas de ejecución punitiva desde el siglo XIII
368, “ocuparía entonces, -en 
felices términos de Salillas- desde principios del siglo XVI, un lugar determinante en 
nuestro Derecho punitivo, y su régimen, un factor orgánico en la evolución 
penitenciaria”369. En galeras, especialmente a partir de la Pragmática de Carlos I, de 31 
de enero de 1530, los culpables - forzados
370
- eran condenados a una muerte casi segura 
en la batalla, sirviendo como esclavos del Rey, sustituida la pena capital y las 
corporales
371
, bogando como un motor humano, a remo y sin sueldo
372
; sin pretensión 
                                                             
367 Vid. Valdés Rubio, J.Mª.: Derecho Penal, su filosofía, historia legislación y jurisprudencia. 
Tomo I, Imprenta del Asilo de Huérfanos del S.C. de Jesús, Madrid, 1909, p. 761. 
368 Vid. García Valdés, C.: Del presidio a la prisión modular. Opera Prima, Madrid, 1996, p. 10; 
más recientemente, Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. y loc. cit.; asimismo, acerca de laceración 
de la Marina de Guerra en el s. XIII, Vid. Calderón Ortega, J.M. y Díaz González F.J.: “Los almirantes y 
la política naval de los reyes de Castilla en el siglo XIII”, en Anuario de la Facultad de Derecho. 
Volúmen VIII, Universidad de Alcalá. Alcalá de Henares, 2000, pp. 103-125. 
369 Cfr. Salillas, R.: Evolución penitenciaria en España. Tomo I, Nueva Edición de Analecta 
(Pamplona, 1999), reimpresión de facsímil, Madrid, 1919, p. 13; más recientemente, acerca de tal pena y 
sus caracteres, Vid. Rodríguez Ramos, L.: “La pena de galeras en la España moderna…”, ob. cit., pp. 259 
y ss.; García Valdés, C.: “Derecho penitenciario militar…”, ob. cit., p. 775; y, también, Sanz Delgado, E.: 
El Humanitarismo… ob.cit., pp. 57 y ss. 
370 Así eran llamados los criminales destinados a galeras, para diferenciarlos de los remeros 
voluntarios o buenas boyas y los esclavos, Vid. Salillas, R.: “Las galeras del Rey”, en Revista 
Penitenciaria, Año III, Tomo III, Eduardo Arias, Madrid, 1906, p. 227; entre otros, también, Vid. 
Rodríguez Ramos, L.: “La pena de galeras en la España moderna…” ob. cit., p. 262; Garrido Guzmán, L.: 
Manual… ob. cit., p. 152; Pike, R.: Penal Servitude in Early Modern Spain. The University of Wisconsin 
Press, London, 1983, p. 4; y Roldán Barbero, H.: Historia de la Prisión en España. PPU, Barcelona, 1988, 
pp. 10 y ss. 
371 Vid. Novissima Recopilación, Libro XII, Título XL, Ley I; al respecto, Vid. Cadalso, 
Diccionario de Legislación penal, procesal y de prisiones. Tomo II, Luis Góngora, Madrid, 1896-1908, 
pp. 472 y ss.; también, Rodríguez Ramos, L.: “La pena de galeras en la España moderna…” ob. cit., p. 
269; en el mismo sentido, Vid. Cuello Calón, E.: La Moderna Penología. Bosch, Barcelona, 1958, p. 360; 
García Valdés, C.: Del presidio… ob. cit., p.8; en otros términos sintéticos de Burillo Albacete: “el 
utilitarismo vendría a sustituir, si bien parcialmente, un esquema de penalidad practicado en la Edad 
Media para los delitos graves, de carácter puramente físico o infamante”, Vid. Burillo Albacete, F.J.: El 
nacimiento de la pena privativa de libertad. Edersa, Madrid, 1999, p. 20; también, Martínez Galindo, G.: 
Galerianas, corrigendas y presas. Nacimiento y consolidación de las cárceles de mujeres en España 
(1608-1913). Edisofer, Madrid, 2002, p. 40; Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 57. 
372 Vid. Salillas, R.: Evolución penitenciaria en España. Tomo II, Nueva Edición de Analecta 
(Pamplona, 1999), reimpresión de facsímil, Madrid, 1919, p. 15; en el mismo sentido, Vid. Cuello Calón, 
E.: Penologia, las penas y las medidas de seguridad. Su ejecución. Reus, Madrid, 1920, p. 133; el mismo: 
La Moderna Penología... ob. cit., p. 361; más recientemente, García Valdés, C.: Del presidio… ob. y loc. 
cit.; Burillo Albacete, F.J.: El nacimiento… ob. cit., p. 19; más recientemente, Martínez Galindo, G.: 
Galerianas, corrigendas y presas… ob. cit., p. 38; Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 57. 





alguna de constituirse en institución de finalidad reformadora
373
 del penado, o siquiera 
de “impulso moralizante”374 para el mismo. Si bien por entonces la pena utilitaria del 
servicio en galeras supuso una alternativa a la pena de muerte
375
, la esencia de la misma 
es la obligación de remar y su realización no consistía en una pena privativa de la 
libertad tal y como hoy la entendemos. En este sentido, como expone Sanz Delgado, 
“los casi dos siglos de aplicación marítima no diluyen la impropiedad del uso de la 
expresión pena privativa de libertad aplicada a tal penalidad”376, ya que el núcleo de la 
misma no es la limitación del derecho de movimiento, de la libertad ambulatoria del 
condenado, sino “el trabajo forzado”377 al servicio del Estado. A pesar de ello, para 
algún autor como Cuello Calón, siguiendo quizás la opinión de Romero y Girón, la pena 
de galeras pudo “considerarse como una pena de prisión”378. 
                                                             
373 Vid. Sellin, T.: “Reflexiones sobre el trabajo forzado”, traducido por Juan Carlos García Basalo, 
en Revista de Estudios Penitenciarios, Año XXI, Número, 174, julio-septiembre, Madrid, 1966, p. 510; 
más recientemente, Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 58. 
374 Vid. García Valdés, C.: “Las Casas de Correción de Mujeres: un apunte histórico”, en VV.AA. 
Cerezo Mir, Suárez Montes, Beristain Ipiña y Romero Casabona (Eds.): El nuevo Código Penal: 
presupuestos y fundamento, Libro Homenaje al Profesor Doctor Don Ángel Torío López. Comares, 
Granada, 1999, pp. 588-589; en el mismo sentido, Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob.cit., pp. 
56 y ss.; prueba de la ausencia de un elemento correccional en la pena de galeras era el contagio criminal 
de los jóvenes que en ella se daba, como consecuencia indeseable de la mezcolanza de penados en los 
navíos. Feijóo lo expresaría como sigue: “Un mozo de veinte años comete un delito, á quien corresponde 
pena capital; pero, por el favor de la edad, se conmuta la horca en seis ó siete años de galeras. ¿Y qué es 
enviarle a galeras, sino colocarle en la mayor escuela de malicia que tiene el mundo? ¿Con quién trata en 
la galera, sino con unos consumados maestros de maldades, surtidos de industrias para cometer todo 
género de infamias? Tales son todos los que le acompañan en la fatiga del remo, conque, cumplido el 
plazo, sale de la galera más perdida la vergüenza, más fortalecida la osadía y más instruida la astucia”. 
Cfr. Feijóo, B.J.: Teatro Crítico Universal, ó de Discursos varios de todo género de materias, para 
desengaño de errores comunes. Tomo VI, Joachin Ibarra, Madrid, 1779, Discurso I; también citando al 
autor y compartiendo su postura, Vid. Montes, P.J.: Precursores de la Ciencia Penal en España, estudios 
sobre el delincuente y las causas y remedios del delito. Victoriano Suárez, Madrid, 1911, p. 479. 
375 Vid. Novissima Recopilación, Libro XII, Título XL, Leyes I y ss. 
376 Cfr. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 57; el mismo autor: “Los orígenes del 
sistema penitenciario español: Abadía y Montesinos”, en Terradillos Basoco, J.Mª. (Coord.): 
Marginalidad, Cárcel, las “otras” creencias: primeros desarrollos jurídicos de “La Pepa”. Diputación de 
Cádiz, Cádiz, 2008, p. 119.  
377 Cfr. Téllez Aguilera, A.: Los sistemas penitenciarios… ob. cit., p. 43; Sanz Delgado, E.: El 
Humanitarismo… ob. cit., p. 57, quien señala: “Es, así, el trabajo forzado, la naturaleza imperante en esta 
modalidad punitiva marítima…”. 
378 Cfr. Cuello Calón, E.: Penología… ob. cit., p. 133; el mismo: La Moderna Penología… ob. cit., 
p. 302, donde el autor utiliza el término “prisión flotante” que, sin embargo, creemos más apropiada para 
los Hulks o pontones en el río Támesis británico durante la etapa previa al uso de la transportación –
deportación- a los territorios de Australia (Vid., al respecto, Von Hentig, H.: La Pena II: Las formas 
modernas de aplicación. Espasa-Calpe, Madrid, 1967-1968, p. 217; Johnson, W. B., The English Prison 
Hulks. Christopher Johnson, London, 1957, passim; Shaw, A.G.L.: Convicts and the Colonies. A Study of 
Penal Transportation from Great Britain and Ireland to Australia and other Parts of the British Empire. 
Faber Editions, London, 1966, pp. 214 y ss.; o, más recientemente, Campbell, C.: The Intolerable Hulks: 
British Shipboard Confinement, 1776-1857. Heritage Books, London, 1993, passim); asimismo, Vid. 
Romero y Girón, V.: “Bosquejo histórico de nuestro sistema de penas y estado de nuestra legislación 
cárcelaria”, en Roeder, C.D.A.: Estudios sobre Derecho Penal y Sistemas penitenciarios. Fundamento 





La pena de galeras se caracterizó, como se ha dicho, por su utilitarismo militar 
naval
379
 y su régimen de severa disciplina
380
. Aún está por conocer en el derecho 
español, además de la pena útil, la idea del trabajo penitenciario
381
 correccional, no de 
aprovechamiento economicista o de mano de obra barata, sino de recuperación
382
 y 
redención del preso, que será otro elemento vertebral, intrínseco e indisoluble del 
sistema de ejecución de penas en la España de los siglos posteriores y que tendrá gran 
relevancia en los primeros sistemas penitenciarios específicos para jóvenes corrigendos.  
 
Ambas consideraciones conviven durante los siglos venideros, si bien 
predominan, hasta el siglo XIX, los ejemplos de la finalidad utilitaria en nuestros 
sistemas de ejecución de penas. En consecuencia, “el utilitarismo ha impregnado como 
corriente filosófico-jurídica las estructuras legales y vive en múltiples formas en la 
funcionalidad de los sistemas de Derecho”383. Así se conformaba esta parcela jurídico-
penitenciaria, con diversidad en las formas de ejecución, pues “tras el remero galeote, el 
minero, del que hablara Salillas, era el preso en Almadén”384, pena considerada en la 
época una variedad de la de galeras, utilizando a los presos para la extracción de azogue 
y en la que no pareció existir un límite claro de edad
385
. De igual forma se condenaba al 
                                                                                                                                                                                  
jurídico de la pena correccional. Mejora del sistema de prisiones por medio del aislamiento. El ramo de 
prisiones a la luz de nuestra época. T. Fortanet, Madrid, 1875, pp. 63 y 69. 
379 Recuérdense las palabras de Antonio de Guevara en su obra sobre estas embarcaciones, en la 
que explicaba claramente su finalidad: “Si yo no me engaño, el fin porque vno haze una galera es, para 
defender fu tierra, y ofender la eftraña”. Cfr. De Guevara, A.: El arte de marear y de los inventores della 
con muchos auisos para los que nauegan en ellas. Hieronymo Margarit, Barcelona, 1613, p. 233. 
380 Vid. Martínez Galindo, G.: Galerianas, corrigendas y presas… ob. cit., p. 39; al respecto, 
también, Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 60.  
381 Vid. García Valdés, C.: Comentarios a la legislación penitenciaria. 2ª Ed. Reimpresión 1995, 
Civitas, Madrid, 1992, p. 93, quien, al respecto, lo ha significado como “uno de los temas más 
indisolublemente unidos a la historia del Derecho penitenciario”; señalando de la relevancia del trabajo 
penitenciario, con anterioridad, Castejón, F.: La legislación penitenciaria española. Ensayo de 
sistematización comprende desde el Fuero Juzgo hasta hoy. Hijos de Reus, Madrid, 1914, p. 349; en el 
mismo sentido, Vid. López Riocerezo, J. M.: “El trabajo penal como medida de reeducación y corrección 
penitenciarias”, en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, Año XV, Tomo XVI, Fascículo I, 
enero-abril, Madrid, 1963, p. 37, quien afirma: “El trabajo penal, cuestión batallona en la que todos 
estamos conformes respecto a su necesidad como medida de reeducación y corrección penitenciarias…”; 
más reciente y completo, De la Cuesta Arzamendi, J.L.: El trabajo penitenciario resocializador. Teoría y 
regulación positiva. CAP, San Sebastián, 1982, pp. 48 y ss. 
382 Vid. López Riocerezo, J. M.: “El trabajo penal como medida…”, ob. cit., p. 37, donde el autor 
comentaba que “el trabajo en los establecimientos penales y correccionales es el mejor medio de 
recuperación y enmienda”; o en otros términos: “…el trabajo reeduca y socializa…”. 
383 Cfr. Sanz Delgado, E.: Las prisiones privadas: La participación privada en la ejecución 
penitenciaria. Edisofer, Madrid, 2000, p. 69. 
384 Cfr. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 68. 
385 Así lo expone Ruth Pike, como sigue: “Entre los prisioneros, los más numerosos fueron los 
ladrones de ganado, allanadores de viviendas, y los ladrones, seguidos por una importante representación 





menor a los presidios de los Arsenales de Marina; a tareas forzadas de trabajo en 
labores de pertrecho de los barcos de guerra; y, desde principalmente el último tercio 
del s. XVIII, al servicio de las armas y a la construcción de fortificaciones en los 
presidios norteafricanos
386
. El fin de conseguir el máximo provecho y rendimiento a los 
penados en la maquinaria naval no impidió, como hemos apuntado, que los jóvenes 
fueran embarcados en estos infiernos flotantes
387





Así, una de las vertientes principales de la pena de galeras, era la de instituirse 
como una medida de seguridad
389
 contra los “vagamundos”390; ello incluía a los 




 y pillos. En 
                                                                                                                                                                                  
de carteristas y rateros. Entre ellos figuraban hombres de todas las edades (…).  Entre los mejores 
representantes de los rateros y carteristas se encontraban dos niños que podrían haber salido de cualquiera 
de la novela picaresca de la época. Francisco de Baena (alias de Diego de Madrid) y Juan Martín que 
estuvieron practicando su profesión en la corte de Madrid por algún tiempo antes de su detención. A pesar 
de que las sanciones habituales para los menores de edad fueron los azotes y el destierro, los  largos 
registros penales de estos dos jóvenes convencieron al Tribunal de que eran incorregibles, justificandose 
las sentencias a las galeras. No está claro qué tareas realizaban en Almadén, porque, como en las galeras, 
los menores no podían emprender el duro trabajo asignado a los condenados”. Cfr. Pike, R.: Penal 
Servitude… ob. cit., p. 32. 
386 Vid. De La Fuente, V.: “El Hermano Toribio” (trascripción de la memoria presentada por el 
autor en la Academia de Ciencias Morales y Políticas, año 1880), en Revista Penitenciaria, Sección 
Doctrinal, Año III, Tomo III, Entrega 1ª, Eduardo Arias, Madrid, 1906, p. 543, donde el autor explica que 
a los menores corregidos en los Toribios de Sevilla, institución que atenderemos infra, se les destinó al 
servicio militar: “En dos ocasiones en que hacía falta de gente para el servicio militar, propuso el 
hermano Antonio á sus niños la bella oportunidad que se les presentaba para servir con honra á su rey y á 
su patria, y compensar así los escándalos que habían dado. En la primera salieron para la marina 30 y en 
la segunda 33 y fueron muy útiles”. 
387 En inmejorable expresión del ilustre médico, científico e historiador madrileño de primera 
mitad del s. XX. Cfr. Marañon, G.: “La vida en las galeras en tiempos de Felipe II”, en Revista de 
Estudios Penitenciarios, Año I, Número 7, Octubre, Madrid, 1945, p. 3. 
388 Vid. Pike, R.: Penal Servitude... ob. cit., p. 8. 
389 Vid. Rodríguez Ramos, L.: “La pena de galeras en la España moderna…” ob. cit., p. 265. 
390 Así queda recogido en la Novissima Recopilación, Libro XII, Título XXI, Ley IV. 
391 Muchos menores huidos de sus padres se enrolaban en la vida militar-naval. Vid., al respecto, 
Fernández Duro, C.: A la Mar madera, libro quinto de las disposiciones náuticas. Esterotipia y 
Galvanoplastia de Aribau y Cª, Madrid, 1880, p. 479; más recientemente, Vid. Mena García Mª.C.: 
Sevilla y la flota de Indias. La Gran Armada de Castilla del Oro (1513-1514). Universidad de Sevilla, 
Fundación Cultural El Monte, Sevilla, 1999, p. 195; esta es la razón, además de su juventud, por la que, 
según la autora, muchos de ellos omitían sus apellidos a bordo de los buques y eran llamados por 
diminutivos. 
392 Vid. Lasala Navarro, G.: “Condena a obras y presidios de arsenales”, en Revista de Estudios 
Penitenciarios, Año XI, Número 119, noviembre-diciembre, Madrid, 1956, p. 20; al respecto, también, 
Vid. Pike, R.: Penal Servitude... ob. cit., pp. 6 y 7. Según indica la autora, la legislación de la época 
identificaba a los vagabundos como gitanos y mendigos, muchos de ellos jóvenes. En sus palabras: “Ya 
en 1539 todos los hombres gitanos entre las edades de veinte y cincuenta años que estuvieran sin empleo 
y vivieran sin un señor podían ser enviados a galeras por seis años”.   





este sentido, la pena de galera era un modo de servirse de la chusma
393
. A pesar de la 
prohibición de indulto
394
, el margen de discrecionalidad de los tribunales en la dureza de 
la pena de galeras, destinaba a los jóvenes condenados a actividades diferentes a la de 
motor humano
395
, como la de ayudante de los oficiales en la galera
396
, también conocida 
en la germanía naval con la denominación de grumetes. 
 
 La figura del grumete se identifica con el tópico de la picaresca española propia 
de la época. Entre los mozos, el pícaro, el ladrón de mercado, es carne de galeras. Los 
delitos cometidos por los menores solían ser poca entidad, hurtos en su mayoría. Como 
describe Ribot y Fonseré, “por la mañana y al anochecer tropezáis en los mercados con 
una turba expedicionaria que se abre en guerrilla y obliga á las verduleras á poner un ojo 
en cada lechuga, en cada cebolla y en cada albaricoque. Esta turba no está compuesta 
más que de chiquillos, terror de los vendedores y revendedores”397. No es afortunado el 
pilluelo de playa
398
 que es arrestado por los alguaciles, por descuido o falta de destreza, 
pues con sus huesos va a dar en los navíos de guerra. Cuando el menor llega a las 
embarcaciones tras recorrer el camino de la mendicidad, la fullería o la orfandad, “el 
pollo –continua el mismo autor- ya ha adquirido dentro del huevo todo el desarrollo 
necesario; ahora es preciso que el huevo se rompa y salga un grumete, ó cuanto menos 
un presidiario”399. El grumete es, en ocasiones, forzado y en otras voluntario, 
profesional; en ambos casos, su vida en el mar comienza a edad temprana, en el primer 
                                                             
393 En palabras del gran criminólogo y penólogo oscense, “la mayoría de la chusma se componía 
de grandes criminales; sin que fuera necesario haber cometido un crimen para ser enviado á galeras. Eran 
enviados también los mendigos útiles…”, Vid. Salillas, R.: “Las galeras…” ob. cit., p. 228. Así se 
denominaba al conjunto de destinados a galera que componían los forzados y los esclavos. Vid. Cadalso, 
F.: Instituciones penitenciarias… ob. cit., p. 100; más recientemente, Pike, R.: Penal Servitude... ob. cit., 
p. 8. 
394 Vid. Pragmatica de 13 de octubre de 1639, recogida en Novissima Recopilación, Libro XII, 
Título XL, Ley VI. 
395 No obstante, como nos indica Fernández Duro, “dos cosas principales estará cualquier grumete 
á saber, bien sabidas, y acudir a ellas con mucha diligencia y cuidado. La primera es saltar a su batel sin 
que nadie se lo mandar, todas las veces que fuerere necesario y conviniere, y remar su remo bien 
remado…”,  Cfr. Fenández Duro, C.: A la mar… ob. cit., p. 477. 
396 Tal y como indica Lasala Navarro, los menores y adolescentes tan sólo podían ocupar algúnos 
cargos menores en las galeras, Vid. Lasala Navarro, G.: Galeotes y presidiarios al servicio de la Marina de 
Guerra de España. Editorial Naval, Madrid, 1979, pp. 40 y 41; más recientemente, citado por Pike, R.: 
Penal Servitude... ob. y loc. cit. 
397 Cfr. Ribot y Fonseré, A.: “El Grumete”, en VV.AA.: Los Españoles pintados por sí mismos. 
Gaspar y Roig, Madrid, 1851, p. 201. 
398 Así eran denominados los menores ladrones de las zonas costeras antes de embarcarse y recibir 
el nombre de grumetes, Vid. Ribot y Fonseré, A.: “El Grumete…” ob. y loc. cit. 
399 Cfr. Ribot y Fonseré, A.: “El Grumete…” ob. cit., p. 202. 





caso, como veremos, dependerá de la ley penal vigente en cada momento histórico; en 
el segundo, desde los catorce años
400
, pero  idealmente desde los dieciséis y hasta los 
veinte años “porque en pasando de veinte años acuden perezosamente y mal á las cosas 
de grumete y mejor á las de los marineros”401. De este modo, el grumete de profesión, 
que hubiere cumplido dieciocho años, podía ser castigado con la pena de diez años de 




Como se ha visto, la juventud es útil en galeras; y la finalidad última de las 
galeras es la utilidad del penado. A pesar de que, como indicamos supra, los más 
jóvenes entre los menores no pudieran desempeñar las tareas más duras del galeote, la 
habilidad del grumete era apreciada en la Armada Real
403
. Los brazos jóvenes reman 
mejor, de modo que, “para obtener una conmutación de pena era preciso ser joven”404, 
aunque en tiempos belicosos no se reparaba demasiado en la edad; la necesidad militar 
apremia. Más adelante, en la Francia del Antiguo Régimen, se sustituiría la pena de 
galeras por la de privación de libertad, que “reemplaza las galeras para aquellos -
mujeres, niños e inválidos- que no pueden servir en ellas”405. 
 
A pesar de no estar sometido al remo como el resto de los forzados, el grumete no 
tiene una vida fácil a bordo de los barcos de guerra
406
, pues incluso allí se castigan sus 
                                                             
400 Según Miguel de Calderó, citado por Lasala, “los nobles, militares y los que gozan de privilegio 
militar que sean menores de catorce años con capacidad de delinquir, en los delitos atroces podrán ser 
condenados a servir en las galeras, pero no a remar”. Vid. Lasala Navarro, G.: “Antecedentes de la 
delincuencia…” ob. cit., p. 68; también, Alía Plana, M.: Historia de los Uniformes de la Armada Española 
(1717-1814). Ministerio de Defensa, Madrid, 1996, p. 372. Respecto a la edad de catorce años para el 
grumete, como aprendiz de marino, Vid., también, Varela Marcos, J.: “Antón de Alaminos: Piloto del 
Caribe”, en Congreso de Historia del Descubrimiento, Tomo II, Real Academia de la Historia, Madrid, 
1992, p. 51. 
401 Cfr. Fenández Duro, C.: A la mar... ob. cit., p. 477. 
402 Vid. Colón y Larriátegui, F.: Juzgados Militares de España y sus Indias. Tomo IV, Madrid, 
1789, p. 392; citando la Ordenanza de Marina, Tratado V, Título IV, Id. Artículo 55.  
403 La vida del grumete no estaba exenta de las duras tareas de los navios, pues “aunque no pudiera 
tenerse en pié, se le obligaba con un rebenque a cumplir su obligación, y así, en breve, se vuelve 
indiferente á todos los balances bruscos y por ingratos que sean. Aprende á sortearlos, y no le impiden, en 
la más desecha borrasca ejecutar con destreza las difíciles y peligrosas habilidades que solo él y un mono 
son capaces”. Cfr. Ribot y Fonseré, A.: “El Grumete…” ob. cit., p. 203. 
404 Cfr. Salillas, R.: “Las galeras…” ob. cit., p. 228. 
405 Cfr. Foucault, M.: Vigilar y Castigar. Siglo XXI, Madrid, 1981 (1ª Ed. de 1975, Paris), p. 122 y 
nota al pie, donde se indica que esta conmutación de la pena de galeras por la prisión en los menores se 
encuentra precisada en la declaración de 4 de marzo de 1724 sobre reincidencias de robo, o la de 18 de 
julio de 1724 referente a la vagancia. 
406 Aunque también existieron jóvenes marinos en las embarcaciones mercantes y de comercio, 
parece ser que la acepción de la palabra grumete, más relacionada con el delito, la infracción y la fullería, 





rebeldías, delitos y yerros
407
; y con mayor severidad, si cabe, que en tierra, usualmente 
con penas corporales: laceraciones con la uñas en las nalgas del joven infractor o la 




También, señala Rodríguez Ramos, responden a la finalidad utilitaria de esta pena 
“los límites de edad para ser condenados a galeras los reos, en progresiva disminución: 
de veinte a cincuenta años (1539), más de dieciocho años (1585) y más de diecisiete 
años de edad (1695)”409. En efecto, los menores de veinte años, como una de las 
primeras manifestaciones de tratamiento diferenciado a los jóvenes infractores en la 
historia penal española, fueron aliviados de la reciedumbre de la pena de galeras por la 
benevolencia de los Reyes de Castilla, y Felipe II después
410
. En la Novissima 
Recopilación encontramos que las excepciones a esta regla pronto se aceptarían, como 
                                                                                                                                                                                  
era propia de los navíos de guerra. Al respecto, Vid. De Lorenzo, J., De Murga, G. y Ferreiro, M.: 
Diccionario Marítimo Español. T. Fortanet, Madrid, 1864, p. 369, Voz: Mozo. Así, también nos lo hace 
saber Ribot y Fonseré, cuando señala que “el grumete genuino es característico de los buques de guerra, 
tiene señalado su puesto en los combates y mira con desprecio á los de los buques mercantes que usurpan 
su nombre”. Cfr. Ribot y Fonseré, A.: “El Grumete…” ob. y loc. cit.; en cuanto a los distintos tipos de 
galera, debe realizarse la aclaración acerca de los menores que se enrolaban voluntariamente en los 
bergantines, en donde la tripulación estaba compuesta por 30-36 marinos, “ninguno cautivo o forzado 
normalmente”, nos explica Emilio Sola en su libro. Vid. Sola Castaño, E.: Un Mediterráneo de piratas: 
corsarios, renegados y cautivos. Tecnos, Madrid, 1988, p. 226. 
407 Vid. Fenández Duro, C.: A la mar... ob. cit., p. 478; Debe distinguirse la figura del grumete de 
la del paje de nao. Según expone Mena García, “entre los niños y jóvenes que desempeñaban este oficio 
solía darse un trato discriminatorio, ya que no todos estaban sometidos a una rigurosa disciplina. En 
efecto, era también frecuente que los oficiales de los barcos, ya fueran capitán, piloto, maestre o 
contramestre enrolasen como pajes a familiares o parientes: un hijo, un sobrino o similar, o bien a algún 
criado”. Debe distinguirse al grumete, al delincuente menor, de los pajes incluidos en los barcos de 
guerra. Cfr. Mena García, Mª.C.: Sevilla y la flota de Indias… ob. cit., p. 194. 
408 En su extensa descripción acerca de la figura española del grumete, Ribot y Fonseré explica en 
qué consiste la pena de cañón, reproducimos sus palabras por su claridad en la exposición: “se coloca al 
infractor de bruces en cualquiera de los cañones de babor ó estribor, y le amarra reciamente de suerte que 
queda pegado al cañón como una lapa á la roca. Se le desatacan los pantalones, y á discreción del 
comandante la tripulación le aplica chicotazos suficientes para que, por espacio de algúnos días, no pueda 
estar echado panza arriba”. Cfr. Ribot y Fonseré, A.: “El Grumete”... ob. cit., p. 203. 
409 Cfr. Rodríguez Ramos, L.: “La pena de galeras…” ob. cit., pp. 265 y 266. 
410 Vid. Pragmatica promulgada por Carlos I y Doña Juana y el Principe Don Felipe em Monzón 
en 25 de noviembre de 1552, recogida en la Novissima Recopilación, Libro XII, Título XIV, Ley I, que 
establece que “los ladrones, y vagamundos y holgazanes, menores de la dicha edad de veinte años, y las 
mujeres vagamundas y ladronas, y los esclavos, de cualquier edad que sean los sus dichos, siendo presos 
por lo suso dicho, no sean echados á las galeras, sino que sean penados y castigados conforme a las 
leyes de nuestros reynos”; al respecto, Vid. Zarandieta Mirabent, E.: Delincuencia de los Menores y 
Tribunales para Niños. Imprenta Clásica Española, Madrid, 1916, pp. 39 y 40; en el mismo sentido, Vid. 
García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 13. Respecto a los rufianes, también de edad inferior a 
los veinte años, se siguió el mismo criterio, según la Pragmática citada y la promulgada por Felipe II en 3 
de mayo de 1566, recogida en la Novissima Recopilación, Libro XII, Titulo XXVII, Ley II; al respecto, 
Vid., asimismo, Cuello Calón, E.: “La infancia delincuente…” ob. cit., p. 746. 





en el caso de la conmutación de penas por robo
411
. En 1566 se vino a implantar el límite 
de los diecisiete años
412, aunque, como escribe Ruth Pike “no está claro que éste fuera 
siempre respetado”413. Finalmente, en 1734, Felipe V rebajó la edad para el destino de 




Durante el periodo de inactividad militar, o simplemente durante el tiempo de 
amarre en los puertos o antes del traslado de los penados en largas colleras de 
galeotes
415
, los forzados eran retenidos en las cárceles centrales de la península
416
. Es 
ocioso decir que no existía separación alguna entre jóvenes y adultos durante tales 
intervalos de reclusión. No se libraron tampoco los menores de la participación en estas 
cadenas de reos, si bien con un cariz diferente. Explica Cases Casañ, al respecto, que en 
España “se crea la leyenda de los Hijos del camino, que consiste en conducir en cuerdas 
de presos á niños de ambos sexos que iban á educarse en el presidio de Alcalá, en virtud 
de la patria potestad de la madre”417. 
 
Como penalidad análoga en su dureza a la pena de galeras para hombres surge, en 
el siglo XVI, la Galera de mujeres, como institución de reclusión
418
, casa-galera o lugar 
de encierro exclusivamente para mujeres, que nace como respuesta a la ineficacia de las 
penas corporales e infamantes, en un ambiente de gran repercusión religiosa, que 
                                                             
411 Vid. Novissima Recopilación, Libro XII, Título XIV, Ley I, en la que se impone la “pena de los 
ladrones y su conmutación en la de galeras”, y también, Vid. Idem. Ley II, que indica el “Aumento de 
pena á los ladrones; é imposición de la de galeras, aunque no tengan veinte años”. 
412 Vid. Novissima Recopilación, Libro XII, Título XIV, Ley II. 
413 Cfr. Pike, R.: Penal Servitude... ob. y loc. cit. 
414 Vid. Novissima Recopilación, Libro XII, Título XIV, Ley III.  
415 Estas hileras de condenados a galeras han sido reflejadas en nuestra literatura por Cervantes, en 
su famoso Quijote, Vid. Cervantes, M.: El Quijote, Libro I, Capítulo XXII; al respecto, Vid. Martínez, 
J.A.: “El Quijote y la Justicia”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Año IV, noviembre, Madrid, 1948, 
p. 89 y ss., y más recientemente, Vid. Prat Westerlindh, C.: La Justicia en el Quijote. Dykinson, 2006, 
Madrid, p. 21 y ss.; también ha sido mencionada por nuestros penitenciaristas, por ejemplo, Vid. Salillas, 
R.: “Las galeras…” ob. cit., p. 229. Para una detallada descripción de las cadenas de presos que se dirigen 
hasta los presidios en Francia, Vid. Lepelletier de la Sarthe, M.: Sistema Penitenciario. El Presidio, la 
Prisión Celular, la Deportación. Severiano López Fando, Toledo, 1861, pp. 20 y 21. 
416 Toledo y Soria, entre otras. Vid. Cuello Calón, E.: La moderna penología... ob. cit., p. 361; para 
una relación más amplia de las prisiones centrales donde eran destinados estos penados, Vid. Pike, R.: 
Penal Servitude... ob. cit., pp. 18 y 19. 
417 Cfr. Cases Casañ, A.: La “Casa Misericordia” de Valencia y la gestión de Juan Izquierdo 
(Conferencia pronunciada en la Escuela Normal de Maestros de Madrid el 23 de Abril de 1913). Tirso de 
Frutos, Madrid, 1913, p. 2.  
418 Eugenio Cuello Calón llega a denominarlas “las primeras prisiones que se crearon en España”, 
Vid. Cuello Calón, E.: La moderna penología… ob. cit., p. 362.  





promulgaba la honestidad moral de la mujer
419
. No obstante, en lo que a nuestro objeto 
de estudio se refiere, como ha señalado García Valdés, “en la Galera de Mujeres no 
hubo norma jurídica, ni posibilidad arquitectónica, que permitiera la separación de las 
jóvenes respecto de las adultas”420. 
 
Finalmente, siguiendo a Von Hentig, los esclavos de galeras se volvieron 
prescindibles, siendo más eficaz el destinarlos a otros continentes: “De la custodia, 
transitoria y forzada por la necesidad, en los buques de transporte surgió una forma 
ordinaria de prisión recomendada por su baratura y comodidad de modo evidente… y 
aun hoy ha habido propuestas de que a los delincuentes juveniles se les custodie en 
barcos de vela y buques-escuela sometidos a una estricta disciplina”421. A estas 
prisiones flotantes, herencia de las galeras, se las denominó pontones, usados 
principalmente en la Inglaterra de los siglos XVII y XVIII. 
 
2.3.2. Ad continendos minores: La cárcel como sitio de guarda y custodia para 
el menor. Los primeros Hospicios, Hospitales y Casas de Misericordia. 
 
El cumplimiento de la pena privativa de libertad, en la infraestructura que 
conocemos como establecimiento penitenciario, es un hito relativamente nuevo, tanto 
como sanción penal en sí misma, cuanto como institución
422
. Asimismo, reciente es 
también su posterior y específica regulación, en lo que conocemos como marco material 
del Derecho penitenciario. La utilidad del trabajo de los penados constituyó, como se ha 
indicado supra, durante siglos la esencia y el objeto de la pena. Es por ello que creemos 
necesario el inciso explicativo de los párrafos que siguen, descriptivo del punto de 
                                                             
419 Vid. Martínez Galindo, G.: Galerianas, corrigendas y presas... ob. cit., p. 41. 
420 Cfr. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 27; en el mismo sentido, Vid. Martínez 
Galindo, G.: Galerianas, corrigendas y presas... ob. cit., p. 59. 
421 Cfr. Von Hentig, H.: La Pena… II, ob. cit., p. 217; también Sellin nos habla de este peculiar 
sistema de transporte y retención de penados en Inglaterra, Vid. Sellin, J.T.: Slavery and the Penal 
System. Elsevier, New York, 1976, p. 76 y 77. 
422 Vid. Von Liszt, F.: Tratado… Tomo III, ob. cit., p. 245; asimismo, Foucault, M.: Vigilar y 
Castigar… ob. cit., p. 233, quien ya advertía que “la prisión es menos reciente de lo que se dice cuando se 
le hace nacer con los nuevos Códigos. La forma-prisión prexiste a su utilización sistemática en las leyes 
penales”; con anterioridad, en el mismo sentido, Vid. Von Hentig, H.: La Penal… II, ob. cit.,  pp. 185 y 
186; citando también al profesor de la Universidad de Bonn, Vid. García Valdés, C.: Estudios de 
Derecho… ob. cit., p. 28. 





inflexión que dará lugar a nuevo modelo de ejecución, del cual formarán parte los 
jóvenes y menores sometidos a la justicia penal en determinados casos. 
 
En efecto, ya Rafael Salillas nos describió cómo, en centurias de ejecución penal 
española, nuestros presos habían sido, entre otras cosas, remeros, mineros y 
bomberos
423
, antes de ser sometidos estrictamente a la pena privativa de libertad, antes 
de convertirse, por ello, en internos de establecimientos penitenciarios; y el propio 
García Valdés, principal redactor de la vigente LOGP, ha situado la etapa de principal 
transformación, de mayor perfeccionamiento de tal modo de cumplimiento de sanciones 
penales, privativas de libertad, en el siglo XIX
424
, si bien, sus antecedentes se remontan 
en esencia a tres siglos atrás, comenzando en el ecuador del siglo XVI, con gran parte 
de los elementos que hoy la conforman. 
 
Mientras la cárcel pudo identificarse durante siglos con el establecimiento 
público, o privado, destinado a la reclusión de procesados, de acusados a la espera de 
ser juzgados, el término prisión se refiere al lugar donde se cumple una pena privativa 
de la libertad
425
. La primera concepción del encarcelamiento respondía, pues, a una 
necesidad aseguradora del individuo, para hacer posible el proceso penal, y es la que se 
identifica históricamente con la denominada “cárcel de custodia”426, esto es, aquella 
utilizada para retener y asegurar a los posibles culpables. En nuestra actual terminología 
                                                             
423 Cfr. Salillas, R.: La vida penal… ob. cit., p. 5. 
424 Vid. García Valdés, C.: Del presidio… ob. cit., p. 7. Para mayor información acerca de tales 
modalidades penológicas decimonónicas, Vid., in extenso, Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. 
cit., passim. 
425 Vid. Romero y Girón, V.: “Bosquejo histórico…” ob. cit., p. 67, donde el autor lo define de un 
modo claro y sucinto: durante el periodo histórico que va desde los Reyes Católicos hasta la Novíssima 
Recopilación, “no se han de confundir las cárceles con las prisiones y presidios. Sirven por regla general 
y se destinan a las primeras á la custodia de detenidos sobre los cuales pesa un procedimiento criminal. 
Las segundas se aplican al cumplimiento de penas impuestas por virtud de juicio y sentencia. Pero esta 
separación, que la ley hace, la inteligencia fácilmente concibe y los buenos principios reclaman, jamás ha 
sido un hecho en España (…)”; en el mismo sentido, Vid. Cadalso, F.: Diccionario penal, procesal y de 
prisiones. Tomo I, José Góngora, Madrid, 1896-1908, p. 248; sobre el concepto de cárcel y su diferencia 
respecto del término prisión, asimismo, recientemente, Vid. Sanz Delgado, E.: “Las viejas cárceles: 
Evolución de las garantías régimentales”, en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, Año LV, 
Tomo LVI, Madrid, Facículo I, enero-abril, 2004, p. 256. 
426 Cfr. García Valdés, C.: Régimen Penitenciario de España (investigación histórica y 
sistemática). Publicaciones del Instituto de Criminología de la Universidad Complutense de Madrid, 
Madrid, 1975, p. 23; el mismo: Introducción a la Penología, Publicaciones del Instituto de Criminología 
de la Universidad Complutense de Madrid, Madrid, 1981, p. 70; el mismo: Estudios de Derecho… ob. 
cit., p. 14. 







, era en estos lugares donde se aplicaba la prisión preventiva o provisional. 
Este concepto debe diferenciarse, por tanto, del aludido stricto sensu de prisión, que 
deriva de los modos e instrumentos de sujeción física, y que fue lúcidamente definido, 
aun de modo generalista, en palabras de Salillas, como sigue: “son prisiones los 
encierros que coartan la libertad; son prisiones, las cadenas, los grillos, las esposas, las 
trabas que sujetan miembros e impiden la ejecución de los movimientos del ánimo. Son 
cárceles, los lugares en que la justicia recluye a los presuntos reos y a los delincuentes; 
son cárceles también, los caminos, las veredas, el campo libre que cruzan los presos 
aherrojados y con escolta, yendo de cárcel en cárcel a la galera o al presidio”428. 
 
El internamiento, por tanto, no era considerado una pena en sí mismo –salvo en 
determinadas excepciones-, sino un instrumento asegurador, procesal para cubrir la 
necesidad de custodia de los condenados, para que pudieran ser ajusticiados 
posteriormente, normalmente con penas corporales que iban desde los castigos físicos a 
la muerte, hasta las meramente infamantes o pecuniarias
429
. Por ello, no pueden 
extraerse de este periodo unos rasgos comunes o determinantes de la estructura de 
aquellos establecimientos carcelarios, no existiendo una arquitectura común
430
, variando 





                                                             
427  Vid. García Valdés, C.: Introducción a la penología… ob. cit., p. 70; en el mismo sentido, Vid. 
Sanz Delgado, E.: “Las viejas cárceles…” ob. cit., p. 258.  
428 Cfr. Salillas, R.: La vida penal… ob. cit., p. 331. 
429 La cárcel no era el lugar donde este tipo de penas debían aplicarse. Así lo afirmaba Ulpiano en 
su famosa frase, “carcer ad continendos homines non puniendos haberi debet”. Vid. Ulpiano: De poenis, 
XLVIII, 8; repetida en las Partidas de Alfonso X el Sabio, con el siguiente tenor “non la deuen dar a ome 
libre: si non, a sieruo. Ca la cárcel non es dada para escarmentar los yerros: mas para guardar los 
presos tan solamente en ella, fasta que sean juzgados”. Vid. Partidas, Libro VII, Título XXXI, Ley IV; 
recogida a su vez en las Cortes de Toledo, donde se estableció que “la cárcel no se da por pena, sino para 
guarda”, Vid. Ramos Vázquez, I.: Arrestos, cárceles... ob. cit., p. 141; y también, posteriormente, la Real 
Pragmática de Carlos III de 1788, Vid. Novissima Recopilación, Libro XII, Título XXXVIII, Ley XXV; al 
respecto, Cuello Calón, E.: Penologia… ob cit., p. 105; de este modo, como afirma García Valdés, “la 
cárcel no es lugar de aflicción de los reos, sino únicamente de custodia”. Cfr. García Valdés, C.: Régimen 
penitenciario… ob. cit., p. 24. 
430 Como apunta García Valdés, “no pueden llamarse propiamente prisiones, en un sentido 
arquitectónico”, Vid. García Valdés, C.: Estudios… ob. cit., p. 32. 
431 Tal y como indica Cuello Calón, “en épocas posteriores hasta bien entrado el siglo XIX, los 
delincuentes, como detención preventiva y más raramente como ejecución de pena, fueron recluidos en 
toda clase de locales que poseyeran condiciones de seguridad para evitar su fuga”, Cfr. Cuello Calón, E.: 
La moderna penología… ob. cit., p. 301; también, García Valdés, C.: Introducción a la penología… ob. 
cit. p. 71; el mismo en Derecho Penitenciario (Escritos, 1982-1989)… ob. cit., p. 27; en el mismo sentido, 
Sanz Delgado, E.: “Las viejas cárceles…” ob. cit., p. 259. 





No obstante, durante los siglos anteriores se constatan varias excepciones a la 
máxima de servir el encierro como medio de custodia procesal, o para asegurar, como 
depósitos, las posteriores labores forzadas al Estado. En tales supuestos se estableció la 
privación de la libertad como pena en sí misma, con un contenido asimilado al actual, 
como así tuvo lugar en las prisiones de Estado, para aquellos que atentaban contra el 
poder real o señorial; en la prisión por deudas; o en la prisión canónica, destinada 
exclusivamente a religiosos que contraviniesen la normativa eclesiástica
432
. Se ha 
reiterado por ello que el término celda parece hallar en tales encierros su origen. 
 
Más en concreto, algunos autores, como Cuello Calón, han situado las primeras de 
tales excepciones en un tiempo bastante anterior, en aquellos ordenamientos medievales 
que establecían la prisión como un castigo o pena de “cadenas”, en la que la finalidad 
del encierro podía entenderse como un castigo o retribución en sí mismo. Ejemplo de 
ello, se halla en el derecho germánico, por cuanto fue en el edicto de Luitprando (rey de 
los Lombardos, 712-744), en el que se disponía que existiera una cárcel para encerrar a 
los ladrones uno o dos días
433
; o en el derecho de la España musulmana, que prescribía 
algunas penas accesorias por delitos de índole sexual (fornicación, o relaciones no 
legitimadas por matrimonio o posesión de esclava), que consistían en el 
encarcelamiento por un año
434
. Algunos de tales antecedentes comparten una relativa 




Sin embargo, este tipo de encierro, como pena en sí misma, en aquellos momentos 
no es más que una singularidad, pues durante los siglos XI y XII apenas aparece de 
manera verdaderamente relevante, al margen de destinarse para algunas excepciones y 
delitos de menor entidad, aplicables a las infracciones más leves
436
. Estas excepciones 
                                                             
432 Vid. García Valdés, C.: Teoría de la Pena… ob. cit., p. 70; el mismo: Derecho Penitenciario… 
ob. cit., p. 27; acerca del encierro en monasterios y cárceles eclesiásticas, Vid. Lasala Navarro, G.: “La 
Cárcel de Corona”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Año IV, Número 38, mayo, Madrid, 1948, pp. 
52 y ss. 
433 Vid. Cuello Calón, E.: La moderna penología… ob. cit., p. 300. 
434 Vid. Jiménez de Asúa, L.: Tratado… ob. cit., p. 742. 
435 Vid. Téllez Aguilera, A.: Los Sistemas Penitenciarios y sus prisiones… ob. cit., p. 31, quien 
señala cómo “una capitular de Carlomagno del año 813 permitía que las gentes Boni generi que hubiesen 
delinquido fueran ingresadas en prisión hasta que se corrigieran”. 
436 Vid. Herrero Herrero, C.: España Penal y Penitenciaria (Historia y actualidad). Instituto de 
Estudios de la Policia, Madrid, 1985, p. 90; sobre estos delitos menores y la pena de prisión, Vid., 
asimismo, Ramos Vázquez, I.: Arrestos, cárceles... ob. cit., pp. 146-148. 





continuaron en los siglos posteriores, y asimismo tuvieron a los menores como 
partícipes e incluso protagonistas de las primeras experiencias privativas de libertad. 
Así, como expone Ferri, reflejando la diversidad punitiva en relación con las diferentes 
franjas de edad de los jóvenes infractores, en los Decretos penales del Consejo de la 
República de Lucca ( del año 1640) en los delitos de vicio sodomítico (Decreto 1583), 
“si el culpable era menor de catorce años” se le aplicaba “la pena arbitraria”; si su edad 
oscilaba entre los catorce y dieciocho años, “treinta días de cárcel en régimen de 
aislamiento”; desde los dieciocho a los veinticinco años, “sesenta días ídem o destierro 
por dos años”. Por otra parte, según otro Decreto Número 533, se castigaba a los 
“jóvenes de diez años en adelante que tiren piedras contra la escuela, a las tiendas o a 
los maestros, si son ciudadanos, con la prisión o al pago de un escudo, del que una 
mitad pasará al alguacil y la otra a la Cámara magnifica Comunal; y si son campesinos o 
extranjeros, ídem, más veinticinco azotes en público”437. 
 
Tales excepciones al concepto de la cárcel de custodia, anteriores a la expansión 
en el uso de la pena privativa de libertad y sus modos de ejecución, pueden ser, por 




1. La Prisión por deudas
439
: Ya utilizada durante la Edad Media en algunas 
ocasiones en el derecho foral
440
, suponía un supuesto casi excepcional
441
. Podían tener 
lugar encierros, por periodos de hasta varios años, como sistema de prevención del pago 
debido o de retribución o castigo por robos, deudas o delitos menores. La finalidad de 
este tipo de reclusión era puramente garantista del pago de la deuda. Como ya se señaló 
                                                             
437 Cfr. Ferri, E.: Principios de Derecho criminal, delincuente y delito en la ciencia, en la 
legislación y en la jurisprudencia, traducción de Jose-Arturo Rodríguez Muñoz. 1ª Ed., Reus, Madrid, 
1933, pp. 26 y 27; normativa también recogida en García Valdés, C.: Estudios… ob. cit., p. 31. 
438 Vid. García Valdés, C.: Introducción a la penología... ob. cit., pp.71 y 72; el mismo: Teoría de 
la Pena… ob. cit., pp. 71 y ss.; en el mismo sentido, Vid. Téllez Aguilera, A.: Los sistemas penitenciarios 
y sus prisiones… ob. cit., pp. 32 y ss. 
439 Acerca de las historia de la prisión por deudas, cuyos orígenes se remontan a las primeras 
civilizaciones, Vid. De Cárdenas, F.: “De los derechos respectivos de los acreedores y deudores, y de la 
prisión por deudas”, en El Derecho Moderno, Revista de Jurisprudencia y Administración, Tomo V, 
Ramón Rodríguez de Rivera, Madrid, 1848, pp. 391-425. 
440 Sobre la prisión por deudas en el derecho histórico español y en los fueros, Vid., también, 
Tomas y Valiente, F.: “La prisión por deudas en los derechos castellano y aragonés”, en Anuario de 
Historia del Derecho Español, Número 30, Madrid, 1960, passim; más recientemente, Vid. Ramos 
Vázquez, I.: Arrestos, cárceles... ob. cit., pp. 103 y ss. 
441 Sobre la prisión por deudas en los Fueros Municipales, nos dice Ramos Vázquez, que “sólo 
podía practicarse como el último de los remedios, con carácter subsidiario, con respecto a la prenda y la 
fianza procesal”. Cfr. Ramos Vázquez, I.: Arrestos, cárceles... ob. cit., p. 107. 





supra, el Derecho foral de nuestro territorio estableció disposiciones en las que el menor 
podía responder por las deudas propias y familiares, llegando a asegurar con su propio 




2. Prisión de Estado: Como se ha apuntado, este tipo de prisiones estaban 
destinadas a los enemigos de los poderes públicos o señoriales de la época
443
 a la espera 
del perdón señorial: políticos, detentadores del poder etc. Se trata de un uso 
gubernamental de la pena privativa de libertad. Constituye, por ello, un ejemplo 
iniciático de la “apropiación del Derecho penal por la política”444. El encarcelamiento 
de los menores por razones políticas de esta índole fue excepcional en la mayor parte. 
Sin embargo, es claro que en el Medioevo surgieron aplicaciones de este tipo de prisión 





3. Prisión eclesiástica: Por último, dentro del ámbito del Derecho canónico, 
también nos encontramos con la sanción de privación de libertad con una finalidad de 
enmienda o redención, a través del arrepentimiento y la oración
446
; en un principio 
solamente para aquellos miembros de la Iglesia que hubieren sido condenados por la 
comisión de un delito; y, más tarde, también para los ajenos a ella, declarados herejes, 
                                                             
442 En algúnos ordenamientos municipales se permite desheredar al hijo que no responde con su 
propia libertad de las deudas del padre. Vid., al respecto, Fuero de Soria, 365; asimismo, Vid. Ramos 
Vázquez, I.: Arrestos, cárceles... ob. cit., p. 48. 
443 Vid. García Valdés, C.: Introducción a la penología… ob. cit., p. 73, donde el autor explica que 
“edificios extendidos por toda la geografía europea han alcanzado su inusitada y a la vez tétrica 
popularidad por haber sido destinados a cárceles de Estado: no es necesario más que recordar, en este 
sentido, la Torre de Londres, la Bastilla parisina, el Castillo de Spielberg en Moravia, los Plomos 
Venecianos o las fortalezas de Krupa en Croacia, Kronburgo en Copenhague, Pedro y Pablo en la Rusia 
zarista y Sant’ Angelo en Roma, así como la mayoría de los castillos españoles, franceses y alemanes”; en 
el mismo sentido, del mismo autor, Teoría de la Pena… ob. cit., p. 70. 
444 Cfr. Téllez Aguilera, A.: Los sistemas penitenciarios y sus prisiones… ob. cit., p. 32. 
445 Puede pensarse, a modo de ejemplo, en el famoso Príncipe de Valaquia, Vlad Tepes conocido 
como El Empalador, quien fue preso a manos de los turcos durante su infancia. Antes de convertirse en 
gran señor y de dar vida a uno de los personajes más famosos del mundo del terror, Vlad III, “pasó parte 
de su juventud como rehén; pero los historiadores no concuerdan acerca de su lugar de detención: Buda o 
Andrinópolis”, escribe Cazacu, en su biografía del liberador de Transilvania, Vid. Cazacu, M.: Vlad III, 
Drácula. Vida y leyenda de “El empalador de Valaquia”. Traducción de Luciano Padilla, El Ateneo, 
Buenos Aires, 2007, p. 38; mayor concreción al respecto establece Tereza Sherálu, cuando nos dice que 
“el empalamiento no fue inventado por Vlad Tepes, fue un método que los turcos utilizaban en todo el 
imperio. Vlad lo presenció, por primera vez, de niño, en la cárcel de Egrigoz”. Vid. Sherálu, T.: Drácula, 
el hijo del Dragón: ensayo sobre su verdadera historia. Plural, La Paz, 2007, pp. 19 y 20.  
446 Vid. García Valdés, C.: Teoría de la Pena… ob. y loc. cit.; en el mismo sentido, Téllez 
Aguilera, A.: Los sistemas penitenciarios y sus prisiones... ob. cit., p. 34. 





lo cual propiciaba las relaciones entre el gobierno civil de la época y la propia Iglesia en 
asuntos relativos a la justicia penal. Como veremos, probablemente el factor religioso 
sea uno de los que más ha influido en las instituciones de ejecución de penas privativas 
de libertad tanto para los adultos, cuanto en lo relativo a los menores, y ello porque la 
mayor parte de las iniciales especificaciones de las mismas tuvieron plasmación práctica 
guiadas por figuras religiosas. La labor asistencial y la ideología católica de redención 
del pecado, entre los más jóvenes, han sido las dos principales razones de la 
diferenciación de los modos de cumplimiento para estos jóvenes infractores de las 
instituciones de adultos. Ello encuentra su razón de ser principalmente en teórica la 
mayor maleabilidad de aquéllos para su adoctrinamiento en la fe católica y en la idea de 
enmienda a través de la penitencia y el encierro; y, en segundo lugar, en la necesidad de 
evitar la contaminación criminal de los menores en las instituciones de encierro de 
adultos. 
 
Para nuestro objeto de interés, podríamos citar, además de estos tres supuestos -
que también los jóvenes sufrieron, como queda recogido- aquella que constituye la 
prisión privada, o, utilizando un término más adecuado que englobe el encierro de los 
hijos a manos de los padres, desde los tiempos de las primeras civilizaciones, la prisión 
doméstica
447
. El arresto indeterminado en el tiempo de los menores rebeldes y 
delincuentes dentro del ámbito familiar muestra una clara tendencia tanto al castigo 
como a la corrección del individuo
448
. Esta corrección doméstica del comportamiento 
del menor, su enmienda para que cese en su rebeldía y precoz camino delictual, se 
convertirá en la cepa primigenia del régimen de las primeras instituciones de encierro de 
menores de carácter público.  
 
                                                             
447 La cárcel privada, donde los menores eran encerrados por la comisión de delitos aparece, como 
ya pusimos de manifiesto, en Roma. La absoluta potestad paterna en los primeros tiempos del Reinado, 
dejó su impronta en los ordenamientos jurídicos posteriores. Así lo expresaba D’Arnay: “parecía excesivo 
el poder que dió Rómulo á los padres sobre sus hijos. Les permitió ponerles en la cárcel, echarles grillos, 
azotarlos, desterrarlos al campo, hacerlos allí trabajar con los esclavos, venderlos y aún darles muerte”; 
Cfr. D’Arnay, M.: Vida privada de los Romanos, traducción de Bernardo de Cerat. Viuda de Ibarra, 
Madrid, 1802, p. 303.  
448 Vid. De Soto, D.: De la Justicia y del Derecho. Tomo III, Instituto de estudios políticos, 
Madrid, 1968, Libro V, Cuestión II, Artículo III,  p. 416, quien apuntaba que “solamente los padres 
pueden retener encerrados a sus hijos”; en el mismo sentido y siguiendo al autor, Vid. Ramos Vázquez, I.: 
Arrestos, cárceles... ob. cit., p. 180. 





La pobreza que impera en Europa hasta el siglo XVIII, será una de las causas de la 
consolidación de aquellas edificaciones religiosas y gubernamentales: los Hospicios y 
Casas de Huérfanos. Ciertamente, en tales condiciones de vida, el aumento de la 
delincuencia juvenil se dejaría notar en toda Europa. La pluma de Cuello Calón, lo ha 
descrito claramente: “Las muchedumbres de jóvenes desgarrados y las cuadrillas de 
estudiantes revoltosos y capigorrones, graduados de pícaros antes que de bachilleres, 
formaban una clase realmente peligrosa para la tranquilidad pública; no había delito que 
no cometiesen, desde el hurto, realizado -más que con intención de lucro-, por travesura, 
hasta los más repugnantes homicidios, verdaderos asesinatos. A éstos hay que añadir los 
muchachos mendigos de profesión, los abandonados, los maltratados y otra infinidad de 
adolescentes que constituían, por unas o por otras razones un serio motivo de alarma 
social”449.  
 
Algunos autores de la época se pronunciaron en favor de las estructuras de 
beneficencia y caridad mencionadas, en las que confiaban para atajar el problema de la 
delincuencia y mendicidad juvenil. A partir de los siglos XV y XVI comienzan a darse 
los primeros movimientos filantrópicos, movidos por el sentimiento religioso que 
impera en Europa, que se interesaron por los menores abandonados y delincuentes, 
desde el punto de vista caritativo y proteccionista. La labor del canonizado San Vicente 
de Paul, uno de los primeros en practicar la recogida de niños delincuentes y 
desamparados
450; los escritos de Luis Vives, con su obra “De subventione pauperum”, 
que dejó, como ha recordado Lasala Navarro, toda una estela de discípulos tales como 
Juan de Medina, Guiguita, Garcés Matín de Lanuza, Juán Ordóñez y, sobre todo, 
Cristobal Pérez de Herrera
451
, son las primeras manifestaciones de denuncia sobre la 
situación de los menores en situación de desamparo, movidos a la delincuencia. Todas 
ellas, de índole particular y privada. 
                                                             
449 Cfr. Cuello Calón, E.: “Ideas de un filántropo español del siglo XVI sobre la asistencia de los 
niños abandonados”, en Revista Penitenciaria, Año III, Tomo III, Entrega 1ª, Eduardo Arias, Madrid, 
1906, p. 236. 
450 Vid. Bugallo Sánchez, J.: Los reformatorios de España, en sus relaciones con la corrección de la 
infancia y de la pubertad rebelde y delincuente, condiciones que deben reunir estos institutos para que 
responsan a su objeto. Sociedad Española de Higiene, premio extraordinario Legado Roel, Número 18, 
Imprenta El Día, Madrid, 1916, p. 16. 
451 Vid. Lasala Navarro, G.: “Protección y defensa de los menores, tratadistas…” ob. cit., pp. 660 y 
661.  





Destaca, en este sentido, el trabajo de Cristóbal Pérez de Herrera, protomédico de 
las galeras, como uno de los primeros en denunciar la mendicidad y abandono 
infantil
452, en su obra fechada en 1598, titulada “Discursos del amparo de los legítimos 
pobres y reducción de los fingidos, y de la fundación y principio de los albergues destos 
Reinos y amparo de la milicia dellos”.  
 
 La síntesis realizada por García Valdés no puede ser más acertada. Ante esta 
situación, “el internamiento surge como panacea salvadora”453. Así, en la obra del 
doctor de galeotes, antes mencionada, pueden encontrarse soluciones del siguiente 
contenido: “Lo primero ef q´fe haga n´ cada lugar grande ò mediano, refpeto de fu 
grádeza, vna cafa, q´fe llame el albergue y cafa de los pobres, q´en muchos lugares ya 
las ay, que podrán feuir dello”454; y, en particular, “todos los niños, varones y hembras, 
q´ al prefente fe hallaren delos pobres o huérfanos, y de otros que los defanpararen, 
que fuellen muy pequeños por criar, feria de importancia, que fe repartieffen por manos 
de los Prelados, y Corregidores, entre caualleros, y ciudadanos, y gentes ricas, q´los 
criaffen y tomaffen a fu cargo, para hazelos poner a oficios adeláte, ò fervirse dellos 
con obligació de remediarlos, ò pagarles lo que le huuieran feruido”455, solución ésta 




Así es como comenzaron a desarrollarse los primeros mecanismos e instituciones 
de protección para los menores, entre los que aquellos criminales infantiles de baja 
estofa también encontraban su lugar, amparados en el sentimiento de dulcificación y 
                                                             
452 Pérez de Herrera describe en su obra los maltratos sufridos por los menores por parte de sus 
padres para después destinarlos a la mendicidad: “y algúnos, y muchos, q´fe ha fabido, q´a fus hijos e 
hijas en naciendo los tuerce los pies o manos, y aun fe dize que los ciegan algúnas vezes, para que 
quedando de aquella fuerte, vfen el oficio que ellos han tenido y le ayuden é juntar dinero”; Cfr. Pérez de 
Herrera, C.: Discursos del amparo de los legítimos pobres y reducción de los fingidos, y de la fundación y 
principio de los albergues destos Reinos y amparo de la milicia dellos. Luis Sánchez, Madrid, 1598, 
Discurso 1º, p. 6; al respecto, Vid., asimismo Cuello Calón, E.: Penología… ob. cit., p. 303, y también De 
las Heras, J.: La vida del niño delincuente. Imprenta Clásica Española, Madrid, 1923, pp. 216 y 217.  
453 Cfr. García Valdés, C.: Estudios… ob. cit., p. 26. 
454 Cfr. Pérez de Herrera, C.: Discursos… ob. cit., Discurso 2º, p. 21. 
455 Cfr. Pérez de Herrera, C.: Discursos… ob. cit., Discurso 3º, p. 54.  
456 Vid. Cuello Calón, E.: “Ideas de un filántropo...” ob. cit., p. 238. 





asistencialismo que todas las civilizaciones han tenido ante la infancia, tratando de 




 Como otros lugares de cumplimiento de penas privativas de libertad, usualmente 
de corta duración, pero en muy menor número, podemos estudiar las propias cárceles, 
donde, además de la reclusión procesal o preventiva, en determinados casos se cumplían 
tales sanciones de breve duración
458
. Aquéllas, sirviendo a modo de prisión, cubrían tan 
sólo la reclusión de procesados, arrestados y, en el menor de los casos, de aquellos 
sentenciados a prisión correccional
459
 (concepto éste sobre el que incidiremos más 
adelante). Es por ello que, durante toda esta época, solamente podremos hablar de 
presos y arrestados
460
, y no de penados strictu sensu, puesto que éstos eran 
denominados con tal nombre cuando recibían su pena, usualmente de índole corporal, 
como hemos señalado, de modo diverso a la privación de libertad como tiempo después 
se configurará
461
. En tales lugares de encierro, aún sin desarrollar, ya estaba no obstante 
presente una suerte de incipiente objetivo reeducador y resocializador para con los 
jóvenes delincuentes y una idea de corrección de los presos en general; previéndose el 
contagio del germen criminógeno entre adultos delincuentes y sus reflejos juveniles, al 
carecer el sistema de una verdadera separación y diferenciación científica. 
 
Acerca de tales presupuestos y de la cárcel como lugar de retención, custodia y 
herramienta puramente procesal, se pronunciaron obras tan antiguas como el Digesto
462
  
y, esencialmente en la España de este periodo, se encuentran en aquellas que heredaron 
las raíces clásicas de la ciencia jurídica romana, como las ya citadas Partidas, o las 
                                                             
457 Acerca de un análisis de la edad basado en estos preceptos, Vid. Montes, J.: Precursores de la 
Ciencia Penal en España, estudios sobre el delincuente y las causas y remedios del delito. Librería 
General de Victoriano Suárez, Madrid, 1911, pp. 254 y ss. 
458 Cómo señala Romero y Girón, mucho tiempo transcurrió hasta que se decretara la separación 
de presos jóvenes, “para poner coto a los torpes abusos de que eran teatro las cárceles (1785)”. Hasta esta 
fecha, a punto de acabar el siglo XVIII, el encierro de menores en las cárceles conjuntamente con los 
adultos retenidos era practicado en nuestra geografía, a pesar de los perjuicios que ello pudiera suponer a 
los menores encárcelados; Cfr. Romero y Girón, V.: “Bosquejo histórico…” ob. cit., p. 68; Castejón 
señala al respecto, que este auto de la sala plena fue la disposición más antigua relativa a la colocación de 
los jóvenes en dormitorios separados de los demás presos. Vid. Castejón, F.:  Legislación… ob. cit., p. 
399. 
459 Vid. Cadalso, F.: Diccionario… Tomo I, ob. cit., p. 248.  
460 Vid. Sanz Delgado, E.: “Las viejas cárceles” ob. cit., p. 258. 
461 Vid. Téllez Aguilera, A.: Los sistemas penitenciarios y sus prisiones… ob. cit., p. 31. 
462 Vid. Digesto Lib. XLVIII. Título 19, L.9; recientemente al respecto, Vid. Sanz Delgado, E.: 
“Las viejas cárceles…” ob. cit., p. 5. 





importantes obras de tres insignes abogados de presos del siglo XVI
463
, esto es, de 
Bernardino de Sandoval, con su “Tratado del cuidado que se deve tener de los presos 
pobres. En que se trata fer obra pia proueer a las necesidades que padefcen en las 
cárceles, y que en muchas maneras pueden fer ayudados de fus próximos, y de las 
personas que tienen la obligación de fauorecerlos, y de otras cofas importantes en efte 
propósito (Toledo, 1564)”; de Thomas Cerdán de Tallada y su obra “Visita de la cárcel 
y de los presos: en la qual se tratan largamente sus cosas, y casos de prisión, así en 
causas civiles, como criminales; según el derecho Divino, Natural, Canónico, Civil, y 
leyes de Partida, y Fueros de los Reynos de Aragón y de Valencia (Valencia, 1574)”; o 
asimismo de Cristóbal de Chaves, en su escrito “Relación de las cosas de la cárcel de 
Sevilla y su trato. (Sevilla, 1585)”, que marcaron un punto de inflexión en relación al 
estudio de los lugares de encierro
464
 y mostraron el camino hacia una futura reforma de 
dichos establecimientos de preventivos.  
 
En efecto, tales obras supusieron el descubrimiento de la realidad de la cárcel de 
aquél período; pero también, una propuesta reformista de la misma y su regulación, un 
espíritu que encontramos sobremanera en las obras de Sandoval y Cerdán
465
, las cuales 




No obstante, no ha de olvidarse que la pena de prisión, como pena privativa de la 
libertad, es el resultado de los importantes cambios que surgen en la Europa del siglo 
XVI y XVII, a la que colaboraron, en alguno de sus aspectos organizativos, las 
denuncias de las obras de aquellos juristas, que algunos autores
467
 han identificado 
como el comienzo del reformismo humanitario carcelario
468
, del humanitarismo en esta 
materia cuando menos procesal, fundamento que encontraría su punto álgido en el siglo 
                                                             
463 Vid. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… I, ob. cit., pp. 23-26.  
464 Vid. Lastres, F.: Estudios Penitenciarios. Pedro Nuñez, Madrid, 1887, p. 9; al respecto, Vid. 
Garrido Guzmán, L.: Manual de Ciencia… ob. cit., p. 104 y ss.; en el mismo sentido, Sanz Delgado, E.: 
“Las viejas cárceles…” ob. cit., p. 261.  
465 Vid. Sanz Delgado, E.: “Las viejas cárceles…” ob. cit., p. 262. 
466 Vid. Sanz Delgado, E.: “Las viejas cárceles…” ob. cit., p. 272. 
467 Así, por ejemplo, Vid. Sanz Delgado, E.: “Las viejas cárceles…” ob. cit., pp. 264 y 265, quien 
ha expresado: “La actualidad de los contenidos humanitaristas de algúna de tales obras, incluso para 
ciertos entornos penitenciarios contemporáneos en vías de desarrollo, se nos antoja, aún, incuestionable.” 
468 Algúnos incluso, aun recientemente, no quedan en el ámbito preventivo, sino que extienden tal 
influencia al penitenciarismo español futuro. Así, Vid. Leganés Gómez, S.: La evolución de… ob. cit., p. 
23. 





XIX. En todo caso, el encierro en aquellos lugares de custodia significaba una gran 
miseria y penalidad para los que en ellos esperaban sentencia. Para paliar este panorama 
de crueldad, comienzan a surgir Hermandades y Cofradías, de tinte religioso, para la 
asistencia a los presos
469
; organizaciones cristianas, presentes también en la historia de 
las instituciones de protección al menor
470
. La primera de aquellas, citada como el 
molde para las demás instituciones análogas europeas, fue la Compagnia della 
Misericordia (1240 d.C.), que más tarde se constituiría en una sociedad puramente 
caritativa, fundada por Pedro di Luca Borsi en 1244
471
. Tales asociaciones dieron lugar 
a los llamados Hospitales o Casas de Misericordia, con antecedentes paganos
472
, que 
durante los siglos posteriores dieron cobijo a jóvenes delincuentes y en situación de 
                                                             
469 Salillas dedica, en el primer tomo de su Evolución penitenciaria, un amplio capítulo acerca del 
estudio de las Asociaciones de Misericordia a favor de los presos. Vid. Salillas, R.: Evolución 
penitenciaria… I, ob. cit., pp. 165 y ss.; 
470 Así, por ejemplo, en la obra sobre la historia de la ciudad de Calatayud de De la Fuente, se citan 
los escritos de Mosen Vicente Martínez, titulados “Sucinta noticia histórica del Monasterio de San Benito 
de esta ciudad” un folleto de 24 páginas, Calatayud, 1878, con el tenor siguiente: “En 1473, fue 
trasladado este hospital (se refiere al Hospital de Nuestra Señora de la Piedad que dependía del 
Monasterio de Priorato y San Benito) á la plaza de San Pedro Mártir, uniéndose á él el de San Hipólito 
con todas sus rentas, y el de San Benito quedó reducido á hospital de niños expósitos, quedando su 
dirección a cargo de la ciudad (…). Por este mismo tiempo debió establecerse también en el mismo 
monasterio y parroquia una hermandad, con el título de La Piedad, y que todavía subsiste, la cual tenía y 
tiene por objeto asistir en la capilla á los reos sentenciados á la última pena por los tribunales de justicia, 
acompañarlos en el tránsito al lugar de la ejecución, recoger sus cadáveres, darles sepultura y procurarles 
unos modestos funerales”, Cfr. De la Fuente, V.: Historia de la siempre augusta y fidelísima ciudad de 
Calatayud. El Diario, Calatayud, 1881, ob. cit., pp. 136 y 137; también, al respecto, Vid. García Valdés, 
C.: Los presos jóvenes... ob. cit., p. 22. Tales hermandades cristianas han estado presentes también en la 
historia de las instituciones de protección al menor desde siglos anteriores. Lasala Navarro da cuenta de 
algúnas de ellas: “muchos siglos antes, San Benito fundó en 529 su orden monacal en la Abadía de Monte 
Casino y en sus monasterios mandó admitir niños para educarlos cristianamente y cantar en los oficios 
divinos, como lo hacen en nuestros días la escolanía del monasterio de Monserrat, y los Paules y 
Sacerdotes de San Sulpicio, éstos desde 1642, atienden a la educación de la juventud, como atienden 
también los Escolapios fundados en 1597, los Hermanos de las Escuelas Cristianas en 1630, los Jesuitas 
en 1535, los Hermanos de la Providencia del Niño Jesús y tantas otras fundaciones y congregaciones 
religiosas que existen en el seno de la Iglesia con el fin de amparar y educar a niños”. Cfr. Lasala 
Navarro, G.: “Protección y defensa de los menores, tratadistas e Instituciones, que se fundaron en 
España” en, Revista de Estudios Penitenciarios, Año XII, Número 124, septiembre-octubre, Madrid, 
1956, p. 656. 
471 Vid. I Fratelli della Misericordia. The Brotherhood of Mercy, en The Atheneum, or The Spirit 
of English Magazines, Volúmen VI, Second Series, John Cotton, octubre-abril, Londres, 1826-27, p. 436; 
también se encuentra nombrada esta Cofradia por García Valdés, C.: Últ. ob. y loc. cit.; asimismo, Vid. 
Saalman, H.: The Bigallo: The Oratory and Residence of the Compagnia Del Bigallo E Della 
Misericordia in Florence,. Pennsylvania State University Press, 1985, p. 5. 
472 Santo Tomas de Aquino hace referencia al antecedente de los Hospitales y Hospicios de 
Caridad, los denominados Hospitales de Júpiter, mencionados en el libro XI de los Macabeos, y 
establece su creación por parte de la civilización griega y su continuidad en Roma. Vid. Santo Tomás de 
Aquino: De Regimine Principum. D.A. Izquierdo, Sevilla, 1861, p. 182; siguiendo los escritos del filosofo 
teólogo, Vid. De Murcia, P.J.: Discurso político sobre la importancia, y necesidad de los Hospicios, Casas 
de expósitos, y Hospitales, que tienen todos los Estados y particularmente España, Viuda de Ibarra, 
Madrid, 1789, pp. 3 y ss.; más recientemente, Fernández y Fernández, M.: La Beneficencia Pública y los 
Hospicios. Memoria. Jaime Ratés, Madrid, 1923, p. 35. 












 vinieron a conformar, por ello, el antecedente de muchas de las 
instituciones -como los centros de protección-  que, con posterioridad, servirían de 
reforma para los jóvenes infractores. Su importancia, por este motivo, es vital, por el 
carácter correccional que los impregna
476
, muy diferente a la simple custodia, 
encargados de enmendar al ingresado y ayudarlo en su vuelta a la vida en libertad. 
 
Joachin de Murcia, ocupándose del estudio de tales instituciones, las define con 
claridad cuando señala que “por Casas de Misericordia se entienden todas las 
destinadas para morada ó asilo común de alguna clase de pobres, que por su pronta ó 
crecida edad, ó por cualquier circunstancia estén invalidados, ó convenga a la causa 
pública y particular vivan unidos por algún tiempo. Los reclusorios para niños 
huérfanos, ó desamparados, de ancianos, de lisiados, de viudas, y de cualquier personas 
miserables, son Casas de Misericordia”477. Nos encontramos, por tanto, ante figuras que 
entran dentro del ámbito asistencial y no estrictamente penal
478
, como puede suponerse 
por su definición extremadamente abierta. Ya hemos señalado, con anterioridad, que el 
carácter protector, derivado de la práctica social, es el primero reflejado en la ley
479
 en 
referencia a los menores infractores. El segundo estadio en esta materia, es el de 
corrección, que a su vez deriva del concepto de caridad; “doble es, pues, la corrección 
                                                             
473 Así se dispuso, más tarde, en la Novissima Recopilación, Libro XII, Título XXXII, Ley II, por 
Real Orden de 11 de enero de 1784; y, también, Libro XII, Título XXXVII, Ley III, por Real Orden de 2 
de junio de 1788; acerca de la situación de los menores y de su ubicación en los hospicios y hospitales 
con origen en la ciudad de Florencia, Vid. Gavitt, P.: Charity and Children in Reinaissance Florence: The 
ospedale degli innocent 1410-1536. University of Michigan, Chicago, 1990, passim.  
474 Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., pp. 22 y 23; en el mismo sentido, Vid. 
Sanz Hermida, A.M.: El nuevo proceso penal del menor. Universidad de Castilla-La Mancha, 2002, pp. 
44 y 45. 
475 Tal y como escribe Fernández y Fernández, la palabra Hospicio proviene del latín Hospitium -
de huésped-, de la que distingue otras instituciones de similar naturaleza caritativa que hemos 
mencionado, como las Casas de Expósitos; no obstante, ya nos advierte el autor que “como una de estas 
instituciones benéficas puede y suele hacer el oficio de varias, he aquí por qué es muy común llamar 
hospicio al local donde hay casa de expósitos  y de maternidad principalmente, sin perjuicio de hospedar 
en ocasiones a indigentes”. Vid. Fernández y Fernández, M.: La Beneficencia… ob. cit., pp. 33 y 34. 
476 Sobre el necesario régimen de corrección de los Hospicios, escribe Rodríguez Campomanes: 
“los díscolos deben estar separados, y corregidos severamente”. Cfr. Rodríguez Campomanes, P.: 
Apéndice a la Educación Popular. Segunda Parte, Antonio de Sancha, Madrid, 1775, p. 246. 
477 Cfr. De Murcia, P.J.: Discurso político… ob. cit., p. 2. 
478 Vid. Spierenburg, P.: The Prison Experience: Disciplinary Institutions and Their Inmates in 
Early Modern Europe. Rutges University Press, New Brunswich y Londres, 1991, p. 15; a pesar de su 
consideración benéfica, el autor también nos recuerda que algúnos de los internos no podían abandonarlos 
libremente, estando sometidos a una limitación de su libertad deambulatoria. 
479 Vid. Guallart López de Goicoechea, J.: El Derecho penal de los menores. Los Tribunales para 
niños. La Academia, Zaragoza, 1925, pp. 75 y ss. 





del delincuente. Una, con que se aplica el remedio al pecado, en cuanto que es mal del 
mismo pecador. Esta es propiamente la corrección fraternal, la cual se ordena a la 
enmienda del delincuente (…). La otra corrección es aquella que se hace para remediar 
el pecado del delincuente, en cuanto que es mal de otros, y principalmente del bien 
común”480. Sirven las anteriores palabras de Tomás de Aquino para descifrar la doble 
función o naturaleza de los Hospicios, Hospitales y Casas de Misericordia: por un lado, 
la vertiente caritativa frente a los desamparados
481





Con base en estos principios, señala Cuello Calón cómo “en el siglo XVI ya 
aparecen en algunos países disposiciones relativas a los jóvenes delincuentes 
encaminados a su educación y reforma. Puede citarse una ordenanza de Nuremberg de 
1478, que ordena que los niños no corrompidos sean alejados de los padres inmorales y 
educados en la ciudad o en la campiña próxima, generalizándose esta idea en la dieta de 
Augsburgo, donde se decidió que los menores abandonados y delincuentes fuesen 
acogidos en los hospicios y hospitales”483. Spierenburg ha hecho referencia, asimismo, 
al Hospital de la Trinidad de Paris para niños pobres, que en 1545 acogía a los menores 
en un régimen muy parecido a las instituciones de corrección, esto es, aislamiento del 
exterior, instrucción religiosa y trabajo
484
. También en la Ciudad de las Luces, durante 
el siglo XVII, se erigió, de la mano de San Vicente de Paúl, la casa de salud para locos 
llamada San Lázaro
485
, en la que fue instalada una sección de internamiento para 
jóvenes corrigendos. El biógrafo de la vida del santo parisino, Werner Leibrand, llevó a 
cabo una descripción detallada del departamento: “Esta sección instalada en un edificio 
de varios pisos y de tres galerías superpuestas. -A ambos lados de un corredor había 
unas habitaciones claras, pero al final del mismo, existían unas celdas destinadas a los 
                                                             
480 Cfr. Santo Tomás de Aquino: Suma Teológica. Tomo VII, 2-2, cuestión 33, Artículo I. 
481 Sobre el encierro de los pobres y mendigos en estas instituciones, Vid. Roldán Barbero, H.: 
Historia… ob. cit., pp. 36 y ss. 
482 Tal y como expone claramente Ramos Vázquez, “la reclusión en Hospicios o Casas de Pobres 
no era una medida sancionadora, sino asistencial o de socorro. Pero si tenemos en cuenta el carácter de 
coercitivo con el que se aplicaba, y la obsesiva vigilancia a la que se sometía a los recluidos en estos 
espacios cerrados, sería preciso comenzar a hablar de una cierta labor de tutelaje o corrección emprendida 
por los poderes públicos sobre los grupos marginales de delincuentes potenciales o peligrosos”; Cfr. 
Ramos Vázquez, I.: Arrestos, cárceles... ob. cit., p. 152. 
483 Cfr. Cuello Calón, E.: La Criminalidad infantil… ob. cit., p. 85. 
484 Vid. Spierenburg, P.: The Prison Experience… ob. cit., p. 22. 
485 Sobre el establecimiento de San Lazaro y su historia, Vid. Orsini, M.: Historia de San Vicente 
de Paúl. José Piferrer y Depaus, Barcelona, 1857, pp. 101 y ss. 





castigados al aislamiento absoluto… había un pabellón especial destinados a los que se 
llamaban pequeña libertad.- Los niños difíciles de educar, que no habían recibido la 
primera comunión, se colocaban en aposentos especiales de la casa de los mismos 
misioneros, en algunas celdas del tercer piso, junto a los estudiantes de filosofía”486. 
 
En nuestra geografía, esta clase de edificaciones funcionaba en conjunto con otras 
figuras, como la del Padre de Huérfanos, a la que haremos referencia infra, con el 
objeto de ingresar a los menores huérfanos que se encontraran ociosos, expuestos a la 
miseria y dedicados a la delincuencia o a la picaresca propia de la época. Es el caso del 
Hospital de Nuestra Señora de Gracia en Zaragoza, que acogía en depósito a los 
menores recogidos por el Padre de Huérfanos, hasta que en 1543 se fundarán los 
Hospitalicos para Huérfanos, instituto de carácter caritativo, cuyo mantenimiento 
descansaba en la caridad pública y privada, que pasó a encargarse de este asunto
487
. Esta 
institución se mantuvo hasta la fundación de la Real Casa de Nuestra Señora de la 
Misericordia, en 1669, de la mano del Padre de Huérfanos Ignacio Garcés
488
, quien 
“absorbió a toda clase de desvalidos, incluidos los menores de catorce años”489. 
También se repartía la jurisdicción sobre los niños expósitos y huérfanos en el caso de 
la ciudad de Tudela, entre el Padre de Huérfanos y el Hospital de Nuestra Señora de 
Gracia
490
. La Casa de la Misericordia de Valencia
491
, fundada en 1679, fue igualmente 
el sustituto final de la labor de recogida del Padre de Huérfanos de la ciudad. 
 
                                                             
486 Cfr. Leibbrand, W.: Vicente de Paul, el Santo de la Medicina. Aspas, Heidelberg, 1944 (Ed. 
Original alemana: Berlin: Müller, 1941), pp. 177 y ss.; también citado en Lasala Navarro, G.: “Protección 
y defensa…” ob. cit., p. 655. 
487 Vid. De Asso y del Rio, I.J.: Historia de la Economía Política de Aragón. Francisco Magallón, 
Zaragoza, 1798, p. 237; al respecto, también, Vid. San Vicente Pino, A.: El oficio de Padre de Huérfanos 
en Zaragoza. Caesaravgvsta-Theses, Zaragoza, 1965, p. 187. 
488 Como Padre de Huérfanos, Ignacio Garcés concentró sus esfuerzos en la proliferación de 
refugios y hospitales para el recogimiento de mendigos y pobres, que serían posteriormente utilizados 
para el depósito de huérfanos y menores. Con este objetivo, publicó un discurso que fue publicado en 
1666 con el nombre de Discurso Político sobre la recolección de Mendigos, Vid. Latasa y Ortin, F.: 
Biblioteca Nueva de los escritores aragoneses que florecieron desde el año 1641 hasta 1680. Joaquin 
Domingo, Pamplona, 1799, p. 364. 
489 Cfr. San Vicente Pino, A.: El oficio… ob. cit., p. 190. 
490 Vid. Salinas Quijada, F.: El Padre de Huérfanos de Navarra. Gráficas Iruña, Pamplona, 1954, p. 
142. 
491 Sobre este edificio, dedicado a la beneficencia, en el que estuvieron también internados los 
menores infractores, Vid. Cases Casañ, A.: La “Casa Misericordia” de Valencia… ob. cit., passim; y 
también, con especificaciones sobre su arquitectura e historia, Vid. Cebrián Ferreros, C.F.: “Misericordia 
Recuperada. Historia y arte de la antigua Casa de la Misericordia”, en Ars Longa, Número 16, Valencia, 
2007, pp. 93-103. 





La mayor parte de estos institutos, actuaban dentro de lo que hoy en día 
denominamos medidas de seguridad
492
, centrando su atención en los posibles 
delincuentes, aquéllos que se encontraban en una situación social depauperada. La 
inclusión de menores desamparados o abandonados en las mismas instituciones de 
reforma tendrá continuación en los siglos venideros, de tal modo que el fenómeno de la 
delincuencia infantil ha sido considerado, a lo largo de la historia, como un problema de 
abandono social
493
. De este modo, el Hospital General de la Misericordia de la Villa de 
Madrid, destinado al depósito de “muchas fuertes de pobres, que una vna es enfermos, 
heridos, conualecientes, contagiofos, e incurables, y la otra de mendigos viejos, 
mancebos, cojos, y otros pobres impedidos que no puede feruir, ni trabajar, y que otros 
fon facerdotes, viandantes peregrinos, y cautiuos, foldados, y pretendientes y otras 
perfonas enuerconçantes”494, tenía su propia división de alguaciles con la misión de 
recoger a esta suerte de personas de las calles de la villa y llevarlos al Hospital
495
. 
Acerca del Hospital de Misericordia de Barcelona (1583), explica García Valdés que 
“fue uno de los mejores organizados de la época, regido por treinta y dos personas”496 y 
tuvo entre sus labores la de ocuparse de vagos, holgazanes y demás desamparados. 
Además de ello, la institución catalana disponía de un departamento especial para los 
                                                             
492 Escribe Cortines y Andrade que “yà en el siglo XIV de Iglesia se iban proyectando los medios 
de socorrer à los verdaderos pobres, quitándoles el trabajo de mendigar; y que como uno de los 
principales se miró siempre el castigo, y abandono de los holgazanes, y vagamundos, que à sus 
socaliñas, y trampas, debieron en todas las ocasiones el auge, y conveniencias con que campaban entre 
todos”. Cfr. Cortines y Andrade, I.: Discurso Político sobre el Establecimiento de los Hospicios en 
España. Manuel Martín, Madrid, 1768, pp. 17 y 18; también Ramos Vázquez pone de manifiesto esta 
modalidad de encierro cautelar en los Hospicios, Casas de Recogimiento o Casas de Misericordia, donde, 
dice la autora, “se daban las primeras medidas sancionadoras” haciendo que la detención de holgazanes y 
mendigos ofreciera algún servicio a la Corona, Vid. Ramos Vázquez, I.: Arrestos, cárceles... ob. cit., p. 
151. 
493 Al respecto, Vid. López Riocerezo, J.R.: “Paralelismo entre el abandono de los menores y la 
delincuencia infantil”, en Revista de la Escuela de Estudios Penitenciarios,  Año XI, Número 117,  julio-
agosto, 1955, pp. 34-45. Durante mucho tiempo, la figura del menor en situación de abandono no era 
distinguida de la del menor delincuente, ambas figuras se entremezclaban formando ese “monstruo 
bicélafo” menor abandonado-delincuente del que habla García Mendez. Vid. García Mendez, E.: García 
Mendez, E.: “Bases para una reconstrucción-deconstrucción histórica de las prácticas de privación de 
libertad de la infancia-adolescencia”, en Derecho de la Infancia/Adolescencia en America Latina: de la 
situación irregular de la Protección Integral, Forum Pacis, Santa Fé de Bogotá, 1994. 
494 Cfr. De la Cuesta, P.J.: Ordenanzas y Constituciones para el buen gobierno del Hospital 
General de la Misericordia de la Villa de Madrid, y de los demás Hospitales por autoridad Apostólica y 
Real a él reducidos. S/E, Madrid, 1611, pp. 1 y 2. 
495 Vid. De la Cuesta, P.J.: Ordenanzas… ob. cit., p. 20, donde consta un capítulo dedicado a la 
figura del alguacil, donde se expone su misión de “recoger a los pobres y mendigos que andauan por las 
calles”. 
496 Cfr. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., pp. 22 y 23. 





muchachos, “donde persona señalada les enseña el catecismo”497. Sobre la Casa 
Hospital de los Niños perdidos de Sevilla, sabemos que dio cobijo a huérfanos y 
menores abandonados que vagaban por las calles aprendiendo toda suerte de vicios e 
incluso cometiendo delitos graves. En ella, a los menores se les enseñaba la doctrina 
cristiana, se les vestía y trataba de sus enfermedades y en algunos casos, como señalara 
Morgado, “los que son tan malos que no quieren gozar de este beneficio, los apremian, 
y castigan con la facultad del Assistente de Sevilla”498. 
 
Los Hospicios, ejemplo evolucionado de los hospitales, se erigieron como 
instituciones que poco a poco iban abandonando la exclusividad de la función 
benéfica
499
 y acercándose paulatinamente al concepto y forma de las Casas de 
Corrección, como es el caso del Hospicio de San Carlos en Tenerife (1785 d.C.), cuyo 
rigor señala Santana Pérez, como sigue: “régimen interno era fuertemente disciplinario 
para no fomentar en el resto de la población el relajamiento de los vínculos sociales. En 
cierto modo, va a ser interpretado como una prisión por parte de quienes eran 
internados”500. En relación con el régimen de vida en los Hospicios, asimismo debemos 
llamar la atención sobre la intencional separación por sexos y por edades
501
, que más 
tarde encontraremos en instituciones de regímenes más depurados, sobre ello escribe 
Rodríguez Campomanes lo siguiente: “los niños, que todavía no han podido imitar los 
resabios de sus padres, deben separarse de los padres ociosos y mendigos; poniéndoles 
en la escuela y educación de oficios. Lo mismo tiene lugar en las niñas: con la 
                                                             
497 Cfr. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 505. 
498 Cfr. Morgado, A.: Historia de Sevilla, en la qval se contienen sus antigvedades, grandezas y 
cosas memorables en ella acontecida, desde sv fvndación hasta nuestros tiempos. Andrea Pescioni y Juan 
de León, Sevilla, 1587, p. 373. 
499 Según Juan Luis Vives, ilustrado valenciano del siglo XVI, los hospicios, al igual que los 
hospitales debían ser instituciones de caridad para albergar a los menores en situación de abandono u 
orfandad: “Tengan los niños expósitos un hospicio en el que sean alimentados”, escribía en su obra acerca 
del socorro de los pobres. Vid. Vives, J.L.: De Subventione Pauperum. Reimpresión del Ayuntamiento de 
Valencia, Valencia, 2004, p. 149. 
500 Cfr. Santana Pérez, J.M.: Cunas de Expósitos y Hospicios en Canarias (1700-1837). Abildo 
Insular de Gran Canaria, Las Palmas, 1993, p. 133. 
501 Como es el caso del Hospicio de Huérfanos de Zaragoza, sobre el que Ignacio de Asso 
escribiría: “es un establecimiento admirable, que tiene dos grandes ventajas, la primera recoger a los 
niños de la misma edad, bien preservados del mal exemplo de los mayores, à que están expuestos en la 
Misericordia; y la otra la de no presentar al común del pueblo la idea de una casa de corrección, que mira 
con tanto horror en aquella”; Cfr. De Assó y del Río, I.J.: História de la Economía... ob. cit., p. 239. 





diferencia de que estas necesitan un mayor recogimiento. La segunda regla es, apartar 
los adultos de catorce años arriba”502.  
 
2.3.3. Donde el menor convive con el adulto. La confusión de la cárcel de 
Sevilla. 
 
Reflejo del inexistente régimen penitenciario en las cárceles de la época y de sus 
condiciones tan denunciadas por los ya citados abogados de presos, es el ejemplo 
renombrado de la Cárcel de Sevilla (1588), donde también recalaron jóvenes y menores, 
a la que Salillas dedicara palabras útiles y descriptivas, tales como: “Casa de 
contratación de todo vicio, abuso, torpe consentimiento, inmoral mercancía y género 
adulterado, que hacía poderoso al Alcaide, ricos al lugar-teniente y bodegoneros y 
acomodados á los porquerones, verdugo, porteros, bastoneros, prestamistas, vendedores 
de baratillo, propietarios del palo largo con dos tablas, presos viejos, consejeros, 
pregoneros, procuradores de por vida, patenteros y valientes; mancebía, en cuyas 
galeras y aposentos dormían ciento y más mujeres cada noche; asilo, en cada una de 
cuyas rejas altas y bajas pedían limosna siete ú ocho presos; corral de Monipodio, 
baratería de Maniferro, escuela de Rinconete y Cortadillo, poterna del abuso y la 
crueldad y puerta falsa a la ley”503, a las que se pueden añadir los conocidos términos 
del otrora usuario Miguel de Cervantes, quien en el prólogo de su Quijote, la describe 
como el lugar “donde toda incomodidad tiene su asiento y donde todo triste ruido hacía 
su habitación”. No menos duros fueron en su descripción del establecimiento otros 
como el historiador Morgado, quien resaltaba “la chuzma de tantos presos, tan 
asquerosos, desarrapados, y en bivas carnes, su hedor, confusión, y bozeria, no parece 
sino vna representación del Infierno en la tierra”504; o el padre jesuita Pedro de León, 
que la tildara de “gran Babilonia”505; por no mencionar la influencia de la mezcolanza 
                                                             
502 Cfr. Rodríguez Campomanes, P.: Apéndice… ob. cit., pp. 178 y 179. 
503 Cfr. Salillas, R.: La vida penal… ob. cit., p. 368 y 369. 
504 Cfr. Morgado, A.: Historia de Sevilla... ob. cit., p. 193. 
505 Vid. De León, P.: Grandeza y Miseria en Andalucia, testimonio de una encrucijada histórica 
(1578-1616). Edición, Introducción y notas de Pedro Herrera Puga, Facultad de Teología, Granada, 1981, 
p. 372. 





entre los presos de todas las edades, que la transformaron en una “escuela de 
delincuencia más que corrección de ella”506. 
 
Tal era el consentimiento que en ella se otorgaba a los presos
507
, que muchos de 
ellos se refugiaron entre sus muros durante algunos más años de los que su condena les 
retenía, por disfrutar en ella de una vida más acomodada y para escapar de penas de 
mayor dureza como la de galeras; incluso mozos había que se escondían de una peor 
condena en ella
508
, aprovechando la seguridad de la confianza de los presos viejos. En 
fin, el único régimen que la Cárcel de Sevilla conocía -escribe Salillas- era el “régimen 
de tolerancia”509.  
 
Ciertamente, como bien apunta Herrera Puga, “no es fácil encontrar un rincón de 
la historia española de los siglos XVI y XVII donde lo picaresco se concentre con tanto 
carácter como en la Cárcel Real de Sevilla”510. Los delincuentes de baja estofa, los 
                                                             
506 Vid. Suárez Fernández, L., Ramos Pérez, D., Comellas, J.L., Andrés-Gallego, J.: La crisis de la 
hegemonía española. El siglo XVII. Rialp, Madrid, 1991, p. 332; Sirvan los versos del cordobés Ángel 
Saavedra, Duque de Rivas, unidos a las anteriores palabras de Salillas y Morgado, para hacerse una idea 
de las condiciones y realidad del establecimiento sevillano: “De la cárcel de Sevilla,en una bóveda oscura, 
que una lámpara de cobre más bien asombra que alumbra”. Cfr. Saavedra, A.: “Una antigualla de 
Sevilla”, en Romances Históricos. Ed. Vicente de Lalama, Madrid, 1841. 
507 En el artículo aparecido en la Revista Penitenciaria bajo el título “La cárcel de Sevilla en 
1597”, cuya autoria probablemente se deba al gran Rafael Salillas, se sintetiza este hecho de modo claro, 
por lo que no podemos sino reproducir el párrafo del autor: “En suma; gran contingente de población 
cárcelaria media; gran movimiento de altas y bajas; gran movimiento de entradas y salidas de visitantes 
de ambos sexos, y como compensación abusiva, para que la cárcel no estuviera excesivamente hacinada, 
abundante número de presos que, por tolerancia, eran presos nominales”. Cfr. Salillas, R.: “La cárcel de 
Sevilla en 1597”, en Revista Penitenciaria, Año II, Tomo II, Eduardo Arias, Madrid, 1905, p. 289.  
508 Historia similar se halla entre los testimonios del padre Pedro de León, quien visitara los 
ranchos de las galeras de la cárcel como representante de la Compañía de Jesús, organización religiosa 
que atendía a los presos: “que yo con mis propios ojos vi en la cárcel a un mozuelo conocido mío 
escondido en un rancho de éstos de un amigo suyo, y por acá fuera lo habían pregonado que quien lo 
hallase lo prendiese muerto o vivo, y que aunque le hiriese o matase en la demanda no le darían pena por 
ello. Y viéndolo allí: Pues ¡válgate Dios! Mocillo, ¿cómo te atreves a estar aquí que anda Sevilla revuelta 
y todos buscándote para prenderte, y si te cogen te quemarán sin duda ninguna? Y él me respondió con 
mucha disimulación y sin temor algúno: Pues dígame, Padre, por su vida, ¿en qué seso cabe que me 
habían de venir a buscar a la cárcel? Que claro está que nadie podrá pensar que yo estoy aquí, pues para 
traerme aquí me buscan. Yo le repliqué diciéndole: ¿Y si hay algún soplo y te vende algúno, diciendo a la 
justicia cómo estás aquí? Respondióme él sin cuidado; de esto estoy yo tan seguro como lo estoy de que 
no me habían de buscar en la cárcel, sino por allá fuera”. Cfr. De León, P.: Grandeza y Miseria en 
Andalucia, testimonio de una encrucijada histórica (1578-1616). Facultad de Teología, Granada, 1981, 
pp. 203 y 204. 
509 Salillas, R.: “Informe del Negociado de Sanidad Penitenciaria”, en Dirección General de 
Prisiones: Expediente para la Reforma Penitenciaria. Hijos de J.A. García, Madrid, 1904, p. 147. 
510 Cfr. Herrera Puga, P.: Sociedad y delincuencia en el Siglo de Oro. Biblioteca de Autores 
Cristianos Editorial Católica, Madrid, 1974, p. 95. 







, convivían junto con los delincuentes de más rancia tradición, normalmente 
como protegidos o sirvientes. Cristóbal de Chaves en su magnífico retrato sobre la 
Cárcel así lo expresaba: “(…) en cada aposento hay una imagen de papel con colores de 
azafrán, y lámpara encendida. Y hay tres pícaros en cada uno, que los dos limpian las 
paredes de chinches, raen el suelo, espulgan las mantas, vacían los servicios; y el otro 
enciende las luces; y si es verano, hacen aire toda la noche á los jermanes”512. Además 
de ello, en referencia a la menor edad, en el añadido a esta obra -atribuido a Cervantes 
por algunos autores-
513, se halla el siguiente relato: “por el mes de agosto de 1595 
estuvo preso en la dicha cárcel por algunos delitos un mozo vicioso, natural de Sevilla; 
y dos mujeres della trajeron pleito ante uno de los tenientes diciendo que era su hijo y 
lo pedía por tal. Y el pleito recibió á prueba, y ambas dos privaron bastantemente con 
buen número de testigos que era su hijo; y ambas vinieron á la cárcel muchas veces, y 
reñían en ella públicamente diciéndose malas palabras sobre ello. Y habiendo dado y 
tomado sobre esto mucho, se metió mucha gente en ello por ponerlas en paz; y se 
acordó que el mozo escogiese cuál era su madre y aquella le llevase. Se hizo así, y el 
mozo escogió una dellas, y siendo libre de sus delitos se fué con ella dejando á la otra 
sin hijo y gastada del pleito que por él había tenido”514. 
 
Como veníamos apuntando, son los huérfanos y desprotegidos los que comparten 
su suerte entre los hospicios y la cárcel
515
, forjándose caracteres y complicidades; de ahí 
que no produzca extrañeza la noticia de presos que en la Cárcel de Sevilla comenzarán 
                                                             
511 Recuérdese el fugaz y servicial personaje que tiene su aparición en el famoso entremés 
cervantino, Coplilla. Vid. Cervantes, M.: La cárcel de Sevilla, en Rosell, C. (Dir.): Obras completas de 
Cervantes. Tomo XII, Manuel de Rivadeneyra, Madrid, 1864, p. 296. Del mismo modo, cabe aludir a la 
también obra cervantina Rinconete y Cortadillo, mencionada por Salillas, de los dos “jóvenes precoces en 
la delincuencia que van á caer, cuando llegan á Sevilla, á un centro de la delincuencia asociada, donde su 
profesión y su rumbo se definen”. Cfr. Salillas, R.: “La infancia Abandonada delincuente y viciosa. La 
significación de Rinconete y Cortadillo”, en Revista Penitenciaria, Año II, Tomo II, Eduardo Arias, 
Madrid, 1905, p. 353; acerca de las circunstancias de aquellos menores infractores “golfos y chorizos” de 
los siglos XVI y XVII, Vid., in extenso, De las Heras, J.: La vida del niño delincuente… pp. 25 y ss. 
512 Cfr. De Chaves, C.: Relación de la Cárcel de Sevilla. El Árbol, Madrid, 1983, pp. 16 y 17. 
513 Vid. José Gallardo, B.: Ensayo de una biblioteca española de libros raros y curiosos. Volúmen I, 
Rivadeneyra, Madrid, 1863, Apéndice: Noticia de un precioso códice de la Biblioteca Colombina con 
varios rasgos inéditos de Cetina, Cervantes y Quevedo, por Aureliano Fernández-Guerra y Orbe, pp. 
1255-1257. 
514 Cfr. De Chaves, C.: Relación de La Cárcel... ob. cit., p. 64. 
515 Cfr. De León, P.: Grandeza y Miseria… ob. cit., p. 253, dónde el autor expresa: “que nunca 
faltan en las cárceles mozuelos de la piel del demonio, rufiancillos y otros semejantes”. 





pronto su actividad delictual
516
. Parece ser también la ausencia educativa la que arguye 
Cristóbal de Chaves en su Relación, para demostrar que tan sólo la gente forastera y de 




 El trato era de disciplina severa para aquellos que no podían pagar su 
dulcificación
518
, y sus dependencias destacaron por su suciedad
519
 y fomento del 
hacinamiento
520
 de los presos; en palabras de Bernardino de Sandoval, “mazmorras 
efcuras que quitan a los hombres las viftas de fus padres, mujeres, e hijos, y finalmente 
la luz común del cielo”521. El desarreglo era así la nota dominante. Cualquier criterio de 
separación o clasificación, inexistente y, de resultas, la confusión permanente entre 
jóvenes y adultos. De los castigos y las muertes que se daban en su interior, nos da 
cuenta la lista de ajusticiados que sirve de apéndice a la obra citada del padre jesuita 
Pedro de León: los jóvenes eran quemados, azotados, arrastrados, ahorcados y 
descuartizados por los delitos cometidos fuera y dentro de sus muros
522
. 
                                                             
516 Es el caso del que se confesara por vez primera con el padre Pedro de León de la Cofradía de 
Jesús, en tal institución, argumentando su falta de expiación ni indicación algúna, como sigue: “toda mi 
vida sin padre ni madre, ni quien me haya enseñado, ni me han dicho vete a confesar”. Cfr. De León, P.: 
Grandeza y Miseria… ob. cit., p. 50. 
517 Se expresaba el autor acerca de los pobladores de la cárcel, en estos términos: “no todos se 
entienda ni crea que son naturales de Sevilla; porque los que lo son verdaderamente naturales, crían a sus 
hijos con grandísimo cuidado y honra, que se ven los colegios llenos dellos; y no sólo la gente principal, 
sino la popular y oficiales de harto poco caudal y hacienda, crían sus hijos con un dómine, y lo tienen 
dentro de su casa; y los forasteros que aquí vienen a estudiar y pasar son desto buenos testigos, que sirven 
de traer los niños á el escuela y estudio, y con el aprovechamiento que desto tienen pueden ellos vivir y 
estudiar: lo cual todo cesaria si no fuese por esto. Y así se han de entender, en todas ó la mayor parte de la 
gente, hombres y mujeres que entran presos y ocupan la ciudad viviendo mal, son la gente perdida que ya 
no caben en los lugares de todo el mundo donde nacieron, como son amigos del holgar y de vicios”. Cfr. 
De Chaves, C.: Relación de la Cárcel… ob. cit., p. 53. 
518 Vid. Salillas, R.: La vida penal… ob. cit., p. 373. 
519 Vid. Salillas, R.: La vida penal… ob. cit., p. 370, en el que autor se refería a la famosa cárcel 
señalando que “tenía aspecto, vida, tufo y hasta alfombra de cárcel…”. 
520 Vid. Salillas, R.: La vida penal... ob. cit., p. 372. 
521 Cfr. De Sandoval, B.: Tractado del cuidado que se debe tener de los presos pobres. Miguel 
Ferrer, Toledo, 1564, p. 2. 
522 He aquí algúnos de los ajusticiados de temprana edad recogidos en la obra del jesuita: 
“Francisco de Zárete y Mateo de Salvatierra a 14 de febrero (año de 1579) fueron quemados por 
tocamientos deshonestos que entre sí tuvieron estando acostados juntos en la cama. Oyéronlos, que 
estaban retozando el uno con el otro, y hablando palabras deshonestas y palpándose. Estos dos eran 
mozuelos de hasta diecisiete años y venían en una compañía de soldados, y su capitán, con su asesor los 
condenó a quemar”. Cfr. De León, P.: Grandeza y Miseria… ob. cit., p. 399. “Simón López y Francisco 
Martín, mozuelo de hasta diecisiete años; al primero le ahorcaron e hicieron cuartos, y al mozuelo, 
volvimos a la cárcel desde la horca, que estaba en la Plaza de San Francisco, después de ahorcado el 
primero”, en este caso, la edad del mozo, la ayuda del párroco y la confesión exculpatoria proferida por el 
otro sentenciado sirvieron para que el joven se librará de la horca (pp. 447 y ss.); “Juan Pérez, muy mozo, 
de edad de dieciocho años, ahorcado en 11 de junio (año de 1586), porque mató a su hermano en Villa 
Martín” (p. 458); “Isabel Ramírez, morisca, y Magdalena de los Santos, mulatilla, de diecisiete años, 





2.3.4. El Padre de Huérfanos. 
 
En la historia penitenciaria de España podemos encontrar “antecedentes de las 
casas de corrección en los hospicios para menores”523, pero existían ya, como se 
indicaba supra, referencias anteriores al siglo XVI en las que se dispensaba un trato 
diferenciado de la minoría de edad. Una de las más importantes instituciones, que 
surgieron como consecuencia de este trato diferenciado por razón de la edad, fue el 
llamado Padre de Huérfanos
524
, también conocido como Padre de Bordecillos, ya que 
se dedicaba a la recogida de “niños abandonados en los bordes de los caminos y en los 
quicios de las puertas”525. A pesar de la denominación, el Padre de Huérfanos no sólo 
poseía jurisdicción sobre los menores, sino también sobre los vagabundos y mendigos; 
en este sentido, el nombre de la institución, como bien ha anotado San Vicente Pino, 
puede considerarse un “eufemismo piadoso”526, y también provenir de la amplia 
                                                                                                                                                                                  
arrastradas y ahorcadas porque mataron con veneno a Juana” (p. 501); “Francisco Bautista, mulatillo, 
sarnoso y tiñoso, de la casa de los niños perdidos, de edad de veintidós años, quemado por el pecado 
nefando. Y pasaron por el fuego a dos muchachos de la misma casa, de edad de ocho años o nueve, y 
después le dieron 50 azotes al aldabilla. Otros muchachuelos quedaron presos, a los cuales descargo el 
sobredicho porque no tenían culpa” (p. 520); “Juán de Medina, a 5 de agosto (año de 1596), quemado por 
el pecado nefando. Este había condenado a un mozuelo de hasta dieciséis años, el cual por miedo del 
tormento dijo que sí, pero por de poca edad lo dejaron en la cárcel hasta que muriese el que lo había 
condenado, y al pie del palo dijo Juan de Medina, que por el paso en que estaba, no debía aquel mozo 
nada; y así se libró” (p. 522); “Juán Delgado, mozuelo de hasta dieciocho años, quemado por el pecado de 
la bestialidad. Murió con muchas muestras de su salvación” (p. 538); “Francisco de tal, quemado y 
pasaron por el fuego a un muchacho que se llamaba Jerónimo, y llevaron a otro muchacho que se llamaba 
Bernardo para que estuviese presente y viese cómo quemaban al uno y chamuscaban al otro para que él 
escarmentase. Murió el Francisco, que aunque era mozo de dieciocho años, fue cosa notable la buena 
disposición y lágrimas que Nuestro Señor le dio. Diéronle a Jerónimo doscientos azotes para en cuenta, 
como dicen, porque no embargante que confesaron ambos que habían sido agente y paciente, como no 
tenía catorce años, aunque ya estaba condenado a quemar yo le hice restituir por razón de la edad y que le 
oyesen de nulidad. Y por bien de paz, como dicen, se le dieron los doscientos azotes y lo perdigaron para 
otra vez” (p. 544). Al respecto, también Herrera Puga expresaba: “la forma de valorar la culpabilidad de 
los niños fue también una apreciación de época. Sin duda que el procedimiento estudiado se debía, 
principalmente, a la terrible prevención que tenían contra este vicio (refiriéndose al pecado nefando y a 
los casos expuestos por el padre Pedro de León). Esta es la razón principal que disculpa un tanto el 
sistema seguido por la justicia, sin duda precipitado y cruel. En todas las hipótesis, las galeras eran un 
castigo desproporcionado con la corta edad de algúnos condenados, sobre todo considerada la realidad 
dantesca que nos descubre don Gregorio Marañon (cuya obra en la Revista de Estudios Penitenciarios ha 
sido citada por nosotros en el epígrafe correspondiente) en su estudio sobre las galeras. Algo parecido 
podría decirse de los azotes, sin olvidar por ello los que fueron pasados por el fuego”. Cfr. Herrera Puga, 
P.: Sociedad y delincuencia… ob. cit., pp. 264 y 265. 
523 Vid. Téllez Aguilera, A.: Los sistemas penitenciarios y sus prisiones… ob. cit., p. 43. 
524 Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 688. 
525 Cfr. De Rody, A.: “Instituciones para menores delincuentes” en, Revista de Estudios 
Penitenciarios, Año II, Número 21, diciembre, Madrid, 1946, p. 62. 
526 Vid. San Vicente Pino, A.: El oficio… ob. cit., p. 18. El autor indica que el nombre de Padre de 
Huérfanos tiene abolengo bíblico: patris orphanorum. Además de ello resalta el significado cervantino de 
la figura, que aparece en la obra Rinconete y Cortadillo con el nombre de Alguacil de los Vagabundos. 





consideración que en la época recogía la palabra huérfano, pues esta “se usó para 
designar genéricamente a toda persona desvalida”527.  
 
El Padre de Huérfanos (Pare d’Orfens528) se instauró en la ciudad de Valencia el 
día 6 de marzo de 1337, por Privilegio del Rey Pedro II de España
529
, IV de Aragón
530
, 
conocido como el Ceremonioso, llamado también el del Punyalet. Gracias a la labor 
recopiladora y la pluma de Cadalso, podemos conocer y reproducir el documento 
original: 
 
“Privilegio.- Loable Prouis.on S.ra el Cuidado de los Huerfanos. 
Pedro por la Grazia de Dios, Rey de Aragón, Valenzia, etc.- A los Amados y fieles suyos los 
justtizias Ziuil y Criminal de Valenzia que aóra son l por tpo. fueren, salud y Grazia: En considerz.on de 
que el Cuidado de los Huérfanos, Especialmente Mendigos, está encargado por el Espírittu Santto á la 
R.l solizittud y no Consiga poca Grazia de Dios el que de su buen Grado y Voluntad Vela, sobre el Vien 
de el Pobre u nezesittado; Enttre las Cosas que entendemos que son de el Cargo de la R.l Dignidad, es 
una de ellas procurar De que los Huérfanos Pobres que ban Mendigando por la Ciud.d se eduquen en su 
Puerizia por la más saludable Docttrina, De forma que quando lleguen á ser de maior Hedad no solo 
áprobechen lo necesario, para su vida, sino en Instruir I Educar á otros en saludables Costtumbres; I 
Como esto sea de el m.or Interes y vtil á la republica que se dirige por el buen régimen de los estudios: 
Con premedittada Deliueraz.on Probehemos deque á los dchos Huérfanos I afligidos Con la Pobreza, 
para q. Con la confianza de Ir Mendigando no seapartten de trauajar, ni sean Consumidos 
Miserablemente por su pereza y Con Infamia; Vos dha. Justtizia Ziuil Les asignéis Curadores Idoneos 
                                                             
527 Cfr. San Vicente Pino, A.: El oficio... ob. cit., pp. 181. 
528 Tal y como indica Vázquez González, “en valenciano, con la palabra orfens se designa, no 
solamente a los huérfanos, sino también a los que sin serlo están, no obstante, necesitados de protección”. 
Cfr. Vázquez González, C.: “Primeras normas e Instituciones protectoras de la Infancia Delincuente en 
España”, en Boletin de la Facultad de Derecho, Número 24, UNED, 2004, p. 177.  
529 Vid. Boix, V.: Historia de la ciudad y Reino de Valencia. Tomo I, Benito Monfort, Valencia, 
1845, p. 268. 
530 Vid. Boix, V.: Apuntes históricos sobre los fueros del antiguo Reino de Valencia. Cabrerizo, 
Valencia, 1855, p. 100; el mismo: Valencia, histórica y topográfica. Tomo II, J. Ruis, Valencia, 1863, p. 
83; más recientemente, Vid. Guallart López de Goicoechea, J.: El Derecho penal de los menores... ob. cit., 
p. 86; en el mismo sentido, De Rojas, F.: El Padre de Huérfanos de Valencia. Hijo de F. Vives Mora, 
Valencia, 1927, p. 9; también, De Rody, A.: “Un aniversario en el extranjero y una institución 
genuinamente española”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Año III, Número 27, junio, Madrid, 
1947, p. 97; el mismo: “Instituciones españolas de protección a la infancia abandonada” en Revista de 
Estudios Penitenciarios, Año IX, Número 95, febrero, Madrid, 1953, p. 38; y también: “Instituciones 
protectoras y reformadoras de los niños que se fundaron en España”, en Revista de Estudios 
Penitenciarios, Año XV, Número 143, noviembre-diciembre, Madrid, 1959, p. 1678; García Valdés, C.: 
Los presos… ob. cit., p. 14; en el mismo sentido, García Vázquez, A.: “Siglo XIX y Principios del XX. 
Los presos jóvenes. La galera de mujeres. Derecho Penitenciario Militar”, en VV.AA. García Valdés, C. 
(Dir.): Historia de la Prisión. Teorías economicistas... ob. cit., p. 199; y también, Ríos Martín, J.C.: El 
Menor infractor ante la Ley Penal. Comares, Granada, 1993, p. 90; Sánchez Martínez, F.A.: 
Antecedentes... ob. cit., p. 49. 





para que tengan Expezial Cuidado de ellos, I que á unos les apliquen á Arttes Mecánicas u honestas, I 
aotros á seruir de Criados á los Dueños según la Inclinaz.on y actitud de cada vno: I como el Imprudentte 
y ostinado esclavo que no quiere subjetarse á su Dueño se haze digno de ser Castigado seueramente. De 
modo que les aflija la Vara de la Correcz.on á los que no puedo ablandar la suaue Adberttenzia; 
Establezemos y Mandamos que si algunos de dos. Huerfanos Despues q. por el Curador ó Curadores 
Dados por Vos dha Justtizia Ziuil fuere aplicado á Algun Arte o al seru.o De el Dueño seaparttase. 
Stimando en mas El Oprobio de Ir mendigando, Vos dha Justtizia Criminal Areys que Encontinenti 
SeaCastigado en pena de Azotes I destierro de la Ciu.d I esto lo ejecuttareys Spre. Que les hallareys 
Aparttados de el Ministterio á que fueron destinados por dos. Curadores; I os Dezimos Expresamente 
Mandamos á Vos dha. Justtizia Ziuil q. Asigneis por Curadores de dos Huerfanos á Arnaldo Simón, I á 
Ponzio de Rouellatt á Vittadores de Valenzia. V á otros Idoneos á cierto Tp.o Segun pareziere 
Combenientte á los Jurados y Consejo de la Ciu.d los quales si Excusaren dho. Empleo, Vos dha Justtizia 
Junttham.te Con dho. Consejo subrrogareys ottros en su lugar; I cualquiera De Vosottros en el ofizio que 
se os ha Cometido lo dispondreis en la forma dha. I ejecuttareis diligenttem.te que los In advertidos 
transbersores Conozcan por el Casttigo De la Pena q. es digno q. no Coma el que no trauaja. Mandamos 
y queremos que la dha. Prouision se extienda á los Huerfanos y Huerfanas aunque tengan Padres. Dada 
en Valencia á los seis días de el mes de Marzo del año mil ttreszienttos ttreintta y siette”531. 
 
Según explica acertadamente García Valdés, “la naturaleza jurídica del Padre de 
Huérfanos era administrativa, pues la comunicación que hizo Pedro IV de Aragón en su 
Providencia a ambos Justicias, el Civil y el Criminal, lo es en impetración de auxilio y 
colaboración de ambos y de los munícipes en pro del primero, quedando establecido 
que era el Padre el comisionado para la asignación de curadores idóneos para sus 
protegidos, pudiéndolos corregir temporalmente y, llegado el caso, solicitar la 
colaboración del Justicia penal”532. Más tarde, la figura se encontrará entre ambas 
jurisdicciones, no estableciéndose claros límites a sus funciones
533
: desde sus comienzos 
como curador de los huérfanos, hasta sus funciones de administrador de justicia de los 
mismos. De Rojas, autor del -hasta la fecha-, único estudio monográfico sobre esta 
institución legal, lo expresa claramente cuando indica que “no existía seguramente en 
este tiempo y siglo I de la Institución, jurisdicción exenta de Curador de Huérfanos, 
hallándose tales curadores bajo la dependencia inmediata de la Justicia civil, en cuyo 
                                                             
531 Trascripción del documento guardado en el archivo de Simancas, Sección de Gracia y Justicia, 
legajo 87, copiado literalmente por Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., pp. 688 y 689; 
también reproducido por Lasala Navarro, G.: “La cárcel y los niños…” ob. cit., p. 45; y, nuevamente, el 
mismo: “Instituciones protectoras y reformadoras…” ob. cit., p. 1678; más recientemente por García 
Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., pp. 14-16. 
532 Cfr. García Valdés, C.: Los presos jóvenes... ob. cit., p. 19. 
533 Vid. Boix, V.: Valencia, histórica… ob. cit., p. 84. 





tribunal o Cort debieron ventilarse las contiendas a que diere lugar el acomodo de los 
menores (…), siendo propio de la Jurisdicción del Justicia en lo criminal la aplicación 
del merecido castigo de azotes o expulsión de la ciudad”534. 
 
De esta manera, el Padre de Huérfanos venía a desempeñar las funciones de un 
curador
535
, pues estaba destinado a apartar a los menores de los peligros en que se 
encontraran, a buscarles una ocupación decorosa, de acuerdo con sus actitudes
536
; y 
asimismo, ejercía cierta autoridad civil, ya que “vigilaba la conducta de sus protegidos 
en las casas donde entraban a servir; y, hasta salir de la menor de edad, no podían los 
huérfanos contraer matrimonio sin el permiso del Padre”537. A tenor de estas 
consideraciones, comprobamos que se impregna en esta institución una suerte de 
filosofía de trabajo como redención del individuo infractor, es decir, la “readaptación 
social de los menores, tratando de evitar en sus ánimos el convencimiento más completo 
de la necesidad del trabajo en la vida”538. Revela también, desde su fundación, una 
carga eminentemente asistencial, puesto que “su objeto era recoger á todos los pobres, 
huérfanos de padre y madre, ó de padre impedido. Les dedicaba á oficio; fijaba el jornal 
que se les debía dar”539. Con el tiempo, el Padre de Huérfanos de Valencia comienza a 
tomar funciones de carácter correccional
540, y “ya que los azotes del Justicia carecían de 
eficacia, debía usarse, aunque por moderado espacio de tiempo, de los grillos y los 
cepos”541. Así, a la figura del curador de huérfanos, se une la de un socio con “plena 
potestad para oír y fallar cuantas causas con o acerca de los huérfanos se ventilaran”542, 
por lo que la institución termina ejerciendo prácticamente las funciones de un Juez 
                                                             
534 Vid. De Rojas, F.: El Padre de Huérfanos… ob. cit., pp. 12 y 13. 
535 Vid. Mattheu y Sanz, L.: Tractatus de Regimine Urbis et Regni Valentiae. Libro I, Capítulo II, 
Título IV, número XXX, Lugduni, Joannis-Antonii Huguetan, & Soc., Valencia, 1654, p. 64, donde el 
autor escribe: “Denique eft apud nos Pater orphanorum, qui orphanos vtrufque fexus protegit (…) 
quamvis de dando curatore orphanis loquatur, de officio fupradicto nil loquitur”; según Zarandieta 
Mirabent, “el Padre de Huerfanos representaba al menor en todos los actos de la vida civil”. Cfr. 
Zarandieta Mirabent, E. y Anguera de Sojo, J.: De Criminalidad… ob. cit., p. 11; asimismo, García 
Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 17. 
536 Vid. De Rody, A.: “Instituciones para menores delincuentes…” ob. cit., p. 62. 
537 Cfr. Boix, V.: Valencia, histórica… ob. y loc. cit. 
538 Cfr. Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes... ob. cit., p. 50. 
539 Cfr. Boix, V.: Apuntes históricos… ob. y loc. cit. 
540 Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 21. El catedrático de Alcalá indica 
lúcidamente cómo en el Padre de Huérfanos podemos encontrar “precedentes de un sistema correccional 
de carácter indeterminado, cuya dinámica cárcelaria y tratamental pudiera recordarnos un antecedente de 
las modernas medidas de seguridad”. 
541 Cfr. De Rojas, F.: El Padre de Huérfanos... ob. cit.,p. 16. 
542 Cfr. De Rojas, F.: El Padre de Huérfanos… ob. y loc. cit. 






543, y ello por cuanto “oía en tribunal todos los martes á los maestros y á los 
oficiales en sus mutuas querellas”544, y se encargaba de establecer los castigos de los 
menores. El primero de estos jueces fue Francisco de Falchs, atribuyéndosele, en 
1407
545
, las siguientes competencias: 
 
“Damos, conferimos a vos (Francisco de Falchs) licencia y pleno poder –convocando al dicho 
Padre de Huérfanos y no sin su consentimiento- para coger y para poner a los ya dichos huérfanos 
simplemente en grillos o en cepos, como más arriba se expresa, y es aquí acostumbrado: Expresamente y 
en ciencia cierta os mandamos en lo tocante a todas y cada una de las causas promovidas y por 
promover da los dichos huérfanos referentes, en conjunto o separadamente, ora como agentes, ora como 
pacientes, que simplemente y de plano y sin aparato ni formalidad de juicio, mirando solamente por la 
verdad, y con las palabras más sencillas y naturales y negada toda apelación y recurso, terminéis tales 




Como puede comprobarse a tenor del texto citado, la propia institución se 
convierte en un Tribunal de Huérfanos, con competencia para conocer las diversas 
causas en última instancia
547
. Así, esta figura podía impartir justicia entre sus detenidos, 
prendiéndoles y encerrándolos en las cárceles, donde estaba autorizado para imponerles 
                                                             
543 Posicionamientos en contra de la consideración de Juez del Padre de Huérfanos, encontramos 
en la obra de Mattheu y Sanz, quien sostiene que “Pater orphanorum non eft proprie Iudex, fed adinflar 
curatoris”, Cfr. Mattheu y Sanz, L.: Tractatus… ob. cit., pp. 63 y 64; no obstante, la consideración de 
Juez del Padre de Huérfanos ha sido claramente demostrada por De Rojas en su escrito monográfico, 
explicando además como, en la sentencia de 18 de enero de 1716, se ratifica dicha condición ya otorgada 
por Felipe V, “declarando por Juez y Padre de Huérfanos a Francisco Perigallo, y como tal Juez pueda 
conocer y terminar definitivamente las causas de los salarios de los menores huérfanos, y poner sus 
sentencias en ejecución”. Cfr. De Rojas, F.: El Padre de Huérfanos... ob. cit.,p. 59; más recientemente, 
entre nuestros penalistas se le ha dado el título de “Juez Penal” a esta figura histórica en nuestra 
geografía. Verbi gratia, Ríos Martín, J.C.: El menor infractor… ob. cit., p. 91. 
544 Cfr. Boix, V.: Apuntes históricos... ob. y loc. cit. 
545 Según escribe De Rody, “el Rey don Martín “El Humano”, tres años antes de su muerte, ante 
los casos en que el Justicia de lo criminal no se consideraba con potestad para entender en los delitos de 
los jóvenes, concede pleno poder al Curador de Huérfanos en la persecución y castigo de los delitos que 
estos pudieran cometer y, en el año 1407, queda establecido el Juzgado de Huérfanos”. Vid. De Rody: 
“Un aniversario en el extranjero…” ob. cit., p. 98. 
546 Cfr. De Rojas, F.: El Padre de Huérfanos... ob. cit., p. 17 y notas al pie (el autor obtiene el texto 
original del Archivo de la Corona de Aragón en Barcelona. Registro 2.154, folio 49). 
547 En este sentido, Salillas reclamaba la institución valenciana como el antecedente de la Juvenile 
Court de Inglaterra y EE.UU., cuando escribía que “ese Tribunal, con fines análogos, ha revivido en 
nuestros tiempos, no en España, en los Estados Unidos de Norte-América, en la ciudad de New York, y 
ya está implantado en Inglaterra y se implantará progresivamente en todos los países cultos. Se llama 
Juvenile Court…”. Cfr. Salillas, R.: “Caso de Alarma Social”, en Revista Penitenciaria, Año II, Tomo II, 
Eduardo Arias, Madrid, 1905, p. 433; también Valdés Rubio lo considera el antecedente de los Tribunales 
de jóvenes, opinión que cuenta con el apoyo de la doctrina mayoritaria. Vid., al respecto, Valdés Rubio, 
J.Mª.: Derecho Penal, su filosofía… ob. cit., p. 83. 





castigos, acordes a la edad de los infractores
548
. Tales cargos, tanto en el caso del 
curador como en el de socio, eran muy respetados en la comunidad, siendo ejercidos por 
relevantes funcionarios
549
 que debían por ello poseer unas características específicas
550
: 
en el caso del curador de huérfanos, Mattheu y Sans, en 1677, indica cómo debían ser 
“respetables, casados y servir gratuitamente el cargo un año”551; para el ayudante del 
curador, o Juez de Huérfanos, se exigía, por su parte, “buena fama y condición honesta 
para ejecutar las correcciones y medir la intensidad de las penas”552. 
 
En un primer momento, por lo tanto, se nombraron dos oficiales para el 
desempeño de la tarea de “instruir y dar oficio a los huérfanos mendigos y estableciendo 
los azotes y el destierro en caso de resistencia”553. Más tarde, a partir de 1467, el título 
de Padre de Huérfanos pasó a ser ejercido de modo unipersonal
554
. Será finalmente en 
1475, como afirma De Rojas, cuando, de manera oficial, en la persona de Jorge del 
Royo, “se confunden el empleo de Juez con la categoría de Padre de Huérfanos”555, 
otorgándose tales atribuciones a una sola figura, para ocuparse de dar protección y 
asistencia a los menores huérfanos, esencialmente en cuestiones de carácter civil, 
relacionadas con los oficios a los que eran entregados dichos menores
556, con “potestad 
                                                             
548 Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 19. 
549 En su obra, Vicente Boix incluye una relación de algúnos de los hombres que desempeñaron 
este puesto y las profesiones de las que provenían: “Por los años 1383: Benito Sola, Matheu Espanyol, 
mercaderes. Por los de 1497: Jaume Gallent, Jorge del Rollo, notarios. Por los de 1518: Miguel Juan 
Gallent. Por los de 1573: Juan Jerónimo Sanz, Don Francisco Fernández Esmir. Por los de 1654: Onofre 
Forés. Por los de 1710: Francisco Perigallo. Por los de 1756: Vicente García, abogado”. Cfr. Boix, V.: 
Valencia, histórica… ob. y loc. cit. 
550 Discrepamos en este punto, de la laxa interpretación de Vázquez González y Serrano Tárraga, 
quienes han venido a señalar: “siendo el carácter de la institución marcadamente benéfico y educativo, sin 
que se requiriera para el  desempeño del cargo de curador más que gran celo para la salvación de la 
juventud”. Cfr. Vázquez González, C.: “Primeras normas…” ob. cit., p. 178; de la misma opinión, 
siguiendo al autor citado, Vid. Serrano Tárraga, Mª.D.: “Legislación penal de menores en España. 
Antecedentes históricos”, en Vázquez González, C. y Serrano Tárraga, Mª.D. (Ed.): Derecho Penal 
Juvenil. 2ª Ed., Dykinson, 2007, p. 273. 
551 Vid. Mattheu y Sanz, L.: Tractatus… ob. y loc. cit.; en el mismo sentido, Zarandieta Mirabent, 
E. y Anguera de Sojo, J.: De Criminalidad... ob. cit., p. 11; De las Heras, J.: La vida del niño 
delincuente… ob. cit., p. 215; también, Lasala Navarro, G.: “La cárcel y los niños…” ob. cit., p. 45; el 
mismo: “Instituciones protectoras y reformadoras…” ob. cit., p. 1680; más recientemente, Benito Alonso, 
F.: “Los Antecedentes…” ob. cit., p. 12. 
552 Cfr. De Rojas, F.: El Padre de Huérfanos... ob. cit.,p. 16 
553 Vid. Antón Oneca, J.: Derecho Penal, Tratado II. Gráfica Administrativa, Madrid, 1949, p. 597. 
554 Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes... ob. cit., p. 21. 
555 Cfr. De Rojas, F.: El Padre de Huérfanos... ob. cit.,p. 19. 
556 Indica De Rojas, en su obra, que “esta plenaria autoridad del Padre y Juez de Huérfanos se 
constreñía a las causas ordinarias referentes a los huérfanos y huérfanas con ocasión y motivo tan solo de 
la soldada, pero compartiéndose esta autoridad, por más que otra cosa nos dice la provisión de Juan II, 
con el Tribunal del Gobernador del Reino”; Cfr. De Rojas, F.: El Padre de Huérfanos… ob. cit., p. 21. 





para llevar a cabo lo sentenciado, haciendo ejecución y presa en los bienes de los 
culpables”557, en aquellos casos en los que los amos a los que servían dichos menores 
los maltrataran o les negaran alguna de sus atribuciones. En cuanto a su elección y su 
financiación, tal y como afirma Boix, “el Consejo General elegía al Padre de 
Huérfanos, á quien solía asignar ciertas cantidades para cubrir las atenciones de su 
filantrópico oficio, y para el pago de sus andadores ó avisadores. Este cargo, como 
todos los demás de la Municipalidad, era gratuito”558. 
 
En cuanto a la vertiente de mayor interés para nuestro objeto de estudio, la 
corrección e interinidad de los menores, De Rojas detallaba, sintéticamente, la situación 
de los mismos. En sus términos, en un primer momento, “habían estado siempre los 
huérfanos y huérfanas en las casas de los respectivos Padres de Huérfanos, y esto desde 
la institución del oficio, corriendo al cuidado de las doncellas a cargo de una mujer 
mayor (o de edad) que residía en la misma casa del Padre de Huérfanos (…). La 
corrección de los niños corría a manos del Alguacil”559, siempre bajo la supervisión del 
Padre de Huérfanos. En el último lustro de la institución (1758), los menores serían 
internados en el Depósito de la Casa de Misericordia
560
, con separación entre varones y 
hembras
561
. Además de ello, como ya mencionamos supra, el Padre de Huérfanos de 
Valencia tuvo potestad para decretar la prisión y encarcelamiento de los menores
562
. Del 
mismo modo, nos encontramos con ésta facultad punitiva en la ciudad de Calatayud, 
donde la institución tenía la categoría y consideración de Oficial de la Ciudad, 
encontrándose, entre sus potestades, la de prender a los jóvenes con capacidad para 




                                                             
557 Cfr. De Rojas, F.: El Padre de Huérfanos... ob. cit.,p. 29. 
558 Cfr. Boix, V.: Apuntes históricos… ob. cit., p. 101.  
559 Cfr. De Rojas, F.: El Padre de Huérfanos... ob. cit.,p. 70. 
560 Antiguo hospicio situado en la Plaza de San Miguel, y fundado por el arzobispo Ambrosio 
Ignacio Espínola en 1671, cuya construcción finalizó en 1675. Vid., al respecto, Boix, V.: Valencia, 
histórica… ob. cit., p. 35; en el mismo sentido, Vid. Lasala Navarro, G.: “Instituciones protectoras y 
reformadoras…” ob. y loc. cit. 
561 Cfr. De Rojas, F.: El Padre de Huérfanos... ob. cit.,p. 69. 
562 Vid. De Rojas, F.: El Padre de Huérfanos... ob. cit.,p. 51. 
563 Vid. De la Fuente, V.: Historia de la siempre… ob. cit., p. 266, donde se transcribe la normativa 
de aquella institución que, en concreto dispone que el Padre de Huérfanos de Calatayud “tenga en su 
casa un cepo grande y otros pequeños para sujetar y castigar a los que debiere hacerlo por su oficio”, asi 
como “lleve registro de los castigados” y “use baston de Judez pero negro…”; al respecto, Vid. Lasala 
Navarro, G.: “La cárcel y los niños…” ob. cit., p. 46; el mismo: “Instituciones protectoras y 
reformadoras…” ob. cit., p. 1684. 





La institución del Padre de Huérfanos fue ratificada posteriormente y mejorada 




 y Felipe IV
566
, consolidándose y extendiéndose 
posteriormente por los demás reinos de Castilla y de Navarra, perdurando hasta las 
postrimerías del siglo XVIII, fechada su desaparición el 11 de diciembre de 1793 por 




Aunque su extensión por todos los reinos lo consagró como el antecedente de los 
primeros Tribunales de Menores, existían algunas variaciones entre cada una de sus 
manifestaciones. Por ejemplo, “la institución presentó en Navarra más bien matiz civil y 
administrativo, limitando sus funciones a la recogida y traslado de los expósitos y a la 
lucha contra la alta mendicidad”568; si bien, no debe desdeñarse, como bien apunta 
Salinas Quijada su marcado carácter jurídico penal, pudiendo imponer penas de prisión 
(encarcelamiento) y destierro de la ciudad, además de las corporales, pecuniarias o 
puramente infamantes
569
 a los mendigos y malhechores. En Zaragoza, además de 
cumplir funciones de protección de huérfanos, de forma análoga a la institución 
                                                             
564 Quien confirmó la institución por Real Cédula, a favor de Miguel Juan Gallén, según recoge 
Lasala Navarro, G.: “La cárcel y los niños…” ob. cit., p. 45. 
565 En parte gracias a la figura de Juan Jerónimo Sanz, a quien De Rojas otorga el título de 
“restaurador del oficio de Padre de Huérfanos”, quien redactara una carta de petición al monarca con una 
serie de capítulos que, “de regir y observarse acaben con los grandes abusos, escándalos y latrocinios que 
se cometen”. Vid, el listado de estos capítulos en De Rojas, F.: El Padre de Huérfanos... ob. cit.,pp. 38 y 
ss. 
566 Nuevamente, es la petición de uno de los funcionarios (Andrés Samper), que desempeñaron el 
cargo, la que consigue “la confirmación y publicación de los privilegios de la institución, otra vez en 
olvido y menosprecio, cosa que se decretó por el Rey a 15 de Mayo de 1661”; Vid. De Rojas, F.: El Padre 
de Huérfanos... ob. cit.,p. 52. 
567 Acerca de la desaparición del Padre de Huérfanos durante el reinado de Carlos IV, podemos 
encontrar en la Real Resolución  y posterior Cédula de Consejo, de 4 de noviembre, de 1791, el siguiente 
texto sancionado por el monarca, que se opone a las funciones del Padre General de Huérfanos, al 
parecer, por algúnas irregularidades en su gestión: “Con el fin de evitar que el caudal de los pupilos y 
huérfanos se disipase en diligencias judiciales y costas, que por lo común causaban los llamados padres 
generales de menores, y defensores de ausentes, cuyos oficios por gravosos se han consumido en muchos 
pueblos del reyno, adopto en mi Consejo el medio de conceder permiso á los testadores, para que luego 
que fallezcan, formen los aprecios, cuentas y particiones de sus bienes, los albaceas, tutores ó 
testamentarios que señalen, como sugetos imparciales, integros y de su total confianza…”. Cfr. Novissima 
Recopilación: Libro X, Título XXI, Ley X; al respecto, sobre las fechas de desaparición de la institución, 
Vid. De Rojas, F.: El Padre de Huérfanos... ob. cit.,p. 72; recientemente, Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho 
Penal de Menores. Tirant lo Blanch, Valencia, 2001, p. 59. 
568 Cfr. Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes... ob. cit., pp. 52; sobre estas funciones, Quijada 
Salinas escribe: “el Padre de Huérfanos debía velar por los menores de edad, evitando la mendicidad 
infantil, privando de sus padres a los hijos expuestos a la caridad pública y procurando la colocación de 
los mismos en trabajos honestos”. Cfr. Salinas Quijada, F.: El Padre de Huérfanos de Navarra. Gráficas 
Iruña, Pamplona, 1954, p. 209. 
569 Vid. Salinas Quijada, F.: El Padre... ob. cit., pp. 166-168. 





valenciana, realizaba funciones policiacas
570
, y de castigo para las que apoyaba su 
autoridad en la vara municipal “a veces utilizada con violencia, acompañado por un 
verguero propio, ambos con salarios a cargo del Municipio”571. Además de ello, según 
el Estatuto de 1577, tenía la potestad de “castigar a tal moço o moça dándole açotes o 
otro castigo moderado y ponerlos en el cepo grande o pequeño, a su arbitrio y 
descreccion conforme a la edad de aquellos”572, en aquellos casos en los que el menor 
no esté dispuesto a respetar la autoridad del amo al que haya sido destinado, o se 
muestre rebelde o huya de la misma. Gracias a la obra de Zarandieta Mirabent
573
, 
conocemos que en el Estatuto de 1628, donde se indicaba que “si algun mozo o moza 
salidos de casa de su amo sin cumplir el tiempo por que fueron conducidos o firmados 
se receptaren en casa de algún vecino de la presente ciudad que el dueño o dueños de tal 
casa donde se receptaren tenga obligación dentro de veinticuatro horas contaderas de la 
que llegaren a sus dichas casas de denunciar los tales mozos o mozas al Padre de 
Huérfanos”. Al respecto, en un breve artículo de Guallart y López de Goicoechea se 
reconoce al Padre de Huérfanos de Zaragoza una “verdadera función penal”, potestad 
disciplinaria al fin, por cuanto su labor “no era sólo el cuidado de colocación de los 
menores abandonados y vagabundos, sino también la sanción de las desobediencias e 
infracciones; a tales fines, el padre deberá tener dos camas en su casa, y disponer de 
celdas o cepos en el hospital de Nuestra Señora de Gracia, pudiendo igualmente dar al 
mozo o moza azotes u otro castigo moderado y ponerlos en el cepo grande o 
pequeño”574.  
 
                                                             
570 Vid. González, J.F.: Crónica de la Provincia de Zaragoza. Rubio y Compañía, Madrid, 1867 (de 
la que existe una edición actual de Maxtor, Valladolid, 2003); y también, Vid. Lasala Navarro, G.: 
“Instituciones protectoras y reformadoras…” ob. cit., p. 1682. 
571 Cfr. San Vicente Pino, A.: “Recuerdos y Remiendos de una Tesis doctoral sobre el oficio 
concejil en Zaragoza llamado Padre de los Huérfanos”, en Aragón en la Edad Media, XX, Zaragoza, 
2008, p. 730; en el caso del Padre de Huérfanos de Valencia, existían también algúnas figuras de apoyo a 
la autoridad del curador. Así describe De Rody: “había Curadores o Padres de Huérfanos; Tenientes de 
Padres de Huérfanos; Asesores de Padres de Huérfanos; Escribanos; Tenientes Escribanos; Depositario y 
Alguaciles”. Cfr. De Rody: “Un aniversario en el extranjero…” ob. cit., p. 97; con literalmente los 
mismos términos, Lasala Navarro, G.: “Instituciones protectoras y reformadoras…” ob. cit., p. 1679. 
572 Cfr. San Vicente Pino, A.: El oficio… ob. cit., p. 58. 
573 En su obra conjunta con Anguera de Sojo se encuentra la trascripción completa del texto, Vid. 
Zarandieta Mirabent, E. y Anguera de Sojo, J.: De Criminalidad... ob. cit., pp. 12-21. 
574 Cfr. Guallart López de Goicoechea, J.: “El Padre de Huérfanos del Municipio de Zaragoza”, en 
Estudios de Derecho Aragones, Primera Semana de Derecho Aragones, Jaca, 1942, pp. 19-26; también 
podemos encontrar fragmentos de esta obra transcritos literalmente en Lasala Navarro, G.: “Instituciones 
protectoras y reformadoras…” ob. cit., p. 1683. 





También en Castilla surgió, durante el siglo XVII, una institución análoga 
denominada Padre General de Menores, “matizada, más que por sentimientos 
primordialmente caritativos, por un carácter jurídico de tutela a favor de quienes 
perdieran a sus padres” 575. Asimismo, en Madrid se instauró, en 1421, la Archicofradía 
de la Caridad y la Paz, donde además de la actuación del Padre General de Huérfanos, 
existían hermandades que se ocupaban de estos menores, entre las que puede señalarse 




La institución comenzó a decaer a partir de la última mitad del siglo XVII, en 
parte, como señala Boix, por los abusos cometidos por uno de estos dignatarios, “que 
cometió abusos que escandalizaron al público, de modo que en 10 de mayo de 1794 se 
suprimió este tribunal, recogiéndose los niños huérfanos en la Casa de Misericordia, y 
dejando á las criaturas completa libertad”577. Sobre la identidad de este funcionario, así 
como de sus infames prácticas, tan sólo sabemos que la causa se instruyó en tiempos de 
Carlos IV
578
. Tal abuso de autoridad por parte del Padre de Huérfanos, encuentra, en 
opinión de García Valdés, su fundamento en las múltiples atribuciones de la figura, pues 
“tanto poder en manos de una persona no podía ser conveniente”579. 
 
Por último, quedarían por señalar otras instituciones, de origen también 
valenciano, dedicadas a la protección de menores, que si bien no poseían las mismas 
atribuciones “procesales y punitivas” del Padre de Huérfanos, merecen una breve 
reseña en nuestro estudio, a saber: la Cofradía de Horfens o Xiquets de Sent Vicent, 
fundada en 1410, “para amparar a los niños moros abandonados por sus padres”, y 
también los padres de pobres de las parroquias; el procurador de pobres y miserables
580
; 
el Afermamoços y la institución de Santa Ana para doncellas jóvenes y necesitadas
581
. 
                                                             
575 Cfr. Guallart López de Goicoechea, J.: El Derecho penal… ob. cit., p. 87. Acerca del Padre 
General de Menores, también Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 693; De las 
Heras, J.: La vida del niño delincuente... ob. cit., p. 217. 
576 Vid. Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes... ob. cit., pp. 52 y 53. 
577 Cfr. Boix, V.: Apuntes históricos… ob. cit., pp. 84 y 85; en el mismo sentido, Vid. De las 
Heras, J.: La vida del niño delincuente… ob. cit., p. 215; y, también, Vid. Lasala Navarro, G.: 
“Instituciones protectoras y reformadoras…” ob. cit., p. 1680. 
578 Vid. Zarandieta Mirabent, E., y Anguera de Sojo, J.: De Criminalidad… ob. cit., p. 11; en el 
mismo sentido, Vid. Lasala Navarro, G.: “La cárcel y los niños…” ob. cit., p. 45. 
579 Cfr. García Valdés, C.: Los presos jóvenes... ob. cit., p. 20. 
580 Vid. Lasala Navarro, G.: “La cárcel y los niños…” ob. y loc. cit. 
581 Acerca de esta institución, Vid. Riva, C.: El Consejo Supremo de Aragón en el reinado de 
Felipe II: Estudio y transcripción de los documentos de este Consejo, existentes en el Museo Británico, 





2.3.5. Ejemplos foráneos con proyección: a) El Hospicio de San Felipe Neri. 
 
Tan sólo unos años posterior a la aparición de las trascendentes Casas de 
Corrección de Inglaterra y Ámsterdam, que contemplamos infra, aparecía en Florencia 
como resurgimiento de la iniciativa puesta en marcha por Hipólito Francini en 1653, y 
desarrollada posteriormente por el sacerdote Filippo Franci, una institución consagrada 
a la corrección de niños vagabundos, muchachos descarriados, hijos de familias 




El significado de esta institución florentina lo encontramos en la historia y vida 
del propio santo de la que toma su nombre, cuya biografía fue escrita por el clérigo y 
secretario provincial Antonio Vázquez, en 1651. En ella se presenta al eclesiástico 
canonizado como un hombre pío, combatiente de la pobreza que padecía Europa en 
aquellos tiempos, que “dolíase de ver resfriada la caridad, autorizada la maldad, 
apestada la gente moza y aun los viejos distantes de la cordura y buen seso que de todos 
exige el Evangelio de Christo”583. Si bien la obra vino a justificar la santificación de 
Felipe de Neri, también recoge su preocupación genérica por los desamparados; y, en 




                                                                                                                                                                                  
Miguel Jimeno, Valencia, 1917, fechado el 4 de agosto de 1587, número de Documento 325, que consta 
de tres partes: 1ª. Petición desde Valencia al Consejo Supremo de Aragón; 2ª. La resolución de dicho 
Consejo, y 3ª. La Real aprobación, y del que Lasala Navarro reproduce, en su artículo “Instituciones 
protectores y reformadoras…” ob. cit., p. 1681, con el tenor siguiente: “1ª. Dize que por aver fundado una 
casa que llaman de Santa Ana donde se recojen doncellas para religiosas y casadas, en que se sirve 
mucho a Dios, se cargó de más de seiscientos ducados de censo, y que hallándose con pocas fuerzas para 
llevar adelante esta obra, hizo donación de la dicha casa, haura un año, a las monjas de Nuestra Señora 
del Carmen.- Supplico que, para poderse desempeñar, le haga su Majestad merced y limosna de una 
condenación que se ha hecho en Valencia a Juana Ana Argenta Pallarés, en quantidad de dos mil libras. 
2ª.- Resolución del Consejo: Paresçe al Consejo que, por ser obra de charidad, podrá Su Mujestad 
hazérsela de doscientas libras consignadas sobre las dos mil de la condenación que dices.-Chinchón. 3ª. 
Aprobación.- Está bien lo que paresçe.- El Rey”. 
582 Vid. Cuello Calón, E.: La moderna penología… ob. cit., p. 304; en el mismo sentido, Neuman, 
E.: Prisión Abierta, una nueva experiencia penológica, 2ª Ed., Depalma, 1984, p. 22. 
583 Cfr. Lorenzo Villanueva, J.: Año Cristiano de España. Volúmen 5, Imprenta Real, Madrid, 
1792, p. 454. 
584 En la obra de Antonio Vázquez podemos encontrar varios ejemplos. Así, puede leerse: 
“Quedaron en Roma dos dózellas Florentinas, huérfanas de padre, y madre, no poco hermosas, y luego 
que llegó a noticia a Felipe de fu defamparo, y pobreza, las fue á buscar, y las recogió en vna cafa, 
donde las fuftento de todo lo neceffario, hafta que las embio a Florencia, donde las hizo entrar Monjas, y 
en efte eftado puso a muchas, como para cafarfe dio a otraf muy quantifos dotes. No dexo fu entrañable 
caridad, oluidados a los pobres encárcelados, vifitaudolos muchas vezes, y también hazia los vifitaffen 
fus hijos efpirituales, embiando muchas femanas a repartir por ellos, grueffas partidas de dinero”. 





El régimen de la institución italiana se caracterizó por normas que más tarde 
podrán encontrarse en los conocidos como sistemas penitenciarios
585
, ya en el XIX, 
identificadas por la separación nocturna
586
 y el confinamiento individual en celdas con 
capuchas ocultando su rostro. 
 
La idea reformadora del Hospicio de San Felipe de Neri, influyó 
considerablemente en épocas posteriores. Como ejemplo de tal influjo, el monje 
benedictino Jean Mabillón, de la Abadía de Saint Germain de París, plasmó su 
fascinación por el sistema de Franci en su obra “Reflexiones sobre las prisiones 
monásticas” (Reflexions sur les prisions des ordres religieux)587, escrito alrededor de 
1690
588
, y publicada en 1695 en Francia, donde, además de analizar los problemas sobre 
las penas aplicadas al mundo eclesiástico, señalaba que la Iglesia tenía potestad para 
imponer castigos entre sus clérigos, pero ya que “no podía permitirse condenarlos a 
muerte, debió apelar a las prácticas de detención y a las penas corporales”589, y proponía 
el sistema de encierro celular de los penitentes, la privación de visitas del exterior y los 
ayunos como modelo de redención. 
 
2.3.6. b) El Hospicio de San Miguel de Roma. 
 
Esta idea de reforma del menor infractor, mendigo, huérfano o en situación de 
pobreza, comenzó a extenderse y, con ella, llegaron las primeras instituciones que 
compartirían el protagonismo, junto a las Casas de Corrección, de los antecedentes del 
internamiento, de menores infractores. Los Hospicios, empezaron a cargar con el peso 
de la reforma penitenciaria en los jóvenes, impulsando la privación de libertad como 
                                                                                                                                                                                  
Vázquez, A.: San Felipe Neri: Epitome de su vida, sacado de lo que della han escrito Autores diuerfos. 
Gregorio Rodríguez, Madrid, 1651, p. 27. 
585 Vid. Cuello Calón, E.: La moderna penología… ob. cit., p. 305; opinión seguida por Garrido 
Guzmán, L.: Manual de Ciencia… ob. cit., p. 83; recientemente, Leganés Gómez, S.: La evolución de… 
ob. cit., p. 20. 
586 Vid. Von Liszt, F.: Tratado… Tomo III, ob. cit., , p. 247. 
587 Vid. Sellin, T.: “Dom Jean Mabillon –A Prison reformer of  the seventeenth century“, en 
Journal of American Institute of Criminal Law and Criminology. Volume XVII,  Número 4, 1927, pp. 
581-602; Neuman, E.: La Prisión... ob. cit., pp. 22 y 23; también, Vid. Spierenburg, P.: The Prison 
Experience... ob. cit., p. 14. 
588 Vid. Peters, E.M.: “Prison before the Prison: The Ancient and Medieval Worlds”, en VV.AA. 
(Morris, N. y Rothman, D.J., Eds.): The Oxford History of the Prison: The Practice of Punishment in 
Western Society. Oxford University Press. New York, 1995, p. 27. 
589 Cfr. Adelantado Gimeno, J.: Orden Cultural y Dominación. La cárcel en las relaciones 
disciplinarias (I). Tesis doctoral, Bustos Ramirez, J.J. (Dir.), Bellaterra-Barcelona, 1991, p. 98. 





pena para éstos y los regímenes de duro trabajo y disciplina para la corrección moral del 
infractor.  
 
Se trataba, por tanto, de un sistema indeterminado de penas aplicado a los 
menores que tendrá su continuidad en prácticamente todas las instituciones 
penitenciarias históricas. El primer antecedente se encuentra, según explica Jiménez de 
Asúa, en la antigua penitencia de la Iglesia católica, derivada de la enmienda del 
pecador, por la que se encerraba al culpable hasta que corrigiese su conducta
590
. Una de 
las primeras instituciones en establecer este criterio será precisamente el Hospicio de 
San Miguel en Roma, dedicado al internamiento de jóvenes.  
 
Ejemplo insigne de ello, relativo a los menores infractores, es el Hospicio de San 
Miguel de Roma, fundado por el Papa Clemente XI (retomando el camino iniciado por 
la Casa del Pia di Refugio), en la ciudad eterna, mediante Motu proprio de 14 de 
noviembre de 1703. Se erguía así, una de las primeras y más notorias casas de 
corrección para jóvenes, procurando asimismo asistencia y asilo a huérfanos y ancianos 
inválidos, bajo el simbólico lema que sigue: “No es bastante constreñir a los perversos 
por la pena, si no se los hace honestos por la disciplina”591. Lo más llamativo de esta 
                                                             
590 Vid. Jiménez de Asúa, L.: La sentencia indeterminada, el sistema de penas determinadas “a 
posteriori”. Hijos de Reus, Madrid, 1913, pp. 18 y 19. 
591 Lema traducido del latín que decía “parum est coercere improbos poena, nisi probos efficias 
disciplina“. Vid. Howard, J.: Etat des prisions, des hôpitaux et des maisons de force, traducido al francés 
por Langlois. Tomo I, Libro 2, Lagrange, Paris, 1788, pp. 280-282. El afamado filántropo inglés, en su 
periplo por las prisiones europeas, también visitó el Hospicio de San Clemente en Roma, describiéndolo 
con estas palabras: El hospital de Saint-Michel es un edificio vasto y noble; su fachada, por detrás, tiene 
cerca de  novecientos pies de largo. Se compone de varios patios rodeados de edificios (...). Otra parte de 
este hospital es una prisión para los niños y los jóvenes. Leemos en su puerta esta inscripción: Clemens 
XI. Poon. Max. Perditis adolescentibus corrigendis instituendisque, ut qui inertes oberant, instructi 
reipublicae serviant. An. Sal. M. DCCIV. Pont IV. En la sala, nos encontramos con esta frase, que indica 
el gran objetivo al que deben buscar todas las leyes penales: Parum est coercere improbos poena, nisi 
probos efficias disciplina. Es poco castigar a los infractores con la pena, si no los volvemos buenos con 
una sabia disciplina; asimismo, en relación con aquél lema, Vid. Herreros de Tejada y Azcona, J.Mª.: 
“Jóvenes Delincuentes“, en Revista de Estudios Penitenciarios, Año XI, Número 119, noviembre-
diciembre, Madrid, 1955, p. 10; asimismo, Neuman, E.: La Prisión... ob. cit., p. 23; Wines indica, además 
del lema, que encima de la puerta del Hospicio podía leerse, según sus propias palabras: “For the 
correction and instruction of profligate youth, that they who were idle  were injurious, may when taught 
become useful, to the State” (literalmente,“a la corrección y la instrucción de la juventud libertina, que los 
ociosos y perjudiciales, pueden ser útiles, cuando se les enseña, al Estado”), sentencia que recoge el 
espíritu del régimen de la institución: corrección a través del trabajo. Cfr. Wines, H.F.: Punishment and 
Reformation, a study of the penitentiary system (reimpresión de la edición en facsímil, publicada por 
Thomas Y. Crowley Company, New York, 1919). Elibron Classics, New York, 2005, p. 122; lema en 
todo caso similar al de Séneca que, bajo el frontispicio Castigatio, regía en la puerta de la Rasp Huis de 





figura, es que aquellos a los que albergaba se encontraban sometidos a un verdadero 
régimen penitenciario, encaminado a su reforma moral
592
. Este estricto régimen de vida 
mantenía a los menores aislados en su celda durante la noche, mientras por el día se les 
daba oficio y ocupación, bajo la regla del estricto silencio implementando, así, las raíces 
del posterior sistema celular en su modalidad de Auburn
593
. Esto la convertía, en fin, en 
una de las primeras construcciones, junto con la prisión de Gante
594
 -que también 
integrara un departamento separado para jóvenes-, “construidas para el nuevo menester 
de aislar personas”595. 
 
La importancia de aquella institución para el estudio penitenciario de menores es 
determinante, pues sería Clemente XI el iniciador de lo que puede definirse como una 
reforma penitenciaria para el joven infractor. A tal relevancia hizo mención Howard 
Wines, quien acertadamente indica que esta institución “es el límite que divide dos 
civilizaciones, dos épocas históricas”596. Una reforma, sin embargo, que se encontraría 
aún lejos de cuajar, pues frente a la mera custodia del delincuente, el establecimiento 
italiano es la excepción; como expresara García Valdés, el Hospicio de San Miguel de 
Roma, “es experimento generoso, pero ignorado, sin consolidar”597. Para mostrar la 
importancia de su labor, valga entonces la trascripción del Barón de Henrion en su obra, 
traducida por Díaz Iglesia Castañeda, de las palabras de Clemente XI, a propósito del 
Hospicio de San Miguel: “Ahora que se encuentra terminada la pequeña casa con sus 
sesenta celdas separadas entre sí, y todas comprendidas en un gran grupo; que cerca de 
esta sala las dependencias pueden servir de talleres para los trabajos de paños y otras 
industrias…, queremos y mandamos a todos los niños o jóvenes menores de veinte 
años, que en lo sucesivo sean presos por faltas cometidas por ellos, en lugar de ser 
conducidos á las prisiones públicas, serán trasladados á la nueva casa de corrección”598. 
                                                                                                                                                                                  
Amsterdam, justo encima del carro tirado por leones, como veremos infra: “Virtutis est domare, Quae 
Cuncti Pavent”. 
592 Vid. Cuello Calón, E.: Penología… ob. cit.; el mismo: La moderna penología.... ob. y loc. cit. 
593 Vid. Bernaldo de Quirós, C.: Lecciones... ob. cit., p. 180; recientemente, Leganés Gómez, S.: 
La evolución… ob. y loc. cit. 
594 Vid. Wines, H.F.: Punishment… ob. cit., p. 133 
595 Cfr. García Valdés, C.: “Una nota acerca del origen de la prisión”, en García Valdés, C. (Dir.): 
Historia de la Prisión. Teorías economicistas… ob. cit., p. 407. 
596 Cfr. Wines, H.F.: Punishment… ob. cit., p. 123; en el mismo sentido, Vid. Cuello Calón, E.: 
Penología… ob. cit., p. 107. 
597 Cfr. García Valdés, C.: “Una nota acerca…” ob. cit., p. 400. 
598 Vid. Berault-Bercastel, A.H.: Historia General de la Iglesia. 2ª Ed., Tomo VIII, por M. el Barón 
de Henrion. Traducción de Epifanio Díaz Iglesia Castañeda, Imprenta de Ancos, Madrid, 1854, p. 458. 





 Además del testimonio escrito del propio Clemente XI, Wines ha señalado acerca 
del Hospicio de San Miguel de Roma, que “no era una cárcel pura y simple. Contenía un 
departamento para doscientos niños huérfanos, y otros departamentos para ancianos y 
enfermos, hombres y mujeres, de los cuales había quinientos, mientras que el número de 
niños criminales sólo era de cincuenta. Más tarde, el plan de la institución preveía 
sesenta celdas individuales, en tres niveles, uno encima del otro, diez celdas en cada 
fila, en los dos lados de un amplio salón iluminado por tres grandes ventanas, una al 
final y uno en cada lado. Este corredor era utilizado como sala de trabajo común durante 
el día; en el centro colgaba una placa con una sola palabra: ¡Silencio!”599.  
 
Así, sin empacho, el Hospicio de San Miguel en Roma resulta el antecedente de 
los primeros centros específicos de menores, junto con las casas de corrección que, con 
mayor detenimiento atendemos infra. 
 
2.3.7. Hacia la pena privativa de libertad. Factores determinantes. 
 
Las sociedades europeas de los siglos XVI y XVII, son grandes beneficiarias de 
los nuevos sistemas de penas que se conforman en regímenes de trabajo forzado. El 
utilitarismo surgía como sistema integrador de la realidad punitiva, especialmente en 
España. Ello constituye mano de obra eminentemente sencilla y barata para usos 
públicos, esto es, una servidumbre útil al Estado. No obstante, como ya ha advertido 
una parte de la doctrina española (García Valdés, Sanz Delgado, Téllez Aguilera), y 
foránea (Spierenburg, Garland, Santoro, Throness, etc.), no debemos concentrar estos 
cambios, como se hace por algunos otros autores, en una razón meramente 
economicista, si no que, más bien al contrario, el paso que convierte la pena privativa de 
libertad de excepción a pena sustantiva y generalizada, se nutre de muchos otros 
factores determinantes, esencialmente de carácter político-criminal y religioso, que se 




                                                             
599 Cfr. Wines, H.F.: Punishment… ob. y loc. cit. 
600 En este sentido, y para comprender la amplitud y argumentación de las críticas a las teorías 
economicistas, Vid. Téllez Aguilera, A.: Los sistemas penitenciarios y sus prisiones… ob. cit., p. 35; el 
mismo: Nuevas penas y medidas alternativas a la prisión. Edisofer, Madrid, 2005, pp. 30 y ss. ; asimismo, 
Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., pp. 28-32.  





En este camino, podemos explicitar cuatro importantes factores
601
, determinantes 
para que las penas privativas de libertad ascendieran al puesto de prioritarias en el 
ordenamiento penal español: 
 
1. Factor político-criminal: La pena privativa de libertad comienza a ser usada 
debido a la gran explosión de delincuencia menor que se experimentó durante aquél 
periodo
602
. Las agrupaciones de civiles (Hermandades en la versión española) tenían 
potestad para perseguir a los ladrones y demás delincuentes que asaltaban en los 
caminos y ciudades. Durante los siglos anteriores, como hemos señalado, la 
delincuencia juvenil, motivada por razones económicas y de evidente desamparo, sufrió 
un importante aumento. Ante este volumen de delincuencia, y seguramente debido a la 
levedad de los delitos cometidos, las penas de carácter rigurosamente físico, por pura 




2. Factor penológico: intrínsecamente ligado al anterior, las penas corporales y, 
sobremanera, la pena de muerte, se encontraron en tela de juicio, y ello debido a la 
escasa eficacia disuasoria como finalidad práctica de las mismas. Tal y como expresara 
Von Hentig, “la pena privativa de libertad fue el nuevo gran invento social, intimidando 
siempre, corrigiendo a menudo, que debía hacer retroceder al delito, acaso derrotarlo, en 
                                                             
601 Vid. García Valdés, C.: Historia de la Prisión… ob. cit., p. 7-18; en el mismo sentido, Téllez 
Aguilera, A.: Los sistemas penitenciarios y sus prisiones… ob. cit., p. 36 y ss. 
602 En Holanda, nos dice Von Hentig, “los disturbios religiosos, las largas guerras, las destructoras 
expediciones militares del siglo XVII, la devastación del país, la extensión de los núcleos urbanos y la 
crisis de las formas feudales de vida y de economía agrícola, habían ocasionado un enorme aumento de la 
criminalidad a finales del siglo XVII y principios del XVIII. A ello vino a añadirse la supresión de los 
conventos, el desmenuzamiento de los gremios y la duda, muy extendida, sobre toda clase de autoridad. 
Se había perdido la seguridad; el mundo espiritualmente cerrado a los incrédulos, herejes y rebeldes, 
había quedado atrás. Había que vérselas con verdaderos ejércitos de vagabundos y mendigos. Puede 
establecerse su procedencia: nacían de las aldeas incendiadas y de las ciudades saqueadas; otros eran 
víctimas de sus creencias, víctimas arrojadas a los caminos de Europa. Era preciso defenderse de ese 
lastre o peligro social, mas no podía menos de sentirse simpatía por él, por razones religiosas o sociales 
cuando los ejércitos extranjeros habían hecho que cualquier otro espanto pasara a un segundo término. 
Estas legiones de pequeños criminales erraban en manadas por el país, deslizándose secretamente en las 
grandes ciudades”. Cfr. Von Hentig, H.: La Pena… II, ob. cit., p. 213. 
603 Tal y como indica Rothman, en el caso de las penas en la América colonial del siglo XVIII: 
“Pese a los esfuerzos de los colonos para encajar el castigo a los criminales, las multas, los azotes y el 
destierro eran muy tenues y limitados medios de tutela de la seguridad pública. El sistema trataba de ser 
flexible, pero a un grado excepcional, la eficacia de la pena dependía de la complicidad activa del 
delincuente”. Cfr. Rothman, D.J.: The Discovery of the Asylum, Social Order and Disorder in the New 
Republic. Little, Brown and Company, Boston-Toronto, 1971, pp. 50 y 52; al respecto, también, Téllez 
Aguilera, A.: Los sistemas penitenciarios y sus prisiones... ob. cit., p. 36. 





todo caso encerrarlo entre muros”604. Asimismo, es reseñable el motivo penológico que 
impulsara las Casas de corrección de Ámsterdam, respondiendo, como mantiene García 
Valdés, con una modalidad humanitaria y reeducadora (si bien sobre la base del trabajo 
forzado), ante la crueldad de la penalidad característica del imperio español dominante 
en aquellos territorios
605
. Debe entenderse, en contra de lo que pudiera pensarse a 
priori, que el comienzo del uso de los presos como mano de obra barata no es una 
consecuencia estricta o comunicada de este hecho, sino que se trata de una degradación 
progresiva de la funcionalidad de estas penas. Ello con base en el hecho de que en las 
sociedades europeas del siglo XVI y XVII (y, más concretamente en la España del Siglo 
de Oro), el proceso de industrialización no comenzó, de manera tardía, hasta finales del 
siglo XVIII (en España, los primeros talleres para la realización de trabajos por los 
penados surgen en Cádiz en 1803, tras siglos de utilitarismo penal bajo otros fines), y 
establecer una visión meramente utilitarista-económica olvidando los factores 
penológicos lleva al error sistémico. En efecto, en la España de comienzos del Siglo 
XVII las penas se distancian de la “aparatosidad de los castigos medievales para 
comenzar a centrarse en muy diversos tipos de encierros”606.  
  
3. Factor socio-económico: punto fuerte de las teorías revisionistas y 
economicistas que relacionaban este factor con la pena privativa de libertad y el origen 
de las prisiones
607
. Para esta línea de pensamiento, el Estado es el generador de una 
delincuencia que más tarde necesita, para usarla como mano de obra barata, siendo esta 
la mayor representación del poder, dominio y el control. Contra esta postura, García 
Valdés ha apuntado que no basta simplemente el pronunciamiento de este factor como 
determinante, pues “la prisión como pena aparece en Europa como sustituto de la pena 
de muerte, y por otro, que el humanismo cristiano y la ética calvinista, tienen campo de 
                                                             
604 Cfr. Von Hentig, H.: La Pena… II, ob. cit., p. 186.  
605 Vid. García Valdés, C.: “Una nota acerca…” ob. cit., p. 414. 
606 Vid. Téllez Aguilera, A.: Los sistemas penitenciarios y sus prisiones… ob. cit., p. 37. 
607 Para comprender la amplitud de esta línea doctrinal, tras la estela estructural-funcionalista 
procedente de las ideas de Rusche, G. y Kirchheimer, O: Pena e structtura sociale. Trad. Darío Melossi y 
Mássimo Pavarini, Bologna, 1978 (Ed. original Punishment and Social Structure. New York, 1939), Vid. 
Foucault, M.: Vigilar y castigar… ob. cit.; y también del mismo autor, La verdad y las formas jurídicas. 3ª 
Ed., Gedisa, Barcelona, 1993, passim.; siguiendo su estela, Vid., entre otros, Ignatieff, M.: A Just Measure 
of Pain. The Penitentiary in the Industrial Revolution, 1750-1850. Penguin Books, London, 1989 (1ª Ed. 
New York, 1978); o Melossi, D./Pavarini, M.: Cárcel y Fábrica. Los orígenes del sistema penitenciario 
(siglos XVI-XIX). Siglo XXI, Madrid, 1980 (1ª Ed. 1977), passim. 





proyección en el tema”608. Actualmente, esta concepción del nacimiento de la pena 
privativa de libertad ha hecho retroceder
609
 a las posiciones economicistas. La influencia 
de la industrialización del siglo XIX en Inglaterra, quedan relegadas a un tiempo muy 
posterior al de los primeros experimentos de las casas de corrección de Londres y 
Amsterdam, verdaderos inicios de la pena privativa de libertad, donde “el influjo 
luterano de la aversión a la limosna y necesidad de la labor humana y ética calvinista de 
que el objetivo de la actividad laboral no es la obtención de lucro ni las satisfacciones 
materiales”610, fueron los verdaderos desencadenantes de la construcción de las 
primeras prisiones correccionales. 
 
Este argumento crítico a las teorías neomarxistas, además, nos ayuda a entender 
los fenómenos de “Iniciativa Social”611, que vinieron a desarrollar una vertiente 
humanitaria, influida en muchos casos por las obras de los autores ya mencionados del 
siglo XVI, y su crítica al estado de las cárceles y lugares de encierro. Así, podemos 
encontrar ejemplos de este surgimiento de los primeros movimientos humanitaristas o, 
del antes mencionado espíritu cristiano, en las asociaciones religiosas dedicadas al 




4. Factor religioso: las influencias religiosas dentro de la reforma en la ejecución 
de las penas, citadas supra, han de resaltarse por su importancia frente a cualesquiera 
razones de otra índole. Que una de las principales excepciones a la prisión como medio 
procesal de custodia fuera, precisamente, el encierro eclesiástico no es baladí; ello no 
suponía un régimen de menor rigor (a menudo podemos encontrar similitudes entre las 
lúgubres prisiones subterráneas propias de la Edad Media del Siglo XII con ellas), pero 
                                                             
608 Vid. García Valdés, C.: Derecho Penitenciario… ob. cit., p. 29. 
609 Vid. Ignatieff, M: “Stato, società civile ed istituzioni total: una crítica delle recenti storie social 
della pena”, en Santoro, E.: Carcere e società liberale. 2ª Ed., G. Giappichelli Editore, Torino, 2004, 
pp.258-289, publicado originalmente en Tonry, M., y Morris, N. (Eds.): Crime and Justice: An Annual 
Review of Research. Volúmen 3, University of Chicago Press, Chicago, 1981, pp. 153-191; donde el autor 
de la obra A just measure of pain, de cariz puramente revisionista, realiza un “ejercicio de autocrítica” y 
reconoce las faltas atribuidas a la visión de Foucault del nacimiento de la prisión, indicando además que 
su nueva obra se trata de “un paso hacía atrás; pero sólo un paso”, en sus anteriores consideraciones sobre 
las teorías del control social de tinte economicista (p. 261).    
610 Cfr. García Valdés, C.: “El nacimiento de la pena privativa…” ob. cit., p. 35. 
611 Cfr. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., p. 163. 
612 Vid. Sanz Delgado, E.: “Las viejas cárceles…” ob. cit., p. 276; en contra, con anterioridad, 
matizando la pretensión humanitaria a la que se refiere Sanz Delgado, Vid. Trinidad Fernández, P.: La 
defensa de la sociedad cárcel y delincuencia en España (siglos XVIII-XX). Alianza, Madrid, 1991, 
passim. 





sí se trataría de un régimen “más suave y más humano”613 que las modalidades 
corporales y de muerte; y, lo más importante, con una finalidad que buscaba el 
arrepentimiento y corrección del culpable, con una amplia carga de ideología cristiana, 
imperante la enmienda y purga del pecado
614
. En el Hospicio, de la mano de tal caridad 
religiosa, encontrábamos el antecedente al encierro correccional del menor. No 
obstante, durante la Edad Media, el encierro eclesiástico voluntario como oblati
615
, tal y 




2.3.7. Las Casas de Corrección de Inglaterra y Ámsterdam. 
 
De este modo, el surgimiento de las primeras instituciones donde podían 
observarse la privación de libertad como una pena en sí misma
617
, tuvo lugar en la 




                                                             
613 Vid. Peña Mateos, J.: “Antecedentes de la Prisión como pena privativa de libertad en Europa 
hasta el Siglo XVII”, en García Valdés, C. (Dir.): Historia de la Prisión. Teorías economicistas… ob. cit., 
p. 69. 
614 Resaltando y demostrando –atendiendo a los textos fundacionales- el carácter religioso de la 
penalidad que priva de la libertad, recientemente sobresale Throness, L.: A Protestant Purgatory. 
Theological Origins of the Penitentiary Act, 1779. Aldershot-Ashgate, Burlington, 2008, passim. 
615 Según la edición de Francis Lieber, Wigglesworth, E. y Bradford, T.G. de la Encyclopaedia 
Americana: A popular Diccionary of Arts, Sciences, Literature, History, Politics and Biography. 
Volúmen IX, Carey and Lea, Philadelphia, 1832, p. 362, la voz Oblati puede traducirse con la expression 
“lay-brothers”, esto es, “hermanos legos” en castellano. Según el Instituto de Arqueología de Gran 
Bretaña e Irlanda, los oblati se definían como “aquellos jóvenes o niños que eran dedicados a la vida 
monástica por sus familiares”, Cfr. Central Comitee of the Institute of Archaeology of Great Britan and 
Ireland: The Archaeological Jornual for the encouragement and prosecution of Researches into the Arts 
and Monuments of the Early Middle Ages. Volúmen V, S/E, London, 1848, p. 104. 
616 El autor explica que “durante los comienzos de la Edad Media, a modo de ejemplo, muchos 
jóvenes de ambos sexos entraban en la comunidad religiosa como oblati o oblatae, siendo ofrecidos por 
sus familiares cuando aún eran muy jóvenes”. Cfr. Spierenburg, P.: The Prison Experience… ob. cit., p. 
13. 
617 Sostienen esta tesis autores como Von Hippel, R.: Deustches Strafrecht. Allegemeine 
Grundlagen, Tomo I, Berlín, 1925, pp. 98 y ss; también Schmidt, E.: “Neure Forschungen über der 
Upruising der modernem Freiheitsstrafe”, en Schweizereische Zeitschrift für Strafrecht, Verlag Stampfli 
& Cie., Berna, 1947, pp. 431 y ss.; en el mismo sentido, Vid. Téllez Aguilera, A.: Los sistemas 
penitenciarios y sus prisiones… ob. cit., p. 41. 
618 Para un estudio en profundidad de las Casas de Corrección, véanse, Von Hippel, R.: “Zur 
Geschiechte des Wer-und Zuchthauses zu St. Annen”, en Mitteilungen des Vereins für Lübeckische 
Geschichte un Altertumskunde, Volúmen VIII, 1897, pp. 146-158; el mismo, “Veiträge zur Geichichte 
der Freiheistsstrafe”, en Zeitschrift für die gesamte Strafechtswissenchaft, Volúmen XVIII, 1898, pp. 
419-494 y 608-666; también Vid. Van der Slice, A.: “Elizabethan Houses of Correction”, en Jornual of 
Criminal Law and Criminology, Volúmen XXVII, Nothwestern Univesity, mayo-junio, Pennsylvania, 
1936, pp. 45-67; Sellin, J.T.: Pionnering in Penology. The Amsterdam Houses of Correction in the 
Sixteenth Centuries. University of Pennsylvania Press, Philadelphia, 1944, passim; más recientemente, 
Cuello Calón, E.: La moderna penología… ob. cit., p. 302; ampliando a todos los anteriores y con fuentes 





1. Centros de Trabajo: García Valdés sitúa en su crítica a la doctrina economicista 
estos ejemplos como prácticamente coetáneos –y seguramente influidos por- las 
primeras Casas de Corrección de Inglaterra
619
, pues, argumenta el Catedrático de 
Alcalá, “si Foucault quiere explicar el nacimiento de la prisión, no se puede alterar los 
siglos, ni alargar el momento; no da igual finales del siglo XVI que del XVIII. El salto 
es abismal”620. De este modo, situamos en 1595 la Casa de Corrección para hombres o 





El espíritu ideológico de la institución quedaba reflejado en su fachada, 
imponente, de carácter disuasorio y moralizante, pudiendo leerse, como ejemplo de ello, 
en el pórtico del Spinhuis: “No temas. No vengo el delito, sólo te obligo a que seas 
bueno. Dura es mi mano, pero piadoso es mi espíritu”622. Ciertamente, observando la 
historia de la fundación de estas instituciones, este espíritu de disciplinar al interno 
puede entenderse como cierto resquicio del paternalismo
623
 propio de las instituciones 
protectoras. Al respecto, Spierenburg nos ha dado a conocer las reflexiones y el debate 
sobre la puesta en marcha de los Tuchthuis (primer nombre con el que fueron 
designadas las Casas de Trabajo o Corrección de Amsterdam), realizadas por Jan 
Laurensz Spiegel, en sus “Reflexiones sobre la fundación de los Tuchthuis” 
(“Reflections upon the foundation of the Tuchthuis”) de las que comenta: “Él (Spiegel) 
habla de disciplina, pero debió tener en mente un tipo de disciplina paternal dirigida a 
jóvenes adolescentes. Su tuchthuis era una escuela de oficios para jóvenes hombres 
                                                                                                                                                                                  
originales, Vid. Spierenburg, P.: The Prison Experience... ob. cit., passim; también se han ocupado de este 
tema, Téllez Aguilera, A.: Los Sistemas Penitenciarios y sus prisiones… ob. cit., p. 41; Sanz Delgado, E.: 
Las prisiones privadas… ob. cit.; pp. 47 y ss.; el mismo: El Humanitarismo… ob. cit., p. 149. 
619 Cfr. García Valdés, C.: Derecho Penitenciario… ob. cit., p. 29, quien señala: “No sólo es 
verdad que en la preindustrializada Inglaterra se inaugurarán las primeras casas de corrección; también es 
exacto que la idea religiosa impregna los centros de trabajo de Ámsterdam y los establecimientos de 
menores de Florencia y Roma, colocado este último bajo la advocación del Pontífice Clemente XI”. 
620 Cfr. García Valdés, C.: “Una nota acerca…” ob. cit., p. 411. 
621 Vid. García Valdés, C.: Estudios de Derecho… ob. cit., p. 34; también, Sanz Delgado, E.: Las 
Prisiones Privadas… ob. cit., p. 55. 
622 Vid. Von Hentig, H.: La Pena… II, ob. cit., p. 21 (especialmente las notas al pie); al respecto, 
también, Vid. García Valdés, C.: Estudios de Derecho… ob. cit., p. 35 y del mismo, Temas de Derecho 
Penal… ob. cit., pp. 49-86; en el mismo sentido, Vid. Téllez Aguilera, A.: Los sistemas penitenciarios y 
sus prisiones… ob. cit., pp. 42 y 43; y también, Sanz Delgado, E.: Las prisiones privadas… ob. cit., p. 63.  
623 Al respecto, el profesor de Amsterdam, al describir la dirección y a los supervisores de las 
Casas de Corrección se refería a la “Ilusión de Familia” y a los “padres y madres”. Cfr. Spierenburg, P.: 
The Prison Experience… ob. cit., p. 106 y 109; términos paternalistas también resaltados por Sanz 
Delgado. Vid. Sanz Delgado, E.: Las prisiones privadas… ob. cit., p. 58. 





cuyos padres o maestros tuvieron dificultades formarlos y educarlos. Spiegel nunca 
pensó en el núcleo duro de los delincuentes. Los internos iban a ser los niños de buenas 
familias”624. Pese a que este planteamiento no fue el único considerado (muchas de las 
ideas de Spiegel fueron rebatidas por otros informes como el de Sebastiaan Edgberts
625
), 
forma parte de la filosofía de estas edificaciones, como se verá en el caso de los 
departamentos especiales para jóvenes que se instituyeron en ellas.  
 
Más adelante, esta concepción de las Casas de Trabajo de Amsterdam se 
exportaba a otras ciudades como Bremen (1609), Lübeck (1613), Onsnabrück (1612), 
Hamburgo (1622), Danzing (1629), Viena (1670), siendo innumerables los ejemplos de 
infraestructuras de este tipo, a lo largo del siglo XVII, que heredaron dicho 
planteamiento, donde la producción laboral no era la finalidad, tanto como el trabajo en 
sí mismo, como modelo de esfuerzo y redención, de los condenados. Debemos buscar, 
en última instancia, el fundamento de estas instituciones en la concepción de trabajo 
forzado que relegaba la ociosidad, como medio de corrección, reforma y redención del 
individuo
626
, una ideología calvinista
627
, que se posiciona hoy bien alejada de las teorías 
puramente economicistas
628
. Pronto, estas Casas de Corrección habilitaron 
                                                             
624 Cfr. Spierenburg, P.: The Prison Experience... ob. cit., p. 45. 
625 Al respecto de este informe, Vid. Spierenburg, P.: The Prison Experience… ob. cit., p. 46. 
626 Vid. Van der Slice, A.: “Elizabethan Houses…” ob. cit., p. 46, en el mismo sentido, Vid. 
Eriksson, T.: The Reformers. An Historical Survey of Pionner Experiments in the Treatment of Criminals. 
Elsevier, New York, Oxford, Amsterdam, 1976, p. 12. 
627 Como claramente ha expuesto Rothman, “El crimen no era inherente a la naturaleza del 
hombre, como los calvinistas habían afirmado, no hay demonios que insistan en su perpetuación. 
Implícita en esta perspectiva estaba un impulso a la reforma”. Cfr. Rothman, D.J.: The Discovery… ob. 
cit. La referencia a la influencia del calvinismo en las Casas de Corrección aparece mencionada en los 
propios seguidores de las tesis más cercanas a Foulcault, no pudiendo esquivar el asunto, así la 
encontramos en Melossi, D. y Pavarini, M.: Cárcel y Fabrica… ob. cit., p. 49 y ss.; asímismo, otros 
autores han hablado de esta corriente y su influencia en el mundo penitenciario, Vid. Weber, M.: La Ética 
Protestante y el espíritu del capitalismo. 5ª Ed., Península, Barcelona, 1979 (original en “Archiv für 
Sozialwissenschaft und Socialpolitik”, 1901), pp. 37 y 38; al respecto, asimismo, Eriksson, T.: The 
Reformers… ob. cit., p. 16; Sellin, T.: Slavery and the Penal… ob. cit., p. 76; García Valdés, C.: Estudios 
de Derecho… ob. cit., p. 35; el mismo: Comentarios a la… ob. cit., p. 26; el mismo, “Una nota acerca del 
origen…” ob. cit., p. 414; Hirsh, A.J.: The Rise of the penitentiary prisons and punishment in early 
America. Yale University Press, New Haven y Londres, 1992, pp. 28 y 29; o, más recientemente, Sanz 
Delgado, E.: Las Prisiones Privadas… ob. cit., p. 57. 
628 Sobre la concepción revisionista del trabajo en la prisión, Vid., entre los autores revisionistas, 
Foucault, M.: Vigilar y Castigar… ob. cit., pp. 242 y ss: asimismo, los profesores italianos Melossi y 
Pavarini, seguidores de la doctrina que iniciaran Rusche y Kirchheimer, atribuían a las workhouses y 
Casas de Corrección de Amsterdam una finalidad productiva y de explotación, argumentando que “la 
escasez de mano de obra en la primera mitad del siglo XVII, obligaba a poner un cierto acento en la 
necesidad de dar a los internos una preparación profesional”; este hecho, que podría encontrarse recogido 
dentro de la progresiva humanización de aquellos establecimientos, ayudando al recluso a aprender un 
oficio de cara a su liberación, es tenido en cuenta, por ambos autores, tan sólo como medio de 





departamentos específicos (en el año 1600, en la prisión de hombres) para aquellos 
jóvenes díscolos, provenientes de familias adineradas, que eran internados en ellas para 
corregir los comportamientos, a petición de sus familias
629
. Hecho éste, que Von Hentig 
relaciona, no sin acierto, con los antiguos métodos propios de la disciplina doméstica
630
, 
en la que los familiares prescribían la justicia y el encierro a aquellos hijos que se 
rebelaban contra la autoridad del cabeza de familia. Las Casas de Corrección 
neerlandesas se erigen por tanto como establecimientos públicos al servicio; y, sin 
embargo, en cuestión de menores infractores, de intereses privados
631
, donde los padres 
                                                                                                                                                                                  
producción. Vid. Melossi, D. y Pavarini, M.: Cárcel y Fábrica… ob. cit., p. 52. Asimismo, encontramos, 
una falta de compás histórico en Ignatieff, quién restaba importancia al carácter primario de la privación 
de libertad de estos establecimientos, a favor de la comparativa con la fábrica, Vid. Ignatieff, M.: A Just 
Measure of Pain… ob. cit., p. 32; también encontramos esta postura en Sellin, J.T.: Slavery and The 
Penal… ob. cit., p. 79 –tras su primera obra fundamental Pionnering in penology, aún no seducida por 
tales tesis-; y, en el panorama nacional, entre otros, Rivera Beiras, I.: La cárcel en el Sistema Penal. Un 
análisis estructural. 2ª Ed., Bosch, Barcelona, 1996, p. 50; en contra de tales posturas reduccionistas, 
destaca el trabajo de Spierenburg, ya citado, quien ha sostenido que a todas luces estas estructuras tenían 
una mayor similitud con una prisión que con una fábrica. Vid. Spierenburg, P.: The Prison Experience… 
ob. cit., p. 106, y también pp. 122 y 123. De igual modo, tal factor puramente utilitarista-capitalista, ha 
sido críticado y rebatido en España por Sanz Delgado en su estudio sobre estas figuras, Vid. Sanz 
Delgado, E.: Las prisiones privadas... ob. cit., pp. 53 y 54; el mismo: El Humanitarismo… ob. cit., pp. 28 
y ss.; más reciente e igualmente crítico es el trabajo desde Italia, del otrora seguidor de tales tesis, Emilio 
Santoro, quien recoge y comparte últimamente –al igual que hiciera Ignatieff), las críticas más completas 
a las tesis revisionistas seguidoras de las posiciones estructural-funcionalistas de Mannheim, Rusche y 
Kirschheimer, Foucault o Ignatieff. Vid., al respecto, Santoro, E.: Cárcel y sociedad liberal. Temis, 
Bogotá, 2008, passim. 
629 Contemporáneo de su funcionamiento, todavía a mediados del XVII, el miembro de la Royal 
Society, Edward Brown, en su capítulo dedicado al viaje entre Noruega y Alemania, daría noticia de tales 
ingresos de jóvenes díscolos enviados por sus propios padres, como sigue: “Algúnos ciudadanos, lo 
suficientemente caoaces y ricos, cuando sus hijos eran extravagantes o rebeldes, dejaban que los Oficiales 
se apoderaran de ellos, y los llevarán a esta Cámara (Casa), donde no se ven obligados a ningún trabajo 
duro, pero se les mantiene hasta ver signos suficientes de que han enmendado su vida”. Cfr. Brown, E.: 
An Account of Several Travels through a Great Part of Germany. Benjamin Tooke, London, 1677, pp. 9 y 
ss. (disponible en version digital en http://penelope.uchicago.edu/travels/travels1.html (01/05/10); más 
recientemente, Vid. Cuello Calón, E.: La moderna penología... ob. cit., pp. 303 y 304; en el mismo 
sentido, Vid. Neuman, E.: La Prisión… ob. cit., p. 20; y también, Vid. García Valdés, C.: Estudios de 
Derecho… ob. cit., pp. 34 y 35, quien acerca del departamento de jóvenes explica que “su función se 
agotaba en trabajos duros y retención de los muchachos rebeldes, díscolos o peligrosos, enviados allí por 
sus padres”; Téllez Aguilera, A.: Los sistemas penitenciarios y sus prisiones… ob. cit., p. 42; y Sanz 
Delgado, E.: El Humanitarismo... ob. cit., pp. 56 y 62. 
630 Von Hentig también hizo referencia, en su obra, a este departamento especial: “Había un 
departamento secreto, donde no autorizaban la entrada de los visitantes. Allí eran custodiados ad vitam o 
durante algúnos años las ovejas negras de las familias principales, en celdas y un reducido patio, hasta 
que dejasen de desvariar. En esta sección especial encontró, en 1611, un viajero a un príncipe alemán; es 
clara la analogía con algúnas funciones desempeñadas por la Bastilla, cuando se repara en esta retención 
de los miembros degenerados de las clases superiores”. Von Hentig, H.: La Pena... II, ob. cit., p. 215. 
631 Vid. Sanz Delgado, E.: Las prisiones privadas… ob. cit., p. 61, quien ha expuesto que “el 
carácter privado del encierro se percibe así, también, en cuanto medida de exclusión, como instrumento 
selectivo de las personas que a esos lugares se destinaban por sus familias, previa autorización judicial, 
para ser confinadas. Esta terminología es la que usa Spierenburg al referirse a algúna de estas prisiones 
privadas y atender, con ello, a la motivación del encierro y a la personalidad de los allí reckuidos. La 
cercanía conceptual de estas realizaciones con otros modos de reclusión, no estrictamente derivados de la 





pagan los privilegios de las instituciones para ejercer, en virtud de su patria potestad, el 




También Melossi y Pavarini hacen referencia a esta clase de internamiento de los 
menores, como sigue: “en caso de que la familia fallara en este proceso educativo, la 
autoridad estaba pronta a intervenir, quitando por fuerza al menor de la potestad de sus 
padres, encomendando su cuidado sea a otra familia, sea –en un segundo momento- a la 
asistencia pública. Y es por esta razón que, ya en el periodo colonial, es posible 
encontrar casos de internamiento de menores en las workhouses, no porque hubieran 
violado las leyes penales, sino por haberse mostrado carentes de la educación 
adecuada”633. No obstante, estimamos que la cita de los profesores italianos tan sólo da 
cuenta de la existencia de estos internamientos; las razones de los mismos son, así, 
discutibles, por cuanto ignoran lo anotado supra en relación a los Hospicios. Asimismo, 
los autores esquivan la importancia histórica de la privación de libertad en los menores 
como corrección paterna, teñida de un carácter privado o doméstico
634
, mostrando al 
Estado como sustituto, e incluso sustractor, de la patria potestad. En cuanto al momento 
histórico del internamiento institucional, no se tiene, de nuevo, en cuenta los siglos 





En aquellas instituciones se puede vislumbrar un atisbo de la actual separación 
interior de los establecimientos, tanto por el sexo, como por las edades de los internos. 
La distinción real entre un régimen diferenciado para jóvenes y adultos parece, no 
obstante, aún lejana. El principal argumento de tal separación sería que la mezcla de los 
                                                                                                                                                                                  
actividad criminal , no disminuye el interés, a los efectos de este estudio, respecto de tales modos de 
confinamiento privado, habida cuenta de su similar estructura régimental”.  
632 Vid. Howard, J.: État des prisions... Tomo I, Libro I, Section V, Des Prisons et Maisons de 
correction de Hollande y Section VI, Des Prisons de l´Allemagne. 
633 Cfr. Melossi, D. y Pavarini, M.: Cárcel y Fábrica… ob. cit., p. 147. 
634 Vid. Sanz Delgado, E.: Las prisiones privadas… ob. cit., pp. 61 y 62, quien señala la evidente 
iniciativa privada, familiar, de estos encierros, como sigue: “El carácter privado del encierro se percibe 
así, también, en cuanto medida de exclusión, como instrumento selectivo de las personas que estos 
lugares se destinaban por sus familias, previa autorización judicial, para ser confinadas”, también expone 
el autor que “esta disciplina intrafamiliar, estrechamente conectada con la condena social a la ociosidad, 
propia de la tradición protestante y más específicamente calvinista, llevaba a recluir a los elementos 
familiares discordantes con esa moral”. 
635 Vid. Melossi, D. y Pavarini, M.: Cárcel y Fábrica… ob. y loc. cit., véase la nota al pie, donde se 
afirma que “el internamiento institucional de la infancia y de la juventud descarriadas y abandonadas se 
hace dominante sólo a partir del siglo XIX”. 





niños desobedientes de las familias residentes con los vagabundos continuaba siendo un 
problema. Para ello se construyeron los departamentos de jóvenes, con el fin de 
establecer “la separación de los hijos de las familias honorables de los picaros y 
malhechores”636. Ambas motivaciones en la separación conviven: clasistas, con base en 
el estatus social de las familias de las que provienen los niños rebeldes; y las causas de 
contaminación criminal en los internamientos de jóvenes y adultos. 
 
Además de ello, en las edificaciones holandesas encontramos atisbos, sino 
antecedentes, a lo que hoy denominamos tratamiento penitenciario, término 
evolucionado desde las primigenias ideas reformadoras y de corrección del recluso
637
, 
de enmienda mediante el aprendizaje y desempeño de un oficio, artesanal o no
638
, frente 
a la simple custodia o, incluso, frente al castigo de las penalidades anteriores. De este 
modo, como resume lúcidamente Von Listz, “la idea de la prevención especial 
(corrección), reemplazando por primera vez, a la prevención general, llegó a una 
aplicación lógica, y se abrió un nuevo camino a la administración de justicia 
criminal”639. En cuanto al encierro por petición de los familiares, han de destacarse las 
instituciones conocidas como Beterhuis, o Casas de Mejora, caracterizados por una 
pacificación de los elementos estructurales y arquitectónicos intimidantes, y la 
inexistencia de un programa laboral análogo al del resto de Casas de Corrección
640
, por 
lo que “el aislamiento de los internos era así característica propia de estos locales”641.  
 
2. Las Casas de Trabajo o Casas Disciplinarias, fueron edificaciones destinadas a 
vagabundos, mujeres de mal vivir, criados rebeldes y niños depravados, cuya filosofía 
se encontraba en concordancia con la nueva reglamentación de la caridad pública
642
. Sin 
                                                             
636 Vid. Spierenburg, P.: The Prison Experience... ob. cit., p. 52. 
637 Según Spierenburg, “Amsterdam fue la primera ciudad europea con una prisión criminal, y 
también la primera en experimentar con un sistema por el cual el comportamiento de los convictos dentro 
podía influir en su plazo de internamiento. Podían ganar la afslag (reducción), como era llamada”. Cfr. 
Spierenburg, P.: The Prison Experience... ob. cit., pp. 144 y 145. 
638 Desde luego, los duros trabajos a los que se sometía a los internos en las Casas de Corrección 
de Amsterdam, hacen ver una finalidad de la privación de libertad, unida a la de caridad; desde temprana 
edad, los menores huérfanos, muchos de ellos hijos de los reos de aquellas instituciones, eran enviados a 
Casas de Huérfanos para el aprendizaje de oficios, y destinados más tarde al trabajo; Vid. García Valdés, 
C.: Estudios de Derecho… ob. cit., p. 36. 
639 Cfr. Von Liszt, F.: Tratado... III, ob. cit., p. 246.  
640 Vid. Spierenburg, P.: The Prison Experience... ob. cit., p. 241. 
641 Cfr. Sanz Delgado, E.: Las prisiones privadas… ob. cit., p. 63. 
642 Vid. Von Liszt, F.: Tratado... III, ob. y loc. cit. 





embargo, como bien advierte Spierenburg, a diferencia de sus predecesoras de carácter 
benéfico, la intencionalidad de estas instituciones era claramente punitiva
643
. La primera 
de aquéllas y la de mayor relevancia posterior, sería la House of Correction de 
Bridewell (Londres, 1552) predecesora, en todo caso, de las Casas de Corrección de 
Oxford, Salisbury, Gloucester y Norwich. 
 
Estas Casas de Corrección, consolidadas en Inglaterra, y tan sólo unos lustros 
más tarde aparecidas en Holanda, son, así, el “punto de inflexión (…) para el 
entendimiento de la pena privativa de libertad”644. En este sentido, rompen con la 
dinámica de penas que se establecían en la época, ya que mientras que en la pena de 
galeras el fundamento final del castigo se centraba en el trabajo forzado, en la utilidad 
del esfuerzo para fines militares usualmente, en las Casas de Corrección “lo principal 
es el ingreso en el establecimiento, y el deber de trabajar se deriva del régimen del 
centro”645. No en vano, por ello, Van Der Slice las consideraba “entre las instituciones 
pioneras en el campo del tratamiento criminal”646. La diferenciación entre el trabajo 
forzado de la penalidad anterior y el trabajo reformador de las edificaciones inglesas 
queda claramente recogido en la obra de Throness: “Los reformadores ingleses fueron 
los primeros en introducir el trabajo correccional en un contexto penal, y el propósito 
original de la Bridewell no se perdió en los reformadores de la prisión en el siglo 
XVIII”647. 
 
La experiencia de Bridewell -en sentido estricto “la primera prisión en 
Inglaterra”648-, pronto será acogida por otras zonas de la campiña inglesa, 
reproduciéndose nuevos establecimientos por su geografía: 
 
a) Workhouse de Bristol (1679). 
b) Workhouse de Worcerter (1703). 
c) Workhouse de Dublín (1703). 
                                                             
643 Vid. Spierenburg, P.: The Prison Experience... ob. cit., p. 23. 
644 Cfr. Sanz Delgado, E.: Las prisiones privadas... ob. cit., p. 49. 
645 Cfr. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 57. 
646 Cfr. Van der Slice, A.: “Elizabethan Houses…” ob. cit., p. 47; más recientemente, Vid. Sanz 
Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 51, quien también recoge esta apreciación. 
647 Cfr. Throness, L.: A protestant purgatory… ob. cit., p. 171. 
648 Cfr. Throness, L.: A protestant purgatory… ob. cit., p. 60. 





Ya nos hemos referido a los primeros establecimientos de menores de Florencia y 
Roma. Son los lugares que visitará John Howard en su periplo europeo examinando 
hospitales y lugares de encierro; y se caracterizaron por disponer de celdas donde se 
desarrollaba un incipiente principio celular y el aislamiento
649
. De este modo, junto a las 
Casas de Corrección, se nos muestran como los modelos, la plantilla funcional, cuya 
estructura reaparecerá en las penitenciarías del s. XIX. Que un establecimiento 
destinado al encierro de menores esté intrínsecamente relacionado con el surgimiento de 
las penas privativas de libertad y con el nacimiento de la prisión, es un hecho a tener en 
cuenta para el estudio del trasfondo “histórico-penitenciario” de los centros de 
internamiento para jóvenes; y una clara demostración de que el estudio del Derecho 
penitenciario de menores es una dirección que se nutre de las disciplinas puramente 
penales, pero también de la unión tradicional con la doctrina y práctica penitenciarias, y 
ello, en nuestro ordenamiento, a pesar de la escisión que recientemente ha vivido, tras la 
promulgación de la vigente LORRPM. De igual modo, podría argumentarse, sensu 
contrario, que es precisamente en este período, cuando surgen los antecedentes 
históricos de los centros de internamiento, que comienzan con el uso y la denominación 
de la Casas de Corrección
650
. Se trataría, por tanto, de un hecho recíproco, donde los 
precursores de ambas instituciones se encuentran en un vértice de conexión, hasta el 
punto que unas puedan considerarse precursoras o coetáneas de las otras. En ambos 
casos anotados, no obstante, las instituciones creadas para el internamiento dirigían sus 
esfuerzos a la “defensa social” contra el delincuente, a su “corrección de conducta”651. 
 
Pese a estas consideraciones, las casas neerlandesas para la corrección de los 
delincuentes no pudieron segregar completamente a los menores de las prisiones
652
. Sin 
embargo, su filosofía de separación, y la idea correccional que las impregnaba, habría 
                                                             
649 Vid. García Valdés, C.: Temas de Derecho Penal… ob. cit., p. 101. 
650 Vid. García Valdés, C.: Del presidio... ob. cit., p. 10. 
651 Vid. De las Heras, J.: La juventud delincuente y su tratamiento reformador. Madrid, 1927, 
(Reedición por la Consejería de Justicia y Administraciones Públicas de la Comunidad Autónoma de 
Madrid. Prólogo de Nebreda Torres J., por la que se cita), p. 18. 
652 Es el caso de la prisión de Haarlem (1611 d.C.), cuyo tribunal “no tenía miedo a asociar su 
tuchthuis a delitos graves y de negocios del verdugo”, lo cual “está muy lejos de la práctica en 
Amsterdam en relación con los menores delincuentes que no eran verdaderos criminales y que, por lo 
tanto, eran prevenidos de la asociación con criminales”. Cfr. Spierenburg, P.: The Prison Experience... ob. 
cit., p. 60. 





quedado grabada a fuego en las mentes de sus contemporáneos. La entrada del menor en 
la prisión cada vez se vería con mayor recelo653. 
 
2.3.8. Otro fenómeno autóctono y personalista: Los Toribios de Sevilla. 
 
Frente a la aglomeración de los Hospicios, donde se acogía por igual al menor que 
al mendigo, “en los ensueños de los proyectistas del siglo XVIII apareció (…) la idea de 
un establecimiento especial donde se dispensara al menor un trato diferenciado. La 
ilusión se convirtió en realidad con Toribio”654. Surge, de este modo, en el primer cuarto 
del siglo XVIII, en concreto en el año 1725, durante el reinado de Felipe V
655
, la 
institución conocida como los Toribios de Sevilla, de la mano del Hermano Terciario 
Franciscano, Toribio Velasco que, más tarde, vino a transformarse en el conocido como 
Hospicio de Sevilla.  
 
En sus comienzos, fue la propia casa del párroco, sita en la Calle del Peral
656
, la 
que serviría a los propósitos de su empresa, recogiendo a los menores que se 
encontraban en las calles de la ciudad hispalense. En 1726, el Hermano Toribio abría 
una Escuela para los Niños Desamparados, atrayendo a los muchachos ociosos y 
ladronzuelos, “blandamente apartando de aquella libertad licenciosa en que vivían y 
habituándolos à alguna leve sujeción, que los fuera disponiendo para la totàl reclusión, 
que tenía premeditada”657. De este modo, la experiencia comenzaba con dieciocho 
menores, que el propio eclesiástico se encargaba de recoger, vestir, alimentar y educar 
                                                             
653 Al respecto, Spierenburg, nos presenta un peculiar caso de internamiento en la prisión de 
Bremen: “El tercer caso fue una petición del obispo de Minden, en 1619. Él relató que las gentes de su 
pueblo en Wintheim estaban siendo aterrorizadas por un grupo de pirómanos, que casi había incendiado 
toda la aldea. Después de que los culpables hubieran sido capturados y atados, el tribunal quedó pensando 
qué hacer con un niño de unos diez años. Su padrastro, madre y hermano habían sido ejecutados, y él 
mismo había tenido conocimiento de la conspiración, pero en realidad no había participado en ella. Se 
temía que, si se dejaba a su libre albedrio, derivaría en malas compañías, sobre todo porque no descendía 
de “una buena clase de gente y también tenía claramente una predisposición fisionómica para ello”. Sin 
más, el obispo demostró que había precedentes en Lombroso. Una vez más, los administradores de la 
prisión en Bremen, sólo aceptaron al preso de mala gana. La casa estaba casi llena, dijeron, y no estaba 
destinada para tales niños”. Cfr. Spierenburg, P.: The Prison Experience... ob. cit., p. 61. 
654 Cfr. Roldán Barbero, H.: Historia... ob. cit., p. 128. 
655 Vid. Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes… ob. cit., p. 55; en el mismo sentido, Vid. Ríos 
Martín, J.C.: El menor infractor… ob. cit., p. 92. 
656 Vid. Baca, G.Fr.: Los Thoribios de Sevilla: Breve noticia de la Fundación de su Hospicio, su 
admirable principio, sus gloriosos progresos, y el infeliz estado en que al presente se halla. Francisco 
Xavier García, Madrid, 1766, p. 5; recoge aquel dato, asimismo, Cadalso, F.. Instituciones 
Penitenciarias… ob. cit., p. 506. 
657 Cfr. Baca, G.Fr.: Los Thoribios... ob. cit., p. 10. 





en la fe cristiana, corrigiendo sus malos hábitos, para convertirlos en ciudadanos 
útiles
658
. Ya en 1727, debido a la gran cantidad de menores (en número superior a la 
centena), los Toribios se trasladaban a la Casa de la Inquisición Vieja, desocupada por 
aquel entonces, gracias a la colaboración y caudales del Arzobispo de la ciudad y el 




La referencia a los Toribios de Sevilla, institución “al mismo tiempo Tribunal 
Tutelar y escuela de reforma”660, mantiene su relevancia por entrañar varias 
peculiaridades que, como antecedente de los centros de internamiento de menores y de 
la iniciativa correccional en menores infractores
661
, pueden resultar harto interesantes. 
En este sentido, fuimos pioneros los españoles en materia de tratamiento diferenciado 




                                                             
658 Vid. De Uriz, J.X.: Causas prácticas de la muerte de los niños expósitos en sus primeros años; 
remedio en su origen de un tan grave mal; y modo de formarlos útiles a la religión y al Estado, con 
notable aumento de la Población, fuerzas y riqueza de España. Tomo II, Josef de Rada, Pamplona, 1801, 
p. 228. 
659 Vid. Baca, G.Fr.: Los Thoribios... ob. cit., p. 27. 
660 Cfr. Vázquez González, C.: “Primeras normas…” ob. cit., p. 180. 
661 Vid. Lastres, F.: Estudios... ob. cit., p. 10, donde el autor compara la institución de los Toribios 
de Sevilla con la colonia de Mettray, destacando “el inmenso servicio de educar á la juventud viciosa, 
sirviendo á la vez para la corrección paternal, en la forma y con los medios que podían emplearse en la 
época de su existencia”; asimismo, en otros términos de Rafael Salillas: “Que nos corresponde gloriosa 
iniciativa en la educación correccional juvenil, díganlo los célebres Toribios de Sevilla”. Cfr. Salillas, R.: 
La vida penal... ob. cit., pp. 395 y 396; también, Zarandieta Mirabent, establece un paralelismo entre los 
Toribios e instituciones posteriores, como la Republica de Jóvenes de George Treeville de 1895, de la que 
indica, en nota: “La George Junior Republique es una institución existente en Freewille (E.U.A.) y en la 
cual ingresan los jóvenes que necesitan corrección y enmienda. Esta institución semeja a una ciudad en 
pequeño. Alli suelen los muchachos después de un examen médico sometrese a un trabajo higiénico. 
Tienen su método de vida en pabellones aislados que cuidan matrimonios honorables. Dentro de la 
institución funciona un pequeño paralamento celebrando sesiones y dictando al mismo tiempo leyes para 
el régimen interior que son sometidas al Director del Centro. Constituyen también sus tribunales para 
juzgar a los que cometen infracciones, se edita un periódico y en fin se les enseña propiamente a ser 
ciudadanos”; se muestra, de este modo, el carácter innovador y precursor de esta figura correccional para 
jóvenes delincuentes. Cfr. Zarandieta Mirabent, E. y Anguera de Sojo, J.: De Criminalidad... ob. cit., p. 9; 
en el mismo sentido, Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 507; acerca de la George 
Junior Republic, Vid. Wines, F.H.: Punishment… ob. cit., pp. 381-383; y también Cadalso, F.: 
Instituciones penitenciarias en los Estados Unidos. J. Gongora, Madrid, 1913, pp. 337 y ss.; asimismo, 
Cuello Calón, E.: Penología… ob. cit., p. 297, quien añade, a lo ya expuesto, que los menores internados 
en aquella institución “están obligados a trabajar, y con el producto de su trabajo pagan su alimentación, 
vestido y alojamiento. Se admiten menores abandonados y delincuentes de ambos sexos, mayores de 
catorce años y menores de veinticinco”; y, más recientemente, señalan la prioridad acerca del carácter 
correccional y educativo de los Toribios, Landrove Díaz, G.: Derecho Penal de Menores… ob. cit., p. 59; 
o Sanz Delgado, E.: “Las viejas cárceles…” ob. cit., p. 269. 
662 Al respecto, Vid. Bugallo Sánchez, J.: Los reformatorios en España... ob. cit., p. 16. 





En primer lugar, su carácter privado. Ya afirmaba Zarandieta Mirabent, que 
sobresale “en nuestro país, cuando se trata de la corrección y enmienda del joven 
abandonado y delincuente el predominio del factor individual, distinguiéndose varias 
personas en esta tarea, tal vez por su temperamento latino y, por contraste, es de 
apreciar en los países anglosajones como se resuelve este problema mediante la 
cooperación de elementos: ora de carácter publico, ora instituciones privadas dedicadas 
a este fin altamente humanitario”663. Ciertamente, en el recorrido por la historia penal y 
penitenciaria del menor infractor, se pueden encontrar escasos ejemplos en los que la 
iniciativa pública haya sido primordial. Siguiendo tal planteamiento de Zarandieta, 
afirmaba López Riocerezo, que “en la historia de la protección a la infancia, la acción 
individual y privada, inspirada en los altos principios humanitarios, es mucho más 
brillante que la historia de la acción oficial”664, especialmente la llevada a cabo por 
instituciones religiosas, de las que ya nos hemos ocupado con anterioridad. No era, sin 
embargo, éste el caso de los Toribios cuando se fundaban, antes de convertirse en una 
institución puramente religiosa
665
. Fue la piadosa iniciativa del padre franciscano la que 
puso en funcionamiento el establecimiento; y así, como señala De la Fuente, “con 
algunas limosnas, que le daban gentes piadosas, logró alquilar una pobre casita: la casa 
de dormir se fue convirtiendo en hospicio, el hospicio en casa de corrección, la casa de 
corrección en taller y el taller en grandiosa escuela”666. 
 
Aquella institución estaba dedicada a la recogida de “muchachos traviesos, 
díscolos, ladronzuelos, holgazanes, de padres desconocidos, ó abandonados por sus 
viciosos padres”667 (adjetivos que señalan la especial reprobación hacia la pereza y la 
ociosidad, algo que definitivamente integra parte del llamado factor religioso que 
señalamos supra). Aquéllos habitaban en las calles de la ciudad de Sevilla, con “sus 
cuerpos quasi en carnes vivas, ò mal cubiertos con algunos trapos andrajosos, que à un 
                                                             
663 Cfr. Zarandieta Mirabent, E. y Anguera de Sojo, J.: De Criminalidad... ob. cit., p. 7.   
664 Cfr. López Riocerezo, J.M.: Delincuencia Juvenil II, Política recuperativa del joven  
delincuente. Victoriano Suárez, Madrid, 1960, p. 62; en el mismo sentido, Vázquez González, C.: 
“Primeras normas…” ob. cit., p. 177. 
665 Vid. De La Fuente, V.: “El Hermano…” ob. cit., p. 533; donde indica que “no fue los Toribios 
de Sevilla un instituto religioso, sino fundación humilde de un buen hombre que recorría las calles de 
Sevilla vendiendo libros piadosos; vió la perdición y abandono de muchos niños y se propuso 
recogerlos”; también recogido por Lasala Navarro, G.: “Los Toribios de Sevilla”, en Revista de Estudios 
Penitenciarios, Año I, Número 2, Mayo, Madrid, 1945, pp. 56 y 57.  
666 Cfr. De La Fuente, V.: “El Hermano…” ob. cit., p. 534. 
667 Cfr. De La Fuente, V.: “El Hermano…” ob. cit., p. 532. 





mismo tiempo publicaban fu lamentable desidia, y lastimaban la honestidad de quantos 
los veían: la provisión para el alimento necesario se libraba en la destreza y ligereza de 
sus manos”668. Es decir, la iniciativa trascendía a la simple tarea caritativa, en el intento 
de acabar con la mendicidad infantil, sin que pueda soslayarse la finalidad correctiva de 
la institución frente a aquellos menores; más tarde, su conversión en escuela, lo que la 




Toribio de Velasco es, así, reconocido en la historia penitenciaria por “crear un 
método jurídico-penal de la infancia”670, habida cuenta que eran los propios menores 
los que participaban en la instrucción tras aceptar la confesión de los delitos o 
infracciones cometidas, quedando convictos, en consecuencia, en aquella institución. 
Vino, por ello, a constituir, en términos de De la Fuente, un régimen republicano
671
 e 
innovador para la enmienda de los menores. Tal participación de los mismos dentro de 
la comunidad, que había creado el Hermano Toribio, le revestía con las funciones de 
juez, imponiendo las penitencias y resolviéndolas en conjunto, moderando los excesos 
de crueldad de los jóvenes
672
. Según el memorial de la institución, escrito por Fray 
Gabriel Baca, en 1766, este régimen consistía, específicamente, en las siguientes 
etapas:  
 
“La primera diligencia, que se hacía cuando venía alguno nuevo à casa, era juntar toda 
la Comunidad en una pieza, que para este efecto estaba destinada y se llamaba la Sala de 
Comunidad: allí se ponían todos sentaditos en el suelo en dos filas, ò en dos coros, presididos 
                                                             
668 Cfr. Baca, G.Fr.: Los Thoribios... ob. cit., p. 2. 
669 Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., pp. 84 y 85. 
670 Cfr. Roca, T.: Historia de la Obra de los Tribunales Tutelares de Menores en España, Sección 
de  Publicaciones del Consejo Superior de Protección de Menores, Madrid, 1968, p. 39; en el mismo 
sentido, Vid. Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes... ob. cit., p. 55; también, Vázquez González, C.: 
“Primeras normas…” ob. cit., p. 180. 
671 Vid. De La Fuente, V.: “El Hermano...” ob. cit., p. 537. 
672 En palabras de Fray Gabriel Baca, los menores “sin mucha dificultad resolvían, y no con poca 
crueldad recetaban azotes, ayunos, cárceles, &c. pero nuestro Hermano con su piedad innata moderaba 
los rigores: deciales, con el más dulce agrado, que todo aquello seria conveniente y necesario, si aquel 
pobrecito hubiera sido antes amonestado ú reprehendido; pero que habían de considerar, que hasta aquel 
punto había andado ciego, sin la luz de el santo temor de Dios”; Cfr. Baca, G.Fr.: Los Thoribios... ob. cit., 
p. 14; en el mismo sentido, Vid. De La Fuente, V.: “El Hermano…” ob. cit., p. 538; Zarandieta Mirabent, 
E. y Anguera de Sojo, J.: De Criminalidad... ob. cit., pp. 8 y 9; y, más recientemente, Sánchez Martínez: 
“Para dar sentencia, consultaba el Hermano Toribio allí mismo con sus niños, preguntándoles y 
haciéndoles decir que penitencia habían oído de aquel miserable. Ellos, sin mucha dificultad, resolvían, y 
con no poca crueldad recetaban azotes, ayunos, cárceles, etc. Pero el Hermano Toribio con su piedad 
innata moderaba los rigores”. Vid. Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes... ob. cit., p. 56. 





de su humildissimo Gefe, que, sin distinguirse de sus Niños, también se sentaba en el suelo 
como ellos: al bienvenido le ponían de rodillas al fin de todos, de modo que hiciera frente à 
nuestro Hermano Thoribio: éste le preguntaba ante todas cosas la Doctrina, y después que 
respondia, ò que no respondia à ella, como era lo más ordinario, mandaba que se pusiesen en 
pie todos los que conociesen el nuevo huésped: se levantaban dos, tres ò más, y luego le 
manadaba à uno, que dixese allí en público quanto supiese de aquel pobre, que en ademàn de 
penitente estaba de rodillas, para oìr la acusación de sus excesos: al punto refería quantas 
travesuras, ò picardigüelas había hecho en su presencia, ò con su asistencia; y mandándole 
sentar à este primero, hablaba otro y después otro, hasta que todos concluían. De esta suerte 
quedaba hecha una sumaria, y el reo confeso y convicto de sus delitos”673. 
 
Más aún, la importancia de los Toribios de Sevilla como antecedente de los 
centros de reforma, y de los actuales centros de internamiento de menores, se 
encuentra también a nivel estructural, por establecer, ya en aquel momento, una 
división como reformatorio muy próxima a la separación de menores internos que hoy 
puede llevarse a cabo. Se encontraba aquél régimen así dividido en cuatro secciones: 
de mayores, medianos y pequeños
674




Más adelante en la historia de aquella casa de corrección, Don Josef Gómez y 
Medina, en su pequeña reseña titulada “Método de vida que han de observar los 
exercitantes en la nueva vivienda de la Casa Colegio de los Toribios de Sevilla”, 
publicada en 1792, explica la separación en categorías de los menores internados en la 
institución en “dos distintas Comunidades, à saber: De los Niños Desamparados, ó 
Toribios conocidos con el nombre de Colegiales, ó Hijos de la Casa; y de los 
Exercitantes, ò Corrigendos”676. De los primeros, conocemos que en la fecha en la que 
fue redactado este pequeño informe había unos ciento setenta, y entre ellos se 
encontraban aquellos a los que sus familiares no podían mantener y algunos cuyas 
                                                             
673 Cfr. Baca, G.Fr.: Los Thoribios... ob. cit., p. 13; también plasmado en De La Fuente, V.: “El 
Hermano…” ob. cit., p. 537; y, más recientemente recogido en Lasala Navarro, G.: “Los Toribios…” ob. 
cit., p. 57. 
674 Vid. Baca, G.Fr.: Los Thoribios... ob. cit., pp. 16, 17 y 19. 
675 Vid. Baca, G.Fr.: Los Thoribios... ob. cit., p. 42, dónde se explica que cuando Los Toribios se 
trasladaron a la Casa de la Inquisición Vieja, “dividió nuestro Hermano (Toribio) en quatro cuadrillas 
toda su familia, y de aquellos mancebos mas grandes, mas experimentados y juiciosos, señaló quatro, à 
quienes encargò el inmediato cuidado de cada una de estas divisiones”. 
676 Cfr. Gómez y Medina, J.: Método de vida que han de observar los exercitantes en la nueva 
vivienda de la Casa Colegio de los Toribios de Sevilla. Diego y Josef Codina Compañía, Sevilla, 1792, p. 
3. 





capacidades psíquicas estaban menguadas
677
. Los Corrigendos eran aquellos menores 
infractores sometidos al régimen ordinario de ocupación en oficios y tareas de estudio.  
 
También existió el internamiento por vía de la petición familiar en los ensayos 
de Los Toribios
678
, si bien esta modalidad vino a consolidarse (con un régimen 
especial) de forma tardía, muerto ya su iniciador. A esta clase de corrigendos se los 
denominó exercitantes, que eran, “por lo regular, Mancebos adultos destinados por 
sus Padres, ó por las Justicias, para que por algún tiempo vivan en reclusión, y que se 
les corrija saludablemente hasta que reconozcan sus descaminos, y sus excesos, 
amansen sus genios broncos, é indóciles, y pierdan con las amonestaciones, y los 
castigos los malos resabios adquiridos en la libertad (…). Los más son hijos de Padres 
distinguidos, y nobles, que se han visto en la dura precisión de dar à sus hijos este 
destino temporal para preservarlos de otros mayores males, y obligarlos à reducir à 
razón su conducta; prefiriendo esta reclusión, como mas oportuna para estos fines, à 
los destinos seberos, que pudieran, ó débieran tener en las Cárceles, y Presidios”679. 
 
Estos menores se encontraban sometidos a un régimen particular, alojándose en 
habitaciones separadas del resto. Además, “no se les ponía á oficio, pero se les hacía 
servir en los oficios humildes de la casa y asistir á los actos de piedad y devoción de 
ella, que eran frecuentes, y alternados con el trabajo material, tanto que había oración 
continua en ella, ó laus perennis, turnando para ello los acogidos de tres en tres para 
visitar al Santísimo”680. La comparación y similitud con los departamentos de jóvenes 
rebeldes a la autoridad familiar, ingresados en las casas de corrección de Ámsterdam 
queda así patente.  
 
                                                             
677 Vid. Gómez y Medina, J.: Método... ob. cit., p. 4. 
678 Como primera toma de contacto para la creación del hospicio, el padre Toribio propuso a los 
familiares de los menores “enviárselos à su casa a ciertas horas del dia y les enseñaría la Doctrina 
Christiana, teniéndolos allí recogidos todo el tiempo que quisieren”. Cfr. Baca, G.Fr.: Los Thoribios... ob. 
cit., p. 5; en el mismo sentido, Vid. Zarandieta Mirabent, E., y Anguera de Soto, J.: De Criminalidad… 
ob. cit., p. 9, donde el autor indica que “hubo una época en la que los Jueces de Sevilla le enviaban los 
jóvenes rebeldes a la autoridad paterna”. 
679 Cfr. Gómez y Medina, J.: Método... ob. cit., pp. 5 y 6. 
680 Vid. De La Fuente, V.: “El Hermano…” ob. cit., p. 543. 





Sobre las particularidades del régimen de los exercitantes, Josef Gómez de 
Medina daba cuenta de la específica distribución de las horas y de los ejercicios que 
por éstos debían ser realizados, como sigue: 
 
“Desde el primer dia de Abril, hasta fin de Septiembre, se levantarán los Exercitantes á 
las cinco de la mañana. 
De 5. á 5½ se levantaràn, peinarán, y lavarán. 
De 5½ à 6½ Misa, y Rosario. 
De 6½ á 7. Almuerzo. 
De 7. à 8. Quiete. 
De 8. á 11. Escuela. 
De 11. à 12. Quiete. 
A las 12. Rezarán segunda vez el Rosario, é irán después en Comunidad à comer à su 
Refectorio separado en la misma Galería. Acabada la comida, tomarán hasta las 3. De la tarde 
un rato de Quiete, y siesta. 
De 3. à 6. Escuela. 
De 6. hasta el toque de oraciones, Recreo. 
A este toque se juntarán todos en Comunidad, como para el Rosario, y puestos de 
rodillas rezarán las Ave Marias. Despues sentados en la Galería, el Padre Capellán, ò quien à 
este le pareciere, leerà un quarto de hora en uno de los libros señalados para este efecto, y 
tendrá otro quarto de oración, el qual acabado empleará el tiempo restante hasta el toque de las 
Animas en la explicación clara, y sencilla de algun punto de Doctrina Christiana, concluyendo 
este exercicio con la terceraparte del Santo Rosario, Letanias Lauretana de Nuestra Señora, 
&c. 
Desde las Animas hasta las diez irán à cenar, con el mismo orden que al medio dia, 
dando la Bendición de la Mesa, y Gracias acostumbradas como abaxo se previene; y 
retirándose después al dormitorio, hincados de rodillas cada uno junto à su cama, harán de 
Comunidad el Acto de Contrición, rezarán las demás Oraciones, que es costumbre, y 
concluyendo con el Alabado, le dará el Padre Capellán la Bendición: hecho esto y cerrada la 
Quadra, se recogerán para dormir, y el Padre Capellán si lo huviese por conveniente. Desde el 
primero de Octubre hasta el fin de Marzo se observará el mismo método con sola la diferencia, 
que se levantarán à las seis de la mañana, y por consiguiente variarán metódicamente las 
demás horas”681. 
 
                                                             
681 Cfr. Gómez y Medina, J.: Método... ob. cit., pp. 7-9. 





Otra nota de trascendencia es que la labor educadora de aquella institución se 
regía con base en una suerte de condena indeterminada, pues no finalizaba hasta la 
total reforma del menor, siendo su encierro, en principio, ilimitado
682
; además, se les 
enseñaba el oficio elegido y ofrecía los pertrechos necesarios a su salida de la casa de 
reforma para su integración en la sociedad
683
. Para llevar a cabo tamaña tarea, en Los 
Toribios se dispuso de varios talleres para enseñar a los niños diversos oficios, así 
como del personal necesario para su atención y enseñanza
684
. En vida de su fundador 
existió allí un taller de paños, otros de carpintería, sastrería y zapatería, principalmente 
con el objeto de “arropar a los acogidos”, abasteciéndose de las prendas necesarias; 
más adelante, con la administración del hermano Antonio Manuel Rodríguez, se 




La importancia y singularidad de esta institución, ofrece en todo caso un haz de 
luz en medio de las sombras en las que el derecho punitivo de la época trataba a los 
menores. Así lo ha delineado Benito Alonso, como sigue: “Estas instituciones tutelares 
históricas más características y las de siglos posteriores parten de una filosofía basada 
en la caridad, la corrección, la filantropía y la pedagogía que van a ser el eje común 
sobre el que van a girar los principios inspiradores del Derecho tutelar de menores”686. 
De este modo, la penalidad de los primeros Toribios sería una excepción a la 
practicada por otros ordenamientos de la época. Los castigos que en ellos se 
dispensaban eran proporcionales a la edad y capacidad del infractor, pero siempre 
orientados a la enmienda del mismo
687
. Sobre tal castigo de los infractores, nos narra 
Fray Gabriel: 
 
                                                             
682 Vid. Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes… ob. y loc. cit. 
683 Vid. Benito Alonso, F.: “Antecedentes históricos…” ob. cit., p. 13. 
684 Cfr. Baca, G.Fr.: Los Thoribios... ob. cit., p. 19. En materia de personal, el autor indicaba: 
“procurò la vigilancia de nuestro zeloso Thoribio traer à la Casa, aun desde sus principios, todas las 
personas que fueron necesarias para ir enseñando à sus Niños aquellos exercicios domésticos y 
humildes, logrando de este modo el atraerlos exercitados en el trabajo, y atender à aquellos 
indispensables ministerios, sin gravar la pobreza de la Casa con los salarios, que de otro modo serían 
necesarios”; más tarde, durante la etapa en la que se fundó el hospicio (a partir de 1727), se proveyó la 
institución de maestros para la enseñanza de los menores (p. 37, de la misma obra). 
685 Vid. Baca, G.Fr.: Los Thoribios... ob. cit., pp. 96 y 97; en el mismo sentido, Vid. De La Fuente, 
V.: “El Hermano…” ob. cit., pp. 542 y 543. 
686 Vid. Benito Alonso, F.: “Antecedentes históricos…” ob. cit., p. 3.  
687 Vid. Baca, G.Fr.: Los Thoribios... ob. cit., p. 14. 





“Este fue siempre moderado, considerándolo en respecto á la culpa por que se 
aplicaba, de cuya gravedad siempre para este efecto descontaba muchos grados: bien que esto 
lo suplía con fervorosas y eficaces amonestaciones, unas veces públicas, otras privadas, según 
las circunstancias lo pedían. En su Escuela y en su Clase de Grammatica nunca permitió más 
instrumentos, que la disciplina, y la palmeta, que en todas las otras se practica: alguna vez 
solía retardar el almuerzo à los que veía negligentes en aprender la Doctrina; es verdad, que 
traxo à Casa y puso en sitio público zepo, grillos y cadena, para que sirviesen con su horror 
de freno à todos, y que alguna vez en los delitos más atroces usò de ellos; pero por lo común 
todos los castigos se reducían à una disciplina, más o menos sevéra, según era el delito: los 
que se castigaban con mayor severidad eran, principalmente la fuga de la Casa, el juramento, 
el voto ò por vida con irreverencia à Dios y à sus Santos, el pendenciar unos con otros, 
aunque fuera solo levantar la mano con alguna ira, y sobre todo qualquiera palabra, ò acción, 
que tuviera la más leve sospecha, ó viso de menos honesta y recatada. Duraban estas 
penitencias solo aquellos días muy precisos, que bastaban para dexar al delinqüente 
enmendado y corregido y á todos escarmentados”688. 
 
Sin embargo, la institución tardía es retratada de un modo muy diferente en las 
memorias de Fray José Servando Teresa de Mier (1763-1827 d.C.), narradas con trazo 
exagerado, casi novelístico
689
, donde el religioso la tacha de convertirse en “la más 
bárbara de las instituciones sarracénicas de España”690. En su obra, el sacerdote 
mexicano critica aquella labor correctora de la institución, infamando por igual la 
figura de Toribio de Velasco, retratándole como corruptor de los jóvenes que recogía, 
a los que –según su decir- poco menos que raptaba, desoyendo los lamentos de sus 
madres
691; así como afirma que llegaban incluso a servirle como “guardianes y escolta 
para la gente más menuda”692. Al respecto, además de censurar la excedida y fabulosa 
                                                             
688 Cfr. Baca, G.Fr.: Los Thoribios... ob. cit., pp. 49 y 50. 
689 Vid. Rodríguez Ortiz, O.: “Presentación”, en Servando Teresa de Mier, J. Fr.: Memorias. 
Colección la Expresión Americana, Biblioteca Ayacucho, Venezuela, 1994, p. 5. 
690 Vid. Servando Teresa de Mier, J. Fr.: Memorias... ob. cit., p. 246. 
691 Vid. Servando Teresa de Mier, J. Fr.: Memorias... ob. cit., p. 247. 
692 Vid. Servando Teresa de Mier, J. Fr.: Memorias... ob. cit., p. 246. Sin lugar a dudas, esta 
exageración de los hechos tiene su fundamento en la historia que protagonizaron los menores internados 
en los Toribios en defensa de su director, cuando un torero de la ciudad deseaba arrancar a uno de los 
menores del hospicio, hijo de una viuda también vecina de Sevilla con la que se encontraba enemistado. 
Nos relata Fray Gabriel Baca (Los Thoribos… ob. cit., p. 65), y citando al mismo, también De La Fuente, 
aquél suceso: “Preséntese (el torero mencionado) en la casa de albergue y corrección, y exige se le 
entregue el chicuelo de la viuda. El tío Toribio se niega á ello, diciendo que el muchacho aún no está 
corregido y que ignora la doctrina cristiana. El torero insiste y amenaza, el montañés le aconseja que no 
se exaspere ni propase, porque los chicos que hay allí son demasiado traviesos y pueden faltarle al 
respeto, y así sucede, pues al ver ellos que aquel hombre alza la mano sobre su biehechor, se abalanzan 





redacción de los hechos
693
, podemos oponer que el fraile centroamericano llegó a la 
institución en 1804, mucho tiempo después de la muerte del padre Toribio (fallecido 




En efecto, la casa de corrección de menores se convirtió en algún momento, 
posiblemente cercano a su decadencia, en una prisión gubernamental. Encontramos, en 
la obra de Joaquín Lorenzo Villanueva al respecto, el siguiente párrafo acerca del 
arresto del clérigo franciscano de Sevilla Josef Gil (1747-1815) en los Toribios: “Lo 
que nunca pude atinar, fue qué pecados cometió para el Príncipe de la Paz en aquella 
ocasión el docto P. Josef Gil, clérigo menor de Sevilla, para que fuese llevado de 
Madrid á aquella ciudad a la casa de corrección llamada Los Toribios, de la que había 
sido director”695. El eclesiástico y, supuestamente, espía al servicio de Godoy, fue 
acusado de participar en una conjura (protagonizada por el expedicionario Malaspina) 
contra el poder real de Carlos IV, y fue preso en Los Toribios con anterioridad a Fray 
Servando
696
, lo que lleva a conjeturar que la institución pasó a servir como prisión de 
Estado en fechas cercanas a estos encierros, alrededor del año 1800. 
 
Además de estas consideraciones, puede advertirse que el fruto de la pluma de 
Fray Sevando parece haber sido horadado por el gusano del rencor hacia la patria 
española, la cual le mantuvo preso y perseguido durante gran parte de su vida
697
. Sus 
escritos y las obras de Fray Gabriel Baca y De la Fuente, nos sirven para comprender 
los infames recuerdos que Los Toribios dejarán en su última etapa, recuerdos éstos que 
contrastan con su primera época, dedicada a los menores delincuentes, en la que la 
institución se mostrara como un modelo de reforma y corrección. En todo caso, no 
                                                                                                                                                                                  
sobre él como trailla de perros, le acosan, le derriban, le golpean, le obligan a arrodillarse, y le sujetan á 
su jurado”. Cfr. De La Fuente, V.: “El Hermano…” ob. cit., p. 540. 
693 Vid. Domínguez Michael, C.: Vida de Fray Servando. Ediciones Era, México, 2005, p. 291, 
quien nos explica el cariz novelístico de la descripción de Toribio: “El legendario Toribio es uno de los 
verdaderos personajes de la “novela” servandiana, tan escasa en caracteres dada su concentración 
egolátrica. Es una anticipación picaresca del Abel Tiffauges de Michel Tournier en El rey de los asilos, 
secuestrador y corruptor de niños, también justificado por una legalidad tan piadosa como 
crudelísima…”. 
694 Vid. Domínguez Michael, C.: Vida de Fray Servando… ob. cit., p. 290. 
695 Cfr. Villanueva, J.L.: Vida literaria ó memoria de sus escritos y opiniones eclesiásticas y 
políticas y de algúnos sucesos notables de su tiempo. Volúmen I, A. Macintosh, Londres, 1808, pp. 55 y 
56. 
696 Vid. Domínguez Michael, C.: Vida de Fray Servando... ob. cit., p. 291. 
697 Vid. Rodríguez Ortiz, O.: “Presentación…” ob. y loc. cit. 





parece algo aislado en la noticia escrita de las instituciones de aquella clase, por cuanto 
similares críticas, manifestando la pérdida del sentido original y el deterioro producido 
por el paso del tiempo, se aprecian, como se verá infra, también en la obra de John 
Howard, tras su visita a las Casas de corrección de Amsterdam, ya empobrecidas y sin 
apenas actividad. 
 
Así, aquellas duras palabras de Fray Servando encuentran su justificación en la 
decadencia que vivió la institución años tras la desaparición de su fundador. Ya en el 
memorial del fraile de la Orden de la Merced encontramos visos de ese declive, 
indicándonos que la situación de Los Toribios no era muy satisfactoria hacia el año 
1766
698
. Pérez de Guzmán también se hizo eco del deterioro progresivo de la labor de 
Los Toribios que, desde 1749, a la marcha del sucesor del padre franciscano que la dio 





Finalmente, en su ya última etapa (hacia el año 1834), la institución perdió su 
carácter eminentemente reeducador y corrector, “debido principalmente a la 
intervención gubernativa”700, convirtiéndose su recuerdo en “objeto de terror para unos 
y de ridículo para otros”701, por el duro régimen que en ella vendría a imponerse a los 
menores internados. En decadencia su primitiva función, desvirtuándose la institución, 
vino a transformarse, en 1837, en un hospicio de beneficencia, que poco tuvo que ver 
con su primera forma. No obstante, a pesar de que su recuerdo se encuentre empañado 
por aquella última etapa, la institución de los Toribios continúa apareciendo como un 
significativo ejemplo de casa de corrección para jóvenes, tan inusual en aquella época 
                                                             
698 Vid. Baca, G.Fr.: Los Thoribios... ob. cit., p. 130; en el mismo sentido, Vid. De La Fuente, V.: 
“El Hermano…” ob. cit., p. 545.  
699 Vid. Pérez de Guzmán, J.: Anales Eclesiásticos y Seculares de Sevilla. Tomo I, Imprenta Real, 
Sevilla, 1887, p. 276, donde puede leerse: “Con dolor volvemos a recordar la decadencia que padeció la 
casa de los Niños Toribios, en cuyo estado lastimoso la encontramos todavía el año pasado de 1776 y 
siguientes, a pesar de haberse instituido una Hermandad con el título de Corazón de Jesús, compuesta de 
los principales sujetos de Sevilla en todos los estados, para su restablecimiento. Con dificultad se 
restituyen a su primitivo esplendor los institutos que han perdido su crédito, y esta desgracia cupo al de 
los Toribios luego que faltó su fundador y el digno sucesor de su espíritu, el Hermano Antinio”;  también 
recogido textualmente en Lasala Navarro, G.: “Los Toribios…” ob. cit., p. 56. 
700 Cfr. Rios Martín, J.: El menor infractor… ob. cit., p. 93; en el mismo sentido, Vid. Vázquez 
González, C.: “Primeras normas…” ob. cit., p. 181 y notas al pie. 
701 Cfr. De La Fuente, V.: “El Hermano…” ob. cit., p. 546. 










2.4. Segunda mitad del siglo XVIII y el correccionalismo del siglo XIX. El 
presidio y los menores infractores.  
 
Si bien el punto de origen de la historia de la prisión como institución, como hoy 
se perfila, se sitúa en mitad aproximada del siglo XVI, el punto de inflexión que 
estabiliza su concepto y lo reorganiza llegaría avanzada la segunda mitad del siglo 
XVIII
703
; quedando su definitiva expansión y consolidación estructural en la etapa 
decimonónica. Paralelamente, las penas corporales continuaron en todo caso 
imponiéndose en los Estados europeos, como características medidas punitivas para los 
jóvenes infractores
704
. El castigo por excelencia en tales casos, la pena de azotes, como 
                                                             
702 Institución creada a imitación de los Toribios que se mantuvo activa en el siglo XVIII, “por el 
zelo de tres Togados de aquella Chancilleria”. Cfr. De Murcia, P.J.: Discurso político... ob. cit., p. 92. 
703 Vid. García Valdés, C.: Estudios de Derecho… ob. cit., p. 12; siguiendo esta interpretación 
histórica, Garrido Guzmán, L.: Manual... ob. cit., pp. 99 y ss.; y también, Landrove Diaz, G.: Las 
consecuencias jurídicas del delito. 6ª Ed. (1ª Ed. de 1985), Tecnos, Barcelona, 2005, pp. 48 y 49.     
704 Vid. Cuello Calón, E.: “La infancia delincuente…” ob. cit., pp. 748 y 749, donde se explica la 
situación de los menores infractores en los estados europeos antes de la la filosofía ilustrada. Se nos 
describe como “en Alemania, no obstante algúnos esfuerzos hechos en el siglo XV y á principios del XVI 
encaminados a la salvación moral de la juventud delinuente, á mediados del último siglo, y á causa del 
crecimiento de la mendicidad y la vagancia, las autoridades adoptaron severas medidas represivas y 
millares de niños fueron sometidos al látigo y encárcelados en las prisiones; los moralmente abandonados 
eran destinados á los depósitos de mendicidad, donde sufrían el contacto denigrante de adultos 
corrompidos y criminales”, o en el caso de Francia,“el colgamiento por los sobacos que la sufrían los 
menores autores de crímenes de cierta gravedad”. También, Vid. el mismo: Criminalidad infantil… ob. 
cit., pp. 85 y 86, donde se resumen algúnos de tales atroces castigos corporales que reproducimos al 
completo por su claridad: “Durante los siglos XVI y XVII, se dan alternativas de suavidad y de inhumana 
dureza. Una ordenanza de Carlos V prescribió que los niños fuesen juzgados por tribunales comunes, 
quienes investigaban si obraron con discernimiento y, en tal caso, se les penaba conforme a las 
Constitutio Criminalis Carolina, que establecía para tales casos una atenuación, pero el aumento de la 
criminalidad que por entonces tuvo lugar determinó una represión tan severa, que ni los niños escaparon 
de ella, siendo sometidos a crueles penas corporales y recluidos en las cárceles, en la desmoralizadora 
compañía de criminales adultos. Reinando Francisco I, tuvo lugar en Francia un movimiento de 
dulcificación de la penalidad, los menores quedaron libres de los castigos corporales y se tornó a 
colocarles en instituciones hospitalarias, donde se les instruía y moralizaba, pero poco después en 1567, 
se volvió al régimen de dureza y los niños y jóvenes quedaron de nuevo sometidos a penas de tranta 
gravedad como los azotes, galeras y expulsión del territorio. Tal estado de cosas continuó durante el siglo 
XVII hasta finales del XVIII. 
En Alemania, durante el siglo XVII, fueron los menores objeto de durísimo e inhumano trato. En 
el principado de Bamberg, desde 1625 a 1630, se impuso la pena de muerte por delitos de hechicería y 
brujería a niños menores de diez años; en Wurtemberg, por la misma época, murieron en la hoguera niños 
de ocho a diez años. Oxenbrücken ha encontrado, en el antiguo derecho alemán, otros casos de condenas 
capitales contra menores de doce años. 
En Inglaterra, durante el siglo XVIII, se trataba a los menores delincuentes con rigor inusitado. 
Blackstone refiere que la pena de muerte se aplicaba a los niños de diez años. W. Clarke Hall cuenta que 





señalara Cuello Calón, perdurará en el tiempo todavía hasta bien entrado el siglo 
XIX
705
. Además, la pena capital persevera en su reinado propio de la penalidad del 
Antiguo Régimen, también impuesta a los menores hasta el citado siglo XIX
706
.   
 
Durante todo el periodo histórico que abarca el siglo XVII, hasta prácticamente 
entrado el siglo XVIII, estas medidas de custodia respondían a la concepción moral del 
delito como un acto malvado; y, por ende, transmitían una idea de justicia que no 
necesitaba de mayor justificación jurídica. Poco importaba entonces, como bien señala 
García Valdés, las sujeciones personales o los centros de encierro de estos culpables, 
pues su cautiverio era bueno, necesario e imprescindible
707
; y, en la mayor parte de los 
casos, mucho más bondadoso que las penas anteriores, ya que neutralizaban pero no 
mataban. La función represora y ejemplarizante de los sistemas penales de la época, 
concurren con la obligación del Estado de salvaguardar a los buenos ciudadanos del mal 
encarnado en los culpables criminales, penarlos y retenerlos para custodiar el orden 
social. Estas funciones acompañarán a las instalaciones de los presidios en su objetivo 
utilitarista. 
 
Son en todo caso diversos los factores que llevan a un cambio en la filosofía y el 
rumbo de las penitenciarías y de la pena privativa de libertad. No podemos negar que la 
influencia cristiana y el humanitarismo en los modernos Estados de Europa jugó un 
importante papel en la reforma de los derechos de los presos y en la historia de los 
lugares de retención de reos, así como las obras de nuestros juristas de la época, cuya 
visión se contagiaba de los destellos de tierras inglesas e italianas, pues ha sido 
                                                                                                                                                                                  
un niño de ocho años, que “con malicia, por venganza y con astucia y disimulo”, había puesto fuego a un 
pajar, fue sentenciado y condenado a muerte”. 
705 El autor explica que “como pena propiamente dicha, y como medida correccional, la pena 
corporal, en forma de azotes, se aplica aún a los menores en diversos países. La encontramos aplicada en 
Inglaterra por varios actes el siglo pasado (1862, 1879, para los menores de catorce años; por el Lacerny 
Act de 1861, por el Malicions Damage Act de 1861 y por el Offence Against the Person Act de la misma 
feha para los menores de diez y seis años) y por el Children Act de 1908; en Dinamarca por su Código 
penal y por una ley de 1905, por el Código penal egipcio de 1904 y por la legislación de algúnos Estados 
de America del Norte”. Cfr. Cuello Calón, E.: Penologia… ob. cit. 96. 
706 Por ejemplo, en Francia, como indica Cuello Calón, “para los delitos de lesa majestad, 
asesinato y otros graves se imponía la pena de muerte, sin considerar la edad del delincuente”. Cfr. Cuello 
Calón, E.: “La infancia delincuente…” ob. cit., p. 749. 
707 Vid. García Valdés, C.: Comentarios…, ob. cit., p. 23. 





costumbre siempre muy española la de dirigir su mirada hacia afuera en lugar de 




El último tercio del s. XVIII es determinante. Los escritos de Howard (relativo a 
los lugares de encierro diseminados por la geografía europea y sus caracteres) y 
Beccaria (este último con su imperecedera obra “Dei delitti e delle pene”, del año 1764, 
donde se introducen los conceptos de legalidad y racionalidad del proceso penal, tan 
citados por penalistas e incluso penitenciaristas de nuestra época), proponen una 
reforma de las leyes y prácticas punitivas, una reforma en el ámbito de la ejecución de 
las penas en los Estados Modernos de Europa
709; un Derecho punitivo “más 
humano”710. Asimismo, la filosofía de autores como Hobbes, Locke, Spinoza o 
Lardizábal muestran que el fin de la pena ha de ser la corrección de delincuentes, unida 
a la de manifestar una función intimidatoria para el resto de la población, una 
prevención general para los demás ciudadanos. Las nuevas ideas de corrección, la 
individualización y el proceso de conmutación de las penas corporales (y, en especial de 
la pena capital), poco efectivas y estériles, se instauran como los conceptos del “más 
acertado modo de humanización del entorno penitenciario”711. 
 
La evolución hacia un sistema penitenciario español definido es compleja y se 
advierte a lo largo de todo el siglo XVIII, pero esencialmente en el XIX. Gracias a 
figuras reformistas tales como Lardizábal, Meléndez Valdés, Jovellanos o Valentín de 
Foronda, algunos de ellos influidos por el reflejo
712
, de los escritos de Beccaria, 
conocemos la crítica a los regímenes y organización de los presidios y arsenales, y las 
                                                             
708 Vid. Sanz Delgado, E.: “Las viejas cárceles…” ob. cit., pp. 264 y 265. 
709 Vid. Landrove Diaz, G.: Las consecuencias... ob. cit., p. 50, donde el autor indica que se trata de 
“dos obras trascendentales no sólo para la ciencia penal y penitenciaria, sino también para la historia de la 
Humanidad; dos libros a los que a su valor intrínseco hay que añadir el don de la oportunidad: por muchas 
y variadas razones, ambos fueron escritos en un momento histórico especialmente apto para la difusión de 
las ideas en ellos contenidas. De un lado, Dei delitti e delle pene (1764), obra en la que Beccaria trató de 
otorgar un nuevo sentido político y jurídico al derecho penal de la época; de otro, The State of Prisons in 
England and Wales (1776), debido a la pluma de Howard y tendente a despertar serias inquietudes sobre 
la problemática penitenciaria, que reclamaba urgente humanización”. 
710 Vid. García Valdés, C.: Comentarios… ob. cit., p. 28. 
711 Cfr. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 46. 
712 Vid. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… I, ob. cit., p. 400; en el mismo sentido, Vid. Sanz 
Delgado, E.: El Humanitarismo... ob. cit., p. 155. 










En la mente de estos reformistas está presente la edad del delincuente; en su 
propuesta de cambio también hay lugar para el menor infractor. Así, por ejemplo, 
Lardizábal en su Discurso sobre las Penas (1782), sostenía: “débese también tener en 
consideración en la imposición de penas a la edad y sexo, porque uno y otro influyen en 
el conocimiento. Un niño no tiene ninguno, y el menor de catorce años regularmente no 
le tiene perfecto”714. Las ideas de Lardizabal flirteaban así con la teoría romana del 
discernimiento, pero su preocupación por la situación penal del menor iba más allá, 
dedicando algunas líneas de su obra al tema de su educación
715
 y siendo crítico con su 
situación social y desamparo
716
, causas que afirmaba de criminalidad. Además de ello, y 
esencialmente, en su obra ya podía intuirse el comienzo de una filosofía correccional, 
que imperará durante el siglo XIX, mostrándose a favor de la sustitución de los 





John Howard, en su periplo europeo, había visitado también las cárceles y 
hospicios de España, donde queda gratamente sorprendido por la Casa de Corrección 
de San Fernando de Henares, de la que señala en sus obras algunas de sus virtudes en 
cuanto a limpieza y régimen
718
. De los viajes del autor inglés, y de lo que en ellos 
                                                             
713 Sobre la influencia de los escritos de Lardizabal en la reforma penitenciaria española, Vid. 
Salillas, R.: Evolución penitenciaria... I, ob. cit., pp. 151 y ss.; sobre la influencia de estos autores, 
también, Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 25; al respecto, también Vid. Sanz 
Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., pp. 157 y ss.; Llorente de Pedro, P.A.: “Aspectos del 
revisionismo penal y penitenciario de la ilustración española”, en Anuario de la Facultad de Derecho, 
Universidad de Alcalá, Madrid, 2007, pp. 69 y ss. 
714 Cfr. De Lardizábal y Uribe, M.: Discurso sobre las penas. Joachin Ibarra, Madrid, 1782, 
Cápitulo IV, Título II, De la verdadera medida y cantidad de las penas, 17, p. 117.  
715 Vid. De Lardizábal y Uribe, M.: Discurso... ob. cit., Capítulo V, Título III, De las penas 
corporales, 24, pp. 206 y ss.  
716 Vid. De Lardizábal y Uribe, M.: Discurso... ob. cit., 26, pp. 209 y ss.  
717 Vid. Romero y Girón, V.: “Introducción...” ob. cit., pp. 41 y 42.  
718 Sobre la visita del reformador a San Fernando del Jarama y, especialmente, en relación con la 
figura de John Howard, Vid. Baldwin Brown, J.: Memoirs of the public and private life of John Howard, 
the philanthropist. 2ª Ed., Thomas and George Underwood, Londres, 1823, passim; Farrar, J.: “The life of 
John Howard”, en Ware, H.Jr. (Ed.): The Sunday Library for Young Persons. Volúmen II, Cambridge-
Boston, 1833, passim; Field, J.: The life of John Howard, with comments on his character and 
philanthropic labours. Longmans, London, 1850, passim; Hepworth Dixon W.: John Howard, and the 
prison-world of Europe: from original and authentic documents. Frederick Charlton, Webster Mass, 
1852, passim; Cuello Calón, E.: “Lo que Howard vio en España. Las cárceles y prisiones de España a 





observó en las cárceles de la época, se destiló la corriente de reformismo humanitario de 
su obra, un paseo por la cara más sombría y dolorosa
719
 del penitenciarismo de la época, 
que le llevó a plasmarlo en su obra Estado de las prisiones en Inglaterra y Gales, 
incluyendo en la misma toda una serie de propuestas de mejora
720
 para esta institución, 
a saber: seguridad, salud e higiene, alimentación, trabajo, recompensas y castigos, así 
como tratamiento y régimen de enfermos y gobierno de la prisión
721
. La mayor parte de 
éstas pasarían a formar parte de la Penitentiary Act británica, de 1779
722
, elaborada por 
Blackstone, Eden y Howard y, con ello, a la primera formulación del primer concepto 
de sistema penitenciario tal y como hoy lo conocemos, albergado en establecimientos 
específicos. Por todo ello, indica Cuello Calón que en la obra del inglés se encuentra “el 
primitivo origen de esa enorme corriente llamada hoy penitenciarismo”723. 
 
En la parte que nos interesa, Howard habla de la situación de los menores en las 
casas de corrección de Inglaterra (Bridewell) con verdadera afectación y lástima, 
destacando la falta de separación en unos casos, y la mala praxis regimental en otros. 
Escrito en su obra State of Prisons, encontramos las siguientes palabras: 
 
“Vemos a niños de doce a catorce escuchar con viva atención las historias contadas por los 
hombres de modales abyectos, ejercidos en el crimen, aprendiendo de ellos lo que han hecho, lo que han 
reflexionado, los detalles de sus aventuras, el éxito de sus planes, o para adoptar otros, o para escapar de 
                                                                                                                                                                                  
fines del siglo XVIII”, en Revista de Estudios Penitenciarios. Año 1, Número 1, abril 1945, pp. 12-17; 
Quintano Ripollés, A.: “El estado de las prisiones en España” (traducción de la obra de John Howard), en 
Revista de Estudios Penitenciarios, Año VII, Número 81, diciembre, Madrid, 1951, pp. 82-86; y más 
recientemente, Vid. Bejerano Guerra, F.: “John Howard: Inicio y bases de la reforma penitenciaria”, en 
García Valdés, C. (Dir.): Historia de la Prisión. Teorías economicistas… ob. cit., p. 124; Gudín 
Rodríguez-Maragiños, F.: "Crónica de la vida de John Howard, Alma máter del Derecho penitenciario", 
en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, Año LVII, Tomo LVIII, Fascículo I, enero-abril, 
Madrid, 2005, p. 161. 
719 Vid. García Valdés, C.: Teoría de la pena… ob. cit., p. 102. 
720 Para un estudio sintético de estas propuestas de mejora, introducidas en la obra de Howard, Vid. 
Bejerano Guerra, F.: “John Howard: Inicio…” ob. cit., pp. 127 y ss. 
721 Vid. García Valdés, C.: Teoría de la Pena... ob. cit., pp. 40-42; quien, como indica Gómez 
Bravo, “ha estudiado la vinculación entre los principios de Howard y los de Beccaria en la trayectoria de 
humanización del derecho punitivo y en ese sentido explicó las bases de la reforma penitenciaria 
propuesta por el inglés: higiene, alimentación, régimen distinto para detenidos y encárcelados, educación 
moral y religiosa, supresión del derecho del cárcelaje, trabajo e instrucción obligatorios, separación de 
sexos, edades y profesiones, acortamiento de condenas y concesión de certificados de conducta a la salida 
de prisión”, Cfr. Gómez Bravo, G.: Crimen y Castigo: Cárceles, delito y violencia en la España del siglo 
XIX. Catarata, Madrid, 2004, Pág 46. 
722 Al respecto de tal normativa, su elaboración y postulados, Vid., en profundidad, Throness, L.: A 
protestant purgatory… ob. cit., passim. 
723 Cfr. Cuello Calón, E.: Penología… ob. cit., p. 109. 





los que los apresaron. Es así como el contagio del vicio se extiende en las prisiones, y que se convierten 
en un foco de maldad que pronto se extiende al exterior”724. 
 
En Irlanda la situación es, si cabe, peor:  
 
“Hay un gran número de presos en Irlanda. Puede ser una causa importante de esta cifra que 
provenga de que no hay una casa de corrección, a menos llamemos así a las jaulas donde los borrachos y 
pendencieros son encerrados por un día o dos. Otra causa es que las personas, liberadas de la acusación de 
que los llevó a la cárcel, permanecen allí hasta que hayan pagado las tasas o derechos, como es costumbre 
en Irlanda para dar a la corona, a los jueces de paz, el carcelero, que asciende a alrededor de 42 libras. Los 
propios niños, casi desnudos, con edades de apenas doce años, a veces se quedan un año o dos, por esta 
razón. ¿Quién no estaría sorprendido y afligido por tanta injusticia, y de lo que sufren sin tratar de 
detenerlo? Un agravio más cruel es que estos prisioneros, cuando fueron declarados inocentes, cuando 
sólo su pobreza les impide ser libres, perdían el derecho a la ración de pan distribuida a los acusados”725. 
 
No existe diferencia entre niños y adultos, entre jóvenes y viejos delincuentes en 
las palabras que plasma Howard, se trata del claro ejemplo de un modelo penal y 
penitenciario indiferente a las razones de la edad, un modelo punitivo que consideraba a 
los menores como “adultos en miniatura”726. 
 
En su paso por toda Europa, Howard escribe lo que contempla. Describe la 
estancia que sufren los jóvenes en los lugares de encierro, y en sus palabras e 
impresiones, las sufre con ellos. En Holanda, como se ha dicho, todavía se encuentra en 




728, con “unas habitaciones particulares para los jóvenes de carácter indomable y 
vicioso. Se les encierra bajo la petición de sus padres, hasta que hayan dado pruebas de 
que pueden ser devueltos libres sin peligro”729, mientras que a los propios hijos de los 
                                                             
724 Cfr. Howard, J.: État des prisions..., I, 1, ob. cit., pp. 17 y 18. 
725 Cfr. Howard, J.: État des prisions... II, 1, pp. 88 y 89. 
726 Vid. Vázquez González, C.: “Modelos de Justicia Penal de Menores”, en Vázquez González, 
C., y Serrano Tárraga, Mª.D.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 143. 
727 Cfr. Howard, J.: État des prisions... I, 1, p. 137; donde el autor realiza la observación de “un 
uso bastante singular. Destacamos a menudo sobre diversas puertas de estas habitaciones los nombres de 
Etiopía, de Italía, de India, de Francia, de Inglaterra, etc. Es en estas estancias que los padres hacen 
confinar, por orden del magistrado, y durante el tiempo que juzguen conveniente, los jóvenes de modales 
insubordinados; y cuando se les pregunta dónde están, los padres responden: en Italia, en la India, etc.”. 
728 Vid. Howard, J.: État des prisions... I, 2, pp. 228 y 229, en el que el Sheriff de Bedford destaca 
el nulo régimen de separación, indicando que “Los hombres no están separados de los niños y las mujeres 
de las niñas, como debería ser”. 
729 Cfr. Howard, J.: État des prisions... I, 1, p. 91. 





encerrados en las Spinhuis les espera un destino similar al de sus padres. En sus 
términos: “Los niños de los malhechores, ejecutados o encerrados por un gran número 
de años en el Spin-house, son enviados a la casa de los huérfanos. Se les instruye en 
algún arte, se les incita a la industria, no se permite que esos jóvenes vagabundos 
abandonados se conviertan en la víctima de la maldad y la locura de sus padres”730.  
 
Sensible ante el rigor de la época, en la mayor parte de los casos, los 
establecimientos que impresionan de forma más positiva al inglés son aquellos 
Hospitales, Hospicios y Casas de huérfanos, donde la disciplina carcelaria es más 










Tal y como afirmara Rafael Salillas, el recorrido del filántropo inglés por nuestra 
geografía se presenta como “un viaje de tránsito”734. Este hecho, probablemente 
propiciara que Howard no matizase toda la información visualizada en nuestras cárceles 
y casas de corrección. Ciertamente, como afirmara Salillas, “en las referencias de 
Howard no aparece que en nuestras cárceles hubiera presos jóvenes”735. No obstante, 
pueden encontrarse, en su obra State of Prisons, referencias al estado y trabajo de los 
jóvenes internados en el Hospicio de Madrid, que recuerdan a un sistema carcelario:  
 
                                                             
730 Cfr. Howard, J.: État des prisions... I,  1, p. 113. 
731 Cfr. Howard, J.: État des prisions... II, 1, p. 79, que es descrito por el autor con las siguientes 
palabras: “El Hospital de Huérfanos, en Edimburgo, aún merece atención especial. En 1782, encerraba 
setenta niños y sesenta niñas, estaban vestidos decentemente, mantenidos con limpieza, y todos parecían 
gozar de buena salud. Las niñas aprenden a leer, escribir, a hilar, a tejer, costura, los diferentes objetos del 
hogar. Los chicos escriben y leen, cardan la lana, el lino, e hilan; hacen bajos, remendan sus ropas, etc. 
Todos son educados en los principios de la virtud y la religión, y están formados en estos hábitos que 
pueden volverles aprendices honestos, buenos sirvientes domesticos. Cada parte de la casa está limpia. El 
mantenimiento de cada niño cuesta cinco libras al año”. 
732 Vid. Howard, J.: État des prisions... I, 2, pp. 221, donde el autor describe que “en la Casa de 
Huérfanos, había en 1781, doscientos veintiséis muchachos jóvenes; varios tenían aspecto lánguido y 
débil, varios sufrían de enfermedades de la piel. La administración no está como debería estar ahí para 
mantener o devolverles la salud. Las habitaciones están todas cerradas y sucias. Cuando el director me 
mostró unas habitaciones privadas para los enfermos, le dije: En realidad, todas son habitaciones de 
enfermos”. 
733 Vid. Howard, J.: État des prisions... II, 1, pp. 99-103. 
734 Cfr. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… I, ob. cit., p. 103. 
735 Cfr. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… I, ob. cit., p. 119. 





“El hospicio es una especie de prisión o de fábrica, en la que ambos sexos están separados. Un 
gran número de ancianos seleccionan y limpian la lana. En una habitación, vemos una sesentena de 
jóvenes que cardan la lana; en otra, vemos ciento cincuenta que la hilan. Cuarenta o cincuenta oficiales 
son empleados en hacer ropa tosca, otros para la fabricación de sábanas grandes. Aquí, en dos 
habitaciones, hacen medias y camisolas; allí, preparan la piel de conejo para hacer guantes, se fabrican en 
otros lugares alfileres. Utilizan un gran número de carpinteros, sastres. Cerca de cincuenta de los 
muchachos más jóvenes son enviados a la escuela. Todos se levantan a las seis, van a la oración, y luego a 
comer, comen al mediodía y la cena al atardecer. Cada uno tiene veintidós onzas de pan al día, dos onzas 
de guisantes, media libra de carne, excepto en días de ayuno. Hay dos habitaciones donde se confina a los 
que alteran el orden. Las normas que deben respetarse son las mismos que las de San Fernando (la 
cárcel)”736. 
 
2.4.1. Los presidios norteafricanos y el destino a los Presidios de los Arsenales.  
 
Desde antaño, nuestro sistema se había caracterizado por el castigo corporal y las 
sanciones punitivas tendentes a la concepción cristiana de redención y moralidad. La 
idea de la enmienda del pecado se mantendrá como una constante en la finalidad de la 
ejecución de la pena
737
. Asimismo, la finalidad utilitaria y militar es la dominante en las 
instituciones penales. Hasta la desaparición en 1803 de los presidios de los arsenales de 
Marina, el nuevo eje de la ejecución penal, poco a poco va girando hacia la 
consolidación de la pena privativa de libertad
738
; y, a partir de entonces, esencialmente 
en otras instituciones de encierro: los presidios peninsulares y norteafricanos. Aunque 
las distintas fuentes no establecen una fecha de origen clara de los presidios
739
, se 
advierte, desde el siglo XVI
740
, una gran transformación con vocación de permanencia 
                                                             
736 Cfr. Howard, J.: État des prisions... II, pp. 11 y 12; contrástese con la traducción al español de 
Quintano Ripolles, A.: “El estado de las prisiones en España” (traducción de la obra de John Howard), en 
Revista de Estudios Penitenciarios, Año VII, Número 81, diciembre, Madrid, 1951, p. 84. De un modo 
similar describe las labores de los jóvenes en la Prisión de Bellen en Portugal, en el mismo Tomo (p. 32), 
con las siguientes palabras: “Todo había empezado hace dos años para instalar una fábrica en el castillo, 
para ocupar a los niños abandonados y vagabundos, a cardar, a hilar, a tejer, hacer encaje, bordados, y 
otras obras de este tipo. Ocupaba a alrededor de mil. Tal institución puede ser muy útil en Portugal, donde 
la juventud es indolente y perezosa, pero lo harían aún más útil si los ocuparan sólo a objetos necesarios, 
o de mayor uso”. 
737 Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob.cit., p. 47. 
738 Vid. Cuello Calón, E.: La moderna penología… ob. cit., p. 363. 
739 Vid. Salillas, R.: La vida penal… ob. cit., p. 244; el mismo: Evolución penitenciaria… I, ob. 
cit., p. 21, donde indica que “es calculable la existencia del presidio de Ceuta desde el siglo XV, y aunque 
no se precisen fechas, es calculable la larguísima convivencia del presidio militar, con el elemento urbano 
de la plaza de guerra”; sobre el desconocimiento del surgimiento de los presidios, Vid. Pike, R.: Penal 
Servitude... ob. cit., p. 41. 
740 En una primera etapa, la pena de presidio consistía en el servicio militar en los presidios 
africanos, para los nobles y hombres pudientes. Vid. Pike, R.: Penal Servitude... ob. cit., p. 42. 





en el modo y lugar de ejecutarse la pena; y ello porque, como señala Sanz Delgado, “la 
importancia cuantitativa en el uso de la pena de presidio será escasa hasta bien entrado 
el siglo XVIII, por cuanto las penalidades protagonistas hasta ese momento seguían 
siendo las eliminatorias, corporales y la pena de galeras”741. Tales caracteres 
rotundamente los expresó Salillas como sigue: “En la galera no está el hombre, está la 
máquina; en el presidio no está el hombre, está el hacinamiento. Desaparece la galera y 
surge el presidio; el presidio es la embarcación encallada; hasta se fijó en la costa”742. 
 
El presidio norteafricano es la atalaya desde la que se divisa al enemigo, la 
fortaleza defensiva
743. Al presidio, “plaza fuerte contra el enemigo”744, eran destinados 
los condenados por las audiencias criminales al servicio de armas, los desterrados y 
presidiarios al trabajo de obras
745. Se erigían estas instalaciones como una “exigencia 
utilitaria, el beneficio del Estado”746, surgiendo respecto de ellos la primera 
manifestación advertida de clasificación penitenciaria en la trascendente Real 
Pragmática de 1771, firmada por Carlos III, que distinguía entre penados en virtud de 
su delito
747




Tal y como ha expresado Llorente de Pedro, “los presidios españoles vigilaban los 
territorios cercanos e impedían que se armaran escuadras que atacaran las rutas 
                                                             
741 Cfr. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo... ob. cit., p. 77. 
742 Cfr. Salillas, R.: Evolución penitenciaria... I, ob. cit., p. 7. 
743 Derivación de la palabra praesidium, fortaleza; al respecto, Vid. Pacheco, J.F.: El Código Penal 
concordado y comentado. 2ª Ed., Tomo I, Viuda de Perinat y Cia, Madrid, 1856, p. 474; también, al 
respecto, Vid. Salillas, R.: Evolución penitenciaria... I, ob. cit., p. 159; Cadalso, F.: Instituciones 
Penitenciarias… ob. cit., p. 301; asimismo mencionado en Lasala Navarro, G.: “Condena a presidios 
militares”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Año VIII, Número 89, agosto, Madrid, 1952, p. 63; en 
el mismo sentido, Vid. Neuman, E.: Evolución de la pena privativa de libertad y régimenes penitenciarios. 
Buenos Aires, 1971, p. 37; y, más recientemente, Pike, R.: Penal Servitude... ob. cit., p. 41; o también, 
Burillo Albacete, F.J.: El nacimiento... ob. cit., pp. 20 y 21. 
744 Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo... ob. cit., p. 73. 
745 Vid. Lasala Navarro, G.: “Condena a presidios militares”, en Revista de Estudios 
Penitenciarios, Año VIII, Número 91, octubre, Madrid, 1952, p. 42.; en el mismo sentido, Vid. Pike, R.: 
Penal Servitude… ob. y loc. cit. 
746 Cfr. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo... ob. cit., p. 74. 
747 Vid. Novissima Recopilación, Libro XII, Título XL, Ley VII; al respecto, Romero y Girón 
afirmaba que la prágmatica de 1771 es “la disposición más metódica y general (…) que clasifica los 
penados en dos categorías por razón de su perversidad presunta…”. Cfr. Romero y Girón, V.: “Bosquejo 
histórico…”, ob. cit., p. 69; y en tal sentido resaltó su “sabor moderno”, José Antón Oneca. Cfr. Antón 
Oneca, J.: “El Derecho penal de la Ilustración y D. Manuel de Lardizábal”, en Obras, Tomo I… ob. cit., 
p. 261; más recientemente, acerca de la gestación y evolución de la Pragmática, Vid. Llorente de Pedro, 
P.A.: “Aspectos del revisionismo…”, ob. cit., pp. 79 y ss. 
748 Vid. Antón Oneca, J.: “El Derecho penal…” ob. y loc. cit. 





comerciales y las posesiones de la península ibérica”749. Precisamente, en la lucha y 
defensa que los primeros presidios españoles mantuvieron contra los corsarios y piratas 
argelinos, muchos jóvenes fueron capturados como esclavos: “El Rey escogía dentro del 
octavo total el número de esclavos, prefiriendo a los jóvenes; unos quedaban como 
criados de palacio, otros en los cuarteles para servicios auxiliares y el resto dormía en 
los “Baños” o depósitos desde donde se es destinaba a obras publicas o se les permitía 
dedicarse a sus oficios, alcanzando algunos la autorización de tener taberna”750. Pese a 
no tratarse de ningún tipo de internamiento penal, si no de esclavitud, hemos de resaltar 
las condiciones de su encierro, que recuerda a una modalidad de prisión de Estado. Los 
jóvenes eran, de este modo, llevados a “edificios ruinosos, mal ventilados y 
húmedos”751, pudiendo deambular “libremente” también por la ciudad con una argolla 
en el tobillo. 
 
El destierro hacía las guerras del Norte de África era destino para menores y 
adultos por igual, si bien comenzaban a perfilarse algunas especialidades. Por ejemplo, 
se veía la juventud de estos reos como un elemento a tener en cuenta para enviarlos a las 
tareas en la frontera de las fortificaciones españolas. Años más tarde, Cadalso se 
pronunciaría sobre la pena de deportación en los códigos decimonónicos españoles, 
argumentando en contra del envío de menores. Sobre tal pena de deportación, señalaba: 
 
 “Trátese, como ya he dicho, de cumplir una condena grave y de colonizar suelo virgen. Es 
evidente que, consignando la pena de deportación en el código, ha de imponerse á todos los que cometan 
delitos castigados con tal pena. Más si esto debe hacerse y esto ocurre actualmente con las leyes penales 
de todos los pueblos cultos en los que á la imposición de los castigos concierne; si tal es la regla general; 
si á los mismos y determinados delitos corresponden los mismos y determinados castigos, no ocurre así 
en lo que á su ejecución atañe. (…) El Real Decreto de 11 de agosto de 1888, determina los Penales en 
que han de cumplirse las diferentes condenas; y el art. 4º establece una excepción á las reglas generales 
que en los diferentes casos marca. Dice el mencionado artículo: Las penas impuestas á varones que no 
hayan cumplido veinte años de edad al declararse firme la sentencia…, la extinguirán en el 
Establecimiento Penal de Alcalá de Henares. Cual se ve, la legislación ordinaria atiende al sexo, á la 
edad y á otras condiciones del culpable para que, no obstante aplicarse la pena correspondiente al delito 
                                                             
749 Cfr. Llorente de Pedro, P.A.: “La pena de presidio en las plazas menores africanas hasta la 
Constitución española de 1812”, en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, Año LX, Tomo LXI, 
Fascículo único, Madrid, 2009, p. 273.  
750 Cfr. Llorente de Pedro, P.A.: “La pena de presidio…” ob. cit., pp. 273 y 274.  
751 Así describe Llorente de Pedro los Baños donde eran recluidos los jóvenes convertidos en 
esclavos, Vid. Llorente de Pedro, P.A.: “La pena de presidio…” ob. cit., p. 274. 





cometido, la extinga en uno ú otro sitio, antes o después y en diferente forma, según esas mismas 
condiciones personales”. (…) 
“Pues á esos mismos principios de Derecho, á esas mismas circunstancias, creo que debe 
atenderse para ejecutar la pena de deportación, para que se cumplan los fines que se propone y aquellos 
á que la colonización penitenciaria se encamina. Esas excepciones, discretas y prudentes de la 
legislación general, se hallan consignadas también como reglas terminantes, concretas y precisas en el 
Real Decreto de 26 de Enero de 1889, que trata con especialidad de la materia. Mandaba este Decreto 
crear una colonia penitenciaria en la isla de Mindoro (Filipinas). En su artículo 3º, establece “Serán 
destinados para constituir para constituir la colonia los condenados á cadena perpetua o temporal… que 
reúnan las condiciones siguientes: 1º tener más de dieciocho años y menos de cuarenta y cinco…”752. 
 
Esta sería una realidad posible en otras latitudes. Así, los jóvenes penados eran 
deportados desde Gran Bretaña a territorios lejanos en la nueva colonia australiana
753
. 
Más la deportación española fue la “penalidad que no podía ser”754. Como certeramente 
afirma Figueroa Navarro, “no fue nunca característica del genio español el deshacerse o 
deportar a sus penados, sino más bien todo lo contrario”755, por lo que la aplicación de 
la pena de destierro tuvo escasa práctica en nuestro derecho, pese a que se recogía en las 
normas posteriores de manera reiterativa. Así fue, aún a pesar del criterio del Fernando 
Cadalso de la primera época
756
 y de su posterior influencia, como claramente indica 
Sanz Delgado “la repetición formal de algo no creído en el fondo”757. 
 
                                                             
752 Cfr. Cadalso, F.: La Colonización, por penados. Imprenta de José Góngora Alvarez, Madrid, 
1895, p. 47. 
753 Acerca de tales modos de ejecución penal británica en la década de 1830, Vid., entre otros, 
Shaw, A.G.L.: Convicts and the Colonies… ob. cit., pp. 345 y ss.; Hooper, F. C.: Prison Boys of Port 
Arthur. F.W. Cheshire, Melbourne, 1967, passim; y más específica y recientemente, Shore, H.: 
“Transportation, Penal Ideology and the Experience of Juvenile Offenders in England and Australia in 
the Early Nineteenth Century”, en Crime, History and Societies, Volume 6, Number 2, París, 2002, pp. 
81-102. 
754 Cfr. Figueroa Navarro, Mª.C.: Los orígenes del penitenciarismo español. Edisofer, Madrid, 
2000, p. 19. 
755 Vid. Figueroa Navarro, Mª.C.: Los orígenes… ob. y loc. cit.; previamente, Vid. García Valdés, 
C.: Del presidio… ob. cit., p. 44 y 45; sobre la pena de deportación y su escasa aplicación en España, Vid. 
Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., pp. 93 y ss. 
756 Vid., al respecto, apoyando la deportación, Cadalso, F.: Principios de la colonización y colonias 
penales (segunda parte de Estudios penitenciarios). J. Góngora y Álvarez, Madrid, 1896, pp.79 y ss. y 185 
y ss.; en relación con el criterio cadalsiano y su enfoque truncado, Vid. Sanz Delgado, E.: Dos modelos 
penitenciarios paralelos y divergentes: Cadalso y Salillas”, en Revista de Estudios Penitenciarios, 
Homenaje a Francisco Bueno Arús, Número Extra, Madrid, 2006, p. 219. 
757 Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo... ob. cit., p. 98. 





Los primeros presidios consistían, en efecto, en lugares donde se cumplían 
principalmente servicios militares
758
. La frontera acogía a aquellos condenados a luchar 
por su patria, como bien expresara Lasala Navarro, “el presidio fue sitio de privilegio 
para nobles y jóvenes que por su edad no podían ir a galeras”759. Sin embargo, el 
destino de estos condenados a estas instituciones comenzó a forjar un “efecto 
reinsertador”760 que terminó por establecerse como la primera experiencia de prisión 
como pena sustantiva en España
761
, al margen de las excepciones a la reclusión de 
custodia vistas supra cuyos antecedentes se remontaban al siglo XVI. Será, como se ha 
dicho, a partir del anteriormente señalado último tercio del XVIII, cuando nos 
encontramos con una estructura y una normativa penitenciaria basada en la figura del 
presidio, en el que se aplicaban dichas penas de encierro, cuando el mismo era 
consecuencia propia de la necesidad estatal de retener y custodiar a los penados 
destinados a ocupaciones utilitarias
762
 –trabajos forzados y militares-. 
  
En los presidios nos topamos con un régimen castrense
763
, donde prima la falta de 
distinción, individualización de algún tipo o principio celular, dándose así unas 
condiciones de aglomeración y mala praxis organizativa e higiénica
764
. En lo que nos 
atañe, en los presidios, el joven delincuente se hace dos veces viejo. Su cuerpo se 
corrompe, “ó muere ó pierde una determinada cantidad de vida”765 debido a las duras 
                                                             
758 Vid. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… I,  ob. cit., pp. 16 y 17. 
759 Cfr. Lasala Navarro, G.: “Condena a Presidios Militares”, en Revista de Estudios 
Penitenciarios, Año VIII, Número 89, agosto, Madrid, 1952, p. 64. 
760 Cfr. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo... ob. cit., p. 75. 
761 Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 301. 
762 Vid. Burillo Albacete, B.: El nacimiento... ob. cit., p. 22. 
763 Vid. Pezzi, R.: Los presidios menores de África y la Influencia Española en el Rif. Madrid, 
1893, Reimpresión de Algaraza, Malaga, 2005, p. 93, donde el autor escribe: “desterrados unas veces 
gubernativamente, sentenciados otras por delitos más o menos graves, los confuinados al África se 
sujetaron desde los primeros tiempos a un régimen exclusivamente militar, necesario en la especialísima 
situación de aquellos puntos”; al respecto, también Vid. Burillo Albacete, B.: El nacimiento… ob. cit., p. 
21. 
764 Vid. García Valdés, C.: Del presidio... ob. cit., p. 9. 
765 Cfr. Salillas, R.: La vida penal… ob. cit., p. 14; previamente al gran criminólogo y 
penitenciarista oscense, en relación con el deterioro de la juventud de los presidiarios, puede citarse la 
obra de Lepelletier de la Sarthe, y las notas de su traductor, Matias González de Estéfani, publicada en 
1861. Sobre el aspecto físico de los presidiarios franceses (e igualmente españoles por lo que indica la 
nota del traductor), puede leerse la siguiente descripción: “Con respecto á la fisionomía común del 
forzado, encontraremos en ella, por lo general, la vejez anticipada, las marcas del deterioro, de la usura, 
de la degradación física y moral, impresas profundamente por el vicio, el crímen, los remordimientos, el 
fastidio, el trabajo excesivo y la influencia perjudicial de las impetemperies del aire y de un alimento 
poco reparador”. Cfr. Lepelletier de la Sarthe, M.: Sistema penitenciario... ob. cit., p. 26 y notas del 
traductor. 





condiciones del encierro; envejece y madura también su experiencia criminal, se hace 
más sabio en la cátedra del crimen. No hay separación. En los mejores términos de 
Salillas, “subsiste la tendencia del hombre á la sociabilidad y se determina entre el joven 
todavía inexperiente y el viejo sagaz y astuto, entre el delincuente por pasión y el 
delincuente habitual, entre el completamente pervertido y aquel que aún guarda en la 
conciencia honestidad y recato: y todos duermen y viven confundidos, hacinados, 
formando cadena eléctrica por la que, como más poderosas, circulan corrientes de 
perversión”766. Ni siquiera los departamentos especiales para jóvenes que se vinieron a 
establecer en los presidios lograron imponer un régimen de separación absoluta entre 
adultos y menores. A pesar de las buenas intenciones, tales objetivos nunca se 
cumplieron; y es que, tal y como lo expresara un pragmático Cadalso, “aún habiéndose 
cumplido con exactitud y con perseverancia, no se hubieran logrado, porque menores y 
adultos habían de convivir dentro de un mismo recinto presidial”767. 
 
Más aún, de un modo que recuerda a la antigua “responsabilidad familiar”, el 
presidio arrastra a la familia
768
, muchos de los condenados a la pena de presidio 
empujan con ellos a sus hijos; en otras ocasiones, éstos quedaban desamparados. Es el 
estigma de la pena sobre los descendientes: abandonar a los hijos o que éstos, desde la 
inocencia de la infancia, sean engullidos por el castigo de sus padres. Esta 
argumentación será usada posteriormente por los penados del presidio de Ceuta, cuando 
en 1906, elevaron su petición de indulto al Rey Alfonso XIII, con motivo de sus nupcias 
con Victoria Eugenia de Battenberg. El texto, que transcribimos, muy explicativo en 
razones criminológicas acerca de la delincuencia infantil, culpa al presidio del abandono 
y pobreza infantil como causa de su criminalidad: 
                                                             
766 Cfr. Salillas, R.: La vida penal… ob. cit., pp. 15 y 16.  
767 Cfr. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 508. 
768 Las pruebas de este hecho podrían observarse mediante el cotejo de los documentos históricos. 
Así, Llorente de Pedro, al hablar de los Presidios Menores de África (sobre todo, Melilla y Alhucemas), 
nos remite a textos donde puede comprobarse que los hijos de los presidiarios compartían la misma suerte 
que sus padres. La falta del padre arrastraba, fundamentalmente por motivos económicos, al hijo. Así 
transcribe Llorente: “muchos presidiarios tenían a sus mujeres consigo, pues indica (la Real Orden, de 20 
de agosto, de 1744) “… a causa de haverse permitido a las mugeres de Desterrados pasen con sus hijos a 
vivir con sus maridos, y que se casen estas familias que por este medio contemplan asegurar el que 
muertos ellos, disfrutaran las viudas y huérfanos las raciones que a unas y a otros atribuye el Reglamento 
de presidios…”. Cfr. Llorente de Pedro, P.A.: “La pena de presidio …” ob. cit., pp. 314 y 315. No 
obstante, como bien apunta el citado autor (pp. 315-318), estas afirmaciones fueron desmentidas por los 
propios gobernadores de los presidios del Peñón y Melilla, indicando la inexistencia de núcleos familiares 
en tales enclaves. Sin embargo, Salillas ya advirtió en su obra, el influjo que el presidio ejercía sobre las 
familias de los condenados, Vid. Salillas, R.: La vida penal… ob. cit., pp. 70 y ss. 





“La sociedad jamás ha curado seria y eficazmente de la obligatoria instrucción y de la protección á 
los huérfanos; antes bien, con sus leyes y prácticas usuales, ha dejado muchos huérfanos legales 
desvalidos, en los hijos de millares de condenados; á los que han tenido bienes, se les ha privado de ellos 
por confiscación ó embargo, que son sinónimos, á pretexto de costas procesales y demás 
responsabilidades pecuniarias establecidas; así la orfandad y la miseria de muchos niños de ambos sexos 
do á sumar muchos millares de individuos, sin profesión ni medios de subsistencia, que la fundan sólo en 
pequeños atentados contra la propiedad, el pudor, ó las buenas costumbres. 
Estos individuos que viven del pequeño delito, golfos desdichados de toda Nación, para quienes 
son iguales las sobras de los cuarteles, los despojos del montón o el rancho de las cárceles, estiman la 
libertad de poder morirse libremente, como un trabajo y un peligro; delinquen, por vivir en una Sociedad 
en que nacieron, donde todos los hombres honrados no están protegidos; y dan ímprobo trabajo y fatiga 
no escasa, á jueces, fiscales, abogados y escribanos, por falta de Tribunales correccionales; llenan las 
estadísticas penales muchas veces, pues condenados á penas leves, al terminar sus condenas, ó por 
cumplimiento de ellas ó por indulto, vuelven á su anterior modo de vida á veces ascendiendo en la escala 
de los delitos”769. 
 
La duración de la pena de presidio variaba desde los dos años hasta los diez en los 
casos de robo
770
, aunque la sentencia indeterminada también debió utilizarse, según 
Lasala Navarro, en tiempos de Carlos III
771, creándose de este modo “un verdadero 
sistema correccional”, con el fin de estimular al penado a que se regenerara772. 
Desgraciadamente, este sistema no llegó a profundizar ni enraizar, continuamente 
podado por la necesidad militar del momento: “De poco sirvieron los Reglamentos y sus 
buenas orientaciones, así como los títulos de adelantamiento, condena sin tiempo y con 
o sin retención, porque estos beneficios se dieron por dinero, con frecuencia, y el 
desgraciado que no lo tenía sufría su condena con todo el rigor de la Ley, aunque por su 
                                                             
769 Cfr. Rodríguez Marfori, J., Alejandre López, O., Antequera Delgado, D., Gómez Amaya, S. y 
Dominguez Bastante, J., por todos los penados de la Colonia Penitenciaria de Ceuta: “Mensaje que elevan 
a S.M. el Rey Don Alfonso XIII los penados de la Colonia Penitenciaria de Ceuta en súplica del indulto”, 
30 de agril, de 1906, Ceuta, en Colonia Penitenciaria de Ceuta: Documentos que elevan á los altos 
Poderes del Estado y demás Autoridades del Reino, los penados de la misma en súplica del indulto, con 
motivo del enlace de S.M. el Rey Don Alfonso XIII, Tip. Del “África Española”, Ceuta, 1906, p. 9. Al 
respecto, Vid. también en la misma recopilación, la carta de los penados de Ceuta a José Canalejas y 
Méndez, donde se implora indulto apelando a los hijos que se ha dejado en desamparo: “si no lo hicieran 
por nosotros, hágalo V.E. por nuestros hijos… ¡Hijos!...”, 26 de abril de 1906, Ceuta, p. 30. 
770 En las diversas disposiciones recogidas en la Novissima Recopilación encontramos estos límites 
temporales, así Vid. Novissima Recopilación: Libro II, Título VI, Auto 51; Libro IV, Título XXX, Ley 
XII; Libro XII, Título XIX, Ley VII; Libro XII, Título XVIII, Ley VIII; Libro IX, Título XII, Ley XII; 
Libro XII, Título XIV, Ley III. 
771 Vid. Lasala Navarro, G.: “Condena a presidios…” Número 89, ob. cit., p. 66. 
772 Vid. Lasala Navarro, G.: “Condena a presidios…” Número 91, ob. cit., p. 42. 





buena conducta se hiciera merecedor de algún alivio”773. La trascendencia del estudio 
del presidio en relación con el régimen de los menores delincuentes, la anticipamos de 
la lectura de Figueroa Navarro cuando afirma que “todo cuanto de avance presenta el 
penitenciarismo patrio ha acontecido entre sus muros. El primer régimen de 
clasificación de centros y penados, las rebajas de condena, el sistema progresivo de 
tratamiento y la puesta en marcha de la libertad condicional lo contemplan”774. El gran 
éxito del presidio desde sus orígenes será el comienzo de la clasificación y separación 
de penados por su edad. Sus distintos regímenes y ubicaciones históricas merecen por 
ello un análisis más detallado: 
 
1. El primer presidio de creación española que se instaló en tierras africanas se 
encontraba en Orán.
 
Las campañas norteafricanas necesitaban de contingentes humanos 
para la defensa de las plazas estratégicas, lo que propició el destino en ellos de muchos 
de los condenados (al menos de aquellos que no podían librarse de la pena con los 
pertinentes pagos
775
). Si bien los presidios africanos destacan por estas razones, se 
advierten otros antecedentes no menos despreciables en las penas militares
776
. Así, en el 
Reglamento de Presidios de 1 de Enero de 1716 se indican tanto penas de servicio de 
armas como penas de cadena, reclusión, presidio mayor y presidio correccional, esto es, 
un antecedente de las penas civiles que luego transformarán los presidios militares en 




En un primer momento, al servicio militar en los presidios son destinados aquellos 
nobles desterrados a las fronteras, sirviendo como soldados de la patria. En materia de 
menores, los hijos díscolos de las familias con título nobiliario son enviados también al 
presidio de Orán, por vía de la corrección paterna
778
, esperando que la dura vida en la 
frontera modere su comportamiento. Llorente de Pedro, en su excelente obra 
                                                             
773 Cfr. Lasala Navarro, G.: “Condena a presidios…” Número 91, ob. cit., p. 46. 
774 Cfr. Figueroa Navarro, Mª.C.: Los orígenes… ob. cit., p. 20. 
775 Vid. Novissima Recopilación: Libro XII, Título XLI, Ley XXI, 5, donde se permite a las 
“personas pudientes”, la sustitución de la pena de presidio por una pena pecuniaria; al respecto, también 
Vid. Salillas, R.: La vida penal… ob. cit., p. 260. 
776 Vid. Figueroa Navarro, Mª.C.: Los orígenes… ob. cit., p. 20. 
777 Vid. Figueroa Navarro, Mª.C.: Los orígenes… ob. cit., pp. 21 y 35. 
778 Vid. Llorente de Pedro, P.A.: El penitenciarismo español del Antiguo Régimen aplicado a su 
presidio más significativo: Orán-Mazalquivir. Ministerio del Interior, Madrid, 2004, p. 37; al respecto, 
también, Vid. Sánchez Donzel, G.: Presencia de España en Orán (1509-1792). Kadmos,Toledo, 1991, p. 
391. 





monográfica recopilatoria acerca del primero de los presidios norteafricanos, recoge 
algunos documentos históricos que nos muestran la concesión de algunas “licencias 
temporales” para este tipo de condenados: 
 
“El Rey. Conde de Alcauete, mi Capitán General en las plazas de Orán… se me ha representado 
por parte de los herederos de Martínez de Angulo, mi Pagador que fue a la guerra de Pamplona… y se 
tiene noticia que Pedro de Angulo su hijo que esta en esa ciudad cumpliendo el tiempo que fue 
condemnado… y haviendose en el mi Consejo de Guerra visto ha parecido hordenaros que por seis 
meses deis licencia a dicho Pedro de Angulo para que pueda venir a España al dicho efecto, los quales 
no se le han de descontar en su condenación y dando primero fianza de que pasados los dichos seis 
meses volverá a cumplirla, que yo lo tengo asi por bien”779. 
 
Bien podría decirse que el régimen más moderado aplicado a los jóvenes en el 
presidio de Orán puede constituir un acercamiento previo a los permisos penitenciarios, 
si bien, como puede observarse a tenor de lo expuesto en el texto, el tiempo de permiso 
no se tenía en cuenta para el cumplimiento total de la pena. 
 
Así, pese a que los presidios de “Orán-Mazalquivir nunca llegaron a tener un 
reglamento específico que regulara la presencia de presidiarios”780, algunas órdenes 
generales regularon la situación penitenciaria de los jóvenes en estas plazas fronterizas. 
Una de tales disposiciones, el Real Reglamento, de 20 de Septiembre de 1736, para el 
Gobierno de la Maestranza de Artillería de Orán, contiene una importante mención 
acerca del aprendizaje de oficios para aquellos muchachos huérfanos que eran enviados 
al presidio:  
 
“También se agregarán a la misma Compañía los Presidiarios que tuvieren habilidad en los 
oficios de la Maestranza, y que se necesitaren para trabajar en ella; y asimismo el numero que pareciere 
conveniente de muchachos huérfanos, de los que por vagamundos se embiaron desterrados, para que 
                                                             
779 Cfr. Carta del Rey al Gobernador de Orán para que dé permiso a un desterrado por seis meses 
para que arregle los papeles de su padre recientemente fallecido, Archivo General de Simancas, Secretaria 
de Guerra, Guerra Moderna, Legajo Número. 4696, citado en Llorente de Pedro, P.A.: El 
penitenciarismo… ob. cit., p. 118. 
780 Cfr. Llorente de Pedro, P.A.: El penitenciarismo... ob. cit., p. 63. 





vayan instruyéndose en todas las facultades; y a los que de unos, y otros se aplicaren y lo merecieren, se 
les señalaran ocho quartos, o algo mas hasta un real de plata al dia sobre su Prest, y pan…”781. 
 
De este modo, entre los jóvenes penados, encontramos una segunda categoría, 
más cercana a la aplicación de las medidas de seguridad, correspondiente a los jóvenes 
“vagos”, en situación de desamparo u orfandad. Esto demuestra, tal y como expone 
claramente Llorente de Pedro, que “empieza a mostrarse una cierta preocupación para 
que los menores de edad aprendan un oficio que les pueda retirar de la vida de vagantes 
por la que fueron enviados; anticipo de la prevención especial, eje de un sistema 
penitenciario que se convertirá en el siglo XIX en principal centro de atención”782. El 
utilitarismo, el uso de los jóvenes para el levantamiento de las obras de los presidios, da 
paso poco a poco a una mentalidad reinsertadora, constituyendo el aprendizaje a través 
del trabajo el medio para que estos presidiarios se conviertan en ciudadanos de 
provecho y se alejen de la senda de la criminalidad. 
 
Del mismo modo, se había conmutado la pena de galeras por la de presidio para 
aquellos menores de edad, de etnia gitana
783
, que infringieran las leyes dispuestas en la 
Real Pragmática, de 12 de junio, de 1695, repetida por Felipe V en la de 15 de  enero, 
publicada el 14 de mayo de 1717, y posteriormente por Cédula, de 1 de octubre, de 
1726. La disposición anuncia las normas a las que deben sujetarse los miembros de la 
raza gitana
784
 que, en caso de trasgredirse tendrán la siguiente consecuencia legal: 
 
“En todos los casos contenidos en los capítulos ántes de este, en que á los que contravinieren se 
impone pena de galeras, debe entenderse y executarse en los que fueren  mayores de diez y siete años; 
siendo mayores de catorce, se envíen á presidios, donde sirvan para las obras; cuya duración de penas ha 
                                                             
781 Cfr. Portugués, J.A.: Colección de las ordenanzas militares. Tomo VIII, Antonio Marín, 
Madrid, 1765, pp. 131 y ss; recogido también en Llorente de Pedro, P.A.: El penitenciarismo… ob. cit., p. 
65. 
782 Cfr. Llorente de Pedro, P.A.: El penitenciarismo... ob. cit., p. 65. 
783 Vid. Burillo Albacete, F.J.: El nacimiento... ob. cit., p. 23. 
784 Vid. Novissima Recopilación, Libro XII, Título XVI, Ley VII, 4-12. En estos preceptos se 
indica un modo de vida preestablecido para los gitanos, en el que se indica entre otras cosas que “no 
puedan tener otro exercicio ni modo de vivir mas que el de la labranza y cultura de los campos”; “no 
puedan tener en sus casa ni fuera de ellas caballos ni yeguas ni servirse de ellos en manera algúna”; “no 
pueden tener en sus casas ni fuera de ellas armas de fuego cortas ni largas en manera algúna”; “no 
podrán acudir ni á ferias ni mercados”; “tampoco puedan tratar en compras ni ventas ni trueques de 
animales”; “no puedan habitar en barrios separados de los otros vecinos, ni usar de trage diverso del 
que usan comúnmente todos”; y tampoco, “salir de los lugares en que tuvieren vecindad, ni pasar a otros, 
ni vagar en los campos y caminos”. 





de ser por el mismo tiempo la de presidio que la de galeras, pues para los de las otras edades se darán otra 
providencias convenientes; y que en los casos en los que corresponde á los hombres pena de galeras, se 
entienda, que para las mujeres ha de ser de azotes y destierro del reyno”785. 
 
A partir de 1740, escribe Pike, “aquellos que no fueran aptos para el servicio 
militar a causa de la edad (por encima de los cuarenta y cuatro años de edad), juventud 
(por debajo de dieciséis), o defectos físicos serán usados como trabajadores en las 
fortificaciones militares”786. Sin embargo, el destino de algunos menores a las obras y 
los trabajos forzados resulta no ser del todo adecuado. La necesidad comienza a 
imponerse, y los no válidos para el trabajo o la milicia armada -entre ellos los 
presidiarios menores de edad-, serán destinados a un servicio más útil: los navíos
787
. 
Este nuevo destino se recogerá en la Real Resolución, de 31 de diciembre, de 1738 
sobre la Formación de Tropa extraordinaria para servir en Orán, donde se ordena “que 
los muchachos se apliquen y embien a los navíos de S.M. donde puedan ser útiles y 
menos embarazosos”788.  
 
El Reglamento general de la Plaza de Orán, de 10 de diciembre, de 1745, molde 
para las siguientes reglamentaciones de los presidios africanos, recogerá finalmente “la 
aplicación del “fondo de desterrados” para la enseñanza de oficio a hijos y huérfanos de 
varios maestros de la Maestranza”789, continuando, de este modo, con la iniciativa en 
favor de la enseñanza de trabajos a los menores reclutados, iniciada en 1736 en la plaza 
argelina. Quedaría sin mayores avances en cuanto a la clasificación de penados el 
presidio de Orán-Mazalquivir, por cuanto el proyecto de Reglamento para las Plazas de 
Orán y Mazalquivir, de 1 de Mayo, de 1790, nunca llegó a aplicarse antes del abandono 
definitivo de la fortificación. Sobre esta normativa, tan sólo sabemos, gracias a la labor 
recopiladora de Llorente de Pedro, que entre sus artículos se encontraba cierta 
clasificación de penados, atendiendo a la división del trabajo y utilidad de los 
                                                             
785 Cfr. Novissima Recopilación, Libro XII, Título XVI, Ley VII, 13; al respecto, también Vid. 
Real Cédula, de 21 de julio, de 1717, y artículo 41 de la Instrucción de Intendentes, de 4 de julio, de 
1718. 
786 Cfr. Pike, R.: Penal Servitude... ob. cit., p. 52. 
787 Vid. Llorente de Pedro, P.A.: El penitenciarismo... ob. cit., p. 67. 
788 Cfr. Real Resolución, de 31 de diciembre, de 1738, Artículo 14; al respecto, Cfr. Portugués, 
J.A.: Colección… ob. cit., p. 185; y también, Vid. Llorente de Pedro, P.A.: El penitenciarismo… ob. cit., 
p. 140. 
789 Cfr. Llorente de Pedro, P.A.: El penitenciarismo... ob. cit., p. 72. 







; no existe ninguna otra mención expresa, acerca de los jóvenes enviados al 
presidio, aunque lo más probable es que el abortado reglamento los destinara a un 
servicio diferente al de las armas, a saber: servicio en las Maestranzas, Hospitales, 
almacenes de Marina etc. 
 
2. Ceuta, en términos magistrales de Salillas, “una ciudad penitenciaria”791, matriz 
de los presidios
792
, precisa un punto de inflexión. Su presidio, regido por autoridades 
militares y empleado para los trabajos de fortificación, acogía a los presos que 
convivían y compartían la plaza de guerra con los soldados, de ahí que la suya, tomando 
nuevamente las palabras de Salillas, resultara “la historia de un asedio permanente”793. 
 
 Tras la unificación de los reinos de Portugal y España (1580), se estableció como 
posesión española y estandarte de todos los demás presidios. La organización de este 
enclave defensivo se dejó en manos de reglamentos y ordenanzas que, en muchas 
ocasiones, mostraban tan solo preocupaciones económicas o militares
794
. Este es el caso 
del Reglamento de la Plaza de Ceuta, de 10 de noviembre de 1745, donde toda mención 
a la clasificación de penados que puede leerse se encuentra sujeto a la atención militar y 
a las dotaciones monetarias; la mención a los jóvenes es tan solamente circunstancial, 
indicándose que  “un mozo de calafates de los desterrados se le abonarán los jornales de 
los días que trabajare al mes, al respecto de un real de vellón al día”795. 
 
  No obstante, este entorno penal-militar sería testigo de la aparición de dos 
importantes reglamentos para su funcionamiento, herederos de las primeras 
disposiciones organizativas del presidio de Orán
796
: El Reglamento general para la 
plaza de Ceuta (1 de enero de 1716
797
); y el Reglamento para la plaza de Ceuta, de 15 
                                                             
790 Vid. Llorente de Pedro, P.A.: El penitenciarismo... ob. cit., p. 88. 
791 Cfr. Salillas, R.: La vida penal… ob. cit., p. 266. 
792 Vid. Salillas, R.: La vida penal… ob. cit., p. 244. 
793 Vid. Salillas, R.: La vida penal… ob. cit., p. 246; también, Vid. Llorente de Pedro, P.A.: “La 
pena de presidios…” ob. cit., p. 277, donde el autor apunta como comienzo de este terrible e intermitente 
asedio (1694-1727), los primeros ataques de 1674 y 1680, promovidos por la guerra santa que declaró el 
Sultán Muley Ismail al subir al trono de Marruecos. 
794 Vid. Salillas, R.: La vida penal... ob. cit., p. 252. 
795 Cfr. Reglamento de la Plaza de Ceuta, de 10 de Noviembre de 1745. 
796 Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit.,  p. 82. 
797 El texto integro de este Reglamento puede encontrarse en la Exposición realizada por Salillas 
(aun sin su firma) en el Anuario Penitenciario Administrativo y Estadistico, Año Natural de 1888, 
ejercicio económico de 1888-89. Primer Año, Romero y Guerra Hermanos, Madrid, 1889, pp. 177-184.  





de octubre, de 1743, cuya regulación estaba centrada en el utilitarismo de la pena, pues 
“lo que más interesaba a los fines del presidio, era el trabajo, no ciertamente como 
factor pedagógico y rehabilitador del culpable, sino como medio de provecho para el 
real servicio”798, aunque, como anota Lasala Navarro, el reglamento de 1743 “ya pensó 
en la enmienda del presidiario, pues, para evitar el contagio moral de buenos y malos, 
establece una clasificación al dividir la fuerza del presidio en estos tres grupos: Primero, 
activos y útiles con buena conducta. Segundo, incorregibles, a cargo del sargento de 
cadenas, y tercero, inválidos, como necesitados de un régimen especial”799. No existe 
mención dentro de esta clasificación a la separación entre adultos y jóvenes penados, 
pues habrá que esperar hasta la aparición del Reglamento del presidio de Ceuta de 
1791
800
. En éste último, ya sí debe resaltarse su contenido correccional
801
 en lo que 
respecta a los menores de dieciocho años, cuya regulación les asignaba al desempeño de 
una actividad laboral para el aprendizaje de un oficio (una finalidad reeducadora), así 
como establecía ya una separación entre estos presos menores y los demás para evitar su 
contagio criminal
802
. Cadalso se pronunciaba sobre la importancia de esta disposición, 
en los siguientes términos: “Punto de los más importantes es el relativo a los menores de 
diez y ocho años. El reglamento mandó que estuvieran completamente separados de los 
adultos, para que no se acabaran de contaminar; que se señalara una cuadra 
exclusivamente para ellos, bajo la vigilancia de un cabo de los de mejor conducta; que 
formaran una brigada de operarios de Maestranzas de fortificaciones y artillería en 
calidad de aprendices; que se les enseñasen oficios y que al extinguir su condena se les 
expidiera certificado, a fin de que les sirviera de garantía y de justificación de sus 
adelantos, de su aprendizaje y de la competencia adquirida durante su estancia en el 
                                                             
798 Cfr. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 306. 
799 Vid. Lasala Navarro, G.: “Condena a presidios militares…” Número 91, ob. cit.; p. 43. Llorente 
de Pedro también destaca la importancia de este Reglamento, concediéndole el título de ser “el primero 
específicamente penitenciario existente en España”; Cfr. Llorente de Pedro, P.A.: “La pena de 
presidios…” ob. cit., p. 282. 
800 Vid. Salillas, R.: La vida penal... ob. cit., pp. 187-189. 
801 Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit.,  p. 83. 
802 Vid. Reglamento del presidio de Ceuta de 1791, Artículo 13, que dispone que “todos los 
muchachos de menos de dieciocho años de edad, se agregaran precisamente, luego que lleguen, á las 
brigadas de operarios de Maestranzas de fortificación y artillería en calidad de aprendices, 
señalándoseles una cuadra para su habitación y un Cabo de brigada de mejor conducta que cuide de 
todos ellos, para evitando enteramente el roce con los demás presidiarios, no se acaben de contaminar, y 
que concluida su condena tengan aprendido un oficio con que, pudiéndose mantener, no reicaigan en sus 
extravíos, y se les dará certificación de sus adelantamientos, para que se les puedan servir en España 
para el aprendizaje los años que en las Maestranzas del presidio hubieren empleado”; respecto, también, 
Vid. Lasala Navarro, G.: “Condena a presidios militares…” Número 91, ob. cit., p. 44; más 
recientemente, Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit.,  p. 84. 





presidio, previsores y humanitarios principios, que al desarrollarse han producido las 
actuales instituciones educadoras de jóvenes delincuentes”803. Por su parte, Salillas804 
establecía este precepto como el origen de la reglamentación sobre jóvenes corrigendos 
en la Real Ordenanza de 1834
805
, si bien la evolución de este precepto en esta 
normativa pasa necesariamente, como veremos, por las reglamentaciones de Cádiz en 
1805 y el Reglamento de Presidios Peninsulares de 1807.  
 
3. Cuatro presidios menores: Melilla, Alhucemas, Peñón de Vélez de la Gomera y 
Chafarinas
806
. Tales presidios partieron, en principio, de destacamentos del Presidio de 
Ceuta, consolidando más tarde una autonomía propia y escindiéndose de aquél
807
. Sus 
dos normativas más importantes, en opinión de Llorente de Pedro, son el Reglamento 
para los Presidios Menores de 23 de marzo de 1717 y el Reglamento de Presidios de 




En cuanto a la presencia de menores y jóvenes en los, poco atendidos
809
, presidios 
menores de África, podemos conocer que fueron enviados también al presidio de 
                                                             
803 Cfr. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 308. 
804 Citamos como autor de esta obra, firmada por Canalejas y Mendez como Ministro, a Rafael 
Salillas, y ello siguiendo la prospección de Sanz Delgado, quien otorga le la autoria del texto de 1889. 
Vid. Sanz Delgado, E.: “Dos modelos penitenciarios paralelos y divergentes: Cadalso y Salillas” en 
Revista de Estudios Penitenciarios, Homenaje a Francisco Bueno Arús, Número. Extra, Madrid, 2006, 
pp. 211 y 212, donde el profesor de Alcalá subraya la impronta de la característica pluma de Salillas en el 
documento, indicando que “siendo ya ministro José Canalejas y Méndez, 1889, se publica el Anuario 
penitenciario de aquel año, trascendente trabajo que elabora y redacta Salillas en seis meses de infatigable 
labor. Y su sello personal se advierte sin duda. En el fondo y en la forma. Su prosa es inconfundible. No 
se cita él mismo, como no aparece firma en aquél excelente trabajo recopilador explicativo de la 
evolución y situación penitenciarias, incluida toda la situación de Ceuta y el definitivo Real decreto de 
aquél año, pero sí hace mención, en el propio Anuario, y posteriormente Salillas, a la labor necesaria del 
Negociado bajo su responsabilidad”; y también, “la otra señal que apunta a Salillas en aquella capaz 
elaboración histórico-legislativa y estadística, viene de la mano del propio Canalejas, cuando afirma: 
“Con ser uno de los más enérgicos y laboriosos obreros de la administración el auxiliar á quien 
encomendé que confeccionara el Anuario Penitenciario, y me refiero a D. Rafael Salillas, para que 
conociese el empeño que yo quería poner en la realización de la obra, empecé por mandar á su despacho 
al impresor, con la orden terminante de que no se retirara sin que le diesen original”. Al respecto, Vid. 
Canalejas y Mendez, J.: “La reforma penitenciaria. Recuerdos y propósitos”, en Revista Penitenciaria, 
Tomo II, Madrid, 1905, p. 486. 
805 Vid. Salillas, R.: La vida penal… ob. cit., p. 189. 
806 Sobre la historia y descripción de estos presidios menores, Vid. in extenso, Pezzi, R.: Los 
presidios menores… ob. cit., passim. 
807 Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 87. 
808 Vid. Llorente de Pedro, P.A.: “Las penas de presidio…” ob. cit., pp. 282 y ss.  
809 Vid. Laguna Azorín, J.Mª.: El presidio de Melilla visto por dentro. Estado Jurídico-social. E. 
Mirabent, Valencia, 1907, p. 49; donde el autor expresa su queja acerca de la mala manutención de los 
presidios menores: “Poca atención han merecido siempre á nuestros hombres de Estado las posesiones del 
norte de Africa y sobre todo los llamados Presidios Menores. Jámas ocupó a los políticos la suerte que 





Melilla “menores de dieciocho años ó menores de edad en general”810, que estudió 
Laguna Azorín para contrastar las corrientes criminológicas de Lombroso acerca de la 
criminalidad nata. En la misma obra encontramos, reproducido por el autor, el 
testimonio de uno de los presidiarios más antiguos de la plaza de Melilla, cuyo ingreso 
en la institución se produjo a temprana edad, en la plaza de Ceuta, desde la que fue 
trasladado. Puesto que en él se comenta acerca de la impresión del joven reo a la entrada 
en el presidio, reproducimos un fragmento del texto: 
 
“Ingresé en el presidio á los diecisiete años de edad, la primera vez (hoy tiene cincuenta y uno), mi 
joven corazón no tardó en corromperse por la atmósfera degradante que se respira en nuestros presidios 
civiles y á medida que iba despertando á la vida, se arraigaba en mi el odio hacia la sociedad culpable de 
mi desgracia. Así es que, cumplida aquella condena, cometí nuevos delitos que me sepultaron para 
siempre en el presidio, habiéndolos visitado en su mayor parte”811. 
 
4. Presidios de los Arsenales de Marina de La Carraca (San Fernando), 
Cartagena
812
 y el Ferrol. Lugares costeros, militares, de pertrecho de navíos. A finales 
del siglo XVIII, se restablecen en nuestra península las galeras
813
. El aprovechamiento 
militar vuelve a ser el protagonista de nuestra penalidad. En esta ocasión, los argelinos 
son los antagonistas
814
. Poco dura, sin embargo, el regreso del remo, pues nuevamente 
                                                                                                                                                                                  
pudiera caberles algún dia y huérfanos de toda protección y apoyo, vivieron, llegando el desamparo al 
extremo de carecer algúnas veces de víveres sus moradores”; previamente encontramos en la obra de 
Pezzi palabras similares acerca de la escasez en el presidio de Melilla, Vid. Pezzi, R.: Los presidios 
menores… ob. cit., p. 115, donde escribe: “No se exceptuó Melilla de este abandono que ya hemos hecho 
notar tan repetidas veces al ocuparnos del Peñon y de Alhucemas; y así, la historia de aquella plaza como 
la de estas se reduce a una serie interminable de escaramuzas sangrientas en el campo, y de miserias y 
escaseces en la vida de sus presidios. (…) El 14 de febrero de 1627 llegó la escasez al punto de carecerse 
de toda clase de alimentos excepto pan, del que había provisión para cuatro dias”. 
810 Cfr. Laguna Azorín, J.Mª.: El presidio de Melilla… ob. cit., p. 83. 
811 Cfr. Laguna Azorín, J.Mª.: El presidio de Melilla… ob. cit., p. 145. 
812 Destaca el presidio de Cartagena por las condenas a obras públicas que en él se cumplían. 
También se dispusieron talleres de oficios, en los que muy probablemente los jóvenes tuvieran 
participación; al respecto, Enrique Díaz y Sánchez nos hace saber que “se ingresaba como aprendiz, sin 
que este periodo excediera de cuatro meses”. Cfr. Diaz y Sánchez, E.: Bosquejo de Etilogía penitenciaria. 
Alegrl Beya-Juan Matas, Madrid, 1913, p. 76. Acerca del presidio de Cartagena y su historia, consúltese 
el pequeño (pero instructivo) artículo de Quevedo Carmona, D.: “Cuartel de Instrucción de la Marinería 
de Cartagena: Ayer presidio, hoy história”, en Revista General de Marina, Tomo 236, abril, Cartagena, 
1999, pp. 459-469, en cuya p. 462 también se hace referencia a los trabajos de los presidiarios: “Los 
reclusos debían efectuar diversos trabajos que estaban catalogados de utilidad publica y que servían para 
reducir el tiempo de condena”. 
813 Vid. Real Orden de 31 de Diciembre de 1784. Al respecto, Vid. Cuello Calón, E.: Penologia… 
ob. cit., p. 136 y notas al pie; en el mismo sentido, Vid. García Valdés, C.: “Derecho penitenciario 
militar…” ob. cit., p. 775. 
814 Vid. Cédula de Consejo, de 16 de febrero, de 1785. 





es retirada de nuestro catalogo de penas en 1787
815
. Es entonces necesaria la 
fortificación de los principales puertos, tarea a la que se destinan los contingentes de 
penados que estaban destinados a ser galeotes; “las obras se realizarán para constituir 
los arsenales de Cartagena, La Carraca y Ferrol. Se llamará presidio Arsenal”816. Los 
delincuentes menores de edad serán reclutados en la Marina, castigados con penas de 4 




Los jóvenes delincuentes eran llamados de ese modo a las levas, acusados en su 
mayoría simplemente de holgazanería y vagancia. La definición de la época es amplia, 
pero engloba al joven, pues también es tachado de vago aquel “hijo de familias, que mal 
inclinado, no sirve en su casa y en el pueblo de otra cosa, que de escandalizar con la 
poca reverencia ú obediencia á sus padres, y con el exercicio de las malas costumbres, 
sin propensión ó aplicación á la carrera que le proponen”, y también, aquellos 
“muchachos que, siendo forasteros en los pueblos, andan en ellos prófugos sin destino; 
los muchachos naturales de los pueblos, que no tienen otro exercicio que el de pedir 
limosna, ya sea por haber quedado huérfanos, ó ya porque el impío descuido de los 
padres los abandona a este modo de vida; en la que creciendo sin crianza, sujeción ni 
oficio, por lo regular se pierden”818. Se vuelve a la conocida fórmula: hijos díscolos de 
familias adineradas = corrigendos; niños en situación de desamparo= protección y 
asistencia. Aquellos aprehendidos “que fueren hábiles y de edad competente para el 
manejo de las armas, se mantendrán en custodia y sin prisiones, en caso de ser las 
cárceles seguras, y que no haya recelo de de fuga”819. Entendió el monarca Carlos III 
que la edad competente para este servicio al Estado no debía ser inferior a los diecisiete 
años
820
. De igual modo, la permanencia en las cárceles de custodia de aquellos 
                                                             
815 Vid. Real Orden, de 1 de junio, de 1787. 
816 Cfr. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., 102; la definición de Arsenal es 
concretada en su Diccionario por Cadalso como “establecimiento de la Marina de guerra situado cerca del 
mar, donde se fabrican, reparan y conservan las embarcaciones, y se guardan los pertrechos y demás 
útiles necesarios para equiparlas”. Este establecimiento militar se convertirá en un lugar de destino para 
los jóvenes díscolos y vagabundos, reclutados por la Armada para diversas tareas. Vid. Cadalso, F.: 
Diccionario… I, ob. cit., p. 86. 
817 Vid. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., 108. 
818 Cfr. Real Orden, de 30 de abril, de 1745. 
819 Vid. Real Decreto y Cédula, de 7 de mayo de 1775, Real Ordenanza para las levas anuales en 
todos los pueblos del Reyno, 5, en Novissima Recopilación, Libro XII, Título XXXI, Ley VII.  
820 Vid. Real Decreto, de 7 de mayo, de 1775… cit., 6, en Novissima Recopilación, Libro XII, 
Título XXXI, Ley VII; donde se expone: “La edad de los vagos aplicables al servicio de armas se ha de 
entender desde diez y seis años cumplidos hasta treinta y seis también cumplidos”, por Real Orden de 7 





destinados a las levas debía ser “de muy corta duración, por no molestarles inútilmente 
con la prisión, y no excusar gastos de manutención”821. 
 
 Eliminados los menores del servicio militar activo, serán destinados para su labor 
en los arsenales de la Armada
822
. No obstante, se impone la utilidad a la reforma del 
menor en tales Arsenales de Marina. La condena es demasiado corta para el posterior 
aprovechamiento de los reclutas formados en las escuelas, lo que vino a levantar las 
quejas de los militares al mando. Así, comienzan las reticencias al envió de menores a 
este destino, por lo que algunas disposiciones intentarán alejarlos del servicio en la 
Armada
823
. La retención de los menores, a semejanza de las clausulas del galeote, 
intenta imponerse. Así, el ya citado Salillas, recoge estas peticiones de permanencia, 
dando noticia de las quejas: “Sobre muchachos vagos a quienes se instruye para ser 
marineros, el subinspector del Arsenal representa, con fecha 15 de noviembre de 1783, 
que es casi perdido el tiempo y trabajo que se emplea en estos individuos, si cuando 
cumplen sus condenas de cuatro años a que generalmente son sentenciados por las 
Justicias, se les dan sus licencias, y como ya ha sucedido a varios que puestos en 
libertad vuelven a su holgazanería y el Estado pierde la utilidad que podrían tener en la 
Marina”824. Más adelante, los expósitos y huérfanos serían enviados a Cádiz825, primer 
                                                                                                                                                                                  
de Agosto de 1779 y consiguiente Cédula del Consejo de 15 del mismo, se amplía la edad hasta los 40 
años cumplidos. 
821 Cfr. Real Decreto, de 7 de mayo, de 1775… cit., 10, en Novissima Recopilación, Libro XII, 
Título XXXI, Ley VII. 
822 Vid. Real Decreto, de 7 de mayo, de 1775… cit. 40, en Novissima Recopilación, Libro XII, 
Título XXXI, Ley VII. 
823 Vid. Real Orden, de 26 de noviembre, de 1780, y consiguiente Cédula del Consejo, de 25 de 
abril, de 1781, con motivo de haberse destinado á la Armada niños de once años, se mandó, no incluirles 
en la cuerda, ni darles tal destino, y si el prevenido en el artículo 40 de la Real Ordenanza para las levas 
anuales en todos los pueblos del Reyno, antes citado. 
824 Cfr. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., pp. 108 y 109, y también pp. 166 y 117. 
825 Los niños expósitos y huérfanos también fueron enviados a los Arsenales, así se recoge en la 
Novissima Recopilación: Libro VII, Título XXXVII, Ley II, donde se indica, que “reconociendo los 
grandes inconvenientes que resultan de que la gente de mar de la Armada del Océano no sea de las 
experiencias que es tan necesario; y que el único medio de ocurrir á esto, es aplicar á ella, como se hacia 
por lo pasado, los niños expósitos y huérfanos, para que empezando por el exercicio de grumete, se 
habiliten y adiestren para marineros, artilleros y pilotos; he resuelto, se destine en Cadiz una casa donde 
se vayan recogiendo todos los que hubiere á propósito de esta calidad en las ciudades de Andalucia alta 
y baxa, y Reyno de Granada, y especialmente los de la doctrina, desamparados y hospicios de esta Corte; 
y que se les acuda á cada uno con una ración ordinaria, la media para sustento, y la otra para vestirlos, 
en el ínterin que tienen edad para irlos repartiendo en los navios de la Armada del Océano, carrera de 
Indias y otros”. 





presidio correccional de nuestra historia penitenciaria
826
, con la finalidad de aprender el 
oficio naval. 
 
Finalmente, se admitió en los batallones de Marina a aquellos jóvenes, que fueran 
“bien personados, de sana contextura, y de doce á catorce años de edad, los destinados 
por las Justicias, ó aplicados por vagos á este servicio, con la obligación de continuar en 
él ocho años desde que se cumplan los diez y seis; y que estos estén para todo en igual 
caso que los voluntarios, mediante que su corta en edad borra la nota de haber sido 
destinados al servicio de las armas”827. Del mismo modo, aquellos “mozos sanos y 
robustos desechados para el servicio de las armas, por no tener talla correspondiente, se 
aplicarán a la marina, en donde se admitirán para el servicio de los batallones, 
conduciéndolos á las caxas”, que por la Real Orden, que se comunicó el 18 de julio de 
1774, mandaba por Carlos III construir en los Departamentos de Cádiz, Ferrol y 
Cartagena, para depósito de los sentenciados por las Justicias á servir en la tropa de 
Marina
828
. Más tarde, su sucesor, Carlos IV, por Real Orden, de 20 de abril, de 1798, 
impuso que no se destinaran a aquellos penados “díscolos” al servicio de los batallones 





Las Escuelas prácticas de marinería
830
, suponen prácticamente el único anclaje 
educativo
831
 de la institución de los presidios-arsenales compuesto para los menores 
enviados a los mismos. Salillas introducía en lo referente a su regulación en materia 
educativa la siguiente cita normativa, que reproducimos por su especial interés sobre el 
régimen de los menores en esta institución:  
                                                             
826 Vid. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., pp. 177 y 178. 
827 Cfr. Real Orden, de 27 de junio, de 1791. 
828 Vid. Real Cédula, de 11 de enero, de 1784, consiguiente á cons. res. de 28 de febrero, 18 y 27 
de marzo, y 1 de abril de 1783, 1, en Novissima Recopilación, Libro XII, Título XXXI, Ley XII. Los 
departamentos a los que se refiere la disposición son los siguientes: Cádiz: Sevilla, Malaga, Ecija, Xérez, 
Ayamonte, Cáceres. Ferrol: Madrid, Astorga, Avilós, Burgos, Santiago, Valladolid, Tuy. Cartagena: 
Granada, Valencia, Albacete, Murcia, Orihuela, Lorca, Elche, Cuenca, Zaragoza, Barcelona por mayor. 
829 Vid. Novissima Recopilación, Libro XII, Título XL, Ley XXII. 
830 Vid. Real Orden, de 19 de junio, de 1781; se establecieron en los arsenales de Cartagena y el 
Ferrol. También, Vid. Real Orden, de 13 de mayo, de 1793, sobre la selección de los muchachos 
destinados a estas escuelas, al respecto, Vid. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., p. 139; 
quien nos indica que en Cartagena se organizó El Bergantín de Enseñanza; también Vid. Zarandieta 
Mirabent, E., y Anguera e Sojo, J.: De Criminalidad… ob. cit., p. 22. 
831 Vid. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., p. 140. 





“En un documento de 24 de Noviembre de 1787, firmado por el licenciado secretario don 
Francisco Antonio Valdés, se dicen cosas muy informativas. En primer término que de los vagos 
presentados, por lo general no escojo más que de los de doce a diez y ocho años, por considerarlos 
menos enviciados en la holgazanería. 
Los que se escogen son del Reino de Aragón, navarros, montañeses, asturianos, gallegos y tal 
cual granadino. De las demás provincias se ha experimentado la pronta deserción. 
Cuando ingresan, tienen veintidós reales y una ración de armada. El buen régimen les hace comer 
opulentamente. Beben un medio cuartillo de vino, diario, mezclado con dos de agua, y el cuartillo 
restante lo venden para comer verduras, para hacer buenas ollas, que los ponen gordos, no obstante 
trabajar todo el día. Están bien vestidos y aseados, porque no se les da el dinero hasta que tengan cuatro 
mudas de ropas y seis u ocho camisas, y no se les da cama de grumete en propiedad hasta que no hayan 
dado pruebas no equivocas de haberse aplicado bien en las maniobras, saber la aguja de marear, 
trabajar en la recosida de aparatos y coser velas. El procedimiento que se sigue es radical en dos 
extremos: al que permanece con honradez y trabajo, se le da plaza de marinero, y a tal cual de artillero, 
y si se descubre durante su carrera alguna falta de subordinación, embriaguez o ratería, se le manda a 
presidio para que allí acabe su condena y no infeste a los demás de buena conducta”832. 
 
Como puede apreciarse, el régimen de los menores delincuentes atenuaba las 
duras condiciones del encarcelamiento en el presidio. El proteccionismo, la corrección y 
la pedagogía se imponen poco a poco. Las buenas prácticas, la enseñanza, se reservan 
para los más jóvenes, con los que se tiene un mejor trato: 
 
“Que cuando se embarquen procuren los comandantes que los contramaestres y demás oficiales 
no los maltraten con la ignonimia de llamarlos pillos y aun ladrones, pues sus delitos en general no son 
otros que el de haberlos encontrado sin ocupación, y suele haber entre ellos hijos de buenas familias”833. 
 
Tiempo después, el hacinamiento de penados en los presidios africanos, empujaría 
a la creación de una red de presidios peninsulares que incluía ciudades como Málaga, 
Barcelona, Valencia, Sevilla, Cádiz a los que completaban los presidios arsenales de 
Cartagena, el Ferrol y la Carraca
834
. Más tarde, los presidiarios serán trasladados al viejo 
caserío de Santander de El Dueso y a la prisión central de Santoña culminando así “el 
tránsito, tras una larga andadura, a un Derecho penitenciario civil”835. Comienza de este 
modo, ya a principios del siglo XX, la traslación de los presidios africanos a la 
                                                             
832 Cfr. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., pp. 114 y 115. 
833 Vid. Real Orden de 19 de junio de 1781; citada también en, Salillas, R.: Evolución 
penitenciaria… II, ob. cit., pp. 115 y 116. 
834 Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 76. 
835 Vid. Figueroa Navarro, Mª.C.: Los orígenes… ob. cit., p. 28. 





península, y con ella, tal y como expresara Salillas, se da paso a una nueva era para los 
presidios. En sus términos: “la traslación de los penados de África y la reforma 
penitenciaria se ligan inseparablemente, no una reforma meramente gacetable, sino 
inmediatamente efectiva”836. 
 
2.4.2. La Real Ordenanza para el gobierno de los Presidios Arsenales de 
Marina, de 20 de mayo, de 1804. 
 
Realizamos, llegados a este punto, un breve adelantamiento en el hilo cronológico 
de nuestro estudio, para evitar diluir la exposición acerca de la presencia de los jóvenes 
delincuentes en los Presidios Arsenales de Marina, sin observar su principal norma 
legislativa. Nos adentramos entonces en los primeros años del siglo XIX, portador de la 
principal reforma penitenciaria e introductor de muchas medidas humanitaristas 
procedentes del último cuarto del siglo anterior. Se decide entonces reglamentar una 
realidad conocida y aplicada en los arsenales. Así, la Real Ordenanza de Arsenales de 
Marina de 1804, como texto penitenciario-militar, supone, en fin, la “primera formación 
sistemática en nuestra reforma penitenciaria”837. No en vano, por ello el gran Salillas, 
catalogó al presidio como “definidor de toda nuestra organización penitenciaria, 
imponiéndose en la misma titulación marina: presidio-arsenal”838. 
 
Además de la sistematización que emana de la norma, por su innovadora 
propuesta de reforma correccional para el delincuente, la Ordenanza de presidios 
navales se convierte en “la normativa matriz, de referencia, que trasciende por sus 
                                                             
836 Cfr. Salillas, R.: “La traslación de los presidios de África”, en Revista Penitenciaria, Año III, 
Tomo III, Eduardo Arias, Madrid, 1906, p. 123; al respecto, también Vid. in extenso, Figueroa Navarro, 
C.: Los orígenes… ob. cit., passim.    
837 Cfr. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., p. 219; previamente, el mismo: Prioridad 
de España en las determinantes del sistema penitenciario progresivo y penetración de las ideas 
correccionales en nuestro país a fines del siglo XVIII y comienzos del XIX, Madrid, 1913, passim; al 
respecto, Vid. Cuello Calón, E.: Penología… ob. cit., p. 142; y también, García Valdés, C.: Derecho 
penitenciario militar… ob. cit., p. 781, quien, siguiendo a Salillas y Cuello Calón, identifica la Real 
Ordenanza de 1804 como “el primer sistema penitenciario progresivo-correccional”; por su parte, Luis 
Garrido Guzmán la señala como “la primera ley penitenciaria española”. Cfr. Garrido Guzmán, L.: 
Manual... ob. cit., p. 161. 
838 Cfr. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… I, ob. cit., p. 13. 





reflejos humanitarios regimentales”839. No obstante, a pesar de aquél incipiente carácter 
correccional, la normativa de presidios-arsenales de Marina constituía una regulación 
estricta y áspera
840
, de carácter militar
841
, que supuso los primeros pasos de la 




Como se ha expuesto supra, en aras de una mayor utilidad
843
, a los presidios o 
arsenales eran enviados principalmente aquellos penados “de delito limpio, de edad y de 
robustez competente para las faenas de aquellos sitios”844. Por otro lado, los distintos 
estudios que ha realizado la doctrina
845
 sobre la normativa castrense de la época 
(Reglamento de la Cárcel de Madrid de 1781, la Real Ordenanza para el gobierno de 
los Presidios Arsenales de la Marina de 1804, los Reglamentos del Presidio 
Correccional de Madrid de 1805 y el Reglamento General de los presidios 
Peninsulares 1807 entre otros) datan la edad de ingreso en presidio desde los diez años 
y medio, e incluso se habla de los ocho años por vía de corrección paterna
846
 (los 
propios padres podrían solicitar el ingreso de sus hijos en presidio o cárcel para 
enderezar su conducta, como ya se ha expuesto en el anterior epígrafe). No obstante, a 
                                                             
839 Cfr. Sanz Delgado, E.: “Disciplina y reclusión en el s. XIX: Criterios humanizadores y control 
de la custodia”, en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, Año LIV, Tomo LV, Fascículo I, 
enero-abril, Madrid, 2004, p. 112. 
840 Vid., a modo de ejemplo, los Artículos 4, 5 y 8, Título VIII, de la Real Ordenanza para el 
gobierno de los Presidios Arsenales de Marina, de 20 de mayo, de 1804, en los que se plasman las 
principales medidas disciplinarias, hallándose entre las mismas los azotes y el cañon de corrección. Al 
respecto, Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 327; en el mismo sentido, Garrido 
Guzmán: Manual… ob. cit., p. 162; sobre estas medidas y su abrumadora dureza, Vid. García Valdés, C.: 
“Derecho penitenciario militar…” ob. cit., p. 784; o, específicamente, Sanz Delgado, E.: “Disciplina y 
Reclusión…” ob. cit., p. 113. 
841 Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 190, quien ha expresado en otra parte: 
“reflejaba su carácter inequívocamente castrense, manteniendo el funcionamiento y la disciplina, ante 
todo militar, del emplazamiento presidial”. Vid., el mismo: “Disciplina y Reclusión…” ob. cit., p. 114.  
842 Vid. García Valdés, C.: “Derecho Penitenciario militar…” ob. cit., p. 776; el mismo: Derecho 
Penitenciario… ob. cit., p. 88. 
843 Tal y como indica la propia Ordenanza en su preambulo, y recoge Salillas: “Significación 
utilitaria: (…) se saquen ventajas de las faenas a que se empleen los presidiarios…”. Cfr. Salillas, R.: 
Evolución penitenciaria… II, ob. cit., pp. 226 y 227. 
844 Cfr. Artículo 1, Real Ordenanza para el gobierno… cit., Título I; al respecto, Vid. Salillas, R.: 
Vida penal… ob. cit., p. 239; el mismo: Anuario penitenciario… ob. cit., p. 15; en el mismo sentido, Vid. 
García Valdés, C.: “Derecho penitenciario militar…” ob. y loc. cit.; el mismo: Derecho Penitenciario… 
ob. cit., p. 95. 
845 Vid., especialmente los estudios de García Valdés, C.: Los presos jóvenes…ob. cit., p. 27; 
asimismo, Téllez Aguilera, A.: Sistemas penitenciarios y sus prisiones… ob. cit., pp. 45 y ss.; el mismo, 
Seguridad y Disciplina penitenciaria. Un estudio jurídico. Edisofer, Madrid, 1998, pp. 172 y ss.; más 
recientemente, Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit.; el mismo: “Disciplina y Reclusión…” ob. 
cit., pp. 109-201; y también, en referencia a la normativa de los presos jóvenes, Vid. García Vázquez, A.: 
“Siglo XIX y principios del XX...” ob. cit., p. 200 y ss. 
846 Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 28. 





pesar de la continuidad en la afluencia de menores de edad a los presidios arsenales, la 
normativa de 1804 no contempla su estancia en los mismos, excluyendo su regulación 
al exigir una “edad competente”, esto es, una edad bastante para el ingreso en dichos 
establecimientos. 
 
La importancia de esta norma para nuestro estudio radica fundamentalmente en 
dos ideas esenciales: en ella se establecían las bases de un sistema progresivo, dividido 
en tres períodos
847
; y un principio de separación
848
 de penados, precursor del 
apartamiento por  edad entre los presos adultos y los jóvenes, fundamentalmente para 
evitar el contagio criminal de los primeros. De este modo, la distribución del presidio 
arsenal se realizará por divisiones en cuadras, a su vez subdivididas en diferentes 
departamentos, de modo que “en las cuadras del número de salones necesarios, se 
alojarán por separado los de cada clase de tiempo de condena y del oficio que ejerzan”, 
                                                             
847 Vid. Salillas, R.: La vida penal... ob. cit., pp. 239, 240, 241 y 396; el mismo: “Prioridad de 
España en las determinantes del sistema penitenciario progresivo y penetración de las ideas 
correccionales en nuestro país á fines del siglo XVIII y comienzos del XIX”, en Asociación Española 
para el Progreso de las Ciencias. Tomo VI. Sesión del 18 de junio de 1913, Congreso de Madrid. 
Madrid, 1914, p. 75; el mismo: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., Madrid, 1918, p. 229; y también en 
Anuario Penitenciario… ob. cit., pp. 15 y 16; al respecto, también Cadalso, F.: Diccionario… I, ob. cit., p. 
70; el mismo: Estudios penitenciarios... op. cit., p. 176; el mismo: Informe del negociado de inspección y 
estadística, en Dirección General de Prisiones: Expediente general para preparar la reforma penitenciaria, 
Dirección General de Prisiones, Madrid, 1904, p. 36; el mismo: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., pp. 
319 y 324; Castejón, F.: La legislación penitenciaria española… ob. cit., pp. 5 y 86; Cuello Calón, E.: 
Penología... op. cit., p. 142; el mismo: La moderna penología... op. cit., p. 366; Cadalso, F.: 
Diccionario… Tomo I, ob. cit., p. 70; Cidrón, M.: “Un Sistema Penitenciario Español”, en Asociación 
Española para el Progreso de las Ciencias, Oporto (Sesión de 22 de junio de 1921), Madrid, 1923, pp. 98 
y 99; Saldaña, Q.: Adiciones… ob. cit., p. 467; Lasala Navarro, G.: “Los cinco Códigos fundamentales 
del ramo de prisión”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Año II, Número 31, octubre, Madrid, 1947, 
p. 28; el mismo: “Condena a obras y presidios de arsenales”… ob. cit., pp. 21, 23 y 24; Aparicio 
Laurencio, A.: El sistema penitenciario español y la redención de penas por el trabajo. Madrid, 1954, p. 
63; García Valdés, C.: Régimen penitenciario... op. cit., p. 29; el mismo: “Derecho penitenciario 
militar…” ob. cit., pp. 781 y 785; el mismo: Teoría de la pena… ob. cit., p. 90; Garrido Guzmán, L.: 
Manual... ob. cit., p. 162; Bueno Arús, F.: “Historia del Derecho Penitenciario español”, en VV.AA., 
Lecciones de Derecho Penitenciario, Universidad de Alcalá de Henares, 1985, 2ª ed. 1989, p. 19; 
Figueroa Navarro, Mª.C.: Los orígenes… ob. cit., pp. 75-77; Burillo Albacete, F.J.: El nacimiento... ob. 
cit., p. 36; Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo... ob. cit., pp. 190 y ss; el mismo: “Disciplina y 
Reclusión…” ob. cit., p. 113. 
848 Vid. Artículos 5 y 15 de la Real Ordenanza de Presidios Navales, de 20 de mayo, de 1804, 
Título IV; acerca de los mismos, Vid. Salillas, R.: La vida penal... ob. cit., pp. 239-241, señalaba como los 
penados se clasificaban en “Primera clase: de peonaje. En ella estaban los individuos hasta cumplir la 
tercera parte de la condena. Iban amarrados con cadena, apareados” su régimen de trabajo era el más 
duro, no recibían gratificaciones y los castigos por insubordinación eran mayores que para los de las 
demás clases; “Segunda clase: de peonaje. En ella permanecían los penados hasta cumplir otra tercera 
parte de la condena. Estaban amarrados en ramal”, de esta clase se sacaban aprendices para talleres y 
obradores; “tercera clase: de marineros y operarios”, divididos en otras dos clases según su gratificación; 
de este modo, “la casa-presidio estará dividida, de suerte que los de primera y segunda clase estén 
totalmente separados y sin la menor comunicación con los de tercera”; al respecto, más recientemente, 
Vid. García Valdés, G.: “Derecho penitenciario militar…” ob. cit., p. 782. 





“los salones estarán subdivididos con rejas de hierro, de modo, que en cada división 
quepa cómodamente una cuadrilla, y la puerta estará al tránsito ó corredor, de suerte, 
que cada cuadra se maneje por separado”849. 
 
A estas dos características, debe sumarse un tercer punto ya mencionado y 
trascendental de la Ordenanza, como es que también abarcara la filosofía pre-
correccional que había comenzado a implantarse años anteriores. En este sentido, 
Salillas nos señalaba: “esta Ordenanza, principalmente en algunos pormenores, 
constituye un texto correccional muy adelantado á su época y muy superior á otras 
Ordenanzas y reglamentos posteriores, que con falsas ideas de organización han 
contribuido al desorden penitenciario”850. Al respecto, describe Sanz Delgado cómo en 
la norma “se advierten, con claridad sintética, en la continuación del texto, en un 
paralelismo histórico-evolutivo, con los fines asociados a la penalidad, la conjunción de 
componentes retributivo (no dejar impune el delito), preventivo general (alejando así la 
depravación), utilitario (se saquen ventaja de las faenas á que se empleen los 
presidiarios) y correccional-reinsertador”851. 
 
2.4.3. Los jóvenes penados en la Novíssima Recopilación. Carlos III: El 
restablecimiento de los Hospicios y los departamentos correccionales.  
 
Ya hemos resaltado los textos legislativos contenidos en la Novissima 
Recopilación en relación con los jóvenes galeotes y presidiarios, y de las excepciones a 
la aplicación de tales penas. No obstante, en algunos supuestos, recogidos en tal 
compendio de normas, la minoría de edad no supone impedimento alguno para la 
aplicación de la pena. Es, a modo de ejemplo, el caso del delito de sacar oro o plata sin 
la licencia real, cuya pena es la muerte y confiscación de todos los bienes para el erario 
Real, “sin que se puedan excusar por menor edad, ni por ser extrangeros, ni por no 
haber perfeccionado la saca del oro ó plata”852. Los asuntos de índole económica 
                                                             
849 Cfr. Real Ordenanza para el gobierno… cit., Título III, artículo 3º y 4º; al respecto, Vid. 
Salillas, R.: La vida penal… ob. cit., p. 241. 
850 Vid. Salillas, R.: La vida penal… ob. cit., p. 243. 
851 Cfr. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 193. 
852 Cfr. Real Pragmática promulgada por Felipe IV, de 14 de octubre, de 1624, Prohibición de 
sacar el oro y plata en pasta ó moneda, y de entrar la de vellón en estos Reynos, en Novissima 
Recopilación: Libro IX, Título XIII, Ley X. 





endurecen de este modo el rigor punitivo en los reinos de España. Así, también eran 
castigados con severidad los delitos de falsificación de moneda, en los que además aún 
perdura la responsabilidad familiar del delito, excluyendo a los hijos de los 




Ni el segundo Carlos, ni los dos Felipes, IV y V, fueron reyes con demasiados 
escrúpulos a la hora de tratar los asuntos de los menores infractores. A las crudas 
pragmáticas anteriores del primero, se suman las leyes de persecución de las cuadrillas 
de gitanos del segundo, curiosidad histórica que nos recuerda a la actual regulación 
sobre bandas juveniles. La pena de muerte para aquellos “aprehendidos juntos en 
quadrilla algunos de los que se dicen gitanos en el número de tres ó más, con armas de 
fuego cortas ó largas, á pie ó á caballo”, es aplicada sin remilgos, sin “excepción de 
inmunidad, menor edad, borrachera, violencia ni otra qualquiera de todas las demás”854. 
Por otra parte, cabe destacarse la Pragmática, de 23 de febrero, de 1734, anteriormente 
citada en el epígrafe correspondiente a las galeras, en virtud de la cual “á qualquiera 
persona que, teniendo diez y siete años cumplidos, dentro de la Corte y en las cinco 
leguas de su rastro y distrito le fuere probado  haber robado á otro (…) se le deba 
imponer la pena capital”855. Acerca de esta pragmática debemos rescatar la reflexión de 
Casabó Ruiz, quien señala “la distinción que hace la pragmática entre los mayores de 
diecisiete años, y de quince a diecisiete, aplicando a estos últimos una penalidad 
rebajada”856. 
 
                                                             
853 Vid. Real Pragmática promulgada en el Escorial por Felipe IV, de 24 de septiembre y 30 de 
octubre, de 1658, en Aranjuez por Pragmática, de 11 de septiembre, de 1660, y en San Lorenzo por 
Pragmática, de 29 de octubre de 1660. Pena de los que falsearen la moneda en qualquier modo, y de los 
que la metieren en estos reynos; y prueba privilegiada de este delito, 7 y 8. 
854 Cfr. Pragmática promulgada por Carlos II en Madrid, de 12 de junio de 1695, repetida por 
Felipe V, en la Real Pragmática, de 15 de enero publicada en 14 de mayo de 1717, y por otra Cédula, de 
1 de octubre, de 1726, en Novissima Recopilación: Libro XII, Título XVI, Ley VII, 14 y 15. 
855 Cfr. Pragmática promulgada por Felipe V, de 23 de febrero, de 1734, Pena de los que hurtaren 
en la Corte y cinco leguas; y prueba privilegiada de este delito, en Novissima Recopilación: Libro XII, 
Título XIV, Ley III. 
856 Cfr. Casabó Ruiz, J.R.: “Los orígenes de la codificación penal en España”, en Anuario de 
Derecho Penal y Ciencias Penales, Año XXI, Tomo XXII, Fasciculo II, mayo-agosto, Madrid, 1969, p. 
315. 





Como se ha dicho, la Ilustración deja su impronta. Fue, por el contrario, Carlos III 
un monarca preocupado por las cuestiones carcelarias y la protección de los menores
857
. 
Su ánimo por poner en práctica algunas regulaciones acerca de la clasificación y estado 
de los penados ya han sido resaltadas supra, en epígrafes anteriores. Muchas de sus 
órdenes y cédulas se encuentran recogidas en las codificaciones de la época. En el texto 
de la Novíssima Recopilación, se compilaron algunas disposiciones específicas sobre el 
tratamiento punitivo para los menores de edad. Su interés por el componente educativo 
en el trato de los menores
858
 puede comprobarse en algunas de los mandatos que se 
ocupan del establecimiento de escuelas de educación y corrección
859
, llegando incluso a 
reclamar responsabilidades a los padres en aquellos casos en los que el comportamiento 
                                                             
857 Lo demuestran algúnas de las normas que promulgó, Vid., como ejemplo la Instrucción de 
Corregidores, de 15 de mayo, de 1788, capítulos 7 y 8, recogida en la Novissima Recopilación: Libro XII, 
Título XXXVIII, Ley XXV, donde puede leerse: “La estancia en la cárcel trae consigo 
indispensablemente incomodidades y molestias, y causa también nota á los que están detenidos en ella. 
Por esta razón los Corregidores y demás Justicias procederán con toda prudencia, no debiendo ser 
demasiadamente fáciles en decretar autos de prisión en causas o delitos que no sean graves, ni se tema la 
fuga ú ocultación del reo… Cuidarán de que los presos sean bien tratados en las cárceles, cuyo objeto es 
solamente la custodia y no la aflicción de los reos; no siendo justo que ningún ciudadano sea castigado 
ántes de que se le pruebe el delito legítimamente”; también se ha resaltado su labor como protector de la 
infancia abandonada y delincuente, Vid. Montero-Rios y Villegas, A.: Antecedentes y Comentarios a la 
Ley de Tribunales para Niños. Imprenta Clásica Española, Madrid, 1919, p. 19; al respecto, también Vid. 
Cuello Calón, E.: Penología… ob. cit., p. 304; el mismo: Criminalidad infantil… ob. cit., p. 91, donde se 
explica: “Llegado el reino de Carlos III se abre una nueva era para la infancia abandonada y delincuente, 
desaparece el espíritu que inspiró las aflictivas penalidades de los pasados siglos y a los bárbaros castigos 
y a las medidas inhumanas suceden procemientos tutaleres y educativos de orientación completamente 
moderna”; también Vid. De las Heras, J.: La vida del niño delincuente… ob. cit., pp. 221 y 222; y, más 
recientemente, Lasala Navarro, G.: “Protección y defensa…” ob. cit., p. 657, donde el autor expresa que 
“fue notable entre nosotros, en el siglo XVIII, el rey Carlos III por lo mucho que legisló sobre los niños 
procurando que se les recluyera en hospicios y casas de misericordia en vez de llevarlos a las cárceles y 
presidios, comprendiendo, con acierto, que necesitaban tutela y protección más que castigo y aflicción”. 
Algúnos autores también han resaltado su visión ilustrada, reflejada en la legislación de su reinado, Vid. 
Corrales Elizondo, A.: “Las Ordenanzas de la Armada”, en Cuadernos Monográficos del Instituto de 
Historia y Cultura Naval”, Jornadas de Historia Marítima, XXIII, Volúmen 38, 2001, p. 93, donde el 
autor indica que “en las propias fórmulas de Carlos III la filosofía de la Ilustración va a imprimir también 
sucesivamente un avance social importante en la búsqueda del tratamiento con equidad, con respeto a los 
derechos adquiridos en el servicio, con precisión en la normativa de infracciones disciplinarias y de 
sanciones y, muy especialmente, haciendo figurar la exaltación del sacrificio a la patria, aunque se siga 
guardando fidelidad a la Corona y no al país, puesto que se trata en principio de un ejército real y no de 
un Ejército nacional que sobrevendría más adelante”. 
858 Vid. Instrucción de Corregidores, inserta en Cédula, de 15 de mayo, de 1788, Capítulo 28: 
Cuidado de los Corregidores y Justicias sobre que los maestros de Primeras letras cumplan su 
ministerio, y tengan las calidades que se requieren, en Novissima Recopilación: Libro VIII, Título I, Ley 
VIII; dónde podemos leer una reveladora afirmación acerca de este punto: “Siendo tan importante á a la 
Religión y al Estado la primera educación que se da á los niños, porque las primeras impresiones que se 
reciben en la tierna edad duran por lo regular toda la vida…”. 
859 Ejemplos de estas normativas son la Real Orden, de 2 de junio, de 1788, del cuidado de los 
rectores de las casas de expósitos en la educación de estos, para que sean vasallos útiles. 





del menor resulte de la herencia de los malos hábitos familiares
860
. Además de ello, el 
monarca ilustrado considera la educación como un asunto de Estado
861
, alejándose del 
mencionado monopolio religioso, antes mencionado, en el que se encontraba la 
cuestión. 
 
En consonancia con esta idea, Carlos III fue el monarca español ilustrado que 
intentó trasladar al ámbito público los sistemas de protección de menores
862
. Su apuesta, 
una vez más, fueron las instituciones de protección: los Hospicios. Su regreso se 
produce durante este periodo, en el reinado de Carlos III. Los menores infractores, y los 
acusados de vagancia y holgazanería serán enviados a tales edificaciones, precursoras 
de las casas de corrección, cuya filosofía y asentamiento en nuestra península será 
adoptada durante el siglo XVIII
863
. Este es el destino de los infractores cuya edad se 
encuentra por debajo de los diecisiete años y escapan del reclutamiento en las levas de 




                                                             
860 Vid. Circular de Consejo, de 6 de mayo, de 1790, consiguiente á Real Orden, para tratar los 
medios de de enmendar y corregir la educación, ociosidad y resabios que se pasan de padres a hijos, 
haciendo á aquellos responsables; se encargó a los Corregidores y Alcaldes mayores el cumplimiento de 
las leyes y medidas necesarias para la buen funcionamiento de las escuelas. Esta norma se encuentra en la 
misma línea que otras leyes medievales que ya se ocupaban del destino de los menores en situación de 
desamparo, suavizando los castigos corporales y sometiéndolos al aprendizaje de oficios; asi, por 
ejemplo, Vid. Novissima Recopilación: Libro XII, Título XXXI, Ley II, que recopila las normas otorgadas 
por Enrique II, en Toro año 1369, Ley 32; Juan I en Burgos, año 1379, pet. 20; y Juan II en Valladolid y 
Madrid, año 1235 pet. 39: “Destino de los vagamundos á oficios ó al trabajo y labor, ó al servicio con 
señores: Todo hombre ó muger que fuere sano, ó tal que pueda afanar, sean apremiados por los Alcaldes 
de las ciudades, villas y lugares de nuestros reynos, que afenen y vayan á trabajar y labrar, ó que vivan 
con señores, ó que aprendan oficios en que se mantengan, y no se les consientan que estén baldíos, y que 
lo hagan así pregonar; y si después del pregon los hallaren baldíos, que les hagan dar cincuenta azotes, 
y les echen fuera de los lugares: y mandamos á las Justicias, que lo hagan asi guardar, so pena de perder 
sus oficios: y esto se entienda, salvo si fueren hombres enfermos y lisiados en sus cuerpos, ó hombres 
muy viejos, ó mozos menores de edad de doce años”. 
861 De ahí sus pujas con algúnas ordenes religiosas consagradas a la educación de los menores, 
como los Jesuitas. Al respecto, Vid. Martí Gilabert, F.: Carlos III y la política religiosa. Rialp, Madrid, 
2004, p. 84. 
862 Durante el reinado de Carlos III se dan a la vez dos sistemas de asistencialismo y protección, el 
público, representado por el control y poder del Estado, y el eclesiástico. Al respecto, consúltense las 
obras de Callahan, W. J.: Church and society in Catholic Europe of the eighteenth century. Cambridge 
University Press, Cambridge, 1979, passim; y también, del mismo autor: Iglesia, poder y sociedad en 
España, 1750-1874. Editorial Nerea, Madrid, 1989, passim.  
863 Así lo expresa Ruth Pike, indicando que en la legislación de los siglos anteriores “una gran 
parte de la pobre de la población inactiva -mujeres, niños, ancianos y discapacitados físicos- no fueron 
afectadas por las leyes. Fue en este momento que la casa de la idea de la corrección se adoptó en España”; 
Cfr. Pike, R.: Penal Servitude... ob. cit., p. 54. 
864 Vid. Real decreto y Cédula, de 7 de mayo, de 1775… cit. 40, en Novissima Recopilación: Libro 
XII, Título XXXI, Ley VII. 





La Cédula del Consejo, de 12 de julio, de 1781, promulgada por Carlos III, se 
ocupa del destino de los inútiles para el servicio de las armas y la marina, modificando 
las anteriores disposiciones en materia de reclutamiento de los menores huérfanos en las 
levas. El tenor de la norma es el que sigue: 
 
“Sin embargo de lo dispuesto y prevenido en el cap. 40 de la Real ordenanza de levas de 7 de 
mayo de 1775 (ley VII, antes citada) han ocurrido algunas dudas sobre el destino que se haya de dar á 
los vagos desechados por el exercito y por la marina: y conformándose con el parecer de mi Consejo 
sobre este punto por via de providencia interina, y hasta tanto que conforme al citado capítulo se 
establecen y acuerdan las providencias oportunas, de que se esta tratando el mi Consejo sobre erección 
de casas de misericordia, y otros medios de socorrer á los pobres ineptos para el servicio militar, he 
resuelto: 
1. Que las Justicias amonesten á los padres, y cuiden de que estos, si fueren pudientes, recojan á 
sus hijos é hijas vagos, les den la educación conveniente, aprendiendo oficio ó destino útil, colocándose 
con amo ó maestro; en cuya forma, ínterin se forman las casas de recolección y enseñanza caritativa, se 
logrará arreglar quanto antes la policía general de pobres, y apartar de la mendiguez y ociosidad á toda 
la juventud, atajando el progreso y fuente perenne de vagancia. 
2. Que quando fueren huérfanos estos niños y niñas vagantes, tullidos, ancianos ó miserables, 
vagos ó viciosos los mismos padres, tomen los Magistrados políticos las veces de aquellos… 
3. (…) Estas providencias no son penas ó castigos: y así como no podría haber apelación de los 
arreglos domésticos con que los padres aplican sus hijos al trabajo y oficios, es razón que no salga del 
Ayuntamiento toda esta materia, que debe considerarse doméstica y paterna, por suplir los Magistrados 
el abandono é imposibilidad de los deudos ó parientes cercanos”865. 
 
De tal disposición podemos extraer importantes conclusiones. Aún en las 
postrimerías del siglo XVIII: 
 
1. La materia civil sigue imperando respeto a los huérfanos y menores 
desatendidos, moviéndonos siempre en el marco de las medidas de seguridad. Pese al 
internamiento y la privación de libertad, no se busca en muchas ocasiones el castigo, 
sino la enmienda de una vida de picaresca. Prevención frente a retribución. La 
corrección se mezcla con la asistencia a los desvalidos, el menor delincuente comparte 
su encierro
866
. La epidemia de pobreza que asola Europa durante el siglo XVIII marca la 
                                                             
865 Cfr. Cédula del Consejo promulgada por Carlos III, de 12 de julio, de 1781, 1, 2 y 3; en 
Novissima Recopilación: Libro XII, Título XXXI, Ley X. 
866 Destacaba en su obra Castejon “como modalidad interesante del tratamiento penitenciario de la 
juventud abandonada y viciosa, (…) el sistema seguido con los vagos” en España, citando algúnos de los 





tendencia del encierro de menores abandonados en centros de caridad
867
. La institución 




2. Se establece como curadores a los Magistrados de las ciudades, de modo muy 
similar al contenido jurídico que observábamos en la figura del Padre de Huérfanos, 
cuando actuaba como tutor civil. Como han expuesto Cuello Calón y Montero-Ríos 
Villegas, en esta normativa el Estado emprende una misión tutelar para alejar a los 
menores de la criminalidad
869
, manifestación paternalista que va perfilando la línea de 
normativas de siglos posteriores. 
 
3. La corrección doméstica o paterna continúa siendo uno de los principales ejes 
en los sistemas de castigo de menores díscolos, frente a un poder estatal reacio a 
inmiscuirse en sus potestades
870
. 
                                                                                                                                                                                  
preceptos recopilados en la Novissima al respecto. Vid. Castejon, F.: La Legislación Penitenciaria 
española… ob. cit., p. 394, nota al pie número 1. 
867 Al igual que ocurrió durante la época de instauración de los primeros Hospitales, Hospicios y 
Casas de acogida en el siglo XVI, durante el siglo XVIII una nueva explosión de pobreza lanza a las 
calles de las principales ciudades de Europa a muchos niños desamparados que se mezclan con los 
mendigos y vagabundos. Reproduciendo las palabras de Adolfo Prins, “Hacia 1789 la ola ascendente del 
pauperismo no reconoce diques”, los golfos, picaros y vagabundos durante “el siglo XVIII se encuentran 
en el apogeo de su desenvolvimiento”. Cfr. Prins, A.: Criminalidad y Represión, ensayo de ciencia penal. 
Traducido por Manuel Nuñez Arenas, Imprenta de la Revista de Legislación, Madrid, 1911, p. 25. 
868 Sobre este hecho, Vid. De Posada de Herrera, J.: Estudios sobre la beneficencia pública. 
Lecciones de Administración. Tomo IV, Sociedad de Operarios de Imprenta, Madrid, 1845, p. 278; en la 
que el administrativista explica: “Las instituciones de beneficencia se hayan tan enlazadas, que es 
imposible descuidar una sin que todas las demás padezcan, y son inútiles los esfuerzos de levantar 
cualquiera de los generos de establecimiento, si á la vez no se fomentan los que les preceden y les siguen. 
Los hospicios para huérfanos, las casas de beneficencia y de trabajo libre para los mendigos robustos; los 
talleres y casas de trabajo y corrección, ó como en otros países se llaman depósitos de mendicidad para 
los que que no quieren trabajar; las casas de asilo para los impedidos, y en fin, los hospitales para 
enfermos forman la escala que los cuidados de la administración ha de recorrer, si se desea obtener fruto 
cierto de las cantidades y del tiempo que se consagran al alivio de las miserias, que aflijen las clases 
inferiores de la sociedad”. El norteamericano David J. Rothman también hizo hincapie en esta cuestión, 
cuando relaciona el comportamiento de las comunidades coloniales americanas e inglesas a mediados del 
siglo XVIII con respecto a la población de pobres. Es la caridad de las parroquias comunitarias, las que 
retiene en hogares y asilos, “independientemente de la edad, sexo o condición”, a esta población caída en 
desgracia. Vid. Rothman, D.J.: The Discovery… ob. cit., p. 32. 
869 Vid. Montero-Rios y Villegas, A.: Antecedentes y Comentarios… ob. cit., p. 19; expresándose 
en similares términos, Vid. Cuello Calón, E.: “La infancia delincuente…” ob. cit., p. 751. 
870 Asi se demuestra en la anterior normativa mencionada y en algúnos preceptos contemporáneos 
a ella; Vid., por ejemplo, la Instrucción de Corregidores, de 15 de mayo, de 1788, promulgada por Carlos 
III y recogida en la Novissima Recopilación: Libro XII, Título XXXII, Ley X, donde se frenan las 
potestades de los Corregidores, que “se abstendrán de tomar conocimiento de oficio en asuntos de 
disensiones domésticas interiores de padres é hijos… quando no haya queja ó grave escándalo, para no 
turbar el interior de las cosas y familias; pues ántes bien deben contribuir, en quanto esté de su parte, á 
la quietud y sosiego de ellas”. Al respecto, según Gabriel Tarde, aún durante el siglo XVIII en las 
provincias más meridionales de Francia, “la autoridad del pater familias conservaba su sabor arcáico, todo 





4. La pena de muerte es reemplazada por la de privación de libertad: se asienta, al 
menos normativamente, el internamiento del menor
871
. La reclusión de los menores, su 
encierro, estará orientado al aprendizaje de un oficio, hacia la reforma de sus hábitos y a 
la conversión en ciudadanos de provecho: “La reclusión es medicina para la corrección; 
y logrado el fin debe cesar el remedio”872. Las instituciones de beneficencia y caridad 
siguen siendo sus principales destinos
873
. No obstante, dentro de estas figuras 
comienzan a forjarse espacios dedicados a la corrección del menor delincuente. El 
régimen de los hospicios terminará por conformar un verdadero sistema penitenciario 
para el internamiento de los jóvenes infractores. 
 
5. Nuevamente el internamiento está abocado a la falta de garantías, de modo 
indeterminado, hasta la corrección del menor
874
, dejando al arbitrio de los directores de 
                                                                                                                                                                                  
romano: las actas de emancipación, por mucha edad que tuviesen los hijos, se hacían siempre, dicen los 
documentos, en la forma solemne de otros tiempos, estando el hijo de rodillas y con las manos atadas 
delante del padre, que se las desligaba”; Cfr. Tarde, G.: Estudios Penales… ob. cit., pp. 167 y 168. 
871 Tal y como indica Romero y Girón, en las normas del siglo XVIII, más tarde recopiladas en la 
Novissima se “adopta por vez primera (a excepción de la prisión perpetua de los esclavos recogida en las 
Partidas) las penas generales de privación de libertad en la cárcel, presidios de África, arsenales, galeras y 
minas, y respecto á mujeres la reclusión en el establecimiento de San Fernando”; Vid. Romero y Girón, 
V.: “Bosquejo histórico…” ob. cit., pp. 62 y 63. La pena de privación de libertad en los Hospicios cobra 
mayor importancia durante el siglo XVIII. Así lo demuestran algúnas disposiciones posteriores, siendo el 
envio a hospicios una pena de privación de libertad para el menor infractor. Vid. como ejemplo, la Real 
Resolución, de 9 de julio de 1802, capítulo 4, en la que el castigo por la reventa de tabaco para los jóvenes 
de corta edad de ambos sexos es la de internamiento en hospicio,  durante 1 año siendo el tabaco de 
estanco y cuatro años siendo de fraude. Al respecto, Vid. Gutiérrez, M.J.: Práctica Criminal de España. 
Tomo III, 5ª Ed., Fermín Villalpando, Madrid, 1828, p. 121;  
872 Cfr. Anzano, T.: Elementos preliminares para poder formar un sistema de gobierno de hospicio 
general. Manuel Martín, Madrid, 1778, p. 69. 
873 Así se indica en la Real Cédula, promulgada por Carlos III, de 11 de enero, de 1784, 
consiguiente á cons. res., de 28 de febrero, 18 y 27 de marzo, y 1 de abril de 1883, en cuyo capítulo 3 se 
indica: “Los vagos ineptos para el servicio de las armas y del de la marina, que no tuvieren otro delito 
que este vicio, y también los muchachos de corta edad que fueren aprehendidos por vagos, se remitirán á 
los hospicios ó casas de misericordia del partido, ó de la capital de la provincia, para que se les instruya 
en las buenas costumbres, y les hagan aprender oficios y manufacturas, dándoles ocupación y trabajo 
proporcionado á sus fuerzas, ó que se apliquen al que ya supieren; á fin de que , dando pruebas de su 
aplicación y enmienda, puedan con el tiempo restituirse á su patria, ó donde les convenga fixar su 
domicilio, para hacerse vecinos útiles y contribuyentes”, en Novissima Recopilación: Libro XII, Título 
XXXI, Ley XII. 
874 Vid. Real Cédula, de 11 de enero, de 1784… cit., capítulo 4, donde se indica el tiempo 
indeterminado de reclusión: “A esta clase de vagos (se refiere a los menores), que por haber cumplido el 
tiempo de destino á los hospicios, ó por haber corregido sus costumbres, y dado pruebas de su aplicación 
y enmienda, se hallesen en disposición de que se les dé la libertad, no se les concederá, sin que primero 
expresen el pueblo en donde intentaran fixar su domicilio; y entonces se les formará, y entregará por los 
Directores de los mismos hospicios una certificación, en que se exprese el nombre y apellido del 
interesado…”. 





las instituciones el tiempo de la misma
875
. El internamiento ilimitado conllevó ciertos 
problemas debido a la desesperación que los reclusos padecían por su encierro, al no 
tener este tiempo señalado de finalización: “La condena sin tiempo siguió usándose en 
los hospicios”876. En lo referente a los jóvenes internos en los hospicios, la sentencia 
indeterminada sería muy criticada por Thomás Anzano, en su obra acerca del gobierno 
de los hospicios, de 1778. Escribía Anzano, al respecto: “debe el Hospicio 
proporcionarle á su tiempo los medios de su libertad resguardada del libertinaje; porque 
el mérito del desamparo no debe castigarse con la perpetua reclusión: asi será más 
opresión, que auspicio. Si alguna inobediencia, travesura ú otro desliz no muy grave 
(atendida la edad) le hizo acreedor de esta pena, no es de aquellos tan criminales que se 
purgan con un encierro prolongado. El fin principal del castigo, especialmente en gente 
joven, es la enmienda: la que no puede experimentarse si el agresor no recobra su 
libertad; y quizá no se corregirá, si sabe que el reconocimiento no le ha de producir la 
remisión”877. Praxis de un pensamiento garantista muy adelantado a su época. 
Finalmente, por vía de Real Orden, y posterior Cédula del Consejo, de 11 y 28 de 
marzo, respectivamente, en el año de 1786, el monarca Carlos III intentó poner freno a 
la indeterminación. Consciente de las incidencias producidas -fugas, deserciones, 
incumplimientos-, se intentó fijar un tiempo señalado para la reclusión como se 
desprende de estos términos: 
 
“Con atención á lo dispuesto en el cap. 5 de la pragmática de 12 de marzo de 1771 (ley 7 de este 
titulo de la Novissima Recopilación, anteriormente también citada), y enterado ahora de que por algunos 
Tribunales y Juzgados se aplican indistintamente personas de ambos sexos, por ociosos ó mal 
                                                             
875 Esta fue la orden que recibieron los Regidores de la Real Casa de Misericordia de Zaragoza, 
como demuestra la carta del Marqués de los Llanos, en respuesta a la consulta de los primeros al Consejo 
en septiembre de 1776: “En representación de 21 de septiembre próximo hizo V.S. presentes a la Cámara 
los graves inconvenientes que se seguían de destinar la Sala del Crimen de esa Real Audiencia a esa Real 
Casa de Misericordia diferentes personas de ambos sexos procesados de crímenes. En su vista y de lo 
expuesto por el señor Fiscal en este asunto, ha acordado la Cámara se prevenga a la Sala del Crimen que 
en lo sucesivo no destine a dicha Real Casa reos procesados con nota de condena o corrección, y que las 
personas que destinare sean para su educación o corrección y sin tiempo, dexando éste al arbitrio y 
prudencia de V.S., con quien debería proceder de acuerdo y con armonía”. Madrid, 8 de noviembre de 
1776. El Marqués de los Llanos.  
876 Cfr. Lasala Navarro, G.: “La Sentencia Indeterminada en España”, en Revista de Estudios 
Penitenciarios, Año II, Número 17, agosto, Madrid, 1946, p. 47. 
877 Cfr. Anzano, T.: Elementos… ob. cit., p. 70; en el mismo sentido, Vid. Actas y Memorias de la 
Real Sociedad Económica de los Amigos de Pais de la Provincia de Segovia… ob. cit., p. 146, donde se 
indica que el encierro “nunca debe ser, ni por siempre ni por muy largo tiempo; lo que engendra la 
desesperación, la peor y más perjudicial de todas las pasiones: sino que deben vivir con la esperanza de 
poder enmendar y mejorar”. 





entretenidos, ó por otras causas, á lugares de corrección, hospicios y otros destinos por tiempo ilimitado; 
lo que influye en gran parte á que los mismos destinados, por el hecho de no prefixárseles tiempo 
determinado, se exasperen, no cumplan sus condenas, y hagan fuga, ó la intenten, como se ha verificado 
en distintas ocasiones: deseando atajar los inconvenientes que de esto resultan, he resuelto por punto 
general, que por todos los Tribunales, Jueces y Justicias de estos mis reynos sin excepción se fixe tiempo 
determinado á toda especie de destinos, ó condenas que hiciesen por las citadas causas ú otras 
semejantes”878.  
 
Poco a poco, los hospicios comienzan a desarrollar un régimen de separación 
entre los internos, distinguiendo aquellos casos en los que se trate de simples vagos o de 
delincuentes. De este modo, se crean “salas ó lugares de corrección contiguas á los 
mismos hospicios, en que con separación estos vagos resabiados se empleen en los 
trabajos de las obras, huertas y demás faenas de la casa”879. Presidio, Arsenal y casa 
correccional recibirán al menor delincuente durante el siglo XVIII
880
, siendo su destino 
preferente el primero en tiempos de necesidad; y el segundo, en aquellos casos de 
desamparo y delitos menores, para evitar la mala imagen de las instituciones y la 
contaminación criminal que supone su mezcla con el delincuente adulto. Ya Don 
Gaspar Melchor de Jovellanos, en 1772, anunciaba la necesidad de diversos 
departamentos para separar la población recluida en los hospicios; entre tales espacios, 
                                                             
878 Cfr. Novissima Recopilación: Libro XII, Título XL, Ley XV, también, en referencia a los 
problemas de la sentencia indeterminada a presidios, Vid. Real Orden, de 24 de agosto, de 1772. 
879 Cfr. Capítulo 5, Real Cédula, de 11 de enero, de 1784… cit. 
880 Vid. Real Cédula, de 11 de enero, de 1784… cit., capítulo 6, donde se muestra el rechazo a 
incluir a delincuentes en los hospicios, enviándolos a los departamentos correccionales creados en los 
ellos o directamente a presidio: “En conseqüencia de lo dispuesto en el artículo antecedente (antes citado) 
los Tribunales y Justicias no destinarán á delinqüente algúno, hombre ó muger, al hospicio, ó casa de 
misericordia ó caridad con este nombre, para evitar la mala opinión, voz y ociosidad del castigo á la 
misma casa y á sus individuos; pues deberán destinar á los reos al presidio, ó encierro de corrección de 
que cuide el hospicio, con expresión bastante que los distinga, y desengañe al público”; esta norma se 
complementa con la Real Orden y circ. Del Consejo, de 9 y 20 de noviembre, respectivamente, de 1788, 
también otorgada por el Rey Carlos III y recogida en la Novissima Recopilación: Libro XII, Título XL, 
Ley XIX, sobre Prohibición de destinar á a hospicios y casas de caridad á personas viciosas de ambos 
sexos, no habiendo en ellas departamentos de corrección, en la que ante las quejas de las Juntas de 
Hospicios sobre el envio de “personas viciosas”, se ordena lo siguiente: “se expidan las Ordenes 
correspondientes, para que las Justicias no condenen de modo algúno á semejantes personas á las 
referidas casas ni aun por via de depósito, no habiendo en ellas departamento de corrección”; Vid. 
también, Real Orden, de 21 de marzo, de 1784, para el cumplimiento de la Real Cédula, de 11 de enero, 
de 1784, sobre la prohibición del envio de delincuentes a los hospicios. Igualmente, acerca de este asunto, 
Vid. Rero, J.A.: Comunicación a los tribunales y justicias, de la Real orden de Carlos III, mandando que 
no se destinen delincuentes a los Hospicios y Casas de Misericordia, 1784, passim; Vid., también: Actas y 
Memorias de la Real Sociedad Económica de los Amigos de Pais de la Provincia de Segovia. Tomo II, 
Antonio Espinosa, Segovia, 1786, p. 161; donde se comparan dichos destinos: “el Exercito, la Marina y 
Arsenales son otras tantas casas de corrección”. 





incluía uno dedicado a “niños huérfanos, díscolos y desamparados”881. El valor 
reinsertador de la casa de corrección, frente a las otras penas, fue puesto de manifiesto 
por Joachin de Murcia, quien destacaba sus virtudes escribiendo que “entre la pena de 
presidio, la de arsenales, la vergüenza pública, el destierro, y otras, debería haber algún 
medio, para que los hombres se enmendasen, y mejorasen; ninguno más útil que las 
Casas de Corrección”882. Para el citado autor, estas instituciones “deberían estar unidas 
á los Hospicios; pero en Departamento enteramente separado”883.  
 
La corrección de los jóvenes fue tratada también en el Proyecto Económico, del 
irlandés afincado en España, Bernardo Ward. En principio, una obra dedicada a servir 
de informe acerca de los adelantamientos económico-industriales de la Europa del siglo 
XVII, pedida por mandato real -Real Orden del monarca Felipe VI-, que vino a 
ocuparse asimismo de la problemática de los hospicios. En la misma puede leerse: 
“Servirán también útilmente los Hospicios para la corrección de los hijos poco 
obedientes, que sus padres no podrán reducir, y para los mozos revoltosos, que suelen 
inquietar los pueblos, encerrándolos allí, siempre que lo soliciten sus gentes, por un 
tiempo limitado, y aplicándolos á un trabajo recio hasta amansarlos”884. Anexa a la 
edición posterior de esta obra, encontramos la Obra Pía, el escrito donde Ward se 
muestra también favorable al encierro de la juventud delincuente en departamentos 
insertos en los hospicios, tanto por la vía de corrección paterna como por medio de la 




                                                             
881 Cfr. De Jovellanos, G.M.: “Discurso acerca de la situación y división de los Hospicios con 
respecto a su salubridad” (Inédito. Leído en la Sociedad de Sevilla por Don Gaspar Melchor de 
Jovellanos, en el año 1778), en Biblioteca de Autores Españoles, desde la formación del lenguaje hasta 
nuestros días, Obras de Don Gaspar Melchor de Jovellanos: publicadas e Inéditas, colección hecha e 
ilustrada por Don Candido Nocedal. Tomo II, Rivadeneyra, Madrid, 1859, p. 432. 
882 Cfr. De Murcia, P.J.: Discurso político... ob. cit., p. 92; al respecto, también Vid. Gutiérrez, 
M.J.: Práctica criminal… ob. cit., pp. 126 y 127. 
883 Cfr. De Murcia, P.J.: Discurso político... ob. cit., p. 93. 
884 Cfr. Ward, B.: Obra Pia, Proyecto Económico, en que se proponen varias providencias, 
dirigidas á promover los intereses de España, con los medios y fondos necesarios para su planificación. 
Escrito en el año 1772, Obra postuma, edición de Joachin Ibarra. Madrid, 1779, p. 202. 
885 Vid. Ward, B.: “Obra Pia”, en Proyecto Económico… ob. cit., p. 347. El autor contempla así 
los hospicios como lugares de encierro para delincuentes y correccionales para jóvenes díscolos y 
criminales. Para este objeto, propone la división de los hospicios en diversas “casas subalternas”, 
destinando una de ellas a la “gente facinerosa” y a aquellos “que al Rey cuestan mucho dinero en los 
Presidios”, que “servirá al mismo tiempo como casa de corrección de la juventud de la Provincia, adonde 
los padres que no pueden hacer carrera con sus hijos, los enviaran por un tiempo limitado. También las 
Justicias podrán enviar á los mozos traviesos, que causan alborotos en los Pueblos, empleándolos en 
trabajos fuertes, y de comida solo lo necesario para no dañar su salud”. 





En contra de esta mezcolanza, se situarán algunos autores del siglo XIX, 
argumentando que los hospicios, “no pueden considerarse establecimientos penales 
(…), ni conviene que se confundan ó tengan el menor contacto con las casas de 
corrección”886. La diferenciación, en algunos casos, es compleja, pues el hospicio 
durante esta época es una institución ecléctica; caridad y corrección, en ocasiones, 




En cuanto a la regulación sobre la propia institución del hospicio y sus 
características y dependencias, deben destacarse también algunas disposiciones emitidas 
por Carlos III acerca de su establecimiento, construcción y disposición. En estas 
normas, recopiladas de la Novissima, encontramos algunos requisitos para la edificación 
de estas casas que, por su interés humanitario y de clasificación de cara al encierro de 
los internos en las mismas, reproducimos: 
 
“Estas casas se deberán construir, ó proporcionar si estuvieran hechas, con respeto a la extensión 
de la provincia, y número de pobres que se calcule podrá recogerse en ella, y con reflexión á las fábricas 
que convenga establecer, atendidos los materiales que produce cada país, por lo que no puede darse 
punto fixo ni determinada regla; pero si puede decirse, que en todas ellas deberá haber dormitorios, 
laboratorios, y demás oficinas enteramente separadas, y sin comunicación para ambos sexos; y aun en 
dichos apartamientos seria muy útil la separación de los hospicianos por edades, para preservar á los 
niños y niñas del trato con los adultos de su mismo sexo, para que no aprendan de su trato los vicios tan 
comunes en estos hombres y mugeres, que se han criado en la licenciosa vida mendiga, y que será 
forzoso los recoja la violencia á dichas casas; cuya separación dicha es de suma importancia para el 
servicio de Dios y bien del Estado, y deberá ser uno de los principales desvelos de las Juntas, de los 
administradores, celadores que deberá haber en ellas, maestros y capellanes de dichos hospicios”888.  
 
                                                             
886 Cfr. Antonio López, M.: Descripción de los establecimientos penales de Europa y Estados 
Unidos. Tomo II, Benito Monfort, Valencia, 1832, p. 238. 
887 Vid. Rothman, D.J.: The Discovery… ob. cit., pp. 39-41. El autor habla del Hospicio de Boston, 
fundado en 1664 como una de las primeras instituciones coloniales, y que tuvo un posterior desarrollo 
durante el siglo XVIII, del que David Rothman nos dice que “no era ni un escenario típico para aliviar a 
los pobres, ni un lugar de castigo”. Entre 1764 y 1769, el Hospicio de Boston acogió a 72 niños sin 
familia ni hogar. De ellos, escribe: “El último grupo en la institución fue también el más impermanente: 
huérfanos y niños abandonados, sin familia o relaciones. Los mayores eran residentes temporales, en 
espera de que los supervisores de los pobres organizaran su aprendizaje. Los más jóvenes se mantenian 
hasta que también tuvieran una edad como para irse fuera. Sólo los más gravemente discapacitados 
permanecían, así que los residentes más jóvenes del hospicio eran parecidos a los adultos que habitaban 
alli: ambos habían resultado no cualificados para establecer su sitio dentro de la comunidad general”. 
888 Cfr. Novissima Recopilación: Libro VII, Título XXXVIII, Ley IV. 





El párrafo extraído no podría ser más completo. En primer término se trata de la 
situación geográfica de la institución, y su multiplicidad en las distintas provincias. En 
la Obra Pia, Ward ya indicaba la necesidad de la repartición de estos establecimientos 
por todo el país, “repartidos por los Obispados, ó como mejor pareciere á los que lo han 
de determinar; atendiendo á que deben estar distribuidos con alguna igualdad por todo 
el país”889. Acerca de su situación geográfica, Jovellanos había manifestado que “los 
hospicios deben colocarse fuera de las poblaciones”, y “en sitios altos y bien 
ventilados”890. Principio de segregación que tiene su fundamento en la salubridad de los 
edificios. En la norma, además, se tiene en cuenta -desde la construcción de la 
edificación
891
- el principio de separación por sexos y edades, unido al de asistencia y 
corrección antes mencionado, siendo además priorizado por el texto como asunto de 
suma importancia. Pero va más allá, ocupándose de los problemas de hacinamiento, 
disposición de estancias y del propio “personal” del centro.  
 
Cuestión relevante es la referida a la fábrica
892
, unida al hospicio. La utilidad
893
 
unida al encierro. El trabajo redentor del joven reo. Sobre el aprendizaje de oficios y el 
trabajo de los menores internos en los hospicios se pronunciaron algunos autores 
                                                             
889 Cfr. Ward, B.: “Obra Pía…” ob. cit., p. 344. Sobre la idoneidad de que exista al menos un 
hospicio por Provincia, Vid. Anzano, T.: Elementos… ob. cit., p. 48. Acerca de las ventajas de la creación 
de una red de hospicios en el país, también Vid. Feijoó y Montenegro, B.G.: Cartas Eruditas y Curiosas en 
que en por la mayor parte continua el designio del Theatro Crítico Universal. Impugnando o reduciendo a 
dudosas varias opiniones comunes, dedicadas a Nuestro Señor Don Fernando el Sexto. Tomo III, Blas 
Roman, Madrid, 1781, Carta XXVI, Erección de Hospicios de España, pp. 331 y ss.  
890 Cfr. De Jovellanos, M.G.: “Discurso…” ob. y loc. cit.  
891 Esta disposición -aunque lejos de conseguir su propósito-, supone un ligero avance al ocuparse 
de la distribución estructural del edificio; en contraposición podemos encontrar la descripción de 
Rothman de los hospicios de la america colonial: “Algúnos de los asentamientos no se molestaron en 
construir una casa de pobres, sino que se compró una granja local y la usaron sin alterar las divisiones de 
las habitaciones. Las nuevas edificaciones eran también indistinguibles de cualquier otro lugar de 
residencia, excepto de vez en cuando por el tamaño. El Common Council de la ciudad de Nueva York tan 
solo dispuso que su casa de caridad fuera "una casa buena, fuerte y cómoda", cualidades que cualquier 
propietario pondría en la lista. La única peculiaridad del asilo de Baltimore fue que se sentó en 
"Almshouse Street" (trad. Calle del Hospicio); por otro lado, su estructura, con sus dos plantas y dos 
chimeneas y un plan simétrico, era parecida a cualquier otro edificio del vecindario. Era un lugar 
completamente normal como el que ocuparia cualquier familia, completado por un decente y amplio 
jardín al frente. Un transeúnte no podría haber identificado la función del edificio por su forma”. Cfr. 
Rothman, D.J.: The Discovery... ob. cit., p. 42. 
892 Vid. Novissima Recopilación: Libro VII, Título XXXVIII, Ley IV, que en su segundo y tercer 
párrafo expresa: “para las fábricas deberá haber oficinas, almacenes, patios para tendederos, blanqueos, 
tintes, urdidos, y demás elaboraciones de las primeras materias. (…) Para la limpieza y para la 
preparación de los materiales de las fábricas es forzoso que dentro de los hospicios haya fuentes o 
cauces de agua corriente, cuyo uso conviene no menos á la sanidad de dichos hospicios…”. 
893 Sobre el alcance de la utilidad del hospicio “además de la de su propio instituto de instrucción, 
ocupación y sustento de los desvalidos”, Vid. De Murcia, P.J.: Discurso político... ob. cit., pp. 21, 22 y 51.  





contemporáneos de aquellas edificaciones; así, por ejemplo, Joachin de Murcia, se 
mostraba a favor de instaurar fábricas “capaces de sustentar a muchos millares de 
desvalidos”894, además de “procurar dar fomento a la agricultura”, puesto que “no todos 
los jóvenes hospicianos se han de aplicar á los oficios”895. Sobre estos temas se ocupó la 
Real Resolución, de 21 de julio de 1780, sobre “Instrucción y aplicación de los 
hospicianos á los exercicios, oficios y artes útiles al Estado”. El régimen de los 
menores internos y su cuidado
896
 quedó patente desde la primera línea:  
 
“Todos los niños se aplicarán á la escuela de Primeras letras, que por punto general deberá 
haber en los hospicios… instruido el niño en los elementos de aquel arte, se le examinará por maestros 
de afuera, para que estando hábil pase á la clase de oficial discípulo, en la que seguirá su trabajo en 
dicho hospicio, y empezará á ganar su respectivo jornal (…). Luego que dicho hospiciano esté instruido 
según reglas en todo lo que corresponde á un oficial perfecto en su oficio, se le volverá á examinar por 
maestros de afuera, y hallándolo con la aptitud necesaria, se le declarará oficial perfecto (…) se le 
pondrá en absoluta libertad, para que vaya a establecerse donde gustare, y ganar la vida como vecino 
honrado y útil al Estado; y en el dia que salga del hospicio, se le entregará el peculio que se le ha ido 
formando (…); y le le vestirá íntegramente á expensas del hospicio, dándole un vestido decente y 
proporcionando á su esfera y exercicio. 
El niño apto por su robustez para destinarlo al cultivo de los campos (…). Si atendida la voluntad 
del niño ó de su padre, se inclinase á algún oficio ú arte que hubiese en el hospicio, ó tuviese proporción 
de pariente ó bienhechor que pueda protegerlo, empleado en alguno de ellos, se le podrá aplicar á aquel 
mismo destino…”897. 
 
Se distingue, también, por la citada resolución, un régimen distinto para las niñas: 
 
“Desde la mas temprana edad se les instruirá en la doctrina cristiana, leer y escribir por sus 
respectivas maestras; y á su proporcionado tiempo se les irá instruyendo en los primeros elementos ó 
principios de las labores propias de su sexo, que son hacer faxa y media. 
Luego que estén hábiles, se las pasará á la costura de blanco, siguiendo, á las que descubran 
inclinación y genio, á los primores de bordados, blondas, redes y encaxes… Instruidas en estos 
principios, por el primor á que alcancen sus respectivos talentos, se les aplicará á los telares… se les 
harán aprender también los exercicios domésticos más comunes de labor, amasar, guisar, planchar &c. 
                                                             
894 Cfr. De Murcia, P.J.: Discurso político... ob. cit., p. 13. 
895 Cfr. De Murcia, P.J.: Discurso político... ob. cit., p. 20. 
896 Además de lo referente al aprendizaje de los oficios y labores en los hospicios, la normativa 
mencionada se ocupó de reglamentar las condiciones del menor interno: alimentación y vestido a costa 
del hospicio, las obligaciones de los maestros oficiales… etc., Vid. Real Resolución, de 21 de julio de 
1780, en Novissima Recopilación: Libro VII, Título XXXVIII, Ley V. 
897 Cfr. Real Resolución, de 21 de julio de 1780... cit. 





(…) É instruidas en estos principios, hallarán en el hospicio muchos oficiales y maestros del 
pueblo mujeres bien educadas, que solicitar para el santo estado del matrimonio; y muchas señoras de 
sus casas podrán sacar del hospicio unas criadas útiles, y bien enseñadas en las habilidades propias de 
su sexo; y si no lograsen en estas dos salidas, se solicitará por los Comisarios del hospicio destinarlas en 
él para maestras, ó entregarlas á sus padres ó parientes más cercanos… se les entregará el peculio que 
hayan formado, y se las vestirá á expensas del hospicio humilde y decentemente”898. 
 
El hecho de que el menor, llegado el momento, en su camino de aprendizaje, salga 
al exterior de los muros para granjearse un medio de subsistencia por su cuenta, supone 
un avance en la filosofía reformadora del delincuente. La esperanza de libertad a través 
del trabajo, fomenta la corrección del joven: “En todas las ordenanzas bien arregladas 
de Hospicios se previene una edad ó tiempo en la que los muchachos deban salir á 
buscar la vida por su industria propia, y las muchachas á servir (…) parece que a los 
diez es edad competente, porque son más aptos que á los siete, y no pierden los tres 
años hasta los trece: bien que en las niñas requiere otra distinción”899. 
 
No obstante, a pesar de la separación y diferenciación regimental por sexos en los 
hospicios que contienen estas normativas, apenas tenemos reflejo de los departamentos 
de corrección especiales para jóvenes corrigendas en los mismos
900
. Debemos recurrir, 
una vez más, al testimonio de Joaquín de Murcia, quien nos informa del establecimiento 
de un departamento correccional, para féminas menores de edad en la Real Casa de 
Santa María Magdalena, de la que fuera Protector nombrado por poder real. En dicho 
departamento enteramente separado, pero conectado con la edificación, se recogieron 
“algunas jóvenes indóciles a sus mayores, y las que, empezando á distraerse hicieran 
temer que destinadas á San Fernando, acabasen de corromper su ánimo con la compañía 
de mugeres habitualmente delinqüentes”901. Martínez Galindo, en su obra dedicada a la 
situación penitenciaria de la mujer en nuestra historia penitenciaria, también nos habla 
                                                             
898 Cfr. Real Resolución, de 21 de julio de 1780... cit., en Novissima Recopilación: Libro VII, 
Título XXXVIII, Ley VI. 
899 El autor no explica la distinción de edad para la salida de trabajo en las niñas, Cfr. Anzano, T.: 
Elementos… ob. cit., pp. 70 y 71. 
900 En las memorias de la Real Sociedad Economica de la provincia de Segovia, encontramos una 
mención a los Quarteles de niñas, de carácter más bien asistencial, para el aprendizaje y custodia de niñas 
con la intención de colocarlas como sirvientas en las casas de los pudientes llegadas a la edad de quince o 
dieciséis años. Vid.  Actas y Memorias de la Real Sociedad Económica de los Amigos de Pais de la 
Provincia de Segovia… ob. cit., p. 146. 
901 Cfr. De Murcia, P.J.: Discurso político... ob. cit., pp. 93 y 94.  





de este departamento, creado de 1792, cuyo régimen
902
 estaba destinado a “regenerar a 
unas jóvenes que no hubieran adquirido aún todos los vicios mediante el buen ejemplo 
de sus vecinas, Las Recogidas
903
, la frecuencia de los sacramentos, y mediante la 
corrección por medio del trabajo, encauzándolas para vivir con honestidad y 
aplicación”904. Además de la Real Casa, podemos citar algunas instituciones 
antecesoras, dedicadas a las jóvenes díscolas, que probablemente inspiraron este modelo 
de corrección dedicado exclusivamente a muchachas de corta edad; destacamos, en este 
sentido, la Casa de la Penitencia de Jesús
905
, fundada en Valencia durante el siglo XIII; 
el Colegio de la Encarnación, fundado en 1648 por Gabriel Dávila y la Casa de niñas 
perdidas, huérfanas y desamparadas, del siglo XVI, fundado por Fray Diego de 
Calahorra
906
; y, finalmente, también debemos hacer mención del Colegio de Doncellas 
Pobres de San Juan de la Penitencia, construido por mandato del Cardenal Cisneros en 
1514 y a los Colegios de Doncellas Nobles de Nuestra Señora de los Remedios, y de 
Doncellas Nobles de la Asunción, de 1551 y 1586 respectivamente, para doncellas 
descendientes de buenas familias de edades entre los siete y diez años
907
. Estas serán las 
                                                             
902 Las reglas de este departamento fueron escritas por Pedro Joachin de Murcia, y aprobadas por 
el Consejo de Castilla, el 10 de septiembre, de 1792. El reglamento se encuentra transcrito en la obra de   
Lasala Navarro, G.: La mujer delincuente en España y su tratamiento correccional. Imprenta talleres 
gráficos de la Dirección General de Institutos penales de la Nación, Buenos Aires, 1948, pp. 90-93, del 
que destacamos el siguiente texto: “1º- Las mujeres que se han de destinar a dicha casa de corrección, 
serán aquellas jóvenes que, empezando a vivir deshonestamente y no estando del todo prostituidas y 
abandonadas, o no habiéndolo estado durante largo tiempo, ni estando especialmente enfermas, sean 
condenadas por la Real Justicia a el Hospicio de San Fernando por algún tiempo considerable, como de 
un año o más… 4º- (…) si advirtieren que algúna es incorregible, escandalosa y perjudicial a las otras, 
despreciando los documentos cristianos y mortificaciones moderadas y prudentes, que se le hayan 
impuesto, darán cuenta al Protector para que pase oficio al Sr. Gobernador de la Sala y Juez de la causa, a 
fin de que saque del Reclusorio a la incorregible y se lleve a una de las csas destinadas para semejantes 
mujeres, para que su mal ejemplo no pervierta a las demás reclusas. 6º- La referida casa de corrección es 
edificio accesorio  a la Real Casa de recogidas, con puerta interior de comunicación (…) pero no tiene ni 
ha de tener otra puerta de comunicación a la calle… 7º- El numero de reclusas no es determinado… 10º- 
Todo lo que ganaren las reclusas de cualquier clase que sean, pues a todas se las han de dar las tareas 
correspondientes, deberán cederlo en utilidad a la casa de corrección…”. 
903 La autora se refiere a las internas de la Real Casa de Santa María Magdalena, anteriormente 
mencionada, al respecto, Vid. Martínez Galindo, G.: Galerianas, corrigendas y presas… ob. cit., pp. 127 y 
ss. 
904 Cfr. Martínez Galindo, G.: Galerianas, corrigendas y presas… ob. cit., pp. 129 y 130. 
905 Vid. Escolano, G.: Historia General de Valencia. Pere Patrici Mey, Valencia, 1610, p. 499; en el 
mismo sentido, Vid. Lasala Navarro, G.: “La juventud delincuente…” ob. cit., p. 1304.  
906 Cfr. Lasala Navarro, G.: “La juventud delincuente…” ob. cit., p. 1305.  
907 De la casa fundada por el Cardenal Cisneros sabemos que se ubicó en una casa contigua a un 
convento de franciscanas, que se encargaron de la dirección y atención a las 24 jóvenes en ella recluidas 
durante seis años hasta contraer matrimonio o ingresar en una orden religiosa. La primera edificación para 
jóvenes de alta alcurnia fue fundada por otro eclesiástico, el Cardenal Juan Martínez Siliceo. En ella, las 
jóvenes descendientes de “cristianos viejos y sin que hubieran sido sancionados por la Inquisición” 
pertenecientes a la diócesis de Toledo, eran recluidas “para toda la vida, o bien salirse voluntariamente, 
por expulsión, por ingreso en religión o por casamiento”. De la segunda, tan sólo se indica que fue 





primeras congregaciones específicas para el tratamiento de las jóvenes delincuentes, que 
tendrán su continuación durante el siglo XIX con la acción de algunas congregaciones 
religiosas. Es el caso del instituto para la reforma de jóvenes extraviadas de Las 
Adoratrices
908





De este modo, con la creación de departamentos de corrección se impulsaba un 
sistema de separación interior, pues “se quiso evitar que las jóvenes presas por delitos 
leves permanecieran detenidas en la misma sala que las que lo estaban por causas 
graves”910. Además de ello, la Real Asociación de Caridad de Señoras911, dedicada a la 
                                                                                                                                                                                  
fundada por Miguel Daza en Valladolid, teniendo como antecedente el Colegio de Niñas Huerfanas de 
Valladoliz, fundado en 1553. Al igual que ocurría con los Toribios, Lasala Navarro compara la institución 
con las republicas de jóvenes americanas (George Junior Republic); no obstante, en este sentido no 
parecen existir paralelismos entre el gobierno de estas instituciones y la posterior norteamericana, pues en 
estos casos no son las propias jóvenes las que participan en su propio gobierno, ni confeccionan ellas 
mismas los medios de corrección dentro de la casa, siendo figuras eclesiásticas las encargadas 
enteramente de este aspecto. Cfr. Lasala Navarro, G.: “La juventud delincuente…” ob. cit., pp. 1309 y 
1310. 
908 Al respecto de su organización y fundación, Vid. De la Fuente, V.: “Las Adoratrices: noticia 
acerca del origen de este instituto para la rehabilitación de jóvenes extraviadas”, leída en Sesión de 6 de 
abril de 1880, e incluido como Separata a la obra: Memorias de la Real Academia de Ciencias Morales y 
Políticas. Tomo V, Imprenta Nacional, Madrid, 1884, pp. 351-369.  
909 Vid. De la Calle Velasco, Mª.D.A.: “Un siglo de Acción Social en España (1840-1940)”, en 
Documentación Social, Revista de estudios sociales y sociología aplicada, Número 109, octubre-
diciembre, Madrid, 1997, p. 20.  
910 Cfr. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… I, ob. cit., pp. 212-214. Las condiciones de este 
encierro, muy similares a las de la Real Casa de Santa María Magdalena, son expuestas por Salillas, de 
este tenor: “1ª. Para las que por causas leves se prendían y se destinaban con el fin de corregirlas al 
Hospicio o a San Fernando por poco tiempo; pero como no es el castigo si no una enmienda lo que se 
solicita, no se podrán destinar las que ya están pervertidas o hayan estado otra vez en dicha sala. 2ª. Como 
estas sala se funda con el solo objeto de evitar que las jóvenes que han cometido algúnas faltas o 
pequeños delitos se corrijan sin exponerlas a los perjuicios que se les podrían ocasionar del trato con las 
demás  presas, no se podría poner en ella niñas para que las eduquen, pues la intención de S.M. no es 
fundar un colegio. 3ª. Ninguna que haya estado castigada, sea en el Hospicio o San Fernando, podrá 
recibirse en dicha sala; pero si se podrán recibir mujeres casadas que hayan cometido aquellas faltas 
susceptibles de corrección; pero tanto éstas como tdas las demás no se podrán recibir si no vienen 
destinadas por la justicia. 4ª Las que se destinen por pedimentos de sus padres, maridos, parientes, será 
por cuenta de éstos pagar la pensión para su manutención que, según las ocurrencias de los tiempos, se 
juzgue necesaria; a las absolutamente pobres las mantiene la Asociación”. 
911 Sobre los estatutos de esta Asociación y sus actividades en la Galera de Mujeres y en las 
cárceles, Vid. Asociación de Señoras para exercitar la caridad con las pobres de la Galera, y Cárceles de la 
ciudad de Zaragoza, baxo los auspicios del Rey N.S. dedicada a mayor gloria de Dios. Francisco 
Magallon, Zaragoza, 1802, passim. El fin de esta Asociación queda expresado en esta obra en términos 
utilitaristas, con el tenor siguiente: “Hacer útiles las mugeres perdidas, que se hallan en las Cárceles, y en 
la Galera. Inspirarles el temor de Dios, y el amor al trabajo honesto. Consolarlas en sus prisiones. 
Enseñarlas las labores propias de su sexo, y entre ellas las que sean más útiles, para que puedan ganar con 
que vivir en saliendo à su libertad. Proveerlas de primeras materias, para que trabajen, interin están 
presas”. El trabajo como medio para conseguir la reforma de las presas es una constante en las bases de 
esta congregación. En el mismo texto se adjunta un escrito de Fray Andres Villanueva, de la orden de 
predicadores, en el que se exalta el ánimo correccional de la Asociación para conseguir la redención de 





protección de los presos, y fundada en 1787 por Pedro Portillo y por la condesa viuda de 
Casasola
912
, construyó en la cárcel de la corte un departamento separado “con el nombre 
de Sala de Corrección, donde con acuerdo de la directora del Cuerpo y de los alcaldes 
de corte, y por último tiempo de su voluntad, jóvenes de diez a diez y seis años, que 
empezaban a extraviarse y eran susceptibles de enmienda por su poca edad”913. El 
encierro, con carácter voluntario, no deja de recordar las medidas de corrección paterna 
para jóvenes díscolos, medidas éstas, en las que la Asociación de Mujeres también tomó 
partido en favor de las muchachas. De esta manera, “cuando los jueces disponen se 
remita a sus pueblos y se entregue a sus padres o parientes alguna joven para evitar su 
perdición, les costea la asociación el viaje; pues, de lo contrario, las más veces no podría 
verificarse por falta de medios”914. 
 
Por otra parte, el aprendizaje y trabajo de los niños y niñas en los hospicios no 
buscaba la productividad de una industria promovida para los internos. Este esfuerzo se 
correspondía con la idea de redirigir al pobre y al huérfano hacia el camino correcto 
desde la infancia: convertirlo en un ciudadano decente y útil
915
. Ello no es óbice para 
que algunos autores, defensores del hospicio, argumenten en favor de la implantación de 
la industria en estos establecimientos, cuyo motor principal sean los propios reos
916
. Es 
                                                                                                                                                                                  
las presas. El eclesiástico expresa con estas palabras la dedicación de las mujeres que componen esta 
organización: “De aquí es, que os veo constantes en corregir las que pecan, en enseñar à las ignorantes, en 
aconsejar à las necesitadas, en consolar afligidas, en sufrir con paciencia incivilidades, è injurias, en 
perdonarlas, en rogar por vivos, y difuntos, y perseguidores, en dar de comer à los hambrientos, y de 
beber à los sedientos, en mejorar la hospitalidad de las Cárceles…”. 
912 Vid. Lastres, F.: Estudios… ob. cit., p. 11; en el mismo sentido, Vid. Arquellada, V.: Apéndice 
y notas a la obra de La Rochefoucauld-Liancourt, Noticia del Estado de las Cárceles en Filadelfia. 
Imprenta Clásica Española, Madrid, 1916, p. 76; también, Vid. Salillas, R.: Evolución penitenciaria... I, 
ob. cit., p. 214, el mismo: “Prioridad de España…” ob. cit., p. 70. 
913 Cfr. Salillas, R.: Evolución penitenciaria... I, ob. cit., p. 194; la iniciativa de la construcción de 
casas de corrección también fue llevada a cabo, años más tarde, por la Real Asociación de Caridad, 
elevando al Rey un memorial para conseguir el establecimiento de una de estas casas de corrección en 
1803. Un dictamen anterior (de 1802) de la Asociación, recogido por Salillas en la misma obra citada (p. 
349), dispone lo siguiente: “El Gobierno ha conocido esta necesidad, y, para ocurrir a ella, ha fundado un 
crecido número de hospicios y casas de corrección, con varios nombres de Casas de Desamparados, de la 
Providencia y otros, ha recogido los vagos con grande diligencia, procurando destinarlos con utilidad; 
pero es preciso confesar que con estos establecimientos, aunque tan prudentes y piadosos, no ha logrado 
sus fines: no ha extinguido la mendicidad; los caminos públicos, los pueblos, y la misma corte están 
llenos de niños abandonados, de vagabundos, de holgazanes y mal entretenidos”. 
914 Nota de Arquellada, citada en Salillas, R.: Evolución penitenciaria… I, ob. cit., p. 190. 
915 Asi lo expresa Joachin de Murcia, señalando claramente que “estas ventajas de la economía 
política son mucho menos estimables, que las que han de resultar precisamente para la moral christiana, y 
vida virtuosa de los pobres”. Cfr. De Murcia, P.J.: Discurso político... ob. cit., p. 53. 
916 Lo expone José Marcos Gutiérrez, en su Práctica Criminal de España, donde afirma: “podría 
acaso proporcionarse también que los hospicios de las capitales de provincia destinasen en su recinto 





el caso de Benardo Ward, que en su recorrido por los Estados de Europa habla con 
entusiasmo de este asunto, destacando la ayuda que supone este trabajo para la 
manutención de los niños y niñas internos, en los hospicios y casas de corrección de 
Holanda e Inglaterra
917
. De modo análogo a estos países, narra en su Viage Antonio 
Ponz, en 1782, que en el Real Hospicio de San Fernando, “los muchachos y las 
muchachas están destinados á diversas ocupaciones en el hilado, y fábrica de texidos de 
lana, y lienzo; á hacer medias calcetas, encaxes, blondas y otras cosas”918. De esta 
forma, el hospicio como institución de encierro y corrección para jóvenes delincuentes, 
huérfanos y vagos, se había extendido por los Estados modernos de Europa durante la 
segunda mitad del siglo XVIII; su aparición en el nuevo continente, no obstante, sería 




A pesar de tan positivas medidas, la Novíssima Recopilación no llegó a suponer 
un verdadero avance en la ordenación de la normativa, más bien al contrario, 
amontonando disposiciones de todo tipo, sin un claro y efectivo orden
920
. En su sistema 
                                                                                                                                                                                  
algún lugar fuerte y separado de lo restante de su habitación, en que se encerrasen algúnos reos, y se les 
emplease para aserrar maderas, piedras y hacer otros trabajos fuertes, para cuyo consumo pueda haber 
proporción en las mismas capitales, quedando el producto para los hospicios y aplicando á los reos el 
prest que se les había de dar si fueran á presidio ó á los trabajos públicos”. Cfr. Gutiérrez, M.J.: Práctica 
Criminal... ob. cit., p. 126. 
917 Vid. Ward, B.: Proyecto Económico… ob. cit., pp. 99 y 100. Al respecto, el autor expuso: “Se 
deben fomentar también, con especial cuidado, las maniobras en que hallan ocupación muchachos y 
muchachas de poca edad. He visto en los Paises Baxos Hospicios, en los que me aseguraron que los niños 
de cinco años arriba ganaban con su trabajo todo lo que consumían; sobre la implantación de este plan de 
automanutención de los internos en los hospicios en España. Vid. Real cédula de su Magestad, a consulta 
del Consejo, por la qual concede varios arbitrios a favor de los Reales Hospicios de Madrid, y San 
Fernando, para que su producto sirva á la manutencion de los pobres mendigos que se recogen en ellos. 
Antonio Sanz, Madrid, 1770, passim. “En Inglaterra se han hecho cálculos en fábricas grandes, y se halló 
que todos los muchachos desde seis hasta diez y seis, dexaron la ganancia al fin del año algúnos millares 
de libras esterlinas”. También (en la p. 202), donde habla de que en “la Ciudad de Norwich en Inglaterra, 
habiéndose calculado el producto del trabajo de muchachas y muchachos durante un año, desde la edad de 
seis hasta diez y seis años se calculó que habían ganados doce mil libras esterlinas á más de su gasto”.   
918 Cfr. Ponz, A.: Viage de España, en que se da noticia de las cosas más apreciables y dignas de 
saberse, que hay en ella. Tomo V, 2ª Impresión, Joachin Ibarra, Madrid, 1782, p. 220. 
919 Vid. Rothman, D.J.: The Discovery… ob. cit., p. 31. David Rothman cita en su estudio acerca 
de las instituciones de caridad en los EE.UU. del siglo XVIII, los trabajos de Josiah Quincy y John Yates, 
quienes señalaron que, antes del siglo XIX, las instituciones de encierro como los hospicios eran más bien 
una excepción. Del mismo modo, Rothman expone para el caso de Inglaterra que “a finales del siglo 
XVIII, casi cuatro mil casas de trabajo estaban dispersas por el reino, manteniendo algo así como cien mil 
reclusos, y los filántropos durante trescientos años habían dotado (al reino) de hospicios”. En la misma 
obra, el autor nos advierte que durante la época colonial, el hospicio era una institución excepcional, “el 
último recurso para los residentes que estaban gravemente enfermos o mutilados, y para los extranjeros 
que aún no podían recorrer su propio camino” (p. 36). 
920 Vid. Lastres, F.: Estudios... ob. cit., p. 12.; también lo expone de este modo Lasala Navarro, que 
indica que hasta el Código Penal de 1822, en materia legislativa, España se encontraba sumida en “la 





penal aún existe toda la crudeza del Antiguo Régimen. Su orden penitenciario resulta, a 
pesar de sus intenciones reformistas, desconectado de la realidad. Así, la institución del 
hospicio y su extensa regulación en el compendio de normas no sirvió a todos sus 
propósitos. A pesar de las virtudes del modelo propuesto, algunos de sus detractores 
escribían entonces acerca de la ineficacia real de la institución: 
 
“(…) Se demuestra la ineficacia de la providencias coactivas, y que lejos de destruir el mal en su 
raíz, no han servido más que para perpetuarle (…). Una triste experiencia hace ver que se hayan en este 
caso los Hospicios y Casas de Misericordia (…) que aunque son precisos y como tales los considera 
(Vuestra Alteza) para recoger y mantener en ellos á los imposibilitados, y útiles en defecto de otros 
establecimientos, para la enseñanza, y corrección de algunos delitos leves, y para intimidar a cierta parte 
de gentes que repugnan el trabajo, y quieren vivir en la ociosidad y olgazanería á expensas de los demás, 
los contempla al mismo tiempo inútiles para la educación, gravosos para el Estado, y nada oportunos para 
fábricas y manufacturas, y por consiguiente incapaces de destruir la pobreza (…). 
La educación que se da á la juventud, aunque arreglada a los principios de piedad y religión 
christiana, tampoco es ventajosa al Estado, porque obligados por la necesidad de la constitución, 
principalmente á las mugeres, á un solo trabajo (…), no las exercitan en todas las maniobras propias de su 
sexo, y quando llegan á a salir, se hallan sin ningún talento, ni exercicio propio para ponerse á servir, ó 
ser madres de familia”921.  
 
Les merece distinta opinión a los miembros de la Real Sociedad Económica, 
detractores del hospicio, sobre los departamentos de corrección. Abogan, a diferencia de 
Joachin de Murcia, por su separación de los hospicios como edificaciones 





                                                                                                                                                                                  
confusión de la Novísima Recopilación”, Vid. Lasala Navarro, G.: “Los presidios civiles”, en Revista de 
Estudios Penitenciarios, Año XXII, Número 172, enero-marzo, Madrid, 1966, p. 104. 
921 Cfr. Memorias de la Sociedad Económica: Memoria sobre el recogimiento y ocupación de los 
pobres, formada en informe por una comisión de diez y seis Individuos, y extendida por D. Josef de 
Guevara Vasconcelos, Censor perpetuo de la Real Sociedad, leida en Junta General de 20 de marzo de 
1778. Tomo III, Antonio de Sancha, Madrid, 1787, pp. 4 y 5.  
922 Vid. Memorias de la Sociedad Económica... ob. cit., pp. 7 y 8; donde se expone “que aunque 
conviene establecer Hospicios en las capitales de las provincias debe ser con el único objeto de recoger á 
los pobres ancianos imposibilitados del trabajo, estableciendo otras Casas de corrección para los 
inaplicados y ociosos voluntarios, que con el mal exemplo de su vida olganzana y licenciosa se hacen 
acrehedores á las penas que previenen nuestras leyes, y se hayan en el cuerpo de la Recopilación; pero 
considera que no ha de ser perpetuo su encierro, á menos que no sean incorregibles, y si sólo por aquel 
tiempo que vaste á que aprendan algún oficio que puedan después exercer con libertad y quietud, y cree 
también la Sociedad que las fábricas de estas últimas casas deben ser las más groseras y proporcionadas a 
que les dé algúna ocupación a los que se recojan en ellos”.  





Tal y como expresó Jovellanos, “la cuestión es: si conviene establecer hospicios 
generales (…). La práctica está por la afirmativa y la razón por la contraria”923. La 
problemática de la primera opción, el hacinamiento, es verdaderamente perjudicial para 
el joven corrigendo. Expresaba el autor esta idea apelando a las costumbres
924
, en aras 
de evitar la contaminación criminal entre niños expósitos, pobres
925
, huérfanos y 
jóvenes criminales o díscolos internados. El mismo incluso llega a proponer un 
principio celular en las instalaciones de los hospicios: “Quisieramos que en lugar de los 
comunes dormitorios, hubiese para cada uno, ó á lo más para cada dos pobres, una celda 
o cuarto separado”926. La separación de internos, y la asignación de regímenes distintos, 




2.4.4. La obra del Teniente General Abadía. Los jóvenes corrigendos en el 
Reglamento del presidio correccional de Cádiz de 1805. 
 
Como hemos señalado y puede apreciarse, por las “tendencias reformistas”928 que 
mostrara, en los primeros años del siglo XIX, entre otras normas la Ordenanza de los 
Presidios de los Arsenales de Marina, de 1804, la corriente de un nuevo pensamiento, 
humanitarista e ilustrado, dentro del mundo penitenciario llegaba a España. Dicha 
                                                             
923 Cfr. De Jovellanos, G.M.: “Discurso...” ob. cit., p. 431.  
924 Vid. De Jovellanos, G.M.: “Discurso…” ob. cit., p. 432. Escribe la pluma de Jovellanos: “Las 
costumbres claman sobre todo por estas separaciones. Niños expósitos, niñas huérfanas, niños 
desamparados y díscolos, pobres adultos, pero estropeados, ó ancianos, pobres ociosos y robustos, 
mujeres honradas pero impedidas, mujeres de vida libre y estragada, todos tienen derecho á vivir con 
separación. Esta separación para que sea provechosa debe ser absoluta para dormir, para trabajar, para 
comer, para espaciarse y divertirse. En confundiendo estas clases una vez sola al día, adiós costumbres. 
¿Qué aprendería una huérfana inocente de una ramera pública? ¿Qué enseñara á un mozuelo incauto un 
chusco vicioso y corrompido?”; también Anzano propone la separación entre los internos por “edades y 
clases”. Vid. Anzano, T.: Elementos... ob. cit., p. 58. 
925 La palabra “pobre” era utilizada, durante el siglo XVIII, en un amplio abanico de acepciones; 
en esta categoría se incluían también a los huérfanos y niños en situación de abandono. Vid., al respecto, 
Rothman, D.J.: The Discovery… ob. cit., p. 4. De este modo, siendo los hospicios y casas de misericordia 
instituciones benéficas, la amplitud del concepto hacia que la separación entre internos resultara 
verdaderamente complicada. 
926 Cfr. De Jovellanos, G.M.: “Discurso...” ob. cit., p. 434. 
927 Vid. De Jovellanos, G.M.: “Discurso…” ob. y loc. cit.; el autor expresa el deseo de una mayor 
separación entre adultos y menores para una mejor educación en el interior de los hospicios: “Esta 
escrupulosa separación debe hacerse principalmente entre aquellas clases de pobres recogidas por el 
Gobierno para que se les dé una buena educación, de manera que no solamente deban vivir separadas de 
las otras clases, si no también estarlo entre sí cuando sea posible. Suponiendo que deban recogerse en 
ellas los huérfanos y huérfanas de todas las edades, podrá haber graves inconvenientes en que se 
confundan los más adultos  con los de pocos años, siendo precisas diferentes reglas y diverso cuidado 
para dirigirlos”. 
928 Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 191. 





corriente arrastraba, en su caudal, las obras e ideologías provenientes de Inglaterra e 
Italia, que intentaron sedimentarse durante el último tercio del siglo XVIII en nuestro 
ordenamiento, principalmente en la organización de los hospicios. La llegada de tales 
conceptos fue, así, de suma importancia para la regulación del estatuto de los jóvenes 
penados en las distintas normas que trataron su encierro en presidios, arsenales, 
hospicios y casa de corrección. Desgraciadamente, mucho de este material se quedaría 
en el fondo, ahogado por la dispersión de las normas y su difícil puesta en práctica. 
 
Y es que, no alcanzaron en demasía las modas extranjeras a nuestro sistema de 
presidios, pues, como acertado señala García Valdés, “en la historia carcelaria España 
fue siempre la diversidad”929. Por una parte, la visión del proyecto de Panóptico de 
Bentham (1748-1832), que intentaba “introducir una reforma completa en las prisiones: 
fijar la salubridad, la limpieza, el orden y la industria”930 en ellas, a través del binomio 
“seguridad-economía”, gracias a un sencilla tipología arquitectónica931 (lo que 
conferiría a la edificación la facultad de “ver con una mirada todo cuanto se hace en 
ella”932), jamás alcanzó un verdadero desarrollo en nuestro país (ni tan siquiera apenas 
en Inglaterra
933
) quedándose en algunos intentos aislados para la creación de casas de 
corrección, como fue el caso del proyecto de José Antonio Cuervo, en 1805
934
. 
                                                             
929 Cfr. García Valdés, C.: “El desarrollo del Sistema Penitenciario en España. Historia de una 
transición”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Número 249, Madrid, 2002, p. 14. 
930 Cfr. Bentham, J.: El Panóptico (reproducción de Dumont, E.: Tratados de legislación civil y 
penal, Tomo V, Imprenta de Fermin Villalpando, Madrid, 1822). La Piqueta, Madrid, 1979, p. 34. 
931 Consistente en “un edificio circular, ó por mejor decir, dos edificios encajados uno en otro. Los 
cuartos de los presos formarían el edificio de la circunferencia con seis altos, y podemos figurarnos estos 
cuartos como unas celdillas abiertas por la parte interior, porque una reja de hierro bastante ancha los 
espone enteramente á la vista. Una galería en cada alto sirve para la comunicación, y cada celdilla tiene 
una puerta que se abre hacia esa galería. Una torre ocupa el centro, y esta es la habitación de los 
inspectores”. Cfr. Bentham, J.: El Panóptico… ob. cit., p. 36; al respecto, también Vid. García Valdés, C.: 
Derecho Penitenciario… ob. cit., p. 28; Téllez Aguilera, A.: Los Sistemas Penitenciarios y sus 
prisiones… ob. cit., pp. 53 y ss.; y Sanz Delgado, E.: Las prisiones privadas… ob. cit., pp. 65 y ss. 
932 Cfr. Bentham, J.: El Panóptico… ob. cit., p. 37. 
933 Como expresa Téllez Aguilera, “pese al empeño de Bentham para que su proyecto se convirtera 
en realidad, no vería en vida ningún edificio alzado sobre los principios por él ideados”. Cfr. Téllez 
Aguilera, A.: Los Sistemas Penitenciarios y sus prisiones… ob. cit., p. 56; al respecto, Vid. Sanz Delgado, 
E.: Las prisiones privadas… ob. cit., p. 65, refiriéndose a la figura de Jeremy Bentham, a la que señala“… 
indisolublemente unida a la historia de un fracaso. A la idea nunca realizada”. 
934 Vid. Antonio López, M.: Descripción... I, ob. cit., p. 24; también, Vid. Romero y Girón, V.: 
“Bosquejo histórico…” ob. cit., p. 74. Salillas también nos habla de la arquitectura panóptica en el 
proyecto de casa de corrección que propuso la Real Asociación de Caridad, no obstante, nunca llegó a 
realizarse, Vid. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… I, ob. cit., pp. 367 y 368; del mismo autor: Anuario 
penitenciario… ob. cit., p. 11; también hace referencia Cadalso a la construcción de la nueva planta del 
Presidio modelo de Valladolid, en 1847, “en cuya edificación se manifiesta ostensiblemente la tendencia 
del sistema panóptico”, pero que sin embargo, una vez construido “pareció poco adecuado al Coronel 





No tuvieron reflejo, tampoco, en nuestro sistema, los avances estadounidenses con 
sus sistemas penitenciarios del primer cuarto del s. XIX, esencialmente el Filadélfico y 
Auburniano
935
, este último con un régimen estricto de trabajo forzado, aunque sí 
podamos citar como referente, en el caso de los menores que nos vincula, el desarrollo 
del sistema de reformatorio (Elmira), ya en el último cuarto del XIX (1876), 
especializado en delincuentes jóvenes de entre dieciséis y treinta años
936
, del que nos 
ocuparemos más adelante en este trabajo.  
 
No obstante, no nos empacha mencionar lo que sí nos es propio, y así destacar la 
figura del Coronel Manuel Montesinos a partir de 1835, y su tratamiento histórico, que 
si bien pudo ser idealizado por los textos e historiadores del régimen franquista, no 
empequeñece la implantación de un sistema progresivo carcelario real, en el antiguo 
Monasterio de San Agustín de Valencia; pero otro militar español nos vincula en lo 
concerniente al régimen específico de jóvenes en los presidios peninsulares, la figura 




 “Militares ambos, sus nombres perviven de manera desigual en el tiempo y en las 
mejores crónicas jurídico-penitenciarias, representando, no obstante, una similar 
inquietud reformadora y una praxis dignísima en el terreno de la ejecución penal”938, así 
ha descrito Sanz Delgado la importancia del Teniente General Abadía y el Coronel 
Montesinos en el inicio de los modelos penitenciarios, “verdaderos forjadores de 
sistemas”939 penitenciarios. Del primero de ellos, precursor de las ideas que, más tarde, 
                                                                                                                                                                                  
Montesinos, y se cedió a Guerra para la Academia del arma de Caballeria”. Vid. Cadalso, F.: 
Diccionario… Tomo I, ob. cit., p. 71. Más recientemente, sobre el mismo asunto, Vid. Cuello Calón, E.: 
Penología… ob. cit., p. 141; el mismo: La moderna penología… ob. cit., p. 365. Además de ello, sobre la 
repercusión de la arquitectura panóptica en España, Vid. Villanova y Jordán, J.: Aplicacion de la 
panóptica de Jeremías Bentham, á las cárceles y casas de correccion de España. T. Jordán, Madrid, 1834, 
passim. 
935 Sobre los mismos y su arquitectura, Vid. Téllez Aguilera, A.: Los Sistemas Penitenciarios y sus 
prisiones... ob. cit., pp. 60-78. 
936 Vid. Dorado Montero, P.: El Reformatorio de Elmira, estudio de Derecho penal preventivo. La 
España Moderna, Madrid, 1898, p. 33. 
937 Acerca de la biografia y datos históricos de esta figura militar, tan relevante para nuestra 
historia penitenciaria, Vid. Salillas, R.: Evolución penitenciaria... II, ob. cit., pp. 179 y 180; completados 
por Lasala Navarro, G: “El Teniente General Don Francisco Xavier Abadía”, en Revista de Estudios 
Penitenciarios, Año III, Número 32, noviembre, 1947, pp. 83-87. 
938 Cfr. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 161., el mismo: “Los orígenes del 
sistema penitenciario español… ob. cit., p. 123. 
939 Cfr. Castellanos, P.: “Abadía y su presidio de Málaga”, en Revista de Estudios Penitenciarios, 
Año XV, Número 142, septiembre-octubre, 1959, p. 1591. Castellanos se refería, con esta expresión, a la 





encontraríamos en el segundo
940
, destaca su labor de creación normativa
941
 (su 
participación en la creación de normas como los Reglamentos de 1805 y 1807, así como 
en la dirección de la comisión que diseña la Ordenanza General de 1834) y organizativa 
(su servicio de tres años en Ceuta
942
), que introdujo como elemento específico, el 
criterio clasificatorio atendiendo a la edad
943
 (jóvenes corrigendos); del segundo, se ha 
señalado internacionalmente, su particular sistema en el Presidio correccional de 
Valencia: individualizador, rehabilitador, basado en el trabajo, “humanitarista, en lo que 
concierne a la posibilidad de anticipar la salida del penado y facilitar su acercamiento 
social”944. El sistema que articulaba la libertad intermediaria vino a ser su logro más 
reconocido, antecedente del actual sistema progresivo de cumplimiento de penas que 
incluyera una etapa de “régimen abierto”945. 
 
Con anterioridad, la idea que impera en la Ordenanza de Presidios Arsenales de 
1804 es la de separación, más que la de clasificación penitenciaria
946
. No obstante, el 
Reglamento de 1805, que “lleva la impronta de Abadía plasmada en sus mimbres”947, 
entre los que se incluían algunos específicos preceptos acerca de la creación de nuevos 
establecimientos para los jóvenes corrigendos, en el que se instaba sobremanera a la 
educación de los jóvenes encausados. El antecedente de este pensamiento puede 
encontrarse en la Instrucción formada para el gobierno de la Real Cárcel de la Ciudad 
                                                                                                                                                                                  
naturaleza práctica –derivada de la experiencia vivida por ambos militares-, de las innovaciones que 
aportaran Abadía y Montesinos. De ellos, dice el autor (loc. cit.), que “tuvieron que enfrentarse con la 
realidad y pechar con las dificultades del gobierno de un presidio. No fueron teorizantes que, al 
encargarse luego de un establecimiento, supieron llevar a la práctica ideas geniales preconcebidas. Es más 
bien que sus ideas, proyectos y planes reformadores brotaron de la práctica y de la experiencia”. 
940 Cfr. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., p. 179; en el mismo sentido, Vid. Antón 
Oneca, J.: Derecho penal…I, ob. cit., p. 506; Cuello Calón, E.: La moderna… ob. cit., p. 368; Garrido 
Guzmán, L.: Manual… ob. cit., p. 163; Castellanos, P.: “Abadía y su presidio…” ob. cit., p. 1592; y, más 
recientemente, Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 163. 
941 Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 164. 
942 Vid. Salillas, R.: Evolución penitenciaria... II, ob. cit., p. 180. 
943 Vid. Salillas, R.: Evolución penitenciaria... II, ob. cit., p. 197; donde el autor escribe, “la 
educación, por separación y por contraste, es el principio más concretamente formulado: Estos aprendices 
deberán estar completamente separados de los reos contumaces que están pagando a las leyes y a la 
sociedad la deuda de los crímenes con que la violaron, o del ejemplo con el que la ofendieron; los 
aprendices en clase de corrigendos, están en un depósito en que se les facilita la adquisición de medios 
para subsistir honradamente, en que la comparación continua del trabajo áspero y del régimen terrible a 
que esta sujeto el reo tenaz, les hará preferir las ocupaciones suaves, y la tranquilidad y regalo del 
apacible artesano en una ciudad industriosa y rica”; al respecto, también, Vid. Sanz Delgado, E.:El 
Humanitarismo... ob. cit., p. 165. 
944 Cfr. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 174. 
945 Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo... ob. cit., p. 175. 
946 Vid. Gómez Bravo, G.: Crimen y castigo... ob. cit., p. 56. 
947 Cfr. Sanz Delgado, E.: “Los orígenes…” ob. cit., p. 127. 





de Cádiz, de 1795
948
, donde ya se encontraban los principios de separación de presos 
por edades, que dispuso: 
 
“La división, y separación de presos es uno de los objetivos más importantes al mejor orden de las 
Cárceles, á la administración de Justicia, y á impedir que se aumenten los delinqüentes. (…) Los jóvenes 
de uno, y otro sexo, estarán separados de los adultos, y al cuidado de aquellas personas juiciosas, que 
puedan dirigirlos y corregirlos: los mirará el Alcayde con particular cuidado, y atención, poniendo 
quantos medios sean dables para conservar su sencilléz, é inocencia. Deben también separarse, y estar con 
toda aquella independencia posible, las diversas clases de delinqüentes, á fin que no se perviertan los unos 
con el trato de los otros”949. 
 
La experimentación de este pensamiento tuvo lugar en el presidio de Cádiz, del 
que Abadía se hizo cargo “a los cinco meses de haberse recibido los primeros 
presidiarios (22 de octubre de 1802)” y que “antecede próximamente treinta años al 
presidio correccional de Valencia”950. Aún es más, Lasala Navarro apuntaba a la gran 
cantidad de jóvenes desocupados en la ciudad de Cádiz como principal razón de su 
fundación, si bien, tal y como ha afirmado Sanz Delgado, a la luz de la documentación 
aportada principalmente por Salillas, “no se puede extraer que tal motivo fuera el 
determinante”951. Por aquel entonces, el presidio de Cádiz ya poseía una regulación 
propia, cuya paternidad correspondía al Capitán General de la región militar de 
Andalucía, Tomás Morla
952
. Junto con la Instrucción anteriormente citada, el 
Reglamento de 1802 del presidio de Cádiz
953
, es el precursor de la normativa de 1805, 
cuya principal característica “sería el trabajo en los talleres, tanto formativos como 
productivos, que habían de crearse aprovechando las excepcionales circunstancias que 
                                                             
948 Acerca de la influencia de la cárcel de Cádiz en el contexto de la redacción de los reglamentos  
de presidios, Vid. Sanz Delgado, E.: “Los orígenes…” ob. cit., pp. 126 y ss. 
949 Cfr. Instrucción formada para el gobierno de la Real Cárcel de esta ciudad de Cádiz y 
funciones propias de su Alcayde, Imprenta de Don Pedro Gómez de Requena, Cadiz, 1795; según 
Gutmaro Gómez Bravo, esta Instrucción “permite observar la concreción en una cárcel local del marco 
final de las reformas ilustradas y su aplicación práctica en la política española”. Cfr. Gómez Bravo, G.: 
Crimen y castigo… ob. cit., p. 40, también Vid. la edición de 2005, pp. 37 y ss. 
950 Cfr. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., p. 179; en el mismo sentido, Vid. 
Castellanos, P.: “Abadía y su presidio…” ob. cit., p. 1592. 
951 Cfr. Sanz Delgado, E.: “Los orígenes…” ob. y loc. cit. 
952 Vid. Real Orden, de 23 de julio, de 1802 y Real Orden, de 26 de agosto, de 1802, por la que se 
publica el Reglamento definitivo; al respecto, Vid. Burillo Albacete, F.J.: El nacimiento... ob. cit., p. 48. 
953 Al respecto de este reglamento, Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., pp. 332 
y ss. De este cuerpo normativo Cadalso destaca su importancia a pesar de su brevedad: “Es breve este 
reglamento, pero tiene la importancia de haber sido el primero que en forma sistemática, aunque sencilla 
y embrionaria, organizó los servicios del único presidio de esta clase que hasta entonces se había 
establecido en la península…”. 





ofrecía la ciudad”954. En este sentido, el aprendizaje de un oficio y la actividad laboral 
de los jóvenes corrigendos será uno de los puntos esenciales que el reglamento gaditano 
de 1805 regulará como método de reforma del menor delincuente. 
 
Entrando directamente al análisis la norma, en el artículo 11 del Reglamento del 
presidio correccional de Cádiz de 1805, aparece reflejada la preocupación preferente 
por la educación de los menores
955
 y jóvenes presidiarios: 
 
“Los jóvenes condenados por crímenes a que los hubiese arrastrado la miseria, la inhabilidad, la 
seducción o el ímpetu del temperamento, cuando no hay recurso en la educación, deben ser aplicados al 
ejercicio de las artes mecánicas que sabían, o al aprendizaje de las que prefieran entre las más comunes, 
como la cantería, zapatería, cordelería, etc., oficios fáciles y que se ejercitan en las ultimas aldeas”956. 
 
Además de la normativa, Salillas reproduce el fragmento del memorial que el 
Teniente General Abadía envió al monarca Carlos IV, donde puede encontrarse 
referencia a los jóvenes presidiarios: 
 
“(…) Se verán con admiración los progresos de los talleres de este presidio correccional en que se 
emplea un tercio de la fuerza, de modo que se cuentan ya muchos individuos que, no habiendo tenido 
jamás ocupación ni oficio conocido, se hallaran capaces de entretenerse y mantenerse con lo que han 
aprendido durante su confinación. Entre estos se encuentran cuarenta y cinco jóvenes desde ocho hasta 
doce años que tengo distribuidos en los oficios de zapatería, carpintería y sillería. Muchos de estos 
jóvenes son hijos de los presidiarios…”957. 
 
De ambos textos, normativo y empírico, precepto legal y experiencia de campo 
respectivamente, obtenemos conclusiones que dan continuidad a algunas de las materias 
que hemos contemplado en epígrafes anteriores. En primer lugar, la edad a la que los 
menores ingresan en el presidio correccional, bastante temprana; y las causas a las que 
se atribuye dicha incorporación, nos hace pensar que, en muchos casos, su encierro era 
                                                             
954 Cfr. Burillo Albacete, F.J.: El nacimiento… ob. y loc. cit.; como el mismo Burillo Albacete 
indica en la nota al pie número 62, estas “circunstancias excepcionales” que ofrecía la ciudad de Cádiz ya 
habían sido resaltadas por Salillas, que indica que ha finales del siglo XVIII existían manufacturas en la 
Cárcel de Cádiz, Vid. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., p. 174. 
955 Vid. García Valdés,C.: “Derecho penitenciario militar…” ob. cit., p. 789. 
956 Cfr. Salillas, R.: Evolución peniteniciaria… II, ob. cit., pp. 195 y 196; en el mismo sentido, Vid. 
Lasala Navarro, G.: “Condena a obras públicas”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Año XIV, 
Número 136, septiembre-octubre, Madrid, 1959, p. 723. 
957 Cfr. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., p. 196. 





producto de consideraciones sociales más que penales. Reflejo de ello son las normas 
que durante todo el siglo XVIII se ocupan de los menores desamparados, vagos y 
díscolos. En segundo lugar, el Reglamento de 1805 recoge la esencia del trabajo útil 
como medio terapéutico, de aprendizaje o educativo, para conseguir la corrección del 
menor frente al delincuente adulto: “La reforma de estos jóvenes debe ser el primer 
objetivo de este establecimiento”958. Por último, el dato de que muchos de los menores 
sean hijos de presidiarios, nos recuerda aquella “sombra del presidio”959 de la que nos 
hablaba Salillas: el presidio arrastra a la familia con el condenado. 
 
2.4.5. Plan Orgánico de Abadía y el Reglamento de Presidios Peninsulares de 
1807. 
 
Si la labor de sistematización comenzó con el Reglamento de 1805, la experiencia 
práctica del presidio de Cádiz supuso el cuajo necesario para la confección de una nueva 
normativa. Sin embargo, el proceso de formación de un nuevo reglamento estuvo 
empañado, desde 1806, de un tira y afloja político-militar que hizo complicado su 
nacimiento
960





Frente a los proyectos de Miguel de Haro, quien “planea superficialmente”962 y 
sin la justificación de la experiencia, nos dice Salillas que “Abadía edifica sobre la 
realidad”963 su plan de reforma para los presidios peninsulares. En su proyecto de 
reglamento, se transcribe al papel lo que en Cádiz se realizó en la práctica
964
. Gracias a 
                                                             
958 Cfr. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., p. 198; al respecto, también Vid. 
Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 334. 
959 Vid. Salillas, R.: La vida penal… ob. cit., p. 70. 
960 Sobre las desaveniencias entre Francisco Xavier Abadía y Miguel de Haro, ambos militares e 
implicados en la redacción de proyectos y borradores sobre un nuevo Reglamento de presidios, Vid. 
Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., pp. 454 y ss. 
961 En cuya redacción finalmente participaron los tres: Morla, capitán general de Andalucia, Haro, 
capitán de infantería, y Abadía, comandante del presidio de Cádiz, Vid. Garrido Guzmán, L.: Manual… 
ob. cit., p. 163; en el mismo sentido, Vid. García Valdés, C.: “Derecho penitenciario militar…” ob. cit., p. 
789. 
962 Cfr. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., p. 496. 
963 Cfr. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., p. 460. 
964 Vid. Castellanos, P.: “Abadía y su presidio…” ob. cit., p. 1593. Haciendo referencia a la labor 
basada en la experiencia de la que nos hablaba Salillas, Sanz Delgado señala la importancia de la figura 
de Abadía en la conformación de las subsiguientes normas de presidios. Los términos utilizados por éste 
son: “el fruto de la labor práctica y legislativa de Abadía se advierte, en esencia, en el primer tercio del 





Salillas, podemos conocer de las intenciones que el Teniente General Abadía tenía 
respecto a los jóvenes ingresados en los presidios: 
 
“En todos los Establecimientos deberá organizarse el departamento de corrigendos, objeto no 
menos interesante que la seguridad de los Presidios y que la educación de los jóvenes encausados. La 
mayor parte de los robos de Andalucía y de otros excesos y peligros contra las costumbres públicas, no 
tienen otro origen que el de la impunidad con que viven los receptores y agentes de tales maldades, ésta 
consiste en que ni hay arbitrios señalados para mantenerlos, ni recinto para encerrarlos; asi se ven algunos  
(que a más no poder) son destinados por los Tribunales a encierros de cuatro o más años, sin que haya 
otros destinos que las mismas cárceles, con perjuicio de la salud pública y de la justa y determinada 
inversión de los medios que se destinan para entretenimiento de los presos”965. 
 
En su papel en la dirección del presidio de Cádiz, el Teniente Abadía había 
podido comprobar los resultados del trabajo con los corrigendos. La plasmación de esta 
experiencia en el futuro reglamento para los presidios fue fundamental; el medio 
necesario para el fin propuesto: corrección
966
 a través de la educación. En este sentido, 
en materia de jóvenes corrigendos, el Reglamento General de los Presidios 
Peninsulares, de 12 de septiembre, de 1807, es la inequívoca herencia de Abadía
967
, una 
ampliación del reglamento de Cádiz
968
, como bien señala la propia norma en su artículo 
3, del Título 1º, cuando se dispone: “El Presidio de Cádiz, que por su óptima 
constitución y arreglo debe servir de norma…”. Abadía sería nombrado Subinspector de 
los Presidios de Andalucía y Comandante del Correccional del de Cádiz, mientras se 
                                                                                                                                                                                  
siglo XIX, configurando una perceptible inercia en los posteriores modos de ejecución penal, si bien, 
primeramente, en la capacidad organizativa y en la elaboración de normativas de peso y trascendencia 
como lo fueron los Reglamentos de 1805 y 1807”. Cfr. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 
164. 
965 Cfr. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., p. 478. 
966 Vid. Lasala Navarro, G.: “El Teniente General Don Francisco Xavier Abadía”, en Revista de 
Estudios Penitenciarios, Año III, Número 33, diciembre, Madrid, 1947, pp. 94 y 95; en el mismo sentido, 
Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 165. 
967 Ciertamente, en líneas generales, el Reglamento de 1807 es una copia del proyecto redactado 
por el Teniente General Abadía. En tal sentido, Vid. Salillas, R.: Evolución penitenciaria... II, ob. cit., p. 
497; también Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 335. La importancia del Teniente 
General Abadía en la formación del Reglamento de 1807, y más concretamente, en lo que respecta a 
nuestro estudio sobre los jóvenes corrigendos, puede afirmarse, como lo hace Castellanos, que “Abadía, 
sobre todo, sentó doctrina “a posteriori”, como si dijéramos, recogiendo en sus escritos y proyectos lo 
que, por experimentado, era ya válido y operante. En 1807, y acreditado ya en el Presidio de Cádiz, 
recibió orden de escribir lo que practicaba en él, para organizar los demás que se proyectaban”. Cfr. 
Castellanos, P.: “Abadía y su presidio…” ob. y loc. cit.; más recientemente, Vid., tambien Garrido 
Guzmán, L.: Manual... ob. y loc. cit.; y también, Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., pp. 165 
y 166. 
968 Vid. Herrero Herrero, C.: España penal… ob. cit., pp. 192 y 193; en el mismo sentido, Vid. 
García Valdés, C.: “Derecho penitenciario militar…” ob. cit., p. 790. 





nombraba, con el grado de Teniente Coronel y la Comandancia del Nuevo Presidio 
correccional de la Ciudad de Granada al Capitán del Regimiento de Infantería de Jaén, 




El texto de 1807 ciertamente, tal y como afirma García Valdés, “no fue un texto 
modélico, pero si operativo y de aplicación en todo el territorio nacional”970, no 
obstante, en todo momento se inclinaba por la clasificación atendiendo al criterio de la 
edad
971
; y, lo que es más importante, recogía lo relativo a la disciplina para los jóvenes 
corrigendos, en el que destaca su carácter correctivo, preventivo y educativo, así como 
una menor dureza en el trato disciplinar de estos presos
972
, previendo sanciones de un 
menor rigor para evitar su separación del trabajo o la enfermedad
973
. De este modo, la 
distribución de los presidiarios se realizará “en clases, según los delitos, robustez, edad, 
y aptitud para que puedan estar seguros, ser tratados en proporción a sus crímenes, y 
que todos sean útiles por sus trabajos, y ocupaciones sin perjuicio de la humanidad”974. 
Los jóvenes corrigendos, dentro de esta clasificación formarán una clase propia de 
presidiarios, a tenor de lo dispuesto por el reglamento: 
 
“Si en el Presidio hubiese jóvenes corrigendos, estos y los que las Justicias remitan para su 
corrección de faltas leves por algunas semanas, ó meses formaran la tercera clase por razón de sus 
delitos”975. 
 
                                                             
969 Vid., al respecto, Presidios. Copia remitida con Real Orden de 19 de septiembre de 1807 del 
Reglamento de Presidios. A.H.N. Consejos. Sala de Gobierno. Leg. 3008, p. 73. 
970 Cfr. García Valdés, C.: “Derecho penitenciario militar…” ob. y loc. cit.; el gran Cadalso ya 
destacaba en su obra acerca de las Instituciones Penitenciarias la importancia de esta disposición, Vid. 
Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., pp. 335 y 351. 
971 Este criterio de clasificación era constantemente nombrado en los artículos del Reglamento; 
Vid. a modo de ejemplo, el Artículo 3, del Título IV del Reglamento de presidios peninsulares, de 2 de 
septiembre, de 1807, donde se dispone que “con examen de las condenas , y noticias que puedan tomar de 
los Confinados mismos se impondrá no solo de la gravedad de sus delitos, sino de la perversidad y 
relajación de sus costumres, y observando al mismo tiempo sus fuerzas y edades, para destinarlos a las 
Brigadas que más convengan para su seguridad y trabajos”. 
972 Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 138. 
973 Vid. Sanz Delgado, E.: “Disciplina y Reclusión…” ob. cit., p. 127; para un estudio más 
concreto acerca del Reglamento de Presidios peninsulares de 1807, del mismo autor, Vid. El 
Humanitarismo… ob. cit., p. 197 y ss. Y también, Vid. Téllez Aguilera, A.: Seguridad y Disciplina… ob. 
cit., pp. 175 y 176. 
974 Cfr. Artículo1, Título V, del Reglamento de Presidios peninsulares de 1807… cit. 
975 Cfr. Artículo 5, Título V, del Reglamento de Presidios peninsulares de 1807… cit.,; en adición, 
en el Artículo 8 del mismo Título se explica que “además de esta clasificación de los delitos de los 
Confinados se debe hacer otra quasi tan esencial por razón de su carácter, edad, robustez, y salud”. 





Se establece además que la clasificación inicial no tendría por qué ser permanente, 
pudiendo alterarse “á medida de la enmienda, disposición á un trabajo ú oficio, salud, y 
edad de los Confinados lo indiquen, ó exijan”976. El criterio de edad se conecta, de este 
modo, con un antecedente del régimen progresivo en los presidios. A pesar de ello, al 
igual que en los adultos, la reclusión de los menores de edad podía estar sometido a una 
especie de clausula de retención, quebrándose de este modo el principio puramente 
correccional de su estancia, y derivando los términos temporales de su encierro 




El Reglamento de 1807 dedica una especial atención a la regulación de los jóvenes 
corrigendos en su Título XXI, que comienza con la declaración y fundamentación de su 
presencia en el presidio: 
 
“Conociendo la importancia de corregir, dirigir, y dar una educación oportuna a los jóvenes que, 
por los vicios de sus padres, su ignorancia, desgracias o muerte, quedan abandonados, y que, por la 
calidad de los ejercicios que toman y las perversas compañías a que se agregan, aun de tierna edad, son ya 
ociosos, y al fin se consumen en toda iniquidad; para precaver en cuanto es posible este mal tan 
perjudicial a los mismos jóvenes y a la sociedad, he determinado que en todos los presidios que se 
establezcan se funde un departamento de jóvenes de esta especie, con el título de corrigendos”978. 
 
Dentro de este título genérico de corrigendos, pueden distinguirse dos categorías: 
 
1. Jóvenes abandonados y viciosos, sometidos a retención (en los términos 
anteriormente mencionados), en aras a una mayor utilidad de su trabajo en el presidio. 
 
                                                             
976 Cfr. Artículo 6, Título IX, del Reglamento de Presidios peninsulares de 1807… cit. 
977 Vid. Artículo 4, Título XXI, del Reglamento de Presidios peninsulares de 1807… cit., que 
establece: “Los jóvenes que entren en los Presidios por abandonados y viciosos, no podrán salir de ellos 
aunque los reclamen, y se crean corregidos, hasta cumplir seis años, y estar en situación de poder 
mantenerse por su oficio, pues siendo meramente onerosos al principio, no deven ponerse en libertad 
quando por su trabajo pueden ser útiles como está prevenido para los aprendices”; al respecto, Vid. García 
Valdés, C.: “Derecho penitenciario militar…” ob. y loc. cit.; en el mismo sentido, Vid. Sanz Delgado, E.: 
El Humanitarismo… ob. cit., p. 201. Asimismo, también se contempla el cambio de destino a las Armas 
para aquellos jóvenes que “por ineptitud, desidia, ó por no haberse corregido, no se considerasen dignos 
de obtener  la libertad, porque abusarian de ella”; Título XXI, Artículo 20, lo cual puede considerarse una 
especie de retención e indeterminación de la pena impuesta, aplicada como castigo.  
978 Cfr. Artículo 1, Reglamento de Presidios peninsulares de 1807… cit., Título XXI; y también 
Vid. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., p. 527. 





2. Jóvenes enviados por vía de la corrección paterna, o a “expensas de 
particulares”, que “se pondrán en libertad quando los reclamen sus mantenedores, con 
tal de que paguen quatro escudos por cada mes que hayan estado en el Presidio”979. Es 
decir, se trata de una clase de corrigendos no sujeta a retención gracias al 
establecimiento de un coste mensual a modo de “derechos de carcelaje”. 
 
La clasificación por motivos de la edad se transforma, al igual que ocurría en el 
reglamento de Cádiz, y siguiendo las pretensiones de Abadía, en una separación 
estructural del presidio. De esta manera, “el Departamento, ó Quartel de los 
Corrigendos estará separado de las Quadras de los Presidiarios, y no tendrán más 
comunicación con ellos que en Misa, y en los talleres de los oficios”980. El riesgo de 
contaminación criminal continuaba siendo evidente en estos casos. A pesar de ello, en 
sus esfuerzos por alejar al menor de cualquier influencia negativa, el Reglamento pone 
al cargo de este departamento a un Capataz, ayudado por Cabos de vara, que debe reunir 
una serie de características
981
 que recuerdan a las exigidas al Padre de Huérfanos y 
otras figuras análogas al futuro Juez de Menores. No se olvida tampoco, el Reglamento, 
de la salvación del alma del menor de edad interno en presidio; la presencia cristiana 
como constante histórica de la moderación moral del menor infractor también deja su 
impronta en la norma de 1807, estableciéndose que los Capellanes, ayudados por el 
Capataz y los Cabos de vara propios del Departamento, “serán responsables de la 
instrucción moral” y aprendizaje de la doctrina cristiana982.       
 
La normativa es así rica en cuanto a detalles en la regulación específica para 
jóvenes. Su carácter paternalista y correccional sobresalen, aunque en ocasiones se 
hacía impracticable en la realidad de la época (tan sólo se destinaban a este 
departamento veinte plazas
983
, lo que, unido al habitual hacinamiento en los presidios de 
la época resultaba usualmente insuficiente). Otra de las características más llamativas de 
                                                             
979 Cfr. Artículo 5, Título XXI, Reglamento de Presidios peninsulares de 1807… cit.  
980 Cfr. Artículo 6. Título XXI, Reglamento de Presidios peninsulares de 1807… cit.  
981 Vid. Artículo 7, Título XXI, Reglamento de Presidios peninsulares de 1807… cit., donde se 
indica que el Capataz encargado de la Cuadra de corrigendos debe estar “casado y que además tenga 
prudencia, entereza, actividad, mucho zelo y cuyas buenas costumbres no sean dudosas. Bajo sus ordenes 
servirán dos, tres, ó más Cabos de Vara según su número, hombres de edad madura, que no hayan sido 
condenados, ni dotados de vicio feo, ni torpe, de buenas costumbres, y disposición oportuna”.  
982 Vid. Artículo 13, Título XXI, Reglamento de Presidios peninsulares de 1807… cit. 
983 Vid. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. y loc. cit. 





este reglamento es precisamente tal carácter preventivo y educador que resaltábamos 
supra, estableciendo las bases y antecedentes de una finalidad que ha heredado nuestra 
actual normativa, la de dar una educación oportuna
984
. Este hecho se demuestra al 





 aplicadas a los jóvenes presos. Y ello a pesar de que la normativa sigue 
siendo rigurosa en la aplicación de los castigos disciplinares
987
 por determinadas 
conductas consideradas punibles
988
, siendo las peores de todas ellas la inaplicación a los 





Este rigor adicional en los casos en los que el menor sea negligente en lo que 
concierne a los trabajos
990
, encuentra su fundamento en el fin educativo que la norma 
pretende conseguir a través de la actividad, de manera que “lo que más eficazmente 
contribuirá a la educación de los Corrigendos, será tenerlos continuamente ocupados y 
jamás ociosos”991. Ciertamente, la enseñanza y el trabajo han sido numerosas veces 
invocados por los legisladores como el vehículo para la consecución de la enmienda del 
joven infractor, tanto es así que, como escribió Canalejas, “son elementos gemelos del 
sistema penitenciario, en consorcio inseparable, de tal modo, que la enseñanza sin el 
                                                             
984 Vid. Artículo 12, Título XXI, del Reglamento de Presidios peninsulares de 1807… cit.; donde 
se indican estos fines de la condena en presidios: “Los Subinspectores y Comandantes de los Presidios 
pondrán una particular atención en la corrección y educación de estos jóvenes, a fin de que pierdan sus 
antiguas malas habitudes, se instruyan en las obligaciones de cristianos, y ciudadanos, adquieran 
costumbre de trabajar, y aprendan un oficio hasta el grado de see maestros, ó buenos oficiales en él”. 
985 Las medidas disciplinares aplicadas a los corrigendos corrian exclusivamente de cuenta de los 
Cabos de vara, que las aplicarían “con disciplina, ó correa; único castigo que deven sufrir, pues los 
calabozos, ayunos y cepos los separan del trabajo y pueden hacerlos enfermar”. Cfr. Artículo 10, Título 
XXI, Reglamento de Presidios peninsulares de 1807… cit.; acerca de los medios de disciplina en los 
jóvenes corrigendos según lo estipulado en el Reglamento de 1807, Vid. Sanz Delgado, E.: “Disciplina y 
Reclusión…” ob. cit., p. 127.  
986 Para los jóvenes corrigendos se autoriza solamente el uso de un grillete como medio de 
seguridad, que según el texto del Reglamento, “aún podrá quitárseles, si por su conducta, y aplicación se 
hiciesen acreedores de esrte alivio”. Cfr. Artículo 9. Título XXI, Reglamento de Presidios peninsulares 
de 1807… cit.  
987 Vid. García Valdés, C.: “Derecho penitenciario militar…” ob. y loc. cit.; en el mismo sentido, 
Vid. Téllez Aguilera, A.: Seguridad y Disciplina… ob. cit., p. 175. 
988 Según el Reglamento, “se castigará con rigor a los que se halasen, sea con el pretexto que fuese, 
reunidos entre sí, o con Presidiarios en parages que no estén a la vista”, y también “las conversaciones, 
voces obcenas, torpes y aun con más rigor a los blasfemos,  juradores, y maldicientes”. Cfr. Artículo 14. 
Título XXI, Reglamento de Presidios peninsulares de 1807… cit.  
989 Cfr. Artículo 11, Título XXI, del Reglamento de Presidios peninsulares de 1807… cit. 
990 Los oficios establecidos en la normativa para los jóvenes corrigendos son principalmente los de 
herrería, carpintería, zapatería y cordelería. Vid. Artículo 17, Título XXI, del Reglamento de Presidios 
peninsulares de 1807… cit. 
991 Cfr. Artículo 15, Título XXI, Reglamento de Presidios peninsulares de 1807… cit. 





trabajo, lima un tanto al hombre moral sin pasar de la superficie; el trabajo aislado de la 
enseñanza no satisface más que instintos animales: en la combinación de la enseñanza y 
el trabajo se identifican ambos elementos”992. 
 
Sin embargo, esta ocupación y actividad en orden a la consecución y éxito de la 
corrección no es incompatible con el recreo y el sano ocio. En este sentido, el 
Reglamento innova respecto del gaditano, adicionando actividades deportivas y de 
mejora física para que los jóvenes presidiarios las practiquen “en horas de recreo y días 
de fiesta”993. Se trata de una visionaria e innovadora fórmula que supedita el ocio y el 
deporte a la finalidad de corrección del joven penado, a sabiendas de la necesidad del 
mismo de actividad recreativa y de tiempo de dispersión del trabajo.  
 
En resumen, podría decirse que tanto el Reglamento del presidio correccional de 
Cádiz de 1805, como el Reglamento de Presidios peninsulares de 1807 que lo continúa, 
productos ambos -directa e indirectamente- de la influencia e ingenio de Abadía, son las 
primeras sistematizaciones normativas penitenciarias, de ámbito estatal, que atendieron 
y reglamentaron la situación de los menores de edad en los presidios españoles. Son, 
por lo tanto, los orígenes y la base de las subsiguientes disposiciones legales hasta la 
desvinculación del menor infractor de la materia puramente penal-penitenciaria a 
principios del siglo XX. 
 
Continuando con la figura de Abadía, padre de nuestra regulación penitenciaria de 
menores, en 1821 le encontramos en Málaga, dirigiendo otro presidio correccional
994
. 
Sus logros en Cádiz le habían granjeado el reconocimiento institucional, hasta ser 
nombrado Subinspector de los Presidios de Andalucía con el grado de Coronel
995
. Del 
depósito que existía en el presidio malagueño sabemos, gracias a la investigación de 
                                                             
992 Cfr. Canalejas, J.M.: Presidio Escuela. Juan Tarrés, Barcelona, 1860, p. 31. 
993 Cfr. Artículo 18, Título XXI, Reglamento de Presidios peninsulares de 1807… cit.; el 
contenido de estas actividades deportivas es el siguiente: “Tanto para evitar la ociosidad, como para que 
enrrobustezcan y adquieran agilidad, se hará que los Corrigendos en las horas de recreo y días de fiesta, 
corran, salten, y se diviertan a juegos de fuerza, y agilidad, siempre que el tiempo, ó la hora lo permitiese; 
y cuando no se ocupen en algún trabajo de otra especie, ó en instrucciones”. Acerca de los beneficios del 
deporte en los menores como medida correccional en los establecimientos penitenciarios, Vid. José 
Cobreros, S.J.: “El Deporte en la regeneración del delincuente”, en Revista de Estudios Penitenciarios, 
Año V, Número 49, abril, Madrid, 1949, pp. 21-28. 
994 Vid. Castellanos, P.: “Abadía y su presidio…” ob. cit., p. 1594. 
995 Vid. Castellanos, P.: “Abadía y su presidio…” ob. cit., p. 1593. 





Castellanos, que estaba destinado fundamentalmente a presidiarios que hubieran 
cometido delitos atroces y esperaban el traslado a los presidios africanos
996
. No se hace 
mención acerca de un departamento de jóvenes corrigendos como el de Cádiz, ni 
tampoco en el Reglamento dado por él para la plaza de Málaga, fechado el 16 de abril 
de 1821
997
, se encuentra mención expresa al régimen de los mismos. Al margen de ello, 
durante el siglo XVIII existió la pretensión, motivada por criterios de economía y 
utilidad, de trasladar a los hijos de los presidiarios del Peñón de Vélez y Melilla 
(básicamente los llamados Presidios Menores) al depósito de Málaga
998
. Este hecho 
hubo de ser determinante pues, muchos años después encontramos la presencia de 
jóvenes corrigendos en el depósito malagueño, coincidiendo con las palabras del propio 
Abadía acerca de los hijos y huérfanos de los presidiarios en Cádiz. No obstante, tal y 
como Llorente de Pedro ha señalado, rescatando las protestas y negaciones de los 
gobernadores de las plazas acerca de la existencia de “grupos familiares” en estos 
presidios, finalmente, por Real Orden, de 16 de febrero, de 1745, se decidió que “no 
passaren â Málaga, continúe su asistencia en los citados Presidios (el Peñón y 
Melilla)”999. Es reseñable en cualquier caso la mención al trabajo en los talleres, pues 
desde 1787
1000
, el presidio de Málaga fue un destino propicio para el desempeño de 
obras públicas
1001
, en los que los jóvenes sí pudieron verse involucrados. 
                                                             
996 Vid. Castellanos, P.: “Abadía y su presidio…” ob. cit., pp. 1594 y 1595; sobre la escala que los 
penados realizaban en el presidio de Málaga antes de ser transportados a los presidios norteafricanos, 
Vid., también, Carmona Portillo, A.: “Camino del Presidio: aproximación al estudio de la cárcel de 
Málaga como lugar de tránsito de los penados del Norte de Africa a finales del siglo XVIII”, en Isla de 
Arriarán: revista cultural y científica, Número 11, junio, Málaga, 1998, pp. 215-228. El autor expone la 
relevancia de la cárcel de Málaga como depósito de los presidiarios sentenciados al presidio africano. 
Según Carmona Portillo “la importancia de la cárcel de Málaga como lugar de tránsito via Presidios 
Norteafricanos es manifiesta si tenemos en cuenta que desde toda Andalucia y Murcia llegaban reos con 
ese destino” (p. 221). 
997 Vid. Castellanos, P.: “Abadía y su presidio…” ob. cit., p. 1596. 
998 Vid. Llorente de Pedro, P.A.: “La pena de presidio…” ob. cit., p. 315. El desalojo de los 
familiares que habitaban junto a los presidiarios en Melilla y Alhucemas, por motivos intrínsecamente 
económicos, derivó a muchos huérfanos al depósito malagueño. De este modo, escribe Llorente, por Real 
Orden se 1744 (anteriormente citada) se requería que “desalojaran los presidios menores de personas que 
no fueran útiles: “que las viudas y huérfanos que actualmente se hallen en los tres presidios pasen a 
Málaga, donde se les asista en dinero con el valor de las raziones y medias raziones que gozasen al 
precio que se satisfacen al Asentista”; además de llo, se daba un destino útil a “los huérfanos que por los 
gobernadores y veedores se reconozcan pueden servir en las armas, o en otros ejercicios borrándoseles 
las plazas que estén disfrutando y asimismo a las huérfanas en tomando estado”. 
999 Cfr. Real Orden, de 16 de febrero, de 1744; Vid., asimismo, Llorente de Pedro, P.A.: “La pena 
de presidio…” ob. cit., p. 318. 
1000 Vid. Novissima Recopilación: Libro XII, Título XL, Ley XII, que contine una resolución 
debida a Carlos III, que expresa la suerte de los condenados que lleguén al presidio de Málaga: “Cuantos 
confinados lleguen a la caxa de Málaga por ladrones, facinerosos y contrabandistas, sean inmediatamente 
remitidos a los destinos que prefixen sus condenas; quedando sólo en los trabajos públicos de la Plaza y 





2.4.6. El Departamento para Jóvenes de la Ciudadela de Barcelona. 
 
Como hemos señalado, el primer acercamiento a un verdadero régimen de 
separación entre jóvenes y adultos en los presidios peninsulares en materia penitenciaria 
se había dado en Cádiz. Ya lo vislumbró Salillas, “en el proyecto del sargento mayor de 
la ciudadela de Barcelona hay también algo del espíritu del sargento mayor de la plaza 
de Cádiz, fundador del presidio correccional”1002. El inicial gateo se había convertido en 
un titubeante y torpe caminar en el Reglamento de 1807, obstaculizado por el 
impedimento de conjugar teoría normativa y práctica penitenciaria, pues como bien 
apuntaba Salillas acerca de nuestro carácter, también en nuestra reforma penitenciaria 
“hay divorcio entre las intenciones y los hechos”1003. 
 
En efecto, fueron pocas las ocasiones en las que nuestro derecho escrito tuvo un 
reflejo material en aquellas épocas. Una experimentación histórica relevante para 
nuestro estudio, se aprecia en la Escuela de jóvenes presidiarios establecida en la 
Sección de jóvenes del Presidio Correccional de la Ciudadela de Barcelona, fechada en 
24 de junio de 1820
1004. Según lo plantea García Valdés, “dicho Departamento fue 
concebido como un depósito dentro del establecimiento, a fin de que los jóvenes 
menores de dieciocho años estuvieran separados de los de mayor edad”1005. En este 
                                                                                                                                                                                  
sus inmediaciones los de delito de corta gravedad, y los que por serlo, vayan sin aplicación fixa, y en 
quienes no haya el riesgo de que, desertando, sean perjudiciales al Estado”. Al respecto, Vid. Lasala 
Navarro, G.: “Condena a obras públicas”… Número 125, ob. cit., p. 847. 
1001 Al respecto, Castellanos menciona el interés de Abadía, en busca de soluciones para el penoso 
estado en el que se encontraba el presidio de Málaga, de lograr la autosuficiencia económica del presidio 
andaluz. Sobre el trabajo en esta plaza expone lo siguiente: “Abadía, fiel a su experiencia anterior, 
aspiraba a la posible autosuficiencia económica del Establecimiento, que habrían de sostener los internos 
o pupilos, en la parte esencial, con su trabajo que no podrían eludir”. Cfr. Castellanos, P.: “Abadía y su 
Presidio en Málaga”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Año XV, Número 143, noviembre-
diciembre, Madrid, 1959, p. 1720. Nótese el término “pupilo” utilizado en el texto, lo que recuerda a los 
aprendices en los talleres de oficios de Cádiz. 
1002 Cfr. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., p. 565; años después, ambos militares 
coincidirán en la conformación de la Ordenanza General de los presidios del reino de 1834. 
1003 Cfr. Salillas, R.: La vida penal… ob. cit., p. 41. 
1004 Vid. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., p. 552. La investigación del gran 
Salillas nos hace saber que el proyecto original de la Sección fue remitido por el Gobernador de la 
Ciudadela de Barcelona, Don Fermín Escalera, al capitán general Don Pedro Villacampa, el 27 de abril de 
1820. En este proyecto, se postulaba sobre “erigir un depósito separado de todos los jóvenes confinadoso 
que se confinen en él que no lleguen a la edad de diez y ocho años”; al respecto, Vid. García Valdés, C.: 
Los presos jóvenes… ob. cit., p. 30; y también, Vid. Sanz Delgado, E.: “Disciplina y Reclusión…” ob. 
cit., p. 128. 
1005 Cfr. García Valdés, C.: Los presos jóvenes... ob. y loc. cit.; según explica Salillas, para la 
adecuación de los jóvenes presidiarios, se habilitó “una de las cuadras desalojadas por la artilleria”, que 





departamento, los jóvenes de doce a dieciocho años de edad asistían a una escuela, 
donde aprendían los saberes básicos y la doctrina cristiana
1006
. Su régimen, debido al 
Capitán General Pedro Villacampa (principal redactor del Reglamento del presidio 
escuela) y al Coronel Antonio Puig i Luca
1007
, se basaba en un sistema de recompensas 
de carácter simbólico, que consistían en “el uso de una estrella encarnada sobre la 
chaqueta en el lado derecho del pecho, y en estar exentos de los quehaceres fatigosos en 
el interior del depósito”1008, lo que Lasala Navarro catalogó como “un verdadero 
sistema reformador”1009. En este sentido, no es baladí afirmar, tal y como lo hace García 
                                                                                                                                                                                  
fue convenientemente blanqueada y acomodada para sus nuevos inquilinos. Vid. Salillas, R.: Evolución 
penitenciaria… II, ob. cit., pp. 553 y 554. 
1006 Se propone la creación de la Escuela del propio informe del contador del ejercito, de 1 de 
mayo, que tal y como expone Salillas, establece “no solamente la separación de los presidiarios jóvenes 
en un cuadro diferente, sino “el establecimiento de una escuela para enseñar a leer y escribir, a instruirlos 
en los principios de nuestra santa religión y en el de la constitución política de la monarquia”, Cfr. 
Salillas, R.: Evolución penitenciaria... II, ob. cit., p. 552. No bastaba, por tanto, la simple educación 
cristiana, es necesaria su aplicación cívica, como medio de readaptación a la sociedad: 
“La instrucción no es mas que un elemento según unos en la solución del problema complexo de la 
educación. Frecuentemente vemos convertidos en criminales á hombres que han debido á Dios una bella 
organización intelectual, y á su familia una completa instrucción religiosa y moral; y es porque con esa 
ventajosa organización y esa predilecta instrucción han carecido de educación; porque esta no debe 
consistir en conocer y sentir lo bueno, sino en aplicar los conocimientos y en repetir los actos de 
aplicación hasta transformarlos en habituales. La educación religioso-moral penitenciaria no se cifra en 
aprender las nociones religiosas y morales, sino en aplicarlas en los usos de la vida”. Cfr. Canalejas, J.M.: 
El Presidio Escuela… ob. cit., p. 93. 
1007 Acerca de la importancia de esta figura militar en el presidio correccional barcelonés, Vid. 
Buxeres, A.: Elogio leído en Sesión Pública de la Academia de Buenas Letras, transcrita en la obra de  
Avelino Pi y Arimon, A.: Barcelona antigua y moderna, descripción e historia desde su fundación hasta 
nuestros días. Tomás Gorchs, Barcelona, 1854, pp. 638 y 639; en la que puede leerse: “En una palabra, el 
Presidio Correccional era una casa de familia dirigida por un padre celoso y experimentado con unos 
hijos que aprendían á ser buenos en el amor é inclinación que Puig sabia inspirarles”; también Vid. 
Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., pp. 565 y 566; donde el autor transcribe la 
comunicación de 25 de abril de 1820, de puño y letra del propio Puig i Lucá en la que puede leerse: “En 
el presidio de mi dirección se hallan actualmente hasta quince jóvenes desde la edad de doce hasta la de 
diez y ocho años, sentenciados en varias épocas por la Sala del crimen de esta Audiencia, los cuales, lejos 
de corregirse y hacerse hombres útiles capaces de recobrar un dia sus derechos de ciudadanos, se vician, 
corrompen y prostituyen en el trato con los demás delincuentes y facinerosos que tienen el Gobierno en 
este destino purgando sus delitos. Contrastado y escandalizado por mi misma experiencia en tiempo de la 
descuidada administración anterior de nuestra España, lo hice presente varias veces, implorando el 
remedio conveniente a tamaño escándalo y depravación de costumbres, pero jamás llegué á conseguir que 
se tomase providencia…”; asimismo, más reciente, Vid. Lasala Navarro, G.: “Condena a obras 
públicas”… ob. cit., Número 136, p. 727. 
1008 Cfr. Avelino Pi y Arimon, A.: Barcelona antigua… ob. cit., p. 638; esta clase de recompensa se 
encontraba recogida en el artículo 20 del Reglamento para la Escuela de jóvenes presidiarios, en el que 
se indicaba: “A los dos jóvenes que más ventaja y aplicación manifiesten en el examen, se les concederá 
una cédula de mérito, firmada por el comandante,visada por el director y aprobada por el gobernador, que 
indique la preferencia y consideración a que se hicieron dignos; y la disfrutarán, mediante ella, la 
distinción de una estrella encarnada al lado derecho, sobre la chaqueta y en el pecho, y exentos de no 
hacer fatiga algúna interior en el depósito durante un mes”.  
1009 Cfr. Lasala Navarro, G.: “Los presidios civiles”… ob. cit., p. 108. 







, que la labor correccional de los Comandantes de presidio, en el caso de la 
atención hacia los jóvenes corrigendos cobra un matiz, si cabe, mucho más admirable y, 
penológicamente hablando, fundamental para el joven preso durante todo el siglo XIX. 
 
 Además de ello, el departamento citado se erigía como un espacio con autonomía 
y medios propios dentro del presidio, incorporando las instalaciones necesarias para la 
consecución de los fines de aprendizaje de oficios y talleres
1011
. El destino de los 
reclusos a un presidio peninsular suponía, además, algunas ventajas beneficiosas para su 





; indica, también, lo correcto de su situación, alejada del centro 
urbano, pero lo suficientemente cercana a éste como para no “dificultar bastante las 
salidas de los empleados, particularmente de los jóvenes, obligándoles á permanecer en 
el establecimiento muchos ratos que no lo estarían encontrándose dentro de la 
población”1014. En 1842, el presidio peninsular fue trasladado al antiguo convento de 
San Pedro de las Puellas
1015, donde “la sección de jóvenes menores de diez y seis años 
se hallan en departamento diferente, se les aplica á los talleres que eligen, y se les obliga 
á asistir diariamente á la escuela de instrucción primaria”1016. 
 
En cuanto a su organización normativa, se observa, en su Reglamento de la 
Escuela
1017
, un carácter eminentemente reformador del individuo y de corrección de sus 
actos, donde los jóvenes aprenderán “por el método de la enseñanza mutua”1018; y ello a 
                                                             
1010 Vid. García Valdés, C.: La ideología correccional de la reforma penitenciaria española del 
siglo XIX. Edisofer, Madrid, 2006, pp. 66 y ss. 
1011 Vid. García Valdés, C.: La ideología correccional… ob. cit., p. 30. 
1012 Sobre la obra de Canalejas y Mendez y la crítica al presidio-escuela, véanse las notas de 
Salillas, en “Informe del Negociado de Sanidad Penitenciaria”, en Dirección General de Prisiones: 
Expediente para la Reforma Penitenciaria. Hijos de J.A. García, Madrid, 1904, pp. 129-133. 
1013 Así, el que fuera director de la Casa Municipal de Corrección de la Ciudad Condal escribía a 
propósito, “también conozco y he contribuido á la formación del plano de una casa de reforma moral de 
jóvenes, de nueva planta para Barcelona, que ha trabajado el tan competente como modesto arquitecto de 
esta provincia D. Francisco Daniel Molina, y el cuál con pequeñas variaciones podría servir para construir 
y plantear el presidio-escuela”. Cfr. Canalejas, J.M.: Presidio-Escuela… ob. cit., p. 32. 
1014 Cfr. Canalejas, J.M.: Presidio-Escuela… ob. cit., p. 33 
1015 Vid. Sauri, M. y Matas, J.: Manual histórico-topográfico, estadístico-administrativo, ó sea Guia 
General de Barcelona. Manuel Sauri, Barcelona, 1854, p. 107.   
1016 Cfr. Avelino Pi y Arimon, A.: Barcelona antigua… ob. cit., p. 640. 
1017 El reglamento de este Departamento se encuentra íntegramente transcrito en la obra de Salillas, 
Vid. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., pp. 554-565; también, Vid. Lasala Navarro, G.: 
“Condena a obras públicas”… ob. cit., p. 727; y, más recientemente, también García Valdés recoge de 
manera completa el Reglamento en su citada obra Los Presos Jóvenes (pp. 30-34). 
1018 Cfr. Reglamento, de 24 de junio, para la Escuela de jóvenes presidiarios, de 1820, Artículo 2º. 





través de un régimen disciplinario menos duro, pero igualmente severo
1019
. Este 
régimen se encuentra basado, como ya señalamos, en un sistema de premios
1020
 y 
castigos. Como el mismo Reglamento indica, en “el temor y la esperanza, el do lor y el 
placer, el castigo y la recompensa: tales son los resortes que nos mueven”1021. Se intenta 
dirigir al joven infractor de vuelta al recto camino, cargando el peso de las sanciones 
más graves en un elemento de castigo que se centra en la ejemplificación y la 
reprobación de los actos de otros, como es el ejemplo del llamado “libro negro”, donde 
se anotaba al delincuente, la falta cometida y el castigo impuesto para dar a conocer a 
futuros infractores
1022
. Asimismo, serán sometidos a unos estrictos horarios que 
programaran su estancia en el presidio-escuela: 
 
“Artículo 5º. A las ocho de la mañana entrarán en la escuela y subsistirán en ella hasta las once. 
Artículo 6º. A las once comerán el rancho, que se guisará en el depósito de vagos y se llevará en 
las ollas de hojalata. 
                                                             
1019 Cfr. Reglamento, de 24 de junio, para la Escuela... cit., Artículo 17, en el que se prohíben los 
castigos corporales: “No se pegará en esta escuela, pero si se impondrán los castigos de cepo, calabozo, 
fuera de rancho, pan y agua, privación del paseo y otros que sin denigrar al hombre, le hagan entrar en su 
deber en los casos de inaplicación, atraso, travesuras, desidia, poco interés propio y demás faltan que 
pueden ocurrir”. Sobre los temas disciplinarios, Canalejas escribía en su obra acerca del presidio-escuela, 
los jóvenes “en las consideraciones de faltas y en la aplicación de las correcciones estarán sujetos á las 
reglas comunes, pero no se les impondrá la corrección del desprecio, ni ingresarán en el pelotón 
disciplinario”. Cfr. Canalejas, J.M.: Presidio-Escuela… ob. cit., p. 111.  
1020 Además del premio simbólico de mención, en el Reglamento se indica la existencia de otros 
premios sin especificar “a costa de los fondos”, para aquellos jóvenes que “sobresalieren en su aplicación 
al oficio o manuifactura a que se dedicaren”. Cfr. Reglamento, de 24 de junio, para la Escuela... cit., 
Artículo 22; Canalejas en la misma línea propugnada por el Reglamento de 1820, sugería como 
recompensas para los jóvenes corrigendos, “el uso de un distintivo de alegoría, como un áncora de color 
en el brazo izquierdo ú otro que se crea más eficaz. El pelotón de jóvenes (…) podrán aspirar á alivios y 
consideraciones igual que el pelotón de confianza, asi como al distintivo. Debe continuarse en la práctica 
de no poner hierro á los jóvenes, sea cual fuere su condena”. Al respecto de los premios por cuenta del 
Estado que los menores presidiarios recibían, Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 
509. 
1021 Cfr. Reglamento, de 24 de junio, para la Escuela... cit., De los Premios y Castigos; este 
sistema de recompensas tuvo una importante acogida en la posterior dirección de la prisión correccional 
de Barcelona, así Albó i Martí indicaba que los jóvenes internos “necesitan el estímulo y la esperanza del 
lucro”, sobre todo en lo referente a las labores de trabajo. Vid. Albó i Martí, R.: Situación de los Presos 
Jóvenes en la Prisión Correccional de Barcelona, contestación dada a la Junta Local de Prisiones de esta 
ciudad á la comunicación y cuestionario que respecto á dicho asunto le remitió la Junta Superior de 
Prisiones. Luis Tasso, Barcelona, 1902, p. 14. 
1022 Dispone el Reglamento de la Escuela del presidio de Barcelona, “si las faltas fuesen de mayor 
consideración, como mentir, blasfemar, maltratar a sus compañeros, replicar con insolencia a los 
pasantes, jugar dinero, robar, entonces se aplicarán proporcionalmente las mayores que al principio 
quedan expresadas, y, además, se apuntará el delincuente con falta y castigo en otro libro de cubiertas 
negras que tendrá el señor Comandante y se llamará libro negro. Este servirá de eterno testimonio de 
mala conducta de los muchachos que se extravíen, y siempre que algúno de ellos hiciese cualquier especie 
de solicitud, se le leerán sus notas para que quede convencido y asegurado de que no merece se le atienda, 
interín no mejore sus costumbres”; al respecto, Vid. Sanz Delgado, E.: “Disciplina y Reclusión…” ob. 
cit., p. 129. 





Artículo 7º. Despues de comer el rancho los jóvenes se ocuparán de aprender algún oficio o 
manufactura que pueda hacerles útiles a la sociedad. 
Artículo 8º. A las cuatro entraran de nuevo en la escuela hasta las seis. 
Artículo 9º. A las seis comerán el segundo rancho. 
Artículo 10º. Después de comido el referido rancho se ocuparán en los oficios a que se dediquen 
hasta media hora antes de la retrata, a cuyo tiempo se rezará el Rosario con devoción y tono reverente, 
y, concluido, dispondrán sus camas y se acostarán”. 
 
Otro de los elementos que más llaman la atención de la organización del presidio-
escuela es su particular distribución de clases
1023
. De un modo comparable al utilizado 
en los Toribios de Sevilla, los jóvenes colaboran en su propio aprendizaje y 
autogobierno
1024
. Para estos efectos, serán nombrados unos tutores de otros
1025
, así 
como un pasante y un ayudante entre los jóvenes más aplicados de cada clase “cuyos 
cargos serán presidirla y ejercer las veces de preceptores”1026. La fundamentación de 
esta distribución queda recogida en el Reglamento de la Escuela con el siguiente tenor: 
 
“Esto se hace con el objeto de que todos los jóvenes se encuentren a su nivel; esto es, que cada uno 
se halle reunido con los que saben tanto y nada más que él para que los rudos no atrasen los progresos de 
los otros, ni los más pequeños se estén en inacción mientras los mayores diesen la lección suya, ni estos 
se fastidien con oír la repetición de los que ellos ya saben”1027.  
 
Además de estas consideraciones regimentales, el texto del Reglamento inspira 
una sensación paternalista con respecto de los jóvenes, sobre todo, en lo referente a la 
                                                             
1023 Según el Reglamento, “Reunidos los jóvenes en la escuela, se procederá: 1º. A dividirlos en 
clases, compuesta cada una de un numero e jóvenes en igual grado de instrucción, desde los que nada 
saben absolutamente, hasta los que todavía no saben bien cuanto deben aprender; es decir, leer, escribir, 
contar, entender el catecismo, las oraciones y dogmas principales de la religión”. 
1024 Para el desempeño de algúnas tareas: “Todos los días se nombrarán, de entre ellos mismos, dos 
cuarteleros, imponiéndoseles bien en el desempeño de su deber, pero los ranchos se les traerán del 
depósito, pues, desde ahora mismo, ninguno de estos jóvenes ha de volver a poner los pies en él”. Cfr. 
Reglamento, de 24 de junio, para la Escuela... cit., Artículo 11. 
1025 Cfr. Reglamento, de 24 de junio, para la Escuela... cit., Tutores y Pupilos; donde se establece 
que “cada tutor debe explicar a su pupilo aquello que él ya entiende mejor. Esto lisonjea a los tutores y 
estimula a los pupilos, libra al amestro de mucho fastidio y los muchachos comprenden mejor con el 
lenguaje de su edad lo que se les enseña”. 
1026 Cfr. Reglamento, de 24 de junio, para la Escuela... cit., Establecimiento de la Escuela, 2º y 3º; 
al respecto, el Reglamento en su apartado sobre Pasantes y Ayudantes, también expone: “Los pasantes y 
sus ayudantes son, respecto a la clase entera, lo mismo que los tutores respecto de los pupilos en 
particular (…). Los pasantes que manifiesten poca inteligencia o empleasen poco celo enel desempeño de 
su destino perderán el galón y apsarán a la clase superior, procediéndose a una nueva elección” 
1027 Cfr. Reglamento, de 24 de junio, para la Escuela... cit., Distribución de Clases. 





figura del maestro de la escuela, quien deberá tratarlos como si fueran sus hijos
1028
. No 
obstante, como acertadamente apunta García Valdés, no puede hablarse en modo alguno 
de tratamiento de los menores en estos establecimientos, pues “la falta de edificios, la 
carencia de normas concretas y, la inexistencia en la Administración militar –no lo 
olvidemos– de personal mínimamente especializado para llevar a cabo una elemental 
pedagogía correccional”1029 impidieron que esta labor correccional, dejándolo todo en 
manos del intento de redención a través del internamiento y el aprendizaje de la doctrina 
cristiana como única directriz educativa y moral
1030
. En efecto, era habitual la 
preocupación por designar a estos jóvenes reos a departamentos especiales
1031
 y se 
prestaba una especial atención a la corrección de su conducta, su educación y formación 
en oficios; sin embargo, las características especificas de la época hacían poco viable la 
construcción de edificios que cumplieran con unas características de separación realistas 








                                                             
1028 Vid. Reglamento, de 24 de junio, para la Escuela... cit., Artículo 12º. 
1029 Cfr. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 37; sobre la falta de tratamiento 
específico en los presidios correccionales, podemos mencionar la opinión de Canalejas, cuando indicaba, 
acerca del pelotón de jóvenes presidiarios, que “con tal que duerman en dormitorio separado, no los 
pierda de vista el capataz y sub-capatazes, sean objeto de un trato preferente del sacerdote y casi peculiar 
del vicario, para que se consiga arrigar en sus corazones los gérmenes de la religión, y las nociones de lo 
bueno y lo malo, no veo necesidad de régimen especial para este pelotón”. Cfr. Canalejas, J.M.: Presidio-
Escuela… ob. cit., p. 65. 
1030 Canalejas proponía, al respecto, la obligación del personal del vicario de enseñar la doctrina 
cristiana a los jóvenes presidiarios, así como del personal religioso de visitar con frecuencia el 
Departamento de los mismos. Vid. Canalejas, J.M.: Presidio-Escuela… ob. cit., pp. 130 y 131. 
1031 Asi lo indica Patricia O’Brien, indicando que “en el siglo XIX las prisiones separaban a los 
niños de los adultos por primera vez”, Vid. O’Brien, P.: The Promise of Punishment, Prision in 
Nineteenth-Century France. Princeton University Press, Princeton, New Jersey, 1982, p. 109; la misma 
analogía puede hacerse en el caso de nuestros presidios, al respecto, Vid. Sanz Delgado, E.: El 
Humanitarismo... ob. cit., p. 139. 
1032 Vid. Salillas, R.: “Informe del Negociado de Sanidad Penitenciaria”, en Dirección General de 
Prisiones: Expediente para la Reforma Penitenciaria. Hijos de J.A. García, Madrid, 1904, p.132, donde se 
crítica la imposibilidad práctica de las propuestas de Canalejas y Mendez acerca de la implantación del 
presidio-escuela. “Nobles palabras -dice el Negociado- nobles aspiraciones; pero palabras, palabras, 
palabras –como dice Hamlet- aspiraciones aún remotas. El presidio aun mantiene sus muros y su 
organización y sus tradiciones”. Acerca de estas consideraciones puede mencionarse la comprometida 
opinión de Ramón Albó i Martí, quien fuera Juez del Tribunal Tutelar de Menores de Barcelona, que ya 
expuso “el trascendental problema de la rehabilitación moral y social de la juventud delincuente”, siendo 
una de las principales dificultades “la falta de local”; Vid. Albó i Martí, R.: Situación… ob. cit., pp. 5 y 6.  





2.4.7. La trascendente Ordenanza General de los Presidios del Reino de 1834. 
 
Primera aproximación penitenciaria civil en una tradición de rancio abolengo 
militar
1033
, no llegaría a suponer el fin del penitenciarismo castrense, que habría de 
durar hasta comienzos del siglo siguiente
1034
; no obstante, como bien apunta Figueroa 
Navarro, “supuso el primer paso para una regulación de las normas sobre cumplimiento 
de penas, al margen de la normativa militar (art. 18), aunque los presidiarios en su 
régimen interior estarán sujetos a la disciplina militar”1035. No podía ser de otro modo. 
En su formación interviene Abadía, quien ya fuera legislador en 1807, así como otros 
militares que comparten el puesto de vocales junto a destacados civiles
1036
, entre los que 
se encontraba el administrativista y Ministro Javier de Burgos
1037
. 
                                                             
1033 Vid. Lasala Navarro, G.: “Los presidios civiles”… ob. cit., p. 105; al respecto, Vid. Figueroa 
Navarro, Mª.C.: Los orígenes… ob. cit., pp. 22 y 23; y también, García Valdés, C.: La ideología 
correccional… ob. cit., p. 28.  
1034 Vid. Castejon, F.: La Legislación penitenciaria… ob. cit., p. 5.; al respecto, Vid. García Valdés, 
C.: “Derecho penitenciario militar…” ob. cit., p. 791 y ss.; el mismo: La ideología correccional… ob. cit., 
pp. 29, y, más específicamente, 52-56; también, Vid. Figueroa Navarro, Mª.C.: Los orígenes… ob. cit., p. 
23. 
1035 Cfr. Figueroa Navarro, Mª.C.: Los orígenes... ob. y loc. cit.; tal y como afirma Sanz Delgado, 
“el carácter militar de la Ordenanza, a salvo su dependencia de Fomento, incorpora una normativa que, en 
lo relativo al régimen disciplinario, sigue encontrando ex artículo 19, útiles y justificadas las medidas 
correctivas catrenses”. Cfr. Sanz Delgado, E.: “Disciplina y Reclusión…” ob. cit., pp. 129 y 130 ; el 
mismo: El Humanitarismo… ob. cit., p. 203, donde explica que, “de igual modo que la normativa de 
Arsenales se impregnaba de aquel carácter armado de Godoy, la Ordenanza de 1834 toma tímidamente 
ese otro cariz, civil, administrativo”. 
1036 En la propia Exposición de motivos del Real Decreto, de 14 de abril, de 1834 por el que se 
establece la Ordenanza General, puede leerse que el Rey Fernando VII, “se dignó a nombrar el 30 de 
septiembre de 1831 una Comisión compuesta de personas celosas y conocedoras de las necesidades de 
dichos establecimientos”. Según Salillas, tras la promulgación del Código Penal de 1822, las Cortes 
nombraron una Comisión compuesta por el Teniente Genereal Abadía, Don Marcial Antonio López y el 
sacerdote Don José Serrano, agregando en 1823 al Coronel Antonio Puig i Lucá, Comandante del presidio 
correccional de Barcelona, que anteriormente hemos mencionado. Al parecer esta primera comisión no 
obtuvo fruto, puesto que la lucha contra la invasión francesa, dispuesta a restaurar el absolutismo de 
Fernando VII se interpuso en el curso de las deliberaciones; finalmente, en 1831 se firmó una Real Orden 
en la que el monarca nuevamente establecido en nuestra patria mandaba formar una Junta para el arreglo 
de los presidios del reino. Dicha Junta estuvo compuesta por: Abadía, Juan José Delgado y Diaz, Fiscal 
Togado con antigüedad de Ministro del Consejo Supremo de Guerra, del Brigadier Don Francisco Javier 
de Cabanes, del Intendente del Ejercito Don Francisco Antonio Canseco, Interventor General del Ejercito, 
del Intendente de Provincia Don José María Pérez, Jefe de la Comisión de presupuesto de Hacienda y de 
Don Antonio Puig i Lucá, director del presidio correccional de Barcelona; Vid. Salillas, R.: Evolución 
penitenciaria… II, ob. cit., p. 574; en el mismo sentido, Vid. Lasala Navarro, G.: “Condena a obras 
públicas”… ob. cit., Núm.136, p. 726; el mismo: “Los presidios civiles”… ob. cit., p. 104; al respecto, 
también Vid. Guzmán Garrido, L.: Manual... ob. cit., p. 165; y más recientemente, Vid. Sanz Delgado, E.: 
El Humanitarismo… ob. cit., p. 204. 
1037 Vid. Lastres, F.: Estudios… ob. cit., p. 14; al respecto, también Vid. Cadalso, F.: Instituciones 
Penitenciarias… ob. cit., pp. 178 y ss.; más recientemente, Vid. García Valdés, C.: “Derecho penitenciario 
militar…” ob. cit., p. 791; el mismo: Del Presidio… ob. cit., p. 15; y también: La ideología 
correccional… ob. cit., p. 29, donde elogia la actuación del Ministro que presentó la Ordenanza ante la 
Reina regente, adjetivándola como “creación cultivada y tecnicista”; asimismo, Herrero Herrero, C.: 





Además de ser la pieza clave de la Ordenanza General, comentaba Cadalso la 
importante instrucción confeccionada por Javier de Burgos para los subdelegados de 
Fomento, ministerio del que dependerían los presidios a partir de la promulgación del 
cuerpo normativo de 1834. Esta instrucción fue promulgada en 1833, por Real Decreto 
de 30 de Noviembre, y dentro de su contenido debemos citar la referencia realizada a las 
casas de corrección, a las que eran destinados muchos jóvenes. En el Real Decreto, 
queda claramente recogido que tales instituciones se eximen del ámbito de los 
establecimientos de corrección, atribuyendo su gestión al ámbito puramente 
administrativo. Destaca el régimen menos severo anotado para estas casas, basado en el 





Sin detenernos en mayores consideraciones previas, en lo que nos concierne 
podemos decir, siguiendo a Lasala Navarro y García Valdés, que la reforma promovida 
                                                                                                                                                                                  
España penal… ob. cit., p. 208; Zapatero Sagrado, R.: “Los presidios, las cárceles y las prisiones” en 
Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, Año XXXVIII, Tomo XXXIX, Fascículo II, mayo-agosto, 
Madrid, 1986, p. 520-523; Roca Roca, E.: “Javier Burgos y su tiempo”, en Real Academia de 
Jurisprudencia y Legislación, Anales, Número 28, Madrid, 1998, pp. 467-489; Burillo Albacete, F.J.: El 
nacimiento... ob. cit., pp. 187, quien lo cataloga como “coautor de la Ordenanza General”; más 
recientemente, Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., pp. 202 y 203, quien indica que “no 
hay Ordenanza General de Presidios del Reino de 1834 sin el gran administrativista y por brevísimo 
tiempo ministro, Javier de Burgos. Un político, un civil, no un militar, que además de reorganizar 
territorialmente el Estado, extirpa la competencia de los presidios a Guerra llevándola a su terreno, 
Fomento”.  
1038 Dispone la normativa de 1833: “Casas de corrección. 48. Esta distinción o separación de 
atribuciones, se limita a las cárceles, y no es, por consiguiente, aplicable a los establecimientos de 
corrección. La autoridad judicial cese desde el punto en que el reo es, en virtud de la condena, 
trasladado a uno de dichos establecimientos, cuyo régimen es exclusivamente de la competencia de la 
Administración. A ella toca organizarlas de manera que se cumplan las intenciones de la ley y la 
sentencia del juez, corrigiendo y mejorando a los condenados, en lugar de endurecerlos y pervertirlos. 
Para ello los jefes de la Administración empezaran por examinar detenidamente cada una de las causas 
destinadas a este objeto y cuidarse de introducir en su gobierno todas las mejoras de que sean 
suceptibles, tanto en el arreglo de los talleres ya establecidos, como en la plantificación de otros nuevos, 
sean de la misma especie, o de otra más aplicada a los hábitos de los presos o las necesidades de cada 
localidad. Las reglas que deben regir en esta materia y que se sacaran fácilmente de la demoninación de 
las casas, son: 1ª. Hacer trabajar a los reclusos por sentencia judicial; 2ª. Adjudicarles la mayor parte 
posible de los productos de su ocupación; 3ª. Inspirarles por esta cesión de los beneficios el amor al 
trabajo, al cual pueden deber algún dia su rehabilitación social y la ventura del resto de su vida; 4ª. 
Tratarlos con benignidad y dulzura, no sólo por el derecho que a ello tiene el que expia resignadamente 
la falta que cometió, sino porque la bondad con que se les mire modificará o cambiará sus hábitos, puies 
el espectáculo constante de la indulgencia no puede menos de hacer indulgentes a los que lo presencian”. 
Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., pp. 179 y 180. 





por la Ordenanza General de los Presidios del Reino de 1834, en materia de jóvenes, se 




1. Un sistema de clasificación, con la creación de departamentos especiales para 
jóvenes. 
 
En este sentido, la normativa general de presidios de 1834 recogía lo ya dispuesto 
en los reglamentos anteriores de Cádiz, y a nivel nacional, el de 1807 de presidios 
peninsulares, del que Salillas dirá que “es su verdadero origen”1040. En la segunda parte 
de esta normativa, bajo la rúbrica “Disposiciones generales”, encontramos, en su Título 
I, la mención genérica del principio de separación: 
 
“En todo Establecimiento penal se tendrán con separación los reos menores de diez y ocho años 
de los demás reclusos, y con ellos se formará la clase de Jóvenes presidiarios”1041. 
 
La división y clasificación de los jóvenes en departamentos especiales, donde los 
menores de dieciocho años cumplirían condena separados de los adultos, se encontraría 
recogida en el artículo 123
1042
; no obstante, al respecto y como explica García Valdés, 
                                                             
1039 Vid. Lasala Navarro, G.: “Los presidios civiles…” ob. cit., p. 116, expresándolo con el tenor 
siguiente: “Son notables los artículos 123 a 128, que tratan de los jóvenes presidiarios menores de 
dieciocho años y les señalan un régimen separado de los demás basado en la educación, instrucción 
escolar y aprendizaje de un oficio dentro del presidio”; más recientemente y cuya sistematización 
seguimos en nuestra explicación, Vid. García Valdés, C.: Los presos… ob. cit., p. 39. 
1040 Cfr. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., p. 499 y también en la p. 576, en la que 
el autor asegura que “la formación de la Ordenanza de 1834 no se puede seguir sino partiendo del 
Reglamento general de 1807”; en el mismo sentido, Vid. Figueroa Navarro, Mª.C.: Los orígenes… ob. 
cit., p. 22. 
1041 Cfr. Artículo 82, Ordenanza General de los Presidios del Reino de 14 de abril de 1834, en 
Dirección General de Establecimientos Penales: Colección Legislativa de Presidios y Casas de 
Corrección de Mujeres. Tomo I, Imprenta Nacional, Madrid, 1861, p. 16; al respecto, Vid. García Valdés, 
C.: Régimen Penitenciario… ob. cit., p. 30; el mismo: “Derecho penitenciario militar…” ob. cit., p. 794; y 
también, de modo más detallado, el mismo: Los presos jóvenes... ob. cit., p. 40. 
1042 Según dicho precepto de la Ordenanza General: “Para la corrección de los desgraciados 
jóvenes a quienes la orfandad, el abandono de los padres o la influencia de las malas compañías, lanzó 
en la carrera de los crímenes antes de que la experiencia les haya revelado los males que causan a la 
sociedad y a si mismos, mando que todos los presidiarios menores de diez y ocho años que haya en cada 
presidio vivan reunidos en una cuadra o departamento con total separación de los de mayor edad”; Cfr. 
Ordenanza General… cit., Artículo 123; p. 33; al respecto, Vid. Cadalso, F.: Diccionario… II, ob. cit., p. 
661; también, Vid. Zapatero Sagrado, R.: “Los presidios…” ob. cit., p. 517; artículo asimismo citado en 
García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 41; en el mismo sentido, Vid. Sanz Delgado, E.: El 
Humanitarismo… ob. cit., pp. 221 y 222. 





estableciéndose una especie de medida subsidiaria
1043
, la norma no obliga enteramente a 
la instalación de un departamento especifico, ya que: 
 
“Si la distribución del edificio no permitiese que los presidiarios jóvenes duerman en local 
separado, dispondrán a lo menos los capataces reunirlos en la parte más inmediata al departamento de 
los cabos de vara, para que estos puedan vigilar su conducta”1044. 
 
De esta manera, puede comprobarse que, a pesar de los esfuerzos legislativos y las 
experiencias anteriores en nuestra historia penitenciaria, la separación normativa seguía 
siendo un criterio difícil de llevar a la práctica, quedando relegada en algunos casos a un 
mero principio, falto de apoyo estructural. No existía, por tanto, una verdadera 
separación, ni tampoco una edificación propia para los menores infractores, que apoyara 
los fines educativos y correccionales que se anunciaban en la ley
1045
. El presidio no 
podía ser un efectivo centro de corrección para jóvenes delincuentes; carecía de la 
especialización adecuada. 
 
2. La aplicación de técnicas de reforma: instrucción escolar, educación religiosa y 
formación laboral. 
 
En cuanto a la infraestructura propia del Departamento de jóvenes presidiarios e 
instalaciones del mismo, la Ordenanza General de 1834, establece que consistiría el 
departamento en “un dormitorio, local para las enseñanzas, patio para el desahogo y 
espacio para las labores y manufacturas”1046. La disposición, bastante genérica, recoge, 
precisamente, el espacio físico para estas mencionadas actividades de reforma. En lo 
referente a la instrucción escolar y laboral de los menores
1047
, la regulación establece la 
                                                             
1043 Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 40. 
1044 Cfr. Artículo 109.20, Ordenanza General… cit., p. 27. 
1045 A pesar de la mención a la separación del Departamento, no se hace mención en cuanto a la 
edificación del mismo, en la sección de la normativa correspondiente a tal particularidad. Vid. Ordenanza 
General… cit.,  Título IV, sección primera, de la distribución del local, pp. 33 y ss.  
1046 Cfr. Artículo 125, Ordenanza General… cit., p. 33; al respecto, Vid. García Valdés, C.: Los 
presos jóvenes… ob. cit., p. 41. 
1047 Acerca de las condiciones laborales, destacamos la obra de Zapatero Sagrado en la que se 
encuentra recogido el estudio de la Real Orden, de 2 de marzo, de 1843, donde se regulan los aspectos 
laborales de la Ordenanza General de 1834. Acerca de la misma se muestra crítico, en los siguientes 
términos: “De todas maneras nuestro comentario tiene que ser, inevitablemente desfavorable. Y lo es 
porque desde un principio, en su artículo primero, se empieza permitiendo la elección de los confinados 
para las obars públicas por los ingenieros, permitiéndoseles escogerlos atendiendo a su edad, robustez y 
utilidad en el trabajo, bien entendido que aquellos elegidos lo estaban bajo la condición, que nos inspira 





designación, por parte del Comandante del presidio, de Maestros de artes y oficios, de 
“entre los presidiarios de cada profesión el que, por sus buenas circunstancias, le 
parezca más á propósito, y éste, que será nombrado cabo segundo, se establecerá con su 
taller en el departamento de jóvenes”1048. No aparece, a diferencia de lo que ocurría en 
el caso del presidio-escuela de Barcelona, mención alguna hacia las características 
específicas de tales maestros, desapareciendo toda consideración pedagógica y 
desterrándose el personal profesional ajeno al propio presidio, siendo la elección 
exclusiva del Comandante, tal y como indica el propio artículo “después de oídos todos 
los informes que estime convenientes”, el único filtro estimado.  
 
La única garantía que existía acerca de la instrucción de los jóvenes presidiarios 
era el compromiso
1049
 del Director General de Presidios -que nunca llegó a cumplirse-, 
de proponer “una instrucción particular para el departamento de jóvenes presidiarios, y 
los medios de establecer escuelas de primeras letras, y las demás enseñanzas necesarias 
para reformar la educación de esta clase de confinados”1050. 
 
La educación religiosa y la asistencia a misa de los jóvenes recluidos en el 
presidio, quedaba garantizada por la Ordenanza General, que disponía que se hiciera 
con “la separación posible”1051. Una vez más, el estudio de la doctrina cristiana es el 
elemento recurrente de corrección y enmienda del joven presidiario, que ya 
encontrábamos en las primeras instituciones del siglo XVI, y que, junto al “cargo de 
Capellán se constituyó en otra de las claves decimonónicas sobre las que basculaba toda 
la vida y régimen de un establecimiento penitenciario” 1052.  
 
Finalmente, siguiendo la misma via -y prácticamente calcando el precepto- que el 
Reglamento del presidio-escuela de Barcelona, la Ordenanza General de 1834 propone 
                                                                                                                                                                                  
resquemor, de no poder salir sin una orden especial de la Dirección General de Presidios, 
convenientemente avalada por el ingeniero y el comandante…”, lo que recuerda a una especie de clausula 
de retención, por motivos exclusivamente laborales. Cfr. Zapatero Sagrado, R.: “Los presidios…” ob. y 
loc. cit.; en el mismo sentido, Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 40.  
1048 Cfr. Artículo 127, Ordenanza General… cit.; recogido en García Valdés, C.: Los presos 
jóvenes… ob. cit., pp. 41 y 42. 
1049 Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 41. 
1050 Cfr. Artículo 124, Ordenanza General… cit., p. 33. 
1051 Cfr. Artículo 126, Ordenanza General… cit., p. 33. 
1052 Cfr. García Valdés, C.: La ideología correccional... ob. cit., p. 107. 





un sistema de recompensas “a costa de los fondos del establecimiento” para aquellos 
jóvenes de especial aplicación en su oficio
1053
, de las que nada especifica. 
 
Como conclusión al respecto, puede observarse nuevamente la dicotomía entre el 
papel escrito y la norma aplicada. Basten las palabras de Salillas para afirmar que la 
Ordenanza General de 1834 no supuso un verdadero cambio en la situación de los 
jóvenes presidiarios: “La Ordenanza general de Presidios es un código inmaculado; la 
Ordenanza general de Presidios es un Código profanado. Es lo primero, porque 
oficialmente ni se lee, ni se estudia, ni se comenta. Las páginas de la Ordenanza están, 
por lo tanto, vírgenes del manoseo de los estudios. Es lo segundo, porque la Ordenanza 
se ha invocado y se invoca para justificar las mayores torpezas y demasías”1054. Por otra 
parte, la Ordenanza de 1834, en su vertiente más positiva, es el culmen legislativo de un 
proceso correccional
1055
 para el joven delincuente, que había comenzado de la mano de 
Abadía en Cádiz
1056
, y que, si bien no se encontraba a la altura del desarrollo del 
Reglamento general de 1807 en esta materia
1057
, al menos afianzó la sistemática y 
organización general de los Departamentos para jóvenes corrigendos y presidiarios
1058
.  
                                                             
1053 Cfr. Ordenanza General… cit., Artículo 128, p. 33. 
1054 Cfr. Salillas, R.: “La Ordenanza general de los presidios y las aberraciones penitenciarias 
reinantes”, en Revista Penitenciaria, Tomo IV, Madrid, 1907, p. 705; el mismo: Evolución 
penitenciaria… II, ob. cit., pp. 581 y 582. 
1055 Al respecto, Salillas advierte el carácter correccional de la Ordenanza, cuando indica que “la 
Ordenanza general no es un código penitenciario troquelado de ideas expiatorias (…) podríamos decir 
que lo aflictivo no existe en la Ordenanza, y que todo, absolutamente todo, tiene una tendencia 
correccional”. Cfr. Salillas, R.: “La Ordenanza general…” ob. cit., p. 714. 
1056 Poco podemos añadir a la conclusión que realiza el propio Salillas, que por su claridad y 
redacción nos vemos obligados a reproducir: “La ordenanza general de 14 de abril de 1834 es la 
consolidación legislativa de la iniciativa oficial en el proceso evolutivo de nuestra reforma penitenciaria. 
Este proceso de consolidación se origina en el presidio correccional de Cádiz, cuyo principal éxito se 
manifiesta en el impulso determinante de una organización general, desarrollada primeramente en el 
reglamento de 1807…”. Cfr. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II., ob. cit., p. 584; debemos resaltar 
también aquí las palabras de Zapatero Sagrado, quien afirma que “con la promulgación de la Real 
Ordenanza General quedó marcada una autentica frontera, penológicamente hablando, entre la edad 
media y la moderna”, además el autor lo consideraba “un auténtico código penitenciario”. Cfr. Zapatero 
Sagrado, R.: “Los presidios…” ob. cit., p. 512. 
1057 Romero y Girón, reduce el mérito de esta normativa a “su tendencia á regularizar las prisiones 
haciéndolas depender todas ellas de un solo centro gubernativo, el ministerio de Fomento”. Vid. Romero 
y Girón, V.: “Bosquejo histórico…” ob. cit., p. 75. Salillas apuntaba en referencia a la excasa innovación 
presentada por el texto de 1834, respecto a su antecesor de 1807, que no se distinguía por “iniciativas 
singulares, por un contenido doctrinal de nueva significación, sino por el método distributivo y la manera 
formularia”, además de ello -escribe Salillas- “no contiene la Ordenanza nada que no esté virtualmente en 
el Reglamento de 1807, y ciertos avances de este Reglamento no los estatuye”. Cfr. Salillas, R.: 
Evolución penitenciaria… II, ob. cit., pp. 577 y 578. También Cadalso, en un acuerdo histórico e inusual 
con Salillas, remarca este carácter menos avanzado e innovador de la Ordenanza de 1834 respecto de sus 
precursoras, indicando que ésta “omitió gran número de preceptos que constituían indiscutible adelanto”; 
Cfr. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 436. Tal y como indica Sanz Delgado, su 





2.4.8. Legislación Decimonónica sobre Menores infractores
1059
. El 
discernimiento del adolescente en el Código Penal de 1822. La Ley de Hospicios de 
1822 y la Ley de Prisiones de 1849. 
 
Aparece la codificación. La corriente positivista del siglo XIX fue la responsable 
de la promulgación de los primeros códigos penales sistemáticos y especializados en las 
distintas materias jurídicas, que la escuela alemana había delimitado. Tal y como 
afirmara Bernaldo de Quirós, “el Positivismo penal es duro y severo, casi siempre; 
además, es poco amigo de los niños”1060; no obstante, la Codificación, tal y como señala 
García Valdés, “en el aspecto penitenciario español significa el reconocimiento legal de 
ese carácter de la prisión como pena sustantiva, y no solo como cárcel de custodia”1061. 
La Constitución de Cádiz, de 19 de marzo, de 1812, supuso el fin del Antiguo Régimen, 
                                                                                                                                                                                  
mayor logro fue estructurar un Derecho penitenciario “disperso en cuanto a la competencia y al carácter 
parcial de algúna de las regilaciones preexistentes como la de arsenales de 1804, o la de presidios 
peninsulares de 1807, casí réplica organizativa de la anterior, que también carece de ese carácter general”; 
Cfr. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 207; al respecto, también Vid. García Valdés, C.: 
La ideología correccional… ob. cit., p. 35. 
1058 No debe menospreciarse, a pesar de nuestra crítica, tal normativa de 1834, pues supuso un 
evidente adelanto en materia penitenciaria, afianzando un proceso que habría de portar la reforma 
decimonónica. Quizá no suficiente, pero un paso adelante. Romero y Girón, reconoce que uno de sus 
grandes logros fue la de instituir “la separación dentro de cada establecimiento de los menores de 
dieciocho años”; aunque ésta ya se encontraba, como indicamos supra, en los Reglamentos de 1805 y 
1807. Vid. Romero y Girón, V.: “Bosquejo histórico…” ob. cit., p. 76. El propio Salillas, que también se 
mostró crítico, como hemos recogido, con la regulación general de presidios, admitía que “los 
legisladores penitenciarios en 1834 pensaban mucho más original y cuerdamente que los legisladores de 
las últimas épocas. El primer tercio del siglo XIX fue más sensato, clarividente y previsor que el último 
tercio”. Cfr. Salillas, R.: “La Ordenanza general…” ob. cit., p. 706. Asimismo, Vid. García Valdés, C.: La 
ideología correccional… ob. cit., p. 36. En esta obra, el catedrático de Alcalá no puede si no elogiar la 
importancia de la Ordenanza general de 1834, muy críticada por la doctrina, tal y como hemos 
manifestado, por su carácter menos arriesgado y visionario; al respecto, escribe el mismo que la 
Ordenanza de 1834, “es un recital emblemático de Derecho penitenciario pues sabido es que marca la 
decisión más acabada, audaz, ambiciosa y moderna de legislación en cuanto a organización, competencias 
y régimen”. Salvando tales consideraciones, mantenemos nuestra postura, quizá más dura en cuanto a 
nuestro objeto de estudio se refiere, pues la Ordenanza general de 1834 no alcanza el detalle y atención 
hacia los jóvenes corrigendos que encontrábamos en 1805 en Cádiz, y tampoco en el Reglamento de 
1807, verdadera norma innovadora en materia de jóvenes presos. 
1059 Vid. Dirección General de Establecimientos Penales: Colección legislativa de presidios y casas 
de corrección de mujeres. Tomos I y II, Imprenta Nacional, Madrid, 1861; asimismo, Manleón: Manual 
del empleado de cárceles o recopilación de todas las disposiciones vigentes en materia cárcelaria. Madrid, 
1866; Teijón, V.: Colección legislativa sobre Cárceles, Presidios, Arsenales y demás Establecimientos 
penitenciarios (1572-1886). Est. Tip. de J. Góngora, Madrid, 1886; Bruyel de la Cueva, P.: Ensayo de 
Diccionario de Legislación penitenciaria. Imprenta de Antonio Pérez Dubrull, Madrid, 1889; Bravo 
Moltó, E: Legislación penitenciaria, Tomos I y II, Pedro Núñez, Madrid, 1899..  
1060 Cfr. Bernaldo de Quirós, C.: Lecciones… ob. cit., p. 317. 
1061 Cfr. García Valdés, C.: Régimen Penitenciario… ob. cit., p. 23. 





una nueva era de unificación para el Derecho penal
1062
. Sus ideales de reforma se 
mantendrán incluso ante la vuelta del absolutismo, de la mano del monarca Fernando 
VII, y tendrán que esperar finalmente, tras el turbulento periodo de reacción ante el 
régimen constitucional y de 1820 a 1823
1063
. El primer Código penal español es así el 
producto nacional de aquella nueva era, si bien su formación es la afirmación de las 
nuevas corrientes fraguadas durante el siglo anterior
1064
. 
                                                             
1062 En su artículo 258 la Constitución de 1812 establece la unidad de las leyes civil y penal: “El 
Código civil y criminal, y el de comercio serán unos mismos para toda la Monarquía, (...)”. Al respecto, 
Vid. Vázquez González, C.: “Primeras normas…” ob. cit., p. 181. 
1063 En este aspecto, el aire renovador de la codificación penal en España intenta romper con la 
arbitrariedad y fragmentación de las anteriores normas penales. En 1819, mediante Real Orden de 2 de 
diciembre, el monarca que claudicara con el marco constitucional, Fernando VII, afirmó estos parámetros 
como los objetivos del futuro Código criminal. En dicha disposición se condenaba la tradición de la 
responsabilidad familiar, la herencia de las faltas del padre a sus descendientes. Decía el escrito que 
aquellas normas “hechas según las opiniones y circunstancias críticas de aquellos tiempos de continua 
agitación y turbulencias, adolecen de severidad nada compatibles con la civilización y las costumbres del 
día, que siempre es la voz muda que siempre indicó la ley que más conviene. La confiscación absoluta de 
los bienes, la trascendencia de infamia a los hijos por los delitos de un padre, sin otro fruto que hacer 
perpetuamente desgraciada a una familia”. Vid. Antón Oneca, J.: Derecho penal… I, ob. cit., p. 266; el 
mismo: “el Código Penal de 1848 y D. Joaquin Francisco Pacheco”, en Anuario de Derecho Penal y 
Ciencias Penales, Año XVII, Tomo XVIII, Fasciculo III, septiembre-diciembre, Madrid, 1965, p. 473, 
donde el autor expone como los acontecimientos políticos se interpusieron a la aplicación de las 
intenciones del Código penal de 1822, pues “la violenta reaccion contra el régimen constitucional de 
1820 a 1823 produjo no solamente la anulacion del Código de 1822, sino el abandono por de pronto de 
los propositos codificadores -enunciados en el Decreto de 1819”; también, Vid. Casabó Ruiz, J.R.: El 
Código Penal de 1822. Vila, abril, Valencia, 1968, p. 8; donde el autor anota que “Fernando VII ordenó 
también la formación de un Código penal en 1817; las directrices que para tal fin se señalan responden 
perfectamente al ideario ilustrado. El cambio constitucional acaecido en 1820 impidió, asimismo, que 
lograse realizarse tal deseo”.  
1064 Acerca de las principales influencias históricas que pueden anotarse en el Código penal de 
1822, Antón Oneca nos indicaba que “en el terreno de las realizaciones legislativas podrían apuntarse 
varias disposiciones del reinado de Carlos III”; mientras que en el aspecto dogmático, destacaba el autor 
la influencia que se introduce, indirectamente, de la obra de Lardizábal, quien fue encargado de recopilar 
el estracto de las leyes penales de su época por el Consejo de Castilla, que fueron presentados a los 
redactores del Código de 1822 y que son nombrados posteriormente por la Comisión en la Exposición a 
las Cortes que acompañaba al proyecto del mismo. Según escribe Don José Antón, “la Comisión desdeña 
olímpicamente aquellos antecedentes, con salvedades a favor de los estractos de leyes, obra ésta 
probablemente de Lardizabal”. Cfr. Antón Oneca, J.: “Historia del Código Penal de 1822”, en Anuario de 
Derecho Penal y Ciencias penales, Año XVII, Tomo XVIII, Fascículo II, septiembre-diciembre, Madrid, 
1965, pp. 264 y 265 (existe una nueva edición más reciente que recopila algúnas de las obras del autor: 
Antón Oneca, J.: Obras. Tomo II, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 2002, entre las que se encuentra incluido el 
citado artículo, dirigida por Alberto Donna, E.). Acerca de los antecedentes e influencias reflejados en el 
Código Penal de 1822, Vid., también, la obra de Casabó Ruiz, perteneciente a su tesis doctoral, El Código 
Penal de 1822… ob. cit., p. 5, donde el autor destaca la aparición del Código penal en un momento 
histórico en el que “claramente domina y lo informa todo la filosofía Escolástica”. Casabó Ruiz, 
siguiendo los mismos planteamientos que el artículo citado de Antón Oneca, también escribe que “en el 
reinado del Rey ilustrado (Carlos III, en negrita en el original), se ordena oficialmente al Consejo de 
Castilla que prepare la formación de un Código criminal. Dicho alto Tribunal se hace cargo de la orden 
comisionando a varios de sus miembros, entre los que se encuentra Manuel de Lardizabal y Uribe”; 
además de ello, “merece especial consideración el Decreto de 22 de mayo de 1809. En esta disposición se 
invita a todos los ciudadanos a que envíen sus sugerencias con el fin de llevar a cabo diversas reformas, 
entre las que, claro está, se halla la de la legislación”; de los resultados de esta invitación, añade Casabó 
Ruíz que “son muy numerosos, cerca de los doscientos. El valor intrínseco que encierran es 





Pese a sus buenas pretensiones, en una España envuelta en constantes balanceos 
políticos, el progresista primer Código Penal de 1822 tuvo una vida práctica breve
1065
, 
(hasta el punto de que algunos autores postulan su absoluta inaplicación
1066
), pero 
marcó las corrientes de tinte tutelar que, más tarde, encontrarían acomodo en los 
códigos venideros. Puede indicarse, de hecho, como lo dijo Cuello, que “desde Carlos 
III no aparece en nuestro país ninguna ley relativa á los jóvenes delincuentes y niños 
abandonados sino hasta la codificación de 1822”1067, si exceptuamos los preceptos de 
las citadas Ordenanzas militares. 
 
Entrando en las disposiciones del Código, encontramos que la edad del menor se 
toma como eximente de la responsabilidad penal, estableciéndose el mínimo en los siete 
años de edad
1068
, o en los diecisiete si el menor no ha obrado con discernimiento
1069
: 
                                                                                                                                                                                  
extraordinario, pues proceden de las más diversas clases sociales y de los más distintos lugares 
geográficos del pais”, si bien, “son pocos los que se ocupan de problemas concretos de derecho penal, y, 
entre ellos, podemos encontrar algúnos que piden la supresión de los fueros personales. Todos los 
informantes menos uno parten de la idea de intimidación como fin de las penas: sólo uno la sustituye por 
la corrección del delincuente. Las cárceles merecen los peores calificativos de la mayoría de los escritos, 
lo que manifiesta el mal estado en que debían hallarse” (en la misma obra citada, pp. 6 y 7). Finalmente, 
en la p. 8 del escrito de Casabó, se indica que la Comisión Redactora del Código de 1822, “se ha tenido 
fundamentalmente presente la obra de Bexon, Bentham y Filangieri, notándose influencias del Código 
penal francés, así como de Beccaria”. Sobre el proyecto codificador de un código criminal en España 
durante el siglo XVIII, Vid., asimismo, Casabó Ruiz, J.R.: “Los orígenes de la codificación penal en 
España: el plan de Código criminal de 1787”, en Anuario de Derecho penal y Ciencias Penales, Tomo 
XX, Instituto Nacional de Estudios Jurídicos, Madrid, 1969, passim. Más recientemente, de modo 
panorámico, acerca de la influencia de Lardizabal y las ideas ilustradas en el Código de 1822, Vid. 
Figueroa Navarro, Mª.C.: “El proceso de formación de nuestra legislación penal”, en Anuario de Derecho 
Penal y Ciencias Penales, Año LII, Tomo LIII, Fascículo único, Madrid, 2000, pp. 332 y ss. 
1065 Vid. Antón Oneca, J.: “Historia del Código Penal de 1822…” ob. cit., p. 275; en el mismo 
sentido, Vid. Rodríguez Devesa, J.M. y Serrano Gómez, A.: Derecho penal español. Dykinson, Madrid, 
1993, pp. 96 y 97; y también, De Benito Fraile, E.: “Nuevas aportaciones al estudio sobre la aplicación 
práctica del Código Penal de 1822”, en  Foro, Nueva época, Número 8, Madrid, 2008, pp. 41-68; 
Vázquez González, C.: “Primeras normas…” ob. y loc. cit.   
1066 Vid. Alonso y Alonso, J.: “De la vigencia y aplicación del Código Penal de 1822”, en Revista 
de la Escuela de Estudios Penitenciarios, Año II, Número 11, 1946; en contra, Del Rosal, J.: Derecho 
Penal. Lecciones. 2ª Ed., S. Aguirre Torre, Valladolid, 1954, p. 121; Antón Oneca, J.: “Historia del 
Código Penal de 1822…” ob. y loc. cit.; Casabó Ruiz, J.R.: “La aplicación del Código Penal de 1822”, en 
Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, Año XXXI,Tomo XXXII, Fascículo II, mayo-agosto, 
Madrid, 1979, p. 337. Al respecto, también Vid. Figueroa Navarro, Mª.C.: “El proceso de formación…” 
ob. cit., pp. 334 y ss. 
1067 Cfr. Cuello Calón, E.: “La infancia delincuente…” ob. cit., p. 753. 
1068 Vid. Diario de las Actas y Discusiones de las Cortes Extraordinarias de 1821. Volúmen II, 
Imprenta Nacional, Madrid, sesión del día 12 de diciembre de 1821, p. 65; donde curiosamente se explica 
la elección de la minoridad penal en los siete años argumentando razones climatológicas, “atendiendo á 
que en España la adolescencia suele ser bastante precoz por razón del clima, la Comisión ha creido que 
desde los siete años en adelante puede haber malicia y discernimiento”; también recogiendo este texto de 
la sesión de 1821, Vid. Ventas Sastre, R.: Estudio de la Minoría de edad… ob. cit., pp. 19 y 20, nota a pie 
de página número 9; también acerca de la minoría de edad en el Código de 1822, Vid., de la misma 
autora, “La Minoría de edad en el proceso…” ob. cit., pp. 301-383. Las razones argumentadas sorprenden 





“Tampoco puede ser considerado como delincuente ni culpable en ningún caso el menor de siete 
años cumplidos. Si el mayor de esta edad, pero que no haya cumplido la de diez y siete cometiere alguna 
acción que tenga el carácter de delito o culpa, se examinará y declarará previamente en el juicio si ha 
obrado ó no con discernimiento y malicia, según lo que resulte y lo más o menos que estén desarrolladas 
sus facultades intelectuales”1070. 
 
El Código de 1822 no sólo la suprime capacidad penal del menor de siete años
1071
, 
sino que nombra específicamente la exención de toda culpa. Esta formulación 
legislativa supone la “irresponsabilidad absoluta”1072 del menor de siete años, por 
entender que no existe en él la voluntad de cometer un acto criminal
1073
. Al respecto, 
atendiendo a la filosofía de la época el argumento era claro: “cuando falta el uso de 
razón, porque donde no hay discernimiento, no hay elección, y sin estas no puede haber 
voluntad: á esta especie ó clase corresponde la infancia, la imbecilidad y la enajenación 
de espíritu”1074. El menor se encontraba, así, en el mismo espacio que el loco y el 
mentalmente incapaz. Una concepción prácticamente romanista
1075
, proveniente de 
Francia
1076
, se vino a aplicar a las nuevas sistematizaciones legales penales 
decimonónicas en materia de menores infractores. 
                                                                                                                                                                                  
a la autora, puesto que atienden exclusivamente al clima; ciertamente, parecen insuficientes, y quizá, un 
eufemismo, pudiéndose haber considerado otras tendencias históricas, como nuestra tradición picaresca 
donde el menor comenzaba una vida delictiva a muy temprana edad por motivaciones normalmente 
económicas y sociales. 
1069 Vid. Jiménez de Asúa, L.: Tratado… ob. cit., p. 757. 
1070 Cfr. Código Penal, de 9 de junio, de 1822. Imprenta Nacional, Madrid, 1822, Artículo 23. 
1071 En los mismos debates y discusiones de las cortes se defendió la edad de diez a doce años para 
establecer la exención de responsabilidad penal del menor, si bien finalmente por las razones 
anteriormente expuestas, se determinó la de siete años. Al respecto, Vid. Higuera Guimerá, J.F.: Derecho 
Penal Juvenil. Bosch, Barcelona, 2003, p. 106.  
1072 Cfr. Pérez Vitoria, O.: La Minoría... ob. cit., p. 28. 
1073 En este sentido, la norma penal de 1822 supone una innovación frente a los otros Códigos 
penales europeos. La declaración de absoluta incapacidad para delinquir para el caso de los menores de 
siete años es una medida “más racional y adaptable á todos los casos”, Vid. García Goyena, F.: Código 
Criminal Español según las leyes y la práctica vigentes, comentado y comparado con el Penal de 1822, el 
francés y el inglés. Tomo I, Viuda de Calleja é hijos, Madrid, 1843, p. 104; a lo cual añadimos que 
también supone una previsión con un cariz humanitarista acorde con el pensamiento decimonónico de la 
época en nuestro país. Ni el Código francés, ni el inglés establecieron la exención absoluta para aquellos 
menores de siete años que delinquieran, Vid., en la misma obra, p. 105.  
1074 Cfr. García Goyena, F.: Código Criminal Español… ob. cit., p. 102. 
1075 Vid. García Goyena, F.: Código Criminal Español… ob. cit., p. 103. 
1076 Vid. García Goyena, F.: Código Criminal Español… ob. cit., p. 104; el autor explica que “el 
cap. 2 del título preliminar del Código de 1822 está calcado casi enteramente sobre el capítulo único, lib. 
2 del Código francés; según este, hasta la edad de diez y siete años, ha de declarar el jurado si el niño ó 
niña ha obrado con discernimiento: en caso afirmativo se impone pena, aunque menor; de lo contrario no 
se impone ninguna…”. Al respecto, Vid. Higuera Guimerá, J.F.: Derecho Penal Juvenil... ob. cit., p. 107, 
donde el autor nos explica la procedencia del concepto de discernimiento, que fue tomado del artículo 66 
del Código Penal de Napoleón del año 1810. 





A pesar de la falta de discernimiento, el Código penal de 1822, incluyó dos 
consecuencias a la comisión del delito por parte del menor. Ambas encajan en la 
tradición histórica que se ha recorrido hasta el siglo XIX. En primer lugar, la corrección 
paterna: “si se declarase que el menor ha obrado sin discernimiento, no se le impondrá 
pena alguna, y se le entregará a sus padres, abuelos, tutores ó curadores para que le 
corrijan y cuiden de él…”; en segundo, el internamiento en una institución de 
corrección, “…si estos no pudieran hacerlo ó no merecieren confianza y la edad adulta 
del menor y la gravedad del caso requiriesen otra medida…”, podrá internarse al menor 
“en una casa de corrección”; y finalmente, en tercer término, la condena indeterminada, 
puesto que este internamiento estará supeditado al “buen juicio del juez”, y su duración 
será “por el tiempo que éste crea conveniente, con tal de que nunca pase de la época en 
que cumpla los veinte años de edad”1077. La pena, en caso de existir discernimiento en el 
menor, estará atenuada con una duración no superior de “la cuarta parte á la mitad de la 
pena señalada al delito”1078. Del mismo modo, se evita al menor la muerte en el cadalso, 
limitando la aplicación de la pena de muerte para el delincuente de corta edad
1079
 y 
conmutándola por la de reclusión en presidio o casa de corrección según el arbitrio 
judicial
1080
. Como puede observarse, el propio Código, como bien ha resaltado Alemán 
Monterreal, aboga primero por una corrección de tipo familiar, privada o civil y, por 
último, una atenuación de la pena
1081
. Esta preeminencia civil se olvida en el durísimo 
régimen del Código de 1848, donde el menor que actúa con discernimiento en la 




                                                             
1077 Cfr. Código penal, de 9 de junio de 1822… cit., Artículo 24. 
1078 Cfr. Código penal, de 9 de junio de 1822… cit., Artículo 25; la edad del delincuente es 
incluida además como atenuante de la responsabilidad penal en el artículo 107, en el que se indica que “se 
tendrán por circunstancias que disminuyan el grado del delito, además de las que la ley declare en los 
casos respectivos, las siguientes: la corta edad del delincuente, y su falta de talento ó instrucción…”. 
1079 Vid. Código penal, de 9 de junio de 1822… cit., Artículo 64. “En ningún caso se podrá 
imponer pena de muerte ni de trabajos perpetuos, deportación, presidio, obras públicas, infamia ni 
destierro al que cuando cometió el delito fuere menor de diecisiete años cumplidos”. 
1080 Vid. Código penal, de 9 de junio de 1822… cit., Artículo 65. “El menor de diecisiete años, en 
el caso de  incurrir con discernimiento y malicia en delito de pena capital ó de trabajos perpetuos, sufrirá 
la de quince años de reclusión. Si el delito mereciere deportación ó destierro perpetuo del reino, sufrirá 
diez años de reclusión; si obras públicas, presidio ó reclusión, sufrirá en ésta la cuarta parte a la mitad del 
tiempo respectivo; si infamia ó destierro de lugar determinado, uno á tres años en casa de corrección; si 
prisión, confinamiento ó arresto, la cuarta parte a la mitad del tiempo respectivo: pudiendo el juez 
imponérsele, si fuere más conveniente, en una casa de corrección”. 
1081 Vid. Alemán Monterreal, A.: “Reseña histórica…” ob. cit., p. 38, nota número 35. 
1082 Vease, del Código de 1848-50, el Artículo 72 parrafo primero, y el apartado segundo del 
Artículo 9, que preceptua que es circunstancia atenuante la del ser el culpable menor de dieciocho anos. 





Sobre la privación de libertad de los menores, debemos destacar la consideración 
distintiva que los redactores del Código introdujeron. La teoría correccional siempre ha 
tenido una mayor impronta en las leyes dictadas durante el siglo XIX para los menores. 
En este sentido, dicho cuerpo legal realiza una distinción entre la pena de prisión y la de 
arresto correccional
1083. En el primer caso, sitúa las penas de “presidio”, “reclusión en 
una casa de trabajo” y “prisión en fortaleza”, con una naturaleza de penas 
corporales
1084
, donde el efecto de retribución queda fuertemente remarcado. No 
obstante, para el caso de la reclusión de los jóvenes, el planteamiento es muy distinto, 
considerando como pena no corporal “el arresto que se imponga como castigo; el cual 
no se declara ser corporal a los efectos civiles, ni merecer otro concepto que el de 
meramente correccional”1085, pudiendo considerarse una modalidad del mismo, “la 
corrección en alguna casa de esta clase para mugeres y menores de edad”1086. No sólo la 
naturaleza de la pena de reclusión es diferente para adultos y menores, sino que también 
lo es su finalidad. 
 
También contemplaba aquél primer Código penal el internamiento por vía de la 
corrección paterna entre su articulado
1087
, regulándolo en un capítulo propio (el quinto) 
del Título VII, bajo la rúbrica de “Del desacato de los hijos contra la autoridad de sus 
padres, y del de los menores de edad contra sus tutores, curadores ó parientes á cuyo 
cargo estuvieran”. En dicho título, además, se encuentran recogidas “una serie de 
conductas o actos de menosprecio y desobediencia de los hijos, menores y mayores de 
edad, respecto de sus padres o parientes con los que convivan, a las que el Código 
denomina “faltas” y que deberán ser juzgadas, no por la jurisdicción ordinaria, sino por 
los alcaldes del pueblo donde ocurran”1088. Por consiguiente, con un carácter más 
                                                             
1083 Sobre la clasificación que el Código de 1822 realiza acerca de las penas corporales y no 
corporales, Vid. Cadalso,F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., pp. 120 y 121. 
1084 Vid. Código penal, de 9 de junio de 1822 cit., Artículo 28. Penas corporales. Sesta, séptima y 
Novena. 
1085 Cfr. Código penal, de 9 de junio de 1822… cit., Artículo 28. Penas no corporales. Quinta. 
1086 Cfr. Código penal, de 9 de junio de 1822… cit., Artículo 28. Penas no corporales. 
Décimatercia.  
1087 Para los casos de reincidencia en las faltas cometidas contra los padres o el comportamiento 
díscolo del menor de edad se dispone que “podrá el padre ponerlos, con conocimiento y auxilio del 
alcalde, en una casa de corrección por espacio de un mes á un año”, llegando en los casos más graves, tras 
la represión del alcade y comisión de nuevas faltas, a un total de dos años de internamiento. Cfr. Código 
penal, de 9 de junio de 1822… cit., Artículos 562 y 564. 
1088 Cfr. Vázquez González, C.: “Primeras normas…” ob. cit., p. 183. 





propiamente civil y tutelar que penal, se otorgan prerrogativas punitivas a los padres y 
tutores, asi como a la autoridad pública, en la figura del alcalde: 
 
“El hijo ó hija que hallándose bajo la patria potestad se ausentare de la casa sin licencia del 
padre, ó cometiere exceso grave, ó notable desacato contra su padre ó su madre, ó mostrare mala 
inclinación que no bastasen á corregir las amonestaciones y moderados castigos domésticos, podrá ser 
llevado por el padre ante el alcalde del pueblo para que le reprenda, y le haga conocer sus deberes”1089.  
 
Aunque se da amplia preferencia a la potestad familiar en el castigo de los menores 
por sus faltas, la inclusión de la figura del alcalde supone la actuación municipal, del 
Estado, en una disciplina que, como hemos señalado supra, pareció siempre encajar en 
el ámbito privado. La clara desventaja de la arbitrariedad
1090
 suponía para el menor una 
nueva falta en las garantías penales, puesto que el poder dispositivo del alcalde en 
relación con el castigo a imponer era considerable. No obstante, en la norma penal se 
establecen algunas disposiciones tendentes a la protección del menor frente a los abusos 
y abandono por parte de sus familiares en hospicios y casas de corrección, imponiendo, 




En síntesis, en lo que refiere a la regulación penal del menor, el Código de 1822 se 
caracteriza por ser el depositario de las ideas ilustradas de protección que 
encontrábamos en el siglo XVIII en época de Carlos III; no obstante, a diferencia de las 
anteriores recopilaciones normativas, ofrece una mayor sistematización en sus 
disposiciones, una mayor concreción en el aspecto de la minoría de edad penal, y un 
tratamiento y ejecución penales diferenciadas para el menor delincuente. En este 
sentido, “desde un punto de vista jurídico penal el Código penal de 1822 sorprende al 
jurista actual, posiblemente porque sin dejar de ser el primer código español con 
notables influencias en los subsiguientes, difiere en su estructura y estilo literario del de 
1848 y posteriores (…); desde una perspectiva ético social, la presencia de contenidos 
                                                             
1089 Cfr. Código penal, de 9 de junio de 1822… cit., Artículo 561. 
1090 Vid. Silvela, F.: “Los fueros de la arbitrariedad”, en Revista Penitenciaria, Año I, Tomo I, 
Eduardo Arias, Madrid, 1904, pp. 65-70. 
1091 Los preceptos relativos a la protección del menor en el Código penal de 1822, quedan 
concentrados en su segunda parte relativa a los delitos contra las personas, Título I, Capítulo VI, con el 
nombre de “De los que esponen, ocultan ó cambian niños, ó compremeten de otro modo su existencia 
natural ó civil, y de los partos fingidos”. En el artículo 690 se pena el abandono de los menores de siete 
años en las casas de corrección y hospicios con “un arresto de dos meses á un año”. 





netamente liberales y personalistas contrasta con inercias de una España fuertemente 
centrada en un Catolicismo contrarreforma, más rural que urbana, casi exclusivamente 
agrícola y apenas industrial, sin experiencia como Estado liberal en su forma de 
monarquía constitucional y parlamentaria”1092. Sin embargo, la doctrina del 
discernimiento, arcaica e inconcreta
1093
, y la escasa atención que las sistematizaciones 
prestaron a la figura del menor delincuente, continúan siendo evidencias de la pobre 
implicación de nuestra ciencia penal en esta materia. Como Guallart López de 
Goicoechea escribía en su exposición acerca de los primeros códigos penales, aquéllos 
eran “demasiado metafísicos, demasiado consecuentes con el criterio objetivo y con el 
principio retribucionista, no señalan tampoco la distinción substancial entre el 
delincuente menor y el adulto”1094.  
 
Durante el periodo posterior al Código penal de 1822 se promulgan algunas 
regulaciones tendentes al tratamiento diferencial de la juventud delincuente, basándose 
en criterios educativos y formativos. Es el caso de la Real Orden, de 22 de Octubre de 
1826, en la que se disponía que a los jóvenes menores de diecisiete años, condenados 
por contrabando, se les asignara durante un tiempo determinado un tutor o maestro 
artesano para que les mostrara el desempeño de un oficio, a fin de que en el futuro 




Sin embargo, durante esta época la legislación de ejecución penal se identificó por 
los vaivenes de una política que modificaba la dureza de las normas penitenciarias, 
volviendo los menores desde estas medidas al Hospicio. Decía Fernando Cadalso, ante 
                                                             
1092 Cfr. López Barga de Quiroga, J., Rodríguez Ramos, L. y Ruíz de Gordejuela López, L.: 
Códigos Penales Españoles, Recopilación y Concordancias. Akal, Madrid, 1988, p. 11. 
1093 Las críticas acerca de la arbitrariedad que genera la teoría del discernimiento de nuestros 
primeros Códigos penales, debido a la imposibilidad fáctica de realizar una verdadera individualización 
del estado psicológico y de madurez mental del menor a través de medios de peritaje y observación, han 
sido manifestados por parte de la doctrina. Destacamos, entre todas, por ser uno de los primeros autores 
en dedicarse a esta cuestión, la opinión de Zarandieta Mirabent, quien escribía al respecto: “es tan 
complejo el estudio psicológico del alma infantil, que, indudablemente, en las páginas de un sumario 
poco se hallará que nos diga claramente si obraron o no con discernimiento, y es ridículo, por no decir 
cómico, el sistema de dirigir al presidente del tribunal una pregunta al menor inculpado para capacitarse 
de su desarrollo mental e intelectual”; hecho al que añadía que “todos aquellos que hayan tenido ocasión 
de intervenir en estos procesos abundarán en mi idea, ya que los conocimientos que poseen los peritos no 
son, por desgracia, los completos que fueran de desear”. Cfr. Zarandieta Mirabent, E.: Criminalidad de los 
niños… ob. cit., pp. 43 y 44. 
1094 Cfr. Guallart López de Goicoechea, J.: El Derecho penal de los menores… ob. cit., p. 77. 
1095 Vid. Castejón, F.: La legislación penitenciaria… ob. cit., p. 395. 





la inactividad legislativa de la reforma para los jóvenes delincuentes, que “no son 
muchas, ciertamente, las disposiciones que existen para proteger y educar á los 
jóvenes… ni aún siquiera para castigar y someter á régimen y tratamiento adecuados á 
los que delinquen y á quienes se pena”1096. 
 
Con la promulgación de la Ley de Hospicios de 6 de febrero de 1822
1097
 y la Real 
Orden, de 30 de Septiembre de 1836
1098
, encontramos un nuevo destino para el 
problema de los presos jóvenes, ya que se indica, en esta última disposición, 
básicamente calcada de la normativa recogida en la Novissima Recopilación sobre 
Hospicios, que los menores de diecisiete años serían encerrados en hospicios y no en los 
presidios propiamente dichos
1099
. Del mismo modo que ocurría con la normativa del 
                                                             
1096 Vid. Cadalso, F.: Diccionario… II, ob. cit., p. 662; el mismo: “Estado actual de nuestras 
Prisiones, su sistema y régimen, con apreciaciones relativas á los puntos más importantes de la 
legislación”, en VV.AA.: Expediente para preparar la Reforma Penitenciaria. Hijos de J.A. García, 
Madrid, 1905, p. 48, donde se expresa en similares términos: “Pobres en contenido y escasas en número 
eran las disposiciones que hasta 1901 se habían dictado con carácter especial para el régimen de los 
jóvenes delincuentes”; también es interesante la reflexión acerca de este periodo realizada por Eduardo 
Dato, en su discurso sobre la Infancia abandonada y las instituciones de protección, críticando “nuestro 
atraso legislativo y orgánico en materia de protección de la infancia abandonada y viciosa durante todo el 
siglo XIX. En ese siglo, se interrumpió del todo y se dejó perder lo mucho y muy bueno que se había 
organizado en la época de Carlos III, no habiendo nada entre nosotros que posteriormente aventaje las 
sabias disposiciones de aquel Monarca de tan grata memoria, muchas de las cuales son hoy aplicadas en 
otros países como expresión del mayor perfeccionamiento científico”. Cfr. Dato, E.: “Las Instituciones 
reformadoras de la Infancia delincuente y de la necesitada de corrección y tutela”, en Revista 
Penitenciaria, Año IV, Tomo IV, Eduardo Arias, Madrid, 1907, p. 26.   
1097 Parte de esta Ley se encuentra recogida en  Cadalso, F.: Diccionario… II, ob. cit., pp. 559-561, 
donde puede ser consultada. 
1098 Vid. Real Orden, de 30 de Septiembre de 1836, declarando que sólo deben admitirse en los 
Presidios los reos sentenciados con arreglo á las leyes y Ordenes vigentes por los Juzgados respectivos, 
y encargando á los del ramo de Hacienda que cuando hayan de castigar á jóvenes menores de diez y 
siete años, los manden encerrar en los hospicios. Recopilada en Cadalso, F.: Diccionario… II, ob. cit., p. 
661, y también transcrita en García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 52. Reproducimos 
íntegramente el contenido de la Real Orden para su mayor claridad y comprensión: “Excmo. Sr.: He dado 
cuenta á S.M. la Reina gobernadora de lo manifestado por V.E. tocante á la necesidad de modificar, en 
la forma que se juzgue más conducente, la Real Orden de 25 de octubre de 1828 sobre costilleros, en la 
que se fundó la Subdelegación de las salinas de la Mta y Torrevieja para confinar cinco meses al 
Presidio de Málaga, á Francisco Guinao, de edad de diez años, por aprehensión de cinco celemines de 
sal; y cual, según V.E., autoriza la costumbre que hay entre los pueblos inmediatos á las referidas salinas 
de enviar á presidio todos los inviernoslos padres pobres á los hijos que no pueden mantener, valiéndose 
de manejos acordados previamente con los carabineros; y enterada de todo, se ha servido declarar que 
no es necesaria la modificación que se solicita, pues la referida Real Orden de 25 de Octubre se halla 
derogada por la de 3 de Mayo de 1830, determinando que, para corregir los abusos y escandalosa 
costumbre que se denuncia, bastará que no se admita en el Presidio de Alicante ni en algúno otro, sino á 
los reos sentenciados con arreglo á las leyes y Ordenes vigentes, por los Juzgados respectivos; 
encargando particularme á los del ramo de Hacienda, que cuando deba castigarse á jóvenes que no 
hayan llegado aún á la edad de diez y siete años, los manden encerrar en los hospicios para contener sus 
vicios y mejorar sus costumbres”. 
1099 Vid. Ley, de 23 de enero, de 1822, Título IV. De las casas de socorro (Hospicios). Artículo 71. 
“Habrá en cada provincia según lo exija su extensión y demás circunstancias, una ó más casas de 





Antiguo Régimen, promulgada por Carlos III y que contemplamos en el epígrafe 
correspondiente al siglo XVIII, la nueva norma de 1822 es incapaz de establecer la 
adecuada y necesaria separación entre el vicio y la desgracia
1100
, entre el crimen del 
menor y su desamparo. Ciertamente, la norma decimonónica intenta evitar la 
contaminación criminal en aquellas instituciones, de un modo similar a su antecesora, 
pero si cabe con mayor ahínco y claridad
1101
. Se prohíbe así el destino a los hospicios y 
casas de socorro “por vía de corrección ó castigo á ninguna persona”, con el objeto de 
“conservar el buen nombre de estas casas y evitar que lleguen á hacerse odiosos estos 
asilos de la involuntaria pobreza”1102. La Ley de Hospicios de 1822 desplaza así a estas 
instituciones del ámbito penal
1103, indicando que “no debiendo ser estas casas un 
encierro de gentes forzadas, sino un asilo de impedidos y menesterosos, se les permitirá 
una prudente y arreglada libertad, proporcionándoles desahogos y diversiones 
moderadas, y se proscribe para siempre en ellas el uso de grillos, cepos, azotes y 
calabozos”1104. Se olvidan, de igual modo, los departamentos correccionales en favor 
del estatuto benéfico
1105
; se aboga por la caridad frente a la corrección; y el destino de 
los jóvenes delincuentes se escapa hacia la nueva ordenación de los hospicios. 
 
                                                                                                                                                                                  
socorro para acoger á los huérfanos desamparados y niños de las casas de maternidad, que hayan 
cumplido seis años de edad, como también a los impedidos y a los demás pobres de ambos sexos que no 
tengan recurso algúno para proporcionarse sustento diario”. 
1100 Acerca de la necesidad de esta distinción, que con tan poco acierto no supieron establecer los 
estados europeos del siglo XVIII, Vid. Prins, A.: Criminalidad y Represión… ob. cit., pp. 36 y 37. 
1101 Se indica la separación de los menores por sexos en los hospicios y casas de socorro, en 
departamentos diferentes a los utilizados por los pobres hospedados en el mismo. Indica la Ley como 
único elemento estructural que éstos edificios “tendrán dos departamentos separados é independientes 
entre sí, y otro para mujeres, de los cuales el primero será gobernado por un Director y el segundo por una 
Directora, ambos adornados del celo, conocimientos y demás circunstancias debidas”. Cfr. Ley, de 23 de 
enero, de 1822… cit., Artículo 72.  
1102 Cfr. Ley, de 23 de enero, de 1822… cit., Artículo 73. 
1103 No obstante, como apunta con certeza García Valdés, “ayudaba a resolver una parte del 
problema en tanto en cuanto daba soluciones legales para el internamiento en instituciones adecuadas a 
los jóvenes -niños- ociosos , vagos y abandonados”. Cfr. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., 
p. 47. 
1104 Cfr. Ley, de 23 de enero, de 1822… cit., Artículo 78. 
1105 Los métodos de reforma y ayuda para los menores en situación de desamparo que la ley prevee 
para estas instituciones son muy similares a las que pueden encontrarse en las casas de trabajo del siglo 
XVI y en la legislación del Antiguo Régimen promulgada por Carlos III. El trabajo y el aprendizaje en 
talleres sigue siendo la principal via para la inserción en la sociedad, a la que además se une la enseñanza 
educativa. Vid. Ley, de 23 de enero, de 1822… cit., Artículos 74 y 75. 





La Ley de Hospicios tuvo su reflejo con posterioridad en el Reglamento del 
Hospicio de Madrid
1106
, aprobado por Diputación provincial en 19 de abril de 1887, 
también recopilada parcialmente por Cadalso
1107
. En dicho Reglamento, queda patente 
la dirección asistencial y el fin caritativo del centro
1108
, si bien, como dispuso su artículo 
séptimo: 
 
“La permanencia de los acogidos en el establecimiento, será obligatoria hasta que les corresponda 
ingresar en el Ejército, excluyendo de esta regla á los que pidiesen su baja antes de pasar á talleres, ó 
sea al terminar la instrucción en las escuelas elementales; entendiéndose que aquel que renuncie á este 
deber, queda sin derecho á ingresar de nuevo en el asilo”. 
 
En relación a la situación de los menores en los presidios, la Ordenanza General 
de Presidios de 1834 había dejado ya en el aire la regulación sobre los departamentos de 
menores, que jamás llegó a tener un desarrollo específico. Para llenar tal vacío 
legislativo, la regulación específica para los jóvenes presidiarios quedaría cubierta en 
los reglamentos de 1844
1109
. De este modo, el Ministerio de la Gobernación, aprobó por 
Real Orden, de 5 de septiembre, de 1844, dos Reglamentos –inspirados por Manuel 
Montesinos y Molina- relativos a la vida en los presidios. En el primero de ellos, el 
Reglamento para el orden y régimen interior de los presidios del reino, recoge el 
                                                             
1106 Sobre la situación de los menores en el Hospicio madrileño, se pronunciaría un siglo después 
el Gobernador Civil de Madrid en 1922, tras su visita a la institución. De la memoria resultante de la 
inspección pueden obtenerse datos que corroboran la pésima situación de las instalaciones del Hospicio, 
no mucho mejor que las cárceles de la época. El texto ha sido reproducido íntegramente por José de las 
Heras, y tomamos prestados algúnos de sus párrafos por su interés descriptivo: “En primer lugar se 
observa que no existen las debidas garantías que la moderna higiene aconseja para defender 
cumplidamente la salud de los niños acogidos en aquel establecimiento. La enfermería no tiene 
aislamiento algúno del resto del edificio; antes por el contrario, sus puertas y ventanas dan a la galería 
donde el resto de los chicos sanos tienen su lugar de esparcimiento y recreo (…). En ninguna de las dos 
casas en que están repartidos los acogidos, existe lavadero. La ropa de todos se lava en cuatro pequeñas 
artesas de madera, que han de llenarse a brazo, lo que motiva que las aguas se aproveches 
exageradamente y se renueven poco (…). Y no es esto sólo. Pasando de trescientos los niños acogidos, no 
existe un solo baño ni una sola ducha. Los lavabos están en otro piso distinto del de los dormitorios, 
originando todo ello una positiva falta de limpieza, propensa a múltiples enfermedades. Finalmente, 
según los informes que me fueron facilitados, parace que, del total de maestros, inspectores y demás 
empleados que figuran en la nómina del establecimiento y que se aproximan a treinta, sólo prestan 
servicio seis u ocho. Los demás cobran de los fondos provinciales y no concurren al establecimiento”. 
Cfr. De las Heras, J.: La vida del niño delincuente… ob. cit., pp. 239 y 240.  
1107 Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias... ob. cit., pp. 561 y 562. 
1108 El establecimiento tan solo admitía a menores de cinco años a trece años en situación de 
desamparo y orfandad, excluyéndose aquellos que ingresaran por via de la corrección. Vid. Reglamento 
del Hospicio de Madrid, aprobado por Diputació provincial en 19 de abril de 1887, Artículos 2, 3 y 6. 
1109 Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 42. 





principio de separación en los establecimientos penales, aunque de un modo más 
relajado que la Ordenanza General: 
 
“Los establecimientos presidiales se compondrán desde luego de penados de primera, segunda y 
tercera pero en brigadas distintas y aún separadas, si el local lo permite, numeradas por su orden y 
clasificación. La sección de jóvenes penados, sea cual fuere su número, permanecerá constantemente en 
paraje que evite todo roce con las otras, y no se juntará con los de mayor edad más que en las horas 
indispensables de labor en los talleres y siempre vigilados por los maestros”. 
 
Acerca del trabajo en estos talleres, se impone un criterio de obligatoriedad, con 
el fin de evitar la ociosidad de los penados. Dispone así la norma: 
 
“Los que no fuesen susceptibles de aprender oficios por su edad, anterior ejercicio, rudeza ó 
inutilidad, se destinaran á las obras que por su clase les corresponda, de modo que dentro del 
establecimiento no haya penado sin ocupación” 1110. 
 
En el mismo Reglamento se incluye la regulación de la sección de jóvenes 
presidiarios, detallando sus especificaciones. Reproducimos lo dispuesto en él: 
 
“Sección de jóvenes. 
Se destinaran á ella cuantos tengan ingreso en los establecimientos, menores de diez y ocho años; 
se aplicarán a talleres que elijan, permitiéndoles por una sola vez, el cambio a otro si lo solicitan antes 
de cumplidos los quien primeros días de su entrada, a fin de que no pierdan el tiempo, ni so pretexto de 
gustarles después un oficio más que el que eligieron primero eludan la enseñanza. 
Se les precisará á asistir diariamente a la escuela de primera educación en la forma que se 
expresará. 
Permanecerán en esta sección hasta la edad de veinte años; cumplidos éstos pasarán á brigada, 
pero sin dejar por ello de asistir a su respectivo obrador y escuela. 
Elegirá el Comandante para cabos de esta sección, si por su número no correspondiese capataz, 
sujetos de conducta ejemplar, moralidad más sanos y de mejores principios, á fin de que infundan en 
estos seres desgraciados ideas que les conduzcan a su futuro bien; en el concepto de que según su 
comportamiento y esmero en este servicio, que se estampará en sus respectivas hojas, se graduará su 
mérito para la opción a rebaja. 
                                                             
1110 Vid. Real Orden, de 5 de septiembre, de 1844, aprobando los reglamentos y formularios 
relativos al orden y mecanismo interior de los presidios del Reino, al suministro de ranchos y utensilios, 
al suministro de ranchos y utensilios, al régimen de escuelas y enfermerías, al abono de pluses de 
confinados y al sistema de contabilidad.  





En esta Sección tendrán ingreso los jóvenes penados de todas clases , incluso los destinados á 
África, que se aplicarán también á las escuelas y obradores, anotándolo en su hoja, y para que á su 
arribo al depósito general se les destine al mismo oficio que ejercieron en donde estuvieron antes. 
No se les aplicará hierro , sino en el caso de resistencia y obstinación en no querer aprender, u 
otra causa que á juicio del Comandante merezca se les aplique y trate con el mayor rigor”. 
 
Gran importancia se da en esta disposición reglamentaria a la educación de los 
jóvenes presidiarios. En este sentido, como ya expusiera García Valdés “la 
preocupación sentida por el legislador respecto de los jóvenes confinados es 
reiteradamente expuesta en el conjunto de los textos reglamentarios”1111, otorgándose 





En el segundo de los reglamentos, que tiene el explicativo título de Reglamento 
para un día en común dentro de un establecimiento, se indica en relación a la sección de 
jóvenes presidiarios que “seguirá el mismo orden en el paraje en el que se albergue” de 
disciplina al toque de diana
1113
, que el resto de las brigadas y departamentos del 
                                                             
1111 Cfr. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 44. 
1112 Así, el Comandante del presidio contará entre sus obligaciones la de visitar “las escuelas de 
primera educación y talleres, enterándose del Capellán y maestros de los adelantos de cada educando en 
particular, especialmente de los de la clase de jóvenes, más los que por sí mismos inculcarán los benefcios 
que han de reportar de su buena eficaz aplicación”. Acerca de esta obligación de los Comandantes, debe 
observarse la Real Orden, de 15 de abril, de 1844, que introduce el Reglamento circulado en 24 del 
mismo mes por la Dirección, con varias prevenciones para la observancia de la Real orden de 3 de 
octubre, sobre atribuciones de los Jefes políticos de los presidios, cuyo artículo 18º, indicaba que “siendo 
indispensable la continua asistencia de los Comandantes en los establecimientos de su cargo, no podrán 
ausentarse del radio de la población en la que se encuentran, sin previo permiso de la Dirección general 
del ramo, ni permitir lo verifiquen sus subalternos sin el suyo, que jamás deberá exceder de tres días y 
esto solo con motivo muy justificado y urgente. De este modo les será más fácil vigilar incesantemente 
sobre la continua ocupación de los penados, que tanta utilidad á de reportar á ellos y á la sociedad; 
sobre la asistencia de los jóvenes y adultos aptos á las escuelas que procuran instalar según lo prevenido 
en el artículo 371 de la Ordenanza y Real decreto de 11 de Enero de 1841; sólo asi cuidaran de que en 
cada taller halla el suficiente número de jóvenes aprendices, permitiéndoles la elección de oficio por una 
sola vez para que adelantando en él se habitúen al trabajo, morigeren sus costumbres y reemplacen á los 
que vayan extinguiendo sus condenas, sin que á los Comandantes les sirva de disculpa la falta de medios 
para dejar de establecer los talleres, cuando otros lo han logrado con su asidua perseverancia; y esta 
misma y su diaria asistencia al frente de los presidios, les facilitará también el establecimiento del medio 
no menos económico que humanitario de las enfermerías, visitándolas con frecuencia, escuchando y 
contestando con afabilidad y dulzura á las quejas del desgraciado enfermo, digno por lo mismo de toda 
consideración, y remediándolas en el acto si fueren justas; siendo este además el único medio de conocer 
la índole y genio del penado, de inspeccionar si los jóvenes están separados de los adultos, visitando los 
establecimientos hasta en las horas extraordinarias de la noche…”. 
1113 Esto es, según el Reglamento para un dia en común dentro de un establecimiento, “al toque de 
diana que al amanecer en todo tiempo ordenará el capataz de guardia interior, se levantarán todos los 
confinados sin excepción, abrirán las puertas y las ventanas de los dormitorios, y á medio vestir saldrán 





presidio. Durante el resto del día los jóvenes se dirigirán a los talleres y obradores, 
dónde el capataz o cabo de la sección de jóvenes les conducirán “con el mismo silencio 
formados por oficios, é irán dejándolos en ellos”. 
 
Acerca de la educación de los jóvenes en las escuelas de los presidios
1114
, 
habilitadas para su aprendizaje teórico básico, pero sobre todo eclesiástico
1115
, indica el 
reglamento que “a la hora señalada por el Comandante se hará la señal de la escuela; 
saldrán los jóvenes y adultos en aprendizaje, formados por edades, con separación de 
cada obrador, principando la marcha el más distante, reuniéndose a su paso los demás 
sucesivamente, y dirigiéndose á ella con el mayor silencio. El Capellán y pasantes 
cuidarán no se interpolen, y que permanezcan siempre y en todas partes los jóvenes con 
la posible separación”. La normativa asegura esta separación entre jóvenes y adultos en 
la escuela del presidio, estableciendo: “en el establecimiento que el local para la escuela 
no tenga capacidad suficiente se dispondrá que los jóvenes concurran por la mañana y 
los adultos por la tarde, puesto que unos y que otros no pueden, sin perjudicarse en el 
aprendizaje de oficios, asistir más que una vez al día” 1116. 
 
Pese a intentar organizar y completar lo dispuesto en la Ordenanza General de 
Presidios, el Reglamento de 1844 no solucionaba algunas de las principales cuestiones 
referentes a la dura situación de los jóvenes confinados en los presidios. Su régimen 
seguía siendo en demasía aproximado al de los presidiarios adultos; la completa 
separación, de centro y régimen aún no podía establecerse en nuestras normas. Al 
                                                                                                                                                                                  
á lavarse á los pilones ó cubetas que al efecto habrá en el patio: para esta operación se les dará el 
tiempo necesario, y también para que recojan, doblen, cuelguen sus petates y se vistan”. 
1114 Sobre la importancia de la implantación de escuelas en los presidios, Vid. Real Orden, de 10 de 
marzo, de 1844, artículo 2; y también el Reglamento sobre Escuelas, en Colección Legislativa… cit., pp. 
304 y 305, en cuyo artículo 9º se indica que se destinarán a las escuelas de los presidios, “todos los 
penados que por su edad y disposición sean á propósito de recibir esta clase de enseñanza”; también 
transcrito en García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., pp. 45-47. 
1115 Vid. Reglamento de Escuelas, Artículo 2, en el que se otorga el cargo de maestros de estas 
escuelas a los Capellanes, si bien, “sus muchas ocupaciones no les permitirán asistir constantemente a 
las horas de enseñanza, las Juntas económicas, a propuestas de los respectivos Comandantes, 
nombrarán en cada presidio el confinado que juzguen más á propósito para pasante o segundo de las 
mismas”; y también el Artículo 13 que dispone: “Con el fin que S.M. se ha propuesto al mandar 
establecert estas escuelas no sea sólo que los confinados aprendan a leer, escribir y contar, sino también 
y principalmente que se les instruya en las verdades de la religión católica, será cargo del mismo 
Capellán dárselas á conocer por medios convenientes, disponiéndoles á cumplir con sus deberes para 
con Dios, para con los hombres y para consigo mismo, teniendo presente que en esta parte el ejemplo es 
más instructivo que toda otra enseñanza”. 
1116 Al respecto, Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 45. 





respecto, Romero y Girón, crítico ante esta situación y ante la norma, sostenía que el 
texto de 1844 “revela singular complacencia en refinar el sistema y puntualiza con 
siniestro método todas las crueldades que en germen contenía la Ordenanza. Los 
penados, parte los jóvenes, se dividen en tres clases á las cuales corresponde no un 
régimen bueno ó malo, no tales ó cuales ocupaciones, sino grillete y cadena de cuatro, 
de ocho, ó diez y seis libras de peso…”1117. 
 
Estos eventos y normativas se concatenarán, más tarde, con la más administrativa 
Ley de Prisiones de 26 de Julio de 1849, donde se regulan además de las cárceles y 
presidios, otros establecimientos destinados al encierro de delincuentes
1118
. Es en esta 
primera Ley de prisiones donde se dirige un tratamiento más concreto a los jóvenes 
presos, aumentando la edad de ingreso en presidios a los dieciocho años para los 
hombres y quince para las mujeres y estableciéndolos en departamentos separados
1119
. 
Según García Valdés, “por lo que respecta a los jóvenes y su régimen de vida, en nada 
les afectó, si bien tuvo acierto de elevar el límite de edad de separación de los adultos en 
tres años sobre la legislación anterior”1120. 
 
La reforma del sistema penitenciario español adolecía de no encontrar soluciones 
frente a la problemática de la clasificación de presos y penados. A mediados del siglo 
XIX, se inician una serie de polémicas y aproximaciones legislativas acerca la 
arquitectura de los lugares de encierro, que intentaron poner solución a la distribución 
estructural de los establecimientos penitenciarios, y ello en aras de una mejor 
clasificación y separación de los internos. Por Real Decreto, de 27 de abril, de 1860 se 
aprueba el programa para la reforma y construcción de cárceles de provincia y 
establecimientos correccionales. Su importancia fue resaltada –seguramente por Rafael 
                                                             
1117 Cfr. Romero y Girón, V.: “Bosquejo histórico…” ob. cit., p. 78. 
1118 Sobre la Ley de Prisiones de 1849, y la clasificación que en ella se introduce, Vid. Sanz 
Delgado, E.: El Humanitarismo penitenciario… ob. cit., pp. 260 y 261. 
1119 Según se expone en su Artículo 25, “en cada uno de los establecimientos penales, los 
sentenciados ocuparán distintos departamentos. 2º. Con arreglo á la diferencia de edad los que tengan 
una misma condena, separando de los más aultos á los que no hayan cumplido dieciocho años siendo 
varones, y quince si son mujeres”; al respecto, Vid. Salillas, R.: Anuario Penitenciario… ob. cit., p. 194, 
donde se exhalta la importancia de este artículo, que supone “la única reforma, ya preceptuada en 
disposiciones anteriores referentes á las cárceles”; también, al respecto, Vid. Zapatero Sagrado, R.: “Los 
presidios…” ob. cit., p. 564; en el mismo sentido, Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., 
54; Martínez Galindo, G.: Galerianas, corrigendas y presas… ob. cit., p. 262. 
1120 Cfr. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., pp. 53 y 54. 





Salillas- en el Anuario Penitenciario de 1889
1121
 y también por Cadalso. Éste último 
aseguraba que “el programa de 1860, representa un gran adelanto en la arquitectura 
penitenciaria”1122. Transcribimos, a efectos de conocer lo dispuesto en la normativa 
acerca de departamentos y separación de menores, algunos de sus preceptos: 
 
“I.- En los depósitos municipales.- Habrá dos departamentos diferentes y en absoluta 
incomunicación entre si, destinado uno para hombres y otro para mujeres. 
Cada departamento se dividirá en celdas ó cuartos para los detenidos preventivamente, y en dos 
secciones, una para mayores de edad (hombres ó mujeres según el departamento), otra para menores de 
diez y ocho años (en los hombres) ó menores de quince (en las mujeres). 
Cada sección se compondrá de un dormitorio, un comedor ó refectorio, una sala de enfermería, 
otra de trabajo y labor, un patio para paseo de los penados de la sección, y las letrinas y lugares 
comunes que sean necesarios. El mismo patio puede servir sucesivamente para los detenidos en las 
celdas. 
II.- En las Cárceles de Partido.- Habrá una organización análoga á la de los depósitos, con la 
sola diferencia de que las celdas aisladas de estos Establecimientos han de tener por objeto la custodia 
de los presos con causa pendiente… 
III.- En los Establecimientos correccionales de provincia (Presidios correccionales).- Habrá dos 
departamentos distintos y completamente separados, uno para hombres y otro para mujeres. 
Cada departamento estará dividido en dos secciones, una para mayores y otra para menores de 
edad. 
Cada sección se compondrá de un dormitorio ó cuadra, un comedor ó refectorio, una ó más salas 
de taller, según la importancia del Establecimiento, un depósito de objetos elaborados, otro de primeras 
materias en la inmediación de aquel taller ó talleres, una sala para escuelas y uno ó más encierros 
aislados de castigo, con los patios de paseo y letrinas que sean necesarias. 
IV. En los depósitos municipales y Cárceles de partido.- Habrá dos cuarteles distinto: uno 
destinado a depósito y otro á la Cárcel, situados de modo tal, que para ingresar en el segundo y pasar 
por su rastrillo de entrada haya que atravesar primero el rastrillo del depósito. 
Cada cuartel estará dividido en dos departamentos. 
Cada departamento en dos secciones.  
                                                             
1121 Vid. Salillas, R.: Anuario Penitenciario… ob. cit., pp. 22 y ss. Tras la transcripción del 
programa, Salillas, defensor del sistema celular, da su opinión acerca de las ventajas de su implantación: 
“será una mejora importante y que ofrece grandes ventajas bajo el punto de vista moral é higienico en el 
sistema de encárcelación de estas prisiones, el aislamiento por la noche de los penados de una misma 
sección entre sí, llevado á efecto por medio de la subdivisión del dormitorio común en varios de á un solo 
individuo, lo cual sería realizable fácilmente en el mayor número de casos sin grandes aumentos de coste, 
á favor de tabiques sencillos, distintos de los que deben emplearse en el sistema celular exclusivo, en el 
cual las celdas han de estar formadas de muros de separación sólidos, y reunir en su interior todos los 
servicios indispensables á la vida” (pp. 25 y 26). 
1122 Cfr. Cadalso, F.: Diccionario… I, ob. cit., p. 71; también Vid. García Valdés, C.: Los presos 
jóvenes… ob. cit., p. 55, quien indica que se trata de un Programa que desarrolla “un serie de principios, 
adelantados a la época, respecto al régimen penitenciario…”. 





Y cada sección contendrá las dependencias que se llevan dichas al tratar de las subdivisiones 
carcelarias en que naturalmente se descomponen esta clase de establecimientos penales. 
V.- En los depósitos municipales y Establecimientos correccionales.-Habrá dos cuarteles 
distintos, uno para cada clase de prisión y dispuestos en tal orden que, para franquear la puerta ó 
rastrillo del Presidio, haya que pasar primero por el rastrillo del depósito. 
Cada uno de estos cuarteles tendrá también una organización propia en dos departamentos; cada 
uno de éstos en dos secciones y cada sección contendrá las dependencias naturales de la Prisión á la que 
pertenecen. 
VI.- En las cárceles de partido y Establecimientos correccionales.- Habrá del mismo modo dos 
cuarteles semejantemente dispuestos á los del caso anterior, y cada uno dividido también en 
departamentos, éstos en secciones, y las secciones distribuidas del modo competente á la índole propia 
de cada cuartel. 
VII.- En los depósitos municipales, Cárceles de partido y Establecimientos correccionales.- Habrá 
tres cuarteles distintos, uno para cada subdivisión carcelaria, situado cada uno de los últimos en 
inmediata comunicación con el anterior, á fin de que para ingresar en el depósito no haya necesidad de 
atravesar más que el portillo de entrada, para penetrar en la Cárcel se tenga que pasar por un rastrillo y 
para llegar al Presidio sea preciso franquear, además de las entradas del depósito y de la Cárcel, un 
rastrillo ó puerta especial. Cada paso de un cuartel á otro ofrece de esta suerte una dificultad más para 
la evasión; y esta disposición, sobre ser lógica y natural, da por resultado la encarcelación de los 
penados, con tantas más seguridades acumuladas cuanto más alto es el grado de sus condenas. 
Por lo demás, cada uno de estos tres cuarteles, organizado en dos departamentos, y cada 
departamento en dos secciones, comprenderá todas las dependencias que le son propias, según se ha 
detallado en los casos anteriores”1123. 
 
Un paso atrás en los métodos de clasificación por razón de la edad (en el ámbito 
de la reclusión preventiva) lo supone el Real decreto, de 4 de octubre, de 1877, para la 
construcción de cárceles de partido. Instaurando el principio celular
1124
, y siguiendo la 
estela del programa para la construcción de la prisión celular de Madrid de 1876
1125
; 
entre sus muchas carencias de especificación se encuentra la atención a los presos 
menores, de modo que “se retrograda el régimen de clasificación”, no estableciéndose 
las divisiones pertinentes que se encontraban al respecto en la norma de 1860. Tanto el 
                                                             
1123 Cfr. Cadalso, F.: Diccionario… I, ob. cit., p. 72. 
1124 Vid. Real decreto, de 4 de octubre, de 1877. Programa para la construcción de las cárceles de 
partido, en su artículo 1 indica el objeto de la norma, promulgada “para proceder á la transformación de 
las actuales cárceles de procesados ó á la construcción de otras nuevas, arregladas al sistema celular ó 
de separación individual”. 
1125 Vid. Salillas, R.: Anuario Penitenciario… ob. cit., p. 63. 





programa de 1860 como el de 1877 convivieron y se complementaron
1126
; el primero 
supliendo las ausencias del segundo, hasta que la línea fijada en 1860, fue recuperada en 
el Real Decreto de 22 de septiembre de 1889. En dicha disposición se estableció el 
principio general de separación individual a que se ha de obedecer la arquitectura 




“Artículo 1º. La arquitectura penitenciaria en las diversas construcciones que se proyecten y 
realicen, obedecerá al principio de separación individual, desarrollado más ó más completamente, según 
la índole de la Prisión. 
Artículo 6º. Las colonias de jóvenes delincuentes y de libertos, estarán dispuestas en sus 
edificaciones de modo que se dé preferencia á la arquitectura de urbanización, convenientemente 
establecida para la vigilancia”. 
 
Finalmente, la evolución penitenciaria en España intentaría segregar a los menores 
de los establecimientos comunes; un hecho que mostraba avances en la teoría, pero que 
no terminaba de tener completo reflejo en la práctica. El proyecto de Ley de Prisiones 
de 1888, presentado por Manuel Alonso Martínez, Ministro de Gracia y Justicia, fue un 
ejemplo acerca de esta dicotomía. En él se intentaba segregar a los “jóvenes que al 
tiempo de delinquir no hubieren cumplido los veinte años ni sean reincidentes” de los 
presidios y las cárceles, clasificando los establecimientos que habían de recogerlos 
como “penitenciarías especiales”, junto a las escuelas correccionales o de reforma, a las 
que nos referiremos infra
1128
. En la misma línea de pensamiento se ahondó durante los 
primeros años del siglo XX, específicamente por Ley, de 31 de diciembre, de 1908
1129
, 
reguladora de la prisión preventiva de los menores, materia ésta siempre abandonada al 
encierro en cárceles de custodia, y que venía a establecer que los procesados menores de 
quince años no sufrieran prisión preventiva, sino que se mantendrían en libertad bajo la 
garantía de sus padres, tutores o persona responsable de su custodia. A falta de éstos, el 
menor quedaría encerrado en las cárceles, pero en departamento separado del resto de 
                                                             
1126 Al respecto, Vid. Real decreto, de 22 de septiembre de 1903, en cuyo artículo 9 se declaran 
vigentes los dos programas. 
1127 Vid. Salillas, R.: Anuario Penitenciario… ob. cit., pp. 77 y 78; también recopilado en,  
Cadalso, F.: Diccionario… I, ob. cit., pp. 77 y 78. 
1128 Vid. Salillas, R.: Anuario Penitenciario… ob. cit., p. 196. 
1129 Recopilada en Cadalso, F.: Suplemento al Diccionario de Legislación Penal Procesal y de 
Prisiones (1896-1908). José Gongora Alvarez, Madrid, 1908, pp. 588-589; el mismo: Instituciones 
Penitenciarias… ob. cit., pp. 564 y 565. Al respecto, también Vid. Cuello Calón, E.: Penología… ob. cit., 
p. 307. 







. La ley no solucionaba el problema de la criminalidad basada en el 
desamparo de los jóvenes y, además, establecía la clausula de internar al menor 
reincidente o que revelara “especial perversidad”1131 en prisión provisional o preventiva, 
como excepción a la norma general antes comentada. 
 
2.4.9. El Presidio Correccional de Valencia y los jóvenes corrigendos. El 
Coronel Montesinos. 
 
Como ya hemos visto, durante mucho tiempo, no hubo en España otro Derecho 
penitenciario que el generado por los militares. Entre los mismos, por prelación 
temporal, tras acceder a la trascendente figura de Abadía, queda referirnos con mayor 
detenimiento a quien la historia ha recordado, con alcance internacional
1132
, como una 
de las figuras militares más importante para nuestro Derecho penitenciario
1133
, el 
Coronel Manuel Montesinos y Molina. 
                                                             
1130 Vid. Ley, de 31 de diciembre,de 1908, reguladora de la prisión preventiva para menores, 
Artículos 1 y 2. Al respecto, Vid. Castejón. F.: La Legislación penitenciaria… ob. cit., p. 397. 
1131 Así se indica en los artículos 1 y 3 de la ley de 1908. 
1132 La obra de Montesinos trascendió en su época al habitual encierro patrio de los trabajos de 
nuestros penitenciaristas. Entre los escritores foráneos que escribieron sobre el presidio de Valencia y la 
figura del militar, debemos destacar los siguientes autores y títulos: Maconochie, A.: Reseña a la prisión 
publica de Valencia, Imprenta de Charles Gilpin, Londres, 1852, reproducido en Revista de la Escuela de 
Estudios Penitenciarios, Año XVII, Número 150, enero-febrero, Madrid, 1961, pp. 2727-2740; Hoskins, 
G.A.: Spain as it is. Volúmen I, E. Brière, Paris, 1852, pp. 30 y ss.; el mismo: What shall we do with our 
criminals? With an account of the Prison of Valencia and the Penitentiary of Mettray, J. Ridway, 
London, 1853, passim; Hill, M.D.: Suggestions for the repression of crime, conteined in charges 
delivered to grand juries of Birmingham. John W. Parker and Son, London, 1857, pp. 573 y 574; Wines, 
E.C.: The State of Prison and Child-Saving Institutions in the civilized world. University Press, 
Cambridge, 1880, pp. 30 y 31; Spencer, H.: “Prison Ethics”, en Essays scientific, political and 
speculative. Volúmen III, Williams & Norgate, London, 1901, (publicado por primera vez en The British 
Quartely Review, July, London, 1860) pp. 177 y 178; Wines, F.H.: Punishment… ob. cit., pp. 200 y 201. 
También, sobre la repercusión y obras extranjeras acerca de la figura de Montesinos, Vid. García Basalo, 
J.C.: “La celebridad internacional de Montesinos”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Año XVIII, 
Número 159, Homenaje al Coronel Montesinos, octubre-diciembre, Madrid, 1962, pp. 180-200, donde se 
recoge gran parte de la bibliografía extranjera acerca de sus logros en el presidio de Valencia. 
1133 Sobre este hecho, escribía el Teniente Coronel de Artillería Ricardo Pieltain, “como soldado y 
clase del Ejercito demostró ser un militar de cuerpo entero, y, a no ser por la mala suerte y desgracia que 
acompañó a Montesinos en sus primeros pasos en la Milicia, hubiese alcanzado seguramente los empleos 
superiores en una guerra como la de la Independencia, tan necesitada de jefes dotados de gran 
patriotismo, valor y audacia, cualidades que, entre otras adornan a nuestro ilustre biografiado. Pero si el 
Ejercito español perdió en Montesinos un jefe brillante o quizá un General distinguido, la verdad es que 
nosotros no lo debemos lamentar gran cosa, ya que Generales buenos los hubo en abundancia en el siglo 
pasado, y, en cambio, escasearon los hombres como Montesinos, entregados por completo a una de las 
tareas más nobles y laudatorias que la mente humana puede concebir, come es la de mejorar y redimir las 
vidas de esos pobres seres a los que un destino cruel, muchas veces injusto y siempre digno de 
compasión, coloca al margen de la Sociedad y de la Ley”. Cfr. Pieltain, R.: “Vida Militar del Coronel 
Montesinos”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Año XVIII, Número 159, Homenaje al Coronel 





El presidio de Valencia, situado primeramente en las Torres de Cuarte
1134
, pasará, 
tras ser el edificio desamortizado, al convento de San Agustín
1135
, ubicación que se 
convirtió en el lugar de encierro que vio nacer la experiencia de uno de los primeros 




Al igual que ocurría en la mayoría de las ciudades españolas de la época, la de 
Valencia era una población sumida en la incultura y la pobreza
1137
. Razones que 
provocaban el advenimiento de una juventud propensa a la delincuencia
1138
. Ante esta 
situación social, los menores iniciados en la vida del criminal eran derivados a los 
sistemas de beneficencia y orfandad, pero también estaban presentes en los presidios, 
donde comenzaban a crearse las bases del sistema correccional. El presidio del convento 
                                                                                                                                                                                  
Montesinos, octubre-diciembre, Madrid, 1962, p. 9. También sobre la biografía (además de la biografía 
oficial de Boix) del Reformador penitenciario, Vid. Rico de Estasen, J.: El Coronel Montesinos. Un 
español de prestigio europeo. Imprenta de los Talleres penitenciarios de Alcalá de Henares, Alcalá de 
Henares, 1948, passim; el mismo: El Coronel Montesinos. Sucesores de Vives Mora, Valencia, 1958; y 
“Biblografía sobre el Coronel Montesinos”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Homenaje al Coronel 
Montesinos… cit.; y, también, Bueno Arús, F.: “La fecha de nacimiento de Montesinos”, en Revista de 
Estudios Penitenciarios, Homenaje al Coronel Montesinos… cit., pp. 203-208; Ovejero Sanz, Mª.P.: 
“Carácter pedagógico de la Reforma penitenciaria en el siglo XIX”, en Revista de Estudios 
Penitenciarios, Año XXV, Número 187, octubre-diciembre, Madrid, 1969, pp. 740-744.  
1134 Acerca de la historia de estas Torres, Vid. De Rody, A.: “Noticias sobre las Cárceles y penales 
que en el pasado siglo existían en Valencia”, en Revista de la Escuela de Estudios Penitenciarios, Año 
III, Número 31, octubre, Madrid, 1947, pp. 99 y 100. 
1135 Vid. Boix, V.: Sistema penitenciario del Presidio Correccional de Valencia. Imprenta del 
Presidio, Valencia, 1850, pp. 3 y 4. 
1136 El propio Montesinos, en sus reflexiones escritas, indicaba la ausencia de influencias externas 
en la creación de su particular sistema: “Sin modelo algúno en España que imitar, y sin antecedentes 
tampoco, donde instruirme en un ramo de administración, desconocido entre nosotros, cualquiera 
comprenderá los obstáculos que iban a rodear mi empeño de aprender la teoría por la práctica, y fuera al 
menos bastante conveniente, para que lo aceptase el Gobierno como tolerable”. Cfr. Montesinos y 
Molina, M.: Reflecsiones sobre la Organización del Presidio de Valencia y el Sistema económico del 
mismo, Imprenta del presidio, Valencia, 1846, publicado en Revista de Estudios Penitenciarios, 
Homenaje al Coronel Montesinos… cit., p. 250. Para Boix, el sistema ideado por Montesinos es 
genuinamente español, “porque se ha creado sobre el estudio de criminales españoles, sin tener en cuenta 
nada de cuanto sobre el particular haya escrito ni practicado los extranjeros”. Vid. Boix, V.: Sistema 
penitenciario… ob. cit., pp. 13 y 14. También Salillas atribuye la paternidad del sistema progresivo a 
Montesinos, anterior al de Crofton, e incluso al de Maconochie; al respecto, Vid. Salillas, R.: “Montesinos 
y el Sistema Progresivo”, en Revista Penitenciaria, Tomo III, Eduardo Arias, Madrid, 1905, pp. 5-15; 
también publicado en el folleto Un gran penologo español: El Coronel Montesinos, Madrid, 1906, y, por 
último en Revista de Estudios Penitenciarios, Homenaje al Coronel Montesinos… cit., p. 312. En el 
mismo sentido, Vid. Jimenez de Asúa, L.: Tratado… ob. cit., p. 867. 
1137 En palabras de Boix, en la Valencia decimonónica, “existe también una aversión profunda á 
las escuelas, no estinguida por las autoridades locales, descuidada por los padres y alimentada con necias 
preocupaciones, que todavía no se han borrado. (…) Se encuentran escuelas en un mal zaguán, 
amontonados los niños unos sobre otros, sin menjae, ni muebles de ninguna clase: las dotaciones 
mezquinas, mal pagadas y cobradas á plazos miserables: alcaldes que no comprenden sus deberes 
respecto de este ramo, único para mejorar la condición moral de los pueblos”. Cfr. Boix, V.: Sistema 
penitenciario… ob. cit., p. 31. 
1138 Vid. Boix, V.: Sistema penitenciario… ob. cit., pp. 52 y 53.  










La historia del presidio de Valencia, es la historia del reformador Montesinos
1140
; 
y, en fin, es la historia de nuestro originario y particular sistema progresivo 
penitenciario. Si Abadía fue el iniciador, con su sección de jóvenes en el presidio de 
Cádiz
1141
, Montesinos fue el perfeccionador de un sistema correccional que también iba 
a ser aplicado a los menores delincuentes. 
 
La figura del Comandante del presidio de Valencia, ha pasado a la historia 
penitenciaria, no solamente por el sistema que ideó, sino también por su particular celo 
                                                             
1139 En las palabras de Montesinos encontramos la descripción del estado del edificio a su llegada, 
la ausencia de separación entre los penados y sus deplorables condiciones de encierro son narradas por el 
que fue su Comandante con estas palabras: “El edificio del convento de San Agustin, ruinoso en su mayor 
parte , sin puertas, sin rejas, sin ventanas, es lo que pude proporcionarme para la custodia y organización 
de 600 presidiarios, avezados á la más repugnante ociosidad, gangrenados en detestables vicios y 
resabios, y sin más recursos para todo, que sus mezquinos alimentos, subministradios con la irregularidad 
con que, hasta hace poco tiempo, se han cubierto esta clase de atenciones”. Cfr. Montesinos y Molina, M.: 
Reflecsiones… ob. cit., p. 251. En profundidad sobre el estado de la ciudad de Valencia y, en particular, 
acerca de su situación penitenciaria, Vid. Franco de Blas, F.: “Formación penitenciaria del Coronel 
Montesinos y su celebre sistema”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Homenaje al Coronel 
Montesinos… cit., pp. 97 y 98. A modo de resumen, Franco de Blas presenta la situación del presidio 
como “nada de particular” para la época: “su régimen variaba a voluntad de los Capitanes Generales que 
sucesivamente llegaban; su disciplina consistía en rigorismo; desconocida su administración, economía y 
mecanismo interior, reinaba en él la miseria y desnudez, mendigando el penado al salir y entrar de los 
trabajos”. 
1140 A pesar de que finalmente la política penal de la época no recogió las ideas implantadas en el 
presidio de Valencia por el Coronel Montesinos, que desaparecen con la promulgación del Código penal 
de 1848, como bien ha afirmado Juan Del Rosal el sentido reformador del militar, asi como su “idearium 
penitenciario cristalizó a las claras” en los Reglamentos de 1844, en los que precisamente, como ya 
hemos puesto de manifiesto, se describe el funcionamiento y régimen interno de las secciones de jóvenes. 
Vid. Del Rosal, J.: “Sentido Reformador del Sistema penitenciario del Coronel Montesinos”, en Revista 
de Estudios Penitenciarios, Homenaje al Coronel Montesinos… cit., p. 71. Al respecto, también Vid. 
Lasala Navarro, G.: “La obra de Montesinos y su influencia en la legislación de su época”, en Revista de 
Estudios Penitenciarios, Homenaje al Coronel Montesinos… ob. cit., pp. 84 y 93-96. 
1141 Ciertamente, aunque Montesinos aseguraba no haber recibido más influencias que “la 
Ordenanza y lo visto en la obra del Sr. Don Marcial López”, parece claro que el militar basó parte de su 
labor en las anteriores experiencias y trabajos de Abadía, asi como en las Ordenanzas de 1804 y 1807 en 
las que se encontraba su sello personal. El propio Marcial Antonio López, a quien Montesinos cita como 
influencia directa, manejó aquellos textos y conocía el presidio gaditano; al respecto, Vid. López, M.A.: 
Descripción de los más célebres Establecimientos penales de Europa y de los Estados Unidos, seguida de 
la aplicación practica de sus principios y régimen interior de las Casas de Corrección, Fuerza y 
Reconciliación que pudieran plantearse en España con grande utilidad del Erario, y otros resultados no 
menos importantes. 2 Volúmenes, D. Benito Montfort, Valencia, 1832, p. VII. Este hecho ya fue puesto 
de manifiesto por Salillas, en su Evolución penitenciaria… I, ob. cit., p. XVII. Esta postura acerca de las 
influencias de Montesinos, a la que nos sumamos ahora nosotros, ha sido enunciada por Lasala Navarro, 
en su artículo “La obra de Montesinos…” ob. cit., 77; Franco de Blas, F.: “Formación…” ob. cit., p. 104 
y ss.; y también por Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., pp. 182 y 183.    





y benevolencia en el tratamiento de los penados a su cargo
1142
. Montesinos ha sido 
retratado por sus biógrafos como un ejemplo de conducta. Su especial atención a los 
jóvenes asimismo lo demuestra. En parte, esta especial atención pudiera proceder de sus 
propias experiencias, pues el propio Coronel vivió su juventud encerrado en los muros 
del presidio, a consecuencia de los sucesos históricos de la Guerra de la Independencia. 
Así lo relata Lasala Navarro, quien, a modo de introducción biográfica, explica lo 
siguiente: 
 
“Hecho prisionero en Zaragoza por rendición de la plaza, fue llevado a Francia como tal, pero el 
joven se fugó de Clermont-Ferrand con tan mala suerte que fue nuevamente detenido en Carcassonne, 
juzgado por un tribunal militar y condenado a muerte, pero fue indultado por ser menor de edad y 
destinado a cumplir la condena al famoso presidio de la base naval de Tolón, en donde estuvo hasta que 
en 1814 fue puesto en libertad por haberse terminado la guerra. 
Un joven del temple de Montesinos no cabe duda que sufrió mil penalidades en el presidio y 
aprendió mucho de sus compañeros de reclusión; los tristes recuerdos que se grabaron en su mente no los 
olvidó nunca y despertaron en su conciencia cierto interés, cierta vocación por los asuntos de 
prisiones…”1143. 
 
Desconocemos si fueron estas las motivaciones que llevaron a Montesinos a 
realizar la encomiable labor que transformó el presidio de Valencia en un ejemplo a 
seguir entre los establecimientos penales de la época. Lo que parece claro, es que las 
vivencias de su juventud en el interior del presidio marcaron, de alguna forma, un 
pensamiento de reforma respecto a los jóvenes internos, que más tarde tendría a su 





                                                             
1142 Basten los exaltados párrafos que Lasala Navarro dedica en su artículo al militar para 
comprobar la admiración suscitada por Montesinos: “Fue Montesinos un pundoroso Militar, y como tal, 
acostumbrado a la disciplina tanto para cumplirla como para imponerla, y lo hizo sin violencia pero con 
firme voluntad, gran fuerza moral, mucho corazón, con trato cariñoso, con expresión seria y compasiva a 
la vez, dominando a todos con su estatura y presencia, pero también con bondad y energía, inclucando a 
los penados el sentimiento del honor que por él se prestaran a hacer cuento les mandara, y así dominó a 
todos y les inculcó el amor al trabajo y la práctica del bien”. Cfr. Lasala Navarro, G.: “La obra de 
Montesinos…” ob. cit., p. 79.  
1143 Cfr. Lasala Navarro, G.: “La obra de Montesinos…” ob. cit., p. 75. 
1144 Lo que lleva a afirmar a Lasala Navarro que “la sección de jóvenes presidiarios fue la 
predilecta, porque eran más capaces de reforma”. Vid. Lasala Navarro, G.: “La obra de Montesinos…” 
ob. cit., p. 82. 





El menor se encontraba así presente en el Presidio de Valencia no sólo como 
penado, sino también como habitante; de tal modo, se dividía el edificio en dos 
departamentos, “uno de penados y otro de niños abandonados y sin padres, que 
subsistían del hurto y el pillaje”1145. Al margen de esta división en dos grandes bloques, 
el presidio contaba entre los penados con su propia sección destinada, usando la 
terminología de la época, a los jóvenes corrigendos. 
 
 Se ha dicho con anterioridad, que la familia del penado quedaba abandonada o 
acompañaba al presidiario en su encierro. En el caso del presidio levantino, los hijos de 
los penados no parecían quedar contaminados entre sus muros, sino del edificante efecto 
moralizador del trabajo en los talleres
1146
. Se instituyó, por lo tanto, en el presidio de 
Montesinos una casa de refugio para todos aquellos niños que, de otro modo, hubieran 
quedado huérfanos en instituciones de caridad; en segundo lugar, se utilizó la presencia 
de los menores como método moralizante, tanto para los menores como para sus padres, 
creando de esta forma un sistema correccional basado en la presencia de unos y de 
otros, que intentaba trascender las ideas de la contaminación criminal
1147
, dando paso a 
                                                             
1145 Cfr. Periódico no político EL CISNE, edición de julio de 1840, Valencia, recogido en Moro 
Rodríguez, A.: “La personalidad y la obra de Montesinos ante el juicio de sus sontemporaneos en España, 
y a la luz de los documentos originales conservados”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Homenaje al 
Coronel Montesinos… cit., p. 365. 
1146 No nos resistimos a reproducir las palabras de Boix acerca de la situación de estos niños, hijos 
de los penados, “a quienes la miseria del padre no podría dar lejos de ellos ni fuera de la casa la más 
humilde educación”. Sobre este hecho, el cronista valenciano expresaba estas palabras: “Estos niños 
inocentes, más hermosos todavía entre las sombras que forman la disciplina del establecimiento, viven en 
aquel silencio, jamás interrumpido, en medio de aquel reposo incesante y monótono, sin rebullirse, sin 
hablar, sin conocer un juego; pero alegres, dulces y admirables como el ánjel que les acompaña en la 
infancia. Como los demás penados, al recibir la visita de una persona estraña, ó al paso de los gefes del 
departamento, se ponen de pié, saludan militarmente, su mirada es angelical, su sonrisa en inefable y el 
alma se gozaen el tierno grupo que presentan estas pobres criaturas, colocadas delante de hombres, en 
otro tiempo odiosos y temibles, bajo la salvaguardia de una rijida moralidad y de la filantropía del Sr. 
Montesinos que, al paso que moraliza á los padres, forma honrados ciudadanos entre los brazos mismos 
del crimen castigado y la dura espiación de los vicios. ¡Cuantas veces al contemplar á estos seres 
incoentes ligados dulcemente á la inflexible vara de la ley, y arrojados a la sociedad para recibir las 
primeras impresiones de la vida bajo el aliento helado de la espiación, como la más bella rosa pegada al 
sepulcro antiguo, como la huella de la virjen hermosa sobre la revuelta tierra de un campo de batalla, se 
siente el impulso de cojerlos entre nuestros brazos y acariciarles, y produgar sobre aquellas fisionomías 
purísimas esa multitud de besos, que el padre solo puede concederles en los momentos de descanso! Al 
recoger el Sr. Montesinos á estos pobres huérfanos tuvo presente sin duda el inmenso efecto que la 
presencia contínua, resignada y sencilla de sus tiernos hijos debe producir en el padre que pasea su vista 
del trabajo á la cabeza del niño, y de éste al trabajo, entablando una correspondencia misteriosa y 
venerable entre las miradas del hijo, que no habla tampoco, y el corazón del padre”. Cfr. Boix, V.: 
Sistema penitenciario… ob. cit., p. 50. 
1147 En el sistema de Montesinos, la separación y clasificación de los penados fue mucho más 
flexible de lo que las normativas de la época habían establecido con anterioridad. Como afirmara Boix, en 
el presidio de Valencia, “el buen orden y la misma seguridad de los penados exige que las secciones o 





otro tipo de inoculación, a la que podríamos llamar contaminación positiva, instructiva 
o moralizante. Así, “el que fue reo se ha aplicado, es industrioso, vive para su hijo”, y 
“el niño ha visto el mundo por primera vez bajo el aspecto de la expiación y de los 
dolores del alma”1148. 
 
Los resultados fueron mejores de lo que podría esperarse a priori, sobre todo en lo 
que concierne al comportamiento cívico de los penados adultos, que a su vez, servía de 
refuerzo moral y ejemplo para los menores: 
 
“Tenía mucho interés en que no se blasfemase en la Prisión. Puso en práctica varios 
procedimientos, pero no fueron suficientemente eficaces para evitar ese vicio tan arraigado en aquellos 
hombres. Pero se le ocurrió al gran Montesinos autorizar que los niños menores de los penados entrasen 
en la prisión a hacer vida al lado de sus padres, en los talleres, en los dormitorios y en los patios. La 
presencia de estos niños frenó por completo las frases procaces de unos y de otros, especialmente las 
blasfemias. De tal modo se corrigió ese vicio que cuando algún penado incurría, sin darse cuenta, en esa 
falta grave, era recriminado por los padres, como si fuese una ofensa hecha a la inocencia de aquellos 
hijos a quienes amaban con verdadera ternura”1149. 
 
Pero, además de la presencia de los inocentes, el presidio de San Agustín, como se 
ha dicho, también albergó una sección de jóvenes penados entre sus muros, separada de 
la del resto de los internos, pero sometida a la misma disciplina
1150
. Ramón de la Sagra 
escribía exaltando las cualidades reformadoras de este departamento en detrimento de 
                                                                                                                                                                                  
escuadras de cada brigada no puedan formar nunca una masa compacta por instintos iguales, ni por 
iguales circunstancias; y será por consiguiente de la mayor importancia y moralidad colocar junto a un 
operario de buena índole, de causa leve y de una conducta ejemplar, a otro cuyo carácter feroz, rudeza de 
sentimientos o execrables antecedentes reclaman mucha vigilancia para corregirlo, y mucho conocimiento 
para sondear su corazón. La separación no ha de hacerse por medios estrepitosos: ni el más perverso debe 
conocer el motivo de separarle de otro igual a él; ni el más honrado ha de penetrar que él va a servir de 
ejemplo a su nuevo cooperario”. Cfr. Boix, V.: Sistema penitenciario… ob. cit., p. 136. Sobre ello, Cuello 
Calón afirmaba que “una de las cuestiones de la moderna penología, a la que se condece importancia 
considerable, es el referente a la clasificación de los reclusos (…). Hasta ahora tenía por fundamento 
criterios de semejanza, pero además de las antiguas discriminaciones por sexo y por edad, en épocas 
próximas a nuestro tiempo, las diversas agrupaciones de los presos se han establecido también sobre las 
bases de la reincidencia, habitualidad, estado mental,delincuencia sexual, etc. (…). Más este criterio de 
clasificación comienza a perder terreno y conforme a las más recientes concepciones pedagógicas estos 
grupos han de ser “más o menos homogéneos”. Se desecha la idea de una completa homogeneidad (…). 
Pues bien, hace más de un siglo estos conceptos fueron sostenidos por Montesinos…”. Cfr. Cuello Calón, 
E.: “Montesinos precursor de la Nueva penología”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Homenaje al 
Coronel Montesinos… ob. cit., pp. 56 y 57. 
1148 Cfr. Boix, V.: Sistema penitenciario… ob. cit., p. 74. 
1149 Cfr. Tome, A.: “Montesinos como Director de acción”, en Revista de Estudios Penitenciarios, 
Homenaje al Coronel Montesinos… cit., p. 211. 
1150 Vid. Boix, V.: Sistema penitenciario… ob. cit., pp. 52 y 202. 





las instituciones de protección de menores (casas de expósitos y hospicios de la ciudad), 
en una publicación madrileña en el año 1840, tras su visita a las instituciones 
valencianas, lo siguiente: 
 
“Un gran número de jóvenes ya condenados ya enviados allí correccionalmente por las autoridades 
civiles aprenden distintas profesiones y concurren diariamente a la escuela donde hacen rápidos progresos 
en la lectura, en la escritura, en la aritmética, en la geografía y el dibujo. Este templo de enseñanza y 
moralización se halla abierto también para todos los presos adultos que solicitan concurrir a él. El 
Comandante se ocupa actualmente en realizar la separación de los jóvenes en un departamento especial 
que pueda contener un numero mayor”1151. 
 
El número de internos en esta sección fue de treinta y tres en tiempos de 
Montesinos
1152
, y  sus dos puntos cardinales de acción, en busca de la corrección, eran 
el trabajo en los talleres
1153
, y la educación obligatoria en la escuela
1154
. Si bien esto nos 
                                                             
1151 Cfr. De la Sagra, R.: “Folletin, Valencia 2 de octubre de 1840”, en El Corresponsal, Número 
515, Miercoles 28 de octubre de 1840, Madrid, recogido en Moro Rodríguez, A.: “La personalidad y la 
obra...” ob. cit., p. 369. 
1152 Vid. Boix, V.: Sistema penitenciario... ob. cit., p. 52. 
1153 Uno de los pilares básicos del sistema de de Montesinos se basaba en la ocupación como lucha 
contra la ociosidad de los presidiarios. Vid., al respecto, Montesinos y Molina, M.: “Bases en que se 
apoya mi sistema penal sin las que serán no solo inútiles sino perjudiciales cuantos medios se intenten 
para morigerar á nuestros criminales; obtenidas por el estudio de sus costumbres en el dilatado tiempo de 
veinte años que he desempeñado el destino de primer jefe del establecimiento penal de Valencia é 
Inspector General de los demás del Reyno; circunstancia que me ha facilitado observar el carácter, índole 
y tendencias de los delincuentes de todas las provincias de España en las que he planteado mi método y 
conseguido iguales resultados; sin necesidad de apelar á la fuerza ni á duros castigos, valiéndome 
únicamente de las máximas siguientes: Inspirar en el alma del delincuente sentimientos de lenidad y 
afición al trabajo, encaminándolos á utiles ocupaciones, deber ser objeto moral de las penitenciarias 
publicas, para que desde ellas no salgan á precipitarse de nuevo en la carrera interminable de los delitos”, 
en Revista de Estudios Penitenciarios, Homenaje al Coronel Montesinos… cit., p. 290. Acerca de la 
importancia del carácter moralizador y correccional de los talleres en los presidios, léanse las opiniones 
del propio Montesinos expresadas como reacción a la pésima política gubernamental de la época tras las 
quejas de los sectores mercantilistas en cuestiones de competencia por los trabajos de los presidiarios en 
los talleres. Vid. Montesinos y Molina, M.: “Esposiciones dirigidas al Escmo. Sr. Ministro de la 
Gobernación de la Peninsula, y al Sr. Director de corrección, por D. Manuel Montesinos, comandante del 
presidio de Valencia y Visitador General de los del Reino”, Imprenta del presidio, Valencia, 1847, 
passim; recogido en Revista de Estudios Penitenciarios, Homenaje al Coronel Montesinos… cit., pp. 274-
285. Esta idea también se encuentra reflejada por el juicio de los contemporáneos del Coronel a la vista de 
los resultados obtenidos en el Presidio de Valencia. En el documento “Copia de la Dirección General de 
Presidios del Reino al Ministerio de la Gobernación, acompañándole una memoria del Gefe Político de 
Valencia sobre el estado del Presidio de dicha Capital y sobre el mérito eminente de Montesinos, al que se 
propone para Teniente-Coronel”, de 22 de mayo de 1838, recogido en Moro Rodríguez, A.: “La 
personalidad y la obra...” ob. cit., p. 355, se admite la fuerza correccional del trabajo en los talleres, 
especialmente en los penados jóvenes. En concreto, el tenor del documento es el siguiente: “cada una de 
estas manufacturas requiere distintos trabajos preparatorios y conclusivos; la perfección, el esmero y el 
primor con que todas las referidas muestras están ejecutadas sin exceptuar ninguna, cada cual en su clase, 
no debería ser objeto de encomio en esta consulta dirigida a V.E. (el texto se refiere al Ministro de la 
Gobernación) por haberlas visto V.E. mismo; pero me he permitido sin embargo esta indicación para 





recuerda a los sistemas que se emplearon en los presidios-escuela, el sistema ideado por 
Montesinos en Valencia iba más allá. No solo llevó el Comandante la escuela y los 
talleres a los jóvenes internos, sino que además el sistema que creó, como 
acertadamente ha resaltado Sanz Delgado, era “individualizador, por cuanto se basaba 
en el conocimiento directo de la persona penada, rehabilitador en tanto que capacitaba 
laboralmente a los que habían de salir algún dia de su reclusión”1155 y, en última 
instancia, conseguía mantener “el principio de las relaciones el presidio con la 
población civil”1156. 
 
Para la vigilancia y régimen de la sección de jóvenes, se siguió en gran parte lo 
dispuesto en la Ordenanza de presidios de 1834
1157
, procurándose en la institución 
                                                                                                                                                                                  
llamar la superior atención de V.E. hacia el grande efector moral que independientemente del económico 
del establecimiento, produce en los penados la continua ocupación en trabajos de su oficio, y el aprender 
los jóvenes que no lo tengan el que a cada uno le sea más adaptable, pues de este modo, al mismo tiempo 
que purgan sus anteriores delitos se les da tiempo y ocasión para que su misma conciencia con continuo 
roedor les haga concoer de lo que eran capaces en provecho propio, les convenza de lo desacertados que 
anduvieron en su vida anterior, les haga arrepentirse de ella, y les convierta después en ciudadanos útiles, 
a sí y a la sociedad, que es precisamente el grande, el más importante objeto a que debe tender esta clase 
de establecimientos bajo un gobierno ilustrado y paternal”. Destacamos, en este último punto, la alusión 
al carácter paternalista del sistema adoptado por Montesinos, del que ya hemos resaltado supra su actitud 
con los menores internados, inspirándoles rectitud moral y respeto. 
1154 Montesinos estaba convencido de que uno de los puntos fundamentales en la enmienda de los 
menores infractores, y de la reforma penitenciaria en general, era la educación en los establecimientos 
penitenciarios. Crítico frente a las reformas penales de 1848, el Coronel había expuesto la necesidad de la 
escuela en los presidios: “Es pues, de absoluta necesidad proceder sin demora á la reforma, rehabilitar las 
escuelas de primera educación y talleres que en todos (los presidios) había y se encuentran hoy 
enteramente abandonados; destinar á ellos á quienes posean artes ú oficios, dedicar á su enseñanza á los 
jóvenes penados, á los que por su disposición sean susceptibles de aprendizaje…”. Cfr. Montesinos y 
Molina, M.: “Informe presentado al Gobierno de la Nación sobre el estado y porvenir próximo de la 
cuestión penitenciaria y sus presidios (1856)”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Homenaje al 
Coronel Montesinos… cit., p. 303. Al respecto, también Vid. Franco de Blas, F.: “Formación…” ob. cit., 
p. 101, quien destaca la construcción de talleres y escuelas para el aprendizaje de los jóvenes penados. 
1155 Cfr. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo penitenciario… ob. cit., p. 174. 
1156 Cfr. Salillas, R.: Informe del Negociando… ob. cit., p. 126. 
1157 Y sería en uno de los pocos puntos en los que Montesinos acudiría de un modo más que 
puramente formal a las Ordenanzas, puesto que como él mismo reconoce en sus escritos, la Ordenanza 
General de Presidios del Reino de 1834, en la época en la que llevó a cabo la mayor parte de sus logros, 
“estaba casi anulada y en desuso”. Cfr. Montesinos y Molina, M.: Reflecsiones sobre la organización… 
ob. cit., p. 270; idea recogida por Cuello Calón, E.: “Montesinos precursor…” ob. cit., pp. 54 y 55. Al 
respecto, debe tenerse en cuenta lo expuesto por Franco de Blas, quien indica que “respecto a la 
clasificación, seguía al pie de la letra lo que manda la Ordenanza General de los Presidios de Reino de 14 
de abril de 1834 (…). El artículo 82 dice que en todo Establecimiento Penal se tendrá con separación los 
reos menores de dieciocho años de edad de los demás reclusos, y con ellos se formará la clase de jóvenes 
presidiarios. Hasta aquí la Ordenanza. Sin embargo, Montesinos no se conforma con cumplirla 
literalmente, sino que la mejora en su aplicación al designar a cada recluso un orden númerico y un lugar 
fijo dentro de su Brigada y en dicho lugar cada uno tenía su estaca para colgar su capa y petate, que 
debían permanecer en este estadoy en una misma línea. Los jóvenes por el mismo orden, pero entermente 
separados, sin rozarse con las otras Brigadas más que en el acto de visitas de Comisario, y esto porque era 
preciso para el ajuste y contabilidad”, Vid. Franco de Blas, F.: “Formación...” ob. cit., p. 102. 





valenciana la corrección de los mismos, a través de la instrucción religiosa
1158
 y el 
aprendizaje de un oficio, siempre bajo la atenta mirada de los cabos de vara y maestros -
todos ellos también penados- que demostraran una actitud menos corrupta y acorde con 
la disciplina presidial
1159
. Por supuesto, la disciplina militar se aplicaba a todos los 
internos; este pensamiento emanaba directamente de la ideología de Montesinos, quien 
opinaba que “los establecimientos penales deben estar regidos en su interior como un 
cuerpo del ejército, sin que pierdan por eso su condición de civiles. Solo asi, y no de 
otro modo, pueden conservarse el orden y disciplina, sin las cuales no hay mejoras 
posibles”1160. 
 
Todo el ambiente del presidio ofrecía a los internos un modelo correccional, 
basado en la moral recta y en los principios religiosos. Inscritos en la pared de los 
pasajes hacia los dormitorios de los penados, podían leerse mensajes, sacados de las 
                                                                                                                                                                                  
Entendemos, de acuerdo con Franco de Blas, que la aplicación de la normativa fue formalmente seguida 
con rigor por Montesinos; no obstante, a la luz de sus propias palabras y en vista de lo innovador de su 
sistema, debemos discrepar de un seguimiento materialmente fiel de lo dispuesto en la Ordenanza, sobre 
todo en lo referente a los menores infractores, para los cuales, recordamos, hasta los reglamentos de 1844 
no se fijaría ninguna concreción respecto de las secciones especiales en las que se encontraban internados. 
Vid. Montesinos, E.: “El Reglamento de 1844 y Montesinos”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Año 
IV, Número 44, noviembre, Madrid, 1948, pp. 5-15.  
1158 La formación religiosa continuaba siendo una de las piedras angulares para la reforma moral 
del penado. Sobre la influencia de la doctrina religiosa en el Presidio de Valencia, destacamos las 
palabras de Fernando Trujillo: “La religión, ese freno poderoso y saludable que llega a donde la ley nos 
alcanza, ese consuelo en las desgracias de la vida, ejerce también allí su santo imperio; rara es la 
festividad grande de la iglesia en que no acudan voluntariamente un gran número de presidiarios a recibir 
en la capilla del establecimiento los sacramentos de la Penitencia y la Eucaristía y no se crea que esto en 
ellos es un calculo ni un acto de hipocresía. Su digno comandante, a quien una larga experiencia en esta 
clase de establecimientos ha enseñado a concoer a fondo el corazón humano, dotado de un talento claro, 
de una sagacidad singular, de un tino poco común, observa a sus subordinados, los estudia, los 
comprende, y ha notado que la consecuencia de estos actos de religión y de piedad era mayor aplicación 
al trabajao y más docilidad y sumisión”. Cfr. Trujillo, F.: “Una visita al Presidio de Valencia”, en EL 
HERALDO, periódico político, religioso, literario e industrial, Número 715, 2 de octubre de 1844, 
Madrid, recogido en Moro Rodríguez, A.: “La personalidad y la obra...” ob. cit., p. 384. También destaca 
la importancia de la doctrina cristiana en el establecimiento Lasala Navarro, quien afirma la devoción del 
Coronel, a pesar de su condición liberal por la que “no faltó quien le calumnió tachándolo de ateo (…)”. 
“Conoció -escribe Lasala Navarro- la doctrina cristiana (…). Por eso quiso implantar en el presidioun 
ambiente de silencio y de virtud que se pareciera algo al que reinaba con sus anteriores moradores (los 
frailes) y con es efn castigó a los blasfemos, se terminaba el trabajo rezando en Angelus, se rezaba el 
rosario todas las noches, se oía la misa y platica los días festivos, tenía Capellán fijo en el 
establecimiento, y cuando los penados salían en libertad eran portadores de un oficio para el Cura párroco 
de su pueblo con el ruego de que les prestara todo el apoyo que fuera posible para evitar al liberado la 
nueva recaida en el crimen”. Vid. Lasala Navarro, G.: “La obra de Montesinos…” ob. cit., p. 83. 
1159 Vid. Boix, V.: Sistema penitenciario… ob. cit., p. 201. 
1160 Cfr. Montesinos y Molina, M.: Reflecsiones… ob. cit., p. 268. 





obras de Martínez de la Rosa
1161
, catedrático de Filosofía Moral de la Universidad de 
Granada por aquel entonces, y que pretendían servir de inspiración a los reos confinados 
en el establecimiento. Entre ellas, destacamos, por cuanto se refiere al régimen propio 
ideado por Montesinos, la siguiente inscripción, a la entrada de los talleres: 
 
“Si premio quieres tener, 
Trabajad y obedeced”1162. 
 
El trabajo desempeñado por los jóvenes en los talleres no estaba dirigido a la 
utilidad o explotación económica, sino que formaba parte del tratamiento moralizador 
que destilaba el presidio de Montesinos
1163
. La mentalidad de eliminar los trabajos 
aflictivos y forzados para los penados jóvenes, en beneficio de una mayor eficacia 
rehabilitadora del trabajo en el presidio y la gran variedad de los talleres que se 
encontraban en él, consiguió el aprendizaje, por parte de los jóvenes internos, de 
múltiples oficios, que más tarde les serían útiles en su vida en libertad
1164
. El propio 
Comandante explica la finalidad de los talleres, con la mejor de las expresiones, que por 
insuperable, reproducimos:  
                                                             
1161 Vid. Periodico no político El Cisne… cit., recogido en Moro Rodríguez, A.: “La personalidad y 
la obra...” ob. cit., pp. 366 y 367; en el mismo sentido, Vid. Boix, V.: Sistema penitenciario… ob. cit., pp. 
58 y 59. 
1162 Cfr. Boix, V.: Sistema penitenciario… ob. cit., p. 60. 
1163 Como curiosidad acerca de los trabajos realizados por los menores que se encontraban en el 
presidio valenciano, hacemos alusión a una publicación del Diario Mercantil de Valencia, número 385, 
con fecha de jueves 31 de Diciembre de 1840, que realiza la reseña de un artículo de un periódico de la 
Corte en que se hace referencia a la exposición de premios de la Sociedad de Amigos del País del mismo 
año. En el texto del artículo se hace referencia a la labor realizada por los menores del presidio, 
mostrando sus manufacturas, sobre las que puede leerse: “lo que sobre todo llamaba la atención del 
público, ha sido la colección de manufacturas hechas en el presidio correccional que ha presentado su 
Comandante D. Manuel Montesinos, y en verdad no deja de ser admirable que un establecimiento, que no 
hace muchos años solo producía miseria, hediondez y aumento de vicios en los que le habitaban, hoy se 
nos presente con un colegio, el mejor montado, que la aplicación de sus individuos nos de en todos ramos 
muestras del buen celo de su director. Alpargatas de todas clases, zapatos, botas, piezas de pañuelos de 
algodón, lienzos ordinarios y entrefinos, paños, mantas del país, telas de seda, incluso terciopelos, efectos 
de cerrajaría y calderería, escopetas de pistón, y otras diferentes cosas que se han presentado nos 
acreditan que el Sr. Montesinos ha nacido para plantear y sostener esta clase de establecimientos”. 
Recogido en Moro Rodríguez, A.: “La personalidad y la obra...” ob. cit., p. 370. 
1164 Vid. Boix, V.: Sistema penitenciario… ob. cit., pp. 166, 167 y 197; en el mismo sentido, Vid. 
Bueno Arús, F.: “Ideas y realizaciones de Montesinos en materia de Trabajo penitenciario”, en Revista de 
Estudios Penitenciarios, Homenaje al Coronel Montesinos… cit., p. 140. En concreto, en lo tocante a los 
jóvenes presidiarios, indica Bueno Arús, resumiendo lo indicado por Boix, que “Montesinos no imponía 
un oficio a los penados, sino que los colocaba en los talleres que ellos mismos elegian. Ahora bien, como 
podía suceder que los menores de dieciocho años, al elegir un oficio, o lo hiciesen con el suficiente 
criterio, y la elección fuera encontces perjudicial, para remediarlo, a dichos menores se les aplicarán a los 
talleres que elijan, permitiéndoles por sola una vez el cambio a otro”. 





“Los talleres de tales Establecimientos, más que como ramos de especulación, deben considerarse 
como medios de enseñanza, porque el beneficio moral del penado, mucho más que el lucro de sus tareas, 
es el objeto que la ley se propone al privar a los delincuentes de su libertad. 
(…) 
Jamás un establecimiento presidial debe equipararse á una empresa de comercio, ni administrarse 
por los mismos principios que esta, porque el término de ambos es diferente. El acrecentamiento de 
fondos, es el objeto de la segunda, y el designio esencial del primero, debe ser la enseñanza y 
moralización de sus individuos; conciliando, si, en lo posible el interés de la casa con la educación 
industrial de sus moradores, pero sacrificando aquello á esto, en el caso de un conflicto entre los dos. 
(…) 
No es para su lucro y grangerias para lo que la ley priva de su libertad á los criminales, sino para 
su corrección en primer lugar, y para el escarmiento también de los que pudieran seguir las huellas de su 
culpable conducta”1165. 
 
El régimen creado por Montesinos contaba con tres fases diferenciadas
1166
: el 
primer periodo, llamado “de los hierros”; el segundo periodo, o “del trabajo”, en el que 
encajan las labores desempeñadas en los talleres de los que hablábamos; y por último, el 
periodo de la “libertad intermedia”. El hecho de que los penados, dentro del régimen 
progresivo implantado por Montesinos pudieran salir fuera del establecimiento antes de 
conseguir una completa libertad, ha sido destacado como el “antecedente real, o la 
primera manifestación práctica, de un sistema progresivo de cumplimiento de penas que 
incluyera tal etapa de trabajo intermediaria, extramuros, de “régimen abierto”1167.   
 
Además de ello, del sistema penitenciario que ideó, y del carácter reformador que 
imprimió en él, en lo que respecta a los menores internos, Montesinos también fue 
pionero en España en aplicar períodos de libertad condicionada
1168
, que ya se había 
                                                             
1165 Cfr. Montesinos y Molina, M.: Reflecsiones… ob. cit., pp. 254, 255 y 256; al respecto también 
Vid. Cuello Calón, E.: “Montesinos precursor…” ob. cit., pp. 48 y 49. 
1166 Vid. Salillas, R.: “La organización del presidio correccional de Valencia”, en Revista 
Penitenciaria, Año III, Tomo III, Eduardo Arias, Madrid, 1906, p. 67 (El artículo no se encuentra 
firmado; no obstante, le atribuimos su autoría a Salillas, por cuanto puede deducirse de su particular estilo 
y de la continuidad de sus trabajos, en la misma fecha, acerca de Montesinos). 
1167 Cfr. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., pp. 174, 175 y también 176, donde el 
autor reafirma su tesis, concluyendo que “los principios actuales caracteristicos del régimen abierto 
penitenciario, como la confianza que se deposita en la autorresponsabilidad de los internos, o la practica 
ausencia de elementos de sujeción, se vislumbran, desde entonces”. Previamente, Cuello Calón ya había 
expuesto la visionaria labor de Montesinos, aludiendo a la implantación en su presidio de los primeros 
“permisos de salida”, y “lo que modernamente se designa con el nombre de prisión de mínima seguridad, 
o prisión abierta”. Vid. Cuello Calón, E.: “Montesinos precursor…” ob. cit., p. 58. 
1168 Vid. Cuello Calón, C.: “Montesinos precursor…”ob. cit., pp. 44 y 45; también, Vid. Tome, A.: 
“Montesinos como Director…” ob. cit., pp. 209 y 210. 





usado con jóvenes en la House of Refuge de New York, de la que hablaremos en el 
siguiente epígrafe. Según Cuello Calón, esta institución, cuya aplicación granjeó un 
gran éxito  reinsertador
1169
 al presidio valenciano, tiene relación directa con la pena 
indeterminada
1170
, constante en el tratamiento de los menores infractores.  
 
Es por ello que el objetivo final de resocialización se intuye en la obra de 
Montesinos. Él mismo lo formula, a colación de la filosofía correccional que implanta 
en su presidio. “Perfeccionar al hombre -escribe Montesinos- es hacerlo más sociable, y 
todo lo que tienda á destruir ó entorpecer su sociabilidad impedirá su mejoramiento”1171. 
Visionario, Montesinos ve en la prevención especial el futuro de la sanción penal; su 
sistema se encuentra inspirado no en dureza y rigor de la pena, sino en el efecto 
moralizador de la misma
1172
. La corrección del delincuente es el objetivo final, la ultima 
ratio en el presidio manejado por el militar. 
                                                             
1169 Al respecto, Vid. Salillas, R.: “Montesinos y el sistema progresivo…” ob. cit., pp. 549-563 y 
677-694; también Vid. Cuello Calón, C.: “Montesinos precursor…” ob. cit., p. 45; el mismo: La moderna 
penología… ob. cit., p. 369; Lasala Navarro, G.: “La obra de Montesinos…” ob. cit., pp. 85-88; Bueno 
Arús, F.: “Ideas y realizaciones…” ob. cit., pp. 166-168. Acerca de la experiencia reinsertadora del 
presidio dirigido por Montesinos, Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., pp. 168-170 y 
notas al pie, donde además de realizar una exposición acerca de los logros e influencia de Montesinos, el 
autor somete a crítica las posiciones revisionistas que establecían dudas sobre la fiabilidad de los datos 
históricos de reinserción en el presidio valenciano. 
1170 El penitenciarista las cataloga como “instituciones muy similares”. Vid. Cuello Calón, E.: 
“Montesinos precursor…” ob. cit. y loc. cit. Sobre este hecho, deben también citarse las precursoras 
palabras de Salillas, en las que hacía notar que Montesinos “practicaba sistemática y experimentalmente 
la libertad intermedia. La practicaba arbitrariamente, es decir, sin ningún género de consentimiento legal, 
porque Montesinos creó un sistema, lo desenvolvió, lo implantó sólidamente”. Es decir, el propio 
Comandante disponía de un medio, sin recurrir a ninguna norma legal para acortar la condena efectiva de 
los penados, teniendo esta una duración, por lo tanto, sometida a condición. Vid. Salillas, R.: “La 
organización…” ob. cit., p. 91.  
1171 Cfr. Montesinos y Molina, M.: Reflecsiones… ob. cit., p. 259. 
1172 El que fuera Visitador de los presidios del Reino lo expresa en uno de sus escritos, 
transmitiendo su convicción acerca de que “no es la dureza de las leyes, sino la inflecsibilidad de su 
sanción penal, la que contiene al delincuente en el mal camino de sus estravios, y que saludable 
escarmiento que la sociedad quiere reportar de sus sistemas penitenciarios, no consiste en el terror que 
estos puedan inspirar, sino en los beneficios morales que los penados adquieran durante el cumplimiento 
de sus condenas”. Cfr. Montesinos y Molina, M.: “Al Excmo. Sr. D. Diego Martínez de la Rosa, Director 
general de presidios, el comandante del de Valencia y Visitador de los del reino Manuel Montesinos”, 
Imprenta del presidio, Valencia, 1846, en Revista de Estudios Penitenciarios, Homenaje al Coronel 
Montesinos… cit., p. 284. Esta ideología lleva a Montesinos a mostrarse muy crítico con el sistema penal 
de la época, sometiendo a reflexión y crítica los severos preceptos del Código penal de 1848, con el que 
se muestra en total desacuerdo debido a su carácter duramente punitivo. Al respecto, Vid. Montesinos y 
Molina, M.: “Informe Elevado a la Superioridad por D. Manuel Montesinos, en relación con los efectos 
reconocidos en las penitenciarias del reyno después de la promlugación del nuevo Código penal 
(probablemente 1849)”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Homenaje al Coronel Montesinos… cit., 
pp. 293-301; de la que podemos extraer a modo de conclusión, la siguiente cita: “si se apremia la revisión 
del Código Penal, según lo reclaman la experiencia, la moral publica y la verdadera previsión de un buen 
Gobierno, no debe echarse en olvido que el nuevo sistema penal no ha llenado el objeto apetecido y sí ha 





Según explica Vicente Boix, “el aspecto edificante” que presentaba la sección de 
jóvenes presidiarios de Valencia tuvo tanto éxito, que también sirvieron sus 
instalaciones para dar cobijo a jóvenes díscolos, internados por la vía de la corrección 
paterna. Respecto al régimen de esta clase de corrigendos, escribe el historiador 
valenciano que “su vigilancia está a cargo del más excelente de los cabos; tienen sus 
cuartos separados; se les da la misma ración; se les guardan mayores atenciones; pero 
no se les perdona la observancia de la disciplina general, y de continuo se hallan 
vigilados por el Jefe”1173. Encarnaba, de este modo, Montesinos la figura paternal 
ausente en la vida de estos jóvenes, pero también la disciplina para someter sus rebeldes 
comportamientos
1174
. Suplió, en líneas generales, su sistema al aprendizaje doméstico 
en sus hogares, sirviendo, en esencia, de casa de corrección. 
 
En síntesis, en aquel presidio de Valencia, el delito del menor, como el del adulto 
es relegado al olvido; queda atrás, “se queda a las puertas”1175 del presidio. 
 
2.4.10. Instituciones para Jóvenes delincuentes del siglo XIX y principios del 
XX. Asilos, Escuelas de Reforma, Casas de Refugio y Colonias agrícolas. 
 
A mediados del siglo XIX, según indica Gómez Bravo, “la mayoría de los 
hombres que cumplía condena en presidios tenía entre quince y veinte años, 222 de un 
                                                                                                                                                                                  
producido males incalculables, acrecentando los gastos, empeorando la condición de los penados, 
multiplicando las reincidencias y las deserciones, disminiuyendo los productos de los Establecimientos y 
haciendo poner más en relieve, en fin, las ventajas del sistema penal antiguo, en cuyos últimos tiempos 
eran tan raras las deserciones y las reincidencias, y menos exigentes los presupuestos de las 
Penitenciarias” (p. 299). También podemos encontrar tal espíritu correccional en escritos posteriores del 
Comandante del presidio de Valencia, como es el caso de su “Informe presentado al Gobierno de la 
Nación sobre el estado y porvenir próximo de la cuestión penitenciaria y sus presidios”, de 1856 y 
también publicado en la Revista de Estudios Penitenciarios previamente citada, donde, además de críticar 
la escasa importancia que los asuntos penitenciarios habían tenido en España, Montesinos escribe que “no 
se ha comprendido tampoco el objeto de la Institución, ni que la Ley, al condenar á los desgraciados que 
delinquen, quiere que, al paso que sufran castigo y extinguen sus penas, se corrijan y morigeren, para que 
al volver á la sociedad no la perturben de nuevo; le sean útiles á sus familiares; á ellos mismos, con 
ventajas para el tesoro público” (p. 302).  
1173 Vid. Boix, V.: Sistema penitenciario… ob. cit., pp. 202 y 203. 
1174 Al respecto, Vid. Tome, A.: “Montesinos como Director…” ob. cit., p. 211, quien ha indicado 
en sus notas acerca de la figura de Montesinos, lo siguiente: “Como educador Montesinos también era 
penitenciarista de acción. Más que en el delincuente se fijaba en el hombre, es decir, en lo que tiene de 
humano el que comete un delito. Y sobre ese elemento actuaba por considerarlo como el más interesante 
para rehacer la vida moral del recluso. Y actuaba unas veces de un modo paternal, otras utilizando el 
amor propio bien dirigido. En ocasiones, siendo pródigo en el premio y suave en el castigo y siempre 
cultivando y fomentando lo bueno que había dentro del penado”. 
1175 Vid. Boix, V.: Sistema penitenciario... ob. cit., p. 93. 





total de 262 censados, mientras las mujeres, a pesar de concentrarse sobre todo en 
grupos de edad comprendidos entre los quince y treinta años, eran de edades mucho más 
diversas, de la juventud a la madurez”1176. Solamente debemos recordar las críticas que 
oponía Salillas, en su obra la Vida Penal, acerca de la distribución y estado de los 
presidios
1177
 para comprender la situación de los jóvenes recluidos en ellos de manera 
perpetua hasta 1888
1178
. La marina, paulatinamente, iba dejando de ser en España un 
lugar de reclutamiento para los menores
1179
; tras su paso por los arsenales, las corrientes 
reformistas del nuevo siglo desvían a éstos hacia otros destinos más propicios que el 
servicio a las armas
1180
. 
                                                             
1176 Cfr. Gómez Bravo, G.: Crimen y castigo… (Ed. 2005) ob. cit., p. 177. Informa Cadalso acerca 
de las condiciones soportadas por los jóvenes presidiarios, resumiendo su encierro en el presidio de 
Alcalá y la falta de separación que allí existía: “En Alcalá existen adolescentes de doce y catorce años, 
niños cuya precocidad en el crimen causa profundo dolor, confundidos con adultos y septuagenarios que 
sólo ablandarán la dureza de sus sentimientos cuando dé su cadever con la tumba. De todo esto resulta 
que, el autor de asesinato o de robo y homicidio, el viejo y ducho ya en el delito, el profesor en el crimen, 
se roza constantemente, se codea sin cesar en ese comercio corruptor y abominable con el joven inexperto 
que por imprudencia, por desamparo o por desenfreno, quebrantó el derecho en un instante de solaz o en 
una hora de desgraciada expansión”. Cfr. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., pp. 397 y 
398. 
1177 Al respecto, sobre el estado de los presidios en 1893, también Vid. Cadalso, F.: Instituciones 
Penitenciarias… ob. cit., pp. 385 y ss.  
1178 En esta fecha se promulga el Real Decreto, de 11 de agosto, de 1888, determinando los 
Establecimientos en que deben cumplirse las penas de presidio correccional á cadena perpetua, según la 
índole de dichas penas, la edad, conducta, sexo, etc., cuyo artículo 4 dispone que “las penas impuestas á 
varones que hayan cumplido veinte años de edad al declararse firme la sentencia, ó caso de haberse 
interpuesto recurso de casación, en la fecha en la que reciba el Tribunal sentenciador la certificación á 
que se refiere el art. 986 de la Ley de Enjuiciamiento criminal, se extinguirán en el Establecimiento de 
Alcalá de Henares”, recopilado en Cadalso, F.: Diccionario… II, ob. cit., pp. 96 y 97. 
1179 Vid. Lecumberri, C.: Colonias Agricolas y Escuelas de Reforma para jóvenes indigentes, 
mendigos, vagos y delincuentes. Diego Valero, Madrid, 1865, p. 42. En este pequeño ensayo acerca de las 
colonias para jóvenes indigentes y delincuentes establecidas principalmente por Bélgica e Inglaterra, 
Lecumberri nos explica acerca de las Escuelas de Grumetes, muy similares a las Escuelas de Marineria 
de los arsenales, vistas con anterioridad. Según escribe el autor, “al crear la escuela de reforma se había 
pensado en establecer una enseñanza en la que se formasen jóvenes para el servicio en la marina: el 
ejemplo dado por algúnas escuelas de pobres en Inglaterra, y por la colonia de Mettray en Francia, la 
escasez general de marinos, la abundancia de brazos para la agricultura y la industria, y el estado de 
orfandad ó abandono paternal de una gran parte de los colonos, parecían razones muy poderosas para 
llevar á cabo este procedimiento, cuya utilidad estaba generalmente reconocida; pero el temor de que 
generara gastos excesivos lo había hecho abandonar ó al menos aplazar. Algúnos ensayos hechos con 
buen éxito en 1852 para dar este genero de colocación á los colonos libertados, y el gran desarrollo 
tomado por el establecimiento en 1853, hicieron fijar de nuevo la atención en esta materia; y siendo 
necesario familiarizarlos con las primeras maniobras, un armados de Amberes, Mr. Huysmans, armó á 
costa suya, y puso á disposición de la escuela un brick, que hoy adorna el patio de entrada. La instrucción 
practica dada en él, esta á cargo de un marino, que ejerce á la vez las funciones de vigilante…”. 
1180 Según la Real Orden, de 17 de enero, de 1835, promulgada por el Ministerio de lo Interior, 
dictando disposiciones para conducir á Ultramar a los prisioneros de la facción, en su artículo 9º: “Los 
Gobernadores militares de las plazas ó puertos de depósito, harán reconocer á los prisioneros con el 
objeto de clasificarlos y determinar los que son aptos para el servicio de las armas; teniendo presente 
que ninguno de los individuos que se destinen á aquellos cuerpos debe bajar de los diecisiete años de 
edad cumplidos, sin exceder los 35”.   





A pesar del mandato constitucional de 1812
1181
, las cárceles se encuentran en un 
estado de igual inadecuación para la recepción de los jóvenes infractores
1182
. Por Real 
decreto, de 9 de junio, de 1838
1183
, se dispondrá que los departamentos de las cárceles 
deben tener “la extensión necesaria para establecer la separación entre ambos sexos; 
entre detenidos y presos; entre jóvenes y viejos…”1184. Para asegurar esta separación, se 
encomendó a la figura administrativa del Alcaide y a las Autoridades Judiciales la visita 
a los establecimientos, cuidando siempre de mantener a los muchachos separados de los 
hombres
1185
. Continuando en esta línea legislativa, también el Reglamento para las 
Cárceles de capitales de provincia de 1847, establece el mandato de insertar, dentro del 
departamento para hombres, una sección para “jóvenes que no lleguen a la edad de 
quince años”; del mismo modo, en el caso de las mujeres, “separando de las adultas las 
                                                             
1181 Vid. Constitución de 1812… cit., Artículo 297, portador de las ideas reformistas, en el que se 
puede leer: “Se dispondrán las cárceles de manera que sirvan para asegurar y no para molestar á los 
presos, así el Alcaide tendrá éstos en buena custodia y separados los que el Juez mande tener sin 
comunicación, pero nunca en calabozos subterráneos ni malsanos”. 
1182 Según el Anuario Penitenciario de 1889, “en 20 de octubre de 1835, en consideración “al 
deplorable estado en el que se encuentran las Cárceles del Reino, tanto por lo que indebidamente sufren 
en ellas los detenidos y presos, cuanto por la inseguridad de las mismas” fue comisionado para su arreglo 
D. Ramón Giraldo, Ministro del Tribunal Supremo de España é Indias, nombrándosele en 25 del propio 
mes Visitador general”. Cfr. Salillas, R.: Anuario Penitenciario… ob. cit., p. 12; ante este hecho, se 
pronunciaba Eduardo Dato, crítico ante el destino de los jóvenes en las cárceles, señalando que “el niño 
no debe ir nunca a la cárcel, ni el sometido á corrección paterna ni el vicioso ó delincuente. Yo he leído 
con verdadera alarma en el ultimo Anuario Penitenciario que durante 1904, entre existencias y altas, 
suman los jóvenes de nueve á catorce años encárcelados 2.217 y los de quince á diez y siete años 6.209, ó 
sea en total, 8.426. De este total salieron en libertad 2.029 menores de catorce años y 5.197 de los 
mayores de catorce y menores de diez y siete, lo cual significa que lanzamos á la vida libre 7.226 jóvenes, 
después de haberlos contaminado con las impurezas y enseñanzas de la maldita universidad del crimen”. 
Cfr. Dato, E.: “Las instituciones reformadoras...” ob. cit., p. 27.     
1183 Sobre la misma, reproducimos la opinión de García Valdés acerca de su importancia para 
nuestra historia penitenciaria y en relación a sus limitaciones. El autor ha expresado que “en realidad, la 
citada disposición, lejos de contener un sistema penitenciario tal y como hoy lo concebimos, no pasó de 
ser un esquemático programa estratégico para llevar a cabo un plan censal y de rehabilitación de edificios 
carcelarios, aprovechando para ello la ocasión de desamortición de los bienes de la Iglesia y, muy 
particularmente, la posibilidad de ocupar numerosos inmuebles conventuales contando, esto si, con la 
colaboración de las Diputaciones y Ayuntamientos. Muchas dudas nos asaltan sobre la eficacia del 
proyecto, máxime si tenemos en cuenta que se dieron ¡20 días!, para la formulación de propuestas. No 
obstante, siempre he sostenido que fue un hito importante. Por primera vez se planteó en España y para 
todo el territorio nacional, una política de construcciones penitenciarias, señalando, al menos, donde y 
como deberían de ser estos establecimientos, y las dependencias que habrían de tener”. Cfr. García 
Valdés, C.: Los presos jóvenes... ob. cit., p. 50. 
1184 Cfr. Real decreto, de 9 de junio, de 1838, disponiendo que los departamentos que han de tener 
las Cárceles, extensión de los locales, clasificación de presos, etc., Artículo 2; Vid. Salillas, R.: Anuario 
Penitenciario… ob. cit., p. 13; también recopilado en Cadalso, F.: Diccionario… I, ob. cit., p. 251; al 
respecto, Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 49.  
1185 Vid. Ordenanzas de las Audiencias sobre visitas de Cárceles y Obligaciones de los Alcaides, 
de 19 de diciembre de 1835, artículos 58 y 63; al respecto, Vid. Castejón, F.: La legislación 
penitenciaria… ob. cit., p. 400; y más recientemente, García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 
48. 





que no lleguen á la edad de doce años”1186. No obstante las aspiraciones del legislador 
de aislar a los jóvenes presos de la contaminación criminal en las cárceles, estas normas 
no pudieron conseguir el propósito deseado
1187
. Mientras Europa legislaba para separar 
a los jóvenes del ambiente carcelario, en España la reforma penitenciaria ignoraba la 
suerte de sus presos jóvenes
1188
. Tal y como afirmara Canalejas y Méndez, “la tendencia 
moderna, cuidadosa en las buenas enseñanzas de la juventud, para librar su espíritu de 
                                                             
1186 Cfr. Real Decreto, de 25 de agosto, de 1847, aprobando el Reglamento para las Cárceles de 
las capitales de provincia. Reglamento para las Cárceles de capitales de provincia, Capítulo I, Artículo 1. 
Primero y Segundo. Vid. Salillas, R.: Anuario Penitenciario… ob. y loc. cit. Recopilado íntegramente en 
Cadalso, F.: Diccionario… I, ob. cit., pp. 251-256. 
1187 Parece ser, a tenor de lo indicado por Salillas en el Anuario de 1889, que el sistema de 
clasificación reflejado en lael Real decreto sobre cárceles de 1847, fue establecido con cierto éxito en el 
planteamiento arquitectónico proyectado para la Cárcel de Mataró (proyecto planteado durante el periodo 
de 1852-1863). Según escribe Salillas, “La Real Academia de Nobles Artes de San Fernando, al examinar 
el expediente y planos suscritos por el arquitecto D. Elías Rogent, para la construcción de una cárcel de 
partido en la villa de Mataró, manifestó, después de oir á su sección de arquitectura en Junta general 
extraordinaria celebrada en 23 de Junio de 1852, “que encuentra este proyecto muy digno de aprobación 
por el particular tino é inteligencia con que su autor ha sabido disponerlo y distribuirlo, satisfaciendo 
perfectamente á las condiciones de separación de sexos, edades y delitos, que exige el Real decreto sobre 
cárceles, de 25 de Agosto de 1847…”. No obstante, el proyecto no resolvió los problemas de confusión y 
mezcla entre adultos y menores en estos lugares de custodia procesal; según se explica en el Anuario, 
“diferénciase la cárcel actual del proyecto, en que en éste existían cuatro patios, sin comunicación unos 
con otros, dos para la primera y segunda sección de hombres, uno para las mujeres y otro para los niños. 
Actualmente, uno de los patios se destina á las secciones de detenidos, y otro para encausados, niños y 
borrachos y transeúntes. Queda desnaturalizado el sistema de clasificación á que obedece el edificio, al 
reunir en un mismo dormitorio á los niños cn los borrachos y en un mismo patio á aquellos con éstos y 
con los encausados y transeúntes, lo que no sucede en muchas de nuestras cárceles instaladas en edificios 
sin condiciones de separación (…) Si el Real decreto de 1847 no señala más que un buen propósito ni 
causa estado en la reforma, la cárcel de Mataró tampoco puede ser citada como edificio donde sufrieran 
transformación las viejas instituciones penitenciarias”. Cfr. Salillas, R.: Anuario Penitenciario… ob. cit., 
pp. 20-22; el mismo: “Informe del Negociado…” ob. cit., p. 138; escrito en 1904, aún recoge la 
aglomeración de las cárceles a pesar de los esfuerzos legislativos: “Cómo es la cárcel -escribe Salillas- es 
la representación absoluta e la aglomeración característica de nuestras prisiones. Se aglomeran en un 
mismo edificio el deposito municipal, la cárcel preventiva y la de arresto. Esto es inevitable. (…) Se 
aglomeran los adultos y los jóvenes; muchas veces se confunden y siempre tienen algúna relación. ¡Esto 
exige una reforma vivamente proclamada!”.  
1188 No fue hasta los primeros años del siglo XX cuando se realizó un verdadero estudio en 
profundidad acerca de los jóvenes internados en las cárceles de nuestro país. Salillas recopila el informe 
en uno de sus artículos, introduciéndolo con el siguiente párrafo: “En 12 de Mayo de 1902, la Junta 
Superior de Prisiones dirigió una circular á las Juntas locales, con un Cuestionario, dividido en Parte 
informativa y Parte estadística, “interesando su cooperación activa en un asunto de mayor interés”: el de 
la juventud delincuente. 
Procedióse con acierto al tantear el espíritu público por medio de una información que 
necesariamente había de ser muy evidenciadora. Así lo dice un párrafo de la circular. “Se trata de 
despertar iniciativas que nos coloquen inmediatamente en la consideración de nuestros propios males, 
obligándonos á seguir el mismo rumbo que con mucha delantera nos han trazado casi todas las naciones 
cultas”. 
 Para conocer en detalle los informes al respecto, Vid. “Situación de los presos y penados jóvenes 
en las cárceles”, en Revista Penitenciaria, Año I, Tomo I, Eduardo Arias, Madrid, 1902, pp. 26-34; en el 
que se explica la total desatención de los 11 presos y 2 penados de la provincia de Aragón: “El no hacer 
nada no es meramente un concepto de pasividad y de indolencia. Es una declaración de abandono”. 
Continuando el artículo con la provincia de Huesca, Vid. Revista Penitenciaria, idem, pp. 76-85; donde se 
concluye que “Aragón no ha respondido á la reforma penitenciaria” en esta materia (p. 82). 





contagio, se encamina á evitar que los jóvenes procesados y penados ingresen en la 
cárcel (…) en cambio, nosotros, profanadores inconscientes de la juventud, hemos 
juntado la escuela y la cárcel. ¡Qué horror!”1189. 
  
Valga el ejemplo de la Cárcel de la Villa de Madrid, cuyas mazmorras estaban 
ubicadas en la planta baja de las Casas Consistoriales, siendo trasladada con 
posterioridad al viejo Saladero
1190
. La descripción del Saladero se nos presenta como la 
de un edificio vulgar
1191
, donde se encuentran presos los menores infractores, hacinados 
en los calabozos, confinados como animales en el llamado Patio de los Micos: 
 
“A estos infelices no se les llama niños. 
(…) 
Micos se les llama, sin duda porque en gestos y ademanes, en modo de vivir, en juegos y 
diversiones imitan lo que ven hacer á los hombres. 
(…) 
Hubo un tiempo, no remoto, en el que los niños vivían confundidos y revueltos con los presos 
mayores de edad: imagine el lector los horrores de que serían testigos, victimas y cómplices, pensando en 
las vergonzosas miserias de que son teatro ciertos colegios de enseñanza muy vigilados”1192. 
 
De las condiciones en las que los presos jóvenes que habitaban en ellas en 1831, 
comenta Cadalso que “los calabozos eran mansiones de tortura; de reducido espacio, sin 
ventilación, sin luz, sin ninguna de las condiciones requeridas por los más elementales 
principios de la higiene; el alimento de los encarcelados pobres era malo y el vestido 
                                                             
1189 Cfr. Canalejas y Méndez, J.M.: “La Reforma penitenciaria (recuerdos y propósitos)”, en 
Revista Penitenciaria, Año II, Tomo II, Eduardo Arias, Madrid, 1905, p. 490. 
1190 La Cárcel de la Villa, cuya existencia se remonta a uno de los primeros Fueros Municipales, el 
de Sepulveda, tuvo varias ubicaciones a lo largo de su historia, en 1831 fue trasladada al Saladero, 
recibiendo este nombre del anterior uso del edificio, destinado a la matanza y salazón de cerdos. Vid. 
Salillas, R.: Anuario Penitenciario… ob. cit., p. 137. Acerca de su traslado y la separación de jóvenes en 
este establecimiento, Posada Herrera en sus Lecciones de Administración (reedición de la edición original 
de 1843). INAP, Madrid, 1978, p. 34, ha escrito: “la separación de los jóvenes en la cárcel del Saladero, 
es ya un paso en el camino de la reforma cárcelaria, y son altamente merecedores de elogio cuantos han 
contribuido a él”. Al respecto de la Cárcel de la Villa y el Saladero, también Vid. García Valdés, C.: Los 
presos jóvenes… ob. cit., p. 51. 
1191 Vid. Sociedad Literaria: Prisiones de Europa, primera obra de esta clase en España, la más 
completa de las publicadas en Europa. Tomo II, López Bernagosi, Barcelona, 1863, p. 175, donde el autor 
describe el edificio en los siguientes términos: “su aspecto no es el de una fortaleza, sino el de un edificio 
urbano muy moderno; á no ser por la ventanas abiertas en la fachada a ras del suelo del piso  de la calle, 
que se cierran con reja de hierro, enrejado de hierro y postigos de hierro; á no ser por las rejas de hierro 
también, que cierran las ventanas del segundo piso; el forastero podría entrar y salir diariamente por la 
puerta de Santa Bárbara, sin sospechar que se pasaba por delante de la cárcel”. 
1192 Cfr. Sociedad Literaria: Prisiones de Europa… ob. cit., p. 177 y 178. 





peor; carecían de cama y se encontraban confundidos en angostos y lóbregos locales los 
de toda clase de delitos, edades y condición social…”1193; el único revulsivo a esta 
ausencia de régimen y control
1194
, eran las escuetas enseñanzas religiosas de los 
capellanes y, “de cuando en cuando”, la educación impartida por los maestros de 




 En amarga conclusión, los menores se encontraban abandonados a su suerte en 
aquel local, resultando: “Allí todas las pasiones, todos los extravíos”1196.  
 
No es mejor la situación fuera de la capital; en el caso de la Cárcel de Barcelona, 
tal y como ha expresado Cadalso, “la Sección de jóvenes de la Cárcel puede 
considerarse como una hijuela del Asilo, toda vez que quien la ha formado y la sostiene 
es el mismo Patronato”1197. 
 
Fueron nuevamente las iniciativas privadas las que intentaron llevar la reforma a 
la práctica, como es el caso de la mencionada anteriormente Asociación de Mujeres, o 
en 1839, la iniciativa de la Sociedad Filantrópica para la mejora del sistema carcelario, 
correccional y penal de España. Esta asociación fue una de las primeras en ocuparse de 
la separación de los jóvenes presos y, gracias a la colaboración del Ayuntamiento de 
                                                             
1193 Cfr. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., pp. 107 y 108. 
1194 Vid. Sociedad Literaria: Prisiones de Europa… ob. cit., p. 181. Se realiza una detallada 
descripción de la situación de los menores en el interior de las dependiencias del Saladero: “Los niños, es 
decir, los que ocupan del Departamento de los Jóvenes, situado en el piso más alto, van y vienen por los 
pasillos del piso principal, ya para el trasiego de paja para los petates (que este es el nomre que tienen las 
camas de las cárceles), ya para traer y llevar anea, cuando los dedican á componer sillas, ya para ayudar á 
la limpieza, ó a las faenas de la cocina, cuando no con uno de sus infinitos pretextos; pues son aficionados 
a tratar con los mayores y servirles, sobre todo á los de más nota, y se deleintan oyendo chascarrillos 
carcelarios ó las circunstancias de algún delito singular ó reciente”. 
1195 Vid. Sociedad Literaria: Las Prisiones de Europa… ob. cit., pp. 179 y 180. 
1196 Cfr. Sociedad Literaria: Las Prisiones de Europa… ob. cit., p. 176. 
1197 Cfr. Cadalso, F.: Diccionario… II, ob. cit., p. 663. Explicaba el autor las condiciones en las 
que los menores eran recluidos en la Cárcel de Barcelona: “Dentro de las malas condiciones que la 
Cárcel tiene, como edificio  antiquísimo, semirruinoso, capaz para 300 reclusos, y encierra de 600 á 700, 
de ambos sexos y de todas las edades y toda clase de delitos, dentro de tales condiciones, los jóvenes 
menores de quince años reciben un conveniente tratamiento educativo que contribuye en modo eficaz á 
sustraerles de la holganza y del delito y á iniciarles en la laboriosidad y en la honradez”. El Patronato y 
las Asociaciones de Caridad continuaron siendo los principales anclajes para el ciudado y reforma de los 
jóvenes delincuentes; así, por Real Orden, de 30 de diciembre, de 1894, se aprobó el reglamento por el 
que se han de regir las Hermanas de la Caridad en la cárcel y correccional de Barcelona. 





Madrid, “estableció una cárcel para este tipo de penados, formando celdas con objeto de 
conseguir un cabal aislamiento durante la noche”1198.  
 
La casa-corrección de jóvenes de Madrid se estableció en 1840 en la Plaza de 
Santa Bárbara, 7 y 9, como parte intrínseca de la cárcel de la Villa. Conocemos, gracias 
a la labor descriptiva de Cadalso, su disposición estructural con “celdas para pernoctar, 
cada una con su hamaca, y disponía de cocina, comedor, talleres y escuela”1199. La 
institución albergó a 46 jóvenes en sus inicios, aumentando más tarde su capacidad. 
Tanto su administración como régimen dependieron del ámbito privado, eclesiástico al 
principio y por parte de una Junta directiva después, según lo dispuesto en la Ley de 
Cárceles de 1849. El establecimiento no supuso una revolución en cuanto al tratamiento 
de los jóvenes presos que en él se encontraban confinados, no obstante, “resolvió un 
problema de innegable importancia: el de sacar a los menores de las cárceles y 
colocarles en edificio distinto del de los adultos” 1200. 
 
Ya en los años finales del siglo XVIII, el destino de los menores infractores se 
debatía entre la milicia marina y el internamiento en asilos, hospicios y casas de 
corrección
1201
. Esta última tendencia es la que parece imponerse durante todo el siglo 
XIX. Ciertamente, en España la construcción y proliferación de casas de encierro para 
menores fue mucho más tardía que en el resto de los países europeos, a pesar de contar 
nuestra nación con importantes antecedentes, antes mencionados. Pero en la nación 
española aún imperaban las cárceles y presidios. No sería hasta bien entrado el siglo 
XIX cuando conociera nuestra tierra el asilo
1202
 y la escuela de reforma para jóvenes 
delincuentes, que ya se había establecido en el ámbito europeo y norteamericano. 
 
                                                             
1198 Cfr. Salillas, R.: “Informe del Negociando…” ob. y loc. cit. 
1199 Cfr. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias... ob. cit., p. 236. 
1200 Cfr. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., pp. 238 y 239. 
1201 Al respecto, Vid. Real Orden, de 13 de mayo, de 1793, anteriormente citada, promulgada por 
Carlos III. 
1202 Según la definición de Cadalso, el asilo de corrección es el “establecimiento donde se recluyen 
los jóvenes viciosos, vagabundos, abandonados, etcétera, bien por disposición de la autoridad judicial ó 
gubernativa, bien por determinación de los padres respecto á sus hijos no emancipados desobedientes, 
díscolos y rebeldes”. Nos advertía también, la escased de esta clase de establecimientos en España, 
mientras que “en el extranjero existen numerosos Establecimientos de esta clase”.Cfr. Cadalso, F.: 
Diccionario… I, ob. cit., p. 86. 





En Alemania, en la comunidad de Horn, cerca de Hamburgo nació, en 1833, uno 
de los primeros establecimientos dedicados a la corrección y reforma de los menores 
delincuentes
1203
. Su fundador, John Henry Wichern
1204
, teólogo y filántropo alemán 
influido por las ideas religiosas protestantes y por un fuerte sentimiento de caridad, creó 
la llamada Rauhes Haus (Rough House o casa tosca, por la humildad de su primer 
emplazamiento). En un primer momento, “una casa muy modesta, con pocas 
habitaciones, y techo de paja”, sólo pudo acoger a un total de 12 niños internados por 
vía de la corrección paterna; en 1834, se construyó una nueva edificación al lado de la 
primera, y a principios del siglo XX, su desarrollo alcanzó su punto álgido, contando la 




La institución, que se encontraba a caballo entre una escuela benéfica y una 
prisión para jóvenes delincuentes, contaba con un régimen dulcificado, en el que los 
jóvenes, al ser admitidos “debían aprender que comenzarían una nueva vida; sus 
anteriores pecados no serian recordados ni usados contra ellos”1206. El método para la 
admisión de los menores, comenzaba con un estudio previo de su personalidad. Tras 
dicho análisis, el menor esa asignado a una familia o grupo, predominando de este 
modo, como ha asegurado Juderías “el principio de educación individual”1207 en la 
institución. De este modo, los castigos y medios de intimidación y disciplina se vieron 
reducidos a la mínima expresión en la Rauhes House, por los efectos negativos que 




                                                             
1203 Vid. Juderías y Loyot, J.: “Juan Enrique Wichern y sus sistema de educación protectora”, en 
Revista Penitenciaria, Año III, Tomo III, Eduardo Arias, Madrid, 1906, p. 722; al respecto, también del 
mismo autor: La Juventud delincuente, leyes é instituciones que tienden a su regeneración. Jaime Ratés, 
Madrid, 1912, pp. 93-98.   
1204 Acerca de la vida y obras de este filántropo alemán, Vid. Schaff, P.: Germany; its universities, 
theology and religion, with a sketches of Neander, Tholuck, Olhausen, Henstenberg, Twesten, Nitzch, 
Muller, Ullmann, Rothe, Dorner, Lange, Ebrard, Wicher, and other distinguisher german divines of the 
age. Lindsay and Blackisnton, Philadelphia, 1857, pp. 405 y ss; Peters, A., y Sidwell Randall, S.: The 
American Jornual of Education and College Review. Volúmen II, Trubner, London, 1857, pp. 5 y ss.;  y 
también, Hurst, J.F.: History of rationalism: embracing a survey of the present state of protestant 
theology, with an appendix of literatute. Trubner, London, 1867, pp. 262 y ss.; en español, también la 
obra citada de Julián Juderías, que incluye una breve biografia del fundador de la casa de reforma. 
1205 Vid. Juderías y Loyot, J.: “Juan Enrique Wichern…” ob. cit., p. 723. 
1206 Cfr. Barnard, H.:  National Education in Europe, being and account of the organization, 
administration, instruction and stadistic of publics schools at differents grades in the principal states. 2ª 
Ed., Tiffany and Co., Hartford, 1854, p. 48. 
1207 Cfr. Juderías y Loyot, J.: “Juan Enrique Wichern…” ob. cit., p. 725. 
1208 Vid. Barnard, H.: National Education… ob. y loc. cit. 





La labor de Wichern continuó con la formación de colonias agrícolas para 
menores, llegando a la veintena de ellas en Alemania en 1892, algunas de ellas con usos 




Fue en 1825, en la ciudad norteamericana de New York donde se creó la primera 
de las instituciones de reforma para menores que contaban con un planteamiento 
penitenciario
1210
. A esta institución le siguieron las de Boston en 1826, Filadelfia en 
1828 y la Reform School for Juvenile Offenders de New Jersey en 1865
1211
. Estos 
establecimientos, con los que compararemos nuestras Escuelas de Corrección por su 
proximidad temporal y régimen, nacen gracias a la iniciativa privada, “de la confluencia 
de varias obras de caridad individuales; sin embargo, recibieron la sanción de la opinión 
pública”1212. El mismo planteamiento pareció darse en Inglaterra e Irlanda, donde se 
establecieron a mediados del siglo XIX, escuelas profesionales y de reforma para 
jóvenes delincuentes parecidas a las workhouses del siglo XVI. Acerca de las primeras, 
las escuelas profesionales, podemos decir que se trataban de instituciones 
correccionales parecidas a escuelas de oficios o industriales
1213
, mantenidas por el erario 
                                                             
1209 Cfr. Juderías y Loyot, J.: “Juan Enrique Wichern…” ob. cit., p. 726. 
1210 Según el Gobernador Clinton, “las casas de acogida son los mejores centros penitenciarios que 
hayan sido concebidos por el ingenio del hombre e instituidos por su voluntad de hacer el bien”; Vid. De 
Tocqueville, A., y De Beaumont, G.: Del sistema penitenciario en Estados Unidos y su aplicación en 
Francia. Paris, 1833 (nueva edición de 2005, Tecnos, con estudio preliminar de Juan Manuel Ros y Julián 
Sauquillo), pp. 269 y 270.  
1211 Acerca de la fundación de esta última institución correccional, Vid. Barnes, H.E.: Criminal 
Justice in America, a history of the penal, reformatory and correctional institutions of the State of New 
Jersey. Arno Press, 1974 (reimpresión de la obra original de 1918), Chicago,  pp. 237 y ss. 
1212 Cfr. De Tocqueville, A., y De Beaumont, G.: Del sistema penitenciario de Estados Unidos… 
ob. cit., p. 270. 
1213 Del inglés Industrial training; también en Escocia existieron este tipo de instituciones, 
llamadas reformatories or industrial schools. Al respecto, Vid. Fisco, J., y Van der Straeten, J.: 
Instituciones e Impuestos locales del Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda. Traducido de la segunda 
edición por D.F. del Pilar y D. D. M. Rayon, Imprenta de Tejado, Madrid, 1867, p. 68; y también el 
artículo “Leyes penales: Jóvenes delincuentes, la legislación inglesa”, en Revista Penitenciaria, Año I, 
Tomo I, Eduardo Arias, Madrid, 1904, p. 104-106, donde se indica que “los establecimientos 
correccionales instituidos (en Inglaterra) desde las leyes de 1866, son los siguientes: Reformatories, 
Industrial Schools, Day industrial schools y Truan Schools” (p. 104). A las Industrials Schools son 
enviados “1ª. Los menores de doce años perseguidos por un delito que se castigue con un delito de 
prisión, pero que no sea felonía; 2ª. Los muchachos indisciplinados y rebeldes á la autoridad paterna; 3ª. 
Los muchachos cuyos padre ó madre hayan sido condenados por crimen cometido”, siendo esta última un 
resquicio de la antigua responsabilidad colectiva familiar (p. 106). Acerca de estos establecimientos, para 
una exposición más detallada, Vid. Juderías y Loyot, J.: La Juventud delincuente… ob. cit., pp. 128 y ss. 
En España apenas se desarrollaron este tipo de escuelas, debido en gran parte, a que nuestra nación 
dispuso de los presidios correccionales, también llamados presidios industriales, donde se establecieron 
los primeros departamentos para jóvenes. No obstante, en España también se realizaron movimientos 
legislativos a favor de la creación de esta clase de centros, como es el caso del Real decreto, de 18 de 
mayo, de 1915. Al respecto, Vid. Cuello Calón, E.: Penología… ob. cit., p. 307. En el Diccionario de la 





público y de los pagos que los padres de los jóvenes díscolos realizaban a la institución. 
En ellas se internaba, “á los niños menores de catorce años: 1º. Hallados mendigando ó 
recibiendo limosnas; 2º. En estado de vagancia y no teniendo domicilio ni medios 
aparentes de existencia, ó frecuentando la compañía de gentes sospechosas (reputed 
thieves); 3º. Que hayan cometido algún delito castigado con prisión ó pena menor, 
cuando los jueces consideran colocar al delincuente en la escuela conforme á su edad; 
4º. Los hijos de los padres que se declaran incapaces de vigilarlos, y que piden al juez 
su envío a la escuela, dando garantía del pago de los gastos”1214. Mientras que estas 
escuelas profesionales se configuran como centros de reforma fundamentalmente por 
via de la corrección paterna o medidas de seguridad, las escuelas de reforma inglesas 
tienen otra significación, más cercana al ámbito penitenciario.  
 
Según Fisco y Van der Straeten, cuya obra ya hemos citado, las escuelas de 
reforma inglesas y escocesas
1215, son “instituciones sostenidas en general por 
contribuciones voluntarias, y están sometidas á la aprobación del gobierno (…). Si bien 
la vigilancia corresponde á cargo de los inspectores de prisiones. Todo individuo menor 
de dieciséis años, condenado por un delito á prisión de 14 días ó más, puede ser enviado 
á su salida de la cárcel y en virtud de la sentencia del juez á una escuela de reforma por 
término de dos á cinco años”1216. 
 
                                                                                                                                                                                  
Administración Española de Martínez Alcubilla encontramos la definición de estas escuelas de trabajo: 
“La Escuela Industrial, en la que dominará el trabajo fabril, pero dando el mayor desarrollo posible á las 
labores del campo, dispone el Decreto que se establecerá en el edificio que el Ministerio de Gracia y 
Justicia designe, y la Colonia Agricola en Extremadura ó Andalucia. En la institución no pueden 
permanecer los reclusos mayores de veintitrés años, los cuales, al llegar á esa edad sin haber extinguido 
su condena, son trasladados al Reformatorio de adultos de Ocaña. La población reclusa se divide en tres 
secciones, según la edad (de quince á diez y ocho años, de diez y ocho á veintiuno y de veintinuo á 
veintitrés)”. Cfr. Martínez Alcubilla, M.: Diccionario de la Administración Española, 6ª Ed., Tomo XII, 
Augusto Figueroa, Madrid, 1925, p. 354. Sobre la pobreza y el origen de los jóvenes confinados en las 
Industrial schools inglesas, Vid. Juderías y Loyot, J.: “La miseria y la criminalidad en las grandes 
ciudades de Europa y América”, en Revista Penitenciaria, Año III, Tomo III, Eduardo Arias, Madrid, 
1906, p. 313. 
1214 Cfr. Fisco, J., y Van der Straeten, J.: Instituciones e Impuestos locales… ob. cit., p. 69. 
1215 Cabe destacar entre estas últimas la House of Reform de Glasgow, organizada a semejanza de 
las escuelas de reforma inglesas y norteamericanas. Al respecto, Vid. Trancred, T.: “The House of Refuge 
for Juvenile Offender of Glasgow”, en Jornual of Royal Stadistical Society. Volume VI, William Parker, 
London, 1843, pp. 252-255.   
1216 Cfr. Fisco, J., y Van der Straeten, J.: Instituciones e Impuestos locales… ob. y loc. cit.; arca del 
mecenazgo y la contribución de particulares en la Reforma penal Juvenil, Vid. Peirce, B.K.: A half of 
century with juvenile delinquents; or the New York House of Refuge and its times, Appleton and 
Company. D. Appleton, New York, 1869, Capítulos 2 y 3. 





El que fuera Ministro de la Gobernación en España, Eduardo Dato, se 
pronunciaba acerca de las instituciones inglesas de asistencia social para menores, en el 
Discurso leído ante la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación, el 20 de 
diciembre de 1906, resaltando sus méritos preventivos: 
 
“Al admirable desenvolvimiento de las instituciones de asistencia social, amparadoras de la 
infancia abandonada, viciosa y delincuente, ha correspondido Inglaterra, para honor y gloria de sus 
iniciadores, la positiva disminución de la criminalidad, lo que prueba una vez más, contradiciendo á los 
pesimistas, que no es la especie humana irredimible. Cuarenta y ocho mil niños abandonados ó 
delincuentes reciben anualmente educación en las escuelas para los pobres, en las escuelas industriales y 
en las de reforma. Las instituciones de beneficencia, organizadas para prevenir la criminalidad educan, 
asisten y enseñan 190.000 niños próximamente en cada año. El buen sentido del pueblo inglés, su 
conocimiento profundo de las pavorosas consecuencias del abandono de la infancia y una orientación 
exacta de los medios educativos al niño abandonado y delincuente, han estimulado la iniciativa privada, 
convirtiéndola en obra social, en obra colectiva, la corrección de la infancia, que no es allí, ni podrá ser en 
ninguna parte, labor exclusivamente burocrática, si ha de alcanzar la importancia y los resultados que 
imperiosos deberes de humanidad y ostensibles necesidades de conservación del orden social nos obligan 
á procurar”1217. 
 
Acerca de las instituciones norteamericanas, la House of Refuge de New York
1218
, 
fue descrita por La Sagra como parte de su diario de visita a los establecimientos de 
reclusión en EE.UU. De ella, el que fuera director del Jardín Botánico de la Habana, 
escribía que “consta de dos cuerpos separados, destinados uno para las hembras y otro 
para los varones; aparte se hallan los talleres para estos y otras dependencias”1219. Del 
mismo modo que ocurrirá en nuestro país, estas instituciones tenían un carácter 
remarcadamente privado, donde apenas se establece control gubernamental, puesto que 
su regencia se ejerce a través de los subscriptores que han contribuido a la construcción 
de los edificios
1220
. Esta autoridad privada es suficiente incluso a la hora de establecer el 
                                                             
1217 Cfr. Dato, E.: “Las instituciones reformadoras...” ob. cit., p. 24.  
1218 Acerca de esta institución, Vid. Pickett, R.S.: The House of Refuge: Origins of Juvenile Reform 
in New York State, 1815-1857. Syracuse University Press, Syracuse, 1969, passim. 
1219 Cfr. De la Sagra, R.: Cinco meses en los Estados Unidos de la America del Norte, desde el 20 
de abril al 23 de septiembre de 1835, Diario de Viaje, Pablo Renouard, Paris, 1836, publicado en Revista 
de Estudios Penitenciarios, Año XXV, Números 224-227, enero-diciembre, Madrid, pp. 212 y 213.    
1220 Vid. De Tocqueville, A., y De Beaumont, G.: Del sistema penitenciario de Estados Unidos… 
ob. cit., p. 271. 










En cuanto a la edad de los menores, parece que se admitían a todos aquellos que 
tuvieran una edad inferior a los veinte años
1222
. Aunque no parecía existir un límite de 
edad inferior, lo habitual era que la población del establecimiento se moviera en la 
orquilla de los catorce a los veinte años
1223
. A pesar de su estructura cercana a un 
verdadero sistema penitenciario, “la casa de acogida, aunque recluyendo en su seno a un 
cierto número de condenados, no es una prisión”1224. Las casas de refugio se 
encontraban a medio camino entre los centros de protección y las penitenciarias, “un 
término medio entre la escuela y la prisión”1225, pudiendo ingresar en las mismas 
jóvenes desamparados y delincuentes. Tal y como apunta Platt, “este punto de vista del 
movimiento de reforma como fundamentalmente benévolo, humanitario
1226
 y 
gradualista”, responde a un “periodo de considerables cambios y reforma en casi todas 
las áreas de la vida social, legal y política”1227 que se produjo en la América 
jacksoniana.  
 
Sobre la disposición el edificio, a diferencia de lo que ocurría en algunos países 
del ámbito europeo (como se verá en el caso de Francia), la House of Refuge acogía 
                                                             
1221 Tal y como expone La Sagra, “la legislatura del estado apoyó y ausilió estas nobles 
intenciones, dejando al arbitrio de los fundadores y de la corporación, la formación de reglamentos, la 
inversión de los fondos, el nombramiento de los empleados, la determinación del tiempo que debían 
permanecer los jóvenes en la casa, y en fin, concediendo a esta filantrópica institución el derecho de 
tutoria sobre lo que recibiese…”. Cfr. De la Sagra, R.: Cinco meses… ob. cit., p. 213. 
1222 A tenor de los datos estadísticos de los jóvenes ingresados en la House of Refuge de New York 
durante los años 1825-1831, se permitió algúna excepción ocasional con jóvenes de veintiún años como 
refugio temporal ante una grave situación de desamparo. Vid. Hart, N.C.: Documents relatives to the 
House of Refuge instituted by The Society of Reformation of Juvenile Delinquents in the City of New York. 
Mahlon Day, New York, 1832, p. 30. 
1223 Según el testimonio de La Sagra, había menores internados de aproximadamente seis años de 
edad que también se sometían al régimen de trabajo de los talleres. Vid. De la Sagra, R.: Cinco meses… 
ob. cit., p. 215.  
1224 Cfr. De Tocqueville, A., y De Beaumont, G.: Del sistema penitenciario de Estados Unidos… 
ob. cit., p. 273. 
1225 Cfr. De Tocqueville, A., y De Beaumont, G.: Del sistema penitenciario de Estados Unidos… 
ob. cit., p. 274. 
1226 Acerca de las ventajas de las House of Refuge para la corrección de los menores frente a la 
prisión, donde pueden comprobarse estos valores, Vid. The design and advantages of the house of refuge. 
Brown, Bicking & Guilbert, Philadelphia, 1840, passim. La pequeña obra no está firmada por ningún 
autor. 
1227 Cfr. Platt, A.: The Child Savers, the invention of Delinquence. 2ª Ed., The Chicago University 
Press, Chicago, 1977, Introducción a la segunda edición, p. XV. 





tanto a niños como niñas. Para evitar el contacto entre ambos sexos, la casa contaba con 
dos edificios separados, sin comunicación entre ellos. El edificio de chicos se 
encontraba dividido a su vez en cinco habitaciones, entre las que se contaban los talleres 
de trabajo (fabricación de calzado) y una sala común. El de chicas, se dividía en cuatro 
habitaciones, con una cocina y también una zona de trabajo
1228
.   
 
Las instalaciones de la edificación se correspondían con el régimen de la casa de 
acogida de New York
1229





 1º. Educación: se proporciona a los jóvenes aprendizaje de lectura, escritura, 
aritmética, geografía… 
2º. Formación en hábitos de industria y trabajo: contando el refugio de jóvenes 
con varios talleres, de carpintería, confección de zapatos y ropa etc. 
3º. Cumplimiento de los deberes religiosos y sociales: instrucción en los valores 
morales religiosos
1231
 y un soporte de premios y castigos
1232
 en base al comportamiento 
del menor y su enmienda durante su estancia en el centro. Se fomenta además el auto-
gobierno de la casa, de un modo muy similar a lo que ocurría en los Toribios de Sevilla, 
                                                             
1228 Para una descripción más detallada de la casa de corrección y reforma de New York, Vid. Hart, 
N.C.: Documents relatives… ob. cit., pp. 98 y 99.  
1229 En la recopilación de documentos relativos a la House of Refuge de New York, Hart incluye 
una esquemática explición acerca del régimen seguido por la institución para la completa reforma de los 
menores internados. Este régimen puede resumirse en un total de 9 puntos fundamentales: 1. Los medios 
de Seguridad; 2. Inspección; 3. Clasificación; 4. Constante de Empleo; 5. Instrucción Moral y Religiosa; 
6. Asignación de comida y vestido; 7. Espacio para la realización de ejercicios conducentes a una buena 
salud; 8. Separación entre sexos; y, por ultimo, 9. Atención a los enfermos. Vid. Hart, N.C.: Documents 
relatives… ob. cit., p. 275.  
1230 Cfr. De la Sagra, R.: Cinco meses… ob. cit., p. 214. 
1231 Según las Ordinances and by-laws of the Western House of Refuge for Juvenile Delinquents in 
the State of New York, adopted by the Board of Managers, January 6 of 1852. Lee, Mann & Co., 
Rochester, 1852, Capítulo II, Artículo VI.3, entre las obligaciones del Capellán se establece la de “oficiar 
un servicio religioso dos veces al dia los Sabados”. En la House of Refuge se establecía una enseñanza 
basada en la devoción y la moral cristiana, para ello se instruía a los menores internados en los himnos y 
textos religiosos; al respecto, Vid. House of Refuge of New York: Manual of devotion and Hymns for the 
House of Refuge, City of New York. Published for the House if Refuge, New York, 1867, passim.  
1232 Vid. De Tocqueville, A., y De Beaumont, G.: Del sistema penitenciario de Estados Unidos… 
ob. cit., p. 286; entre estos castigos disciplinarios se encuentran, “la privación del derecho electoral, del 
derecho a ser elegido (en las votaciones internas en las que participan los menores internos); además, no 
pueden entrar en las dependencias del superintendente, ni hablar con él sin su permiso, y les esta 
prohibido conversar con los demás jóvenes reclusos; y finalmente, cuando es necesario, se inflinge al 
delincuente una pena que le afecta materialmente. Se le obliga a llevar esposas, o se le vendan los ojos, o 
se le encierra en una celda de aislamiento”. 










Acerca del mismo, en la obra de Tocqueville y Beaumont, se explica que “no es ni 
demasiado severo para un menor ni demasiado blando para un culpable”, y que tenía 
por objeto “el apartar al joven delincuente a la vez de los rigores del castigo”1234. A 
estos principios, se suma un régimen muy similar al sistema penitenciario filadélfico, 
pero con cierta relajación: “los menores son separados durante la noche en celdas 
aisladas; durante el día, pueden establecer contacto”1235. Destaca en importancia el 
hecho de existir una ordenación, antecedente a los sistemas de clasificación 
penitenciarios y continuación del sistema progresivo, de los jóvenes en 2 estadios 
diferenciados: “la primera clase como la de los menores que no perjuran, no mienten 
nunca y no utilizan expresiones obscenas o inadecuadas, y que muestran gran 
dedicación tanto en la escuela como en el taller”1236, que cuenta con un régimen más 
relajado, y otra conformada por aquellos en los que se observa un mal comportamiento. 
“La conducta, según sea buena o mala, permite pasar a los jóvenes de una a otra”1237. 
 
En definitiva, se trata de la aparición de los regimenes cerrado, para los que 
ostentan un mal comportamiento, y de semi-libertad para la clase de los buenos
1238
. Este 
                                                             
1233 Vid. Wines, F.H.: Punishment… ob. cit., p. 376. 
1234 Cfr. De Tocqueville, A., y De Beaumont, G.: Del sistema penitenciario de Estados Unidos… 
ob. cit., p. 272.; en la misma obra, los autores describen la entrada de los jóvenes en el refugio de New 
York, explicando las reglas en las que se instruye a su llegada al centro: “cuando el joven delincuente 
llega a la casa, el superintendente le da a conocer la reglamentación del centro y, en primer lugar, la da 
como guía de conducta estos dos consejos admirables por su simplicidad: 1º., no mientas nunca; 2º., actúa 
lo mejor que puedas. El superintendente inscribe a continuación el nombre del recién llegado en el gran 
registro de las conductas morales…”, que de un modo similar a los libros del presidio escuela de 
Barcelona, esta destinado a recoger el buen comportamiento y las faltas del menor, con objeto de realizar 
un seguimiento de su internamiento; “seguidamente -continua el texto-, se ubica al menor en la clase que 
se considera conveniente según su edad o su moralidad” (p. 277).  
1235 Cfr. De Tocqueville, A., y De Beaumont, G.: Del sistema penitenciario de Estados Unidos… 
ob. cit., p. 276. 
1236 Cfr. De Tocqueville, A., y De Beaumont, G.: Del sistema penitenciario de Estados Unidos… 
ob. cit., p. 277. 
1237 Cfr. De Tocqueville, A., y De Beaumont, G.: Del sistema penitenciario de Estados Unidos… 
ob. cit., p. 278. 
1238 Vid. De Tocqueville, A., y De Beaumont, G.: Del sistema penitenciario de Estados Unidos… 
ob. cit., p. 286; según los autores franceses, los jóvenes de buena conducta gozan de una serie de 
preorrogativas, entre las que se encuentra ser “los depositarios de las llaves más importantes de la casa; 
salen libremente del centro y abandonan sus puestos en los lugares de reunión sin necesidad de pedir 
permiso; se cree siempre en su palabra y se celebra el dia de su nacimiento. Todos los buenos no gozan de 





último contiene muchos de los elementos característicos del régimen penitenciario 
abierto, al estar basado en la relajación de los elementos de sujeción y el depósito de la 
confianza, por parte de la dirección del centro, en el internado.  
 
En el caso del Asilo para huérfanos y casa de corrección de Filadelfa
1239
, muy 
similar al de Nueva York, también podía observarse un régimen basado en los tres 
principios anteriormente mencionados. Además de la dedicación a la actividad 
laboral
1240
, también se observan elementos del sistema progresivo, basado en un sistema 
de premios y castigos. El establecimiento de Boston, casi un compendio de edificios 
penitenciarios
1241
, se distancia de la organización de sus hermanos, dulcificando alguno 
de los elementos disciplinares y regimentales. De este modo, “en Boston, los menores 
no son separados ni durante el dia ni durante la noche”1242, y entre las medidas 
disciplinarias no se cuentan los castigos corporales
1243





En Bélgica, la legislación sobre protección de la infancia abandonada y la 
corrección de menores delincuentes, tuvo un especial desarrollo durante el siglo XIX y 
                                                                                                                                                                                  
tales privilegios; pero cualquiera que pertenezca a una buena clase tiene derecho a algúna de estas 
prerrogativas”.  
1239 Sobre la apertura y puesta en marcha de la House of Refuge de Filadelfia, Vid. Sergeant, J.: An 
address delivered before at citizens of Philadelphia at the House of Refuge. Jesper Harding, Philadelphia, 
1828, passim.  
1240 Vid. De la Sagra, R.: Cinco meses… ob. cit., p. 224. 
1241 Según La Sagra, en Boston se aunaban en un bastión a la afueras de la ciudad, “la casa de 
pobres, la de corrección de adultos y la de reforma oara jóvenes delincuentes”, que pese a ser tres 
establecimientos diferentes, presentaban “un vasto frente con vista sobre el puerto y la campiña”. Cfr. De 
la Sagra, R.: Cinco meses… ob. cit., p. 256. 
1242 Cfr. De Tocqueville, A., y De Beaumont, G.: Del sistema penitenciario de Estados Unidos… 
ob. cit., p. 276. 
1243 Según la normativa de la House of Refuge de New York, “los castigos que pueden imponerse 
son el confinamiento en aislamiento por un tiempo limitado -asi como un confinamiento con dieta de pan 
y agua-, privación de diversiones, algúnos artículos favoritos de comida, algúnos privilegios o 
indulgencias -mediante la imposición de algún deber especialmente oneroso o fastidioso- y, por último, 
cuando fuere necesario, con castigos corporales”. Cfr. Ordinances and by-laws of the Western House of 
Refuge… cit., Capítulo IV, Artículo 6. En cuanto a la House of Refuge de Filadelfia, según el informe 
publicado en Porter, T.: Picture of Philadelphia from 1811 to 1831, giving an account of improvements of 
the city during this period. Volúmen II, Robert Desilver, Filadelfia, 1831, p. 414, se indica que la 
institución “intentaba evitar no solo las sentencias infamantes o dolorosas, que siguen al juicio y 
encárcelamiento, sino evitar el juicio y el encárcelamiento en sí”, a pesar de este carácter preventivo, los 
castigos corporales se siguieron aplicando en ella, si bien, “no atreviéndose a permitirlos expresamente, se 
limita a no defenderlos”. Cfr. De Tocqueville, A., y De Beaumont, G.: Del sistema penitenciario de 
Estados Unidos… ob. cit., p. 283 
1244 Vid. De Tocqueville, A., y De Beaumont, G.: Últ. ob. y loc. cit.; en el mismo sentido, De la 
Sagra, R.: Cinco años… ob. cit., pp. 262 y ss. 





principios del XX. Las Leyes de 27 de Noviembre de 1891, “son (…) la base de las 
llamadas Ecoles de bienfaisance, ó casas de reforma para jóvenes delincuentes, viciosos 
y abandonados”1245. La nación belga contaba a finales de siglo con establecimientos 
ejemplares para este objetivo, como fueron los de Beernem y Namur para mujeres 
menores de edad, y con los de Moll, Reckheim, Ruysselede, Saint Hubert y el cuartel 
especial de Gante para jóvenes varones. A estas instituciones fueron destinados: 
 
“1º. Los individuos menores de dieciocho años que habitualmente se dedican á la mendicidad y se 
les tiene en el concepto de vagabundos, los cuales permanecen en los establecimientos hasta su mayor 
edad. 2º. Los que no habiendo cumplido los dieciocho años son condenados á prisión, que por orden del 
Tribunal sentenciador, quedan también á disposición del Gobierno, hasta que igualmente llegan á la 
mayoría de edad. 3º. Los menores de dieciséis, que al cometer el delito obran con discernimiento. El 
poder á estos individuos á disposición del Gobierno, no tiene carácter de pena en el orden jurídico; 
tómese solamente como medida de educación”1246. 
 
La tendencia en España nuevamente se alejaba de los proyectos europeos y 
americanos. Las colonias agrícolas, al igual que la deportación, apenas fueron aplicadas. 
“Las corrientes -dice Salillas- no van por ese camino. La deportación, lejos de ser 
secundada por los países que no la tienen y que podrían implantar, decae en los que la 
han establecido. Nadie piensa hoy seriamente en colonizar con criminales”1247. La 
implantación de colonias agrícolas para jóvenes delincuentes, que habían sido halagadas 
en Francia, con Mettray
1248
, pasó en nuestro territorio sin pena ni gloria
1249
. Ninguno de 
                                                             
1245 Cfr. Cadalso, F.: Diccionario… II, ob. cit., p. 665. 
1246 Cfr. Cadalso, F.: Diccionario… II, ob. cit., p. 666. 
1247 Cfr. Salillas, R.: “Informe del Negociado…” ob. cit., p.185. 
1248 Tal y como explica Patricia O’Brien, “Mettray se había convertido, a mediados de siglo (XIX), 
en el modelo de granja de trabajo para jóvenes establecido en toda Europa, más notablemente en Bélgica 
y Alemania”. Cfr. O’Brien, P.: The Promise of Punishment… ob. cit., p. 131.  
1249 Aunque, a diferencia del caso debatido para los penados adultos, las colonias de menores 
penados tenían algúnos apoyos doctrinales. Así, Murcía de Santamaría, escribía que “son las únicas 
colonias por que nosotros abogamos, en las cuales no deben admitirme otros jóvenes que los que hayan 
sido declarados exentos de responsabilidad por los Tribunales de justicia, por haber obrado sin 
discernimiento, los viciosos y vagabundos á solicitud de la autoridad administrativa, y los hijos de familia 
cuyos padres lo soliciten, sin que ninguno de ellos pueda tener menos de siete años ni más de diez y seis; 
no pudiendo salir del establecimiento hasta que su director, única persona que como es natural podrá 
apreciarlo, dé cuenta á la autoridad que haya decretado su ingreso, de encontrarse en disposición de 
efectuarlo”. Cfr. Murcia de Santamaría, F.: Estudios Penitenciarios, Imprenta de Agapito Diez y Cia., 
Burgos, 1895, p. 144. Cadalso, partidario de la colonización penal, nos habla de las colonias agrícolas 
establecidas en otros países como ejemplo del tratamiento para los menores infractores, Cfr. Cadalso, F.: 
“El estado actual de nuestras Prisiones…” ob. cit., pp. 49-51. En nuestro pais cabe destacar la colonia 
industrial y agrícola establecida en 1907 en el Dueso y modificada más tarde por Real decreto, de 26 de 
enero, de 1912, de constitución del grupo penitenciario del Dueso, compuesto de la colonia industrial y 





los sistemas europeos, el Barrack Systeme o cuartelario y el Cottage Systeme o de 




La colonia francesa, fundada por Frédéric-Auguste De Metz en 1840, de la que es 
obligatorio hablar en nuestro estudio, “se encontraba emplazada en un distrito rural, a 
cerca de cinco millas de Tours, cuyo núcleo urbano se encuentra conectado por 
ferrocarril con Paris”1251. Fue creada, según explica Barnard, con dos propósitos 
principales: “1. Para ejercer una supervisión benevolente sobre los niños de corta edad 
que han sido absueltos de los delitos, a causa de su juventud, y  cuyo cuidado podía ser 
confiado por el Estado; para procurar a estos niños, emplazándoles en una institución de 
carácter agrícola, una educación moral y religiosa, al mismo tiempo que una instrucción 
elemental; para enseñarles un oficio; para acostumbrarlos a los saludables trabajos de la 
agricultura, y para procurarles un lugar al termino de su confinamiento, en el país, en las 
casas de los artesanos o pequeños granjeros. 2. Para vigilar la conducta de estos niños, y 
procurarles toda la ayuda y patrocinio tanto tiempo como lo necesitasen, o al menos 
durante tres años”1252. La colonia agrícola francesa se caracterizaba, de este modo, por 
un régimen de amor al trabajo como medio reformador, fuerte influencia de la ideología 
cristiana y el concepto de familia
1253
, asi como la ausencia de elementos de intimidación 
y encierro, esto es, por ser una campiña abierta
1254
. Nos encontramos ante un 
                                                                                                                                                                                  
agrícola creada en 1907 y de un Manicomio judicial. Vid. Martínez Alcubilla, M.: Diccionario... ob. cit., 
pp. 402 y ss. En la propia penitenciaria del Dueso, un año más tarde, en 1913, se establecería por Real 
Decreto, de 14 de enero, una sección para jóvenes vagabundos y vagos, recluidos en prisión preventiva, 
cuando no conviniese que estos continuaren su encierro en el Reformatorio de Alcalá de Henares, 
“excepto si por impedimento físico, inutilidad para el trabajo ú otra circunstancia, no conviniere su 
destino á la colonia”. Vid. Castejón, F.: La Legislación… ob. cit., pp. 397 y 403; el mismo: Comentarios 
científico-prácticos al Código Penal de 1870. Volúmen II, Tratado de la Responsabilidad. Reus, Madrid, 
1926, p. 422. Sobre la escasa acogida de las colonias agrícolas en España y, en particular, acerca de la 
Colonia Agrícola del Dueso, también Vid. Dorado Montero, P.: El Derecho protector… II, ob. cit., pp. 
263-267. 
1250 A excepción, como veremos más adelante, de la reforma promovida por el Real Decreto, de 18 
de mayo de 1915. 
1251 Cfr. Davenport Hill, M.: Mettray: A letter from the Recorder of Birmingham to Charles 
Bowyer Adderley. Cash, London, 1855, p. 3 
1252 Cfr. Barnard, H.: National Education… ob. cit., p. 533. 
1253 Vid. De Metz, F.A.: La Colonie de Mettray. Ad Mame et Cie, Batignolles, 1856, p. 1 ; al 
respecto, también Vid. Alanis, A.L.: “La experiencia de la Colonia de Menores Varones de Marcos Paz y 
la niñez vulnerable en Argentina, 1904-1924”, en Festini, P. (Coord.): Tres miradas en torno a infancia y 
sociedad. Universidad Nacional de Quilmes, Quilmes, 2007, p. 15. Sobre régimen particular de la 
Colonia de Mettray, Vid. In extenso, la pequeña obra del abogado de la Corte parisina Bonneville de 
Marsangi, L.: Mettray. Colonie pénitentiaire-Maison Paternalle. Henri Plon, París, 1866, passim. 
1254 Vid. Barnard, H.: National Education… ob. y loc. cit.; acerca de los datos preciosos y detalles 
sobre la colonia agrícola de Mettray, Vid. in extenso, Ducpetiaux, M: Mémoire sur l’establissement du 





antecedente de la prisión abierta, basado en el trabajo del campo, un régimen en el que 
las características propias de la prisión son atemperadas en beneficio de una mayor 
libertad y autorresponsabilidad del joven infractor. 
 
Ciertamente, este último hecho la diferenciaba de algunas otras instituciones que 
se habían implantado en Francia, como la prisión correccional para jóvenes La petite 
Roquette
1255
, inaugurada en 1836, y que según Foucault, se erige como la primera 
construcción arquitectónica donde se organizó el estilo celular de encarcelamiento en el 
país francés
1256. Según Patricia O’Brien, la prisión para jóvenes albergó a menores de 
edades comprendidas entre los seis y los dieciséis años
1257
, aunque también tuvo 
internos adultos hasta los veintiún años
1258
, y fue fuertemente criticada por sus métodos 
de tratamiento
1259
. Seguidamente, puede destacarse la institución de la fundación 
d’Orgeville, establecimiento que sirvió para albergar a jóvenes detenidos a principios 
del siglo XX, y que había funcionado con anterioridad a modo de asilo para 
huérfanos
1260
 con bastante buenos resultados, a diferencia de la Colonia industrial de 
Bologne, de carácter privado y cuyo régimen se basaba en la permisividad hacia los 
muchachos internados
1261
. Para las féminas, no obstante, las colonias agrícolas no 
parecían un destino adecuado, por lo que a partir de 1850 se crearon nuevas 
                                                                                                                                                                                  
pénitencieur central pur les jeunes délinquants. Ministerio de Justicia de Belgica, Bruselas, 1849, y el 
mismo: Colonies Agricoles, écoles rurales et écoles de réforme pour les indigents, les mendiants et les 
vagabons et specialiment pour les enfants des deux sexes en Susse, en Alemagne, en France, en 
Anglaterre, dans Pays-Bas et en Belgique. Ministerio de Justicia de Bélgica, Bruselas, 1851, p. 55 y ss., 
cuyas anotaciones acerca de Mettray se encuentran incluidas en la obra de Barnard; y previamente aunque 
de modo menos detallado, la obra de Maconochie, A.: Crime and Punishment: the mark system, framed to 
mix persuasion with punishment, and make their effect improving, yet their operation severe. J. Hatchard 
and son, London, 1846, pp. 69-74.  
1255 Acerca de la historia y los detalles de la prisión de jóvenes francesa, Vid. Bonneron, G.: Notre 
Régime Pénitentiaire: Les Prisons de Paris. Maison Didot, Paris, 1897, pp. 211-215. 
1256 Vid. Foucault, M.: Vigilar y Castigar… ob. cit., p. 237; acerca del sistema celular de la prisión 
correccional para jóvenes, Vid. O’Brien, P.: The Promise of Punishment… ob. cit., pp. 128 y ss.  
1257 Vid. O’Brien, P.: The Promise of Punishment… ob. cit., p. 125. 
1258 Vid. Bonneron, G.: Notre Régime Pénitentiaire… ob. cit., p. 216. 
1259 Sobre la influencia de la religión y los métodos educativos de la prisión, Vid. Bonneron, G.: 
Notre Régime Pénitentiaire… ob. cit., pp. 219 y ss. 
1260 Sobre esta institución en la que también se desarrollaban trabajos agrícolas, Vid. “La fundación 
d’Orgeville (una buena obra)”, en Revista Penitenciaria, Año I, Tomo I, Eduardo Arias, Madrid, 1904, 
pp. 299-303. En este artículo se explica que el establecimiento se encontraba dividido en 3 secciones, en 
las dos primeras se desempeñaba fundamentalmente la educación y preparación del menor, mientras que 
en la tercera se “viene á constituir una preparación para establecerse con arraigo en la vida libre como 
buenos agricultores ó como criados de labor” (p. 301). 
1261 Al respecto, Vid. el artículo anónimo “La colonia industrial de Bologne (una mala obra)”, de la 
Revista Penitenciaria, Año I, Tomo I, Eduardo Arias, Madrid, 1904, pp. 303-307.   







, con un régimen de reclusión más relajado, parecidas a 




Acerca de la implantación de estos sistemas en nuestro país, la disposición más 
importante fue el Real decreto, de 18 de mayo, de 1915
1264
, con la impronta doctrinal de 
Cadalso
1265
, intento tardío de aplicar las modas europeas y norteamericanas
1266
. Se 
indica en la norma que los sistemas regimentales aplicables en las escuelas industriales 
y colonias agrícolas son esencialmente educativos, además de correctores por tratarse de 
delincuentes, basados en el sistema de separación por edades
1267
 y en el régimen 
progresivo de castigos y recompensas
1268
. Además de ello, el decreto ordena la creación 
de una Escuela Industrial de jóvenes y la Colonia agrícola de jóvenes
1269
 de hasta 
veintitrés años de edad
1270, como “centros de reforma tutelar y acción educadora a favor 
de los jóvenes delincuentes sentenciados a penas aflictivas y a las de presidio y prisión 
correccionales”1271. 
                                                             
1262 Según explica Cadalso, “Francia tiene la Ley 5 de Agosto de 1850, la Instrucción de 28 de 
abril de 1858, con varias Ordenes ministeriales y Circulares de la Dirección del ramo para el régimen 
interior de las instituciones de que venimos hablando, y cuenta con ocho de carácter público, entre los que 
se encuentra la marítima ó naval de Belle-Isle en Mer (departamento de Morbihan), establecida en la 
goleta Sirena, y la importante colonia agrícola de Saint Hilare (departamento de Vienne) y 13 de 
iniciativa privada, entre ellas Mettray (Indre et Loire), Saint Fargeau (Haute-Vienne) y Ste. Foy 
(Dordogne), todas ellas para hombres. Para mujeres existe, como pública ó de carácter oficial, la de 
Dullens (Somme), y siete debidas á la acción privada”. Cfr. Cadalso, F.: Diccionario… II, ob. cit., p. 666. 
1263 Acerca de las mismas, O’Brien, P.: The Promise of Punishment… ob. cit., p. 139 y ss. 
1264 Esta normativa se encuentra transcrita en Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., 
pp. 523-527. Al respecto, también Vid. Castejón, F.: Comentarios… ob. cit., p. 423; y De las Heras, J.: La 
juventud delincuente… ob. cit., pp. 71-77. 
1265 Cadalso reconoce su participación en la elaboración del Real decreto firmado por el por 
entonces Ministro de Gracia y Justicia Manuel de Burgos y Mazo, cuando refiere que “la parte que 
tuvimos en la elaboración del referido decreto nos veda elogiarle”. Cfr. Cadalso, F.: Instituciones 
Penitenciarias… ob. cit., p. 533.  
1266 El propio decreto menciona los dos sistemas en su exposición de motivos: “en cuanto a 
establecimientos, se proponen dos sistemas que son los seguidos en Europa y América: el de edificio 
único, en el cual han de albergarse dentro del mismo recinto todos los internos, y el de pabellones 
separados, capaz cada uno para contener de 20 a 25 como maximum”. 
1267 A tenor de lo dispuesto en el artículo 8º del Real decreto, “los internos se dividirán en tres 
secciones por razón de su edad. Formarán la primera los comprendidos entre quince y diez y ocho años; 
constituirán la segunda los de diez y ocho a veintiuno; pertenecerán a la tercera los de veintiuno a 
veintitrés”.  
1268 Vid. Real decreto, de 18 de mayo, de 1915, Exposición de motivos. 
1269 Cfr. Real decreto, de 18 de mayo, de 1915, Artículo 2. 
1270 Vid. Real decreto, de 18 de mayo, de 1915, Artículo 6, por el que “queda prohibida 
terminantemente la permanencia en la institución de todo recluso mayor de veintitrés años. Cuando un 
menor llegue a esta edad y no haya extinguido el total del tiempo de su condena, el director de la Escuela 
lo pondrá sin dilación en conocimiento del Director general de Prisiones, para queéste ordene su 
inmediato traslado al reformatorio de adultos de Ocaña, en conformidad al número 2º del art. 2 del Real 
decreto de 30 de octubre de 1914”. 
1271 Cfr. Real decreto, de 18 de mayo, de 1915, Artículo 1. 





Como ejemplo de colonia agrícola, en 1910 apareció en nuestra geografía la 
Escuela Agrícola de Plegamans, que más tarde sería cedida en 1917 por la Junta de 
patronato a la de protección de la infancia. Su organización estructural era parecida a la 
de una típica masía catalana, con un régimen de trabajos basado en la labores de la 
tierra y cría de ganado. La institución carecía de reglamento o norma jurídica 
destacable, dependiendo exclusivamente de la dirección de la Junta de patronato
1272
. 
También podemos aportar los datos recogidos por José De las Heras acerca del 
Campamento de Yeserías
1273
, o la Colonia Benéfica de Trabajo, fundada en 1922 por el 
gobernador civil de Madrid, el Marqués de la Frontera, para albergar vagabundos y 
abandonados sin límite de edad, cuyos internos aceptaban voluntariamente el régimen 




En la España de finales del siglo XIX y principios del XX se apostó por la 
Escuela de Reforma como nuevo centro de internamiento para los menores delincuentes 
hasta la llegada del sistema reformatorio.  
 
En 1852, se inició de la mano de Melchor Ordoñez un proyecto en Madrid para la 
creación de “un establecimiento intermediario entre la escuela y la cárcel, para acoger á 
los niños vagabundos y á los que sus padres ó tutores quisieran enviar por via de la 
corrección”1275. La infraestructura contaba, gracias a los diseños del arquitecto Bruno 
Fernández de Ronderos, con departamentos separados para ambos sexos, así como una 
                                                             
1272 Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., pp. 544 y 545.  
1273 Vid. De las Heras, J.: La vida del niño delincuente… ob. cit., pp. 248 y ss.; no se trataba de un 
establecimiento en sí mismo, si no más bien en un campamento de distribución, receptor de los menores 
que más tarde serían enviados a los Asilos y Colonias de trabajo. Podemos comparar el Campamento de 
Yeserías con las casas de detención para la Juventud de Inglaterra o Remand Homes, cuya misión también 
era la de ser una “caja de distribución. Los niños menores de diecinueve años, que han cometido un 
delito: robo, mendicidad ó vagabundaje, ó los que abandonados por sus padres han sido llevados ante el 
juez, son allí vigilados hasta que la policía adquiere informes sobre el joven ó la familia y el tribunal 
sentencia”. Cfr. Del Rio Urruti, F.: “Las Casas de detención para la Juventud en Londres (Remand 
Homes)”, en Revista Penitenciaria, Año IV, Tomo IV, Eduardo Arias, Madrid, 1907, p. 686. 
1274 José de las Heras también se muestra favorable al régimen de las Colonias agrícolas y de 
trabajo, no obstante, es critico con la institución: “La idea de Colonia, en principio, es digna de todo 
encomio y, acaso, con el tiempo, pueda resultar una institución muy apreciable; pero, en los primeros 
meses de su funcionamiento, que fue cuando la visitamos durante algúnos días, observamos algúnos 
detalles de organización, esenciales, que no respondían a la modalidad que debe presidir esta clase de 
instituciones (…). El sistema de trabajo tampoco resulta el más adecuado para muchachos a quienes hay 
que poner en condiciones de lucha, para ganarse el sustento honradamente…”. De las Heras, J.: La vida 
del niño delincuente... ob. cit., pp. 251 y 252. 
1275 Cfr. Salillas, R.: “Casa de corrección para jóvenes (historia de un proyecto)”, en Revista 
Penitenciaria, Año I, Tomo I, Entrega 1ª, Eduardo Arias, Madrid, 1904, p. 212. 





separación por edades de los dormitorios, escuelas y talleres, distinguiéndose entre 
mayores y menores de catorce años
1276
. Casi diez años más tarde, el proyecto es 
cancelado debido a un “escrúpulo jurídico”: el dictamen realizado por el Consejo de 
Estado, con fecha de 11 de Junio de 1862
1277
. En dicho dictado, ante la consulta acerca 
de establecer casas de corrección para menores en situación de desamparo o 
mendicidad, para su posterior educación en el internamiento, el Consejo de Estado 
resolvió lo siguiente: 
 
“1º. Que no esta facultado el Gobierno para acordar la detención de los mayores de nueve años y 
menores de quince que, habiendo ejecutado actos que constituyen delito cuando media discernimiento, 
son declarados irresponsables por los Tribunales. 
2º. Que no es necesario ni conveniente provocar una medida legislativa que conceda aquella 
facultad al mismo gobierno ó á sus delegados. 
3º. Que tampoco pueden las autoridades detener en casa de corrección á los mendigos menores de 
catorce años, ni sería justo que se les confiriese la facultad de verificarlo, debiendo dichos menores ser 
destinados á los establecimientos de beneficencia. 
4º. Que cualquiera disposición que faculte á los padres ó tutores á acordar la detención de sus 
hijos en establecimientos públicos destinados á este objeto, debería formar parte del Código civil, para 
que resulte en armonía con las demás prescripciones del mismo Código, cuya publicación es 
urgente”1278. 
 
En un momento de reforma penal y penitenciaria en España, el dictamen del 
Consejo de Estado supone un paso hacia atrás
1279
. La resolución aleja de la realidad 
práctica cualquier pretensión estatal de realizar instituciones dedicadas a la educación 
del joven delincuente, acotándose, de este modo, la actuación penal en la materia, 
                                                             
1276 Vid. Salillas, R.: “Casa de corrección…” ob. cit., p. 214. 
1277 Al respecto, también Vid. Teijón, V.: Colección… ob. cit., p. 15; De la Vega Armijo, M.: 
Memoria sobre el establecimiento en Madrid de una casa de educación correccional para jóvenes. Real 
Academia de las Ciencias Morales y Políticas, Madrid, 1880, passim, donde se explica el proceso del 
proyecto: “Había a la sazón una casa, propiedad del Estado, en la calle de Toledo, frente al Matadero, 
conocida con el nombre de Casa de Pabellones, que estaba, por cierto, abandonada, y propuse al entonces 
Ministro de la Gobernación, señor Posada Herrera, la creación de un establecimiento semejante a otro 
que, el Municipio de Barcelona, había creado a sus expensa”; sobre la Memoria del Marqués de Armijo, 
también Vid. De las Heras, J.: La vida del niño delincuente… ob. cit., pp. 225 y ss.; más recientemente, 
Vid. “El Marqués de la Vega de Armijo”, en Revista Penitenciaria, Año V, Tomo V, Eduardo Arias, 
Madrid, 1908, pp. 460-464; Roca, T.: História de la obra… ob. cit., p. 53; y también, más recientemente, 
García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 86. 
1278 Cfr. Salillas, R.: “Casa de corrección…” ob. cit., pp. 215 y 216. 
1279 En palabras de Salillas, “cerró el camino á la reforma, limitándola tanto, que resultaba 
irrealizable, y nula en cierto modo la intervención tutelar del Estado. Vió el abuso y no la utilidad: así, 
sabiamente dictó medidas para hacer el abuso muy dificil”, Cfr. Salillas, R.: “Casa de corrección…” ob. 
cit., p. 215. 





derivándose completamente hacia la rama civil o benéfica. El dictamen extingue la 
posibilidad de prevención en los jóvenes comisores de delitos menores, o sin familiares 
que puedan ocuparse de ellos, que, “por el contrario, recogidos y tratados por alguna 
institución privada ó por la administración pública, tienen mayores probabilidades de 
escapar á su criminal destino”1280. Asistencialismo versus correccionalismo. La acción 
tutelar del estado, predominante en materia de menores en las naciones europeas del 
siglo XIX, queda supeditada a la acción tutelar civil en España. El Estado muestra una 
tendencia a desentenderse del joven infractor, dejando en manos de los familiares y 
tutores las potestades del encierro del mismo. Al respecto, el tenor de la resolución se 
pronunció con un proyecto de ley: 
 
5º. Que si esto no obstante, el Gobierno considera urgente conceder á los padres y tutores la 
facultad de que habla la conclusión anterior, podría extenderse el correspondiente proyecto de ley, en los 
términos que siguen: 
Articulo primero. El Gobierno establecerá casas de corrección paterna para varones menores de 
edad, en los puntos del Reino que considerase necesario. 
Art. 2º. Los padres de familia podrán destinar á estas casas por via de castigo á sus hijos varones 
de nueve años y menores de catorce; pero necesitarán el asentimiento y la aprobación de una Junta de 
parientes, cuando la esposa existente del padre no fuese madre del menor. 
Las detenciones de estos menores, acordadas por el padre sólo ó con el concurso de la Junta de 
parientes, no podrán exceder de treinta días sin interrupción, pero sí imponerse dos ó más veces en el 
espacio de un año, siempre en todo él no resulte detenido el menor más de sesenta días. 
Art. 3º. Los padres de familia podrán también destinar á las mismas casas á sus hijos mayores de 
catorce años y menores de veinte; pero necesitarán el asentimiento y aprobación de una Junta de 
parientes, cuando la esposa existente del padre no fuese madre del menor. 
Las detenciones de los menores á que se refiere el párrafo anterior, acordadas por el padre sólo ó 
con el concurso de una Junta de parientes, no podrán exceder de tres meses sin interrupción, pero si 
imponerse dos ó más veces en el espacio de un año, siempre que en todo él no resulte detenido el menor 
más de seis meses. 
Art. 4º. Los tutores podrán, igualmente, resolver la detención de sus pupilos varones en las casas 
de corrección; pero esta detención no se llevará á efecto en caso alguno sin el consentimiento y 
aprobación de la referida Junta. 
Las detenciones de los jóvenes á que se refiere este artículo no podrán exceder de cuarenta y 
cinco días sin interrupción, pero si imponerse dos ó más veces en el espacio de un año, siempre que en 
todo él no resulte detenido el menor más de noventa días. 
                                                             
1280 Cfr. Stranss, P.: “La escuela de reforma”, en Le Figaro, 13 de septiembre de 1904, reproducido 
en Revista Penitenciaria, Año I, Tomo I, Entrega 1ª, Eduardo Arias. Madrid, 1904, p. 227. 





(Del art. 6º al 13 inclusive comprende la organización de la Junta de parientes y las formalidades 
para sus acuerdos). 
Art. 15. El padre ó tutor podrán en todo caso remitir ó disminuir la pena impuesta al menor, sin 
que para ello sea necesaria la concurrencia de la Junta de parientes. 
Art. 16. La manutención, la asistencia y la enseñanza de los detenidos serán de cuenta de los 
mismos ó de sus familias. Cuando aquéllos y éstas fuesen pobres, se abonarán de fondos públicos los 
gastos que por todos conceptos ocasionen los primeros. 
Art. 17. En ningún caso suplirán las cárceles y establecimientos penales existentes, á las casas de 
corrección paterna, únicas á que por disposición de los padres o tutores podrán ser destinados en la 
forma que prescribe esta ley, los menores á quienes la misma se refiere. 
Art. 18. Los reglamentos determinarán lo que convenga respecto al régimen y gobierno de las 
casas de corrección paterna”1281.  
 
El proyecto instaura la supremacía de lo privado frente a una labor tímidamente 
asistencial del Estado. Se olvida al ente público, queda relegado, no se tiene en cuenta 
que éste “tiene el deber de dar educación, supliendo la deficiencia ó incuria de los 
padres”1282. Las garantías establecidas para evitar el abuso de los familiares pierden su 
valor frente a la perdida absoluta de garantías procesales y penales de la que hace gala la 
resolución. No hay más limite a la corrección paterna que la Junta de parientes, cuando, 
como afirma Stranns, “el internamiento correccional debería ser la excepción”1283. 
Finalmente, los menores infractores continuarán yendo a las cárceles del reino, la casa 
de corrección paterna es tan solo una institución discrecional sin el apoyo del Estado. 
Otros proyectos, como el de establecer una penitenciaria para jóvenes, dirigido por 
Francisco Lastres en 1875
1284
, tuvieron que esperar hasta la autorización de la 
construcción de las escuelas de reforma en 1883.  
                                                             
1281 Vid. Salillas, R.: “Casa de corrección…” ob. cit., pp. 216 y 217. 
1282 Cfr. Ground, S.: “El buen alcalde”, á D. Francisco Silvela, en Revista Penitenciaria, Año II, 
Tomo II, Eduardo Arias, Madrid, 1905, p. 68. 
1283 Cfr. Stranss, P.: “La escuela…” ob. cit., p. 228. 
1284 Vid. Real Orden, de 29 de diciembre, de 1875. Sobre este proyecto escribiría Concepción 
Arenal, con el título de “Penitenciaria para jóvenes delincuentes”, en el que reproducía la circular de 
Francisco Lastres, con el tenor siguiente: “Conocidos de todos es el mal estado en que se encuentran 
nuestros establecimientos penitenciarios, verdaderas escuelas de criminales, en lugar de casas de 
corrección. Dificultades que es del caso explicar han impedido hasta ahora acometer por completo la 
reforma cárcelaria; pero mucho puede mejorarse sin gravar á la Administración. Las más notables 
penitenciarias de jóvenes que hay en el extranjero se deben á la iniciativa particular. Mettray, Val 
d’Yévre, Citeaux, Stanz, Ruysselede, Beermen y otras muchas casas de reforma, europeas y americanas, 
prueban lo que puede conseguir la iniciativa privada cuando los homres se reúnen, sin exclusivismos de 
ninguna clase, para hacer bien á sus semejantes. 
Siguiendo el ejemplo de otras naciones, los que suscriben, autorizados por Real orden de 29 de 
Diciembre de 1875, han ideado crear en Madrid una cárcel y correccional para jóvenes menores de 





En nuestra geografía existieron dos Asilos de corrección, o Escuelas de Reforma, 
que merecen un estudio más pormenorizado: La Escuela de Reforma de Santa Rita y el 
Asilo Toribio Durán de Barcelona
1285
. Ambas instituciones iniciaran un periodo en el 
que las nuevas corrientes de la reforma penitenciaria comienzan a aplicarse al joven 
infractor. En los términos de Salillas, “la gran reforma educadora, la que se propone 
rectificar las depravadas tendencias en la materia plástica de los espíritus jóvenes (…), 
aparece iniciada en la Escuela correccional de Santa Rita y en el Asilo Toribio Durán de 
Barcelona…”1286.   
 
El estatuto jurídico del primero de ellos, la Escuela de Reforma de Santa Rita
1287
, 
surgiría por mandato dispuesto en la Ley de 4 de enero de 1883, para la autorización a 
                                                                                                                                                                                  
veintiún años, en cuyo establecimiento á la vez que sufran la detención ó la pena impuesta, recibirán 
instrucción elemental y religiosa, aprenderán el oficio los que no lo tengan, y se perfeccionarán en el suyo 
los que ingresen solo con rudimenos. Con una sistema religioso, racional y científico se conseguirá 
indudablemente separar del camino del crimen y de la deshonra á los jóvenes que hoy, por falta de medios 
á propósito, salen de las cárceles convertidos en verdaderos y temibles criminales. 
No llenará esta sola indicación el establecimiento que se proyecta. En estos tiempos en que toda 
autoridad se analiza y todo poder se discutee, parece como que se han debilitado los vínculos de la 
familia, y muchos hihos desconcoen todo el respeto y sumisión debidos á los padres. En vano se emplean 
las reflexiones, las amenazas y castigos domésticos; todo es inútil para ciertos jóvenes, que creen ser más 
hombres mientras más deptravada sea su conducta. Cuando las cosas llegan á ese extremo, preciso es 
venir en apoyo del padre ó de la madre impotente dentro de su hogar. En el establecimiento habrá celdas, 
completamente separadas de los departamentos que ocupen los presos, y en ellas ingresarán los hijos 
menores de edad que, con intervención judicial envíen los padres. Dedicado al estudio, al trabajo y á la 
meditación, se corregirá indudablemente el hijo rebelde que, si aún no es criminal, puede llegar á serlo si 
á tiempo no se modifica su conducta. El ingreso en el asilo de corrección no constará en ningún libro ni 
documento, pues se tratará de facilitar la enmienda, no de marcar á nadie con el sello del criminal. 
El pensamiento que nos congrega ha merecido la protección de S.M. el Rey, S.A. la Princesa de 
Asturias, la Excma. Diputación provincial y el Excmo. Ayuntamiento de esta capital, que se han suscrito 
por sumas de importancia. 
Conocida la idea, se comprenderá fácilmente las ventajas que ha de reportar la creación del 
correccional que se proyecta, y los que suscriben esperan que usted, dando una prueba más de sus 
generosos sentimientos, se dignará contribuir á la realización del mismo, suscribiéndose con la suma que 
creyere oportuno, y por ello le anticipan las gracias en nombre de la caridad…”. Cfr. Arenal, C.: 
“Artículos sobre la Beneficencia y Prisiones”, en Obras Completas, XX, 3º, Madrid, 1900, pp. 194 y ss. 
Al respecto, también Vid. De las Heras, J.: La vida del niño delincuente… ob. cit., p. 223; y recordando el 
texto de Concepción Arenal, más recientemente Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes... ob. cit., pp. 
76-78; al respecto, también Vid. Castejón, F.: Comentarios… ob. cit., p. 398. 
1285 Eduardo Dato las tildó de “dos pequeñas, aunque notabilísimas instituciones”, respecto a las 
escuelas de reforma que se establecían en el resto de Estados europeos y Norteamerica; Vid. Dato, E.: 
“Las instituciones reformadoras...” ob. cit., p. 26. 
1286 Cfr. Salillas, R.: “Informe del Negociando…” ob. cit., p.120. 
1287 El surgimiento de la Escuela de Reforma de Santa Rita fue un proceso de larga gestación, y 
principalmente debido a los esfuerzos de Francisco Lastres, quien, como ya expusimos, vió sus intentos 
anteriores de conformación de una penitenciaria para los menores infractores frustrados. Desde 1875 
Lastres y la Junta de Patronato comenzarón a idear el levantamiento de la casa de corrección. Al respecto, 
Vid. Aya-Robla: La Escuela de Reforma De Santa Rita, situada en Carabanchel Bajo, historia de la 
fundación, reseña de los edificios y locales, su actual constitución, régimen y resultados obtenidos. Hijos 
de M.G. Hernández. Madrid, 1906, pp. 7 y ss.; las principales razones para la iniciarón del proyecto 





la Junta de Patronos que venía en tendiendo en el proyecto crear una Penitenciaría, 
para establecer un Asilo de corrección paterna y una Escuela de reforma donde 
reciban educación correccional los menores de dieciocho años, fue recopilado por 
Cadalso en su Diccionario
1288
. Denominada por Zarandieta como “la primera ley que 
aparece en nuestro país e inicia la creación de casas de reforma y corrección”1289, 
destacamos algunos artículos especialmente interesantes para nuestro estudio de las 
instituciones de menores del siglo XIX. 
 
En primer lugar, a diferencia de los hospicios, que fueron poco a poco derivando 
su actividad a una causa completamente asistencial, la Escuela de Corrección, se erige 
en nuestro país como un establecimiento penitenciario exclusivamente de jóvenes. Debe 
indicarse que, prácticamente desde la extinción de los Toribios, no se había establecido 
en España ningún establecimiento con esta finalidad exclusiva, a excepción de la 
cobertura que los departamentos de corrección de los hospicios ofrecieron desde el siglo 
XVI.  La Ley de 4 de enero de 1883 realiza una clasificación de los jóvenes internos que 
serán dirigidos a este establecimiento en tres categorías
1290
, a saber: 
 
“Por ahora sólo podrán tener ingreso en el Establecimiento: 
1º. Los jóvenes viciosos sin ocupación ni medios lícitos de subsistencia, menores de dieciocho 
años, de la provincia de Madrid. 
2º. Los hijos de familia menores y los que se hallen bajo tutela ó curatela, que sean objeto de 
corrección de sus padres ó guardadores, siempre que éstos tengan domicilio fijo en la provincia de 
Madrid. 
3º. También podrán ser destinados al Establecimiento los mayores de nueve años que, con arreglo 
a las disposiciones vigentes del Código penal, ó que rigiesen en lo sucesivo, sean objeto de declaración 
                                                                                                                                                                                  
presentadas por Lastres, según transcribe el autor del periódico el Popular, de 22 de noviembre de 1875, 
fueron el intento de imitar “lo mucho y lo bueno que hay en el extranjero para corregir á los jóvenes 
delincuentes, mientras que aquí no tenemos más que el inmundo lugar llamado patio de los micos en el 
Saladero”; al respecto, también Vid. De las Heras, J.: La vida del niño delincuente… ob. cit., p. 265. 
1288 Vid. Cadalso, F.: Diccionario… I, ob. cit., p. 87; el mismo: Instituciones Penitenciarias… ob. 
cit., pp. 547-549; también en Valdés Rubio, J.Mª.: Derecho penal… II, ob. cit., pp. 190-192; y Martínez 
Alcubilla, M.: Diccionario... ob. cit., p. 363; y, por último en Castejón, F.: Comentarios científico-
prácticos al Código Penal de 1870. Volúmen II, Tratado de la Responsabilidad. Reus, Madrid, 1926, pp. 
316-318.  
1289 Cfr. Zarandieta Mirabent, E., y Anguera de Sojo, J.: De Criminalidad… ob. cit., p. 23. 
1290 Vid. Zarandieta Mirabent, E., y Anguera de Sojo, J.: De Criminalidad… ob. cit., pp. 24 y 25. 





expresa de irresponsabilidad criminal, por haber obrado sin discernimiento, en causas seguidas dentro 
del territorio de la Audiencia de Madrid”1291. 
 
A pesar del ámbito penitenciario que parece sostener la Escuela de Reforma, esta 
fue entendida más bien como un centro subsidiario, de carácter correccional, para 
aquellos jóvenes díscolos
1292
 sometidos a encierro por via de la corrección paterna
1293
, y 
aquellos otros que, por entenderse incompleta su responsabilidad penal en los hechos 
cometidos, no eran aptos para el ingreso en los presidios y cárceles de la Villa de 
Madrid. Esta consideración nos ayuda a entender, a tenor de lo expresado por la propia 
Ley, la relajación de los elementos punitivos y de las costumbres segregativas 
penitenciarias propias de la época
1294
. Como resultado, los asilos de corrección, pese a 
ser útiles como escuelas de aprendizaje
1295
, no terminaron de conformarse como 
verdaderos centros penales de internamiento para los menores infractores. De nuevo nos 
encontramos con el binomio asistencia-castigo que impera en la historia penal y 
penitenciaria del menor, y que ha sido expresado por García Méndez como una mezcla 
de los conceptos compasión-represión
1296
. En consecuencia, como acertadamente ha 
                                                             
1291 Cfr. Ley de 4 de enero de 1883, autorizando á la Junta de Patronos que venía en tendiendo en 
el proyecto crear una Penitenciaría, para establecer un Asilo de corrección paterna y una Escuela de 
reforma donde reciban educación correccional los menores de dieciocho años, Artículo 3, apartados 1, 2 
y 3. 
1292 Según expone Zarandieta Mirabent, “buena parte de los corrigendos la consituyen muchachos 
de familias acomodadas”. Vid. Zarandieta Mirabent, E., y Anguera de Sojo, J.: De Criminalidad... ob. cit., 
p. 28. 
1293 La detención de los menores no emancipados podía ser acordada por los padres de los mismos, 
con base a lo dispuesto en los artículos 156 y 158 del Código Civil. Esta detención tendrá lugar en los 
establecimientos prefijados en la Real Orden, de 12 de Marzo, de 1891; Vid. Cadalso, F.: Diccionario… 
II, ob. cit., p. 37. El aspecto civil y la importancia que en nuestro derecho tuvo este medio de 
internamiento se demuestra en la propia normativa. En su artículo 6 de la Ley de 4 de enero de 1883, se 
indica que “entre tanto que se publique una ley especial de corrección paternal, ó se consignen sus 
disposiciones en el Código civil, tendrá competencia para resolver sobre la petición de los padres ó 
guardadores el Juez municipal del distrito, á tenor de cuanto se disponga en el Reglamento para la 
ejecución de la presente ley. En cuanto á los jóvenes viciosos vagabundos, decidirá la Autoridad 
administrativa con sujeción á los tramitantes que se establezcan en el mencionado Reglamento”.  
1294 Destacamos, al respecto, lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley de 4 de enero de 1883, donde el 
habitual distanciamiento que se impone a los establecimientos de reclusión sufre una considerable 
disminución. En este precepto se dispone que “el Establecimiento se construirá, en cuanto sea compatible 
con el objeto á que se destina, á la mayor proximidad de Madrid”. 
1295 Vid. Zarandieta Mirabent, E., y Anguera de Sojo, J.: De Criminalidad... ob. cit., p. 33. 
1296 Pese a lo obsoleto de sus tesis, aún favorables a las antiguas concepciones revisionistas sobre 
el nacimiento de la pena privativa de libertad, tomamos este concepto de su obra, por lo apropiado para 
nuestra argumentación,en la que una de las máximas principales que han identificado la ejecución penal 
para los menores ha sido la oscilación entre el proteccionismo, casi a modo de caridad, mezclado con 
periodos en los que la minoría de edad no era impedimento alguno para la completa imposición de la pena 
como si de un adulto se tratase. Acerca de esta expresión, Vid. in extenso García Mendez, E.: “Bases para 
una reconstrucción-deconstrucción…” ob. cit., passim. 










a) Penal: con una sección destinada a los jóvenes delincuentes. 
b) Civil: o departamento destinado a la corrección y educación paterna. 
 
En consonancia con la tradición en cuanto a la regencia y titularidad de las 
instituciones de corrección y encierro de menores, la Escuela de Reforma tiene un 
carácter privado, dejando su regencia a la Junta de Patronos en cuya iniciativa se 
engendró
1298
. En este aspecto, la semejanza con los actuales centros de menores de 
carácter privado es acusadamente coincidente, estableciéndose también un control 
estatal a la iniciativa particular que controla estos establecimientos. 
 
Finalmente en 1891, cuando la revolución de los Tribunales tutelares era 
inminente y su ubicación en tierras trasatlánticas comenzaba a echar raíces, en España 
se reglamentaba la amplia tradición, reflejo neerlandés de las primeras casas de 
corrección del siglo XVI, de la corrección paterna. Por Real Orden, de 12 de marzo de 
1891, se reglamentaba el destino de los jóvenes díscolos cuyos familiares habían 
decidido su encierro institucional
1299
. En realidad, la Real Orden acerca del lugar de 
internamiento de los jóvenes díscolos no supuso ningún avance, más bien al contrario, 
añadiendo más papel mojado a una ya de por si confusa legislación de menores, que no 
terminaba de enfocar la verdadera naturaleza del encierro de los jóvenes en el marco 
civil asistencial o penal correccional. 
  
                                                             
1297 Vid. Zarandieta Mirabent, E., y Anguera de Sojo, J.: De Criminalidad... ob. cit., p. 24. 
1298 Así se expone en el artículo 4 de la Ley citada, como sigue: “El Establecimiento tendrá 
carácter privado, será regido por la Junta de Patronos, bajo la inspección y vigilancia del Gobierno, y 
en su caso de los Tribunales, y conservará su carácter aún cuando obtuviese subvención del Estado. La 
provincia y el Municipio contribuirán con un auxilio permanente, que se consignará en sus respectivos 
presupuestos, y estarán representados en la Junta de Patronos por el Presidente de la Diputación y por 
el Alcalde Presidente del Ayuntamiento ó por un individuo de su seno, los cuales tendrán la 
consideración de Vocales natos”. Del mismo modo, la Ley autoriza en forma de mandato a la Junta de 
Patronos la creación de un Reglamento “para la ejecución de esta ley, que será sometido á examen y 
aprobación del Gobierno, el cual dictará, por conducto del Ministerio de la Gobernación, las 
disposiciones necesarias para el cumplimiento de la misma”, Artículo 8 de la Ley citada. 
1299 Vid. Castejón, F.: La legislación penitenciaria… ob. cit., p. 404. 





“Ilmo. Sr.: Visto el expediente instruido en este Ministerio á instancia del Presidente de la 
Audiencia de Madrid, con motivo de la diversidad de criterio observada por los Jueces municipales de 
esta Corte para la aplicación del art. 156 del Código civil vigente: 
Resultando que los precitados Jueces municipales, al cumplir el precepto legal antes mencionado, 
unos han venido autorizando con su Vº. Bº. las ordenes del padre ó de la madre que han impuesto á sus 
hijos la corrección para que están autorizados por la ley, mientras que otros se han negado á hacerlo 
por no existir establecimiento destinado al efecto donde la corrección pueda hacerse efectiva: 
Considerando que, aunque no existan todavía establecimientos ó institutos correccionales 
destinados expresamente al objeto, se encuentran en todo su vigor los derechos que el artículo 156 del 
Código civil concede al padre ó la madre, cuya autoridad es necesario sostener, sin que puedan tampoco 
suspenderse bajo ningún motivo, siendo como son tales derechos, según el epígrafe del capítulo donde el 
artículo se halla contenido, uno de los efectos de la patria potestad respecto á las personas de los hijos: 
Considerando que de cumplirse la corrección de que se trata en establecimientos de índole 
distinta de aquel en que el legislador ha querido que se cumpla, podría obtenerse un resultado 
contraproducente al objeto y fin de la corrección, por lo peligroso que podría ser para el corregido el 
contacto mayor ó menor en las cárceles y establecimientos penales, ya  con delincuentes sometidos á 
proceso, ya con rematados que cumplan su condena: 
Considerando, por lo tanto, que es preciso arbitrar un medio que evite semejantes peligros á 
jóvenes en quienes, por no mostrarse aún una naturaleza perversa, los pequeños vicios y extravíos 
pueden fácilmente modificarse y desaparecer con la educación, la enseñanza y la corrección prudente y 
hábilmente combinadas: 
Considerando que en este importante asunto nadie puede estar más interesado que los padres, que 
son los que mejor conocen el carácter, defectos é inclinaciones de sus hijos, á quienes el sentimiento y el 
amor mismo de la paternidad obligan con mayor afán y solicitud á procurar los medios necesarios, y que 
el legislador ha puesto en sus manos, para corregir el estado moral del hijo haciendo de él un ciudadano 
digno y útil á la sociedad: 
Considerando que el Gobierno debe limitarse á facilitar el cumplimiento de los deseos y 
aspiraciones de los padres, proporcionando los medios que pueden serles menos repulsivos antros los de 
que puede disponer al presente, en cuanto se refiere al lugar donde ha de sufrirse la corrección;  
S.M. la Reina (Q.D.G.), Regente del Reino, en nombre de su Augusto Hijo, de acuerdo con lo 
informado por la Sección del Estado y Gracia y Justicia del Consejo de Estado y con el parecer del 
Consejo de Ministros, ha tenido á bien disponer lo siguiente: 
1º. La corrección que con arreglo al artículo 156 del Código civil impongan los padres á los hijos 
legítimos, legitimados, naturales, reconocidos y adoptados, la cumplirán éstos, mientras no exista 
establecimiento destinado al efecto, en alguno de Beneficencia que sea adecuado al objeto, como 
Hospicio, Casa de Misericordia ú otro semejante en las poblaciones donde los haya, y en el local en que 
se cumplan las correcciones impuestas á los acogidos ó asilados. 





2º. En los pueblos donde no exista Establecimiento de Beneficencia, se destinará un local á 
propósito para el cumplimiento de estas correcciones, siempre que sea posible, en las Casas 
Consistoriales de los Ayuntamientos 
3º. Sólo en el caso en que no hubiere edificio donde colocar al menor de cuya corrección se trate, 
en la forma y manera que se determina en los dos párrafos anteriores, ó cuando expresamente el padre ó 
madre pidiese que la detención tenga lugar en la Cárcel ó Establecimiento correccional donde se 
encierren jóvenes criminales, se detendrá en él al hijo díscolo, teniéndole con la separación posible, y sin 
que sea filiado en el libro de detenidos, ni en algún otro especial. 
4º Los hijos á quienes se aplique la corrección, serán mantenidos, en el caso de pobreza de los 
padres, por los Establecimientos de Beneficencia, ó por los Ayuntamientos en sus respectivos casos”1300.   
 
El Proyecto de Reglamento de la Escuela de Reforma de Santa Rita
1301
, tendría 
que esperar dos años más, hasta 1893, para conformarse completamente. La Escuela de 
Reforma se define en él como “un establecimiento de carácter privado, destinado á la 
educación correccional de la juventud”1302, según lo dispuesto en la Ley de 4 de enero 
de 1883, anteriormente citada. Se consagra, por tanto, en la regulación del centro de 
Santa Rita una finalidad reeducadora de los jóvenes díscolos, en consonancia con la 
legislación decimonónica imperante
1303
, en su mayor parte dedicada, como 
anteriormente pudimos comprobar, a los presidios-escuela.  
 
Nuevamente se recalca el carácter privado de la institución
1304
, y su relación a 
efectos de subvención con la estructura de los centros de beneficencia
1305
. 
                                                             
1300 Cfr. Real Orden, de 12 de marzo de 1891, en Cadalso, F.: Diccionario… I, ob. cit., p. 88.  
1301 También recogido por Cadalso, en su Diccionario de legislación penal, procesal y de prisiones. 
Vid. Cadalso, F.: Diccionario… I, ob. cit., pp. 88-99. Al respecto, Vid. García Valdés, C.: Los presos 
jóvenes… ob. cit., pp. 79-81. 
1302 Cfr. Proyecto de Reglamento para el régimen del Asilo ó Escuela de reforma de Santa Rita, de 
11 de febrero de 1893, Artículo 1. 
1303 Una de las bases de la reforma penitenciaria se fijaba en la reeducación del condenado. La 
problemática era enunciada por el Presidente del Consejo Penitenciario en 1904, J.S. de Toca, cuando 
advertía que era un “problema que entraña atenciones mucho más trascendentales, que se han de abordar 
con toda elevación de propósitos, pensando en que una cosa es mantener el aislamiento social de los que 
se han hecho incompatibles con la vida social, y otra la de procurar que estos seres vivan humanamente, 
reeducándose, preparando á los que puedan enmendarse para que vuelvan adecuadamente á la vida 
normal, ya normalizados en sus tendencias”. Como uno de los objetivos de la reforma, por tanto, se erige 
el principio de resocialización y reeducación, primario en la filosofía del derecho penal de menores 
mucho tiempo después. Cfr. De Toca, J.S.: “Real Orden remitiendo al Consejo Penitenciario el 
expediente general para promover la Reforma de nuestros servicios penitenciarios”, en Dirección General 
de Prisiones: La Reforma Penitenciaria… ob. cit., pp. XIV y XV. 
1304 Vid. Proyecto de Reglamento para el régimen del Asilo ó Escuela de reforma de Santa Rita… 
cit., Artículo 3. Este artículo es prácticamente una trasposición de lo recogido en la Ley de 4 de enero de 
1883 para la aprobación del asilo. 





En correlación con lo dispuesto por la Ley que otorga al Patronato la aprobación 
del centro, se dispone en el Reglamento de 1893 la entrada de jóvenes corrigendos por 
vía de la corrección paterna, jóvenes en situación de mendicidad y, por último, aquellos 
cuya eximidos de parte de su responsabilidad penal. En cuanto a los primeros, su 
internamiento “tendrá carácter privado, esencialmente civil, y no producirá, por lo tanto, 
ninguna consecuencia penal ni penitenciaria”1306. Además de ello, se producirá de 
acuerdo con lo dispuesto en el Título V del Reglamento, dedicado a la corrección 
paternal
1307, previo abono de “la cuota señalada por la Comisión ejecutiva, quedando en 
beneficio del Establecimiento las cantidades correspondientes á los días que no 
permanezca en la Escuela el corrigendo, por haber alzado la detención el que la hubiere 
impuesto”1308. El encierro de estos jóvenes rebeldes contra la autoridad paterna se 
producirá de manera separada al del resto de los internos, habilitándose un 
departamento aislado de los demás que recibe el nombre de departamento de 
correccional paternal
1309
 en el Proyecto de Reglamento de 1893. En cuanto a los 
segundos, según establece la normativa de la Escuela de reforma de Santa Rita, debe 
                                                                                                                                                                                  
1305 Vid. Proyecto de Reglamento para el régimen del Asilo ó Escuela de reforma de Santa Rita… 
cit., Artículo 4. En dicho precepto se indica que “la Escuela de Reforma de Santa Rita, por su carácter 
benéfico, gozará de las ventajas de la pobreza legal”. 
1306 Cfr. Proyecto de Reglamento para el régimen del Asilo ó Escuela de reforma de Santa Rita… 
cit., Artículo 27. Se otorga asimismo, en el artículo 29, la potestad del padre o la madre de pedir auxilio 
gubernamental en apoyo de su propia autoridad, para la retención de sus hijos menores de edad en la 
Escuela de Reforma. 
1307 Según el propio Reglamento, el procedimiento al que debe ajustarse el ejercicio de esta 
potestad paterna es el siguiente: “El padre acudirá al Juez municipal, y después de acreditar su 
personalidad y parentesco con el joven de que se trate, pedirá de palabra la reclusión de su hijo, por el 
tiempo que considere necesario, y el Juez la acordará, entregando al padre la oportuna orden 
mandamiento para que el Director de la Escuela reciba al corrigendo, sin que el Juez pueda investigar ni 
discutir los motivos que haya tenido el padre para imponer la reclusión. 
El mismo procedimiento se usará cuando la madre, en ausencia del padre ó en el ejercicio de la 
patria potestad, acuda al Juez pidiendo la reclusión de su hijo. 
Si el padre ó la madre hubiesen pasado á segundas nupcias, y el hijo fuera de los habidos en el 
anterior matrimonio, tendrán que manifestar al Juez los motivos en que fundan su acuerdo de castigarle; 
y el Juez oirá en comparecencia personal al hijo, y decretará ó denegará la detención sin ulterior 
recurso. Esto mismo se observará cuando el hijo no emancipado ejerza algún cargo ú oficio, aunque los 
padres no hayan contraído segundo matrimonio. 
Para acordar la detención de un menor y su ingreso en la Escuela de reforma á solicitud de su 
tutor, será necesario que éste acredite, no sólo su personalidad y ejercicio del cargo, sino además la 
autorización del Consejo de familia, prevenida en el art. 269 del Código civil”. Cfr. Proyecto de 
Reglamento para el régimen del Asilo ó Escuela de reforma de Santa Rita… cit., Artículo 31. 
1308 Cfr. Proyecto de Reglamento para el régimen del Asilo ó Escuela de reforma de Santa Rita… 
cit., Artículo 34. 
1309 Vid. Proyecto de Reglamento para el régimen del Asilo ó Escuela de reforma de Santa Rita… 
cit., Artículo 35. 





hacerse constar la realidad de su situación de desprotección social
1310
, y será el 
Gobernador de la provincia de Madrid, de modo similar a la figura de los alcaldes del 
municipio, el que determine el tiempo de encierro de los mismos
1311
. En relación con 
los terceros, aquellos internados según lo dispuesto en la legislación penal de la época, y 
considerados como irresponsables penalmente, establece el Reglamento en su artículo 
37 que el tiempo de su reclusión será fijado por la Audiencia de Madrid. 
 
El régimen interior de la institución se encontraba regulado en el Título VII del 
Reglamento. De su organización debemos destacar la separación de los distintos jóvenes 
clasificados por el tipo de internamiento
1312
, y también la dedicación de la norma al 
                                                             
1310 Según la regulación dispuesta en el artículo 39 del Proyecto, “para acreditar la vagancia y el 
vicio de los jóvenes de que se trate, se instruirán las oportunas diligencias en el Gobierno civil, haciendo 
constar todos los antecedentes é informes que la policía haya podido reunir. También se hará 
comparecer al padre, á la madre ó al tutor del joven, si los tuviere en Madrid, para que presten su 
conformidad al acuerdo del Gorbernador, haciéndoles notar los beneficios de someter á educación 
correccional al vicioso y vagabundo de que se trate. Si el padre ó la madre se negarén á autorizar la 
reclusión, se suspenderá el acuerdo del Gobernador; pero en este casose comunicarán los antecedentes 
reunidos por el Ministerio fiscal, para los efectos que procedan en justicia y aplicación en su caso de lo 
mandado en el art. 171 del Código civil”. 
1311 En el artículo 38 del Proyecto de Reglamento de la Escuela correccional se disponía que “el 
Gobernador de la provincia de Madrid, con arreglo á las facultades que le competen por la ley de 4 de 
Enero de 1883, podrá acordar el ingreso en la Escuela de reforma de los jóvenes viciosos y vagabundos 
menores de diez y ocho años, á fin de que se les someta á educación correccional por el tiempo que dicha 
Autoridad señale, sin que pueda nunca exceder de la edad referida”. 
1312 En el artículo 42 del Proyecto de Reglamento de 1893 se dispone que “el ingreso del 
corrigendo se hará constar en el libro de registro matriculada de la Escuela. En dicho libro figurará el 
nombre y apellidos del joven, edad, lugar de nacimiento estado salud, señas personales, ocupación y 
estado de instrucción. Se hará constar igualmente los nombres, apellidos y edad de los padres, residencia 
y ocupación de éstos. Se consignará el nombre de la Autoridad ó Tribunal que haya acordado la 
reclusión del joven, fecha del ingreso y tiempo de educación á que se le someterá, con arreglo á la orden 
gubernativa ó judicial. 
Para cada joven se dedicará una hoja del libro registro, de manera que puedan anotarse en la 
misma todas las vicisitudes que ocurran al corrigendo en el Establecimiento hasta su salida del mismo. 
Si el joven ingresara de nuevo en la Escuela continuaran los asientos en la hoja en que la inscripción 
primera”. Aquellos jóvenes sometidos a corrección paterna estarán clasificados en un registro diferente al 
de los demás internos; en virtud del artículo 43, “para los sometidos á corrección paternal se llevará un 
libro especialreservado, que tendrá constantemente bajo su custodia el Director de la Escuela, á fin de 
conservar el secreto prevenido en los arts. 27 y 36 de este Reglamento, pues sólo á los padres ó 
guardadores que hubiesen acordado la corrección, se darán las noticias que pidieren acerca de los 
corrigendos que les interesen. 
Para las necesidades de contabilidad, en lo relativo á los jóvenes sujetos á corrección paternal, se 
omitirán los nombres y apellidos, sustituyéndolos por iniciales ó números, cuya significación conocerá 
solo el Director de la Escuela”.  
Del mismo modo que se establecen registros separados, se dispone en el artículo 45 la división de 
los corrigendos en diferentes grupos, de este modo, “los jóvenes sujetos á corrección judicial ó 
gubernativa constituyen la población de la Escuela, que estará dividida en tantas secciones de ciencuenta 
alumnos como permitan las construcciones. Si fuere posible, cada sección ocupará un edificio separado. 
Cada sección se distinguirá por una letra del alfabeto que llevarán sobre el traje todos los alumnos 
pertenecientes á aquella. Las secciones se subdividirán en dos grupos cada una”. 





cumplimiento de los objetivos de higiene y sanidad
1313
, realizando reconocimientos a 
los jóvenes en el momento de su ingreso en el centro
1314
. Por último, a semejanza de los 
presidios-escuela y otros centros análogos de jóvenes delincuentes, se establece un 




, que pueden llegar a afectar a la 
                                                             
1313 Sobre el régimen de higiene y asistencia médica de los jóvenes corrigendos, Vid., artículos 66 
a 75 del Reglamento, donde se establece toda la regulación acerca de los servicios médicos de la Escuela. 
1314 A su ingreso en el establecimiento cada uno de los jóvenes internos “será sometido á un 
reconocimiento medico, y el Director procederá, según los casos, de acuerdo con las prescripciones del 
facultativo”. Cfr. Proyecto de Reglamento para el régimen del Asilo ó Escuela de reforma de Santa 
Rita… cit., Artículo 35. 
1315 Vid. Proyecto de Reglamento para el régimen del Asilo ó Escuela de reforma de Santa Rita… 
cit., Artículo 76. Los premios principales que pueden otorgarse a los jóvenes corrigendos son los 
siguientes:  
“a) Inscripción en el cuadro de honor, después de tres meses consecutivos de buena conducta sin 
haber incurrido en corrección algúna. 
b) Confirmación del nombramiento del alumno distinguido, jefe de grupo y del instrucción de 
clase, con arreglo á lo dispuesto en el art. 47 del Reglamento. 
c) Nombramiento para los servicios ó cargos de confianza que confiriera el Director. 
d) Mejora del suplemento de comida, pero sólo á los buenos trabajadores. 
e) Concesión de vales nominativos con derecho, en número determinado á recompensas en 
metálico. 
f) Premios en metálico y participación en el producto de la venta de los objetos obtenidos por el 
trabajo de los corrigendos. El metálico no se entragará hasta la salida del Establecimiento; pero el 
agraciado podrá disponer de su importe para algúna necesidad urgente, compra de objetos de su uso 
personal ó socorro de algún individuo de su familia. 
g) Libertad privisional, que se solicitará del Sr. Gobernador de la provincia, con arreglo al art. 
41 del Reglamento. 
h) Recomendación especial á la Junta de Patronos para la colocación y recompensa del 
corrigendo”. 
1316 Vid. Proyecto de Reglamento para el régimen del Asilo ó Escuela de reforma de Santa Rita… 
cit., Artículo 78. En dicho artículo, se indican que los castigos susceptibles de ser impuestos a los 
menores internados serán: 
“a) Reprensión particular y privada por el Jefe de la Sección. 
b) Reprensión privada por el Director de la Escuela. 
c) Pérdida de cierto número de vales de los que dan derecho á recompensas metálicas. 
d) Separación de los cargos de confianza que le hubiere conferido el Director. 
e) Perdida del nombramiento de distinguido. 
f) Privación de recreo, y por el contrario, aumento en el trabajo, mientras los demás alumnos se 
distraen. 
g) Reprensión pública por el Director de la Escuela. 
h) Supresión del nombre del alumno del cuadro de honor. 
i) Multa con cargo á la recompensa metálica que hubiere obtenido. 
j) Reclusión en celda clara ú obscura, según la gravedad de la falta. 
k) Calabozo con reducción en el alimento y privación de cama, en caso grave de insubordinación. 
A los reclusos en celda ó calabozo se les visitará por el Director de la Escuela y Jefe de la sección 
para prepararlos á la enmienda, haciéndoles ver las consecuencias de su falta. 
Artículo 80. Ningún castigo se impondrá en el momento de la infracción. Para que sea más eficaz, 
se aislará al alumno en un departamento del edificio, y después de serenado se le harán las 
observaciones conducentes á que él mismo reconozca su falta y comprenda que ha incurrido en el castigo 
que se impone. 
El derecho a levantar ó reducir los castigos impuestos corresponderá al Director de la Escuela.”. 







, estableciéndose, de este modo, una especie de sistema progresivo 
basado en recompensas por buen comportamiento. 
 
Según el artículo 50 del Reglamento, la distribución del tiempo en el interior del 





43/4 Levantarse; arreglo de camas. 
5 Aseo personal y rezo. 
51/4 Distribución del suplemento de 
alimentos. 
51/2 Misa. 
6 Distribución de los trabajos. 
8 Desayuno y recreo. 
81/2 Distribución de los trabajos. 
12 Comida y recreo. 
1 Clase. 
21/2 Distribución de los trabajos. 
71/2 Fin de los trabajos. 
8 Cena y recreo. 





5 Levantarse; arreglo de camas y efectos. 
53/4 Aseo personal y rezo. 
6 Limpieza general. 
7 Desayuno y recreo. 
71/2 Lista y revista. 
8 Misa. 
91/2 Reunión en la clase para la distribución 
INVIERNO 
Días laborables. 
5 Levantarse, arreglo de camas. 
51/4 Aseo personal y rezo. 
51/2 Misa. 
6 Clase. 
71/2 Desayuno y recreo. 
8 Distribución de los trabajos. 
12 Comida y recreo. 
1 Distribución de los trabajos. 
51/2 Clase. 
7 Cena y recreo. 





51/2 Levantarse; arreglo de camas. 
6 Limpieza personal y aseo. 
61/2 Limpieza general. 
7 Desayuno y recreo. 
71/2 Lista y revista. 
8 Misa. 
91/2 Reunión en la clase para la distribución 
de recompensas. 
101/2 Recreo. 
12 Comida y recreo. 
1 Paseo militar. 
                                                             
1317 Según el artículo 87 del Reglamento, “los jóvenes sujetos á corrección judicial o gubernativa 
saldrán del Establecimiento cuando hubieren cumplido su tiempo reglamentario ó se les conceda la 
libertad provisional”; por otra parte,  “los jóvenes sujetos á corrección parternal saldrán del 
Establecimiento cuando los padres ó guardadores lo dispongan y conforme á lo establecido en el título V 
de este Reglamento”, Vid., artículo 88. 







12 Comida y recreo. 
1 Paseo militar. 
2 Hora. 
3 Gimnasia. 
6 Baño frio si el tiempo lo permite, ó clase. 
7 Cena y recreo. 






51/2 Clase de lectura. 
7 Cena y recreo. 








Comprende la estación de invierno de 
Octubre á Marzo, ambos inclusive. La de verano, 
de Abril á Septiembre. 
Un toque de campana indicará el comienzo 
de cada uno de los ejercicios marcados en las 
tablas que precedan”. 
 
Los horarios del centro, como puede observarse daban una gran importancia a los 
periodos de trabajo. El producto de este trabajo que los jóvenes realizarán en el centro 
será destinado a la Escuela, para ayudar a su propia manutención
1318
. También el tiempo 
dedicado al aprendizaje de la doctrina católica
1319
 y a la oración muestra la unión e 
importancia de la enseñanza cristiana en los programas de las escuelas de reforma. 
Finalmente, como uno de los principios fundamentales de la Escuela de Santa Rita, y 
también de la nueva corriente reformista del siglo XIX en el tratamiento de los menores 
infractores, se dedican algunas horas diarias a la enseñanza seglar, procurando el centro 
la educación primaria de los internos
1320
. Para la consecución de este fin, la Escuela 
contará con su propio servicio de biblioteca, espacio que resultará fundamental en todos 
                                                             
1318 Vid. Proyecto de Reglamento para el régimen del Asilo ó Escuela de reforma de Santa Rita… 
cit., Artículo 56. Entre los distintos talleres en los que los menores internos podían comenzar su 
aprendizaje, el Reglamento menciona, en su artículo 53 los siguientes: zapatería, tipografia, alpargatería, 
sastrería, albañilería, carpintería de taller y de obra y panadería. 
1319 Siendo la única confesión religiosa permitida en el centro, Vid. Proyecto de Reglamento para 
el régimen del Asilo ó Escuela de reforma de Santa Rita… cit., Artículo 57. Como ya resaltará Joly, la 
educación en la escuela de reforma de Santa Rita estaba impregnada de un fuerte espíritu religioso, 
contenido en las propias normas de la institución. Al respecto, Vid. Joly, H.: A la recherche de 
l’education correctionelle à travers de l’Europe. Victor Lecaffe, Paris, 1902, p. 358. 
1320 Vid. Proyecto de Reglamento para el régimen del Asilo ó Escuela de reforma de Santa Rita… 
cit., Artículos 62 a 65. 





los centros destinados a menores corrigendos en el futuro, en aras de conseguir el fin 
primario de las medidas de internamiento: la reeducación del menor. 
 
Acerca de este punto, debe destacarse la labor integradora y benéfica inserta, con 
carácter previsor, en el texto legal, que fue finalmente aprobado por Real decreto, de 6 
de abril de 1899
1321
. Para evitar que el menor que ha obtenido la libertad vuelva a su 
estatus anterior, el Reglamento ofrece al “que hubiese sido buen alumno de Santa Rita 
con buena conducta, y careciere accidentalmente de trabajo, de medios de vivir ó 
enfermare, podrá ser admitido en la Escuela, pero solo á titulo de refugio 
provisional”1322, si bien, solo hasta cumplida la mayor edad del corrigendo. 
 
En cuanto a su organización interna, su personal, al igual que lo era su dirección, 
era de carácter privado
1323
. Para garantizar la enseñanza moral de los jóvenes 
internados y su conocimiento de la doctrina cristiana, se escogió entre las entidades 
eclesiásticas para el manejo del establecimiento
1324
, que además, se encargarían de las 
cuestiones disciplinarias
1325
. Frente a la petición de Francisco Lastres de que aquella 
misión correctora fuera desempeñada por los Hermanos de las Escuelas Salesianas, se 
                                                             
1321 Transcrito en Cadalso, F.: Suplemento al Diccionario… ob. cit., pp. 59-68; también en 
Martínez Alcubilla, M.: Diccionario... ob. cit., pp. 387-392. 
1322 Vid. Proyecto de Reglamento para el régimen del Asilo ó Escuela de reforma de Santa Rita… 
cit., Artículo 93. 
1323 Vid. Proyecto de Reglamento para el régimen del Asilo ó Escuela de reforma de Santa Rita… 
cit., Artículo 49, donde se indica que “el Director de la Escuela tendrá la suprema dirección y vigilancia 
de todos los servicios. Su autoridad será acatada y sus Ordenes obedecidas por todo el personal del 
establecimiento”. 
1324 El pensamiento de la época tenía por indiscutible la formación religiosa del personal destinado 
a las Escuelas de Reforma, pues ello no solo garantizaba la enseñanza católica a los jóvenes corrigendos, 
sino que también aseguraba la entereza y recta moralidad de sus maestros. Este hecho aseguraba la 
enmienda y aprendizaje del joven delincuente, que abrazaría la fe y expiaría sus pecados. Al respecto, 
Cristobal Lecumberri escribía sobre el personal de las Escuelas de Reforma, que “las buenas condiciones 
morales de los empleados de una institución del género de la que nos ocupa son el principal requisito para 
la reforma de los jóvenes (…). Vanos serán los reglamentos interiores, ineficaz toda inspección superior 
sobre los establecimientos, si la elección de los empleados no ha recaido sobre personas de una moralidad 
á toda prueba, de un sentimiento religioso profundamente arraigado, de un corazón bondadoso sin 
debilidad, de una severidad sin rigor irritante, de una instrucción variada y un tacto particulat en el trato 
con los niños”. Cfr. Lecumberri, C.: Colonias agrícolas… ob. cit., p. 11. 
1325 Vid. Proyecto de Reglamento para el régimen del Asilo ó Escuela de reforma de Santa Rita… 
cit., Artículo 46, donde se indica que “el régimen, la disciplina y el gobierno de cada sección estarán 
confiados , bajo la inspección del Director del Establecimiento, á un religioso, que se denominara Jefe, y 
á este ayudarán en sus funciones dos individuos de la comunidad, considerdos Subjefes”. 





impuso la denominación de una Orden de Terciarios Capuchinos que se encargarían de 




Precisamente, esta misma comunidad religiosa quedará consagrada al trabajo con 
menores infractores, pues, como comenta Bugallo, dirigirá también la llamada Colonia 
de San Hermenegildo, en Dos Hermanas (Sevilla), como institución análoga a la 





El edificio de Santa Rita se hallaba situado a cinco kilómetros de Madrid, en 
Caranchel Bajo y constaba de “tres dormitorios comunes, un departamento celular con 
60 celdas, cuatro talleres, capilla, enfermería, escuela, biblioteca, pabellón para la 
Comunidad, varios patios y algunas parcelas de terreno de cultivo, que en total miden 
una superficie de 14.000 metros cuadrados”1328. Destaca la separación estructural de la 
edificación en distintos dormitorios según la edad de los corrigendos
1329
, que 
actualmente debe conformar uno de los principios de los centros de internamiento de 
menores. 
 
                                                             
1326 Vid. Zarandieta Mirabent, E., y Anguera de Sojo, J.: De Criminalidad... ob. cit., p. 25; al 
respecto, Vid. Real Orden de 4 de enero de 1895, por virtud de la cual se aprobó el establecimiento en 
España de la Congregación de Religiosos Terciarios capuchinos para la enseñanza é instrucción moral 
de los penados y detenidos en los Asilos ó Escuelas de reforma; y también Real Orden de 6 de febrero de 
1893; ambas recopiladas en Cadalso, F.: Diccionario… I, ob. cit., pp. 98 y 99; según Cadalso, la Escuela 
de Reforma fue “creada, pero de un modo deficiente, hasta que en 25 de abril de 1890, se hizo cargo de 
ella la Comunidad de religiosos que desde entonces la rige”. Cfr. Cadalso, F.: Instituciones 
Penitenciarias… ob. cit., p. 546. Más recientemente, Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. 
cit., p. 85. 
1327 Según escribe el autor, la Colonia de San Hermenegildo era una Escuela de Reforma para 
jóvenes rebeldes contra la autoridad paterna, a modo de instalaciones, se impartían “estudios completos 
de primera y segunda enseñanza, carrera de Derecho y preparación para Correos, Telégrafos, Aduanas, 
Escuela de Comercio y Académias militares y clases especiales de dibujo e idiomas”. Toda una oferta 
educativa bastante ámplia para la época, que se concedía preferentemente a aquellos internos que 
hubieran demostrado su buena conducta. Vid. Bugallo Sánchez, J.: Los reformatorios de España… ob. 
cit., pp. 49 y 50. 
1328 A esta somera descripción realizada por Cadalso, en Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 
546, añadimos las notas de Zarandieta Mirabent, extraidas de su visita al centro: “En el primer piso se 
hallan las celdas que se destinan a la comunidad más la biblioteca y pequeñas clases; en el segundo, hay 
treinta y cinco cuaryos o celdas para los alumnos de entrada; en el principal, se encuentran instalados los 
dormitorios de mayores y medianos, que ocupan el pabellón primitivo como se llama. En el patio hay un 
frontón y pequeño huerto”. Cfr. Zarandieta Mirabent, E., y Anguera de Sojo, J.: De Criminalidad... ob. 
cit., pp. 29 y 30. 
1329 Para una descripción más exacta y detallada de cada uno de los pabellones de la Escuela de 
Reforma de Santa Rita, Vid. Aya-Robla: La Escuela de Reforma… ob. cit., pp. 35 y ss.  





Del segundo de los asilos o escuelas de corrección de menores, el Asilo Toribio 
Durán situado en el barrio de Gracia (Barcelona), conocemos que fue fundado en 1890 
por D. Toribio Durán, mecenas de la institución
1330
. El edificio constaba de dos plantas, 
en la primera de ellas se hallaban los diversos talleres donde los jóvenes comenzaban su 
aprendizaje industrial y de oficios
1331
. Además de estas secciones, contaba también el 
asilo con tres dormitorios, comedor, enfermería, escuela, capilla, locutorio, casa de 
habitación para el personal, varios patios para la practica de ejercicios gimnásticos y 90 
celdas de observación y aislamiento para uso correctivo
1332
. Como puede apreciarse por 
las descripciones realizadas, el asilo Toribio Durán, al igual que la Escuela de Santa 
Rita, estructuralmente conforman edificaciones muy próximas a las de los centros 
penitenciarios posteriores. Cuando los penados en España aún continuaban confinados 
en los presidios, y las prisiones aún no se encontraban completamente establecidas en 
nuestra patria, estos dos edificios ya contaban con una formación muy próxima a la de 
los centros penitenciarios, con una serie de características y servicios muy similares. 
 
Al igual que su hermana de Madrid, la escuela de corrección de Barcelona 
también se encontraba dirigida por una entidad privada, la Junta de Patronato, 
reforzada, al igual que en Santa Rita, con un fuerte componente eclesiástico de los 
Hermanos del Instituto de San Pedro Advincula
1333, que bajo el lema “cada joven que se 
reforma, es una generación que se salva”, se encargaba de la enmienda de los jóvenes 
internos.  
 
                                                             
1330 Según se puede contrastar en los textos que hablan de la institución, y los autores que se han 
referido a ella en sus obras sobre protección y delincuencia de menores, D. Toribio Durán donó a su 
muerte una importante suma de dinero para la creación del asilo. Al respecto, Vid. Asilo Toribio Durán, 
escuela de reforma para jóvenes rebeldes, depravados y delincuentes. Breve noticia de su fundación, 
organización y resultados, Imprenta Asilo Durán, Barcelona, 1915, passim; Vid. Zarandieta Mirabent, E., 
y Anguera de Sojo, J.: De Criminalidad... ob. cit., p. 30; y también Cadalso, F.: Instituciones 
Penitenciarias… ob. cit., p. 541. 
1331 Vid. Zarandieta Mirabent, E., y Anguera de Sojo, J.: De Criminalidad... ob. cit., p. 31; estos 
talleres consistían en diversas secciones de zapatería, carpintería, hojalatería, herrería, utensilios de 
cocina, cueros y marmolería. 
1332 Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. y loc. cit. 
1333 Según Zarandieta Mirabent, la dirección del establecimiento se encontraba a cargo de este 
grupo de religiosos; Vid. Zarandieta Mirabent, E., y Anguera de Sojo, J.: De Criminalidad… ob. y loc. 
cit.; Cadalso describe la composición interna de la Junta de Patronato, “compuesta por dos delegados de 
la autoridad eclesiástica, dos de la municipala, uno de los albaceas del testador, siete padres de familia de 
la capital y el director de la escuela. El personal directa e indirectamente encargado de la educación y 
vigilancia de los menores, le constituyen, además del director, un subdirector, 10 profesores y 10 
vigilantes religiosos, y como seglares, 10 jefes de taller, 40 oficiales, tres médicos, un profesor de 
gimnasia, otro de dibujo y otro de canto”; Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. y loc. cit. 





Su normativa principal, hubo de esperar a ser aprobada en los albores del siglo 
XX. En el Reglamento, de 25 de abril, de 1905
1334
, encontramos que el régimen que el 
establecimiento dispensaba a los jóvenes entre los nueve y los diecisiete años
1335
 (si 
bien, se permitían excepciones de edades comprendidas entre los ocho y veinte 
años
1336
), recogía el elemento educativo propio de la reforma
1337
, estableciéndose como 
uno de los primeros regímenes basados en este principio para jóvenes corrigendos. 
Según Cadalso, “para el sostenimiento de la disciplina existen premios y 
correctivos”1338, una herencia de instituciones anteriores y cercanas como el presidio de 
Barcelona, que se configura como unos primarios beneficios y recompensas 
penitenciarios, llegando a suponer la liberación anticipada del menor. 
 
El tiempo de internamiento, según Zarandieta Mirabent, “suele oscilar entre uno y 
tres años, pero generalmente muchos no permanecen más de un año y medio, esto 
perjudica en parte la tarea correctora”1339, siendo el total de la condena nuevamente 
indeterminado. No obstante, como puede apreciarse por las condiciones del 
                                                             
1334 Recopilado en Cadalso, F.: Suplemento al Diccionario… ob. cit., pp. 68-73; al respecto, Vid. 
Castejón, F.: La legislación penitenciaria… ob. cit., p. 399. 
1335 Vid. Reglamento, de 25 de abril, de 1905, para el régimen del Asilo Toribio Durán, establecido 
en Barcelona, Artículo 2. 
1336 Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias... ob. cit., p. 543; donde aparece un cuadro 
estadístico de la población reclusa de la institución en 1920; en un primer momento, el establecimiento 
albergó a muchachos de diez años en adelante, pero a principios del siglo XX, ya contaba con 67 internos 
de ocho años de edad. 
1337 Plasmado específicamente en el artículo 5 del Reglamento: “Para lograr la reforma de las 
malas constumbres y peligrosas inclinaciones, se emplearan como medios la religión y el trabajo, únidos 
a la instrucción”. La instrucción a la que se refiere el precepto es descrita a su vez en el artículo 7, con el 
siguiente tenor: “El plan general de estudios abarca la primera enseñanza en sus grados elemental y 
superior, comprendiendo las asignaturas siguientes: 
Doctrina é Historia Sagrada; Instrucción moral y cívica; Gramática; Aritmética; Historia de 
España y Geografía; Gimnasia y Solfeo. 
Habrá también clases especiales para francés, dibujo y música. Los alumnos tendrán cuatro horas 
diarias de clase”. 
1338 Al respecto, la normativa del Asilo indica, en el Artículo 11 de su Reglamento: “Los premios 
consistirán en: elogios, buenas notas, regalo de pequeños objetos, merienda extraordinaria, dignidades, 
un dia de salida con la familia; salida condicional (que se convertirá en definitiva si el joven persevera 
en su buen comportamiento). 
Los castigos consisten en: reprensiones privadas y públicas, malas notas, privación de recreo, de 
comida, de visitas, perdida de dignidades, celda de reflexión (de uno á cinco dias), y paso á la sección de 
disciplina. 
Los castigos graves no se impondrán nunca sin permiso del director, á fin de que revistan el 
carácter de alta imparcialidad requerida en tales casos, y resulten provechosos positivamente para los 
asilados que han de sufrirlos”. Al respecto, también Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. 
cit., p. 542. 
1339 Cfr. Zarandieta Mirabent, E., y Anguera de Sojo, J.: De Criminalidad... ob. cit., p. 32. 







, además de los beneficios relacionados con la liberación anticipada de 
los menores, comienza a perfilarse un tratamiento más definido de la reclusión en las 
escuelas de reforma. Además de esta fase de encierro, Barcelona fue una de las 
primeras ciudades que ejercitaron una modalidad antecesora de la libertad vigilada y la 
asistencia post-penitenciaria, a través, como veremos, de su Patronato. Por lo demás, el 
establecimiento barcelonés se movía en unos parámetros regimentales muy similares a 
los de Santa Rita, siendo las características de su tratamiento prácticamente 
idénticas
1341
, con pocas particularidades si exceptuamos el régimen de vigilancia: 
 
“Ingreso y clasificación de los asilados.- Al ingresar el joven en el Asilo, se le interrogará por el 
director acerca de su pasado, y sus declaraciones se juntarán a lo manifestado por sus padres. 
Por de pronto se le tendrá apartado de los demás alumnos y hasta después de algún tiempo no se 
le reunirá con ellos. 
Los asilados estarán divididos con arreglo á su edad y desarrollo en cuatro secciones de unos 
sesenta alumnos respectivamente; al frente de cada sección habrá dos vigilantes, de los cuales el uno 
cuidará especialmente de los sospechosos para evitar su confabulación con los demás. Si hay algunos 
que constituyan un peligro para sus compañeros, se les enviará á la celda de reflexión ó se formará con 
ellos una sección disciplinaria”1342. 
 
Además del establecimiento de Barcelona, la institución expandió su radio de 
actuación, contando con una filial en San Feliú de Llobregat, más alejada del núcleo 
urbano. La extensión, según nos cuenta Cadalso, comprendía 10.000 metros cuadrados 
de campos de cultivo, “adonde son destinados ciertos educandos, atendiendo a sus 
inclinaciones, a su salud o a la conveniencia de apartarles de malas compañías de la 
capital”1343. Este establecimiento es uno de los pocos ejemplos comparables en España a 
las colonias agrícolas de jóvenes corrigendos más comunes en países del ámbito 
europeo. Su régimen se encontraba contenido en un Reglamento aprobado en 25 de 
abril de 1905. 
 
                                                             
1340 Según se dispone en el Artículo 3 de su Reglamento, el régimen penitenciario del Asilo Toribio 
Durán estaba fundamentalmente caracterizado por “la vida en común”. 
1341 Basadas en la educación elemental primaria (arts. 5 y 7 del Reglamento de 1905), la 
instrucción moral y religiosa (art. 6) y el trabajo en los talleres (art. 8, y también Vid. Formula de 
Contrato y bases dictadas en 25 de mayo de 1908 para el funcionamiento de los talleres del Asilo Toribio 
Durán de Barcelona, recogido en Cadalso, F.: Suplemento al Diccionario… ob. cit., pp. 71-73). 
1342 Cfr. Reglamento, de 25 de abril, de 1905… cit., Artículo 4. 
1343 Cfr. Cadalso, F.: Suplemento al Diccionario… ob. cit., p. 543. 





A principios del siglo XX las escuelas de reforma tendrán cierta expansión, no 
obstante, la llegada del sistema reformatorio desplazará la importancia de estas 
instituciones
1344
. Así, el Real decreto, de 17 de junio, de 1901 da el título de escuela de 
reforma al penal de Alcalá de Henares, como veremos en el correspondiente epígrafe. 
 
Posteriormente, por Real decreto, de 10 de marzo, de 1902
1345
, se clasificaron las 
Prisiones en aflictivas (presidios), preventivas y escuelas de reforma. Según la propia 
norma, estas instituciones se definen como “establecimientos que tienen por objeto la 
educación y enseñanza de los jóvenes delincuentes, viciosos o abandonados”. Sin 
embargo, estas edificaciones se encontraban aún muy lejos de ser los centros ideales 
para la infancia delincuente en nuestro país. Las criticas a las deficiencias de su 
régimen, y de las condiciones que en ellos se dispensaba a los menores internos
1346
, 
hicieron que nuevamente las voces de la doctrina pidieran una respuesta estatal al 
problema de la delincuencia infantil. 
 
                                                             
1344 Según Bugallo Sánchez, las Escuelas de Reforma han “fracasado rotundamente como tales 
reformatorios, han quedado convertidos en casas de corrección de carácter particular, en colegios de 
rebeldes”. Cfr. Bugallo Sánchez, J.: La Delincuencia infantil. Etiología, profilaxia y terapéutica. Morata, 
Madrid, 1931, p. 260. Acerca de estas instituciones y la opinión crítica de Bugallo Sánchez, Vid., del 
mismo autor, Los Reformatorios de niños. Castro, Madrid, 1933, passim. 
1345 Vid. Real decreto, de 10 de marzo, de 1902, de clasificación de los establecimientos penales á 
los que se da el nombre genérico de prisiones: Cumplimiento de condenas: Supresión de la Penitenciaria 
hospital de Puerto de Santa María y su destino á prisión de mujeres: Escuela de reforma de Alcalá. 
Atículo 2º. Al respecto, Vid. Martínez Alcubilla, M.: Diccionario... ob. cit., p. 394; dónde el autor realiza 
una síntesis del Real decreto, con el siguiente tenor: “A los establecimientos destinados á privación de 
libertad, les dio este Decreto el nombre genérico de Prisiones, y, estimando la clasificación de las mismas 
á la sazón vigente era de todo punto insostenible, pues la de 11 de agosto de 1888 no respondía á las 
exigencias de los nuevos sistemas penitenciarios, las clasificó en prisiones aflictivas, prisiones 
correccionales, escuelas de reforma y prisiones preventivas; definía cada una de ellas; determinaba las 
prisiones donde debían cumplirse las diferentes penas; disponía (art. 10) que las impuestas á mujeres, 
excepto las de arresto y prisión correccional, se extinguieran en el establecimiento penitenciario del 
Puerto de Santa María, que queda suprimido como Penitenciaria-hospital y se destina á prisión de 
mujeres; especificaba los delincuentes que debían ingresar en la Escuela de Reforma de Alcalá de 
Henares, á la cual se destinaba el edificio que á las sazón ocupaban las reclusas en dicha ciudad (art. 11)”. 
1346 Como ejemplo de estas críticas, Vid. Polanco, A.: El correccional de Santa Rita (dos años entre 
sus muros), conferencias, notas, documentos y comentarios, con un prólogo de Dorado Montero y epilogo 
de Santamaria Esquerdo. Biblioteca Stadium, Valladolid, 1914, passim. La publicación, que reúne las 
conferencias de Polanco Abraham, antiguo corrigendo internado en la institución, muestra su descontento 
con las medidas de las escuelas de reforma decimonónicas.Según anota José de las Heras, en la novela de 
Joaquin Belda, “Los Corrigendos”, “aunque desfigura nombres y lugares, también arremete contra el 
sistema al referir en tono novelesco escenas de la vida interna en el establecimiento que él llama Santa 
Casilda, si bien, por todos los detalles de la narración, hace pensar al lector en Santa Rita, dejando 
deducir perfectamente que es a esta Escuela a la que parece referirse”. Cfr. De las Heras, J.: La vida del 
niño delincuente… ob. cit., p. 264. 





Bajo la denominación de Escuela de Reforma y con un objeto triple (penal, de 
corrección paternal o civil, y benéfico), se crearán algunas de estas edificaciones en los 
primeros años del nuevo siglo, como es el caso del Asilo de Santa Cristina, fundado por 
Alberto Aguilera en 1895, contemporáneo de las Escuelas de Reforma, en el que se 
albergaban tanto ancianos como menores
1347
; la Escuela de reforma y asilo de 
corrección paterna de jóvenes, en la finca de Vista Alegre, situado en Carabanchel
1348
; 
el Asilo para niños desamparados de Valladolid, que pasó a ser considerado Escuela de 
Reforma en 1912
1349
. Ese mismo año, por Real decreto, de 5 de diciembre
1350
; el 
                                                             
1347 Vid. De las Heras, J.: La vida del niño delincuente… ob. cit., pp. 259 y ss. De las notas del 
autor destacamos que el albergue hospedaba tanto a ancianos como a jóvenes huérfanos, siendo el límite 
de edad para el ingreso de estos últimos de cinco años como mínimo y de doce  como máximo, debiendo 
abandonar la institución a los dieciocho años. Además de ello, la institución se aproxima a la finalidad de 
prevención de la criminalidad “contra los niños moralmente abandonados, osea los golfos, porque la 
experiencia les ha demostrado que estos niños perturban la buena marcha del establecimiento”. 
1348 Vid. Real decreto, de 10 de mayo, de 1907, en el que se establece lo siguiente: 
“Artículo 1º. Para que tenga eficaz realidad los efectos de la patria potestad que reconocen los 
arts. 156 y 157 del Código civil, se crea el establecimiento de carácter benéfico destinado á Escuela de 
reforma y Asilo de corrección paternal de jóvenes. 
Artículo 2º. Se autoriza al Ministro de la Gobernación para que incluya en los presupuestos 
generales del Estado la cantidad de 1.000.000 de pesetas, distribuidas en cuatro anualidades, con 
destino á la construcción de un edificio en terrenos de Vista Alegre, á fin de instalar dicho 
establecimiento con arreglo al anteproyecto y Memoria formulados por el arquitecto de la Beneficencia. 
Artículo 3º. La dirección, patronato, dependencia y régimen del establecimiento se determinarán 
por el Ministro de la Gobernación, el cual dictará á estos fines las disposiciones que sean necesarias”. 
Vid. Cadalso, F.: Suplemento al Diccionario… ob. cit., p. 588.  
 Posteriormente Vista Alegre fue denominado con el nombre de Reformatorio del Principe de 
Asturias, por Real decreto, de 20 de septiembre, de 1924. El Reformatorio fue inagurado en 1926 y en él 
tan sólo ingresaron los menores enjuiciados por el Tribunal o Tribunales tutelares para niños de Madrid y 
los corrigendos por via de la corrección paterna. Al respecto, Vid. Montero-Rios y Villegas, A.: 
Antecedentes y comentarios… ob. cit., p. 21; y también, Vid. Martínez Alcubilla, M.: Diccionario... ob. 
cit., p. 398, y Bugallo Sánchez, J.: Pro Infancia delincuente: Los Reformatorios de niños. Castro, Madrid, 
s/a (1932?), pp. 53 y ss. 
1349 Establecido de este modo en el Real decreto, de 28 de Marzo, de 1912. Según el artículo 2º 
decreto, se admitirán en dicha Escuela de Reforma a “1º. Los menores de quince años, vagabundos y 
desamparados por orfandad ó por abandono y negligencia de los padres, previa comprobación de estos 
extremos mediante expediente incoado por la autoridad civil. 2º. Los hijos varones no emancipados 
viciosos y rebeldes á la voluntad de los padres, que sean por estos sometidos á la corrección que 
establecen los artículos 156 y 157 del Código civil. 3º. Los arrestados gubernativos mayores de nueve 
años y menores de quince. 4º. Los procesados menores de quince años que deban sufrir prisión 
preventiva, y no sean reincidentes ni reiterantes con arreglo á lo dispuesto en la ley de de 31 de 
diciembre de 1908. 5º. Los mayores de nueve años y menores de quince absueltos por los Tribunalesde la 
capital, y declarados irresponsables por falta de discernimiento, con arreglo al apartado 3º del art. 8º 
del Código penal.  6º. Los mayores de nueve años y menores de quince sentenciados por primera vez á 
penas de arresto menor ó sus equivalentes, tendrán también ingreso en la Escuela de Reforma, 
condiderada ésta á los efectosdel art. 119 del Código Penal, como casa del Ayuntamiento. 7º. Los 
jóvenes menores de diez y ocho años que no tengan persona abonada que se encargue de su vigilancia y 
sufran penas de arresto mayor en la cárcel pública podrán quedar, al extinguir su tiempo de prisión, á 
disposición y bajo salvaguardia del Patronato”. Vid. Castejón, F.: La legislación penitenciaria… ob. cit., 
p. 399. El principio de separación entre los distintos internos queda recogido en el artículo 4 del Real 
decreto, en distintos departamentos, “para evitar el contacto entre las diferentes clases”. La norma se 
encuentra transcrita al completo en Martínez Alcubilla, M.: Diccionario... ob. cit., pp. 404 y 405. Sobre la 





patronato de la casa-asilo de San José en Tarragona que también se transforma en 
escuela de reforma para jóvenes abandonados, viciosos y delincuentes
1351
; el Asilo de la 
Paloma en Madrid
1352
; el llamado de los golfos de Alcalá, creado en 1913 por el 
Ayuntamiento de Madrid
1353
; el propio Colegio de San Ildefonso que recibía a internos 
de edades comprendidas entre los siete y los nueve años o el Colegio de Carvajal, de 
Salamanca
1354
; el Asilo de Vallehermoso, antiguo hospital para enfermos del cólera
1355
. 
Ese mismo año, por Real decreto, de 5 de diciembre
1356
. Tres años más tarde, fundado 
por el canónigo Francisco Méndez, se establece en un pequeño hotel el Asilo Porta 
Caeli, que comenzó su andadura como institución reformadora de menores de manera 
humilde
1357
, hasta que en 1917 fue trasladado a otro local más grande, donde contaba 
con “dos dormitorios, enfermería, escuela, varios talleres y dos patios”1358. Los 
paralelismos de esta institución con los Toribios son múltiples, lo que hace sospechar 
que su fundador conociera la antigua institución sevillana: régimen comunitario, 
                                                                                                                                                                                  
transformación de estas instituciones en Escuelas de reforma, Vid. Fiscalía del Supremo: Circular 
publicada en la Gaceta el 27 de diciembre de 1915, y recogida en Castejón, F.: Comentarios… ob. cit., 
pp. 425 y 426, con el siguiente tenor: “Mucho hacen en estos últimos años el Consejo Superior y las 
Juntas provinciales de Protección a la Infancia para remediar el mal, y coadyuvando a su obra, procurará 
V.S., para el exacto cumplimiento de lo establecido en el art. 8 del Código Penal, lograr que, cual ya han 
hecho, entre otros, la Casa-Asilo San José, de Tarragona, y el Patronato de Niños desamparados, de 
Valladolid, los establecimientos adecuados que existan en el territorio de esa Audiencia se acojan a las 
disposiciones vigentes, y en especial a la ley de 4 de enero de 1883, para ser convertidos en escuelas de 
reforma para menores delincuentes”. 
1350 La norma, muy similar a las anteriormente mencionadas, puede encontrarse transcrita en 
Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., pp. 554-557.  
1351 Vid. Bugallo Sánchez, J.: Pro Infancia… ob. cit., pp. 54 y 55. 
1352 De las Heras habla de este establecimiento, indicando que “no es una institución donde pueden 
ingresar los niños abandonados por el mero hecho de serlo. La admisión esta sujeta a estas condiciones: 
1º. Los nacidos en Madrid. 2º. Los hijos de los empleados del Ayuntamiento que lleven más de tres años 
de residencia en la Corte. 3º. Los niños que, no siendo naturales de Madrid, lleven ellos, o sus padres, 
cinco años de residencia en él. En cada una de estas tres condiciones se requiere que sean niños de seis a 
catorce años, e hijos de padres que no pueden mantenerlos ni educarlos”. Cfr. De las Heras, J.: La vida 
del niño delincuente… ob. cit., p. 241. 
1353 También llamado Escuela-Albergue para niños abandonados, y al parecer, contó con su 
propio Reglamento de régimen interno, que se ocupaba del “tratamiento educador” y dispuso que se 
establecieran talleres para el aprendizaje de oficios. Vid. De las Heras, J.: La vida del niño delincuente… 
ob. cit., p. 243. 
1354 Según escribe Cuello Calón, el Colegio de Salamanca comenzó a recibir a menores de nueve a 
quince años,declarados irresponsables por haber obrado sin discernimiento. La admisión de estos jóvenes 
se admitió por Circular del Fiscal de Tribunal Supremo. Vid. Cuello Calón, E.: Penología… ob. cit., p. 
305. 
1355 Vid. De las Heras, J.: La vida del niño delincuente… ob. cit., p. 246. 
1356 La norma, muy similar a las anteriormente mencionadas, puede encontrarse transcrita en 
Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., pp. 554-557.  
1357 Según escribe Cadalso, en sus inicios, la institución comenzó “su bienhechora obra con dos 
menores de los llamados golfos, que encontró abandonados en la calle”. Cfr. Cadalso, F.: Instituciones 
Penitenciarias…  ob. cit., p. 549. 
1358 Cfr. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. y loc. cit. 





procedimiento persuasivo basado en la enseñanza religiosa y el trabajo, y financiación a 




En Málaga, tras años de inactividad en la materia por parte del gobierno local
1360
, 
se inicia de la mano del abogado Miguel Mérida, a principios del siglo XX la empresa 
de construcción de un de un correccional de niños delincuentes y asilo de niños 
desamparados. El edificio, un viejo caserón de dos pisos, contaría con “un calabozo 
para delincuentes y otro para desamparados” como única distribución estructural. Su 
régimen sería para los jóvenes delincuentes el que el Reglamento de prisiones 
establecía, no obstante, “el actual jefe, que es persona de bondadosos sentimientos, 
dulcificará, ciertamente, las inflexibilidades de lo preceptuado con la obra de 
regeneración por el amor que la tierna edad solicita”1361. Ante estas características tan 
poco concretas, el trascriptor de la noticia ya advertía, con gran sensatez, que no bastaba 
con separar a los jóvenes de la cárcel, sino que además era necesario que “no se incurra 
en el error de meter el aspecto y las tradiciones de la cárcel en el nuevo 
establecimiento”1362.  
 
En honor al centenario del nacimiento de la ilustre penitenciarista Concepción 
Arenal, se erigió en Madrid, el 30 de enero de 1920, la Casa-Escuela Concepción 




Por último, más adelantado el nuevo siglo, nombraremos el Asilo de corrección 
Paternal y escuela de reforma de Valencia, institución similar a las anteriormente 
estudiadas en Madrid y Barcelona. Se regía por su propio Reglamento, aprobado por 
Real Orden, de 20 de enero, de 1922, y estaba dirigida a mayores de nueve años y 
menores de dieciséis, internados por via de la corrección paterna, por sentencia 




                                                             
1359 Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 550. 
1360 Inactividad denunciada en el periódico La Unión Mercantil, con fecha 25 de Marzo de 1907, 
transcrito en el artículo “Una nueva fundación en Málaga”, que atribuimos a la pluma de Rafael Salillas, 
en Revista Penitenciaria, Año IV, Tomo IV, Eduardo Arias, Madrid, 1907, pp. 202-208. 
1361 Cfr. Salillas, R.: “Una nueva funcación…” ob. cit., p. 205. 
1362 Cfr. Salillas, R.: “Una nueva fundación…” ob. cit., p. 207. 
1363 Vid. Cuello Calón, E.: Penología… ob. y loc. cit., nota al pie. 
1364 Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., pp. 557 y 558. 





2.5. Segunda mitad del Siglo XIX y Siglo XX hasta nuestros días. Del modelo 
tutelar al modelo mixto y el surgimiento de un Derecho Penal sustantivo de 
Menores. 
 
A finales del Siglo XIX comienzan a surgir en Europa los primeros modelos 
tutelares, llamados también de protección o asistenciales, de carácter claramente 
paternalista y reformista
1365
. El interés principal de este modelo residía en la pretensión 
de abolir las penas para los menores y sustituirlas por medidas educadoras, donde el 
contacto entre el menor y los mecanismos procesales no eran necesarios, y su ingreso en 
prisión era sustituido por el correccional
1366
 en el propio ambiente familiar o el ingreso 
en instituciones de beneficencia
1367
. Todo el proceso del menor sería después, a 
comienzos del siglo XX, instruido por un Tribunal tutelar del Menor, que no necesitaba 
ni de la presencia de abogados ni del Ministerio Fiscal, puesto que cumplía una función 
no represiva
1368
. Sin embargo, contrariamente a esta ideología, la realidad era que los 
menores eran conducidos a las cárceles y prisiones
1369
 durante el proceso, compartiendo 





Antes de la existencia de los Tribunales de Menores, la ideología tutelar se adopta 
en alguna disposiciones del ámbito de prisiones en nuestro país. Es el caso del Real 
Decreto, de 18 de mayo, de 1903, de gran influencia doctrinal salillista, que establece el 
                                                             
1365 Véase, por ejemplo, la reperscusión que supuso la Ley Prusiana de 2 de Julio de 1900, sobre el 
Régimen de Educación protectora de los menores, cuyo artículo 2  disponía, que se someterían a este 
régimen especial: “el menor ha realizado un acto penable, por el que no puede ser perseguido 
criminalmente en atención a su edad, y sea necesario el régimen de educación protectora, atendida la 
calidad del acto, la persona de los padres, ó de sus educadores y las demás circunstancias de la vida, 
para evitar un abandono moral más grave del menor”, y que ya disponía de Tribunales tutelares. Cfr. 
Bernis: “Texto de la Ley de 2 de julio de 1900 (Prusia) sobre el Régimen de educación protectora de los 
menores”, en Revista penitenciaria, Año I, Tomo I, Eduardo Arias, Madrid, 1904, p. 170. 
1366 Vid. Ríos Martín, J.C.: El menor infractor… ob. cit., p. 89. 
1367 Vid. Higuera Guimerá, J. F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 44. 
1368 Vid. Higuera Guimerá, J. F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 45. 
1369 Según la estadística presentada en la obra de Cadalso acerca de las instituciones y 
establecimientos penitenciarios, en 1921 se encontraban internados en prisión 363 menores y jóvenes de 
menos de veintitrés años, sin contar con los que se encontraban recluidos en el reformatorio de Alcalá de 
Henares. La situación en los años anteriores es bastante peor, durante el quinquenio de 1916 a 1920, un 
total de 23.786 menores de dieciocho años se encontraban encerrados en las prisiones provinciales. Vid. 
Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., pp. 527 y 528. 
1370 Vid. Higuera Guimerá, J. F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 50. 





régimen de “acción tutelar constante”1371 para el tratamiento correccional de los 
penados, relevando la anterior organización presidial castrense de la Ordenanza 
General de 1834
1372
, y sustituyendo la sistematización y régimen militar
1373
 de los 
penados por otro de “clasificación indeterminada”, claro antecedente de nuestro modelo 
penitenciario de clasificación e individualización científica, “entendiéndose con esto 
que no se ha de obedecer, en general, á preceptivas generales, como la del delito, por 
ejemplo, sino á la agrupación por condiciones, en virtud del estudio individual de cada 
penado”1374. 
 
Los antecedentes de estos modelos tutelares, no obstante, se remontan mucho más 
atrás en el tiempo. Instituciones como los Toribios de Sevilla y el Padre de Huérfanos, 
nombrados supra, tenían, por su disposición y régimen, características comunes a los 
modelos tutelares que casi dos siglos después se implantaron en España. Estos rasgos 
particulares partían del concepto de corrección del menor, de una ideología católica de 
reforma del individuo y salvación del alma, caritativa y benéfica, y claramente 
distanciada de los normales procesos penales de la época alejando al menor del 
enfrentamiento directo con los órganos de Justicia. A pesar de estas raíces ancladas en 
los principios religiosos de caridad y corrección, durante esta época también empieza a 
consolidarse en Europa y Norteamérica un nuevo sentimiento filantrópico acerca de la 
                                                             
1371 Vid. Real Decreto, de 18 de mayo, de 1903, Artículo 2.1; además de ello, el artículo 3 expone 
que “de conformidad con lo dispuesto en la regla 1ª del Artículo anterior, se preceptúa que en ningún 
momento queden desatendidas en las prisiones la dirección, inspección y vigilancia, que serán ejercidas, 
no de modo difuso y con aparente formalismo, sino con escrupulosa atención y obedeciendo á un plan 
coordinado”. 
1372 Según afirma tajantemente el artículo 5 del Real decreto de 1903, “queda terminantemente 
proscrito el sistema de organización militar prevenido en la Ordenanza de 1834, y que se practica 
todavía, desapareciendo, por lo tanto, la organización en brigadas y los toques de corneta para 
transmitir ordenes generales”. 
1373 El régimen militarizado también fue utilizado en el ámbito de los menores delincuentes; ya se 
puso de manifiesto su regulación en los presidios arsenales y norteafricanos, pero incluso en muchas de 
las instituciones decimonónicas y de principios del siglo pasado, la organización e instrucción militar ha 
sido aplicada a los jóvenes presos por entender que su disciplina era beneficiosa para la corrección de los 
mismos. Como ejemplos de ello, el Real Decreto de 1901 establecía los ejercicios militares y gimnásticos 
para los jóvenes internos en establecimientos de protección y encierro. Vid. Cadalso, F.: “Estado actual de 
nuestras Prisiones…” ob. cit., p. 49; el mismo: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., pp. 519 y 531, 
donde el autor se muestra a favor de la enseñanza militar para los menores internados. Al respecto, 
también Vid. Castejón, F.: Comentarios… ob. cit., p. 402. 
1374 Cfr. Real Decreto, de 18 de mayo, de 1903, Artículo 6. 





protección de la delincuencia infantil, desplazando al movimiento eclesiástico a favor de 




Estos modelos tutelares alimentan sus criterios de actuación, además de con la 
idea de la corrección, con los conceptos propios del positivismo y la criminología de la 
época, esto es: determinismo social y determinismo biológico
1376
. Las nuevas 
orientaciones positivo-correccionalistas intentarán sacar de una vez por todas al menor 
de la cárcel, zanjar su relación con el ambiente penitenciario, dando comienzo a una 
teoría del derecho penal protector del delincuente juvenil
1377
. El menor es considerado, 
por lo tanto, casi como un inimputable, como un enfermo al que el Estado debe 
administrar la cura a su desviado comportamiento. Las ideas del determinismo fueron 
muy criticadas en las décadas siguientes por no ofrecer las debidas garantías procesales 
a los menores, pero hoy en día los factores sociales siguen siendo recurrentes a la hora 




“La idea de prevención lo invade todo; hace incesantes progresos. Cada vez más, 
el hombre del siglo XX se entera de que los vicios no son menos evitables que las 
enfermedades, y de que la higiene moral debe ser tan sólidamente construida como la 




                                                             
1375 Vid. Pérez Moreda, V.: La infancia abandonada en España (siglos XVI-XX), Taravilla, 
Madrid, 2005, pp. 17 y ss. 
1376 Vid. Higuera Guimerá, J. F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 47. 
1377 Vid. Dorado Montero, P.: El Derecho Protector… II, ob. cit., p. 43; donde se establece la nueva 
orientación del derecho protector propuesto por el profesor de la Universidad de Salamanca: “El Derecho 
penal tradicional, el de la pena castigo, retribución y medio puramente intimidatorio, queda muerto. Es un 
barco que hace agua por todas partes, sin que valgan los remedios”. Al respecto, Vid. Antón Oneca, J.: 
“La Utopia penal de Dorado Montero”, en Acta Salmanticensia, Tomo II, Serie Derecho, Número 1, 
Universidad de Salamanca, Salamanca, 1951 (existe una edición reimpresa por Rubinzal-Culzoni, en 
Obras II, p. 99 y ss.), passim. 
1378 Como ejemplo, Vid. Benito Alonso, F.: “Los antecedentes históricos…” ob. cit., p. 4, quien 
indica que, “en todos los antecedentes históricos a los que vamos a referirnos subyace una idea esencial: 
el control social y moral de la pobreza. Este aspecto junto con la delincuencia infantil, la mendicidad y 
el abandono venían motivados por la desprotección en que vivían y crecían los niños pertenecientes a 
las clases sociales más desfavorecidas económica y socialmente”. 
1379 Cfr. Stranss, P.: “La escuela de reforma”, en Le Figaro, 13 de septiembre de 1904, reproducido 
en Revista Penitenciaria, Año I, Tomo I, Entrega 1ª, Madrid, 1904, p. 226-229. 





2.5.1. La Codificación penal anterior a los Tribunales Tutelares: Códigos 
penales de 1848, 1850 y 1870. 
 
La tormenta política que España había vivido como resultado de la puja entre el 
constitucionalismo y el absolutismo monárquico, habían retrasado los intentos de 
nuevas codificaciones tras el Código penal de 1822
1380
. Los compendios legales del 
Antiguo Régimen volvían a ser usados en los Tribunales, la Justicia retornaba a las 
normas arcaicas de los reyes sabios e ilustrados. Se pensó, una vez admitida de nuevo la 
validez de la Constitución de Cádiz, en restaurar y reformar el Código de 1822
1381
 




                                                             
1380 Como certeramente han escrito López Barja de Quiroga, Rodríguez Ramos y Ruíz de 
Gordejuela López, el “contexto socio-político es muy diferente del de primeros de siglo. La pérdida de las 
colonias, la situación económica y el ambiente europeo propician que el absolutismo se desradicalizara y, 
en un ambiente de reformismo dieciochesco, se producen racionalizaciones en ámbito de la hacienda 
pública y algúnas reformas administrativas, desarrollándose una política insatisfactoria para los 
absolutistas más extremados”. Cfr. López Barga de Quiroga, J., Rodríguez Ramos, L. y Ruíz de 
Gordejuela López, L.: Códigos penales... ob. cit., p. 189; en el mismo sentido, y poniendo como ejemplos 
de esta política, como “la aprobación de un aracel proteccionista de la industria, el Código de Comercio 
de 1829 o la creación de la Bolsa de Madrid en 1831. Con todo, habrá que esperar a la muerte de 
Fernando VII, acaecida en 1833, para que el liberalismo empiece a ganar el pulso al Absolutismo”. Cfr. 
Téllez Aguilera, A.: “Pacheco y el Código penal de 1848”, en Pacheco, J.F.: El Código penal concordado 
y anotado. Edisofer, Madrid, 2000, pp. 25 y 26. 
1381 Sobre los proyectos de Código penal de 1830, 1831, y 1834, Vid. Vazquez González, C.: 
“Primeras normas…” ob. cit., pp. 184 y 185, notas a pie de página. Reproducimos algúnos de sus apuntes, 
tanto por su interés en cuanto al tratamiento penal del menor en dichos proyectos, como por la síntesis 
que proporciona su redacción: “El Proyecto de Código Criminal de 1830, establecía que no podían ser 
considerados como delincuentes los menores de diez años y medio (art. 35), siendo circunstancia que 
disminuye el delito, la menor edad (art. 28). Las penas son las mismas que para los adultos, con la 
posibilidad de ser reducidas en un tercio según el prudente arbitrio de los Jueces y Tribunales (art. 73). 
Sin embargo, los menores de veinte años no pueden ser testigos en un juicio (art. 414). 
El Proyecto de Código Criminal de 1831, redactado por don Pedro Sainz de Andino, consideraba 
que no hay delito en las infracciones de ley cometidas: “Por varones o hembras que no hayan cumplido 
diez años de edad (art. 4). De los diez años hasta los diecisiete se establecía una circunstancia atenuante 
de la  criminalidad por razón de la edad (art. 209). En cuanto a las penas, «la pena de muerte y las de 
trabajos perpetuos, encierro solitario de por vida, deportación y exposición a la vergüenza pública, no 
serán en caso algúno aplicables a los menores de diecisiete años” (art. 118). Estas penas se sustituían, 
generalmente por la de reclusión durante un periodo de diez a veinte años. Al delincuente menor de 
catorce años no se le podrán imponer penas corporales, debiendo ser sustituidas por la de reclusión en una 
casa correccional por el tiempo que el Tribunal gradúe necesario para su corrección y escarmiento con 
arreglo a la gravedad del delito, sus circunstancias y el grado de malicia que se advierta en su autor (art. 
119), quedando sujeto después de cumplida la que se le imponga a la vigilancia especial de las 
autoridades por la mitad del tiempo que haya sufrido de pena temporal (art. 121). 
El Proyecto de Código Criminal de 1834 exceptúa de culpabilidad al menor de diez años y medio 
(art. 15) y considera circunstancia que disminuye el delito: la menor edad (art. 31). A los menores de 
diecisiete años de edad no se les podrá imponer la pena de muerte, que deberá sustituirse por una 
proporcionada al grado de malicia que se considere en ellos (art. 72), ni la pena de argolla (art. 93)”. 
1382 Vid. Antón Oneca, J.: “El Código penal de 1848 y D. Joaquin Francisco Pacheco”, en Anuario 
de Derecho penal y Ciencias penales (también cuenta con una nueva edición, antes mencionada, en 





Los avances en materia penitenciaria de las Ordenanzas, en las que la figura del 
menor delincuente aparecía con un tratamiento diferenciado, se mostraron siempre más 
avanzados y reformistas que los códigos penales que los siguieron. Como ya advertía 
Antón Oneca, “el Código de 1848, con sus tendencias retributiva, igualitaria y del más 
riguroso legalismo, llevadas a los preceptos de ejecución de penas privativas de libertad, 
obstaculizó radicalmente aquel excepcional progreso penitenciario”1383. No puede, por 
lo tanto, esperarse un mayor adelanto en la materia con el nuevo Código. 
 
Aprovechado la relativa calma reinante en el panorama socio-político español, que 
sucedió a la muerte del monarca absolutista Fernando VII, comienzan a disponerse los 
preparativos para el nuevo Código criminal en 1843. Como uno de los participantes en 
su elaboración, no puede dejar de destacarse al jurista Pacheco
1384
, que, si bien ha 
quedado demostrada su parca participación en la redacción del Código penal
1385
, ha sido 
uno de sus principales comentaristas y defensores. De su obra, y de aquellos que la 
estudiaron, obtendremos importantes notas que añadir a las disposiciones sobre la 
minoría de edad penal y el lugar que ocupaba en la esfera del Derecho punitivo de la 
época.  
 
La primera de estas notas, la encontramos en su propia visión acerca de la minoría 
de edad penal, como elemento justificador o atenuante de las consecuencias jurídicas 
del delito. Según Pacheco, es claro que existe una universalidad en la doctrina penal, 
                                                                                                                                                                                  
Obras, Tomo II, pp. 263 y ss.), Tomo XVIII, Ministerio de Justicia, Madrid, 1965, p. 474; donde al autor 
realiza una breve introducción histórico lesgislativa del Código penal de 1848, en la que expone que 
“después de varias visicitudes, un proyecto más conciso se presentó a las Cortes de 1834, pero no llegó a 
discutirse. (…) En el año 1836 se restableció la vigencia de la Constitución de 1812. En su virtud, era 
necesario dar cumplimiento a su artículo 258 que ordenaba unos mismos Códigos para toda la Monarquía. 
Y como bajo la vigencia de la Constitución de 1812 se promulgó el Código De 1822, se pensó restaurar 
éste, pero con reformas. De ellas se encargó una Comisión que, según parece excedió su cometido e hizo 
un proyecto nuevo. A éste debe referir Pacheco cuando alude al de 1839 ó 1840, que no llegó nunca a 
publicarse ni a presentarse en las Cortes”. 
1383 Vid. Antón Oneca, J.: “El Código penal de 1848…” ob. cit., p. 477. 
1384 Acerca de la biografia de Pacheco, Vid. in extenso, Valdés Rubio, J.M.: Biografia de Don 
Joaquin Francisco Pacheco. Biblioteca de la Ciudad de Dios, Madrid, 1911, passim; más recientemente, 
Vid. Téllez Aguilera, A.: “Pacheco y el Código penal…” ob. cit., pp. 11-25. 
1385 La duda del protagonismo de Pacheco en la redacción del Código de 1848 había sido sembrada 
por López Rey, en su manual de Derecho Penal. Parte Especial, Madrid, 1935, p. 311; y más tarde y con 
un estudio más detallado este hecho fue puesto de relieve por Antón Oneca, Vid. Antón Oneca, J.: “El 
Código penal de 1848…” ob. cit., pp. 491 y ss. A esta opinión se han sumado también Téllez Aguilera, 
A.: “Pacheco y el Código penal…” ob. cit., p. 34, y Figueroa Navarro, Mª.C.: “El proceso de 
formación…” ob. cit., pp. 336 y 337. 







 o, si se quiere, un consenso socio-jurídico por el cual 
siempre ha existido, en mayor o menor graduación, la consideración de eximente o 
atenuante según la edad del delincuente. 
 
Ante esta tradición, Pacheco distingue entre dos formas de abordar el problema 
desde la perspectiva penal:  
 
“Consistía el uno en observar multitud de casos para formarse una idea de lo que sucede 
comúnmente acerca del desarrollo de la inteligencia humana, y fijar esa presunción como regla, 
estableciendo por determinaciones fijas hasta qué tiempo constituye la edad una completa disculpa, hasta 
cual otro debe estimársela por atenuación. El segundo sistema consiste por el contrario, en no fijar con 
reglas generales lo que por su naturaleza haría de individúo á individuo, sino en dejar el examen y 
apreciación de la conciencia pública en su caso, y de la judicial en el correspondiente, cuál deba ser el 
juicio que particularmente se forme acerca del hecho especial que  da margen á su conocimiento. La ley 
en este caso no regula las inteligencias, ni fija términos á su desarrollo: reconoce la variedad con que esto 
se verifica en los individuos, y quiere sorprender en cada uno el secreto de su naturaleza”1387.        
 
Para el jurista, la primera de las teorías parece más satisfactoria, pero difícilmente 
practicable; la segunda, seguida por la legislación española del Antiguo Régimen, 
heredada de la doctrina romana, parece poder aplicarse con menor dificultad, pero se ve 
contaminada por la mácula de la arbitrariedad
1388
. La solución del texto legal en 
referencia a la responsabilidad penal del menor, continuó el camino marcado por el 
anterior Código penal, caracterizado por el discernimiento, si bien se produce un 
atemperamiento de la ley penal, considerando la minoría penal en una edad dos años 
más avanzada: 
 
“Están exentos de responsabilidad criminal: 
2º. El menor de nueve años. 
                                                             
1386 Vid. Pacheco, J.F.: Estudios de Derecho Penal, lecciones pronunciadas en el Ateneo de Madrid 
en 1839 y 1840. 3ª Ed., M. Tello, Madrid, 1868, p. 77. 
1387 Vid. Pacheco, J.F.: Estudios... ob. cit., p. 78. 
1388 Vid. Pacheco, J.F.: Estudios... ob. cit., p. 79; donde el autor expresa la falta de un criterio 
verdaderamente unificado y la difícil solución del problema de la minoría de edad penal. “La fijación -
dice Pacheco- ó por reglas generales ó por medios individuales, de los puntos críticos en que se pasa de 
uno á otro periodo, es un hecho difícil, que no se resolverá nunca con tanta perfección como desearían la 
humanidad y la justicia”; al respecto, el mismo: El Código Penal concordado y comentado… ob. cit., p. 
164. 





3º. El mayor de nueve años y menor de quince, á no ser que haya obrado con discernimiento. El 
tribunal hará declaración expresa en este punto para imponerle pena ó declararlo irresponsable”1389.  
 
Hasta la edad de nueve años
1390, escribe Pacheco, “no hay en tal caso culpa, no hay 
acto punible; hay solamente una desgracia”1391. Estamos ante una eximente completa, 
absoluta, una presunción iure et de iure de inocencia; en el segundo supuesto, no 
obstante, entra en juego la demostración del discernimiento del menor, por lo que la 
presunción se transforma en iuris tantum
1392
. Respecto al discernimiento del menor, 
Pacheco argumenta que “discernir no es sólo juzgar, ni discernimiento es cualquier 
juicio (…); discernimiento es el juicio recto, por cuyo medio se distinguen las cosas 
diferentes. Tanto, pues, hacen alusión estas expresiones a la fuerza vital, activa del 
ánimo, como al conocimiento de lo que ésta fuera de nosotros”1393. 
 
Nuevamente el tratamiento penal del menor se compara al de los inimputables, 
considerándose no sólo una cuestión biológica, sino también psicológica. Si bien esto es 
así, se advierte que “en ningún caso podrá suceder que un niño de nueve años y de más 
edad tenga menos desarrollado su entendimiento que un imbécil o un loco, por haber 
recibido una educación viciosa o por otras causas”1394. 
 
                                                             
1389 Cfr. Código Penal de 1848, sancionado en 19 de marzo de 1848, Artículo 8.2 y 3. 
1390 Fue discutido en las sesiones del Congreso, según se indica en una edición del Código 
comentada de 1850, que se había puesto sobre la mesa la discusión acerca de la novedad que suponía, en 
la tradición legislativa española, anterior al Código penal de 1822, el establecimiento de la edad de nueve 
años, en lugar de la de diez años y medio recogida en las Partidas. El razonamiento, según los 
comentarios de la edición consultada (cuyos autores no firman, excepto por las siglas), era “que de 50 
años a esta parte, es más adulto un chico de nueve años que lo era antes uno de doce (…), además, 
nuestras antiguas leyes, aún cuando fijaban otro tipo de edad, decían: sive malitia suplet etatem; y hoy, no 
sólo es precoz el desarrollo físico é intelectual, sino el moral”. Cfr. El Código penal de España, 
sancionado por S.M. el 19 de marzo de 1848, arreglado á los reales decretos de 21 y 22 se septiembre de 
1848, 30 de mayo y 2 de junio de 1849, y 7 y 8 de junio de 1850, comentado por D. J.S. y D. A. de B. 3ª 
Ed., Liberia Politécnica de Tomas de Gorchis, Barcelona, 1850, p. 24.     
1391 Cfr. Pacheco, J.F.: El Código Penal concordado… ob. cit., p. 165. 
1392 Vid. Pacheco, J.F.: El Código Penal concordado… ob. cit., p. 166; en el mismo sentido, Vid. 
De Aramburu y Arregui, J.D.: Instituciones de Derecho penal español, arregladas al Código reformado de 
30 de junio de 1850, Benito González, Oviedo, 1860, pp. 19 y 20; también, Silvela, L.: El Derecho Penal 
estudiado en sus principios y en la legislación vigente. Imprenta de M.G. Hernández, Madrid, 1879, Págs, 
243 y ss.; Valdés Rubio, J.Mª.: Derecho Penal… II, ob. cit., p. 193; Vázquez González, C.: “Primeras 
normas…” ob. cit., p. 186. 
1393 Cfr. Pacheco, J.F.: El Código Penal concordado… ob. cit., pp. 166 y 167; al respecto, también 
Vid. Higuera Guimerá, J.F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 112. 
1394 Cfr. De Vizmanos, T.Mª., y Álvarez Martínez, C.: Comentarios al nuevo Código Penal de 
1848. Tomo I, J. Gonzalez y A. Vicente, Madrid, 1848, pp. 67; en el mismo sentido, Vid. Higuera 
Guimerá, J.F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 109. 





A tenor del texto legal, no se prevé ninguna consecuencia jurídica para los menores 
de nueve años; del mismo modo, la capacidad de entendimiento de los hechos del 
menor, y la arbitrio judicial marcan el tratamiento penal en el segundo caso. De la 
indeterminación de la sentencia, progresivamente, se pasa a la indeterminación de la 
culpabilidad del menor. 
 
Por otra parte, al igual que ocurría en el Código precedente, la minoría de edad es 
tenida en cuenta para la atenuación de la pena. 
 
“Son circunstancias atenuantes: 
2ª. La de ser el culpable menor de dieciocho años”1395. 
 
Concretando de manera más concisa lo ya recogido en el texto de 1822, se 
determina y afianza la edad de dieciocho años como el límite para tener en cuenta las 
circunstancias de edad en la disminución de la pena. Las únicas críticas desfavorables a 
este precepto se ubican en la arbitrariedad de la consideración de la edad de dieciocho 




 De mayor importancia es la regulación que el Código ofrece respecto a la 
responsabilidad civil derivada del delito del menor de edad. 
 
“La exención de la responsabilidad criminal declara en los números 1º, 2º, 3º, 7º y 10º del artículo 
8º, no comprende la responsabilidad civil, la cual se hará efectiva con sujeción á las reglas siguientes: 
2º. En los casos de los números 2º y 3º responderán con sus propios bienes los menores de quince 
años que ejecuten el hecho penado por la ley. Si no tuviesen bienes, responderán sus padres ó 
guardadores, á no constar que hubo por su parte culpa ó negligencia”1397. 
 
Podría decirse, según lo declarado en la norma, que la falta de culpabilidad del 
menor no conlleva irresponsabilidad civil. Aunque se admite como subsidiaria la 
responsabilidad familiar, el ordenamiento penal de 1848 señala como cumplidor al 
menor infractor, siendo la responsabilidad principal suya, y teniendo que responder con 
su propio patrimonio. Sorprende, a priori, que la falta de discernimiento no afecte a la 
                                                             
1395 Cfr. Código Penal de 1848… cit., Artículo 9.2. 
1396 Vid. Pachecho, J.F.: El Código Penal concordado… ob. cit., p. 211 y 212. 
1397 Cfr. Código Penal de 1848… cit., Artículo 16.2. 





responsabilidad civil del menor, pues no parece de recibo que un sujeto irresponsable 
que no comprenda completamente las consecuencias y el fondo de los actos cometidos, 
se vea, por otra parte, en la tesitura de ser responsable para el resarcimiento de la deuda 
civil, ínterin se trata de un individuo que difícilmente puede hacerse cargo de la 
situación precisamente por sus circunstancias. El precepto ha de entenderse en el 
contexto y marco general del Código, de cariz fuertemente paternalista, tutelar, no 
obstante, de gran dureza. Posiblemente, la idea de responsabilizar civilmente al menor 
fuera vista como un alejamiento de la total impunidad
1398
, y, en último término 
establecer una didáctica de la responsabilidad por los actos cometidos, enseñando las 
consecuencias del delito al menor delincuente, antes que por la vía penal, por la vía 
civil.   
 
Las directrices acerca de la ejecución penal que se disponen para el menor de 
quince años vienen recogidas en el artículo 72 del Código de 1848, en el que se 
establece que: 
 
“Al menor de quince años, mayor de nueve, que no este exento de responsabilidad, por haber 
declarado el tribunal que obro con discernimiento, se le impondrá una pena discrecional, pero siempre 
inferior en dos grados por lo menos a la señalada por la ley al delito que hubiere cometido. 
Al mayor de quince años, y menor de diez y ocho, se aplicará siempre, en el grado que le 
corresponda, la pena inmediata inferior a la señalada por la ley” 1399. 
  
Puede comprenderse, por lo tanto, que tratándose de menores de edad, la ley penal 
desea un tratamiento más benigno. Además de la atenuante anteriormente vista, el 
Código plantea, en el caso menos favorable, no sólo la rebaja en grado, sino la 
aplicación de la pena siguiente en la escala, como castigo inferior
1400
. La pena continua 
                                                             
1398 Expresa Pacheco que “no pueden ser de mejor condición los menores de quince años, para el 
asunto de la responsabilidad civil, que lo son los locos y dementes. Si estos se sujetan a ella, los primeros 
no pueden de ningún modo eximirse. Está bien que no sean penados, cuando sin discernimiento obran, 
pero no puede estar bien que causen daños, y no los reparen o indemnicen. La acción civil se da, pues, 
contra ellos, y contra sus bienes. Aquel a quien perjudicaron, los puede ciertamente reclamar”. Cfr. 
Pachecho, J.F.: El Código Penal concordado… ob. cit., p. 291. 
1399 Cfr. Código Penal de 1848… cit., Artículo 72. 
1400 Vid. Pacheco, J.F.: El Código Penal concordado… ob. cit., p. 399; del mismo modo, como 
apunta acertadamente De Aramburu y Arregui, el menor de edad siempre esta sometido a la atenuación 
del castigo, pues en virtud del artículo 69 del Código penal de 1848, se atenderá a sus circunstacias 
especiales en caso de concurrir en el delito con otros autores mayores de edad. Vid. De Aramburu y 
Arregui, J.D.: Instituciones… ob. cit., p. 104. 





siendo indeterminada, sometida al arbitrio judicial, del mismo modo que ocurría en las 




Además de las anteriores consideraciones a favor del menor infractor, también 
debemos destacar la matización respecto a la pena de trabajos en obras públicas por 
razón de la edad:  
 
“Los sentenciados á cadena temporal ó perpetua trabajaran en beneficio del Estado; llevaran 
siempre una cadena al pie pendiente de la cintura, ó asida á la de otro penado: se emplearan en los 
trabajos duros y penosos, y no recibirán auxilio de ningún tipo fuera del establecimiento. 
Sin embargo, cuan el Tribunal, consultando la edad, salud estado, ó cualquiera otras 
circunstancias personales del delincuente, creyere que este debe sufrir la pena en trabajos interiores del 
establecimiento, lo expresará asi en la sentencia”1402. 
 
Ya hemos hablado con anterioridad sobre la dedicación de los menores condenados 
a los presidios industriales y a la realización de obras en los arsenales de marina
1403
, 
que parece tener su continuación en el Código penal de 1848. Se trata de las penalidades 
más “graves y terribles”1404, por lo que la edad se tiene en cuenta como factor 
dulcificador. 
 
La sustitución de esta clase de penas por trabajos en el interior de un 
establecimiento, contrasta con la desaparición en el Código de 1848 del encierro del 
menor en instituciones especiales de protección. Sobre este hecho, Pacheco se 
pronunciaba en estos términos: “parécenos bien, por consiguiente, que no haya tomado 
nuestro Código esa disposición del francés, supuesto que había de ser o inútil ó ridícula, 
o aventurada o perjudicial. Nosotros no tenemos medios hoy para realizarla; y si de 
repente se improvisasen, confesemos que no nos merecerían confianza alguna”1405. La 
opinión del jurista explica la imposibilidad práctica de llevar a cabo el internamiento del 
menor en centros especialmente concebidos para ello, además de ello, la fuerza punitiva 
                                                             
1401 Vid. Vázquez González, C.: “Primeras normas…” ob. cit., p. 187. 
1402 Cfr. Código Penal de 1848… cit., Artículo 96. 
1403 El ingreso en la milicia aún se considera una pena factible, en aras de la utilidad al Estado. Así, 
podemos encontrar en el Código de 1848 preceptos que establecen que “los que fueren útiles por su edad, 
salud y buena conducta, podrán ser destinados por el gobierno al servicio militar si fuesen solteros, y no 
tuvieren medios con que subsistir”. Cfr. Código Penal de 1848… cit., Artículo 107. 
1404 Cfr. Pacheco, J.F.: El Código Penal concordado… ob. cit., p. 447. 
1405 Cfr. Pacheco, J.F.: El Código Penal concordado… ob. cit., p. 169. 





de la patria potestad es aún vista por la sociedad española de mediados del siglo XIX 
como suficiente para encargarse de los infractores menores de edad. Esta situación, 
como ya hemos estudiado supra, comenzará a cambiar a finales de siglo, cuando los 
asilos y Escuelas de Reforma paterna sustituyen a las instituciones de caridad.  
 
Por último, debe atenderse a la falsificación o engaño en cuanto a la mayoría de 
edad por parte del menor. El Código dispone que “el que usurpare el estado civil del 
otro será castigado con la pena de presidio mayor”1406; el castigo es verdaderamente 
severo, puesto que se equipara esta usurpación al robo del propio estatus social, no 
obstante, no se indica ninguna especificidad en cuanto al intento del menor de edad de 





La progresión iniciada por el Código de 1822, encontraba su asiento, aunque de 
modo atemperado por la ideología absolutista, en el Código de 1848. Sin embargo, el 
camino marcado por el reformismo no constituyó una línea recta ascendente en nuestra 
codificación penal. La reforma del Código penal de 1848, aprobada por Real decreto de 
30 de junio de 1850, supuso un pico descendente en la progresión de nuestro sistema 
penal
1408
. El poder del Estado se fortalece, los delitos políticos agravan sus penas
1409
. 
Nos encontramos en la antesala del mandato de Narváez, el Derecho penal de la época 
es el reflejo del liberalismo más radical y autoritario. En síntesis, “si los Códigos de 
1848, 1870 y 1932 pueden considerarse progresivos en sus respectivas épocas, el de 
1850, junto con los de 1928 y 1944, debe estimarse regresivo en lo que afecta al 
desarrollo y protección de los derechos fundamentalmente de la persona”1410. Este 
                                                             
1406 Cfr. Código Penal de 1848… cit., Artículo 384. 
1407 Al respecto, Vid. Código Penal de 1848… ob. cit., p. 212. 
1408 Acerca de las reformas introducidas en el Código de 1848 por el Real decreto de 1850, Vid. 
Antón Oneca, J.: “El Código penal de 1870”, en Anuario de Derecho penal y Ciencias Penales, Tomo 
XXIII, Ministerio de Justicia, Madrid, 1970, pp. 231 y ss. (también en la nueva edición de Rubizal-
Culzoni, Obras, Tomo II, pp.196 y ss.). 
1409 Vid. Antón Oneca, J.: “El Código penal de 1870…” ob. cit., p. 488; en el mismo sentido, 
Barbero Santos: Política y Derecho penal en España. Tucar, Madrid, 1977, pp. 28 y ss; al respecto, 
también Vid. García Rivas, N.: La rebelión militar en derecho penal. Universidad de Castilla la Mancha, 
Albacete, 1990, p. 72. 
1410 Cfr. López Barga de Quiroga, J., Rodríguez Ramos, L. y Ruíz de Gordejuela López, L.: 
Códigos penales... ob. cit., p. 321. 





recrudecimiento de la reforma no afectó al menor infractor
1411
, quedando sin modificar 
todos los preceptos en 1850, de modo que el tratamiento penal del menor continuaría sin 
modificar hasta 1870. 
 
La revolución fue la madre del nuevo ordenamiento penal
1412
. El mandato de la 
Constitución de 1869 fue el principal impulsor de la rápida confección de una reforma 
integral del Código penal, en una época de nuestra historia caracterizada por la tensión 
socio-política del sexenio revolucionario
1413
. Los objetivos principales de la misma han 
sido puestos de manifiesto por Antón Oneca
1414
: 1. Proteger penalmente la Constitución 
de 1869; 2. Humanizar el Código conforme a los ideales mitigadores de los partidos 
representados en las Cortes; y, por último, 3. Corregir algunos preceptos que aparecían 
defectuosos técnicamente. En definitiva, como expresa Figueroa Navarro, “el Código 
penal de 1870 significa la armonización del nuevo contexto político con el punitivo”1415, 
un normativa penal al servicio de la política liberal y constitucional de la época. 
 
A pesar de la intensa reforma, el Código penal de 1870 continuó con la línea de su 
predecesor; más aún, supuso una regresión respecto del tratamiento de las medidas 




“No delinquen, y por consiguiente están exentos de responsabilidad criminal: 
(…) 
2º. El menor de nueve años. 
                                                             
1411 Vid. Landrove Diaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p. 29; en el mismo sentido, Vid. Higuera 
Guimerá, J.F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 113. 
1412 Vid. Higuera Guimerá, J.F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 113. 
1413 Al respecto, Vid. López Barga de Quiroga, J., Rodríguez Ramos, L. y Ruíz de Gordejuela 
López, L.: Códigos penales... ob. cit., pp. 488 y 489, donde se expone una descripción del contexto socio-
político durante la creación del Código de 1870, que podría resumirse en los siguientes puntos 
fundamentales: “En primer lugar, la situación económica puede ser definida como economía dual, 
termino acuñado para referirse a los países del Tercer Mundo en los que a las formas tradicionales de vida 
se han sobreimpuesto formas capitalistas importadas de las regiones desarrolladas, pero que también ha 
sido empleado a menudo para la España del siglo XIX. (…) En segundo lugar, la estructura social se 
caracterizaba ante todo por la debilidad numérica de la burguesía (…), La historia del s. XIX español está 
salpicada de pronunciamientos (…), pero más importante zún fue la intervención subterránea de los 
militares que utilizaron siempre su fuerza como medio de presión. Por último, el sexenio fue también la 
época que vio nacer el asociacionismo obrero en España…”. Como puede comprobarse por los hechos 
históricos, el Código penal nace en un momento de despertar de las ideas de la burguesía en España: 
sufragio universal, libre asociación, libertades individuales… 
1414 Vid. Antón Oneca, J.: “El Código penal de 1870…” ob. cit., p. 237. 
1415 Cfr. Figueroa Navarro, Mª.C.: “La formación…” ob. cit., p. 338. 
1416 Vid. Higuera Guimerá, J. F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 113 





3º. El mayor de nueve años y menor de quince, á no ser que haya obrado con discernimiento. 
El Tribunal hará declaración expresa sobre este punto para imponerle pena, ó declararlo 
irresponsable. 
Cuando el menor sea declarado irresponsable, en conformidad con lo que establece en este numero 
y en el que precede será entregado á su familia con encargo de vigilarlo y educarlo. A falta de persona 
que se encargue de su vigilancia y educación, será llevado á un establecimiento de beneficencia 
destinado á la educación de huérfanos y desamparados, de donde no saldrá sino al tiempo y con las 
condiciones prescritas para los acogidos”1417. 
 
Se mantiene, por tanto, la minoría de edad penal en los nueve años. Al respecto 
Groizard, en sus comentarios al Código de 1870, se pronunciaba en unos términos muy 
parecidos a los que anteriormente vimos en Pacheco: 
 
“Enfrente de esta presunción iuris tantum, fecunda en rigorosas consecuencias, la razón ilustrada y 
la razón vulgar, asi los hombres de la ciencia como el común de las gentes, no pueden menos de convenir 
en la justicia de levantar otra, mucho más fuerte (iuris et de iure), proclamando siempre la inocencia de 
los que cometen, en los primeros años de vida, daños inconscientes, elevados por la ley a la categoría de 
delito. 
Discrepancia de opiniones podrá haber en la mayor o menor duración que se conceda a este periodo 
eximente: unos lo fijarán en siete años, otros lo elevarán hasta nueve, algunos querrán quizá que no se 
pase de cinco, y otros pedirán que se extienda hasta los catorce, pero ninguno negará que hay en la vida 
del hombre un plazo, más o menos largo, durante el cual su razón incompleta no funciona con la fuerza y 
condiciones necesarias para medir la inmoralidad de sus actos y para poder apreciar de una manera 
integral la noción del deber”1418. 
 
 De este modo, el articulado del Código de 1870 declaraba la exención de 
responsabilidad (presunción iure et de iure de la inexistencia de discernimiento, al no 
haber cumplido la edad) de los menores de nueve años; a los mayores de nueve años 
pero menores de quince de no haber obrado con discernimiento; y, finalmente, una 
responsabilidad atenuada en el caso de los menores de dieciocho años. En este aspecto, 
el Código de 1870, que “vuelve a incorporar un tratamiento protector del menor”1419, 
donde la familia tendrá un papel principal y, a falta de la diligente actuación de la 
                                                             
1417 Cfr. Código penal de 1870, concedido al gobierno por la Ley de 17 de junio de 1870. 
Ministerio de Gracia y Justicia, Madrid, 1870, Artículo 8.2 y 3. 
1418 Cfr. Groizard y Gómez de la Serna, A.: El Código penal de 1870, concordado y comentado. 
Tomo I, 3ª Ed., Sucesores de Rivadeneyra, Madrid, 1923, p. 234.  
1419 Cfr. Alemán Monterreal, A.: “Reseña histórica…” ob. cit., p. 39. 





misma, se preveía el traslado a un establecimiento de beneficencia, es decir, alejado del 
carácter penitenciario.  
 
Tal y como expone Groizard, se distingue un periodo de irresponsabilidad 
absoluta, y otro periodo de responsabilidad disminuida; “en el segundo grupo, la 
solución del problema no pertenece al legislador, sino al Juez”1420, por lo que nos 
encontramos nuevamente con la indeterminación de la pena y la culpabilidad, dejándose 
en ambos casos al arbitrio judicial. 
 
En ambos casos, no existían medidas penales
1421
 aplicables a los menores 
infractores, dejándose en manos de la familia la potestad correccional del individuo, 
que, de no existir, es sustituida por la figura benéfica del Establecimiento para 
                                                             
1420 Cfr. Groizard y Gómez de la Serna, A.: El Código penal de 1870… ob. cit., p. 236; el 
procedimiento para la imposición de la pena, es relatado por Vianda: “la declaración expresa que exige la 
Ley que haga el Tribunal de que el mayor de nueve años y menor de quince obró ó no con discernimiento, 
para imponerle pena ó declararle irresponsable, deberá hacerse por resolución especial en la misma 
sentencia definitiva, ó en el auto de sobreseimiento libre que se dicte con arreglo al art. 640, en relación 
con el 637, núm. 3º de la ley de instrucción criminal, cuando el sumario aparezca, de un modo que no deje 
lugar á duda algúna, la falta absoluta de discernimiento del menor”. Cfr. Vianda y Vilaseca, S.: El Código 
penal de 1870 reformado. Tomo I, Manuel Ginés Hernández, Madrid, 1890, p. 95; al respecto, también 
Vid. Vázquez González, C.: “Primeras normas…” ob. cit., p. 189. También interesantes son en este punto 
las anotaciones de jurisprudencia realizadas por Hidalgo acerca de la doctrina del Tribunal Supremo en la 
aplicación de estos preceptos: “Para hacer los Tribunales la declaración expresa sobre si el mayor de 
nueve años y menor de quince ha obrado ó no con discernimiento, no han de atenerse solamente al 
dictamen facultativo, por más que sea un dato muy atendido, sino también á los antecedentes y 
circunstancias del hecho y condiciones del procesado, si han de llamar cumplidamente la misión que la 
ley ha dejado á su recto criterio. Sent. De 7 de Abril de 1876”. Cfr. Hidalgo García, J.A.: El Código penal 
conforme a la doctrina establecida por el Tribunal Supremo. Tomo I, Imprenta de la Revista de 
Legislación, Madrid, 1908, pp.67 y 68. Según Higuera Guimerá, “pocos años después, en 1882 se publica 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que en su art. 380, en relación con los mayores de nueve años y los 
menores de quince, disponía: Si el procesado  fuere mayor de nueve años y menor de quince, el Juez 
recibirá información acerca del criterio del mismo, y especialmente de su aptitud para apreciar la 
criminalidad del hecho que hubiese dado motivo a la causa. En esta información serán oídas las personas 
que pueden deponer con acierto las circunstancias personales y por las relaciones que hayan tenido con el 
procesado antes o después de haberse ejecutado el hecho. En su defecto se nombrarán a dos Profesores de 
instrucción primaria para que, en unión al Médico forense o del que haga sus veces, examinen al 
procesado y emitan dictamen”. Cfr. Higuera Guimerá, J.F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., pp. 113 y 
114. 
1421 Vid. Groizard y Gómez de la Serna, A.: El Código penal de 1870… ob. cit., pp. 253 y 254. 
Ciertamente, no eran consideradas penas en sí mismas las consecuencias jurídicas para aquellos menores 
que habían sido declarados irresponsables. Al respecto, Groizard se pronuncia en contra de “que se 
conduzca al menor a una casa de corrección por el tiempo que señale la sentencia, lo cual es una 
verdadera pena (…). La reforma ha atendido con inteligente solicitud a esta necesidad mandando 
entregarle a su familia con encargo de vigilarle y educarlo; y a falta de persona que se encargue de su 
vigilancia y educación, disponiendo el ingreso en un estblecimiento de beneficencia destinado a la 
educación de huérfanos y desamparados, de donde no saldrá sino al tiempo y con las 
condicionesprescritas para los acogidos”.  







. Estas especificaciones pueden considerarse  precursoras 
del “tratamiento de protección”1423 y de las medidas de seguridad1424 que más tarde se 
aplicarían en la regulación de los modelos tutelares en España. En el primer caso, la 
corrección paternal es mantenida por el Código, pese a las críticas que Pacheco había 
dirigido en contra de la permanencia del menor con la familia en determinadas 
circunstancias; en el segundo caso, se da pie a una actuación delegada de las casas de 
corrección y hospiciales, como centros de internamiento de menores. Más tarde, como 
veremos en subsiguientes epígrafes, el destino de algunos de estos menores será la casa 
de reforma de Alcalá de Henares, prácticamente única actuación pública en esta materia. 
El artículo 8 del Código de 1870 ha sido, además de estas consideraciones, resaltado por 
su valor inspirador de la doctrina tutelar por Montero-Ríos y Villegas, lo que adelante se 




Al igual que ocurría en el anterior Código penal, también nos encontramos con la 
atenuación de las penas hasta los dieciocho años de edad
1426
. Un importante cambio 
acaece, no obstante, en el caso de la responsabilidad civil derivada de delito, 
estableciéndose como subsidiaria dicha responsabilidad y siendo los parientes o 
guardadores los que, en un primer momento, responderán con su patrimonio: 
 
“En lo casos 1º, 2º, y 3º son responsables civilmente por los hechos que ejecutare el loco 
ó imbécil y el menor de nueve años, ó el mayor de esta edad y el menor de quince que no haya 
obrado con discernimiento, los que lo tengan bajo su potestad ó guarda legal, á no hacer 
constar que no hubo por si parte culpa ni negligencia. 
No habiendo persona que los tenga bajo su potestad ó guarda legal, ó siendo aquella 
insolvente, responderán con sus bienes los mismos locos, imbéciles ó menores, salvo el 
beneficio de competencia, en la forma que establezca la ley civil”1427. 
 
                                                             
1422 Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho Penal… ob. cit., p. 29; sobre el Código de 1948 y su 
regulación en materia de menores infractores, también Vid. Higuera Guimerá, J. F.: Derecho Penal 
Juvenil… ob. cit., p. 108-112 
1423 Vid. Antón Oneca, J.: “El Código penal de 1870…” ob. cit., p. 242, también Vid. Vázquez 
González, C.: “Primeras normas…” ob. cit., p. 188. 
1424 Vid. Del Rosal Blasco, B.: “Joven delincuente…” ob. cit., p. 1042; también en Vázquez 
González, C.: “Primeras normas…” ob. y loc. cit. 
1425 Vid. Montero-Rios y Villegas, A.: Antecedentes y Comentarios… ob. cit., pp. 21 y 22. 
1426 Vid. Código penal de 1870… cit., Artículo 9.2. 
1427 Cfr. Código penal de 1870… cit., Artículo 19. Primera. 





Las razones que llevan a esta modificación son explicadas por Vianda: “la razón de 
esta diferencia consiste en que en los casos de los números 4º, 5º, 6º, 8º, 9º, 11º, 12º y 
13º del art. 8 obra siempre el agente con plenísimo derecho, siendo toda la culpa del 
agresor ú ofensor, y cuando no le hay, es producto del acto de un deber omnímodo, ó de 
un insuperable accidente. Por el contrario, en los cinco casos de exención de la 
responsabilidad criminal en que, no obstante ella, no procede la de la responsabilidad 
civil, fúndase la excepción, ó en la equidad, ó en la culpa ó negligencia, cuando menos 
de una tercera persona”1428. 
 
Tal y como explica Groizard, el cambio que se establece es más profundo de lo que 
a priori puede parecer, puesto que la redacción del nuevo artículo, a diferencia de la 
anterior disposición no considera la existencia de delito alguno en el caso de los 
menores. No se trata, por lo tanto, de una aplicación especial ante unas circunstancias 
modificativas de la responsabilidad penal del menor, sino directamente una exención de 
la misma
1429
. No existe delito, no existe responsabilidad, ni civil ni penal directa y 
personal del menor. La responsabilidad se transmite a los padres, en la inteligencia de 
que ellos son los primeros jueces para los menores, y su deber es el ser guardadores de 
los mismos; fallando este presupuesto inicial, solo puede concluirse la negligencia, y 




Completa el cuadro normativo específico para menores infractores del Código 
penal de 1870, el artículo 86. Según el mismo: 
 
“Al menor de quince años , mayor de nueve, que no esté exento de responsabilidad por haber 
declarado el Tribunal que obró con discernimiento, se le impondrá una pena discrecional, pero siempre 
inferior en dos grados, por lo menos, á la señalada por la ley al delito que hubiere cometido. 
Al mayor de quince años, y menor de diez y ocho, se aplicará siempre, en el grado que 
corresponda, la pena inmediatamente inferior á la señalada por la ley”1431. 
 
El Código penal de 1870 fue uno de los más duraderos en la turbulenta historia de 
la España decimonónica. No obstante, su articulado hubo de soportar la acometida de 
                                                             
1428 Cfr. Vianda y Vilseca, S.: El Código penal de 1870 reformado… ob. cit., p. 394. 
1429 Vid. Groizard y Gómez de la Serna, A.: El Código penal de 1870… ob. cit., p. 739. 
1430 Vid. Groizard y Gómez de la Serna, A.: El Código penal de 1870… ob. cit., pp. 741 y 742. 
1431 Cfr. Código penal de 1870… cit., Artículo 86. 





diferentes proyectos de reforma que, en algunos casos, se pronunciaban acerca del 
tratamiento del menor. Vázquez González ha puesto de manifiesto las peculiaridades de 
algunos de ellos, destacando entre los más importantes: el Proyecto de Salmerón de 
1873; el de Alonso Martínez, de 1882; el de Francisco Silvela de 1884
1432
; el de 
Fernández Villaverde, de 1891; y el proyecto Montilla de 1902, realizado por D. 
Constancio Bernaldo de Quirós
1433
, y el Proyecto de Ley de Bases para la reforma del 
Código penal de 1870 del Ministro Javier de Ugarte
1434
. En algunos de ellos la reforma 
se centraba en la minoría de edad penal, deseando ampliar la orquilla donde el 
discernimiento jugaba el papel relevante para desentrañar la responsabilidad penal, éste 
es el caso del proyecto de 1882
1435
; en otros casos, además de ampliar este marco 
temporal, el proyecto constituía un conductor de la filosofía correccionalista-
positivista
1436
 del alemán Roeder
1437
, de la que fueron defensores algunos de nuestros 
más importantes penalistas
1438
 (Dorado Montero, Concepción Arenal, Bernaldo de 
Quirós, citados en nuestro estudio).  
                                                             
1432 Vid. Jimenez de Asúa, L.: Tratado… ob. cit., p. 770; y más recientemente, de un modo 
detallado, Alvarado Planas, J.: “El proyecto de Código Penal de 1884, de Silvela, y el Código penal del 
Protectorado español en Marruecos”, en Boletin de la Facultad de Derecho de la UNED, Número 1, 
segunda época, Madrid, 1992, pp. 87 a 128, 87 a 111 y 123 a 128. 
1433 Vid. Vázquez González, C.: “Primeras normas…” ob. cit., p. 190.  
1434 Al respecto, Vid. De Ugarte Pagés, J.: Reformas en la Administración de Justicia, Madrid, 
1906, passim; también citado en el artículo de Vázquez González, C.: “Primeras normas…” ob. cit., p. 
191, que sintetiza las peculiaridades de la propuesta,con el siguiente tenor: “aboga por la sustitución de 
las penas para los menores de quince años por un régimen de educación (Base Duodécima); prevé la 
creación de establecimientos de beneficencia para que los exentos de responsabilidad criminal y los 
menores de quince años cuya pena haya sido sustituida, puedan recibir educación, fuera de las prisiones 
(Base Decimotercera); establece la creación de reformatorios, escuelas de industrias o de vagabundos y 
colonias agrícolas públicos o privados (Base Decimocuarta); recoge la medida de acogimiento familiar 
para los menores exentos de responsabilidad y para aquellos a los que se les haya sustituido la pena (Base 
Decimoquinta); y, establece, por último, que los mayores de quince años y menores de dieciocho 
condenados a cualquier clase de pena, la cumplirán en una colonia agrícola-industrial bajo un régimen de 
educación y de enseñanza literaria y profesional, dependiente de la Dirección General de Prisiones”. 
1435 Se proponía el acercamiento de la edad de responsabilidad penal con la de plena capacidad 
jurídica civil establecida en veiuntiún años. Al respecto, Vid. Lasso Gaite, J.F.: Crónica de la Codificación 
Española. Codificación penal, 5, Volúmen II, Ministerio de Justicia, Madrid, 1970, p. 526. 
1436 En el caso del proyecto de 1902 se deseaba ampliar el marco de edad hasta los veintitrés años. 
Vid. Cerezo Mir, J.: Curso de derecho penal español parte general. Tomo I, Tecnos, Madrid, 2001, pp. 
121 y 122; al respecto, Vid. Vázquez González, C.: “Primeras normas…” ob. y loc. cit., quien establece 
esta visión comparativa entre la filosofía correccional y el proyecto de reforma del Código penal de 1870.  
1437 Según esta escuela doctrinal el fin último de la pena debe ser el de la prevención especial, la 
corrección y enmienda del individuo. Al respecto, Vid. Roeder, C.D.A.: Estudios sobre Derecho Penal… 
ob. cit., p. 159 y ss. 
1438 Sobre la influencia de los pensadores y españoles en la Reforma social y penitenciaria del siglo 
XIX, Vid. Gómez Molleda, Mª.D.: Los reformadores de la España Contemporanea. Reedición CSIC, 
Madrid, 1981, (1ª Ed. 1966), p. 17 y ss.; y más concretamente, en cuanto a la influencia correccional y 
pedagógica, Vid. Ovejero Sanz, Mª.P.: “Carácter pedagógico…” ob. cit., pp. 744-756; también Vid. Tome 
Ruiz, A.: “La delincuencia juvenil. Doña Concepción Arenal, precursora de los procedimientos modernos 





Anteriormente a la promulgación de los Códigos más modernos, de los que 
trataremos más adelante, se produjeron en materia de menores algunas importantes 
modificaciones en nuestros textos normativos penales. La primera de ellas es la 
promulgación del llamado Código penal de 1914 para la zona de influencia española en 
Marruecos. El texto seguía básicamente los mismos preceptos que el Código penal 
común, declarando exentos de responsabilidad a los menores de nueve años y menores 
de quince que obren sin discernimiento
1439
, no obstante, no contiene especificación 
alguna sobre el tratamiento especifico de los menores penados. Asimismo, no se 
establece obligación alguna por parte de los Tribunales de declarar expresamente la 
existencia o no de discernimiento, aunque si finalmente se indica que existió voluntad y 
conciencia, la pena se impone al menor según la regla establecida en el artículo 86 del 
Código penal común. El periodo de atenuación de la responsabilidad se establece de los 





Por Real decreto, de 14 de noviembre, de 1925, se modificó el apartado 3º del 
artículo 8º del Código Penal de 1870, estableciendo un mayor margen de edad para 
considerar la posibilidad de que el menor hubiera actuado con discernimiento y 
adecuando el texto legal a las consideraciones de la Ley de Tribunales tutelares
1441
. El 
artículo modificado quedaría del siguiente modo: 
 
“El mayor de nueve años y menor de diez y seis, a no ser que haya obrado con 
discernimiento. El Tribunal sentenciador hará declaración expresa sobre este punto para 
imponerle pena o declararle irresponsable. 
 
Los menores comprendidos entre las expresadas edades, acusados por delitos o faltas 
cometidos en territorio al cual alcance la jurisdicción de algún Tribunal tutelar para niños, no 
                                                                                                                                                                                  
para el tratamiento de los jóvenes delincuentes”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Año VII, Número 
72, marzo, Madrid, 1951, pp. 36-38.   
1439 Vid. Código penal de 1914, para la zona de influencia española en Marruecos, Artículo 9. 2 y 
4. 
1440 Vid. Cuello Calón, E.: El tratamiento jurídico de los menores delincuentes. S/E, Madrid, 1916, 
p. 185; recordando la obra de Cuello Calón, Vid. Serrano Tárraga, Mª.D.: “Legislación penal de 
menores…” ob. cit., p. 280.  
1441 Vid. Castejón, F.: Comentarios… ob. cit., p. 283. 





podrán ser sometidos a otros procedimientos ni sanciones que los autorizados por la Ley y 
Reglamento reguladores de dichos Tribunales tutelares. 
 
Cuando el lugar donde se cometió el delito o falta no alcance la jurisdicción de ningún 
Tribunal tutelar para niños, el mayor de nueve años y menor de diez y seis, responsable de la 
infracción, será juzgado conforme a los preceptos de la ley de Enjuiciamiento criminal, y le 
serán aplicados los del Código o de la ley penal que corresponda; pero durante el proceso no 
sufrirá en ningún caso prisión preventiva en los establecimientos destinados a este fin, si bien el 
Juez instructor podrá acordar su reclusión temporal en asilos y establecimientos dedicados al 
cuidado de la infancia, cuya designación facilitarán los Alcaldes, a cargo de los Ayuntamientos 
respectivos; y cuando recaiga sentencia condenatoria, el Tribunal sentenciador otorgará siempre 
el beneficio de suspensión de condena, instituido por la ley de 17 de marzo de 1908, por un año, 
transcurrido el cual, el reo haya delinquido de nuevo, se considerará remitida la condena. La 
suspensión de condena se otorgará a los menores de diez y seis años, aunque tuvieran 
pendientes otras, y el fallo o fallos en suspenso sólo serán ejecutados cuando el reo delinquiera 
de nuevo después de cumplir los diez y seis años y corriendo el plazo de la suspensión”. 
 
2.5.2. El Reglamento para las Cárceles de Madrid de 1874. 
 
El Reglamento para las Cárceles de Madrid
1442
, aprobado en 22 de enero de 1874, 
dedicaba un Título específico, el VIII, al Departamento de jóvenes presos, haciendo ver 
esta voluntad de separación y especialización
1443
, aunque en la práctica normalmente 




                                                             
1442 Sobre esta normativa en relación con los jóvenes presos, Vid., in extenso, el comentario de la 
obra de García Valdés, Los presos jóvenes… ob. cit., pp. 61-75. 
1443 En la elaboración del Reglamento de 1874, los Comisionados por la Junta Auxiliar de Cárceles 
de Madrid, mostraron una “especial sensibilidad, tanto por la Ley de Bases (en la que se inspiraron), 
como por los jóvenes reclusos…”. Cfr. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 59. También 
en la misma obra, se destaca “el interés de los redactores del Proyecto por los jóvenes (…), a través del 
articulado en general, su preocupación por ellos es constante. Y asi, las referencias del Artículo 17 cuando 
habla del fomento de los talleres; del 19, al exigir en la Memoria anual la distinción numérica de los 
mismos; del 67, al enumerar los departamentos; del 100, al encomendar como obligación especial de los 
Capellanes su cuidado, etc.” (p. 61). 
1444 Ya hemos hablado en anteriores epígrafes de la situación de los jóvenes en las cárceles 
españolas de la época, situación que era reconocida por el propio Reglamento, en su Exposición de 
Motivos: “Lo primero en que ha tenido que fijarse (la Comisión) ha sido en las condiciones de los 
edificios en que están establecidas las cárceles. Mal situados, peor distribuidos y sin posibilidad de 
acomodarlos á su actual destino por haber sido construidos para muy distinto objeto, ofrecen 
posibilidades insuperables para adoptar un sistema ordenado y sencillo que llene las más esenciales 
necesidades de una prisión, como son el buen orden, una vigilancia fácil y eficaz, la seguridad, la higiene 





Según el propio Reglamento, el principal motivo del establecimiento de una 
sección de jóvenes en las Cárceles de Madrid, era la de “evitar las fatales consecuencias 
de la reunión de jóvenes que han llegado impremeditadamente á pisar los umbrales del 
crimen”1445; es decir, evitar en la medida de lo posible1446 la contaminación criminal 
perjudicial y establecer un umbral de separación efectivo entre los presos de edades más 
jóvenes y los demás internos del establecimiento: 
 
“Los presos de diferente sexo ocuparán siempre edificios separados, y cuando las circunstancias lo 
permitan, se establecerá también una cárcel especial para varones menores de diez y ocho años”1447. 
 
Además de ello, el texto legal estableció una subdivisión del departamento de 
jóvenes, recogiendo la dinámica de separación que podíamos encontrar en algunas de 
las antiguas instituciones protectoras de menores aparecidas en nuestra patria, si bien de 
un modo bastante simplista
1448
. Como novedad, el Reglamento establece, unida a esta 
separación por edades, la división entre los preventivos y los sentenciados a prisión 




“De presos y detenidos adolescentes para los menores de catorce años. 
De presos y detenidos jóvenes para mayores de catorce años. 
De penados para los que sean sentenciados á las penas de arresto mayor ó menor”1450. 
 
A semejanza de lo que se disponía para las secciones de jóvenes en los presidios-
escuela, y en general, haciendo eco de nuestra particular historia penitenciaria en 
materia de menores corrigendos, el Reglamento para las Cárceles de Madrid otorga el 
control del departamento de jóvenes a un encargado especial, dependiente del Jefe de la 
                                                                                                                                                                                  
y una bien entendida comodidad para los detenidos”. Vid. Reglamento para las Cárceles de Madrid, 
aprobado por el Gobierno, en 22 de enero de 1874. Imprenta de T. Fortanet, Madrid, 1874.  
1445 Vid. Reglamento para las Cárceles de Madrid… cit., Artículo 342. 
1446 Como ha destacado García Valdés, la idea motora de la Comisión fue la de “hacer un 
reglamento práctico”; Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., pp. 59 y 60. 
1447 Cfr. Reglamento para las Cárceles de Madrid… cit., Artículo 2. 
1448 Sistema que luego soluciona el artículo 356, indicando como parte del régimen del 
departamento, “dividir los presos en tres secciones, de mayores, medianos y pequeños”, “cada una de 
ellas en su respectivo dormitorio”, y absolutamente separadas entre sí. 
1449 El objeto queda recogido en el Artículo 344, que establece que “los presos de las secciones 
estarán completamente separados entre sí, en cuanto sea posible, y en la escuela, talleres, Capilla y demás 
puntos en que no es posible evitar la reunión, se procurará que ocupen diferente sitio”. 
1450 Cfr. Reglamento para las Cárceles de Madrid… cit., Artículo 343. 







, responsable del buen mantenimiento y orden del establecimiento
1452
. 
Desaparecen los tratamientos militares de los antiguos presidios, el encargado sustituye 
al comandante, y el celador o auxiliar es el reemplazo del cabo de vara
1453
. Sus 
obligaciones, no obstante, continúan moviéndose en áreas muy similares: registro y 
control de los internos
1454





A pesar de esta desmilitarización de los títulos de los cuidadores, el régimen al que 
los menores detenidos y arrestados eran sometidos guardaba aún fuerte semejanza con 
el orden militar de los presidios. Al cañonazo les sustituía la campana
1456
; a la 
instrucción, la supervisión del encargado
1457
; a los trabajos en obras públicas le 
sobrevendrán los talleres de oficios
1458
, considerados como un deber social para los 
carentes de recursos económicos
1459
. La asistencia religiosa
1460
 y su vinculación con el 
                                                             
1451 Que también deberá inspeccionar el Departamento con especial celo y frecuencia, tratando con 
dulzura y afabilidad a los jóvenes internos, así como atender a sus justas reclamaciones (art. 369). 
1452 Vid. Reglamento para las Cárceles de Madrid… cit., Artículo 345. 
1453 Vid. Reglamento para las Cárceles de Madrid… cit., Artículo 346. 
1454 Según el Reglamento, el encargado del departamento de jóvenes “llevará un libro para 
registrar las partidas de los jóvenes que ingresen en el Departamento, en el cual sentará el nombre y 
apellidos, edad, naturaleza, motivo de la detención o prisión, Autoridad que lo ha dispuesto, si tiene 
padres ó tutores, si sabe leer y escribir, si está dedicado al aprendizaje de algún arte ú oficio ó al 
estudio, qué oficio ó profesión tienen sus padres ó tutores” (art. 347); despúes del ingreso se procederá al 
cacheo y registro escrupuloso del joven, “recogiendo los efectos y dinero que lleve en su poder, y en un 
cuaderno anotará lo que le haya recogido, la ropa que lleve puesta, y las prendas de vestuario que le 
entregue” (art. 348), que le serán devueltas a su salida del centro (art. 349). 
1455 Como por ejemplo, “el Encargado ó en su defecto el Celador, presenciará el acto de lavarse y 
asearse los jóvenes, y enseñará el modo de hacerlo á los que por su corta edad no sepan, encargando á los 
mayores ayuden en esta operación a los más pequeños si en algún caso fuese necesario”. Artículo 353. 
1456 Vid. Reglamento para las Cárceles de Madrid… cit., Artículo 352; la utilización de campanas 
supone para García Valdés “la renuncia a instrumentos militares”. Vid. García Valdés, C.: Los presos 
jóvenes… ob. cit., p. 65. 
1457 En múltiples de los artículos del Reglamento nos encontramos con una disposición militar del 
régimen de los menores presos. En el artículo 354, por ejemplo, se establecen rigurosos turnos para el 
servicio mecanico de aseo y limpieza; en el art. 355, se ordena que “terminada la limpieza de los 
dormitorios y luego que se hayan ventilado suficientemente las camas, cuidará el Encargado de que 
queden arrolladas en sus petates, en sus respectivos sitios y dejando abiertas las ventanas, cerrará la 
puerta para que durante el dia no entren los jóvenes más que á las horas designadas para descansar”; 
además de ello, la formación militar sigue presente para los jóvenes presos, “siempre que los jóvenes 
vayan á los actos religiosos, á la escuela y talleres, marcharán formados y guardarán el mayor silencio, 
acompañándoles el Encargado ó en su defecto el Celador” (art. 357). 
1458 La relación del trabajo de los jóvenes presos en los talleres es importante en el Reglamento, 
tanto como medio de reforma del infractor, como para procurar una manutención propia de los gastos que 
generaban los detenidos. El artículo 358 dispone que “cuando los jóvenes vayan á los talleres, el 
Encargado ó Celador que los conduzca los entregará por lista á los Maestros, recibiéndoles con la 
misma formalidad al concluir el trabajo”.  
1459 Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 64. Según el artículo 359, los internos 
también podrán recibir ayudas de sus familiares o de organizaciones de caridad en su manutención: “los 





nuevo objeto de educación
1461
 de los presos continúan, del mismo modo que ocurría en 
el régimen del presidio-escuela, si bien podemos observar un importante proceso de 
secularización de la enseñanza en los establecimientos penales
1462
. Todo ello, sujeto a 
                                                                                                                                                                                  
presos jóvenes mantenidos á sus expensas y que no hayan recibido vestuario del Establecimiento, podrán 
comunicar diariamente con su familia por los locutorios en las horas y bajo las reglas establecidas para 
los presos adultos. Los socorridos como pobres tendrán la comunicación los días festivos de once á dos”. 
1460 Al igual que ocurría en los presidios-escuela, “también es el Departamento que más exige los 
cuidados y asistencia del Capellán, y que por lo tanto debe visitar con más frecuencia, animando á los 
que le ocupan á separarse de las senda del mal y á emprender decididamente el camino de la virtud por 
medio de la aplicación y amor al trabajo” (art. 370). 
1461 Al respecto, el Reglamento establece la obligatoriedad de la asistencia a la Escuela de 
instrucción primaria (art. 350) y dispone de una extensa regulación (arts. 371 a 377) acerca del Profesor 
de la misma, al que considera “después del Capellán, el agente más importante de este Departamento” y 
atribuye unas características especiales, que recuerdan a las figuras paternales del pasado, como el Padre 
de Huerfanos: “deberá ser persona muy práctica en la enseñanza, de buenos modales y de carácter 
afable y energico á la vez y de reconocida moralidad” (art. 371).  
1462 Debemos recordar en este punto que durante todo el siglo XIX se inició una reforma en lo 
referente a la educación en los establecimientos penitenciarios. Dicha reforma tiene una especial 
importancia en el estudio de los jóvenes presidiarios y penados, puesto que ellos serán los máximos 
beneficiarios de la misma. En un primer momento, la enseñanza toma un cariz completamente orientado a 
al aprendizaje de la doctrina cristiana, como anteriormente se ha expuesto. Con la Real Orden, de 11 de 
enero de 1841, se dispone, entre otras cosas, que se encarguen del régimen de las escuelas de los 
Establecimientos penales los Capellanes de los mismos, aumentándoles por este servicio su dotación. Del 
mismo modo, la Circular de la Dirección general de Presidios, de 20 de mayo, de 1842, recuerda el 
exacto cumplimiento de las obligaciones de los Capellanes y encareciendo la creación de escuelas de 
primera enseñanza en estos establecimientos. La Real Orden, de 10 de marzo, de 1844 manda construir 
nuevas escuelas en aquellos Presidios que carecen de las mismas, mejorando también las ya existentes. 
Acerca de estas normativas, Vid. Cadalso, F.: Diccionario… II, ob. cit., p. 277.  Ya hicimos alusión al 
Reglamento de Escuelas de los presidios con anterioridad, pero lo verdaderamente destacable es la 
evolución de la enseñanza en los nuevos establecimientos de finales del siglo XIX con motivo de la nueva 
ideología constitucional. A partir de la promulgación del Real Decreto, de 25 de junio, de 1873, se 
suprimen las plazas de Capellanes en los Establecimientos penales y se crean las de Maestros de 
instrucción primaria. La exposición de motivos explica el sentido de este cambio, con las siguientes 
palabras: “La necesidad absoluta de llevar hasta sus ultimas consecuencias el saludable principio de la 
libertad religiosa establecido por la Constitución actual, á cuyo definitivo cumplimiento aspira la 
conciencia pública, juntamente con el deseo de esparcir entre los recluidos en los Establecimientos 
penales el germen de la instrucción, origen fecundo de mejoramiento , ha movido al Gobierno de la 
Republica, accediendo á lo propuesto de la Sección correspondiente, á expedir el siguiente decreto: 
Artículo 1º. Quedan suprimidas desde la publicación del presente decreto las plazas de 
Capellanes de los Establecimientos penales. 
Art. 2º. La iniciativa individual, la de las Sociedades y Corporaciones religiosas, podrá 
proporcionar á los penados que lo reclamen los auxilios espirituales y las ceremonias de culto, siempre 
bajo la inspección del Jefe del Establecimiento y con las condiciones que la prudencia de éste tenga por 
conveniente designar. 
A este fin estará dispuesta en los días de precepto la capilla del Establecimiento y los objetos de 
culto en ella existentes. 
Art. 3º. Se crea en cada Presidio una plaza de Maestro de Escuela, dotada con el sueldo de 2.000 
pesetas en los de primera clase, de 1.750 en los de segunda y 1.500 en los de tercera. 
Art. 4º. Estas plazas se proveerán por rigurosa oposición; siendo las condiciones de ésta, las 
cualidades que hayan de reunir el opositor y los deberes á que ha de sujetarse el Maestro en el 
desempeño de su cometido, objeto de un reglamento especial. 
Madrid 25 de junio de 1873. El presidente del Gobierno de la Republica y Ministro de la 
Gobernación, Francisco Pí y Margall.”. Vid. Cadalso, F.: Diccionario… II, ob. cit., pp. 278 y 279. A este 
decreto le siguió el Reglamento de 17 de junio de 1873, para proveer trece plazas de Maestros y una de 
Maestra con destino á los Establecimientos penales. Las subsiguientes normativas se encargaron de 












“Desde el 1º de Abril fin de á fin de Septiembre, de cinco á seis de la mañana, limpieza general y 
revista de aseo. 
De seis á ocho, escuela. 
De ocho á una, trabajo. 
De una á tres, rosario de descanso. 
De tres á siete, trabajo. 
De siete á ocho y media, recreo. 
A las nueve, silencio. 
Desde 1º de Octubre á fin de Mayo: 
De siete á ocho, limpieza general y revista de aseo. 
De ocho á dos, trabajo. 
De dos á cuatro, escuela. 
De cuatro á cinco y media, recreo. 
De cinco y media á seis, rosario. 
De seis á siete descanso. 
A las siete, silencio. 
                                                                                                                                                                                  
atemperar la radical inclinación hacia una educación completamente laica en los establecimientos penales, 
volviendo a considerar la importancia de la figura del Capellán como educador. Es el caso del Real 
decreto, de 23 de junio, de 1881, que equipara ambas figuras (art. 13). Por último, las reformas en materia 
de educación en los establecimientos penales dieron lugar a la Circular, de 1 de febrero de 1885, 
poniendo en vigencia los programas para la enseñanza en las Escuelas de los Establecimientos penales y 
estableciendo el Reglamento para el régimen de las escuelas de los Establecimientos penales (Vid. 
Cadalso, F.: Diccionario… II, ob. cit., pp. 281 y ss.). Entre las enseñanzas dispuestas en esos programas 
podemos destacar las siguientes materias: Lectura, escritura, religión y moral, gramática, aritmética, 
geografía e historia, geometría y dibujo, agricultura y ciencias físicas y naturales. 
Finalmente, en virtud de la Ley, de 4 de abril, de 1889, se concede a los Maestros de primera 
enseñanza de establecimientos penales las consideraciones de profesores públicos comprendidos en la 
Ley de Instrucción pública y en la de derechos pasivos. 
1463 Cfr. Reglamento para las Cárceles de Madrid… cit., Artículo 351. 
1464 Para ello se disponen de una serie de medidas tendentes a evitar los vicios que podrían 
corromper a los jóvenes internos: “no podrán los presos jóvenes asomarse á las rejas ni comunicar con 
los presod de los patios” (art. 362); “se prohíbe igualmente el uso del vino y toda clase de bebidas 
espirituosas y el del tabaco” (art. 363); “el Encargado tendrá especial cuidado en no tolerar que 
profieran blasfemias, juramentos, palabras obscenas, ofensas á la moral ó contrarias á la decencia, y no 
les permitirá acciones y expresiones opuestas á las más comunes de urbanidad” (art. 364); “el Encargado 
procurará con el ejemplo y con el consejo inspirarles amor al trabajo, horror al vicio y que tengan 
buenos modales, é inculcarles el respeto á los superiores” (art. 365); por último, “no consentirá el juego 
algúno de azar ni que en los propios de su edad haya nada que sea de tendencia al delito, evitando que 
disputen  ó se maltraten. En fin, los tratará con compasión y cariño, persuadiéndose de que son seres 
desgraciados que por abandono ó por mal ejemplo son conducidos al crimen, y necesitan quien les ayude 
á separarse delabismo á donde su mala suerte les conduce” (art. 366). Del mismo modo, para evitar las 
relaciones homosexuales entre jóvenes presos, se dispone en el artículo 367, el establecimiento de una 
especial vigilancia para que “en los excusados no se reunan dos ó más presos”; al respecto, Vid. García 
Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 68. 





El rancho de la mañana y de la tarde se distribuirá á las mismas horas que á los adultos, y para 
comerle se les dará el tiempo que establece el artículo 3281465”. 
 
Una vez más, en esta disposición se indicaban medidas disciplinarias distintas a las 
de los presos adultos; su intensidad variaba desde las correcciones permitidas al 
Profesor de la escuela
1466
, hasta las penas disciplinarias contenidas en el Reglamento
1467
, 
siendo de especial interés la de encierro, que ahora conocemos como aislamiento, que 
bajo ningún concepto debía interrumpir la asistencia del menor a la escuela, talleres o 
actos religiosos ni prolongarse en el tiempo más de ocho días. Sin embargo, la 
separación no era en absoluto fiel a la finalidad que hoy conocemos, debido a que se 





Consagrándose el principio de separación de sexos, anteriormente mencionado, el 
Departamento para jóvenes presos tenía su reflejo en el caso de las mujeres. Su 
regulación se reduce a un solo artículo, otorgándose su dirección a la figura de la 
Inspectora: 
 
“El cuidado especial de este Departamento corresponde á la Inspectora, que podrá nombrar para 





                                                             
1465 Exactamente media hora. 
1466 Vid. Reglamento para las Cárceles de Madrid… cit., Artículo 374. En el texto del artículo no 
se especifican los castigos y correcciones susceptibles de ser impartidos por el maestro de la escuela, no 
obstante, se indica que “los expresados castigos no traspasen los justos limites á que en todas las 
Escuelas se ajustan”. 
1467 Según el artículo 378 del Reglamento, las penas disciplinarias que se impondrán a los presos 
jóvenes serán:  
“1º. Servicios mecánicos. 
2º. Privación de recreo. 
3º. Privación de comunicación. 
4º. Privación de las raciones de pan de la mañana y la noche. 
5º. Encierro”. 
1468 Vid. Sanz Delgado, E.: “Disciplina y Reclusión…”, ob. cit., p. 156. 
1469 Vid. Reglamento para las Cárceles de Madrid… cit., Artículo 418, la figura de inspectora no 
supone ninguna novedad según escribe García Valdés, puesto que ya se encontraba un cargo muy similar 
en la Real Orden de 22 diciembre de 1851, acerca del personal de las Casas de Corrección de mujeres. Al 
respecto, Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., pp. 71 y 72. 





2.5.3. La Cárcel Modelo y la Prisión Celular de Madrid. 
 
La iniciación, por parte de Alfonso XII, de las obras de la cárcel modelo de 
Madrid en 1877
1470
, supuso un nuevo paso en la evolución del sistema de prisiones en 
España narrado por Salillas en sus obras
1471
. Como abanderada del principio celular, 
heredera de los antecedentes que hemos recorrido en cuanto a separación de presos, y 
apoyada por el Reglamento de la prisión celular de Madrid, esta “cárcel modelo” no fue 
un verdadero acierto en cuanto a su tratamiento de los jóvenes presos, por lo que la idea 
de las construcciones exclusivas para esta población reclusa no fue desechado. La 
contaminación entre jóvenes y adultos seguía dándose a pesar de su explicita regulación 
en las normas citadas y así se expone en el Real Decreto de 15 de Abril de 1886 donde 
se dispone que las penas correccionales se cumplan en los establecimientos destinados a 
ese objeto, como se trataba el de Alcalá de Henares
1472
. No obstante, el Reglamento 
Provisional para la Prisión Celular de Madrid, aprobado por Real Orden de 8 de 
Octubre de 1883, marcaba un claro “carácter educador”1473 diferenciado para los presos 
jóvenes en cuanto al régimen disciplinario, estableciendo como castigos el aumento de 
las horas de estudio. 
 
La Cárcel modelo de Madrid se inauguró en 1883, y recibió a los presos de otras 
localizaciones (Valencia, por ejemplo
1474
) un año más tarde
1475
. Esta institución estaba 
concebida en principio para proporcionar la infraestructura y clasificación interna en 
base a una doble finalidad: por un lado procesal o preventiva, para retener a aquellos en 
espera de ser juzgados por sus delitos, y por otro, servir de establecimiento 
correccional
1476
. No obstante, muchos fueron los críticos a tal disposición organizativa, 
                                                             
1470 Vid. Ley, de 8 de julio, de 1876, disponiendo la construcción en Madrid de una Cárcel Modelo 
de sistema celular; recopilado en Cadalso, F.: Diccionario… III, ob. cit., pp. 347 y 348.  
1471 Vid. Salillas, R.: La vida penal… ob. cit., p. 420 y ss.; según explica Cadalso, la edificación de 
la Cárcel Modelo de Madrid, “se consignó en la correspondiente inscripción que en dicha Prisión 
comenzaba la reforma penal en España”; Vid. Cadalso, F.: Diccionario… III, ob. cit., p. 346. 
1472 Vid. Salillas R.: La vida penal… ob. cit., p. 242; en el mismo sentido, Figueroa Navarro, 
Mª.C.: Los orígenes... ob. cit., p. 46. 
1473 Vid. Sanz Delgado, E.: “Disciplina y Reclusión…” ob. cit., pp. 139 y 140. 
1474 Vid. Boix, V.: Sistema penitenciario… ob. cit., pp. 68 y 69. 
1475 Vid. Salillas, R.: La vida penal… ob. cit., p. 411; para mayor exhaustividad en el estudio sobre 
la Cárcel Modelo de Madrid, Vid. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… II, ob. cit., y su capítulo 
dedicado a la Cárcel Modelo de Madrid, pp. 420 y ss.; y también Vid. García Valdés, C.: Del presidio… 
ob. cit., pp. 28 y ss. y Vid. Figueroa Navarro, Mª.C.: Los orígenes... ob. cit., p. 65 y ss. 
1476 Vid. Figueroa Navarro, Mª.C.: Los orígenes… ob. cit., p. 68. 





entre ellos el propio Salillas –que la dirigiera años más tarde– señalando el 
hacinamiento y la falta de tratamiento
1477
 que los presos sufrían en la institución. El 25 
de agosto de 1847, se había publicado un Real decreto estableciendo en Madrid tres 
cárceles modelo, clasificando en una sección propia a los penados jóvenes para menores 
de quince años y una sección de mujeres, subdividida, separando adultas de aquellas 
que no lleguen a la edad de doce años
1478
. Es en la cárcel modelo de Madrid, según 
Castejón, donde se aplica el primer régimen penitenciario diferencial para jóvenes “que 
fueron sometidos al régimen de comunidad en la escuela y talleres durante el día, y al 
aislamiento en celda durante la noche”1479.  
 
No obstante, la separación de aquella institución no supuso una gran diferencia, 
como ya se ha indicado al ocuparnos de su Reglamento. Acerca de la situación de los 
menores que ingresaban en la Cárcel de Madrid, ha llegado hasta nosotros el emotivo y 
crítico testimonio escrito de José de las Heras
1480
, cuyos fragmentos no nos resistimos a 
reproducir en nuestro estudio: 
 
“Y penetra en la Cárcel el menor, llorando, si es la primera vez que ingresa; con desenfado y 
altanería, si se trata de un “habitual de la casa”. El primero, a adquirir amistades envenenadoras de su 
alma y a sufrir contaminaciones perniciosas; “el habitual”, a proseguir perfeccionándose en su perversión, 
a sufrir una quincena más, cosa perfectamente lógica para quien tantas debe esperar y para quien el 
presidio es paradero descontado, en dia más o menos lejano. De ambos debe esperarse la formación 
completa de dos delincuentes profesionales, que es lo que, al parecer, la sociedad se propone con estos 
procedimientos absurdos. 
¿Y qué hacen los niños en la Cárcel? Cuando ingresan son destinados a una galería, llamada 
“Departamento de jóvenes”, donde permanecen aislados relativamente, pues los paseos en los patios han 
de ser en comunidad, y allí, durante las dos horas señaladas para el paseo, hablan, comentan, se adquieren 
amistades, se escuchan narraciones; en una palabra, se consigue juntar , dentro de aquel ambiente, a 
treinta o cuarenta muchachos de distintos grados de perversidad, para que puedan formar su organización 
dentro del escaso sentido moral que en la mayoría de ellos suele residir. 
                                                             
1477 Vid. Salillas, R.: La vida penal… ob. cit., p. 420, quien lo afirmaba en estos términos: “... y se 
abrieron las puertas de la prisión y de las celdas, y en cada una se quedó el preso solo sin que se realizara 
la involución correccional, sin que la voluntad retorne al justo arbitrio”; y, más concretamente, en la p. 
435, cuando indica que “la cárcel de Madrid no es una verdadera cárcel, según la preceptiva celular: está 
afectada de hacinamiento…”. 
1478 Vid. Figueroa Navarro, Mª.C.: Los orígenes... ob. cit., p. 69 y 70. 
1479 Vid. Castejón, F.: La legislación penitenciaria… ob. cit., p. 402. 
1480 Publicado originalmente en el diario La Libertad, con fecha de 19 de febrero de 1922, bajo el 
título “Los niños en la Cárcel”, y posteriormente reproducido en su obra De las Heras, J.: La vida del niño 
delincuente… ob. cit., pp. 230 y ss. 





Los resultados del sistema están a la vista. Puede afirmarse que el 90 por 100 de los chicos que 
ingresan en la Cárcel por primera vez, vuelven a ella irremisiblemente, y con más frecuencia a medida 
que el número de veces va aumentando. 
Existe una escuela dentro de la prisión exclusivamente para los niños, pero el maestro confiesa la 
esterilidad de su labor pedagógica por la corta estancia de los alumnos, ya que, en su mayoría, cumplen 
quince días de arresto gubernativo, y no hay plan que resista un desfile constante de escolares que no 
paran allí más que el lapso de tiempo contenido en la desacreditada “quincena”. 
Es decir, que los niños en la Cárcel no pueden aprender nada bueno y si mucho malo”. 
 
La crónica de De las Heras se completa con las palabras de Ruiz Valarino, que fue 
Fiscal del Tribunal Supremo, y escribiría en su Memoria sobre el estado de los menores 
en la Cárcel de Madrid, el siguiente relato: 
 
“Siempre que se habla de niños en relación á la delincuencia, asalta al ánimo un sentimiento de 
profunda pena, por la carencia de todo sistema para someter á estos seres que están en los albores de la 
vida, á un trabajo de reforma moral que les aparte de la pendiente en que se encuentran y les traiga al 
camino del bien. Ver niños de nueve años en la prisión celular de Madrid, produce al que por primera vez 
la visita, impresión de amargura, y más si se piensa que allí no hay medios de corrección y de educación. 
Hay joven que solo cuenta catorce años y ha estado en la cárcel 23 veces; 16 como quincenario y siete 
como procesado. 
Existe escuela y á ella asisten los niños que adquieren alguna instrucción elemental, pero no 
educación que les proporcione honrados medios de defensa en la lucha por la vida. En la cárcel celular 
hay 33 celdas ocupadas por niños de nueve á catorce años, siendo frecuente tener que habilitar otras. 
Jóvenes de catorce á dieciocho años hay siempre cerca de un centenar”1481. 
 
Según el Reglamento de la Prisión celular de Madrid, promulgado por Real 
Orden, de 23 de febrero, de 1894
1482
, la población penal del edificio estaría compuesta 
por una mezcolanza de presos y penados de diversa índole
1483
. Entre los internos que 
acogería la prisión, se encontraban también los jóvenes: 
 
                                                             
1481 Transcrito bajo el nombre de “Los niños delincuentes en la cárcel celular de Madrid”, en 
Revista Penitenciaria, Año II, Tomo II, Eduardo Arias, Madrid, 1905, p. 764.  
1482 Recopilado en Cadalso, F.: Diccionario… III, ob. cit., pp. 352 y ss. 
1483 Vid. Real Orden, de 23 de febrero de 1894. Reglamento de la Prisión celular de Madrid, 
Artículo 2º, que dispone que la Prisión celular de Madrid se destinará al ingreso de: “1º. Los detenidos 
por las autoridades con arreglo a las leyes. 2º. Los procesados cuya prisión acuerden los Juzgados de la 
capital, y los que estén á disposición de la Audiencia de Madrid. 3º. Los sentenciados a arresto mayor y 
menor en la capital. 4º. Los sentenciados á prisión correccional por la Audiencia de Madrid, y por las 
provincias de Avila, Segovia y Toledo, mientras no se construyan ó habiliten cárceles de Audiencia en 
estas últimas provincias. 5º. Los presos y penados de tránsito. 6º. Los arrestados gubernativos”.  





“En el departamento de jóvenes ingresarán los reclusos de todas las categorías que no tengan 
diez y ocho años cumplidos, dándose preferencia entre ellos á los de menor edad, hasta donde consienta 
la capacidad del local”1484. 
 
Como bien recuerda García Valdés, la Prisión celular de Madrid, pese a su 
denominación como “prisión”, fue, a su vez cárcel de arresto municipal, cárcel de 
Partido, y cárcel correccional
1485
. La situación de los jóvenes presos en esta institución 
no mejoró demasiado respecto a su anterior tratamiento. Las palabras de Cadalso 
describen el estado de los menores internados en sus celdas, manifestando su repulsa 
por el sistema celular empleado en dicho encierro: 
 
“No se hallan los jóvenes de la Prisión celular en el confuso montón que en las bóvedas del 
inmundo Saladero ó antigua Cárcel estaban; sufren en celda su reclusión. Pero la celda no tiene para ellos 
más que la severidad de material aislamiento, que si en los adultos es de resultados dudosos, cuando, 
como aquí sucede, se reduce á dura y desesperante soledad, para los jóvenes confinados resulta de efectos 
contraproducentes, verdaderamente nocivos, asi en la parte puramente física, por el quietismo á que se les 
condena, como en la fisiológica, por el vicio que suele dominarles. 
Cierto que asisten á la escuela en común, y en común también practican los paseos; pero los 
efectos bienhechores de la clase de letras y el ejercicio del paseo, son impotentes para contrarrestar la 
acción de la dura celda, que debiera servir solamente para el reposo nocturno; y falta lo más esencial, que 
es el trabajo en el taller, la enseñanza de un oficio, en el que ejerzan su actividad durante la reclusión y 
del que puedan valerse para no reincidir una vez libres. 
A más de esto, se hallan en el recinto carcelario, y sometidos á su atmósfera, que es lo más 
dañosos para su edad y condiciones: tienen la vecindad de los adultos, de continuo respirar el vaho de la 
delincuencia, y los efectos de la escuela, recibidos por intermitencias, quedan anulados por la acción 
continua de los otros elementos”1486. 
 
Al régimen celular de aislamiento en celda fueron destinados los jóvenes presos 
de las galerías 1ª, 2ª y 3ª, menores de quince años, que debían quedar completamente 
incomunicados del resto de los presos y penados, incluso en el paseo hacia otras 
                                                             
1484 Cfr. Real Orden, de 23 de febrero de 1894… cit., Artículo 3.  
1485 Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 103. En opinión de Cadalso, este 
régimen de amalgama entre los internos de la Prisión, mezcla de corrigendos y procesados, rompía con 
los preceptos de la escuela correccionalista, al romper el aislamiento de los presos y dificultar la 
separación. La Prisión madrileña pecaba en lo fundamental en este aspecto, por lo que el penitenciarista 
llegó a afirmar que en ella “han venido á condensarse y cristalizar la vieja cárcel, el antiguo presidio y la 
moderna penitenciaria”.  Cfr. Cadalso, F.:  Memoria de la Prisión Celular de Madrid, presentada al 
Excmo Sr. D. Eugenio Montero Rios. J. Góngora y Alvarez, Madrid, 1893, p. 14. 
1486 Cfr. Cadalso, F.: Diccionario… II, cit., pp. 664 y 665.  





dependencias en el que irán continuamente tapados con un “capuchón” para evitar el 
contacto y la comunicación con otros internos. Según informa la Memoria presentada en 
1893 al Ministro de Gracia y Justicia, Eugenio Montero Ríos, por Fernando Cadalso, se 
encontraban en esta situación 33 menores, sin embargo, el número de jóvenes culpables 
siempre parecía ser superior al número de celdas, por lo que se daban casos de 




En los aspectos más positivos acerca de la reclusión de los jóvenes en el 
departamento de la Prisión, destaca Cadalso la actuación de los Capellanes
1488
, quienes 
estaban dedicados a la instrucción y observación moral de los menores internos
1489
. 
                                                             
1487 Vid. Cadalso, F.: Memoria de la Prisión… ob. cit., p. 28. En referencia al departamento de 
aglomeración y sus condiciones, Cadalso emite una fuerte crítica a este cajón desastre penitenciario, lo 
que considera “una mancha, un borrón inmenso que empaña á la Penitenciaria y destruye los efectos del 
nuevo sistema”, y cuya descripción y condiciones, también escritas por el penitenciarista, transcribimos a 
continuación, como siguen: “El departamento de aglomeración se divide en seis grandes salas y dos 
locales pequeños de castigo que por sus condiciones merecen el nombre de calabozos presidiales. En 
estas salas se encierran los sentenciados á arresto mayor, cuando no caben en las celdas, los arrestados 
municipales, los gubernativos y los transeúntes con destino á otros Establecimientos. Dos patios, de 
regulares dimensiones, sirven para el paso en común de la fuerza que encierra el departamento. A fin de 
que no se mezclen individuos de distinta condición penal, se destina cada clase de arrestados á su 
respectiva sala, dejando los restantes para los que vienen de paso. Pero ocurre con frecuencia que son 
tantos los que ostentan el mismo carácter, especialmente transeúntes, que hay necesidad de mezclarlos en 
un mismo dormitorio, y desde luego en los patios á las horas que pasean”. En definitiva, queda roto el 
principio de separación entre adultos y jóvenes en el departamento de aglomeración de la Prisión de 
Madrid, reuniéndose y amontonándose en él “los jóvenes que por pasión delinquieran, con los avezados á 
la vida criminal; los individuos á quien tal antro les parece á su primer ingreso un remedo del infierno con 
los foragidos á quienes se les presenta como una cómoda vivienda y palcentero casino” (ob. cit., p. 30).  
1488 Al respecto, el penalista dedica unas cuantas líneas a la figura de D. Clemente de Villa, 
“anciano venerable que sin necesidad ni deber, por propio impulso y por verdadera vocación, los visita 
con frecuencia, les da enseñanzas morales, les facilita ropas y les ayuda y atiende con claridad sin 
ejemplo. Mas la acción individual por muy ardientes que sean el sentimiento y deseo que la animen, no 
puede servir más que de iniciación, y como laudable ejemplo, digno de imitar. Se precisa el esfuerzo y el 
interés colectivos, no sólo para atender á los que se encuentran reclusos, sino que también para 
protegerlos cuando salgan de la reclusión; y sobre todo se precisa apartarles de la Cárcel, albergándolos 
en establecimientos que sólo para ellos se hayan instalado. 
El elemento oficial, que sólo se cuida fuera de prender á los citados jóvenes y llevarlos como 
rebaño a la Cárcel, considerándolos como escoria despreciable ó como despojo social que se arroja al 
vertedero, y los atiende mucho menos en su vida de reclusos. Salvo el singular ejemplo del citado Sr. 
Villa, ninguna ayuda reciben, ninguna visita tienen, á no ser que por necia curiosidad van á ver el edificio, 
y al tocar con los menores procuran enterarse, con censurable solaz, de las formas que emplean para 
cometer hurtos y raterías, riendo sus habilidades y ejerciendo, con total proceder, una influencia 
verdaderamente perniciosa. El elemento oficial, íbamos diciendo, no se acuerda de estos desventurados en 
su vida de reclusos, y les falta ordinariamente hasta los medios más necesarios para la vida material, 
como cama en que dormir y prendas con las que abrigarse. 
Y esto ocurre en la Prisión de Madrid de moderna construcción y de celular estructura: en las 
restantes, salvo raras excepciones, es más desventurada su suerte”. Cfr. Cadalso, F.: Memoria de la 
Prisión… ob. y loc. cit. 
1489 Cfr. Real Orden, de 23 de febrero de 1894… cit., Artículo 57.5, por el que se establece que 
entre las obligaciones del Capellán se encontraran las de: “Visitar con frecuencia el departamento de 





La formación religiosa se complementaba, según el texto legal, con los talleres de 
trabajo
1490
, y con la actuación de los maestros en la escuela de enseñanza primaria
1491
, 
en cuya regulación se seguían aún las pautas del presidio-escuela: 
 
“Son obligaciones de los maestros: 
1º. Dar por sí mismos la instrucción primaria y los elementos de moral á presos jóvenes y adultos, 
á los sentenciados á arresto mayor y á los corrigendos, con la extensión y según el método que prescriba 
la Junta local, con sujeción á este reglamento.” 
“11º. Nombrar entre los alumnos más aventajados y de mejor conducta, dando conocimiento al 
director, ayudantes de escuela, que bajo la inmediata inspección de los maestros, vigilen é instituyan á 
los más atrasados”1492. 
 
Fernando Cadalso, en sus escritos sobre la Prisión celular de Madrid, dirige su 
pluma como si de una veleta se tratara, pendiente siempre del viento de las 
circunstancias políticas, ora criticando sus instalaciones y régimen, ora agasajando sus 
virtudes. El que fuera Director de la Prisión, expone en la Memoria lo siguiente acerca 
de la situación de las escuelas: 
 
“Los locales que se destinan á las escuelas (una de jóvenes procesados ó arrestados y otra de 
adultos penados), ocupan sitios de ventajosas condiciones. Se hallan en el piso segundo, separadas de las 
galerías é independientes del cuerpo de la Prisión. Así, ni á los alumnos les molesta ni distrae el ruido de 
                                                                                                                                                                                  
jóvenes, á los que explicará la Doctrina Cristiana y dirigirá la palabra, exhortándoles á que sen 
honrados y laboriosos y se aparten de las malas compañias”.  
1490 Se establece la obligación de trabajar para los menores internos, y se expresa encarecidamente 
el deseo de establecer talleres de aprendizaje para todos los jóvenes reclusos: “Los jóvenes vienen 
obligados al trabajo, dedicándose en talleres especiales al oficio que tuvieren, si este fuere compatible 
con el régimen general, ó aprendiendo algúno que se les enseñe en el Establecimiento. 
El Director de la prisión remitirá mensualmente á la Junta local un estado, firmado por el mismo, 
de los jóvenes reclusos que poseen oficio, de los que no lo tienen, de los que lo aprenden en el 
Establecimiento y de los que trabajan en el que ya tienen aprendido. 
El presidente de la Junta local, con su autoridad personal y los medios que le facilite su cargo, 
procurará con todo su celo, que tengan ocupación en los talleres los reclusos menores de diez y ocho 
años”. Cfr. Real Orden, de 23 de febrero de 1894… cit. Artículo 236. 
1491 Vid. Real Orden, de 23 de febrero de 1894… cit. Artículo 235, en el que se indica que“será 
obligatoria para todos los jóvenes la asistencia á la escuela, en que estarán con el debido silencio, orden 
y compostura. 
El capellán los visitará en ella, por lo menos dos veces en la semana, explicándoles la Doctrina 
cristiana y exhortándoles á que sean honrados y laboriosos y se aparten de las malas compañías; y 
también, Vid. Artículo 336, por el que se establece que  “los presos menores de diez y ocho años y los 
sentenciados á arresto mayor, asistirán a escuelas á los quince días de su ingreso en prisión”.  
1492 Cfr. Real Orden, de 23 de febrero de 1894… cit., Artículo 78. 





los servicios que simultáneamente con las clases han de practicarse en el interior de la Penitenciaria. Ni 
los reclusos en celda tienen contacto ni roce alguno con los que van á la respectiva escuela”1493. 
 
En lo relativo a la sección de jóvenes, el Reglamento de 1894 no supuso ningún 
adelanto; más bien al contrario, sometió al menor infractor a un estricto régimen 
celular
1494
 que muy poco, o nada, ayudaba a su enmienda. En el resto de cuestiones, los 
menores se encontraban equiparados a los adultos, sin que existiera ningún tratamiento 
específico diferenciador aplicable: 
 
“Artículo 234. Para su ingreso en el Establecimiento en cualquiera de dichos conceptos, se 
observarán los mismos requisitos que cuando se trate de los adultos, y se procederá cuidadosamente á 
asearlos tan pronto como tenga lugar su entrada. 
 
“Artículo 237. El director, oyendo al capellán, al profesor de instrucción primaria y á los 
maestros de talleres, acordará los días, horas y sitio de recreo y paseo de los jóvenes”. 
 
Tras la promulgación de la Real Orden del Ministro de Gracia y Justicia, el 
Conde de Romanones, los menores de quince años fueron excluidos de la reclusión en 
la Cárcel de Madrid, por lo que afirmaba José de las Heras que “en la Cárcel Modelo de 
Madrid no ha ingresado ningún niño después de publicada la Real orden, y esto ya 
supone algo”1495. 
 
2.5.4. Establecimiento de Alcalá de Henares: De presidio a reformatorio. 
 
En Alcalá de Henares aparece un hito que merece nuestro especial interés y 
estudio, y que podemos considerar el antecedente a los actuales centros de 
internamiento característicos de las medidas privativas de libertad para delitos más 
graves, tratados en la LORRPM. Además de ello, la institución de Alcalá de Henares 
fue “la única institución de menores que en nuestro país existió con carácter oficial, 
                                                             
1493 Cfr. Cadalso, F.: Memoria de la Prisión… ob. cit., p. 9. 
1494 Tan sólo roto en las excepciones dispuestas en el artículo 233 del Reglamento de 1894, por el 
que se permite el régimen común en determinadas circunstancias: “Los jóvenes detenidos, presos y 
corrigendos menores de diez y ocho años, están sometidos al régimen de comunidad en la escuela, 
talleres y paseos, debiendo permenacer en sus celdas el resto del tiempo”. 
1495 Cfr. De las Heras, J.: La vida del niño delincuente… ob. cit., p. 235. 





sostenida por el Estado”1496, es decir, con carácter público, frente a las demás 
instituciones de titularidad eminentemente privada. 
 
Comenzó el establecimiento su andadura en 1852 como presidio peninsular, 
reformándose el antiguo convento de carmelitas por orden del Coronel Montesinos, a 
fin de habilitarlo a dicho objeto
1497
. En sus primeros días, escribe de este 
establecimiento Cadalso que “fue un antro de corrupción y un foco de 
insubordinaciones presidiales (…); de armas blancas se hallaban provistos la mayor 
parte (de los reclusos), y desde luego, todos los cabos de vara, porque allí se sostenía, 
por los mismos Jefes, el peregrino criterio de que las necesitaban para su defensa y para 
hacerse respetar”1498. Durante esta primera etapa, la edificación complutense, ya recibió 
a jóvenes entre sus muros. La comunicación, sacada a la luz por Cadalso, con fecha de 




En nuestra regulación reformista, el establecimiento cobra una especial 
importancia para el destino de penados jóvenes; con los Reales Decretos de 1 de 
septiembre de 1879 y, con posterioridad y para mayor reforma, el de 6 de noviembre de 
1885, donde comienza a hablarse de una clasificación de los establecimientos 
penitenciarios españoles a “efectos administrativos”:  
 
“Articulo 1º. Los establecimientos penales quedarán clasificados para los efectos administrativos 
en la forma siguiente: 
                                                             
1496 Cfr. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 511; también De las Heras resaltaba 
la importancia de este hecho: “El Estado, en Madrid, no cuenta con ninguna institución dedicada a la 
protección de la infancia abandonada; en cuanto a la delincuente, dejando a un lado el Reformatorio de 
Alcalá de Henares, que depende de la administración penitenciaria y tiene un carácter nacional, puesto 
que a él son destinados los jóvenes de todas las provincias españolas sentenciados por los Tribunales, no 
dispone de más institución que la Cárcel Modelo”. Cfr. De las Heras, J.: La vida del niño delincuente… 
ob. cit., p. 229. 
1497 Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias... ob. cit., p. 512.  
1498 Cfr. Cadalso, F.: La actuación del Directorio militar en el ramo de prisiones. Imprenta de la 
Escuela Industrial de Jóvenes, Alcalá de Henares, Madrid, 1924, pp. 47 y 48. 
1499 Según dicha comunicación, “en la cárcel situada en la calle del Barquillo, existe un 
departamento de jóvenes, al que son conducidos los vagos y rateros que en tan considerable número 
recorren las calles de esta capital sin otra ocupación que la del pillaje. Alli, aunque en reducida escala, 
hay algúnos talleres en donde se los ocupa y una escuela en la que reciben instrucción… Terminada la 
causa…, son remitidos al presidio de Alcalá para extinguir sus condenas… Si se continua conduciéndolos 
a Alcalá, se corre el peligro de que, confundidos con los grandes criminales, acaben por llegar al más alto 
grado de corrupción”; Cfr. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 513. 





De primera clase, los de Ceuta y Alcalá de Henares, comprendiéndose en este último punto bajo 
una sola Dirección el presidio para los jóvenes y la penitenciaria para las mujeres, si bien los servicios 
interiores del segundo establecimiento correrán como hasta el dia á cargo de las Hermanas de la 
Caridad. 
Articulo 8º. Todas las penas impuestas á varones menores de dieciocho años, y las correccionales 
y de presidio ó prisión mayores impuestas á los que no excedan de veinte se cumplirán en el 
establecimiento de Alcalá de Henares”1500. 
 
Se estableció, en el mencionado Real Decreto de 1 de septiembre de 1879
1501
, que 
la escasa capacidad penal de Alcalá sólo sería válida para el destino de los penados 
menores de dieciocho años, cualquiera que fuera su condena, y los menores de veinte, 
siempre que estuvieran sentenciados a penas correccionales o a presidio y prisión 
mayores
1502
. Estamos ante una separación tajante entre jóvenes delincuentes y mayores, 
y una clasificación (el Real decreto mencionado indica los correccionales como 
establecimientos penitenciarios de 4ª clase), que datan de la Real Resolución, de 5 de 
septiembre, de 1844. No obstante, a pesar de la separación institucional y reglada entre 
jóvenes y adultos, el régimen al que ambos tipos de reos se veían sometidos no acusaba 
de separación alguna como podría pensarse ahora con la distinción que realiza la 
LORRPM entre medidas y penas propiamente dichas en nuestra regulación actual. 
 
En honor a la realidad de la época y atendiendo a los posteriores y valiosos 
trabajos de García Valdés, Sanz Delgado, Téllez Aguilera o Figueroa Navarro, debemos 
decir que esta separación no dejaba de ser en principio ficticia por una verdadera falta 
de estructura en los presidios de la época.  
 
Al citado Real decreto de 15 de abril de 1886 le siguió el de 11 de agosto de 
1888, por el que se destinaría a los delincuentes menores de veinte años de edad al 
establecimiento penal de Alcalá de Henares. Según De las Heras, el Real Decreto de 
                                                             
1500 Cfr. Real Decreto, de 6 de noviembre, de 1885, Clasificación de los establecimientos penales 
en cinco clases y división del territorio de la Peninsula en igual número de zonas: Dónde han de 
cumplirse las condenas: Testimonios de condenas: conducciones de penados, etc. 
1501 Según su Artículo 4º, “el actual presidio de hombres de Alcalá quedará exclusivamente 
destinado para los delincuentes menores de veinte años, cualquiera que sea su condena”. Cfr. Real 
decreto, de 1 de septiembre, de 1879, por el que se establece una nueva clasificación de establecimientos 
penales; al respecto, también Vid. Castejón, F.: Comentarios… ob. cit., p. 396. 
1502 Vid. Figueroa Navarro, Mª.C.: Los orígenes… ob. cit., p. 44 y 45. 





1888 “no alcanzó más que un cumplimiento relativo”, y dejó sin legislar un verdadero 
“sistema especial que hubiera de seguirse en el tratamiento de aquellos jóvenes”1503. 
 
 De mayor relevancia fue el Real Decreto, de 17 de julio de 1901
1504
 por el que 
oficialmente se crea la “Escuela Central de Reforma y corrección penitenciaria para 
jóvenes delincuentes y una Sociedad de patronato”. Dicho decreto será el portador de la 
reforma penitenciaria para el establecimiento de Alcalá de Henares
1505
, transformando 
la institución en un centro especializado
1506
 y deslindado de los presidios y 
reconociendo la primacía de la prevención especial en el tratamiento de los jóvenes 
penados menores de veinte años
1507
. En cuando a la ubicación y estructura de la Escuela 
de reforma de Alcalá, en principio, conforme a lo dispuesto en el Real decreto, de 17 de 
junio, de 1901, y corroborado en el de 10 de marzo de 1902
1508
, se destinaría el edificio 
que en aquel momento ocupaban las mujeres reclusas en la referida ciudad. La reclusas, 
serían trasladadas al antiguo hospital penitenciario del Puerto de Santa María, que a 
partir de esa fecha sería considerado el nuevo penal de mujeres
1509
. Sin embargo, la 
                                                             
1503 Cfr. De las Heras, J.: La juventud delincuente… ob. cit., p. 70. 
1504 Recopilado por Cadalso, en Suplemento al Diccionario… ob. cit., pp. 580-586. 
1505 En su exposición de motivos, el decreto explica la necesidad de un tratamiento adecuado para 
los menores penados: “Entre los múltiples y complejos problemas que la reforma penitenciaria 
comprende, merece preferente interés el relativo a cuidado, tratamiento y corrección de los menores de 
edad, ora sean delincuentes, ora viciosos y abandonados, ora en fin, díscolos á la autoridad paterna. Y si 
debe atenderse al criminal adulto, bien para corregir su natural pervertido y peligroso, bien para 
defender á la sociedad de sus amenazas y ataques, cuidarse debe también, con solicitud mayor de los 
jóvenes culpables, á quienes la holganza, la miseria ó la codicia empejan á la cárcel, ó vicios de 
educación y aviesas inclinaciones les hacen incompatibles con la vida de familia. Proceder de otro modo, 
es dejar que fermente la levadura del crimen y mantener á sabiendas un plantel de futuros criminales, 
que el hombre que vive en el desamparo y el desprecio social, sin mano que le guie ni freno que le 
contenga, espoleado por el hambre y envilecido por la ignorancia y la miseria, cuando es niñose dedica 
al hurto; en la adolescencia se siente más fuerte y dispuesto para mayores desmanes, y cuando llega á su 
completo desarrollo y une á la mayor edad más grande depravación, truécase en criminal sangriento y 
en declarado y temible enemigo de la sociedad, que nada hizo por apartarle de la carrera de la 
delincuencia y librarle de su perdición”; Cfr. Real decreto, de 17 de junio, de 1901, Preambulo. Al 
respecto, Vid. Cadalso, F.: “El estado actual de nuestras prisiones…” ob. cit., en Dirección General de 
Prisiones: La Reforma… ob. cit., p. 49; el mismo: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., pp. 516 y 517; 
también, Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 121; más recientemente, García 
Vázquez, A.: “Siglo XIX y principios del XX…” ob. cit., p. 206. 
1506 Al respecto, como ya había enunciado De las Heras, constituye “esta disposición el primer 
paso definitivo hacia la creación de un establecimiento especial para la reforma de los jóvenes, con pautas 
de sentido moderno para su régimen interior”. Cfr. De las Heras, J.: La juventud delincuente… ob. y loc. 
cit. 
1507 Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 531. 
1508 Asi se afirma en su Artículo 11 in fine.  
1509 Acerca del fallido traslado de las reclusas de Alcalá de Henares al penal del Puerto de Santa 
María, Vid. Mártinez Cordero, M.: El Penal del Puerto de Santa María, 1886-1981. 2ª Ed. (1ª Ed. de 
2004), Fotocromía, Cádiz, 2005, pp. 41 y ss.; no se conocen demasiados datos históricos acerca de la 
situación de jóvenes en el penal de Santa Maria, pero la presencia de menores alrededor de lo que fue el 





decisión de traslado de las presas no llegó a producirse, puesto que en virtud del Real 
Decreto, de 31 de diciembre, de 1902, se revoca la orden indicando que “la prisión de 
mujeres quedará establecida en el edificio que actualmente ocupa en Alcalá de 
Henares”1510. Se produce, por tanto, la coexistencia de ambos grupos, jóvenes y 
mujeres, con una débil separación que no beneficiaba al ambiente correccional deseado. 
Los penalistas de la época sumaron sus protestas acerca de este hecho. Cadalso, 
informaba del error de la mezcolanza de varones y féminas, “separados solamente por la 
corta y estrecha calle del Carmen”, lo que suponía para el penitenciarista una “acción 
nociva y trastornadora que ha de ejercer, y desde luego ejerce, un establecimiento sobre 
otro, teniendo en cuenta que el primero recluye á jóvenes culpables, á quienes la 
inexperiencia y la pasión las más veces arrastraron al delito, y el otro á penadas de 
distintas edades… si de propósito se hubiera meditado un mal emplazamiento para estas 
                                                                                                                                                                                  
hospital penitenciario si que tuvo una infame cabida. Como resalta Martínez Cordero (p. 43), “después de 
unos años de su utilización como hospital penitenciario, todos recordaban con penosa impresión las 
escenas poco edificantes de aquella multitud de niños que, en unión de sus madres, venían a aumentar el 
contingente de nuestros pobres que hacían insoportables la vida y tránsito con sus pedigüeñas 
lamentaciones”. En cuanto a la reclusión de jóvenes presas en el escaso margen en el que duró su encierro 
en el penal (tan solo una veintena de mujeres fueron finalmente trasladadas al penal gaditano), apenas 
conocemos datos. La única reseña que podemos destacar es la rescatada de la Revista Portuense, número 
9, publicada en 1902, que realiza el autor de la obra citada (p. 44) acerca del encierro de una joven. Los 
hechos del delito cometido por la joven y que le granjearon el encierro en el Puerto de Santa María son 
reproducidos por la revista y transcritos por el autor, nosotros los reproducimos por su interés 
documental: “María del Carmen servía como doméstica en la que en Villanueva habitaba el Capitan 
retirado de Infanteria Hipólito Fernández Trejo. En una noche del referido mes, la muchacha cuenta que 
estaba hablando, a las doce en la puerta de la calle, con su novio Tomás Mesa Sánchez, de veintidós años, 
cuando acertó a llegar a su casa  Hipólito. Pidió a Carmen que la encendiera dentro una luz, y la joven 
cuenta ésta, hubo de entrar para hacerlo, quedando a la puerta el novio. Añade la reclusa, que satisfecho el 
deseo del cápitan, este le hubo de entregar una moneda de cinco pesetas, haciéndole de paso ciertas 
proposiciones, para que las satisfaciera una hora más tarde. Sea de ello lo que quiera, lo cierto es que a 
media noche María del Carmen disparó dos tiros contra su señor, uno de cuyos proyectiles le destrozó el 
corazón, y otro el ojo derecho, falleció instantáneamente. Manifestó la muchacha que mató al capitán en 
defensa de su honra, que trataba de atropellar aquel, y que su novio le había hecho entrega del arma. No 
fue comprobado el extremo principal de la declaración de María del Carmen, y la sentenció como autora 
de los delitos de robo y asesinato, como coautor a su novio, siendo este condenado a la pena de ocho años 
de prisión mayor, que está cumpliendo en Alcalá de Henares…”. Más adelante, cuando el penal volvío a 
acoger a los penados enfermos y con problemas psiquiátricos, las quejas acerca de su organización 
despertaron el interés de nuestro gran criminalista y reformador, Rafael Salillas, que realizó una 
inspección al centro en 1914. Junto con él se permitió la entrada en el penal de los periodistas de la 
Revista Portuense, que junto Salillas visitaron el centro, relatando acerca del penal, entre otras miserias, 
los siguientes párrafos: “era un antro de suciedad, de cochambre, donde se desconocía por completo el 
concepto de higiene. No reúne las condiciones para albergar como en ese momento a cuatrocientos 
ochenta presos que convivían en un horrible hacinamiento, amontonados, como piaras de animales 
nauseabundos, los penados tuberculosos y los penados jóvenes, acabados de entrar” (ob. cit., pp. 58 y 59). 
A raíz de esta inspección, se iniciaron algúnas propuestas legislativas para la reforma del centro (Vid. 
Real decreto, de noviembre, de 1914). 
1510 Cfr. Real Decreto, de 31 de diciembre, de 1902, Artículo 2. 





prisiones especiales, por la edad una, por el sexo la otra, no se hubiera conseguido peor 
que el que en Alcalá se las dio”1511. 
 
La capacidad estructural y la organización del edificio también fueron puestos en 
tela de juicio acerca de su adecuación a las causas y objetivos de reforma para los 
jóvenes. Cadalso ha estudiado y reflejado la infraestructura del edificio, describiendo en 
1904, que su disposición se componía de dos partes diferenciadas: la vieja, de 
arquitectura monástica (anteriormente el convento de Santo Tomas, construido durante 
el siglo XVII); y la nueva, de moderna construcción y correspondiente prácticamente al 
completo al patio de formaciones. Los locales del antiguo monasterio se han ido 
adaptando, en la medida de lo posible, a las exigencias del servicio presidial en las 
diferentes épocas. Pero adolece de los vicios propios de una construcción levantada 
hace más de dos centurias para fin distinto del que hoy malamente hoy cumple
1512
. 
Entre las instalaciones de la escuela de reforma se encontraban servicios de talleres para 
el aprendizaje de diferentes oficios. 
 
  El sistema escogido por el Real Decreto de 3 de junio de 1901 para el régimen 
de la escuela de reforma será el sistema irlandés progresivo o de Crofton
1513
, elegido 
                                                             
1511 Cfr. Cadalso, F.: “El estado actual de nuestras Prisiones…” ob. cit., pp. 14 y 15. 
1512 Para una descripción más exhaustiva del centro, Vid. Cadalso, F.: Diccionario… III, ob. cit., 
pp.218-222; el mismo Instituciones Penitenciarias... ob. cit., p. 15. 
1513 Que ya se había establecido como nuevo régimen de las prisiones destinadas al cumplimiento 
de condenas por Real decreto, de 3 de junio, de 1901. En el propio preámbulo se advertía, no obstante, 
que no era “posible implantar en todos los Establecimientos el sistema que se indica, desde luego, por 
falta de celdas para el periodo de preparación, y es preciso recurrir al que más se asemeje”; según el 
decreto, este régimen subsidiario sería el de clasificación (art. 2º), consistente en 2 principios 
fundamentales (art. 11): “1º. Separación absoluta y continua de sexos en las cárceles correccionales. 2º. 
Separación de los penados por primera vez de los que sean reincidentes, comprendiéndose en el concepto 
de reincidencia, para los efectos del sistema penitenciario que aquí se establece, la reiteración de elitos y 
la acumulación de penas por sentencias distintas”. Acerca del Real Decreto, de 17 de julio, de 1901, Vid. 
Martínez Alcubilla, M.: Diccionario... ob. cit., p. 394; donde el autor transcribe un extracto de la norma: 
“Para atender al cuidado, tratamiento y corrección de los menores de edad, ora sean delincuentes ó 
viciosos, ora díscolos á la autoridad paterna, transformó este Decreto en Escuela central de reforma y 
corrección paterna el Establecimiento penal de Alcalá de Henares, destinado por R.D. 11 de Agosto al 
cumplimiento de penas impuestas á varones menores de veinte años: dividia la Escuela –en la que se 
aplicaría el sistema progresivo irlandés ó de Crofton- en dos secciones, correccional la una y educativa la 
otra; establecía por via de ensayo y con las debidas precauciones, la libertad condicional, tomando por 
base las prescripciones del R.D. 11 de Noviembre de 1889, dictado para convertir el penal de Ceuta en 
colonia penitenciaria, y creó en Alcalá una Sociedad de sistema mixto, ó sea de carácter oficial y 
particular, denominada “Sociedad de corrección y reforma”, encargada de ejercer el patronato educativo 
de los jóvenes asi delincuentes como sujetos á corrección paterna cuando obtuvieran la libertad”. Más 
adelante, este sistema progresivo se trasladará a la organización del régimen penitenciario de los 
Destacamentos penales para la ejecución de obras públicas, civiles y militares, regulado por Real Orden, 





por confluencia de objetivos: “en el sistema progresivo, de lo que se parte es de buscar  
el modo de restablecer las relaciones del penado con la sociedad de que procede. La 
reintegración social del delincuente es el precepto de la escuela correccionalista”1514. 
 
Se siguieron, por lo tanto, las indicaciones regimentales establecidas para el 




1º. Periodo celular o de preparación. 
 
“Primer periodo.- De observación.- Se incorporan en este periodo todos los reclusos de nuevo 
ingreso, cualquiera que sea su condena, y los que por su inadaptación ó repugnancia al régimen del 
establecimiento, descienden de los demás. Consta de dos agrupaciones: á la primera, de tratamiento 
exclusivamente celular, solo se destinan los nuevos ingresados; á la segunda, compuesta de todos los 
declassés de los periodos superiores, y de los inadaptables por rebeldías de la voluntad ó defecto mental, 
está encargada de la policía del Reformatorio y de sus servicios mecánicos más penosos. En dicho 
periodo se carece de comunicaciones orales ó escritas con el exterior, se asiste obligatoriamente a la 
escuela y al taller, no pueden hacer los penados sometidos al mismo adquisiciones adquisiciones en el 
Economato administrativo, y se distinguen por el ángulo del paño  amarillo que ostentan en las 
bocamangas de la chaqueta”1516. 
 
                                                                                                                                                                                  
de 5 de octubre de 1912. El régimen progresivo, muy similar al establecido para jóvenes se deduce en 
varios de los artículos del Reglamento aprobado por el decreto, resaltando la influencia que la 
organización penitenciaria para los jóvenes ha ocasionado en el sistema para adultos. Destacan en el 
Reglamento la formación de una Junta correccional (art. 11), la inclusión de un libro de registro para 
anotaciones de conducta (art. 48), el régimen de disciplina de premios y castigos (art. 51), y las 
progresiones y retrocesos de periodo basados en la conducta del penado (arts. 55 y 56). Sobre el Sistema 
progresivo irlandés y la reforma que en el ámbito penitenciario, Vid. Carpenter, M.: Reformatory Prison 
Discipline as developed by the Rt. Hon. Sir Walter Crofton, in the Irish convict Prisons. Longsmans, 
Green, Reader, and Dyer, London, 1872, pp. 1-22. El sistema progresivo ideado por Walter Crofton se 
encontraba dividido en diferentes etapas por las que los presos irían avanzando según su comportamiento. 
Estos periodos diferentes son explicados por Mary Carpenter en su obra, pudiendose distinguir los 
siguientes pasos: Primera etapa: Encierro separado en una prisión de sistema celular; segunda etapa: la 
introducción de “marcas” para establecer una clasificación (el sistema de marcas consistía en una especie 
de representación del comportamiento del reo, de manera que podía cuantificarse su buen 
comportamiento gracias a las marcas adquiridas por éste); tercera etapa o etapa intermedia, en la que ya 
no existen marcas y el buen comportamiento del preso es puesto a prueba antes de la liberación, lo que se 
traduce en una especie de régimen abierto o de libertad condicional; y por último, la liberación completa 
del convicto. Sobre las fases del sistema progresivo, Vid., también Cuello Calón, E.: Penología… ob. cit., 
pp. 154 y ss. 
1514 Cfr. Salillas, R.: “Informe del Negociado…” ob. cit., p. 125. 
1515 Vid. Real Decreto, de 3 de junio, de 1901, Artículo 3. Al respecto, Vid. Juderías y Loyot, J.: La 
Juventud delincuente… ob. cit., pp. 152 y 153; y también, Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… 
ob. cit., p. 438; en el mismo sentido, García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 109. 
1516 Cfr. Navarro de Palencia, A.: “El Reformatorio de jóvenes delincuentes de Alcalá de Henares”, 
en Revista penitenciaria, Año III, Tomo III, Eduardo Arias, Madrid, 1906, p. 764. 





Nos encontramos, como puede observarse por el tenor del texto, por lo tanto, con 
la formulación casi exacta de lo que actualmente consideraríamos un internamiento en 
régimen cerrado. Incluso puede distinguir una división del mismo de un modo 
verdaderamente similar a nuestra actual legislación penitenciaria
1517
, con una especie de 
departamento especial para aquellos inadaptados al régimen del establecimiento. 
También se recuperan, como medio de distinción del estatus del interno, las 
especificaciones de indumentaria que observábamos en el presidio-escuela de 
Barcelona, diferenciando, a través de distintos colores, el periodo en el que se encuentra 
el reo. Sus condiciones son las más duras en cuanto a comunicaciones
1518
 y visitas, no 
obstante, podrán seguir recibiendo las atenciones del capellán, el jefe del 
establecimiento, el médico y el maestro, que se complementan con la asistencia del 
Patronato. Por último, la duración de este periodo intenta ser lo más corta posible, 
pudiendo reducirse de siete a doce meses para los de penas aflictivas y de cuatro a siete 
para los de correccionales, basándose en la desaparición de las circunstancias que 




2º. Periodo industrial y educativo. 
 
“Segundo periodo.- De ensayo.- Pasan a este periodo todos los que por su aplicación en la escuela 
y en el taller, por su adhesión á la disciplina y sus buenas costumbres, hacense merecedores de la 
exaltación. Tres faltas de conducta hacen falta para regresar al periodo primero. Como en todos los demás 
                                                             
1517 Al respecto obsérvense las coincidencias con la actual formulación dispuesta en la Ley 
Orgánica General Penitenciaria 1/1979, de 26 de septiembre, de 1979, en su artículo 10:  
“1. No obstante lo dispuesto en el número 1 del artículo anterior, existirán establecimientos de 
cumplimiento de régimen cerrado o departamentos especiales para los penados calificados de 
peligrosidad extrema o para casos de inadaptación a los regímenes ordinario y abierto, apreciados por 
causas objetivas en resolución motivada, a no ser que el estudio de la personalidad del sujeto denote la 
presencia de anomalías o deficiencias que deban determinar su destino al centro especial 
correspondiente. 
2. También podrán ser destinados a estos establecimientos o departamentos especiales con 
carácter de excepción y absoluta separación de los penados, dando cuenta a la autoridad judicial 
correspondiente, aquellos internos preventivos en los que concurran las circunstancias expresadas en el 
número anterior, entendiéndose que la inadaptación se refiere al régimen propio de los establecimientos 
de preventivos. 
3. El régimen de estos centros se caracterizará por una limitación de las actividades en común de 
los internos y por un mayor control y vigilancia sobre los mismos en la forma que reglamentariamente se 
determine. 
La permanencia de los internos destinados a estos centros será por el tiempo necesario hasta 
tanto desaparezcan o disminuyan las razones o circunstancias que determinaron su ingreso”.   
1518 Tan sólo se les permite comunicar una vez al mes y escribir a sus familias 2 veces a los reos de 
penas aflictivas, y 2 y 3 veces respectivamente a los correccionales. Vid. Cadalso, F.: Instituciones 
Penitenciarias… ob. cit., pp. 439 y 440. 
1519 Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 439. 





periodos es obligatoria la asistencia á la escuela y al taller; están individualmente encargados, por 
designación parcial y localizada, de la policía de talleres y departamentos, de la cual son responsables; 
tienen concedida comunicación escrita, pueden solicitar carnet de abono para el Economato, y ostenta en 
la bocamanga un ángulo encarnado como distintivo de su clase en el régimen penal”1520. 
 
La progresión de grados, tal y como escribe Cadalso, “se funda en la buena 
conducta, en la aplicación y en el número de premios obtenidos por el recluso, 
estableciéndose una escala para apreciar la cuenta moral de cada uno, mediante notas de 
comportamiento”1521. Nos encontramos con un régimen mixto, muy similar a lo que hoy 
denominaríamos ordinario, con aislamiento celular durante el periodo nocturno y 
trabajo en los talleres durante el día
1522
. La condiciones de confinamiento y el régimen 
de trabajo se suavizan y las comunicaciones se restablecen, permitiéndose, además, 
algunos privilegios económicos. 
 
3º. Periodo intermedio. 
 
“Tercer periodo.- De preparación.- Pertenecen al mismo todos aquellos que han adquirido 
instrucción fundamental en la escuela y capacidad técnica en el ejercicio de una industria, perseverando 
en la buena conducta manifestada en el lapso anterior de su vida penitenciaria. Tres faltas regimentales 
llevan implícita la degradación. Están excluidos los trabajos de policía e higiene del Establecimiento. 
Tienen dos horas semanales de instrucción superior en la escuela, y las demás horas de trabajo laborales 
de trabajo industrial ó aplicado. Se les reconoce el derecho á comunicación escrita diariamente, y semanal 
por locutorio. Pueden solicitar carnet de abono para el Economato y disponer de su peculio; desempeñan 
algunos cargos de confianza en el régimen de la Institución, y ostentan un ángulo verde en las 
bocamangas de las chaquetas”1523. 
 
En este periodo intermedio supone un atemperamiento del anterior, sin diferencias 





                                                             
1520 Cfr. Navarro de Palencia, A.: “El Reformatorio de jóvenes…” ob. cit., p. 765. 
1521 Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 441. 
1522 Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 440. 
1523 Cfr. Navarro de Palencia, A.: “El Reformatorio de jóvenes…” ob. y loc. cit. 





4º. Periodo de gracias y recompensas. 
 
“Cuarto periodo.- Intermedio.- Figuran en él todos aquellos reclusos que, habiéndose significado 
de una manera visible por su conducta intachable en los periodos anteriores, ofrecen también capacidad 
técnica muy definida ó instrucción superior, por asimilación, de todas las enseñanzas del Reformatorio. 
También son excluidos de los trabajos de policía general; continúan perfeccionando su instrucción en la 
escuela y en el taller, desempeñan los cargos más considerados y de mayor confianza del establecimiento, 
-celadores, portería interior, encargados de sección de grupos de taller ó de dependencia, institutores y 
ordenanzas;- tienen concedida comunicación oral y escrita en los días y en la forma reglamentaria; 
pueden disponer de su peculio y no llevan otro vivo ni insignia, sino letra inicial del cargo desempeñado, 
recortada en paño rojo, sobre la parte extrema del lado derecho. Una sola falta de moralidad ó de 
conducta disciplinaria, determina su regresión al anterior y la destitución del cargo desempeñado. Para la 
exaltación á este periodo se sigue un procedimiento de gran depuración, habiendo cuenta de que sus 
individuos son los que han de brindar correccionados al Reformatorio, como plantel con actitudes para el 
disfrute de la libertad condicional, el día que fuese ensayado este procedimiento progresivo en el 
tratamiento de la pena”1524. 
 
Finalmente, la reforma del menor tendría como resultado la progresión de su 
régimen hasta el de libertad condicionada, con una duración que comprendería el 
restante de la pena a la que había sido condenado el menor. 
 
Hasta 1914 no se promulgó la Ley de libertad condicional, por lo que su régimen 
se mantuvo pendiente de la administración del centro, hasta que se instauraron las 




En cuanto a la población que en el establecimiento cumpliría condena de 
reclusión, el Real decreto, de 10 de marzo, de 1902, indica que ingresarán en el 
establecimiento “los delincuentes que al ser sentenciados no hayan cumplido diez y 
ocho años de edad, cualquiera de sea la condena, excepto el arresto menor y 
gubernativo; los mayores de diez y ocho años de edad, cualquiera que sea la condena, 
                                                             
1524 Cfr. Navarro de Palencia, A.: “El Reformatorio de jóvenes…” ob. cit., p. 765 y 766. 
1525 Vid. Ley, de 23 de Julio, de 1914, estableciendo la libertad condicional y el procedimiento para 
aplicarla, Artículo 2. Recopilada en Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., pp. 670-674. La 
normativa que reconocerá la libertad condicional a los jóvenes reclusos internos en el establecimiento de 
Alcalá de Henares será el Real Decreto, de 18 de mayo de 1915, que en su artículo 13 establece que 
“cuando sólo les falte por extinguir la cuarta parte de su condena podrán ser propuestos para el 
beneficio e libertad condicional establecida por la Ley de 23 de julio de 1914, con arreglo a los 
preceptos de dicha Ley, y del Reglamento y demás disposiciones dictadas para su aplicación”. 





excepto el arresto menor y gubernativo; los mayores de diez y ocho, condenados á 
penas que se extingan antes de llegar á los veintitrés; los menores de quince á quienes 
los Tribunales declaren irresponsables por haber obrado sin discernimiento y carezcan 
de la persona que se encargue de su educación y vigilancia, y los detenidos ó retenidos 
á instancia de sus padres, cuando éstos pidan que se les destine á la Escuela Central de 
reforma en conformidad al art. 156 del Código Civil”. Por lo tanto, en síntesis, la edad 
que comprendía la escuela para sus internos dependía de la clase a la que pertenecieran 




a) Jóvenes delincuentes: de nueve a veinte años. 
b) Menores declarados irresponsables penalmente: de nueve a quince años. 
c) Sometidos a corrección paterna o rebeldes a la institución familiar: de 
nueve a veintiún años. 
d) En todo caso, el límite de edad era de veintitrés años aunque por 
necesidades regimentales se mantuvo el 10% de adultos. 
 
Al respecto, es obligada la reproducción de la opinión, y aún más, citar 
íntegramente las palabras del que fuera su director, Álvaro Navarro de Palencia nos 
advertía que: 
 
“La Escuela de Reforma primero, y el Reformatorio para jóvenes delincuentes después, (…) no 
había hecho verdadera especialización de su tratamiento, á tenor de sus también especializadas 
preceptivas. 
Todo el ciclo de su actividad disciplinaria estuvo contenido en una clasificación abstracta y sin 
visos de positividad, hecha no sé cuando, ni por quién, y consignada solamente en cuadro ad hoc del 
despacho ú oficina de Dirección. 
Dice la expresada clasificación: 
Jóvenes delincuentes.- Se dividen en tres agrupaciones: á la primera de destinan los sentenciados á 
penas aflictivas que no tengan antecedentes ni reincidencia, y hayan cometido delitos contra las personas; 
á la segunda son destinados los sentenciados á presidio correccional que no tengan antecedentes ni 
reincidencia, y hayan cometidos delitos contra la propiedad; a la tercera pertenecen los reincidentes y los 
que tienen antecedentes, cualquiera que sea su delito. 
Por lo demás, ni esta clasificación ha tenido valor alguno, en lo que dice a la vida interna de la 
prisión, en la que para nada se tuvo en cuenta lo clasificado, que no es y no puede si no ser la 
                                                             
1526 Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 123. 





potencialidad criminosa del recluso y los grados de corrección que pueda ofrecer en su vida futura, ni el 
tratamiento de los individuos pertenecientes á las respectivas agrupaciones, revestía nota diferencial de 
ninguna especie, ni los mismos funcionarios del Reformatorio supieron nunca definir el alcance y 
contenido del pensamiento clasificador, si es que merece tal nombre lo planteado en la enumeración 
puramente verbalista que se copia”1527. 
 
2.5.5. La corrección paterna del Código Civil y el control institucional del 
Reglamento de la Ley de Protección a la Infancia de 1908.  
 
A lo largo de nuestro estudio hemos podido ir delimitando y definiendo cada una 
de las medidas de ejecución punitiva aplicables a los menores delincuentes. No 
obstante, en nuestra historia penal y penitenciaria, no todas las medidas de “castigo” han 
conservado una forma penal; más bien, al contrario, muchas de las medidas utilizadas 
para su internamiento han tenido históricamente un preeminente carácter civil. Este es 
el caso del internamiento por vía de la corrección paterna. 
 
Ya hemos comentado en el epígrafe correspondiente a la legislación del siglo XIX 
algunas de las normas más importantes en esta materia. Incluso, los menores internados 
a través de este sistema contaban con sus propios departamentos separados en los 
centros de corrección paterna que eran las escuelas de reforma. Todo este sistema se 
apoyaba en dos disposiciones del Código Civil de 1888, a las que ya nos hemos referido 
con anterioridad, y que ahora citamos textualmente: 
 
“El padre, y en su defecto la madre, tienen respecto de sus hijos no emancipados: 
1º. El deber de alimentarlos, tenerlos en su compañía, educarlos é instruirlos con arreglo á su 
fortuna, y representarlos en el ejercicio de todas las acciones que puedan redundar en su provecho. 
2º. La facultad de corregirlos y castigarlos moderadamente”1528.  
 
Como reminiscencia de la figura del pater familias, quien poseía en propiedad a 
sus hijos, la normativa civil decimonónica concedía a los padres la facultad de corregir 
y castigar a sus hijos; esta facultad, en principio no trasgredía el ámbito puramente 
familiar privado. El acercamiento a la materia penal venía de la segunda de las 
disposiciones: 
                                                             
1527 Cfr. Navarro De Palencia, A.: “El Reformatorio de jóvenes…” ob. cit., p. 762. 
1528 Cfr. Código Civil de 1888, Artículo 155. 





“El padre, y en su caso la madre, podrán impetrar el auxilio de la autoridad gubernativa, que 
deberá serles prestado en apoyo de su propia autoridad, sobre sus hijos no emancipados, ya en el 
interior del hogar doméstico, ya para la detención y aun para la retención de los mismos en 
establecimientos de instrucción ó en institutos legalmente autorizados que los recibieren. 
Asimismo podrán reclamar la intervención del Juez municipal para imponer a sus hijos hasta un 
mes de detención en el establecimiento correccional destinado al efecto, bastando la orden del padre ó de 
la madre, con el Vº.Bº. del juez, para que la retención se realice. 
Lo dispuesto en los dos párrafos anteriores, comprende á los hijos legítimos, legitimados, 
naturales reconocidos ó adoptivos”1529. 
 
Culmina con este artículo, llegando hasta el siglo XX, la tradición histórica de 
justicia doméstica aplicada para el castigo del menor rebelde y delincuente. Es 
necesaria, no obstante, la intervención gubernamental, del Estado, en estos asuntos de 
índole, en principio, completamente privada. 
 
Es por ello, que con el fin de evitar los abusos, como se había hecho en casi todas 
las naciones a lo largo de la historia, el poder legislativo promulgó algunas normas 





                                                             
1529 Cfr. Código Civil de 1888, Artículo 156. 
1530 Las normas de protección de la infancia habían sido reclamadas por algúnos de nuestros más 
eminentes penólogos, como Lastres o Julián Juderías, ambos entregados a la causa de los menores 
delincuentes y en situación de abandono. La promulgación de estas normas se encontraba en la línea de 
los patronatos que se dedicaban a la causa de los menores, como el de Barcelona o Madrid. Para impulsar 
este tipo de medidas, comenzaron a realizarse Congresos nacionales de educación protectora de la 
infancia abandonada y delincuente, como el organizado por la Comisión presidida por el Marqués de la 
Vega de Armijo en 1905, donde se organizaban debates y estudios sobre la materia, entre los que se 
incluían cuestiones penitenciarias. “El proyectado Congreso -escribe Julían Juderías-, aún no llamándose 
penitenciario, significa, tal vez, el mayor de los problemas penitenciarios. En primer término, una de las 
cuatro secciones que constituyen el programa fijo de los Congresos penitenciarios internacionales se 
refiere á este asunto. Por otra parte, el mayor empeño en el propósito penitenciario de disminuir la 
criminalidad consiste en mermarle su vivero, suponiéndose con toda certeza que las más eficaces medidas 
dependen de la retificación de los torcimientos juveniles”. Cfr. Juderías y Loyot, J.: “Congreso nacional 
de educación protectora de la infancia abandonada, viciosa y delincuente”, en Revista Penitenciaria, Año 
III, Tomo III, Eduardo Arias, Madrid, 1906, p. 295. Al respecto, también Vid. Congreso Nacional de 
educación protectora de la infancia abandonada, viciosa y delincuente (Convocatoria), en Revista 
Penitenciaria, Año II, Tomo II, Eduardo Arias, Madrid, 1905, p. 359; y en el Tomo III, en la misma 
publicación, pp. 479-482; y acerca de las materia e información sobre el mismo, pp. 604-609, 670-675, y 
finalmente, en el Tomo IV de la Revista Penitenciaria se publica el Programa de cuestiones del Congreso 
de educación protectora, pp. 369-384, trascripción de la ponencia en pp. 373-384; y el artículo también 
publicado en la Revista Penitenciaria (Tomo III) titulado “El Congreso Nacional de educación protectora 
y la proclamación de los deberes sociales”, pp. 550-558, que encontramos ausente de rúbrica, pero que 
bien podría deberse, en nuestra opinión a la incansable pluma y fervor informador de Salillas, siendo 
como fue Secretario General firmante en la convocatoria del Congreso. 





Ciertamente, fueron nuestros penitenciaristas los que originaron el movimiento de 
protección del menor, con la finalidad de arrebatarlo de su paupérrima situación 
carcelaria
1531
. Así, una de nuestras más eminentes penólogas, Concepción Arenal fue 
pionera
1532
 en apreciar la situación de los jóvenes presos, y exponer métodos y 
clasificaciones adelantados a las concepciones de su época: 
 
“¿Cuándo puede considerarse un penado adulto? ¿Cuándo como joven o como niño? (…) La edad 
hay que averiguarla por sus antecedentes bien estudiados y por las circunstancias del hecho delictivo: el 
que delinque como adulto no debe ser considerado en la prisión como joven ni como niño”1533. 
 
 “Para clasificar a los jóvenes delincuentes y ver el sistema penitenciario que se les debe aplicar, es 
esencial: 
 
a) Investigar si son chicos de la calle, de cuya educación nadie cuida, y que no ven en su casa sino 
malos ejemplos. 
b) Si perteneciendo a esta clase, han contraído o no hábitos depravados y el mal impreso carácter, 
o dejado solamente huellas fáciles de borrar. 
c) Si hay o no en el delito crueldad, cálculo, premeditación, frialdad. 
d) Si el joven delincuente es hijo de padres honrados; si ha visto buenos ejemplos; en fin, si al 
cometer el delito se hallaba en circunstancias que debieran haberle separado de él. 
Para los jóvenes cuyo delito no es grave, y cuya educación se descuidó, las colonias, sobre todo las 
agrícolas, son una penitenciaria muy adecuada, las cuales deben tener algunas de estas condiciones: 
1º. Que el número de penados jóvenes no exceda en ningún caso de ciento, y que no pase de 
cincuenta a ser posible. 
2º. Que duerman en celdas aisladas. 
3º. Que la educación moral, religiosa y literaria se dé simultáneamente con la agrícola. 
4º. Que además de la enseñanza agrícola, se les enseñe otros oficios, siguiendo la educación, 
vocación del educando. 
5º. Que se vigile con cuidado a estos jóvenes, separando cuidadosamente a aquellos cuya 
depravación pueda comunicarse a sus compañeros”1534. 
                                                             
1531 Así se expresaron la mayor parte de nuestros más reconocidos penitenciaristas; al respecto, 
consúltense la ponencia publicada en la Revista Penitenciaria, Año II, Tomo II, Eduardo Arias, Madrid, 
1905, pp. 373-384. Prácticamente las figuras más representativas de nuestro penitenciarismo se 
encontraron de acuerdo, en conjunción y sinergía, frente a la lucha contra el destino de los menores en las 
cárceles y la falta de instituciones especificas para menores infractores. Prueba de ello son las 
personalidades que coincidieron en el Congreso mencionado: Salillas, Lastres, Julián Juderías, Cuello 
Calón, Tolosa Latour, Marqués de la Vega de Armijo; cuyas obras han tratado la problemática desde un 
punto de vista institucional y jurídico.  
1532 Vid. Tome Ruiz, A.: “La delincuencia juvenil. Doña Concepción Arenal, precursora…” ob. 
cit., p. 36. 
1533 Cfr. Arenal, C.: Estudios Penitenciarios. Tomo II, Victoriano Suárez, Madrid, 1895, p. 258. 





El punto de partida, como bien han señalado Vega Gil, Hernández Díaz, Cerezo 
Manrique y Martín Fraile, es la iniciativa del Consejo Penitenciario, que supondrá un 
antes y un después en el tratamiento protector de la infancia delincuente, tras el Consejo 




“La razón por la cual el Consejo Penitenciario se empeña en la búsqueda de mecanismos 
institucionales, materiales y educativos de atención y protección de la infancia es porque entiende que la 
educación protectora es, antes que nada, un problema penitenciario; el encuentro no debe ser 
estrictamente penalista sino pedagógico, dado que los internacionales que se han organizado con esta 
finalidad dedican una de las cuatro secciones al tema educativo. Además, la meta de la actuación 
penitenciaria es disminuir las tasas de criminalidad y una de las vías más eficaces es reducir su “vivero” a 
través de medidas de corrección pedagógica de los desvíos juveniles. La educación correccional es el 
camino emprendido por las sociedades más adelantadas en este tema como los Estados Unidos o 
Inglaterra que están comprobando cómo la obra educadora (en el enjuiciamiento y rehabilitación de la 
juventud que delinque) disminuye de manera significativa las magnitudes de criminalidad”1536. 
 
Este Congreso dio como resultado la promulgación del que fue el texto legal más 
importante en esta materia: la Ley, de 12 de agosto, de 1904, de Protección a la 
Infancia
1537
 , también conocida, en honor a su autor Manuel de Tolosa Latour, como 
Ley Tolosa
1538, y que según explica Clavel Villanueva, “supone la separación definitiva 
de los mundos penales juvenil y de adultos”1539.  
 
                                                                                                                                                                                  
1534 Cfr. Tome Ruíz, A.: “La delincuencia juvenil. Doña Concepción Arenal, precursora…” ob. 
cit., p. 37. 
1535 La importancia de este Congreso ha sido puesta de manifiesto por Leoncio Vega Gil, José 
María Hernández Díaz, Juan Francisco Cerezo Manrique y Bienvenido Martín Fraile, en la publicación 
relativa a su estudio científico sobre la protección de menores en el ámbito de Castilla y León. Los 
autores matizan la importancia de la influencia de la doctrina penitenciaria en la materia indicando que 
“en el contexto español tenemos que poner de relieve la implicación del Consejo Penitenciario durante la 
primera década del siglo XX en la organización del Congreso Nacional de Educación Protectora de la 
Infancia. Un Consejo que, en buena medida, se inspiraba en sus acciones en el espíritu a ideales 
institucionistas. El proceso comienza con la aprobación de una ponencia elaborada por el sector más 
reformista, en términos sociales y pedagógicos, y que está formado por el  Marqués de la Vega Armijo, 
G. de Azcárate, M. Tolosa Latour y Calbetón”. Vid. Vega Gil, L., Hernández Díaz, J.Mª., Cerezo 
Manrique, J.F., y Martín Fraile, B.: “Protección a la infancia y educación en Castilla y León (1900-
1930)”, en Aula, Número 10, Publicaciones de la Universidad de Salamanca, Salamanca, 1998, p. 223.  
1536 Cfr. Vega Gil, L., Hernández Díaz, J.Mª., Cerezo Manrique, J.F., y Martín Fraile, B.: 
“Protección a la infancia…” ob. cit., p. 225. 
1537 Recopilada en Ruíz Rodrigo, C.: Protección a la Infancia en España: reforma social y 
educación. Universidad de Valencia, Valencia, 2004, pp. 49 y ss.  
1538 Vid. Roca, T.: Historia de La obra… ob. cit., p. 60. 
1539 Cfr. Clavel Villanueva, F.J.: “Menores en conflicto social en Castilla-La Mancha en la época 
contemporanea”, en Martón López, Mª.T.: La Responsabilidad penal de los Menores. Servicio de 
Publicaciones de la Universidad de Castilla-La Mancha, Cuenca, 2001, p. 170. 





La normativa, por haberse considerado ajena al ámbito estrictamente penal, ha 
sido mencionada y conocida por nuestra doctrina solamente en su vertiente social. No 
obstante, en el Reglamento que se ocupa de su desarrollo, aprobado por Real decreto, de 
24 de enero, de 1908
1540
, encontramos algunas consideraciones acerca de la corrección 
paterna en menores delincuentes menores de diez años
1541
, que deben ser mencionados, 
pues completan nuestro estudio de la figura: 
 
“Consistirá dicha protección en el ejercicio de las funciones siguientes: 
(…) 
3º. La inspección de las casas cunas, escuelas, talleres, espectáculos y cuantos centros de modo 
permanente ó transitorio alberguen, recojan ó exhiban á los niños. 
(…) 
7º. La corrección paternal de los llamados rebeldes, incorregibles ó delincuentes”1542. 
 
Se establece para el control e inspección de los centros en los que los menores de 
diez años son internados, cuyo desempeño corresponderá al Consejo Superior de la 
Protección a la Infancia
1543
, designado por el Ministerio de la Gobernación, siendo uno 
de los primeros organismos estatales de control de los establecimientos de 
internamiento de menores. 
 
Para el desempeño de estas acciones de inspección, el Consejo y las Juntas 
provinciales se dividirán en distintas secciones
1544
, entre las que se incluye la Sección 
de Patronato y Corrección Paternal. De las atribuciones conferidas a esta figura, 
destacamos las de “estudiar los medios de ejercer protección adecuada y eficaz á favor 
de los niños llamados mártires, asi como de los calificados de delincuentes sin 
discernimiento”; y también, la de “favorecer las instituciones benéficas que se interesan 
por los niños hijos de penados ó recogidos en las Cárceles cerca de sus madres, así 
                                                             
1540 Transcrito en Revista Penitenciaria, Año IV, Tomo IV, Eduardo Arias, pp. 152-161. 
1541 Vid. Ley, de 12 de agosto, de 1904, de Protección de la Infancia, Artículo 1º, donde se dispone 
que “quedan sujetos a la protección de esta ley determina los menores de diez años”; al respecto, también 
Vid. Reglamento de la Ley de Protección a la Infancia, aprobado por Real decreto, de 24 de enero, de 
1908, Artículo 1. 
1542 Vid. Reglamento de la Ley de Protección a la Infancia… cit., Artículo 2. 
1543 Sobra esta figura, Vid. Reglamento de la Ley de Protección a la Infancia… cit., Artículos 3, a), 
4, y del 5 al 25.  
1544 Vid. Reglamento de la Ley de Protección a la Infancia… cit., Artículos 10 y 35. 





como también los centros de corrección paterna dedicados á niños rebeldes ó 
moralmente abandonados”1545. 
 
2.5.6. El Sistema Reformatorio: Dorado Montero y el Reformatorio de Elmira. 
Su influencia en la Casa de Corrección de Alcalá de Henares. 
 
El Real Decreto de 8 de Agosto de 1903
1546
 (en plena época de influencia 
salillista), relativo al tratamiento de los jóvenes delincuentes, cambió la denominación 
de las escuelas de reforma y corrección por la de reformatorio. En esta regulación, se 
rebajó la edad de ingreso en los presidios de los veinte años a los dieciocho
1547
. Además 
se profundizó en la creación de una figura más especializada en el tratamiento de los 
jóvenes y la institucionalización de los departamentos y edificios especiales para su 
destino sin atender de manera adecuada la separación y clasificación de los menores 
internos
1548
. Sin embargo, la institución del reformatorio era una figura penal, con una 
disciplina de orden, salubridad e higiene que superaba al resto de establecimientos 
penitenciarios de la época para adultos
1549
. Tanto este Real Decreto como el de 1901
1550
 
                                                             
1545 Cfr. Reglamento de la Ley de Protección a la Infancia… cit., Artículo 39, b) y c). 
1546 Vid. Cadalso, F.: “El estado actual de nuestras Prisiones…” ob. cit., p. 50; al respecto, también, 
Vid. Martínez Alcubilla, M.: Diccionario... ob. cit., p. 396; según expresa el autor, “organizaba el presente 
Decreto el Reformatorio conforme al régimen de tutela y corrección, y para evitar los inconvenientes con 
que tropezaba la aplicación del de 17 de junio de 1901 disponia que fueran destinados á aquel únicamente 
los menores de diez y ocho años á quienes se impusiera condena desde presidio correccional los cuales 
permanecerían en el establecimiento hasta la extinción completa de la pena, con ciertas excepciones (arts. 
1º á 4º). Autorizaba además, á la Junta localde prisiones de Alcalá para gestionar la formación de una 
Sociedad de patronato, que tendría personalidad para organizar el establecimiento reformatorio, establecer 
el régimen de visitas, preparar y disponer la reintegración del penado á la vida libre, etc.” 
1547 Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 124. 
1548 Véase la crítica realizada por Cadalso acerca de la nueva orientación del centro de Alcalá de 
Henares, en la que el autor opina que “el edificio no se presta ni para reformatorio, ni para escuela, en la 
forma en la que se hallan establecidos en otros países, es de temer que sirva de poco el cambio de nombre 
y que no dé resultados prácticos. Según el art. 2º, los reclusos que ingresen en el reformatorio, habrán de 
permanecer en é hasta que cumplan su pena. Y como pueden ser destinados jóvenes de condenas graves y 
de larga duración, hasta de cadena perpetua, se dará el caso, como antes ha ocurrido, que en el 
establecimiento se encuentren menores de diez y doce años de edad, confundidos con adultos de treinta á 
cuarenta”. Cfr. Cadalso, F.: “El estado actual de nuestras Prisiones…” ob. y loc. cit. 
1549 Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 127. 
1550 Tal y como escribe Alcubilla en su Diccionario de la Administración, Tomo XII, ya citado con 
anterioridad, el Real decreto de 1901 tropezaba en su aplicación con una serie de dificultades que el 
Decreto de 1903 vino a intentar corregir; entre otros defectos, “adolece -dice Alcubilla- del gran 
inconveniente de faltar local lo suficientemente ámplio, donde albergar á la enorme población que se 
reuniría, además de que incluyendo en la Escuela á todos los penados de esas edades, cualquiera que fuera 
la pena, es evidente la gran proporción de penas, de cuya corta duración no implicaría eficacia 
correccional; y si por estos inconvenientes es inadmisible tal sistema, lo es más todavía por el que resulta 
de reunir en un mismo instituto tres clases de corrigendos que en manera algúna son confundibles”. Cfr. 
Martínez Alcubilla, M.: Diccionario... ob. cit., p. 396. Parece ser no obstante, que las directrices del nuevo 





fueron, más tarde, interpretados en cuanto a sus indicaciones de tratamiento y régimen, 
y puestos en marcha en el Reformatorio para jóvenes delincuentes de Alcalá. Como 
expresara el que fue su Director, Navarro Palencia: “(…) se organizaron talleres, se 
fomentó la higiene del edificio, y la particular del recluso, determinando sus actos y 
estableciendo las revistas parciales de policía diariamente y semanal de todas las 
prendas, tratando de mejorar la vida toda del Reformatorio en cuanto las dotaciones lo 
permitan…”1551. 
 





, vieron en las pretensiones del Real decreto de 1903 tan sólo un cambio de 
denominación para una institución insuficiente para llevar a cabo la tarea de reforma del 
menor infractor
1554. A esto se añade, en opinión de De las Heras, que “el decreto de 
1903 no pudo obtener cumplimiento en su parte más esencial, esto es, en la creación y 
                                                                                                                                                                                  
Real decreto tampoco satisfacían todas las opiniones doctrinales. Siguiendo lo expuesto en el informe del 
Negociado de Destino de Penados, Santiago Diaz Benito, incluido en el Expediente para la Reforma 
penitenciaria, “si los presupuestos sucesivos no permiten la construcción de nuevas Prisiones ni la 
realización de las obras necesarias en las antiguas, es al menos indispensable dentro de las actuales 
distribuir equitativamente la población penal, evitando, tanto la excesiva aglomeración, como el 
desalojamiento de sus locales. Para evitar este último extremo que se manifiesta en las prisiones de Alcalá 
de Henares, es de necesidad modificar algúna de las disposiciones vigentes en lo concierniente á las 
mismas. El Real decreto de 8 de agosto último al reorganizar la Escuela de Reforma dispone, entre otros 
particulares, que no pueden ingresar en la misma más que los varones menores de dieciocho años de edad 
al ser firma la sentencia. Afortunadamente el número de éstos es tan reducido, que no basta por si solo 
para ocupar una prisión de 500 plazas, y su población, que antes del citado Real Decreto llegó a 474 
individuos, ha quedado reducida a 300 sólo con las bajas naturales. Si como es de suponer se implanta de 
una manera definitiva la Escuela de Reforma para dar el debido cumplimiento á las disposiciones 
vigentes, se impone la necesidad de acordar el traslado á otras prisiones de todos aquellos que se 
encuentran indebidamente en aquel Establecimiento, quedando dicho edificio con una amplitud excesiva 
para los fines que se pretende utilizar; es preciso, por tanto, la ampliación de la edad en armonía con lo 
que se preceptua en el art. 2º del Real decreto de 1901 al establecer la Escuela de Reforma y corrección 
penitenciaria”; Cfr. Diaz Benito, S.: “Informe del Negociado de Destino de Penados”, en Dirección 
General de Prisiones: Expediente… ob. cit., pp. 333 y 334.   
1551 Cfr. Navarro De Palencia,  A.: “El Reformatorio de jóvenes…” ob. cit., p. 763. 
1552 Salillas indicaba la insuficiencia del establecimiento de Alcalá de Henares al que no distinguía 
de “un penal como otro cualquiera, sin que lo distinga ninguna práctica singular ni sea comparable en 
modo algúno á establecimientos que correspondan efectivamente al título que lo distingue”. Cfr. Salillas, 
R.: “Informe del Negociado…” ob. cit., p. 199. 
1553 La crítica del que fuera Director de la Prisión celular de Madrid hacia la institución y su 
consideración como reformatorio queda patente en las palabras que le dedica en su informe para la 
Reforma Penitenciaria: “como el edificio no se presta ni para reformatorio, ni para escuela, enla forma en 
la que se hallan establecidos en otros países, es de temer que sirva de poco el cambio de nombre y que no 
dé resultados prácticos”. Cfr. Cadalso, F.: “El estado actual de nuestras Prisiones…” ob. y loc. cit.   
1554 También Bugallo Sánchez compartía la misma postura, definiendo el reformatorio como 
“todavía una cárcel más, mejor acondicionada, pero cárcel al fin”. Cfr. Bugallo Sánchez, J.: Los 
reformatorios de España… ob. cit., pp. 33. 





fomento de una sociedad de patronato que cumplimentase toda la labor educativa del 
internado”1555. 
 
Tras la Dirección de Navarro Palencia, el Real Decreto de 23 de marzo de 
1907
1556
, sobre ingreso en el Reformatorio de jóvenes de Alcalá de Henares, vino a 




“Artículo 4º. La Junta correccional del Reformatorio á propuesta del director, mantendrá una 
clasificación de los reclusos que permita apreciar los resultados de conjunto obtenidos en el tratamiento 
de dicha clasificación, diferenciada en periodos y subperiodos, traducirá orgánica y paralelamente el 
grado de corrección del recluso con respecto á todos los elementos educadores que influyen en él, y que 
deben formar verdadero sistema progresivo de restricciones y recompensas. Las preceptivas 
especializadas correspondientes á esta clasificación, como asimismo todo lo relacionado con el 
funcionamiento interno del Reformatorio de jóvenes delincuentes, será objeto de un Reglamento especial, 
cuya ponencia queda encomendada á la Junta correccional del mismo. 
Artículo 5º. Como aplicación inmediatamente práctica del régimen de restricciones y 
recompensas que se establecen, la misma Junta correccional del Reformatorio, por conducto del director 
del mismo, queda facultada para proponer al director general de Prisiones la remisión de la pena que 
cumplan aquellos penados que en el curso de su vida penitenciaria haya obtenido clasificación en el 
grado superior y se mantengan en el mismo con notas de aplicación y de conducta irreprochable, 
cuando, á su juicio, y á tenor de las notas consignadas en su expediente correccional, sean merecedores 
de la precitada gracia. 
El director general de Prisiones, cuando este injustificada la proposición, la cursará de oficio al 
Ministro de Gracia y justicia. Estas propuestas implican la formación obligatoria de expediente, y serán 
tramitadas de idéntica manera á la preceptuada en los artículos 27 y 28 de la Ley de 18 de Junio de 1870 
estableciendo reglas para el ejercicio de la gracia del indulto en los casos en que la propuesta es 
formulada por los Tribunales sentenciadores, omitiéndose consulta de éstos y abreviando cuanto sea 
posible los plazos de trámite, á fin de que los efectos de las penas de que se trate no rebasen el límite 
racional del tratamiento progresivo á que obedecen”. 
 
En el Real Decreto de 23 de Marzo de 1907, se dispusieron, por lo tanto, unas 
medidas de reconstrucción e institucionalización del mismo, así como algunos cambios 
en su régimen interno: nuevamente se eleva en dos años la edad de ingreso, impide que 
sean internados en él los condenados a penas cortas o muy largas y aquellos internos 
                                                             
1555 Cfr. De las Heras, J.: La juventud delincuente… ob. cit., p. 71. 
1556 Transcrito íntegramente en Cadalso, F.: Suplemento al Diccionario… ob. cit., pp. 586-588. 
1557 Vid. Martínez Alcubilla, M.: Diccionario... ob. cit., p. 397; en el mismo sentido, Vid. García 
Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 130. 





con mala conducta reiterada y recomienda la creación de un reformatorio de adultos, 
para aquellos internos que superan la edad de veintitrés años
1558
. Establece el Real 
Decreto de 1907 la redacción de un Reglamento de régimen interno y regula 
expedientes de remisión de penas para aquellos internos que han obtenido la 
clasificación en el grado superior de internamiento y se mantengan en el último cuya 
conducta sea intachable. La idea de Reformatorio está íntimamente ligada en la década 
siguiente al sistema progresivo
1559
 propio de Cadalso como ya hemos visto, aunque 
trasladado a los presos de mayor edad, al que más tarde se incluirá el sistema de libertad 
condicional
1560: “Se impone en un primer momento un sistema gradual de progresión, 
de evolución interna, con grupos de observación ascenso y regreso. El programa (...) se 
centra en dos pilares fundamentales, que bien podemos asociar a nuestros actuales 
objetivos profesionales: a) la educación (...) b) la preparación pre laboral (...)”1561. 
 
Por último, con la promulgación del Real Decreto, de 5 de mayo de 1913, la 
configuración de los menores internados que cumplían condena en el Reformatorio de 




a) Los menores de quince años, condenados por penas que no sean arresto, de 
prisión correccional, en una sección de tratamiento especial. 
b) Los mayores de quince años y menores de dieciocho, condenados a penas 
que no sean arresto, prisión correccional, reclusión perpetua o cadena. 
c) Los mayores de dieciocho y menores de veinte años, con las mismas 
excepciones en cuanto a las penas, que no sean reincidentes, ni se les haya 
                                                             
1558 Medida fuertemente críticada por Cadalso: “El Real decreto de 23 de Marzo de 1907 confirmó 
la permanencia de los adultos en el reformatorio, y en cambio excluyó de su ingreso en el mismo a los 
mayores de quince años y menores de veinte, sentenciados a penas de prisión correccional, cadena 
temporal o cadena o reclusión perpetua, a los reincidentes y a los reiterantes de diez y ocho a veinte. Así 
resultó que en el llamado reformatorio de jóvenes llegó a haber más adultos que menores, y que muchos 
de éstos se hallaban repartidos en las prisiones ordinarias, en las que estaban en peores condiciones que 
cuando regia para los viejos presidios, primero el reglamento de 1807, y después la ordenanza de 
1834…”. Cfr. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 532. 
1559 Donde es indiscutible la influencia de Montesinos; al respecto, Vid. Wines, F.H.: 
Punishment… ob. cit., pp. 200 y 201. 
1560 Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 108 y ss.; más recientemente, Vid. 
García Vázquez, A.: “Siglo XIX y principios del XX…” ob. cit., p. 208. 
1561 Cfr. Nebreda Torres, J.: “Prólogo”, en De las Heras J.: La juventud delincuente… ob. cit., pp. 
22 y 23. 
1562 Vid. Castejón, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., pp. 401 y 402. 





atribuido por diligencias acumuladas más de una pena cuyo cumplimiento 
exceda de seis años de prisión. 
 
El edificio de Alcalá de Henares también sufre algunas reestructuraciones y 
reformas, ampliando los talleres de oficios y la superficie total de la construcción
1563
. En 
1915 se realizó un intento de traslado del reformatorio a la prisión de mujeres de la 
misma ciudad de Alcalá, no obstante, las obras quedaron en suspenso un año más tarde, 
lo que conllevó un enorme gasto para el erario público
1564
. Finalmente, como parte de la 
reforma penitenciaria que vive la época
1565
, y por Real Decreto, de 18 de mayo de 1915, 
el Reformatorio de Alcalá de Henares es pasado a denominarse Escuela Industrial, 
implantándose un nuevo sistema basado en el trabajo de los jóvenes en los diferentes 
talleres, sufriendo posteriormente una regresión en 1919, “que lo convirtió en presidio a 





La regulación de 1915, pese a reconocer nuestros valiosos antecedentes patrios en 
materia de tratamiento de la delincuencia juvenil
1567
, se decanta por seguir las pautas 
fijadas por los dos sistemas penitenciarios extranjeros principales para jóvenes 
delincuentes: el de edificio único; y el de pabellones separados. En definitiva, la 
posición ecléctica del legislador (en este caso, el Ministro de Gracia y Justicia D. 
Manuel de Burgos y Mazo) ante ambos ordenamientos, resultará en la creación de dos 
centros de reforma tutelar y de acción educadora: una Escuela Industrial de Jóvenes en 
                                                             
1563 Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 522. 
1564 Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., ob. cit., p. 262. 
1565 Reza el propio decreto en su exposición de motivos que la reforma en materia de jóvenes 
penados se inserta en la denominada “reforma penitenciaria”, teniéndose en cuenta “la naturaleza 
jurídica, penitenciaria y social de las cuestiones que integran la referida reforma”. 
1566 Vid. Cadalso, F.: La actuación del Directorio de Prisiones… ob. cit., p. 48. 
1567 Según puede leerse en la exposición motivadora del Real Decreto, de 18 de mayo de 1915, los 
precedentes a tener en cuenta en la reforma del establecimiento de Alcalá de Henares fueron: “Los 
Toribios, de Sevilla; el Padre de Huérfanos, de Valencia; los Asilos y Hospicios extendidos por todo el 
país para albergar a los menores necesitados de patrocinio y de guía; la Ordenanza de Presidios de 
1834, que mandaba tener a los jóvenes en secciones separadas de los adultos, dentro de los 
establecimientos, el Asilo Toribio Durán,de Barcelona, la Escuela de Santa Rita, de Carabanchel, y la 
Central de Reforma y Corrección paternal creada en Alcalá de Henares por Real decreto de 17 de junio 
de 1901”.  










Durante su etapa como Escuela Industrial
1569
, el establecimiento de Alcalá de 
Henares continuaría rigiéndose por un sistema progresivo de separación de los jóvenes 
internos en clases:  
 
1º. Por edad: “Los internos se dividirán en tres secciones por razón de su edad. 
Formarán la primera los comprendidos entre quince y dieciocho años; constituirán la 
segunda los de dieciocho a veintiuno; pertenecerán a la tercera los de veintiuno a 
veintitrés”1570. 
2º. Por grados: “La población reclusa se dividirá en las tres clases siguientes: 
1ª. Clase de observación. 
2ª. Clase de ascenso. 
3ª. Clase de regresión”1571. 
 
Además del edificio de Alcalá de Henares, existieron en España otras estructuras 
que tomaron el modelo de los sistemas reformatorio para menores, aunque su desarrollo 
fue más bien una evolución de las escuelas de reforma. Fernando Cadalso cita en su 
obra Instituciones Penitenciarias los ejemplos de la Casa Reformatorio del Salvador, en 
Bilbao, que comenzó su andadura como institución de encierro de menores infractores 
en 1920, de la que debe destacarse las reglas de pedagogía empleadas para la 
clasificación y posterior tratamiento educativo del menor
1572
; el Asilo de San Juan de la 
Cruz y también Reformatorio en Jaén, cuyas instalaciones constaban de dos 
dependencias separadas, una para los mayores de tres años y menores de nueve (el 
Asilo), y otra para los mayores de nueve y menores de quince (el reformatorio)
1573
; y, 
por último, el Reformatorio del Buen Pastor, en Zaragoza, inaugurado en septiembre de 
                                                             
1568 Vid. Artículos 1 y 2, del Real Decreto, de 18 de mayo de 1915.  
1569 Para más detalles acerca del régimen educativo y el trabajo realizado en el establecimiento de 
Alcalá de Henares como Escuela Industrial, consúltese De las Heras, J.: La juventud delincuente… pp. 81 
y ss.; siendo el trabajo más completo sobre el régimen interior de la institución durante esta época. 
1570 Cfr. Artículo 8, del Real Decreto, de 18 de mayo de 1915. 
1571 Cfr. Artículo 10, del Real Decreto, de 18 de mayo de 1915. 
1572 Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., pp. 539 y 540. El autor compara el 
régimen de la institución con el de la George Junior Republic. 
1573 Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 545. 










Años más tarde, el sistema de Reformatorio de la transformada penitenciaría de 
Ocaña
1575
 supuso el culmen de los esfuerzos de unos de nuestros más reconocidos 
penitenciaristas nacionales, Fernando Cadalso
1576
. El principal cuerpo legal que 
regulaba el Reformatorio de adultos de Ocaña estaba formado por el Real decreto, de 
30 de octubre, de 1914
1577
, posteriormente modificado en su art. 2 por el Real decreto, 
de 14 de octubre de 1915, por el que se establecía la continuidad del cumplimiento de la 
sentencia de los jóvenes internados en Alcalá de Henares en dicho establecimiento
1578
. 
Este sistema de reformatorio para adultos, reflejo del modelo norteamericano, supuso 
un importante aporte para la inserción del sistema progresivo en el penitenciarismo 
español superando la ideología tutelar y de indeterminación de la sentencia, defendidas 




                                                             
1574 Vid. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 559. 
1575 Para conocer la descripción del establecimiento, Vid. Cadalso, F.: Instituciones 
Penitenciarias… ob. cit., pp. 588 y 589. 
1576 Vid. Sanz Delgado, E.: “Dos Modelos Penitenciarios…” ob. cit., p. 206. 
1577 Recopilado por Fernando Cadalso, Vid. Instituciones Penitenciarias… ob. cit., pp. 590-602. 
Del cuerpo legal destacamos, por su importancia y mejor comprensión de la reforma iniciada, los 
siguientes párrafos de su exposición de motivos:  
“Aunque el edificio es nuevo y el sistema que se aplica es moderno, tiene carácter penitenciario, 
que debe y puede ser sustituido por el reformador, preconizado por la ciencia y practicado por las 
naciones más previsoras y adelantadas. En la nuestra se ha atendido y se atiende mucho para clasificar a 
los penados y dar destino a las prisiones, a la naturaleza de las penas, con lo cual se generaliza la 
ejecución de éstas, perdiendo de vista o colocando en lugar harto secundario la individualización del 
tratamiento que han de recibir los que las sufren. Y asi como en un hospital se atiende más que a las 
enfermedades a las circunstancias de los enfermos, en una prisión que, con acierto organizada y con 
competencia dirigida, puede convertirse en sanatorio moral, debe atenderse más que a la pena a las 
condiciones personales del penado. 
(…) 
De aquí la necesidad de aplicar aquel principio en la nueva institución, atendiendo en primer 
término, a la edad a la duración de las condenas y a los antecedentes penales. 
(…) 
Para apreciar su disposición y sus tendencias, todos deben pasar por un periodo de observación y 
ascender o descender según su comportamiento, otorgándoseles en cada periodo las recompensas que 
merezcan, e imponiéndoles las correciones a que se hagan acreedores”. 
1578 Por el que se dispone que “los internos de la Escuela industrial de jóvenes delincuentes que 
Alcalá de Henares, habrán de ser indefectiblemente trasferidos a dicho reformatorio al cumplir los 
veintitrés años de edad, para que en el mismo extingan el tiempo de condena que les falte”. Cfr. Real 
decreto, de 14 de octubre, de 1915, Artículo 2, recogido en Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. 
cit., p. 603. 
1579 Vid. Sanz Delgado, E.: “Dos Modelos Penitenciarios…” ob. cit., p. 207. 





Ciertamente, en EE.UU., donde el Sistema Reformatorio se imponía tanto para 
jóvenes como para adultos,  se mostraba una ideología correccional. La filosofía de esta 
corriente respecto a los jóvenes infractores, bien puede resumirse en las palabras de B. 
K. Peirce, Capellán de la House of Refuge de Nueva York, cuando señalaba que “cada 
movimiento para el alivio de la sociedad de su carga de miedo, de la ignorancia, la 
pobreza y la delincuencia, ha forzado entre las mentes pensantes la convicción de que la 
única solución de estos problemas se encuentra en la aplicación de las medidas radicales 
en el período de la infancia. Mientras prisiones, asilos, y el derecho penal y la disciplina 
perentoriamente exige reformas, y apela poderosamente a los corazones de los 
benévolos, la mejor reforma que puede garantizarse, en referencia a las cárceles y 
hospicios es despojarlos de sus ocupantes para salvar a los jóvenes del camino del vicio 
y lo criminal”1580. 
 
La penitenciaria y el reformatorio, ambas instituciones donde los menores eran o 
habían sido encarcelados, se diferencian en sus postulados, introduciendo esta última 




a) Se distinguía por una política criminal basada en la sentencia 
indeterminada. 
b) El sistema de calificaciones, en el que se hacía depender de la evolución 
del interno la duración de la pena. 
c) La persuasión organizada frente a la restricción coercitiva, es decir, la 
prevención especial frente a la prevención general. En palabras de Dorado 
Montero, “un paso franco y resuelto en la dirección del derecho penal 
preventivo, estableciendo que el resorte que debe mover toda la 
maquinaria de la administración de justicia criminal, el fin para el que ha 
de estar dispuesta toda ella, tiene que ser la reforma del delincuente”1582. 
 
                                                             
1580 Cfr. Peirce, B.K.: “General view of Preventive and Reformatory Institutions in the United 
States” en, Wines E.C. (ed.): Traslations of the National Congress on Penitentiary and Reformatory 
Discipline. Cincinnati, Ohio, october 12-18, 1870, Albany, 1871, p. 24. 
1581 Vid. Platt, A.: The Child Savers… ob. cit., Pag. 70. 
1582 Cfr. Dorado Montero, P.: El Reformatorio de Elmira… ob. cit., p. 15. 





Estos principios, habían sido enunciados en los Congresos de Washington que 
sentaron las bases del sistema reformatorio en EE.UU., estableciendo que todo 
individuo, cualquiera que sea su edad, era susceptible de enmienda y admitiendo que el 
sistema reformatorio era compatible con el cumplimiento de penas de corta duración y 




En 1902, nace en tierras británicas el Borstal System, o Sistema de Reformatorio 
Ingles para jóvenes entre los dieciséis y los veinte años
1584
. Posteriormente, fue el 





Entre sus principios fundamentales
1586
, encontramos múltiples coincidencias con 
el sistema establecido en EE.UU.:   
 
1º. Establecer al menor infractor en un medio que sea capaz de sacar lo mejor de 
él: una institución de corrección (Borstal Institution), asignándosele a un grupo y un 
tratamiento para su enmienda. La duración de las sentencias oscilaba dependiendo del 
arbitrio judicial
1587
, lo cual era objeto de críticas respecto del tiempo necesario para 
conseguir la reforma del delincuente. En sus comienzos, según indica Barbero Santos, 
                                                             
1583 Vid. Ingenieros, I.: Criminología. Daniel Jorro Editor, Madrid, 1913, p. 227. 
1584  Vid. Fox, W.L.: The English Prison and Borstal System, An account of the prison and Borstal 
systems in England and wales after the criminal justice act 1948 with a historical introduction and an 
examination of the principles of imprisonment as a legal punishment. Routledge & Kenan Paul, London, 
1952, pp. 352, 353 y 354. Sobre el sistema Borstal, además, pueden consultarse la obra de Mannheim, H., 
y Wilkins, L.T.: Predictions methods and Borstal training. HMSO, London, 1956. 
1585 Según el estudio realizado por Elkin, tras la promulgación en 1908 de la Prevention on Crimes 
Act, el sistema Borstal se convirtió en una parte legalmente reconocida del sistema penal inglés, Vid. 
Elkin,W.A.: The English Penal System. Penguin books, Edimburgo, 1957, p. 243; en el mismo sentido, 
Vid. Barbero Santos, M.: “Delincuencia juvenil: tratamiento”, en VV.AA.: Delincuencia Juvenil. 
Secretariado de Publicaciones de la Universidad de Santiago, Vigo, 1973, p. 170.  
1586 Que fueron publicados, en 1932, bajo el título The Principles of the Borstal System por los 
comisarios de prisiones y escrito precisamente por Alexander Paterson. Vid. Fox, W.L.: The English 
Prison… ob. cit., p. 355 y ss. 
1587 Sobre la duración de las sentencias en el sistema Borstal, indica Allan Little que “muchos 
reformistas han criticado desfavorablemente la disparidad entre el tiempo necesario para capacitar al 
ofensor (el International Labour Organisation que un año sería lo deseable y el minimo seis meses) y el 
de las sentencias más frecuentemente dictadas por las Cortes”. Cfr. Little, A.: “Penal Theory, Penal 
Reform and Borstal Practice”, en The British Jornual of Criminology, Volúmen III, Número 3, enero, 
Londres, 1963, pp. 259 y 263. 





los primeros Borstal eran instituciones cerradas, paulatinamente, se fueron incorporando 




2º. Evitar la contaminación dentro de la institución a través de la figura del 
Borstal Officer: “la comunidad deberá ser protegida incluso al coste de lo individual”. 
 
3º. Borstal training: la finalidad de la institución es la transformar al menor 
infractor en un hombre contenido y capacitado para la vida en libertad. Para ello será 
necesario el estudio individual del menor, y un equipo especializado dentro de la 




: del mismo modo que en nuestra legislación existieron las 
instituciones del Patronato y la libertad vigilada para la ayuda a los jóvenes libertos, en 
relación con el sistema Borstal también se fundaron asociaciones (after-care 





Ciertamente, todas estas ideas –desde la sentencia indeterminada, pues las 
primeras codificaciones y normativas penitenciarias aludían a conceptos como la 
clausula de retención; hasta los patronatos, que se encargaban de las labores de 
asistencia post-penitenciaria, etc.- habían tenido su eco ya en nuestra legislación; no 
obstante, el sistema del Reformatorio de Elmira, supuso algo más, un salto trasatlántico, 
una gran influencia para nuestros juristas. 
 
La historia del desarrollo del Reformatorio de Elmira comienza cuando en 1863 
Gaylord Hubbell, el ilustrado alcaide de la Prisión de Sing Sing, conoció la realidad del 
                                                             
1588 Vid. Barbero Santos, M.: “Delincuencia juvenil…” ob. y loc. cit.  
1589 Acerca de este sistema de asistencia post penitenciaria, Vid. la obra de Morris, P.: Prison After-
care: charity or public responsability?. Fabian Society, London, 1960, passim.  
1590 Según explica Allan Little, la sentencia del sistema Borstal dependía de dos fases 
diferenciadas, de modo muy similar a como se distribuyen en nuestra legislación actual el tiempo entre las 
medidas de internamiento y la subsiguiente libertad vigilada. De este modo, las asociaciones ayudaban al 
joven a encontrar un trabajo tras su salida del centro, estableciendo un contacto fluido incluso durante el 
internamiento con el infractor. Vid. Little, A.: “Penal Theory…” ob. cit., pp.268-270.  





sistema irlandés, y propuso su adopción para las penitenciarias de New York
1591
. Años 
más tarde, en 1870, el Consejo de Cincinnati
1592
 había recomendado la utilización de la 
sentencia indeterminada
1593, entendiéndose esta como “la recomendación político-
criminal consistente en que los Jueces no pronunciaran en sus sentencias un tiempo fijo 
o determinado de privación de libertad (pues no podían saber cuando el reo estaba 
corregido)”1594. La primera de estas sentencias indeterminadas se impartiría en el 
Reformatorio de Elmira en 1877, donde los menores
1595
 cumplían internamiento sin una 
concreción de la duración de la pena, aunque en algunas ocasiones se establecían límites 




Acerca de las bondades de la sentencia indeterminada, deben ser reproducidas en 
nuestro estudio, por su importancia para entender la figura e importancia de las mismas, 
las palabras de Dorado Montero. Así se pronunciaba el que otrora fuera ilustre penalista 
de la Universidad de Salamanca, sobre la misma:  
 
“No hay delincuente que, con su mismo hecho delictuoso (independientemente de otras señales), 
no haya demostrado más ó menos incapacidad para convivir tranquila y pacíficamente con sus 
convecinos; no ha ninguno, por lo tanto, que no necesite alguna ayuda, mayor ó menor, para su rescate 
social, y á quién ese auxilio no haya de prestársele, aún contra su propio deseo (como se prestan también 
los medios protectores á los locos, los niños, los vagos, etc., hasta cuando ellos mismos los rechazan). 
                                                             
1591 Vid. Barnes, H.E., y Teeters, N.K.: New Horizons in Criminology. 3ª Ed., Prentice-Hall, Inc., 
Eglewood Cliffs, New Jersey, 1943, p. 425.  
1592 Wines ha puntalizado en su obra la importancia de este Congreso, “a partir del cual bien podría 
fecharse la era de la reciente reforma de la prisión en America”. Vid. Wines, F.H.: Punishment… ob. cit., 
p. 200. 
1593 El Congreso de Cincinnati había adoptado una Declaración de Principios, basada en 37 
parametros en materia de prisiones. Entre estos parámetros podemos encontrar los siguientes elementos: 
1. La clasificación progresiva de los prisioneros, basada en el sistema de marcas (mark system) 
propio del sistema Irlandés de Crofton. 
2. Sistema de recompensas por buen comportamiento, trabajo y predisposición al aprendizaje, 
evitando de este modo la desesperación que suele acompañar a las condenas inmutables. 
3. Constante atención a la figura del interno, para guiarlo en su recuperación. 
4. Sentencia indeterminada, solamente limitada por “la satisfactoria prueba de reforma” del 
individuo. Vid. Wines, F.H.: Punishment… ob. cit., p. 205, nota al pie de página; también, Vid. Barnes, 
H.E., y Teeters, N.K.: New Horizons… ob. y loc. cit. 
1594 Cfr. Rivera Beiras, I. (coord.): Política criminal y Sistema Penal: viejas y nuevas 
racionalidades punitivas. Anthropos, Barcelona, 2005, p. 95. 
1595 Según Julián Juderías, los primeros alumnos del reformatorio provenían de la Auburn Prison, y 
llegaron al establecimiento de Elmira el 24 de julio de 1876. Vid. Juderías y Loyot, J.: La Juventud 
delincuente… ob. cit. p. 108. 
1596 Vid. Sanz Delgado, E.: “Dos Modelos Penitenciarios…” ob. cit., p. 197; en el mismo sentido, 
Vid. Rivera Beiras, I. (coord.): Política criminal… ob. cit., p. 96. 





Pero en qué forma y por cuánto tiempo debe un individuo semejante ser tratado para lograr aquel 
rescate. Yo he sostenido por eso siempre que la pena preventiva debe un individuo semejante ser tratado 
para lograr aquel rescate lo mejor, lo más breve y económicamente posible, son cosas que no se pueden 
determinar de un modo infalible é invariable por anticipado. Yo he sostenido por eso siempre que la pena 
preventiva, la pena con la cual se busca combatir la delincuencia, impidiendo sus posibles explosiones 
futuras, en vez de perseguir el castigo retributivo de delitos efectuados ya, requiere necesariamente un 
sistema de administración de justicia, cuyos funcionarios equivalentes a los jueces y Tribunales de hoy en 
día, no den, como estos, sentencias definitivas é irrevocables, que pasan en autoridad de cosa juzgada 
(por cuanto res iudicata pro veritate habetur), sino que den tan solo providencias provisionales, que se 
modificarán cuando los hechos demuestren que el tratamiento planeado en ellas no responde á las 
previsiones y los deseos de quien lo formulara”1597. 
 
Dorado Montero en su obra, fue quien nos acercó a la institución del Reformatorio 
de Elmira. Gracias a él podemos conocer de sus características, algunas de ellas reflejo 
temprano de las que actualmente se encuentran en los centros de menores. Así explicaba 
en su obra, aquella institución al otro lado del Atlántico: 
 
a) La relajación de los elementos arquitectónicos de simbología punitiva, pues 
“como no está hecho para castigar sino para mejorar a los reclusos, el Reformatorio 
comienza por hallarse privado de todo aspecto exterior de establecimiento de 
castigo”1598. Además de ello, escribe Julián Juderías, “la proximidad del establecimiento 
á la capital y á la ciudad de Elmira ofrece grandes ventajas desde el punto de vista de la 
educación industrial de los corrigendos y la equidistancia de los centros principales de 
donde procede la población del Reformatorio hacen que sean aún mayores sus 
ventajas”1599. 
 
b) “El Reformatorio persigue la acertada dirección y el tratamiento individual”1600 
de los reclusos, tarea está complicada debido al número elevado de los mismos. Los 
reclusos serán clasificados en tres grados (primero superior, primero inferior y 
segundo), imponiéndose una especie de sistema progresivo
1601
. 
                                                             
1597 Cfr. Dorado Montero, P.: El Derecho protector de los criminales. Tomo II, (reimpresión 
fácsimil de Analecta, Pamplona,1999) Librería General de Victoriano Suárez, Madrid, 1915, p. 31 y 32. 
1598 Cfr. Dorado Montero, P.: El Reformatorio de Elmira… ob. cit., p. 22. 
1599 Cfr. Juderías y Loyot, J.: La Juventud delincuente… ob. cit., p. 109. 
1600 Cfr. Dorado Montero, P.: El Reformatorio de Elmira… ob. cit., p. 25. 
1601 Vid. Juderías y Loyot, J.: La Juventud delincuente… ob. cit., pp. 113-116. 





c) El sistema de sentencias indeterminadas, en combinación con el sistema de 
beneficios gracias a los cuales “se puede conceder a los reclusos la liberación, primero 
condicional y después absoluta, antes de que haya llegado el momento de la expiración 
de la pena. Pero para ello es necesario que, gracias a su propio esfuerzo, haya ganado 
los vales de buena conducta”1602. Recibe, por tanto, acogida la sentencia indeterminada 
nuestra doctrina correccional, con Dorado Montero como principal seguidor de la 
indeterminación de la duración temporal de la pena
1603
. Esta corriente doctrinal tendrá 
su reflejo en nuestras instituciones: en 1901, el que fuera director del Reformatorio de 
Alcalá de Henares, Álvaro Navarro de Palencia, también se muestra partidario de la 




d) En la filosofía de Dorado Montero el centro de menores tenía una configuración 
y significación diferente, siendo la piedra angular el destino a la educación del 
delincuente juvenil y su corrección: 
 
“Por lo que al tratamiento de los delincuentes jóvenes se refiere, nos impulsan á emplearlo con 
sentido correccional no tan solo los sentimientos caritativos y simpáticos, sino también las enseñanzas 
doctrinales. Los institutos de corrección son hoy algo más que establecimientos de beneficencia, á cargo 
de filántropos y de individuos altruistas y compasivos, v.gr., frailes ó hermanas de la caridad, según ha 
pasado antes; son , juntamente con esto, hospitales de almas para la curación de las mismas -aún mediante 
el cuerpo- y dirigidos al efecto precisamente por personas que estén en condiciones de realizar tal 
curación; es decir, por pedagogos, por médicos, por psiquiatras, por psicólogos, en quienes la ciencia y la 
caridad se confundan, de modo que ejerciten esta última científicamente…”1605. 
 
En definitiva, “el Reformatorio viene a ser un vasto y complicado instituto 
pedagógico”1606, es decir, la finalidad es la educación del interno, no su castigo. 
 
 
                                                             
1602 Cfr. Dorado Montero, P.: El Reformatorio de Elmira… ob. cit., p. 31. 
1603 Vid. Dorado Montero, P.: El Reformatorio de… ob. cit., pp. 119 a 132. 
1604 Vid. Navarro de Palencia, A.: “La sentencia indeterminada”, en la Revista de las Prisiones, 
Madrid, 1902, pp. 661-664; en el mismo sentido, Vid. Jiménez de Asúa, L.: La sentencia indeterminada… 
ob. cit., pp. 56 y 57. 
1605 Cfr. Dorado Montero, P.: El Derecho protector… I, ob. cit., p. 224. 
1606 Cfr. Dorado Montero, P.: El Reformatorio de Elmira… ob. cit., p. 30. 





Contenidos en estos párrafos y en el resto de la obra de Dorado Montero, 
podemos encontrar los principales valores que, incluso hoy en día, definen el 
internamiento de los menores infractores: 
 
a) El establecimiento de medidas y no penas:  
 
“El régimen penal de los adultos habrá de dejar vacío su puesto, para que lo ocupe el régimen 
medico-pedagógico ó correccional, lo propio que esta pasando, conforme se ha visto, con la delincuencia 
juvenil; las medidas todas que con los delincuentes adultos se adopten -y que por el hecho mismo de ser 
medidas, no penas, tendrán carácter provisional y serán de duración indeterminada- irán encaminadas á 
modificar su estado interno, su voluntad, su alma, su carácter, antecedente forzoso de su conducta”1607.  
 
b) Sustitución de la imputabilidad penal por la idea de tratamiento educativo:  
 
“Hay que abandonar, en primer término -lo que ni aún los deterministas han hecho hasta ahora-, la 
cuestión, no ya sólo de la culpabilidad y la responsabilidad, sino también de la imputabilidad, que es, con 
relación á los delincuentes adultos, lo que la cuestión del discernimiento con relación á los delincuentes 
jóvenes. Hay que sustituir la idea de la imputabilidad, base de las penas, por la de necesidad, base del 
tratamiento”1608. 
c) Preferencia de la prevención especial frente a la general o retributiva en el 




d) La concepción del centro de internamiento de menores como una institución 
dinámica, individualizadora y eminentemente con carácter reformador y educativo:  
 
“Las instituciones y establecimientos destinados á mejorar y proteger contra las posibles caídas o 
recaídas á la infancia y la juventud en peligro moral son innumerables y de órdenes muy distintos; y su 
objeto no es tratar diversamente á los individuos, por ser, unos, culpables, y otros no, y en atención al 
grado de su culpa, sino tratarlos diversamente , según lo requiera la necesidad de cada uno, determinada 
por su situación de desamparo, desfallecimiento ó debilidad moral, é independientemente de toda idea de 
culpabilidad y merecimiento”1610. 
 
                                                             
1607 Cfr. Dorado Montero, P.: El Derecho Protector… I, ob. cit., p. 227. 
1608 Cfr. Dorado Montero, P.: Derecho protector… I, ob. cit., p. 226. 
1609 Al respecto, Vid. Dorado Montero, P.: El Derecho protector… II, ob. cit., pp. 281y ss. 
1610 Cfr. Dorado Montero, P.: El Derecho protector… I, ob. cit., p. 223. 





En sus primeros años la institución reformadora de Elmira, dirigida por Zebulon 
Brockway, mostraba pocas limitaciones en cuanto a los términos de edad, aunque la 
regla general era el internamiento por encima de los dieciséis años. Los internos se 
dividían en tres grados, siendo el segundo grado el ordinario, de modo muy parecido a 
la actual distribución de los regímenes penitenciarios
1611
. El acceso y retroceso de grado 
estaba supeditado al comportamiento y observación del interno. 
 
Desde un punto de vista técnico, el sistema de “reeducación”1612 que se deseaba 
implantar en los reformatorios para los jóvenes delincuentes, no era muy distinto del de 
los actuales centros de ejecución de medidas judiciales
1613
, ya que, desde un criterio 
formal, la idea de reinserción del joven delincuente y de su reeducación estaban ya 
impresos en las intenciones del legislador de la época, de un modo incluso más agudo 
que en el caso de los adultos
1614
. Tanto la norma de 1903, como su antecesora (1901), se 
encaminaban a la creación de “una institución especialísima de verdadera tutela para la 
juventud delincuente”1615. 
 
Podemos resumir la institución del Reformatorio de Elmira como la mezcla 
teórico-práctica de las diversas modalidades progresivas de internamiento, “una 
combinación de marcas, grados, y libertad condicionada, bajo la sentencia 
indeterminada”1616. Este sistema (tanto para jóvenes como para adultos) se extendió a 
mediados del siglo XIX y principios del XX, por muchos estados en Norteamérica: 
Massachusetts, Pennsylvania, Ohio, Michigan, Illinios, Minnesota, Kansas y Dakota del 
                                                             
1611 Vid. Barnes, H.E., y Teeters, N.K.: New Horizons... ob. cit., p. 426. 
1612 Vid. Barnes, H.E., y Teeters, N.K.: New Horizons... ob. cit., p. 431. Los autores exponen que 
“el sistema de enseñanza de formación profesional ha sido mejor elaborado y aplicado por los 
reformatorios que cualquier otro aspecto único del complejo Reformatorio de la década de 1870. Pero 
ningún reformatorio ha dado nunca algo parecido a un sistema ideal de formación e instrucción con la 
introducción de las más modernas pruebas y exámenes, y algúnas instituciones solamente han iniciado 
algúnas aproximaciones en este campo”. 
1613 Vid. Nebrada Torres, J.: “Prólogo” en De las Heras J.: La juventud delincuente… ob. cit., p. 
21. 
1614 Tal y como expone en su obra Wines, “A los fines del gobierno, un criminal que se reforma no 
requiere ser detenido de nuevo, vuelve a intentar, una y otra vez encárcelado por algúna nueva violación 
de la ley penal. Los organismos por los cuales se logra este resultado son tres, a saber, el trabajo, la 
educación y la religión, y que corresponden al análisis de la naturaleza humana como física, intelectual y 
moral”. Cfr. Wines, F.H.: Punishment… ob. cit., p. 209. 
1615 Cfr. Navarro De Palencia,  A.: “El Reformatorio de jóvenes…” ob. cit., p. 762. 
1616 Cfr. Wines, F.H.: Punishment… ob. cit., p. 232.  







, para más tarde trasladarse a la mayor parte de los Estados de Europa
1618
. La 
influencia de su régimen penitenciario es la demostración de la inspiración que los 
sistemas utilizados con los menores infractores han transmitido a los de los adultos 
internos.    
 
2.5.7. Patronato de Jóvenes Presos: el inicio de la asistencia post-penitenciaria. 
La Libertad Vigilada y Asistencia Post-Penitenciaria decimonónica. 
 
Además de las especialidades en materia de ejecución penal que los menores 
infractores tenían reconocidas por las leyes penales de cada época, también debemos 
hacer notar en nuestro estudio la labor de las entidades, “hijas del nuevo espíritu 
preventivo que caracteriza al derecho penal moderno”1619, surgidas durante la segunda 
mitad del siglo XIX
1620
, y que, en buena medida, vendrán a sustituir o complementar a 
las anteriores asociaciones de caridad y grupos fundamentalmente cristianos de 
beneficencia, que atendían a los presos jóvenes y pobres: los patronatos. 
                                                             
1617 Sobre el estado de los establecimientos del sistema reformatorio y su expansión por EE.UU. y 
Canada, Vid. Wines, E.C., y Dwight, T.W.: Report of the Prisons of Reformatories in United States and 
Canada. Benthuyssen and Sons, Albany, 1867, pp. 65 y ss. 
1618 Ya nos hemos ocupado de su expansión en España, pero el sistema de las Escuelas 
Reformatorio también llegó a otros puntos del viejo continente. Sl respecto, consúltense las siguientes 
obras de Murray, P.J.: Reformatory Schools in France and England, W. & F.G. Cash, Londres, 1854; el 
mismo: Reformatory Schools for Ireland, a letter addressed to the Right Hon. Edward Horsman, M.P., 
W.B. Kelly, Dublin, 1856. Al respecto, también Vid. Barnes, H.E., y Teeters, N.K.: New Horizons... ob. 
cit., p. 427. Acerca de la implantación de los reformatorios en Italia, Vid. in extenso, Cuello Calón, E.: 
“Menores delincuentes y abandonados en Italia”, en Revista Penitenciaria, Año II, Tomo II, Eduardo 
Arias, Madrid, 1905, pp. 36-47, y su continuación en las pp. 97-103; a los que también se les daba la 
denominación de institutos de educación y corrección, institutos de educación correccional e institutos de 
corrección paterna. Como dato curioso, debemos destacar que, a diferencia de la mayor parte de los 
paises que adoptaron el Reformatory System, Italia contaba con un número elevado de reformatorios 
gubernamentales, esto es, pertenecientes al Estado y cuya gestión correspondía al erario público.  
1619 Cfr. Cuello Calón, E.: “El Patronato de Ledesma. Conferencia de D. Eugenio Cuello Calón”, 
publicada en Revista Penitenciaria, Año IV, Tomo IV, Eduardo Arias, Madrid, 1907, p. 276. 
1620 Sin embargo, según indica Cuello Calón, “sus origen los buscan algúnos en la institución de 
los procuratores paurerum, creada en el Concilio celebrado en Nicea en el año 325; estos procuradores 
eran sacerdotes y seglares que visitaban á los presos, les socorrían con alimentos y vestidos, les daban 
sanos consejos y trabajaban para conseguir la libertad de los inocentes. En el siglo XIII se crearon en 
Italia algúnas cofradías religiosas que se proponían igual fin, y en el siglo XVI también se fundaron en 
Francia y España”, de las que ya hemos hablado con anterioridad. Cfr. Cuello Calón, E.: “El Patronato de 
Ledesma…” ob. y loc. cit. Acerca de las asociaciones de asistencia a los presos de los siglos XVI-XVIII, 
Vid. Salillas, R.: Evolución penitenciaria… I, ob. cit., pp. 163 y ss.; Zapatero Sagrado, R.: “Los 
Caballeros XXIV”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Año XIX, Número 166, julio-septiembre, 
Madrid, 1964, pp. 485 y ss.; el mismo: “El hospital de Nuestra Señora del Amparo”, en Revista de 
Estudios Penitenciarios, Año XXI, Número 174, julio-septiembre, Madrid, 1966, pp. 579 y ss. También, 
sobre el origen de la institución del Patronato, Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., pp. 
298 y 299. 





La gran importancia del patronato es la de servir de continuación de la reforma del 
delincuente y su integración en el medio social, para que lo avanzado durante el 
internamiento no quede tan sólo entre los muros del establecimiento
1621
. Se define, por 
tanto, el patronato como “la lógica continuación del tratamiento penitenciario”1622, y su 
fin fundamental es el de una efectiva reinserción del liberado y “la protección de la 
Sociedad contra la reincidencia, mediante la asistencia y amparo de los delincuentes 
durante el cumplimiento de la condena que les fue impuesta, y muy especialmente 
cuando extinguida ésta vuelven á la vida en libertad”1623. Se trata, a todos los efectos, de 
una de las primeras formas de asistencia post-penitenciaria.  
 
En el caso de los jóvenes presos, el patronato supuso un modo de ayuda 
imprescindible para la completa reforma del menor, evitando la vuelta a su anterior 
estado social en los casos de situaciones de crisis familiar o desamparo. Citando al 
Marqués de la Vega de Armijo, “si el Patronato ha de dar resultados en España, debe 
comenzarse por el de niños ó menores de edad, de donde salen, por desgracia, por la 
forma en la que á los unos se les hace sufrir la corrección y á los otros la pena, la 
mayoría de los que luego llenan las cárceles y los presidios”1624. 
 
 De este modo, el patronato se convertirá además en uno de los principales medios 
al servicio de la prevención de la delincuencia reincidente juvenil
1625
. Sobre el impacto 
                                                             
1621 En este punto deben recordarse las palabras de Salillas: “la acción oficial quedaría incompleta 
si no la secundara poderosamente la acción social”. Cfr. Salillas, R.: Informe del Negociando… ob. cit., 
p. 208; también rescatadas por Sanz Delgado, en la sección dedicada al Patronato en su obra “El 
Humanitarismo… ob. cit., p. 297. 
1622 Cfr. Cuello Calón. E.: La moderna penología… ob. cit., p. 569. 
1623 Cfr. Cuello Calón, E.: “El Patronato de Ledesma…” ob. cit., p. 277. 
1624 Cfr. Marqués de la Vega de Armijo: “En pro del Patronato”, en Revista Penitenciaria, Año II, 
Tomo II, Eduardo Arias, Madrid, 1905, p. 136. 
1625 Volvemos a recurrir a las palabras de Cuello Calón, cuando alentando a los Socios del 
Patronato de Ledesma, en la Conferencia antes citada, hablaba acerca de la ayuda y asistencia a los 
jóvenes presos, con los siguientes términos: “Niños maltratados por sus padres, niños hambrientos, niños 
agotados por un trabajo excesivo, abandonados, huérfanos; he aquí quienes forman esos ejércitos de 
pobres criaturas que nacen en el fango de las calles, y que maána atravesaran la vida con el alma deshecha 
y con el cuerpo débil y enfermo, imprecando contra quien le dio tan triste existencia, con el fuego del 
odio y de la rebeldía encendido contra sociedad que nada hizo para aliviar su penosa suerte.  
Son los futuros criminales. La sociedad, los hombres cultos y ricos, cuyos hijos hermosos y sanos 
debieran recordarles aquellos otros, descalzos, pálidos y hambrientos, les han dejado crecer en las 
callejuelas inmundas de los barrios populares, en cuartuchos infectos, sin luz y sin aire, en compañía de 
padres malvados en cuyos labios solo oyeron blasfemias y maldiciones, y sin que jamás un alma noble les 
haya hecho saber que hay una vida recta y honrada. 
(…) 





que supuso la instauración del patronato en nuestra realidad penitenciaria, conviene 
recordar las palabras de Albó i Martí, acerca del Patronato de Jóvenes presos de 
Barcelona: 
 
 “El Patronato ampara á todos los niños presos que le es posible patrocinar, procura su corrección 
y reforma, y les da simultáneamente solida educación é instrucción adecuada, incluso un oficio. Para tales 
fines, cuenta con el valiosísimo concurso de la Casa de Corrección, en donde cuida que ingresen y 
permanezcan el tiempo necesario. Despues los coloca á trabajar ó procura hacerlos ingresar en el ejercito 
ó en un buque, etc., ó los retorna al seno de sus familias, según el caso. Y cuando los tiene colocados en 
un taller, no por esto los abandona, sino que prudentemente los vigila y sigue amparando, hasta asegurar 
su completa rehabilitación moral y social. (…) Realiza un verdadero progreso, pues atiende á los 
pequeños delincuentes de una manera muy distinta de lo que lo hace nuestro actual régimen 
penitenciario…”1626. 
 
Anteriormente a la fundación de los primeros patronatos, García Valdés y Sanz 
Delgado han expuesto a la luz la importancia de algunas de las disposiciones 
legislativas del siglo XIX
1627
, en materia de asistencia a jóvenes penados. Este es el caso 
del Real Decreto, de 31 de enero de 1877, por el que se creaba una Junta de reforma 





En España el Patronato tendrá su mayor auge a partir del siglo XX
1629
, de forma 
tardía respecto a la mayor parte de los países de Europa: Inglaterra, Francia, Alemania 




                                                                                                                                                                                  
No descuidéis nunca a los niños abandonados: nunca habréis hecho una obra social más santa y 
humanitaria. (…) Y cuando ante vosotros se presente ocasión socorred, amparad á estos pobres seres que 
si se deslizan por las rápidas pendientes del crimen y el vicio no es por cualpa suya, y cuando ante 
vosotros se presente la tragedia de miseria, que es la infancia condenada á delinquir, obrad como hombres 
honrados, no como espectadores sin alma, sino como protectores amorosos y decididos para hacer 
desaparecer de entre nosotros ese ultraje á la humanidad que es la infancia abandonada”. Cfr. Cuello 
Calón, E.: “El Patronato de Ledesma…” ob. cit., pp. 286 y 287. 
1626 Cfr. Albó i Martí, R.: Corrección de la Infancia Delincuente. Eduardo Arias, Madrid, 1905, p. 
9. 
1627 Al respecto, también Vid. Castejon, F.: La Legislación penitenciaria… ob. cit., p. 288. 
1628 Vid. García Valdés, C.: Los presos jóvenes… ob. cit., p. 98; también, Vid. Sanz Delgado, E.: El 
Humanitarismo… ob. cit., p. 300. 
1629 Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p. 301. 
1630 Tal y como expone José Alijo, “el patronato de presos y penados, que tal y tan notable 
desarrollo y éxito ha alcanzado en América y en gran parte de los Estados de Europa, no ha podido pasar 
hasta ahora en nuestro país de timidos ensayos, fracasados por falta de ambiente y preparación para hacer 





Uno de los primeros Patronatos fundados en nuestra geografía corresponde al de 
la ciudad de Barcelona de 1897, formado a mediados del siglo XIX. Sobre su 
funcionamiento, contamos con el testimonio de Albó i Martí
1631
, que también perteneció 
a la Junta local de Prisiones de Barcelona, y posteriormente fue magistrado en el 




“El Patronato comienza sus tareas con respecto á cada niño preso visitándolo en la cárcel, esto es, 
conociéndole y tratándole. Igual proceder se sigue en Bélgica y otras naciones. Luego practica una 
información rápida, secreta y minuciosa referente á cada niño, conforme lo hacen también los Comités 
Belgas de Patronato. Más en esto se observan importantes diferencias favorables á estos, pero no 
imputables al Patronato Barcelonés. Allí el Procurador del Rey, para cooperar á la información, les manda 
siempre de oficio un boletín conteniendo las circunstancias del joven delincuente y pone á su disposición 
el procés-verbal instruido. El Magistrado se entera de la información y asiste á las sesiones que cada 
quince días celebra el Patronato. Si se convence de que puede ser entregado el niño á su familia, el 
Patronato cuidará de amonestarle por la falta cometida y de hacerle comprender que solo su poca edad le 
ha alcanzado estas medida de clemencia. Si adquiere la convicción de que al niño le conviene un régimen 
educativo y correccional, lo pone á disposición del Gobierno, quien lo destina á una escuela de 
beneficencia del Estado, institución perfectamente comparable á nuestra Casa de Corrección, pues hoy las 
                                                                                                                                                                                  
germinar esas prácticas benéficas y redentoras, para las que no abundan los prosélitos, y falta el espíritu 
de exaltación, de conocimiento, de fe, de unción profética, si se quiere, indispensable para hacer encarnar 
en los comienzos las nuevas ideas, difundirlas y buscarles acogida franca y entusiasta”. Cfr. Alijo, J.: 
“Primeras manifestaciones del Patronato de Presos y libertados en España”, en Revista Penitenciaria, 
Año I, Tomo I, Eduardo Arias, Madrid, 1904, p. 342. Para una detallada explicación acerca de los 
patronatos en EE.UU. y los Estados Europeos, Vid. Juderías y Loyot, J.: La Juventud delincuente… ob. 
cit., pp. 171-184. En Noruega y Dinamarca se establecieron oficinas especiales de ayuda para encontrar 
trabajo a los presos que habían cumplido sus condenas. En Francia, se favorecía el ingreso en el ejercito 
de los jóvenes libertos, mientras que en Inglaterra lo más común era una especie de “deportación” al 
extranjero, donde se les conseguía a los ex presidiarios medios suficientes para ganarse la vida. Vid. 
Cuello Calón, E.: “El Patronato de Ledesma…” ob. cit., p. 278. Acerca de los Comites de Patronato de 
Bélgica nos informa Albó i Martí, R.: Corrección… ob. cit., p. 14. Como ejemplo de uno de estos 
Patronatos, Vid. Serrano, M.F.: “El Patronato de Verviers para la protección de la infancia”, en Revista de 
la Escuela de Estudios Penitenciarios, Año X, Número 109, abril, Madrid, 1954, pp. 77-79, creado en 
1889.    
1631 La preocupación de Albó i Martí por los menores en situación de abandono fue encomiable, 
por ello, debemos recordar algúnas de sus obras sobre la situación de desprotección del menor y de 
carácter social, entre las que se cuentan: La caridad, su acción y organización en Barcelona. Imprenta de 
Subirana Hermanos, Barcelona, 1901; Barcelona caritativa, benéfica y social. La hormiga de oro, 
Barcelona, 1914; y en concreto, acerca de la situación de desprotección de la infancia, Vid. Protección á la 
Infancia y Represión de la Mendicidad: Ponencia presentada á la Junta Provincial de Barcelona. Imprenta 
Calle Nueva de San Francisco, Barcelona, 1911; Siguiendo mi camino... en el quincuagésimo aniversario 
de la obra de protección de menores: 1904-1954. La hormiga de oro, Barcelona, 1955. 
1632 Sobre su experiencia en estos Tribunales, véanse sus obras y escritos, El tribunal para niños de 
Barcelona y su actuación en el primer semestre de funcionamiento. S/E, Barcelona, 1922; Los Tribunales 
para niños. Barcelona, 1927 y Seis años de vida del Tribunal para niños. Artes Gráficas, Barcelona, 1927; 
también, Vid. El Tribunal Tutelar de Menores de Barcelona en los años 1939 y 1940, J. Horta y Cía., 
Barcelona, 1940; Tribunal Tutelar de Barcelona (co-autor Albó i Martí, R.): Resumen estadístico de la 
actuación del Tribunal Tutelar de Menores de Barcelona en el año 1942. S/E, Barcelona, 1942.  





escuelas de beneficencia del Estado belgas son las sucesoras de las escuelas especiales de reforma, 
recibiendo la nueva denominación al reorganizarlas el Ministro Le Jeune. 
El Patronato de Barcelona, si logra saber cuando se pone en libertad á un niño preso y cree, en 
meritos de la información que ha practicado, que puede volver al lado de su familia, hace lo propio que 
los Comités de Patronato belgas. Si cree, por el contrario, necesario, ó conveniente al menos, un régimen 
educativo para el mismo, cuida de su ingreso en la Casa de Corrección”.  
(…) 
 Pero, conforme queda indicado, el régimen educativo y correccional debe á veces interrumpirse 
para ir á extinguir en la cárcel la pena impuesta, pues la causa ya se ha dicho que continuaba su curso. 
Entonces la acción de la justicia les viene á privar de tan saludable régimen porque, ante todo, ha de 
cumplirse la dura ley ¡y tan dura! Si en el extranjero se rechazan por desmoralizadoras las condenas que 
deben sufrir los niños por hechos de poca importancia, ¡Cuánto más han de rechazarse aquí cuando privan 
al menor de la acción bienhechora del régimen correccional! En semejantes casos, cabe afirmar, por tanto, 
con plena exactitud, que el cumplimiento de nuestras leyes penales es obstáculo verdadero á la acción de 
Patronato y, por ende, á la corrección del muchacho”1633. 
 
Como se ha podido comprobar a tenor del texto, el Patronato barcelonés fue uno 
de los primeros organismos en formular una teoría acerca de la individualización 
conforme a las circunstancias del menor delincuente, realizándose un estudio del joven 
infractor para un mejor tratamiento de su caso. Barcelona responde
1634
 ante la pésima 
situación del joven en los establecimientos penales: 
 
 “La estancia de los niños en la Casa de Corrección no dura igual tiempo para todos, como 
tampoco es una solución definitiva. El patronato entiende que cada caso tiene su ley, que cada niño ha de 
ser tratado tal cual es, y que si no hay dos hojas del árbol iguales, menos existen dos seres humanos 
completamente idénticos”1635. 
 
Además de estas labores, vinculado al Patronato barcelonés, se fundó un albergue 
para jóvenes libertos y menores en situación de desamparo, conocido con el nombre de 
Casa de Familia
1636
. En esta institución se asilaban aquellos menores que, tras su paso 
por las casas de corrección, cárceles o escuelas de reforma, necesitaban de un apoyo 
extra para su readaptación al medio social, colocación en el ámbito laboral o familiar. 
                                                             
1633 Cfr. Albó i Martí, R.: Corrección… ob. cit., pp. 14, 15 y 18.  
1634 Vid. Albó i Martó, R.: “Barcelona responde”, en Revista Penitenciaria, Año II, Tomo II, 
Eduardo Arias, pp. 613 y ss. 
1635 Cfr. Albó i Martí, R.: “Barcelona…” ob. cit., p. 19. 
1636 Vid. Cuello Calón, E.: Penología… ob. cit., pp. 308 y 317. Como ejemplo de una de estas 
instituciones, Vid. Piquer y Jover, J.J.: “La Casa de Familia, del padre Pedragosa”, en Revista de Estudios 
Penitenciarios, Año X, Número 113, noviembre-diciembre, Madrid, 1954, pp. 29-34. 





El patronato de Ledesma, de principios del siglo XX, organizado por uno de los 
jueces de instrucción del partido de la ciudad, Francisco Otero de la Torre, tenía como 
objetivo “facilitar los medios educativos y de instrucción á los que, careciendo de 
recursos (presos y penados), se ven imposibilitados de acudir á las escuelas, procurar 
atajar los vicios sociales, mejorar la condición de los que tengan que sufrir condena, y 
gestionar que los que la hayan cumplido encuentren trabajo debidamente 
remunerado”1637. En su particular lucha contra la falta de educación, el patronato 
salmantino proponía “fomentar el amor á la educación y á la instrucción mediante 
recompensas á los niños más aplicados y á los padres que con mayor esmero cuiden de 
la educación de sus hijos”1638. 
 
En 1904 nos encontramos en Toledo con la Junta Local de Prisiones de 
Madridejos, que se establece como un patronato que desempeña fundamentalmente 
tareas de prevención, debido a la poca importancia, por la naturaleza de los hechos 
delictivos, de los reclusos de la cárcel de la provincia, por lo que generalmente se 
decretaba la prisión provisional
1639
. Puede comprobarse que la naturaleza del patronato 
no se agota en las labores de asistencia a los presos, sino que, además desarrollaba 
múltiples labores de prevención especial de la delincuencia en algunos casos, acogiendo 
con sus actos la doctrina tutelar - correccional en España
1640
.     
 
                                                             
1637 Cfr. Reglamento, de 28 de abril de 1906, del Patronato de Ledesma de 28 de abril de 1906, 
Artículo 1; al respecto, también Vid. Cuello Calón, E.: “Un nuevo Patronato en Ledesma (Salamanca)”, 
en Revista Penitenciaria, Año III, Tomo III, Eduardo Arias, Madrid, 1906, p. 483. Sobre los objetivos del 
Patronato de Ledesma obligado es citar en esta nota, las palabras de su fundador, pronunciadas en la 
Conferencia que dio origen a la institución, transcrita (seguramente por Salillas), en la Revista 
Penitenciaria, Año III, Tomo III… cit., pp. 676-680. En dicha Conferencia, Otero de la Torre, ya expone 
los fines de “educar é instruir á los seres desvalidos, entre los que se recluta, por tristes defectos de 
organización social, la mayor parte de la población penal, y obtener por este medio que disminuya el 
número de delincuentes”. 
1638 Cfr. Reglamento del Patronato de Ledesma… cit., Artículo 5. 
1639 Vid. Revista Penitenciaria, Año I, Tomo I, Eduardo Arias, Madrid, 1904, pp. 35 y ss.  
1640 Tal y como se expone textualmente en el artículo anónimo “Patronato de Penados instituido en 
Cartagena”, en Revista Penitenciaria, Año II, Tomo II, Eduardo Arias, Madrid, 1905, p. 30: “Del 
Patronato, de lo que esta institución representa y practica desde sus orígenes hasta los actuales 
desenvolvimientos, no puede surgir otra concepción que la apadrinada por la escuela española y la 
definida por Dorado (Montero), porque. En efecto, el Patronato es la tutela y su proceder el de los medios 
tutelares. En este sentido, el Patronato no es simplemente una obra de caridad, de espíritu cristiano, de 
filantropía, sino la emanación del nuevo derecho”.  





El 15 de noviembre de 1906, comenzó en Madrid, la primera respuesta social de 
protección a la infancia, con el título de Obra de protección de los niños presos
1641
. En 
principio, se trató de una obra de carácter social de recaudación de fondos para vestir y 
educar a los menores internos en las cárceles y demás establecimientos penales de la 
villa de Madrid. 
 
Con esta iniciativa se consiguió el arranque financiero de las asociaciones civiles 
para el alivio de las penalidades de los jóvenes presos en Madrid, que ya se había 
establecido en Barcelona: “Madrid empieza á responder”1642. Su finalidad, es la de 
proteger al menor en el ámbito carcelario, “desposeer de la tutela perniciosa que ejercía 
á esta madre carcelaria, instituida por el abandono social y proveedora de los presidios y 
de los patíbulos, en complicidad con el delito (…), la bastardía de esa mala madre 
desparecerá prontamente y actuará el espíritu de la moral familiar que todo patronato 
representa”1643. 
 
La Obra, que fue el comienzo iniciador, dio lugar a la consolidación de la acción 
social en la escena penitenciaria madrileña con el Patronato de Jóvenes Presos de 
Madrid, organismo civil independiente
1644
, que contó con su propio Reglamento, 
promulgado en enero de 1907
1645
, con la presencia en la Junta de constitución del 
Patronato de Eduardo Dato y Rafael Salillas como Presidentes honorarios. 
 
Según sus propios estatutos, el Patronato de Jóvenes Presos de Madrid, “se 
propone la protección tutelar de los jóvenes desde su entrada en la prisión”. No 
obstante, el Patronato madrileño, no se conforma con ofrecer una protección a los 
menores internos, sino que, además, “extenderá su acción á las obras postcarcelarias, 
                                                             
1641 Vid. Salillas, R.: “La obra penitenciaria en Madrid”, en Revista Penitenciaria, Año IV, Tomo 
IV,Eduardo Arias, Madrid, 1907, p. 13. 
1642 Cfr. Salillas, R.: “La obra penitenciaria…” ob. cit., p. 14. 
1643 Cfr. Salillas, R.: “La obra penitenciaria…” ob. cit., p. 15. 
1644 En el Reglamento del Patronato de Madrid se indica la separación de la asociación respecto a 
cuestiones políticas e ideológicas. Al respecto, véanse sus artículos 3 y 4, que exponen, con el siguiente 
tenor dicho desiderátum de independencia: “Art. 3º. El Patronato ejerecerá su acción respetando las 
disposiciones reglamentarias de la prisión celular, y, siendo independiente de toda acción oficial, en 
ningún caso ejercerá funciones de represión, vigilancia ó policía. 
Art. 4º. A la obra común del Patronato pueden concurrir personas de todas las opiniones, siendo 
aquella independientemente de cualquier proganda política, religiosa ó social”. 
1645 Integramente transcrito en la Revista Penitenciaria, Año IV, Tomo IV, Eduardo Arias, Madrid, 
1907, pp. 77-84.  





ocupándose especialmente en continuar su tutela con los libertos”1646. Las herramientas 
fundamentales para la consecución de estos fines, expresa el texto legal, son las visitas 
realizadas a los menores, tanto en la propia prisión, como en su ambiente familiar una 
vez liberado. 
 
Además de las visitas, para el cumplimiento de sus fines, el Patronato se 
subdividirá en nueve diferentes secciones
1647
, cada una de las cuales tendrá un 
específico cometido. Entre ellas, destacamos, por su especial interés para nuestro 
estudio, las siguientes: 
 
A la sección económica del patronato correspondían las siguientes atribuciones: 
 
“1º. Arbitrar recursos para el Patronato. 
2º. Administrar recursos para el Patronato. 
3º. Custodiar y distribuir las ropas y los efectos que se destinen á los jóvenes. 
4º. Administrar las Cajas de Ahorros, de Seguro ú otras instituciones de previsión que el 
Patronato organice en beneficio de los jóvenes. 
5º. Llevar la contabilidad adecuada con la mayor sencillez y claridad, dando cuenta 
mensualmente de la situación económica del Patronato al Consejo”1648. 
 
Destaca, por encima de las demás, la labor asistencial de la Sección Económica 
del Patronato, pues, además de ser la principal gestora de los medios de la asociación, 
también realizaba una labor de recaudación y custodia de los bienes destinados a los 
menores internados. Como ya se ha expuesto supra, la situación de los menores en 
nuestras cárceles era sumamente penosa, por lo que tanto la Obra como el Patronato 
contaron entre sus principales objetivos el procurar ropa y efectos personales a los 
jóvenes: “los visten y los calzan como los vestiría y calzaría su propia madre, se cuidará 
de ellos; los bañan y los asean, como lo haría una madre á quien le interesa la limpieza 
moral de sus hijos; les hablan cariñosamente, inculcándoles buenos principios, como lo 
hacen las buenas madres, no sólo cuidadoras de la limpieza material, sino de la moral; 
                                                             
1646 Cfr. Reglamento, de 14 de enero de 1907, del Patronato de Jóvenes Presos de Madrid, 
Artículo 1º. 
1647 Según el artículo 11 del Reglamento del Patronato de Madrid, estas secciones serán las 
siguientes: “1ª. Económica. 2ª. De Relaciones familiares. 3ª. Jurídica. 4ª De trabajo. 5ª. Secretaría de 
presos. 6ª. Biblioteca y publicidad. 7ª. De enseñanza. 8ª. De libertos. 9ª Secretaría General”. 
1648 Cfr. Reglamento, de 14 de enero de 1907… cit., Artículo 12º. 





en fin, como las buenas madres, también los miman”1649. La labor de obra social y del 
Patronato, tiene su origen en la idiosincrasia familiar. 
 
Pronto la actuación del Patronato apreció que la ayuda necesaria para los jóvenes 
presos trascendía a las meras cuestiones económicas y materiales, siendo de especial 
importancia las que sólo podían prestarse por profesionales juristas
1650
. La Sección 
Jurídica, creada para suplir esta carencia, estará a cargo de las siguientes funciones: 
 
“1º. Visitar á los presos á su ingreso en la cárcel. 
2º. Enterarse minuciosamente de los motivos y circunstancias de su detención. 
3º. Gestionar en Tribunales y Escribanías el pronto despacho de las causas. 
4º. Representar en los Tribunales al procesado que así lo desee y siempre que no hubiere 
designado su defensor ante aquellos. 
5º. Llevar en hojas separadas el historial jurídico de cada procesado, á fin de que en todo 
momento se conozca el estado de su causa. 
6º. Gestionar, cuando se estime oportuno, la libertad provisional de los procesados. 
7º. Enterar á los procesados ó penados á quienes afecte de los decretos de indulto general y 
amnistía que se publiquen, y gestionar la rápida tramitación de los indultos. 
8º. Asesorar al Consejo en cuantos asuntos jurídicos se planteen en el Patronato”1651. 
 
Observando las funciones de representación y protección procesal del menor, la 
figura del Patronato supone un servicio de asesoramiento jurídico para el menor
1652
, así 
como un organismo que vela por el interés superior de su causa. En muchos de sus 
preceptos, la labor del Patronato suplía, en una aún deficiente e inespecífica legislación 
de enjuiciamiento criminal, las actuales funciones del Ministerio Fiscal, si bien, como 
ya se ha expuesto, la comparativa se desvía, al ser el Patronato una asociación de índole 
completamente privada. 
                                                             
1649 Cfr. Salillas, R.: “La obra penitenciaria…” ob. cit., p. 15. 
1650 Vid. Salillas, R.: “Algúnas notas acerca del Patronato de Jóvenes presos y abandonados de 
Madrid”, en Revista Penitenciaria, Año V, Tomo V, Eduardo Arias, Madrid, 1908, p. 214. 
 
1651 Cfr. Reglamento, de 14 de enero de 1907… cit., Artículo 13. 
1652 Destaca en esta labor las peticiones de libertad provisional llevadas a cabo con éxito por el 
Patronato para la liberación de los jóvenes internos, Vid. Salillas, R.. “Algúnas notas…” ob. cit., p. 215.  





De gran importancia es la Sección de Enseñanza, por cuanto supone una cada vez 
mayor preocupación por la función reeducadora
1653
, dentro del ámbito penitenciario, en 
los menores internos
1654
. Entre sus funciones se encuentran, según el Reglamento: 
 
“1º. Educar é instruir á los jóvenes reclusos por medio de conversaciones, conferencias, lecturas, 
cursos breves, etcétera, procurando con exquisito cuidado elegir las materias y las personas que mejor 
puedan contribuir á dignificar moralmente á los jóvenes, avivando en ellos la afición al estudio y al 
trabajo. 
2º. Proponer mensualmente al Consejo de Patronato el plan de trabajo que haya de realizar la 
Sección en el mes corriente, con los temas, programas y personas encargadas de las conferencias. 
3º. Tener siempre en disponibilidad conferencias aprobadas por el Consejo para acudir á 
cualquiera necesidad del momento”1655. 
 
Para conseguir estos objetivos, se llegó a habilitar un aula en la Escuela de 
Criminología de Madrid, para aquellos jóvenes libertos que desearan continuar con la 





Ya hemos advertido supra que, entre las funciones de asistencia a los penados una 
vez liberados, se encuentra el antecedente de la asistencia post-penitenciaria. En el caso 
del Patronato de Madrid, la Sección de Libertos, en conjunción con la Sección de 
Trabajo
1657
 y la Sección de relaciones familiares
1658
, se encargan de la importante 
                                                             
1653 Debemos entender esta función como la enseñanza educativa al margen del aprendizaje en los 
talleres de los establecimientos penales de la época. De este asunto se encargará la Sección de Trabajo, 
entre cuyas funciones se encuentra la de “organizar el aprendizaje y el trabajo en la celda ó en el taller, 
dentro de las disposiciones reglamentarias de la prisión” (art. 15.2 del Reglamento del Patronato de 
Jóvenes Presos de Madrid).  
1654 Para la consecución de esta función también debemos mencionar la labor de la Sección de 
Biblioteca y publicidad dentro de los propios establecimientos. Entre sus tareas, encontramos “el servicio 
de lectura á los jóvenes reclusos, con los que se entenderá, para este solo efecto, directamente ó por 
medio de los miembros del Patronato” (art. 17.3). 
1655 Cfr. Reglamento, de 14 de enero de 1907… cit., Artículo 18. 
1656 Vid. Salillas, R.. “Algunas notas…” ob. cit., p. 216. 
1657 En virtud del artículo 19. 4 se indica que corresponderá a la Sección de Libertos el “procurar 
trabajo é instrucción a los jóvenes libertos, de acuerdo con las Secciones 4ª, 6ª y 7ª del Patronato”, esta 
tarea se llevará a cabo, por lo tanto, en conjunción con la Sección de Trabajo, que tendrá el cometido de 
“poner en relación, cuando sea preciso, á los trabajadores reclusos con los maestros de talleres 
extracarcelarios, interviniendo la entrega de la tarea y del trabajo, así como cualquiera otra gestión 
relacionada con este servicio” (art. 15.3 del Reglamento del Patronato de Jóvenes Presos de Madrid). La 
Sección de trabajo era considerada de vital importancia para la reinserción al medio social del menor 
infractor, procurándole un modo de subsistencia fuera del establecimiento penitenciario, para evitar 
nuevamente su ingreso en él. Sobre la importancia de la obtención de un empleo por el Patronato, Cuello 
Calón ha expresado: “En esto consiste, á mi juicio, la quinta esencia del Patronato: en procurar trabajo al 





reintegración del menor infractor en el medio social. En este sentido, destacamos la 
función de colocación en familia
1659
, o adopción del menor por parte de una familia una 





sustituyendo y completando a la justicia pública, en términos similares a los de la 
libertad vigilada actual. 
 
La idea del Patronato finalmente cristalizó en nuestra legislación como vehiculo 
de atención para los internos en establecimientos penales, y de reinserción social de los 
libertos. Con la promulgación del Real decreto, de 9 de julio, de 1915
1662
, por el que se 
establece oficialmente y con carácter general el Patronato penitenciario a nivel 




                                                                                                                                                                                  
liberto”. Cfr. Cuello Calón, E.: “El Patronato de Ledesma…” ob. cit., p. 278; al respecto, también Salillas, 
R.: “Algunas notas…” ob. cit., pp. 216 y 217, expresando que “el Patronato se propone dar ocupación y 
trabajo á cuantos de estos niños y jóvenes pueda. La redención por medio del trabajo honrado es el ideal á 
que aspira”; y resaltando como función primordial del Patronato, la de “proteger á los penados cumplidos 
que se presentan en demanda de auxilio, facilitándolos trabajo ó colocación adecuada á sus aptitudes”, 
Vid. Murcia de Santamaría, F.: Estudios penitenciarios… ob. cit., p. 117.  
1658 Como objetivo, la Sección de Relaciones familiares (regulada en el art. 13 del Reglamento del 
Patronato de Jóvenes Presos de Madrid), intenta “despertar ó mantener los sentimientos afectuosos de 
los jóvenes para con sus familias, visitando á éstas y protegiéndolas, según cada caso particular 
requiera, y en la medida de lo posible. Con igual fin procurará la Sección fomentar los lazos de amistad 
del preso con familias ó personas honradas”. 
1659 En el artículo 19.1 se indica que corresponde a la Sección de Libertos “tener en todo tiempo 
adscritas al Patronato, y en las condiciones económicas que acuerde el Consejo, varias familias 
honradas en las que pudieran ser colocados los jóvenes libertos que carezcan de familia propia, ó que la 
tengan en circunstancias peligrosas para la educación y corrección del menor”. Además de ello, la 
Sección de Libertos se encargará de “preparar todo lo necesario para que al salir de la cárcel los jóvenes 
libertos tengan hogar donde acogerse” (art. 19.2 del Reglamento del Patronato de Jóvenes Presos de 
Madrid). 
1660 Entre las obligaciones de la sección se incluyen: “acompañar al joven desde la prisión á la 
casa en que ha de vivir y entregarle aá la persona bajo cuya tutela ha de estar”, asi como 
“acompañarlos en las diligencias judiciales de acuerdo con la Sección Jurídica” (arts. 19.3 y 6). 
1661 El Patronato relizará de este modo un seguimiento de los jóvenes una vez hayan cumplido su 
condena, y se encargará de “visitar y vigilar á los jóvenes libertos, procurando subvenir en lo posible á 
las necesidades físicas y morales” (art. 19.5 del Reglamento del Patronato de Jóvenes Presos de Madrid). 
1662 Vid. Real decreto, de 9 de julio, de 1915, Artículo 1, por el que se establece que “a los efectos 
de la ley de 23 de julio de 1914, en especial su art. 3º, párrafo 4º, y art. 8º, y para la organización 
general del patronato penitenciario, el Ministro de Gracia y Justicia procurará, por cuantos medios 
estén a su alcance, que en todas las provincias se constituyan asociaciones de patronato con la mayor 
representación social y libre actuación”. El artículo se refiere a la capacidad de las Comisiones de libertd 
condicional de realizar propuestas de libertad condicional a favor de los penados recluidos en las 
prisiones, para lo cual podrán solicitar informes a las entidades de Patronato. 





2.5.8. La Ley de Tribunales Tutelares de Menores de 1918 y su evolución 
legislativa. Instituciones de apoyo e internamiento de menores. 
 
El bagaje histórico de nuestra legislación penal de cariz tutelar en materia de 
menores terminará por dar a luz la primera la Ley Tribunales Tutelares de Menores en 
1918. El parto de una norma que, por primera vez en la historia de España, trasladará las 
infracciones delictuales cometidas por menores de edad a una jurisdicción propia, 
diferente a la ordinaria para adultos, había supuesto un proceso casi un siglo más largo 
que el sufrido para el establecimiento de la pena privativa de libertad como principal 
medida punitiva
1663
. En este sentido, la legislación penal de menores siempre fue un 
paso por detrás de nuestras normas penitenciarias. No obstante, debemos tener siempre 
en cuenta a la hora de hablar de esta jurisdicción, tal y como asegura Cadalso, que 
“aunque estos organismos lleven el nombre de Tribunales, son en realidad instituciones 
protectoras, que separándose de la naturaleza jurídica de los Tribunales ordinarios, 
toman carácter eminentemente social”1664.  
 
Varios habían sido ya los proyectos de trasladar el procedimiento penal de los 
menores infractores fuera del ordenamiento penal común. Así, Castejón nos habla del 
proyecto de 12 de mayo de 1909
1665
, por el que el Consejo Superior de Protección a la 
Infancia aprobó y transmitió, por Real orden, de 31 de mayo de 1910
1666
, la ponencia de 
Julián Juderías
1667
, Vocal de dicho Consejo, que nosotros transcribimos parcialmente a 
su vez, para mayor conocimiento de la cuestión: 
                                                             
1663 Sobre la conformación de nuestra normativa de Tribunales Tutelares de niños, Vid. Guallart 
López de Goicoechea, J.: El Derecho penal de menores… ob. cit., pp. 151-155; y de forma más completa, 
Vid. Roca, T.: Historia de la obra… ob. cit., pp. 113-146. 
1664 Cfr. Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., p. 712. 
1665 Vid. Castejón, F.: Comentarios… ob. cit., p. 402. 
1666 Vid. Pro Infantia, Volúmen II, 1910, p. 380. Acerca de esta publicación iniciada por Manuel 
de Tolosa Latour, redactor principal de la Ley de Protección a la Infancia de 1904, Vid. Roca, T.: Historia 
de la obra… ob. cit., pp. 67-70. 
1667 Con anterioridad, Julián Juderías (historiador y penitenciarista siempre preocupado por las 
cuestiones relativas a los menores infractores y su situación penitenciaria), ya había formulado, con 
motivo de un Congreso para tratar la cuestión, en 1907, junto con López Nuñez un extenso programa con 
información acerca de las prácticas españolas y extranjeras en materia de menores delincuentes. 
Finalmente ambos programas cayeron en saco roto. Al respecto, Vid. Juderías y Loyot, J.: La protección 
de la Infancia en el extranjero. Eduardo Arias, Madrid, 1908; y también López Núñez: La protección de la 
infancia en España. Eduardo Arias, Madrid, 1908. Acerca de la labor investigadora de Julián Juderías en 
relación con los menores infractores, Vid. Juderías y Loyot, J.: Los Tribunales para niños. Medios de 
implantarlos en España. Publicaciones del Consejo Superior de Protección a la Infancia, Madrid, 1910, 
también publicado en Revista general de Legislación y Jurisprudencia, Tomo CXVI, Madrid, 1910, pp. 





“El procedimiento penal que debe aplicarse a los menores tiene que ser eminentemente educativo 
y estar desprovisto de aquella solemnidad y de aquel rigor incompatibles con la idea de regeneración 
individual, fundada en el olvido de lo pasado y en la esperanza de una nueva existencia honrada y 
laboriosa. 
El procedimiento judicial empleado hoy en dia (1910) con los menores de quince años no responde 
a las necesidades de nuestro tiempo. Es necesario separar por completo al delincuente adulto del 
delincuente menor, no solamente en el establecimiento penitenciario, sino ante los Tribunales de Justicia, 
con el fin de que no constituya la vista de la causa instruida contra el menor un espectáculo que estimule a 
sus iguales y les haga concebir una idea completamente falsa del acto, ni sea tampoco para el acusado, 
susceptible de reforma y regeneración, un estigma imborrable que le avergüence en el porvenir. 
Para conseguir esta separación de una manera inmediata podría solicitarse del señor Ministro de 
Gracia y Justicia que diese las ordenes oportunas para que en las capitales un mismo Juez tuviera siempre 
a su cargo la tramitación de las causas instruidas contra los menores, y de que estas causas viesen un día 
determinado con exclusión de todo otro asunto. Convendría al mismo tiempo encarecer al señor Ministro 
de Gracia y Justicia la necesidad de que antes de dictar sentencia se proceda a la información de que habla 
el art. 380 de la ley de Enjuiciamiento criminal, apreciándose en ella, no solamente la normalidad física o 
intelectual del menor, sino muy principalmente el factor social, o sea la influencia dl medio sobre el 
delincuente, y por último, para que a la vista, la cual habría de celebrarse a puerta cerrada, conforme al 
art. 68 de la ley de Enjuiciamiento criminal, asistan aquellas personas que por sus circunstancias o el 
cargo que desempeñan puedan ilustrar al Juez y contribuir a la solución más convincente del asunto. 
El procedimiento que antecede servirá para ensayar en España los Tribunales para niños, y sus 
enseñanzas podrían, a su vez servir de base a un proyecto de ley, en el cual se codificasen 
sistemáticamente, como se ha hecho en Inglaterra y se va a hacer en Francia, las leyes que se refieren a 
los niños”1668.      
 
La influencia de los primeros Tribunales Tutelares de Menores creados en 
Chicago
1669
, llega a nuestra patria de la mano de nuestros penitenciaristas, cuyas obras 
                                                                                                                                                                                  
167-295; el mismo: Problemas de la infancia delincuente: La criminalidad. El Tribunal. El reformatorio. 
Imprenta del Asilo de Huérfanos, Madrid, 1877-1918 (sin año específicado); el mismo: La infancia 
abandonada: Leyes e instituciones protectoras, Jaime Rates, Madrid, 1912; el mismo: El problema de la 
infancia obrera en España. Sobrinos de la Suc. de M. Minuesa de los Ríos, Madrid, 1917. 
1668 Cfr. Juderías y Loyot, J.: Ponencia, en Pro Infantia… ob. cit., p. 471. 
1669 Acerca del origen e historia de los Tribunales tutelares en Estados Unidos, Vid. in extenso, 
Barrows, S.J.: Children’s Courts in the United States: the origin, development and results. International 
Penal Comission, New York, 1904, passim; también, al respecto,  Griffe, C.: Le tribunaux pour enfants. 
Etude d'organisation judiciaire et sociale. Fontemoing, Paris, 1914, passim; Hall, W.C.: Children’s 
Courts. George Allen and Unwin, New York, 1926, passim. Entre los autores españoles, Vid. Caldaso, F.: 
Instituciones Penitenciarias en Estados Unidos… ob. cit., pp. 253 y ss.; Belled, E.: “Juzgados infantiles”, 
en Revista Penitenciaria, Año II, Tomo II, Eduardo Arias, Madrid, 1905, pp. 465-468; Gómez Mesa, A.: 
Los Tribunales Tutelares de Menores en España, historial, objeto, sujeto, implantación, organización, 
crítica. Reus, Madrid, 1934, pp.12-19; Roca, T.: Historia de la obra… ob. cit., p. 81; y más recientemente, 
Vid. Santos, M.: “Delincuencia juvenil: tratamiento”, en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, 





llevaban ya tiempo pidiendo la reforma penal del menor. La propuestas de Juderías, 
inspirada en las leyes norteamericanas contiene, formulados de manera sucinta pero con 
claridad, la mayor parte de los elementos que definirán la jurisdicción penal para los 
menores durante la mayor parte del siglo XX: jurisdicción propia, distinta de la de los 
alumnos; órgano judicial propio, encarnado en la figura de un Juez especializado; 
principio de un proceso en el que se respete el interés superior del menor, alejado de los 
simbolismos propios de la legislación penal de siglos anteriores; y, por último, la 
especialización de peritos, juristas y asesores que participen en el proceso del menor.   
 
El segundo de los proyectos se pronunció dos años más tarde, cuando el sistema 
progresivo de Crofton comenzaba a impulsarse en nuestra única penitenciaria pública 
para menores en Alcalá de Henares. En esta ocasión, recoge Castejón, el discurso se 
pronuncia el 16 de septiembre de 1912, por boca del Ministro de Gracia y Justicia 
Diego Arias de Miranda
1670
, en la apertura de los Tribunales, y más tarde, el 29 de 
octubre del mismo año, se presenta al Senado una propuesta de ley con la intención de 
establecer los Tribunales tutelares en España
1671
; la propuesta contenía los siguientes 
puntos principales: 
 
“El Tribunal es unipersonal, y el Juez está asistido por un representante del Ministerio fiscal y un 
Secretario. 
Procedimiento: se establece el juicio previo para la comprobación del delito o falta, y una vez 
comprobados, se celebra el juicio para la imposición de la pena de una manera paternal y sencilla, y 
prescindiendo de la solemnidades de la ley de Enjuiciamiento criminal. Cuando se trate de penas 
aflictivas, el Juez especial se inhibe a favor del Tribunal ordinario. 
Se previene el modo cómo han de ejercer sus funciones los protectores de niños, cargo que se crea 
para la averiguación de los antecedentes del niño delincuente y la asistencia durante el cumplimiento de 
su condena. 
Para la petición de la pena, el Fiscal no tiene que someterse al Código penal y el Juez puede 
determinarla libremente, según su prudente arbitrio. 
                                                                                                                                                                                  
Año XXIV, Tomo XXV, Fascículo III, septiembre-diciembre, Madrid, 1972, p. 643, Sánchez Martínez, 
F.A.: Antecedentes... ob. cit., p. 59. 
1670 Vid. Arias de Miranda, D.: Discurso de apertura de Tribunales. Establecimiento tipográfico, 
Madrid, 1912, pp. 19 y ss. 
1671 Al respecto, Vid. Memoria del ejercicio del año 1912 del Comité de Barcelona de la 
Asociación de Estudios penitenciarios. Pérez Torres, Madrid, 1913, p. 5 y ss; y también Vid. Barbero 
Santos, M.: “Delincuencia juvenil: tratamiento”… ob. cit., p. 653. 





Se ordena también la cooperación de las Autoridades para el fomento de las sociedades de 
Patronato y Protección de jóvenes, las cuales serán consideradas como de beneficencia, con todas las 
ventajas legales que disfrutan estas sociedades”1672. 
 
  Hace su aparición en el proyecto de 1912 el protagonismo del Ministerio Fiscal, 
órgano que tendrá en nuestra actual normativa el peso de la instrucción de la causa y 
protección del menor durante su enjuiciamiento. Además de ello, se afianza la sentencia 
indeterminada como base del sistema de penas en el proceso penal del menor, sin que 
las penas impuestas a los menores deban encontrarse de acuerdo a los preceptos del 
Código penal. 
 
Las últimas tentativas para la implantación de los Tribunales tutelares en España 
fue en el año 1915, con la propuesta de Avelino Montero en la Asamblea nacional de 
Protección a la Infancia y Represión de la Mendicidad celebrada en Madrid en abril de 
1914: 
 
“Se autoriza al Gobierno para publicar una ley sobre la organización y atribuciones de los 
Tribunales para los niños, con arreglo a las siguientes bases: 
Primera. En cada capital de partido judicial se organizará un Tribunal especial para niños, 
compuesto del Juez de primera instancia y del Secretario judicial. Será Juez competente para conocer los 
delitos y faltas cometidos por los menores de quince años el que los sea de primera instancia. 
En las poblaciones donde haya más de un Juez de los de esta clase, uno solo de ellos será el 
encargado de esta jurisdicción, y en las localidades donde por el número de menores delincuentes se 
hiciese necesario se designará un Juez especial que ejerza esta jurisdicción exclusivamente, la cual se 
organizará de tal manera que sea fácil una evolución en el porvenir hacia la forma de Consejos de tutela. 
Segunda. La competencia de estos Jueces se extenderá a conocer de los delitos y faltas cometidos 
por los menores de quince años, a los delitos y faltas cometidos por los menores de quince años, a los 
delitos sancionados por los artículos 453 y 459 del Código penal (si la victima es menor de doce años). 
500, 501 y 502 del mismo Cuerpo legal, y de las faltas comprendidas en los números 5,6,7,8,9, y 10 del 
art. 603 del mismo; d los delitos y faltas a que se refieren las leyes de 26 de Julio de 1878, 13 de Marzo 
de 1900 y 23 de Julio de 1903; de la declaración de la privación de la patria potestad en los casos 
establecidos en el art. 1º, núm., 1º, párrafo 2º de la ley de 25 de Enero de 1878; en el art. 171 del Código 
civil y en el art. 4º de la ley de 23 de Julio de 1903. 
Tercera. En el procedimiento para enjuiciar a los delincuentes menores de quince años, el Juez no 
se someterá a ninguna regla de carácter procesal y tendrá muy en cuenta las condiciones morales del 
menor, de sus padres o familiares y del ambiente en que uno y otros han vivido; y las sesiones se 
                                                             
1672 Cfr. Castejón, F.: Comentarios… ob. cit., pp. 403 y 404. 





celebrarán en local aparte o a horas distintas en que se celebren actos judiciales, procurando que carezcan 
de toda solemnidad. 
Cuarta. El Juez podrá acordar dejar al menor al cuidado de su familia, o entregarlo a otra persona, 
a una Sociedad tutelar, o ingresarlo por tiempo determinado en un establecimiento benéfico de carácter 
particular o del Estado. En todos los casos, excepto en el último, el Juez designará, oyendo antes a la 
Junta, un Delegado de protección a la infancia que se encargue de la constante vigilancia del menor y de 
la persona o Sociedad a cuya custodia ha sido confiado. Únicamente podrá decretar el ingreso del menor 
en un establecimiento del Estado cuando aquel haya ejecutado el acto punible con discernimiento; pero 
para hacer esta declaración será preciso que el Juez adquiera convencimiento pleno de la evidente 
perversidad del menor, demostrada por su reincidencia. 
Quinta. Se promoverá, por medio del Consejo Superior y de las Juntas provinciales y municipales 
de protección a la infancia, la creación de Sociedades tutelares. 
Sexta. Se reformará el régimen actual de la Escuela de Reforma de Alcalá de Henares, 
organizando en el Ministerio de Gracia y Justicia una Sección especial para todo lo referente a los 
servicios de Tribunales para niños, Sociedades tutelares y establecimientos benéficos y del Estado. 
Séptima. Quedan derogadas todas las disposiciones que se opongan a lo preceptuado en la presente 
ley”1673. 
 
De la primera de las propuestas de 1914, debemos destacar fundamentalmente 3 
puntos clave, respecto a las anteriores: el primero, propone una ordenación de las 
jurisdicciones de los Tribunales y de la competencia de los Jueces de manera más 
completa que en los anteriores casos, entre las que incluye no solo las de juzgar al 
menor, sino también las de protección y defensa del mismo frente a las agresiones 
sufridas por él; segundo, establece la necesidad de discernimiento, esto es, de culpa y 
responsabilidad del menor, para hacer posible el internamiento. Además, el proyecto se 
ocupa de los establecimientos donde el menor será recluido, clasificándolos en privados, 
públicos (tan sólo Alcalá de Henares), y de carácter benéfico. Por último, el proyecto 
establece la reforma del establecimiento de Alcalá de Henares, que finalmente se 
producirá en 1915. 
 
El último de los intentos tuvo lugar a finales de 1915, cuando, por Real decreto, 
de 2 de noviembre, el Ministro de Gracia y Justicia presentó a las Cortes y al Senado un 
nuevo proyecto
1674
. Además de establecer una nueva revisión de la posible normativa de 
los Tribunales, la norma, establece un catalogo de “medidas” imponibles al menor por 
                                                             
1673 Recogido y transcrito en Castejón, F.: Comentarios… ob. cit., pp. 404-406. 
1674 Vid. Castejón, F.: Comentarios… ob. cit., p. 406. 





su falta, y ahonda de manera más concisa sobre la figura del Juez de Menores, al que 
denomina “Protector de Menores”1675. 
 
Finalmente, tras los repetidos intentos fallidos, se promulga el 2 de agosto de 
1918 una ley de bases creando los Tribunales Tutelares de Menores, cuya paternidad 
debemos atribuir a Montero Ríos y Villegas
1676
, quien ya había formulado su proyecto 
en 1914.  
 
Comienza la normativa declarando el establecimiento de estos Tribunales 
Tutelares en cada una de las capitales de provincia “en que existan establecimientos 
especiales consagrados a la educación de la infancia abandona y delincuente”1677. 
Afirmación que no puede dejar de resultarnos curiosa, por cuanto era reconocida la 
práctica inexistencia de estos establecimientos en nuestra patria, exceptuando las 
instituciones de protección privadas o benéficas. El Tribunal para niños delimita su 
marco de acción, teniendo competencia para “conocer de los delitos y faltas cometidos 
                                                             
1675 Castejón realiza un resumen de las principales atribuciones enumeradas en el proyecto de 
1915, entre las que se encuentran: “El protector de los niños conocerá de los delitos cometidos por los 
menores, y además entenderá en los casos en que deba aplicarse a los mismos la corrección paterna que 
autoriza el art. 155 del Código Civil; en el castigo de los padres y tutores que no cumplan las 
prescripciones vigentes sobre asistencia a las escuelas; en las infracciones de las normas que regulan el 
trabajo de los niños, cometidas por los patronos, y en los casos de vagancia y mendicidad. 
En sus decisiones, que no tendrán el carácter de sentencia, el Protector de los niños podrá resolver: 
Primero. La declaración de inocencia. 
Segundo. La amonestación privada, sin ningún formulismo judicial y sin la presencia de otras 
personas que el amonestado y su padre o tutor. 
Tercero. La reprensión pública ante el perjudicado, el padre o tutor y las contadísimas personas 
que intervendrán en el funcionamiento de los Tribunales. 
Cuarto. La libertad condicionada, bajo la custodia de la persona que ejerza el derecho de patria 
potestad. 
Quinto. La libertad vigilada por persona perteneciente a una Sociedad de patronato y expresamente 
designada por el Protector. 
Sexto. La colocación del menor en familia distinta a la suya, probada que sea la negligencia de sus 
deudos en el cumplimiento de los deberes tutelares; y  
Septimo. El internamiento en escuelas, asilos, etc., según la condición del niño delincuente”. Cfr. 
Castejón, F.: Comentarios… ob. cit., pp. 406 y 407. 
1676 Su proyecto había ya sido anunciado en sus obras, Vid. Montero Rios y Villegas, A.: 
Tribunales para Niños: Artículos. La Editora, Madrid, 1913, passim; y Antecedentes y Comentarios… ob 
cit., pp. 17 y ss; al respecto, también consultese la obra de Cuello Calón, E.: Tribunales para niños. 
Victoriano Suarez, Madrid, 1917; el mismo: Penología… ob. cit., p. 308; en el mismo sentido, más 
recientemente, Vid. Serrano Tárraga, Mª.D.: “Legislación penal de menores…” ob. cit., p. 285.   Sobre la 
vida y obra de Montero Rios y Villegas, Vid. Roca, T.: Historia de la obra… ob. cit., pp. 80 y 81. 
1677 Cfr. Ley, de 28 de noviembre, de 1918, por la que se establecen los Tribunales para niños en 
España, Artículo 1. Recopilada en Cadalso, F.: Instituciones Penitenciarias… ob. cit., pp. 715-719; y 
también, Vid. Montero Hernanz, T.: La Justicia juvenil en España, La Ley, Madrid, 2009, pp. 50-52.   





por los menores de quince años”1678. Es decir, su ámbito de actuación comprende a los 
menores, quedando los jóvenes, mayores de quince años, a merced de la jurisdicción 
penal. De este modo, solo los jóvenes sufrirán verdaderas penas, mientras que los 
menores, ínterin su condición de niños, estarán sometidos a medidas de seguridad, tales 
como “dejar al menor al cuidado de su familia o entregarlo a otra persona o a una 
Sociedad tutelar, o ingresarle por tiempo determinado en un establecimiento benéfico de 
carácter particular o del Estado”1679. Tal división supone uno de los primeros intentos de 
separación entre la jurisdicción civil (protección) y la penal, en lo referente al 
tratamiento jurídico del menor. 
 
Como único establecimiento de carácter gubernamental, la Ley de Tribunales 
para niños piensa en el viejo edificio de Alcalá de Henares, indicando que “cuando las 
necesidades del régimen penitenciario lo permitan, se reformará el actual de la escuela 
de Alcalá de Henares, que pasará a depender del Ministerio de Gobernación, y, dentro 
de él, del Consejo superior de Protección a la Infancia”1680. 
 
El desarrollo de la normativa de Tribunales Tutelares se estableció por Real 
decreto, de 25 de noviembre
1681
, sobre la organización y atribuciones de los Tribunales 
para niños. 
 
Se reitera en su artículo 1 lo ya mencionado en la ley que autorizaba la creación 
de los Tribunales, es decir, se establece el mandato de la existencia de “establecimientos 
especiales consagrados a la educación de la infancia abandonada y delincuente, se 
organizará un Tribunal especial para niños, bajo la presidencia del Juez de primera 
instancia”1682. Nuestra primera normativa sobre Tribunales de menores instauró, de esta 
manera, un órgano colegiado. Ante este desarrollo, Montero Ríos y Villegas, en sus 
comentarios a la ley indicaba que “el carácter especialísimo de esta jurisdicción, y su 
naturaleza paternal y tutelar, parece que la hacen incompatible con la idea de un 
                                                             
1678 Cfr. Ley, de 28 de noviembre, de 1918… cit., Artículo 3. 
1679 Cfr. Ley, de 28 de noviembre, de 1918… cit., Artículo 6. 
1680 Cfr. Ley, de 28 de noviembre, de 1918… cit., Artículo 8. 
1681 Publicado originalmente en la La Gaceta de Madrid, de 27 de noviembre de 1918, y 
recopilado por Montero Rios y Villegas, A.: Antecedentes y comentarios… ob. cit., pp. 119 y ss. 
1682 Vid. Real decreto, de 25 de noviembre de 1918, de articulado de la Ley sobre organización y 
atribuciones de los Tribunales Tutelares para niños. Artículo 1. 





Tribunal colegiado, porque el niño más fácilmente se someterá a los consejos de un juez 
único”1683. Al respecto, debemos tener en cuenta que nuestros legisladores se inclinaron 
por la formula francesa, país en el que los Tribunales tutelares habían sido dispuestos 
como órganos colegiados. En cuanto a la competencia del Tribunal de niños, queda 
establecido por la ley que no ha de tratarse de una privación de la patria potestad, sino 




La institución tuvo una eminente carga preventiva en la lucha contra la 
criminalidad infantil, más concebida para ayudar, proteger y corregir
1685
, que para 
castigar
1686
. En este sentido, la naturaleza jurídica de los Tribunales tutelares de niños 
no es de carácter penal, pues su objeto “es incompatible con las reglas inflexibles y los 
detalles de un procedimiento plenamente determinado, porque en realidad lo que 
importa menos, por no decir que casi no importa, es fijar el hecho ilícito y sus caracteres 
jurídicos”, por lo cual, “en las resoluciones de estos Tribunales se ha de tender, 
principalmente, a determinar las medidas que habrán de adoptarse para evitar que, 
aquello que fue causa de llevar al menor a la consecución del hecho ilícito, pueda 
continuar obrando en su espíritu”1687. Además de ello, el menor no puede ser 
estrictamente considerado como delincuente, por cuanto, “sus hechos no están descritos 
en ley alguna que les señale una pena”1688. 
 
                                                             
1683 Cfr. Montero Rios y Villegas, A.: Antecedentes y comentarios… ob. cit., p. 127. 
1684 Vid. Montero Rios y Villegas, A.: Antecedentes y comentarios… ob. cit., p. 147. 
1685 Incluimos la explicación clara y sintética de Gómez Mesa, quien ante la pregunta ¿Cuál es el 
objeto de los Tribunales Tutelares de Menores?, respondía de la siguiente manera: “La respuesta 
inmediata, es facilísima de hacer: la corrección y protección del menor.  
Protección, que quiere decir: amparo, ayuda, defensa de todo aquello que signifique un peligro de 
educación, abandono o corrupción. Corrección, que signifique: su adaptación o readaptación, educación o 
reeducación, para encauzarlo y acoplarlo bien en la sociedad, de donde se inició la desviación…”. Cfr. 
Gómez Mesa, A.: Los Tribunales tutelares… ob. cit., p. 24. Acerca de los fundamentos jurídico 
doctrinales de los Tribunales Tutelares de Menores, Vid. Roca, T.: La obra de protección de Menores y 
los Tribunales Tutelares en España. J. Doménech, Madrid, 1970, pp. 23-32. 
1686 Estas conclusiones pueden extraerse del comentario realizado por Cadalso, en el que escribe 
como principales objetivos de los Tribunales para niños, “proteger y formar a los menores de quince años, 
necesitados de patrocinio, librando asi de la segura perdición a los desvalidos y desamparados, sirviendo 
de guía a los rebeldes a la autoridad de sus padres y guardadores, de freno a éstos en los casos en que 
abusen o hagan mal uso de sus facultades y falten a sus deberes y de garantía a la sociedad contra los 
ataques de preoces delincuentes, que sin tal protección se convertirían en criminales, y contra las 
demasías de los insumisos, que sin una acción que les contenga y oriente, constituirían elementos de 
inquietud, cuando no de peligro, para la convivencia colectiva”. Cfr. Cadalso, F.: Instituciones 
Penitenciarias… ob. cit., p. 719. 
1687 Vid. Montero Rios y Villegas, A.: Antecedentes y comentarios… ob. cit., p. 155. 
1688 Cfr. Gómez Mesa, A.: Los Tribunales tutelares… ob. cit., p. 23. 





Estas medidas aplicables al menor infractor, ya que “en ningún caso se imponen 
penas”1689, serán denominadas acuerdos y vienen recogidas en el texto legal, 
desarrollando lo anteriormente expuesto en la Ley de bases para su creación, 
disponiendo que: 
 
“Únicamente podrá decretarse el ingreso del menor en un Establecimiento del Estado, cuando 
aquel haya ejecutado el acto punible con discernimiento; pero, para hacer esta declaración, será preciso 
que el Tribunal adquiera convencimiento pleno de la evidente perversidad del menor”1690. 
 
El internamiento se relega a los casos más graves, con una especie de exigencia de 
dolo o malicia por parte del menor en la comisión del acto punible, que se une a su 
capacidad de discernimiento. Es curioso como en una institución de carácter tutelar-
protectora se exija el dolo como requisito para establecer un internamiento en un centro 
del Estado. Evidentemente, el encierro del menor ni es deseado por el legislador, ni es 
posible en la práctica, al menos en unas condiciones óptimas, debido a la falta de 
recursos e instalaciones pertinentes. 
 
El siguiente momento legislativo se producirá el 10 de julio de 1919, con la 
promulgación del Reglamento de la Ley de Tribunales tutelares para niños
1691
, 
redactado por Montero Ríos y Villegas y Trillo y Señorans, ponentes designados por la 
Comisión nombrada al efecto, y que se publicaría con carácter definitivo por Real 
Decreto, de 6 de abril, de 1922. El texto estaba conformado por 4 Títulos 
correspondientes a la organización y jurisdicción; procedimiento especial de 
enjuiciamiento; procedimiento de segunda instancia; y, por último, ejecución de los 
acuerdos dictados por los Tribunales.  
 
En este último nos detendremos, por constituir de mayor interés a nuestro estudio. 
Destacamos principalmente las medidas de control establecidas en cuanto a la vigilancia 
del curso de ejecución de los acuerdos: 
 
                                                             
1689 Cfr. Castejón, F.: Comentarios… ob. cit., p. 416. 
1690 Cfr. Real decreto, de 25 de noviembre de 1918… cit., Artículo 6. 
1691 El texto íntegró puede verse en la obra de Montero Rios y Villegas, A.: Antecedentes y 
comentarios… ob. cit., pp. 170 y ss. 





“Los Tribunales, sin ulterior recurso, determinarán en cada caso concreto durante el curso de 
ejecución de sus acuerdos, las medidas de vigilancia que deban adoptarse respecto de las personas de 
los menores que se hallen cumpliéndolos, comunicando, al efecto, las oportunas instrucciones a los 
respectivos Delegados de protección a la Infancia”1692. 
 
En cuanto al internamiento en centros específicos, se apuesta nuevamente por los 




La nueva experiencia de los Tribunales tutelares para niños comenzará en España 
con el Tribunal de Bilbao, puesto en marcha el 26 de Abril de 1920
1694
, donde se 
ahonda aún más en la diferenciación e institucionalización de un cuerpo “penitenciario” 
para los presos jóvenes nuevamente separándolos del resto de los penados. Para esta 
experiencia se utilizó la ya nombrada Casa Reformatorio del Salvador, gobernada por 
los Terciarios Capuchinos, que se transformaría en la primera de las instituciones 




No obstante, el choque entre ley escrita y realidad llegaría pronto
1696
. Como Roca 
Chust escribía, “cinco años de vida del primer Tribunal para niños de España y pocos 
menos creados con posterioridad habían sido suficientes para contrastar la primitiva Ley 
con la realidad”1697. De este modo, los vacios legislativos y errores que había acusado la 
ley de 1918, intentaron ser subsanados por el Decreto ley, de 15 de julio, de 1925
1698
. 
                                                             
1692 Vid. Reglamento de la Ley de Tribunales tutelares para niños, de 10 de julio de 1919, Artículo 
130. 
1693 Vid. Reglamento de la Ley de Tribunales tutelares… cit., Artículo 136. 
1694 Al respecto, Vid. Asamblea Nacional de los Tribunales Tutelares de Menores: Conmemoración 
de los cincuenta años del Tribunal Tutelar de Menores de Bilbao, mayo de 1970. S/E, Bilbao, 1979, 
passim; también Vid. Vidal Martínez, F.: La nueva responsabilidad Penal del Menor… ob. cit., p. 38, 
quien afirma: “En 1920 se creó el primer Tribunal Tutelar de Menores, que debía basarse en un régimen 
legal asentado en ideas de disciplina y asistencia, pero fuera del sistema penal en todo caso”; Gimenez-
Salinas i Colomer, E.: “La nueva Ley de Justicia Juvenil en España: un reto para el 2000”, en Legislación 
de Menores en el Siglo XXI: análisis de derecho comparado, Estudios de Derecho Judicial 18, CGPJ, 
Madrid, 1999, p. 102. Para conocer en profundidad la crónica de la conformación del Tribunal Tutelar de 
Bilbao y su extensión a todas las provincias españolas, Vid. Roca, T.: Historia de la obra... ob. cit., pp. 
157 y ss. 
1695 Vid. Roca, T.: Historia de la obra… ob. cit., pp. 152 y ss. 
1696 La propia Exposición de Motivos del Decreto-ley, de 15 de julio, de 1925, sobre organización 
y atribuciones de los Tribunales Tutelares para niños, indicaba como uno de los motivos principales de la 
reforma el económico: “Con menguados recursos económicos se procedió a la creación de los nuevos 
Tribunales, supliéndose la falta de aquellos con el patriótico concurso del Consejo Superor de 
Protección a la Infancia”. 
1697 Cfr. Roca, T.: Historia de la obra… ob. cit., pp. 313. En la fecha en la que se promulgó el 
Decreto-ley, se habían creado en España Tribunales para niños en Madrid, Bilbao, Tarragona, Barcelona, 





Además de introducir como una de las más importantes modificaciones la 
ampliación de la competencia de los Tribunales para niños a los dieciséis años, que se 
consagrará más adelante en 1929, la reforma de 1925 se apoya en algunas de las 
disposiciones legislativas, promulgadas en 1922
1699
, para establecer una doctrina 





El 3 de febrero de 1929 se promulgaba el Decreto ley que contenía la reforma de 
1925. Los tres años de vacatio legis sirvieron para ordenar y ampliar las modificaciones 
contenidas en el Decreto ley de 1925
1701
. Sería la segunda de las modificaciones a la Ley 
de Tribunales Tutelares de Menores en un periodo corto de tiempo. 
                                                                                                                                                                                  
Zaragoza, San Sebastian, Vitoria, Murcia, Valencia, Almeria, Pamplona y Granada. Vid. Decreto-ley, de 
15 de julio, de 1925… cit., Exposición de Motivos. Al respecto, también Vid. Castejón, F.: Comentarios... 
ob. cit., p. 408, nota a pie de página. 
1698 Podemos encontrar parcialmente el texto legislativo, y el de su Reglamento, de 6 de 
septiembre, de 1925 (que simplemente reformaba el de 1918), junto a un pequeño estudio de las normas 
de protección a la infancia en: Serrano de la Fuente: “Tribunales tutelares para niños”, en Revista técnica 
de la Guardia Civil, L. García, suplemento al número 192, febrero, Madrid, 1926, passim. 
1699 Nos referimos a la Real Orden de Gobernación, de 28 de diciembre, de 1922, por la que se 
establece: “3º. Los menores de quince años no serán en ningún caso objeto de multa ni arresto 
sustitutorio correspondiente. Serán entregados al Tribunal especial para niños que exista en la localidad 
(…). Caso de no existir establecimientos de corrección, será entregado el menor de quince años a su 
familia, con encargo de vigilarlo y educarlo. La reincidencia se estimará como falta de la persona que se 
encargue de su vigilancia y educación… 4º. Los mayores de quince años, pero menores de dieciocho, si 
su habitualidad de delincuente está comprobada de una manera indudable, podrán ser objeto de multa 
hasta 300 pesetas y arresto sustiturorio hasta diez días. 5º. A los mayores de qince años, menores de 
diecocho, delicnuentes habituales, y a los mayores de dieciocho en cualquier caso, podrá imponérseles 
multa y arresto sustitutorio en toda la extensión del artículo 22 que la Ley provincial consiente”. Y 
también, a la Real Orden del Ministerio de Gracia y Justicia, de 28 de diciembre, de 1922, cuyo tenor es 
el siguiente: “Primero. Para que los Jefes de las cárceles y penitenciarias del Reino puedan admitir en 
sus establecimientos a los arrestados gubernativamente será necesario que la orden de arresto se haya 
formulado por escrito y firmado por la autoridad de quien proceda, y no por ningún agente, delegado o 
comisionado de las mismas; que en ella se concrete el “acto” contra la decencia o la moral o el hecho 
que consista la “falta” de obediencia o de respeto que haya motivado y además contenga la 
identificación de los datos acreditativos del “acto” o de la “falta”. 
Segundo. Los mismos Jefes de las cárceles y penitenciarias cuidaran de que se registre en los 
libros del establecimiento las indicaciones necesarias para identificar a los arrestados por medida 
gubernativa. 
Tercero. En ningún casi serán admitidos para su reclusión en las prisiones menores de quince 
años, los cuales deberán ingresar en los establecimientos creados para cumplimiento de la Ley de 
Tribunales para niños, o en otro establecimiento análogo, si en la localidad no existiesen los aludidos 
correccionales”. 
1700 Vid. Reglamento, de 6 de septiembre, de 1925 (modificando el anterior Reglamento de 1918), 
Artículo 84º. 
1701 Vid. Ley, de 3 de febrero, de 1929… cit., Exposición de Motivos, donde se indica: “El decreto-
ley fecha de 15 de julio de 1925, que regula la organización y atribuciones de estos Tribunales tutelares, 
contiene expresas concordancias con el derogado Código penal de 1870 y con Leyes especiales 
incorporadas al nuevo Código, que han perdido ya su finalidad jurídica, y ello implica que en la 
coordinación propuesta se prescinda de citas concretas a determinados textos legales, sustituyéndolas 





Las principales modificaciones del Decreto fueron: 
 
1º. La ampliación de la competencia de los Tribunales para niños, por razón de la 




2º. “En términos absolutos se consagra la doctrina, que aceptó ya en principio la 
ley anterior, del acuerdo indeterminado al corregir a un menor, a fin de que el tribunal 
no se viera en la ineludible necesidad de precisar un inflexible plazo de tratamiento 
educativo”1703. Es decir, una vez más se afianzan los principios correccionales de la 
sentencia indeterminada en el tratamiento de la ejecución de medidas para menores 
infractores. 
 
3º. Se exige una mayor especialización para los miembros del Tribunal; además 
de ello, se reforzó la autoridad de los mismos como órganos jurisdiccionales. 
                                                                                                                                                                                  
por referencias de concepto a las prescripciones de la reciente Ley sustantiva”. Al respecto, también Vid. 
Roca, T.: Historia de la obra… ob. cit., p. 321. 
1702 Vid. Ley, de 3 de febrero, de 1929, de los Tribunales Tutelares de Menores, Edición de la 
Comisión Directiva de los Tribunales Tutelares de Menores, Madrid, 1929, Artículo 9, que dispone la 
competencia de los Tribunales Tutelares de Menores en los siguientes casos: 
“1º. A) De las acciones u omisiones atribuidas a los menores, realizadas antes de cumplir los diez 
y seis años, que el Código penal o Leye especiales califiquen como delitos o faltas, sin otra excepción que 
los delitos o las faltas de carácter militar que se atribuyan a los menores filiados en el Ejercito o en la 
Marina de guerra. 
B) De las infracciones cometidas por menores de la misma edad, cosignadas en los Estatutos 
provincial o municipal. 
C) De los casos de menores de diez y seis años que se entreguen a la prostitución o a la vida 
licenciosa, o se dediquen a vagabundear, siempre que a juicio del Tribunal respectivo requieran el 
ejercicio de su facultad reformadora. 
2º De las faltas cometidas por mayores de diez y seis años contra los menores de esta edad, 
comprendidas en el titulo VIII, libro III del Código Penal o en Leyes especiales. 
3º. De la suspensión del derecho de los padres o tutores a la guarda y educación del menor: 
A) En los casos previstos en el Código civil por malos tratos, órdenes, consejos o ejemplos 
corruptores a menores de diez y seis años. 
B) En los consignados en el Código penal o en Leyes especiales como consecuencia de delitos o 
faltas cometidos por dichos padres o tutores en perjuicio de menores de diez y seis años, o en perjuicio 
de menores de diez y ocho años cuando expresamente lo especifique la Ley en la definición de dichas 
infracciones criminales. 
C) En los casos de incumplimiento, por los mismos representantes legales, de las prescripciones 
impuestas por el Tribunal tutelar en defensa de menores de diez y seis años que considere en peligro 
moral o dedicados a ocupaciones nocivas. 
En el ejercicio de la facultad reformadora, consignada en el numero 1º de este artículo, la 
jurisdicción del Tribunal no tendrá carácter represivo; y en el ejercicio de la facultad protectora del 
párrafo 3º, las resoluciones del Tribunal serán esecialmente preventivas”. 
1703 Cfr. Roca, T.: Historia de la obra… ob. cit., p. 315. 





4º. La denominación de los Tribunales para niños, pasa a ser la de Tribunales 
Tutelares para niños en la redacción literal del precepto legal
1704
. El cambio de nombre 
denostaba, de este modo, la finalidad última de la institución, y hacía honor a la doctrina 
jurídica que lo había conformado. 
 
“Resumiendo, la reforma de 1929 llevó a cabo las siguientes modificaciones: introdujo algunas 
variantes en la estructura de la Comisión de Apelación y en la designación de los vocales del Tribunal 
Tutelar; extendió los casos de competencia en la facultad reformadora1705 y estableció la doctrina sobre la 
corrección paterna1706; aplicó, en el enjuiciamiento de mayores, las meras figuras de faltas cometidas 
contra los menores de dieciséis años, y en la protección jurídica, las suspensiones del derecho a la guarda 
y educación derivadas de determinados delitos y faltas ejecutados en perjuicio de los mismos; destacó en 
su artículo 18 la llamada acción tutelar permanente, tanto reformadora como protectora; trasladó del 
Reglamento a la Ley algunas disposiciones características, peculiares de nuestra legislación; se orientó 
hacia una más intensa contribución de las corporaciones administrativas de nacimiento del menor al 
sostenimiento del pensionado en la función tuitiva; sustituyó, en fin, la denominación de Tribunales para 
niños por la de Tribunales tutelares de Menores”1707. 
 
En lo referente a los acuerdos que el Tribunal de menores podía adoptar para 
corregir a los menores, se encontraba el “ingresarlo en un Establecimiento de educación, 
                                                             
1704 Vid. Montero Hernanz, T.: La Justicia juvenil… ob. cit., p. 54. 
1705 Acerca de la crítica a la facultad reformadora de los Tribunales Tutelares de Menores, Vid. 
Vives Villamazares, F.: La Facultad reformadora de los Tribunales de Menores y sus relaciones con la 
Jurisdicción Penal. La expedición de certificaciones de diligencias, Ponencia del Tribunal Tutelar de 
Menores de Valencia, presentada a la XVI Asamblea de la Unión Nacional de Tribunales Tutelares de 
Menores, Granada, 1954, publicada en edición impresa por los Talleres de Aprendizaje de Artes Gráficas 
Escuela de Reforma Burjasot (Valencia), 1954, passim. 
1706 Al respecto, citamos el Artículo 11 de la Ley de Tribunales Tutelares de Menores de 1929, que 
establece: “Los indisciplinados menores de diez y seis años, denunciados por sus padres, tutores o 
guardadores, sólo podrán ser sometidos en este concepto a la corrección del Tribunal de menores, por 
los actos de insumisión grave previstos en el libro III del Código penal, pudiendo adoptar el Tribunal, 
respecto de ellos, las medidas expresadas en el artículo 17 de esta Ley, durante el tiempo que estime 
necesario. 
Idependientemente de lo establecido en el párrafo anterior, los padres o representantes legales 
que deseen corregir a sus hijos o pupilos en virtud de su derecho de patria potestad o tutela, 
reservándose la facultad de poner término a la reforma, podrán impetrar el auxilio de la Autoridad 
correspondiente, con arreglo a lo dispuesto en el Código civil, para internar al menor en un 
Establecimiento de corrección paterna legalmente autorziado; sin que en ningún caso pueda ser recluido 
un menor de diez y seis años en las Prisiones ni en departamentos policiacos de detención. 
En los casos expresados en el párrafo precedente, los Tribunales tutelares no tendrán más 
intervención que la de examinar los motivos en que se funde la corrección acordada por los padres o 
tutores, oyendo al menor y autorizándola o denegándola sin ulterior recurso, siempre que se haya de 
internar en un Establecimiento de corrección paternal a menores de diez y seis años y sean de aplicación 
las restricciones impuestas por la ley civil, por tratarse de menores que ejerzan una profesión u oficio o 
de hijos habidos en anterior matrimonio de padre o madre que hubieren contraído segundas nupcias”. 
1707 Cfr. Roca, T.: Historia de la obra… ob. cit., p. 324. 





de observación o reforma, de carácter particular u oficial”1708, y también, “en 
Establecimientos especiales para menores enfermos, anormales o difíciles”1709. Es la 
primera alusión legislativa al internamiento terapéutico, diferenciado del de reforma.  
 
Sobre los establecimientos, la ley de 1929 dispone de un capítulo específico, el 
cuarto, para lo que denomina instituciones auxiliares
1710
. Pese a que, como ocurría con 
la anterior formulación de la norma, no se establece una definición de los mismos, el 
legislador deja claro su intención de fomentar su creación y establecer ciertas garantías: 
 
“Se promoverá, por medio de la Comisión directiva y de las Juntas provinciales y municipales de 
Protección a la infancia, la creación de Sociedades y Establecimientos tutelares. Dichas Sociedades y 
Establecimientos necesitaran ser autorizados por la Comisión directiva, siempre que desempeñen 
funciones de carácter técnico de observación, vigilancia o tratamiento de menores corregidos por los 
Tribunales que esta ley regula”1711. 
 
No obstante, el centro de menores que aún impera en nuestra legislación continúa 
siendo de carácter privado, si bien se admite una titularidad compartida a través de la 
                                                             
1708 Cfr. Ley, de 3 de febrero, de 1929… cit., Artículo 17. Cuarta. 
1709 Cfr. Ley, de 3 de febrero, de 1929… cit., Artículo 17. Quinta. 
1710 Instituciones de encierro de menores adscritas a los Tribunales tutelares, es el caso del 
Reformatorio de Almurrio (Álava), con régimen administrativo reconocido por las Reales ordenes de 24 
de abril y de 9 de julio de 1917, siendo uno de los primeros en consagrarse a los nuevos Tribunales de 
menores. Vid. De Ybarra y de la Revilla, G.: El primer Tribunal Tutelar para Niños en España. Voluntad, 
Madrid, 1925, pp. 208 y ss; también sobre el reformatorio de Amurrio, Vid. Bugallo Sánchez, J.: Pro 
Infancia delincuente… ob. cit., pp. 79-84. Al Reformatorio de Álava siguieron el Reformatorio del Buen 
Pastor, de Zaragoza, el de Murcia; la Escuela de Reforma de Burjasot; el de Pamplona; el de San Miguel, 
de Granada; el Asilo Toribio Durán, de Barcelona; el del Santo Rostro, de La Carolina, adscrito al 
Tribunal Tutelar de Jaén; e de San Francisco de Paula, de Alcalá de Guadaira, al servicio del Tribunal 
Tutelar de Sevilla. Vid. García y García, T.A.: Comentarios a la Ley y Reglamento de Tribunales 
Tutelares de Menores. Afrodisio Aguado, Madrid, 1943, p. 126. Tomás Roca Chust, cronista de la 
historia de los Tribunales Tutelares de Menores, realizó diversos estudios acerca de algúnas de las 
instituciones de protección que colaboraban con los Tribunales Tutelares de Menores. Citamos algúnas 
de las mismas: La casa del Salvador de Amurrio y sus métodos psicopedagógicos, Diputación Foral de 
Alva, Consejo de Cultura, Vitoria, 1970; Historia del Colegio de San Nicolás de Bari, Terciarios 
Capuchinos, Curia Provincial del Sagrado Corazón, Teruel, 1985; Historia de la Casa/Colegio de 
Masamagrell (1885-1985), Provincia de la Sagrada Familia, Terciarias Capuchinas, D.L., Valencia, 1988. 
Sobre estas instituciones, también Vid. Pedragosa, P.M.: “Sobre la organización y funcionamiento de las 
actuales Instituciones auxiliares de los Tribunales Tutelares de Menores”, en Revista de Estudios 
Penitenciarios, Año IX, Número 98, julio, Madrid, pp. 34-37. Al respecto, también Vid. Rios Martín, J.: 
El menor infractor… ob. cit., p. 175. 
1711 Cfr. Ley, de 3 de febrero, de 1929… cit., Artículo 24. 





subvención gubernamental, benéfico y, a pesar de nueva denominación, de carácter 




En el Reglamento provisional que siguió al texto legal
1713
, también se incluyó, en 
el Titulo III, Sección tercera, una extensa regulación sobre estas instituciones de apoyo 
tutelar. Se trata de la primera normativa que incluye una clasificación formal de los 
Establecimientos de internamiento de los menores, con el siguiente orden: 
 
“Los Establecimientos auxiliares de los Tribunales de menores pueden ser de dos clases: técnicos 
o de mera guarda y educación. Los Establecimientos técnicos podrán ser: de observación o de reforma; y 
estos últimos, de reforma propiamente dicha, de semilibertad o de tratamientos especiales”1714. 
 
Además de estos establecimientos, el Reglamento también indica que existirá una 
Casa de observación “para el servicio de cada Tribunal y de cada Sección de cabeza de 
partido en la población en que radiquen o en sus proximidades, sin perjuicio de que 
puedan crearse, además otros Centros de observación”1715. Comienza a perfilarse la 
clasificación actual de centros de régimen cerrado, semiabierto y abierto. 
 
Como centro principal de reforma del menor, el Reglamento nombra el 
Reformatorio
1716
, donde el infractor cumplirá la parte de internamiento cerrado, para 
                                                             
1712 Cfr. Ley, de 3 de febrero, de 1929… cit., Artículo 25, donde se indica: “Los menores confiados 
por el Tribunal a otras personas, familias, Sociedades tutelares o Establecimientos en el ejercicio de su 
facultad reformadora, serán sustentados y educados mediante el abono de estancias, sufragadas por sus 
padres o satisfechas con cargo a los bienes del menor, o con las pensiones del Estado y Corporaciones, y 
con los demás recursos propios del Tribunal, en la forma que el Reglamento determine. 
Los menores que el Tribunal acuerde confiar a otras personas, familias, Sociedades tutelares o 
Establecimientos benéficos en el ejercicio de la facultad protectora, serán sustentados y educados por 
cuenta de los Municipios en que hubieren nacido, y, a falta de medios municipales, por las provincias a 
que dichos Municipios pertenezcan, a cuyo efecto, a requerimiento del Presidente del Tribunal, los 
Ayuntamientos obligados se harán cargo de los referidos menores o satisfarán los gastos de sus 
estancias. 
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el Tribunal podrá reservarse o recabar en 
cualquier momento la colocación y pensionado directos de los menores sobre quienes ejerzan la función 
protectora, siempre que lo considere conveniente para los fines de su misión tuitiva, procediendo en la 
forma establecida en el párrafo primero de este artículo”. 
1713 Este Reglamento puede ser consultado en la edición citada de la Comisión Directiva de los 
Tribunales Tutelares de Menores, de 1929, pp. 33-90. 
1714 Cfr. Reglamento provisional para la ejecución de la Ley de Tribunales Tutelares de Menores, 
de 3 de febrero de 1929, Artículo 125.  
1715 Cfr. Reglamento provisional para la ejecución… cit., Artículo 126. 
1716 Vid. Reglamento provisional para la ejecución… cit., Artículo 127. Como ejemplo de 
Reformatorio puesto al servicio del Estado, la normativa nombra el Reformatorio Principe de Asturias, 
que ya hemos mencionado con anterioridad, que pasará a depender del Tribunal Tutelar de Madrid. Vid. 





pasar después a una Casa de familia de semilibertad
1717
. Asimismo -indica el artículo 
129 del Reglamento-, “se crearán, cuando las circunstancias lo permitan, 
Establecimientos para corrigendos difíciles de los Tribunales tutelares, los cuales serán 
instituidos por la Comisión directiva o por los consorcios de los Tribunales que hayan 
de utilizarlos; sin perjuicio de que los demás Reformatorios, a que se refiere el artículo 
127, puedan organizar secciones especiales de tratamiento apropiado para dichos 
menores dentro de su régimen”. 
 
Los mecanismos de control gubernamental de los establecimientos privados, que 
no dependen de los Tribunales, son recogidos por la norma, exigiéndose una serie de 
requisitos formales y materiales de calidad
1718
 para solicitar su autorización como 
Establecimientos tutelares.  
 
Para nuestro principal objeto de estudio, es importante conocer la ideología que 
rodeaba aquellas instituciones que colaboraban en la ejecución de acuerdos y medidas 
promulgadas por los Tribunales Tutelares. La doctrina tutelar de Montero Ríos, Gabriel 
María de Ybarra y de la Revilla
1719
, Albó i Martí, etc., principales redactores de la 
legislación de los Tribunales y juristas dedicados a la protección de los menores de 
manera activa, serán los primeros en establecer de manera oficial y específica, en sus 
obras, las principales características que debían poseer las instituciones de reforma y 
protección de los menores infractores. Roca Chust ha resumido los principios 
                                                                                                                                                                                  
Artículo 131º. Esta es una de las razones por las cuales por Decreto, de 3 de julio, de 1931, pasará a 
denominarse Reformatorio de Menores de Madrid, hasta que, posteriormente se le denominara como 
Reformatorio de Menores del Sagrado Corazón de Jesús. 
1717 Vid. Reglamento provisional para la ejecución… cit., Artículo 128. 
1718 Los requisitos de los centros son recogidos en el artículo 134 del Reglamento, y de manera 
resumida, son los siguientes: “A) Estatutos y Reglamento de la Socideda de Patronato o Asociación, 
Fundación o entidad directora del Establecimiento constituidos en forma legal…”; “B) Descripción del 
Establecimiento y espacios libres de que dispone, con la documentación gráfica indispensable…”; “C) 
Expresión del personal educador que se haya de hacer cargo de la observación o tratamiento de 
reforma…”. En cuanto a las condiciones que debe tener el personal encargado de la función educadora y 
reformadora del menor internado, el artículo 135 indica: “A) Haber recibido preparación científica para 
estas funciones en algún Centros instructivo de carácter teórico-práctico, especialmente dedicado a este 
objeto, ya sea oficial o privado…”; “B) Haber prestado servicios en un Establecimiento de educación y 
poseer un minimun de conocimientos especiales…”. 
1719 La principal obra escrita del que fuera uno de los principales redactores de la Ley de 
Tribunales tutelares para niños, no puede quedar en nuestro tintero bibliográfico: De Ybarra y de la 
Revilla, G.: El primer Tribunal Tutelar… ob. cit.; y, el mismo: Temas del Centro de Estudios del 
Reformatorio de Amurrio. La Editorial Vizcaina, Bilbao, 1945.  





contenidos en sus obras sobre los ahora llamados Centros de Reeducación, lugares no 
de encierro como concepto penal o punitivo, sino como tutela y reeducación del menor: 
 
“Al frente de los Centros de Reeducación debe haber personal técnicamente especializado en el 
estudio y la práctica de la Psicología experimental del menor y de la Pedagogía correccional. 
En los establecimientos de reforma hay que dar al menor una perfecta educación religiosa, 
profesional, moral y social que le prepare para vivir dignamente en la sociedad. 
(…) 
Todo el trabajo educativo de la Casa de Reeducación va encaminado a disponer al menor, 
separado del mal ambiente en que ha vivido, para su nueva vida. Hay que ayudarle a desarraigar sus 
vicios y adquirir hábitos de honradez, de trabajo, de obediencia, de disciplina, de constancia. 
(…) 
La vida en los Centros de Reeducación ha de ser lo más parecido posible a la vida de familia. 
(…) 
Para lograr una eficaz enmienda y corrección de los menores hay que aplicarles un tratamiento 
progresivo que les conduzca paso a paso hasta la perfecta reforma de costumbres. 
(…) 
Al salir el menor del Reformatorio, durante el periodo de libertad vigilada postescolar, hay que 
completar el tratamiento educativo mediante la acción tutelar, la discreta vigilancia y el cuidado paternal 
de los delegados del Tribunal de Menores. 
Principio importantísimo el enunciado porque toda la labor educativa tiene la finalidad de situar al 
menor en condiciones de adaptarse a la vida social”1720.  
    
Con la llegada del periodo republicano, la ley fue parcialmente modificada, 
dejando intactos los aspectos más técnicos en 1931, hasta que apareció la Ley, de 26 de 
agosto de 1932, reorganizadora del Tribunal Tutelar de Madrid, que experimentaría la 
figura del Juez de menores único
1721
. La nueva redacción de la Ley de Tribunales 
tutelares de Menores debería esperar hasta el 13 de diciembre de 1940
1722
, de la cual 
deberán emitirse varias modificaciones, para solventar las diversas erratas y omisiones 
de su redacción inicial, en 1941, 1942
1723
 y 1 de marzo de 1943.  
 
El articulado acerca del internamiento de menores no varía en demasía respecto de 
la anterior formulación: 
                                                             
1720 Cfr. Roca, T.: Historia de la obra… ob. cit., pp. 392 y 393. 
1721 Vid. García y García, T.A.: Comentarios… ob. cit., p. 16. 
1722 Publicado en el BOE, de 23 de diciembre, de1940. 
1723 Al respecto de estas modificaciones, Vid. Roca, T.: La obra de los Tribunales… ob. cit., p. 44. 





“El Tribunal podrá adoptar en sus acuerdos las medidas siguientes: 
(…) 
Cuarta. Ingresarlo en un Establecimiento oficial o privado de observación, de educación, de 
reforma, de tipo educativo o de tipo correctivo o de semilibertad1724. 
Quinta. Ingresarlo en un Establecimiento especial para menores anormales”1725. 
 
Nuevamente, intenta evitarse el sentido represor del internamiento, derivándose al 
ámbito educativo, siempre dentro del arbitrio judicial. No obstante, tal y como había 
identificado De Ybarra, se distinguían en la clasificación introducida ya por la Ley de 
1929, tres tipos de duración
1726
: por tiempo determinado, de duración indefinida y la 
llamada tutela permanente. Por lo que, poco a poco, empieza a establecerse desde 1929 
una política de mayores garantías en la legislación de protección y reforma de los 
menores infractores, si bien la sentencia indeterminada sigue siendo el principal medio 
utilizado. 
 
Además de las medidas de amonestación, custodia, colocación en familia y 
libertad vigilada, el menor estaba sujeto a dos tipos de internamiento: el internamiento 
breve, o ingreso del menor en alguno de los establecimientos de observación o 
detención antes mencionados (Casas de observación
1727
); y, el internamiento 
establecimientos de reforma, es decir, los Reformatorios
1728
. La ultima ratio recogida 
como medida imponible a los menores según la legislación de los Tribunales Tutelares, 
                                                             
1724 También denominados Casas de Familia. Vid. García y García, T.A.: Comentarios… ob. cit., 
pp. 187 y 188. 
1725 Cfr. Ley, de 13 de diciembre, de 1940, de Tribunales Tutelares de Menores, Artículo 17. 
1726 Vid. De Ybarra de la Revilla, G.Mª.: El progreso de nuestra legislación sobre Tribunales 
Tutelares. Publicaciones del Consejo Superior de Protección a la Infancia, Madrid, 1930, p. 24; en el 
mismo sentido, Vid. García y García, T.A.: Comentarios… ob. cit., p. 161. 
1727 Vid. Decreto, de 22 de julio, de 1942, para la aplicación de la Ley de Tribunales Tutelares de 
Menores, Artículo 126º. Al respecto de estos establecimientos, Vid. García y García, T.A.: 
Comentarios… ob. cit., pp. 175 y ss. Sobre condiciones de tratamiento pedagógico y psicológico de estos 
establecimientos, Vid. Roca, T.: Condicionamientos del niño y del adolescente en su desarrollo 
biopsíquico que justifica la jurisdición especial de los Tribunales de Menores y sus instituciones 
auxiliares, Gráf. Uguina, Madrid, 1970, passim; y también, Vid. Sánchez Vázquez, V.: La exploración 
psicológica en las casas de observación de los Tribunales Tutelares de Menores (1918-1943). Servicio de 
Publicaciones de la Universidad de Cordoba, Cordoba, 1996, passim.    
1728 La clasificación de los establecimientos de internamiento viene recogida, del mismo modo que 
ocurría en la anterior normativa, en el Reglamento, aprobado por Decreto, de 22 de julio, de 1942… cit., 
Artículo 125; y en concreto, sobre los Reformatorios, Vid. Artículo 127. 





el reformatorio se convertirá pieza clave de todo sistema reformador
1729
 para los 
menores delincuentes.  
 
Las Casas o Centros de observación, según la definición de Giménez i Colomer, 
eran: 
 
“Unos lugares especiales donde se enviaban a los menores, mientras dura el proceso, a fin de que, 
mientras tanto, se puedan reunir todos los datos posibles en torno a sus condiciones sociales y de medio 
ambiente (escuela, trabajo…) y su comportamiento, unido a las reacciones manifestadas en el centro 
donde se halle internado, para poder llegar, con la ayuda de todos estos factores, a un diagnostico del 
caso, formulando un pronostico y proponiendo un tratamiento adecuado que constituirá la base para el 
intento de reeducación y de reinserción”1730. 
 
En base a esta exposición, podíamos definirlos en realidad como centros de 
custodia o detención de menores, a la espera de la imposición de una medida tutelar. La 
ley no definía estos centros de manera exhaustiva, limitándose a nombrarlos, sin 
establecer que tipo de menores debían acudir a ellos
1731
. Además, en lo referente a la 
segunda misión del establecimiento, esto es, la de observación, tampoco se orquesta 
ninguna pauta en la norma, sin considerar la posible contaminación del estudio, 
basándose en el ambiente que rodeaba la propia detención del menor. En última 
instancia, el problema del traspaso a otros centros una vez estudiada la personalidad del 
menor tampoco se encontraba regulado. 
 
La definición más exhaustiva acerca de la institución del Reformatorio, en 
conjunción con la actuación de los Tribunales Tutelares de Menores, fue escrita en la 
obra de De Ybarra, donde los describía de la siguiente manera:  
 
                                                             
1729 Vid. West, D.: La delincuencia juvenil. Labor, Barcelona, 1970, passim ; en el mismo sentido, 
Giménez-Salinas i Colomer, E., y González Zorrilla, C.: “Jóvenes y la cuestión penal en España”, en 
Jueces para la democracia, Unigraf, Año II, Número 3, abril, Madrid, 1988, Madrid, p. 17; y también, 
más recientemente, Vázquez González, C.: “Modelos de justicia penal de menores”, en Vázquez 
González, C., y Serrano Tárraga, Mª.D. (Eds.): Derecho penal Juvenil… ob. cit., p. 147.    
1730 Cfr. Giménez i Colomer, E.: Delincuencia juvenil y control social. Circulo editor Universo, 
Esplugues de Llobregat, 1981, p. 52. Acerca de estos centros, Vid. Rios Martín, J.C.: El menor infractor… 
ob. cit., pp. 183-186.  
1731 Vid. Giménez i Colomer, E.: Delincuencia juvenil… ob. cit., p. 53. 





“No es escuela de preservación, ni de observación, sino establecimiento de reforma. No es escuela 
rectora, sino redentora, pues, aunque la misión del Reformatorio sea a la vez reformadora y preventiva, 
solamente se ejerce sobre los menores que ya han faltado, y aún podría decirse con propiedad que sobre 
los que más han faltado… 
No es una escuela de observación, aunque sea una de sus funciones la observación prolongada, 
puesto que durante toda la reforma se sigue observando; pero no es un centro de clasificación y de 
observación inicial. El régimen de constantes entradas y salidas, propio de tales centros, resultaría 
perturbador para la buena marcha de una escuela de reforma… 
Tampoco es una escuela de anormales; para nosotros, que no consideramos como anormales a 
todos los infractores de las leyes, aunque existen casos de verdadera anormalidad mental, que vician el 
juicio del entendimiento o de la libre determinación volitiva, el fin del Reformatorio, tal como lo hemos 
establecido es el tratamiento educativo correccional de la voluntad extraviada por las malas inclinaciones 
no rectificadas a tiempo, por la ausencia de la educación moral, por la nociva influencia del medio y aun 
por influjos de orden fisiológico, pero tratándose de sujetos mentalmente sanos, capaces de sobreponerse 
a tales influencias por los medios ordinarios de una esmerada educación física y de un adecuado 
tratamiento reformador. Ni el idiota, ni el imbécil, ni, generalmente el débil mental son candidatos 
propios para los elementos que dispone nuestra institución. Tampoco es esta escuela de reforma un 
sanatorio apto para el tratamiento de epilépticos o histéricos”1732. 
 
Quedan fuera de los objetivos del Reformatorio los estrictamente punitivos
1733
 y 
también los puramente terapéuticos. Su misión no es la de castigar, ni la de sanar, sino 
la de corregir y educar
1734
 al menor infractor, que, como última opción será internado 
entre sus muros. 
 
Respecto a la proliferación de estos centros, valga la opinión escrita del puño y 
letra de Gómez Mesa, anteriormente citado, en su obra de análisis y crítica hacia la 
legislación de los Tribunales Tutelares de Menores, que, al tratar de las instituciones 
auxiliares de los mismos, indicaba que asi como “desde el primer momento se dispuso 
de Reformatorios para los menores, no se hizo igual, no se contó con las menores para 
crearse asimismo Reformatorios de niñas
1735
; este olvido, imperdonable y absurdo, 
                                                             
1732 Cfr. De Ybarra y de la Revilla, G.Mª.: El primer Tribunal… ob. cit., pp. 212-214; también 
citando la obra de Ybarra, Vid. García y García, T.A.: Comentarios… ob. cit., pp. 180 y 181.  
1733 Vid. Cuello Calón, E.: Criminalidad Infantil… ob. cit., pp. 228-231. 
1734 Al respecto, García y García, distinguía dos tipos de internamiento, el educativo para 
corregibles o enmendables; y el correctivo, para los perversos. A raíz de esta clasificación también 
indicaba la necesidad de establecimientos educativos y correctivos, diferenciándolos entre si. Vid. García 
y García, T.A.: Comentarios… ob. cit., pp. 182, y 187. 
1735 Sobre la ausencia de Reformatorios de niñas, Vid. Bugallo Sánchez, J.: Pro Infancia 
delincuente… ob. cit., pp. 85 y ss; donde el autor expone que no existía “ningún verdadero reformatorio 





parece ser que se va subsanando con la creación (…) de ciertas instituciones dedicadas 
exclusivamente a escuelas de reforma para las menores, gracias a las iniciativas del 
Consejo Superior de Protección de Menores, como lo son Matilde Huici y Rafaela 
Jiménez Quesada”1736. 
 
A la escasa definición realizada por las normativas de la época, se le suma la 
pluralidad  de las instituciones auxiliares y de internamiento de menores, asi como la 
falta de nuevas instalaciones y edificaciones de las mismas, por lo que nuestro 
panorama en cuanto a infraestructuras de encierro y protección aún estaba muy lejos de 
cumplir las expectativas de corrección y enmienda del menor delincuente.  
 
Acerca de la problemática de las Instituciones auxiliares de los Tribunales 
Tutelares, debemos rescatar de la oscuridad, la Ponencia del Hermano de la Logia 
“Verdad”, Diego Vicente Tejera y García, quien ya en 1925, realizaba un análisis 
crítico de la cuestión del Reformatorio: 
 
                                                                                                                                                                                  
de niñas, más que el de Madrid, si es que a éste se le puede llamar hoy reformatorio, pues ésta en periodo 
de formación o, mejor diría aún, de transformación. 
Fue instalado primero en el edificio que la comunidad religiosa, conocida por las Oblatas, tenia en 
la calle de Canarias, número 3. Para ello se construyó en uno de los patios, sobre grandes pilares, otro 
cuerpo de edificio que constaba de un pabellón dormitorio, con veinte camas, una clase para la 
instrucción de las corrigendas y retretes. 
(…) 
Después de 1930, dicha Comunidad adquirió en Carabanchel Alto, una finca que perteneció a la 
condesa de Montijo y en ella instaló ya el Reformatorio, dividiendo las niñas en dos secciones; una de 
observación y otra de reforma, llegando a reunirse en él unas noventa educandas. 
Dispone el Reformatorio de talleres de modista, tapicería de nudo, planchado, bordado, corte y 
confección… 
En  Barcelona, aunque no disponen, en realidad, de un reformatorio de niñas cuentan con dos 
instuciones que en parte pueden, mejor o peor, sustituirlo, y son la llamada Casa de Trabajo y la Granja. 
En la primera, las niñas, consituyendo una familia, están bajo la vigilancia de una directora casada, 
que habita en el mismo edificio, con su esposo. 
En la Casa, hay establecidos algúnos talleres que trabajan para fuera de ella, pudiendo las 
corrigendas salir, si bien nunca solas. 
La Granja es una institución basada en el sistema de Elberfeld y destinada especialmente a las 
niñas procedentes del medio rural. Las educandas, divididas en pequeños grupos, o familias, cada una de 
éstas con su pabellón independiente, se dedican a trabajos agrícolas, cría de animales domésticos, y 
aprendizaje de las industrias derivadas de la agricultura y la ganadería”. Se trata, como puede apreciarse 
por el tenor de la descripción de Bugallo, de Escuelas industriales y agrícolas semejantes a las 
establecidas en Europa para los menores infractores, que tuvieron, como ya hemos mencionado, poca 
difusión en nuestro país, pero que, sin embargo, parecían ser más adecuadas al papel de la mujer de la 
época, normalmente encargada de la administración de las tareas y labores domésticas. 
1736 Cfr. Gómez Mesa, A.: Los Tribunales tutelares... ob. cit., pp. 62 y 63. 





“El verdadero problema creemos que esta en los Reformatorios, en los lugares donde los niños 
sean recluidos para tratar por todos los medios de convertirlos en ciudadanos útiles a su país. Es pues 
necesario que abordemos de lleno este estudio, no instaurando reformatorios asilados como ha sucedido 
en casi todos los países, sino reformatorios que obedezcan a un sistema para que exista una uniformidad 
en todo el territorio nacional…”1737. 
 
El problema de la uniformidad, de la falta de cuidado del legislador a la hora de 
establecer una pautas, a modo de “modelo”, de las instituciones de internamiento de 
menores, fue de este modo puesto de manifiesto por el cubano Tejera y García, en un 
discurso, además, que por su propio título, no puede datarse sino como de visionario. 
De este modo, Tejera y García realiza una posible división y clasificación de los 
distintos tipos de Reformatorio, atendiendo a la población de internos menores que 
serán recluidos en ellos: “a) niños anormales; b) niños vagabundos, c) niños 
criminales; d) niños pervertidos moralmente”1738. En este sentido, puede decirse que 
Tejera y García se percató de la necesidad de especialización del centro de menores, 
separando los centros para menores criminales de los terapéuticos y los de protección, 
separando también a hembras y varones. 
 
En su propuesta, el autor distingue las características específicas del Reformatorio 
para el internamiento de los menores delincuentes de un modo que recoge, en gran 
                                                             
1737 Cfr. Tejera y García, D.V.: Derecho Penal de los Menores, conferencia pronunciada el día 6 de 
julio de 1925. Imprenta “La Pluma de Oro”, Matanzas, 1925, p. 13. 
1738 Según escribe Tejera y García: “El grupo a) comprende, los enfermos mentales, epilépticos, 
retardados, invertidos, degenerados, imbéciles, sordo-mudos, histéricas, etc. Necesitan tratamientos 
terapéuticos especiales. 
El grupo b) comprende a los niños de ambos sexos que viven en las calles y campos, unos 
vendiendo periódicos, otros de limosneros, otros jugando en las calles, todos llenos de las malas 
costumbres que la educación callejera produce. Necesitan educación disciplinaria especial. 
El grupo c) está compuesto de niños de ambos sexos que han cometido delitos de todas clases. 
Excluimos la clasificación de reincidentes, porque con los Reformatorios no puede existir y porque si sus 
hechos se deben a educaciones defectuosas o pueden ser responsables de los nuevos hechos más 
agravados cuando todavía no se han hecho desaparecer las causas, dándoles la educación de que carecen. 
Necesitan una educación psicológica especial. 
El grupo d) se compone de niños libidinosos, onanistas, exhibicionistas, pederastas activos, 
prostitutas, lésbicas, culilingües, jugadores malévolos, de pasiones mezquinas, crueles, etc. Necesitan una 
educación disciplinaria y psicológica especial”. Cfr. Tejera y García, D.V.: Derecho penal de los 
menores... ob. cit., pp. 17 y 18. Esta clasificación también puede ser encontrada, de un modo muy similar, 
en Ferri, que distinguía, según las condiciones físicas, psicológicas y sociales a los delincuentes juveniles 
en: 1º. No abandonados moralmente; 2º.Moralmente abandonados; 3º. Moralmente pervertidos; 4º. Con 
tendencia persistente al delito; 5º. Enfermos mentales. Vid. Ferri, E.: Principii di Diritto Criminale 
(delinquente e delito). Editrice, Turín, 1928, p. 484. 





medida, las indicaciones de la doctrina humanista y correccional que deseaba excluir al 
menor de la cárcel y que hemos expuesto en nuestro estudio: 
 
“Los niños del grupo c) serán recluidos en un Establecimiento que se creará, donde tendrán 
parques rodeados de murallas, y con vegetación suficiente, para que puedan estar en contacto con la 
naturaleza. Serán sometidos a trabajos útiles que se les enseñará, pero en pequeños grupos, cuidando de 
no permitir camaraderías entre los que no sean de índole análoga, recibirán instrucción y estarán 
sometidos a constantes pláticas morales según sus tendencias, con ejemplos saludables donde el mal 
siempre sea vencido y donde se ensalcen las condiciones de nobleza de los hombres, procurando siempre 
enseñarlos a distinguir entre el bien y el mal. Los educadores se mezclarán entre ellos en sus trabajos y en 
sus juegos y según sus deficiencias psicológicas, procuraran fortalecerlas en el sentido adecuado; seguirán 
sus cambios, provocando en ellos las reacciones contra actos que se les haga de intento, para conocer sus 
cambios e irlos templando para la vida. Sufrirán detenciones que no excederán los 30 días y en caso de 
necesidad aislamiento absoluto. Tendrán sus deportes, sus actos culturales y sus premios. El producto de 
su trabajo se dividirá como en los casos anteriores en dos partes, una para el recluso, y otra para el 
establecimiento. Tendrán también su Republica funcional ya descrita1739. 
Para las niñas del grupo c) se crear un Reformatorio de naturaleza análoga al de los varones, donde 
tendrán sus talleres de oficios propios de su sexo; harán todo el servicio del Reformatorio turnándose en 
grupos, y tendrán todos los elementos, todas las obligaciones y todos los sistemas educativos que tiene el 
Reformatorio análogo de varones. 
Además, se hará una sala de maternidad donde se tendrán los niños menores de tres años que ellas 
hayan tenido antes o después de su ingreso, y se les permitirá a las que los críen darles de mamar durante 
quince minutos cada tres horas a no se que por prescripción facultativa se altere este tiempo. Se enseñará 
a todas las reclusas a manejar esos niños las cuales por turnos los cuidarán mientras las madres 
trabajan”1740. 
 
No llegaron las palabras Tejera y García a España, a pesar de que el autor era 
conocedor de la doctrina de nuestra patria
1741
, en las que se perfilaban temas como los 
espacios abiertos en los centros de internamiento, la separación de los internos y el 
personal educador en conjunto con los objetivos de reeducación del reformatorio. 
 
                                                             
1739 El autor se refiere en este punto a un sistema de gobierno del centro parecido al ya explicado 
en las George Junior Republic, con la siguiente descripción: “En estos Reformatorios habrá una 
República de niños, donde la representación será funcional es decir, cada oficio nombrará un número de 
delegados que formará la cámara y esta elegirá al Presidente el cual libremente nombrará sus Secretarios 
de Despacho. El poder judicial será nombrado por la Cámara”. Cfr. Tejera y García, D.V.: Derecho penal 
de los menores... ob. cit., p. 20. 
1740 Cfr. Tejera y García, D.V.: Derecho penal de los menores... ob. cit., p. 20 y 21. 
1741 En la obra citada, el autor cubano destaca algúnas de las doctrinas de Cuello Calón (pp. 10 y 
11), y Zarandieta Mirabent (p. 6). 





Obras nacionales por el contrario, coparon, con la crítica de quien conoce la 
realidad de los lugares de encierro de los menores, de contenido el régimen y situación 
de los reformatorios españoles. Es el caso de las obras de Bugallo Sánchez quien 
consideraba que, en el lento progreso de la reforma penitenciaria en España, el 




Bugallo Sánchez reconocía la problemática de la delincuencia infantil de nuestro 
país, a comienzos del siglo XX, y la ausencia de régimen y establecimientos adecuados 
de internamiento
1743
, por lo que no duda en sus obras en transmitir palabras de reforma, 
estableciendo una serie de condiciones que debían reunir estos establecimientos, entre 
las que destacamos: 
 
“Una de las necesidades más perentorias es la creación de algunos de estos establecimientos, para 
mujeres y para niños de ambos sexos”. 
 
“Urge que la ley se modifique, disponiendo el internado, en establecimientos especiales, del niño 
expuesto a viciarse o delinquir por inducción, por abandono o por incapacidad de los padres para 
educarle, pero para ello antes hay que contar con estos establecimientos y que no se dé el triste caso de 
que hasta los hijos de los delincuentes, cuando quedan abandonados por ingresar sus padres en las 
prisiones, tengan que ser llevado a los establecimientos benéficos de menores donde no puede 
sometérseles al régimen que necesitan, y en cambio, sirven de contagio a los infelices huérfanos con 
quienes se les mezcla”1744. 
 
Como puede apreciarse, en las palabras de Bugallo se indica la necesidad de 
nuevas construcciones destinadas exclusivamente al internamiento del menor, 
                                                             
1742 Así lo expresa el autor en su obra, con las siguientes palabras textuales: “Mas como el 
progreso camina lentamente, y aún más lentamente, por desdich, en nuestra patria; como nada puede 
hacerse a saltos bruscos, si ha de ser duradero y eficaz, es preciso dar primero un paso, sólo un paso hacia 
delante en la senda de la reforma penal y penitenciaria, y este paso lo constituyen los reformatorios. 
El pensamiento, la finalidad en que se inspiran hoy (1915-1916) estos establecimientos, está 
basado en el principio de ayuda en sustitución de castigo, en el propósito de rehabilitar al delincuente en 
vez de cohibirle por la intimidación; su misión es el desenvolvimiento de las facultades y aptitudes del 
recluso, según sus condiciones y naturaleza, moral, física e intelectual”. Cfr. Bugallo Sánchez, J.: Los 
reformatorios de España… ob. cit., pp. 13 y 14. 
1743 Sobre todo aquellos de carácter público y los dedicados a las niñas, que carecían de una 
institución de reforma separada de los varones. Vid. Bugallo Sánchez, J.: Los reformatorios de España… 
ob. cit., p. 28 y 29. En contraste, podemos encontrar una extensa relación de información acerca de las 
pocas instituciones benéficas y de corte religioso dedicadas al internamiento de niñas infractores, 
principalmente creadas a finales del siglo XIX y principios del XX en Lasala Navarro, G.: “La juventud 
delincuente…” ob. cit., pp.1305-1314.  
1744 Cfr. Bugallo Sánchez, J.: Los reformatorios de España…  ob. cit., pp. 67 y 68. 







, sin que se reutilicen los recursos de otras edificaciones, 
abandonado el concepto de pura beneficencia de los hospicios y el punitivo de las 




En su obra más madura, “Los reformatorios para niños”, anteriormente citada, 
Bugallo Sánchez concluye su desiderátum utópico, transmitiendo las ideas 
correccionales de la filosofía de Dorado Montero, al que sigue fielmente, para dar con la 
formula de establecimiento de internamiento y reforma para menores delincuentes, al 
que dice, debería denominarse educatorio:  
 
“Los acogidos, es preciso que estén distribuidos en pequeños grupos, que hagan vida familiar, de 
muchachos bien alimentados, alegres, activos, a quienes se les enseñe a amar el campo y el taller, porque 
por medio de la educación, el trabajo regular, sobre todo al aire libre, y una alimentación apropiada, cabe 
influir en la nutrición y evolución del cerebro… 
(…) 
Han de estar en estos establecimientos los niños sujetos sólo por el cariño, por el respeto, no por el 
temor y la opresión; es necesario fomentar la reflexión del corrigendo, que se le eduque con paciencia y 
amor, no con el hierro candente del domador que lo reduzca a la obediencia por el miedo; por eso ha de 
huirse de cuanto se parezca al asilo, o a correccional, procurando que, por el contrario, y esto no me 
cansaré de repetirlo, todo sea evocador de la familia, del hogar, nada de celdas de aislamiento o de 
castigo, nada de cerrojos; un régimen de libertad con la debida vigilancia y puerta abierta sin guardias ni 
porteros. 
(…) 
La distribución interior de los edificios, debe ser tal, que a cada recluido correspondan, lo mismo 
en las celdas que en los demás locales, de seis a siete metros cúbicos de aire y, como mínimum, deben de 
tener de altura todas las dependencias y habitaciones, cuatro metros. 
El piso más conveniente es el de portland u otra materia de fácil desinfección, y las paredes 
estucadas o cubiertas de pintura lavable, lo mismo que las puertas y ventanas. 
La luz del sol debe penetrar en todos los departamentos y circular por ellos el aire; la calefacción, 
debe ser a vapor de agua o eléctrica y eléctrico también el alumbrado. 
Habrá cuartos de baño y duchas en número suficiente y, por todas partes, se prodigaran las 
escupideras con líquidos desinfectantes, que se renovarán con frecuencia, prohibiendo a los corrigendos 
                                                             
1745 Vid. Bugallo Sánchez, J.: Los reformatorios de España…  ob. cit., p. 69. 
1746 Vid. Bugallo Sánchez, J.: Pro Infancia delincuente… ob. cit., p. 105; donde el autor expresa 
que la función represora, incluso la correctora, no debe ser la única que estos establecimientos deben 
inculcar al menor: “No debe ser tampoco el reformatorio única y exclusivamente una institución que se 
concentre en corregir al menor, sino un centro protector que, aun después de su salida, vele por él y le 
preste consejo, amparo, ayuda en las contrariedades y desgracias de la vida”. 





escupir en el suelo; se instalará un wáter, con ventilación suficiente, para cada veinte individuos, y se 
practicará a menudo su desinfección”1747.  
 
En cuanto al régimen de los reformatorios, Bugallo se muestra a favor de la 
desmilitarización de los sistemas de reforma de menores, que habían imperado en 
nuestra legislación penitenciaria de presidios, eminentemente marcial. En la misma 
línea de pensamiento que la escuela positivo-correccionalista, explica que este régimen 
de disciplina debe ser sustituido por uno de carácter educativo, moral y variado, 




Más adelante en el tiempo, en plena época franquista, con motivo de la 
armonización y sistematización de la legislación de menores con el nuevo Código penal 
de 1944
1749
, se aprueba por Decreto, de 11 de junio, de 1948 la refundición del texto de 
la Ley de Tribunales Tutelares de Menores, junto con una ordenación de la legislación 
de protección de menores, aprobada por Decreto, de 2 de julio, de 1948. Estos objetivos 
reorganizadores a duras penas se consiguieron, pues como afirma Giménez i Colomer, 
“la total redacción de la ley se encuentra dominada por un criterio paternalista y 
moralizante propio de la época en que se promulgó, adoleciendo, por lo demás, de 
graves lagunas, contradicciones e incoherencias que resultan inadmisibles en cualquier 
regulación jurídica”1750. 
 
En la nueva refundición del texto legal no se producen grandes cambios en 
materia de internamiento de menores
1751
, siendo el artículo 17 de un tenor idéntico al de 
                                                             
1747 Cfr. Bugallo Sánchez, J.: Pro Infancia delincuente… ob. cit., pp. 91-94. 
1748 Vid. Bugallo Sánchez, J.: Pro Infancia delincuente… ob. cit., pp. 99 y ss. 
1749 Vid. Tribunales Tutelares de Menores: Ley de Tribunales Tutelares de Menores, Reglamento 
para su ejecución y Estatuto de la Unión Nacional de dichos Tribunales. Texto refundido aprobado por 
Decreto de 11 de junio de 1948 y Legislación sobre Protección de Menores, texto refundido aprobado por 
Decreto de 2 de junio de 1948, Bayer Hnos. y Cia., Barcelona, 1948, Nota Preliminar, p. 3. El primero de 
los textos legales, el Decreto de 11 de junio, indica en su Exposición motivadora los siguientes 
argumentos a favor de la refundición del texto legal de Tribunales Tutelares de Menores: “La diversidad 
de disposiciones que en la actualidad regulan el funcionamiento de los organismos jurisdiccionales 
encargados de enjuiciar y sancionar las infracciones punibles cometidas por los menores de dieciséis 
años, recomiendan proceder a su sistematización al propio tiempo que a armonizar dicha legislación 
especial con los preceptos del nuevo Código Penal del año mil nocievientos cuarenta y cuatro, que 
castiga las faltas cometidas contra los menores”.  
1750 Cfr. Giménez i Colomer, E.: Delincuencia juvenil… ob. cit., p. 27. 
1751 Tal y como exponem Giménez-Salinas i Colomer, E.: “La nueva ley de justicia juvenil en 
España: un reto para el 2000”, en Giménez-Salinas i Colomer, E. (Dir.): Legislación de menores en el 
siglo XXI: Análisis de Derecho comparado, Estudios de Derecho judicial 18, CGPJ, Madrid, 1999, p. 







. En lo referente a las instituciones auxiliares de los Tribunales, 
tampoco se producen nuevos adelantos: sigue haciéndose referencia a los 
Establecimientos benéficos y otras entidades con cofinanciación de los padres de los 
menores
1753
, y a la responsabilidad de los Ayuntamientos y Diputaciones a la hora de 
hacerse cargo de los menores en “sus propios Establecimientos benéficos, o 
concertando, mediante abono de pensión, con entidades protectoras legalmente 
autorizadas o con familias honradas de la Junta de Protección de Menores que el mismo 
Municipio les proporcione”1754.  
 
En cuanto a la clasificación y definición de las instituciones de internamiento, el 
Reglamento de la Ley de Tribunales Tutelares de Menores de 1948, dispone lo 
siguiente: 
 
“Los Establecimientos auxiliares de los Tribunales Tutelares de Menores pueden ser de dos 
clases: técnicos o de mera guarda y custodia. Los Establecimientos técnicos podrán ser: de observación 
o de reforma, y estos últimos, de reforma de tipo educativo, de reforma de tipo correctivo, de tratamiento 
especial para menores anormales y de semilibertad”1755. 
 
Por lo tanto, tampoco se observa ningún cambio en la redacción y tendencia en la 
normativa de 1948, si bien se advierte, en cuanto a materia de titularidad que “los 
Establecimientos que no dependan directamente del Tribunal celebrarán en el concierto, 
de los cuales se dará conocimiento al Consejo Superior”1756.  
 
                                                                                                                                                                                  
102; y, más recientemente, Serrano Tárraga, los Tribunales seguían manteniendo las mismas funciones 
destacadas en la anterior formulación de 1940: 
“Reformadora, que se ejercía sobre los menores de dieciséis años que hubieran cometido hechos 
constitutivos de infracción penal, delitos o faltas tipificados en las leyes provinciales o municipales, y los 
casos de menores prostituidos, licenciosos, vagos y vagabundos, a los que se imponían medidas tutelares. 
Represiva, sobre los mayores de dieciséis años autores de las faltas comprendidas en el artículo 
584 del Código Penal. 
Protectora,sobre los menores de dieciséis años, contra el indigno ejercicio del derecho a la 
guarda y educación”. Cfr. Serrano Tárraga, Mª.D.: “Legislación penal de menores…” ob. cit., p. 289. 
1752 Vid. Ley de Tribunales Tutelares de Menores de 1948, Artículo 17. 4ª y 5ª. 
1753 Vid. Ley de Tribunales Tutelares de Menores de 1948, Artículo 25. 
1754 Cfr. Ley de Tribunales Tutelares de Menores de 1948, Artículo 26. 
1755 Cfr. Reglamento para la ejecución de la Ley de Tribunales Tutelares de Menores de 1948, 
Artículo 125. 
1756 Cfr. Reglamento para la ejecución… Artículo 132. 





Por último, como ya hemos expuesto, se reorganiza
1757
 en nuestro país una 
congregación de Tribunales Tutelares de Menores, la Unión Nacional de Tribunales 
Tutelares de Menores, para “establecer vínculos de unión entre los distintos Tribunales 
de esta índole en aras del interés por cada especie de cuestiones relativas a la misión que 
les está confiada en orden a la protección y reforma de los menores”1758. Las 









2º. Prestarse mutuo y cordial apoyo en cuantas informaciones y diligencias 
contribuyan a la tramitación de los expedientes en que deba conocer más de un 
Tribunal. 
3º. Cooperar, mediante la difusión oral y escrita de las instituciones 
complementarias de los Tribunales Tutelares y de los principios de la pedagogía 
correccional. 
4º. Responder a las consultas que le dirija el Consejo Superior de Protección de 
Menores y darle cuenta de sus estudios y deliberaciones. 
 
2.5.9. Una institución preventivo-educativa: Las Escuelas del Ave María de 
Granada. 
 
A pesar de la hegemonía legislativa de los Tribunales tutelares en las cuestiones 
relativas al encierro de los menores delincuentes, las instituciones auxiliares privadas 
continuaban siendo las principales receptoras de la ejecución en materia de protección e 
                                                             
1757 La Unión Nacional de Tribunales Tutelares de Menores existía previamente, desde 1930. Sus 
antecedentes pueden ser encontrados, siguiendo la obra de Tomás Roca Chust, en el Circulo de Estudios 
para Presidentes, Vocales y Secretarios de Tribunales Tutelares de Menores. La Unión fue posteriormente 
reorganizada por Orden Ministerial de 24 de marzo de 1939 hasta la redacción de sus Estatutos en 1948. 
Vid. Roca, T.: Historia de la obra… ob. cit., pp. 594 y ss.; el mismo: La obra de protección… ob. cit., pp. 
7-11. 
1758 Cfr. Estatuto de la Unión Nacional de Tribunales Tutelares de Menores, Artículo 1. 
1759 Vid. Estatuto de la Unión Nacional de Tribunales… cit., Artículo 2. 
1760 Para poder realizar estos estudios, su difusión y publicación, la Unión Nacional de Tribunales 
Tutelares de Menores realizó su propia revista recogiendo la legislación de protección de menores: Vid. 
Unión Nacional de Tribunales Tutelares de Menores: Guia de la Jurisdicción de Menores en España. S/E, 
Ávila, 1966. 





internamiento infantil. Un ejemplo coetáneo al desarrollo de los establecimientos de 
apoyo de la nueva jurisdicción de menores son las llamadas Escuelas del Ave María, 
que vinieron a suplir las carencias estructurales de una legislación prolija sobre el papel 
pero carente de recursos en la realidad.  
 
El sacerdote y Catedrático de Derecho Canónico de la Universidad Literaria de 
Granada, el padre Andrés Manjón, funda en 1889 la primera Escuela del Ave María en 
Granada impulsado por el caótico estado en el que se encontraba la enseñanza de la 
época y por el sentimiento paternalista frente a los menores en situación de desamparo 
que abundaban en aquel entonces
1761
. El comienzo de esta institución fue narrado por el 
propio Andrés Majón, en su obra el Pensamiento del Ave-María, recogida por De 
Cossio, en su artículo sobre la Colonia del Ave-María, como sigue: 
 
“Cierto dia bajaba del Sacro-Monte sobre mi burra blanca á dar mi clase en la Universidad, cuando 
oí, sorprendido, canturrear la doctrina cristiana en una cueva que caía sobre el camino y me dio un salto el 
corazón; descendí de la burra, trepé por las veredas y hallé en una cueva á una mujer pequeña y vulgar, 
rodeada de diez chiquillas, algunas de las cuales era gitana. Entonces me avergoncé de no haber hecho 
siquiera lo que aquella pobre mujer, salida del Hospicio, estaba haciendo, porque es de advertir, que la 
Maestra Migas (asi la llamaban los ilustrados vecinos), era una exhospiciana”1762.  
 
Conmovido por la pobreza y el estado de analfabetismo de los menores, sobre 
todo de etnia gitana
1763
, el eclesiástico, tras colaborar en la manutención de una maestra 
salida de los anteriores Hospicios y que impartía clases a estos niños en algunas de las 
cuevas cercanas a la Abadía del Sacro-Monte, compró una casa de campo con huerta y 
jardín de recreo y la reconvirtió en lo que, más tarde, sería la primera institución 




                                                             
1761 Vid. Canes Garrido, F.: “Las Escuelas del Ave María: una institución renovadora a finales del 
siglo XIX”, en Revista Complutense de Educación, Volúmen 10, Número 2, Madrid, 1999, p. 150. 
1762 Cfr. De Cossio y Gómez-Acebo, M.: D. Andrés Manjón. La Colonia del Ave-María. Eduardo 
Arias, Madrid, 1907, p. 6; también publicado en Revista Penitenciaria, Año IV, Tomo IV, Eduardo Arias, 
Madrid, 1907, pp. 129-143.     
1763 Vid. Roldán Barbero, H.: Historia… ob. cit., p. 136. 
1764 Vid. Canes Garrido, F.: “Las Escuelas…” ob. cit. p. 151. 





En esta institución se lleva a cabo una labor educadora de los menores
1765
, dirigida 
por maestros titulados y con la misión de lograr que los menores puedan adaptarse al 
medio social, aprendan habilidades sociales y se formen en la cultura. De este modo, “la 
obra de Manjón encierra en sí, además de un nuevo método pedagógico de enseñanza 
basada en los puros principios de la religión cristiana, la resolución de un problema que 
pudiéramos llamar social, puesto que, gracias a su fundador, reciben enseñanza multitud 
de gitanillos que de otra suerte seguirían el camino de sus progenitores”1766. Se trataba, 
por lo tanto, a efectos de nuestro estudio, de una institución puramente educativo-
preventiva, y no de corrección o penal. Para ello, el padre Manjón utilizó un método 
exclusivamente didáctico y basado en actividades de diversión y juego
1767
, un 
antecedente de los actuales métodos pedagógicos utilizados por los educadores de los 
centros, y que supone una innovación respecto de la enseñanza en los talleres de oficios, 
más comunes en los establecimientos penales de la época. La labor educativa de la 
institución puede resumirse en el pensamiento de su fundador: “la educación tiende á 
conseguir la dicha temporal y eterna al educando”1768, retirándole, de este modo, del 
crimen y la mendicidad. 
 
 Pronto, la labor de Manjón fue atrayendo un mayor número de menores, hasta el 
punto de que la Escuela original paso a ser un centro mixto, que albergaba, en su primer 
año de existencia, hasta un total de 200 alumnos, comprendidos en edades desde los tres 
a los dieciocho años
1769




Aunque el establecimiento tenía un claro tinte proteccionista para menores en 
situación de desigualdad social, también acudían a él los menores delincuentes. El 
tratamiento de menores delincuentes parecía encontrarse de nuevo en manos de las 
                                                             
1765 Vid. De Cossio y Gómez-Acebo, M.: D. Andrés Manjón… ob. cit., p. 9; según el autor “la 
especialidad del sistema empleado por el P. Manjón está en educar en el campo, en enseñar gratis, 
especialmente á los pobres, y hacerlo jugando y moviéndose, educandoen humano, libre, español y 
cristiano”. 
1766 Cfr. De Cossio y Gómez-Acebo, M.: D. Andrés Manjón… ob. cit., p. 8. 
1767 Entre los métodos usados por el clérigo se encontraba el aprendizaje por estampas, grabados 
que representaban diferentes escenas y que fomentaban la imaginación y memorización de los conceptos. 
A estos métodos se unen los de aprender a través de los juegos, que se conjuga con el aleccionamiento en 
la Doctrina cristiana y la educación primaria. Cfr. De Cossio y Gómez-Acebo, M.: D. Andrés Manjón… 
ob. cit., pp. 10 y 11. 
1768 Cfr. De Cossio y Gómez-Acebo, M.: D. Andrés Manjón… ob. cit., p. 19. 
1769 Vid. De Cossio y Gómez-Acebo, M.: D. Andrés Manjón… ob. cit., p. 14. 
1770 Vid. Canes Garrido, F.: “Las Escuelas…” ob. cit. pp. 152 y 153. 





instituciones religiosas, como ya había ocurrido en el pasado, sin embargo, en esta 
ocasión bajo un régimen puramente educativo de estructura escolar. 
 
El éxito que la Escuela de Granada cosechó, granjeo su extensión por toda la 
geografía española, como bien reproduce Roldán Barbero, al decir que “desde las 
Vascongadas, Navarra y Aragón llegaron a Granada filántropos deseosos de reproducir 
en sus lugares de origen estas escuelas para la marginación”1771. 
 
Aquí se muestra, al igual que ocurría con los antiguos Hospicios de Roma y 
Florencia o en los Toribios de Sevilla, que la iniciativa privada en cuanto a las 
instituciones de protección e internamiento de menores cubren un marco histórico 
amplio, llegando hasta nuestros días en la forma de entidades sin ánimo de lucro en 
aquellos centros de menores en los que existe una gestión mixta, o incluso puramente 
privada. 
 
2.5.10. Los Códigos Penales del siglo XX. 
 
Asciende al trono español Alfonso XIII, en España se asienta nuevamente la 
monarquía. No obstante, las aguas de la inestabilidad social y política no se calman
1772
. 
Nuevamente, es el cuerpo militar el que intenta restablecer el orden y someter a la 
población a un periodo de calma, formulando una concepción del estado basada en la 
disciplina, los valores tradicionales y el mantenimiento del status quo: la Dictadura 
militar. 
 
Como podría esperarse, el resultado fue una normativa penal caracterizada por la 
represión contra las ideas contrarias al régimen político militar en el poder: la supresión 
de los Partidos políticos y la consolidación de un estado autoritario. En resumen, tal y 
como narran Barja de Quiroga, Rodríguez Ramos y Gordezuela López, “el Régimen 
                                                             
1771 Vid. Roldán Barbero, H.: Historia… ob. y loc. cit. 
1772 Cfr. López Barga de Quiroga, J., Rodríguez Ramos, L. y Ruíz de Gordejuela López, L.: 
Códigos penales… ob. cit., p. 665; los autores realizan un excelente resumen de las circunstancias de la 
época que abarca el tiempo entre la Dictadura y el restablecimiento de la República: “el año 1923 se 
presenta ya caótico, las huelgas (desde las ferroviarias en 1917, se han producido más de tres mil en todo 
el país), asesinatos, exagerada represión en algúnos casos y sobre todo la inconsciencia o debilidad de los 
sucesivos gobiernos, doce en los últimos cinco años (…) generan una situación favorable a la formación 
de un gobierno fuerte, capaz de enfrentarse y poner fin a tan caótico estado”. 





dictatorial implantado en España por el General Primo de Rivera en 1923, determinó la 
promulgación de diversas disposiciones penales –leyes especiales y complementarias- 
dirigidas a la inmediata adecuación de la legislación penal vigente a la nueva 
concepción política autoritaria”1773, que darán como resultado final la aprobación del 
nuevo Código penal, por Real decreto ley, de 8 de septiembre, de 1928. 
 
El nuevo Código traerá muchas novedades en materia de menores y jóvenes 
infractores, que se pondrán de manifiesto ya desde su Exposición de Motivos, donde se 
aboga, desde el principio, por una mayor individualización de las penas, y desea 
“fomentar la jurisdicción de los Tribunales tutelares para niños”1774. 
 
Pero lo más importante para nuestro estudio es la relegación al olvido del criterio 
de discernimiento
1775
, que tradicionalmente había sido el protagonista en nuestra 
legislación penal para los menores delincuentes, que pasa a ser sustituido por un criterio 
de inimputabilidad penal
1776
 basado en un criterio biológico
1777
. A partir de este punto, 
y hasta la promulgación de la LORRPM, deberemos referirnos exclusivamente a los 
jóvenes (dieseis-dieciocho años) en cuanto a materia penal, quedando los menores 
(menores de dieseis años) bajo la jurisdicción estrictamente tutelar-social
1778. “En 
conclusión -como escribiera en 1934 Gómez Mesa-, el Derecho penal ya no existe para 
el menor delincuente o inadaptado, ya que ha sido sustraído del mismo para llevarlo a 
otro Derecho: a una jurisdicción especial”1779, la de los Tribunales Tutelares de 
                                                             
1773 Cfr. López Barga de Quiroga, J., Rodríguez Ramos, L. y Ruíz de Gordejuela López, L.: 
Códigos penales… ob. cit., p. 666. 
1774 Cfr. Real decreto-ley, de 8 de septiembre, de 1928, publicando el Código Penal, Exposición de 
Motivos, (Ed. 1928, Madrid, p. XI). 
1775 Concepto que había recibido numerosas críticas por parte de la doctrina, tal y como hemos 
expuesto en nuestro estudio, y que, problamente, como asegura Cuello Calón en 1920, ya se encontraba 
abandonado con anterioridad. Vid. Cuello Calón, E.: Penología… ob. cit., p. 310. Más recientemente, Vid. 
Ventas Sastre, R.: “Artículo 19”, en Cobo del Rosal, M. (Dir.): Comentarios al Código penal. Tomo II, 
Artículos 19 al 23. Edersa, Madrid, 1999, p. 77.  
1776 Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p. 30. 
1777 Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría de edad penal y derecho penal juvenil. Comares, 
Granada, 1998, p. 75; en el mismo sentido, Vid. Martín López, Mª.T.: “Consideraciones sobre la 
delincuencia de menores”, en Martín López, Mª.T. (coord.): Justicia con menores, menores infractores y 
menores victimas. Universidad de Castilla-La Mancha, Cuenca, 2000, p. 115; en el mismo sentido, 
Serrano Tárraga, Mª.D.: “Legislación penal de menores…” ob. cit., p. 281. Sobre el criterio biológico 
puro, Vid. Higuera Guimerá, J.F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 137 y ss. 
1778 Vid. Cuello Calón, E.: Derecho Penal. Tomo I, 16ª Ed., Volúmen 2, Bosch, Barcelona, 1971,p. 
464 y ss. 
1779 Cfr. Gómez Mesa, A.: Los Tribunales tutelares... ob. cit., p. 25.  





Menores. Comienza, de manera oficial, con el Código de 1928, el monopolio del 
Derecho penal juvenil, del estudio de la ejecución penal para los post-adolescentes. 
 
“Es irresponsable el menor de dieciséis años. El presunto responsable en cualquier concepto de 
una infracción criminal de las definidas en este Código o en leyes especiales, que no haya cumplido 
dieciséis años, será sometido a la jurisdicción especial del competente Tribunal tutelar para niños. Pero 
mientras exista algún territorio al que no alcance la jurisdicción de los Tribunales tutelares, se aplicará 
lo que se preceptúa en el art. 855”1780. 
 
Se mantiene la atenuante de menor edad, aplicable a la franja de edad 
comprendida entre los dieciséis y los dieciocho años
1781
, imponiéndoseles a estos 




Sin embargo, este atisbo de transición del régimen tutelar establecido a un modelo 
menos rígido, contrasta severamente con las disposiciones que este mismo Código 
establecía para aquellas provincias donde aún no existían Tribunales Tutelares, en las 
que imponía la vuelta de un régimen que había estado presente en las disposiciones del 
siglo anterior
1783
. Así, como garantía, debido a la poca proliferación que los Tribunales 
de Menores habían tenido hasta la fecha, se estableció en el Código de 1928 la siguiente 
disposición transitoria, que recupera la normativa de 1970 y 1925, si bien desarrollando 
algunos de los puntos, tales como la reincidencia del menor y la cuestión referente a sus 
antecedentes penales: 
 
“En las provincias del Reino en que no existan aún Tribunales tutelares para niños y mientras 
estos organismos no se establezcan en ellas, se aplicarán las siguientes reglas: 
a) Están exentos de responsabilidad: 
1º. Los menores de nueve años. Cuando éstos ejecutaren un hecho calificado por la ley de delito o 
falta, serán entregados a su familia con encargo de vigilarlos y educarlos. 
2º. Los mayores de nueve años y menores de dieciséis, a no ser que hayan obrado con 
discernimiento. El Tribunal sentenciador hará declaración expresa  sobre este punto para imponer las 
penas o declararles irresponsables. 
                                                             
1780 Cfr. Real decreto-ley, de 8 de septiembre, de 1928… cit., Artículo 56. 
1781 Vid. Real decreto-ley, de 8 de septiembre, de 1928… cit., Artículo 65; que dispone que “las 
condiciones personales del delincuente que atenúan la responsabilidad son: (…) 5ª. Ser el agente, al 
cometer la infracción, mayor de dieciséis y menor de dieciocho años”. 
1782 Vid. Real decreto-ley, de 8 de septiembre, de 1928… cit., Artículo 154. 
1783 Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. y loc. cit. 





b) Los menores comprendidos entre las expresadas edades, acusados por delitos o faltas 
cometidos en territorio al cual alcance la jurisdicción de algún Tribunal tutelar para niños, no podrán 
ser sometidos a otros procedimientos ni sanciones que los autorizados por la ley y Reglamento 
reguladores de dichos Tribunales tutelares. 
c) Cuando al lugar donde se cometió el delito o falta no alcance la jurisdicción de ningún 
Tribunal tutelar para niños, el mayor de nueve años y menor de dieciséis responsable de la infracción, 
será juzgado conforme a los preceptos de la ley de Enjuiciamiento criminal y le serán aplicados los del 
Código o de la ley penal que corresponda; pero durante el proceso no sufrirá en ningún caso prisión 
preventiva en los establecimientos destinados a este fin, si bien el Juez instructor podrá acordar su 
reclusión provisional en asilos o establecimientos destinados al cuidado de la infancia, cuya designación 
facilitaran los Alcaldes, a cargo de los Ayuntamientos respectivos; y cuando recaiga sentencia 
condenatoria, el Tribunal sentenciador otorgará siempre el beneficio de suspensión de condena por un 
año, transcurrido el cual sin que el reo haya delinquido de nuevo, considerará remitida la condena. La 
suspensión de condena se otorgará a los menores de dieciséis años, aunque tuvieran pendientes otras, y 
el fallo o fallos en suspenso sólo serán ejecutados cuando el reo delinquiera de nuevo después de cumplir 
los dieciséis años y corriendo el plazo de la suspensión. 
Durante el periodo de suspensión de la condena, el Tribunal sentenciador podrá someter a estos 
menores, en lo posible, a las medidas protectoras contenidas en la regulación de los Tribunales tutelares 
para niños. 
d) En ningún caso se estimará la circunstancia agravante de reincidencia cuando el reo haya 
delinquido antes de cumplir dieciséis años; y nunca podrán ser apreciadas como determinantes de 
reincidencia, cuando se trate de reos mayores de dieciséis años, las condenas que les hayan sido 
impuestas por delitos cometidos antes de cumplir dicha edad. 
e) Las condenas por delitos cometidos antes de cumplir dieciséis años no impedirán la concesión 
a los reos a quienes les hubieren sido otorgados los beneficios de la suspensión de la condena, la 
primera vez que sean condenados por delito cometido después de cumplir dicha edad. 
f) Los Jueces y Tribunales no remitirán al Registro central de antecedentes penales para su 
inscripción, testimonio de las condenas impuestas por delitos cometidos cuando los reos no hubieran 
cumplido dieciséis años de edad. 
Cuando los encargados del Registro central de antecedentes penales hayan de certificar los 
relativos a cualquier persona, no lo harán nunca de las condenas impuestas por delitos cometidos siendo 
menor de dieciséis años la persona cuyos antecedentes se certifique. 
La inscripción  de las condenas impuestas a quienes sean menor de dieciséis años en los Registros 
de cada Juzgado o Tribunal, no entrañará otro alcance que el de hacer constar todos los datos de la 
causa necesarios para conocer las circunstancias de esta y para la ejecución del fallo recaído; pero los 
encargados de dichos Registros no certificarán nunca de tales inscripciones, y, si lo hicieran , aparte de 
la responsabilidad en que incurran, las certificaciones expedidas no producirán efecto legal alguno. 
g) En los delitos cometidos por los menores de nueve años y mayores de esta edad y menores de 
dieciséis, la exención de responsabilidad criminal no será extensiva a la civil. 





En estos casos serán responsables civilmente de los hechos ejecutados por el irresponsable los 
que le tengan bajo su potestad o guarda legal, a no probar que no hubo por su parte culpa o negligencia. 
No habiendo persona que le tenga bajo su potestad o guarda legal, o siendo aquella insolvente, 
responderá con sus bienes el mismo menor, en la forma y con las limitaciones relativas a la congrua 
alimenticia establecida por las leyes civiles”1784.  
 
Con la anulación del conservador Código Penal de 1928
1785
, se impidió la vuelta 
de los preceptos tradicionales en materia de menores: 
 
“En orden a la menor edad se rehacen los viejos preceptos, y a todo menor de dieciséis años se le 
somete a las normas de la Ley de Tribunales tutelares de la infancia conforme declara el número 2º del 
art. 8º de nuestra reforma. Por consecuencia, el núm. 3º (se refiere al del Código de 1870) del articulo 
antedicho queda suprimido”1786.  
 
Con el retorno de la República a España, aparece el Código Penal de 1932
1787
, 
que mantenía el mínimo de edad penal en dieciséis años y los Tribunales Tutelares
1788
. 
La diferencia con la anterior normativa se centra en la equiparación entre las provincias 
en las que existía la figura los Tribunales Tutelares, y de aquellas provincias en las que 
no
1789
, estableciéndose que en ese caso el juez instructor aplicaría por igual la Ley, 
ordenando el internamiento de los menores infractores una institución de protección. Se 
                                                             
1784 Cfr. Real decreto-ley, de 8 de septiembre, de 1928… cit., Artículo 855. 
1785 En la Exposición de Motivos del Código penal de 1932 se explica la situación creada tras el 
alzamiento de la II República, con las siguientes palabras: “El Gobierno republicano, apenas exaltado al 
Poder por aclamación pública, cuidóse del restablecimiento de la legalidad punitiva, y el 15 de Abril de 
1931 anulo el Código gubernativo de 1928. El Decreto de 15 de Abril se limitó a esta empresa de 
restitución de la legitiva vigencia del Código de 1870”. Cfr. Ley, de 27 de octubre, de 1932, promulgando 
el Código penal de 1870, reformado según la Ley de Bases de 8 se septiembre. Exposición de Motivos, I.  
1786 Cfr. Ley, de 27 de octubre, de 1932… cit. Exposición de Motivos, V, bajo el curioso título de 
“Humanización y elasticidad del Código”. 
1787 Para conocer las connotaciones especificas de este proceso político de nuestra historia y las 
repercusiones que acarreó para la conformación del nuevo Código penal, Vid. López Barga de Quiroga, 
J., Rodríguez Ramos, L. y Ruíz de Gordejuela López, L.: Códigos penales... ob. cit., pp. 969-971. 
1788 Vid. Ley, de 27 de octubre, de 1932… cit., Artículo 8.2; donde se establece que “están exentos 
de responsabilidad criminal: 
(…) 
2º. El menor de dieciséis años. 
Cuando el menor que no haya cumplido esta edad ejecute un hecho castigado por la Ley, será 
entregado a la jurisdicción especial de los Tribunales Tutelares de Menores.  
En las infracciones perpetradas por menores de dieciséis años en provincias donde no existan aún 
Tribunales Tutelares de Menores, el Juez instructor aplicará la Ley de esa institución ajustándose entodo 
lo posible al procedimiento ordenado en la misma y, caso de considerar necesario el internamiento del 
menor, lo efectuará en algún asilo o establecimiento destinado a la juventud desvalida, teniendo siempre 
en cuenta las condiciones subjetivas del agente y no el alcance jurídico del acto cometido”. 
1789 Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. y loc. cit. 





mantiene la atenuación de la pena hasta los dieciocho años
1790
; la responsabilidad civil 
derivada del delito expuesta en el Código de 1870
1791
; y se dispone una ejecución 
especial en la aplicación de las penas: 
 
“Al mayor de dieciséis años y menor de dieciocho se aplicará siempre, en el grado que 
corresponda, la pena inmediatamente inferior en uno o dos grados a la señalada por la ley”1792. 
  
Se afianza, de este modo, el destierro de los menores del ámbito penal, quedando 
tan solo dentro de la materia punitiva y penitenciaria aquellos individuos infractores de 
edad superior a los dieciséis años. A partir de este momento, la materia penal tan solo 
cubrirá el espectro juvenil (dieciséis-veinticinco años), mientras que los menores 
(nueve-dieciséis años) carecerán de respuesta penal por sus actos delictivos y su 
jurisdicción se encontrará ubicada dentro del marco de las medidas de seguridad, 
amparada por la regulación de los Tribunales Tutelares de Menores
1793
. No obstante, su 
situación institucional particular no cambiará demasiado, estableciéndose tan sólo el 
mandato de enviarlos a instituciones de protección, sin especificar demasiado y 
olvidando la necesaria separación en las mismas de los menores delincuentes. Además 
de estas consideraciones, el Código de 1932 apuesta por la corriente reformadora del 
correccionalismo y los criterios preventivo-especiales
1794
, estableciendo el régimen 
progresivo
1795





Al término de la Segunda Guerra Mundial
1797
, como ha señalado Higuera 
Guimerá, los modelos tutelares entran en crisis y son sustituidos por otros basados en el 
                                                             
1790 Vid. Ley, de 27 de octubre, de 1932… cit., Artículo 9.3. 
1791 Vid. Ley, de 27 de octubre, de 1932… cit., Artículo 20. Primera. 
1792 Vid. Ley, de 27 de octubre, de 1932… cit., Artículo 71. 
1793 De este modo, tal como escribe Antón Oneca, se intenta “llegar a un régimen de equidad que 
permitiera aplicar a todos los menores medidas protectoras”. Cfr. Antón Oneca, J.: Derecho penal… I, ob. 
cit., pp. 285 y 286. 
1794 Vid. Del Rosal Blasco, B.: “Joven delincuente…” ob. cit., p. 1043. 
1795 Vid. Ley, de 27 de octubre, de 1932… cit., Artículo 87. 
1796 Vid. Ley, de 27 de octubre, de 1932… cit., Artículo 95 
1797 Acerca de la influencia del estado de la cuestión internacional en nuestra legislación penal, 
Vid. López Barga de Quiroga, J., Rodríguez Ramos, L. y Ruíz de Gordejuela López, L.: Códigos 
penales… ob. cit., pp. 1171 y 1172. Además de este hecho, también advierte Garrido Guzmán que “a raíz, 
sobre todo de la Segunda Guerra Mundial, como consecuencia de una serie de modificaciones 
experimentadas por nuestra sociedad: crisis de la familia y del principio de autoridad, choques entre las 
viejas y las nuevas concepciones sociales y estructurales, surge en este mundo en constante mutación, 







. Éstos parten de una perspectiva sociológica y con bases 
reeducadoras de los menores infractores, introduciendo sistemas de mediación, 
compensación y reparación del daño causado, siendo la vertiente punitiva la más débil. 




Sin embargo, debido al proceso político de la Dictadura franquista y sus ideales 
basados en el nacional-catolicismo y el poder militar del Estado, en España, el sistema 
tutelar aún habría de ocupar algo más de tiempo en la historia de un Derecho penal que 
continúa, a través de sus Códigos, con una tradición eminentemente paternalista, que 
aleja al menor del campo punitivo y no da unas soluciones concretas ni eficaces al 




Así, con la represión política
1801
 se construye la nueva norma penal del 
franquismo. No obstante, el cariz paternalista, de férrea moral cristiana
1802
 y sentimiento 
caritativo, hicieron que la materia de los menores infractores fuera una de las pocas 
                                                                                                                                                                                  
especialmente en los países occidentalesmás desarrollados o en vías de desarrollo, un fenómeno criminal 
integrado por grupos de jóvenes que recorren un camino de verdadera progresión entre el acto lícito y el 
acto ilícito”. Lo cual resultó según el autor, en un estudio del tratamiento más adecuado para frenar el 
fenómeno, llegándose a la conclusión de que “el mejor método de lucha contra los jóvenes delincuentes 
son las medidas preventivas adecuadas, las medidas represivas son hoy improcedentes”. Cfr. Garrido 
Guzmán, L.: “Algúnos aspectos del tratamiento penitenciario de los jóvenes delincuentes”, en Garrido 
Guzmán, L.: Estudios penales y penitenciarios. Edersa, Madrid, 1988, pp. 55 y 56 (publicado 
originalmente en Cuadernos de política Criminal, Número 5, Edersa, Madrid, 1978). 
1798 Vid. Higuera Guimerá, J. F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 51. 
1799 Vid. Higuera Guimerá, J. F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 53. 
1800 Como ha indicado Vázquez González, el modelo de bienestar o educativo que se implanta en 
Europa, pasó “totalmente inadvertido” en nuestro país. Vid. Vázquez González, C.: “Modelos de 
Justicia…” ob. cit., p. 148. 
1801 Durante estos años se llevará a cabo una política legislativa destinada a rerrocar el antiguo 
aparato logístico de la II República y la intensificación de la represión contra el enemigo político: Ley de 
5 de julio de 1938, restableciendo la pena de muerte; Ley de responsabilidades políticas de febrero de 
1939; la Ley de marzo de 1941 de seguridad del Estado; y también, la Ley de 2 de mayo de rebelión 
militar. Al respecto, Vid. Antón Oneca, J.: Derecho Penal... I, ob. cit., p. 69; en el mismo sentido, Vid. 
López Barga de Quiroga, J., Rodríguez Ramos, L. y Ruíz de Gordejuela López, L.: Códigos penales... ob. 
cit., p. 1173.   
1802 Tal y como han puesto de manifiesto López Barga de Quiroga, J., Rodríguez Ramos, L. y Ruíz 
de Gordejuela López, L., en el Código de 1944, “desde el punto de vista religioso, se defiende únicamente 
la religión católica, frente al sistema anterior que defendía a todas las religiones por igual. El artículo 205 
castiga a “los que ejecuten cualquier clase de actos encaminados a abolir o menoscabar por la fuerza, 
como religión del Estado, la Católica Apostolica Romana”. Los artículos 205 a 212 componen la sección 
3ª que lleva por rubrica: “delitos contra la Religión Católica” y son los preceptos encaminados a proteger 
esta religión, sus dogmas, ritos, ceremonias, lugares sagrados, ministros de culto, etc. En el artículo 239 
se castiga como delito la blasfemia (como falta en el art. 567-1ª)”. Cfr. López Barga de Quiroga, J., 
Rodríguez Ramos, L. y Ruíz de Gordejuela López, L.: Códigos penales… ob. cit., pp. 1176 y 1177.  





excepciones en un Código con “mayor tono de severidad”1803, y continuara con una 
línea especializada. Los Tribunales para niños se mantuvieron como un órgano de 
jurisdicción propia para los menores de dieciséis años, reforzados por su nueva 
disposición legal: La Ley, de 13 de diciembre, de 1940 de Tribunales Tutelares de 
Menores.  
 
Teniendo en cuenta el específico panorama político-social, la promulgación del 
texto penal de 1944 por Decreto, de 23 de diciembre, de 1944, por el que se promulga 
el Texto Refundido del Código penal
1804
, conlleva una nueva ejecución penal, y “desde 
el punto de vista penitenciario, destaca la ampliación de la condena condicional a penas 
privativas de libertad a dos años de duración, la incorporación al Código de la redención 
de penas por el trabajo y la posibilidad de sustituir la pena impuesta, al mayor de 
dieciséis años pero menor de dieciocho años, por el internamiento en una Institución 
especial de reforma por tiempo indeterminado hasta conseguir la corrección del 
culpable; aunque dicha Institución nunca llegó a crearse”1805. 
 
Se tendrá entonces nuevamente por exento de responsabilidad penal al menor de 





“En los casos en que, excepcionalmente, la jurisdicción tutelar declinase su competencia al 
respecto a un mayor de dieciséis años, por entender que por el tiempo transcurrido desde la ejecución 
del hecho, realizado antes de cumplirlos, o por razón de las circunstancias del menor, no ha de ser 
conveniente la adopción de las medidas que pudiera aplicarle, confiará el menor a la Autoridad 
gubernativa, para que ésta adopte las medidas de seguridad que la legislación autorice. 
En las infracciones perpetradas por menores de dieciséis años en provincias donde no existan aún 
Tribunales Tutelares de Menores, el Juez instructor aplicará la Ley de dicha institución ajustándose en 
todo lo posible al procedimiento ordenado de la misma, y, en caso de considerar necesario el 
                                                             
1803 Vid. Antón Oneca, J.: Derecho Penal... I, ob. cit., p. 71. 
1804 Se advierte en el preámbulo del Código penal de 1944, que éste “no es una reforma total, ni 
una obra nueva, sino sólo una edición renovada o actualizada de nuestro viejo Cuerpo de Leyes Penales 
que, en sus sistema fundamental y en muchas de sus definiciones y reglas, data del Código promulgado 
en 19 de marzo de 1848”. 
1805 Cfr. López Barga de Quiroga, J., Rodríguez Ramos, L. y Ruíz de Gordejuela López, L.: 
Códigos penales... ob. cit., p. 1177. 
1806 Cfr. Código penal de 1944, ordenado conforme a los preceptos y orientaciones de la Ley de 
bases de 19 de julio de 1944, edición oficial publicada por el Ministerio de Justicia, Imprenta Talleres 
penitenciarios, Alcalá de Henares, 1944, Artículo. 8.2. 





internamiento del menor, lo efectuará en algún establecimiento adecuado, teniendo siempre en cuenta las 
condiciones subjetivas del agente y no el alcance jurídico del acto cometido”. 
 
La medida de seguridad se convierte, paulatinamente, en la protagonista de la 
ejecución penal en menores y jóvenes infractores. Sus características esenciales son ya 
conocidas en la historia de la legislación penal y de protección del menor infractor: 
indeterminación de la medida y de la duración de la misma
1807
. En cuanto al 
internamiento previsto en un “centro adecuado”, volvía a quedar en el aire la 
especificación de éste, no existiendo en nuestra geografía una institución de estas 
características en el momento de promulgación del Código
1808
.    
 
Se mantienen intactas las atenuantes por razón de la edad y la ejecución especial 
inferior en grado para los infractores menores de dieciocho años, donde se vuelve a 
reiterar la utópica sustitución por el internamiento en una institución especial
1809
. No 
supondrá, en este sentido, muchos cambios la reforma de 1963,  en la que se 
mantendrán los mismos baremos de minoría de edad penal y atenuación de la pena
1810
, 
suprimiéndose, las excepciones de jurisdicción del Tribunal Tutelar de Menores, al 








                                                             
1807 Lo que podría traducirse en una falta de garantías y un atentado contra la seguridad jurídica del 
menor. De este opinión son Cerezo Mir, J.: “Informe sobre el anteproyecto de bases del Libro I del 
Código penal”, en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, Tomo XXV, Fasciculo III, septiembre-
diciembre, Madrid, 1972, p. 788, y Tamarit Sumalla, J.Mª.: “La protección del menor en la propuesta de 
anteproyecto de nuevo Código Penal”, en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, Año XXXVIII, 
Tomo XXXIX, fascículo II, mayo-agosto, Madrid, 1986, p. 491 y notas al pie; en contra de esta posición, 
Díaz Palos, F.: Teoria general de la Imputabilidad. Bosch, Barcelona, 1965, p. 224. Al respecto, 
recogiendo ambas opiniones, Vid. Serrano Tárraga, Mª.D.: “Legislación penal de menores…” ob. cit., p. 
283. 
1808 Lo que hizo que esta medida específica no se aplicará demasiado, Vid, Del Rosal Blasco, B.: 
“Joven delincuente…” ob. cit., p. 1045-1046; en el mismo sentido, Vid. Serrano Tárraga, Mª.D.: 
“Legislación penal de menores…” ob. y loc. cit.   
1809 Vid. Código penal de 1944… cit., Artículos 9.3, y 65. 
1810 Vid. Decreto 691/1963, de 28 de marzo, de 1963, Artículo 8.2, y 9.3. 
1811 Vid. Serrano Tárraga, Mª.D.: “Legislación penal de menores...” ob. cit., p. 284. 





2.5.11. Los Institutos Penitenciarios para Jóvenes: la nueva experiencia 
penitenciaria de Lliria. 
  
Asentado el régimen franquista en España, y abrazados los ideales del nacional-
catolicismo, la nueva política criminal se encuentra fuertemente orientada hacia la 
represión ideológica de los enemigos del Estado
1812
. Los presos políticos, el estadio de 
disciplina militar y el ensalzamiento de los ideales católicos serán las pautas que definan 
el nuevo panorama penitenciario. 
 
Así las cosas, durante de la década de los sesenta se inician una serie de 
propuestas de reforma para los jóvenes delincuentes, intentando evitar la penosa 
situación que los post-adolecentes sufrían en las cárceles. Las nuevas instituciones 
acogerán un modelo fuertemente tutelar, basado en la reforma del menor y dirigidos a la 
recuperación de los valores tradicionales de familia, educación primaria, trabajo y 
moral cristiana
1813
. Los nuevos modelos se encontraban influidos por las construcciones 
y regimenes penitenciarios, hasta el punto de que muchas de ellas no diferían demasiado 
de las estructuras carcelarias, siendo bastante común el tratamiento institucional cerrado 
durante las primeras fases de internamiento en la mayoría de ellos
1814
.  
                                                             
1812 Para conocer la situación socio-política de Valencia durante el franquismo, Vid. Saz, I: El 
franquismo en Valencia: formas de vida y actitudes sociales en la posguerra. Episteme, Valencia, 1999, 
passim. 
1813 Escribe Álvaro de Toca Becerril, por aquel entonces Director del Instituto Penitenciario para 
jóvenes de Lliria, sobre las razones para la implantación de la nueva política criminal y el desarrollo de 
los nuestros establecimientos para jóvenes delincuentes, en estos términos: “La relación directa entre 
mejorías sociales y criminalidad juvenil al perderse los valores tradicionales que venían rigiendo en los 
países en desarrollo, constityó uno de los temas tratados en el III Congreso de las Naciones Unidas sobre 
la prevención del delito (Estocolmo, 1965), y en el IV Congreso recientemente celebrado en Kyoto la 
materia central del programa también ha sido el delito y el desarrollo. Estos medios de corrección no son 
ninguna novedad, sino la herencia de la escuela correccionalista, si bien sometidos a las condiciones 
políticas de la Dictadura. Así, por ejemplo Francisco Murcia Santamaría, en su libro Estudios 
Penitenciarios… ob. cit., p. 56, resume de manera prácticamente idéntica los principios fundamentales de 
la escuela correccional: “los elementos de la pena no pueden ser otros que la instrucción, la educación 
moral y religiosa yel trabajo”, que deben contar con “edificios adecuados al objeto á que se destinen; una 
organización penitenciaria ajustada á estos principios y un personal docente y suficiente para el exacto 
cumplimiento de estos servicios”. 
El tratamiento eficaz de la delincuencia juvenil en los modernos establecimientos de educación es 
un problema complejo que ha puesto en duda y a veces desafiado los esfuerzos de las Administraciones 
penitenciarias a partir del momento en que la protección del joven difícil ha atraído la atención de 
diversos especialistas y de la opinión publica en general”. Cfr. De Toca Becerril, A.: “Una nueva 
experiencia en España en orden al tratamiento de los jóvenes delincuentes”, en Revista de Estudios 
Penitenciarios, Año XXVII, Número 192, enero-marzo, Madrid, 1971, p. 44.  
1814 Vid. Cantarero Bandrés, R.: “Delincuencia juvenil y sociedad en transformación: Derecho 
penal y procesal de menores”, S/E, Madrid, 1988, p. 6. 





El Instituto Penitenciario para Jóvenes de Lliria (Valencia), creado por la Ley de 
24 de diciembre de 1962
1815
, y puesto en funcionamiento por la Orden Ministerial de 22 
de septiembre de 1967
1816
, fue uno de los primeros centros penitenciarios específicos 
para jóvenes delincuentes, de edades comprendidas entre los dieciséis y los veintiún 
años
1817
, que se creaba en la España del siglo XX
1818
, al que siguieron los de Madrid en 
1979, Cáceres II, Ocaña II, y finalmente, Alcalá de Henares II
1819
, Teruel y Lérida. 
Este primer centro especializado, en palabras de Bonnín era “un islote en el océano de 
despropósitos del sistema penitenciario español”1820, y en él se depositaron muchas de 
las esperanzas y buenos propósitos para erradicar la criminalidad juvenil en nuestra 
patria. Para la consecución de estos fines, el Instituto penitenciario de Lliria poseía unas 
características propias, dignas de mención por su semejanza con los más actuales 




Asi, en primer lugar, el régimen del Instituto Penitenciario de Lliria “se 
caracterizaba por una acción educativa intensa en un marco de mínima seguridad por 
medio del tratamiento individualizado”1822. Es decir, se trataba de un centro abierto1823. 
La finalidad de esta apertura es resumida por el que fuera su Capellán y autor de las 
obras que definen con mayor detalle la institución, Izquierdo Moreno, con estas bellas 
                                                             
1815 Vid. De Toca Becerril, A.: “Una nueva experiencia…” ob. cit., p. 48; en el mismo sentido, Vid. 
Fernández Albor, A.: Delincuencia Juvenil. Universidad de Santiago de Compostela, Santiago de 
Compostela, 1973, p. 58. 
1816 Vid. Izquierdo Moreno, C.: Jóvenes en la cárcel, realidad y reinserción social. Ediciones 
Mensajero, Bilbao, 1991, p. 69. 
1817 Vid. Izquierdo Moreno, C.: Jóvenes... ob. cit., p. 78. 
1818 Al respecto, adevertía De Toca Becerril que “la reforma del Reglamento de los Servicios de 
Prisiones (Decreto de 25 de enero de 1968), y que establece en su apartado b) del artículo 51 los 
Establecimientos para jóvenes menores de veintiún años y señala su tratamiento, no ha tenido estado 
legislativo como sería de desear”. Cfr. De Toca Becerril, A.: “Una nueva experiencia...” ob. cit., p. 45. 
1819 Sobre una de las primeras experiencias tratamentales en el centro de Alcalá II, durante el año 
1985, consúltese el artículo de Corrochano, G.: “Sistemas de tratamient integral con jóvenes en régimen 
cerrado”, en Tratamiento penitenciario: su práctica. Primeras jornadas de Tratamiento penitenciario. 
Ministerio de Justicia, Centro de publicaciones de la Escuela de Estudios Penitenciarios, Madrid, 1985, 
pp. 243-245. 
1820 Cfr. Bonnín, P.: Los pobres jueces de la Democracia. Plaza y Janés, Barcelona, 1985, p. 220. 
También  
1821 Vid. Higuera Guimerá, J. F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 155 
1822 Cfr. De Toca Becerril, A.: “Una nueva experiencia...” ob. cit., p. 48. 
1823 Al respecto, debemos poner de manifiesto la evolución del régimen del centro de Lliria, que se 
suavizó desde sus inicios hasta conformar una filosofía de establecimiento abierto, comenzando su labor 
“por un trabajo en pequeños grupos dirigidos por sus educadores, capellán y maestro. Aún siendo centro 
especial de jóvenes pero de régimen cerrado, comenzarón a visitar el centro grupos apostólicos de 
Cursillos de Cristiandad, quienes realizaron actividades de todo tipo, charlas, reuniones de grupo, 
actividades deportivas, musicales, concursos, etc.”. Cfr. Izquierdo Moreno, C.: Jóvenes… ob. cit., p. 64. 
Al respecto, también Vid. Garrido Guzmán, L.: “Algunos aspectos…” ob. cit., p. 77. 





palabras: “la libertad no se educa sin libertad, la libertad no se enseña, se vive, y por eso 
este Centro ha abierto sus puertas tanto a los internos para vivir integrados en la vida 
social como a los ciudadanos para que convivan con los internos en el trabajo de 
formación profesional, en las jornadas formativas durante la semana y, al finalizar el 
trabajo, también en las actividades deportivas”1824. La idea de “educar en libertad”, 
porque “educar es formar hombres libres”1825, será la impulsora del tratamiento de los 
jóvenes del establecimiento. El concepto de prevención será el pilar fundamental en 
Lliria, tal y como expone Calvo García: 
 
“Advertir las causas, los porqués, los peligros. Eliminar las ocasiones. Enseñar las ventajas. Y 
hacer que las quieran. Si no con sentido moral, o baremos de valores, si, al menos, con sentido utilitario. 
Esto es posible en todas nuestras prisiones. Más, sobre todo, en las de tipo abierto, en los Destacamentos, 
en Liria, en todas las LIRIAS QUE DEBEN CREARSE, ya que toda nuestra actuación -¡ya es un éxito!- 
a proyectar permanentemente los programas que definen Liria”1826.  
 
En este sentido, el centro de Lliria, se configura como un establecimiento de 
mínima seguridad, donde las características esenciales serán las propias de un centro 
abierto: ausencia de dispositivos de vigilancia y aumento en la confianza de los 
internos
1827
, potenciando el auto-gobierno en la institución
1828
. Se fomentan, por lo 
tanto, las relaciones inter y extra muros
1829
, inculcando al interno, además de la 
formación educativa y religiosa, una formación cívico-social, consistente en “capacitar 
                                                             
1824 Cfr. Izquierdo Moreno, C.: Jóvenes… ob. cit., p. 67.  
1825 Concepto tomado de la obra del Licenciado en Filosofía y Letras de la Sección de Pedagogía 
del Cuerpo Especial de Instituciones Penitenciarias, Calvo García, J.: “Libertad y Educación. El 
problema de la libertad humana en una pedagogía penitenciaria”, en Revista de Estudios Penitenciarios, 
Año XXV, Número 187, octubre-diciembre, Madrid, 1969, p.701; en el mismo sentido, Cfr. Izquierdo 
Moreno, C.: Jóvenes… ob. cit., p. 63. 
1826 Cfr. Calvo García, J.: “Libertad y educación…” ob. cit., p. 689. 
1827 Vid. Izquierdo Moreno, C.: Jóvenes… ob. cit., pp. 67 y 69. 
1828 Como uno de los puntos cardinales del régimen del centro de Lliria, De Toca Becerril explica 
la participación de los jóvenes internos en la organización de la vida institucional, de modo similar, pero 
atemperado, a las instituciones norteamericas de las republicas de jóvenes: “Sin caer en los excesos de 
ciertas modalidades de autogobierno, que generalmente no aportan más que dificultades al desarrollo 
normal del tratamiento es de gran valor formativo y socializador para los jóvenes unir a la forma de 
confianza y de disciplina interna de la Institución, características de la misma, la responsabilidad de 
acción personal y directa de los muchachos y el buen uso de su libertad en la organización y desarrollo de 
ciertas actividades de su especial interés (deportes) o que más directamente afectan a su modo de vida en 
el Establecimiento (alimentación). Esta asunción de responsabilidad adquiere la forma de un cierto grado 
de autogobierno a través de comisiones supervisadas y orientadas por los funcionarios. Los destinos de 
responsabilidad en todos los servicios no se consideran como prebenda”. Cfr. De Toca Becerril, A.: “Una 
nueva experiencia...” ob. cit., p. 56. 
1829 Vid. De Toca Becerril, A.: “Una nueva experiencia…” ob. y loc. cit. 





y orientar a los internos para el desarrollo de sus cualidades de convivencia, tanto en la 
Institución, como en la vida futura para integrarse en la sociedad moderna como 
miembro activo y adaptarse al medio ambiente, siendo capaz de entender el mundo en 
que vive”1830. Liria apuesta por la rehabilitación social o resocialización de los jóvenes 
internados en ella
1831
. Es importante, en este punto, resaltar la creación de un ambiente 
positivo en el que se aunaban los esfuerzos del personal especializado, el tratamiento 
diferenciado para los jóvenes internos y la propia atmósfera del establecimiento
1832
, 
definida por unas características estructurales y regimentales particulares y diferentes a 
las de los centros penitenciarios para adultos.  
 
Precisamente, el segundo de los elementos característicos del tratamiento 
penitenciario dispensado en Lliria, será el educativo
1833
, que engloba tanto la formación 
laboral del interno, como la moral, inspirada fuertemente en los principios de la religión 
católica. Sobre este aspecto, Izquierdo Moreno se refiere al Instituto Penitenciario de 
Liria como “el primer centro que ha sentido la necesidad de introducir las ciencias de la 
educación y la pastoral en el tratamiento del delincuente”1834. Si bien el planteamiento 
educativo de Lliria supone un avance en lo relativo a esta cuestión, introduciendo los 
nuevos tratamientos pedagógicos de la época y aunándolos a la labor de la Pastoral de 
la Juventud Delincuente
1835
, ya desde el siglo XVI, religión y educación moral han sido 
constantes en el internamiento de los menores infractores. Así, siempre defensor de un 
                                                             
1830 Cfr. Izquierdo Moreno, C.: Jóvenes… ob. cit., p. 72. 
1831 Al respecto, Vid. Izquierdo Moreno, C.: “El Instituto Penitenciario para jóvenes de Lliria, 
Centro de Rehabilitación Social”, en Cuadernos de Política Criminal, Número 27, Edersa, Madrid, 1985, 
passim. 
1832 Destacamos al respecto los estudios realizados por Garrido Genovés, V., Gil, J., y Préstamo, 
S.: “Una evaluación del centro correccional de Liria: reclusos y funcionarios ante la escala de ambientes 
e¡de instituciones correccionales (C.I.E.S.)”, en Tratamiento penitenciario: su práctica… ob. cit., pp. 249-
253; y también de los mismos autores, “Una evaluación diferencial del centro correccional de Liria: 
reclusos y funcionarios ante la escala de rehabilitación en ambientes correccionales” (pp. 257-260 de la 
misma publicación).  
1833 Vid. Izquierdo Moreno, C.: “El Instituto Penitenciario de Lliria Centro de Tratamiento 
Educativo”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Año XXXI, Números 208-211, Madrid, 1975, passim.  
1834 Cfr. Izquierdo Moreno, C.: Jóvenes… ob. cit., p. 67. 
1835 Sobre este concepto, Vid. Izquierdo Moreno, C.: “Departamento de Pastoral Juvenil y 
Orientación Moral en el Instituto Penitenciario para Jóvenes de Liria (Valencia)”, en Revista de Estudios 
Penitenciarios, Año XXXIII, Números 216-219, enero-diciembre, 1977, p. 220; acerca del departamento 
religioso del centro valenciano, su Capellán escribía: “La pastoral de la juventud debe acometerse desde 
una posición y clima positivo y arrancar de la realidad para conducir a los mismos jóvenes a la realidad 
total fe la persona en el mundo. Por eso la pastoral juvenil ha de partir de la misma vida de los jóvenes. 
No se trata de inventar una vida cristiana yuxtapuesta a la vida de ellos, sino de que asuman su vida, sus 
fracasos , y los sepan integrar en el proyecto de vida que deben forjarse durante la permanencia en el 
Centro Penitenciario. Deben descubrir el fundamento y sentido cristiano de la vida”. 





régimen y establecimiento diferente del de los adultos para los jóvenes penados, 
Francisco Lastres ya había formulado este principio, cuando escribía, en sus Estudios 
sobre Sistemas Penitenciarios que “los establecimientos para jóvenes deben fundarse 
sobre la base de la religión y del trabajo asociados a la enseñanza escolar”1836.  En el 
centro de Lliria, desde el principio, “había una conexión con educadores y capellán y 
esto potencia la labor educativa, convivencial y social”1837. 
 
El significado principal de la interacción entre el reo y la religión es la de reforma 
moral
1838
, que en el caso del menor delincuente se ha visto unido históricamente al 
concepto de caridad y educación. Izquierdo Moreno lo ha expresado con claras 
palabras:  
 
“La única línea autentica, base y plenitud de todo trabajo educativo rehabilitador, es la caridad. 
La caridad da valor a todo, empieza humanizando y termina alcanzado lo divino. Las cosas de 
Dios nunca pueden ser un fracaso. A veces es duro tratar con personas que han perdido la confianza en la 
vida, pero no olvidemos que de los materiales más resistentes han brotado los cimientos más sólidos. Y es 
que, en realidad, la caridad comienza cuando comienzan las dificultades para amar, la caridad es 
comprensión y ayuda, es hacer presente algo del cielo a través de las cosas humanas porque hacen 
presente algo de Dios en la vida de los hombres”1839.  
 
A esta educación orientada a la consecución de los títulos básicos escolares de 
formación primaria, se une la formación profesional impartida dentro del centro. Se les 
enseñaba un oficio a través de cursos de formación y talleres
1840
. Ya nos hemos referido, 
                                                             
1836 Cfr. Lastres, F.: Estudios… ob. cit., p. 73.  
1837 Cfr. Izquierdo Moreno, C.: Jóvenes… ob. cit., p. 64. 
1838 Vid. Tome Ruíz, A.: “La Religión, elemento fundamental en la reforma del delincuente, cómo 
debe aplicarse en las prisiones. Importancia de la Religión en la vida social”, en Revista de la Escuela de 
Estudios Penitenciarios, Año XI, Número 114, enero-febrero, Madrid, 1955, pp. 9-17. 
1839 Cfr. Izquiero Moreno, C.: Jóvenes… ob. cit., p. 66. 
1840 Acerca de la cantidad y materias de estos cursos y talleres, Vid. Izquierdo Moreno, C.: 
Jóvenes... ob. cit., pp. 85 y ss. También Vid. García Valdés, C.: Informe General de 1979. Dirección 
General de Instituciones Penitenciarias, Imprenta de Talleres Penitenciarios, Alcalá de Henares, 1979, p. 
312, donde el autor expone la situación de los talleres y su evolución en el año 1979, con las siguientes 
palabras: “En este Instituto Penitenciario para Jóvenes, en el que únicamente se impartía cursos de 
Formación Profesional, se han instalado los talleres de palés de hierro, palés de madera y montaje de 
tubos para estufas, en  régimen de concesión, donde el trabajo de producción se lleva a cabo por internos 
que simultanean la enseñanza profesional con el referido trabajo en turnos alternos de mañana y tarde. 
El taller de soldadura de palés de hierro funcionó solamente durante cuatro meses, siendo 
suspendido por falta de seriedad en la empresa concesionaria. En cambio, los resultados del taller de palés 
de madera y montaje de tubos para estufas, cuyo concesionario es la firma “Alvima”, S.L., han sido 
altamente satisfactorios , toda vez que, aun siendo el principal trabajo realizado la enseñanza profesional, 





brevemente a la importancia resocializadora del trabajo en la historia de nuestro derecho 
penitenciario de menores, que se trasladaba a este centro a través del Convenio de la 





En cuanto al sistema y régimen de la estancia de los jóvenes en el Instituto 
Penitenciario de Lliria, se optó por una reformulación del sistema progresivo visto en 
el Reformatorio de Alcalá de Henares. Como única novedad en este aspecto, se 
establece para cada una de las distintas fases una acción pedagógica progresiva, de 
modo muy similar a la acción educativa propia de cada uno de los regímenes de 
internamiento de nuestra legislación actual. Así, a cada grado de reclusión le 
corresponde una etapa de tratamiento educativo
1842
 con unos fines determinados: 
 
1º. Fase de Iniciación. 
 
“En la fase de ingreso e iniciación permanecerán los jóvenes recién ingresados que se hallan en 
espera de que se determine el plan inicial de tratamiento. La situación en esta fase esta dividida en dos 
partes: en la primera permanecen en aislamiento de carácter sanitario y de observación durante tres días. 
Pueden fumar, leer y escribir y efectuar compras en el economato… 
En el transcurso de estos tres días primeros, cada uno de los miembros del Equipo de Estudio y 
Tratamiento visita al interno para conocerle, y el educador a cuyo grupo ha sido asignado el muchacho le 
visita con asiduidad con el objeto de establecer un primer contacto de conocimiento mutuo y para 
instruirle de las normas específicas que rigen el tratamiento de la Institución. 
Los internos de esta primera parte no realizan más trabajos mecánicos que los de la limpieza de su 
habitación y departamento. Su separación del resto de la población es absoluta”1843. 
 
Se trataba de establecer un tratamiento individualizado para cada uno de los 
internos, a través del estudio de la personalidad del joven y, más tarde, desarrollar un 
                                                                                                                                                                                  
proporciona a los internos unas posibildiades económicas que oscilan alrededor de 3.500,- ptas. 
mensuales, con cinco días laborables y media jornada de trabajo. 
Durante el tiempo que llevan funcionando estos talleres, cuatro meses aproximadamente, han 
trabajado una media de 54 internos y los jornales devengados ascendieron a 846.603 pesetas”. 
1841 Vid. Izquierdo Moreno, C.: Jóvenes... ob. cit., p. 71. 
1842 Vid. Izquierdo Moreno, C.: Jóvenes... ob. cit., p. 73. 
1843 Cfr. De Toca Becerril, A.: “Una nueva experiencia...” ob. cit., p. 51. 





programa de actuación personal para el mismo
1844
. Además de este, los objetivos que 
pretende conseguir esta fase del internamiento son los siguientes: “crear un clima de 
sinceridad consigo mismo, reflexionar sobre su situación con el fin de forjar un 
proyecto de vida personal, una confianza en la ayuda que se le puede prestar para su 
rehabilitación, y una respuesta personal sincera y noble para no perder el tiempo que 
debe pasar aquí. Desarrollar en ese tiempo una pedagogía del estimulo, a fin de que 
comience a dar los pasos necesarios de enmienda y edificación de su vida, participar 
amistosamente en las tareas comunitarias, y atender en este tiempo el aspecto 
sanitario”1845. La formulación de estos objetivos nos recuerda a la actual finalidad del 




                                                             
1844 El estudio de la personalidad del joven preso abarca toda una serie de aspectos que se verán 
reflejados en una especie de expediente o dossier, donde se anota la información perteneciente a estos seis 
campos fundamentales:  
“1. Antecedentes familiares, con datos comprobados sobre: estado civil; residencias, cambios si los 
hubo y causas de los mismos; si fallecieron, causas del fallecimiento; medios de vida, profesiones, 
oficios, negocios, sueldos, etc.; antecedentes patológicos; grado de instrucción; conducta familiar y 
social; antecedentes policiales o penales, etc. Y todos ellos remontándonos hasta los abuelos paternos y 
maternos. 
2. Información social: entre otros muchos se destacan los informes siguientes: si es hijo legítimo, 
natural o de padres desconocidos; vida en el hogar durante la infancia; si ha estado asilado o en algún 
preventorio, causas; edad en que se quedó huérfano de padre o madre o de ambos; medio ambiente en la 
infancia y en la pubertad; moralidad o inmoralidad; residencia rural o urbana, características; experiencia 
sexual, edad de la iniciación; edad en que se delinquió por primera vez, vida delincuente en la impunidad; 
aficiones; edad en que abandonó la familia, causas; medios de vida después de la emancipación; edad en 
que contrajo matrimonio, motivos hogar, esposa, hijos; amistades que frecuenta, etc. 
3. Información escolar, con sus antecedentes escolares; grado de cultura al ingreso; enseñanzas 
recibidas en la Institución; informe de los educadores, maestro y capellán sobre conducta escolar, 
capacidad de aprendizaje, aplicación, rendimiento, etc.; grado de cultura al salir en libertad. 
4. Aspecto profesional e información laboral. 
Quizá sea éste el aspecto más interesante del tratamiento en la Institución. La carencia de una 
capacitación profesional a tono con las exigencias de la sociedad actual es característica de la población 
juvenil que esta Institución alberga lo que obliga a orientar el tratamiento hacia la cualificación laboral de 
los mismos. 
(…) 
5. Informe sobre la administración personal de sus ingresos a través del control de las cuentas de 
peculio por la administración y los educadores del Establecimiento, que, a tales efectos, fiscalizan los 
gastos tanto en el interior como en el exterior, en las salidas para el trabajo. 
6. Valoración de rasgos de personalidad: emotividad, actividad, resonancia, egocentrismo, 
labilidad afectiva, agresividad, indiferencia afectiva, etc. El estudio de estos rasgos tiene como base los 
datos del protocolo y la observación de las reacciones del sujeto y de sus actitudes, cambiantes o no, 
conjugando unos rasgos con otros para llegar a la emisión de un diagnóstico, el tratamiento que se 
considere adecuado y el pronóstico sobre el futuro”. Cfr. De Toca Becerril, A.: “Una nueva 
experiencia...” ob. cit., pp. 53-55. 
1845 Cfr. Izquierdo Moreno, C.: Jóvenes… ob. cit., p. 74. 





2º. Fase de adaptación. 
 
Tras superar la fase de iniciación y observación, el joven preso se compromete 
formalmente, a través del llamado Compromiso de Conducta
1846
, a aceptar las normas 
de la institución, pasando a un régimen más suave, donde hará vida en común con el 




3º. Fase de socialización. 
 
La antesala a la libertad y el culmen del tratamiento de socialización del Instituto 
Penitenciario. Durante esta fase, “las actividades tienen preferentemente una 
proyección social en el trabajo, una vez alcanzada la formación profesional con puestos 
de trabajo en empresas del exterior del Centros y con destinos de máxima confianza en 
el interior”. Se promueve el contacto social y las salidas del centro, sobre todo con fines 
laborales. Nos encontramos en este periodo con una especie de tercer grado 
penitenciario, abierto, cuyos objetivos más importantes son “capacitar al interno para 
afrontar con eficacia las nuevas situaciones que le deparará el ritmo acelerado del 
mundo actual, desarrollar las aptitudes necesarias para la convivencia y vida social en el 
exterior”1848. Se encuadran en esta fase aquellos internos que han demostrado una buena 
conducta y adecuación al régimen y tratamiento del centro. Además de ello, explica De 
Toca, será necesario el visto bueno del Equipo de Estudio y Tratamiento, a través de la 




                                                             
1846 Gracías a De Toca Becerril conocemos la formular literal empleada para la aceptación del 
Compromiso de Conducta, que tenía el tenor siguiente: 
“¿Protemetes solemnemente aceptar y cumplir las normas reglamentarias por las que se rige este 
Instituto Penitenciario y el tratamiento que se te imparta, para conseguir tu incorporación a la sociedad 
como ciudadano ejemplar e intachable? 
¿Prometes solemnemente colaborar de forma activa y con todas tus fuerzas en el 
perfeccionamiento de tus facultades específicamente humanas? 
¿Prometes solemnemente contribuir con tu conducta al engrandecimiento de la Institución y a 
mantener su prestigio? 
Pues, si asi lo haces, serás digno de la Institución, de la sociedad y de tus compañeros, por hacer 
honor a tu palabra”. Cfr. De Toca Becerril, A.: “Una nueva experiencia...” ob. cit., p. 52. 
1847 Vid. Izquierdo Moreno, C.: Jóvenes… ob. cit. p. 75. 
1848 Cfr. Izquierdo Moreno, C.: Jóvenes… ob. cit. p. 77. 
1849 Vid. De Toca Becerril, A.: “Una nueva experiencia...” ob. cit., p. 53. 





El Instituto Penitenciario de Lliria fue así pionero en el desarrollo de un nuevo 
planteamiento, tanto estructural (a nivel de institución), como tratamental, para dar 
solución a la situación y reforma de los jóvenes en los establecimientos penitenciarios. 
Tras su desarrollo le siguieron otros centros, como el ya mencionado Ocaña II
1850
, que 
también realizaron una reformulación de sus programas de tratamiento, adaptándolos a 
las necesidades pedagógicas de los jóvenes internos, de edades hasta los veinticinco 
años. 
 
2.5.12. El Código Penal de 1973. 
 
Nuestro Código Penal de 1973, al igual que sus directos antecesores, establecía la 
presunción iuris et de iure de que todo menor de dieciséis años era inimputable
1851
, es 
decir, carecía de verdadera responsabilidad penal, tradición ésta que había sido heredada 
del anterior Código Penal de 1928 que, a su vez, sustituyó al criterio del 
discernimiento
1852
 del Código de 1822, por lo que este margen de menores de edad 





No existía, en el anterior Código Penal, un “concepto de menor unitario”1854,  y se 
distinguían tres edades diferentes a efectos de responsabilidad penal: 
                                                             
1850 Ocaña II fue un Centro Penitenciario destinado a penados de veintiuno a veinticinco años de 
edad, considerados como jóvenes penados, clasificados en segundo grado penitenciario. Acerca de las 
particularidades de su régimen y los resultados de su internamiento en el centro, Vid. García García, J.: 
“Efectos del encárcelamiento: investigación e intervención (Programa para mejorar el clima social en una 
de las fases del C.P. “Ocaña II”)”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Número 237, Madrid, 1987, pp. 
48-50.  
1851 Vid. López Sánchez, C. La Responsabilidad Civil del Menor. Dykinson, Madrid, 2000, p. 397. 
Debe tenerse en cuenta que en el proyecto de Bases del Libro I del Código Penal de 1972 se prevía 
establecer la mayoría de edad penal en los quince años. Al respecto, Vid. Serrano Tárraga, Mª.D.: 
“Legislación penal de menores…” ob. cit., p. 303. 
1852 Vid. Benito Alonso, F.: “Antecedentes históricos…” ob. cit., p. 8 y 9. 
1853 Acerca de la situación de los jóvenes en los centros penitenciarios donde eran albergados, 
destacamos el trabajo de investigación realizado por Rodríguez Suárez, J.: Los delincuentes jóvenes en 
las Instituciones penitenciarias españolas (1969-1974). Publicaciones del Instituto de Criminología, 
Madrid, 1976, donde se recogen abundantes datos acerca de las instituciones especiales para menores, en 
Liria, Teruel y Lérida: edad de los internos, factores criminológicos y evolución y progresión 
penitenciaria (capítulo especialmente interesante al recoger las estadísticas de progresión de grado, pp. 
55-60). Al respecto, también Vid. Garrido Guzmán, L.: “Algunos aspectos…” ob. cit., pp. 79-81. 
1854 Para ver el origen de esta cita, y un estudio más exhaustivo sobre la Protección del Menor en el 
anteproyecto del Código Penal de 1973, Vid. Tamarit Sumalla, J.Mª.: “La protección del menor…” p. 
491. 





1º. Los menores de dieciséis años
1855
: exentos de responsabilidad penal, no 
obstante, cuando estos menores “cometen un acto comprendido en las leyes penales o 
llevan una vida de vagabundeo o mendicidad, etc., son sometidos a la Jurisdicción de 
los Tribunales de Menores, tanto por disposición del citado precepto como por la del 
párrafo segundo del artículo 1 de la Ley de Vagos y Maleantes de 4 de agosto de 
1933”1856. Respecto a los Tribunales de Menores, se afianza su participación ajena a la 
penal, siendo el menor destinado a los mismos en caso de ser menor de dieciséis años. 
Con la modificación de 1983, se evita que la jurisdicción de menores decline su 
competencia
1857
. En este sentido, la obligación tutelar del Estado español tomaba un 




2º. Los mayores de dieciséis años y menores de dieciocho años: capacidad penal 
disminuida y también sometidos a la regulación de la Ley de Vagos y Maleantes
1859
. Las 
penas previstas en el Código Penal podían ser sustituidas por el internamiento en “una 
institución especial de reforma por tiempo indeterminado hasta conseguir la 
corrección”1860. Como se puede apreciar, pese a que se intenta alejar a los jóvenes 
                                                             
1855 Vid. Decreto 3096/1973, de 14 de septiembre, por el que se publica el Código Penal, Texto 
refundido conforme a la Ley 44/1971, de 15 de noviembre, Artículo 8.2. 
1856 Cfr. Luzón Domingo, D.: “Tratamiento penal de la delincuencia juvenil” en Anuario de 
Derecho Penal y Ciencias Penales, Año XVIII, Tomo XIX, Fascículo III, septiembre-diciembre, 
Madrid,1966, p. 388. Al respecto, Vid. García y García, T.A.: Comentarios… ob. cit., p. 91; cuya obra fue 
publicada en 1943 y ya admite que “prácticamente, puede decirse que se encuentra en desuso dicha Ley, y 
solamente actúan con respecto a los menores de dieciséis años los Tribunales y Juzgados de Menores en 
el ejercicio de su facultad reformadora”. 
1857 El artículo queda finalmente redactado de la siguiente forma: “Cuando el menor que no haya 
cumplido esta edad ejecute un hecho penado por la Ley, será confiado a los Tribunales Tutelares de 
Menores”. Redacción conforme a la Ley Orgánica 8/1983, de 25 de junio, de reforma del Código penal. 
Al respecto, Vid. Montero Hernanz, T.: Justicia juvenil… ob. cit., p. 48. 
1858 Como puede comprobarse por la modificación que el artículo sufrió con la Ley Orgánica de 
1983, cambiando la formula “será entregado”, por la de “será confiado”, lo que acentúa “el carácter 
tuitivo de los Tribunales Tutelares de Menores y la supresión de la calificación de “especial” para la 
jurisdicción ejercida por estos Tribunales. La reforma considera a estos Tribunales integrados en la 
unidad jurisdiccional”. Cfr. Gómez de Liaño y Cobaleda, M., Gil Sáez, B., Moyna Ménguez, J., Latour 
Brtóns, J., y VV.AA.: Código Penal, Comentarios y Jurisprudencia. Colex, Madrid, 1989, p. 32.    
1859 Vid. Luzón Domingo, D.: “Tratamiento penal…” ob. cit., p. 389. Para Ventas Sastre, el 
antecedente de esta medida de internamiento debe encontrarse fundamentalmente, en el artículo 1 de la 
Ley de Vagos y Maleantes, y en el pensamiento tutelar de nuestra doctrina, sostenido por Cuello Calón 
entre otros. Vid. Ventas Sastre, R.: La Minoría de edad penal. Publicaciones del Instituto de Criminología 
de la UCM (ER), Madrid, 2003. p. 117. Al respecto, previamente a la autora, pueden verse los trabajos de 
Cobo del Rosal, M: “Atenuante de minoría de edad y sustitución de pena por medida en el artículo 65 del 
Código penal español”, en Revista de Derecho y Jurisprudencia, Número 41, Madrid, 1970, pp. 78-106;  
y Vaello Esquerdo, E.: “La edad en la parte general del Proyecto de Código penal de 1980”, en 
Cuadernos de Política Criminal, Número 13, Edersa, Madrid, 1981, pp. 137-152. 
1860 Vid. Decreto 3096/1973, de 14 de septiembre… cit., Artículo 65; al respecto, Vid. Luzón 
Domingo, D.: “Tratamiento penal…” ob. cit., p. 393. 





delincuentes de la institución penal, este alejamiento se realiza sin las debidas garantías 
ni medidas, estableciéndose el tiempo internamiento como indefinido, aunque el mismo 
tuviera una finalidad correccional. El sistema punitivo, no obstante, sustentaría una 
mayor finalidad de castigo, por lo que la alternativa de internamiento del menor en una 
institución distinta de la cárcel era una salida frente a la, poco recomendable
1861
, 
estancia del mismo en prisión. Según ha resaltado Alamillo, esta sustitución de la pena 
por el ingreso en una institución especial, “pone en marcha en España el Derecho penal 
Juvenil”1862; no obstante, como bien ha anotado Ventas Sastre, la medida no significó 
sino un modo de paliar el vacío legal existente en la regulación penal de los menores 
infractores, ausente de una verdadera especificación
1863
. Además de este hecho, como 
ha expuesto Cerezo Mir, la ausencia de instituciones especiales para jóvenes 
delincuentes fue un impedimento infranqueable para la aplicación de esta 
sustitución
1864
; y, aún cuando existían estos institutos penitenciarios especiales 
dependientes de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias
1865
, fue una 




3º. Los mayores de dieciocho años: plena capacidad penal. La edad para la plena 
capacidad civil, los veintiún años, no coincidía con la plena responsabilidad penal. 
 
                                                             
1861 Vid. Luzón Domingo, D.: “Tratamiento penal…” ob. cit., p. 395, quien señala: “Pues bien, si 
incluso para los mayores de dieciocho años se creyó conveniente que no cumplan las penas en una prisión 
común, claramente se ve cómo estos establecimientos jamás deberán albergar a un menor de dieciocho 
años”; en contra, Vid. Cerezo Mir, J.: “El tratamiento de los semiimputables”, en Anuario de Derecho 
Penal y Ciencias Penales, Año XXV, Tomo XXVI, Fascículo I, enero-abril, Madrid, 1973, p. 14, quien 
consideraba afortunada la medida y la estimaba un tratamiento adecuado a los jóvenes delincuentes; 
también Ferrer Sama, A.: Comentarios al Código penal. Volúmen I, Sucesores de Nogués, Murcia, 1946, 
p. 386, consideraba loable la sustitución de la pena por la medida de internamiento indeterminado. Al 
respecto también, Vid. Ventas Sastre, R.: La Minoría de edad… ob. cit., pp. 119 y 120.  
1862 Cfr. Alamillo, F.: Derecho penal juvenil español, en Revista de Estudios Penitenciarios, Año I, 
Número 4, julio, Madrid, 1945, p. 14.  
1863 Vid. Quintano Ripollés, A.: Comentarios al Código Penal. Volúmen I, Madrid, 1946, p. 386; al 
respecto, también Vid. Ventas Sastre, R.: La Minoría de edad… ob. cit., pp. 116 y 117.  
1864 Vid. Cerezo Mir, J.: “El tratamiento…” ob. cit., 14. 
1865 Para Pérez Ferrer la opción de una institución de reforma de jóvenes enmarcada dentro del 
ámbito penitenciario era una posibilidad completamente factible. Vid. Ferrer Pérez, E.: “Las posibilidades 
del artículo 65 del Código penal”, en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, Año XXIX, Tomo 
XXX, Fascículo III, septiembre-diciembre, Madrid, 1977, p. 584. 
1866 Vid. Martín Canivell, J.: La delincuencia juvenil en España. Tesis doctoral, S/E, Madrid, 1968, 
p. 34; Cobo del Rosal, B.: Atenuante… ob. cit., p. 79; Manzanares Samaniego, J.L.: “Los centros 
especiales y los establecimientos de jóvenes”, en Cobo del Rosal, M. (Dir.): Comentarios a la Legislación 
Penal. Tomo VI, Volúmen II, Edersa, Madrid, 1987, p. 996; y, más recientemente, Ventas Sastre, R.: La 
Minoría de edad… ob. cit., pp. 118 y 119.  





Durante la época de los años 70 hasta los 80 del pasado siglo, los antiguos 
modelos de bienestar, que no habían llegado a influir apenas en nuestro derecho, son 
sustituidos por una nueva forma de entender la penalidad de los menores. La alarma 
social por el aumento de la delincuencia juvenil y la permisividad
1867
 de las anteriores 
medidas, se traducen en una concepción del menor como responsable (de ahí el 
denominativo de “modelos de responsabilidad”) de sus actos; también se distingue entre 
su situación de desamparo y las infracciones delictivas, separando en cada caso a la hora 
de aplicar las medidas oportunas. 
 
Durante esta fase es cuando el proceso penal se conforma como elenco de 
garantías y derechos para el menor, con el Ministerio Fiscal a la cabeza; surgiendo la 
figura especializada del Juez de Menores y el desarrollo de las medidas que, pese a tener 
que estar basadas en los principios de educación y proporción, elevan su rango al 
pertenecer al sistema penal
1868
. Nuestro Código de 1973 apenas recoge los preceptos de 
esta corriente, al igual que tampoco lo hacía con su predecesora, no estableciendo 
mínimos de edad anteriores a los dieciséis años para la aplicación de medidas a los 
menores, y no distinguiendo una normativa específica para establecimientos de 
internamiento. Nuestros menores de dieciséis años continuaron anclados en un modelo 
prácticamente tutelar, en el que la búsqueda del equilibrio entre lo jurídico, lo punitivo y 
lo educativo se demoraría aún hasta el siguiente Código. 
 
2.5.13. El menor infractor desde la perspectiva de la Constitución Española de 
1978. La Ley Orgánica 4/1992, de Juzgados de Menores. 
 
El periodo de transición política en España tuvo como resultado una quiebra de 
los antiguos valores aplicables a la legislación de jóvenes infractores. La Constitución 
Española de 1978 (en adelante, CE), tal y como ha asegurado Tamarit Sumalla, “se 
deshace de una concepción de la minora de edad como “status” jurídico especial 
vinculado a la idea de limitación de derechos, con claros tintes autoritarios, y consagra 
                                                             
1867 Vid. Higuera Guimerá, J. F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 54; para mayor información 
acerca de estas cuestiones, Vid. Giménez-Salinas i Colomer, E.: “La mayoría de edad penal en la 
reforma”, en Homenaje al Profesor Don Juan Del Rosal, Revista de Derecho Privado, Madrid, 1993, 
passim. 
1868 Vid. Higuera Guimerá, J. F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 55. 





el principio de fundamental de protección a la infancia y a la juventud como criterio 
rector de la actuación estatal”1869, pasando la cuestión a referirse a la posición del menor 
como ciudadano, sujeto de derechos y deberes
1870
, dentro de la nueva organización 
política. Además de ello, la norma constitucional acercó a nuestra legislación las últimas 
directrices internacionales que durante los años 60 comenzaron a preocuparse acerca de 
la protección de los menores, como la Declaración de los Derechos del Niño, aprobada 
por la Asamblea General de Naciones Unidas en 1959
1871
. Con esta declaración, se 
produce la consolidación y el reconocimiento de la niñez, cuyo concepto se había ido 
gestando durante toda la época de la industrialización del siglo XIX
1872
. En correlación 
a esta nueva concepción del menor, el nuevo modelo de política internacional supuso el 
reconocimiento de las garantías educativas del menor
1873
. La educación se ve como un 
derecho irrenunciable, que obviamente, tendrá su obligatorio cumplimiento en las 
instituciones de internamiento de menores. Este panorama internacional abrirá las 
                                                             
1869 Cfr. Tamarit Sumalla, J.Mª: “La protección del menor…” ob. cit., p. 487. Al respecto, también 
Vid. Cantarero Bandrés, R.: “Ley de Tribunales Tutelares de Menores (texto refundido aprobado por 
decreto de 11 de junio de 1948) y Constitución”, en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, Año 
XXXVIII, Tomo XXXIX, Fascículo I, enero-abril, Madrid, 1986, p. 111-118.  
1870 Vid. Jiménez Quintana, E.: “El menor delincuente ante la Constitución”, Ponencia presentada 
en “IV Jornades sobre prevenció i Tractament de la delinqüència Juvenil a Catalunya. La problemática 
legal del menor”, en febrero de 1982, organizadas por el Grup de Recerques sobre Delinqüència Juvenil 
(GREDJ), y posteriormente publicada en Cuadernos de Política Criminal, Número 20, Edersa, Madrid, 
1983, por el que se cita, p. 525. Al respecto, también Vid. Sudan, D.: “De l’enfant coupable au sujet de 
droits: changements des dispositifs de gestión de la déviance juvenile (1820-1989)”, en Déviance et 
Société, Volúmen XXI, Número 4, Paris, 1997, p. 384. También Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes... 
ob. cit., p. 143; quien ha expresado que “la Constitución de 1978 no ha sido ajena al entorno cultural y 
sensibilización que a nivel mundial existen sobre los menores, es la primera vez que en nuestra nación se 
recoge en un Texto Constitucional una serie de derechos y libertades del niño, que están dotados de su 
propio y específico significado jurídico. La Constitución protege al niño en sus dos vertientes: a) Como 
miembro de una familia, b) Como persona en sí”. 
1871 En concreto, el artículo 39.4 de nuestra Constitución establece que “los niños gozarán de la 
protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos”.  
1872 Vid. Tutt, N.: “Utilización de los delitos por su condición y disposiciones conductistas 
equivalentes para prevenir la delincuencia”, en Revista Internacional de Política Criminal, Números 39 y 
40 (doble Volúmen), Naciones Unidas, New York, 1990, p. 85; en el mismo sentido, Vid. Vázquez 
González, C.: “Modelos de justicia…”. ob. cit., p. 143. ; y también,  Vid. Unicef: Justicia y Derechos del 
Niño, Número 10, Santa Fe de Bogotá, 2008, p. 118. 
1873 Vid. Organización Internacional de Naciones Unidas: Declaración de los Derechos del Niño, 
aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1959. Artículo 7; que 
dispone: “El niño tiene derecho a recibir educación que será gratuita y obligatoria por lo menos en las 
etapas elementales. Se le dará una educación que favorezca su cultura general y le permita, en 
condiciones de igualdad de oportunidades, desarrollar sus aptitudes y su juicio individual, su sentido de 
responsabilidad moral y social y llegar a ser un miembro útil de la sociedad. 
El interés superior del niño debe ser el principio rector de quienes tienen la responsabilidad de su 
educación y orientación; dicha responsabilidad incumbe, en primer término, a sus padres. 
El niño debe disfrutar plenamente de juegos y recreaciones, los cuales deben estar orientados hacia los 
fines perseguidos por la educación; la sociedad y las autoridades públicas se esforzarán por promover el 
goce de este derecho”. 





puertas a la lenta transformación del modelo tutelar al modelo de responsabilidad penal 
del menor. 
 
Se inicia así un nuevo camino orientado hacia una reforma penitenciaria masiva, 
a tenor de las necesidades planteadas por la propia historia de nuestro país
1874
; sin 
embargo, ello no supuso una verdadera modificación en cuanto al sistema de 
enjuiciamiento para los menores infractores, por lo que la Ley de Tribunales de 
Menores de 1948 continuó vigente con las modificaciones introducidas por las diversas 
disposiciones hasta llegar a la legislación actual. Las críticas comenzaron a hacerse 
patentes
1875
, como apunta Benito Alonso, ya que “el nuevo modelo político que 
contempla la Constitución Española de 1978, con las consecuentes repercusiones en el 
ordenamiento jurídico en general y en la organización judicial y procesal en particular, 
resultaron totalmente incompatibles con el esquema orgánico y con el funcionamiento 
de los Tribunales Tutelares de Menores”1876. 
                                                             
1874 Al respecto, no pueden ignorarse los textos de los creadores de la LOGP de 1979, primera Ley 
Orgánica de nuestro ordenamiento constitucional. Sobre nuestra reforma penitenciaria, Vid. García 
Valdés, C.: Informe general 1979. Dirección General de Instituciones Penitenciarias, Talleres 
Penitenciarios, Alcalá de Henares, 1979, passim; el mismo, “La reforma del Derecho penitenciario 
español”, Ponencia, ampliada, que fue desarrollada el día 12 de abril de 1980 dentro del Coloquio para la 
Reforma Penal y Penitenciaria que tuvo lugar en Santiago de Compostela, publicada posteriormente en 
VV.AA.: La Reforma penal y penitenciaria, Secretariado de publicaciones de la Universidad de Santiago 
de Compostela, La Coruña, 1980, pp. 59-92; el mismo, con un estudio preliminar de Francisco Bueno 
Arús: La Reforma Penitenciaria Española, textos y materiales para su estudio. Publicaciones del Instituto 
de Criminología de la Universidad Complutense de Madrid, Madrid, 1981, passim. 
1875 Entre estas críticas, como punto fundamental, se encontraba, como apuntaba Jímenez 
Quintana, que “desde un punto de vista formal”, la legislación de Tribunales Tutelares de 1948 “no 
cumple el principio de reserva de Ley Orgánica”. Cfr. Jiménez Quintana, E.: “El menor delincuente…” 
ob. cit., p. 580. 
1876 Cfr. Benito Alonso, F.: “Antecedentes históricos…” ob. cit., p. 27. Al respecto, también Vid. 
Jiménez Quintana, E.: “El menor delincuente…” ob. cit., pp. 581-586;  Landrove Diaz, G.: Introducción 
al Derecho Penal de Menores. Tirant lo Blanch, Valencia, 2003, pp. 33 y 34. Sobre estas 
incompatibilidades, Serrano Tárraga ha sintetizado las principales incompatibilidades, que no podemos 
dejar de exponer en esta nota: 
“Numerosos preceptos de la Ley de Tribunales Tutelares de Menores parecían contrarios a la 
Constitución, destacando, entre otros los siguientes: 
Los artículos 1, 2, 3 y 4, en cuanto a la organización y composición de los Tribunales, contrarios al 
artículo 13 de la Constitución. 
El art. 6 de la LTTM, contradecía lo dispuesto en los artículos 24.1 y 9.3 de la Constitución. 
Art. 9, apartados b) y c) de la LTTM, eran contrarios al principio de legalidad, recogido en los 
artículos 9.3 y 25.1 de la Constitución, al principio de igualdad, recogido en el artículo 14, y al derecho al 
honor y a la intimidad, recogidos en el artículo 18 de la Constitución. 
Artículo 9, párrafos 2 y 3, están en contradicción con el principio recogido en los artículos 117.1, 3 
y 5 y 24.1 de la Constitución. 
Los Tribunales Tutelares de Menores eran Tribunales sui generis, no estaban dentro del poder 
judicial y en contradicción con el artículo 24.2 de la Constitución, que establece el derecho de todos al 
juez ordinario predeterminado por la Ley. 





La CE, además, consagra el principio de prevención especial como fin primario 
de la pena, y el principio de legalidad necesario para la ejecución penal: 
 
“1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de 
producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel 
momento. 
2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la 
reeducación y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de 
prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a 
excepción de los que se vean expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido 
de la pena y la Ley penitenciaria. En todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los 
beneficios correspondientes de la Seguridad Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo 
integral de su personalidad. 
3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen 
privación de libertad”1877. 
 
De este modo, se establecen los fines últimos de las penas y medidas de 
seguridad, de reeducación y reinserción social
1878
, conceptos que serán fundamentales 
                                                                                                                                                                                  
Los artículos 12, 13 y 14 de la LTTM, eran contrarios al principio de unidad jurisdiccional, 
recogido en el artículo 117.5 de la Constitución, como base de la organización y funcionamiento de los 
Tribunales. 
El artículo 15 de la LTTM, recoge el procedimiento a seguir por los Tribunales Tutelares de 
Menores, que estaba en contradicción con el artículo 24 de la Constitución y con lo dispuesto en el 
artículo 40 de la Convención de los Derechos del Niño. 
El artículo 16 de la LTTM, era contrario al principio de legalidad, recogido en los artículos 25.1, 
24.1 y 2, 9.3, y 14 de la Constitución. 
El artículo 17 de la LTTM, donde se recoge la duración indeterminada de las medidas, estaba en 
contradicción con el artículo 24.1 de la Constitución. 
El artículo 20, se contraponía a los artículos 17, 24.1 y 126 de la Constitución. 
El artículo 22 contravenía lo dispuesto en el artículo 24.1 de la Constitución”. Cfr. Serrano 
Tárraga, Mª.D.: “Legislación penal de menores…” ob. cit., pp. 291 y 292.  
1877 Cfr. Artículo 25 de la Constitución Española de 1978. 
1878 Un interesante estudio sobre el ámbito de estos dos principios puede encontrarse en el artículo 
de Boix Reig, J.: “Significación Jurídico-Penal del artículo 25.2 de la Constitución”, en VV.AA.: Escritos 
penales. Universidad de Valencia, Valencia, 1979, pp. 111-145; del que destacamos los siguientes 
párrafos (p. 114): “¿Qué debe entenderse por reeducación y reinserción social? ¿Por qué no emplear el 
termino resocialización? En definitiva, viene a recogerse aquí una de las funciones tradicionalmente 
atribuidas a la pena, y que constituye la esencia de las medidas de seguridad; la prevención especial. Se 
pretende la corrección de las pautas de conducta que guiaron a la persona a cometer un delito, para que de 
esa forma, reincorporarlo a la sociedad con mayores garantías de que no volverá a delinquir. La 
terminología utilizada para designar la comúnmente conocida por función de resocialización de la pena, 
contempla consecutivamente el mecanismo, antes referido a tal fin: reeducación y resinserción social. En 
todo caso su significación viene a coincidir. Al respecto, también Vid. Sánchez Martínez, F.A.: 
Antecedentes... ob. cit., p. 211. 
No obstante, si bien se ha considerado que la expresión reeducación contiene un mayor grado de 
eticidad que la de resocialización, ello no concuerda con la significación que a dichos conceptos otorga la 
Real Academia de la Lengua. En efecto, mientras la acción de reeducar e insertar o inserir comporta un 





en la ejecución de medidas para menores infractores y que ya venían, desde el siglo 
XIX, perfilándose poco a poco en nuestra legislación histórica; el primero de ellos con 
el advenimiento de los Presidios-escuela; y, anteriormente, con la influencia de la 
educación cristiana; el segundo, como consecuencia de la doctrina correccional 
protagonista en el tratamiento histórico en menores delincuentes. 
 
Para intentar paliar esta falta de armonización entre la norma suprema del nuevo 
Estado democrático de derecho, se intentaron, sin demasiado éxito, algunas 
modificaciones de la Ley de Tribunales Tutelares de menores, que, en síntesis, fueron: 
El Decreto, de 25 de enero de 1976, relativo al nombramiento de los Jueces
1879
; La Ley 
Orgánica del Poder Judicial de 1 de julio de 1985, donde se establece la regulación más 
extensa de los, ahora denominados, Juzgados de Menores en las provincias
1880
, y se 
atribuyen nuevas competencias a los Jueces de Menores; la Ley 21/1987 de 11 de 
noviembre, que introduce una nueva regulación y modificación esencial del sistema 
tutelar de menores; la Ley Orgánica 1/1996 de 15 de enero de Protección Jurídica del 
Menor, donde se indican los supuestos fundamentales de intervención de las CCAA en 
materia de protección de menores (cuando el menor se encuentre en situación de riesgo 
o de desamparo fundamentalmente), separando estas funciones de las de reforma del 
menor delincuente
1881
; la Ley de Demarcación y Planta Judicial, de 28 de diciembre de 
1988, que dispuso que los Juzgados de Menores tendrían la competencia que reconocía 
a los Tribunales de Menores la legislación vigente, y que los recursos pendientes ante el 
                                                                                                                                                                                  
carácter fundamentalmente mecanicista, no es así en relación con la actuación de socializar que implica 
“promover las condiciones sociales que, independientemente de las relaciones con el Estado, favorezcan 
en los seres humanos el desarrollo integral de su persona”. 
1879 Vid. Gimenez-Salinas i Colomer, E.: Delincuencia juvenil… ob. cit., p. 27.   
1880 Vid. Ley Orgánica, de 1 de julio de 1985, del Poder Judicial, Artículo 96, donde se indica que 
“en cada provincia, con jurisdicción en toda ella y sede en su capital habrá uno o más juzgados de 
menores. No obstante, cuando el Volúmen de trabajo lo aconseje podrán establecerse Juzgados de 
Menores cuya jurisdicción se extienda a un partido o agrupación de partidos, o bien a dos o más 
privincias de la misma Comunidad Autónoma. Tomarán su nombre de la población donde radique su 
sede”. Además de ello, como indica Giménez-Salinas i Colomer, la LO 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial, en su Disposición adicional establece el mandato de reforma, en el plazo de un año, de la 
legislación de menores infractores; sin embargo, el proyecto no llegó a alcanzar nunca consenso. Vid. 
Giménez-Salinas i Colomer, E.: “La nueva ley de justicia juvenil…” ob. cit., p.106. 
1881 Y que, además, modificó el Código Civil y la Ley de Enjuiciamiento Civil en materia de 
acogimiento, tutela y adopción. Al respecto, Vid. Landrove Diaz, G.: Introducción… ob. cit., p. 35; y 
también Serrano Tárraga, Mª.D.: “Legislación penal de menores…” ob. cit., p. 293. 





Tribunal de apelación de los Tribunales Tutelares serían resueltos por la Audiencia 




El punto álgido de las nuevas reformas debemos localizarlo en la Sentencia del 
Tribunal Constitucional 36/1991, de 14 de febrero de 1991
1883
, por la que se ventilan 
varias cuestiones de inconstitucionalidad
1884
 elevadas por algunos Jueces y Juzgados de 
Menores de varias provincias
1885
. Esta sentencia, cuyo fallo fue “declarar 
inconstitucional el art. 15 de La Ley de Tribunales tutelares de menores, en cuanto 
regula el procedimiento aplicable en ejercicio de la facultad de corrección o 
Reforma”1886, forzó la reforma de una legislación que ya no tenía cabida en el panorama 
constitucional. Los cimientos del modelo tutelar que los gobiernos conservadores 
habían mantenido, se tambaleaban en una España democrática, constitucional, cuyo 




                                                             
1882 Vid. Serrano Tárraga, Mª.D.: “Legislación penal de menores…” ob. y loc. cit. 
1883 Publicada en el BOE, de 18 de marzo de 1991 y en el Boletin de Jurisprudencia 
Constitucional, Número 119, Cortes Generales, 1991, pp. 24-36. 
1884 En particular, según los Antecedentes de la STC 36/1991, los siguientes: 
“Cuestión de inconstitucionalidad sobre el Texto Refundido de la legislación sobre Tribunales 
tutelares de menores, ley y Reglamento, aprobado por Decreto de 11 de junio de 1948, en su totalidad, 
por conculcar el art. 117 de la C.E.; o, alternativamente, la inconstitucionalidad de los arts. 16, 18 y 23 
de La Ley cómo contrarios al art. 25.1 de la C.E., Y el art. 15 de la misma en Relacion con los arts. 29, 
68 y 69 del Reglamento por infringir el art. 24 de la C.E.”. 
“Cuestión de inconstitucionalidad sobre el art. 15 de La Ley del tribunal tutelar de menores en 
Relacion con los arts. 9, 10, 14, 17, 24, 25, 117, 120 y 124 de la C.E.; Pide asimismo, que si se estima 
procedente, se extienda la declaración de inconstitucionalidad por los mismos motivos a los arts. 1, 3, 4, 
5, 6, 7, 9, 1. , B) y c); 11, 16, 17, a), y 20 y 22 de la mencionada ley”. 
“Cuestión de inconstitucionalidad sobre el Texto Refundido de la legislación sobre Tribunales 
tutelares de menores, ley y Reglamento, por ir en contra de los arts. 9, 3, 10, 14, 24, 25 y 39.4 de la C.E.; 
o, en su caso, y para el supuesto concretó que motiva la cuestión, que se declare que los arts. 15 y 16 de 
dicha ley son contrarios a los mismos preceptos constitucionales”. 
“Cuestión de inconstitucionalidad sobre el art. 15 de La Ley de Tribunales tutelares de menores, 
por contradicción con los arts. 9.3, 14 y 24 de la C.E.”. 
“Cuestión de inconstitucionalidad sobre los arts. 15 y 16 de La Ley de Tribunales tutelares de 
menores, en Relacion con lo dispuesto en los arts. 9.3, 10.2, 14, 24, 17.3, 120 y 124 de la C.E.”. 
1885 Concretamente, la Sentencia indica: “por los jueces de menores de Tarragona,  Num. 2 de 
Barcelona. Nums. 3 y 4 de Madrid, y el de Oviedo”. Al respecto, también Vid. Serrano Tárraga, Mª.D.: 
“Legislación penal de menores…” ob. cit., p. 293. 
1886 Cfr. STC 31/1991, de 14 de febrero, de 1991. Fallo. 
1887 Según los antecedentes de la Sentencia, todos los jueces coincidían en cuestionar la 
constitucionalidad del artículo 15 de la Ley de Tribunales Tutelares de Menores  debido a la vulneración 
de los acuerdos internacionales: 
“En primer lugar, el mencionado precepto conculca los arts. 10.2 y 39.4 de la C.E. Si bien, en el 
pactó internacional de derechos civiles y Politicos de nueva York de 19 de diciembre de 1966, la 
declaración universal de los derechos Humanos de 10 de diciembre de 1948 y el Convenio para la 
Proteccion de los derechos Humanos y libertades fundamentales adoptado en Roma el 4 de noviembre de 





El principal argumento para la declaración de inconstitucionalidad del artículo 15 
de la Ley de Tribunales Tutelares de Menores, fue esgrimido por el Tribunal 
Constitucional aludiendo a su incompatibilidad con las garantías constitucionales 
recogidas en el artículo 24 de la CE
1888
. No obstante, otras cuestiones importantes se 




1º. La arbitrariedad de los poderes públicos y de seguridad jurídica, derivada de la 
aplicación de la tan recurrente sentencia indeterminada para menores infractores. 
 
2º. La falta de garantías procesales, que considera al menor infractor como un 
sujeto carente de derechos.  
 
3º. Tal y como expone Sánchez Martínez, “se establece la naturaleza penal de la 
intervención de los Juzgados de Menores”1890. De esta manera, “el menor no esta 
excluido del Derecho penal, sino del Derecho penal común”1891. 
 
4º. Se reforma el catálogo de medidas aplicables a los menores infractores, entre 
las que se encontraban medidas de internamiento en régimen cerrado, lo que supone, de 




La Ley Orgánica 4/1992, de 5 de junio, reguladora de la competencia, y el 
procedimiento en los Juzgados de menores que reforma el texto de la Ley de Tribunales 
                                                                                                                                                                                  
1950, nada se específica en cuanto a los menores respecto a los derechos y garantías que en ellos se 
establecen, en virtud del principio de igualdad y no discriminación consagrados en los mismos, hay que 
entender que tales derechos amparan también a los menores. 
Y en este sentido, se resalta que las reglas mínimas de las Naciones unidas para la administración 
de la justicia de menores (, de 29 de noviembre de 1985), en los apartados 2.3 y 7.1, hacen referencia a 
las garantías de los procesos de menores y a los derechos de estos. 
También, la recomendación 20/1987, del comité de ministros del consejo de europa, adoptada el 
17 de septiembre de 1987, (…), refuerza la posición legal de los menores durante todo el procedimiento. 
Por último, aluden a la convención de las Naciones unidas relativas a los derechos del Niño, aprobada 
por la Asamblea general de las Naciones unidas de 20 de noviembre de 1989, que establece una serie de 
garantías en Procedimientos en materia de menores”. 
1888 Vid. Serrano Tárraga, Mª.D.: “Legislación penal de menores...” ob. cit., p. 295. 
1889 Para un estudio más completo de la STC 31/1991, Vid. Sánchez Martínez, F.A.: 
Antecedentes... ob. cit., pp. 131-139. 
1890 Cfr. Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes... ob. cit., p. 138. 
1891 Vid. Giménez-Salinas i Colomer, E.: “La nueva ley de justicia juvenil…” ob. cit., p. 117. 
1892 Vid. Martín Ostos, J.: “El nuevo proceso de menores. Comentarios a la Ley Orgánica 4/1992, 
de 5 de junio”, en La Ley, año XV, Número 3.482, marzo, Madrid, 1994, p. 6. 







, fue la norma que sustituyó a la anterior legislación. Fue un 
movimiento legislativo de urgencia
1894
, en el que, no obstante, se seguía apostando por 
la formulación protectora del menor, de tinte tutelar, sin acercarse a los nuevos modelos 
europeos. Si bien esto es así, también es cierto que se produjo una evolución en la 
concepción del sistema, conjugándose en la LO 4/1992 la anterior legislación de 
principios positivo-correccionalistas, que se ocupa del autor, el menor delincuente, con 
una nueva filosofía de Derecho penal del hecho
1895
, cercana al modelo de 
responsabilidad. 
 
No obstante, los cambios introducidos por el texto del año 1992 en el 
planteamiento de la duración del internamiento en los menores, pasando de un sistema 
indeterminado a establecer “un límite temporal a la duración de la medida de 
internamiento, la posibilidad de suspender el fallo y la de revisar las medidas impuestas, 
en atención a la evolución de las circunstancias del menor”1896, suponen un giro 
                                                             
1893 Publicada en el BOE, Número 140, de 11de junio de 1992. 
1894 Vid. Gisbert Jordá, Mª.T.: “Incidencias del nuevo Código Penal en la legislación de menores”, 
en Martínez-Pereda Rodríguez, J.M. (Dir.): Menores Privados de Libertad. Cuadernos de Derecho 
Judicial, CGPJ, Madrid, 1996, p. 104; en el mismo sentido, Vid. Montero Hernanz, T.: Justicia Juvenil… 
ob. cit., p. 65. 
1895 Vid. Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes... ob. cit., pp. 164 y 165. Tal y como expone en su 
obra Giménez-Salinas i Colomer, “la Ley Orgánica 4/1992 introduce el principio de tipicidad penal”, 
aplicado a las medidas imponibles a los menores infractores. Vid. Giménez-Salinas i Colomer, E.: “La 
nueva ley de justicia juvenil…” ob. cit., p. 107. 
1896 Cfr. Ley Orgánica 4/1992, de 5 de julio, reguladora de la competencia, y el procedimiento en 
los Juzgados de menores que reforma el texto de la Ley de Tribunales Tutelares de Menores. Exposición 
de Motivos, que expone: “La sentencia del Tribunal Constitucional 36/1991, de 14 de febrero, al 
declarar inconstitucional el artículo 15 de la Ley de Tribunales Tutelares de Menores, hace necesaria la 
regulación de un proceso ante los Juzgados de Menores que, no obstante sus especialidades por razón de 
los sujetos del mismo, disponga de todas las garantías derivadas de nuestro ordenamiento constitucional. 
La presente Ley establece un marco flexible para que los Juzgados de Menores puedan determinar 
las medidas aplicables a los menores que hayan realizado hechos susceptibles de ser tipificados como 
infracciones penales, pero siempre sobre la base de valorar especialmente el interés del menor. 
Así, se dispone que la dirección de la investigación y la iniciativa procesal corresponderán al 
Ministerio Fiscal, de manera que quede preservada la imparcialidad del juzgador. A éste se le otorgan 
amplias facultades en orden a acordar la terminación del proceso con el objetivo de evitar, dentro de lo 
posible, los efectos aflictivos que el mismo puede llegar a producir. 
Se establece, igualmente, un límite temporal a la duración de la medida de internamiento, la 
posibilidad de suspender el fallo y la de revisar las medidas impuestas, en atención a la evolución de las 
circunstancias del menor. 





copernicano en la concepción histórica y doctrinal de la ejecución penal y de protección 
del menor. El paso de un modelo exclusivamente paternalista, a un modelo de cada vez 
mayor calado garantista
1897
. De este modo, la duración máxima de la medida de 
internamiento, según el art. 17 de la nueva Ley, será de dos años, restando, por 
consiguiente, fuerza al arbitrio que, hasta el momento de promulgarse la nueva norma, 
mantenían los Jueces de Menores sobre las medidas. 
 
Además de ello, tal y como indica Serrano Tárraga, “es la primera vez que se 
establece un límite mínimo de edad para la intervención de los Tribunales de menores, 
que se fija en los doce años”1898. 
 
A partir de este momento, el ámbito de competencias de los Tribunales se reduce, 
por lo que la terminología debe ser modificada y advertida: es considerado menor 
susceptible de imposición de medidas, el individuo cuya edad se encuentra comprendida 
entre los doce y los dieciséis años, quedando los jóvenes delincuentes (de dieciséis a 
dieciocho años) a disposición de la jurisdicción penal
1899
. Hasta los doce años
1900
, puede 
considerarse que el menor es absolutamente inimputable y carece de responsabilidad 
                                                                                                                                                                                  
La presente Ley tiene el carácter de una reforma urgente que adelanta parte de una renovada 
legislación sobre reforma de menores, que será objeto de medidas legislativas posteriores. Al respecto, 
Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Medidas aplicables en la legislación de menores”, en Martínez-Pereda 
Rodríguez, J.M. (Dir.): Menores Privados de Libertad… ob. cit., p. 204. 
1897 En el nuevo sistema tutelar, cada vez más influido por el modelo de responsabilidad del menor, 
“el garantismo es una exigencia insoslayable”. Cfr. Andrés Ibañez, P.: “El sistema tutelar de menores, 
correlación penal reforzada”, en Psicología social y sistema penal. Alianza Editorial, Madrid, 1986, p. 
227; en el mismo sentido, siguiendo al autor citado, Vid. García Pablos, A.: “Presupuestos criminológicos 
y político-criminales de un modelo de responsabilidad de jóvenes y menores”, en Martínez-Pereda 
Rodríguez, J.M.: Menores Privados de Libertad… ob. cit., p. 277; quien además añade que “la efectividad 
de un amplio marco de garantías es la contrapartida necesaria de cualquier modelo de responsabilidad. No 
cabe exigir responsabilidad, ni del adulto ni del menor, sin el escrúpuloso respeto de los derechos y 
garantías establecidos en el ordenamiento jurídico”.  
1898 Cfr. Serrano Tárraga, Mª.D.: “Legislación penal de menores…” ob. cit., p. 299; siguiendo a la 
autora, también Vid. Montero Hernanz, T.: Justicia juvenil… ob. cit., p. 65. 
1899 Tal y como expone Giménez-Salinas i Colomer, existe un “baile de edades” respecto a la 
legislación anterior, que hace que resulte confuso determinar el momento en el que comienza la capacidad 
penal del menor para responder por sus actos. Vid. Giménez-Salinas i Colomer, E.: “La nueva ley de 
justicia juvenil…” ob. cit., p. 118.  
1900 Vid. Ley Orgánica 4/1992, de 5 de julio… cit., Artículo 1; que dispone:  
“El artículo 9 de la Ley de Tribunales Tutelares de Menores, aprobada por Decreto de 11 de junio 
de 1948, tendrá la siguiente redacción: 
“Los Jueces de Menores serán competentes para conocer: 
1. De los hechos cometidos por mayores de doce años y menores de la edad fijada en el Código 
Penal a efectos de responsabilidad criminal, tipificados como delitos o faltas en las leyes penales. 
Cuando el autor de los citados hechos sea menor de doce años será puesto, en su caso, a 
disposición de las Instituciones administrativas de protección de menores”. 





penal y social de ningún tipo. En los términos romanos sería el infans, en los modernos, 
simplemente el niño; y quedará, según la ley, en manos de las instituciones 
administrativas de protección al menor. 
 
En orden al internamiento de los menores, la nueva ley de Tribunales Tutelares, 
dispone que la redacción del nuevo artículo 17 incluiría entre las medidas aplicables al 
menor infractor, la de “internamiento por tiempo de uno a tres fines de semana”; 
“tratamiento ambulatorio o ingreso en un Centro de carácter terapéutico”; y de 
“ingreso en un Centro en régimen abierto, semiabierto o cerrado”1901. La finalidad 
principal de la medida aplicada a los menores infractores es su carácter educativo, lo 
cual, como acertadamente expone Sánchez Martínez, “ha de ser responsabilizante, es 
decir, capaz de inducir al menor a sentirse responsable de sus actos ante sí y ante los 
demás”1902, además de otros objetos secundarios, como puede ser cubrir los vacíos 
educativos y carencias psicosociales del internado. Al ser una medida privativa de 
libertad, el internamiento también comparte un carácter sancionador
1903
, por cuanto se 
trata de una medida coactiva y limitadora de los derechos del menor. La naturaleza 
sancionadora-educativa comienza a enmarcarse en un cuadro tendente a reconocer la 
responsabilidad de los actos del menor
1904
, lo que finalizará en la promulgación de una 
Ley Penal del menor. 
 
La clasificación de los lugares de encierro de menores cambia, se simplifica en 
carácter general en tres tipos, que sobrevivirán a nuestra actual legislación: centros de 
internamiento cerrado, semiabierto y abiertos. Los tres englobados dentro de una única 
medida de internamiento, a los que deberemos sumar otros Centros de observación 




                                                             
1901 Cfr. Ley Orgánica 4/1992, de 5 de julio… cit., Artículo 2. Cuatro. Nueva redacción del 
artículo 17. 1ª, 6ª y 7ª de la Ley de Tribunales Tutelares de Menores de 1948. 
1902 Cfr. Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes... ob. cit., p. 213. 
1903 Vid. García Pablos, A.: “Presupuestos criminológicos…” ob. cit., pp. 278 y 279. 
1904 Tal y como afirma Aguirre Zamorano, la LO 4/1992 “adopta el modelo de responsabilidad, 
criterio seguido igualmente, aunque en otro sentido, en la LO 1/1996 de 15 de enero de Protección 
Jurídica del Menor”. Cfr. Aguirre Zamorano, P.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 199.  
1905 El internamiento de fin de semana podía cumplirse tanto en el domicilio del menor, 
estableciéndose un control del cumplimiento de la medida por parte de los poderes públicos, o bien en un 
Centro de la Comunidad de carácter proteccional. Vid. Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes... ob. cit., p. 
218. Aguirre Zamorano afirma que esta medida fue “poco utilizada por la carencia de centros y por la 





No existen grados penitenciarios, ni proporcionalidad a la gravedad del delito
1906
. 
Como única medida de progresión entre los diferentes establecimientos se indica la 
revisión o reducción de la medida, para lo cual se observarán las circunstancias 
personales y evolución del menor
1907
, siendo el Juez de Menores el que tendrá la última 
palabra
1908
. Se abandona definitivamente el decimonónico sistema progresivo para los 
menores infractores. 
 
Además de estos tres centros básicos de internamiento, la LO 4/1992 introduce un 
nuevo tipo de centro: el de carácter terapéutico. Necesariamente, el centro terapéutico 
tiene una naturaleza diferente al resto que se basa en que en él ingresaran aquellos 
menores, previa comisión del acto delictivo, que requieran de un tratamiento sanitario y 
psicológico adicional en aquellos casos de adicción a las drogas o alcohol cuya 




                                                                                                                                                                                  
distancia de los mismos de la residencia del menor, que implica, por ejemplo, la pérdida de mucho tiempo 
en viajes, gastos de traslado, etc. Los centros de cumplimiento tendrían que organizar actividades 
educativas, evitando que el cumplimiento se limite al aislamiento. Esta medida tiene una finalidad 
disuasoria y se podrá aplicar a los menores sometidos a una medida no privativa de libertad, que 
reinciden”. Cfr. Aguirre Zamorano, P.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 211. 
1906 Como acertadamente afirma Montero Hernanz, “la LO 4/1992 se limitaba a enumerar las 
medidas que podían acordar los Jueces de Menores, sin ninguna referencia a su contenido, ni tampoco 
establecía reglas para su ejercición”. Cfr. Montero Hernanz, T.: Justicia juvenil… ob. cit., p. 67. 
1907 Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 191; y también, Giménez-
Salinas i Colomer, E.: “La nueva ley de justicia juvenil…” ob. cit., p. 114; más recientemente, Vid. 
Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes... ob. cit., p. 163. 
1908 Vid. Ley Orgánica 4/1992, de 5 de julio… cit., Artículo 2. Cinco. El artículo 23 de la Ley de 
Tribunales Tutelares de Menores, aprobada por Decreto de 11 de junio de 1948, tendrá la siguiente 
redacción: “Las medidas adoptadas en las Resoluciones de los Jueces de Menores, excepto las del 
número 1 del artículo 17, pueden ser reducidas y aun dejadas sin ulteriores efectos por el Juez que las 
haya dictado, a instancia del representante legal del menor o del Ministerio Fiscal, a la vista de los 
informes que se emitan sobre su cumplimiento y el desarrollo del menor”; y también Disposición 
adicional 3ª en la que se indica que la ejecución de las medidas adoptadas por los Juzgados de Menores 
corresponde a las Entidades Públicas competentes en la materia. Al respecto, Vid. Ornosa Fernández, 
Mª.R.: “La nueva regulación del procedimiento de menores ¿un avance?”, en Poder Judicial, 2ª época, 
Número 27, septiembre, Madrid, 1992, p. 160; Sánchez Martínez, F.A.: La jurisdicción de menores en 
España (Pasado, presente y futuro), tesis doctoral, Barcelona, 1996, Parte IX, quien lo compara con la 
regulación de los Tribunales penales y la administración de Instituciones Penitenciarias; Martínez-Pereda 
Rodríguez, J.M.: “Menores privados de libertad en España”, en Martínez-Pereda Rodríguez, J.M.: 
Menores privados de libertad… ob. cit., p. 48; y, más recientemente, Serrano Tárraga, Mª.D.: 
“Legislación penal de menores…” ob. cit., p. 302; quien indica el poco desarrollo de esta materia, ya que 
“la ejecución de las medidas adoptadas corresponde a las Entidades Públicas competentes en la materia, 
según lo dispuesto en la disposición adicional tercera de la Ley, disposición que queda incompleta, 
porque en la ejecución debe intervenir el Juez, contando para ello con los medios que disponen, para tal 
fin, las Entidades Públicas”. 
1909 Vid. Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes… ob. cit., p. 227. 





En lo referente a las medidas tradicionales de internamiento cerrado, semiabierto 
y abierto, la nueva ley adolecía de una menor especificación y regulación
1910
, 
careciendo, por tanto, el internamiento en un centro del menor infractor de un verdadero 
status jurídico
1911
, cuyo desarrollo se atribuyó a las Comunidades Autónomas (en 
adelante, CC.AA.), en virtud de la descentralización de competencias en la materia 
fundamentadas en la norma constitucional
1912
.   
 
                                                             
1910 Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 219. 
1911 Vid. Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes... ob. cit., p. 228. 
1912 Vid. Giménez-Salinas i Colomer, E.: “La nueva ley de justicia juvenil…” ob. cit., p. 115. Y 
que darán como resultado la proliferación legislativa acerca del régimen y aplicación de las medidas de 
internamiento en los Centros de protección de menores. Al respecto, Vid.  Decreto 119/1988, de 21 de 
junio, de 1988, por el que se regulan las normas de actuación en materia de protección y tutela de 
menores, publicado en el BOA, con fecha de 13 de agosto de 1988; también de la Comunidad Autónoma 
de Aragón, el Decreto 165/1992, de 17 de diciembre, de 1992, por el que se aprueba el reglamento de 
régimen interior de los centros de educación e internamiento por medida judicial, publicado en al BOA, 
con fecha de 30 de septiembre de 1992; Orden, de 14 de diciembre, de 1994, por la que se aprueba el 
Proyecto Educativo Marco para los Centros de Protección de Menores de la Comunidad Autónoma de 
Aragón, publicado en el BOA, el 13 de enero de 1995; el Decreto 22/1994, de 14 de febrero de 1994, por 
el que se regula la organización y funcionamiento de los Centros de Protección de Menores de la 
Comunidad Autónoma de Aragón, en el BOA con fecha 11 de enero de 1995; Decreto 98/1994, de 21 de 
septiembre de 1994, por el que se regula la habilitación para actuar como entidad colaboradora en la 
protección de menores, de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares, publicado en el BOCAIB, de 18 
de octubre de 1994; la Ley 6/1995, de 21 de marzo de 1995, de actuación de la Comunidad Autónoma de 
las Islas Baleares en aplicación de las medidas judiciales sobre los menores infractores, publicada en el 
BOE de 12 de mayo, 1995; Decreto 272/1990, de 20 de diciembre de 1990, por el que se aprueba el 
Estatuto de Centros y Servicios propios y colaboradores de Protección, Atención y Tratamiento de 
Menores,en la Comunidad Autónoma de Castilla y León, que fue publicado en el BOCYL de 26 de 
diciembre de 1990; en Cataluña, la Ley 39/1991, de 30 de diciembre de 1991, de la tutela e instituciones 
tutelares, publicado en el DOGC, de 20 de enero de 1992; la Orden, de 14 de mayo de 1991, por la que se 
aprueba el Estatuto aplicable a los Centros de Atención a la Infancia y Juventud, ya sean públicos o 
concertados con al Administración autonómica, de la Comunidad de Valencia, publicado en el DOGV, de 
27 de mayo de 1991; la Ley 4/1994, de 10 de noviembre de 1994, de protección y atención a menores, de 
Extremadura, publicada en el BOE, el 27 de diciembre de 1994; el Decreto 112/1995, de 31 e abril de 
1995, sobre medidas de protección de menores y adopción de la Comunidad Autónoma de Galicia, que 
puede encontrarse en el BOG, con fecha de 28 de abril de 1995; Decreto 37/1992, de 22 de mayo de 
1992, por el que se crea el Instituto Madrileño de Atención a la Infancia, publicado en el BOCAM de 2 de 
junio de 1992; también en la Comunidad Autónoma de Madrid: Decreto 121/1988, de 23 de noviembre de 
1988, regulador del procedimiento de constitucióny ejercicio de la tutela y guarda del menor, en BOCAM 
de 16 de diciembre de 1988, y sus modificación tras la entrada en vigor de la LO 4/1992: el Decreto 
71/1992, de 12 de noviembre de 1992, publicado en el BOCAM de 19 de noviembre de 1992; Ley 3/1995, 
de 21 de marzo de 1995, de la Infancia, promulgada en la Comunidad Autónoma de Murcia, y publicada 
en el BOE con fecha 21 de marzo, de 1995. Al respecto, comenta Martínez-Pereda Rodíguez, que “es 
cierto que las Comunidades Autónomas tenían la competencia en las medidas de internamiento de los 
menores puesto que suyos eran los Centros, pero no actuaban en cambio en la libertad vigilada, una de las 
más efectivas al suponer una reinserción del menor dentro de su medio, por lo que cabe señalar que hasta 
la entrada en vigor de la ley la mayoría de las Comunidades Autónomas no actuaban en esta materia y si 
ahora tienenque asumir el seguimiento y vigilancia de todas las libertades que se impongan en los 
Juzgados, cabe pensar que les harán falta medios materiales y personales que no se han previsto”. Cfr. 
Martínez-Pereda Rodríguez, J.M.: “Menores privados de libertad…” ob. cit., p. 49.    





Las críticas, frente a la falta de especialización de centros (diferenciación entre 
protección y reforma) y escasez de infraestructuras y edificaciones en nuestras 
provincias, pronto se hacen notar en los escritos de la doctrina. 
 
Ríos Martín, en contra de la medida de internamiento, advierte que “en los 
Centros de reforma de menores ni siquiera la posición clínica fue tenida en cuenta”1913, 
apuntando también que “además de la obstaculización educativa, los internados originan 
problemas en el desarrollo y evolución de la personalidad del menor”1914. Ciertamente, 
de modo similar a nuestra actual legislación, era breve el espacio destinado a la 
clasificación y explicación de las instituciones de internamiento de menores en el 
articulado de la LO 4/1992. 
 
También citado en su crítica a los centros de internamiento, encontramos el 
informe de la Coordinadora de reforma de educadores de la Comunidad Autónoma de 
Madrid, en el que se inserta, en referencia a los centros de menores, el siguiente texto: 
 
“No existe una adecuada clasificación de Centros de la Comunidad Autónoma de Madrid. En este 
Centro se mezclan todo tipo de jóvenes de forma indiscriminada y con problemáticas diversas: 
extranjeros, toxicómanos mayores de edad penal, psicópatas, menores con problemas asociales, 
vagabundos, menores desheredados. Todos estos menores viven juntos a diario. 
Para los menores que no estén en el mundo de la delincuencia juvenil, su paso por los Centros les 
supone asistir a una escuela de delincuencia. 
No hay diferencia clara y adecuada de la población que atienden, lo que supone una gran dificultad 
la programación educativa de los menores. 
No se ofrecen alternativas de futuro a los menores durante y para después del internamiento. 
Existe la sensación de ser un Centro de almacén de menores conflictivos. 
No hay planes concretos para la integración laboral mediante puestos de trabajo, siendo éste un 
punto básico y esencial para cualquier programa de inserción social de menores que pronto estarán en 
edad laboral. 
Falta de preocupación por parte de la CAM a la hora de proporcionar medios, para realizar 
adecuadas actividades culturales. 
En cuanto a las condiciones del centro decir: 
- Los menores viven en condiciones infrahumanas. 
- No hay condiciones de habitabilidad, no pueden hacer actividades por falta de material. 
                                                             
1913 Cfr. Rios Martín, J. C.: El menor infractor… ob. cit., p. 177. 
1914 Cfr. Rios Martín, J. C.: El menor infractor… ob. cit., p. 179. 





- Se presenta proyectos para realizar actividades que luego no se llevan a la práctica por falta de 
recursos”1915. 
 
2.5.14. Las primeras normas autonómicas sobre Centros de Menores. Las 
CC.AA. como pioneras en la regulación de los Centros de Menores: Protección y 
Responsabilidad.  
 
Ciertamente, como ya hemos puesto de manifiesto, las CC.AA. fueron las 
primeras en abordar legislativamente la problemática de los centros de internamiento y 
protección de menores
1916
. Las razones fundamentales, en nuestra opinión, fueron 
cuatro: 
 
1º. La anterior distribución de los Tribunales Tutelares de Menores, en las 
distintas provincias y la nueva organización territorial del Estado y de competencias 




2º. La escasez de centros de titularidad puramente pública, que en su mayoría 
eran de carácter privado o mantenían acuerdos y convenios con los gobiernos forales. 
 
3º. El desentendimiento del Estado central de la problemática de la delincuencia 
juvenil, traducido en una falta de uniformidad de criterios generales sobre centros en la 
                                                             
1915 Cfr. Coordinadora de reforma de educadores de la Comunidad Autónoma de Madrid: Falta de 
líneas pedagógicas y de coherencia en la política de la Comunidad de Madrid en materia de menores 
protegidos (reforma), Madrid, 1987; citado en Rios Martín, J.C.: El menor infractor… ob. cit., pp. 181 y 
182. 
1916 Tras la entrada en vigor de la norma constitucional y, sobre todo, tras la promulgación de la 
LO 4/1992 y, posteriormente, como veremos, la LORRPM, las CC.AA. tomarán competencias en materia 
de ejecución penal de menores. Tal y como afirma Coca Blanes, “Las Comunidades Autónomas, en 
sentido dinámico y en ejecución de competencias, inician una ardua tarea de creación y reestructuración 
de recursos, con implicaciones en la organización administrativa de los Servicios, que las convierten, 
además de ejecutoras de medidas judiciales, en cualificados analistas de lo que puede ser la previsión 
teórica de la Norma y la realidad de su aplicación práctica en el presente contexto de lugar y de tiempo”. 
Cfr. Coca Blanes, J.S.: “Intervención de las Comunidades Autónomas. Recursos destinados a la ejecución 
de las medidas impuestas a los menores: respuestas a los desafíos de la Ley Orgánica 5/2000”, Ponencia 
publicada en La Justicia Juvenil: protección y reforma. Publicaciones del Centro de Estudios Jurídicos, 
Secretarios Judiciales, Madrid, 2004, p. 5109.  
1917 Vid. Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de protección de Protección Jurídica del Menor, de 
modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que en su Disposición Final 
Vigésima segunda, dispone que “las entidades públicas mencionadas en esta Ley son las designadas por 
las Comunidades Autónomas y las ciudades de Ceuta y Melilla, de acuerdo con sus respectivas normas 
de organización”. 





LO 4/1992. En definitiva, se trata de la respuesta institucional al cambio de un modelo 
de intervención paternalista, a uno de responsabilidad penal del menor, por cuanto el 
primero era incapaz de ofrecer las respuestas de índole político-criminal ajustadas a la 
realidad de los menores infractores, haciéndose necesarios nuevos establecimientos que 
cubrieran esta faceta
1918
, y que no se encontraban previamente definidos en la norma 
estatal. 
 
4º. La escasez de recursos gubernamentales destinados a la construcción y gestión 
de los centros de internamiento de menores, lo que hacía inviable el sostenimiento de un 
sistema centralizado en esta materia. La falta de atribuciones presupuestarias, en este 
sentido, puede mostrarse como una consecuencia de la tradición histórica de 
establecimientos benéficos y ajenos al orden penal (la mayor parte de ellos 
autogestionados o pertenecientes a los sistemas jurídicos de protección y asistencia de 
las CC.AA.) que se ocupaban del encierro de los jóvenes delincuentes.  
 
En resumen, la búsqueda de soluciones y el fortalecimiento de las autonomías 
dieron como resultado los primeros esbozos de organización de Centros de reforma 
para menores delincuentes.  
 
Una de las primeras en ocuparse específicamente de la materia fue la Comunidad 
Autónoma de Cataluña
1919
, con la Ley 11/1985, de 13 de agosto, de Protección de 
Menores, en la que se dedica el Titulo IV y V a la problemática de la delincuencia 
infantil y su tratamiento
1920
. Dentro de las atribuciones de la ley, se desarrollan cuatro 
ámbitos de actuación diferenciados con las características propias de su naturaleza
1921
: 
                                                             
1918 Vid. Cámara Arroyo, S.: “Las competencias de las Comunidades Autónomas para la ejecución 
de medidas privativas de libertad impuestas a los menores (El ejemplo del Decreto 80/2009, de 21 de 
abril, sobre centros educativos de cumplimiento de medidas privativas de libertad en la Comunidad 
Autónoma del País Vasco)”, en La Ley Penal, Año, Número 70, Editorial La Ley, Madrid, p. 27. 
1919 Vid. Coy, E., y Torrente, G.: “Intervención con Menores: su evolución en España”, en Anales 
de Psicología, Volúmen 13, Número 1, Murcia, 1997, p. 47. 
1920 Las competencias en la materia le fueron atribuidas, específicamente, en virtud del Real 
Decreto 1292/1981, de 5 de junio (BOE, número 158, de 3 de julio).  
 También fue la primera Comunidad Autónoma en derivar estas competencias al área de Justicia, 
tal y como se expone en la Exposición de Motivos de la Ley (y sus art. 6 y 7), indicando que “todos estos 
servicios traspasados fueron asignados al Departamento de Justicia, Direccion General de Proteccion y 
tutela de menores, por el Decreto 168/1981, de 8 de julio (DOGC, n.° 141, de 10 de julio), y el Decreto 
401/1981, de 30 de octubre”; y también la pionera en “lo que respecta al tratamiento de la delincuencia 
infantil y juvenil”, pues, “la presente Ley introduce por vez primera, una definicion de "tratamiento", de 





1º. Facilitar a la autoridad judicial de menores, representada por los Tribunales Tutelares de 
menores, una aplicación óptima de las medidas que dicten, lo que deberá permitir, en adelante, que no se 
reduzcan a las de internamiento, como era habitual; 
2º. Sustituir los antiguos criterios de beneficencia en que se basaba la protección a la infancia y a 
la mujer por la moderna concepción de servicio público;  
3º. Utilizar personal especializado e interesarse por su adecuada preparación y formación 
permanente; 
4º Respetar y preocuparse activamente por el proceso educativo, e introducir nuevas medidas 
pedagógicas que puedan ofrecer respuestas adecuadas a las necesidades del menor. 
 
Desde el primer momento, la norma catalana deja claro que los criterios de 
beneficencia, puramente asistencialistas, han quedado obsoletos en lo que a centros de 
menores se refiere. Es el paso paulatino hacia la responsabilidad del menor
1922
; se habla 
de justicia y de tratamiento educativo
1923
 y no de caridad cristiana. También se aboga 
por la especialización en la formación de los funcionarios y responsables de los 
centros
1924
, de un modo similar a como las Leyes de Tribunales Tutelares ya perfilaban 
                                                                                                                                                                                  
sus objetivos y medios, asi como de las clases de tratamiento, que podrá ser institucional y en medio 
abierto. Para la primera clase de tratamiento establece una serie de principios que garantizan al menor 
el respeto a su persona e identidad, y una variada clasificación de centros que permiten la atencion al 
menor desde el momento de la detención hasta que finaliza el periodo de internamiento. Para el 
tratamiento en medio abierto, incluye por vez primera la figura del Delegado de asistencia al menor 
como pieza clave de este sistema y especifica sus funciones”. Asimismo, “en el título de la prevencion de 
la delincuencia infantil y juvenil, la Ley define la misma como la intervención, con el adecuado 
tratamiento, en los casos de menores que presenten una conducta que haga prever un elevado riesgo de 
Comision de infracciones penales. Y ello con la finalidad de reducir el ámbito de la prevencion por lo 
que respecta al Departamento de Justicia, a la actuación individualizada sobre aquellos menores que 
presenten problemas de conflicto social, y de reservar a la actuacion de otros organismos la atención de 
los casos de marginación o de abandono que, de forma remota, puedan tambien conducira la 
delincuencia. La inclusión de un título dedicado a la prevención responde a la necesidad de no limitar la 
actuacion del Departamento de Justicia a aquellos casos en que la infraccion penal ya se ha producido, 
sino de extender su acción educativa a los supuestos de grave riesgo de iniciación en la vida delictiva”. 
1921 Vid. Ley 11/1985, de 13 de agosto… cit. Exposición de Motivos. 
1922 Tal y como ha expresado Ferrer Riba, en la Ley 11/1985, “no se contempla al menor en 
general, como sujeto en una posición personal y social necesitada de protección, sino al menor infractor, 
al menor en situación de alto riesgo para delinquir o al menor desamparado. Se parte así de un 
entendimiento restringido de la expresión "protección de menores" (Preámbulo, párrafo 4) que excluye de 
su  ámbito al menor no infractor cuando los mecanismos para su guarda contemplados por la ley (patria 
potestad, tutela, guarda de hecho) operan  adecuadamente y su conducta no deja prever un elevado riesgo 
de delincuencia”, por lo que, “La ley sustituye los antiguos criterios de beneficencia en que se basaba la 
protección a la infancia por una concepción postconstitucional de servicio público, en el cual priman el 
respeto a los derechos y garantías individuales del menor”. Cfr. Ferrer Riba, J.: “Derechos del menor, 
relaciones familiares y potestades públicas para la protección de la infancia y la adolescencia en 
Cataluña”, en Derecho Privado y Constitución, Número 7, septiembre-diciembre, Madrid, 1995, p. 33. 
1923 Vid. Artículo 24 de la Ley 11/1985, de 13 de agosto… cit.; que indica claramente que “el 
tratamiento de la delincuencia infantil y juvenil tendra un caracterfundamentalmente educativo y 
consistira en la atencion, por mandato de la autoridad judicial, de los menores infractores”. 
1924 Vid. Artículo 33 de la Ley 11/1985, de 13 de agosto… cit.  





y, lo que es más importante, por la armonización de su organización. A tales efectos, la 
ley catalana establece que “todos los centros y servicios de atención a los menores se 
regirán por un Reglamento de Régimen Interno o de funcionamiento, en el que deberán 
tenerse presentes las reglas y principios de la presente Ley, con la finalidad de que 
tanto los menores como los padres y guardadores conozcan de forma clara sus 
derechos y obligaciones” y, además, “todos los reglamentos de Régimen Interno 
deberán ser aprobados por el Departamento de Justicia”1925, conformando un prototipo 




En la pionera legislación de Cataluña se distinguen, con anterioridad al desarrollo 
de las medidas de internamiento en medio abierto, semiabierto y cerrado, dos tipos de 




El primero consiste en “separar al menor del medio habitual y atenderlo en un 
centro destinado a la reeducación”1928. Para este propósito, el Departamento de Justicia 
contará con centros propios, frente a estos, “los que pertenezcan a personas o 
instituciones públicas o privadas que, mediante acuerdos con el Departamento de 
Justicia, acojan a menores necesitados de atención”1929 a los que denomina con el 
nombre genérico de Centros colaboradores. Se trata de la primera clasificación inicial 
por la titularidad de los centros: propios o públicos y colaboradores o concertados. 
 




Los centros se clasificarán en:  
A) Centros de detención: Los centros de detención serán los destinados a la custodia de los 
menores cuando la autoridad acuerde su detención. 
                                                             
1925 Vid., respectivamente, los artículos 26.1 y 2 de la Ley 11/1985, de 13 de agosto… cit. 
1926 Vid. Artículo 27.2 de la Ley 11/1985, de 13 de agosto… cit.; que estable unos minimos que 
deben incluir todos los reglamentos de los centros de la Comunidad Autónoma. 
1927 Vid. Artículo 28 de la Ley 11/1985, de 13 de agosto… cit.. Al respecto, Silva Sánchez 
recalcaba que la Comunidad de Cataluña era una de las primeras en disponer de una red de centros de 
menores adecuados para la ejecución de medidas de internamiento, mientras que, por regla general, el 
internamiento en instituciones especiales para menores era poco usual en el resto de las provincias. Vid. 
Silva Sánchez, J.M.: “El régimen de la minoría de edad penal (artículo 19)”, en El nuevo Código Penal: 
cinco cuestiones fundamentales. Bosch, Barcelona, 1997, p. 176.  
1928 Cfr. Artículo 29 de la Ley 11/1985, de 13 de agosto… cit.. 
1929 Cfr. Artículos 30.2 y 3 de la Ley 11/1985, de 13 de agosto… cit.  
1930 Cfr. Artículos 35, 36, 37, y 38 de la Ley 11/1985, de 13 de agosto… cit.  






B) Centros de observación: Los centros de observación serán los destinados a analizar, explorar y 
estudiar la personalidad y circunstancias de los menores que les sean confiados por la autoridad judicial, a 
fin de realizar su diagnóstico y elaborar la propuesta de la medida mas aconsejable para su reeducación. A 
su vez se clasifican en: 
 
a) Centros de Régimen abierto. 
b) Centros de Régimen semiabierto. 
c) Centros de Régimen cerrado. 
 
C) Centros de tratamiento: Los centros de tratamiento serán los destinados a acoger a los menores 
cuando la autoridad judicial asi lo determine, de acuerdo con las disposiciones legales vigentes y en las 
condiciones establecidas por las mismas. Y que, a su vez pueden ser, según su régimen: 
 
a) Centros de Régimen abierto, en los que los menores residen y reciben educación y en los que, 
siempre que sea posible, se desarrollaran las actividades escolares y laborales fuera del centro. 
 
Los centros de régimen abierto podrán ser: 
 
- hogares infantiles y juveniles: Centros destinados a menores en edad escolar. La capacidad de 
dichos hogares no podrá exceder de 12 plazas. No podrá existir en un mismo establecimiento más de un 
hogar. 
- residencias infantiles: Centros destinados a menores en edad escolar. La capacidad de cada 
residencia no podrá exceder de 20 plazas. 
- residencias juveniles: Centros destinados a jóvenes en edad de formación y aprendizaje 
profesional y de inclinación al trabajo. La capacidad de cada residencia no podrá exceder de 20 plazas. 
 
b) Centros de Régimen semiabierto: Centros en los que los menores que precisen una atención 
continuada en todas sus actividades residen y reciben educación. Los menores gozarán de permisos de fin 
de semana y de vacaciones, salvo prohibición expresa de la autoridad judicial. La capacidad de dichos 
centros no podrá exceder de 70 plazas. 
 
c)  Centros de Régimen cerrado: Centros en los que los menores residen y reciben un tratamiento 
intensivo. 
 
Además de establecer una clasificación ordenada y más completa de los centros 
de menores -aunque aún sin una clara distinción entre centros de protección y de 
reforma-, “la regulación llevada a cabo por la Ley catalana 11/1985, de 13 de junio, de 





la acción tutelar de los menores encomendada a la Administración de la Generalitat, 
tuvo una influencia decisiva en la que, poco después, realizó el legislador estatal de la 
figura de la tutela administrativa de los menores desamparados a través del Código 
Civil”1931. 
 
La Ley 11/1985 de la Comunidad de Cataluña fue modificada posteriormente por 
la Ley 12/1988 en su aspecto organizativo, pasando las competencias en materia de 
protección del Departamento de Justicia al Departamento de Bienestar Social, de nueva 
creación
1932
. De este modo, se dividen las competencias en materia de menores, 
quedando aquellas funciones relativas a la reforma de los menores delincuentes 
exclusivamente bajo el cargo de la rama de Justicia, y las de tutela y protección del 
menor desamparado o situación de crisis social en las de Bienestar. Finalmente, la 
segregación total de la vertiente protectora y la de reforma del menor se producirá con 
la nueva Ley 37/1991
1933
 que modificará sustancialmente la anterior legislación en la 
materia, teniendo posteriormente un mayor desarrollo, en cuanto a instituciones se 




Otras CC.AA. tomaron cartas en el asunto a finales de los años 80
1935
. Antes de la 
reforma producida en los Tribunales Tutelares por la LO 4/1992, la mayor parte de las 
autonomías comenzaron a sancionar decretos y leyes sobre protección de menores, en 
los que englobaban también las medidas de reforma. A principios de los años 90, estas 
normativas primigenias fueron paulatinamente modificadas, adaptándose a las nuevas 
                                                             
1931 Cfr. De Palma del Teso, A.: “Las competencias de la Generalitat de Cataluña en materia de de 
Protección pública de menores”, en Revista de Estudios Autonómicos y Federales, mayo, Barcelona, 
2007, p. 418. 
1932 Vid. Decreto 332/1988, de 21 de noviembre, de reasignación de competencias en materia de 
protección de menores (DOGC, n.° 1072, de 23 de noviembre). Las competencias en el tratamiento y 
prevención de la delincuencia infantil y juvenil se asignan a la que pasa a denominarse Dirección General 
de Justicia Juvenil, en el Departamento de Justicia, y las vinculadas a la tutela de los menores 
desamparados se asignan a la Dirección General de Atención a la Infancia, en el Departamento de 
Bienestar Social creado por Decreto 258/1988, de 19 de septiembre, y dotada de competencias por el 
Decreto 332/1988, y el Decreto 380/1988, de 1 de diciembre. 
1933 Vid. Ferrer Riba, J.: “Derechos del menor…” ob. cit., p. 36. 
1934 Publicada en el BOGC, 20 de enero de 1992. 
1935 Época que coincide con la nueva dirección en cuanto a política criminal en materia de menores 
se refiere, y que supondrá el contrapunto a la filosofía tutelar que hasta la fecha parecía imponerse. Al 
respecto, Vid. Sáinz-Cantero Caparros, J.: “Fundamentos teóricos y antecedentes del sistema de 
responsabilidad penal de los menores”, Ponencia publicada en el curso “La Justicia de Menores: 
protección y reforma”, Estudios Jurídicos, Secretarios Judiciales, Centro de Estudios Jurídicos, Madrid, 
2004, p. 5246. 





concepciones en materia de delincuencia juvenil, produciéndose un progresivo 
distanciamiento entre derecho tutelar y derecho penal de menores. 
 
Castilla y León publica el Decreto 57/1988, de 7 de abril
1936
, por el que se dictan 
algunas normas sobre protección de menores, asumiendo competencias en materia de 
“control de cuantos centros de modo permanente o transitorio alberguen o recojan 
niños”1937; y, además, tendrá como uno de sus principios rectores, la “coordinación con 
cuantos organismos e instituciones públicas y privadas actúan en la atención de 
menores promoviendo criterios comunes de actuación y velando por el cumplimiento de 
toda la normativa vigente en todos sus órdenes y especialmente en el educativo”1938.  
 
Recogiendo el testigo dejado por Cataluña, la Comunidad castellano-leonense 
incorpora en su normativa un Capítulo, el VIII, dedicado exclusivamente a la 
prevención y tratamiento de la delincuencia juvenil que, en este caso, dependerá de la 





Previamente, antes de tratar la problemática del menor delincuente, la norma 
establece una serie de principios acerca del internamiento y las instituciones de acogida 
de menores, recogidos en las anteriores disposiciones estatales y Tratados 
internacionales, consagrando su aplicación en su ámbito de competencias, que es 
preciso mencionar: 
 
1º. Se reconoce al internamiento como la ultima ratio de las medidas aplicables para los 
menores1940. 
                                                             
1936 Publicado en el BOCYL, de 14 de abril de 1988. 
1937 Cfr. Artículo 2 del Decreto 57/1988, de 7 de abril… cit., Dicho control de las instituciones se 
llevará a cabo, en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 de la misma normativa, por “la Dirección 
General de Servicios Sociales y Consumo la autorización, inspección, vigilancia y control de todos los 
centros de atención a la infancia y juventud en el ámbito de la Comunidad Autónoma, 
independientemente de los permisos o licencias que tengan que recabar de otras Administraciones”. 
1938 Cfr. Artículo 3.7, del Decreto 57/1988, de 7 de abril… cit. 
1939 Vid. Artículo 38, del Decreto 57/1988, de 7 de abril… cit. 
1940 Vid. Artículo 33, del Decreto 57/1988, de 7 de abril… cit.; en el que se dispone que “el 
internamiento, en centros propios o colaboradores, de los menores se llevará a cabo sólo cuando no 
exista otra posibilidad o mientras se le somete transitoriamente a un período de observación para 
determinar la solución más adecuada”. 





2º. Aplicación de un tratamiento individualizado del menor ingresado en los centros, y necesidad 
de un proyecto educativo con un seguimiento periódico de evolución del menor1941.  
3º. Fomento del contacto del menor internado en un centro con el exterior y el medio social1942. 
4º. “El tratamiento de los menores delincuentes tendrá siempre un carácter educativo, ya sea la 
medida en medio abierto o en Centros”1943. 
 
La clasificación de los Centros, quedará simplificada de la siguiente forma1944: 
 
A) De Observación: cuya finalidad será estudiar la personalidad del menor, analizar las causas 
de la desviación de su conducta, realizar su diagnóstico, formular la propuesta de medidas más 
adecuadas para su reeducación y reinserción, y prescribir su tratamiento1945. 
B) De Diagnostico. La normativa los asemeja a los de observación, sin definirlos de manera 
separada a estos. La terminología empleada podría resultar confusa, ya que strictu sensu, la diagnosis del 
tratamiento debería establecerse posteriormente a la observación en función de los datos obtenidos en 
esta, pero en un periodo correlativo en el tiempo a ésta.  
C) De Tratamiento. Los centros de tratamiento serán aquéllos en los que el menor recibirá, 
durante el tiempo que la autoridad judicial determine, la terapia adecuada a sus desajustes 
personales1946. 
 
No se establecen subtipos de cada uno de los centros, aunque entendemos que 
estos podrían tener las características regimentales típicas: abiertos, semiabiertos y 
cerrados. 
 
Esta clasificación de centros dejaba vacante el tema regimental de los mismos. 
Precisamente este asunto vino a legislar el Decreto 272/1990, de 20 de diciembre
1947
, 
por el que se aprueba el Estatuto de Centros y Servicios propios y colaboradores de 
Protección, Atención y Tratamiento de Menores, es decir, tanto de titularidad pública 
como de gestión privada
1948
. 
                                                             
1941 Vid. Artículo 35, del Decreto 57/1988, de 7 de abril… cit. 
1942 Según el artículo 36, del Decreto de Castilla y León, “el menor ingresado en un centro será 
objeto de un estudio individualizado y de un proyecto educativo de acuerdo con sus características 
personales. El tratamiento educativo del menor será objeto de seguimiento y de evaluación periódica”. 
1943 Vid. Artículo 40, del Decreto 57/1988, de 7 de abril… cit.  
1944 Vid. Artículo 41, del Decreto 57/1988, de 7 de abril… cit.  
1945 Vid. Artículo 42, del Decreto 57/1988, de 7 de abril… cit.  
1946 Vid. Artículo 43, del Decreto 57/1988, de 7 de abril… cit. 
1947 Publicado en el BOCYL con fecha de 26 de diciembre de 1990. 
1948 Se establece, según el artículo 1, 1ª y 2ª del Decreto 272/1990, que “las normas del presente 
Estatuto son de aplicación a todos los Centros y Servicios de Protección, Atención y Tratamiento de 





La norma establece una definición amplia y genérica de centro de menores: 
  
“Establecimiento que proporciona, como alternativa temporal, una atención integral a aquellos 
niños que no pueden recibirla de sus familiares, rodeándoles de un clima de afecto, comprensión y 
seguridad moral y material que garantice el pleno y armónico desarrollo de su personalidad, 
capacitándoles para que puedan integrarse normalmente en la sociedad”1949. 
 
Aunque la definición es demasiado inespecífica, el Decreto la acompaña de una 
clasificación detallada de los centros, distinguiendo los puramente asistenciales de los 




“Centros para jóvenes con problemática delincuencial, que estén sujetos a actuaciones 
reglamentarias y/o de intervención por la autoridad judicial, en régimen cerrado y semi-abierto.  
Dichos centros pueden ser: 
- De detención. 
- De tratamiento”. 
 
Existirán, por tanto, centros de mera custodia de los menores diferentes a los de 
los adultos, a la espera de la aplicación de una medida determinada, y también centros 
de ejecución de las mismas
1951
, siendo el internamiento definido en el Decreto como 
“una medida flexible que puede iniciarse en cualquier momento del curso escolar, y 
tiene una duración determinada”1952. Con anterioridad a la LO 4/1992, y en previsión de 
las nuevas políticas garantistas en materia de delincuencia juvenil, la normativa 
castellano-leonesa intenta reducir el arbitrio en la duración de las medidas de 
internamiento, denominándola como una medida de temporalidad definida. 
 
                                                                                                                                                                                  
menores, tanto propios como colaboradores, cualquiera que gea su titularidad, siempre que se 
encuentren ubicados en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Castilla y León 
 Los centros y servicios de carácter privado no colaboradores estarán sometidos a la normativa 
sobre inscripción, autorización, acreditación, inspección y sanción emanada de la Comunidad 
Autónoma, y demás normas que les sean de aplicación”.  
1949 Cfr. Artículo 8.1, del Decreto 272/1990, de 20 de diciembre… cit. 
1950 Cfr. Artículo 8.2 B), del Decreto 272/1990, de 20 de diciembre… cit.  
1951 Vid. Artículo 15.2, del Decreto 272/1990, de 20 de diciembre… cit.; donde se indica que “en 
los centros de cumplimiento para menores con problemática delincuencial, el internamiento o baja se 
acordará por el órgano jurisdiccional competente. El mismo órgano determinará la naturaleza y 
duración de las medidas a adoptar”. 
1952 Vid. Artículo 16.1., del Decreto 272/1990, de 20 de diciembre… cit. 





La Comunidad Autónoma de Aragón será también una de las pioneras en legislar 
materias relativas al ámbito de los menores; la primera de ellas será la Ley 4/1987, de 25 
de marzo, de Ordenación de la Acción Social, que estableció el mantenimiento en cada 
provincia de un servicio de acogida y atención primaria a menores
1953
, de carácter 
íntegramente proteccionista. La siguiente norma, promulgada tan sólo un año después, 
vendrá a especificar algunas de las materias de la anterior. El Decreto 119/1988, de 21 
de junio, de la Diputación General de Aragón, por el que se regulan las normas de 
actuación en materia de protección y tutela de menores
1954
, indica como instrumento de 
actuación de carácter mediato en el ámbito de la protección de menores tanto el 
internamiento como el semi-internamiento
1955
. Entendemos que el internamiento al que 
se refiere la norma debe ser el internamiento cerrado, siendo alguna de las modalidades 
del semi-internamiento las correspondientes con los internamientos abierto y 
semiabierto. 
 
Respecto a la medida de internamiento tutelar, la normativa efectúa una 
clasificación por la titularidad de la gestión en centros propios o colaboradores. Los 
centros de carácter público se regirán por lo dispuesto en el Reglamento de 
Funcionamiento de los Centros de Menores, mientras que los de carácter privado 





Existía una carencia respecto a la diferenciación entre el internamiento tutelar y el 
destinado a reforma del menor al encontrarse la norma de acuerdo con la Ley de 
Tribunales Tutelares de 1948. La situación no cambiará
1957
 hasta el nacimiento 
                                                             
1953 Vid. Herreiz Velazquez, Y.: “La Ley de la Infancia y la Adolescencia en Aragón”, en La Ley 
Aragón, Suplemento de la Comunidad Autónoma de Aragón,  Editorial La Ley, Año XXIII, Suplemento 
de mayo, Madrid, 2002, p. 1. 
1954 Publicado en el BOA, con fecha 13 de julio de 1988. Las competencias en materia de 
Protección de Menores fueron transmitidas en base a los Reales Decretos 1070/84, de 8 de febrero y 
2051/85, de 9 de octubre. 
1955 Vid. Artículo 11, b) del Decreto 119/1988, de 7 de julio… cit. 
1956 Vid. Artículo 35, del Decreto 119/1988, de 7 de julio… cit. 
1957 Con anterioridad a la Ley 10/1989, se promulgó una Orden, con fecha de 30 de noviembre, de 
1988, por la que se dictan normas para la aplicación del Decreto 119/1988, siendo la una medida 
legislativa de importancia entre ambos periodos. 





legislativo de la Ley 10/1989, de Protección de Menores
1958
, y el Reglamento de 




Esta última norma se configura como un verdadero “Reglamento de ejecución 
penitenciaria para menores”, en el que encontraremos la organización y regulación de 
las medidas de internamiento y de los lugares donde esta se cumpla. 
 
Según el texto, los centros de reforma acogerán a menores de edades 
comprendidas entre los doce y los dieciocho años, en el cumplimiento de medidas 
judiciales de internamiento
1960
. Estas medidas, según dispone el Decreto aragonés, 
tendrán un doble objetivo: 
 
“a) El cumplimiento de la misma en sus justos y estrictos términos. 
 b) El favorecimiento del desarrollo integral de los menores internos, de manera acorde con el 
fomento de su sentido de la dignidad y responsabilidad y de los valores que fortalezcan el respeto del 
niño por los derechos y las libertades fundamentales de terceros, teniendo en cuenta, en todo caso, la 
edad del niño y la importancia de promover su reintegración”1961. 
 
Destaca, en la redacción, la adaptación a los nuevos términos, anotados supra, en 
los que se mueve la nueva concepción del Derecho penal aplicado a los menores, 
reconociendo el respeto a sus derechos constitucionales, pero también estableciendo el 
valor de la responsabilidad del menor en sus propios actos. 
 
Debe, por otra parte, alabarse el detallado articulado de la normativa aragonesa 
respecto a los órganos de funcionamiento de los centros y su organización. Cada centro 
estará regido por un Director
1962
, apoyado por un Subdirector y un Consejo de 
                                                             
1958 Publicada en el BOA, de 5 de enero de 1990. 
1959 Decreto 165/1992, de 17 de septiembre de 1992, publicado en el BOA, con fecha de 30 de 
septiembre de 1992. 
1960 Vid. Artículo 1, del Decreto 165/1992, de 17 de septiembre de 1992… cit. 
1961 Cfr. Artículo 2, del Decreto 165/1992, de 17 de septiembre de 1992… cit. 
1962 Vid. Artículo 4, del Decreto 165/1992, de 17 de septiembre de 1992… cit.; que dispone que 
son funciones del Director: “a) Ostentar la representación del Centro. b) Ejercer la dirección del 
personal adscrito al Centro. c) Cumplir y hacer cumplir las normas contempladas en el presente 
Reglamento, disposiciones vigentes y cuantas normas e instrucciones emanen del Departamento de 
Sanidad, Bienestar Social y Trabajo. d) Ejecutar los acuerdos adoptados por el Consejo del Centro. e) 
Dirigir la administración del Centro y gestionar el presupuesto. f) Confeccionar los horarios en 
colaboración con el Coordinador. g) Mantener las relaciones entre el Centro y el Servicio Provincial 
correspondiente. h) Comunicar la evolución de los menores a los Servicios Provinciales, la Dirección 





Dirección; un Coordinador de Centro, al que se le atribuyen las competencias en 
materia de coordinación pedagógica
1963
; y todo un equipo de profesionales, adaptados a 
las nuevas tendencias pedagógicas en materia de tratamiento de menores
1964
.   
 
Pero, sin lugar a dudas, lo que más llama la atención del Decreto de la Comunidad 
Autónoma de Aragón, es la distribución estructural de los centros, y el proceso de 
internamiento del menor en ellos. En ambos puntos puede comprobarse la gran 
influencia de la legislación penitenciaria de adultos. 
 
En primer lugar, se advierte un sistema de individualización científica del menor 
internado, si bien, este quedará en parte eclipsado por la decisión judicial sobre el 
destino del menor: 
 
“Simultáneamente a la orden de internamiento o, en su caso, inmediatamente después, el juzgado 
correspondiente adjuntará informes sociales, educativos y psicológicos del menor, con el fin de facilitar 
su proceso de integración en el Centro. 
A su llegada será recibido por una persona del equipo directivo y un educador de la sección a la 
que va a ser destinado. Se anotará el ingreso en recepción y la persona del equipo directivo se hará 
cargo de la documentación de que sea portador y de la orden de ingreso. 
Se le conducirá a la sección que le corresponda, se duchará y se procederá, en su presencia, a un 
registro de sus pertenencias. 
 Todo objeto no permitido será inventariado, retirado y depositado en un lugar destinado al efecto 
en el propio Centro. Se le dotará de un equipo de ropa y se le asignará una habitación 
                                                                                                                                                                                  
General del Departamento y a los Organos Judiciales competentes. i) Asumir las funciones del 
Coordinador en los Centros que no exista éste.  j) Cuantas le vengan atribuidas legal o 
reglamentariamente. k) El Director dará cuenta periódicamente, y siempre que sea requerido para ello, 
al Ministerio Fiscal y al Juez de los ingresos de menores, así como de su evolución y adaptación al 
proceso educativo”. 
1963 Vid. Artículo 6, del Decreto 165/1992, de 17 de septiembre de 1992… cit. Además de esta 
atribución, las funciones del Coordinador, serán las siguientes: “a) Hacerse cargo de la dirección del 
Centro por ausencia o enfermedad del Director y Subdirector, en su caso. b) Velar por el estricto 
cumplimiento de los horarios. c) Promover reuniones periódicas con los Educadores y coordinar la 
actuación de éstos. d) Velar por la ejecución de las actividades contenidas en la programación general 
del Centro. e) Proponer innovaciones a la programación general, en bien de la marcha educativa 
general o de la evolución de algúno de los menores. f) Cualquier otra función que le pueda ser 
encomendada por el Director y el Subdirector, dentro del ámbito de sus funciones”. 
1964 Vid. Artículo 9, del Decreto 165/1992, de 17 de septiembre de 1992… cit.; el listado de 
profesionales es el siguiente: el personal del Centro estará integrado por los siguientes profesionales: “a) 
El Médico. b) El Psicólogo. c) El Asistente Social. d) Los Educadores. e) Los Profesores de E.G.B. f) Los 
Maestros de Taller. g) El Personal de Servicios”. El Capítulo III de la norma desarrolla con mayor detalle 
las funciones de cada uno de ellos. 





Para el eventual ingreso de menores durante la noche en cualquier sección, se procederá como 
sigue: Se practicará el registro del menor en presencia de la Policía y si es necesario, acompañados por 
ésta, se le ubicará en una habitación de la sección que le corresponda, retirándole la ropa propia y 
proporcionándole ropa del Centro”1965. 
 
Se establece una división del centro en tres secciones o departamentos, una para 
cada uno de los regímenes de internamiento contemplados en la LO 4/1992
1966
; a 
semejanza de los módulos de los centros penitenciarios, estos podrán tener una sección 
abierta, otra semiabierta y, por último, una cerrada
1967
. Durante la estancia en cada una 
de estas secciones, el menor estará sometido a un proceso de evaluación y, a modo de 
“tratamiento penitenciario”, se le destinará un Proyecto Educativo Individual (PEI)1968.  
 
Cada una de las secciones tendrá un régimen diferenciado: 
 
La Sección abierta, la de menor rango restrictivo de las tres, supone la obligación 
de pernoctar en ella para el menor, además de estar sujeto a un programa de actividades 
                                                             
1965 Cfr. Artículo 26, 1ª, 2ª, 3ª y 9ª, del Decreto 165/1992, de 17 de septiembre de 1992… cit. 
1966 Vid. Artículo 28.1, del Decreto 165/1992, de 17 de septiembre de 1992… cit. 
1967 Vid. Artículo 26, 4ª y 5ª, del Decreto 165/1992, de 17 de septiembre de 1992… cit.; donde se 
establecen las tres secciones y las normas de ingreso en las mismas, con el siguiente tenor: “Si el ingreso 
es en la sección abierta o semiabierta se incorporará a la misma acompañado por el educador, que lo 
presentará a los componentes del grupo, iniciándose desde ese momento el periodo de observación, que 
no será inferior a siete días ni superior a un mes, asimismo se le informará de la normativa de la sección, 
horarios, programa educativo y Reglamento de Régimen Interior. 
Si el ingreso es en la sección cerrada, permanecerá un periodo de tiempo inferior a 24 horas en 
observación, separado del resto de menores y acompañado por un educador, realizando tareas 
formativas en función del horario del Centro, pudiendo salir al patio en dos periodos, uno por la mañana 
y otro por la tarde de igual duración que las salidas del resto de los menores. 
Durante ese periodo estará siempre acompañado de personal del equipo educativo, bien sea 
directivo, técnico o educador. Durante este tiempo se le pondrá al corriente de su situación legal, el 
funcionamiento del Centro, sus derechos y obligaciones y Reglamento de Régimen Interior. 
Posteriormente se integrará en la sección con el resto de los menores, continuándose el periodo de 
observación, que no será inferior a siete días ni superior a un mes”. 
1968 Vid. Artículo 26, 6ª, 7ª y 8ª, del Decreto 165/1992, de 17 de septiembre de 1992… cit.; donde 
se exponen las especificaciones sobre la observación del menor y el tratamiento educativo, como sigue: 
“Una vez que el menor esté integrado en su sección se realizarán informes periódicos de evaluación 
continua hasta la baja definitiva del menor. El Juez, el Fiscal y el Departamento de Sanidad, Bienestar 
Social y Trabajo de la Diputación General de Aragón, estarán informados de la evolución del mismo 
mediante estas evaluaciones periódicas. 
Posteriormente en todas las secciones se recopilarán los datos necesarios para confeccionar la 
anamnesis, la evaluación inicial y el plan educativo individual. 
El Plan Educativo Individual se pondrá en práctica una vez concluido el periodo de observación y 
comprenderá la totalidad del tiempo establecido en la medida de internamiento, poniendo en 
conocimiento del menor los aspectos más importantes del mismo en función de su capacidad y 
formación”. Al respecto, Vid., también, la Orden, de 14 de diciembre de 1994, publicada en el BOA de 13 
de enero de 1995, por la que se aprueba el Proyecto Educativo Marco para los Centros de Protección de 
Menores dependientes de la Comunidad Autónoma de Aragón. 





educativas, formativas y de ocio
1969
. Debe entenderse, a tenor de lo dispuesto en la 
norma, que en este régimen de internamiento todas las actividades propias del PEI se 
realizarán en establecimientos e instituciones del exterior del centro. 
 
El departamento Semiabierto, supone el grado medio u ordinario de privación de 
libertad, “los menores podrán salir a su domicilio y realizar actividades educativas y 
recreativas fuera del Centro, siempre que cuenten con la autorización del Juez y de 
acuerdo con la programación educativa individual que se establezca en función de las 
características del menor y del tiempo de permanencia en el Centro establecido en la 
resolución del Juez”1970. 
 
Por último, la Sección Cerrada significa una privación total de libertad, de la que 





Además de ello, el Reglamento establece la regulación de los permisos de 
salida
1972
, las faltas disciplinarias
1973
 y sanciones clasificadas, a semejanza de la 
                                                             
1969 Vid. Artículo 29, del Decreto 165/1992, de 17 de septiembre de 1992… cit. 
1970 Vid. Artículo 30, del Decreto 165/1992, de 17 de septiembre de 1992… cit.  
1971 Vid. Artículo 31, del Decreto 165/1992, de 17 de septiembre de 1992… cit. 
1972 Vid. Decreto 165/1992, de 17 de septiembre de 1992… cit., Capítulo 4. 
1973 Vid. Artículo 38, del Decreto 165/1992, de 17 de septiembre de 1992… cit.; que dispone que 
“las faltas disciplinarias cometidas por los internos, se clasifican en faltas leves, graves y muy graves. 2. 
Son faltas leves: a) La desobediencia leve. b) Causar intencionadamente destrozos leves en las 
dependencias o resto de los materiales del establecimiento, en los proporcionados al menor para su uso 
personal o en las pertenencias de otras personas. c) Simular lesiones o enfermedades. d) Reaccionar con 
ira o cólera atentando contra los derechos de los demás internos y del personal. e) No respetar el 
descanso o la intimidad de los compañeros. f) Vender o intercambiar objetos. g) Cometer actos groseros 
y faltas de respeto. h) Cometer acciones u omisiones que impliquen incumplimientos voluntarios del 
interno y que revistan objetivamente análoga gravedad a las faltas anteriores. 3. Son faltas graves: a) La 
desobediencia grave. b) Tener objetos no permitidos que sean peligrosos o que atenten contra la 
seguridad del Centro. c) Inferir amenazas o agresiones verbales a compañeros o profesionales del 
Centro. d) La apropiación indebida, tanto de objetos propios del Centro como de los compañeros o del 
personal. e) Causar destrozos graves en el material (romper, quemar, violentar puertas, muebles o 
enseres, cerraduras...). f) Coaccionar a un compañero. g) Incorporarse al Centro tras un permiso, con un 
retraso no superior a las 24 horas. h) La utilización indebida de cubiertos o herramientas de los talleres 
que suponga riesgo para las personas. i) La comunicación con el exterior a través de medios no 
autorizados (ventanas...). j) La acumulación de 3 faltas leves en el día. k) Cualquier acción u omisión que 
por su naturaleza pudiera ser constitutiva de delito y motive la denuncia ante la autoridad judicial. 4. 
Son faltas muy graves: a) Agredir o provocar lesiones a compañeros o a los profesionales. b) Participar 
en un motín o instigar a que se produzca. c) Autolesionarse. d) Participar en una fuga o instigar a que se 
produzca. e) Poseer o consumir alcohol o drogas, o cualquier otro producto perjudicial para la salud. f) 
Regresar de un permiso después de un tiempo de retraso superior a las 24 horas. g) Comerciar con 
drogas. h) La acumulación de dos faltas graves en la semana”. 





normativa penitenciaria, en leves, graves y muy graves aplicables a los menores que 




A la normativa de centros de internamiento en la Comunidad Autónoma de 
Aragón le sobrevino un reglamento específico aprobado por el Decreto 238/1994, por el 
que se regula la organización y funcionamiento de los Centros de Protección de 
Menores de la Comunidad Autónoma de Aragón
1975
. En esta normativa se indica una 
definición que diferencia los centros de protección de los de reforma, de modo que los 
primeros serán exclusivamente “los destinados al desarrollo global de la personalidad 
del menor; acogiendo, cuidando y educando a los menores de dieciocho años, que por 
motivos de protección deban ser separados temporal o definitivamente de su núcleo 
familiar o entorno social”1976. 
 
La Comunidad Valenciana ya había iniciado su particular especialización en el 
terreno de la ejecución de medidas de internamiento y centros de menores con la 
sanción de la Orden, de 14 de mayo de 1991
1977
, por la que se aprobaba el Estatuto 
aplicable a los Centros de Atención a la Infancia y Juventud, ya sean públicos o 
concertados con la Administración autonómica. 
 
Con la reforma de 1992 de la Ley de Tribunales Tutelares de Menores, fue el 
momento para establecer una nueva dirección legislativa de mayor peso y alcance: la 
                                                             
1974 Vid. Artículo 39, del Decreto 165/1992, de 17 de septiembre de 1992… cit.; entre las que se 
encuentran: “2. Serán sanciones por faltas leves: a) Limitar el tiempo de salida por un periodo no 
superior a una semana. b) Limitar el tiempo de permanencia en ambiente recreativo hasta que deponga 
su actitud y por periodo no superior a una semana. c) Suspender el disfrute de la paga de fin de semana 
por tiempo no superior a dos devengos. d) Suspender el disfrute de privilegios por un tiempo no superior 
a una semana. 3. Serán sanciones por faltas graves: a) La privación del permiso de salida de uno a tres 
fines de semana. b) La suspensión de pagas de uno a tres fines de semana. c) La separación del grupo 
acompañado por un educador por un periodo no superior a 12 horas. d) La suspensión del disfrute de 
privilegios de una a tres semanas. 4. Serán sanciones por faltas muy graves: a) La suspensión del 
disfrute de pagas de fin de semana por un tiempo superior a un mes e inferior a dos. b) La separación del 
grupo acompañado por un educador por un periodo no superior a 24 horas. c) La privación del permiso 
de fin de semana por un tiempo superior a un mes e inferior a dos. d) La suspensión del disfrute de 
privilegios de tres a cuatro semanas”. 
1975 Publicado en el BOA, de 11 de enero de 1995. 
1976 Cfr. Artículo 3.1, del Decreto 238/1994, de 28 de diciembre… cit.,  
1977 Publicado en el BOGV, con fecha de 27 de mayo de 1991. 





Ley 7/1994, de la Infancia, que se ha mantenido vigente hasta bien entrada la nueva 




De modo semejante a la normativa catalana, la ley valenciana establece en el 
mismo texto legal la regulación protectora
1979
 y de reforma de los menores. Al respecto 
de esta última, la norma dedica su Capítulo V a los llamados “programas de 
reinserción”, nombre derivado de la finalidad preventivo-especial de las medidas 
aplicables a los menores según la LO 4/1992. 
 
Entre estos planes de reinserción, se encuentran actuaciones de la Comunidad 
Autónoma en los ámbitos delimitados del internamiento: terapéutico, régimen abierto, 
semiabierto y cerrado
1980
. La normativa introduce una clasificación de los centros en 
función de la medida de internamiento, asignado determinados tipos de instalaciones 




El internamiento en centros terapéuticos es definido de manera amplia, sin especializar, 
en la norma, disponiendo que el menor con necesidades terapéuticas será internado “en aquellos 
centros residenciales que ofrecen tratamiento especializado de carácter educativo y sanitario a 
través de la red ordinaria, tales como comunidades terapéuticas, centro de día, unidades 
hospitalarias y cuantos recursos se habiliten para ello”1982. 
 
En segundo lugar, el internamiento en régimen abierto “comprende la obligación de residir en un 
centro de carácter socioeducativo”, en el que se establecerá un PEI que incluirá: “hábitos de convivencia y 
apoyo sicosocial en interacción con el medio donde esté ubicado”. Asimismo, “las actividades escolares 
                                                             
1978 La norma fue publicada en el BOE, el 25 de enero de 1995, y no ha sido sustituida hasta el año 
2008, lo que nos da una idea del “retraso normativo” en la puesta al dia de las CC.AA. respecto a la nueva 
legislación de menores de la LORRPM, lo cual también es comprensible teniendo en cuenta las múltiples 
modificaciones establecidas a la misma. 
1979 Acerca del sistema de Protección de menores de Valencia, Saéz Tejerina, Mª.L.: “La 
protección de la Infancia en España y en la Comunidades Autónomas”, en IV Jórnadas sobre la Infancia, 
Redes de formación e investigación para la promoción de los derechos de la infancia, Sesión V, 23 de 
noviembre de 2004.  
1980 Vid. Artículo 31, de la Ley 7/1994,de 5 de diciembre, de la Infancia.  
1981 Ademas de ello, según el artículo 35 de la ley, “los regímenes abierto, semiabierto y cerrado 
se regirán por el Estatuto de Centros. En todo caso con el fin de concluir el proceso educativo iniciado a 
partir de una medida judicial se asegurarán los apoyos educativos, asistenciales y prelaborales en orden 
a la reinserción social. 
La evaluación del programa de reinserción se realizará anualmente a cargo del Gobierno 
Valenciano, en coordinación con cuantos otros órganos o instancias tengan encomendado el seguimiento 
de los y de las menores en situación de inadaptación”. 
1982 Cfr. Artículo 31 in fine, de la Ley 7/1994,de 5 de diciembre… cit.  





se realizarán fuera del mismo y los y las jóvenes sujetos a esta medida disfrutarán de fines de semana y 
de vacaciones en sus propios hogares”1983. Este tipo de internamiento podrá ejecutarse en los centros de 
reforma o en las residencias comarcales, en las residencias juveniles, y en los centros de recepción. 
 
Para la normativa valenciana, el “internamiento en régimen semiabierto consiste en la obligación 
de residir en un centro de carácter socioeducativo que desarrolle hábitos de convivencia, actividades 
rehabilitadoras y apoyo psicosocial en interacción controlada con el medio donde esté ubicado. Las 
actividades escolares y prelaborales se realizarán como norma general dentro del centro, excepto en los 
casos que se justifique lo contrario. Los y las jóvenes sujetos a esta medida podrán realizar actividades 
extraescolares fuera del centro y disfrutar de fines de semana y vacaciones”1984. La medida podrá 
cumplirse en centros de recepción, de reeducación, en residencias comarcales. 
 
Finalmente, el internamiento en régimen cerrado “impone la obligación de residir en un centro de 
carácter socioeducativo que desarrolle hábitos de convivencia, actividades rehabilitadoras y apoyo 
psicosocial en privación de libertad por resolución judicial. El régimen cerrado estará a cargo de un 
personal de especial provisión con formación específica, que garantizará la custodia y seguridad de las y 
de los menores, así como su seguimiento individualizado. Las y los jóvenes sujetos a esta medida no 
podrán salir del centro sin autorización judicial, y cuando sea necesario lo harán acompañados de un 
educador del centro”1985. Al suponer la medida de mayor rigor, puramente privativa de libertad, el 
tratamiento educativo se centrará en la rehabilitación social del menor; los únicos centros en los que se 
podrá cumplir esta medida son los centros o módulos específicos de reeducación.  
 
La legislación desde fuera de la península, en las Islas Canarias y Baleares, fue 
bastante pobre en la materia de reforma del menor infractor. La única normativa de 
relevancia fue el breve texto de la Ley 6/1995, de 21 de marzo
1986
, de actuación de la 
Comunidad Autónoma de las Islas Baleares en aplicación de las medidas judiciales 
sobre los menores infractores, y que distinguía entre medidas judiciales en medio 
institucional y en medio abierto. Como es lógico, las medidas de internamiento 
quedaban englobadas dentro del primer estadio, distinguiéndose varios modos de 
ejecución: 
 
“1. El internamiento de uno a tres fines de semana se llevará a cabo por determinación del juez en 
cualquiera de los centros de régimen semiabierto o cerrado de que dispone la Comunidad Autónoma de 
                                                             
1983 Cfr. Artículo 32, de la Ley 7/1994,de 5 de diciembre… cit.  
1984 Cfr. Artículo 33, de la Ley 7/1994,de 5 de diciembre… cit.  
1985 Cfr. Artículo 34, de la Ley 7/1994,de 5 de diciembre… cit.  
1986 Publicada en el BOE, con fecha 12 de mayo, de 1995; la normativa ha sido derogada 
recientemente, entrando en vigor una nueva normativa en el 2006. 





las Islas Baleares. Se entenderá, a efectos de esta ley, por fin de semana desde las veinte horas del 
viernes a las ocho horas del lunes sin que la duración total de la medida pueda exceder de cuarenta y 
ocho horas. 
2. En el internamiento en régimen abierto el menor tendrá la obligación de residir en un centro 
integrado en el ámbito de protección, en un régimen de convivencia similar al familiar, realizando fuera 
del centro sus actividades escolares o laborales, pudiendo disfrutar de fines de semana y períodos 
vacacionales en su propio hogar si ello es posible y se considera conveniente por el equipo técnico del 
centro. 
3. El internamiento en un centro de carácter terapéutico se realizará en aquellos centros 
residenciales que ofrecen tratamiento especializado de carácter sanitario y educativo a través de la red 
ordinaria, tales como comunidades terapéuticas, unidades hospitalarias y cuantos recursos se habiliten 
para ello. 
4. El internamiento en régimen semiabierto consiste en la obligación de residir en centros de 
carácter socioeducativo en los que el menor desarrolle hábitos de convivencia, actividades 
rehabilitadoras y apoyo psicosocial en relación supervisada con el medio donde esté ubicado. 
Las salidas del centro por parte del menor deberán ser puestas en conocimiento del Juzgado y del 
Ministerio Fiscal. 
Las actividades escolares y prelaborales podrán realizarse fuera del centro en aquellos casos en 
que no se ponga en peligro la aplicación de la medida. 
5. El internamiento en régimen cerrado impone la obligación de residir en un centro de 
tratamiento socioeducativo en el que el menor desarrolle hábitos de convivencia y en el que se someta a 
actividades rehabilitadoras y apoyo psicosocial. Los centros de cumplimiento de régimen cerrado 
estarán a cargo de personal con formación específica que garantice la custodia y seguridad de los 
menores así como su seguimiento individualizado. Los menores sujetos a esta medida no podrán salir del 
centro sin autorización judicial y cuando sea necesario lo harán acompañados de personal 
habilitado”1987. 
 
La normativa, además, recoge el procedimiento de revisión de las medidas 
aplicables, otorgándole al equipo técnico de los centros la capacidad de pedir al 





Acerca del resto de las normativas autonómicas, la mayor parte de las CC.AA. 
tardaron en desarrollar regulaciones específicas relativas a la reforma de los menores 
delincuentes, siendo más común la promulgación de normas de protección a la infancia 
                                                             
1987 Cfr. Ley 6/1995, de 21 de marzo, de actuación de la Comunidad Autónoma de las Islas 
Baleares en aplicación de las medidas judiciales sobre los menores infractores, Artículo 7. 
1988 Vid. Artículo 9, de la Ley 6/1995, de 21 de marzo… cit. 







. Muchas de estas normativas autonómicas aún no se han adaptado a 
las nuevas exigencias de la reforma de la LORRPM, como es el caso de la Ley 3/1995, 
de 21 de marzo
1990
, de la Infancia de la Comunidad Autónoma de Murcia, que aún 
continúa vigente; en otros casos, la derogación se ha producido recientemente, con 
bastante posterioridad a la promulgación de la nueva LORRPM. Algunas comunidades 
continúan sin haber desarrollado una normativa o reglamento de ejecución de medidas 
privativas de libertad para menores infractores. 
 
2.5.15. El Código de 1995 y los Proyectos legislativos de la Ley Penal del 
Menor. El Modelo de Responsabilidad y la influencia de la Ley Orgánica 1/1979, de 
26 de septiembre, General Penitenciaria. 
 
Tras la Ley de Juzgados de Menores de 1992, una nueva legislación penal vuelve 
a cambiar algunos de los conceptos esenciales de la regulación de los menores 
infractores. El Código penal de 1995, establece la edad penal en dieciocho años
1991
 y 
que supone una ruptura con el anterior modelo de del Código Penal de 1973 que excluía 
a la mayor parte del elenco de menores de la responsabilidad criminal, manteniendo de 




En los proyectos que precedieron al nuestro actual Código penal de 1995, la 
determinación de la edad para tener plena capacidad penal varió considerablemente. El 
                                                             
1989 Como es el caso de las normativas como el Decreto 143/1990, de 18 de diciembre, sobre 
procedimiento en materia de protección de menores de Castilla la Mancha, publicada en el BOCM, de 26 
de diciembre de 1990; la Orden, de 11 de noviembre de 1991, sobre prestaciones económicas para 
acogimientos familiares remunerados, de la Comunidad autónoma de Andalucia, publicada en el BOJA 
de 26 de noviembre de 1991; la Ley 37/1991, de 30 de diciembre, sobre medidas de protección de los 
menores desamparados y de la adopción, de Cataluña; el Decreto 103/1994, de 19 de junio, por el que se 
regulan los procedimientos y resgistros de la adopción y de las formas de protección a menores, 
publicado en el BOC, con fecha 28 de septiembre, de 1994; el Decreto 98/1994, de 21 de noviembre de 
1994, por el que se regula la habilitación para actuar como entidad colaboradora en la protección de 
menores, de las Islas Baleares, publicado en el BOCAIB, de 18 de octubre de 1994; el Decreto 79/1995, 
de 18 de abril, por el que se regula la declaración de desamparo y los instrumentos de protección 
previstos en la Ley 10/1989 de Protección de Menores, de la Comunidad de Aragón, publicado en el 
BOA, el 5 de mayo de 1995… 
1990 Publicada en el BOE, con fecha de 2 de febrero de 1995. 
1991 Vid. Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, por la que se aprueba el Código Penal, en 
vigor desde el 24 de mayo de 1996, Artículo 19.  
1992 Vid. Ventas Sastre, R.: La Minoría de edad… ob. cit., p. 75. 





proyecto 1980, establecía la edad penal en los quince años
1993
, por debajo de la cual el 
menor era completamente inimputable y se encontraría bajo la jurisdicción de los 
Tribunales Tutelares de Menores
1994
. A juicio de López-Rey y Arrojo, esta elevación de 
la minoría de edad penal no tenía una explicación lo suficientemente meditada por el 
legislador, máxime cuando “salvo contados casos, las instituciones penitenciarias no 
son adecuadas para recibir la nueva clientela de menores que por lo común vendrá 
mayormente de las clases sociales más desheredadas”1995. Se mantenía la atenuante por 
edad aplicable a los menores de quince años y menores de dieciocho
1996
 y se daba 
continuación a la política de sustitución de penas por internamiento en un “centro de 
rehabilitación social para jóvenes delincuentes”1997 por un periodo indeterminado de 




El cambio radical y la reforma llegará con la súbita equiparación de la edad de 
capacidad penal con la de capacidad civil, los dieciocho años, que se presentó por 
primera vez en la Propuesta de Anteproyecto de Código Penal de 1983, granjeándose la 
crítica de buena parte de la doctrina
1999
. Como únicas normas especiales de ejecución, 
se disponía la sustitución de la pena por el internamiento para los mayores de dieciocho 
años y menores de veintiuno
2000
, es decir, para los jóvenes infractores, relegando a los 
menores a la jurisdicción de los Tribunales Tutelares, si bien, en la Disposición Final 2ª 
ya se perfilaba la intención de establecer una nueva jurisdicción propia que se ocupara 
de la jurisdicción penal juvenil
2001
. 
                                                             
1993 Así se establecía en elartículo 26.3 del proyecto, con el tenor siguiente: “Están exentos de 
responsabilidad criminal: (…) 3º. El menor de quince años. Cuando el menor de esta edad ejecute un 
acto previsto como infracción penal será entregado a la jurisdicción especial de los Tribunales Tutelares 
de Menores”. 
1994 Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría... ob. cit., p. 87. 
1995 Cfr. López Rey y Arrojo, M.: “Análisis político criminal del Proyecto oficial de Código Penal 
español”, en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, Año XXXIII, Tomo XXXIV, Fascículo II, 
mayo-agosto, Madrid, 1980; p. 327 y ss.; al respecto, citando al mismo autor, Vid. Serrano Tárraga, 
Mª.D.: “Legislación penal de menores…” ob. cit., p. 303. 
1996 Vid. Artículo 27.3, del Proyecto de Código Penal de 1980. 
1997 Vid. Artículo 148, del Proyecto de Código Penal de 1980. 
1998 Este límite era el mismo que tenían las medidas de seguridad, establecido en el artículo 135 del 
Proyecto de 1980. 
1999 Al respecto, Vid. Serrano Tárraga, Mª.D.: “Legislación penal de menores…” ob. cit., p. 305. 
2000 Vid. Artículo 99, de la Propuesta de Anteproyecto de Código Penal de 1983. 
2001 Vid. Propuesta de Anteproyecto de Código Penal de 1983, Disposicióna Final 2ª; que disponía 
textualmente, que “el Gobierno, en un plazo de seis meses, remitirá a las Cortes Generales, un Proyecto 
de Ley de aplicación de medidas de seguridad, otro sobre Derecho Penal Juvenil y otro sobre la 
Postestad sancionadora de la Aministración”. 





Con el Proyecto de Código penal de 1990 se produce un retorno a las 
prerrogativas que se encontraban en el Código Penal de 1973, es decir, la edad penal 
comenzará a los dieciséis años
2002
, estableciéndose adicionalmente una atenuante 
cualificada para aquellos delincuentes cuya edad se encontrara recogida entre los 
dieciséis y los dieciocho años
2003
. Nuevamente los menores de dieciséis años quedaban 
a merced de lo que los Juzgados de Menores sentenciaran, mientras que los jóvenes de 
dieciséis a dieciocho años, tendrían un tratamiento especial en los centros 
penitenciarios, según lo dispuesto en la LOGP. La misma regulación se utilizó en la 




Además de variar nuevamente el concepto de minoría penal en nuestra legislación 
penal, siendo considerados menores ahora todos aquellos individuos que no hayan 
alcanzado los dieciocho años
2005
, el Código penal de 1995 introdujo una clausula con 
arreglo a la cual se indicaba que “el menor podrá ser responsable con arreglo a lo 
dispuesto en la Ley que regule la responsabilidad penal del menor”. El mandato de 
legislar en materia de menores se encontraba ya en la palestra, no obstante, el artículo 
no entró en vigor conjuntamente con el resto del Código
2006
, puesto dicha ley de 
responsabilidad aún se encontraba en la fase de anteproyecto
2007
. 
                                                             
2002 Al menor de esa edad se le consideraba inimputable, estableciéndose la eximente de edad en el 
artículo 19.3, del Proyecto de 1990. 
2003 Rebajada la pena en uno o grados, según el artículo 66 del Proyecto de Código penal de 1990.  
2004 Según el artículo 19.3 del Proyecto de 1992, estarían “exentos de responsabilidad criminal: 
(…) 3ª. El menor de dieciséis años. Cuando el mor de esta edad ejecute un hecho previsto como 
infracción penal será puesto a disposición de los Juzgados de Menores”. Por otra parte, en el artículo 20. 
3, se establecía una atenuante para aquellos mayores de dieciséis años y menores de dieciocho, que podría 
hacer descender la pena en uno o dos grados dependiendo de las circunstacias personales del autor. 
2005 Al respecto, Vid. Moción presentada por el Grupo Parlamentario Popular, publicada en el 
BOCG Congreso, Serie D, Número 99, de 17 de mayo de 1994, en la que puede leerse:  
“El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a: 
1. Establecer la mayoría de edad penal a los dieciocho años e incorporarlo, en el próximo Proyecto 
de Ley Orgánica del Código Penal, condicionando su entrada en vigor a la aprobación de una ley penal 
juvenil. 
2. Remitir una ley penal del menor y juvenil que contemple la exigencia de responsabilidad para 
los jóvenes infractores que no hayan alcanzado la mayoría de edad penal, fundamentada en principios 
orientados a la reeducación de los menores de edad infractores, en base a las cincunstancias personales, 
familiares y sociales, y que tenga especialmente en cuenta las competencias de las Comunidades 
Autónomas en estas materias. 
3. Presentar un Proyecto de Ley sobre los derechos del menor que contemple de manera global la 
problemática que afecte a este colectivo, a lo largo de este año 1994. 
(…)”. Recogido en Montero Hernanz, T.: Justicia juvenil… ob. cit., pp. 67 y 68. 
2006 Así se indica en el párrafo segundo de la Disposición adicional 7ª del Código penal de 1995, 
en el que se indica que “queda exceptuada la entrada en vigor de su artículo 19 hasta tanto adquiera 
vigencia la Ley que regule la responsabilidad penal del menor a que se refiere dicho precepto”. Al 





Vuelven a cambiar las reglas del juego con una ruptura de la presunción iuris et 
de iure de inimputabilidad del menor que encontrábamos en los anteriores Códigos 
penales
2008
, puesto que aunque los menores de dieciocho años no serán responsables 
conforme al Código penal, si lo serán respecto a la nueva Ley penal del Menor
2009
. Se 





Se estableció, por lo tanto, un régimen de transición de la minoría penal
2011
, hasta 
la promulgación de la LORRPM, dejando también en suspenso
2012
 la entrada en vigor 
del artículo 69 del CP de 1995, que establece que “al mayor de dieciocho años y menor 
de veintiuno que cometa un hecho delictivo, podrán aplicársele las disposiciones de la 
Ley que regule la responsabilidad penal del menor en los casos y con los requisitos que 
ésta disponga”2013. La falta de una tramitación simultanea de la nueva Ley penal de 
menores y el Código Penal de 1995 resultó en un importante vacío legal
2014
, por lo que 
                                                                                                                                                                                  
respecto, también Vid. STS, de 14 de julio de 1998, en la que se indica que la minoría penal de los 
dieciocho años se encuentra en aplicación suspendida.  
2007 En contra de esta postura, puede consultarse el trabajo de Gisbert Jordá, Mª.T.: “La entrada en 
vigor de la elevación de la mayoría de edad penal. Una nueva interpretación”, en La Ley, Año XVII, 
Número 4011, abril, Madrid, 1996, p. 1519, quien indica que podría haber entrado en vigor el artículo 19 
del CP, puesto que la LO 4/1992 no establecía otro límite para su aplicación que la edad fijada en el 
Código Penal (también publicado en Menores Privados de Libertad… ob. cit., p. 119). En el mismo 
sentido, Vid. Ventas Sastre, R.: La Minoría de edad… ob. y loc. cit., nota al pie. 
2008 Vid. Ventas Sastre, R.: La Minoría de edad… ob. cit., pp. 79 y 80. 
2009 Sobre un estudio más pormenorizado de la edad penal reconocida en el artículo 19 del CP, Vid. 
Silva Sánchez, J.Mª.: “El régimen de la minoría…” ob. cit., pp. 159-195. 
2010 Vid. Sánchez  García de Paz, Mª.I.: Minoría... ob. cit., p. 78; en el mismo sentido, Vid. Ventas 
Sastre, R.: La Minoría de edad… ob. cit., p. 81. 
2011 Acerca de este régimen transitorio, y para mayor detalle del mismo, Vid. Ventas Sastre, R.: La 
Minoría de edad… ob. cit., pp. 88 y ss. 
2012 Al respecto, Vid. Muñoz Conde, F., y García Arán, M.: Derecho Penal. Parte General. 3ª Ed., 
Tirant lo Blanch, Valencia, 1998, p. 407; también Vid., Carmona Salgado, C.: “La delincuencia de 
jóvenes y menores: hacia una nueva regulación jurídica”, en Protección jurídica del menor. Comares, 
Granada, 1997, p. 136; Morales Prats, F.: “Comentario al artículo 19”, en Quintero Olivares, G. (Dir.) y 
Valle Muñiz, J.M. (Coord.): Comentarios al nuevo Código Penal. Aranzadi, Pamplona, 1996, p. 132. En 
contra de las posturas que afirman la no entrada en vigor del artículo 19, Vid. Silva Sánchez, J.M.: “El 
régimen de la minoría…” ob. cit., p. 178; al respecto, también Vid. Ventas Sastre, R.: La Minoría de 
edad… ob. cit., p. 85.  
2013 Acerca de la suspensión de la entrada en vigor del artículo 69, Vid. Ventas Sastre, R.: La 
Minoría de edad… ob. cit., p. 85. 
2014 Vid. Gisbert Jordá, Mª.T.: “Incidencias…” ob. cit., p. 105; quien indica que “hubiera podido 
llevarse a cabo por dos vías, bien porque a la entrada en vigor de la nueva mayoría de edad penal a los 
dieciocho años, se hubiera aprobado ya una ley para exigir responsabilidad a los jóvenes infractores de 
dieciocho años, bien porque a la entrada en vigor del Código Penal se hubieran dictado medidas explícitas 
estableciendo la aplicación de la legislación específica de reforma de menores, que ya está en vigor, 
también para los infractores menores de dieciocho años, es decir, mediante la aplicación a los mismos de 





la anterior regulación del Código de 1973 seguiría aplicándose hasta la promulgación de 
LORRPM. 
 
De este modo, aquellos menores de dieciséis a dieciocho años continuarían 
cumpliendo condenas en los institutos penitenciarios de jóvenes o en los departamentos 
especiales de jóvenes previstos en la LOGP para los centros penitenciarios modulares, 
siendo una de las razones para la inaplicación de un régimen análogo al de los menores 
de dieciséis años (es decir, el régimen previsto en la LO 4/1992), el que los centros de 
menores carecían de la infraestructura material y regimental para que en ellos pudieran 




No obstante, debido a la no entrada en vigor del artículo 19 del Código Penal de 
1995, también se encontraba la posibilidad, en virtud del artículo 65 del Código Penal 
de 1973
2016
, de enviar al mayor de dieciséis años y menor de dieciocho, por vía de la 
sustitución de la pena, a una institución especial de reforma. Como ya hemos advertido 
en el epígrafe correspondiente, y acertadamente refleja Gisbert Jordá, la aplicación de 
esta medida comportaba dos importantes problemas: “el precepto citado puede resultar 
sin posible aplicación práctica pues muchas Comunidades Autónomas carecen de 
centros de reforma de menores”; y la “falta de garantías jurídicas que puede suponer la 
circunstancia de que el internamiento pueda acordarse por tiempo indeterminado”2017. 
                                                                                                                                                                                  
la Ley Orgánica Reguladora de la Competencia y el Procedimiento de los Juzgados de Menores”. Al 
respecto, también Vid. Ventas Sastre, R.: La Minoría de edad... ob. cit., p. 87. 
2015 Vid. Gisbert Jordá, Mª.T.: “Incidencias…” ob. cit., pp. 146 y 147; donde la autora además pone 
de manifiesto el “gran desconocimiento de la situación actual de nuestros centros de menores porque hoy 
en dia en muchos centros ya están conviviendo menores de doce años con jóvenes de diecisiete años y 
ello es así porque la legislación actual permite el cumplimiento de medidas hasta los dieciocho años y son 
precisamente esos jóvenes más confictivos los que siguen cumpliendo medidas en el centro hasta lacanzar 
los dieciocho años”; en el mismo sentido, Vid. Ventas Sastre, R.: La Minoría de edad… ob. y loc. cit. 
2016 Vid. Circular 2/1996 de la Fiscalía General del Estado, que dispone que “a los hechos 
perpetrados por mayores de dieciséis años y menores de dieciocho años les serán aplicables los arts. 9.3 y 
65 del Código Penal derogado (preceptos que declara subsistentes la letra a) del apartado 1 de la 
Disposición Derogatoria)”. 
2017 Cfr. Gisbert Jordá, Mª.T.: “Incidencias…” ob. cit., p. 105; ante estos inconvenientes, la autora 
indica que “el precepto podría convertirse , por tanto, en un arma de doble filo que condujera al 
confinamiento de jóvenes en centros de reforma, allá donde existan, sin que se determine previamente el 
tiempo de duración del internamiento y sin las necesarias garantías previas de cuales van a ser los 
criterios científicos y objetivos que van a determinar la consideración de que el menor se ha corregido y, 
por lo tanto, puede salir en libertad”. La Circular 2/1996, antes citada, también indicaba que “esa medida 
no podrá ser indeterminada en el tiempo por considerarse que debe ser aplicable a la misma lo dispuesto 
en el Código Penal en cuanto a las medidas de seguridad privativas de libertad (art. 102)”. En este 
sentido, recordamos la posición doctrinal que habían mantenido Cerezo Mir y González Cussac al 
respecto. Vid. Cerezo Mir, J.: “El tratamiento de los Semiimutables…” ob. cit., pp. 133 y ss; y también 





Para la individualización de dicha medida aplicable en sustitución a la pena a los 
mayores de dieciséis años y menores de dieciocho, la Circular 2/1996 de la Fiscalía 
General del Estado dispone que se tendrán en cuenta los informes de los equipos 
técnicos, en virtud de lo dispuesto en la Disposición Adicional 12ª CP 1995
2018
, tanto de 
aquellos que se encuentren al servicio de los Juzgados de Menores, como aquellos que 





Con la regulación dispuesta en el nuevo Código penal de 1995, se da el salto 
definitivo a la consideración de la responsabilidad penal del menor de dieciocho años. 
Se producirá, en este sentido, “un acercamiento a la justicia penal de los adultos, en lo 
que a reconocimiento de derechos y garantías se refiere”2020. El menor será responsable 
de aquellos delitos que comete
2021
, si bien, esta responsabilidad será tratada de manera 
diferente a la del adulto, en una ley especial.  
 
Esta nueva filosofía garantista desplazará a la anterior política positivo-
correccional que encontraba su acomodo en los Tribunales Tutelares de Menores. En la 
búsqueda de una nueva regulación para la ejecución de las medidas privativas de 
libertad, el legislador buscará apoyo en la asentada normativa penitenciaria
2022
, puesto 
                                                                                                                                                                                  
González Cussac, J.L.: “Comentario al artículo 69”, en Vives Antón, T.S.: Comentarios al Código penal 
de 1995. Tirant lo Blanch, Valencia, 1996, p. 405; quien sostiene la necesidad de realizar una 
interpretación del art. 65 compatible con las garantías consitucionales.   
2018 Que dispone que “hasta la aprobación de la Ley que regule la responsabilidad penal del 
menor, en los procedimientos que se sustancien por razón de un delito o falta presuntamente cometido 
por un menor de dieciocho años, el Juez o Tribunal competente requerirá a los equipos técnicos de un 
informe sobre la situación psicológica, educativa y familiar del menor,asó como sobre su entorno social 
y, en general, sobre cualquier otra circunstancia que pueda haber influido en el hecho que se le imputa”. 
Para un análisis detallado de la Disposición Transitoria 12ª del CP 1995, Vid. Ventas Sastre, R.: La 
Minoría de edad… ob. cit., pp. 131 y ss. 
2019 Cfr. Gisbert Jordá, Mª.T.: “Incidencias…” ob. cit., pp. 115 y 116; la autora además indica que 
“los centros de menores dependientes de la Administración Autonómica cuentan también con equipos 
técnicos multidisciplinares encargados de la evaluación, seguimiento y tratamiento de los menopres 
interesados y de hecho, en la práctica diaria, cuando se sigue un expediente de reforma respecto de un 
menor que ha cometido una infracción penal y dicho menor está integrado en un centro dependiente de la 
Administración, el informe previsto en la ley se solicita, no del equipo técnico del Juzgado de Menores, 
sino del propio equipo técnico del centro que lo está tratando”. 
2020 Cfr. Serrano Tárraga, Mª.D.: “Legislación penal de menores…” ob. cit., p. 150. 
2021 Vid. Giménez-Salinas i Colomer, E.: “Tolerancia o exclusión, represión o educación”, en 
Cuadernos Jurídicos, septiembre, Barcelona, 1994, passim; y de la misma autora: “La nueva ley de 
justicia juvenil…” ob. cit., p. 117. 
2022 Al respecto, Vid. Cámara Arroyo, S.: “Las competencias…” ob. cit., p. 41; donde ya se 
afirmaba que “la promulgación de la LORRPM ha desplegado todo un elenco de nuevas exigencias para 





que, tal y como establece el principio de igualdad constitucional, en el caso de los 
menores, será necesario “un tratamiento especial que abarca tanto el derecho penal 
sustantivo, como el derecho procesal y el derecho penitenciario”2023. 
 
Los primeros proyectos de Ley Penal del Menor, datan, según expone Giménez-
Salinas i Colomer, de la década de los 80
2024
, siendo los más relevantes el anteproyecto 
de Ley Orgánica penal juvenil y del menor, de 27 de abril de 1995
2025
; el de Ley 
Orgánica Reguladora de la Justicia de Menores, de 1 de julio de 1997
2026
, y la 
proposición de ley enunciada por el Grupo Socialista de la Ley Orgánica Reguladora de 
Responsabilidad Penal del Menor, de 29 de noviembre de 1996. 
 
En todos ellos, se refleja la influencia penitenciaria en cuanto a las medidas 
privativas de libertad. En el primero de ellos, se establece un ámbito de aplicación 
amplio, desde los trece años del infractor hasta cumplir los dieciocho
2027
, por lo que, 
como acertadamente expone en su estudio Ventas Sastre, se distinguen dos tramos 
diferenciados de edad
2028
: el menor (trece a dieciséis años) y el joven infractor (de 
dieciséis a dieciocho años). 
 
Para cada una de estas franjas de edad se disponen según el Anteproyecto de 1995 
consecuencias jurídicas diferentes. El menor de trece años queda excluido del ámbito de 
aplicación del Anteproyecto, y, por lo tanto, fuera tanto del Derecho penal juvenil como 
                                                                                                                                                                                  
la consecución del objetivo primario de las medidas que en ella se describen: la resocialización y 
reeducación del menor; finalidad que comparte con la LOGP, lo que acerca ambas legislaciones a puntos 
de conexión innegables”. 
2023 Cfr. Cantarero Baldrén, R.: “Los menores y el Derecho penal”, en Derecho Privado y 
Constitución, Número 7, septiembre-diciembre, 1995, p. 18. Al respecto, también Vid. in extenso, 
Ministerio de  Justicia e Interior, Memoria explicativa del Anteproyecto de Ley Orgánica Penal Juvenil y 
del Menor, Madrid, 1995, passim. 
2024 Vid. Giménez-Salinas i Colomer, E.: “La nueva ley de justicia juvenil…” ob. cit., p. 122. 
2025 Vid. Informe emitido al Anteproyecto de Ley Orgánica penal juvenil y del menor de 1995, 25 
de julio de 1995, Madrid. Puede consultarse también un análisis completo de este anteproyecto en 
Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría... ob. cit., pp. 121 y ss.; y también en Ventas Sastre, R.: La 
Minoría de edad… ob. cit., pp. 219 y ss. 
2026 Al respecto, Vid. Informe del Consejo al Anteproyecto de Ley Orgánica reguladora de la 
Justicia de Menores, passim. 
2027 En el artículo 2 del Anteproyecto de 1995, se indica que “a los efectos previstos en esta Ley 
tiene consideración de menor quien en el momento de la comisión del hecho tuviera más de trece y menos 
de dieciséis años de edad, y la de joven el que tuviera más y no hubiera cumplido los dieciocho años de 
edad”. 
2028 Vid. Ventas Sastre, R.: La Minoría de edad… ob. cit., p. 220. 





del de adultos, previéndose para él medidas de protección
2029
. Pero lo más relevante 
para nuestro estudio de este anteproyecto es la distinción, en el elenco de medidas 
aplicables, entre penas juveniles, medidas disciplinarias y medidas educativas
2030
.   
 
La pena juvenil, denominación extraída de la regulación penal alemana
2031
, se 
define como “la privación de libertad del condenado mediante su internamiento en un 
centro cerrado para jóvenes”2032. Su duración podía llegar hasta los diez años para 
algunos delitos
2033
, siendo la contrapartida juvenil de las penas de privación de libertad 
de adultos, cuya ejecución tenía una regulación en todo similar a la establecida en la 
legislación penitenciaria. La pena juvenil comportaba el equivalente al internamiento en 
primer grado penitenciario para menores, siendo las medidas disciplinarias las previstas 
para aquellos delitos de menor entidad, y que tendrán como consecuencia en el 
internamiento en centro semiabierto o abierto y arresto de fin de semana
2034
. Por último, 
la aplicación de medidas educativas se dará en aquellos casos en los que el menor haya 
cometido un acto constitutivo de falta o exista necesidad de un tratamiento educativo 
especial
2035
. La finalidad de estas medidas tendría también una formulación 
propiamente penitenciaria, siendo principalmente la de “integración del joven y del 
menor en la sociedad, así como la reparación del daño causado y el restablecimiento 
                                                             
2029 Vid. Anteproyecto de Ley Orgánica penal juvenil y del menor, de 27 de abril de 1995, Artículo 
3º. 1ª; que preceptua que “cuando el autor de los hechos presuntamente delictivos sea un menor de trece 
años será puesto, en su caso, a disposición de las instituciones administrativas de protección de 
menores”.  
2030 Vid. Cantarero Bandrés, R.: “Los menores…” ob. cit., p. 23; Viana Ballester, C.: “La 
responsabilidad penal del menor: naturaleza y principios informadores”, en Revista Penal, Número 13, La 
Ley, enero 2004, Sevilla, p. 167. 
2031 Al respecto, Vid.; Kaufmann, H.: Delincuentes Juveniles. Diagnosis y juzgamiento, traducción 
castellana de Bustos Ramirez, J., Depalma, Buenos Aires, 1983, pp. 13 y ss.; y también, Albrecht, P.A.: 
El Derecho penal de menores, traducción al castellano de Bustos Ramirez, J. PPU, Barcelona, 1990, pp. 
305 y ss. Tal y como apunta Cantarero Baldrén, el modelo elegido por el Anteproyecto de 1995, en líneas 
generales, fue el alemán. Vid. Cantarero Bandrés, R.: “Los menores…” ob. cit., p. 19; en el mismo 
sentido, Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría... ob. cit., p. 123. 
2032 Cfr. Anteproyecto de Ley Orgánica penal juvenil y del menor, de 27 de abril de 1995, Artículo 
11; al respecto, Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría... ob. cit., p. 126; en el mismo sentido, Vid. 
Ventas Sastre, R.: La Minoría de edad… ob. cit., p. 222. 
2033 Siempre que el hecho constitutivo de delito estuviera penado en el Código Penal de 1995 con 
una pena de prisión idual o superior a quince años. Vid. Anteproyecto de Ley Orgánica penal juvenil y del 
menor, de 27 de abril de 1995, Artículo 14. 1ª y 2ª. 
2034 Vid. Artículo 12, del Anteproyecto de Ley Orgánica penal juvenil y del menor, de 27 de abril 
de 1995. 
2035 Vid. Anteproyecto de Ley Orgánica penal juvenil y del menor, de 27 de abril de 1995, 
Artículos 11 y 28.4. Entre estas medidas especiales se encontraban, entre otras, el tratamiento 
ambulatorio, el ingreso en un centro sociosanitario o de educación especial (internamiento terapéutico). 










Este carácter de integración del menor en el medio social se concatena con el fin 
educativo primordial en la ejecución de las penas juveniles
2038
, respetando, en todo 




En lo tocante a los centros de internamiento de menores, el Anteproyecto regulaba 
acertadamente, pero de manera escueta
2040
, las condiciones de debían reunir para el 
cumplimiento de las penas juveniles y las medidas de internamiento, indicando, además 





La dureza y rigor enteramente penal del Anteproyecto de 1995
2042
, en un intento 
por congeniar prevención general y prevención especial
2043
, invalidaron su conversión 
en ley. En una línea más atemperada, los siguientes proyectos encauzarán las medidas 
aplicables hacia un ámbito educativo, más cercano a la prevención especial que a la 
mera retribución o castigo. El concepto de pena será puesto en tela de juicio, 
iniciándose una concepción de internamiento más cercana a la medida de seguridad.  
 
                                                             
2036 Vid. Artículo 9, del Anteproyecto de Ley Orgánica penal juvenil y del menor, de 27 de abril de 
1995. 
2037 Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría... ob. cit., p. 125. 
2038 Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría... ob. cit., p. 129. 
2039 Como establecían los artículos 67 y 68 del Anteproyecto de 1995. 
2040 Vid. Artículo 75, del Anteproyecto de Ley Orgánica penal juvenil y del menor, de 27 de abril 
de 1995,  
2041 Regulados en los artículos 77 y ss., del Anteproyecto de Ley penal juvenil de 1995. Al 
respecto, Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría... ob. cit., p. 130. 
2042 Sobre una crítica acerca del carácter retribucionista del Anteproyecto, Vid. Serrano Maillo, A.: 
“Mayoría de edad penal penal en el Código de 1995 y delincuencia juvenil”, en Revista de Derecho penal 
y Criminología, Numero 5, Madrid, 1995, p. 777 y ss; en la misma línea, Vid. Ríos Martín, J.C.: “La ley 
de responsabilidad penal de los menores: Cambio de paradigma: del niño en peligro al niño peligroso”, en 
Revista ICADE, Número 53, 2001, pp. 203-241. Disponible versión online (por la que citamos), en: 
http://www.upcomillas.es/servicios/serv_revi_ante.aspx, p. 3 (25/08/2010); quien la atribuye el remoquete 
de “leña al niño”, en base al despliegue de “artillería punitiva” del que el proyecto parece hacer gala. 
2043 Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría… ob. cit., pp. 125 y 126; en el mismo sentido, Vid. 
Carmona Salgado, C.: “La delincuencia de jóvenes…” ob. cit., p. 148; ; Portilla Contreras, G.: 
“Fundamentos teóricos de una alternativa al concepto tradicional de inimputabilidad del menor”, en 
Protección jurídica del menor… ob. cit., pp. 131 y 132; y, más recientemente, siguiendo a los autores 
citados, Ventas Sastre, R.: La Minoría de edad… ob. cit., p. 219. 





En el proyecto de Ley Orgánica Reguladora de la Justicia de Menores, se 
establece la franja de edad penal de los catorce a los dieciocho años, ampliándose en 
aquellos casos previstos para determinadas faltas y delitos hasta los veintiuno. Se rompe 
el internamiento en tres medidas diferenciadas, que podrán cumplirse dependiendo del 
grado de gravedad en régimen cerrado, régimen semiabierto, régimen abierto o régimen 
terapéutico
2044
. La nomenclatura utilizada por el proyecto y la disposición de tres 
regímenes diferentes recuerda a la puramente penitenciaria, estableciéndose, de esta 
manera, tres modos de cumplimiento, al que corresponderán objetivos diferentes. 
 
 Respecto a la naturaleza de la Ley, se intentó volver a extraer del ámbito penal a 
los menores, declarando la naturaleza sancionadora-educativa de las medidas
2045
, 
denominación que ha llegado hasta nuestra actual LORRPM. La ausencia de naturaleza 
estrictamente penal tenía como objetivo declarar la primacía de la prevención especial, 
y, dentro de la misma, la función eminentemente educadora de las mismas de las 
medidas privativas de libertad
2046
. Este Proyecto tuvo su continuación en el 
Anteproyecto de Ley Orgánica de Justicia Juvenil, de 30 de enero de 1997
2047
, y el 
Anteproyecto de Ley Orgánica reguladora de la justicia de menores, de 1 de julio de 




En el tercero de los Proyectos
2049
 (que entró en el Consejo General del Poder 
Judicial con fecha de 16 de julio de 1997), la naturaleza de las medidas quedaba 
ubicada dentro del marco penal, descartándose, eso sí, una concepción puramente 
retribucionista
2050
. Se aumentaba a catorce años la edad de responsabilidad penal del 
                                                             
2044 Vid. Giménez-Salinas i Colomer, E.: “La nueva ley de justicia juvenil…” ob. cit., p. 123. 
2045 Vid. Viana Ballester, C.: “La responsabilidad penal del menor…” ob. cit., p. 168. 
2046 Vid. Giménez-Salinas i Colomer, E.: “La nueva ley de justicia juvenil…” ob. cit., p. 126 y 127. 
2047 En el que se intentó nuevamente suavizar la carga retributiva y eliminar la naturaleza penal de 
la Ley Penal del Menores, e “incluso se pide modificar el art. 19 del vigente Código Penal
 
para quitarle la 
carga punitiva al precepto en el tratamiento jurídico de los menores. Se aplicaría desde los catorce años de 
edad y el máximo de privación de libertad sería de cinco años”. Cfr. Ríos Martón, J.C.: “La ley de 
responsabilidad penal de los menores…” ob. cit., p. 3.  
2048 Vid. Viana Ballester, C.: “La responsabilidad penal del menor…” ob. cit., p. 170. 
2049 La Proposición de Ley Orgánica reguladora de la responsabilidad penal del menor, de 29 de 
noviembre de 1996. 
2050 Vid. Giménez-Salinas i Colomer, E.: “La nueva ley de justicia juvenil…” ob. cit., p. 129; de 
este modo, los objetivos primerios de la Ley Penal del Menor quedarían fijados en “la integración del 
menor en la sociedad, y la reparación del daño causado (artículo 6)”. Cfr. Viana Ballester, C.: “La 
responsabilidad penal del menor…” ob. cit., p. 169. 





infractor y se consideraba el mismo régimen de medidas que las anterior LO 4/1992, de 




El 23 de junio de 1998, se realiza una nueva proposición de Ley Orgánica 
reguladora de la responsabilidad penal del menor
2052
, que terminaría por consagrar la 
preeminencia de la prevención especial en materia de ejecución de medidas de menores 
infractores
2053
. No obstante, algunos de los conceptos propios del Derecho penal de 
adultos seguían formando parte de la regulación del internamiento de los menores. Es el 
caso de la proporcionalidad de la medida al hecho delictivo cometido y a la edad del 
infractor. De este modo, el mayor de dieciséis años y menor de dieciocho que hubiera 
cometido un delito considerado grave, según los criterios del Código penal de 1995, 
sería internado obligatoriamente en un centro de régimen cerrado
2054
, medida que 
también podría ser impuesta para aquellos menores de dieciséis años que hubieran 
cometido con violencia o intimidación algún delito tipificado como grave
2055
. Por otra 
parte, se establece una clasificación de las medidas privativas de libertad diferente a la 





“Medidas privativas de libertad: 
- Internamiento en un centro de régimen cerrado. 
- Internamiento en un centro de régimen semiabierto. 
- Internamiento en un centro de régimen abierto”. 
 
Cada uno de los proyectos encontrarían su lugar en la conformación de la nueva 
Ley Orgánica 5/2000 reguladora de la Responsabilidad penal del menor
2057
, que 
tomará preceptos de uno y de otro, si bien, la naturaleza jurídica de la normativa 
                                                             
2051 Vid. Giménez-Salinas i Colomer, E.: “La nueva ley de justicia juvenil…” ob. cit., p. 133. 
2052 Con la siguiente denominación, idéntica a la de nuestra actual regulación: Proyecto de Ley 
Orgánica reguladora de la Responsabilidad penal de los menores, de 3 de noviembre de 1998. 
2053 Vid. Ventas Sastre, R.: La Minoría de edad… ob. cit., p. 223. 
2054 Vid. Artículo 26.1, del Proyecto, de 23 de junio de 1998, de Ley Reguladora de la 
Responsabilidad penal de los menores.  
2055 Vid. Artículo 26.2, del Proyecto, de 23 de junio de 1998… cit. 
2056 Vid. Proyecto, de 23 de junio de 1998… cit., Artículos 11, 12 y 13, respectivamente. 
2057 Vid. Cortes Generales: Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, VI Legislatura, 
Justicia e Interior, Presidencia del Excmo. Sr. D. Julio Padillla Carballada, Número 644, Sesión 66, 
celebrada el miércoles, 17 de marzo de 1999. Su aprobación definitiva se producirá por el Pleno del 
Congreso de los Diputados en su sesión del dia 22 de diciembre de 1999, Vid. BOCG, VI legislatura, serie 
A, Número 1144-18, de 30 de diciembte de 1999. 





quedará redactada como el primero de ellos, lo que será objeto de críticas por parte de la 
doctrina al intentar alejarse nuevamente del ámbito de acción penal, incurriendo en los 
mismos errores que su predecesora, la LO 4/1992
2058
. La regulación de los centros de 
ejecución de medidas no encontrará en ninguno de los Anteproyectos una verdadera 
clasificación y ordenación, a pesar de la insistencia, desde los primeros informes del 
CGPJ de la atención a los recursos materiales y personales para el buen desarrollo de la 
Ley Penal del Menor
2059
. En lo relativo a los mismos, como se ha expuesto supra, serán 
las CC.AA. las encargadas de establecer los pormenores de su régimen y características 
específicas. 
 
2.5.16. La Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la 
responsabilidad penal de los menores.  
 
“La Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, Reguladora de la Responsabilidad Penal de los 
menores, es el fruto tardío de la gran reforma penal de la democracia que ha constituido el Código Penal 
de 1995. 
Resulta difícil de entender –aunque nadie está exento de culpa- que se diese tan poca importancia 
en aquel momento a problema penal tan relevante como el de la delincuencia infantil y juvenil, sobre todo 
al hilo de una reforma que tanto insistía, con razón, en la idea resocializadora”2060.  
 
De este modo introducía, en el Prólogo de su libro sobre el ordenamiento penal 
del menor, Cuello Contreras la llegada de la nueva regulación de menores. Ciertamente, 
el problema de la delincuencia juvenil no había sido tratado hasta el momento en 
nuestro país como disciplina puramente penal, puesto que la anterior regulación para 
aquellos menores infractores por debajo de la edad de dieciséis años tan solo cubría el 
aspecto asistencial y de protección tutelar, mientras que por encima de la misma, el 
anterior Código Penal de 1973, destinaba a los menores a los centros penitenciarios, 
considerándolos plenamente responsables penalmente. 
 
Al no haber entrado en vigor el Código penal de 1995 en lo referente a ejecución 
penal de menores, la LORRPM supone, por vez primera, la conjunción de régimen entre 
                                                             
2058 Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 341. 
2059 Estas consideraciones ya se realizaron en el Informe del Consejo General del Poder Judicial al 
Anteproyecto de Ley Orgáncia Penal Juvenil y del Menor, Madrid, 1995. 
2060 Cfr. Cuello Contreras, J.: El nuevo Derecho penal de menores. Civitas, Madrid, 2000, p. 11. 





la norma penal general y la norma penal especial, de tal modo que, como ha asegurado 
Choclán Montalvo, su trascendencia superaba la del propio texto, ya que con este 
instrumento normativo se conseguía completar, definitivamente, el sistema normativo 
formado por el Código penal de 1995 con el que se pretendía acomodar toda la 
legislación penal al sistema constitucional
2061
 creando un orden unitario. 
 
El establecimiento polivalente y el sistema modular de prisiones, así como los 
centros de cumplimiento de medidas judiciales o centros de internamiento de menores, 
son conceptos e instituciones más modernos que, como veremos en los siguientes 
epígrafes, han sido desarrollados extensamente por LOGP
2062
, más concretamente por el 
Reglamento Penitenciario (Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero que vino a sustituir 
al anterior Reglamento de 1981) y esencialmente por la nueva LORRPM y su 
Reglamento correspondiente (Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio), estos últimos 
con poca prodigalidad. Las CC.AA. quedarían, de este modo, llamadas a cumplimentar 
la ley, creando nuevas regulaciones e infraestructuras para dar cumplimiento material a 
la nueva legislación, para lo cual no disponían de los recursos necesarios, puesto que 
durante mucho tiempo el centro de menores habría albergado a una población muy 
diferente a la contenida en la nueva normativa. 
 
Esta nueva configuración del Derecho Penal de Menores responde al 
estacionamiento de los nuevos modelos jurídicos mixtos
2063
, que entre otros principios 
rectores de su filosofía jurídica (despenalización o descriminalización de los menores, 
desjudicialización y proceso penal específico), introdujeron el principio de la 
desinstitucionalización
2064
 de los menores. Este fenómeno consiste en conformar una 
corriente distinta y alternativa donde “se tiende a evitar la imposición de propias 
                                                             
2061 Vid. Choclán Montalvo, J.A.: “La futura Ley penal juvenil”, en Actualidad jurídica Aranzadi, 
Número 214, Madrid, 1995, pp. 2 y ss. 
2062 Vid. García Valdés, C.: Comentarios… ob. cit., p. 41 y 42; asimismo, Vid. Higuera Guimerá, J. 
F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 155, quien afirma: “Fue importante la Ley General Penitenciaria 
de 26 de Septiembre de 1979 (Ley de Carlos García Valdés) ya que dispuso que las personas que no 
hubieran cumplido los veintiún años (que según la citada Ley General Penitenciaria los denominaba a los 
efectos de la misma como jóvenes) deberían estar en establecimientos distintos o en departamentos 
separados de los adultos…”. 
2063 Vid. Higuera Guimerá, J. F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 56. 
2064 Propia de los nuevos modelos de procedencia norteamericana conocidos como modelos de las 
4D; Vid. Higuera Guimerá, J. F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 61; y también Serrano Tárraga, 
Mª.D.: “Legislación penal de menores…” ob. cit., pp. 158 y 159. 





penas”2065, estableciendo unas medidas distintas para el caso de los menores infractores. 
Asimismo, la medida de privación de libertad, que había corrido pareja a la regulación 
penal de los menores y la evolución del Derecho penitenciario, solo deberá ser impuesta 
para aquellos casos más graves. Los modelos mixtos conllevaron la necesidad implícita 
de transformar la anterior infraestructura penitenciaria que era utilizada para estos casos, 
en una nueva vertiente institucional que hasta ahora se mantenía a su sombra en una 
evolución histórica conjunta, los centros de internamiento. 
 
Atrás quedan las prisiones clásicas que han ido apareciendo en los anteriores 
epígrafes, y también las casas de corrección, hospicios y reformatorios. Lejos vemos 
ahora las dificultades de separación entre jóvenes y adultos de épocas anteriores, que no 
pueden conjugarse con nuestro actual ordenamiento jurídico. Desde la aparición de la 
LORRPM esta separación e individualización queda además sujeta a un nuevo tipo de 
normativa, deslindado de la puramente penitenciaria, aunque con grandes influencias 
del mismo, donde los jóvenes delincuentes serán asignados a centros específicos para 









                                                             
2065 Vid. Barbero Santos, M.: “Delincuencia juvenil…” ob. cit., p. 659. 









Derecho comparado y actualidad 





3. EL INTERNAMIENTO Y LAS INSTITUCIONES DE REFORMA DE 
MENORES EN EL ÁMBITO INTERNACIONAL Y EUROPEO 
 
3.1. Derecho penal del menor en el ámbito internacional universal 
 
La internacionalización de los Derechos del Niño y su protección en el ámbito de 
las Naciones Unidas es un hito relativamente reciente
2066
. Sin embargo, a pesar de la 
juventud de estos valores “universales”, el entorno internacional ha sido uno de los 
espacios jurídicos que más han influido en la conformación y evolución de los sistemas 
de justicia juvenil de los diferentes Estados. De este modo, el problema de la 





En el ordenamiento jurídico español, la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, 
reguladora de la responsabilidad penal de los menores (en adelante LORRPM) 




Las primeras regulaciones jurídicas que pueden encontrarse en el ámbito 
internacional referentes a los derechos de los menores, el Tratado de Versalles
2069
, la 
Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Derecho del Niño
2070
, la Declaración 
                                                             
2066 Vid. Vázquez González, C.: “Justicia penal de menores…” ob. cit., p. 189. 
2067 Vid. Barrenechea De Castro, J.J.: “Actuación Internacional contra la Delincuencia Juvenil”, en 
VV.AA.: Delincuencia Juvenil, Estudio de su problemática en España. Colección Estudios Número 14, 
Ministerio de la Gobernación, Madrid, 1972, p. 240.  
2068 Vid. Exposición de Motivos. I. 2ª de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero… cit., que 
establece la importancia del reconocimiento de las principales disposiciones internacionales en materia de 
menores, tanto dentro del ámbito social y garantista de los derechos de los menores, como en el ámbito 
penal: “Dado que la expresada Ley Orgánica se reconocía a sí misma expresamente el carácter de una 
reforma urgente, que adelanta parte de una renovada legislación sobre reforma de menores, que será 
objeto de medidas legislativas posteriores, es evidente la oportunidad de la presente Ley Orgánica, que 
constituye esa necesaria reforma legislativa, partiendo de los principios básicos que ya guiaron la 
redacción de aquélla (especialmente, el principio del superior interés del menor), de las garantías de 
nuestro ordenamiento constitucional, y de las normas de Derecho internacional, con particular atención 
a la citada Convención de los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989, y esperando responder de 
este modo a las expectativas creadas en la sociedad española, por razones en parte coyunturales y en 
parte permanentes, sobre este tema concreto”. 
2069 Mendizábal Oses destaca el Tratado de Versalles como antecedente inmediato del movimiento 
a favor de los derechos y la protección de los menores. Al respecto, Vid. Mendizábal Oses, L.: Derecho de 
Menores. Teoría General. Pirámide, Madrid, 1977, p. 499. 
2070 Principalmente, esta Declaración es debida a la iniciativa de la organización Save the Children 
International Union, creada por la inglesa Eglantyne Jebb, siendo una de las primeras organizaciones en 
postular el concepto de menor como sujeto de derechos y obligaciones. Al respecto, Vid. Montenegro, M.: 





Universal de Derechos Humanos de 1948
2071
 y los Pactos Internacionales de Derechos 
Humanos de 1966 (Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales), parecen dotarse de un 
contenido genérico y “no están destinados a la protección específica de los niños, sino 
de todo ser humano; a pesar de ello, contienen algunas disposiciones específicas 
aplicables a los mismos”2072. En ellos, se sientan las bases de la especialidad en la 
posición jurídica de los menores de edad
2073
, fundamentales para entender el por qué de 
nuestras normas, y sus objetivos principales
2074
. La primera de ellas, la Convención de 
Ginebra, inspiradora de todas las siguientes normas de carácter internacional, a pesar de 
su carácter “excepcionalmente general y difuso en sus contenidos”2075, destaca ya la 
importancia de que el menor tenga unas garantías y un modelo de justicia diferentes a 
las de los adultos. A partir de esta Convención, la normativa de Naciones Unidas se ha 




1. Acción protectora de los menores en situación de desamparo, 
2. Acción preventiva para evitar la comisión de delitos por parte de menores -la 
más relevante para el Derecho penal de menores-,  
                                                                                                                                                                                  
Fundamentos y principios del Derecho Penal de Adolescentes. UNICEF, Panamá, 1999, p. 65; asimismo, 
Ochaíta, E., y Espinoza, Mª.A.: “El menor como sujeto de derechos”, en Martín López, Mª.T. (ed.): La 
protección de los menores. Derechos y recursos. Civitas, Madrid, 2001, pp. 53-54. 
2071 Sobre la influencia de la Declaración Universal de los Derechos Humanos en el ámbito de la 
protección de los menores, Vid. Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo. Dykinson, 
Madrid, 2006, pp. 35 y ss.; el mismo: “Justicia penal de menores: Marco Internacional”, en Serrano 
Tárraga, Mª.D. y Vázquez González, C. (Eds.): Derecho penal… ob. cit., pp. 189 y 190. 
2072 Cfr. Escobar Roca, G. (Dir.): “Derecho Internacional Universal”, en III Informe sobre 
derechos humanos. Niñez y adolescencia, Federación Iberoamericana de Ombudsman. Trama editorial, 
Madrid, 2005, p. 23. 
2073 Vid. Llobet Rodríguez, J.: “La Justicia penal juvenil en el Derecho internacional de los 
Derechos Humanos”, en Anuario de Derecho Constitucional Latinoamericano, Konrad-Adenauer-
Stiftung, Uruguay, 2002, p. 393, quien ve claramente un antecedente de la Declaración de los Derechos 
del Niño en la Convención de Ginebra. También ha resaltado Vázquez González este carácter precursor 
como el “embrión del desarrollo progresivo de las normas internacionales sobre los derechos del niño”. 
Cfr. Vázquez González, C.: Derecho penal… ob. cit., p. 189.  
2074 En esta declaración puede encontrarse el antecedente del precepto de “interés superior del 
menor”, que se ha convertido en la piedra angular de nuestra actual legislación penal de menores. Así lo 
han entendido, Ochaíta, E., y Espinoza, Mª.A.: “El menor…” ob. y loc. cit., y en el mismo sentido, Vid. 
Llobet Rodríguez, J.: “La Justicia penal juvenil…” ob. cit., p. 394. 
2075 Cfr. Almazán Serrano, A./Izquierdo Carbonero, F. J.: Manual de Derecho Penal de Menores. 
Bosch, Barcelona, 2007, p. 27; los mismos autores: Derecho Penal de Menores (Actualizado con el 
Reglamento de Menores –R.D. 1774/04-). Grupo Difusión, Barcelona, 2004, p. 23. 
2076 Vid. Sanz Hermida, A. M.: El nuevo proceso penal del menor. Ediciones de la Universidad de 
Castilla la Mancha, Cuenca, 2002, p. 69. 





3. Diseño de un sistema de justicia aplicable a los menores que han delinquido. En 
este sentido, “la primera proclamación de los derechos del niño mereció la condena de 
los Tribunales de Justicia”2077. 
 
Aunque se trate de regulaciones básicas, que se centran en establecer las bases de 
conceptos que, más tarde, serán desarrollados por los Estados firmantes, incluyen un 
compendio de derechos de carácter “universal”, de especial significado para nuestro 




1. Derecho a la vida: puede parecer obvia su presencia dentro de las normas 
internacionales, pero su importancia va más allá del mero reconocimiento, pues el 
Estado, en última instancia, deberá garantizar en todo caso este derecho. Es reseñable tal 
consideración dentro del Derecho penal de menores, ya que rechaza de pleno el uso de 
la pena de muerte como ejecución punitiva
2079
 para los menores infractores, así como el 
establecimiento de penas corporales o vejatorias tanto como medidas penales como 




2. Derecho a la libertad: otro de los bienes jurídicos esenciales. Subrayar su 
importancia en el caso de los menores es primordial, por cuanto se traduce en “la 
posibilidad de elegir” de éstos, o al menos a tener en cuenta su opinión, en referencia a 
traslados de residencia y establecimiento. Además de esto, la importancia de tal derecho 
radica en lo ya expuesto sobre medidas privativas de libertad que, en cualquier caso, 
deben ser usadas como última posibilidad para la rehabilitación del menor. 
                                                             
2077 Cfr. Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes... ob. cit., p. 85. Según el citado autor, la 
Convención de Ginebra supuso, tras los eventos de la I Guerra Mundial, una declaración “a favor de la 
solidaridad hacia el menor”. 
2078 Vid. Almazán Serrano, A., e Izquierdo Carbonero, F. J.: Manual… ob. cit., pp. 27 y ss; los 
mismos autores: Derecho penal… ob. cit., pp. 26 y ss. 
2079 Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p. 112. 
2080 Es el caso de las medidas de aislamiento en celdas oscuras, castigos corporales o vejatorios 
para el menor que puedan comprometer su salud. En relación con nuestra actual legislación penal de 
menores, las sanciones disciplinarias en los centros se encuentran reguladas en el Capítulo IV del Decreto 
1774/2004, de 30 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la LORRPM. Aunque existe el 
aislamiento como medida de contención (art. 55), éste se encuentra muy limitado y, en todo caso, las 
medidas disciplinarias están sometidas a los límites establecidos en la disposición general del artículo 
60.3, que establece que “la potestad disciplinaria habrá de ejercerse siempre respetando la dignidad del 
menor. Ninguna sanción podrá implicar, de manera directa o indirecta, castigos corporales, ni privación 
de los derechos de alimentación, enseñanza obligatoria y comunicaciones y visitas previstos en la Ley 
Orgánica 5/2000, de 12 de enero, Reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores, y en este 
Reglamento”. 





3. Derecho a la sanidad. Se trata de una materia fundamental de cara a los 
establecimientos de internamiento, la garantía de protección del menor, y de la 
adecuación de las instituciones de justicia a las medidas sanitarias y de higiene 
obligatorias, para dar respuesta a sus necesidades médicas y terapéuticas. 
 
4. Derecho a la educación y a la enseñanza. Objeto o fin último que debieran 
tener todas las medidas aplicables a los menores, incluidas las de internamiento. No 
puede entenderse un Derecho penal ni penitenciario, aplicable a los menores, sin que se 
mantenga esta máxima; como señala Almazán Serrano, se trata de “un derecho esencial 
de futuro que debe alimentarse en los primeros años de la vida de toda persona”2081. 
 
5. Derecho a la libertad de expresión: este derecho no incluye solamente el que el 
menor pueda pronunciarse dentro de un sistema educativo y de aprendizaje que fomente 
la comunicación y el pensamiento autónomo, sino que se traduce, también, en el 
derecho del menor a recibir información tanto de dentro como de fuera del 
establecimiento en el que cumpla su detención. 
 
6. Derecho al ocio. Aunque en ocasiones no se ha contemplado como un derecho 
propiamente dicho, lo cierto es que es consecuente con el tratamiento especial que los 
menores deben recibir en los establecimientos penitenciarios. El menor infractor no deja 
de ser un menor, un joven y, en muchos casos, un niño, en definitiva. Este derecho se 
relaciona pues intrínsecamente con la finalidad educadora
2082
. Así, muchas de las 
actividades de formación para menores están basadas en la diversión y recreo del joven, 
lo que permite su sociabilidad y el aprendizaje de hábitos sociales positivos. De este 
modo, ocio y descanso se convierten en elementos necesarios para el desarrollo de su 
personalidad.  
 
Tal elenco de derechos se une a las garantías que ya hemos mencionado, algunas 
tan importantes como la declaración de que el menor sólo podrá ser objeto de un 
proceso judicial en aquellos casos en los que haya tenido lugar, por su parte, la comisión 
de un acto que, en el caso de los adultos, conlleve una pena o sea considerado delito. Se 
                                                             
2081 Vid. Almazán Serrano, A.,  e  Izquierdo Carbonero, F. J.: Manual… ob. cit., p. 28. 
2082 Vid. Regla IV. 47. Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990… cit. 





elimina así la posibilidad de que el menor sea juzgado por actos distintos a los 




Tal y como ha señalado Landrove Díaz, a partir de la segunda mitad del siglo XX, 
el ámbito internacional ha tenido una gran repercusión en el replanteamiento de sistema 
de justicia penal de menores, dirigiendo su filosofía hacia una nueva visión, más acorde 
con el reconocimiento de los derechos fundamentales del menor y a su interés superior. 
“Nace así -ha escrito el citado catedrático- un modelo de Derecho penal juvenil que 
incide -sobre todo, pero no en exclusiva- sobre la dimensión garantista del 
procedimiento y la idoneidad de las consecuencias jurídicas de la conducta del 
menor”2084. 
 
Las normas internacionales de finales de los 80 y principios de los 90, comienzan 
a perfilar, de este modo, un modelo de ejecución penal para el menor infractor de 
carácter mixto
2085
, tomando aspectos de los modelos educativos y de bienestar, donde se 
insiste en la búsqueda de medidas alternativas al internamiento, junto a los propios del 
sistema de responsabilidad
2086
, mientras que, poco a poco, comienzan a intuirse los 
                                                             
2083 Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho penal... ob. cit., p. 113 
2084 Cfr. Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p. 111. En un sentido muy similar, Vid. 
Omaji, P.O.: Responding to youth crime. Towards radical criminal justice partnerships. Hawkins Press, 
Sydney, 2003, pp. 82 a 84; quien ha destacado la importancia de los textos internacionales de finales del 
siglo XX en el reconocimiento de los derechos fundamentales y procesales en el ámbito de justicia penal 
del menor, indicando además, la necesidad de unas características específicas para el modelo de justicia 
de menores. Siguiendo al autor citado, Vid. Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo… ob. 
cit., p. 21. Otros autores también se han hecho eco de la importancia del derecho internacional en la 
conformación de un “Derecho de menores”, que tiene sus inicios en el siglo XX “con visos de aplicación 
en los países que acogen y ratifican Convenios, Tratados o cualquier otra normativa de Derecho 
Internacional que regulan facetas del desarrollo vital de aquéllos”. Así, Vid. Almanzán Serrano, A., e 
Izquierdo Carbonero, F.J.: Derecho Penal… ob. y loc. cit. 
2085 Expresaban acertadamente Mato Gómez, J.C., Morales González, J.M., y Costa Cabanillas, 
M., que el hilo conductor de los instrumentos internacionales de justicia juvenil (entre ellos las 
normativas que vamos a analizar en los siguientes epígrafes) “es la búsqueda de una fórmula ecléctica 
entre los distintos modelos” de justicia juvenil. Vid. Mato Gómez, J.C., Morales González, J.M., y Costa 
Cabanillas, M.: “Evolución histórica de los modelos de justicia juvenil”, en Ortega Esteban, J. (Coord.): 
Educación social especializada. Ariel, Barcelona, 1999, p. 63. 
2086 Vid. Higuera Guimerá, J.F.: Derecho penal juvenil… ob. cit., p. 172; tal y como ha expuesto, 
con claridad meridiana, Cruz Blanca, “será principalmente a partir del siglo XX cuando se comenzarán a 
redactar diversas resoluciones, recomendaciones, reglas y directrices elaboradas por autorizados 
organismos e instancias supranacionales –entre ellos destacan Naciones Unidas y el Consejo de Europa- 
cuyos planteamientos , deudores de un generalizado consenso en esta materia, han ido progresivamente 
conformando las legislaciones internas sobre menores infractores de numerosos países orientándolas 
hacia el llamado modelo de responsabilidad”. Cfr. Cruz Blanca, Mª.J.: “Sobre las medidas tras la reforma 
operada por la LO 8/2006, de 4 de diciembre”, en Benítez Ortúgaz, I.F., y Cruz Blanca, Mª.J. (Dirs.): El 





principios de los sistemas más modernos, como el denominado de las “4D” 
(Descriminalización, desinstitucionalización, diversión y due process). 
 
3.1.1. Repercusión de la jurisprudencia internacional en el ámbito penal de 
menores. El Caso Gault. Del modelo tutelar al modelo de responsabilidad del menor. 
 
La trascendente importancia del reconocimiento como fuente del ordenamiento 
penal de menores de las normas internacionales y los Tratados firmados por España, se 
demuestra en la comparativa con la anterior legislación de la LO 4/1992. Nuestra 
Constitución de 1978, consagra la relevancia de los acuerdos internacionales celebrados 
entre el Estado español y las entidades y organizaciones internaciones, estableciendo “la 
garantía del cumplimiento de estos Tratados y de las resoluciones emanadas de los 
organismos internacionales o supranacionales titulares de la cesión”2087, e indicando, 
además, como es notorio, que “los Tratados internacionales válidamente celebrados, 
una vez publicados oficialmente en España, formarán parte del ordenamiento 
interno”2088. En conclusión, tal y como expone Sánchez Martínez, “interpretados de 
acuerdo con el Tratado Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Convenio 
Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales y de la Convención de los Derechos del Niño, los derechos 
fundamentales que consagra el art. 24 de nuestra Constitución han de ser respetados 
también en el proceso seguido contra menores a efectos penales y que, en consecuencia, 
en cuanto que tales derechos se aseguran mediante el cumplimiento de las reglas 
procesales que desarrollan”2089. Por consiguiente, el art. 15 de la antigua normativa de 
Juzgados de Menores, que establecía un proceso diferente al de las garantías 
establecidas en las reglas procesales penales, fue declarado inconstitucional por la STC, 
de 14 de febrero de 1991.  
 
                                                                                                                                                                                  
Derecho penal de menores a debate. I Congreso Nacional sobre Justicia Penal Juvenil. Dykinson, Jaén, 
2010, pp. 153 y 154. 
2087 Vid. Constitución española de 1978, Artículo 93. 
2088 Vid. Constitución española de 1978, Artículo 96. 1ª. Al respecto, también Vid. STS, de 30 de 
septiembre de 1982, Sala 3ª, donde se indica la obligación de la asunción por parte del Derecho interno de 
la normativa internacional. 
2089 Cfr. Sánchez Martínez, F.A.: Antecedentes… ob. cit., pp. 132 y 133. 





Desde el punto de vista de las nuevas exigencias previstas en la legislación 
internacional sobre menores, los anteriores modelos protectores de los Tribunales 
Tutelares han quedado completamente obsoletos
2090
. El modelo de responsabilidad, que 
pretende conjugar lo educativo con una configuración judicial, se ha impuesto en la 
mayor parte de los países. Su formulación se enmarca en la jurisprudencia 
Norteamericana
2091
, con la sentencia del famoso Caso Gault, que precisamente trataba 
un caso de internamiento en un centro de reforma (Escuela industrial) de un menor por 
una falta que no hubiera supuesto más que una multa en caso de haber sido cometida 
por un adulto
2092
. Entendió el Tribunal sentenciador (Corte Suprema de Arizona), que el 
trato aplicado al menor, sin que fueran respetados ninguno de sus derechos procesales, 
derivado de la especial consideración proteccionista de la jurisdicción tutelar de 
menores
2093
, no era acorde a la gravedad de la medida de internamiento que, en última 
                                                             
2090 Vid. Higuera Guimerá, J.F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., 170; sobre el abandono del 
sistema tutelar en España, Vid. De la Cuesta Arzamendi, J.L.:“El abandono del sistema tutelar: evolución 
del derecho español en materia de protección y de tratamiento de los menores delincuentes y en peligro", 
en Annales Internationales de Criminologie, Número 37 1/2, París, 1999, pp.101-136; también publicado 
como “La abolición del sistema tutela: evolución del derecho español en materia de jóvenes y menores 
delincuentes”, actualizado a la nueva L.O. 5/2000 y a la reforma de L.O.7/2000, en Harlax, Número 37, 
País Vasco, 2001, pp.7-61.  
2091 Con anterioridad a la sentencia del caso Gault, otro supuesto jurisprudencial sentó las bases de 
un sistema de justicia juvenil más garantista: el caso Kent, en 1966. Morris Kent, un joven que había 
ingresado en el sistema judicial a una edad muy temprana (catorce años), fue detenido por un supuesto 
delito de robo y violación. Tras un examen psiquiátrico, se demostró que el joven sufría de una grave 
alteración psiquiátrica, sin embargo, el Tribunal de Menores decidió inhibirse y delegar su jurisdicción a 
un tribunal penal, negándose a internar al muchacho en una institución hospitalaria especial. Finalmente, 
el caso fue llevado ante la Corte Suprema, que falló a favor del abogado de Kent, tras constatarse que el 
Tribunal tutelar había vulnerado sus derechos procesales, al no otorgar audiencia al menor y desestimar 
las pretensiones de su defensa renunciando a la jurisdicción. Al respecto, Vid. Kent vs. United States, 383 
U.S. 541 (1966). 
2092 Según el supuesto de hecho contenido en la redacción de la sentencia: “El Lunes, 08 de junio 
1964, alrededor de las 10 a.m., Gerald Francis Gault y un amigo, Ronald Lewis, fueron detenidos por el 
Sheriff del Condado de Gila. Gerald se encontraba entonces todavía sujeto a una orden de libertad 
condicional de seis meses que había sido promulgada el 25 de febrero de 1964, como resultado de haber 
estado en compañía de otro muchacho que había robado el monedero del bolso de una dama. La acción de 
la policía el 8 de junio se tomó como consecuencia de una denuncia verbal por una vecina de los chicos, 
la Sra. Cook, sobre una llamada telefónica que le hizo en el que la persona que llama o que llaman hizo 
comentarios obscenos o indecentes. Será suficiente a efectos de este dictamen decir que las observaciones 
y preguntas que le transmitieron los adolescentes eran irritantemente ofensivas, y de índole sexual. (…) 
La penalización establecida en el Código Penal, que se aplicaría a un adulto, es de 5$ a 50$, o 
encarcelamiento por no más de dos meses”. Cfr. IN RE GAULT, 387 U.S. 1 (1967), sentencia de 15 de 
mayo de 1967, I. 
2093 Se indica en la sentencia, la existencia de importantes diferencias entre el proceso penal de 
adultos y el de menores, con el siguiente tenor: “Desde el establecimiento del sistema de tribunales de 
menores, las amplias diferencias han sido toleradas -incluso se ha insistido en ellas- entre los derechos 
procesales que se conceden a los adultos y los de los menores. En prácticamente todas las jurisdicciones, 
existen derechos reconocidos a los adultos que no se conceden a los menores. Además de los problemas 
particulares que en el presente caso, por ejemplo, se ha declarado que el menor no tiene derecho a libertad 
bajo fianza, a la acusación por gran jurado, a un juicio público o al juicio por jurados. Es práctica 





instancia, se conformaba como una verdadera privación de libertad derivada de una 
mala conducta. En este sentido, la sentencia realizaba una suerte de equiparación entre 
el derecho penitenciario y la prisión, con la legislación de las Juvenile Courts y las 
instituciones de internamiento o Industrials Schools
2094
, demostrando con base en estos 
argumentos comparativos, que el menor debía estar sujeto a un proceso con garantías 
equivalentes a las que disfrutan los adultos, en relación con unas consecuencias 
jurídicas muy similares a las de privación de libertad en las penas aplicables. 
 
El fallo de la citada sentencia permitió así establecer la aplicación de algunas de 
las prerrogativas propias del Derecho penal de adultos en el caso de los menores de 
edad infractores, siempre y cuando las consecuencias fueran el internamiento en una 
entidad de reforma. Aunque el dictamen no fue unánime
2095
, la sentencia del Caso Gault 
                                                                                                                                                                                  
frecuente que las normas que rigen la detención y el interrogatorio de los adultos por la policía no se 
hayan observado en el caso de los menores”. Cfr. IN RE GAULT… cit., II. 
2094 En la sentencia, además, se indica la comparativa entre la prisión como institución de encierro 
y la Escuela industrial, en los siguientes términos: “En última instancia, sin embargo, nos enfrentamos a 
la realidad de esa parte del proceso de la Corte Juvenil con la que tratamos en este caso. Un muchacho es 
acusado de mala conducta. El niño se ha comprometido a una institución en la que puede verse limitada 
su libertad por años. Carece de importancia constitucional -y de limitado sentido práctico- que la 
institución a la que se ha comprometido se llame Escuela Industrial. El fondo de la cuestión es que, a 
pesar del eufemismo, una "Casa de Acogida" o una "Escuela Industrial" para los menores es una 
institución de confinamiento en la que están encarcelados por un tiempo en mayor o menor medida. Su 
mundo se convierte en "un edificio con paredes encaladas, regimentado por horas de rutina e 
institucional....". En lugar de madre y padre y sus hermanas y hermanos y amigos y compañeros de clase, 
su mundo está poblado por los guardias, custodios, los empleados del Estado, y "delincuentes" confinados 
con él por cualquier cosa, desde la desobediencia a la violación y el homicidio. En vista de ello, sería 
extraordinario si nuestra Constitución no exigía la regularidad del procedimiento y el ejercicio de la 
atención implícito en la frase "debido proceso". Según nuestra Constitución, la condición de ser un niño 
no justifica un tribunal popular (el texto original utiliza la expresión kangaroo court, expresión usada en 
el marco del derecho norteamericano para definir un tribunal que utiliza un procedimiento de “farsa 
legal”, que no se ajusta a las garantías procesales habituales)”. Cfr. IN RE GAULT… cit., II. 
2095 Frente al fallo de los magistrado de la Corte Suprema de Arizona, se incluye en la sentencia 
del Caso Gault el voto particular de disensión del Juez Steward, donde se manifiesta contrario a la 
decisión tomada por el Tribunal argumentando que podría abrir las puertas a una consideración 
puramente penal del ordenamiento de menores, hecho que había sido evitado hasta la fecha. El voto 
particular indica que “la Corte utiliza hoy un oscuro caso de Arizona como vehículo para imponer a los 
miles de tribunales de menores en toda la Nación restricciones que la Constitución aplica en los juicios 
penales con contraparte”. “Creo -prosigue en su argumento el magistrado- que la decisión del Tribunal es 
totalmente errónea, como cuestión de derecho constitucional y, por desgracia poco prudente como una 
cuestión de política judicial. Los procedimientos de menores no son los juicios penales. No son juicios 
civiles. No son simplemente un procedimiento contradictorio. Ya sea tratando con un niño delincuente, un 
niño abandonado, un niño anormal, o un niño dependiente, el único propósito de un procedimiento de 
menores y su objetivo es todo lo contrario de la misión y el propósito de un proceso judicial en un 
tribunal penal. Su objetivo es la corrección de una condición. El objeto del otro es la convicción y el 
castigo por un acto criminal”. Cfr. IN RE GAULT… cit., Mr. Justice Steward Dissenting. 





supuso por ello el comienzo de una nueva doctrina penal del menor
2096
. Un antes y un 
después en materia de internamiento y proceso de menores infractores. 
 
 3.1.2. Convención de 20 de noviembre de 1989 sobre los Derechos del Niño. 
 
España es uno de los países miembros de la Convención, de 20 de diciembre de 
1989, sobre los derechos del niño (en adelante, Convención de 1989), estableciendo su 
adhesión a la misma por Instrumento de Ratificación, de 30 de noviembre de 1990, de la 
Convención de 20 de noviembre de 1989 sobre los Derechos del Niño adoptada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas. 
 
La importancia de este instrumento radica precisamente en su carácter de 
obligatorio cumplimiento con base en la mencionada ratificación por parte de nuestro 
Estado, diferenciándose en este aspecto de la anterior Declaración de 1959
2097
. Sobre 
este punto, ha manifestado Vázquez González que la Convención de 1989 no es un 
Tratado
2098
, y por lo tanto, carece de fuerza de ley; no obstante, en virtud de lo 
dispuesto en nuestra norma constitucional, se ha incorporado de forma efectiva a 
nuestro derecho interno
2099
. Por el contrario, Bueno Arús ha defendido la idea, basada 
en el artículo 96.1 de nuestra Constitución, de que nuestra norma suprema proclama el 
carácter obligatorio de la norma internacional y su prevalencia sobre el Derecho 
interno
2100
. En base a este criterio, el autor postula la posible inconstitucionalidad de la 
                                                             
2096 Según se indica en la revista editada por UNICEF, Innocent Digest 3, correspondiente al tema 
de la Justicia Juvenil, Centro Internacional para el Desarrollo del Niño de UNICEF, edición española, 
Stenna (Italia), enero 1998, p. 10: “la decisión sobre el caso Gault tuvo un resultado inesperado: el  
desplazamiento del centro de atención, que dejó de ser la situación del niño, ocupando su lugar las 
circunstancias del delito en sí”. 
2097 Al respecto, Vid. Mendizábal Oses, L.: Derecho de Menores… ob. cit., p. 505; y también, 
Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p. 114. 
2098 Vid. Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo… ob. cit., p. 49; el mismo: 
“Justicia penal de menores…” ob. cit., p. 192. Advierte el autor que la Convención de los Derechos del 
Niño fue adoptada por las NN.UU. como una resolución y carece de carácter vinculante; a pesar de ello, 
otras interpretaciones han establecido que una vez ratificado, al adoptar esta forma de Tratado, la 
Convención de 1989 se ha transformado en una norma obligatoria para los Estados Partes. Partidarios de 
esta interpretación son Soroeta Liceras, J.: “Los derechos del niño”, en Fernández de Casadevante 
Romani, C. (Coord.): Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 3ª Ed., Dilex, Madrid, 2007, 
passim; y también Cappelaere, G., y Grandjean, A.: Niños privados de libertad. Derechos y realidades. 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, UNICEF, Madrid, 2000, p. 90. 
2099 Vid. Vázquez González, C.: “Justicia penal de menores…” ob. cit., p. 193. 
2100 Vid. Bueno Arús, F.: “La Ley Orgánica de Responsabilidad Penal de los Menores: 
compromisos internacionales, análisis de la imputabilidad penal y la respuesta penal”, en Pantoja García, 





actual normativa de menores en nuestro país, expresándose del siguiente modo: “no 
encuentro oposición entre los Convenios mencionados y la LO española 1/1996, de 15 
de enero, de protección jurídica del menor (…); en cambio, no existe la misma armonía 
entre los tratados internacionales citados y la legislación española relativa a los menores 
infractores”2101.  
 
Al margen de su obligatoria transposición al ordenamiento interno de cada uno de 
los Estados miembros, y a pesar de su carácter generalista y de amplio alcance, es 
innegable que las pautas marcadas por la Convención de 1989 han supuesto la 




Ya en esta disposición, en su artículo 37, se hace referencia al elenco de garantías 
que caracterizará el adecuado tratamiento penal del menor, acercando las prerrogativas 
reconocidas en el ámbito penal de adultos al menor en aquellos casos en los que en el 
marco de la ejecución penal exista privación de libertad.  
 
“a) Ningún niño será sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes. No se impondrá la pena capital ni la de prisión perpetua sin posibilidad de excarcelación 
por delitos cometidos por menores dieciocho años de edad;  
                                                                                                                                                                                  
F. (Dir.): La Ley Orgánica de Responsabilidad Penal de los Menores: situación actual, en Cuadernos de 
Derecho Judicial, Tomo XXV, CGPJ, Madrid, 2005, pp. 288 y 289. 
2101 Cfr. Bueno Arús, F.: “La Ley Orgánica de Responsabilidad Penal de los Menores: 
compromisos internacionales…” ob. cit., p. 289; en este mismo sentido, Vid. García Pérez, O.: “La 
introducción del modelo de seguridad ciudadana en la justicia de menores”, en Sola Reche, E., Hernández 
Plasencia, J.U., Flores Mendoza, F. y García Medina, P. (Eds.): Derecho Penal y psicología del menor. 
Universidad de la Laguna, Granada, 2007, p. 55; Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría… ob. cit., p. 57; 
en este mismo sentido, Vid. Pérez Machío, A.I.: El Tratamiento jurídico-penal de los menores infractores 
–LO 8/2006– (aspectos de derecho comparado y especial consideración del menor infractor inmigrante). 
Tirant lo Blanch, Monográficas 412, Valencia, 2007, p. 132. 
2102 En este sentido, Vid. Álvarez Vélez, Mª.I.: La Protección de los Derechos del Niño en el marco 
de las Naciones Unidas y en el Derecho Constitucional Español. Universidad Pontificia Comillas, 
Madrid, 1994, p. 103; Ruiz-Giménez, J.: “La Convención de los Derechos del niño, hermosa sinfonía 
incompleta”, en Verdugo, M.A., y Soler-Sala, V. (Eds.): La Convención de los Derechos del niño hacia el 
siglo XXI. Simposio internacional celebrado en Salamanca del 1 al 4 de mayo de 1996 con motivo del 
Cincuentenario de la creación de UNICEF. Ediciones de la Universidad de Salamanca, Salamanca, 1996, 
p. 86; y también, Vid. Álvarez Vélez, Mª.I., y Calvo Blanco, E.: Derechos del Niño. McGraw-Hill, 
Madrid, 1998, pp. 4 y ss.; Bazán López, J.L.: “Notas acerca de la Convención de Naciones Unidas sobre 
los derechos del niño”, en VV.AA.: El menor en la legislación actual, Universidad de Antonio de Nebrija, 
Madrid, 1998, pp. 55 y ss.; y más recientemente, Soroeta Liceras, J.: “Los derechos…” ob. cit., p. 422; 
Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal de Menores. 4ª Ed., Bosch, Barcelona, 2007, p. 49; quien hace 
referencia a la Convención de 1989 como “uno de los momentos más importantes en la evolución de la 
figura del niño o menor, como sujeto de derechos, con la necesidad de proporcionarle una protección 
especial que haga posible su bienestar y desarrollo”.  





b) Ningún niño será privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La detención, el 
encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará a cabo de conformidad con la ley y se utilizará tan 
sólo como medida de último recurso y durante el período más breve que proceda;  
c) Todo niño privado de libertad será tratado con la humanidad y el respeto que merece la 
dignidad inherente a la persona humana, y de manera que se tengan en cuenta las necesidades de las 
personas de su edad. En particular, todo niño privado de libertad estará separado de los adultos, a 
menos que ello se considere contrario al interés superior del niño, y tendrá derecho a mantener contacto 
con su familia por medio de correspondencia y de visitas, salvo en circunstancias excepcionales;  
d) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a la asistencia jurídica y 
otra asistencia adecuada, así como derecho a impugnar la legalidad de la privación de su libertad ante 
un tribunal u otra autoridad competente, independiente e imparcial y a una pronta decisión sobre dicha 
acción”2103. 
 
Se establecen, por tanto, de forma genérica los principios de ultima ratio en 
relación con la privación de libertad del menor de edad, el principio de tutela judicial 
efectiva y el principio de dignidad, eliminándose la arbitrariedad que había 
caracterizado históricamente la ejecución penal de los menores. 
 
En materia de Justicia penal juvenil, en el artículo 40.1 de la Convención de 1989, 
se hace asimismo alusión a los menores en el ámbito del Derecho penal, indicando que 
los Estados participantes, “reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que ha 
infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare culpable de haber infringido 
esas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de la 
dignidad”2104. Debe ser destacada la redacción utilizada en esta disposición, pues en 
ningún momento se hace alusión al “menor delincuente”, sino que se utiliza la formula 
“infractor”2105, alejando así el estigma y la idea de criminalidad personalizada. Por otro 
lado, en el mismo artículo, se alude también a la “edad del niño” como baremo de su 
                                                             
2103 Cfr. Artículo 37, a), b), c) y d), de la Convención, de 20 de noviembre de 1989, sobre los 
Derechos del Niño, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas. 
2104 Cfr. Artículo 40.1. de la Convención, de 20 de noviembre de 1989… cit. 
2105 Vid. Bueno Arús, F.: “La Ley Orgánica de Responsabilidad Penal de los Menores: 
compromisos internacionales…” ob. cit., p. 286. Al respecto, también consúltense las discusiones y 
propuestas de enmienda del Grupo de Trabajo de 1986 para la redacción de la Convención, compilado en 
el Informe del Grupo de Trabajo a la Comisión de Derechos Humanos, documento E/CN.4/1986/39, 
párrafos 94-99; en los que se establece una discusión acerca de la terminología a emplear, barajándose 
diversas posibilidades en el tratamiento del menor infractor. Expresiones como “menor sujeto al 
procedimiento penal”, “menor acusado de infringir la ley penal”, o “menor encontrado culpable”, fueron 
discutidas por los representantes de los diferentes países.   





responsabilidad en dichas infracciones
2106
, que contrasta con la vaguedad de la 
terminología empleada en el texto internacional
2107
, que considera como niño “a todo 
ser humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea 
aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad”2108. La Convención de 1989, de 
modo similar a las prescripciones de las normativas para adultos infractores
2109
, también 
refleja la importancia de promover la reintegración del menor y de que éste asuma una 
función constructiva en la sociedad
2110
. Toda una declaración de intenciones, 
relacionadas con la prevención especial, el carácter humanista de la regulación penal, y 
la preservación de los derechos de los menores junto al criterio educador correccional 
en el proceso de internamiento. 
 
Para el objeto de este trabajo, desde una perspectiva penitenciaria, el artículo 40.4 
de la Convención de 1989 ya establecía la obligación de los Estados firmantes de incluir 
                                                             
2106 Vid. Artículo 40.3. a) de la Convención, de 20 de noviembre de 1989... cit., en la que se indica 
que es necesario “el establecimiento de una edad mínima antes de la cual se presumirá que los niños no 
tienen capacidad para infringir las leyes penales”. 
2107 Al respecto, Álvarez Vélez ya indicaba que “los textos internacionales no precisan la 
diferencia entre niño, joven, menor, etc…, llegando a emplear, incluso, en un mismo documento varios de 
estos términos. Sin embargo, no se pueden equiparar las cualidades de estas personas durante la larga 
etapa de su minoría de edad. Aunque sean utilizados como sinónimos, tienen un contenido esencialmente 
distinto”. Cfr. Álvarez Vélez, Mª.I.: La protección… ob. cit., pp. 2 y 3.  
2108 Cfr. Artículo 1 de la Convención, de 20 de noviembre de 1989… cit.  
2109 Vid., al respecto de los fines preventivo especiales, Reglas Mínimas para el Tratamiento de los 
Reclusos (Reglas 58 y 67 b); o el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Art. 10.3) que 
dispone: “El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la reforma y 
la readaptación social de los penados”. Y en relación con la protección de la dignidad de los presos y 
condenados, vid. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Art. 10): “1. Toda persona privada 
de libertad será tratada humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano”; 
Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención 
o prisión (Principio 1) que dispone: “Toda persona sometida a cualquier forma de detención o prisión 
será tratada humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano”; Principios 
Básicos para el Tratamiento de los Reclusos (Principios 1 y 5): “1. Todos los reclusos serán tratados con 
el respeto que merecen su dignidad y valor inherentes de seres humanos”, “5. Con excepción de las 
limitaciones que sean evidentemente necesarias por el hecho del encarcelamiento, todos los reclusos 
seguirán gozando de los derechos humanos y las libertades fundamentales consagrados en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos y, cuando el Estado de que se trate sea parte, en el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo, así como de los demás derechos estipulados en otros 
instrumentos de las Naciones Unidas”. 
2110 El elemento reintegrador fue nuevamente subrayado en importancia en 2006, con  la 
Resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre los Derechos del niño, Resolución 
A/RES/61/146, de 19 de diciembre de 2006, que, además de rechazar una vez más la pena de muerte 
(punto 31) para los menores, al igual que la Convención de 1989, también “alienta a los Estados a que 
promuevan acciones, incluso mediante la cooperación técnica y la asistencia financiera en el plano 
bilateral y multilateral, para lograr la reintegración social de los niños en situaciones difíciles, 
considerando, entre otras cosas, las opiniones, aptitudes y capacidades que esos niños hayan 
desarrollado en las condiciones en que les tocó vivir y, cuando proceda, con su participación 
significativa”. 





en sus normativas nacionales “diversas medidas”2111 sobre el régimen especial de 
menores, entre las que destacamos: las medidas privativas de libertad (internamiento), la 
libertad vigilada y las posibilidades alternativas a la internación en instituciones. En 
efecto, una de las figuras que sobresalen en nuestra normativa es la de vigilancia tras el 
cumplimiento de la medida -a la que más adelante dedicaremos mayor detenimiento-, 
que ya se encontraba prevista como una de las medidas susceptibles de implementación 
en los ordenamientos penales de los Estados firmantes. En ningún momento se utiliza 
en la redacción el denominativo “pena” o “sanción” para estas medidas, distanciándolas, 
nuevamente, del marco penal general. 
 
Se intuye, asimismo, el principio de desjudicialización propio de los nuevos 
modelos norteamericanos en la redacción de la norma internacional, admitiendo siempre 
que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para tratar a los menores “sin 
recurrir a procedimientos judiciales”2112. No obstante, no deja de sorprender que esta 
materia se haya tratado en la redacción de la norma de modo tan ligero, siendo el tenor 
de la misma acorde con las garantías procesales que dejaban atrás los anteriores 
procesos de corte “alegal”, y siendo la figura del juez fundamental en la preservación de 
las mismas. Debe entenderse, por tanto, que estas medidas han de referirse a aquellos 
casos en los que no sea necesario un procedimiento de carácter formalmente penal, 
evitando al menor el gravoso proceso, y siempre, como afirma la norma, “en el 
entendimiento de que se respeten plenamente los derechos humanos y garantías 
legales”. 
 
En materia de menores infractores y su ejecución penal específica, se echa en falta 
en la composición de la Convención de 1989, una mayor y más concreta alusión a la 
especialización de su tratamiento penal y penitenciario, siendo su redacción, por lo 
ambiciosa y general, poco incisiva en la cuestión. Al respecto, cabe destacar los 
comentarios al primer proyecto de Convenio realizado por Polonia en 1978, en el que el 
país centroeuropeo proponía la inclusión de la siguiente cláusula dentro del articulado: 
“Al niño involucrado en un comportamiento asocial deberá propiciársele un trato 
                                                             
2111 Vid. Artículo 40.4ª de la Convención, de 20 de noviembre de 1989... cit. 
2112 Vid. Artículo 40.3ª. b) de la Convención, de 20 de noviembre de 1989... cit. 





especial en el que su condición y dignidad sean debidamente respetadas”2113. En la 
misma línea, el texto revisado del Proyecto de Convenio de Polonia de 1979, contenía 
en su artículo 20, la siguiente redacción: 
 
“1. El niño sometido a proceso penal tendrá derecho a un trato especial y privilegiado. 
2. El niño no será castigado con la pena capital. Cualquier otro castigo será adecuado a la fase 
particular de su desarrollo. 
3. El sistema penitenciario tendrá como finalidad la reeducación y reinserción social de los niños 
condenados. Debe permitir que el niño cumpla la pena de privación o limitación de la libertad de una 
manera especial y, en particular, en separación de los delincuentes adultos”2114. 
 
La redacción del proyecto, más específica que el texto final de la Convención de 
1989, incluía la previsión de una “manera especial” -expresión que más tarde fue 
modificada por la de “bajo especiales circunstancias”2115- de cumplimiento de 
privación de libertad para el menor infractor, es decir, una proposición de tratamiento 
penitenciario especializado divergente del de los adultos y acorde con su desarrollo, 
donde además imperaba la prevención especial como fin último de la privación de 
libertad y se establecía el principio de separación del menor de los delincuentes adultos. 
 
El texto fue nuevamente sometido a enmienda por la propuesta presentada 
conjuntamente por las ONG
2116
, en la que se introducía la necesidad de propiciar al 
menor privado de libertad “el cuidado y la asistencia necesaria, de acuerdo con su 
edad”. 
 
A estas interesantes proposiciones debemos añadir las emitidas en el año 1984 por 
el segundo grupo de trabajo encargado de la discusión y redacción de la Convención de 
                                                             
2113 Vid. Documento de la Comisión de Derechos Humanos E/CN.4/1324/Add.2., recopilado en 
Office of the United Nations High Commissioner for Human Rights: Legislative History of the Convention 
on the Rights of the Child. Volumen II, Naciones Unidas, New York y Geneva, 2007, p. 739. 
2114 Vid. Documento de la Comisión de Derechos Humanos E/CN.4/1349. 
2115 Vid. Documento de la Comisión de Derechos Humanos A/C.3/36/6, parte II. Artículo 19 de la 
proposición de modificaciones propuesta por Polonia en 1982. 
2116 Entre las que se encontraban también, según el documento E/CN.4/1982/WG.1/WP.1, los 
siguientes co-patrocinadores: “Consejo Internacional de la Mujer, Amigos del Comité Mundial 
Consultivo, la Asociación Internacional de Derecho Penal, Internacional Católica de la Infancia, Unión 
Católica Internacional de Prensa, Comisión Internacional de Juristas, el Consejo Internacional de 
Mujeres Judías, la Federación Internacional de la Mujer en los aspectos jurídicos, Federación 
Internacional de Abogadas y el Congreso Judío Mundial”. 





los Derechos del Niño, entre las que podemos encontrar referencias a la preparación 
especial del personal responsable de la reeducación de los jóvenes infractores
2117
; el 
traslado de los menores infractores al mismo territorio donde se encuentre su familia 
para el cumplimiento de la sentencia
2118
; o incluso propuestas referentes a una total 




Finalmente, en la sesión de 1984 del Grupo de Trabajo para la redacción de la 
Convención de los Derechos del Niño, se propone la fórmula actual por la cual “no 
podrá alegarse que ningún niño ha infringido las leyes penales, ni podrá acusársele o 
declararle culpable de haber infringido esas leyes, por actos u omisiones que no estaban 
prohibidos por las leyes nacionales o internacionales en el momento en que se 
cometieron”2120. Lo que se traduce, en la redacción original del proyecto de 1985, en 
que “los Estados Parte deberán asegurarse de que no existen clases especiales de pena 
para los menores; un comportamiento que no es considerado como una ofensa en los 
adultos, no podrá ser considerado como tal en los menores”2121. Este hecho, es de gran 
relevancia, pues como acertadamente ha puesto de manifiesto Landrove Díaz, “supone 
una significativa rectificación de criterios anteriores, que aceptaban la posibilidad de 
procesar a un menor por la realización de algún acto concreto que no fueses punible, 
tratándose del comportamiento de los adultos”2122. Esta consideración deja atrás el 
anterior sistema proteccionista, que no se encontraba vinculado al principio de legalidad 
                                                             
2117 Así, el documento E/CN.4/1983/NGO/33, artículo 20 (criminal proceedings), recoge la 
propuesta conjunta de la Federación Internacional de Mujeres en los asuntos jurídicos con la Federación 
Abolicionista Internacional, en la que se incluía la siguiente redacción: “El personal responsable de la 
reeducación de los jóvenes infractores debe recibir educación en asuntos sociales y humanitarios que 
puedan facilitar la reintegración del menor en la sociedad”.   
2118 En el documento E/CN.4/1984/WG.1/WP.3, artículo 20, se encuentra esta prerrogativa 
propuesta por el Servicio Social Internacional, con el tenor siguiente: “Los Estados Parte en la presente 
Convención facilitarán la transferencia de cada menor extranjero condenado en su territorio con el 
Estado de sus padres o tutores, para que pueda cumplir su pena correccional allí”. 
2119 Es el caso de las propuestas del Grupo ad hoc de ONGs, en las sesiones del Grupo de Trabajo 
de 1984, contenidas en el documento E/CN.4/1985/WG.1/WP.1, pp. 12-14, en el que se indica que “Los 
Estados Parte en la presente Convención se comprometen a garantizar que, como regla general las 
sentencias de prisión no se impondrán a los niños, y, además, reconocer que en toda circunstancia en las 
medidas correctivas impuestas, la rehabilitación, incluida la educación y la formación profesional, debe 
ser la consideración primordial y tendrán prioridad sobre el castigo”. 
2120 Vid. Artículo 40. 2ª. a), de la Convención, de 20 de noviembre de 1989… cit.  
2121 Cfr. Work Group 1985 session, Informal Consultations among non-governmental 
organizations, Report of Conclusions, December 1984, Article dealing with the administration of justice, 
recopilado en Office of the United Nations High Commissioner for Human Rights: Legislative History of 
the… ob. cit., p. 742. 
2122 Cfr. Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p. 113. 





ni a la tipificación penal, y que podía incurrir en inseguridad jurídica al establecerse 
casos en los que la privación de libertad del menor no dependía de la comisión de un 
acto delictivo, sino la mera rebeldía contra la autoridad paterna. 
 
Del mismo modo, hallamos también esta línea garantista en lo referente a la 
duración de las medidas de internamiento, que finalmente no se incluyó en la redacción 
definitiva de la Convención de 1989, por la que se realizaba, también durante las 
sesiones de trabajo de 1985, la petición de establecer una duración máxima de las 





La redacción final quedó atemperada por las diferentes enmiendas y lecturas, 
realizadas en las discusiones de los Grupos de Trabajo. No obstante, el texto final llega 
a ser un mandato de mínimos para los países que hayan ratificado la Convención de 
1989, entre los que se incluye, en materia de ejecución penal, la obligación de establecer 
leyes, procedimientos e instituciones específicos para los menores infractores
2124
, 
evitando, eso sí, una institucionalización innecesaria, promoviéndose en la medida de lo 




En el caso de España, se optaba por el establecimiento de instituciones específicas 
en las que se dará un tratamiento diferenciado a los menores infractores, separado del de 
los adultos: los centros de internamiento de menores. Inclusive, con anterioridad a la 
aprobación de la LORRPM, nuestra legislación penitenciaria ya disponía de un 
tratamiento y espacio físico separado para los jóvenes mayores de dieciséis años (que 
                                                             
2123 Vid. Work Group 1985 session, Informal Consultations among non-governmental 
organizations, Report of Conclusions, December 1984, Article dealing with penal questions; con la 
siguiente redacción traducida en su punto 4, a) y b): “a) Si, teniendo en cuenta la edad del niño y la 
gravedad de los hechos, la detención o internamiento en una institución cerrada se determina que es 
absolutamente necesaria, se aplicará durante un período máximo fijado que deberá ser lo más breve 
posible.  
b) Deberán preverse facilidades para garantizar la separación efectiva de los niños de los 
delincuentes adultos, y deberá estar dotada de personal especialmente capacitado y para proporcionar al 
niño un cuidado y asistencia apropiadas para su edad y sus necesidades”. 
2124 Vid. Artículo 40. 3ª, de la Convención, de 20 de noviembre de 1989… cit. 
2125 Vid. Artículo 40. 3ª, b) de la Convención, de 20 de noviembre de 1989… cit.; cuyo tenor 
dispone que “siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para tratar a esos niños sin 
recurrir a procedimientos judiciales, en el entendimiento de que se respetarán plenamente los derechos 
humanos y las garantías legales”. 





estaban sujetos a la legislación penal según el Código penal de 1973, como ya hemos 





Nuestra actual legislación dispone la posibilidad de internamiento en estos centros 
de reforma para menores infractores comprendidos entre edades que oscilan entre los 
catorce hasta los veintiún años
2127
; no obstante, como bien ha anotado Montero 
Hernanz, esta amplia franja de edades obligaría, interpretado según el mandato de la 
norma internacional, “a establecer criterios de separación al convivir adolescentes y 
jóvenes, criterios que no aparecen en el texto legal y que tampoco han sido objeto de 
tratamiento reglamentario”2128 y del que tan sólo se mencionan en la LORRPM algunos 





3.1.3. Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985, Reglas Mínimas de las 
Naciones Unidas para la Administración de Justicia de los Menores (Reglas de 
Beijing). 
 
Con las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de 
Justicia de los Menores o Reglas de Beijing (1985), se afianzó
2130
 un marco genérico
2131
 
                                                             
2126 Vid. Artículo 16 de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre… cit.; y Artículo 99 
Reglamento Penitenciario de 1996. 
2127 Dependiendo del tipo de régimen en el que se cumpla la medida de internamiento. Al respecto, 
Vid. Artículo 15 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero… cit. 
2128 Cfr. Montero Hernanz, T.: La Justicia juvenil… ob. cit., p. 93. 
2129 Fundamentalmente en el artículo 54. 3ª de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero… cit. 
2130 Como ha resaltado Landrove Díaz, los fundamentos de las Reglas de Beijing ya se 
precognizaban, aunque en un estado larvario, en el VI Congreso de las Naciones Unidas sobre prevención 
del delito y tratamiento del delincuente, celebrado en Caracas en 1980. Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho 
penal… ob. cit., p. 117. También, Almanzán Serrano, A., e Izquierdo Carbonero, F.J.: Derecho penal… 
ob. cit., p. 25. Acerca del VI Congreso de las Naciones Unidas y las conclusiones relativas al ámbito de la 
delincuencia juvenil, Vid. Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo… ob. cit., pp. 54-56. 
2131 Vid. Regla 1.4. de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985, de la Asamblea General de 
la ONU, o Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de Justicia de los Menores; al 
respecto, Vid. Blanco Barea, J.A.: “Responsabilidad penal del menor: principios y medidas judiciales 
aplicables en el Derecho penal español”, en Revista de Estudios Jurídicos, Número 8, Segunda época, 
2008, Jaén, p. 2, en: http://revistaselectronicas.ujaen.es/index.php/rej. (28/10/2010)  





para las normas que debían tener en cuenta los Estados a la hora de administrar justicia 




Así, cabe resaltar que, de nuevo, se alude a las medidas a adoptar por parte de los 
Estados, confiriéndoles un carácter de tratamiento, humano y equitativo
2133
, aunque más 
adelante el calificativo de “menor delincuente”2134, y la palabra “castigo” sí aparecen en 
el texto, al igual que el concepto de delito
2135
. En estos casos, la resolución indica que, a 
la hora de administrar dichos castigos, el menor deberá ser diferenciado del adulto. 
Llama la atención también la amplia, pero poco rigurosa
2136
, definición que realiza el 
texto de la figura del menor, en su regla 2.2.a., en virtud de la cual, Menor “es todo niño 
o joven que, con arreglo al sistema jurídico respectivo, puede ser castigado por un delito 
en forma diferente a la de un adulto”2137; definición a la que se une la de menor 
delincuente, conceptuado como “todo niño o joven al que se le ha imputado la comisión 
de un delito o se le ha considerado culpable de la comisión de un delito”2138. A modo de 
aclaración sobre los límites de la minoría de edad, se establece que la mayoría de edad 
                                                             
2132 Vázquez González ha indicado que las Reglas de Beijing son el “primer instrumento jurídico 
internacional que comprende normas pormenorizadas para la administración de la justicia de menores”. 
Cfr. Vázquez González, C.: Derecho penal Juvenil… ob. cit., p. 69; indicando, además, que su 
importancia esta fuera de toda duda tras las modificaciones de los sistemas de justicia de menores de 
algunos países a raíz de su aprobación; también, el mismo: “Justicia penal de menores…” ob. cit., p. 194; 
en el mismo sentido, siguiendo al autor citado, Montero Hernanz, T.: Justicia juvenil… ob. cit., p. 94. 
2133 Vid. Reglas 1.2 y 1.3. de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985… cit.; que disponen, 
respectivamente: “1.2. Los Estados Miembros se esforzarán por crear condiciones que garanticen al 
menor una vida significativa en la comunidad fomentando, durante el período de edad en que el menor es 
más propenso a un comportamiento desviado, un proceso de desarrollo personal y educación lo más 
exento de delito y delincuencia posible”. 
“1.3. Con objeto de promover el bienestar del menor, a fin de reducir la necesidad de intervenir 
con arreglo a la ley, y de someter a tratamiento efectivo, humano y equitativo al menor que tenga 
problemas con la ley, se concederá la debida importancia a la adopción de medidas concretas que 
permitan movilizar plenamente todos los recursos disponibles, con inclusión de la familia, los voluntarios 
y otros grupos de carácter comunitario, así como las escuelas y otras instituciones de la comunidad”. 
2134 Vid. Regla 2.1. de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985… cit.; que establece el 
ámbito de aplicación de las Reglas básicas para “los menores delincuentes con imparcialidad, sin 
distinción alguna, por ejemplo, de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra 
índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición”. 
2135 Que se entenderá, según la resolución como “todo comportamiento (acción u omisión) penado 
por la Ley con arreglo al sistema jurídico de que se trate”. Cfr. Regla 2.2.b), de la Resolución 40/33, 29 de 
noviembre de 1985... cit. 
2136 Vid. Bueno Arús, F.: “La Ley Orgánica de Responsabilidad Penal de los Menores: 
compromisos internacionales…” ob. cit., p. 287. 
2137 Cfr. Regla 2.2.a), de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985... cit. 
2138 Cfr. Regla 2.2.c), de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985... cit. 





penal “no deberá fijarse a una edad demasiado temprana habida cuenta de las 
circunstancias que acompañan a la madurez emocional, mental e intelectual”2139.  
 
Dos principales observaciones pueden realizarse sobre estas definiciones. En 
primer lugar, como es lógico, las Reglas de Beijing se han formulado como mínimos de 
cumplimiento, de tal manera que sean aplicables en los diferentes sistemas jurídicos 
dependiendo del país. Al mismo tiempo, los conceptos de niño, menor y joven se 
formulan de forma amplia, para adaptarse, de este modo, a cualquier sistema de 
tratamiento de la minoridad penal que puede variar considerablemente de un país a otro. 
La segunda de las cuestiones también es de índole terminológica, ya que engloba en la 
definición de menor delincuente tanto al que se le ha imputado
2140
, esto es, al simple 
acusado, como al considerado culpable de la comisión de un delito, y es plenamente 
responsable, en tanto que el tenor de la norma presupone, al introducir el concepto de 
culpa la responsabilidad penal del menor en la comisión del acto
2141
. La definición 
amplía el concepto de delincuente al menor procesado del que aún no se ha demostrado 
culpabilidad alguna
2142
. Como se puede comprobar, además, en todo momento las 
Reglas de Beijing consideran la imputabilidad
2143
 del menor de edad y, por lo tanto, su 
posible plena responsabilidad penal.  
 
                                                             
2139 Cfr. Regla 4.1., de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985... cit 
2140 Aquí puede confundirse en el texto el término imputabilidad, como capacidad de actuar con 
culpa o dolo, y el término procesal imputado, cuya definición es la de “persona contra la que se dirige un 
procedimiento penal, en el que todavía no se ha dictado, según los casos, Auto de procesamiento o de 
apertura de juicio oral”. Definición recogida en Mestre Delgado, E.: “Voces de Derecho Procesal Penal”, 
en García Valdés, C. (Dir.), Valmaña Ochaíta, S., y Téllez Aguilera, A. (Coords.): Diccionario de 
Ciencias Penales. Edisofer, Madrid, 2000, Voz: Imputado.   
2141 Ello siguiendo la tesis que explica la culpa, como cuarto elemento en el desarrollo de la teoría 
del delito, y que determina si el autor de un hecho típico y antijurídico es penalmente responsable del 
mismo. Dentro de tal concepto de culpabilidad se deberá examinar la imputabilidad del individuo, en la 
que encontramos, ya sí, la cuestión de la minoría de edad penal. 
2142 Sorprendentemente en contra del respeto anunciado por las normas internacionales a la 
presunción de inocencia del menor, anunciado en la propia resolución en su Regla 7.1., que dispone que 
“en todas las etapas del proceso se respetarán garantías procesales básicas tales como la presunción de 
inocencia, el derecho a ser notificado de las acusaciones, el derecho a no responder, el derecho al 
asesoramiento, el derecho a la presencia de los padres o tutores, el derecho a la confrontación con los 
testigos y a interrogar a éstos y el derecho de apelación ante una autoridad superior”, y se encuentra en 
consonancia con lo recogido en otros textos de ámbito internacional para adultos como el artículo 11 de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos y en el párrafo 2 del artículo 14 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos. 
2143 Se reconoce en el texto su capacidad de ser culpable, considerando por lo tanto que el menor 
“reúne aquellas características biopsíquicas que, con arreglo a la legislación vigente, le hacen capaz de ser 
responsable de sus propios actos”. Cfr. Mestre Delgado, E.: “Voces…”, en García Valdés, C. (dir.): 
Diccionario… ob. cit., Voz: Imputabilidad.  





El establecimiento de un sistema de justicia juvenil específico, que contenga unas 
instituciones propias para menores delincuentes diferentes a las penitenciarías de 





a) Responder a las diversas necesidades de los menores delincuentes, y al mismo tiempo 
proteger sus derechos básicos;  
b) Satisfacer las necesidades de la sociedad;  
c) Aplicar cabalmente y con justicia las reglas que se enuncian a continuación. 
 
Cada una de estas tres indicaciones responde a la necesidad de que las leyes 
nacionales de los Estados Partes que tengan expresamente por objeto la aplicación 
óptima de las recomendaciones, las apliquen desde un punto de vista tanto jurídico 
como práctico, adaptando las mismas a sus políticas criminales y a su sistema jurídico. 
En este aspecto, se observa la introducción de la individualización de tratamiento del 
menor delincuente, al establecer la necesidad de responder a las diversas necesidades de 
cada tipo de individuo; también se introduce un elemento que podríamos denominar 
como de prevención general o política criminal, estableciendo la necesidad de 
satisfacer a la sociedad, conformando ambos elementos a tener en cuenta, siempre bajo 
el amparo del marco general creado por las reglas mínimas enunciadas en el texto de 
Naciones Unidas.   
 
Antes de la redacción definitiva de la Convención de 1989, ya se había puesto de 
manifiesto la necesidad de establecer unas garantías similares entre menores y adultos 
en materia de Derecho penal
2145
. No obstante, las Reglas de Beijing continúan 
manteniendo en su redacción la alusión a los llamados “delitos en razón a su 
condición”2146, con arreglo a los cuales determinadas conductas que no se encuentran 
tipificadas en los ordenamientos jurídico-penales de los Estados pueden dar lugar, sin 
embargo, a la comisión de delitos en el caso de los menores. Mientras que, para algunos 
                                                             
2144 Vid. Regla 2.3. a), b) y c), de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985... cit. 
2145 Véase como ejemplo el documento de revisión técnica del texto de la Convención de 1989 
presentado por UNICEF, E/CN.4/1989/WG.1/CRP.1, p. 39, en el que se insta a incluir la claúsula por la 
cual ningún menor podrá ser imputado por una acción que no constituya un delito en caso de ser cometida 
por un adulto. 
2146 Cfr. Higuera Guimerá, J.F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 175. 





autores, esta ampliación del ámbito de aplicación de las Reglas
2147
 es positiva en tanto 
aleja al menor de la tipificación penal
2148
; para otro sector de la doctrina, al que nos 
sumamos, no deberían castigarse conductas (vía penal) que no constituyan delito en el 
caso de haberlas cometido un adulto
2149
. En todo caso, tales conductas deben quedar al 
margen del Derecho penal de los menores, estableciéndose normas de protección social 
o puramente educativas para intervenir en aquellas situaciones en las que el interés 
superior del menor lo requiera. 
 
Más positivo encuentro la ampliación del alcance de los principios contenidos en 
las Reglas de Beijing a los denominados jóvenes adultos
2150
 (mayores de dieciocho años 
y hasta los veintiún-veintitrés años en la mayor parte de las legislaciones), lo que 
supone una mayor adecuación a las normas penitenciarias específicas sobre esta 
población interna y, en todo caso, una mayor individualización del tratamiento penal 
con motivo de las circunstancias personales y el desarrollo físico y psíquico del 
infractor. Esta aplicación flexible es, además, plenamente coherente con la fijación de 
una mayoridad de edad penal no demasiado temprana (acorde con la Regla 4.1.) y el 
establecimiento de atenuantes de la pena con motivo de la edad del infractor en los 




                                                             
2147 Recogido en la Regla 3.1. de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985... cit., con el 
siguiente tenor: “Las disposiciones pertinentes de las Reglas no sólo se aplicarán a los menores 
delincuentes, sino también a los menores que puedan ser procesados por realizar cualquier acto concreto 
que no sea punible tratándose del comportamiento de los adultos”.  
2148 Opinión mantenida por  Beristáin Ipiña, A.: “El bienestar social ante las Reglas Mínimas de las 
Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de menores”, en Jóvenes Infractores en el Tercer 
Milenio, Universidad de Guanajuato, México, 1996, p. 267; quien ha manifestado que “la ampliación del 
campo respecto al contenido objetivo de la conducta “tipificada” o prohibida puede producir resultados 
desagradables y/o perjudiciales para los menores, pero también fundamenta varios privilegios o 
beneficios para sus autores”.  
2149 Tesis apoyada por Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p. 113; y de manera más 
desarrollada por Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo… ob. cit., p. 71 y nota al pie; 
donde expresa su opinión al respecto: “no se debería castigar, en ningún caso, como delito conductas que 
de ser realizadas por adultos no constituirían infracción penal, lo que expresamente recoge el art. 56 de las 
Directrices de Riad, que entiendo de aplicación preferente, dado que es de una fecha posterior (1990), a 
las Reglas de Beijing de 1985”. 
2150 Así lo expresa la Regla 3.3. de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985... cit. En 
retrospectiva histórica, sobre la influencia del marco internacional en la legislación penal y penitenciaria 
de jóvenes adultos, Vid. Cuello Calón, E.: “El nuevo Derecho penal juvenil europeo y el tratamiento de 
los jóvenes delincuentes en España”, en Revista General de Legislación y Jurisprudencia, Año LXXXIX, 
Número 5, mayo, Madrid, 1944, pp. 490-501. 
2151 Si bien en última instancia dependerá de las disposiciones pertinentes a la mayoría de edad 
penal de los diferentes ordenamientos jurídicos de los Estados y de su normativa interna penitenciaria, 
que podría contener, como es el caso de España, normas específicas sobre jóvenes delincuentes. 





Nuestra actual normativa penal de menores ha excluido de manera definitiva a 
esta población de jóvenes de la aplicación directa de la LORRPM, lo cual supone una 
grave contradicción con los postulados mencionados por las Reglas de Beinjing. Al 
respecto, tal y como ha puesto de manifiesto Cervelló Donderis, “la previsión legal que 
remite a los menores sometidos a una medida de internamiento a los centros 
penitenciarios al cumplir dieciocho o veintiún años contradice las normas 
internacionales (…), ya que en todas ellas el internamiento ha de ser el último recurso y 
lo más breve posible, por ello la posibilidad de internamientos máximos de diez años 
que terminen de cumplirse en centros penitenciarios de adultos no se ajusta a tales 
criterios de intervención”2152.  
 
Se incorpora el principio de proporcionalidad
2153
 entre la acción cometida y las 
circunstancias específicas del menor, lo que supone la configuración de un Derecho 





Dentro de los principios que deberán regir el proceso de los menores infractores, 
el texto legal trata de la prisión preventiva, indicando que “sólo se aplicará como último 
recurso y durante el plazo más breve posible”2155. En todo momento, se considera el 
internamiento cautelar como medida de ultima ratio, buscando alternativas a la prisión, 
como el ingreso en una institución de tipo educativo, que queda sin definir en el 
texto
2156
. La prisión preventiva para el menor deberá guardar todas las garantías y 
                                                             
2152 Cfr. Cervelló Donderis, V.: La medida de internamiento… ob. cit., p. 51. 
2153 Vid. Reglas 5.1. y 17.1. a), de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985... cit. Al respecto, 
Vid. Tomé Tamame, J.C.: “Ley Orgánica Reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores: 
especial consideración a las medidas sancionadoras-educativas (I)”, en Noticias Jurídicas, diciembre 
2002, versión online disponible en: 
 http://noticias.juridicas.com/articulos/55-Derecho%20Penal/200212-185512281010243310.html 
(30/11/2010). El autor interpreta que el principio de proporcionalidad en la LORRPM se encuentra 
contenido en la STC 36/1991, que declaró la inconstitucionalidad de la Ley de Tribunales Tutelares, y la 
STC 61/1998. “Estas Sentencias también mencionaron en su fundamentación Jurídica las reglas 6.1 y 
17.1 comprendidas en las de Beijing, disponiendo la primera de ellas: Debido a las diversas necesidades 
especiales de los menores, así como de la diversidad de medidas disponibles, se facultará un margen 
suficiente para el ejercicio de facultades discrecionales... y de las medidas complementarias de las 
decisiones". La regla 17.1 en su apartado a) establece que: “La respuesta que se de al delito será siempre 
proporcionada no sólo a las circunstancias y la gravedad de delito, sino también a las circunstancias y 
necesidades del menor, así como a las necesidades de la sociedad”. 
2154 Vid. Beristain Ipiña, A.: “El bienestar social…” ob. cit., p. 266.  
2155 Cfr. Regla 13.1., de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985... cit. 
2156 Vid. Regla 13.2., de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985... cit. 





derechos previstas por las Reglas Mínimas para el tratamiento de los reclusos
2157
, 
adoptadas por Naciones Unidas, y su cumplimiento se reserva para un espacio separado 
al de los adultos detenidos, o en establecimientos distintos
2158
. En nuestra actual 
legislación penal juvenil, los menores pueden ser internados cautelarmente en los 
centros de internamiento de menores en el régimen adecuado diferente al de los 
adultos, o en aquellos establecimientos que el Gobierno ponga a disposición de la 
Audiencia Nacional
2159





En cuanto al principio de ultima ratio de la privación de libertad, una constante en 
la regulación internacional acerca de menores infractores, las modificaciones 
introducidas en nuestra normativa penal de menores, han aumentado los casos en los 
que puede aplicarse una medida de internamiento. García Pérez exponía, al respecto, 
acertadamente que, “si en la actualidad ya es difícil sostener que en nuestro país la 
privación de libertad se está utilizando como último recurso, con la reforma que se ha 
planteado, se acentuará aún más el incumplimiento de los compromisos internacionales 
asumidos por España”2161. 
 
Entrando en el estudio de las pautas referentes a la ejecución penal contenidas en 
las Reglas de Beijing, encontramos nuevamente la consideración de la medida de 
internamiento como el último recurso en el tratamiento de los menores infractores, sólo 
debiéndose imponer “la privación de libertad personal en el caso de que el menor sea 
condenado por un acto grave en el que concurra violencia contra otra persona o 
reincidencia en cometer otros delitos, y siempre que no haya otra respuesta 
                                                             
2157 Así se establece en la Regla 13.3., de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985... cit., 
entendiéndose como tales las prerrogativas sobre la prisión preventiva contenidas en las Reglas 84 a 93 de 
las Reglas Mínimas para el tratamiento de los reclusos, adoptadas por el Primer Congreso de las 
Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 
1955, y aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 
1957 y 2076 (LXII) de 13 de mayo de 1977. 
2158 Vid. Regla 13.4., de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985... cit.  
2159 Vid. Artículo 28. 1ª, párrafo 2, de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero… cit. Y también, al 
respecto, consúltese el artículo 54. 1ª, párrafo 2; que establece que “la ejecución de la detención 
preventiva, de las medidas cautelares de internamiento o de las medidas impuestas en la sentencia, 
acordadas por el Juez Central de Menores o por la Sala correspondiente de la Audiencia Nacional, se 
llevará a cabo en los establecimientos y con el control del personal especializado que el Gobierno ponga a 
disposición de la Audiencia Nacional, en su caso, mediante convenio con las Comunidades Autónomas”.  
2160 Vid. Artículo 28. 3ª, de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero… cit. 
2161 Cfr. García Pérez, O.: “La introducción…” ob. cit., p. 51. 





adecuada”2162. Se introduce el elemento de necesidad del internamiento como requisito 
para su imposición, y lo que es más relevante, se introducen los criterios de gravedad 
del delito, la comisión con violencia y la reincidencia del menor, de los que se hace 
depender el internamiento. Cada Estado deberá definir con mayor profundidad cada uno 
de estos elementos para adaptar su sistema a los principios de la resolución; en el caso 
de España, los dos primeros elementos se encuentran entre los requisitos necesarios para 
el internamiento en régimen cerrado
2163
, mientras que el tercero, la reincidencia, 
equivaldrá siempre a extrema gravedad a efectos de la duración de la medida de 
internamiento
2164
. Como veremos al entrar en el fondo del análisis de las medidas de 
internamiento, estos elementos pueden suponer algunos problemas de flexibilización de 
la medidas, e incluso un mayor endurecimiento de la misma, debido a la interacción 
entre los ordenamientos penales de adultos, de donde, normalmente, se obtienen las 
definiciones de cada uno de los criterios.  
 
El principio de flexibilización de las medidas al que nos referíamos, también 
recogido en las Reglas de Beijing
2165
, implica la planificación, dentro del sistema de 
justicia penal juvenil de un Estado, de un elenco de medidas alternativas a la privación 
de libertad, para evitar, en la medida de lo posible, la institucionalización del menor. En 
este sentido, destaca la importancia de la comunidad social, familiar y educativa como 
ambiente de corrección del menor, siendo especialmente importantes aquellas medidas 
alternativas que tienen su foco en estos ámbitos. 
 
En la Regla 19 de esta Resolución, se hace alusión al internamiento en centros 
penitenciarios de los menores infractores, estableciéndose que esta medida “se utilizará 
en todo momento como último recurso y por el más breve plazo posible”. Los principios 
de ultima ratio y, según Bueno Arús, la ruptura de la proporcionalidad de la pena en pro 
                                                             
2162 Vid. Regla 17.1. c), de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985... cit. 
2163 Vid. Artículo 9. 2ª, de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero… cit. 
2164 Vid. Artículo 10. 1ª, b) in fine, de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero… cit. 
2165 Más concretamente en la Regla 18.1.; donde, además, se indica una lista abierta de medidas 
alternativas al internamiento en un centro penitenciario, tales como: “órdenes en materia de atención, 
orientación y supervisión; libertad vigilada; órdenes de prestación de servicios a la comunidad; sanciones 
económicas, indemnizaciones y devoluciones; órdenes de tratamiento intermedio y otras formas de 
tratamiento; órdenes de participar en sesiones de asesoramiento colectivo y en actividades análogas; 
órdenes relativas a hogares de guarda, comunidades de vida y otros establecimientos educativos…”.  







 se perfilan en esta misma regla. En una interpretación conjunta del texto 
internacional queda claro el carácter excepcional del internamiento, sin embargo, no 
puede decirse lo mismo acerca de la ruptura del principio de proporcionalidad, sino 
más bien, una perspectiva más favorable a establecer dicha proporcionalidad no entre la 
medida y la gravedad del hecho (que se encuentra recogida, como ya hemos expuesto) 
sino también entre éste y las circunstancias específicas del menor. Es decir, se 
especializa
2167
, pero no se rompe
2168
, el principio de proporcionalidad, acercándose, si 
se quiere, la medida de internamiento a las características propias de las medidas de 
seguridad, de donde precisamente proviene
2169
, que, en última instancia se traduce en 
                                                             
2166 Vid. Bueno Arús, F.: “La Ley Orgánica de Responsabilidad Penal de los Menores: 
compromisos internacionales…” ob. cit., p. 290, quien señala: “…es regla generalmente aceptada que las 
medidas judicialmente impuestas a los menores delincuentes tendrán más en cuenta las circunstancias del 
autor que la gravedad de la infracción, como es lógico en un Derecho sancionador fundamentalmente 
indefinido y basado en criterios subjetivos (a saber: suplir las carencias educativas), y no en criterios 
objetivos (como es la proporcionalidad entre la antijuridicidad y la culpabilidad y el modo y cuantía del 
castigo)…”; en otros trabajos, se hace referencia a la proporcionalidad teniendo en cuenta las 
circunstancias personales del menor, pero no se alude a esa ruptura del principio. Así, entre otros, Vid. 
Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p. 47. 
2167 Este planteamiento de acerca de la especialización de produce también en nuestra legislación 
penal de menores y puede corroborarse en una comparativa entre el principio de proporcionalidad en el 
Derecho penal de adultos y el Derecho penal de menores. Tomé Tamame estudia de un modo 
comparativo ambas figuras, reconociendo el establecimiento del principio de proporcionalidad en la 
redacción de la LORRPM, que se distingue de la de los adultos en los siguientes puntos fundamentales: 
“se aprecia que existe una menor consecuencia jurídica en el menor que en el de adultos por la comisión 
de un mismo hecho tipificado como falta en el Código Penal. Mientras que para el primero el tope 
máximo de arresto de fin de semana es de cuatro, para el segundo es de seis, y en los trabajos en beneficio 
de la comunidad para el menor es de cincuenta horas para los adultos es de noventa y seis horas. En el de 
adultos, a todo hecho calificado como delito o falta y según la gravedad del mismo, le corresponderá una 
pena que oscila entre un mínimo y un máximo. En el Derecho penal de menores existe el tope máximo 
pero no el mínimo. Al no existir en el de menores, ese tope mínimo que sí existe en el de adultos, la 
diferencia con éste radica en que por la comisión de un hecho realizado por un menor y calificado como 
delito o falta por el Código Penal puede no tener la consecuencia de la imposición de una medida, es decir 
que no siempre la comisión de ese hecho lleva consigo una medida; y por otro lado no por la realización 
de un hecho grave debe seguirle una medida sancionadora-educativa grave. Otra diferencia que habría 
que añadir en aras al principio de proporcionalidad, tratado anteriormente, el desistimiento de la 
incoación del expediente según el art. 18 y el sobreseimiento del expediente según el art. 19 en relación 
con el 27.4 todos ellos de la LORRPM”. Cfr. Tomé Tamame, J.C.: “Ley Orgánica Reguladora… (I)” ob. 
cit., versión online. 
2168 Al menos en el caso de España, una parte de la doctrina mantiene que el principio de 
proporcionalidad significa tanto la adecuación entre la sanción y el desvalor de la acción y de resultado 
del comportamiento realizado, “es decir, las circunstancias del delincuente y la gravedad del hecho, como 
reconoce expresamente el art. 66.1” del CP de 1995. Cfr. Sala Sánchez, P.: “Rasgos Generales del Nuevo 
Código penal”, en Vives Antón, T., y Manzanares Samaniego, J.L. (dirs.): Estudios sobre el Código penal 
de 1995 (parte general), Estudios de Derecho Judicial 2, CGPJ, Madrid, 1996, p. 20. Al respecto, Bueno 
Arús indicaba que en el caso de los menores, “podemos aceptar que, de los tres principios rectores de la 
sentencia, el primero en importancia es el de las circunstancias del menor, y no la gravedad del delito o la 
defensa social, con independencia del orden en que aparezcan en el texto positivo”. Cfr. Bueno Arús, F.: 
“La Ley Orgánica de Responsabilidad Penal de los Menores: compromisos internacionales…” ob. cit., p. 
288.  
2169 Vid. Mir Puig, S.: Derecho Penal, parte general. 8ª Ed., Reppertor, Barcelona, 2008, p. 127. 





una mayor atención hacia la prevención especial
2170
 en el internamiento de menores. 
Por otra parte, queda claro que la intencionalidad del texto es limitar la concepción 
puramente “carcelaria” del internamiento, preferentemente destinado al menor infractor 
a un centro especializado de reforma o educativo, antes que a un centro penitenciario al 
uso.   
 
La parte de mayor interés a efectos de ejecución de las medidas de internamiento 
de esta Resolución, se halla en las Reglas 23 a 29, donde se incluyen las pautas para el 
tratamiento tanto dentro como fuera de los centros penitenciarios. Pasamos, de seguido, 
a analizar cada uno de tales preceptos: 
 
1. Tratamiento fuera de centros penitenciarios (Reglas 23 a 25 de la Resolución 
de las Naciones Unidas 40/33, 29 de noviembre de 1985). Se introduce el imperativo de 
establecer “disposiciones adecuadas para la ejecución de las órdenes que dicte la 
autoridad competente”, dejando al arbitrio indeterminado del juez, o autoridad análoga, 
la instauración de estas medidas como si de una sentencia indeterminada se tratase. Los 
términos de la resolución son cuestionables por vagos y difusos, permitiendo la 
posibilidad de que las medidas fuera de centros penitenciarios puedan ser modificadas 
periódicamente
2171
, sin hacer alusión explícita a las garantías que el menor pudiera tener 
sobre las mismas, ni al carácter progresivo de estos cambios. En consonancia con la 
finalidad última de resocialización del menor infractor, cabe destacar la previsión de 
cooperación con la comunidad, asociaciones y la acción actividades propuestas desde el 
voluntariado, que acercan el medio social al menor, basando sus actuaciones en el 
concepto de unidad familiar
2172
.   
 
2. Tratamiento dentro de centros penitenciarios (artículos 26 a 28 de la 
Resolución de las Naciones Unidas 40/33, 29 de noviembre de 1985): con un desarrollo 
más amplio, las Naciones Unidas definen los objetivos de las medidas de tratamiento en 
los centros penitenciarios, disponiendo que tendrán “por objeto garantizar su cuidado y 
                                                             
2170 Vid. Por todos, Mapelli Caffarena, B.: Las consecuencias jurídicas del delito. 3ª Ed., Civitas, 
Madrid, 1996, p. 246. 
2171 Vid. Regla 23.2., de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985... cit. 
2172 Vid. Regla 25.1., de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985... cit. 





protección, así como su educación y formación profesional”2173. Se trata, por lo tanto, 
de una visión garantista (cuidado y protección
2174
), pero también educadora y 
reinsertadora. El texto parte, no obstante, de una redacción un tanto obsoleta, casi 
utilitarista, al no situar prelación en el interés del menor y en su mejora educativa, sino 
que el objeto del tratamiento radica en conseguir que el menor sea útil
2175
 a la sociedad. 
También, se incluye el principio de separación de los presos, obligando a que menores y 
adultos no se encuentren en los mismos departamentos o dependencias
2176
, a las que 
podrán acceder, en el caso de los menores, los padres o tutores
2177
. En alusión específica 
al tratamiento de las menores delincuentes, que obedece a la falta de atención 
especializada hacia esta población menor en número dentro de la delincuencia juvenil, 
según se estableció en el VI Congreso de Naciones Unidas sobre tratamiento de la 
delincuencia, se indica que “la joven confinada en un establecimiento merece especial 
atención en lo que atañe a sus necesidades y problemas personales”2178, y “se 
garantizará su tratamiento equitativo”2179. 
                                                             
2173 Cfr. Regla 26.1., de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985... cit. 
2174 Así como toda la asistencia necesaria en el ámbito social, educacional, profesional, 
psicológico, médico y físico, con base en sus circunstancias personales, edad y sexo. Al respecto, Vid. 
Regla 26.2.  
2175 Vid. Regla 26.1., de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985... cit.; en la que se dispone: 
“para permitirles que desempeñen un papel constructivo y productivo en la sociedad”. 
2176 Vid. Regla 26.3., de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985... cit. 
2177 Vid. Regla 26.5., de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985… cit. 
2178 Ciertamente, han sido pocos los trabajos dedicados a la menor infractora y sus específicos 
problemas. Cabe destacar a este respecto, el ya clásico trabajo de Bugallo Sánchez, J.: Responsabilidad 
atenuada de la delincuente menstruante. Victoriano Suarez, Madrid, 1935, passim; Lasala Navarro, G.: “la 
mujer delincuente en España…” ob. cit.; el mismo, “La juventud delincuente en España y sus Tribunales 
tutelares…”, ob. cit., III, haciendo referencia a los reformatorios especiales para recluir a jóvenes 
díscolas, descarriadas o en peligro de perderse; asimismo, vid., las anotaciones incluidas en el magnífico 
trabajo histórico, anteriormente citado, de Martínez Galindo, G.: Galerianas, corrigendas y presas. 
Nacimiento y consolidación de las cárceles de mujeres en España (1608-1913); y en especial sobre la 
problemática genérica de las menores infractores, Vid. Mendoza Ríos, J.: “La menor delincuente en 
México”, en La Mujer delincuente. UNAM, México, 1983, pp. 5-34; Cario, R.: “Jóvenes y Mujeres 
encarceladas”, en Eguzkilore, Cuaderno del Instituto Vasco de Criminología, Número 4, San Sebastián, 
1990, pp. 117-132; el estudio de criminología realizado por Bartolomé Guitierrez, R.: “Delincuencia 
juvenil femenina: una aproximación a su realidad en España a través de autoinforme”, en Rechea 
Alberola, C. (Dir.): La Criminología aplicada II. Cuadernos de Derecho Judicial, CGPJ, Madrid, 1999, 
pp. 297-326, en la que autora expone acertadamente que “ignorar a las chicas como sujeto activo de 
determinadas conductas problemáticas o delictivas, no se corresponde en absoluto con la realidad de 
nuestros jóvenes”, lo cual nos lleva a la necesidad de “estudiar desde una perspectiva más amplia de la 
ulizada hasta ahora, en la que se incorpore tanto las diferencias existentes en función de género, como 
modelos explicativos que conjuguen aspectos individuales y sociales”; investigación que en mi opinión 
debe trasladarse también al ámbito penitenciario de menores, para la consecución de un tratamiento y 
régimen penitenciario más eficaz y garantista en su labor resocializadora; Núñez Noriega, L.Mª.: “Género 
y Conducta infractora en Hermosillo, Sonora, México”, en Estudios Sociales, Año XIII, Número 26,  
julio-diciembre, Universidad de Sonora, México, 2005, pp. 86-115; D. Hoge, R., y Robertson, L.: “The 
Female Juvenile Offender”, en D. Hoge, R., G. Guerra, N., y Boxer, P. (Eds.): Treating the Juvenile 





Cervelló Donderis ha resaltado la importancia de las Reglas de Beijing en la 
medida en que establecen una serie de normas específicas para los centros de 
internamiento de menores, entre las que la autora destaca: 
 
 “La finalidad de estos establecimientos se dirige a garantizar el cuidado y la protección de los 
menores así como su educación y formación profesional para permitirles que desempeñen un papel 
constructivo y productivo en la sociedad. 
Se garantiza los cuidados y asistencia social, educacional, profesional, psicológica, médica y física 
que puedan requerir por su edad, sexo y personalidad. 
Se exige la absoluta separación de los adultos en establecimientos o partes separadas. 
Se declara el derecho de acceso de los padres o tutores a los establecimientos 
Se extiende la protección de las Reglas mínimas para el tratamiento de reclusos aprobadas por la 
ONU en 1955. 
Se establece la necesidad de recurrir lo antes posible a la libertad condicional y a los sistemas 




Entre los fines a perseguir, el interés superior del menor resalta por su 
omnipresencia en estas reglas, al igual que la finalidad educadora que debe primar en 
estos establecimientos de cara a los menores delincuentes. La asistencia didáctica que 
debe encontrarse en ellos, se configura como un mandato hacia los Estados para 
instaurar en sus sistemas nacionales un Derecho penal y penitenciario específicos, que 
busquen la readaptación del menor con base en criterios formativos (asistencia 
académica
2181) y resocializadores. Además de esto, “la autoridad pertinente recurrirá en 
la mayor medida posible a la libertad condicional y la concederán tan pronto como sea 
posible”, estableciéndose también la asistencia post-penitenciaria a los mismos. 
 
3. La posibilidad del Sistema mixto, de transición o intermedio (Regla 29 de la 
Resolución de las Naciones Unidas 40/33, 29 de noviembre de 1985), supone uno de los 
puntos más llamativos de las Reglas de Beijing, por su alusión expresa a los 
                                                                                                                                                                                  
Offender. The Guilford Press, New York, 2008, p. 256 y ss.; en este último artículo se incluyen, además, 
algunos ejemplos sobre programas específicos de tratamiento en centros de menores para las menores 
infractoras, tales como los del Centro Residencial Harriet Tubman (Auburn, New York). El Programa de 
Detención de Mujeres infractores del Boys Town USA; la adaptación con menores del Programa Moving 
On, elaborado por Marilyn Van Dieten y Patricia Mackenna en Minnesota (pp. 272 y ss.).  
2179 Vid. Regla 26.4., de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985... cit. 
2180 Vid. Cervelló Donderis, V.: La medida de internamiento en el Derecho penal del menor. Tirant 
lo Blanch, Valencia, 2009, pp. 29 y 30. 
2181 Vid. Regla 26.2., de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985... cit. 





“establecimientos de transición, hogares educativos, centros de capacitación 
diurnos”2182; denominación ésta que incluye un numerus apertus de centros de tales 
características para la ejecución de las medidas de internamiento. La redacción en estos 
términos de la Resolución, presenta la preocupación de los Estados por la adecuada 
infraestructura penitenciaria, explicando la necesidad de la misma, otorgándole una 
importancia que va más allá del criterio de separación, para evitar el “contagio criminal” 
de los jóvenes en las prisiones. 
 
En lo referente a la aplicación de las Reglas Mínimas para el tratamiento de los 
reclusos aprobadas por Naciones Unidas en 1955, se permite su aplicación en aquellas 
medidas afines a lo dispuesto para la ejecución penal en menores infractores
2183
, por 
entenderse que muchos de los principios penitenciarios aplicables a los menores quedan 
ya recogidos en ellas, siendo inoportuna su modificación. Se establece, así, una 
aplicación supletoria de tales Reglas para todos aquellos casos en los que resulte 
beneficioso para el menor
2184
. En mi opinión, la supletoriedad de las Reglas de Ginebra 
para reclusos adultos no hubiera supuesto impedimento alguno para una más concreta 
descripción y regulación en las Reglas de Beijing de las características diferenciadoras 
entre los centros penitenciarios de adultos y los de menores, pudiéndose establecer 
desde un primer momento, unas pautas a nivel internacional acerca de estos espacios.  
 
3.1.4. Resolución 45/112, 14 de diciembre de 1990, Directrices de las Naciones 
Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil (Directrices de Riad). 
 
Fruto de las conclusiones del VIII Congreso de Naciones Unidas sobre la 
Prevención del Delito y el Tratamiento del Delincuente, celebrado en La Habana en 
1990
2185
, las Directrices de Riad para la prevención de la delincuencia juvenil, 
aprobadas por las Naciones Unidas en diciembre de 1990, son junto con las Reglas de 
                                                             
2182 Vid. Regla 29.1., de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985... cit. 
2183 Vid. Regla 27.1., de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985... cit. 
2184 Vid. Regla 27.2., de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985... cit., que dispone 
expresamente: “Con objeto de satisfacer las diversas necesidades del menor específicas a su edad, sexo y 
personalidad, se procurará aplicar los principios pertinentes de las mencionadas Reglas mínimas para el 
tratamiento de los reclusos en toda la medida de lo posible”.  
2185 Al respecto, Vid. Documento de Naciones Unidas A/CONF.144/IPM.3, Report of the 
Interregional preparatory meeting for the eighth United Nations Congress on the topic IV: “Prevention 
of delinquency, juvenile justice and the protection of the young: policy and directions”, 18 al 22 de abril 
de 1988, Viena, pp. 3 y ss. 





Beijing, uno de los instrumentos internacionales de mayor relevancia en materia de 
justicia penal de menores
2186
. En este aspecto, prosiguen las Directrices el mismo 
sentido de avance que las anteriores disposiciones, incluyendo un criterio más amplio en 
términos de prevención de la delincuencia juvenil
2187
. Además de atender a tal concepto 
preventivo
2188
, las Directrices de Riad muestran el interés por armonizar la normativa 
en materia de internamiento en lo referente a justicia penal de menores, exhortando a la 
creación de “un manual integrado sobre normas de la justicia de menores que contenga las 
Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menor 
(Reglas de Beijing), las Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la 
delincuencia juvenil (Directrices de Riad) y las Reglas de las Naciones Unidas para la 
protección de los menores privados de libertad  así como un conjunto completo de las 
observaciones sobre sus disposiciones”2189.  
 
Encontramos en la citada Resolución varios puntos que destacan por su 
concreción y por la relación que se había establecido entre los jóvenes y el delito, en las 
normas internacionales contempladas hasta el momento. Así: 
 
                                                             
2186 Vid. Martín López, Mª.T.: “Modelos de justicia juvenil: análisis de derecho comparado”, en 
Martín López, Mª.T.: La responsabilidad penal de los menores. Ediciones de la Universidad de Castilla-
La Mancha, Cuenca, 2001, p. 71. 
2187 Vid. Resolución 45/112, 14 de diciembre de 1990, Directrices de las Naciones Unidas para la 
prevención de la delincuencia juvenil (Directrices de Riad), adoptadas por la Asamblea general de 
Naciones Unidas, punto 4, en el que se “Exhorta a los Estados Miembros a que, en sus planes generales 
de prevención del delito, apliquen las Directrices de Riad en la legislación, la política y la práctica 
nacionales”; y también, en la misma: Anexo, I. Principios Fundamentales, Artículo 1: “La prevención de 
la delincuencia juvenil es parte esencial de la prevención del delito en la sociedad”. Destacando la 
importancia de la prevención especial en esta normativa internacional, Vid. Departamento de la 
información de las Naciones Unidas: “Las Naciones Unidas y la prevención de la delincuencia”, Nueva 
York, 1991; y también, O’Donnell, D.: “Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores 
privados de libertad”, en International Children’s Rights Monitor, Volumen 7, Números 3 y 4, 1990, pp. 
4-7; Queloz, N.: “Más prevención - menos detención”, en International Children’s Rights Monitor, 
Volumen 7, Números 3 y 4, 1990, pp. 8-9; Landrove Díaz, G.: Derecho penal... ob. cit., p. 126; asimismo, 
Higuera Guimerá, J.F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 178; y más recientemente,  Montero Hernanz, 
T.: Justicia juvenil… ob. cit., p. 100. 
2188 Vid. Resolución 45/112, 14 de diciembre de 1990… cit., punto 1. 
2189 Cfr. Punto 8, de la Resolución 45/112, 14 de diciembre de 1990… cit. Al respecto, también 
Vid., de la misma normativa II. Alcance de las Directrices, Artículo 7, que establece el marco general de 
aplicación conjunta con otras normas: “Las presentes Directrices deberán interpretarse y aplicarse en el 
marco general de la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Declaración 
de los Derechos del Niño, y la Convención sobre los Derechos del Niño, y en el contexto de las Reglas 
mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores (Reglas de Beijing), así 
como de otros instrumentos y normas relativos a los derechos, los intereses y el bienestar de todos los 
menores y jóvenes”. 





1. Se exhorta a los países firmantes a desarrollar una política de prevención 
progresista
2190
 en relación a la delincuencia juvenil. Esta expresión cobra un gran 
significado en la lucha contra la criminalidad en el ámbito de los menores, 
estableciéndose la importancia de la prevención frente a las medidas de sanción 
puramente retributivas. El texto de la Resolución es rico en tales alusiones, resaltando 
que sin prevención no es posible una efectiva política criminal. De este modo, la 
prevención de la delincuencia propuesta por las Directrices de Riad se centra en cuatro 
elementos fundamentales
2191
: la familia, la educación, la comunidad y los medios de 
comunicación. Para el cumplimiento de este objetivo de prevención, se lleva a cabo un 
llamamiento a la creación de una red de servicios e instalaciones de índole educativa, 
“cuya finalidad sea reducir los motivos, la necesidad y las oportunidades de comisión de las 
infracciones o las condiciones que las propicien”2192, dejando como último recurso 
aquellas instituciones de control social destinadas al internamiento de los menores 





2. Incluye un concepto del joven infractor alejado de la idea de “delincuencia”. 
Con base en el interés superior del menor, se subraya que las denominaciones que unen 
al menor directamente con una conducta criminal, tales como, “joven delincuente”, o 
“extraviado”, no son positivas por contribuir “a que los jóvenes desarrollen pautas 
permanentes de comportamiento indeseable” 2194. En la misma línea, el texto invita a 
centrarse en la figura del menor como un fin en sí mismo, agrupando su política 
criminal en torno al sujeto y no al hecho, transmitiendo una idea de resocialización 
alejada del mero concepto de control social
2195
. Por último, contrariamente a lo 
dispuesto por las Reglas de Beijing, las Directrices de Riad establecen que no será 
                                                             
2190 Vid. Punto 5 de la Resolución 45/112, 14 de diciembre de 1990… cit; en el mismo sentido, 
Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p. 126. 
2191 Vid. Resolución 45/112, 14 de diciembre de 1990... cit., IV. Procesos de socialización, A, B y 
C. 
2192 Vid. Resolución 45/112, 14 de diciembre de 1990... cit., I. Principios Fundamentales, Artículo 
5.b). 
2193 Vid. Resolución 45/112, 14 de diciembre de 1990... cit., I. Principios Fundamentales, Artículo 
6. 
2194 Vid. Resolución 45/112, 14 de diciembre de 1990... cit., I. Principios Fundamentales, Artículo 
5.f). 
2195 Vid. Resolución 45/112, 14 de diciembre de 1990... cit., I. Principios Fundamentales, Artículo 
3. 





objeto de sanción o castigo aquel comportamiento no considerado como delito si 
hubiera sido cometido por un adulto
2196
. Entendemos que este precepto desplaza, en 
virtud del principio de temporalidad, al anteriormente establecido por las Reglas de 
Beijing. 
 
3. La citada norma internacional, en su Título VI, dedica una especial atención a 
los organismos de ejecución de justicia aplicada a los menores
2197
. Entre lo más 
destacable o garantista, se encuentra la declaración de intenciones de no hacer uso de 
medidas de corrección o castigos severos o degradantes para los jóvenes infractores
2198
 
ni en la familia, ni en ninguna institución, incluyendo, por supuesto, los centros 
destinados al cumplimiento de medidas de internamiento. Reseñable es el respeto, ante 
la especial situación del menor, legislativa y procesal, que la Resolución intenta 
inculcar; pero, además, la norma hace referencia, aunque de un modo menos concreto 
que su antecesora, a la ejecución de medidas y a la necesidad de romper con la 
proporcionalidad de la sanción respecto al delito cometido, lo cual se recogió en la 
redacción de la Exposición de Motivos de la LORRPM. Por otra parte, es destacable, 
nuevamente, el deseo de armonizar y coordinar las instituciones de prevención general y 
especial de los Estados; en este sentido, debe señalarse la alusión a los  necesarios 
                                                             
2196 Vid. Resolución 45/112, 14 de diciembre de 1990... cit.,  VI. Legislación y administración de la 
justicia de menores, Artículo 56, que se expresa en los siguientes términos: “A fin de impedir que prosiga 
la estigmatización, victimización y criminalización de los jóvenes, deberán promulgarse leyes que 
garanticen que ningún acto que no sea considerado delito ni sea sancionado cuando lo comete un adulto 
se considere delito ni sea objeto de sanción cuando es cometido por un joven”. La idea del concepto 
amplio de menor delincuente queda modificada por la exigencia de un concepto estricto de delito, que es 
introducido por las Directrices de Riad. Vid., al respecto, Cervelló Donderis, V., y Colás Turégano, A.: 
La responsabilidad penal del menor de edad. Tecnos, Madrid, 2002, p. 19.    
2197 Reconociendo, de este modo, la necesidad de especialización de las normas que se ocupen del 
ámbito penal de los menores. Vid., al respecto, Resolución 45/112, 14 de diciembre de 1990... cit., VI. 
Legislación y administración de la justicia de menores, Artículos 52 y 53, los cuales establece que 
deberán promulgarse leyes especiales que prohíban la victimización de los niños o menores, así como 
todos aquellos castigos o medidas de corrección severos y excesivos impartidos en el hogar, escuela o 
cualquier otra institución (art. 54). Por último, el artículo 58 indica la necesidad de especialización del 
personal “encargado de hacer cumplir la ley y de otras funciones pertinentes para que pueda atender a las 
necesidades especiales de los jóvenes; ese personal deberá estar al corriente de los programas y 
posibilidades de remisión a otros servicios, y recurrir a ellos en la medida de los posible con el fin de 
sustraer a los jóvenes al sistema de justicia penal”. 
2198 Vid. Resolución 45/112, 14 de diciembre de 1990... cit., VI. Legislación y administración de la 
justicia de menores, que dispone en su Artículo 54: “Ningún niño o joven deberá ser objeto de medidas de 
corrección o castigo severos o degradantes en el hogar, en la escuela ni en ninguna otra institución”. 





mecanismos de cooperación entre órganos gubernamentales nacionales, comunitarios y 




3.1.5. Resolución 45/110, 14 de diciembre de 1990, Reglas Mínimas sobre las 
medidas no privativas de libertad (Reglas de Tokio). 
 
También reviste no menor relevancia la redacción de las llamadas Reglas de 
Tokio
2200
, sobre medidas no privativas de libertad. Recogiendo el deseo de establecer 
medidas alternativas a las privativas de libertad y a las medidas de internamiento
2201
, 
estas Reglas pretenden “garantizar el principio de legalidad en su establecimiento y de 
garantía de los derechos en su ejecución (párrafos 2 a 5 de la regla 2 y reglas 3 y 4), 
respetando siempre el principio de intervención mínima (regla 2.6) y de subsidiaridad 
de la privación de libertad, que ha de contemplarse siempre como última medida”2202. 
También queda impreso, en el tenor del texto, el deseo de armonizar la prevención 
especial propuesta en las medidas alternativas al internamiento con los derechos de las 




Nuevamente, debemos alzar la crítica en relación con los términos utilizados en la 
normativa, que hace uso de la definición dilatada de las Reglas de Beijing de menor 
delincuente, en la que se encuentran contenidos tanto preventivos como condenados. En 
este sentido, las Reglas de Tokio clarifican la intencionalidad de la expresión, indicando 
que “a los efectos de las Reglas, estas personas se designarán "delincuentes", 
                                                             
2199 Vid. Resolución 45/112, 14 de diciembre de 1990... cit., III. Prevención general, Artículo 9, c), 
d), e), f) y g). 
2200 Vid. Resolución 45/110, 14 de diciembre de 1990, Adoptadas por la Asamblea General de 
Naciones Unidas, Reglas Mínimas sobre las medidas no privativas de libertad. 
2201 Esta alternativa a la privación de libertad se expone en la Regla 1.5., de manera rotunda, casi 
imperativa, lo que no deja de sorprender dentro del ámbito del Derecho penal internacional que suele 
establecer puntos genéricos que se adapten a los diferentes sistemas jurídicos de los Estados parte. La 
redacción de la norma tiene el siguiente tenor: “Los Estados Miembros introducirán medidas no 
privativas de la libertad en sus respectivos ordenamientos jurídicos para proporcionar otras opciones, y 
de esa manera reducir la aplicación de las penas de prisión, y racionalizar las políticas de justicia penal, 
teniendo en cuenta el respeto de los derechos humanos, las exigencias de la justicia social y las 
necesidades de rehabilitación del delincuente”. 
2202 Cfr. Escobar Roca, G. (dir.): “Derecho Internacional…”, ob. cit., p. 31. 
2203 Vid. Resolución 45/110, de 14 de diciembre… cit., Regla 1.4., que establece: “al aplicar las 
Reglas, los Estados Miembros se esforzarán por alcanzar un equilibrio adecuado entre los derechos de los 
delincuentes, los derechos de las víctimas y el interés de la sociedad en la seguridad pública y la 
prevención del delito”. 





independientemente de que sean sospechosos o de que hayan sido acusados o 
condenados”2204. 
 
En todo caso, en tal normativa podemos encontrar algunos supuestos de 
socialización propios de un sistema penitenciario para menores, perfectamente 





1. Participación de los jóvenes infractores en contactos abiertos con la comunidad, 
con el objeto de “fomentar una mayor participación de la comunidad en la gestión de la 
justicia penal, especialmente en lo que respecta al tratamiento del delincuente, así como 
fomentar entre los delincuentes el sentido de su responsabilidad hacia la sociedad” 2206,  









3. Se establece un numerus apertus de medidas alternativas al internamiento en 
prisión, tanto de carácter preventivo como punitivo, cuya principal finalidad será 
establecer “un movimiento en pro de la despenalización y destipificación de delitos, y 
no estarán encaminadas a obstaculizar ni a diferir las iniciativas en ese sentido”2209.  
Entre estas medidas, podemos destacar como preventivas las amonestaciones verbales; 
la libertad vigilada; penas privativas de derechos; sanciones económicas y multas; 
régimen de prueba (probation); restitución a la víctima; servicios a la comunidad; 
                                                             
2204 Cfr. Resolución 45/110, de 14 de diciembre… cit., Regla 2.1. 
2205 A modo de cláusula, se establece en las Reglas de Tokio, la siguiente redacción de la Regla 
4.1.: “Ninguna de las disposiciones en las presentes Reglas será interpretada de modo que excluya la 
aplicación de las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, las Reglas mínimas de las 
Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores (Reglas de Beijing), el Conjunto de 
Principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión 
ni de ningún otro instrumento o norma sobre derechos humanos reconocidos por la comunidad 
internacional que guarden relación con el tratamiento del delincuente y con la protección de sus 
derechos humanos fundamentales”. De este modo, se asegura la compatibilidad y armonización de las 
distintas normativas relativas a la ejecución penal de los menores en el ámbito internacional. 
2206 Cfr. Regla 1.2., de la Resolución 45/110, de 14 de diciembre… cit. 
2207 Vid. Regla 14., de la Resolución 45/110, de 14 de diciembre… cit. 
2208 Vid. Reglas 6.1. y 6.2., de la Resolución 45/110, de 14 de diciembre… cit. 
2209 Cfr. Regla 2.7., de la Resolución 45/110, de 14 de diciembre… cit. 





obligación de acudir a un centro determinado
2210
, etc. Nótese que en el caso de 
imponerse la medida de acudir a un centro educativo determinado, no se busca con ello 
la institucionalización del menor, pero sí puede configurarse como una aproximación al 
modelo de los centros de inserción social de la legislación penitenciaria de adultos. Por 
otra parte, encontramos como medidas sustitutivas del internamiento susceptibles de ser 
impuestas al menor infractor en la ejecución penal las de libertad condicional; liberación 
con fines laborales y educativos; los permisos de salida y el indulto
2211
. Todas estas 
medidas son figuras que han existido o existen en las actuales legislaciones 




Introduce la normativa el término centro de transición, sin definirlo con exactitud. 
Debemos entender, atendiendo a la dinámica general del texto, que debería tratarse de 
una clase de centro al margen de las consideraciones puramente penitenciarias. Su 
significado debiera encontrarse, por aproximación, en una postura ecléctica entre el 
centro de protección y el de reforma o, en todo caso, en un centro de carácter educativo 
al que el menor debiera acudir durante un breve espacio de tiempo en régimen 
completamente abierto. En otros términos, y haciendo una comparación con nuestra 
realidad de adultos, se trataría de centros de inserción social para menores infractores. 
                                                             
2210 Vid. Regla 8.2., de la Resolución 45/110, de 14 de diciembre… cit. 
2211 Vid. Regla 9.2., de la Resolución 45/110, de 14 de diciembre… cit. 
2212 Sobre los beneficios penitenciarios y la redención de penas, Vid. Diez Echarri, E.: “Un nuevo 
sistema dentro del Régimen penitenciario: La redención de penas por el trabajo”, en Revista de la Escuela 
de Estudios Penitenciarios, Año I, Número 1, Madrid, 1945, pp. 67-73; Fernández Martínez, R.: “Una 
laguna en el sistema de redención de penas por el trabajo”, en Revista de la Escuela de Estudios 
Penitenciarios, Año VII, Número 82, enero, Madrid, 1952, pp. 15-20; De la Morena Vicente, E.: 
“Problemas de la redención de las penas por el trabajo”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Año, 
Número 110, mayo-junio, Madrid, 1954, pp. 31-43; el mismo: “El trabajo y la redención de penas en 
España”, en Revista de Estudios Penitenciarios, Año XXVI, Número 192, enero-marzo, Madrid, 1971, 
pp. 61-83; Castañeda Pérez, J.M.: “La redención de penas, fórmula de indeterminación de la pena”, en 
Revista de Estudios Penitenciarios, Año XVIII, Número 160, enero-marzo, Madrid,1963, pp. 93-97; Vid. 
Bueno Arús, F.: “Los beneficios penitenciarios después de la Ley Orgánica General Penitenciaria”, en 
Revista de Estudios Penitenciarios, Extra 1, Madrid, 1989, pp. 51-58; el mismo: “Los beneficios 
penitenciarios a la luz del Código penal y de la legislación penitenciaria vigente”, en VV.AA., Cerezo 
Mir, J., Suárez Montes, R.F., Beristáin Ipiña, A., y Romeo Casabona, C.M. (Eds.): El nuevo Código 
penal: presupuestos y fundamentos. Libro homenaje al Profesor Doctor Don Ángel Torío López. 
Granada, 1999, pp. 575 y ss.; Fernández García, J.: “Beneficios penitenciarios”, en VV.AA.: Manual de 
Derecho penitenciario. Universidad de Salamanca, Salamanca, 2001, pp. 377 y ss.; Sanz Delgado, E.: 
“Los beneficios penitenciarios”, en La Ley Penal, Número 8, septiembre, Editorial La Ley, Madrid, 2004, 
pp. 47-72; también, acerca de las figuras del indulto y las ya desaparecidas rebajas por trabajo, Vid. in 
extenso, Sanz Delgado, E.: Regresar antes: Los beneficios Penitenciarios. Ministerio del Interior, Madrid, 
2006, pp. 57 y ss., para el indulto, y 144 y ss. Acerca de los permisos de salida en la legislación 
penitenciaria de adultos, Vid. Martínez Escamilla, M.: Los permisos ordinarios de salida, régimen jurídico 
y realidad. Edisofer, Madrid, 2002, passim; también, más recientemente, Vid. Vega Alocén, M.: Los 
permisos de salida ordinarios. Comares, Granada, 2005, passim. 





Un paso intermedio entre la libertad vigilada y la institucionalización propia de un 
centro de internamiento. 
 
Nuestra actual legislación penal de menores ha transpuesto, por otra parte, la 
mayor parte de las iniciativas exigidas por las Reglas de Tokio, tanto en su oferta de 
medidas alternativas al internamiento
2213
, como también respecto de la previsión de 
permisos
2214
. Los centros de día, de los que nos ocuparemos en el capítulo 
correspondiente de este trabajo, son la previsión más aproximada a los centros de 
transición mencionados en la norma internacional, en los que el menor podrá realizar 
actividades educativas de apoyo sin necesidad de internamiento
2215
. Corresponderá, no 
obstante, a las CC.AA., una mayor concreción acerca del régimen y actividades de estos 
centros.   
 
Por último, en referencia al régimen de modificación de las medidas no privativas 
de libertad, las Reglas de Tokio, como es lógico habida cuenta de su intención, indican 
                                                             
2213 Así, se regulan en nuestra actual LORRPM, las medidas de libertad vigilada (art. 7. h y 18 del 
Reglamento); medidas restrictivas de derechos, como la prohibición de aproximarse o comunicarse con la 
víctima o con aquellos de sus familiares u otras personas que determine el Juez (art. 7. i), privación del 
permiso de conducir ciclomotores y vehículos a motor, o del derecho a obtenerlo, o de las licencias 
administrativas para caza o para uso de cualquier tipo de armas (art. 7. n) o la inhabilitación absoluta para 
el desempeño de cargos y honores públicos (art. 7. ñ); prestaciones en beneficio de la comunidad (art. 7. k 
y 20 el Reglamento); realización de tareas socio-educativas sin necesidad de internamiento (art. 7.l y 21 
del Reglamento); Amonestación (art- 7. m). Para el caso de la reducción o extinción de la medida, el 
arbitrio del Juez será determinante (art. 13). No se prevén, por otra parte, ni la redención de penas por el 
trabajo (puede entenderse innecesaria por cuanto el Juez puede reducir la medida en cualquier momento, 
incluyendo los motivos laborales, respetando, eso sí, el interés superior del menor y sus derechos en el 
ámbito laboral en caso de de tener la edad señalada para iniciar una relación de este tipo), ni el indulto en 
nuestra actual legislación penal de menores, por lo que habrá de establecerse una comparativa con los 
términos aplicables a la legislación penitenciaria de adultos para indicar las diferencias fundamentales. De 
este modo, tal y como plantea el Capítulo II del Título VII del Reglamento Penitenciario 190/1996, de 9 
de febrero, art. 206, la ejecución del indulto queda en manos del Gobierno, a propuesta motivada del 
Equipo Técnico a la Junta de Tratamiento, pasando por la aprobación del Juez de Vigilancia penitenciaria 
y finalmente por la del Ministerio de Justicia, el Consejo de Ministros y la sanción Real. En el caso de los 
menores el Equipo Técnico del Centro de internamiento debería proponer el indulto al Juez de menores 
correspondiente, que en virtud de sus potestades de modificación y suspensión de las medidas podría 
“indultar” al menor, sin necesidad de acudir a los trámites establecidos para los adultos. Se trataría, por lo 
tanto, de un indulto particular, de total suspensión de la medida de internamiento establecida para el 
menor. Sobre el indulto y su normativa, Vid. Ley de 18 de junio de 1870, por la que se establecen reglas 
para el ejercicio de la Gracia de Indulto; y al respecto, Llorca Ortega, J.: La Ley del indulto 
(Comentarios, Jurisprudencia, Formularios y notas para su reforma). Tirant lo Blanch, Valencia, 2003, 
passim; también sobre el indulto particular, Vid. Sanz Delgado, E.: Regresar antes... ob. cit., pp. 92 y ss. 
2214 Vid. Artículo 55. 3ª de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero… cit., y desarrollados en los 
Artículos 45 a 52 del Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio… cit. 
2215 Vid. Artículo 7. f) de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero… cit.; y también, Artículo 17 del 
Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio… cit. 





que en caso de incumplimiento de la sanción no privativa de libertad por parte del 
menor, “la autoridad competente intentará imponer una medida sustitutiva no privativa 
de la libertad que sea adecuada. Sólo se podrá imponer la pena de prisión cuando no 
haya otras medidas sustitutivas adecuadas”2216, por lo que “el fracaso de una medida no 
privativa de la libertad no significará automáticamente la imposición de una medida 
privativa de la libertad”2217. 
 
Es importante tener en cuenta este factor, ya que el incumplimiento de medidas 
alternativas al internamiento puede suponer, con base en la amplia capacidad 
modificadora de la medida del Juez de menores, la sustitución de esta medida por una 
de internamiento. Ello podría dar como resultado, no sólo la contradicción del sentido 
de la normativa internacional, sino una huida hacia el encierro, puesto que en algunas 
legislaciones estatales, “pese a las restricciones en esa materia, para que opere la 
privación de libertad se ha generalizado la idea de que, ante el incumplimiento de 
sanciones alternas, procede el encierro en centro institucionalizado pese a que la 
conducta, en principio, no hubiera posibilitado esa medida por tener una pena abstracta 
para adultos inferior al límite fijado por esa ley especial”2218. 
 
En referencia a la legislación española, se han establecido algunos límites para 
evitar una reformatio in peius de la medida no privativa de libertad. En primer lugar, se 
establece que la modificación de la medida sólo podrá producirse en aquellos casos en 
los que sea beneficioso para el interés del menor y guarde la debida 
proporcionalidad
2219
. Un segundo filtro lo constituye la limitación de la imposición de 
ciertas medidas de internamiento -como en el caso del régimen cerrado-, que sólo 
podrán adoptarse para determinadas conductas
2220
, así como la exclusión general del 
                                                             
2216 Cfr. Resolución 45/110, de 14 de diciembre… cit., Regla 14.4. 
2217 Cfr. Resolución 45/110, de 14 de diciembre… cit., Regla 14.3. 
2218 Como es el caso de la aplicación práctica de la Ley de Justicia Juvenil de Costa Rica, según 
nos explican Chinchilla Calderón, R., y Linares Orozco, E.: “Penas alternativas a la prisión. ¿Menos 
cárcel o más control social? (análisis del proyecto de Código Penal), en Revista de Ciencias Penales de 
Costa Rica, Número 20, octubre, Costa Rica, 2003, p. 98. 
2219 Vid. Artículo 13. 1ª de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero… cit.; literalmente, dice el 
precepto citado, cuando dicha modificación “redunde en el interés del menor y se exprese suficientemente 
a éste el reproche merecido por su conducta”. 
2220 Vid. Artículo 9. 2ª de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero… cit. En el capítulo 
correspondiente de nuestro estudio, consideraremos el análisis de dichas conductas y su específica 
problemática. 





internamiento para el caso de las faltas
2221
. Por último, se indica en la LORRPM que, a 
pesar del amplio margen de arbitrio del Juez de menores para la modificación o 
sustitución de las medidas, éste sólo podrá “sustituirlas por otras que se estimen más 
adecuadas de entre las previstas en esta Ley, por tiempo igual o inferior al que reste para 
su cumplimiento, siempre que la nueva medida pudiera haber sido impuesta 
inicialmente atendiendo a la infracción cometida”2222. Ello zanjaría la cuestión de la 
sustitución de las medidas no privativas de libertad por las de internamiento; no 
obstante, se establece que, a pesar de que en caso de quebrantamiento de una medida no 
privativa de libertad, lo normal sea la sustitución de la medida por una de análoga 
naturaleza, se admita que “excepcionalmente, y a propuesta del Ministerio Fiscal, oídos 
el letrado y el representante legal del menor, así como el equipo técnico, el Juez de 
menores podrá sustituir la medida por otra de internamiento en centro semiabierto, por 
el tiempo que reste para su cumplimiento”2223.  
 
En resumen, en nuestra actual legislación es posible, de modo excepcional, la 
sustitución de una medida no privativa de libertad por la institucionalización parcial del 
menor, es decir, su localización en régimen semiabierto. Este hecho no es incompatible 
formalmente con la norma internacional
2224
. Ahora bien, esta excepción supone una 
importante diferencia respecto a las penas privativas de libertad de adultos
2225
, y, como 
bien ha señalado Cervelló Donderis, “supone una vulneración del principio de 
                                                             
2221 Vid. Artículo 9. 1ª de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero… cit. 
2222 Cfr. Artículo 51. 1ª de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero… cit. 
2223 Cfr. Artículo 50. 2ª de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero… cit. 
2224 Se indica en la Regla 14.1., de las Reglas de Tokio la posibilidad de modificación de las 
medidas no privativas de libertad, y a pesar de lo anteriormente indicado, no se establece prohibición 
alguna sobre su sustitución en casos excepcionales por medidas privativas de libertad.  
2225 El Código penal de 1995 regula la sustitución de las penas privativas de libertad en sus 
artículos 88 y 89, en los que tan sólo se dispone la posibilidad de sustituir las penas de prisión por penas 
no privativas de libertad, como la multa o los trabajos en beneficio de la comunidad. La única excepción a 
esta regla general la encontramos en el artículo 53, que permite, en caso de incumplimiento de la pena de 
multa, la imposición de una pena privativa de libertad. Así, según el citado precepto, “1. Si el condenado 
no satisficiere, voluntariamente o por vía de apremio, la multa impuesta, quedará sujeto a una 
responsabilidad personal subsidiaria de un día de privación de libertad por cada dos cuotas diarias no 
satisfechas, que, tratándose de faltas, podrá cumplirse mediante localización permanente. En este caso, no 
regirá la limitación que en su duración establece el artículo 37.1 de este Código. 
También podrá el juez o tribunal, previa conformidad del penado, acordar que la responsabilidad 
subsidiaria se cumpla mediante trabajos en beneficio de la comunidad. En este caso, cada día de privación 
de libertad equivaldrá a una jornada de trabajo. 
2. En los supuestos de multa proporcional los Jueces y Tribunales establecerán, según su prudente 
arbitrio, la responsabilidad personal subsidiaria que proceda, que no podrá exceder, en ningún caso, de un 
año de duración. También podrá el Juez o Tribunal acordar, previa conformidad del penado, que se 
cumpla mediante trabajos en beneficio de la comunidad”.  





proporcionalidad y del principio de legalidad jurisdiccional ya que esta nueva medida 
no se impone en sentencia firme”2226. 
 
Debe entenderse, además, en beneficio del menor, que sólo podrán dar lugar a 
internamiento aquellos quebrantamientos de medidas no privativas de libertad cuando a 
raíz de dicho quebrantamiento se establezcan ciertos requisitos de proporcionalidad 
adecuados y exigidos para la imposición de una medida de internamiento; y, en todo 
caso, ante la indefinición de la Ley, tal y como ha expuesto Olmedo Gómez, “resulta 
evidente que el delito no podrá ser otro que el previsto en el tipo subsidiario que 
contempla el inciso final del art. 468 CP, castigado con la pena de multa de 12 a 24 
meses. Teniendo en cuenta que la duración de la medida de internamiento no puede 
exceder del tiempo que duraría la pena que se le podría imponer al responsable mayor 
de edad, y operando con la regla establecida en el art. 53.1 CP para calcular el tiempo de 
privación de libertad que conllevaría el cumplimiento de la responsabilidad personal 
subsidiaria en caso de impago, resulta que la medida de internamiento que se impusiese 
a un menor por la comisión de un delito de quebrantamiento de una medida no privativa 
de libertad no podría exceder de 360 días de duración, lo cual debería constituir una 
importante matización de la expresión “por el tiempo que reste para su cumplimiento. 
Entre otras razones, porque matizar lo contrario sería tanto como ir en contra del 
principio de legalidad y proporcionalidad establecido en el art. 8 de la Ley Orgánica de 
Responsabilidad Penal del Menor y regla 5º de Naciones Unidas sobre justicia de 
Menores, Reglas Beijing”2227. 
 
No obstante, este fundamento sí se cumple en el caso de las medidas de seguridad 
no privativas de libertad. Las medidas no privativas de libertad establecidas en la 
LORRPM tienen una configuración, en este sentido, similar a las medidas de seguridad 
recogidas en nuestra legislación penal. Nuestro Código penal actual permite que el juez 
o tribunal pueda “acordar la sustitución de la (medida) quebrantada por la de 
internamiento si ésta estuviese prevista para el supuesto de que se trate y si el 
                                                             
2226 Vid. Cervelló Donderis, V.: La medida de internamiento… ob. cit., p. 219. Al respecto, Vid., 
también, la Circular de la Fiscalía General del Estado 1/2000, passim. 
2227 Cfr. Olmedo Gómez, J.: “Cambio de medidas art. 50.2 LORRPM por quebrantamiento de 
medida no privativa de libertad (La reformatio in peius en la ejecución)”, publicado en el Observatorio 
Internacional de Justicia Juvenil (OIJJ) noviembre, Cádiz, 2007,  p. 2; también disponible en 
www.juvenilejusticepanel.org. (20/08/2010).  





quebrantamiento demostrase su necesidad”2228. Ciertamente, como veremos infra, las 
medidas no privativas de libertad susceptibles de aplicación al menor infractor tienen 
más elementos en común con la figura de las medidas de seguridad que las medidas de 
internamiento, más cercanas a las penas privativas de libertad. 
 
En cualquier caso, a la luz de la normativa internacional y en favor del interés 
superior del menor, no parece adecuada la reformatio in peius, excepto en los casos más 
extremos, en los que no sea posible un proceso efectivo de resocialización del menor y 
el quebrantamiento de las medidas en medio abierto haya sido manifiestamente 
continuado, debiéndose procurar un ambiente mayor seguridad en beneficio del menor. 
Ahondaremos, con mayor detalle, sobre esta cuestión en el siguiente capítulo de este 
mismo trabajo. 
 
3.1.6. Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990, Reglas de las Naciones 
Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad. 
 
Las Directrices de Riad dejaron su impronta en las llamadas Reglas para la 
Protección de los Menores Privados de Libertad, de 14 de diciembre de 1990, en las 
que se puntualiza aún más en algunos de los conceptos aportados por éstas y se 




De contenido menos generalista y más centrado en la ejecución de las penas o 
medidas para los jóvenes infractores, tales Reglas se centran en establecer pautas 
básicas sobre los centros de cumplimiento, de prisión preventiva o internamiento. En 
este sentido, como Escobar Roca ha indicado, las Reglas de Naciones Unidas para la 
protección del menor privado de libertad, “son un patrón de referencia para las 
                                                             
2228 Cfr. Artículo 100. 2ª, del Código penal de 1995, aprobado por Ley Orgánica 10/1995, de 23 de 
noviembre. 
2229 Tal y como han expresado algunos autores, la aprobación de estas Reglas puede verse como 
una continuación más pormenorizada del tratamiento de los menores privados de libertad que se 
encontraban en las Reglas de Beijing. En este sentido, Vid. Sudan, D.: “De l’enfante…” ob. cit., p. 397 y 
nota al pie; siguiendo al autor citado, Vid. Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo… ob. 
cit., p. 75; el mismo: “Justicia penal de menores…” ob. cit., p. 195. Con anterioridad a las Reglas 
mínimas de 1990, encontramos un antecedente en el ámbito internacional sobre el tratamiento de menores 
infractores. Se trata de la Declaración adoptada en el XII Congreso Panamericano del Niño, celebrado en 
Mar de Plata en el año 1963, que emitió la Declaración sobre la Protección del menor de conducta 
antisocial en América. 





autoridades estatales a la hora de diseñar un adecuado modelo de prisión para menores, 
así como un instrumento que brinda alicientes y orientaciones a las personas que 
participan en el proceso”2230. Por este motivo, su análisis es fundamental para nuestro 
objeto de estudio. 
 
 Resaltaremos, a continuación, algunos de los criterios propios de tal cuerpo 
normativo: 
 
1. En primer lugar, el texto comienza, como no podía ser de otro modo, 
anticipando el sentido de ultima ratio de la privación de libertad del menor
2231
. Además 
de ello, entre sus principios se encuentran la limitación del tiempo de encierro y el 
establecimiento de medidas susceptibles de acortar su duración
2232
. Otro de los puntos 
fundamentales, a nuestro juicio, es la mayor implicación del texto normativo en la 
obligatoriedad que impone la observancia de las Reglas
2233
, cuyo objetivo principal será 
el de “establecer normas mínimas aceptadas por las Naciones Unidas para la protección 
de los menores privados de libertad en todas sus formas, compatibles con los derechos 
humanos y las libertades fundamentales, con miras a contrarrestar los efectos 
perjudiciales de todo tipo de detención y fomentar la integración en la sociedad”2234. 
Este hecho supone un mayor control de los sistemas de justicia para menores, así como 
sus instituciones especiales, y la consolidación de las garantías necesarias, la primera 
de ellas, el interés superior del menor
2235
. También es una de las pocas normas que 
                                                             
2230 Cfr. Escobar Roca, G.: “Derecho internacional...” ob. cit., p. 32. En el texto original aparece, 
por error, la referencia a las Reglas de Tokio, aunque por el contexto y los preceptos aludidos claramente 
se trata de las Reglas para la protección de los menores privados de libertad. 
2231 Vid. Regla I. 1, de la Resolución 45/113, de 2 de abril de 1991, Reglas de las Naciones Unidas 
para la Protección de los Menores Privados de Libertad.  
2232 Vid. Regla I. 2, de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990… cit. 
2233 Vid. Regla I. 7, de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990… cit.; que indica 
literalmente, que “cuando corresponda, los Estados deberán incorporar las presentes Reglas a su 
legislación o modificarla en consecuencia y establecer recursos eficaces en caso de inobservancia, 
incluida la indemnización en los casos en que se causen perjuicios a los menores. Los Estados deberán 
además vigilar la aplicación de las Reglas”. 
2234 Cfr. Regla I. 3, de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990… cit. 
2235 Como indica Landrove Díaz, la preocupación de las Naciones Unidas por la falta de una real 
distinción entre la ejecución penal de adultos y menores es uno de los principales fundamentos de la 
confección de las Reglas. Entre esta falta de diferenciación, la separación en centros diferentes se 
configura como un punto fundamental de la protección de los menores privados de libertad. Vid. Ladrove 
Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p. 128; asimismo, Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., 
ob. cit., p. 52, ha definido las Reglas mínimas para la protección de los menores privados de libertad 
como “un conjunto de reglas para lograr el establecimiento de un sistema de garantías, derechos y 





establece unos criterios básicos de interpretación, indicando que en ningún caso deberá 
interpretarse su contenido de tal modo que excluya lo dispuesto por las anteriores 
normativas internacionales sobre justicia con menores
2236
, y la prevalencia de los 





2. Las Reglas mínimas para la protección de los menores privados de libertad 
consagran la mayoría de edad en los dieciocho años, entendiendo como menor a todo 
aquel individuo que no haya cumplido aún esta edad
2238
. La definición continúa siendo, 
en este sentido general, sin que se establezca una concreción del término, si bien se 
indica que “la edad límite por debajo de la cual no se permitirá privar a un niño de su 
libertad debe fijarse por ley”2239. Por otra parte, la norma ofrece una definición de 
privación de libertad del menor englobando cualquier clase de detención o 
encarcelamiento
2240
 ordenada por la autoridad judicial, administrativa, o cualquier otro 
tipo de autoridad pública, tanto en centro público, como en una institución privada
2241
. 
Por lo tanto, el texto reconoce así la posibilidad de gestión pública o privada de los 
centros de internamiento. Por otra parte, resulta negativo y contradictorio con la 
aceptación de un modelo de responsabilidad penal del menor lo dispuesto acerca de la 
                                                                                                                                                                                  
seguridad respecto de los menores” que se encuentran en una situación de encierro; en el mismo sentido, 
Vid. Montero Hernanz, T.: La Justicia juvenil... ob. cit., p. 102. 
2236 Vid. Regla I. 9, de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990… cit. 
2237 Al respecto, Vid. Regla I. 10, que dispone: “En el caso de que la aplicación práctica de las 
reglas específicas contenidas en las secciones II a V, inclusive, sea incompatible con las reglas que 
figuran en la presente sección estas últimas prevalecerán sobre las primeras”. 
2238 Lo que supone en una interpretación a sensu contrario, que ya se encontraba recogida en la 
Convención de 1989, un principio de inimputabilidad penal del menor de ciertas edades. Debe 
implantarse, por lo tanto, en los sistemas jurídicos de los distintos países una edad de “responsabilidad 
penal”, es decir, una edad a partir de la cual el menor se encuentra capacitado para responder por sus 
infracciones penales conforme a una ley penal especial para él. Tal y como asegura Herrero Herrero, no 
cabe aquí tomar como sinónimos los términos “mayoría de edad penal” y “edad de responsabilidad 
penal”. Vid. Herrero Herrero, C.: Delincuencia de Menores, tratamiento criminológico y jurídico. 
Dykinson, Madrid, 2005, p. 301 y nota al pie. 
2239 Cfr. Regla II. 11., a), de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990… cit. Al respecto 
de la importancia de este mandato, Vázquez González ha apuntado que “el límite de edad, por debajo de 
la cual no se permitirá privar a un niño de su libertad, deberá ser instaurado por la legislación interna de 
cada país, entendiéndose, a la vista de esta regla, que deberá ser fijada legalmente, no pudiendo quedar 
establecida de una forma vaga, confusa o indeterminada”. Cfr. Vázquez González, C.: Derecho penal 
juvenil europeo… ob. cit., p. 76. 
2240 Sobre el alcance de esta definición, Vid. Documento de Naciones Unidas A/CONF.144/16, 
Prevention of delinquency, juvenile justicie and the protection of the young: policy approaches and 
directions, working paper prepared by the Secretary, 27 de agosto a 7 de septiembre de 1990. La Habana, 
p. 22. 
2241 Vid. Regla II. 12., b), de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990… cit. 





autoridad capaz de ordenar el internamiento, puesto que el marco administrativo o civil 
se identifica normalmente con el antiguo modelo de protección
2242
. Las Reglas se 
refieren tan sólo a la privación de la libertad ambulatoria del menor infractor, debiendo 
ser respetados “todos los demás derechos civiles, económicos, políticos, sociales o 
culturales que les correspondan de conformidad con la legislación nacional o el derecho 
internacional y que sean compatibles con la privacidad de la libertad”2243.  
 
3. El ámbito de aplicación de las reglas engloba “a todos los centros y 
establecimientos de detención de cualquier clase o tipo en donde haya menores privados 
de libertad”2244. Es decir, todas y cada una de las prerrogativas expuestas en el texto 
serán válidas tanto para los centros de detención preventiva como para los de ejecución 
de menores. Además de ello, se afianza el objetivo de la medida de privación de libertad 
con una finalidad eminentemente rehabilitadora, ya que, según la normativa, deberá 
“garantizarse a los menores recluidos en centros el derecho a disfrutar de actividades y 
programas útiles que sirvan para fomentar y asegurar su sano desarrollo y su 
dignidad”2245, lo que supone la conformación de facto de un tratamiento 
rehabilitador
2246
, cuyo principio ya se encontraba enunciado en las Reglas de Beijing. 
Para garantizar el adecuado cumplimiento de este tratamiento integrador, la norma 
recoge la necesidad de establecer mecanismos de control e inspección de los centros, 
conforme a “las normas internacionales, la legislación y los reglamentos nacionales, por 
un órgano debidamente constituido que esté autorizado para visitar a los menores y que 
no pertenezca a la administración del centro de detención”2247. 
  
4. En cuanto a la prisión preventiva, la disposición enfatiza el principio in dubio 
pro reo orientado a los menores. Así, exhorta a la aplicación de “medidas 
sustitutorias”2248, en la medida de lo posible, en lugar de la detención preventiva del 
                                                             
2242 Recordemos que una de las características principales del Modelo tutelar o paternalista era la 
existencia de un Tribunal especial de resolución de los procedimientos contra menores infractores, sin que 
fuera necesaria la titularidad judicial. Por otra parte, los textos internacionales anteriormente mencionados 
se han decantado por el modelo de responsabilidad del menor. Al respecto, Vid. Martín López, Mª.T.: 
“Modelos de justicia juvenil…” ob. cit., p. 91. 
2243 Vid. Regla II. 13., de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990… cit. 
2244 Vid. Regla II. 15., de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990… cit. 
2245 Cfr. Regla II. 12., de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990… cit. 
2246 Vid. Herrero Herrero, C.: Delincuencia de menores… ob. cit., pp. 306 y 307. 
2247 Cfr. Regla II. 14., de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990… cit. 
2248 Vid. Regla III. 17., de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990… cit. 





joven y su ingreso en los centros penitenciarios. La conclusión, que se extrae, es obvia: 
prevención antes que internamiento. En caso de que la detención sea inevitable, las 
Reglas desarrollan una serie de garantías que todos los centros de detención donde se 
encuentren los menores en situación de preventivos deben cumplir, a saber: 
 
“a) Los menores tendrán derecho al asesoramiento jurídico y podrán solicitar asistencia jurídica 
gratuita, cuando ésta exista, y comunicarse regularmente con sus asesores jurídicos. Deberá respetarse 
el carácter privado y confidencial de esas comunicaciones; 
b) Cuando sea posible, deberá darse a los menores la oportunidad de efectuar un trabajo 
remunerado y de proseguir sus estudios o capacitación, pero no serán obligados a hacerlo. En ningún 
caso se mantendrá la detención por razones de trabajo, de estudios o de capacitación;  
c) Los menores estarán autorizados a recibir y conservar material de entretenimiento y recreo que 
sea compatible con los intereses de la administración de justicia”2249. 
 
5. En su Título IV, la Resolución de las Naciones Unidas para la protección de 
los menores privados de libertad se ocupa del tratamiento individualizado de los 
internados
2250
 y de la administración de los centros de menores. El desarrollo en este 
punto es mucho más exhaustivo que en las Reglas de Beijing de 1985, e intenta 
establecer unos mínimos de aplicación en la normativa penitenciaria de todos los países 
firmantes. Es de agradecer que la norma recoja importantes conceptos y criterios de 
índole educativa y resocializadora para el menor infractor, configurándose como un 
esquema de garantías básicas acerca de las instituciones privativas de libertad para 
menores. Se trata de una guía para la configuración básica del centro de internamiento 
modelo para menores infractores. Así, encontramos, entre otros, una preocupación por 
la instalación penitenciaria más adecuada para el menor; por el tipo y nivel concretos de 
tratamiento y programa que requiera
2251
; y, de especial importancia por la redacción 
usada, la separación de los diversos grupos de menores privados de libertad
2252
 (se 
establece por tanto un principio de separación en esta normativa
2253
, lo cual será 
                                                             
2249 Cfr. Regla III. 18., de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990… cit. 
2250 Para ello, se dispone la apertura de un expediente personal y confidencial al ingreso en el 
centro (Regla 21), así como “lo antes posible después del ingreso, se prepararán y presentarán a la 
dirección informes completos y demás información pertinente acerca de la situación personal y 
circunstancias de cada menor” (Regla 23). 
2251 Vid. Regla IV. C. 27., de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990... cit. 
2252 Vid. Regla IV. C. 28., de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990... cit. 
2253 Sobre la importancia de este principio, Vid. Cappelaere G., y Grandjean, A.: Niños privados de 
libertad. Derechos y realidades. Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, UNICEF, Madrid, 2000, pp. 
335 y ss.   





determinante a la hora de considerar diversos departamentos en los centros de menores). 
También se hace alusión a la posibilidad de que existan módulos mixtos, o familiares en 
estos centros, indicando que “los menores deberán encontrarse separados de los adultos 
a menos que pertenezcan a la misma familia”2254. 
 
6. Se reconoce la necesidad del “régimen abierto” y los centros abiertos 
especializados. La Resolución, con buen tino, define esta clase de centros y realza su 
importancia para la resocialización de los jóvenes infractores, con estos términos: “Se 
entiende por centros de detención abiertos aquellos donde las medidas de seguridad son 
escasas o nulas. La población de esos centros de detención deberá ser lo menos 
numerosa posible”2255.  
 
7. La finalidad de los centros de internamiento o detención de menores es, así, la 
de resocialización o rehabilitación
2256
 del menor; para ello, deben contar con una 
infraestructura y servicios adecuados a la misma
2257, de tal modo que “los menores 
privados de libertad tendrán derecho a contar con locales y servicios que satisfagan 
todas las exigencias de la higiene
2258
 y de la dignidad humana”2259. Al adaptarse la 
Resolución a todos los sistemas económicos y sociales de los Estados, no se propone 
que la edificación de estos centros sea completamente nueva, siendo un problema la 
reutilización de infraestructuras que no puedan cumplir, por su construcción no 
específica para la finalidad de encierro de menores infractores, todos los preceptos 
mencionados por el texto internacional. 
 
                                                             
2254 Cfr. Regla IV. C. 29., de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990... cit. 
2255 Cfr. Regla IV. C. 30., Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990... cit. 
2256 Vid. Regla 32. IV. E., Regla 30., Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990... cit. 
2257 Tal y como expone la Regla 31,  “el diseño de los centros de detención para menores y el 
medio físico deberán responder a su finalidad, es decir, la rehabilitación de los menores en tratamiento 
de internado, teniéndose debidamente en cuenta la necesidad del menor de intimidad, de estímulos 
sensoriales, de posibilidades de asociación con sus compañeros y de participación en actividades de 
esparcimiento. El diseño y la estructura de los centros de detención para menores deberán ser tales que 
reduzcan al mínimo el riesgo de incendio y garanticen una evacuación segura de los locales. Deberá 
haber un sistema eficaz de alarma en los casos de incendio, así como procedimientos establecidos y 
ejercicios de alerta que garanticen la seguridad de los menores. Los centros de detención no estarán 
situados en zonas de riesgo conocidos para la salud o donde existan otros peligros”. 
2258 En este sentido, la Regla 34 dispone que “las instalaciones sanitarias deberán ser de un nivel 
adecuado y estar situadas de modo que el menor pueda satisfacer sus necesidades físicas en la intimidad 
y en forma aseada y decente”. 
2259 Cfr. Regla IV. E. 31., Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990... cit. 





8. En la disposición encontramos asimismo una suerte de principio celular flexible 
(la redacción, con buen gusto, denomina a estos lugares dormitorios y no celdas), ya que 
establece la posibilidad, en los centros en los que el joven deberá permanecer durante la 
noche, de estancias compartidas “para pequeños grupos” o “en dormitorios 
individuales”2260. 
 
9. Se destina un epígrafe entero -el E del Título IV-  a la finalidad educativa en 
estos centros de detención. En este capítulo, se reconoce el derecho del menor a la 
educación primaria obligatoria y, lo más importante, se designa que, en la medida de lo 
posible, la educación del menor deberá ser impartida en lugares diferentes a los de su 
detención o internamiento
2261
, tales como escuelas públicas o instituciones ajenas a las 
puramente penitenciarias. Lo que supone, de facto, una modalidad de régimen abierto.  
 
En caso de que sea necesario impartir el programa educativo dentro del centro, 
éste deberá disponer de unas instalaciones adecuadas para el cumplimiento de este 
objeto particular. Entre ellas, la norma destaca la importancia de la biblioteca, de tal 
modo que “todo centro detención deberá facilitar el acceso de los menores a una 
biblioteca bien provista de libros y periódicos instructivos y recreativos que sean 
adecuados; se deberá estimular y permitir que utilicen al máximo los servicios de la 
biblioteca”2262. En previsión de la educación profesional y laboral de los menores 





10. Se expone la necesidad de complementar estas instalaciones educativas y 
formativas con otras de índole recreativa y deportiva, para la realización de actividades 
al aire libre y aprovechamiento del tiempo de ocio y esparcimiento del menor
2264
. Esta 
clase de infraestructuras resultan esenciales en los centros de menores, tanto en los de 
                                                             
2260 Vid. Regla IV. E. 33., de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990... cit. 
2261 Vid. Regla IV. E. 38., de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990... cit. 
2262 Cfr. Regla IV. E. 41., de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990... cit. 
2263 Vid. Reglas IV. E. 42 y 43., de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990... cit. 
2264 Vid. Regla IV. F. 47., de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990... cit.; sobre la 
importancia de las actividades deportivas en el cumplimiento de los objetivos de resocialización del 
menor, en el ámbito de la LORRPM, Vid. Cruz Blanca, Mª.J.: “Prevención de la violencia juvenil en el 
deporte e intervención desde la jurisdicción de menores”, en Morillas Cuevas, L., y Mantovani, F.: 
Estudios sobre Derecho y Deporte. Dykinson, Madrid, 2008, pp. 349 y ss. 





régimen cerrado, como en los de modalidades semiabierta y abierta. En conjunto con el 
resto de consideraciones arquitectónicas y servicios del centro, constituirán lo que 
hemos venido a denominar terapia ambiental de los centros de internamiento, de la que 
nos ocuparemos con mayor detenimiento en el capítulo correspondiente a las 
características y clasificación de los centros de menores y su comparativa con los 
centros penitenciarios de ejecución penal para adultos. 
 
11. Del mismo modo que ocurre en el caso de la legislación penitenciaria de 
adultos, se garantiza la libertad religiosa del menor y el efectivo cumplimiento de sus 
obligaciones religiosas. Para satisfacer estas necesidades, las Reglas mínimas de 
protección del menor privado de libertad establecen la posibilidad de “participar en los 
servicios o reuniones organizados en el establecimiento o celebrar sus propios servicios 
y tener en su poder libros u objetos de culto y de instrucción religiosa de su 
confesión”2265, por lo que será necesaria la instalación de capillas, lugares de culto, o 
espacios reservados para actividades religiosas en los centros de internamiento 
dependiendo de la confesión religiosa a la que pertenezcan los menores, siempre que 
estos sean compatibles con la privación de libertad.  
 
12. Se establece la necesidad de instituciones especiales para aquellos menores 
que padezcan enfermedades mentales
2266
, que deberán recibir un tratamiento médico 
específico. La norma reconoce así la especialización de los centros de internamiento 
terapéutico y los diferencia de los centros para el cumplimiento de las demás medidas 
de internamiento. A su vez, se indica que en todos los centros se deberán “organizar 
programas de prevención del uso indebido de drogas y de rehabilitación administrados 
por personal calificado. Estos programas deberán adaptarse a la edad, al sexo y a otras 
circunstancias de los menores interesados, y deberán ofrecerse servicios de 
desintoxicación dotados de personal calificado a los menores toxicómanos o 
alcohólicos”2267. La importancia de este precepto radica, por una parte, en la escasez de 
centros de tratamiento terapéutico para menores infractores que suele apreciarse en 
                                                             
2265 Vid. Regla IV. G. 48., de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990... cit. 
2266 Vid. Regla IV. H. 53., de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990... cit. 
2267 Vid. Regla IV. H. 54., de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990... cit. Sobre el 
factor criminógeno del consumo de drogas en los menores de edad, Vid. Herrero Herrero, C.: 
Delicnuencia de Menores… ob. cit., pp. 82-84.   





algunos Estados, como es el caso de España; y, por otra, la difícil conjugación del 
principio integrador en la comunidad de esta clase de menores
2268
, puesto que en 
determinadas circunstancias se exige el internamiento cerrado en estos centros a los 
menores, teniendo que descartarse que puedan cumplir la medida en centros sanitarios 
normalizados. Independientemente de esta clasificación especial, todo centro de 
internamiento deberá “tener acceso inmediato a instalaciones y equipo médicos que 
guarden relación con el número y las necesidades de sus residentes, así como personal 
capacitado en atención sanitaria preventiva y en tratamiento de urgencias médicas”2269. 
 
13. Por último, la norma realiza una exposición acerca del personal de los centros 
de internamiento y las principales características que debería reunir
2270
. Todos los 
centros deberán contar con una plantilla suficiente de especialistas en diferentes ramas, 
como educadores, instructores profesionales, asesores, asistentes sociales, psiquiatras y 
psicólogos, sin perjuicio de que puedan verse apoyados por personal auxiliar y de 
apoyo. De la misma manera, “los centros de detención deberán aprovechar todas las 
posibilidades y modalidades de asistencia correctivas, educativas, morales, espirituales 
y de otra índole disponibles en la comunidad y que sean idóneas, en función de las  
necesidades y los problemas particulares de los menores recluidos”2271. Es, así, esencial 
que las distintas secciones del centro se encuentren dirigidas por profesionales 
especializados en el trato con menores, y que exista una coordinación entre los 





En síntesis, de todas las disposiciones internacionales, las Reglas mínimas para la 
protección de los menores privados de libertad probablemente sean, junto a las Reglas 
                                                             
2268 Acerca de este principio, Vid. íntegramente el Punto IV. J. de la Resolución 45/113, de 14 de 
diciembre de 1990... cit.; especialmente lo referido en la Regla 59, que indica que “se deberán utilizar 
todos los medios posibles para que los menores tengan una comunicación adecuada con el mundo 
exterior, pues ella es parte integrante del derecho a un tratamiento justo y humanitario, y es 
indispensable para preparar la reinserción de los menores en la sociedad”. 
2269 Cfr. Regla IV. H. 51., de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990... cit. 
2270 La importancia del personal es remarcada en el texto de las Reglas mínimas para la protección 
de los menores privados de libertad, reconociendo en su Regla 82 que “la  administración deberá 
seleccionar y contratar cuidadosamente al personal de todas las clases y categorías, por cuanto la buena 
marcha de los centros de detención depende de su integridad, actitud humanitaria, capacidad y  
competencia profesional para tratar con menores, así como de sus dotes personales para el trabajo”. 
2271 Cfr. Regla V. 81., de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990... cit. 
2272 Cfr. Regla V. 82., de la Resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990... cit.  





de Beijing, las que más exhaustivamente regulan las bases de la ejecución penal en 
menores delincuentes. No obstante, en nuestra legislación no se ha completado una 
trasposición verdaderamente fiel a todos los preceptos de las primeras, sobre todo en lo 
referente a las características específicas de los centros de internamiento
2273
, dejándose a 
las CC.AA. la capacidad de regular (o abstenerse de hacerlo) acerca de este aspecto. 
 
3.1.7. El menor delincuente en el ámbito penitenciario internacional de los 
Congresos de Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento de los 
Reclusos (1955-2010).    
 
La Asamblea General de las Naciones Unidas celebra, cada cinco años, un nuevo 
Congreso sobre Prevención del Crimen y Tratamiento del Delincuente desde el año 
1955
2274
, que finalmente fueron denominados Congresos de las Naciones Unidas sobre 
                                                             
2273 Como veremos a lo largo de este trabajo, pocos son los preceptos específicos a nivel estatal 
que se ocupan de la especialización de los centros de internamiento de menores. En la Ley Orgánica 
5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, tan sólo encontramos la 
alusión a la diferenciación de los centros de internamiento de menores como distintos a los centros 
penitenciarios de adultos, y la garantía de separación en módulos por edades y características de los 
menores (art. 54. 3). En lo referente a su finalidad, también queda cubierto por nuestra normativa el 
principio de resocialización del menor como objetivo de los centros de internamiento (art. 55.1). No 
obstante, el principio de especialización de los centros de internamiento terapéutico se ve eclipsado por la 
posibilidad del cumplimiento en centros socio-sanitarios, bajo autorización judicial (art. 55. 2). La 
indefinición de las características propias de cada centro se traslada también al Real Decreto 1774/2004, 
de 30 de julio, por el que se aprueba el reglamento de la LORRPM,  aunque en su Capítulo III, Secciones 
II y III se ocupa de la clasificación e ingreso en un centro, así como de las reglas para su inspección. 
Serán las normativas autonómicas las que se ocuparan de tratar la materia de un modo más 
pormenorizado en la mayor parte de las ocasiones. 
2274 Así se dispuso en por Resolución 415 (V), de 1 de diciembre de 1950, de la Asamblea de 
Naciones Unidas. Al respecto, Vid. Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo… ob. cit., p. 
50. Desde un punto de vista histórico, estos Congresos son la continuación de los Congresos quincenales 
celebrados por la anterior Comisión Internacional Penal y Penitenciaria. Al respecto, Vid. Documento 
V1.A.9 de la Asamblea de Naciones Unidas, Handbook of the Congress, 1955, p. 1. Con anterioridad al 
primero de los Congresos de Naciones Unidas sobre el tratamiento del delincuente, en materia de 
menores ya se habían dado algunos pasos en el ámbito internacional, que tendrían mucha influencia en las 
conclusiones que más tarde se obtendrían en la reunión. Así, podemos citar entre los precedentes: las 
reuniones regionales como el Seminario Europeo de Naciones Unidas sobre Bienestar social, celebrado 
en Paris en 1949, en el que se trato tanto el asunto de la definición del concepto de delincuencia juvenil, 
como medidas de orden práctico, si bien dirigidas al ámbito de la prevención del delito y no ejecución 
penal (Al respecto, Vid. Report of the Seminar, Documento E/CN.5/202, Rev.1, passim; y también Vid. 
Revista Internacional de Política Criminal, Naciones Unidas, Número 1, 1952, pp. 17 y 18; y, por último, 
Vid. Documento de las Naciones Unidas ST/SOA/SER/M/7-8, “Prevención de la Delincuencia de 
Menores. Informe de la Secretaria”, Edición previa sin corregir anterior a su publicación en la Revista 
Internacional de Política Criminal Números 7-8, Naciones Unidas, Ginebra, 1955, p. 2); y el Seminario 
sobre la delincuencia de menores organizado por el gobierno de Italia con la Cooperación de las 
Naciones Unidas, celebrado en Roma, 1950, en el que se trataban las formas de tratamiento de los 
jóvenes delincuentes en instituciones y otras medidas como la libertad vigiladas (sobre este seminario, de 
manera más extensa, Vid. Ciclo di Studi Comparati sulla Delinquenza Minorile. Ministerio de Justicia, 





la prevención del delito y justicia penal, a partir de la resolución de 23 de enero de 2002 
de la misma Asamblea
2275
. Dichos Congresos conforman órganos consultivos del 
Programa de las Naciones Unidas en materia de prevención del delito y justicia 
penal
2276
, y en ellos participan representantes gubernamentales de los Estados 
participantes, organizaciones internacionales, ONGs, así como representantes a título 
particular y expertos en justicia penal de menores.  
 
El primero de los Congresos sentó las bases acerca de los objetivos a tratar en el 
ámbito internacional sobre materia penitenciaria, en los siguientes puntos 
fundamentales: establecimiento de unas reglas mínimas estándar para el tratamiento 
adecuado de los reclusos; selección y formación del personal de las instituciones 
penales; instituciones de corrección abiertas; trabajo en prisión; y, por último, la 
prevención de la delincuencia juvenil.   
 
En primer término, dentro del estudio de la prevención de la delincuencia juvenil, 
el Congreso de 1955 centró sus esfuerzos en tratar de delimitar el propio concepto de 
delincuencia juvenil, “poniéndose de relieve la importancia de definir de una manera 
precisa y en términos jurídicos la delincuencia de menores, para que no se considere 
necesariamente como delincuentes a los menores cuyos actos no constituyan un delito 
con arreglo a la legislación del país al que pertenecen”2277. Finalmente, debido a la gran 
                                                                                                                                                                                  
Roma, 1952, passim; también Vid. Documentos E/CN.5/175/Rev. 1 y ST/TAA/SER.C/17 de las Naciones 
Unidas que contienen los informes de los diferentes seminarios celebrados en la capital italiana; 
asimismo, Vid. Documento ST/SOA/SER/M/7-8, “Prevención de la Delincuencia de Menores…” ob. cit., 
p. 3). 
2275 Consúltese el documento de la Resolución de la Asamblea de Naciones Unidas, A/RES/56/119, 
de 23 de enero de 2002. 
2276 Declaración de principios y programa de acción del Programa, que figura como anexo de la 
resolución 46/152 de la Asamblea General, de 18 de diciembre de 1991,  párrafo 29. Vid. Documento de 
la Asamblea de Naciones Unidas A/RES/56/119. Al respecto, también Vid. Vázquez González, C.: 
Derecho penal juvenil europeo… ob. cit., p. 51. 
2277 Cfr. Documento de la Asamblea de Naciones Unidas, A/CONF.6/L.14, Primer Congreso 
sobre la prevención del delito y el tratamiento efectivo del delincuente, 22 de agosto a 3 de septiembre de 
1955, Ginebra, p. 1. Al respecto, también, Vid. Oficina Europea de las Naciones Unidas: “What can be 
done to prevent de juvenile delinquency?” Press Release. Nº. SOC/119, 23 de agosto de 1955, Ginebra, p. 
1. Además de ello, aunque el primero de los Congresos no pudo superar los límites generales de la 
política criminal imperante en la época, dio un importante paso en el intento por establecer una adecuada 
separación entre la delincuencia juvenil y el estado de abandono social, procurando indicar que se 
trataban de dos estadios completamente diferentes, y con un tratamiento diferente: criminal y 
penitenciario el primero; de protección social el segundo. Al respecto, Vid. Documento de las Naciones 
Unidas ST/SOA/SER/M/7-8, “Prevención de la Delincuencia de Menores…” ob. cit., pp. 1, y 7 y ss. Al 
respecto, la Secretaria General de Naciones Unidas se pronunció en un comunicado contenido en el 
documento A/CONF.6/C.3/L.3 sobre los Principios Generales relativos a la Prevención de la 





diversidad de sistemas jurídicos, costumbres y legislaciones específicas sobre 
protección de menores de los Estados participantes, no se llegó a un acuerdo en este 
sentido
2278
, derivando el objetivo del Congreso principalmente hacia la pre-
delincuencia
2279
. Así, las conclusiones del Congreso de 1955 huyen del concepto y 
definición de las instituciones penitenciarias de menores, dedicando su esfuerzo a 
establecer otros medios de control social preventivo-especiales, centrados en la familia, 





A los efectos de nuestro objeto de estudio, el mayor logro del primer Congreso 
fue la adopción de las 95 Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos
2281
. En 
estas Reglas mínimas se establecía la obligación de clasificar a los presos en categorías; 
entre ellas, se establece la separación por edades, tanto para penados
2282
, como para 
                                                                                                                                                                                  
delincuencia juvenil, con fecha 17 de agosto de 1955, con términos muy similares, indicando que “1) Con 
el objeto de limitar la labor en el plano internacional y para delimitar el alcance y naturaleza de la 
delincuencia de menores, conviene que este término se aplique solamente a los menores que hayan 
cometido delitos. 2) En la medida de lo posible, no deben incluirse en las definiciones jurídicas de la 
delincuencia de menores los actos que no constituyan un delito, aunque tengan un carácter reprensible o 
sean manifestaciones de inadaptación social. 3) Para formular una política social, conviene establecer una 
distinción entre los menores delincuentes y los que tienen problemas de comportamiento, los que están 
desatendidos, los que dependen de otras personas, los huérfanos, etc…”. (pp. 1 y 2).  
2278 Sobre este punto, el portavoz francés Marc Ancel ya advertía que, a pesar de la importancia y 
preocupación por el asunto de la prevención de la delincuencia juvenil, “las recomendaciones de las 
Naciones Unidas contenían afirmaciones demasiado dogmáticas, y que cubrían demasiados puntos”, por 
lo que propuso llegar a un acuerdo en los puntos más básicos, sin llegar a zanjar algunas de las cuestiones 
más problemáticas como definitivas en el documento final. Vid. Documento de Naciones Unidas 
SOC/129, Congress begins its examination of the recommendations of the prevention of juvenile 
delinquency, Press Release, Oficina Europea de Naciones Unidas, Ginebra, septiembre 1955, p. 1. 
2279 Cfr. Documento de la Asamblea de Naciones Unidas, A/CONF.6/L.14… cit., p. 2. 
2280 Al respecto, Vid. Documentos A/CONF.6/L.12, , Draft Resolution proposed by the General 
Rapporteur; A/CONF.6/L.12/Add.1, A/CONF.6/L.13  Joint draft resolution proposed by the delegations 
of Argentina, Austria, Denmark, Ecuador, Egypt, Federal Republic of Germany, India, Indonesia, Iraq, 
Israel, Italy, Mexico, Netherlands, Pakistan, Philippines, Syria, United States of America, Venezuela; 
A/CONF.6/L.14 Prevention of Juvenile Delinquency, Amendment to the draft resolution proposed by the 
General Rapporteur submitted by the delegations of Belgium, Denmark, France, the Holy See, 
Netherlands and Switzerland; A/CONF.6/L.15, Programme of studies in the field of juvenile delinquency, 
Joint draft resolution submitted by the delegations of Argentina, Australia, Chile, Ecuador, India, Israel, 
Pakistan, Philippines, Syria, the United States of America and Venezuela.     
2281 Vid. Resolución 663 C I (XXIV) aprobada por el Consejo Económico y Social el 31 de julio de 
1957; al respecto, Vid. Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo... ob. cit., p. 52.  
2282 Vid. Regla 8. d), de las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, de 31 de julio de 
1957; que dispone: “8. Los reclusos pertenecientes a categorías diversas deberán ser alojados en 
diferentes establecimientos o en diferentes secciones dentro de los establecimientos, según su sexo y 
edad, sus antecedentes, los motivos de su detención y el trato que corresponda aplicarles. Es decir que: 
(…) d) Los detenidos jóvenes deberán ser separados de los adultos”. 







. El trabajo penitenciario y la formación laboral
2284
 así como la especial 
atención hacia la instrucción educativa y obligatoria para los jóvenes
2285
, fueron algunos 
de los principios consagrados en esta normativa penitenciaria internacional. Además de 
ello, la citada norma consagraba otros principios menos obvios para el momento, como 
es el derecho del joven a disfrutar de actividades recreativas y deportivas, y a su 




 Por otra parte, en el Informe de la Secretaría de Naciones Unidas sobre 
Prevención de la Delincuencia Juvenil, anteriormente citado, ya se venía admitiendo 
“que la prevención supone algún tratamiento e inversamente, el tratamiento supone 
prevención”2287, lo que significa que, además de la prevención, en el ámbito de la 
ejecución penal habían de tenerse en cuenta medidas como la libertad condicional o las 
instituciones de internamiento, orientadas a la reinserción social del menor delincuente 
(fundamentalmente formuladas como prevención de la reincidencia). En el caso de la 
institucionalización del menor, los informes previos al primer Congreso sobre 
tratamiento de los reclusos también coincidieron sobre algunas de las cuestiones 
fundamentales finalmente transcritas en las conclusiones del encuentro de Ginebra en 
1955, como es el caso de la separación de presos adultos y jóvenes o la designación de 
instituciones diferentes para ambos tipos de detenidos
2288
. Sin embargo, las posturas a 
                                                             
2283 Vid. Regla 85. 2, de las Reglas mínimas para el tratamiento… cit.; cuyo tenor indica 
expresamente: “Los acusados jóvenes serán mantenidos separados de los adultos. En principio, serán 
detenidos en establecimientos distintos”. 
2284 Vid. Regla 71. 5, de las Reglas mínimas para el tratamiento… cit. Debe tenerse en cuenta que 
una parte de los estudios sobre la prevención de la delincuencia juvenil llegaban a la conclusión de que 
una de las principales causas de delincuencia juvenil estaba relacionada con el desempleo y la nueva 
orientación social del mundo industrializado. La formación laboral se veía como un problema primario a 
la hora de abordar la cuestión de la prevención de la delincuencia de menores. Así lo demuestran 
informes de la época como el promulgado por la Organización Internacional del Trabajo, contenido en el 
Documento D.10.E.1955, Juvenile Delinquency viewed as a labour problema. Report prepared by the 
I.L.O. for presentation to the First United Nations Congress on the Prevention of Crime and the 
Treatment of Offenders.  
2285 Vid. Regla 77. 1, de las Reglas mínimas para el tratamiento… cit. 
2286 Según la Regla 21. 2, además, para el cumplimiento de este objetivo, se deberá poner a su 
disposición el terreno y las instalaciones pertinentes para una buena educación física y recreativa. 
2287 Cfr. Documento ST/SOA/SER/M/7-8, “Prevención de la Delincuencia de Menores…” ob. cit., 
p. 45. 
2288 Un estudio sobre los sistemas penitenciarios y el tratamiento en internamiento prolongado de 
los jóvenes delincuentes puede encontrarse en el Informe de la Secretaría General de Naciones Unidas 
sobre prevención de la delincuencia juvenil, Documento ST/SOA/SER/M/7-8…ob. cit., pp. 58 y ss. Al 
respecto, también Vid. Documento ST/TAA/Ser.C./23, acerca de las conclusiones del Seminario sobre 
Tratamiento de menores delincuentes en instituciones, Oficina Europea de las Naciones Unidas, passim; y 
“The Institucional Treatment of Juvenile Deliquents: A Statement of Policy and Principles of the 





favor y en contra de la despenalización de los menores delincuentes aún se encontraban 
en sus inicios sin demasiada posibilidad de conciliación. En lo que respecta a la 
clasificación y tratamiento de los menores infractores, uno de los mayores adelantos de 
los informes del Congreso de 1955 fue la declaración de la necesidad de un tratamiento 





El segundo de los Congresos sobre prevención del delito y tratamiento efectivo de 
los reclusos, el celebrado en Londres en agosto de 1960, también incluyó dentro de su 
temario principal el asunto concerniente a la delincuencia juvenil, en esta ocasión 
dedicada (Sección I) a los nuevos tipos de delincuencia de menores
2290
, su origen, 





Acerca de la cuestión, como bien anotara Rodríguez Devesa en su artículo sobre 
el II Congreso, la Sección española de la Comisión Jurídica de la Organización 
Internacional Bureau International Catholique de l’enfance, había realizado con 
anterioridad un estudio de las nuevas formas de delincuencia juvenil (redactado por Bau 
Carpi), que fue presentado al Congreso con el nombre de “Le nouvelles formes de la 
                                                                                                                                                                                  
Berkshire Internacional Forum”, en Revista Internacional de Política Criminal, Número 2, julio de 1952, 
pp. 129 y ss. También interesante es el estudio realizado por el Departamento de Asuntos económicos y 
sociales de Naciones Unidas sobre la Prevención de la Delincuencia de menores en determinados países 
de Europa, documento ST/SOA/SD/6, abril, 1955, pp. 47 y ss.; donde se exponen las principales 
tendencias y problemáticas en el tratamiento en las instituciones educativas para menores infractores, 
fundamentalmente caracterizados por el predominio de la prevención especial, el aprendizaje y la 
reeducación/rehabilitación social del menor.   
2289 Como demuestra el informe realizado por la Organización Mundial de la Salud sobre la 
detección del pre-delincuente juvenil, el 17 de agosto de 1955, denominado “Comments on the 
Methodology of Research – A contribution from the World Health Organization to the United Nations 
Congress on the Prevention of Crime and the Treatment of Offenders”. 
2290 Estos nuevos medios de delincuencia juvenil se resumían en el Informe General del Juez de la 
República Federal Alemana, Wolf Middendorff, en: “Delitos contra la propiedad; infracciones de tránsito; 
delincuencia colectiva; pandillas de jóvenes; vandalismo; delincuencia sexual; alcoholismo y 
toxicomanía” (Documento Naciones Unidas A/CONF.17/6 Informe General sobre Nuevas formas de la 
delincuencia de menores: su origen, New York, 1960, pp. 27 y ss.).  
2291 Vid. Documentos Naciones Unidas GEN/5 y GEN/6, Rules of procedure y Organizational 
Matters. London, 1960, p. 4. 





delinquance juvenile. Monographies sur: L’Afrique noire. L’Espagne. Le Vietnam”, 




Al igual que ocurriera en el anterior Congreso, en el celebrado en la capital 
inglesa nuevamente se puso sobre la mesa el asunto de la delimitación del ámbito de la 
delincuencia juvenil
2293
. El eterno debate por la separación entre la protección del 
menor desamparado y la reforma del menor delincuente. Finalmente, parece que un 
concepto restringido de la delincuencia de menores fue el que se concluyó en el 
segundo Congreso
2294
, indicando que sólo deberían ser denominados como delincuentes 
aquellos menores que cometieran una infracción tipificada como delito en los 
ordenamientos jurídicos internos de los países. 
 
Aún a pesar de estar de nuevo centrado en la prevención de la pre-delincuencia, 
más que en la ejecución penal propiamente dicha, los informes del Congreso londinense 
vuelven a tratar la institucionalización en centros de los menores y su tratamiento 
resocializador. 
 
En lo que a tratamiento de los menores infractores se refiere, el informe de la 
Secretaría General de Naciones Unidas indica que por este término debían entenderse 
también las medidas disciplinarias y el castigo, entendiendo que no hay rehabilitación 
                                                             
2292 Vid. Rodríguez Devesa, J.Mª.: “El II Congreso de las Naciones Unidas sobre la prevención del 
delito y el tratamiento del delincuente (Londres, 7-19 de agosto de 1960)”, en Anuario de Derecho Penal 
y Ciencias Penales, Año XVIII, Tomo XIX, Fascículo III, septiembre-diciembre, Madrid, 1966, p. 518. 
2293 Así, por ejemplo, el Informe de Middendorff indicaba que “al querer medir la difusión real de 
la delincuencia de menores en el mundo se tropieza con muchas dificultades. Una de las cuales estriba en 
la multiplicidad de las definiciones de “menor delincuente”. Cfr. Middendorff, W.: “Delitos contra la 
propiedad…” ob. cit., p. 1. Por su parte, el Informe de la Secretaría General de Naciones Unidas sobre las 
Nuevos tipos de delincuencia de menores: su origen, prevención y tratamiento (Documento de Naciones 
Unidas A/CONF.17/7, New York, 1960), insistía en la anterior línea argumental, indicando en su escrito 
que “un programa destinado a la prevención de la delincuencia de menores en cualquier país ha de estar 
determinado, cuanto menos en parte, por un concepto claro y conciso de lo que ella es. Se sugiere que la 
significación del término “menor delincuente” se limite a los jóvenes que han cometido delitos. Por lo 
tanto, las definiciones legales no deberían incluir actos que, aunque indeseables, no constituyan delitos. 
Cabe hacer una distinción entre los menores delincuentes y los jóvenes cuya conducta presenta 
problemas” (p. 57). El II Congreso sobre Prevención del delito y tratamiento del delincuente destacó por 
recomendar servicios especiales de policía para la justicia de menores. Vid. Oficina de Naciones Unidas 
Contra la Droga y el Delito: Congresos de las Naciones Unidas sobre la prevención del delito y el justicia 
penal, 1955-2010. 55 años de logros. United Nations Information Service, Viena, 2010, p. 5. 
2294 Vid. Rodríguez Devesa, J.Mª.: “El II Congreso…” ob. cit., p. 525; en el mismo sentido, Vid. 
Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo… ob. cit., p. 53. 






2295. Dentro de las medidas que podrían considerarse como “de 
castigo”, encontramos las medidas punitivas de privación de libertad o internamiento en 
centros especializados para menores delincuentes. Dentro de esta categoría, el Informe 
ya admitía la necesidad de establecer algunos puntos fundamentales, tales como la 
duración de las medidas. La amplia tradición de indeterminación de las medidas de 
internamiento chocaba directamente contra los nuevos preceptos de la política de los 
Derechos humanos, por lo que coherentemente, la doctrina de Naciones Unidas 
proponía la duración determinada de las medidas, fundamentalmente por el efecto 
positivo que suponía en los internos la idea aproximada de la duración del encierro
2296
.     
 
Según el informe de Middendorff, aunque cada vez se recurre más a los medios de 
tratamiento en régimen abierto
2297
 y a la libertad condicional, el internamiento en 
centros de menores continuaba siendo una de las medidas más importantes utilizadas 
contra la delincuencia juvenil. Entre sus principales problemas se encontraban la 
clasificación y separación de los menores en dichas instituciones
2298
, lo que hoy en día 
sigue constituyendo en España un inconveniente en ciertos casos. 
 
En cuanto a la clasificación de los establecimientos, el informe de Middendorff ya 
indicaba los tres tipos básicos de centros de menores, haciendo ver también la gran 
diversidad de establecimientos dedicados a la misma tarea de reclusión de menores 
infractores: 
 
“Existen establecimientos abiertos y cerrados, establecimiento de tipo semihogar, escuelas mixtas, 
instituciones para delincuentes de cierta edad o cierto tipo, y establecimientos públicos y privados. 
                                                             
2295 Vid. Documento A/CONF.17/7… cit., p. 67. 
2296 Vid. Documento A/CONF.17/7… cit., p. 69.  
2297 Acerca de algunos centros abiertos de menores de la época integrados en el medio social donde 
los jóvenes podían acudir, Vid. Documento de de la Organización Educativa, Científica y Cultural de 
Naciones Unidas A/CONF.17/10, de 10 de junio de 1960, sobre Youth Centres and Maladjustament of 
Youth, pp. 9 y ss. 
2298 Además de este hecho, Middendorff sigue los estudios realizados por Cressey y Tappan sobre 
las instituciones de internamiento de menores infractores en EE.UU., que indican entre otros los 
problemas de institucionalización y dependencia de los menores al verse afectados a un rígido control en 
su vida cotidiana en las instalaciones (excesivo control y poca adecuación a la vida en libertad); los 
problemas derivados de mantener los anticuados métodos disciplinarios de la prisión de adultos, que 
producen una reacción igualmente hostil en el menor internado; por último, la grave falta de instituciones 
especializadas en el tratamiento diferenciado de menores infractores. Al respecto, Vid. Cressey, D.: 
Rehabilitation theory and reality. California Youth Authority Quartely, Sacramento, 1957, pp. 3 y 47; y 
también, Vid. Tappan, P.W.: Juvenile Delinquency. McGraw-Hill, New York, 1949, passim.    





Desde que terminó la segunda guerra mundial, especialmente, ha habido una mayor disposición a 
la creación de centros de tipo abierto. 
(…) 
En los Estados Unidos, y en particular en California, el sistema de establecimientos forestales 
abiertos ha dado excelentes resultados. En estos campamentos se alojan muchachos de diecisiete a 
veintiún años enviados directamente por la “Youth Authority Clinic” después de un proceso de 
diagnóstico y clasificación, o cuando no han podido adaptarse a un programa regular de aprendizaje en 
una escuela correccional, o una vez completado ese programa. En este último caso los campamentos 
forestales sirven como medida de transición previa a la vida en libertad. La misma función desempeñan 
los hogares y albergues que existen en el Reino Unido para los menores que están en un régimen de 
libertad condicional. Francia tiene un sistema de hogares o foyers de semi-liberté. Los hogares sirven para 
facilitar la transición, mientras que los foyers están destinados principalmente a los menores enviados 
directamente por los Tribunales de Menores. 
En la Republica Federal de Alemania existe la “Fliedner-Haus” en Gross-Gerau, que sirve como 
hogar de transición entre la prisión de menores y la vida no vigilada en comunidad”2299.    
 
Otra cuestión importante es la titularidad pública o privada de los centros de 
menores, puesto que mientras que en Alemania la mayor parte de ellos eran propiedad 
del Estado, otros países abogaban por una titularidad eminentemente privada, siendo la 
Iglesia católica, por tradición histórica, la que mantuvo y mantenía la dirección de 
muchos de ellos
2300
. En el caso de España, destaca la declaración realizada en el II 
Congreso por nuestro representante, Ortego Costales, que hacía mención de la 
importancia de la “subsidiariedad de la intervención del Estado”2301. Se planteaba en el 
debate la problemática de la diferencia entre unos y otros centros, discusión que 
actualmente es tema aún sin resolver en nuestra legislación.  
 
El tercero de los Congresos trasladó a los representantes que participaron en él 
hasta Estocolmo, Suecia. El título oficial del Congreso fue el de prevención de la 
delincuencia, e introdujo como novedad el estudio de la llamada delincuencia en los 
jóvenes adultos
2302
.  A pesar de que los límites de edad podían variar de un país a otro, 
se admitió, tal y como indica el pertinente informe de Naciones Unidas, que el periodo 
entre los diecisiete y los veinticuatro años se encontraba dentro del marco de estudio 
                                                             
2299 Cfr. Middendorff, W.: “Delitos contra la propiedad…” ob. cit., pp. 122 y 123. 
2300 Vid. Middendorff, W.: “Delitos contra la propiedad…” ob. cit., p. 124. 
2301 Cfr. Rodríguez Devesa, J.Mª.: “El II Congreso…” ob. cit., p. 524. 
2302 Vid. Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo… ob. cit., p. 53. 





internacional de las cuestiones de política relacionadas con la preparación de los jóvenes 
en el trabajo y para su plena participación en el desarrollo de cada una de las naciones. 
Por otra parte, la línea divisoria entre el menor infractor y el joven adulto normalmente 
venía definida por el límite de edad en el que un individuo se encontraba sujeto a la 
jurisdicción de los Tribunales de Menores
2303
 (que suele situarse en la mayor parte de 
los países en los dieciocho años), y hasta una edad cercana a los veintiún años y hasta 
los veinticuatro o veinticinco años. Como concepto jurídico abstracto, cada país debía 
definir al joven adulto dentro de su particular sistema de justicia, teniendo siempre en 
cuenta factores como la edad, la madurez, la tradición, etc. 
 
Se considera que el tratamiento penal de los jóvenes adultos se encuentra en un 
punto intermedio entre el de los menores y el de los adultos plenamente maduros. Es 
por ello que requiere una atención específica y unas medidas educativas y de protección 
propias, atendiendo a las especiales circunstancias del sujeto infractor. 
 
Dichas medidas específicas propuestas en el III Congreso de las Naciones Unidas 
tenían dos ámbitos fundamentales de actuación: 1) prevención del delito en una franja 
de edad donde se detectaba una gran actividad delictiva (tratamiento extra-





En el segundo de los puntos citados, podemos encontrar dentro del informe de la 
Secretaría de Naciones Unidas la idea de sustitución de la prisión preventiva para este 
colectivo siempre que sea posible, por entenderla nociva para la reforma del 
comportamiento del joven que aún no ha alcanzado el suficiente grado de madurez
2305
, y 
en todo caso, la separación del resto de los presos adultos. 
 
                                                             
2303 Vid. Documento de Trabajo preparado por la Secretaría General de las Naciones Unidas 
A/CONF.26/6, Medidas Especiales y de Prevención para jóvenes adultos, Estocolmo, 1965, p. 1.  
2304 Vid. Documento de Trabajo preparado por la Secretaría General de las Naciones Unidas 
A/CONF.26/6… cit., p. 22. 
2305 Al respecto de las condiciones criminógenas argumentadas en el informe sobre prevención del 
delito en jóvenes adultos, Vid., también el Documento de Trabajo elaborado por la Secretaría General de 
las Naciones Unidas A/CONF.26/4, sobre las Medidas de Lucha contra la Reincidencia (especialmente 
relacionados con las condiciones adversas de la prisión preventiva y con la desigualdad de la 
administración de Justicia), Estocolmo, 1965, passim. 





En el caso de que la detención del joven adulto sea completamente necesaria, ésta 
deberá cumplirse en una institución especial, o cuanto menos, “en una unidad especial 
organizada con ese objeto. Las técnicas de reeducación y los métodos terapéuticos, 
como los consejos de grupo y la terapia de grupo se aplican en las prisiones de menores, 
los centros de condena indeterminada (borstals
2306
), los reformatorios y otras 
instituciones para adultos jóvenes delincuentes”2307. En cualquier caso, parece claro por 
la descripción del texto, que el tratamiento penitenciario que debe inspirar el 
internamiento de estos sujetos es el individualizado, con un carácter de firme disciplina 
y con un fuerte componente reeducativo, en el que predomine la prevención especial. El 
objeto fundamental es que este tratamiento inculque en el joven el sentimiento de 
responsabilidad por el hecho cometido y su posterior reinserción en la comunidad.  
 
Para cumplir con esta finalidad, los centros de menores deberán tener una 
estructura cercana a la de la “comunidad terapéutica”, más flexible y personal que las de 
las grandes instituciones penitenciarias, pero lo suficientemente compleja como para 
permitir la organización de los reclusos en grupos y el establecimiento de los adecuados 
programas de reeducación
2308
. Por otra parte, se plantea la necesidad de las medidas de 
seguridad en grado variable de estos centros especializados, que pueden estar 
vinculados a las propias prisiones como campamentos de jóvenes anexos a las mismas, 
o ser instituciones independientes como centros semiabiertos o colonias agrícolas
2309
. 
En cualquier caso, se mantiene que el elemento del contacto con el medio externo es 
fundamental para el tratamiento de los adultos jóvenes, tanto o más que en el caso de los 
plenamente adultos, sobre todo en lo que al entorno familiar se refiere
2310
.  
                                                             
2306 Ya hemos hablado de manera más concreta en la primera parte de este trabajo sobre el sistema 
de ejecución penal de menores conocido en Inglaterra como Borstal System. No obstante, no podemos 
dejar de mencionar la reseña realizada por Cuello Calón, desde el punto de vista internacional, sobre estos 
reformatorios, en Cuello Calón, C.: “El nuevo Derecho penal juvenil…” ob. cit., pp. 495 y 496.   
2307 Cfr. Documento de Trabajo elaborado por la Secretaría General de las Naciones Unidas 
A/CONF.26/4… cit., p. 26. 
2308 En líneas generales la Secretaria de Naciones Unidas propone instituciones capaces de albergar 
a un máximo de 100 o 150 reclusos. Vid. Documento de Trabajo elaborado por la Secretaría General de 
las Naciones Unidas A/CONF.26/4… cit., p. 27. 
2309 Vid. Documento de Trabajo elaborado por la Secretaría General de las Naciones Unidas 
A/CONF.26/4… cit., p. 28. 
2310 En el informe de la Secretaría se plantean los diferentes sistemas utilizados por los distintos 
países para crear estos vínculos con la comunidad, desde la cercanía de los centros penitenciarios a la 
comunidad frente a la segregación de los de los adultos, hasta los contactos con instituciones educativas y 
sociales de la propia comunidad donde el centro se encuentre integrado, pasando por la figura de un tutor 
en el interior de los centros que haga las veces de “padre o madre” para el joven. Para mayor detalle 





Se entiende, asimismo, que el régimen para los adultos jóvenes debe ser lo más 
progresivo posible, con una pronta liberación condicional, en la que puede servir de 
apoyo el establecimiento de instituciones intermedias tales como centros de presencia 
(Inglaterra), centros de trabajo (Nueva Zelanda), o incluso de beneficencia. El destino 
de tales centros es el de servir de nexo entre la plena libertad y la institución de 
detención, adaptando al joven infractor nuevamente al ámbito social.  
 
El lema del IV Congreso sobre prevención del delito y tratamiento efectivo de los 
reclusos (Kyoto, 1970) fue el de “Delito y desarrollo”. Dentro del programa principal 
del Congreso se encontraban como temas principales la participación del público en la 
prevención del delito y en la lucha contra la delincuencia, y las Reglas Mínimas para el 




La incidencia de los agentes sociales en los programas de prevención del delito, 
sobre todo en aquellos países con mayor grado de desarrollo, se ha mostrado 
fundamental en relación con la delincuencia juvenil. Principalmente, los agentes 
comunitarios que realizan tareas de apoyo educativo en las instituciones de jóvenes han 
demostrado ser determinantes en la lucha contra la reincidencia de esta clase de 




En cuanto al informe sobre las Reglas Mínimas para el tratamiento de los 
reclusos, la Secretaría General realiza una revisión de las mismas, valorando su 
efectividad a la luz de las nuevas problemáticas en el ámbito penitenciario 
internacional
2313
. En dicho informe, realizado en 1970, ya se reconocen como 
                                                                                                                                                                                  
acerca de estos ejemplos, Vid. Documento de Trabajo elaborado por la Secretaría General de las Naciones 
Unidas A/CONF.26/4… cit., pp. 29 y ss. 
2311 Vid. Fourth United Nations Congress on the Prevention of Crime and the Treatment of the 
Offenders, Congress Handbook,  Kyoto, 1970, p. 1; y también, “Quatrème congrès des Nations Unies 
pour la prévention du crime et le traitment des délinquants, Kyoto (Japón), 17-26 août 1970”, en Revista 
Internacional de Política Criminal, Número 2, New York, 1970-71, pp. 217 a 224; también citado en 
Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo… ob. cit., p. 54.  
2312 Sobre estas cuestiones en el marco del IV Congreso de prevención de la delincuencia de 
Kyoto, Vid. Documento de Trabajo realizado por la Secretaria de las Naciones Unidas A/CONF.43/2, 
Participation of the public in the prevention and control of crime and delinquency, New York, 1970, 
passim.  
2313 Como bien explican Bueno Arús y De Miguel Zaragoza en su trabajo sobre el ámbito 
internacional del Derecho penal, a pesar de no ser convenciones internacionales, sino meras 
recomendaciones, la repercusión de las Reglas mínimas para el Tratamiento de los reclusos en la reforma 





prioritarios los esfuerzos por establecer líneas más completas de principios específicos 
para los diferentes tratamientos penitenciarios, entre ellos, la diferenciación y definición 




El lema del V Congreso sobre prevención del delito y tratamiento del delincuente 
celebrado en Ginebra en septiembre de 1975 fue “la prevención del delito y lucha contra 
la delincuencia; el reto del último cuarto de siglo”2315. Bajo este título se escribía un 
programa “poco prolífico en temas de delincuencia juvenil”2316, pero que, sin embargo, 
recogió algunas conclusiones interesantes sobre las reformas de los sistemas de justicia 
penal juvenil de los Estados
2317
. Es el caso de algunas de las discusiones y reuniones 
regionales
2318
, como las celebradas por el Instituto de Prevención del delito y 
tratamiento del delincuente de Naciones Unidas, que tuvieron lugar en Japón, y que 
                                                                                                                                                                                  
de los sistemas penitenciarios de los países miembros a lo largo de la historia prueben su eficacia e 
importancia. Dentro del contenido de estas reglas penitenciarias internacionales, se encuentra la 
administración y características de los centros penitenciarios: condiciones, distribución de los reclusos, 
separación entre jóvenes y adultos, instalaciones, etc. Al respecto, Vid. Bueno Arús, F., y De Miguel 
Zaragoza, J.: Manual de Derecho Penal Internacional. Universidad Pontificia de Comillas, Madrid, 2003, 
p. 49.   
2314 Vid. Documento de la Secretaría de Naciones Unidas A/CONF.43/3, Las Reglas Mínimas 
Uniformes para el Tratamiento de los Reclusos y las Últimas Innovaciones en el Campo Correccional, 
New York, 1970, p. 28. 
2315 Vid. Documento de Naciones Unidas A.CONF.56/INF.2, Organizational Matters, Information 
Note 2, publicada el 28 de septiembre de 1973, p. 4, fue el primer comunicado en el que se introdujo la 
materia imperante en el nuevo Congreso, que en un primer momento iba a celebrarse en Toronto, Canadá.  
2316 Cfr. Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo... ob. cit., p. 54. 
2317 Al respecto, Vid. in extenso, Serrano Gómez, A.: Prevención del delito y tratamiento del 
delincuente (V Congreso Naciones Unidas). Artes Gráficas, CIM., Madrid, 1976, passim. 
2318 Así lo afirma el Documento de las Naciones Unidas A.CONF.56/Misc.1, titulado la Guía para 
las deliberaciones en las reuniones preparatorias regionales del Quinto Congreso de prevención del delito 
y tratamiento del delincuente, Brasil, 1973, p.4. Acerca de las reuniones regionales de la zona asiática 
durante esta época, Vid. el Documento de Naciones Unidas A.CONF.56/BP/1, Informe de la reunión 
preparatoria regional asiática de expertos en prevención del delito y tratamiento del delincuente, de 26 de 
abril de 1974, en el que se explica la problemática mencionada, como es el caso del hacinamiento en los 
centros penitenciarios de los jóvenes presos (dieciséis años en adelante) y el extendido uso del castigo 
corporal como pena alternativa al internamiento en algunos países que carecían de otros sustitutivos de la 
privación de libertad, como era el caso de Irán y Malasia (p. 16). En otros informes regionales, como el 
correspondiente a la zona de Latinoamérica, también se reconocían las graves dificultades para el 
cumplimiento de las Reglas Mínimas para el tratamiento de los reclusos, la escasez de instituciones 
abiertas y la falta de medidas alternativas a la privación de libertad. Al respecto, Vid. Documento de 
Naciones Unidas A.CONF.56/BP/2, Report on the Latin American Regional Preparatory Meetings of 
Experts in Prevention of Crime and the Treatment of the Offenders, publicado el 26 de abril de 1974, 
pp.17-20. En relación con el Report on the European Regional Preparatory Meetings of Experts in 
Prevention of Crime and the Treatment of the Offenders, publicado el 20 de diciembre de 1974 
(Documento de Naciones Unidas A.CONF.56/BP/3), ni en el Report on the African Regional Preparatory 
Meetings of Experts in Prevention of Crime and the Treatment of the Offenders, publicado el 12 de mayo 
de 1975 (Documento de Naciones Unidas A.CONF.56/BP/4) se hace mención expresa a la situación de 
los menores internados. 





contaban la delincuencia juvenil como prioritaria en el estudio de las respuestas 
criminológicas contra las nuevas formas de delincuencia.  
 
Como fruto de los estudios en lo que a ejecución penal se refiere, del V Congreso 
se obtuvieron algunos informes bastante interesantes a nivel institucional. El primero de 
ellos, elaborado por la Secretaría General de Naciones Unidas, ahondó acerca de las 
condiciones y el tratamiento del delincuente en las instituciones de custodia y en 
aquellas de medio abierto en comunidad. Aunque la información contenida en el mismo 
no toca expresamente aquellas instituciones dedicadas al internamiento de los menores 
infractores, sí que indica la reducción de los presos menores de edad bajo penas de 
privación de libertad gracias a la introducción de medidas alternativas a la prisión, como 




Además, en el Informe se recogen las estadísticas acerca del cumplimiento 
efectivo de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los reclusos a nivel 
internacional, de las que se pueden extraer conclusiones sobre la situación de los 
jóvenes en las cárceles durante de década de los años 70 del siglo XX. Así, según indica 
el documento, la aplicación de la Regla 8, correspondiente a la separación por edades de 
los reclusos, presentaba una praxis irregular en muchos (aproximadamente en la mitad 
de los que aprobaron las Reglas
2320
) de los países adscritos a las normas. El tenor del 
documento era el siguiente: 
 
“En algunos casos los detenidos jóvenes se mezclan con los adultos. (…) Un Estado informó 
además que los detenidos acusados de delitos civiles y los detenidos jóvenes, a menos que formulen una 
objeción, trabajan algunas veces en los mismos talleres que los detenidos adultos ya condenados. 
(…) 
                                                             
2319 Vid. Documento de trabajo elaborado por la Secretaria de Naciones Unidas A.CONF.56/6, El 
Tratamiento del Delincuente bajo custodia, o en la Comunidad, con especial referencia a la aplicación de 
las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos aprobadas por las Naciones Unidas, Toronto, 
Canadá, 1975, p. 9.  
2320 Según el cuadro de estadísticas incluido en el Informe, 36 de los países aplicaban de manera 
completa la separación por categorías, 21 la aplicaba parcialmente, y sólo uno no la aplicaba en absoluto. 
En el caso de los Estados federales, 32 la aplicaban de manera completa, 25 parcialmente, 5 parecía 
reconocerla tan sólo en principio y 1 admitía no aplicarla en absoluto. En el Anexo II del documento 
puede verse el desglose de la población reclusa de cada uno de los países participantes en el Cuestionario 
enviado por Naciones Unidas, con un apartado específico acerca de la población de internos menores de 
veintún años de edad. 





Algunos países hablaron de las desviaciones intencionales de la Regla 8. Por ejemplo, algunas 
respuestas indicaban que los delincuentes juveniles son internados con los adultos en casos excepcionales, 
siempre que se considere que estos podrán ejercer una influencia positiva sobre los primeros que 
justifique esta medida. Un país escandinavo mencionó que las actividades previas a la salida que se llevan 
a cabo en las instituciones penitenciarias denominadas locales para preparar a los reclusos a fin de que 
puedan encarar las condiciones externas hacen necesario reunir a los infractores jóvenes y a los adultos y 
minimizar los efectos perniciosos de esa integración”2321.   
 
El coste de la separación de los presos menores de edad y jóvenes y su 
segregación de los centros penitenciarios de adultos no era asumible para todos los 
países firmantes. Por otro lado, el segundo de los problemas fundamentales era el 
tratamiento educativo de los jóvenes internados. En al menos cinco países, se ignoraban 
por completo las recomendaciones de las Reglas, no existiendo programas de 
alfabetización o educativos obligatorios para los jóvenes internados en las cárceles; en 
otras muchas regiones el coste para alcanzar un nivel de atención óptimo no era posible 




En cuanto a las condiciones de los detenidos, los esfuerzos del V Congreso 
derivaron en la redacción de informes acerca del respeto a los Derechos Humanos de los 




El protagonismo de la delincuencia juvenil volvió en el VI Congreso de Naciones 
Unidas, con el título de la Prevención del Delito y la Calidad de Vida
2324
, celebrado en 
Caracas, Venezuela, en 1980
2325
. Entre los logros de este Congreso debe destacarse el 
                                                             
2321 Vid. Documento de trabajo elaborado por la Secretaria de Naciones Unidas A.CONF.56/6… 
ob. cit., pp. 49 y 50.  
2322 Documento de trabajo elaborado por la Secretaria de Naciones Unidas A.CONF.56/6… ob. 
cit., p. 56. 
2323 Al respecto Vid. Documento elaborado por la Secretaría General de Naciones Unidas A/10158, 
Torture and other cruel, inhuman or degrading treatment or punishment in relation to detention and 
imprisonment, publicado el 23 de junio de 1975; y también el documento A.CONF.56/9 elaborado por la 
Organización Mundial de la Salud, Health aspects of avoidable maltreatment of prisoners and detainees, 
Toronto, Canadá, 1975.   
2324 El tema de la delincuencia juvenil fue puesto nuevamente sobre la mesa en el Informe de la 
reunión preparatoria regional europea, recogido en el Documento de Naciones Unidas A/CONF.87/BP.1 
(Vid., en particular, sobre el asunto el párrafo 32 de dicho documento). 
2325 En cuanto a la representación española en el Congreso, debe destacarse que fue el primero tras 
la transición de España del régimen franquista a la democracia, habiéndose establecido un nuevo sistema 
político y jurídico en nuestro país, y la nueva Ley General Penitenciaria. Al respecto, Vid. “Nota 
informativa sobre el VI Congreso de las Naciones Unidas sobre prevención del delito y tratamiento del  





documento de trabajo elaborado por la Secretaría General de Naciones Unidas acerca de 
la Justicia de Menores: antes y después del comienzo de la vida delictiva, en el que se 
trataba la cuestión de modo amplio, desde el punto de vista de la prevención del delito 
como del de la ejecución penal. Mientras que en la primera de estas dos perspectivas se 
tratan temas anteriormente mencionados en el II Congreso, en la segunda parte se 
analizan nuevamente algunos problemas de homogenización de los sistemas de justicia 
juvenil entre los distintos países, la edad mínima para dar comienzo a la responsabilidad 
penal del menor, y los conceptos de delincuencia de menores y menor delincuente, 
término que intenta sustituirse por “menor en situación irregular”2326. 
 
Aunque no se realiza ninguna mención expresa a la problemática de las 
instituciones especiales para menores, el documento admite la gran disparidad de las 
mismas de unos países a otros, adoptando cada Estado instituciones muy diversas. Por 
otro lado, la nueva preocupación surgida debido a las nuevas orientaciones en justicia 
penal de menores (fundamentalmente a raíz de las sentencias estadounidenses del caso 
Gault y el caso Whinsip
2327
), comienza a plantearse la continuidad de los Tribunales de 
Menores como órganos competentes en la materia, replanteándose la filosofía tutelar 
consagrada en la idea del parens patriae (el Estado como sustituto de la autoridad y 




El VII Congreso de Naciones Unidas sobre prevención del delito y tratamiento 
del delincuente se realizó en Italia, Milán, en el año 1985, y fundamentalmente pueden 
atribuírsele dos méritos: nuevos estudios en el ámbito de la prevención de la 
delincuencia juvenil, bajo el estudio realizado por Naciones Unidas sobre Juventud, 
                                                                                                                                                                                  
delincuente”, en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, Año XXXIV, Tomo XXXV, Fascículo I, 
enero-abril, Madrid, 1982, p. 178. 
2326 Sobre la exposición de estas problemáticas, Vid. Documento de trabajo elaborado por la 
Secretaria General de Naciones Unidas A/CONF.87/5, Justicia de Menores: antes y después del comienzo 
de la vida delictiva, Caracas, Venezuela, publicado el 4 de julio de 1980, pp. 22 y ss. También al 
respecto, Vid. Spinellis, C. D.: “Menores expuestos a riesgos sociales”, en Revista Internacional de 
Política Criminal, Nº 39 y 40 (Volumen doble), Naciones Unidas, Nueva York, 1990. 
2327 Vid. 397 U.S. 358, 1970. 
2328 Vid. Documento de trabajo elaborado por la Secretaria General de Naciones Unidas 
A/CONF.87/5… ob. cit., p. 33 y ss. Sobre esta cuestión, también Vid. Sanz Hermida, A.Mª.: El nuevo 
proceso... ob. cit., p. 48. 










Como ha apuntado Vázquez González en su estudio de los Congresos en el 
ámbito de la delincuencia juvenil, la perspectiva de Naciones Unidas sobre la 
prevención de la criminalidad infantil y juvenil se vio ampliada, “al reconocer que la 
prevención de este tipo de delincuencia incluye la protección de los jóvenes 
abandonados o maltratados o que sean víctimas de abusos o estén en circunstancias de 
marginalidad y, en general, de aquellos cuya situación social predispone al delito”2330. 
 
De este modo, las instituciones relacionadas con el fenómeno de la delincuencia 
juvenil mantenían dos tipos de infraestructuras diferenciadas, enmarcadas cada una en 
un modelo de justicia para los menores: justicia social
2331
 y justicia penal juvenil. 
 
A cada una de estas facetas de la prevención y tratamiento de la juventud le 
correspondería lógicamente un tipo de institución, siendo las privativas de libertad las 
propias del modelo de justicia penal y los centros de protección y asistencia social aptas 
para el modelo social
2332
. Ambos modelos, en conjunto, debían conformar, según la 
                                                             
2329 Vid. Documento de Naciones Unidas A/CONF.121/IPM/1, Informe de la Reunión Preparatoria 
Interregional para el Séptimo Congreso sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, 
acerca del Tema IV: Juventud, Crimen y Justicia, publicado el 27 de mayo de 1984; y también Vid. el 
Documento elaborado por la Secretaría General de Naciones Unidas A/CONF.121/14, Youth, Crime and 
Justice - Draft United Nations standard minimum rules for the administration of juvenile justice, 
publicado el 11 de abril de 1985, donde puede verse el embrión de las Reglas de Beijing. 
2330 Vid. Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo... ob. cit., p. 57. 
2331 Según el Documento A/CONF.121/IPM/1 de Naciones Unidas sobre la Reunión preparatoria 
(anteriormente citado), “los participantes hicieron hincapié en la importancia de adoptar medidas globales 
para prevenir el abuso, los malos tratos, y la explotación de los niños dentro y fuera del hogar, así como 
en las instituciones que los acogían. Se tomo nota de que los tribunales solo intervenían cuando se habían 
producido hechos graves, y de que era importante aplicar estrategias preventivas, cuando fuera posible, 
con más anticipación. En algunos casos los tribunales podían acudir a la asistencia de voluntarios para 
incrementar la labor de los profesionales, novedad que debía estimularse, no sólo porque permitía 
ahorrarse recursos, sino también porque alentaba la participación de los miembros de la comunidad en el 
plano social” (p. 14). 
2332 Según el escrito de la Reunión preparatoria del VII Congreso, publicado, como ya hemos 
expuesto, en el Documento A/CONF.121/IPM/1 de Naciones Unidas, estos centros de asistencia ya se 
daban en algunos países industrializados, con buenos resultados en la prevención de la criminalidad 
juvenil. Según el texto citado, “en algunos países se habían establecido centros especiales para la atención 
de los menores de las zonas urbanas más pobladas, donde se había descubierto que tenían importancia 
tanto los recursos materiales como la atención psicológica. Los niños abandonados, explotados, 
descuidados o maltratados corrían un grave riesgo de convertirse en delincuentes, más que aquellos que 
procedían de un entorno familiar normal. Algunos centros de atención de menores hacían hincapié en la 
necesidad de tratar la familia como un todo” (p. 15). 





intención de los miembros reunidos en la reunión internacional, un modelo complejo de 




Siguiendo la estela de su antecesor, el VIII Congreso sobre prevención del delito y 
tratamiento del delincuente, celebrado en Cuba (La Habana), recogió las reflexiones 
plasmadas en las Reglas de Beijing y especializó uno de los puntos de su programa en 
materia penal de menores. El resultado fue la discusión y estudio a nivel internacional 
de la “Prevención de la delincuencia, justicia de menores, y protección de la juventud: 
criterios normativos y orientaciones”. 
 
En la reunión previa a la realización del Congreso, celebrada en Viena en el año 
1988, se dio forma a las Directrices de Riad y también a las Reglas Mínimas para la 
protección de los menores privados de libertad. Estas últimas, ya reflejadas en nuestra 
exposición, surgieron principalmente como “instrumento internacional de derechos 
humanos, que permitía abordar decididamente la cuestión del excesivo recurso a la 
detención de jóvenes y los graves problemas con que se enfrentan cuando están 
privados de libertad y (…), junto con otros instrumentos relativos a la justicia de 
menores, humanizar la administración de justicia. Además, se establecían los principios 
para definir con carácter general las circunstancias específicas en que, como último 
recurso, podía privarse a los menores de su libertad, y se especificaban las condiciones 
                                                             
2333 En el texto publicado del Coloquio de Bellagio, sobre juventud, crimen y justicia, cercano en 
el tiempo al propio Congreso se publicó un escrito sobre los tres modelos imperantes en justicia de 
menores: a) modelo del debido proceso; b) el modelo del bienestar social; y c) el modelo de proceso de 
participación. Según el Documento de la reunión preparatoria del VII Congreso, el primero de los 
modelos se basaba en el concepto de legalidad, la norma de derecho y el concepto procesal de debido 
proceso, cercano, por lo tanto, a un modelo de justicia penal o de responsabilidad; el segundo de los 
modelos, el de bienestar, se basaba en una despenalización absoluta de los menores, dejándolos en manos 
de las autoridades administrativas y servicios de ayuda; por último, el modelo de participación acercaba el 
medio de la comunidad a los menores delincuentes, lo que suponía además una mayor cooperación 
internacional, y bebía, en definitiva, de los dos modelos anteriores al ser perfectamente compatible con 
ambos. De este modo, “se sugirió que el tercer modelo podía resolver la cuestión porque era posible 
administrar con más provecho la justicia de menores en el nivel macro, con mayor participación de los 
ciudadanos en la solución o contención de los conflictos en el plano local, interviniendo al mínimo la 
estructura del poder centralizado del Estado moderno”. Además, en la inteligencia de que en pocos países 
existía una identificación absoluta con uno de los modelos de justicia juvenil, fue necesario buscar “el 
equilibrio entre los tres modelos”, que derivo en la inclusión de elementos de todos en las Reglas mínimas 
para el tratamiento de los jóvenes delincuentes de Beijing (Vid. del Documento citado, p. 16). 





para garantizarles un trato justo y la protección de sus derechos y bienestar 
individuales”2334. 
 
Se completaba, de este modo, el proceso de fermentación que había tenido lugar 
en la primera mitad del siglo XX. Los nuevos modelos de Estado, la formulación de los 
Derechos Humanos y su protección, y los nuevos modelos de justicia penal de menores 
de tinte garantista habían promovido el cambio, haciendo necesario una regulación 
internacional más concreta acerca de la privación de libertad de los menores por la 
comisión de actos delictivos
2335
. El modelo resultante, adoptado por las Naciones 
                                                             
2334 Cfr. Documento de Naciones Unidas A/CONF.144/IPM.3, Informe de la reunión preparatoria 
interregional del VIII Congreso de Prevención del delito y Tratamiento del delincuente, Tema IV: 
Prevención de la delincuencia, justicia de menores, y protección de la juventud: criterios normativos y 
orientaciones, Viena, 18 a 22 de abril de 1988, pp. 42 y 42. 
2335 Al respecto, conviene atender a los diferentes Informes regionales previos a la celebración del 
Congreso, en los que cada una de las zonas geográficas discute la cuestión de la privación de libertad para 
los menores de edad. Así, por ejemplo, la Reunión preparatoria de áfrica para el VIII Congreso de 
Prevención del delito y Tratamiento del delincuente, celebrada en Etiopia, del 5 al 9 de junio de 1989, y 
publicada en el Documento de Naciones Unidas A/CONF.144/RPM.5, admitía el uso de las cárceles de 
adultos indistintamente para la detención de menores infractores (p. 26), y también la inadecuada gestión 
de los recursos para la construcción de programas de prevención e instalaciones para los menores 
infractores (p. 28). El Informe de la Reunión preparatoria regional de Asia Occidental, celebrada en El 
Cairo ,y publicado el 7 de agosto de 1989, en el Documento A/CONF.144/RPM.4, también enfocó su 
discurso sobre el asunto de los recursos, indicándose la necesidad de una cooperación financiera 
internacional para la mejora de las instalaciones y programas de prevención e internamiento de menores 
infractores. El Informe también indica que la prevención es preferible al tratamiento, intentando limitar la 
estigmatización de los menores, y reducir al mínimo posible el internamiento de los mismos (pp. 22 y ss.). 
Por su parte, el Informe de la reunión preparatoria de la región de Latinoamérica, celebrada en San José 
(Costa Rica), del 8 al 11 de mayo, y publicado el 25 de agosto de 1989 (Documento de Naciones Unidas 
A/CONF.144/RPM.3) señaló que los documentos de las Directrices de Riad y Reglas mínimas para la 
protección de los menores privados de libertad, “culminaban un largo proceso de evolución a favor del 
reconocimiento de los derechos y garantías fundamentales de los niños y jóvenes” (p. 27). No se 
pronunciaba acerca de las instituciones penitenciarias de los menores, ni sobre la situación de los menores 
detenidos, centrándose en la problemática de la protección del abandono y desamparo de los menores. La 
región europea indicó que el acercamiento al estudio de la protección de los menores privados de libertad 
podía abordarse desde dos criterios diferenciados: “según el primero de ellos, que se refleja en el proyecto 
que la Reunión tenía antes sí, las Reglas tenían que tratar de abordar todas las cuestiones relativas a la 
situación en la que se encontraban los menores privados de libertad. Según el segundo criterio, las Reglas 
deberían ser concisas, centrándose en áreas claves de preocupación, en particular las que no estaban ya en 
el ámbito de las normas existentes de las Naciones Unidas”, como las Reglas de Beijing. Al respecto, 
algunos países nórdicos redactaron un proyecto de normas más resumido, que se adjuntó al Informe como 
Anexo III (Vid. Informe de la reunión preparatoria regional europea para el VIII Congreso de Prevención 
del delito y Tratamiento del delincuente, celebrada en Helsinki, 24 al 28 de abril de 1989, y publicado en 
el Documento de Naciones Unidas A/CONF.144/RPM.2, con fecha 14 de junio de 1989, pp. 22 y ss., y 
también Anexo III del Documento). Por último, la región asiática y del Pacífico, enmendó el texto de las 
Reglas Mínimas, al considerar que éstas, a pesar de su buena intención e importancia, no tenían en cuenta 
la problemática de algunos países para su efectiva aplicación y dotación de recursos. Por otra parte, los 
asistentes a la reunión se mostraron de acuerdo con el principio básico que de las mismas se destilaba: “la 
privación de libertad debía producirse en condiciones y circunstancias que garantizaran el respeto a la 
dignidad humana de los menores y había que hacer todo lo posible por reducir al mínimo los efectos 
perjudiciales del encarcelamiento. La finalidad de las Reglas debía consistir en proporcionar una rápida 





Unidas, intentó aunar la responsabilidad del menor con su protección. No cabe duda que 
la influencia de las garantías del derecho penitenciario de los países más desarrollados 
dejaron su huella en la formulación de las Reglas Mínimas para la protección de los 
menores privados de libertad, produciéndose además una evolución (a modo de 
especialización), de modo que, independientemente de la institución que recogiera a los 
menores internados (cárcel, reformatorio, centro de menores, calabozo de la policía o 
prisión), “deberían aplicarse estrictamente unos principios básicos. (…) Las 
instalaciones para menores no deberían ser una réplica de las instalaciones para adultos, 
sino que deberían adaptarse específicamente a los menores. Deberían ser diferentes, 
tanto en su diseño físico, como en sus enfoques, objetivos y programas aplicados, y 
debería prestarse atención a los contactos continuos, con la participación de toda la 
comunidad en el bienestar de los menores”2336. Surge, por lo tanto, el reconocimiento 
internacional de la diferenciación entre instituciones de reforma de menores y centros 
penitenciarios de adultos.  
 
En cuanto al alcance de las Reglas Mínimas de protección de los menores 
privados de libertad y su importancia dentro del estudio de las instituciones 
penitenciarias para menores infractores, el Informe de la Secretaría General de 
Naciones Unidas, acerca de la prevención de la delincuencia juvenil advierte de los 
principales obstáculos para la formulación de adecuados instrumentos de ejecución 
penal para menores de edad. Así, los principales problemas pueden quedar resumidos 
en: “insuficiencia de los recursos asignados a los establecimientos y al tratamiento 
destinado a los jóvenes privados de su libertad; (…) la mayoría de los jóvenes reclusos 
proceden de sectores menos favorecidos; muchos regímenes penales no están 
consiguiendo el objeto de rehabilitar a los delincuentes juveniles, sobre todo a los más 
                                                                                                                                                                                  
referencia, un estimulo y una orientación para los profesionales que trabajan en el sistema de justicia, 
dejando en claro que tenían por objeto establecer normas mínimas aceptadas por las Naciones Unidas 
para protección de los menores, de conformidad con las condiciones económicas, sociales, políticas y 
culturales de cada país. (…) En consecuencia, las Reglas deben fijar unas normas generales que se han de 
observar en lo referente a los derechos de los menores y a la administración de establecimientos de 
detención de esos menores, con respecto a la atención médica, la educación, la formación profesional, el 
trabajo, el esparcimiento, las prácticas religiosas, el contacto con la comunidad exterior, las visitas 
familiares, el ambiente físico y el alojamiento”. Cfr. Informe de la reunión preparatoria de la región de 
Asía y el Pacífico para el VIII Congreso de Prevención de la delincuencia y Tratamiento del delincuente, 
celebrada en Bangkok, del 10 a 14 de abril de 1989, publicada el 16 de mayo de 1989 en el Documento de 
las Naciones Unidas A/CONF.144/RPM.1, pp. 28 y 29. 
2336 Cfr. Documento de Naciones Unidas A/CONF.144/IPM.3… ob. cit., pp. 43 y 44. 





jóvenes; y el hacinamiento crónico de los establecimientos, destinado a los jóvenes es 
un problema generalizado”2337. Sin lugar a dudas, algunos de estos problemas continúan 
en nuestra actualidad legislativa, como el de los recursos destinados a los 
establecimientos penitenciarios de menores. En nuestra actual legislación, los 
presupuestos para estos centros de menores dependen en gran medida de partidas 
presupuestarias privadas, y existen diferencias de financiación entre las distintas 
CC.AA.  
 
Acerca del alcance de las Reglas mínimas y su contenido, en principio, como ya 
hemos expuesto supra, estas comprenden todo tipo de detención o privación de libertad 
y toda clase de establecimiento, y también abarcan de forma muy detallada todas las 
consideraciones administrativas de los centros de menores
2338
: clasificación y 
asignación; registro; ambiente físico; atención médica; religión; etc. Pero, además de 
confeccionar esta útil guía penitenciaria, el estudio de las Reglas mínimas de protección 
de los menores privados de libertad supuso el reconocimiento de sus derechos, como 
consecuencia, el inicio de una política criminal basada en la seguridad jurídica, ahora 
en lucha contra la discrecionalidad y arbitrariedad que siempre ha caracterizado la 




Otra de las conclusiones importantísimas que destacábamos acerca de las Reglas 
para la protección de los menores privados de libertad fue la introducción de las 
instituciones abiertas. En este sentido, el Informe no podría ser más congruente con la 
política penitenciaria que, durante la segunda mitad del siglo XX, caracterizó a muchos 
de los países desarrollados. La influencia de las nuevas orientaciones penitenciarias es 
                                                             
2337 Cfr. Documento de trabajo elaborado por la Secretaría General de Naciones Unidas 
A/CONF.144/16, Prevención de la Delincuencia, justicia juvenil y la protección de los jóvenes: criterios 
normativos y orientaciones, La Habana, Cuba, 2 de julio de 1990, p. 21. 
2338 Vid. Documento de trabajo elaborado por la Secretaría General de Naciones Unidas 
A/CONF.144/16… cit., p. 22. 
2339 Así lo expresa el documento de trabajo, denunciando que “en varios países, paralelamente a las 
amplias facultades discrecionales otorgadas a los jueces en el marco de la justicia de menores, los 
encargados de aplicar las medidas impuestas por los jueces, también reciben generalmente las facultades 
más amplias posibles sobre las vidas de las personas privadas de libertad. Esto puede ser ocasión de que 
se infrinjan los Derechos Humanos de los menores internados en los establecimientos, así como los de sus 
padres y familiares, por parte del propio sistema de justicia de menores. Las nuevas Reglas deben facilitar 
una respuesta más adecuada a este grave problema, pues están destinadas a servir como una pauta 
conveniente que han de aplicar los profesionales que intervienen en la administración de los centros de 
menores”. Cfr. Documento de trabajo elaborado por la Secretaría General de Naciones Unidas 
A/CONF.144/16… cit., p. 23. 





directa: “los experimentos realizados en muchos países de Europa occidental muestran 
que un sistema penitenciario más abierto, con recursos humanos y técnicos adecuados, 
no da resultados negativos”2340. De la misma manera, la finalidad de la privación de 
libertad como consecuencia del delito se consagra en la de prevención especial y 





En cuanto a las instalaciones de internamiento, debe destacarse también la síntesis 
realizada por la Secretaría General de Naciones Unidas, en su estudio sobre la 
aplicación de las Reglas mínimas para la administración de justicia a los menores de 
edad, en el que pueden encontrarse referencias a las instituciones de cada uno de los 
países. Entre ellas, algunas resaltan positivamente, como las llamadas “escuelas de 
conducta” cubanas, que se identifican con un sistema educativo más que punitivo de 
evaluación y tratamiento; o la introducción de un “complejo” o departamento para 
jóvenes delincuentes en Kuwait
2342
; mientras que otras destacan por la inobservancia de 
las Reglas de Beijing, como es el caso de Indonesia, donde las instalaciones 




El IX Congreso de Prevención del delito y Tratamiento de los delincuentes centró 
su atención en dos puntos fundamentales: los delitos en áreas urbanas
2344
 y la 
delincuencia juvenil; y el menor como parte en el proceso penal
2345
.    
 
                                                             
2340 Cfr. Documento de trabajo elaborado por la Secretaría General de Naciones Unidas 
A/CONF.144/16… cit., p. 24. 
2341 Acerca de los fines de la pena a nivel Internacional, Vid. Kai, A., y Steiner, C.: “Sobre los fines 
de la pena a nivel nacional y supranacional”, en Kai, A.: Temas de Derecho penal Internacional y 
Europeo. Marcial Pons, Madrid-Barcelona, 2006, p. 71 y ss., donde se indica claramente el rechazo de la 
comunidad internacional de la pena como mera retribución o venganza. 
2342 Este “complejo”, constaba de un Tribunal de Menores, una oficina Fiscal especializada para 
menores, policía de menores y el departamento de atención a menores, que albergaba talleres de 
formación, instalaciones deportivas, instalaciones sanitarias y educativas. Además de estas instalaciones, 
también disponía de otras edificaciones “extrasede” conectadas con el departamento de atención de 
menores. 
2343 Vid. Informe elaborado por la Secretaría General de Naciones Unidas, publicado en el 
Documento  A/CONF.144/4, sobre Prevención de la delincuencia juvenil, Justicia de Menores y 
Protección de la Juventud: Criterios Normativos y Orientaciones: Aplicación de las Reglas Mínimas para 
la administración de Justicia de menores, La Habana, Cuba, 7 de mayo de 1990, p. 17. 
2344 Al respecto, Vid. Documentos A/CONF.169/11, A/CONF.169/10, y A/CONF.169/9, 
elaborados por la Secretaría General de las Naciones Unidas, con fechas 20 y 21 de febrero de 1995, y 13 
de abril de 1995 respectivamente.  
2345 Vid. Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo… ob. cit., p. 59. 





El Congreso parte de la preocupación por el aumento de la delincuencia juvenil en 
muchos de los países integrantes, aumentándose el número de casos denunciados, 
disminuyendo por el contrario la edad de los delincuentes, y siendo la gravedad de los 
delitos cometidos muy amplia, desde el hurto hasta el asesinato
2346
. Estos hechos, 
unidos a la nueva concepción de los sistemas de justicia de menores basados en la 
responsabilidad, había hecho que en muchos de los ordenamientos penales la 
rehabilitación del menor infractor haya pasado a un segundo plano, tomando un mayor 




El escrito de Naciones Unidas no sólo partía de estos estudios y las conclusiones 
obtenidas en las reuniones preparatorias regionales
2348
, sino que también partía de la 
base del Informe presentado a la Secretaría General de la Reunión de un grupo de 
expertos sobre niños y menores detenidos y la aplicación de las normas de derechos 
humanos, celebrado en  Viena, 30 de octubre a 4 de noviembre de 1994. En dicha 
reunión se había puesto sobre la mesa diversos temas relacionados con la situación 
irregular de los menores en algunas regiones del mundo, pero también hacía referencia a 
                                                             
2346 Vid. Documento de trabajo elaborado por la Secretaría General de Naciones Unidas 
A/CONF.169/7, Estrategias para la Prevención del delito, en particular en relación con la delincuencia en 
zonas urbanas y la delincuencia juvenil y de carácter violento, incluida la cuestión de las víctimas: 
evaluación y nuevas perspectivas, publicado el 24 de enero de 1995, p. 17.  
2347 Los estudios realizados durante los años 90 demostraban una tendencia a establecer modelos 
de justicia juvenil cada vez más tendentes a considerar como responsables a los menores. Al respecto, 
Vid. Field, B.C.: “Criminalizing the Juvenile Court: a research agenda for the 1990s”, en Schwartz, I. 
(Ed.): Juvenile Justice and Public Policy: Toward a National Agenda. Macmillan, New York, 1992, 
passim.   
2348 Para conocer el contenido de estos informes sobre delincuencia juvenil, Vid. Documento de 
Naciones Unidas A/CONF.169/RPM.5, Informe de la reunión preparatoria regional de Asia Occidental 
para el IX Congreso de Naciones Unidas sobre Prevención del delito y Tratamiento del delincuente, 5 de 
abril de 1994, pp. 23 y ss.; Documento de Naciones Unidas A/CONF.169/RPM.4, Informe de la reunión 
preparatoria regional de Latinoamérica para el IX Congreso de Naciones Unidas sobre Prevención del 
delito y Tratamiento del delincuente, 25 de marzo de 1994, p. 22; Vid. Documento de Naciones Unidas 
A/CONF.169/RPM.5, Informe de la reunión preparatoria regional de Europa para el IX Congreso de 
Naciones Unidas sobre Prevención del delito y Tratamiento del delincuente, 10 de marzo de 1994, pp. 25 
y ss.; y también, Vid. Documento de Naciones Unidas A/CONF.169/RPM.2, Informe de la reunión 
preparatoria regional de África para el IX Congreso de Naciones Unidas sobre Prevención del delito y 
Tratamiento del delincuente, 24 de febrero de 1994, p. 32, donde se destaca la importancia del elemento 
educativo no sólo en la prevención pre-delictual, sino también como elemento disuasorio de la 
reincidencia; y, por último, Vid. Documento de Naciones Unidas A/CONF.169/RPM.1/Rev.1, Informe de 
la reunión preparatoria regional de Asia Oriental para el IX Congreso de Naciones Unidas sobre 
Prevención del delito y Tratamiento del delincuente, 24 de febrero de 1994, pp. 24 y 25, donde se 
indicaba que “con relación a los delitos y a la delincuencia juveniles, las medidas deberían tener por 
objeto un fortalecimiento de la capacidad de los organismos gubernamentales y del sistema de justicia 
penal para responder de forma eficaz”; igualmente se hacía hincapié en la rehabilitación del menor 
internado y se destacaba la necesidad de una mayor cooperación internacional en materia de justicia penal 
juvenil, sobre todo en lo tocante al intercambio de información entre los diferente países. 





los menores privados de libertad y la aplicación de las normas internacionales en la 
materia. Sobre estos temas, se volvía a poner de manifiesto el incumplimiento de 
algunas de las recomendaciones implícitas en la Convención de los Derechos del Niño, 
las Reglas de Beijing, las Directrices de Riad y en las Reglas mínimas de protección de 
los menores privados de libertad. En particular -expone el texto que recoge la reunión- 
“algunos jueces seguían considerando la detención temporal como una forma no 
declarada de castigo leve. Las estructuras de tratamiento institucional parecían carecer 
de los servicios de rehabilitación necesarios. Del mismo modo, tampoco era frecuente 
que se adoptaran medidas de separación de menores y adultos en las instituciones 
penitenciarias”2349. Además de ello, en la reunión se trató el tema de la privación de 
libertad de los menores infractores desde el punto de vista de sus derechos 
fundamentales como reclusos, como ciudadanos y, en definitiva como personas
2350
. 
Desde esta perspectiva, la Convención de los Derechos del Niño debe ser el eje sobre el 




No por ello, las conclusiones a las que llega el estudio se olvidan de la necesidad 
de rehabilitación del menor infractor. El documento de trabajo mantiene una postura 
que aboga por la clasificación efectiva e individualizada de los menores infractores, 
indicando que “tal vez se requiera una clasificación adecuada de los menores, tanto con 
miras a compaginar las necesidades de los servicios destinadas como para decidir, en 
función de una evaluación del riesgo, si un menor debe ser asignado a un programa en 
régimen de internado o de externado, y si hay necesidad de privarlo de libertad o de 
                                                             
2349 Cfr. Informe presentado por el Secretario General en aplicación de la resolución 1993/80 de la 
Comisión de Derechos Humanos de la Reunión de un grupo de expertos sobre niños y menores detenidos: 
aplicación de las normas de derechos humanos, celebrada en Viena, con fecha 30 de octubre a 4 de 
noviembre de 1994, Documento E/CN.4/1995/100, publicado el 16 de diciembre de 1994, p. 13.  
2350 En este sentido, “los participantes convinieron asimismo en que al tratar de promover el 
bienestar del niño, los Estados no deberían centrarse en los "mejores intereses" del niño sino en sus 
"derechos". El concepto de "intereses" era demasiado vago y subjetivo y daba lugar a abusos y 
manipulaciones en función de otros intereses, lo cual engendraba una mayor explotación”. Lo que sitúa el 
debate de la reunión en el marco de los Derechos Humanos y de los modelos de justicia juvenil en los que 
el menor es tratado como un individuo sometido a todas las garantías del proceso penal. Cfr. Documento 
E/CN.4/1995/100, publicado el 16 de diciembre de 1994, p. 14. 
2351 Es por ello que entre sus recomendaciones, la reunión de expertos exhorta a la transposición y 
aceptación de la Convención a aquellos países que aún no la hayan ratificado. Asimismo, las normas 
internacionales relacionadas con las condiciones de los menores privados de libertad, como las Reglas de 
Beijing y las Reglas mínimas de protección de los menores privados de libertad también debían ser 
ratificadas y puestas en práctica por los Estados, con el objetivo de construir una base sólida para un buen 
sistema de justicia juvenil. Vid. Documento E/CN.4/1995/100, publicado el 16 de diciembre de 1994, pp. 
21 y 22. 





mantenerlo bajo intensa supervisión, pero sin excluirlo de la comunidad”2352. Es por ello 
que, nuevamente, se apuesta, desde el marco internacional, por la 
desinstitucionalización absoluta del menor. Se recomiendan las instituciones 
intermedias, como los centros abiertos y los integrados en la comunidad, el contacto 
continuado con personal especializado en dichos centros y una vinculación continua a 




Para el cumplimiento de estos objetivos, es importante tener en cuenta las 
posibilidades que la cooperación internacional ofrece como medio de control e 





No se encontraba entre los temas principales del X Congreso sobre Prevención del 
delito y Tratamiento del delincuente, celebrado en Viena en el año 2000, la 
problemática de la ejecución penal en menores infractores
2355
. En lo relativo a 
delincuencia de menores, encontramos tan sólo la mención a la prevención del delito 
juvenil en el ámbito de la comunidad. Tal y como resume Vázquez González, las 
instituciones de prevención de la delincuencia juvenil quedan recogidas en el Informe 





1. Para menores de seis años de edad: control a través de las visitas a los hogares y 
una mejor programación preescolar. 
                                                             
2352 Cfr. Documento de trabajo elaborado por la Secretaría General de Naciones Unidas 
A/CONF.169/7… cit., p. 21. 
2353 Cfr. Documento de trabajo elaborado por la Secretaría General de Naciones Unidas 
A/CONF.169/7… cit., pp. 21 y 22. 
2354 Sobre la cuestión, la reunión de expertos se pronunciaba elevando su voz a favor de esta clase 
de mecanismos de inspección para las instituciones penitenciarias donde los menores se encontraran 
internados. Entre sus recomendaciones encontramos la siguiente cita: “Exhortamos a la Comisión de 
Prevención del Delito y Justicia Penal, a la Comisión de Derechos Humanos, por conducto de sus 
mecanismos pertinentes, y al Comité de los Derechos del Niño a que organicen con periodicidad misiones 
conjuntas de visita a los centros en donde se prive a menores de su libertad o se les impongan otras 
restricciones. A este respecto, invitamos al Secretario General a que facilite los medios necesarios para 
organizar y llevar a cabo con eficacia esas misiones y darles el oportuno seguimiento”. Cfr. Documento 
E/CN.4/1995/100, publicado el 16 de diciembre de 1994, p. 25. 
2355 No obstante, dentro del tema sustantivo IV del X Congreso, correspondiente a  
2356 Vid. Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo... ob. cit., pp. 62 y 63.  





2. Para menores de siete hasta doce años de edad: programas de protección para 
los menores en situación de riesgo social. 
 
3. Para menores de trece hasta dieciocho años: programas basados en el fomento 
de la responsabilidad. Estas estrategias se concatenan con la dirección de los sistemas 
penales juveniles orientados al trabajo de la madurez del menor infractor para generar 
una conciencia sobre los actos cometidos
2357
.   
 
Las preocupaciones sobre terrorismo, nuevos delitos informáticos, y el refuerzo de 
la cooperación internacional en materia de prevención de la delincuencia, también 
eclipsaron los estudios acerca de las instituciones de Derecho penal de menores en la 
celebración del XI Congreso, celebrado en Bangkok (Tailandia), del 15 al 28 de abril de 
2005. A pesar de ello, las instituciones penitenciarias de menores tuvieron su mención 




En lo referente a menores en situación de privación de libertad, reitera el Informe 
final del XI Congreso la necesidad de establecer “medidas sustitutivas del  
encarcelamiento, entre ellas, los programas de remisión y la promoción del servicio a la 
                                                             
2357 Este es el sentido que nuestra legislación ha intentado inculcar en la redacción de la LORRPM. 
Un ejemplo de ello es la inclusión de medidas tendentes a la reparación del daño causado y la 
conciliación con las víctimas. En su Exposición de Motivos, III. 15, párrafo segundo, al hablar de la 
medida de trabajos en beneficio de la comunidad puede leerse, que “lo característico de esta medida es 
que el menor ha de comprender, durante su realización, que la colectividad o determinadas personas han 
sufrido de modo injustificado unas consecuencias negativas derivadas de su conducta. Se pretende que el 
sujeto comprenda que actuó de modo incorrecto, que merece el reproche formal de la sociedad, y que la 
prestación de los trabajos que se le exigen es un acto de reparación justo”. En el caso del internamiento, 
queda claro, en la descripción de la medida más restrictiva en régimen cerrado, que uno de los objetivos 
principales de la privación de libertad del menor por la comisión de acciones delictivas es la de crear en el 
menor una conducta responsable dentro de la comunidad. El X Congreso también trató la cuestión de la 
víctima frente al ofensor, un asunto en ocasiones olvidado en el ámbito del Derecho penal, las nuevas 
tendencias a favor de la victimología como objeto de estudio fueron recogidas en el Documento de 
Naciones Unidas A/CONF.187/8, elaborado por la Secretaría General de Naciones Unidas, y titulado 
Offenders and victims: accountability and fairness in the criminal justice process, que fue publicado el 15 
de diciembre de 1999. 
2358 En dicha declaración se dispone en su punto 33 el siguiente compromiso de los Estados 
miembros de Naciones Unidas: “Afirmamos nuestra determinación de prestar particular atención a la 
justicia de menores. Examinaremos formas de garantizar la prestación de servicios a los niños que son 
víctimas de delitos y a los niños en conflicto con la ley, especialmente los privados de libertad, y de 
asegurar que esos servicios tengan en cuenta el género, las circunstancias sociales y las necesidades de 
desarrollo de esos niños, así como las reglas y normas pertinentes de las Naciones Unidas, según 
corresponda”. Al respecto, también Vid. Documento de Naciones Unidas A/CONF.203, de 11 de febrero 
de 2003. 





comunidad, en particular en relación con los menores y los niños”2359. La separación de 
los menores internados de los adultos en los centros penitenciarios, y el hacinamiento de 
estos en algunos países, continúa siendo uno de los principales problemas a los que se 
enfrentan los Estados en sus discusiones. La efectiva clasificación de los menores 
internos en centros y los recursos destinados a las instituciones penitenciarias de 
menores, junto con los programas de rehabilitación, parecen ser las siguientes 
cuestiones principales aún por resolver. 
 
La conclusión sobre estas cuestiones, y también acerca de la influencia y alcance 
de las normas sobre justicia de menores surgidas en el ámbito internacional, fue 
discutida en la reunión. El resultado fue expresado en el Informe final, como sigue: 
 
“Varios oradores indicaron que en sus países se había establecido un sistema separado de 
administración de justicia de menores o se había mejorado el que existía, de conformidad con las reglas y 
normas internacionales. Eso se había logrado mediante reformas legislativas, el establecimiento de 
centros de rehabilitación especializados que impartían educación y formación profesional, instalaciones 
recreativas y deportivas y la formación de personal especializado, como magistrados, asistentes sociales, 
agentes de libertad condicional y el personal penitenciario. Algunos oradores expresaron preocupación 
por la gran cantidad de niños que aún se encontraban detenidos, la mayoría de ellos en custodia policial y 
en lugares de detención preventiva. Otros se refirieron a las ventajas de recurrir a otras opciones que no 
fueran el sistema de justicia penal, a sanciones alternativas y a prácticas de justicia restaurativa en el caso 
de los niños que tuviesen problemas con la ley, y dieron ejemplos de prácticas óptimas en la materia”2360. 
 
La especialización de la justicia penal e instituciones de encierro para menores 
infractores se consagra en cada vez más países bajo los estandartes de la prevención 




                                                             
2359 Cfr. Documento de Naciones Unidas A/CONF.203/18, titulado Informe sobre el XI Congreso 
de Prevención del delito y Justicia Penal, publicado el 17 de mayo de 2005, p. 31. 
2360 Cfr. Documento de Naciones Unidas A/CONF.203/18… cit., p. 60. 
2361 Curiosamente, a pesar de la poca especialización de los temas del XI Congreso sobre 
Prevención del delito y Tratamiento del delincuente en materia de menores infractores, el Informe final 
del mismo (el citado Documento A/CONF.203/18) reconoce que la delincuencia de menores se encuentra 
entre las “esferas claves de la reforma” (p. 71); asimismo, cabe destacar la introducción de nuevos 
códigos de justicia juvenil en los países de América Latina, lo que supone una asimilación de la 
normativa internacional y el resultado de un proceso de especialización en materia penal y penitenciaria 
para los menores infractores (p. 74). 





Por último, el XII Congreso sobre Prevención del delito y Justicia penal 
celebrado recientemente en Brasil, del 12 al 19 de abril de 2010, ha tenido como 
temática principal “las estrategias integrales para los desafíos globales: la prevención 
del delito y los sistemas de justicia penal y su desarrollo en un mundo cambiante”. 
Dentro de esta agenda, una de las prioridades de los estudios del Congreso fue la 




Nuevamente, nos encontramos con una aproximación bidireccional, unida 
históricamente al tratamiento jurídico del menor: protección y reforma. Los textos del 
nuevo encuentro entre países centran su atención en aquellos delitos que tienen a los 
menores como víctimas (trata de menores, delitos sexuales, etc.); la eliminación de las 
principales causas de delincuencia infantil (pobreza, desamparo, abandono social, etc.); 
y, finalmente, la privación de libertad como consecuencia de la comisión de actos 
delictivos por parte de los menores. También de nuevo, la principal preocupación es 
conseguir los efectos de reinserción deseados y la reducción del encarcelamiento de los 
menores de dieciocho años
2363
. 
                                                             
2362 La temática del XII Congreso de Prevención del delito y Justicia penal fue aprobada por la 
Asamblea General de Naciones Unidas mediante Resolución 63/193, de 24 de febrero de 2009 
(Documento de Naciones Unidas A/RES/63/193). 
2363 En los Informes previos encontramos algunas de estas consideraciones. Así, por ejemplo, el 
Informe de la Reunión Preparatoria Regional de África de la XII Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención del Delito y Justicia Penal, celebrado en Nairobi del 8 al 10 septiembre de 2009 (publicado en 
el Documento de Naciones Unidas A/CONF.213/RPM.4/1, de 24 de febrero de 2010), reconocía la 
importancia de respetar la edad mínima a partir de la cual el menor pueda ser detenido, e indicaba que 
“las respuestas de la justicia penal a la delincuencia juvenil debe tener por objeto la rehabilitación 
apropiada de los jóvenes y su reinserción en la sociedad” (p. 4). Por su parte, el Documento 
A/CONF.213/RPM.1/1, de 26 de mayo de 2009, que contiene el Informe de la Reunión Preparatoria 
Regional de América Latina y el Caribe de la XII Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del 
Delito y Justicia Penal, celebrado en San José, del 25 a 27 mayo 2009, también exponía la necesidad de 
“reducir la utilización y la duración de la detención y de la pena de prisión en el caso de los jóvenes, 
especialmente la detención preventiva, promover la remisión de los delincuentes jóvenes a servicios 
ajenos al sistema de justicia penal y fomentar la adopción de procesos de justicia restaurativa y de 
medidas sustitutivas de la detención” (p. 7). En la misma línea se encuentra el Informe de la Reunión 
Preparatoria Regional de Asia Occidental de la XII Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención 
del Delito y Justicia Penal, publicado en el Documento de Naciones Unidas A/CONF.213/RPM.2/1, de 12 
de junio de 2009, en el que se recomienda “una aplicación más amplia de las penas alternativas a la 
privación de libertad. En general se consideró que la respuesta de la justicia penal en esta  materia debería 
prever una rehabilitación adecuada de los menores y su reinserción en la sociedad” (p. 6). También el 
Informe de la región Asiática y del Pacífico (Documento A/CONF.213/RPM.3/1, de 8 de septiembre de 
2009), se decantó por la prevención, indicando además la importancia del establecimiento de una red 
internacional de información (p. 4). Muy interesante al respecto, es el informe realizado por Manfred 
Nowak, “Relator Especial” del Consejo de Derechos Humanos, en 2009, en el que se informaba sobre la 
situación irregular de muchos niños privados de libertad en muchos países en los que aún no se respetaba 
lo dispuesto en las normas internacionales. Al respecto, Vid. A/64/215 y Corr.1, de 3 de agosto de 2009, 
pp. 18 y ss. A modo de síntesis, destacamos la siguiente cita, correspondiente al párrafo 63 del Informe: 





La importancia de los Congresos ha quedado demostrada gracias a las 
repercusiones que estos han tenido en los sistemas de justicia penal de los países 
miembros. Además de ello, “En la actualidad los congresos tienen una importancia 
decisiva, dado que la globalización de muchos problemas contemporáneos, incluida la 
delincuencia, ha transformado en prioridad urgente la colaboración internacional”2364. 
 
3.1.8. Las Resoluciones del Consejo Económico y Social de Naciones Unidas 
(1996-2010): Administración de la Justicia Juvenil internacional.  
 
Otro de los organismos que ha tenido gran relevancia a nivel internacional, en el 
tratamiento penal de los menores infractores, ha sido el Consejo Económico y Social de 
Naciones Unidas, constituido para asistir a la Asamblea General de Naciones Unidas en 
aquellos temas relacionados con la cooperación al desarrollo económico y social 
internacional.  
 
La primera de las resoluciones con relevancia legislativa emanada de esta 
institución fue la Resolución 1996/13, de 23 de Julio de 1996. Con una fuerte influencia 
de la Comisión de los Derechos Humanos
2365
 y las conclusiones del VII Congreso de 
Prevención del delito y Tratamiento del delincuente, tal resolución se encaminaba a la 
implantación en el seno de la normativa internacional de un programa de acción sobre 
justicia de menores
2366
.   
 
Esta intención quedaría consagrada con la publicación de las denominadas 
Directrices de Acción del sistema de justicia penal aplicables a la infancia, de 1997 
                                                                                                                                                                                  
“En muchos países el sistema de justicia de menores, si lo hay, es rudimentario y no cumple las normas 
de derechos humanos. En la mayoría de los casos, las intervenciones extrajudiciales y las medidas no 
privativas de la libertad no están suficientemente desarrolladas o no se tienen seriamente en cuenta, lo que 
hace que la detención de niños sea un procedimiento habitual y no una medida de último recurso. 
Además, en muchos países el sistema de justicia penal funciona como sustituto inadecuado de un sistema 
de seguridad social inexistente o disfuncional, lo que se traduce en la detención de niños que no han 
cometido delitos, sino que realmente necesitan asistencia social”. 
2364 Cfr. Oficina de Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito: Congresos de las Naciones 
Unidas sobre la prevención del delito y el justicia penal… cit., p. 3. 
2365 Como fuentes principales, podemos reconocer la Resolución 50/181 de 22 de diciembre de 
1995, sobre los Derechos humanos en la administración de justicia y la doctrina del Comité de Derechos 
Humanos en su resolución 1996/32, de 19 de abril de 1996, sobre los Derechos humanos en la 
administración de justicia, en particular de los niños y menores detenidos. 
2366 Al respecto, Vid. Punto 12, de la Resolución 1996/13 del Consejo Económico y Social de 
Naciones Unidas, de 23 de julio de 1996. 





(Resolución 1997/30 del Consejo Económico y Social, anexo). Será en tales Directrices 
en las que el Consejo se pronunciará acerca de las medidas privativas de libertad como 
consecuencia del delito en los menores de edad. 
 
En primer lugar, en el texto internacional citado se intenta limitar el internamiento 
en instituciones de tipo cerrado
2367
. Por otra parte, se profundiza en el alcance de la 
definición de privación de libertad y en las instituciones de internamiento de menores, 
indicando que las reglas internacionales sobre la materia “se aplican a cualquier lugar 
público o privado del que el niño no puede salir a voluntad, por orden de cualquier 
autoridad judicial, administrativa u otra autoridad pública”2368. La especialización de las 
instituciones acompaña, lógicamente, a la de su personal, que deberá formarse en lo 
relativo a la aplicación de los Derechos Humanos y a las normas internacionales 




La importancia de la vigilancia y control de los centros de menores y, en general, 
de cualquier sistema penitenciario en el que se encuentren internados los menores 
también es tema tratado por la citada resolución, indicando la necesidad de 
establecimiento de un organismo independiente de vigilancia y control de los mismos, 
en el marco de la normativa internacional
2370
. Deberá tratarse, por tanto, de una entidad 
u organización de cooperación internacional en materia de justicia de menores, capaz 
de accionar mecanismos de control y vigilancia de las instituciones penitenciarias de 
menores. 
 
Como puede observarse, las Directrices vienen finalmente a matizar y ampliar lo 
dispuesto previamente en las Reglas mínimas de protección de los menores privados de 
                                                             
2367 Según la Regla 18 de la Resolución 1997/32, de 21 de julio de 1997, del Consejo Económico y 
Social de Naciones Unidas, “la colocación de los niños en instituciones de régimen cerrado debe ser 
reducida. Dicha colocación de los niños sólo deben llevarse a cabo de conformidad con las disposiciones 
del artículo 37 (b) de la Convención y con carácter de último recurso y durante el menor período de 
tiempo. El castigo corporal en la justicia de menores y de bienestar, se debe prohibir”.   
2368 Cfr. Regla 19 de la Resolución 1997/32, de 21 de julio de 1997… cit. 
2369 Según la Regla 24 de la Resolución 1997/32, ello también incluye a los oficiales de prisiones y 
otros profesionales que se encuentren en las instituciones de internamiento donde se encuentren los 
menores infractores. Para el cumplimiento de este objeto, las Directrices prevén en su Regla 28 el 
establecimiento de programas de formación para el personal penitenciario que se encargue de la atención 
de los menores. 
2370 Vid. Regla 21 de la Resolución 1997/32, de 21 de julio de 1997… cit. 





libertad de 1990. A este respecto, podrían considerarse una consagración o continuación 
de las mismas, cuyo mayor avance es el fomento de cooperación internacional en 
materia penitenciaria con internos menores de edad
2371
. No obstante, en muchos casos, 
“la cooperación internacional respecto de los menores, en función del Derecho positivo 
interno de cada Estado, dependerá, ante todo, del imperio más o menos extenso que el 
respectivo legislador señala a sus propias leyes”2372. 
 
La anterior declaración en favor de la búsqueda de una mayor armonización a 
nivel supranacional respecto de un sistema de justicia penal de menores, fue completada 
por otras dos resoluciones del Consejo, que no pueden orillarse. La primera de ellas, la 
Resolución 2007/23, hace hincapié en la preocupación por las condiciones regimentales 
de los menores detenidos en los países miembros. Algunos de ellos -indica el texto de la 
resolución- “no han sido condenado por un delito, pero están en espera de juicio, en 
particular, junto con los adultos”2373. Bajo la premisa de corregir estas dificultades, la 
resolución realiza un llamamiento a todos los países miembros para establecer planes 
nacionales de reforma de los sistemas de justicia penal de menores, “objetivos 
específicos en lo que respecta a la reducción de la detención preventiva y  
encarcelamiento de los niños, incluso mediante el uso de la remisión, de restauración  
la justicia y las alternativas al encarcelamiento y asegurar unas condiciones adecuadas 
de detención”2374. Para la consecución de estos objetivos, además de las 
recomendaciones, la resolución remite al seguimiento de una guía específica sobre 
justicia penal juvenil: el Manual para la medición de indicadores de Justicia Juvenil 
(Manual for the Measurement of Juvenile Justice Indicators). 
                                                             
2371 La utilización de los sistemas de cooperación internacional en materia de Justicia Juvenil 
supone una herramienta útil para la solución de algunos problemas intrínsecos al ámbito supranacional, 
como es el caso de las potestados de los estados y su competencia en los casos de ultraterritorialidad.  
Sobre la problemática de la cooperación internacional y las lagunas en materia de ultra territorialidad, 
Vid. Montero Hernanz, T.: “La ultraterritorialidad de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora 
de la responsabilidad penal de los menores”, en Diario La Ley, Año XXXI, Número 7327, Lunes, 25 de 
enero, 2010, pp. 9-11; donde se analiza la aplicación de la LORRPM en el caso de un menor de edad 
imputado por el caso de piratería en las costas de Somalia en el que se vio implicado un navío español. 
2372 Cfr. Mendizábal Oses, L.: Derecho de Menores… ob. cit., p. 485. 
2373 Cfr. Resolución del Consejo Económico y Social de Naciones Unidas 2007/23, de 26 de julio 
de 2007, titulada “Apoyo a las medidas adoptadas en el plano nacional para reformar la justicia de 
menores, en particular mediante la asistencia técnica y una mejor coordinación en todo el sistema de las 
Naciones Unidas”.  
2374 Cfr. Resolución del Consejo Económico y Social de Naciones Unidas 2007/23… cit., Punto 2. 





En este manual encontramos secciones dedicadas a las buenas prácticas y control 
de los diferentes aspectos a tener en cuenta en el diseño de un sistema de justicia 
juvenil. Además de ello, y en lo que nos vincula, la guía contiene una sección dedicada 
a los menores privados de libertad, en la que se indican algunas instituciones de 
internamiento y cuáles deberían ser sus principales características. 
 
En primer lugar, nos encontramos con una lista no exhaustiva de las instituciones 
donde los menores cumplen penas privativas de libertad o detención preventiva: centros 
de detención; prisiones (incluidas cárceles de adultos); centros de detención 
preventiva; campamentos de trabajo; colonias penitenciarias; escuelas especializadas 
cerradas; reformatorios; establecimientos educativos y de rehabilitación; campamentos 
o prisiones militares; centros de inmigración; albergues juveniles
2375… 
 
Esta pluralidad de centros se corresponde con las particularidades de cada uno de 
los sistemas penales aplicables a los menores infractores en cada uno de los países 
miembros. Dentro de este marco y gracias a la resolución anteriormente citada, la 
Comisión de Prevención del Delito y Justicia penal emitió un informe sobre la reforma 
de los sistemas de justicia penal juvenil que contenía tanto información de los Estados 
miembros, como de organismos internacionales, entre los que cabe de destacar la 
Oficina de Drogas y Crimen de Naciones Unidas o la Secretaría General de Naciones 
Unidas. En dicho informe, se trató la temática relativa a las instituciones específicas 
para el internamiento de menores, indicándose que “si bien numerosos Estados 
señalaron que la prisión se utilizaba o debía utilizarse sólo como último recurso, la 
mayoría de ellos comunicaron que disponían de instituciones de prisión y 
encarcelamiento de menores y, en algunas ocasiones, que tenían planes para su 
                                                             
2375 Acerca de este listado, Vid. United Nations, Office on Drugs and Crime: Manual for the 
Measurement of Juvenile Justice Indicators. New York, 2006, p. 28. Se incluye también una definición 
oficial de lo que supone, efectivamente, la privación de libertad en relación con las instituciones de 
internamiento de menores, estableciendo que se tendrá por menor privado de libertad “cuando es 
internado en cualquier forma de detención o encierro en una institución pública o privada, de la que no le 
está permitida la salida por orden de cualquier autoridad competente”. Esta definición de privación de 
libertad es completamente independiente de las medidas de seguridad y el nivel de custodia del 
establecimiento en el que el menor se encuentre internado. 





creación, a fin de separar a los menores de los adultos recluidos y prestarles algunos 
servicios especializados como los de tipo educativo y psicológico”2376. 
 
Por otra parte, la preocupación por establecer nuevos cauces de colaboración 
internacional en esta materia, llevaría a la creación en el año 2000 del Grupo 
Interinstitucional sobre Justicia Juvenil, conocido anteriormente como Grupo 
interinstitucional de coordinación en materia de justicia de menores, con “la tarea de 
facilitar y fomentar la coordinación a nivel nacional e internacional del asesoramiento 
técnico y la asistencia en materia de justicia de menores”2377.  
 
   La última de las resoluciones con relevancia para esta aproximación, desde una 
perspectiva internacional de la ejecución penal privativa de libertad en menores de edad, 
es la correspondiente al año 2009
2378
. En esta resolución se lleva a cabo una evaluación 
de la implementación de los nuevos programas de justicia juvenil en algunos países 
miembros y se insta nuevamente a la cooperación internacional, ofreciendo la 
utilización de las plataformas internacionales, como el mencionado Grupo 
Interinstitucional sobre Justicia Juvenil. 
 
Debemos destacar, asimismo, dentro de las nuevas iniciativas que han surgido en 
los últimos años en el ámbito internacional, las reuniones de la Comisión sobre 
                                                             
2376 Los ejemplos contenidos en el Informe detallan algunas de tales instituciones especiales. A 
modo de síntesis, podemos citar las siguientes: “Andorra, por ejemplo, estaba construyendo un centro 
educativo con capacidad para 20 menores que también permitiría a sus familias vivir cerca de ellos. En el 
Pakistán se estaban construyendo dos reformatorios en Haripur y Bannu, en la Provincia de la Frontera 
Noroeste”; “en el Japón, los menores remitidos por un juzgado de familia a un servicio de protección  y 
los que cumplían una pena de conformidad con la legislación de menores eran internados juntos en 
escuelas de formación de menores, mientras que los menores en detención preventiva (“detención 
protectora”) eran recluidos en hogares de clasificación de menores”; no obstante, también el Informe daba 
noticia de la problemática del establecimiento de estas instituciones: “Chipre comunicó que en 1987 había 
cerrado su único reformatorio, en el que en ese momento no había internos”; “Nicaragua observó la 
dificultad de no disponer de instituciones especializadas para  menores en conflicto con la ley, en 
particular en las regiones autónomas. Las instituciones establecidas a nivel nacional no disponían de los 
recursos necesarios para prestar a los menores la atención adecuada”; “los Países Bajos observaron que un 
número creciente de jóvenes tenía problemas de conducta tan graves que resultaba necesario tratarlos en 
instituciones seguras, aunque no hubieran cometido delito alguno”. Cfr. Apoyo a las medidas adoptadas 
en el plano nacional para reformar la justicia de menores, en particular mediante la asistencia técnica y 
una mejor coordinación en todo el sistema de las Naciones Unidas Informe del Secretario General, 
publicado en el Documento del Consejo Económico y Social de Naciones Unidas, E/CN.15/2009/12, de 3 
de marzo de 2009, pp. 7 y 8 (párrafos 19-25). 
2377 Cfr. E/CN.15/2009/12, de 3 de marzo de 2009, p. 10. 
2378 Vid. Resolución del Consejo Económico y Social de Naciones Unidas 2009/26, de 30 de julio 
de 2009. 





Prevención del delito y Justicia penal, como órgano internacional subsidiario del 
Consejo Económico y Social de Naciones Unidas, con competencia para tratar temas 
relacionados con la lucha contra el delito, las tendencias de la política actual y 
prevención del crimen. En sus Informes se hace también alusión a algunas materias 
relacionadas con la ejecución penal en menores, ocupándose de temas que algunos de 





Sobre esta cuestión, la Comisión ha propuesto, en su 19ª reunión (celebrada en 
Viena, del 17 al 21 de mayo de 2010), la adopción de nuevas reglas concretas para 
determinados núcleos de población reclusa y también algunas complementarias a las de 
Tokio; en las primeras, se tratará el tema de las reclusas menores de edad
2380
, 
estableciendo, además de la consabida ultima ratio del internamiento, como especial 
medida de discriminación positiva que “la vulnerabilidad basada en el género femenino 
de menores los delincuentes se tendrán en cuenta en la toma de decisiones”2381. Este 
hecho se traducirá en la necesidad de establecer medidas especiales de protección para 
                                                             
2379 El tema de la delincuencia de las niñas fue tratado posteriormente, de manera bastante 
sintética, en el Documento de trabajo elaborado por la Secretaria General de Naciones Unidas, 
A/CONF.213/4, de 15 de febrero de 2010, pp. 12 y 13. Sobre este asunto, también Vid. Unicef Juvenile 
Justice training manual, Facilitator’s Guide and Participant’s Materials, Penal Reform International, 
2007, Modulo 7: Standards of care in custody, aftercare and social reintegration of child offenders 
(fundamentalmente pp. 16 y 17).  
2380 Vid. Report on the outcome of the meeting of the expert group to develop supplementary rules 
specific to the treatment of women in detention and in custodial and non-custodial settings, submitted by 
the Chair of the expert group, publicado en el Documento de Naciones Unidas A/CONF.213/17, de 17 de 
diciembre de 2009, passim; en el mismo sentido, en una version más definitiva, Vid. Commission on 
Crime Prevention and Criminal Justice Report on its Nineteenth session, 17-21 Mayo de 2010, 
Documentos de Naciones Unidas  E/2010/30 - E/CN.15/2010/20, Edición avanzada aún sin publicar, p. 
38; este documento puede ser encontrado en: 
http://www.unodc.org/documents/commissions/CCPCJ_session19 (28/06/2010). Al respecto, 
también consúltense las reuniones del Grupo Intergubernamental de Expertos sobre Lecciones 
Aprendidas de los Congresos de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia Penal 
(Bangkok, 15-18 de agosto de 2006); grupo de expertos para revisar y actualizar las Estrategias y 
Medidas Prácticas Modelo para la Eliminación de la Violencia contra la mujer en el campo de Prevención 
del Delito y Justicia Penal (Bangkok, 23-25 de marzo de 2009); el grupo de expertos para elaborar 
normas complementarias específicas para el tratamiento de las mujeres detenidas y bajo custodia y no 
privativas de libertad (Bangkok, 23-26 de noviembre de 2009); grupo de expertos sobre la defensa contra 
el tráfico de bienes culturales (Viena, 24-26 de noviembre de 2009); grupo de expertos sobre la mejora de 
la reunión, la presentación y análisis de datos sobre la delincuencia (Buenos Aires, 8-10 de febrero de 
2010). 
2381 Cfr. Regla 65, complementaria a las Reglas mínimas sobre Tratamiento de los reclusos de 
Tokio, contenida en Documentos de Naciones Unidas  E/2010/30 - E/CN.15/2010/20… cit., p. 43. 





aquellas menores reclusas por parte de la administración penitenciaria
2382
. Entre tales 
medidas especiales, destaca sobre las demás el tratamiento de las reclusas menores de 
edad embarazadas, que “deberán recibir el apoyo y la atención médica equivalente a la 
prevista para las reclusas adultas. Su salud estará supervisada por un especialista 
médico, teniendo en cuenta el hecho de que pueden estar en mayor riesgo de 
complicaciones de salud durante el embarazo debido a su edad”2383.  
 
3.1.9. La penalidad del menor en la Cumbre de ONU sobre la Infancia (1990-
2002). 
 
La primera Cumbre de Naciones Unidas sobre la Infancia, se celebró en New 
York en 1990, tan solo unos meses antes de la publicación de las Reglas mínimas de 
protección de los menores privados de libertad. Producto de esta reunión, el Plan de 
acción para aplicar la Declaración Mundial de la supervivencia, protección y 
desarrollo de los niños de la década de 1990, se ocuparía de la especial situación de los 
menores delincuentes
2384
, e invitaba a los Estados miembros a llevar a cabo actuaciones 
a nivel nacional en este ámbito, mostrando también una predisposición al acercamiento 
de posturas a nivel internacional en materia de delincuencia juvenil. 
 
Once años más tarde se celebraba, en mayo del 2002, la segunda de tan 
específicas Cumbres. En dicha congregación de Estados, se hizo referencia a la práctica 
de la pena de muerte en menores infractores por parte de algunos países. Asimismo, se 
señalaba la necesidad de establecer “sistemas judiciales especiales para niños que 
tengan en cuenta la justicia restitutiva, así como salvaguardar plenamente los derechos 
del niño y proporcionar personal especializado que facilite la reinserción de los niños en 
la sociedad”2385.  Desafortunadamente, como señala Higuera Guimerá, no se incluyó en 
                                                             
2382 Vid. Regla 36, Propuesta de Reglas de Bangkok, algunas de esta medidas especiales tienen que 
ver con el acceso según la edad a programas y servicios específicos por razón de género, como 
“asesoramiento para el abuso sexual o violencia”, asimismo, “recibirán educación sobre salud de la mujer 
y tendrán un acceso regular a ginecólogos, similar a la de las reclusas adultas” (Regla 38). Al respecto, 
Vid. E/2010/30 -E/CN.15/2010/20… cit., p. 37. 
2383 Cfr. Regla 39, Propuesta de Reglas de Bangkok. 
2384 Vid. Documento de la Asamblea General de Naciones Unidas A-45-625, de 30 de septiembre 
de 1990, New York. Plan de acción para aplicar la Declaración Mundial de la supervivencia, protección 
y desarrollo de los niños de la década de 1990, Niños en circunstancias especialmente difíciles, Punto 12. 
2385 Cfr. Documento de la Asamblea General de Naciones Unidas A/RES/S-27/2 (anexo), de 11 de 
octubre de 2002, p. 18 (párrafo 44.7); el documento fue titulado “Un mundo apropiado para los niños”, y 





el documento final un llamamiento definitivo para erradicar la pena de muerte y la 




A pesar de que no pudiera establecerse a nivel internacional esta supresión de la 
pena capital, queda nuevamente consagrada, en el marco normativo internacional, la 
finalidad de prevención especial de las medidas aplicables a los menores infractores y la 
visión garantista del Derecho penal de menores, desde la óptica del respeto por los 
derechos fundamentales de los menores penados. 
 
3.1.10. La protección del menor privado de libertad en el marco internacional: 
los Informes del Comité de Derechos del Niño de las Naciones Unidas (1995-2010). 
 
En muchas ocasiones, la acción internacional ha consistido fundamentalmente en 
la formulación de una política criminal
2387
, más o menos común, para el tratamiento del 
delincuente juvenil y las instituciones penitenciarias que lo acogen en cada momento 
histórico. Esta barrera teórica ha comenzado a superarse en algunos ámbitos del 
Derecho penal internacional, en los últimos años
2388
, como es el caso de los mecanismos 




                                                                                                                                                                                  
conformado sobre la base del Informe del Comité Especial plenario (Documento A/S-27/19/Rev.1 y 
Corr.1). 
2386 Vid. Higuera Guimerá, J.F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit. p. 184. En el texto definitivo de 
la Asamblea General (el citado anexo del documento A/RES/S-27/2), no obstante, puede leerse, en el 
párrafo 44.8, la indicación a los Estados miembros que aún no hubieran abolido la pena de muerte para 
menores de edad, de cumplir con los compromisos asumidos en virtud de la Convención de los Derechos 
Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.  
2387 La labor internacional ha sido fundamentalmente una labor de estudio y formulación de 
políticas y recomendaciones para los Estados miembros. Al respecto, Vid. Barrenechea De Castro, J.J.: 
“Actuación Internacional…” ob. cit., pp. 241 y 248. 
2388 Al respecto, Vid. Román Puerta, L.: “Derecho penal supranacional y cooperación jurídica 
internacional”, en Galdo Peco, A. (dir.): Derecho Penal Supranacional y Cooperación Jurídica 
Internacional. Cuadernos de Derecho Judicial XIII, CGPJ, Madrid, 2003, pp. 44 y ss. 
2389 Al respecto, consúltense los informes que desde 1995 recogidos y emitidos por el Comité de 
Derechos del Niño de la ONU, en virtud del artículo 44 de su Reglamento provisional, en los que se 
informaba acerca de los sistemas de justicia juvenil de los diferentes países miembros y se indicaban 
recomendaciones sobre los temas en los que se detectaban algún tipo de problemática. En concreto, 
podemos citar aquellos en los que se ha incluido información acerca del sistema español: 
CRC/C/8/Add.6, de 26 de octubre de 1993 y el informe de evaluación CRC/C/15/Add.28, de 24 de 
octubre de 1994; CRC/C/70/Add.9, de12 de noviembre de 2001, en el que se informaba sobre el proyecto 
de Ley Orgánica de responsabilidad del menor y se transmitía la transferencia de competencias en la 
ejecución penal de medidas privativas de libertad de los menores infractores, explicando en líneas 
generales que “Las medidas de internamiento se ejecutan en los centros propios o en centros de titularidad 





El Comité de Derechos del Niño de las Naciones Unidas tiene como cometido 
supervisar la aplicación de las normas internacionales en materia de menores en el 
ámbito de los Estados firmantes, emitiendo informes periódicos acerca de las materias 




En la resolución del primer Debate General del Comité de Derechos del Niño de 
la ONU sobre Administración de Justicia Juvenil, realizado en 1995, no se ofrece una 
visión demasiado halagüeña acerca de la situación de los menores infractores internados 
en instituciones. El texto expresa la frecuente institucionalización de los menores sin el 
debido proceso y la adecuada observancia de sus derechos fundamentales, así como se 
realiza un llamamiento al control de estas instituciones de internamiento, a las que 




                                                                                                                                                                                  
privada a través de conciertos o acuerdos. Los centros deberán tener un proyecto educativo y en ellos se 
respetará el derecho del menor a mantener contactos con su familia con las limitaciones propias de la 
organización de los centros, y con la excepción de que fueran prohibidos por la instancia judicial” 
(párrafo 1469, p. 272). En este mismo Informe, enviado al Comité, se ponía de manifiesto la problemática 
de las instituciones de internamiento de menores en España, poniéndolas en conocimiento del principal 
órgano de control de la administración de justicia internacional: “Varias comunidades autónomas se 
refieren a las dificultades encontradas en la atención a los menores infractores. Entre ellas se señalan la 
reincidencia de determinados grupos de adolescentes, dada muchas veces la ineficacia de las medidas 
tomadas con ellos, la escasez de recursos humanos y de instalaciones para el cumplimiento de las medidas 
impuestas por los jueces, la masificación existente en algunos centros que puede hacer difícil el proceso 
de rehabilitación de los menores e incluso empeorar su situación, el predominio de las medidas de 
internamiento frente a las medidas de intervención en medio abierto. Las medidas alternativas al 
internamiento, como la reparación extrajudicial o la libertad vigilada, a veces no se aplican por falta de 
suficientes recursos técnicos y humanos en los servicios sociales en la comunidad autónoma. Los 
internamientos en centro cerrado muy alejados del domicilio del menor dificultan las visitas de las 
familias con muy escasos recursos económicos” (párrafo 1474, p. 273). El Informe de evaluación ya ha 
fue publicado en el documento CRC/C/15/Add.185, de 13 de junio de 2002. Más recientemente se han 
elevado informes en 2007 y 2010; al respecto, Vid. CRC/C/SR.1277, de 9 octubre 2007, y su contestación 
por parte del Comité, CRC/C/OPSC/ESP/CO/1, de 17 de octubre de 2007; y, por último, los Informes 
publicados en los documentos CRC/C/ESP/3-4, de 20 de noviembre de 2009, párrafos 733 y ss., pp. 148 y 
ss.; y el Informe del Comité CRC/C/ESP/CO/3-4, aun sin fecha de publicación definitiva. 
2390 En virtud del artículo 75 de su Reglamento provisional (Vid. CRC/C/4, de 14 de noviembre de 
1991), el Comité sobre los Derechos del Niño ha decidido dedicar una o más sesiones de sus períodos 
ordinarios de sesiones, a un general debate sobre un artículo específico de la Convención o un tema 
relacionado con el fin de profundizar el entendimiento del contenido y las repercusiones de la 
Convención, en concreto, sobre la administración de justicia juvenil. El Comité decidió dedicar el día de 
13 de noviembre de 1995 a esta cuestión (CRC/C/43, Anexo VIII, 10ª Sesión, de 13 Noviembre de 1995).  
2391 Al respecto, Vid. Documento del Comité de Derechos del Niño de la ONU CRC/C/46, de 15 
de diciembre de 1995, que expone, en sus párrafos 228 y 229 (pp. 42 y 43), su desconfianza sobre los 
métodos de control de las instituciones de internamiento de menores y la vulneración de los derechos del 
menor en el procedimiento de ejecución penal. El tenor del texto es el siguiente: “228. En ese mismo 
contexto, se expresó preocupación en lo relativo a la colocación de niños en instituciones, so pretexto de 
velar por su bienestar, sin tener debidamente en cuenta el interés superior del niño y sin las salvaguardias 
fundamentales reconocidas en la Convención, en particular el derecho a impugnar la decisión de la 





A este respecto, vuelve a atenderse a la necesidad de una red de cooperación 
internacional, como medio de control y supervisión de los sistemas de justicia juvenil 
en los países miembros. Los órganos competentes en la materia a nivel internacional 
para establecer esta cooperación serían el propio Comité de los Derechos del Niño, la 
Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal y la Subdivisión del Centro de 
Desarrollo Social y Asuntos Humanitarios encargada de la Prevención del Delito y 
Justicia Penal, la Comisión de Derechos Humanos, así como los Servicios de 




Esta línea de atención en relación con los asuntos de delincuencia juvenil vino a 
cristalizar con la publicación, en 1999, de las recomendaciones del Comité sobre 
administración de justicia juvenil
2393
, que años más tarde y finalmente derivaron en la 
publicación de las Observaciones Generales sobre administración de justicia juvenil en 
2007: los derechos del niño en la justicia de menores. En esta declaración, el Comité 
reitera lo dispuesto en la Convención de los Derechos del niño, en lo que al respeto de 
las garantías procesales y derechos fundamentales del menor se refiere. No obstante, 
dedica una sección a las medidas privativas de libertad de los menores infractores, en la 
que, además de considerar estas medidas como el último recurso posible, “observa con 
preocupación que, en muchos países, hay menores que languidecen durante meses o 
incluso años en prisión preventiva, lo que constituye una grave vulneración del apartado 
b) del artículo 37 de la Convención”, e indica que “el hecho de utilizar esta medida 
como castigo atenta contra la presunción de inocencia”. Sigue así expresando: “La 
legislación debe establecer claramente las condiciones requeridas para determinar si el 
                                                                                                                                                                                  
colocación en una institución ante una autoridad judicial, a un examen periódico del tratamiento que se 
daba al niño y todas las demás circunstancias que guardaban relación con la colocación del niño en una 
institución y su derecho a presentar quejas”, y también, “229. Se pidió encarecidamente que se buscaran 
otras posibilidades aparte de la colocación en instituciones y que se tomaran medidas adecuadas para 
poner fin a la falta de transparencia prevaleciente en las instituciones infantiles. A ese respecto, se sugirió 
que se considerara seriamente la posibilidad de crear mecanismos independientes, a nivel nacional e 
internacional, para garantizar visitas periódicas a esas instituciones y una vigilancia efectiva de ellas, 
sobre todo en lo relativo a las quejas que pudieran presentarse. Recordando el importante papel que 
desempeñaba el Comité Internacional de la Cruz Roja, sobre todo en situaciones de conflicto armado, y 
los esfuerzos que estaba desplegando la Comisión de Derechos Humanos para introducir un sistema de 
visitas periódicas a los lugares de detención en el marco de un protocolo facultativo de la Convención 
contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, los participantes insistieron 
en la especial importancia de los mecanismos nacionales independientes. A ese respecto, se hizo 
referencia al papel que podrían desempeñar los magistrados y a la importancia de la intervención de un 
defensor para garantizar el respeto de los derechos y los intereses de los menores”. 
2392 Vid. CRC/C/46, de 15 de diciembre de 1995… cit., párrafos 233 y 234, p. 44. 
2393 Al respecto, Vid. CRC/C/90, 22ª Sesión de septiembre de 1999. 





menor debe ingresar o permanecer en prisión preventiva, especialmente con el fin de 
garantizar su comparecencia ante el tribunal, y si el menor constituye un peligro 
inmediato para sí mismo o para los demás. La duración de la prisión preventiva debe 
estar limitada por ley y ser objeto de examen periódico”2394. 
 
En un sentido muy parecido al de las normas internacionales anteriormente 
mencionadas, las recomendaciones del Comité establecen una serie de condiciones 
indispensables que debe cumplir el internamiento del menor infractor
2395
. Sin embargo, 
el texto internacional va un paso más allá en tal descripción de las características de la 
privación de libertad para menores infractores, recogiendo las premisas de las Reglas de 
Beijing y las Reglas mínimas de protección de los menores privados de libertad. En 
particular, sobre las instituciones de internamiento encontramos las siguientes 
recomendaciones: 
 
“- El medio físico y los locales para menores deben responder a su finalidad, es decir, la 
rehabilitación de los menores, teniéndose debidamente en cuenta sus necesidades de intimidad, de 
estímulos sensoriales y de oportunidades de asociarse con sus compañeros y de participar en actividades 
deportivas, artísticas y de esparcimiento.  
- Todo menor en edad de escolaridad obligatoria tiene derecho a recibir una enseñanza adaptada 
a sus necesidades y capacidades y destinada a prepararlo para su reinserción en la sociedad. Además, 
siempre que sea posible, tiene derecho a recibir formación para ejercer una profesión que lo prepare 
para un futuro empleo. 
- Todo menor tiene derecho a ser examinado por un médico inmediatamente después de su ingreso 
en un centro de menores/correccional y a recibir atención médica adecuada durante su estancia en el 
centro, cuando sea posible, en servicios e instalaciones sanitarios de la comunidad. 
- El personal del centro debe fomentar y facilitar contactos frecuentes del menor con la 
comunidad en general, en particular comunicaciones con sus familiares, amigos y otras personas o 
                                                             
2394 Cfr. Documento del Comité de Derechos del Niño de la ONU CRC/C/GC.10, de 25 de abril de 
2007, párrafo 80, p. 23. 
2395 Vid. CRC/C/GC.10, de 25 de abril de 2007… cit., donde, además de exhortar a los Estados 
miembros a prohibir la pena capital para menores de dieciocho años, también se establece la prohibición  
del uso de la cadena perpetua como pena “sin posibilidad de puesta en libertad o libertad condicional a 
ningún joven que tuviera menos de dieciocho años en el momento de cometer el delito. Con respecto a las 
sentencias dictadas contra menores, la posibilidad de la puesta en libertad deberá ser realista y objeto de 
examen periódico” (párrafo 77, p. 22). Por otra parte, se indica en el párrafo 79 (p. 23) que “los principios 
fundamentales relativos a la privación de libertad son los siguientes: a) la detención, el encarcelamiento o 
la prisión de un niño se llevará a cabo de conformidad con la ley y se utilizará tan sólo como medida de 
último recurso y durante el período más breve que proceda; y b) ningún niño será privado de su libertad 
ilegal o arbitrariamente” y se establecen una serie de garantías procesales básicas: asistencia jurídica, 
posibilidad de apelación de la sentencia… (párrafos 82-84, pp. 23 y 24).   





representantes de organizaciones prestigiosas del exterior, y la oportunidad de visitar su hogar y su 
familia. 
- Sólo podrá hacerse uso de coerción o de la fuerza cuando el menor represente una amenaza 
inminente para sí o para los demás, y únicamente cuando se hayan agotado todos los demás medios de 
control. El uso de coerción o de la fuerza, inclusive la coerción física, mecánica y médica, deberá ser 
objeto de la supervisión directa de un especialista en medicina o psicología. Nunca se hará uso de esos 
medios como castigo. Deberá informarse al personal del centro de las normas aplicables, y se 
sancionará adecuadamente a los que hagan uso de la coerción o la fuerza vulnerando esas normas. 
- Toda medida disciplinaria debe ser compatible con el respeto de la dignidad inherente del 
menor y con el objetivo fundamental del tratamiento institucional; deben prohibirse terminantemente las 
medidas disciplinarias que infrinjan el artículo 37 de la Convención, en particular los castigos 
corporales, la reclusión en celda oscura y las penas de aislamiento o de celda solitaria, así como 
cualquier otra sanción que pueda poner en peligro la salud física o mental o el bienestar del menor. 
- Todo niño tendrá derecho a dirigir, sin censura en cuanto al fondo, peticiones o quejas a la 
administración central, a la autoridad judicial o a cualquier otra autoridad competente e independiente, 
y a ser informado sin demora de la respuesta; los niños deben tener conocimiento de estos mecanismos y 
poder acceder a ellos fácilmente. 
- Deberá facultarse a inspectores calificados e independientes para efectuar visitas periódicas y 
para hacerlas sin previo aviso por propia iniciativa; deberán hacer especial hincapié en mantener 
conversaciones con los menores en condiciones de confidencialidad”2396. 
 
Con esta declaración sobre las condiciones del encierro de los menores 
infractores, el Comité pone de manifiesto que la finalidad de las instituciones de 
internamiento debe ser la de configurarse como un espacio de seguridad, orientado a la 
reinserción educativa del interno; un medio de prevención especial de la reincidencia y, 
en última instancia, centros penitenciarios especializados y diferentes a los de 
adultos
2397
. Es fundamental la existencia de una red de centros orientados a tales 
objetivos, donde no sólo deben tener cabida los centros de reforma cerrados, sino 
fundamentalmente los centros abiertos y otros centros complementarios de asistencia, 
que ayuden a conseguir una mayor integración del menor y un apoyo posterior para 
enfrentarse a la reintegración social tras su internamiento.   
                                                             
2396 Vid. CRC/C/GC.10, de 25 de abril de 2007… cit., párrafo 89, p. 25. 
2397 Vid. CRC/C/GC.10, de 25 de abril de 2007… cit., párrafo 94, p. 26; en el texto se hace alusión 
a ello, haciéndose necesaria, en los sistemas de justicia juvenil, la implantación de “servicios 
especializados, por ejemplo, de libertad vigilada, de asesoramiento de supervisión, y también centros 
especializados, como centros diurnos y, según proceda, centros de atención y tratamiento de menores 
delincuentes en régimen de internado. En un sistema de justicia de menores de este tipo deberá 
fomentarse de manera continua la coordinación efectiva de las actividades de todas estas unidades, 
servicios y centros especializados”. 





Dentro de sus potestades de control sobre el cumplimiento de las normas 
internacionales y la Convención de 1989, este organismo internacional emitió, en 2002, 
un informe sobre España, en el que se trascriben una serie de preocupaciones acerca de 
la legislación relativa a los menores infractores. Por su interés, las resumimos en los 
puntos de mayor relevancia: 
 
1. El Comité insta al Estado Español a mejorar su política de coordinación entre 




2. Recomienda el estudio de acciones para garantizar la igualdad en el acceso de 
los menores al mismo nivel de recursos, independientemente de la CC.AA. en la que se 




3. Se exhorta, con carácter urgente, a la toma de medidas para mejorar los centros 




4. Se señala la preocupación que despierta en el Comité el endurecimiento de la 
LORRPM tras la entrada en vigor de la reforma de la LO 7/2000, por el aumento de la 
duración de las medidas de internamiento relativa a los delitos de terrorismo. Asimismo, 
el Comité señala su “inquietud por el hecho de que la privación de libertad no se utilice 
como último recurso y por el hacinamiento que existe en algunos de los centros de 
detención”2401.  
 
Actualmente, ya se ha realizado la redacción del tercer y cuarto informe del 
gobierno español, correspondiente con el período actual de evaluación del Comité de los 
                                                             
2398 Vid. Documento del Comité de Derechos del Niño CRC/C/15/Add.185, de 13 de junio de 
2002, observaciones finales sobre España. C. Principales motivos de preocupación y recomendaciones. 
17. 
2399 Vid. CRC/C/15/Add.185… cit., C. Principales motivos de preocupación y recomendaciones. 
18.a. 
2400 Vid. CRC/C/15/Add.185, de 13 de junio de 2002… cit., C. Principales motivos de 
preocupación y recomendaciones. 46.g. 
2401 Vid. CRC/C/15/Add.185, de 13 de junio de 2002… cit., C. Principales motivos de 
preocupación y recomendaciones. 53.; en este mismo sentido, Vid. Pérez Ferrer, F.: “La nueva regulación 
de las medidas en la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre, que modifica la Ley reguladora de la 
Responsabilidad Penal de los Menores”, en Diario La Ley, Número 7216, Sección Doctrina, 13 de julio 
2009, Año XXX, Editorial Ley, p. 6, también disponible en: 
 http://diariolaley.laley.es/ (26/08/2010). 





Derechos del Niño. En el informe, publicado en 2010, se detallan los cambios más 
importantes correspondientes a las reformas de la LORRPM del año 2006 y las 





3.1.11. Breves notas acerca del Derecho Comparado Internacional en materia 
de internamiento y centros de menores. 
 
La falta de especialización y desligue de sistemas penales independientes de los 
ordenamientos de protección social, y la antigua tradición proteccionista propia de la 
filosofía correccional, han supuesto que el cambio hacia un sistema de responsabilidad 
más aproximado a un sistema penitenciario (pero diferente al de adultos) sea 
complicado en muchos países. Las instituciones de internamiento no cumplen en 
muchos Estados las expectativas propias de un sistema de justicia juvenil, y, en 
ocasiones, la construcción de nuevos centros es reemplazada por la reforma de antiguas 
instituciones benéficas o centros de protección que no se encuentran preparados para 
asumir las nuevas necesidades regimentales para menores infractores
2403
. En otros 
países los crecientes problemas planteados por delincuentes menores de edad han 
provocado que se vuelva a la antigua concepción tutelar, internando a estos menores en 




                                                             
2402 Vid. Documento del Comité de los Derechos del Niño, CRC/C/ESP/3-4, 20 de noviembre de 2009, 
párrafos 733-783, pp. 148 y ss. 
2403 La sustitución de centros de internamiento por instituciones de protección o benéficas es 
bastante común en aquellos países que aún conservan sistemas de justicia juvenil basados en la ideología 
de bienestar o la absoluta despenalización del menor. En otras ocasiones es la falta de construcciones y 
recursos la que obliga a internar a los menores en instituciones que no pueden cumplir una función de 
reforma penal. Como ejemplo, el Comité menciona que en “los menores delincuentes, en los Países 
Bajos, a veces son detenidos junto con los niños internados en instituciones por problemas de 
comportamiento” (Compendium of the Concluding Observations of the Committee on the Right of the 
Child Europe, párrafo 58, p. 19). 
2404 Como en el caso de Alemania, según refleja Dünkel, F.: “Reacciones en los campos de la 
administración de Justicia y de la pedagogía social a la delincuencia infantil y juvenil: un estudio 
comparativo a escala europea”, en Ornosa Fernández, Mª.R. (Dir.): La responsabilidad penal de los 
menores: aspectos sustantivos y procesales. Cuadernos de Derecho Judicial III, Consejo General del 
Poder Judicial, Madrid, 2001, p. 131. 





En muchos de los países miembros existe una carencia de centros especializados 
para acoger a aquellos menores en conflicto con la ley
2405
. Esta irregularidad se da 
                                                             
2405 En el documento emitido por el Comité de Derechos del Niño de Naciones Unidas, titulado 
Compendium of the Concluding Observations of the Committee on the Right of the Child relativo a la 
región de Europa (1997-2005), y publicado en agosto de 2005 (que puede encontrarse en la página oficial 
del Interagencial Panel of Juvenile Justice www.juvenilejusticepanel.org) puede constatarse que algunos 
países europeos carecen absolutamente de centros especializados para el internamiento de los menores en 
conflicto con la ley. En la mayor parte de los casos, este hecho puede deberse a problemas de tipo 
económico y político. Así, el Comité muestra su preocupación por “la falta de lugares adecuados para la 
privación de libertad a personas menores de dieciocho años, que a menudo son detenidos junto con 
adultos” en Bosnia-Herzegovina, donde, además, se dan unas “malas condiciones materiales de detención 
de los menores de dieciocho años privados de su libertad” (párrafo 73, p. 4). En Luxemburgo, también se 
observaron casos de colocación de menores de dieciocho años en centros de detención para adultos, 
dando lugar a frecuentes contactos entre ambos grupos, lo que provocaba no sólo la posibilidad de 
contaminación criminal, sino además toda clase de conflictos entre presos (párrafo 60, p. 7 de la misma 
recopilación). Este hecho también ocurría en Suiza, donde el internamiento preventivo se realizaba en 
centros donde el menor cohabitaba con los adultos, sin régimen de separación (párrafo 58, p. 48). En 
Croacia, el Comité detectó la insuficiencia de centros especializados, exhortando al país a proteger los 
derechos de los niños privados de libertad y mejorar sus condiciones de detención y el encarcelamiento, 
“en particular mediante el establecimiento de centros especiales de detención para menores de dieciocho 
años, con condiciones adaptadas a su edad y necesidades, y garantizando la existencia de servicios 
sociales en todos los centros de detención de menores en el país”. En el caso de Estonia, las condiciones 
de la prisión no son las más adecuadas para hacer efectiva la rehabilitación social de los menores internos, 
ya que “la situación en la prisión de Maardu es difícil y no hay suficientes oportunidades para aprender o 
trabajar o participar en actividades sociales, educativas o cursos de artes. Además, no existen programas 
para proteger a los más jóvenes y más débiles los presos de conducta violenta” (párrafo 50, p. 30). Países 
con una gran tradición en sistemas de justicia propios, como Inglaterra, también han sido objeto de 
mención por parte del Comité en sus inspecciones, mostrándose éste preocupado “por las condiciones que 
experimentan los niños en detención y que los niños no reciben suficiente protección o ayuda para 
delincuentes juveniles instituciones (por quince a diecisiete años de edad), teniendo en cuenta la relación 
entre el personal y los niños muy pobres, altos niveles de la violencia, la intimidación, autolesiones y 
suicidios, las inadecuadas oportunidades de rehabilitación, el régimen de aislamiento en condiciones poco 
apropiadas para un tiempo como una medida de castigo o protección, y el hecho de que las chicas y 
algunos muchachos en las cárceles todavía no están separados de los adultos” (párrafo 59, p. 39). En 
otros, como en Ucrania, la falta de recursos hace que la calidad de las instituciones de internamiento de 
menores se cuestione por carecer de muchos de los medios necesarios para la reforma de los internos. La 
especialización de los centros en estos casos se hace verdaderamente complicada (consúltese la opinión 
del Comité en la recopilación de 2005, párrafo 70, p. 42). En España, como ya hemos comentado, 
podemos hablar de una falta de recursos para copar los objetivos de la LORRPM. La privatización de 
muchos centros de internamiento puede ser un indicativo de la imposibilidad –o desinterés- de hacer 
frente económicamente a una reforma del sistema penal y penitenciario de menores (Vid. párrafo 54, p. 
47). La mala situación de los centros se agrava en aquellos países de renta media o baja; así, por ejemplo, 
también en el continente africano nos encontramos con una situación verdaderamente alarmante de 
violencia policial y deficiente calidad para los menores internos en los centros juveniles, si es que no 
están compartiendo penas de prisión junto a los presos adultos. Esta es la situación en Nigeria según el 
documento recopilatorio titulado Compendium of the Concluding Observations of the Committee on the 
Right of the Child Africa (1995-2005), también publicado en 2005, párrafo 78, pp. 2 y 3. Una situación 
similar se da en regiones como Togo (párrafo 74, p. 9); Guinea Ecuatorial (párrafos 60 y 61, p. 13); o 
Madagascar, donde el Comité observó las pésimas condiciones de detención, que se agravaban “por el 
uso regular de la violencia de los guardias, el recurso frecuente y excesiva duración de la detención 
preventiva, la falta de una obligación legal de informar a los padres sobre la detención de su hijo; las 
posibilidades muy limitadas para la rehabilitación y reinserción social de los menores después del 
procedimiento judicial, y la insuficiente formación de jueces, fiscales y personal penitenciario” (párrafo 
67, p. 24); en Eritrea, donde no existe separación entre presos adultos y menores (párrafo 59, página 27); 
o en Zambia (párrafo 70, p. 30); Seychelles cuenta con el Centro Residencial de Tratamiento para 
Jóvenes, pero sus condiciones tampoco superan las expectativas de la normativa internacional (párrafo 54, 





especialmente en los centros de detención preventiva. A pesar de que las normas 
internacionales coinciden en la necesidad de instituciones específicas para menores 
infractores, la falta de recursos, las condiciones políticas especiales, los casos de 
conflictos armados y, en general, la falta de una tradición histórica de separación entre 
menores y adultos en los centros penitenciarios  algunos países, hacen que los menores 
sigan siendo destinados junto a los adultos a cárceles y prisiones sin distinción alguna 
de régimen. 
 
Una de las mayores preocupaciones que se plasman en las normativas 
internacionales es la de establecer modelos de control de las instituciones de 
internamiento de menores. En la búsqueda por la armonización y protección de los 
derechos procesales y fundamentales del menor privado de libertad, el medio 
internacional ha potenciado en las últimas décadas sistemas de vigilancia e inspección a 
través del fomento de la cooperación internacional en materia de justicia
2406
. No 
                                                                                                                                                                                  
p. 32). Por otro lado, son muchas las regiones del continente africano que han realizado en los últimos 
años importantes avances en la creación de nuevas instituciones, como es el caso de Botswana, con el 
establecimiento de la Nueva Escuela de Industria en 2002 para los niños en conflicto con la ley (párrafo 
60, p. 11), o en el caso de Sao Tome y Príncipe, en 2003, del Decreto N º 417 para el establecimiento de 
un tribunal de menores, el plan de establecer un centro de rehabilitación para delincuentes juveniles. En el 
caso de Asia, se observan problemas muy similares en regiones como Filipinas, Nepal o China. Al 
respecto, Vid. Compendium of the Concluding Observations of the Committee on the Right of the Child 
Asia (1995-2005). 
La lucha por la especialización efectiva de estos centros es otra de las principales metas que el 
derecho internacional intenta alcanzar. En países como Austria, el Comité recomendaba la adopción de 
“medidas para garantizar que el personal en centros de detención de menores esté bien capacitado para 
lidiar de manera apropiada y adecuada con el número relativamente elevado de las personas menores de 
dieciocho años que son de origen extranjero” (consúltese el Compendio de conclusiones y observaciones 
de la región de Europa, antes mencionado, párrafo 54, p. 11).  
2406 El Comité recomendaba para el caso de los centros de menores de Italia el establecimiento de 
un órgano imparcial de inspección, así como disponer de un procedimiento de reclamaciones para que 
todo menor privado de libertad pudiera denunciar cualquier vulneración de sus derechos. Vid. 
Compendium of the Concluding Observations of the Committee on the Right of the Child (Europa)… ob. 
cit., Párrafo 55, p. 25. En el caso de Turquía, aspirante al ingreso en la Unión Europea, el Comité ha 
valorado positivamente los esfuerzos legislativos por realizar una adaptación a los estándares 
internacionales de sus sistemas de justicia juvenil; sin embargo, “con referencia a los niños privados de su 
libertad, el Comité recomienda al Estado Parte que incorpore en su legislación y sus prácticas las 
disposiciones de las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de 
Libertad, en particular para garantizarles el acceso a procedimientos de denuncia eficaces que abarquen 
todos los aspectos de su tratamiento, y tomando medidas de rehabilitación adecuadas para promover la 
reintegración social de los niños trabajan en el sistema de justicia de menores. Por último, el Comité 
recomienda al Estado Parte que solicite asistencia, entre otras cosas, la Oficina del Alto Comisionado para 
los Derechos Humanos, el Centro de las Naciones Unidas para la Prevención Internacional del Delito, la 
Red Internacional de Justicia de Menores y el UNICEF a través del Grupo de Coordinación sobre 
asistencia y asesoramiento técnicos en materia de justicia juvenil” (Párrafo 69, p. 59). Por otra parte, los 
sistemas de información y estadística son herramientas fundamentales para establecer dicha cooperación 
en materia de justicia. Es por ello que el Comité de los Derechos del niño exhorta a los Estados a renovar 





obstante, la erradicación de los abusos en muchas de las instituciones de internamiento a 
nivel internacional
2407
  es, aún en nuestros días, un reto. 
 
En los párrafos que siguen, se pretende llevar a cabo un sucinto análisis de 
derecho comparado, de ámbito internacional, en materia de legislación penal-
penitenciaria relativa a menores atendiendo a los modelos de los Estados siguientes: 
 
A. Estados Unidos de América. 
 
El sistema americano fue el primero que vio nacer (en Chicago, Illinois) los 
Tribunales de Menores y, paradójicamente, con un sistema de justicia separado del de 
adultos con cien años de historia
2408
, ha sido el único país del mundo, junto a Somalia, 
que no ha ratificado
2409
 la Convención de los Derechos del Niño. En parte, la no 
trasposición de las recomendaciones internacionales define la política estadounidense en 
materia de menores infractores, de carácter eminentemente conservadora y retributiva. 
Así, en al menos veintiún Estados se mantiene la pena capital para los menores 
infractores, a pesar de que tanto la Ley federal como la legislación militar la 
excluyen
2410
, y la propia Corte Suprema ha negado que esta penalidad sea contraria a la 
Constitución. 
 
                                                                                                                                                                                  
sus sistemas de información y fomenta la transparencia en este sentido. En el caso de Portugal, por 
ejemplo, el informe se hacía eco de la falta de datos sobre los menores internados en instituciones 
especiales (párrafo 52, p. 56). Por último, las normas internacionales recomiendan la existencia en los 
países parte de órganos independientes que se ocupen de la protección de los menores privados de 
libertad y atiendan sus denuncias. Como ejemplo, el Comité recomienda en el caso de Rusia la 
implantación de “un Defensor del Pueblo independiente para los niños a nivel federal, con vínculos claros 
con mecanismos similares a nivel regional, cada uno con un mandato claramente definido y apropiado, 
incluido el seguimiento de las estructuras de atención y de justicia de menores, y los poderes y recursos 
suficientes para garantizar su eficacia” (párrafo 9, p. 76). 
2407 Al respecto, Vid. in extenso la interesante ponencia de Batchelor, D.: “The bill of rights for 
young offenders. What has happened since 1985?”, presentada en la II Conferencia Internacional de 
Justicia Juvenil, La Justicia Juvenil en Europa: Un marco para la integración, Bruselas, 2006, publicada 
en www.oijj.org (20/08/2010).   
2408 Vid. Bishop, D.M. y Decker, S.H.: “Punishment and Control: Juvenile Justice Reform in the 
USA”; en Junger-Tas, J. y Decker, S.H. (Eds.): International Handbook of Juvenile Justice. Springer, 
New York, 2006, p. 3. 
2409 Vid. Ornosa Fernández, M. R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p. 51. 
2410 Vid. Neumann Nathan, C.: The Changing face of religion and Human Rigths: a personal 
reflection. Martinus NIJholf Publishers, Leiden (Netherlands), 2009, pp. 150 y 151. 





El desarrollo de los sistemas de justicia para menores en EE.UU. ha tenido, no 





1. El tamaño y autonomía de los Estados: con pocas disposiciones generales por 
parte de la Corte Suprema de los Estados Unidos de América, cada Estado es autónomo 
para establecer sus propias políticas en cuanto a la justicia relativa a menores. Ello 
propiciaba que muchos de ellos continuaran con los mismos estándares proteccionistas 
que operaban desde 1920, siendo la separación entre ambos sistemas de justicia 
inexistente
2412
. Además, las variaciones en la estructura de los sistemas de justicia con 
menores infractores podían presentar variaciones entre unos y otros Estados
2413
, no 
existiendo un marco uniforme a nivel federal. En la actualidad, se sigue dando el caso 
de que menores de dieciséis años acusados de delitos graves sean juzgados como 





2. Los sistemas son extremadamente complejos; de resultas de la interacción entre 
los órganos estatales y federales y, sobre todo, entre las agencias de corrección juvenil y 




3. Carácter dinámico del sistema, que en ocasiones dificulta el control de las 
garantías hacia los menores.  
 
                                                             
2411 Siguiendo a Carter, Vid. Bishop, D.M./Decker, S.H.: “Punishment and Control: Juvenile 
Justice Reform in the USA”; en Junger-Tas, J. y Decker, S.H. (Eds.): International Handbook… ob. cit., 
p. 4. 
2412 Tanto es así, que en EE.UU. aún se continúa con un concepto amplio o extensivo de la 
delincuencia juvenil, que ya ha sido superado en los textos internacionales. En los sistemas de justicia de 
USA tienen así cabida, por tanto, conductas diferentes al delito que conllevan la imposición de medidas 
jurídicas. Este tipo de conductas son denominadas status offenses, o delitos por condición. Al respecto, 
Vid. Vázquez González, C.: “Justicia penal de menores…” ob. cit., p. 229. 
2413 Vid. D. Hoge, R.: The Juvenile Offender: Theory, research and applications. Kluwer 
Academics Publishers, Norwell (Massachusetts), 2001, p. 95. 
2414 Vid. Ornosa Fernández, M. R.: Derecho penal... 4ª Ed., ob. cit., p. 52. 
2415 Sobre el sistema federal de justicia juvenil y su interacción con las normativas de cada uno de 
los Estados, Vid. Scalia, J.: “Juvenile Delinquents in the Federal Criminal Justice System”, en Bureau of 
Justice Stadistics, Especial Report, U.S. Department of Justice, febrero, 1996, NCJ-163066. 





En los EE.UU. de América, cada Estado tiene su propio límite de edad de 
responsabilidad penal. Como única norma armonizadora de los diferentes sistemas de 
justicia juvenil, el Model Penal Code (MPC), no llega a definir con claridad las 
competencias de los Tribunales juveniles de los Estados, de tal modo que, como ha 
expuesto Sánchez García de Paz, a pesar de que algunos Estados han recogido el 
sistema propuesto en el MPC
2416, “se han superpuesto en la mayoría de los Estados las 
previsiones de las Leyes de Tribunales Juveniles (Juvenile Courts Acts)”2417. En 




1. Edad mínima para la entrada en la jurisdicción de menores: en 33 Estados no se 
encuentra codificada la edad mínima de responsabilidad penal
2419
, sin embargo, todos 
tienen jurisdicción por encima de los cinco, seis, o siete años de edad. En los 17 Estados 
donde sí está regulada, existe una variación de los seis años como edad mínima, de los 
tres a los siete años, de diez a once años, e incluso de uno a doce años. 
 
2. Edad a la que es posible la transferencia a la jurisdicción de adultos o minoría 
de edad penal: en este caso, la mayor parte de los Estados usan la edad de dieciocho 
años
2420
, aunque hay algunos de ellos donde es un año más baja, siendo posible la 
transferencia de los jóvenes de dieciséis años a la jurisdicción de adultos. 
 
3. La edad superior de la jurisdicción original del tribunal juvenil del Estado, es 
decir, la edad máxima a partir de la cual los nuevos casos pueden ser conocidos por el 
tribunal. 
 
                                                             
2416 Vid. Artículo &4.10 del Model Penal Code, puntos 1. a. y b., que establece la minoría de edad 
penal en los diecisiete años, edad por debajo de la cual el menor infractor será competencia de los 
Tribunales Juveniles; en el caso de que un menor entre los dieciséis y los dieciocho años delinca podrá 
ser juzgado por un delito sólo si la Corte juvenil carece de competencias. 
2417 Cfr. Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría... ob. cit., p. 70.  
2418 Vid. Bishop, D.M. y Decker, S.H.: “Punishment and control…” ob. cit., p. 13. 
2419 Según expone Vázquez González, se deja una enorme libertad al Tribunal de Menores de cada 
Estado para desarrollar su propia política “no escrita” sobre el límite mínimo de edad de responsabilidad 
penal del menor. El único límite a estas libertades lo constituye el derecho consuetudinario, el common 
law, que establece la edad de siete años de edad como el punto de inicio de la responsabilidad penal. Vid. 
Vázquez González, C.: “Justicia penal de menores…” ob. cit., p. 229. 
2420 Vid. Vázquez González, C.: “Justicia penal de menores…” ob. y loc. cit., y nota al pie. 





4. La edad superior a la que el joven será juzgado por las salas de los tribunales 
que continúan con la jurisdicción juvenil. 
 
Los establecimientos de internamiento en EE.UU., son, en su mayoría, privados, 
exceptuando aquellos pertenecientes al llamado Youth Service Bureau (centros públicos 
de acogida o centros de salud mental)
2421
; estos centros son usados de manera 
alternativa al encierro en prisión, para aquellos menores con comportamientos a 
corregir, siendo no obstante, su uso muy escaso
2422
, y la mayor parte de los jóvenes que 






El Youth Criminal Justice Act de 2003
2424
 (en adelante YCJA), ha venido a 
modificar los últimos cien años de política criminal juvenil en Canadá
2425
. La actual 
legislación rompe con el anterior modelo de bienestar e inicia un proceso de 
“criminalización del infractor juvenil” del sistema de justicia juvenil canadiense2426, un 
modelo mixto más cercano a los sistemas de responsabilidad penal. Dicha norma de 
Justicia emana directamente del poder legislativo federal, es decir, se trata del marco 





                                                             
2421 Vid. Bartollas, C.: “United States”, en International Handbook of Juvenile Justice. Ed. de 
Donald J. Shoemaker, Green Wood Press, London, 1996, pp. 305 y 306.  
2422 Vid. Bishop, D.M. y Decker, S.H.: “Punishment and control…” ob. cit., p. 15. 
2423 Vid. C. Jowell, J.: Preventing & reducing juvenile delinquency: a comprehensive framework. 
Sage Publications, Thousands Oaks, California, 2003, pp. 34 y 35; Vid. Vázquez González, C.: “Justicia 
penal de menores…” ob. cit., p. 230. 
2424 Youth Criminal Justice Act, S.C., de  1 de Abril de 2003. 
2425 Sobre los diferentes estadios del sistema de justicia canadiense y su evolución histórica, desde 
la época colonial hasta la actualidad, Winterdyk, J.: “Juvenile Justice and Youngs Offenders: An 
Overview of Canadá”, en Winterdyk, J. (Eds.): Juvenile Justice Systems: international perspectives. 2ª 
Ed. Canadian Scholars’ Press, Toronto, 2002, pp. 63 y ss.; y también, Vid. Denov, M.: “Youth Justice and 
Children’s Rights: Transformations in Canadá’s Youth Justice System”, en Howe, R.B., y Covell, K. 
(Eds.): A question of commitment: children's rights in Canadá. Wilfrid Laurier University Press, 
Waterloo, Ontario, 2007, pp.156 y ss 
2426 Vid. Zalkind, P., y J. Simon, R.: Global perspectives on social issues: juvenile justice systems. 
Lexington Books, Maryland, 2004, p. 17. 
2427 Vid. Documento del Comité de los Derechos del Niño CRC/C/83/Add.6, de 12 de marzo de 
2003, “examen de los Informes presentados por los Estados partes con arreglo al art. 44 de la 
Convención”, párrafo 2, p. 3; al respecto, también Vid. D. Hoge, R.: The Juvenile Offender… ob. y loc. 
cit. 





Con un mínimo de edad penal comprendido entre los doce y los dieciocho 
años
2428
, incorpora no obstante una nueva normativa más progresista y, con mucho, más 
humanista
2429
 que la de su vecino sureño norteamericano. Básicamente, la nueva 
normativa se encuadra, en una nueva política de justicia juvenil tendente a la 
finalización de la dependencia de la encarcelación del menor infractor y en el fomento 
de la resocialización del mismo
2430
. El citado Act supone una nueva concepción de la 
edad mínima penal (antes de su entrada en vigor se establecía, en algunos casos, los 
siete años para la jurisdicción civil y los dieciséis para la entrada en la jurisdicción de 
adultos), y también contiene algunos preceptos importantes para el interés superior del 
menor: 
 
1. La detención de un menor solo procederá en los casos en los que hubiera tenido 
lugar la de un adulto
2431
. Asimismo, la sentencia de custodia no se impondrá excepto 
cuando la Corte haya considerado alternativas a la misma
2432
. En este sentido, la nueva 
redacción de la YCJA canadiense supone una mayor adecuación a los criterios 
establecidos por la Convención de 1989, relegando a casos excepcionales la potestad de 




2. Contempla penas o medidas alternativas a la privación de libertad
2434
, desde la 
reprimenda verbal, hasta la custodia por tres a diez años, excepto en los casos de 
                                                             
2428 Vid. Bala, N. y Roberts J.V.: “Canadá’s Juvenile Justice System: promoting Community-Based 
Responses to Youth Crime”, en Junger-Tas, J. y Decker, S.H. (Eds.): International Handbook of Juvenile 
Justice… ob. cit., p. 39. Al igual que ocurre en otros países que mantienen un modelo fraccionado en 
provincias o Estados, Canadá ha establecido una política de justicia juvenil maleable de una región a otra. 
De este modo, cada uno de los sectores territoriales tiene, en virtud de la sección 61 de la YCJA, la 
potestad de establecer una edad, comprendida entre los catorce y los dieciséis años, para que el menor 
infractor responda ante justicia penal de adultos. Esta clase de transferencias de autonomía provoca 
importantes diferencias entre unas provincias y otras en materia de justicia juvenil. Vid. Denov, M.: Youth 
Justice... ob. cit., p. 169.   
2429 Tal y como asegura el Informe publicado en 2003, anteriormente citado, “la pena capital no 
existe en el Canadá”. Cfr. CRC/C/83/Add.6… cit., párrafo 670, p. 128.  
2430 Al respecto, Vid. Departamento de Justicia de Canadá: The evolution of Juvenile Justice in 
Canadá, 2004, disponible online en www.justice.gc.ca (06/07/2010), p. 27. También sobre la nueva 
política canadiense tras la aprobación de la nueva Acta de 2003, Vid. Department of Justice. Canada: The 
Youth Criminal Justice Act : Summary and Background, disponible online en: 
http://Canadá.justice.gc.ca/eng/pi/yj-jj/ycja-lsjpa/back-hist.html (06/07/2010).     
2431 Vid. Bala, N. y Roberts J.V.: “Canadá’s Juvenile Justice System…” ob. cit., p. 49. 
2432 De este modo, según el art. 39 (2) de la YJCA, los tribunales deberán considerar todas las 
posibles alternativas antes de decantarse por una sentencia favorable al internamiento. Vid. Bala, N. y 
Roberts J.V.: “Canadá’s Juvenile Justice System…” ob. cit.,  p. 55. 
2433 Vid. Denov, M.: Youth Justice… ob. cit., p. 162. 
2434 Vid. Bala, N. y Roberts J.V.: “Canadá’s Juvenile Justice System…” ob. cit., p. 49. 





asesinato. También se introducen sistemas de restitución del daño causado y servicios a 




3. No existe una figura análoga a la libertad condicional para los menores. No 
obstante, el último tercio de la sentencia de custodia puede ser cumplido bajo la 




4. La sentencia de internamiento o “custodia”, solo tendrá lugar en los casos más 
graves: violencia, reincidencia encontrándose cumpliendo otra sentencia que no fuera la 
de custodia; para aquellos delitos por los que un adulto ingresaría en prisión por no 
menos de dos años y en la que existan evidencias de culpabilidad
2437
; o en casos 
excepcionales, en aquellos supuestos en los que el menor haya cometido una infracción 
en la que las medidas aplicables no sean de custodia y sean inconsistentes
2438
. A pesar 
de estas consideraciones, algunos autores, como Anthony N. Doob y Carla Cesaroni, 
han resaltado el elevado número de jóvenes internados tanto en las instituciones 
específicas de custodia como en los centros penitenciarios de adultos
2439
, que supera en 
algunas ocasiones a las estadísticas de otros países, incluidos algunos Estados de USA. 
 
En lo referente a los establecimientos donde los menores cumplirán las sentencias 
de custodia o internamiento, Canadá prevé en su normativa la figura de las instituciones 
de custodia (custodial institution
2440
), que los separan de las prisiones para adultos. A 
pesar de esta mención en su actual normativa, el encierro de los menores infractores en 
las mismas instituciones penitenciarias para adultos ha sido una realidad en Canadá. 
Desde la ratificación de la Convención de los Derechos del Niño, en 1991, el gobierno 
                                                             
2435 Vid. Bala, N. y Roberts J.V.: “Canadá’s Juvenile Justice System…” ob. cit., p. 56. 
2436 Vid. Bala, N. y Roberts J.V.: “Canadá’s Juvenile Justice System…” ob. cit., p. 50. 
2437 En la legislación canadiense los jóvenes condenados por crímenes graves y 
violentos como asesinato, intento de asesinato, homicidio y sexual con agravantes de asalto, o que son 
reincidentes, pueden ser penados como adultos. Vid. Defensa Internacional de los niños y niñas (DNI): 
“From Legislation to Action? Trends in Juvenile Justice Systems Across 15 Countries. A preliminary 
mapping of the implementation of relevant international standards on juvenile justice in Albania, 
Argentina, Belgium, Bolivia, Canadá, Chile, Costa Rica, France, Ghana, Italy, The Netherlands, Niger, 
Palestine, Sierra Leone and Uganda in 2007”, Geneva, 2007, p. 35. En el mismo sentido, Vid. Defensa 
Internacional de los niños y niñas (DNI): “Protecting the Rights of Children in Conflict with the Law” 
Research on Alternatives to the Deprivation of Liberty in Eight Countries, Geneva, 2008, p. 41. 
2438 Vid. Bala, N. y Roberts J.V.: “Canadá’s Juvenile Justice System…” ob. cit., p. 54. 
2439 Vid. N. Doob, A., y Cesaroni, C.: Responding to Youth crime in Canadá. University of 
Toronto Press, Toronto, 2004, p. 204. 
2440 Vid. Bala, N. y Roberts J.V.: “Canadá’s Juvenile Justice System…” ob. y loc. cit. 





canadiense realizó una reserva respecto al artículo 37.c, en el que se menciona la 
absoluta separación entre adultos y menores en las prisiones, salvo en ocasiones 
excepcionales. Con base en dicha reserva, los menores podían ser internados junto con 
adultos en los centros penitenciarios, no existiendo, en la práctica, una eficaz diferencia 
de tratamiento penitenciario entre ambos
2441
. Las principales críticas del Comité de los 
Derechos del Niño han estado encaminadas a la supresión de esta reserva, tratando de 
conseguir del internamiento de menores en los centros penitenciarios para adultos del 




A pesar de esta salvedad, son muchas las provincias canadienses que han 
introducido modificaciones para asegurar el trato razonable a los menores acusados de 
infracción, incluido el establecimiento de centros especiales de reclusión para 
menores
2443
. En otros casos, como en la provincia de Alberta, la apuesta fue por la 
rehabilitación en el medio abierto. Durante 1997 se inauguraron varios campamentos 
para menores sometidos a normas de reclusión: el campamento forestal en Alberta 
meridional y un campamento para infractores aborígenes en la región septentrional
2444
. 
Estas colonias sometían a los menores a un régimen de asesoramiento educativo y 
laboral, con la intención de conseguir nuevamente su integración en el medio social. 
 
C. América Latina. 
 
En los países de Centroamérica (El Salvador, Honduras, Nicaragua, Costa 
Rica…), como afirma Carranza y Maxera, “podríamos sintetizar la gran transformación 
que se produce en materia penal juvenil diciendo que se sustituye el tradicional Derecho 
tutelar de menores por un sistema de responsabilidad”2445. De igual modo, el desapego a 
                                                             
2441 Vid. Howe, R.B., y Covell, K.: A question of commitment… ob. cit., p. 154 y, también, pp. 167 
y 168. 
2442 Vid. Documento del Comité de los Derechos del Niño CRC/C/15/Add.215, de 27 de octubre de 
2003, observaciones finales: Canadá, párrafo 56, p. 13. 
2443 Es el caso de la Columbia Británica, que en 1994 construyó un centro especial de reclusión 
para menores en el nuevo local de policía de Vancouver. Vid. CRC/C/83/Add.6… cit., párrafo 675, p. 
129. 
2444 Vid. CRC/C/83/Add.6… cit., párrafo 807, p. 149. 
2445 Cfr. Carranza, E. y Maxera R.: “Las nuevas legislaciones penales juveniles posteriores a la 
convención en America Latina”; en VV.AA., Giménez-Salinas i Colomer, E. (dir.): Legislación de 
menores en el siglo XXI: análisis de derecho comparado. Estudios de Derecho Judicial, 18, CGPJ, 
Madrid, 1999, p. 14. 





la doctrina de la situación irregular en las normas referentes al menor infractor en 
América Latina, significó el paso de un modelo caracterizado por “concebir al menor de 
edad como un sujeto pasivo de la intervención jurídica protectora estatal, como un 
objeto de tutela discrecional y no un sujeto de derecho”2446, a un criterio de intervención 
basado en el reconocimiento de la responsabilidad y capacidad penal de los menores 
infractores. Tal transformación supuso la sustitución del anterior sistema por la actual 
“doctrina de la protección integral” del menor2447. La metamorfosis de los sistemas de 
justicia juvenil de los países de Centroamérica, por tanto, es un hito relativamente 
joven
2448
 propiciado en gran medida por la influencia de la normativa e instrumentos 




1. La mayor parte de las legislaciones de los países centroamericanos, establecen 
la minoría de edad penal en los dieciocho años, y la edad mínima de responsabilidad 
penal para la justicia de adolescentes en los doce años
2450
. Se distinguen así (salvo 
Honduras), dos horquillas de edad para la aplicación de las penas privativas de libertad 
o internamiento (de doce a quince años), o para su ingreso en prisión de adultos (de 
dieciséis a dieciocho años). La legislación más flexible es la de Nicaragua, en la que en 
ningún caso se podrán imponer medidas de privación de libertad por debajo de la edad 
                                                             
2446 Cfr. García Méndez, E.: Derechos de la Infancia y adolescencia en América Latina. Edino, 
Quito, 1994, p. 83; Defensoría del Pueblo: Informe Defensorial Número 123, “La situación de los 
adolescentes infractores de la ley penal privados de libertad (supervisión de los centros juveniles-2007)”, 
Lima, Julio 2007, p. 17; y, más recientemente, Gómez Fernández, A.: “La justicia penal juvenil a la luz 
del nuevo modelo procesal penal”, en Iuris Omnes, Revista de la Corte Superior de Justicia en Arequipa, 
Nueva época, Volúmen XI, Número 1, enero-junio, Arequipa, 2009, p. 270. 
2447 Vid. Beloff, M.: “Los sistemas de responsabilidad penal juvenil en América Latina”, en García 
Méndez, E. y Beloff, M. (Comps.): Infancia, ley y democracia en América Latina. Análisis crítico del 
panorama legislativo en el marco de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño (1990-
1999). Temis/Depalma, 2ª Ed., Bogotá, 1999, pp. 86 y ss.  
2448 De hecho, algunos países, como es el caso de Chile, se encuentran en la actualidad en ese 
periodo de transición hacia un modelo de protección integral. Vid. in extenso Geisse Graep, F., y 
Echeverría Ramírez, G.: “Bases y límites para la responsabilidad penal de los adolescentes”, en Revista 
de Derecho de la Universidad Austral de Chile, Volumen XIV, julio, Valdivia, 2003, pp. 99-124. 
2449 Vid. Carranza, E. y Maxera R.: “Las nuevas legislaciones penales…” ob. y loc. cit; Tiffer 
Sotomayor, C.: “Derecho penal de menores y Derechos Humanos en América Latina”, en:   
http://enj.org/portal/biblioteca/penal/penal_juvenil/8.pdf, p. 5. (10/08/2010); Vid. García Méndez, E.: 
“Infancia, Ley y Democracia. Una cuestión de justicia”, en:  
 http://www.iin.oea.org/infancia_ley_y_democracia.pdf, p. 2 (10/08/2010). 
2450 Como excepciones a estos límites generales, se encuentran los ordenamientos de Nicaragua, 
que establece la responsabilidad penal del menor a partir de los trece años, y Bolivia que considera la 
plena mayoría de edad penal a la edad de dieciséis años. Vid. Tabla de comparación Edad de 
responsabilidad penal en América Latina Legislaciones Post Convención Internacional sobre Derechos 
del Niño, elaborada por el Instituto Interamericano del Niño, Organización de Estados Americanos: “La 
edad de responsabilidad penal de los adolescentes en América Latina”, publicada en: 
 http://www.iin.oea.org/Edad%20de%20responsabilidad%20penal.pdf (10/08/2010).  







. Las medidas de internamiento se aplicarán, por lo tanto, a los 
denominados adolescentes, y nunca a los considerados niños. Mientras que los 
segundos se encuentran bajo el amparo de medidas de protección en caso de infracción 
de la ley penal
2452
, el adolescente, en la mayor parte de las legislaciones de los países de 
América Central y Sudamérica tendrá cierta responsabilidad penal y, por ello, podrá 
imponérsele una medida socio-educativa. El internamiento en un centro de reforma, 
constituye una de tales medidas, en particular, una medida privativa de libertad, cercana 
en su planteamiento a las medidas de seguridad, si bien comienza, al igual que en el 
caso de muchos sistemas de responsabilidad, a tomar algunos elementos distintivos 
propios de la naturaleza jurídica de las penas. La diferenciación entre medidas 
estrictamente penales y aquellas meramente protectores aún no se ha conseguido en 
muchos de estos países, la especificación de los centros de internamiento de menores, 





2. Se establecen medidas alternativas a la privación de libertad para los jóvenes 
infractores. Estas medidas van desde la amonestación hasta la libertad asistida (o 
                                                             
2451 Vid. Carranza, E. y Maxera R.: “Las nuevas legislaciones penales…” ob. cit., p. 31 
2452 Como es el caso del Código de los Niños y Adolescentes del Perú (CNA), Ley nº 27.337 del 
Congreso de la Republica del Perú, de 21 de junio de 2000. Esta dicotomía entre responsabilidad penal 
del adolescente y ámbito asistencial del niño ha sido una constante en la legislación peruana, pues ya se 
encontraba en el anterior CNA de 1993 (Decreto Ley 26102, de 24 de diciembre de 1992). Vid. 
Documento del Comité de los Derechos del Niño CRC/C/65/Add.8, de 3 de agosto de 1998, Informes 
periódicos que los Estados Partes debían presentar en 1997: Perú, párrafo 821, p. 195. Una parecida 
legislación puede encontrarse en la Ley para el Tratamiento de Menores Infractores para el Distrito 
Federal en Materia Común y para toda la República en Materia Federal, de 24 de diciembre de 1991, 
reformada en 1998, de México, en el que los menores infractores (de once a dieciocho años) pueden ser 
objeto de medidas de orientación, protección o tratamiento. Vid. Vázquez González, C.: “Justicia penal de 
menores…” ob. cit., p. 226. Sobre el nuevo sistema de justicia juvenil de México, Vid. in extenso, Calero 
Aguilar, A.: “El nuevo sistema de justicia para adolescentes de México”, en Maqueda Abreu, C., y 
Martínez Bullé Goyri, V. M. (Coord.): Derechos Humanos: Temas y Problemas. Universidad Nacional 
Autónoma de México, México, 2010, pp. 241-259. 
2453 Es el caso del planteamiento de la nueva dirección de la legislación de Argentina, que creó 
mediante Decreto Nº 28/07, la Dirección Nacional para Adolescentes infractores a la ley penal, 
dependiente de la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescencia y Familia para compensar las disposiciones 
eminentemente tutelares y la falta de especialización de la Ley Nº 22278 de régimen penal de la 
minoridad y la sanción de un nuevo régimen de responsabilidad penal juvenil. Vid. Documento del 
Comité de los Derechos del Niño CRC/C/ARG/3-4, de 16 de septiembre de 2009, párrafo 953, p. 178. 
Tras una larga demora, finalmente esta legislación obsoleta ha sido derogada, promulgándose la nueva 
Ley 26.579, de 21 de diciembre de 2009, donde se establece la especialización de los centros de 
internamiento para menores. Sobre las prerrogativas de esta nueva legislación y su contenido al respecto 
de los centros de internamiento de menores, Vid. Crivelli, E.: “La mayoría de edad a los dieciocho años y 
sus efectos en materia penal juvenil”, en El Dial, 24 de Junio de 2010, publicado en: 
http://institutoninezyadolescenciacam.blogspot.com/2010/06/materia-penal-juvenil.html 
(25/08/2010). 







), pasando por los servicios a la comunidad, la obligación de 
reparar el daño, etc. Asimismo, declaran que la medida de internamiento debe ser 
considerada siempre como excepcional y usada como ultima ratio. 
 
3. Tal y como ha expuesto Mary Beloff, “los sistemas creados en América Latina 
hasta el momento no son sistemas de justicia juvenil, en el sentido en el que 
tradicionalmente los han entendido el mundo anglosajón y continental europeo”2455, 
puesto que su regulación es más generalista, dentro del marco de la protección integral, 
debiendo conjugar otros campos jurídicos (protección al abandono, adopción, 
maltrato…) con el ámbito internacional, en detrimento de una mayor especialización en 
el campo estrictamente penal del menor infractor.  
 
En cuanto a los centros de internamiento, existen, en las legislaciones de estos 
países, algunas referencias específicas a los mismos en cuanto a régimen y 
administración que los diferencian de los centros penitenciarios de adultos
2456
. En estos 
centros especializados se cumplirán las medidas excepcionales de internamiento, 
normalmente por un periodo no superior a los diez años, aunque hay excepciones que 





La principal problemática a la que se enfrentan estos países es el fuerte contraste 
entre la demanda legislativa inserta en sus normativas y los recursos que se destinan a 
su práctica
2458
. Si a ello le sumamos el incremento de la criminalidad infantil, en 
algunas regiones especialmente castigadas por los conflictos armados
2459
, pueden 
                                                             
2454 Vid. Carranza, E. y Maxera R.: “Las nuevas legislaciones penales…” ob. cit., p. 34 
2455 Cfr. Beloff, M.: “Los sistemas de responsabilidad penal…” ob. cit., p. 22. 
2456 Exponen Carranza y Maxera algunas de las peculiaridades de estas normativas, como es el 
caso de la ley salvadoreña, que incorpora entre su articulado una sección que regula el funcionamiento de 
los centros de internamiento especiales para adolescentes infractores. Vid. Carranza, E. y Maxera R.: “Las 
nuevas legislaciones penales…” ob. cit., p. 40. 
2457 Sobre los extremos máximos de privación de libertad en los países de Centroamérica, Vid. 
Gómez Gómez, D.: Diagnóstico regional sobre las condiciones de detención de las personas adolescentes 
en las cárceles de Centroamérica. DNI, San José, Costa Rica, 2004, pp. 30 y ss.  
2458 Sobre la influencia de estos factores económicos en los sistemas de justicia sudamericanos, 
Vid. Vázquez González, C.: “Justicia penal de menores...” ob. cit., p. 223. 
2459 Como es el caso de Colombia, cuyo sistema de justicia juvenil ha resultado afectado 
directamente por estos conflictos armados y la pobreza generada en la población infantil. Vid. Zalkind, P., 
y J. Simon, R.: Global perspectives… ob. cit., pp. 30 y ss. 





comprenderse las dificultades de implantación de estructuras de justicia juvenil eficaces. 
La escasez de centros especializados para preventivos
2460
, y la falta de infraestructuras 
para la adecuada ejecución de las medidas de internamiento, han desplegado todo un 
abanico de problemas que entorpecen la misión rehabilitadora de los sistemas de justicia 
juvenil: desplazamiento de muchos jóvenes de su ámbito social, el hacinamiento de los 
internos en algunos centros
 2461
, ausencia de centros especializados para jóvenes 
adultos
2462




La legislación sobre menores infractores en Brasil viene contenida en el Estatuto 
de la Condición de la Niñez y la Adolescencia, una disposición que supone que el 
menor infractor en Brasil haya dejado de ser “una vaga categoría sociológica a quien 
puede imponerse medidas (penas-sufrimientos) de carácter indeterminado, para 
convertirse en una precisa categoría jurídica sujeta a los derechos establecidos en la 
doctrina de la protección integral”2463. Con anterioridad a la entrada en vigor de esta 
normativa, el modelo tutelar establecía la posibilidad de internar a los menores sin 
                                                             
2460 En muchos de los países del ámbito centroamericano las medidas cautelares de internamiento 
se cumplen en los mismos centros donde se destina a los adultos en situación de prisión preventiva. En 
otras ocasiones, como es el caso de Nicaragua, la legislación de menores infractores “permite hacer un 
uso abusivo de la medida” cautelar de internamiento, que, en todo caso, debería ser excepcional. Vid. 
Carranza, E. y Maxera R.: “Las nuevas legislaciones penales…” ob. cit., p. 38. En otras legislaciones, los 
menores infractores cuentan con unos centros especialmente concebidos para la vigilancia y observación 
de preventivos. Es el caso de la legislación de la Republica del Perú, que incorpora los denominados 
Centros de Observación y Diagnóstico del Poder Judicial, donde un Equipo Multidisciplinario evaluará la 
situación del adolescente en reclusión preventiva. Vid. Art. 211 del CNA, promulgado en el año 2000, del 
Perú. 
2461 La más actual revisión de los centros de internamiento en Centroamérica y la región del Caribe 
fue elaborada en el 2009. En este informe, se analizan cada uno de los centros de internamiento de los 
países pertenecientes a este ámbito, destacando algunos de los problemas mencionados supra, a los que 
debemos unir la mala ventilación de las celdas y los baños en algunos de los centros, así como la mala 
alimentación, etc. Los centros mejor valorados por el Informe serían los de Guatemala, mostrando graves 
deficiencias los de Honduras, Nicaragua, Panamá, Costa Rica y El Salvador. Vid. Gómez Gómez, D.: 
Diagnóstico Centroamericano Estándares Arts.37-40 CDN, Justicia Penal Juvenil. DNI, Costa Rica, 2009, 
pp. 79 y ss. 
2462 Vid. Gómez Gómez, D.: Diagnóstico regional… ob. cit., p. 39. Según se indica en este 
informe, en la mayor parte de los países de Centroamérica, los mayores de dieciocho años comparten 
encierro con los menores en los centros de internamiento, no existiendo alternativas para su tratamiento 
especializado. Costa Rica es el único caso en donde en el centro de internamiento para personas 
adolescentes, no permanecen personas mayores de dieciocho años privadas de libertad. Al cumplir los 
dieciocho años se les traslada al Centro Adulto Joven, que es una parte de la cárcel “La Reforma”. Este 
segmento de jóvenes plantea la necesidad de recibir continuidad en su atención, aspecto que debe 
asumirse desde la Doctrina de la Protección Integral. 
2463 Cfr. García Méndez, E.: “Brasil, adolescentes infractores graves: sistema de justicia y política 
de atención”, en http://www.iin.oea.org/Brasil_adolescentes_infractores_graves.pdf. (25/08/2010). 





necesidad de que existiera incumplimiento de la ley penal; los simples comportamientos 
socialmente “desviados” bastaban para cumplir con los requisitos del encierro con base 




La Ley número 8.069, de 13 de Julio de 1990, sobre el Estatuto de Condición de 
la Niñez y la Adolescencia  y otras medidas (Estatuto da Criança e do Adolescente e dá 
outras providências), dispone una serie de medidas de aplicación a los menores 
infractores, muchas de ellas de ámbito similar o análogo a las que podíamos encontrar 
en nuestra anterior regulación de Tribunales Tutelares de Menores. Estas medidas sólo 
tendrán efecto sobre los adolescentes, siendo los menores de doce años irresponsables 
penalmente; para ellos se extiende un catálogo de medidas de tratamiento asistencial, en 




La clasificación de las medidas socio-educativas
2466
 susceptibles de imponerse a 









2. Obligación de reparar el daño: en caso de daños materiales a la propiedad, la 
autoridad competente podrá determinar que el menor “restituya la cosa, promueva el 
resarcimiento del daño, o de otra forma, compense el perjuicio de la víctima”2469. 
 
3. Prestación de servicios a la comunidad: realización de tareas gratuitas para el 
interés público, por un periodo no superior a seis meses. La Ley brasileña introduce en 
                                                             
2464 Vid. Documento del Comité de los Derechos del Niño CRC/C/3/Add.65, de 17 de diciembre de 
2003, párrafo 576, p. 127. 
2465 Vid. Cury, M. (Coord.): Estatuto da Criança e do Adolescente Comentado. 3ª Ed., Revista dos 
Tribunais, Sao Paulo, 2002, p. 18. 
2466 Sobre las medidas socioeducativas del Estatuto brasileño y, en particular sobre su naturaleza 
jurídica y alcance de actuación, Vid. Costa Saraiva, J.B.: “Brasil: Medidas socioeducativas e o 
adolescente autor de at o infracional”, en VV.AA., UNICEF: Justicia y Derechos del Niño, Número 11, 
Santiago de Chile, 2009, pp. 281 y ss. 
2467 Cfr. Artículo 112 de la Ley Federal n. 8.069, de 13 de Julio de 1990, sobre la Condición de la 
Niñez y la Adolescencia y otras medidas.  
2468 Vid. Artículo 115, de la Ley Federal n. 8.069, de 13 de Julio de 1990… cit. 
2469 Vid. Artículo 116, de la Ley Federal n. 8.069, de 13 de Julio de 1990… cit. 





este precepto que tales tareas para el bien de la comunidad se realicen “junto a entidades 
asistenciales”2470, como hospitales o escuelas. Asimismo, se establece que las actividad 
en beneficio de la comunidad deberán encontrarse acordes con las circunstancias y 
actitudes del menor, y habrán de ser cumplidas en jornadas de no más de ocho horas de 
trabajo semanal, los sábados, domingos y festivos, con la intención de alejar al menor 
en su tiempo de ocio de la delincuencia. 
 
4. Libertad asistida: figura análoga a nuestra libertad vigilada, la Ley brasileña 
estipula que “será adoptada siempre que se estime como la medida más adecuada para el 
fin de acompañar, auxiliar y orientar al adolescente”2471. Tendrá un plazo mínimo de 
seis meses, pudiendo ser en todo momento revocada o sustituida por otra medida más 
conveniente. Destaca en la redacción de la norma la enumeración de las obligaciones 




a) Promover la integración social del adolescente y su familia. 
b) Supervisar la formación educativa del menor. 
c) Fomentar la inserción laboral del adolescente. 
 
5. Internamiento en semi-libertad: la Ley dispone que este régimen podrá ser 
impuesto como medida inicial o como “forma de transición al medio abierto”2473. Se 
trata de un estadio intermedio, entre el internamiento y el medio abierto, a través del 
cual el menor deberá volver a aprender de nuevo a vivir en libertad. En ella se podrán 
realizar salidas para realizar actividades en el exterior del lugar de cumplimiento, 
principalmente de índole educativa
2474
. En la legislación penitenciaria, este tipo de 





                                                             
2470 Vid. Artículo 117, de la Ley Federal n. 8.069, de 13 de Julio de 1990… cit. 
2471 Vid. Artículo 118, de la Ley Federal n. 8.069, de 13 de Julio de 1990… cit. 
2472 Vid. Artículo 119, de la Ley Federal n. 8.069, de 13 de Julio de 1990… cit. 
2473 Vid. Artículo 120, de la Ley Federal n. 8.069, de 13 de Julio de 1990… cit. 
2474 Vid. Shoemaker, D.J.: International Handbook on Juvenile Justice. Greenwood Press, 
Westport, 1996, p. 25. 
2475 Cfr. CRC/C/3/Add.65… cit., párrafo 584.e., p. 129. 





6. Internamiento en Centro de enseñanza: constituye una medida de privación de 
libertad para el menor, y sólo procederá su imposición por la autoridad judicial en 
aquellos casos en los que la infracción se cometa con grave amenaza o intimidación 
contra las personas
2476
, cuando concurra reincidencia
2477
 o por incumplimiento reiterado 
e injustificado de medidas impuestas con anterioridad
2478
. Acorde con lo dispuesto en la 
Convención de 1989, las medidas privativas de libertad del Estatuto deberán imponerse 
en última instancia, con carácter excepcional y por el menor tiempo posible
2479
. La 
Constitución del Brasil garantiza que nadie ingrese en prisión a menos que sea detenido 
en el acto (en flagrante delicto) o por mandamiento escrito y justificado de la autoridad 
judicial competente (art. 5-LXI). El Estatuto del Niño y el Adolescente recoge asimismo 




 Su regulación difiere de nuestras medidas de internamiento, siendo en algunos 
puntos más flexible que nuestro régimen cerrado: nunca se internará al menor por un 
periodo superior a tres años, tras la cual el menor podrá pasar a cumplir un 
internamiento en semilibertad, o se le impondrá un periodo de libertad asistida
2481
; se 
permitirá la realización de actividades en el exterior del centro, a no ser que exista 
informe desfavorable del Equipo Técnico
2482
; el joven que cumpla los veintiún años 
cuando se le aplique esta medida será liberado
2483
. La semejanza entre la medida socio-
educativa de internamiento y las medidas de seguridad
2484
 en la legislación brasileña es 
mucho más acusada que en otras legislaciones, ya que se mantiene un régimen de 
                                                             
2476 Vid. Artículo 122.I., de la Ley Federal n. 8.069, de 13 de Julio de 1990… cit. 
2477 Vid. Artículo 122.II., de la Ley Federal n. 8.069, de 13 de Julio de 1990… cit. 
2478 Vid. Artículo 122.III., de la Ley Federal n. 8.069, de 13 de Julio de 1990… cit. 
2479 Vid. Cury, M. (Coord.): Estatuto… ob. cit., p. 413. 
2480 Vid. CRC/C/3/Add.65… cit., párrafo 574, p. 126. 
2481 Vid. Artículo 121. 3., de la Ley Federal n. 8.069, de 13 de Julio de 1990… cit. 
2482 Vid. Artículo 121. 4., de la Ley Federal n. 8.069, de 13 de Julio de 1990… cit. 
2483 Vid. Artículo 121. 5., de la Ley Federal n. 8.069, de 13 de Julio de 1990… cit. 
2484 De hecho, son pocos los autores que aceptan la regulación del Estatuto brasileño como una 
normativa penal. Saraiva, J.B.C. Desconstruindo o Mito da Impunidade: um Ensaio de Direito (Penal) 
Juvenil. Brasília, 2002; Frasseto, F.A.: Pela necessidade de uma doutrina do processo de execução de 
medidas socioeducativas. Relatório do 19º Congresso Brasileiro de Magistrados e Promotores de Justiça 
da Infância e Juventude, en Belém/Pará, 2001 y Donizeti Liberati, W.: Comentários ao Estatuto da 
Criança e do Adolescente. São Paulo: Malheiros Editores, 1995. La contribución de García Méndez, E.: 
Infância e cidadania na América Latina. Hucitec/IAS, Sao Paulo 1998; Batista Sposato, K.: “Desafíos 
duraderos en la legislación brasileña de responsabilidad de menores de edad: un estudio crítico a la luz de 
los dieciocho años de vigencia y del modelo español”, en VV.AA. Unicef: Justicia y Derechos del Niño, 
Número 10, Santa Fe-Bogotá, 2008, pp. 113 y ss. 





sentencia indeterminada, revisable cada seis meses, estableciéndose solamente el límite 




Se dispone, en el artículo 123 de la norma, que esta medida deberá ser cumplida 
en “entidades exclusivas para adolescentes” que, en todo caso, deberán encontrarse 
situadas lo más cercano posible del domicilio del menor, estableciéndose, además, la 
separación de los menores por razón de edad, gravedad de la infracción y condiciones 
físicas
2486
. Los antecedentes de estos centros los podemos encontrar en el Decreto-ley 
2.024, de 1940, por el que se regulan centros específicos denominados “de 
observación”, que deberían ser instituidos en las diferentes unidades federales para el 
internamiento provisional y el “examen antropológico y psicológico del menor”2487 que 
requisara de algún tipo de tratamiento terapéutico. 
 
La efectiva separación de los adolescentes internados y de los adultos en los 
centros de detención
2488
; la falta de recursos para la construcción de infraestructuras 
acordes a lo dispuesto en la legislación; la ineficacia de las medidas socio-educativas y 
la inactividad gubernamental para imponerlas
2489
; la falta e inaplicación de medidas 
socio-educativas en centros abiertos
2490
; y la continuidad de los malos tratos y torturas a 
los internos, son algunos de los principales problemas a los que se enfrenta la 
legislación brasileña, sobre todo en las zonas norteñas del país
2491
. Estas prácticas 
responden a la anterior aplicación de un tratamiento puramente represivo a los menores 
que no consideraba titulares de derechos, sino delincuentes merecedores de castigos
2492
. 
                                                             
2485 Vid. Penglase, B.: Final justice: police and death squad homicides of adolescents in Brazil. 
Human Rights, Watch/Americas, New York, 1994, p. 17. 
2486 Vid. Shoemaker, D.J.: International… ob. cit., p. 26. 
2487 Vid. Seda, E.: “Evolución del derecho brasileño del niño y del adolescente”, en: 
 http://www.iin.oea.org/Evolucion_del_derecho_brasilero.pdf (25/08/2010). 
2488 Vid. Pascuim, L.E.: Menoridade Penal. 2ª Ed., Juruá, Paraná, 2007, p. 48. 
2489 Vid. Vidal Camargo de Barros, L.F.: “Medidas Soció-educativas”, en Revista Brasileira de 
Ciências Criminais, Número 37, enero-marzo, Sao Paulo, 2002, p. 196. 
2490 Vid. Porto Fajardo, S.: “Dez anos de implementação do ECA no Rio Grande do Sul: avanços e 
desafios”, en Rio Grande do Sul. Assembléia Legislativa. Comissão de Cidadania e Direitos Humanos: 
Relatório Azul 2004: garantias e violações dos direitos humanos; 10 anos. Edição comemorativa. 
CORAG, Porto Alegre, 2004, p. 35. 
2491 Vid. in extenso, Human Rights Watch: Cruel confinement: abuses against detained children in 
Northern Brazil, Volumen 15, Número 1, abril, 2003, passim. En atención a los centros de internamiento 
de esta region de Brasil, consúltense las pp. 11 y ss. 
2492 Vid. CRC/C/3/Add.65… cit., párrafo 587, p. 132. 





Estas denuncias han sido puestas de manifiesto por el Comité de los Derechos del Niño 






La política criminal sobre jóvenes infractores en las regiones orientales de nuestro 
globo es prácticamente una desconocida para los sistemas juveniles europeos y 
americanos. En parte, ello se debe a que en la región asiática no se han instaurado 
todavía mecanismos regionales de protección de los derechos humanos
2494
, además de 
las diferencias de índole cultural y política, con respecto al entorno occidental.  
 
China ratificó el 5 de noviembre de 1956 los Convenios de Ginebra de 1949, y en 
1995, participó activamente en la elaboración del Protocolo Facultativo de la 
Convención sobre los Derechos del Niño
2495
. No obstante, el gran país asiático aún no 
ha adoptado una legislación especializada para la ejecución penal con menores 
infractores
2496
. Debido a esta falta de legislación distinta a la de los adultos, la mayor 
parte de las particularidades de la política criminal de China, en materia de menores 
infractores y delincuentes juveniles, estará marcada por las prerrogativas y garantías 
establecidas en su propio ordenamiento penal o en regulaciones administrativas sobre la 
materia. De este modo, los órganos judiciales de China han establecido reglamentos 
especiales para la resolución de casos con miras a garantizar los derechos e intereses 
legítimos de los delincuentes y presuntos delincuentes juveniles durante los 
procedimientos penales
2497
. Existirán, además, unos tribunales especiales en cada una de 
las regiones para evitar que los menores infractores sean juzgados por el mismo órgano 
jurisdiccional que los adultos. Dichos Tribunales de menores tendrán fundamentalmente 
                                                             
2493 Vid. Documento del Comité de los Derechos del Niño CRC/C/15/Add.241, de 23 de 
noviembre de 2004, párrafo 68, p. 14. 
2494 Como ha expresado Vázquez González, reseñando además las iniciativas para su 
promulgación, como la Carta Asiática de Derechos Humanos. Vid. Vázquez González, C.: “Legislación 
penal de menores…” ob. cit., p. 212.  
2495 Vid. Documento del Comité de los Derechos del Niño CRC/C/83/Add.9, de 15 de julio de 
2005, párrafo 273, p. 83. Sobre la evolución histórica del antiguo modelo de bienestar al actual modelo 
chino de justicia juvenil, Vid. Dikötter, F.: Crime, punishment and the prison in modern China. Hurst & 
Co Publishers, London, 2002, pp. 172 y ss. 
2496 Vid. Yue, L.: “Youth Justice in China”, en Winterdyk, J. (Ed.): Juvenile Justice… ob. cit., p. 
105. 
2497 Vid. CRC/C/83/Add.9… cit., párrafo 281, p. 85. 







: establecer una “doble protección”, es decir, tanto una 
protección y asistencia procesal al menor infractor, como una protección ciudadana ante 
el delito cometido por él; establecer un proceso basado en el interés del menor y en los 
métodos educativos; y constituir una jurisdicción propia y diferente a la de los adultos.   
 
Acorde con el artículo 17 del Código penal chino, la edad de responsabilidad 
penal comienza a los catorce años. Sin embargo, aquellos jóvenes infractores entre los 
catorce y los dieciséis años de edad podrán ser sancionados penalmente sólo en caso de 
comisión de determinados delitos reglados en la ley (normalmente, aquellos más graves: 
asesinato, trafico de drogas, robo…). A partir de los dieciséis años, el menor es 
plenamente responsable, pero desde esta edad y hasta los dieciocho años se prevén 





Dentro de las políticas de prevención de la delincuencia en China, nos 
encontramos con la antigua figura del reformatorio (también conocidos como escuelas 
de trabajo y estudio
2500
), reconvertida en una institución educativa de protección
2501
. 
Con objeto de educar a los menores a partir de los nueve años de edad, y evitar así que 
se conviertan en delincuentes y sean enviados a instituciones penitenciarias de adultos, 
se imponen medidas correctivas obligatorias, en virtud de lo dispuesto en el reglamento 




El segundo tipo de instituciones, serían los centros penitenciarios especiales, de 
titularidad pública
2503
, para menores infractores, denominadas instituciones de 
rehabilitación para jóvenes: aquellas instituciones basadas en el modelo de comunidad 
                                                             
2498 Vid. Zhao, G.: “The recent development of Juvenile Justice in China”, en Liu, J., Zhang, L., y 
F. Messner, S. (Eds.): Crime and social control in a changing China. Greenwood Press, Westport, 2001, 
p. 184. 
2499 Vid. Yue, L.: “Youth Justice…” ob. cit., p. 108. 
2500 Sobre el auge de estas escuelas de trabajo o reformatorios en la década de los 90, Vid. 
Benewick, R., y Wingrove, P.: China in the 1990s. Revised Edition, UBS Press, Vancouver, 1999, pp. 
101 y ss. 
2501 Vid. CRC/C/83/Add.9… cit., párrafo 289, p. 88.  
2502 Vid. CRC/C/83/Add.9… cit., párrafo 302, p. 91. 
2503
 En muchas ocasiones son los propios policías los que gestionan estas instituciones para 
menores. Sobre las especiales funciones de la policía de China en relación con el ámbito de la 
delincuencia juvenil y el internamiento, Vid. Martin, G.: Juvenile justice: process and systems. Sage 
Publications, Thousands Oaks, California, 2005, pp. 361 y 362.  





y los denominados shaonianfan guanjiao suo (SGS), o instituciones de supervisión y 
educación para jóvenes infractores
2504
. Además de estos centros de internamiento, en el 
ordenamiento chino existen centros de detención que reciben al menor de manera 
preventiva antes de ser juzgado por un tribunal popular o de que éste dicte sentencia
2505
. 
Estas instituciones fueron objeto de regulación por parte del Ministerio de Justicia, que 
publicaría un documento para establecer su estatuto y gestión, con fecha de 7 de enero 
de 1986. Según dicha regulación, estas instituciones podían acoger a aquellos menores 
sentenciados a internamiento en virtud de lo dispuesto en el Código penal, y de forma 
excepcional a aquellos menores de dieciséis años que, sin haber sido sentenciados a 
encierro, necesitaran de intervención educativa especial
2506
. Dicha normativa se 
complementó con la promulgación, el 28 de febrero de 1999, de un Reglamento por el 
que se rige la administración de los correccionales de menores, que regula en detalle el 
sistema para la administración, educación y reforma de los jóvenes delincuentes y 
garantiza su salud y bienestar, incluido el disfrute de sus derechos. 
 
En virtud del artículo 76 de la Ley de prisiones y la norma 2 del Reglamento por 
el que se rige la administración de los correccionales de menores, en esos centros se 
recluye a dos tipos de menores: 1. delincuentes menores de dieciocho años que han sido 
condenados por un tribunal popular a una determinada pena de prisión o a cadena 
perpetua; y 2. delincuentes que cumplieron dieciocho años mientras cumplían penas en 
un centro de menores, cuando les quedaban menos de dos años de condena
2507
. En estos 
establecimientos, se han de crear instalaciones escolares como aulas, laboratorios, 
bibliotecas y gimnasios, y proporcionar material didáctico, recursos bibliotecarios y 
equipos para las clases de diseño gráfico y educación física. Cada dependencia 
administrativa ha de tener salas de tertulia, lectura y actividades, para garantizar la 
satisfactoria misión educativa y rehabilitadora de la institución
2508
. De acuerdo con las 
normas 39, 47, 48 y 55 del reglamento sobre correccionales de menores, el nivel de vida 
de los jóvenes delincuentes ha de cumplir el nivel mínimo para un buen desarrollo 
físico. Para ello, estos centros de internamiento han de ofrecer una dieta adecuada y 
                                                             
2504 Vid. Shoemaker, D.J.: International… ob. cit., p. 68. 
2505 Vid. CRC/C/83/Add.9… cit., párrafo 305, p. 92. 
2506 Vid. Yue, L.: “Youth Justice…” ob. cit., p. 119. 
2507 Vid. CRC/C/83/Add.9… cit., párrafo 308, p. 93. 
2508 Vid. CRC/C/83/Add.9… cit., párrafo 314, p. 94. 





establecerse cocinas distintas para satisfacer las necesidades alimentarias especiales de 
los delincuentes que pertenecen a minorías étnicas. Asimismo, las dependencias 
sanitarias de los correccionales de menores han de ofrecer tratamiento médico, adoptar  
medidas preventivas bajo la dirección de las autoridades sanitarias locales, y disponer lo 




En el caso de la región administrativa de Hong Kong, las variaciones a lo 
anteriormente indicado son considerables. En primer lugar, los menores tendrán 
responsabilidad penal a partir de los diez años de edad
2510
 (recientemente modificada, 
pues anteriormente la edad a la que comenzaba la responsabilidad penal del menor eran 
siete años
2511
). Entre los diez y los catorce años de edad se establecerá una suerte de 
presunción iuris tantum en favor de la inocencia del menor, a no ser que pueda 
demostrarse que éste actuara con dolo
2512
, lo que recuerda a la teoría del discernimiento 
proveniente del Derecho romano que se estableció en Alemania. En lo que a ejecución 
penal se refiere, el artículo 11.2 del capítulo 226 de la Ordenanza sobre Menores 
delincuentes establece la imposibilidad de internar a un menor en caso de que exista 
cualquier otra medida alternativa compatible con el delito cometido. En caso de que se 
necesario el internamiento, tal medida cumplirá en instituciones específicas para 
menores, separadas de los adultos y tendrá como objetivo la rehabilitación del 
menor
2513
. La Ordenanza sobre reformatorios (cap. 225) y la Ordenanza sobre centros 
de formación (cap. 280) se refieren específicamente a los programas de rehabilitación. 
El propósito exclusivo de la Ordenanza sobre centros de formación es “disponer el 
establecimiento de centros de formación para la capacitación y la reforma de 
delincuentes mayores de catorce años y menores de veintiuno”2514. 
 
                                                             
2509 Vid. CRC/C/83/Add.9… cit., párrafo 315, p. 94. 
2510 Vid. Documento del Comité de los Derechos del Niño, CRC/C/CHN/CO/2, de 24 de 
noviembre de 2005, párrafo 90, p. 20. 
2511 Así queda establecido en el capítulo 226 Ordenanza sobre menores Delincuentes de la región 
administrativa de Hong Kong. 
2512 Vid. Documento del Comité de los Derechos del Niño, CRC/C/83/Add.9 (Part I), publicado 
con fecha 24 de septiembre de 2004, párrafo 463, p. 138. 
2513 Vid. artículo 6.3 de la Ordenanza sobre la Carta de Derechos de Hong Kong (cap. 383), que 
refleja el artículo 10.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: “El régimen penitenciario 
consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la reforma y la readaptación social de los 
penados. Los menores delincuentes estarán separados de los adultos y serán sometidos a un tratamiento 
adecuado a su edad y condición jurídica”. 
2514 Cfr. CRC/C/83/Add.9 (Part I)… cit., párrafo 473, p. 140. 





Actualmente, a pesar de que la legislación china se ha adaptado a muchas de las 
exigencias establecidas por las normativas internacionales, el Comité de los Derechos 
del Niño continúa presionando para erradicar la cadena perpetua en menores de edad y 





3.2. Derecho comunitario y sus recomendaciones en materia de Derecho 
penal de menores. 
 
Mientras que los problemas de conversión de las normas internacionales sobre 
Derecho penal de menores son motivo de crítica, por su falta de imposición para los 
Estados miembros, “la delincuencia juvenil se configura actualmente como uno de los 
fenómenos que ha ido ganando espacio en la preocupación de las sociedades 
europeas”2516. Tal y como expone Vázquez González, desde la segunda mitad del siglo 
XX hemos presenciado un “proceso de regionalización o sectoralización de los derechos 
humanos”2517, de modo que organismos supranacionales como la Unión Europea (UE) 
puedan hacer valer sus potestades para su efectiva protección. Así, la Convención 
Europea para la Salvaguarda de los Derechos del Hombre y las Libertades 
Fundamentales, aprobada en Roma el 4 de noviembre de 1950, fue la norma decisiva 
para la institucionalización del principal de estos organismos de protección: El Tribunal 




                                                             
2515 Vid. CRC/C/CHN/CO/2… cit. párrafos 93, 94 y 95, pp. 21 y 22. 
2516 Vid. Dictamen del Comité Económico y Social de la Unión Europea, de 15 marzo 2006. 
Introducción, 1.1. 
2517 Vid. Vázquez González, C.: “Legislación penal de menores…” ob. cit., p. 196. 
2518 Cuyas sentencias son vinculantes para los Estados miembros de la UE. Vid. Vázquez 
González, C.: “Legislación penal de menores…” ob. cit., p. 198. El Tribunal ha puesto de manifiesto, en 
algunas de sus sentencias, la necesidad de un sistema especializado de justicia penal para menores 
infractores, llegando incluso a argumentar que, en caso contrario, se estarían vulnerando los derechos y 
garantías del menor (caso Bulger). Recientemente se ha dado el caso de una sentencia condenatoria por la 
situación de un menor en un centro penitenciario. El caso Güveç vs. Turquia (Application no. 70337/01), 
cuya sentencia fue promulgada el 20 de enero de 2009, emitió un fallo condenatorio por el ingreso de un 
menor en un centro penitenciario sin separación con los adultos y en condiciones que no se ajustaban a lo 
dispuesto en las normas internacionales. Disponible el texto de la sentencia completo en:  
www.echr.coe.int (25/08/2010). 





El Derecho comunitario en su tarea de integrar el derecho interno de todos los 
Estados miembro de la UE, intenta alejarse de la simple cooperación
2519
, que hasta 
ahora tenía lugar entre los distintos países. La UE, a través de sus órganos, ha 
promulgado diversas normativas que atañen a las legislaciones nacionales de los 
Estados miembros. Los antecedentes de todas ellas debemos buscarlos en la aprobación 
y promulgación del Convenio Europeo para la protección de los Derechos Humanos y 
Libertades fundamentales, antes mencionado. Pese a que su contenido tiene un carácter 
general, el Convenio ya incluía la posibilidad del internamiento de los menores, 
estableciendo un principio de legalidad, en virtud del cual es posible: “la privación de 
libertad de un menor en virtud de una orden legalmente acordada con el fin de vigilar su 
educación o de su detención, conforme a derecho, con el fin de hacerle comparecer ante 
la autoridad competente”2520. Esta normativa se erige como la primera regulación de 
incorporación y reconocimiento de los derechos humanos en los modernos sistemas de 
justicia de menores
2521
. Su importancia radica en la transposición de “los principios 
generales de la Declaración de Derechos Humanos de las Naciones Unidas en estrictas 
obligaciones jurídicas”2522. 
 
Bajo la bandera del denominado welfare state (estado de bienestar), los primeros 
modelos de justicia juvenil de los países del ámbito europeo mantuvieron un unitario 
planteamiento “paternalista”2523. Este modelo asistencial oscilaba entre los modelos de 





                                                             
2519 Vid. Molina del Pozo, C.: Manual de Derecho de la Comunidad Europea. 4ª Ed., Dijusa, 
Madrid, 2002. p. 182. 
2520 Cfr. Art. 5.1.d., del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales, de 4 de noviembre de 1950, revisado de conformidad con el Protocolo nº 11 
completado por los Protocolos nº 1 y 6. 
2521 Vid. Sanz Hermida, A.M.: El nuevo proceso… ob. cit., p. 77. 
2522 Cfr. Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo… ob. cit., pp. 85 y 86.  
2523 Vid. Bailleau, F.: “Les evolutions de la Justice Penale des mineurs en Europe du Modele 
Welfare au Modele Neo-liberal”, en II Conférence Internationale. La Justice juvénile en Europe: Un 
cadre pour l'intégration (conferencia pronunciada en la II Conferencia Internacional sobre Justicia 
Juvenil en Europa), Brussels, 2006, p. 2. Publicado online en: www.oijj.org (25/08/2010). 
2524 Sobre los matices de los modelos de justicia juvenil supervivientes en los países de la UE, Vid. 
Reichel, P., Comparative Criminal Justice Systems. A Topical Approach. 5ª Ed., New Jersey, 2008, pp. 
347-371. 





Tal aparente unidad de criterios se encontraba amparada por los grandes 
principios de las normativas internacionales de ámbito universal (de las que hemos 
tratado en anteriores epígrafes). La transformación llegaría a principios de la década de 
1980
2525
, estableciéndose cada vez más los modelos de responsabilidad en todo el 
ámbito europeo como consecuencia de una visión garantista
2526
. Este cambio de 
dirección coincidiría con las primeras legislaciones regionales de la UE sobre materias 
relacionadas con otros círculos diferentes a los meramente económicos. Dentro de estas 
primeras regulaciones europeas de temática social y, en particular, sobre derechos de los 
menores amparados en la Convención Europea, destacó el Consejo de Europa, creado 
en 1949 para la vigilancia y protección de los Derechos Humanos. Desde entonces, tal 
órgano supranacional ha elaborado una serie de instrumentos jurídicos sobre diferentes 
materias relacionadas con la justicia de menores. Algunos se pueden catalogar como 
normas mínimas
2527
, mientras que otros constituyen meras recomendaciones que tratan 
de orientar a los Estados miembros sobre cómo actuar o para elevar los estándares 
existentes y también establecer mecanismos de vigilancia
2528
. No obstante, como se 
podrá apreciar en el análisis de las normativas europeas, la mayor parte de las 
disposiciones emanadas en el seno de la UE se limitan a Recomendaciones y 
Dictámenes, que “no poseen más que un valor moral y político sobre sus receptores, y 
nunca obligatorio”2529. En consecuencia, se hace palpable la necesidad de una fase 
                                                             
2525 Sobre el desarrollo y evolución histórica de los sistemas de justicia de los países de la UE, Vid. 
in extenso Vázquez González, C.: “Tendencias y evolución de la delincuencia y la justicia juvenil en 
Europa”, Cuadernos de la Guardia Civil, número XXXV (2ª época), 2007, p. 1-15; y también, Pruin, I.: 
“The scope of Juvenile justice systems in Europe”, en Dünkel, F., Grzywa, J., Horsfield, P., y Pruin, I. 
(Eds.): Juvenile Justice Systems in Europe Current Situation and Reform Developments. Volumen IV, 
Forum Verlag Godesberg, Mönchengladbach (Alemania), 2010, pp. 1514 y ss. 
2526 Vid. Observatorio Internacional de Justicia Juvenil (OIJJ), Fundación Belga de Utilidad 
Pública: Conclusiones a la II Conferencia Internacional OIJJ. La Justicia Juvenil en Europa: Un marco 
para la integración, Bruselas, 2006, p. 1; publicada en www.oijj.org (26/08/2010). 
2527 La necesidad de formulación de unas reglas mínimas a nivel europeo con un mayor 
componente de obligatoriedad a nivel europeo, fue una de las principales conclusiones del II Conferencia 
Internacional OIJJ sobre la Justicia Juvenil en Europa. Vid. Observatorio Internacional de Justicia Juvenil 
(OIJJ), Fundación Belga de Utilidad Pública: Conclusiones a la II Conferencia Internacional… ob. cit., p. 
4. Al respecto, también Vid. Montero Hernanz, T.: La justicia penal juvenil en España: legislación y 
jurisprudencia. ECU, Madrid, 2006, p. 439. 
2528 Vid. Taneva, I.: “The Council of Europe Standards regarding juvenile offenders”, Ponencia 
presentada en la III Conferencia Internacional de Justicia Juvenil “Sistemas de Justicia Juvenil en Europa: 
Situación actual, tendencias de modelos aplicables y buenas prácticas”, Valencia, 2008, p. 1. Publicado en 
www.oijj.org (25/08/2010). 
2529 Cfr. Molina del Pozo, C.: Manual… ob. cit., p. 511. 





previa de formulación de normativa
2530
 para establecer un sistema más unitario, 
integrado y común
2531




Si bien es cierto que cada vez es mayor la influencia de las recomendaciones que 
emanan de los organismos de la Comunidad Europea en los Derechos penales 
nacionales de los Estados miembros, una parte de la doctrina entiende que no existen 
competencias en materia penal, es decir, hay una carencia de ius puniendi en el ámbito 
de las normas europeas
2533
. Ello se debe a que la configuración de los pilares básicos de 
las Comunidades Europeas
2534
, donde la política de cooperación en asuntos policiales y 
judiciales en materia penal, que se encontraría en el tercer pilar, no establece que este 
tipo de potestad pueda emanar del ámbito de la UE. No obstante, como bien nos indica 
Llorente Tejado, “tal afirmación requiere ser matizada, pues no debe olvidarse que 
existen normas de derecho originario (lo que hemos denominado pilar comunitario) que 
prevén sanciones”2535. 
 
A pesar de esta problemática, también es debido resaltar el esfuerzo del Consejo 
de Europa y su preocupación por la materia de la delincuencia juvenil, ya que pese a 
tratarse de normativa no vinculante, la maquinaria legislativa ha sido dinámica, 
especialmente en las últimas décadas, siendo cada vez más los tribunales de los Estados 
                                                             
2530 Vid. De la Cuesta Arzamendi, J.L.: “¿Es posible un modelo compartido de reeducación y 
reinserción en el ámbito europeo?”, en Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología. 2008, núm. 
10-09, Disponible online en: http://criminet.ugr.es/recpc/10/recpc10-09.pdf (25/08/2010), p. 09:35. 
2531 Si bien, como ha defendido Bujosa Vadell, esta puesta en común deberá centrarse en “la 
aproximación en lo fundamental, pero también la eventual conservación de diferencias en lo accesorio”. 
Criterio, por otra parte, que caracteriza la generalidad del Derecho comunitario, que deberá respetar las 
peculiaridades de cada uno de los Estados miembros en el establecimiento de sus políticas sobre 
delincuencia juvenil. Vid. Bujosa Vadell, L.M.: “Proceso penal europeo y enjuiciamiento de menores”, en 
Revista de Derecho procesal, Número, 3-4, noviembre, Madrid, 2008, p. 146. Sobre la problemática de 
establecer unas normas comunes en el ámbito de la Justicia Juvenil a todos los Estados europeos, Vid. 
Dolz Lago, M.J.: “¿Existe un Derecho Comunitario del Menor?”, en Noticias de la Unión Europea, 
Número 46, CISS, Valencia, 1997, pp. 37-42. 
2532 Tal y como afirma De la Cuesta Arzamendi, el estudio comparado de los sistemas de justicia 
juvenil a nivel europeo demuestra algunos puntos comunes, una base suficiente para que algunas 
instancias comunitarias ya subrayen que la construcción de un proyecto compartido de reeducación y 
reinserción de los menores delincuentes a nivel europeo resulte necesario. Vid. De la Cuesta Arzamendi, 
J.L.: “Conclusiones a la III Conferencia Internacional OIJJ. Sistemas de Justicia Juvenil en Europa: 
Situación actual, tendencias de modelos aplicables y buenas prácticas”, Valencia, 2008, p. 1; documento 
publicado en www.oijj.org (26/08/2010). 
2533 Vid. Llorente Tejado, Mª.L.: “Las relaciones entre el Derecho Comunitario y el Derecho 
Penal”, en Actualidad Penal, Tomo 1, Editorial La Ley, Madrid, 1998, p. 4. 
2534 Vid. Molina del Pozo, C.: Manual… ob. cit., pp. 115 y ss. 
2535 Cfr. Llorente Tejado, Mª.L.: “Las relaciones…” ob. y loc. cit. 





miembros que han demandado responsabilidades con base en el respeto de las 
recomendaciones europeas
2536. Al respecto, expone Ilina Taneva, “no se debería 
concluir que por el mero hecho de que sean recomendaciones y no convenciones las que 
regulen los asuntos relativos a la delincuencia juvenil suponga una menor 
protección”2537.  
 
La actuación de estos órganos colegiados se complementan a su vez con los 
cargos individuales que también actúan como mecanismos de control y vigilancia en 
materia de justicia juvenil.Son los inspectores europeos de los sistemas de justicia para 
menores infractores. El más destacado de ellos, el Comisario de la Infancia para los 
Derechos Humanos, elabora informes públicos con gran repercusión mediática, lo que 
indudablemente aumenta su influencia e impacto en los países miembros
2538
. A su labor 
debe sumarse también el Foro de los Niños y Familias, cuyo principal propósito es 
servir de fondo informativo y de discusión para cuestiones relacionadas con la infancia. 
En esta dirección ya se han alzado voces que demandan el establecimiento de un 





Actualmente, nos hallamos en un nuevo punto de inflexión en la política criminal 
europea con relación a los menores infractores. Las corrientes conservadoras dominan el 
viejo continente en lo concerniente a los modelos juveniles de ejecución penal. Al igual 
que podía observarse un endurecimiento a escala internacional de los modelos de 
responsabilidad establecidos a mediados del siglo XX, fuertemente influenciados en el 
continente americano por las nuevas políticas norteamericanas
2540
, en Europa también 
                                                             
2536 Vid. De la Cuesta Arzamendi, J.L.: “Conclusiones…” ob. cit., p. 3. 
2537 Vid. Taneva, I.: “The Council…” ob. cit., p. 2. 
2538 Vid. Taneva, I.: “The Council…” ob. cit., p. 4. 
2539 Vid. Observatorio Internacional de Justicia Juvenil (OIJJ), Fundación Belga de Utilidad 
Pública: Conclusiones a la II Conferencia Internacional… ob. cit., pp. 3 y 4. Esta figura se encontraría en 
una posición análoga al Ombudsman o Commissioner for Children, que fue creado mediante el Act nº 
5/1981, of 6 march, relating to the Commissioner for Children y desarrollado por el Royal Decree of 11 
September 1981, Instructions for the Commissioner for Children and the Advisory Panel, y que según 
Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo… cit., p. 291, se trata del primer Defensor del 
Menor a escala internacional. 
2540 Modelo que ha tenido una grave influencia en Inglaterra, Vid. Vázquez González, C.: “La 
responsabilidad penal de los menores en Europa”, conferencia pronunciada en el I Congreso Internacional 
de Responsabilidad Penal de Menores: “Hacia un  modelo compartido de reeducación y reinserción en el 





se vive un proceso de reciedumbre de los sistemas penales para menores
2541
. Ejemplo de 
ello son las nuevas orientaciones de los países del antiguo modelo de Children’s 
Welfare, como Bélgica y Suiza, que hoy se decantan por los modelos de 
responsabilidad, o las iniciativas de otras legislaciones que comienzan a aproximar los 
modelos juveniles a los sistemas penales y penitenciarios de adultos, sin la conveniente 
adaptación, y con menoscabo de los principios derivados de las anteriormente citadas 
normas internacionales
2542
. Tanto es así, que actualmente algunos autores han 
contemplado esta evolución de las características de los modelos de justicia juvenil 
como una aproximación a nuevos sistemas, como el denominado sistema neo-
liberal
2543
, o el de seguridad ciudadana
2544
. Ambas tendencias muestran así una 
inclinación hacia un Derecho penal de menores más punitivo, basado en la gran alarma 
social que suscitan los crímenes cometidos por jóvenes, que desvían la atención del 
legislador hacia el mantenimiento de la seguridad ciudadana por encima del interés 
superior del menor. En el caso del modelo neo-liberal, se produciría una inversión del 
objeto de la regulación penal del menor propia del modelo de responsabilidad, que se 
encuentra centrado en el menor y sus especiales circunstancias, “hacia un nuevo modelo 
                                                                                                                                                                                  
ámbito europeo”, organizado por la  Comunidad de Madrid, celebrado en Madrid los días 12 y 13 de 
febrero de 2008, p. 8. 
2541 Vid. Bujosa Vadell, L.M.: “Proceso penal europeo…” ob. cit., p. 148. 
2542 Vid. Observatorio Internacional de Justicia Juvenil, Fundación Belga de Utilidad Pública: 
Conclusiones… ob. cit., p. 4. Una de las consecuencias de esta nueva corriente ha sido, como expone 
Vázquez González, el aumento de los supuestos de privación de libertad o la duración de los mismos, 
como es el caso de Holanda y España. Vid. Vázquez González, C.: “La responsabilidad de los 
menores…” ob. cit., p. 10.   
2543 Según expone Francis Bailleau, los indicadores de la aparición de este nuevo modelos son: la 
inversión de la dialéctica de la responsabilidad del menor, como resultado de las nuevas tendencias 
políticas y mediáticas que retratan al menor infractor como un delincuente consciente de sus actos; la 
sobreinversión en los problemas de seguridad asociados con la juventud desviada que se unió a las otras 
figuras de riesgo o peligrosidad social; una orientación o política de seguridad hacia determinados grupos 
juveniles (bandas); el creciente alarmismo y preocupación social, que ha derivado en un “principio de 
precaución”; el aumento del individualismo en nuestras sociedades neoliberales; renovada corriente 
fortalecedora del poder de la ley y los jueces, con una mayor representación de las victimas en el proceso; 
una filosofía “pro-activa” en el ámbito de la detección de los grupos de riesgo; y, por último, la evolución 
del lenguaje utilizado en el sistema de justicia de menores: las entradas y salidas, clientes, 
eficiencia y rentabilidad en el corto plazo, la flexibilidad y la adaptabilidad, etc., son ahora parte de 
discurso común. Vid. Bailleau, F.: “Les evolutions de la Justice Penale des mineurs…” ob. cit., pp. 4-7. 
2544 Vid. García Pérez, O.: “La introducción…” ob. cit., pp. 35 y ss.; el mismo: “La reforma de 
2006 de la Ley de Responsabilidad penal de los menores: La introducción del modelo de seguridad 
ciudadana”, en Jorge Barreiro, A., y Feijoo Sánchez, B. (Eds.): Nuevo Derecho penal juvenil: una 
perspectiva interdisciplinar, ¿Qué hacer con los menores delincuentes?, Atelier, Barcelona, 2007, pp. 42 y 
ss. 





de gestión de los riesgos que se apoya fundamentalmente en el valor de la seguridad y 
apuesta por centrar su atención en el interés del público y de la sociedad”2545.  
 
La primera de las nuevas tendencias europeas sobre justicia juvenil (el sistema 
neo-liberal) fue desarrollada doctrinalmente por un grupo de investigadores 
europeos
2546
, cuyo máximo representante es el autor francés Francis Bailleau
2547
. Al 
efecto del alarmismo social, este modelo suma la caída del llamado Estado de Bienestar 
(Wellfare State) y la introducción de cambios políticos propios del Estado neo-liberal. 
De este modo, la ruptura de los principios internacionales sobre justicia juvenil se 
verían derribados por el sentimiento de inseguridad ciudadana unido a “un cambio 
significativo en las políticas de inversión del estado para reducir los costes laborales, la 
desregulación del mercado de trabajo con el apoyo financiero a la proliferación de 
formas precarias de empleo, especialmente para los jóvenes” 2548, ha propiciado un 
interés del Estado por proteger el orden público y la defensa de los intereses personales 




Ciertamente, podríamos establecer una correlación entre este nuevo modelo y la 
corriente de privatización de la justicia penal de menores, sosteniendo la idea un 
sistema jurídico-penal de gestión de los recursos
2550
. La recurrente gestión privada de 
los centros de internamiento puede ser consecuencia, como expone el propio Bailleu, de 
la dificultad que representa al Estado afrontar solo el reto de “seguridad” generado por 
las mutaciones en las esferas económica, social y urbana, lo que pudiere suponer una 
transformación en el monopolio de la acción pública en el marco penal
2551
. 
                                                             
2545 Vid. Bernuz Benéitez, Mª.J., y Fernández Molina, E.: “La gestión de la delincuencia juvenil 
como riesgo. Indicadores de un nuevo modelo”, en Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 
Números 10-13, 2008, pp. 13:15 y 13:16; disponible online en: http://criminet.ugr.es/recpc/10/recpc10-
13.pdf (26/08/2010). 
2546 En el marco de un Seminario realizado por el GERN (Groupe Européen de Recherche sur les 
Normativités), en el que participaron representantes de 9 países de la UE: Escocia, Inglaterra y País de 
Gales, Bélgica, Alemania, Suiza, Italia, España, Portugal y Francia. 
2547 Vid. In extenso Bailleau, F. y Cartuyvels, Y. (dirs.): La justice pénale des mineurs en Europe. 
Entre modèle welfare et inflexions néo-libérales, L’Harmattan, Paris, 2007, passim. 
2548 Vid. Bailleau, F.: “De la prévention de la délinquance à la gestion duale des nouvelles formes 
de troubles à l’ordre public”, en Revue D’l IPC Review, Volumen I, marzo, Paris, 2007, p. 132. 
2549 Vid. Bailleau, F.: “La justice des mineurs en france ou l'émergence d'un nouveau modèle de 
gestion des illégalisme”, en Déviance et Société, Número 3, París, 2002, p. 408. 
2550 Vid. Bernuz Benéitez, Mª.J., y Fernández Molina, E.: “La gestión de la delincuencia…” ob. 
cit., pp. 13:15 y 13:16. 
2551 Vid. Bailleau, F.: “La justice des mineurs…” ob. cit., p. 409. 





De corte igualmente represivo, el modelo neo-liberal choca frontalmente con los 
planteamientos de los textos europeos e internacionales sobre justicia de menores y 
Derechos Humanos. Este hecho, según Dünkel debería bastar para “inmunizar” los 
sistemas de justicia juvenil contra la adopción de sus principales postulados
2552
. En este 
aspecto, dicho modelo se sitúa muy cercano al de seguridad ciudadana antes 
mencionado, pudiéndose considerar también una forma de recrudecimiento del modelo 
de responsabilidad. Algunos autores, como Bérnuz Beneitez, han identificado esta 
mayor retribución con los principios del llamado Derecho penal del enemigo
2553
, por los 
que ante la comisión de determinados delitos el menor se convertiría en el enemigo del 
Estado, que debe reaccionar con una mayor dureza ante los crímenes cometidos por él, 
prescindiendo incluso de las garantías procesales, lo cual entra en conflicto con las 
nuevas tendencias garantistas emanadas desde el Consejo Europeo y con los principios 





Pese a que la valoración de los elementos neo-liberales de la sociedad europea 
actual es importante a la hora de abordar los cambios que las políticas sobre 
delincuencia juvenil están experimentando, este modelo se encuentra aún lejos de 
consolidarse
2555
. De un lado, la política criminal de muchos países de Europa continúa 
manteniendo un discurso cercano al modelo de responsabilidad de la Convención de los 
Derechos del Niño de 1989, si bien se observa una tendencia al endurecimiento de las 
medidas y un acercamiento a las características del Derecho penal de adultos. En 
segundo lugar, los modelos de justicia juvenil, como ya expresábamos supra, distan 
mucho de presentarse de un modo puro en los distintos países, conformándose 
normalmente como una mezcolanza de varios sistemas. En tercer lugar, atribuir la 
descentralización de la figura del menor en los ordenamientos penales de menores en 
                                                             
2552 Vid. Dünkel, F.: “El futuro de la justicia juvenil: perspectivas europeas”, en VV.AA. Unicef: 
Justicia y Derechos del Niño, Número 10, Santa Fe-Bogotá, 2008, pp. 63 y 64. 
2553 Vid. in extenso, Jakobs, G. y  Cancio Meliá, M.: Derecho penal del enemigo. Civitas, Madrid, 
2003, passim. 
2554 Vid. Bernuz Benéitez, Mª.J.: “Justicia de menores española y nuevas tendencias penales. La 
regulación del núcleo duro de la delincuencia juvenil”, en Revista Electrónica de Ciencia Penal y 
Criminología, Número 07-12, 2005, pp. 12:17-12:20. Disponible online en: 
http://criminet.ugr.es/recpc/07/recpc07-12.pdf (26/08/2010). 
2555 Vid. Bernuz Benéitez, Mª.J., y Fernández Molina, E.: “La gestión de la delincuencia…” ob. 
cit., p. 13:17; quienes comentan que “abanderar unas conclusiones firmes en un modelo que consideramos 
en evolución sigue resultando una tarea difícil”. 





pro del protagonismo seguridad ciudadana, basada en las nuevas orientaciones políticas 
y socio-económicas desde los años 80, podría ser una simplificación
2556
 de los factores 
que han afectado a los sistemas de justicia juvenil en Europa, siendo estos aún dispares.  
 
En mi opinión, no se trata de la construcción de nuevos modelos tanto como de 
una revisión del modelo de responsabilidad predominante en el ámbito europeo desde la 
Convención de 1989. Además de ello, debe tenerse en cuenta, como ha puesto de 
manifiesto Hernández Galilea, que en muchas ocasiones no podemos hablar de modelos 
íntegramente puros, sino de una “confluencia”2557 de los mismos. Esta revisión se 
sustenta en la evolución paralela de los modelos de justicia y los ordenamientos penales 
y penitenciarios de adultos, que en las últimas décadas han sufrido algunas 
modificaciones tendentes al endurecimiento de las condenas
2558
. Este endurecimiento, 
en ocasiones apoyado por el círculo mediático, ha terminado provocando un alarmismo 
social, que ha venido a derivar en un sentimiento de la población de impunidad ante los 
delitos cometidos por menores de edad
2559
. 
                                                             
2556 Vid. Bernuz Benéitez, Mª.J.: “Políticas de Seguridad Ciudadana en el contexto urbano y 
prevención comunitaria. La experiencia anglosajona”, en Revista Electrónica de Ciencia Penal y 
Criminología, Número 12-02, 2010, p. 02:33 y 02:34; quien utiliza el siguiente argumento en el caso de 
las políticas de seguridad ciudadana en entornos urbanos, que podríamos trasladar a las “políticas de 
seguridad ciudadana” de las legislaciones penales de menores europeas: “aunque es bien cierto que 
durante los últimos quince años hemos asistido a una reconfiguración de las respuestas al comportamiento 
delictivo en el ámbito urbano que ha supuesto una reducción en el nivel de tolerancia hacia el 
comportamiento desviado y una intensificación de los mecanismos de control -algo que incluso se ha 
podido observar en lo que se denomina la “criminalización de la política social”, esto es, la subversión de 
la política social a objetivos y mecanismos de actuación político criminales. Lo cierto es que también es 
posible observar una cierta supervivencia de esquemas y programas auspiciados durante el desarrollo del 
estado del bienestar”.   
2557 Vid. Hernández Galilea, J.: “Capítulo III. La intervención sobre menores en conflicto social”, 
en VVAA: El sistema español de justicia juvenil. Dykinson, Madrid, 2002, pp. 46-48; siguiendo al autor, 
Vid. Bujosa Vadell, L.M.: “Proceso penal europeo…” ob. cit., p. 144. Al respecto, Pruin ha advertido la 
dificultad de establecer una categorización de los modelos de justicia juvenil en cada uno de los países de 
la UE, ya que en un mismo sistema podemos encontrar elementos de varios modelos. Vid. Pruin, I.: “The 
scope…” ob. cit., p. 1522. 
2558 En el caso de España la Ley Orgánica 7/2003, de 30 de junio, de medidas de reforma para el 
cumplimiento íntegro y efectivo de las penas. En relación a la UE, estas políticas de endurecimiento 
podrían enmarcarse en lo que se ha denominado “estrategia represiva de la Unión Europea”. Vid. Bujosa 
Vadell, L.M.: “Proceso penal europeo…” ob. cit., p. 147.  Al respecto, también Vid. Cfr. García Pérez, 
O.: “La introducción…” ob. cit., p. 34. El modelo de seguridad en el Derecho penal ha sido definido con 
claridad por Diez Ripollés, donde hace mención expresa a las importantes reformas realizadas a la 
LORRPM. Vid. Diez Ripollés, J.L.: “El nuevo modelo penal de la seguridad ciudadana”, en Revista 
Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, Número 06-03, 2004, p. 03:11; disponible online en: 
http://criminet.ugr.es/recpc/06/recpc06-03.pdf (27/08/2010). Acerca de la escalada en el incremento de 
las penas y el endurecimiento de las penas en el Derecho penal español, Vid. Gimbernat Ordeig, E.: “La 
insoportable gravedad del Código penal (I)”, en El Mundo, enero 2009.  
2559 Vid. Machado Ruiz, Mª.D.: “Jóvenes delincuentes y políticas de seguridad”, en  
Maqueda Abreu, C., y Martínez Bullé Goyri, V. M. (Coord.): Derechos Humanos… ob. cit., p. 219. 





Aún de este modo, al margen de políticas comunes y caminos convergentes en la 
construcción de los sistemas de justicia juvenil de los Estados miembros de la UE, lo 
cierto es que todavía no existe un modelo comunitario de ejecución penal. Ello no 
significa, como ocurría con las normativas de NN.UU., que no existan mecanismos 
europeos que intenten conseguir una cierta cohesión. La mención y análisis de los 
mismos es un paso necesario para entender los ideales sobre ejecución penal en Europa. 
 
3.2.1. Los primeros textos europeos en materia de privación de libertad de 
jóvenes delincuentes: El Comité Europeo para los Problemas de Delincuencia. 
 
Los primeros informes en materia de delincuencia juvenil, emanaron del Comité 
Europeo para los Problemas de Delincuencia que fue establecido por el Consejo de 
Europa en 1957, con la misión de promover la “armonización y la puesta en práctica” de 
las políticas nacionales y comunes en materia de Derecho penal
2560
. Estas primeras 
manifestaciones de la autoridad jurídica de la UE, supusieron el arranque inicial de las 
subsiguientes recomendaciones y dictámenes del Consejo de Europa. Entre ellas, caben 
destacar, por su específica atención a la privación de libertad de menores infractores: 
 
1. La Resolución (66) 25, de 30 de abril de 1966, relativa al tratamiento de corta 
duración de los jóvenes delincuentes menores de veintiún años; a la que debe añadirse 
un informe sobre la misma materia, también con fecha de 1966. El tenor de la 
resolución incluía algunas prerrogativas en materia de internamiento de menores 
infractores que, por su importancia para nuestra aproximación, reproducimos:  
 
“Que siempre que sea posible y oportuno, se opte por el internamiento de corta duración en una 
institución, en lugar de un tratamiento de larga duración. 
Que se creen establecimientos especiales para estos delincuentes (menores de veintiún años). 
Que el tratamiento de corta duración en instituciones especiales destinadas a jóvenes delincuentes 
constituya una solución de recambio o bien sustituya por completo a la reclusión ordinaria de corta 
duración. 
                                                             
2560 Vid. Harremoes, E.: “Reacción social ante la delincuencia juvenil desde una perspectiva del 
Consejo de Europa: resumen de las actividades del Comité Europeo para los Problemas de la 
Delincuencia”, en Revista Internacional de Política Criminal, números 39 y 40, Naciones Unidas, New 
York, 1990, p. 57, nota al pie; citando al autor, Vid. Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil 
europeo… ob. cit., p. 95 y nota al pie. 





Que se prevea, dentro de los Estados miembros, la posibilidad de adoptar medidas que eviten en lo 
posible que las penas de reclusión de corta duración dictadas contra jóvenes delincuentes se cumplan en 
establecimientos penitenciarios para delincuentes adultos”2561. 
 
2. Recomendaciones sobre las tendencias de reeducación que se observan en el 
tratamiento de los adolescentes y los jóvenes adultos delincuentes (1974). Documento 
obsoleto tras la promulgación de la Recomendación (2003) 20 sobre nuevas formas de 
tratar la delincuencia juvenil y el papel de la justicia de menores, de la que trataremos 
en el epígrafe correspondiente de este capítulo. 
 
Además de estas dos normativas, en 1983 con motivo de la XXXII Sesión 
Plenaria del Comité Europeo para los Problemas Criminales se creó, a su vez, un 
Comité restringido de expertos sobre Delincuencia Juvenil, destinado a realizar un 




a) La evolución de las tendencias en materia de reacción a la delincuencia juvenil 
en los países miembros del Consejo de Europa. 
b) Las reacciones de las autoridades y la postura social frente a determinados 
grupos de riesgo juveniles (jóvenes extranjeros). 
 
3.2.2. La Resolución del Comité de Ministros del Consejo de Europa, sobre 
transformación social y delincuencia juvenil, de 29 de noviembre de 1978. 
 
En esta resolución se transmite la necesidad de incluir medidas de política social, 
al margen de la competencia de las instituciones judiciales
2563
. Como interpreta 
González Tascón, es la primera de las disposiciones europeas “focalizada en enfrentar 
las desventajas que suponía el cumplimiento por parte de los jóvenes delincuentes de 
                                                             
2561 Cfr. Resolución (66) 25, de 30 de abril de 1966, relativa al tratamiento de corta duración de 
los jóvenes delincuentes menores de veintiún años, recopilado en el Documento CPGE /INF 1 del 
Consejo de Europa; también Vid. Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo… ob. cit., p. 95 y 
nota al pie. 
2562 Vid. Bohner, U.: “La delincuencia juvenil como objeto de estudio del Consejo de Europa”, 
Conferencia pronunciada en el Seminario sobre “Delincuencia, marginación juvenil, y asistencia social”, 
IVA-KREI, San Sebastián, 6 de noviembre de 1986 y publicada posteriormente en Eguzkilore, Cuaderno 
del Instituto de Criminología del País Vasco, Número 2, San Sebastián, 1988, p. 52. 
2563 Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p. 145. 





condenas privativas de libertad de corta duración en establecimientos para adultos”2564, 
y que se pronuncia sobre la necesidad de considerar las medidas privativas de libertad 
como una excepción. En la misma línea que las normas internacionales contempladas 
supra, también aboga por las medidas de tratamiento en libertad, y por un carácter 




El cumplimiento de estos objetivos pasaría necesariamente por el fomento de los 
valores sociales propios de una buena política preventiva; en síntesis, para que la 
prevención surta efecto y puedan reducirse la criminalidad infantil y juvenil es necesario 
tener en consideración el estatuto socio-económico y familiar
2566
 de los menores en cada 
Estado miembro de la UE (ayudas económicas, impulso laboral de la juventud, etc.). 
Las transformaciones sociales de esta época coincidían con las nuevas orientaciones en 
materia de responsabilidad penal de los menores. El cambio social necesitaba del 
impulso normativo por parte del ámbito comunitario.  
 
Como han señalado Cervelló Donderis y Colás Turégano, la resolución del 
Consejo de Ministros presenta dos partes diferenciadas
2567
: la primera de ellas, más 
dedicada al ámbito social; y, la segunda, relativa a las recomendaciones en materia de 
justicia juvenil, donde se encuentran las limitaciones a la aplicación de la privación de 
libertad antes mencionadas. Esta doble finalidad responde a un enfoque menos 
represivo, perteneciente aún a una filosofía tutelar, en el que el Consejo de Europa 
entiende que “los delincuentes menores y los niños en riesgo son dos categorías que 
están relacionados entre sí y, por tanto, ser considerados con la misma cantidad de 
cuidado y atención”2568.  
 
                                                             
2564 Cfr. González Tascón, Mª.M.: “La delincuencia juvenil desde el prisma del Consejo de 
Europa: una primera lectura de las reglas europeas para los menores delincuentes que son objeto de 
sanciones y medidas”, en Diario La Ley, Número 7179, Año XXX, Editorial La Ley, 21 mayo 2009, p. 3, 
en http://diariolaley.laley.es/Content/Inicio.aspx (25/08/2010). Sin perjuicio de los establecido en 1966 
por el Comité Europeo para los Problemas de la Delincuencia, mencionada en el epígrafe anterior. 
2565 Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p. 145. 
2566 Sobre estos parámetros socio-económicos en el contexto de la resolución citada, Vid. Vázquez 
González, C.: Derecho penal juvenil europeo... ob. cit., p. 96. 
2567 Vid. Cervelló Donderis, V., y Colás Turégano, A.: La responsabilidad penal del menor de 
edad. Tecnos, Valencia, 2002, pp. 22 y 23. 
2568 Cfr. Taneva, I.: “The Council...” ob. cit., p. 4. 





Tal vez uno de los puntos más importantes de esta regulación, además del 
contenido citado, sea el carácter dinámico de la misma, teniendo que enviarse informes 
cada cinco años sobre las medidas adoptadas en esta materia a la luz de tal Resolución. 




En cuanto a los establecimientos de cumplimiento de estas medidas, siguiendo 
parámetros cercanos a los que se dictan para los centros penitenciarios para adultos, la 
Resolución exhorta a los Estados miembros a “suprimir las grandes instituciones 
segregativas”2570 y establecer centros más pequeños, que se encuentren integrados en el 
medio social y la comunidad. 
 
3.2.3. Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa núm. R 
(87) 29, de 17 de septiembre de 1987, sobre reacciones sociales ante la delincuencia 
juvenil. 
 
La Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa sobre 
reacciones sociales a la delincuencia juvenil, introduce en su redacción la referencia a 
la desjudicialización
2571
 del menor infractor, propia de los modelos sobre justicia juvenil 
denominados por, entre otros, De la Cuesta Arzamendi, de las 4D
2572
. Asimismo, 
recomienda la no detención preventiva del menor y reducir este recurso a un hecho 
excepcional
2573
, aunque lo hace en unos términos vagos y difusos (entendiéndose que se 
trata de una recomendación y no una Directiva, el tono se excusa en el mero consejo a 
los Estados Miembros, y se interpreta en términos poco impositivos). 
 
Las medidas de internamiento son contempladas por el Consejo de Europa como 
el último recurso, recomendando como prioridad aquellas otras medidas de corrección 
                                                             
2569 Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p. 146. 
2570 Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho penal... ob. cit., p. 145. 
2571 Vid. Artículo II.2., de la Recomendación núm. R (87) 29 del Comité de Ministros del Consejo 
de Europa sobre reacciones sociales ante la delincuencia juvenil, de 17 de septiembre de 1987.  
2572 Vid. De la Cuesta Arzamendi, J.L.: “¿Es posible un modelo compartido de reeducación y 
reinserción en el ámbito europeo?...” ob. cit., p. 09:3; quien expresa: “…al llamado modelo de las 4D 
(decriminalization, deinstitutionalization, diversion, due process)…”. 
2573 Vid. Artículo III.6 y III.7., de la Recomendación núm. R (87) 29… cit. 





dentro del ámbito familiar y social
2574
. También, al igual que ocurría con algunas de las 
normas internacionales, se ofrece un abanico de medidas alternativas
2575
, que intentan 
dirigir las plumas de los legisladores lejos de la ejecución penal de internamiento o de 
las penas privativas de libertad. En cuanto al fondo u objetivo de estas medidas, destaca 
la redacción de la Recomendación IV.13, por cuanto se refiere al internamiento como 
“educativo”2576. 
 
Así, cuando sea necesario el internamiento, la recomendación indica una serie de 
mínimos exigibles para su aplicación. Entre ellos destacan los siguientes: 
 
1. Duración determinada del internamiento, abandonando los anteriores sistemas 
de sentencia indeterminada propios del modelo tutelar. En concreto, la recomendación 
lo expresa en los siguientes términos: “Prever que la duración de la intervención se 
determine y que sólo la autoridad judicial o la autoridad administrativa equivalente 
pueda fijarla y que esta autoridad pueda poner fin a esta intervención antes del 
plazo”2577. Asimismo, se deberá exigir “la motivación de penas privativas de libertad 
por el juez”2578, acabando con la arbitrariedad del anterior sistema de Tribunales de 
Menores. 
 
2.  Necesidad de una clasificación y regulación de la ejecución de las medidas 
privativas de libertad, adecuándolas a “la forma más adaptada a la edad, dificultades y 
medio de origen del menor, favorecer si es posible las relaciones con la familia, y 
evitando el internamiento demasiado alejado y poco accesible”, que no revierta en una 
segregación del menor interno, pudiendo mantenerse “el contacto entre el medio de 
internamiento y la familia”2579. 
 
                                                             
2574 Vid. Artículo IV. 13, 14 y 16, de la Recomendación núm. R (87) 29… cit.; sobre esta 
recomendación, Vid. Ornosa Fernández, M. R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p. 48; Higuera Guimerá, 
J.F.: Derecho Penal Juvenil... ob. cit., pp. 181 y ss.; Landrove Díaz, G.: Derecho penal... ob. cit., pp. 146 
y ss.  
2575 Vid. Artículo IV. 15 y 16., de la Recomendación núm. R (87) 29… cit. 
2576 Como indica Montero Hernanz, “estas recomendaciones tienen presente un sistema de Justicia 
de Menores en que su objetivo sea la educación y reinserción social del menor, suprimiendo en lo que sea 
posible su encarcelamiento”. Cfr. Montero Hernanz, T.: La Justicia juvenil… ob. cit., p. 115. 
2577 Cfr. Artículo IV. 12, de la Recomendación núm. R (87) 29... cit. 
2578 Cfr. Artículo IV. 16, de la Recomendación núm. R (87) 29... cit. 
2579 Cfr. Artículo IV. 13, de la Recomendación núm. R (87) 29... cit. 





En referencia a los establecimientos de cumplimiento de medidas de 
internamiento, lo cierto es que las recomendaciones se quedan en una simple mención a 
los mismos en el punto IV. 13
2580
. A pesar de la escueta redacción del texto europeo, 
algunos autores han remarcado su importancia, puesto que es el precursor de unas reglas 
mínimas para los Centros de Reforma. Uno de dichos autores, Víctor Sancha, destacaba 
la importancia de algunas de estas reglas mínimas emanadas por el Consejo de Europa, 
entre las que podemos mencionar, por su gran importancia en nuestra actual legislación: 
“la diversificación física e interventiva con los diversos segmentos de edad, 
características personales y ambiente del menor”; “el tamaño de los emplazamientos 
(…) centros de pequeñas dimensiones que faciliten la función educativa”; “necesidad de 
que estos centros tienen de una buena integración en el medio socioeconómico. La 
estigmatización de los centros conlleva a menudo la estigmatización de sus moradores; 
una forma de paliar esta circunstancia es abrir los centros a la realidad exterior”2581. 
 
Además de esta mención, como parte de la política penitenciaria con menores 
infractores se recomienda la absoluta separación de los menores internos de los adultos. 
Para el caso de los jóvenes adultos, el Consejo de Europa alienta a los países miembros 
a revisar su ordenamiento penitenciario y establecer programas e instrumentos de 
“naturaleza educativa y que favorecen la inserción social teniendo presente la 
personalidad de los interesados”2582. Por último, destacaremos la mención a la asistencia 
post-penitenciaria de los menores que han sido sometidos a privación de libertad
2583
. 
Siendo una de las pocas normativas que hace mención expresa a la obligación de los 
Estados de garantizar un apoyo educativo al menor tras la salida del centro, un objetivo 
que se ha intentado sustituir por los periodos de libertad vigilada en la legislación 
española, y que, no obstante, es deficitaria de un verdadero sistema de orientación y 
                                                             
2580 Con el calificativo de establecimientos “educativos de pequeñas dimensiones, bien integrados 
en el medio social, económico y cultural ambiente”. 
2581 Cfr. Sancha, V.: “Los menores infractores ante la Ley Orgánica Reguladora de la Justicia de 
Menores”, en Eguzkilore, Cuaderno del Instituto Vasco de Criminología, Número 12, San Sebastían, 
1998, p. 58.  
2582 Cfr. Artículo IV. 17, de la Recomendación núm. R (87) 29... cit. 
2583 En el artículo 16 in fine de la Recomendación citada, se contempla la necesidad de “asegurar 
un apoyo educativo después del final de la reclusión y eventualmente un apoyo a la reinserción social de 
menores”. 










Estas recomendaciones se completaron, un año más tarde, con la Recomendación 
del Comité de Ministros del Consejo de Europa sobre reacciones sociales ante la 
delincuencia juvenil entre los jóvenes procedentes de familias inmigrantes, adoptada por 
el Comité de Ministros el 18 de abril 1988. 
 
Con tales recomendaciones se pretendía atender a las circunstancias especiales de 
los menores extranjeros en conflicto con la ley, abandonando las explicaciones 
simplistas y los prejuicios relacionados con elementos culturales
2585
. En relación con la 
privación de libertad de estos menores, el Consejo de Europa recomendaba evitar la 
institucionalización prematura de los mismos
2586
, estableciéndose alternativas al 
internamiento. En última instancia, en caso de que el encierro del menor extranjero 
fuera necesario, la institución debiera garantizar la atención a sus costumbres religiosas 
y culturales, evitando de este modo la segregación de grupos de jóvenes extranjeros y la 




3.2.4. La Recomendación (2000) 20 del Consejo de Europa, sobre el papel de 
una temprana intervención psicosocial en la prevención de la criminalidad. 
 
 La intervención en el entorno del menor, como factor de prevención de la 
delincuencia juvenil, es el foco de atención del Consejo de Europa en esta ocasión. 
Motivada por la preocupación sobre el aumento de la violencia de los menores 
infractores y la cuantitativa subida de los niveles de criminalidad juvenil, la 
Recomendación centra sus esfuerzos en actuar en los primeros momentos de la 
formación delictiva de los jóvenes, atendiendo a los factores de riesgo. De carácter muy 
                                                             
2584 Como ya han puesto de manifiesto algunos autores, como por ejemplo, Vid. Aguilar 
Villuendas, V.J.: “La Ley Penal del Menor, repercusión en el ámbito Penitenciario y SOAJP”, en: 
www.derechopenitenciario.com/comun/fichero.asp?id=1413 (24/08/2010), p. 24. 
2585 Vid. Artículo 13, de la Recomendación (88)6 del Comité de Ministros del Consejo de Europa 
sobre reacciones sociales ante la delincuencia juvenil entre los jóvenes procedentes de familias 
inmigrantes, adoptada por el Comité de Ministros el 18 de abril 1988. 
2586 Vid. Artículo 14, de la Recomendación (88)6… cit. 
2587 Vid. Artículos 16 y 17, de la Recomendación (88)6… cit. 





centrado en la previsión del delito, el texto no deja de lado los principios inspiradores de 




Aunque de escaso contenido en materia de privación de libertad (por cuanto, 
como ya hemos anotado su objetivo principal es la prevención del delito), su mención es 
importante desde el punto de vista de la finalidad resocializadora del menor. Los 
métodos de prevención deberían estar orientados a crear los vínculos con el medio 
social, las instituciones educativas, incentivar la responsabilidad y estrechar los lazos 
con la comunidad
2589
. Inevitablemente, estos principios nos llevan a pensar en la 
finalidad de los centros de internamiento abiertos, cuyos objetivos no distan de los que 
se reproducen en esta Recomendación y que deberían ser tenidos en cuenta como parte 
del fomento de la prevención especial en los sistemas de justicia juvenil. 
 
3.2.5. La Recomendación (2003) 20 del Comité de Ministros del Consejo de 
Europa, sobre nuevas formas de tratamiento de la delincuencia juvenil y la función 
de la justicia de menores. 
 
La Recomendación (2003) 20, “se ocupa principalmente de quienes, sin ser 
mayores de edad, han alcanzado la edad de la responsabilidad penal y han cometido 
actos penalmente relevantes”2590. La disposición observa la preocupación de los Estados 
miembros por establecer un sistema de justicia de menores más eficaz, y recomienda 
centrar el enfoque en la prevención de la delincuencia juvenil, siempre con vistas a la 




Entre las definiciones que contiene el texto en su primera parte, encontramos el 
significado del término jóvenes, como aquellas “personas que hayan alcanzado la edad 
de responsabilidad penal, pero no la mayoría de edad, sin embargo, esta recomendación 
también puede extenderse a las personas inmediatamente por debajo y por encima de 
                                                             
2588 Vid. González Tascón, Mª.M.: “La delincuencia juvenil…” ob. cit., p. 4. 
2589 Apéndice a la Recomendación (2000) 20 del Consejo de Europa, sobre el papel de una 
temprana intervención psicosocial en la prevención de la criminalidad. II, 1-2. Vid. Herrero Herrero, C.: 
Delincuencia de Menores… ob. cit., p. 278. 
2590 Cfr. De la Cuesta Arzamendi, J.L.: “¿Es posible un modelo compartido de reeducación y 
reinserción en el ámbito europeo?...”, ob. cit., p. 09:17. 
2591 Vid. Recomendación (2003) 20 del Comité de Ministros del Consejo de Europa, sobre nuevas 
formas de tratamiento de la delincuencia juvenil y la función de la justicia de menores. II.1 





estas edades”2592. Los términos que utiliza el texto europeo son nuevamente confusos y 
demasiado laxos, ofuscando el significado final del término y extendiéndolo a 
prácticamente todos los grupos de edades (adolescentes, niños, etc.). La franja de edad 
que define a los jóvenes en la mayor parte de las legislaciones europeas es la de los 
dieciséis a dieciocho años de edad.  
 
 Destaca la aparición del término “culpabilidad” en la Recomendación (2003)20, 
de escaso uso, por las obvias implicaciones penales que conlleva, en los textos 
internacionales. Sobre este extremo, se aconseja que la culpabilidad del menor deberá 
reflejar mejor la edad y madurez del menor delincuente, teniendo en cuenta su 
desarrollo intelectual. El objeto de esta atención no es otro que establecer un sistema de 
“medidas penales que se aplicará progresivamente a medida que aumenta la 
responsabilidad individual”2593. No obstante, ello no se traduce necesariamente en un 
Derecho penal juvenil más retributivo, pues, como expone el escrito del Consejo de 
Europa, la regulación penal de menores puede ser perfectamente transportada a los 




El texto del Consejo de Europa, destaca por su visión socializadora del menor 
infractor respecto a las medidas privativas de libertad que pudieran imponérsele. Estas 
medidas de custodia, internamiento o encarcelamiento deben estar orientadas, indica la 
redacción de la disposición, “desde el primer día”2595 a la liberación y reinserción del 
menor. Para la consecución de estos fines, el Comité de Ministros europeos ofrece una 




a) Permisos de salida. 
b) Régimen abierto. 
c) Adelantamiento de la libertad condicional. 
                                                             
2592 Cfr. Recomendación (2003) 20... cit., I.  
2593 Cfr. Recomendación (2003) 20... cit., I.9. 
2594 El artículo 11 de la Recomendación de 2003, indica que “como reflejo de la transición 
prolongado hasta la edad adulta, debería ser posible para los adultos jóvenes menores de veintiún años ser 
tratados de una manera comparable a los menores y estén sujetos a las mismas intervenciones, cuando el 
juez considera que no son tan maduros y responsables de sus acciones en la edad adulta plena”. 
2595 Vid. Recomendación (2003) 20... cit., III.19 
2596 Vid. Recomendación (2003) 20… cit., III. 20; en referencia a esta cuestión, Vid. De la Cuesta 
Arzamendi, J.L.: “¿Es posible un modelo compartido de reeducación y reinserción en el ámbito 
europeo?...” ob. cit., p. 09:19 





d) Unidad de reinserción y tratamiento post internamiento. 
 
3.2.6. La Recomendación (2005)5 del Comité de Ministros a los Estados 
miembros sobre los derechos de los niños que viven en instituciones residenciales. 
 
La preocupación del Consejo de Europa por las condiciones de internamiento de 
los menores fue el leitmotiv de la siguiente recomendación. El texto, adoptado por el 
Comité de Ministros del Consejo el 16 de marzo de 2005, en la 919ª sesión de 
Delegados de Ministros, se ocupa de aquellos menores desplazados de su entorno 
familiar y, concretamente, de aquéllos internados en instituciones de custodia. Su 
principal objetivo, según la propia redacción de las recomendaciones, es que aquellos 
menores derivados a instituciones, crezcan dignamente, en las mejores condiciones 
posibles, sin ser marginados, ya sea durante su infancia o en la edad adulta, y no 
experimenten “ningún obstáculo para convertirse en ciudadanos de pleno derecho en las 
sociedades europeas”. 
 
El tenor de las recomendaciones no está orientado al ámbito penal estrictamente, 
puesto que se ocupan de las instituciones de residencia en las que se internará a los 
menores “independientemente de las razones y la naturaleza de la colocación”2597. A 
pesar de ello, y hasta la redacción de las Reglas europeas para los menores delincuentes 
que son objeto de sanciones y medidas de 2008, serán el texto europeo más completo 
sobre los mínimos y condiciones que deberán reunir los centros de internamiento de 
menores, sean estos de protección o reforma. 
 
En la primera parte del Apéndice de la recomendación, se redactan una serie de 
principios básicos sobre la colocación de los menores en instituciones ajenas a su núcleo 
familiar. Para nuestro objeto de estudio resaltaremos las siguientes: 
 
1. El internamiento del menor debe ser una medida excepcional y estar orientado a 
su integración social satisfactoria o reintegración lo más pronto posible. 
 
                                                             
2597 Cfr. Punto 1 de la Recomendación (2005)5 del Comité de Ministros a los Estados miembros 
sobre los derechos de los niños que viven en instituciones residenciales.  





2. El internamiento en un centro no debe ser más largo de lo necesario y deberá 
estar sometido a revisiones periódicas. 
 
3. Deberá establecerse un plan de atención individualizado y garantizarse, en todo 
momento, los derechos del menor. En la segunda parte del texto se incluye una lista de 
los derechos específicos que los menores internos en instituciones residenciales podrán 
invocar: evaluación multidisciplinaria; mantenimiento del contacto con los familiares; 
derecho a la propia identidad… 
 
4. Las medidas de control y disciplina que pueden ser utilizados en las 
instituciones residenciales, incluyendo aquellos con el objetivo de prevenir el daño 
auto-infligido o daño a otros, debe basarse en normas de orden público y las normas 
aprobadas. 
 
Por último, debemos destacar, aún dentro de las recomendaciones, los estándares 
de calidad de las instituciones residenciales de menores, que suponen unos mínimos que 
todos los centros que reciban a menores como internos deberían cumplir. En síntesis 
estos son: 
 
a. Cercanía al medio del menor y a su entorno familiar. 
b. Deben disponer de unidades de vivienda “estilo familiar” de tamaño reducido. 
c. Deben disponer de servicios de atención medico-sanitaria. 
d. Deben ofrecer un plan de atención individualizado para el menor. 
e. Su organización interna debe preverse con base en: la calidad y estabilidad de 
las unidades de vivienda del centro; unidades de vivienda mixta, cuando ello redunde en 
el interés del superior del menor; alto nivel profesional del personal del centro, así como 
su adecuada estabilidad y numero; el trabajo multidisciplinar y uso eficaz de los 
recursos disponibles. 
f. Sistema eficaz de vigilancia y control externo de las instituciones residenciales 
debe ser garantizada. 
g. Colaboración con entidades privadas (ONGs, entidades sin ánimo de lucro, 
entidades religiosas, etc.). 
 





3.2.7. Las Reglas Penitenciarias europeas (2006). 
 
La Recomendación (2006) 2, aprobada por el Comité de ministros el 11 de enero 
de 2006, dedica también algunas de sus reglas a los menores privados de libertad. 
Concretamente, en su Regla número 11, apartados 1 y 2, el texto europeo se ocupa del 




“1. Los menores de dieciocho años no deberán estar detenidos en una prisión de adultos, sino en 
establecimientos concebidos a tales efectos. 
2. Cuando, no obstante, los menores de edad sean excepcionalmente ingresados en una prisión, su 
situación y sus necesidades deben regirse por una reglas especiales”. 
 
La redacción de estos dos preceptos parece, por una parte, establecer una 
recomendación con carácter imperativo (véase la utilización de la expresión “no 
deberán”); y, por otro lado, anularse, descender en intensidad, en su apartado segundo. 
Finalmente, la fórmula utilizada puede ser traducida en estos términos: los menores de 
dieciocho años no deberán habitualmente estar detenidos en prisiones de adultos, 
siendo posible su internamiento en estas instituciones de manera excepcional; luego, 
estos menores infractores podrán ser (admisión de la posibilidad, pese a que sea de 
carácter excepcional) internados en prisiones de adultos, siempre y cuando esta medida 
sea de carácter especial y se establezca, por parte del sistema penal del Estado miembro, 
una serie de medidas de régimen específico
2599
. Nos encontramos, como ha observado 
Mapelli Caffarena, ante un reconocimiento del internamiento de los menores infractores 
en centros penitenciarios de adultos basado en un “criterio de excepcionalidad”. No 
obstante, advierte el catedrático de Sevilla, que la separación de un grupo de privados de 
                                                             
2598 Vid. Téllez Aguilera, A.: Las nuevas reglas penitenciarias del Consejo de Europa (una lectura 
desde la experiencia española). Edisofer, Madrid, 2006, p. 47. 
2599 Lo dispuesto en las Reglas penitenciarias europeas de 2006 puede ponerse en común a lo 
dispuesto en la regla 59.1 de la Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa (2008) 
11, de 5 de noviembre de 2008, sobre las Reglas europeas para los menores delincuentes que son objeto 
de sanciones y medidas (véase el epígrafe correspondiente en este mismo capítulo), que dispone 
claramente que “los menores no deberán ser confinados en instituciones para adultos , sino en centros 
especialmente designados para ellos. Si excepcionalmente los menores son confinados a una institución 
para adultos, deberán ser ingresados separadamente, salvo en casos individuales justificados por el 
superior interés del menor…”. Asimismo, la regla 59.3 indica que “los menores que alcancen la mayoría 
de edad y los jóvenes adultos tratados como menores deberán ser internados con carácter general en 
centros de internamiento para menores infractores o en instituciones especiales para jóvenes adultos, 
salvo que su reinserción social pueda efectuarse mejor en una institución de adultos”. 





libertad nunca puede ser para establecer peores condiciones y ello con independencia de 




Siguiendo esta misma línea, el Consejo de Europa señala algunas propuestas sobre 
este régimen especial que debe establecerse para aquellos menores de dieciocho años 
ingresados en prisiones de adultos
2601
. Tales propuestas son las siguientes: 
 
a) Acceso de los menores a todos los servicios ofertados para los demás internos. 
Además de esto, también deberán poder acceder a todos los servicios sociales, 
psicológicos, de formación religiosa, recreativos y educativos, así como a 
cualesquiera otros a los que pudieran acceder los menores cuando viven en la 
sociedad libre. 
 
b) Derecho a la enseñanza obligatoria si el menor se encuentra en edad de 
escolarización. 
 
c) Ayuda suplementaria en el momento de la excarcelación, es decir, la inclusión 
de un sistema de asistencia post-penitenciaria que cubra las necesidades 
especiales de este grupo de internos. 
 
d) Separación de las celdas de adultos, salvo en los casos en los que resulte 
contrario a los intereses del menor. 
 
Sobre la redacción de estas reglas, debemos posicionarnos cercanos a la crítica 
realizada por Téllez Aguilera que, comparándolas con la legislación española actual, al 
respecto, señala: “lo que si regula nuestro Derecho penitenciario, y que se echa en falta 
en la normativa del Consejo de Europa que venimos comentando, es un tratamiento 
                                                             
2600 Vid. Mapelli Caffarena, B.: “Una nueva versión de las Normas Penitenciarias Europeas”, en 
Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología (online), Número 08-r1, 2006, p. rl: 06. Disponible 
en internet: 
http://criminet.ugr.es/recpc/08/recpc08-r1.pdf (25/08/2010). 
2601 Vid. Regla 35ª.1, 2, 3 y 4, de la Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de 
Europa Rec (2006) 2, de 11 de enero de 2006, sobre las reglas penitenciarias europeas; sobre estas 
reglas, vid. Téllez Aguilera, A.: Las nuevas reglas... ob. cit., pp. 96 y 97; y Mapelli Caffarena, B.: “Una 
nueva versión…” ob. cit., p. rl: 27. 





normativo diferenciado de los jóvenes en prisión”2602. En este sentido, como ya 
anotábamos supra, la simple separación de los adultos sólo reportaría una desventaja a 
aquellos menores internados en un centro penitenciario, por cuanto sus necesidades 
especiales, precisamente la causa de su segregación, no se verían cubiertas por el 
régimen penitenciario aplicable a los adultos. En última instancia, y a la luz de estas 
consideraciones de ámbito europeo, el régimen especial de los menores y jóvenes 
internos en centros penitenciarios de adultos dependerá fundamentalmente de tres 
factores: la legislación penal específica sobre menores propia del país; la legislación 
penitenciaria interna del mismo (jóvenes adultos); y, de la especial atención a las 
recomendaciones comunitarias representadas fundamentalmente por las reglas 
penitenciarias europeas y por las Reglas europeas para los menores delincuentes que son 
objeto de sanciones y medidas de 2008, que “en cualquier caso les serán de 
aplicación”2603.  
 
3.2.8. Dictamen del Comité Económico y Social, de 15 de marzo del 2006, sobre 
Prevención de la delincuencia juvenil, los modos de tratamiento de la delincuencia 
juvenil y el papel de la justicia del menor en la Unión Europea. 
 
El Dictamen del Comité Económico y Social, de 15 de marzo del 2006, sobre 
Prevención de la delincuencia juvenil, los modos de tratamiento de la delincuencia 
juvenil y el papel de la justicia del menor en la Unión Europea, expone un breve y 
conciso estudio sobre las causas de delincuencia juvenil
2604
 entre las que se encuentran 
desde factores familiares (broken homes) y económicos (situación de pobreza); hasta 
componentes de tipo cultural (fracaso escolar); y otros como problemas en las 
circunstancias personales del propio menor (trastorno de la personalidad, déficit de 
atención, consumo de drogas, etc.…). 
 
En su punto tercero, el Comité lleva a cabo una crítica hacia los sistemas de 
intervención tutelares que se habían implementado en Europa durante las últimas 
                                                             
2602 Cfr. Téllez Aguilera, A.: La nuevas reglas... ob. cit., p. 97. 
2603 Como establece la regla 59.1 in fine de las mismas. 
2604 Vid. Dictamen del Comité Económico y Social, de 15 de marzo del 2006, sobre Prevención de 
la delincuencia juvenil, los modos de tratamiento de la delincuencia juvenil y el papel de la justicia del 
menor en la Unión Europea. 2. Causas de delincuencia juvenil. 





décadas, argumentando que “los modelos clásicos de justicia juvenil encontraron 
muchas dificultades para responder y adaptarse a la realidad moderna de la 
delincuencia”2605. En este sentido, tras descartar los antiguos modelos de protección y 
someter a crítica el modelo educativo basado en el bienestar social (propio de los países 
del Norte de Europa), el Dictamen, recogiendo la normativa internacional, hace 
referencia al modelo de responsabilidad adoptado por la mayoría de los países de la UE, 
basado en la prevención, especialización de la justicia penal para menores infractores, 





Siguiendo con la explicación de las medidas alternativas a las privativas de 
libertad, la norma comunitaria hace referencia a la vanguardia de los modelos de 
intervención, indicando que “las buenas prácticas europeas en el ámbito de la justicia 
juvenil se pueden agrupar en tres grandes ejes: la prevención, la intervención educativa 
en la propia comunidad o en centros, y la integración sociolaboral”2607. 
 
Finalmente, tras ocuparse de los problemas de la delincuencia juvenil organizada, 
y de los cambios legislativos en algunos de los Estados miembros sobre materia de 
menores infractores, que la nueva delincuencia juvenil y la alarma social ha 
propiciado
2608
, el Dictamen incluye una serie de directrices orientadoras o 
recomendaciones sobre la justicia penal de menores. En este sentido la misma ha de: 
 
a) “Tender a una progresiva homogeneización de los modelos y sistemas de 
prevención, protección e intervención y tratamiento del fenómeno de la 
delincuencia juvenil y la justicia del menor”2609. El Derecho Comunitario 
intenta integrar los ordenamientos penales en materia de menores de cada uno 
de los Estados miembros, consiguiendo, de este modo, una mayor unión contra 
la delincuencia juvenil en todo el territorio europeo. 
 
                                                             
2605 Cfr. Dictamen del Comité Económico y Social… cit., 3.1. 
2606 Vid. Dictamen del Comité Económico y Social… cit., 3.3.1. 
2607 Cfr. Dictamen del Comité Económico y Social…, cit., 4.2. 
2608 Vid. Dictamen del Comité Económico y Social…, cit., 6.    
2609 Cfr. Dictamen del Comité Económico y Social… cit., 7.1.3.  





b) “Contar con datos cuantitativos actualizados y comparables sobre el estado de 
la delincuencia juvenil en los veinticinco países de la UE”2610, con la finalidad 
de establecer la dimensión del problema de la delincuencia juvenil en Europa, 
y crear programas de prevención e intervención verdaderamente eficaces. 
 
c) Implementación de unos “estándares mínimos u orientaciones comunes a todos 
los Estados miembros”2611 en materia de justicia de menores. 
 
d) La creación de un observatorio europeo sobre la delincuencia juvenil2612, como 
órgano de asesoramiento en la materia. 
 
e) “Establecer una coordinación operativa entre todos los departamentos y 
agencias implicados a fin de poder dar al fenómeno de la delincuencia juvenil 
el tratamiento multidisciplinar y multi-institucional”2613. 
 
Además de mostrar su preocupación por la problemática de la delincuencia juvenil 
en el ámbito europeo, el Comité hace referencia en el texto del Dictamen al destino de 
líneas presupuestarias para que puedan llevarse a cabo las recomendaciones indicadas. 
 
Según el citado Dictamen, uno de los ejes principales de las buenas prácticas 
europeas está centrado en la intervención con los menores en los centros de 
internamiento
2614
. A pesar de la importancia transmitida en el texto, las únicas 
referencias acerca de los establecimientos de internamiento en el citado instrumento 
comunitario, las encontramos en las expresiones “centros educativos”2615, de 
cumplimiento de medidas privativas de libertad, y en los denominados “centros de 
régimen cerrado”2616, como crítica al endurecimiento, experimentado en los últimos 
años, de la Ley penal en materia de menores en algunos de los Estados de la Unión 
Europea. 
                                                             
2610 Cfr. Dictamen del Comité Económico y Social… cit., 7.2.1. 
2611 Cfr. Dictamen del Comité Económico y Social… cit., 7.2.2. 
2612 Vid. Dictamen del Comité Económico y Social… cit., 7.2.4. 
2613 Cfr. Dictamen del Comité Económico y Social… cit., 7.3. 
2614 Vid. Dictamen del Comité Económico y Social… cit., 4.2. 
2615 Vid. Dictamen del Comité Económico y Social… cit., 4.5.   
2616 Vid. Dictamen del Comité Económico y Social… cit., 4.6.   





Debemos destacar, entre tales menciones, la alusión realizada por el dictamen a la 
especialización de los centros de internamiento como establecimientos de reforma del 
delincuente. A tenor del Dictamen, deben abandonarse pues las antiguas prácticas 
propias del sistema tutelar sobre dichos centros, y que se vuelven a plantear en la 
actualidad, “como el internamiento en centros de régimen cerrado destinados asimismo 
a la prestación de asistencia social a menores desprotegidos. Esto es, se vuelven a 
mezclar menores sujetos al sistema de protección y al sistema penal juvenil”2617. 
 
3.2.9. Resolución del Parlamento Europeo sobre la delincuencia juvenil -el 
papel de las mujeres, la familia y la sociedad-, de 21 de junio de 2007. 
 
La Resolución del Parlamento Europeo sobre la delincuencia juvenil, el papel de 
las mujeres, la familia y la sociedad (2007), constituye, en palabras de De la Cuesta 
Arzamendi, “el documento de mayor importancia y alcance en la materia en el seno de 
la UE”2618.  
 
La relevancia de este documento se percibe en el alcance supranacional que 
pretende inspirar en su redacción. Así, la Resolución intenta aunar los esfuerzos de 
todos los Estados miembros para crear una política de lucha contra la delincuencia 




a) Medidas de prevención. 
b) Medidas judiciales y extrajudiciales. 
c) Medidas de inclusión social (rehabilitación, integración y reinserción). 
 
La Resolución, además, establece dos niveles de actuación: nacional y europeo; 
conformando, de este modo, un proyecto de cooperación e integración de la política de 
justicia penal de menores en el que participen todos los Estados miembro. 
                                                             
2617 Cfr. Dictamen del Comité Económico y Social... cit., 4.6.3. 
2618 Cfr. De la Cuesta Arzamendi, J.L.: “¿Es posible un modelo compartido de reeducación y 
reinserción en el ámbito europeo?...” ob. cit., p. 09:23. 
2619 Vid. Resolución del Parlamento Europeo sobre la delincuencia juvenil –el papel de las 
mujeres, la familia y la sociedad, de 21 de junio de 2007 (2007/2011(INI). Punto 1. En este mismo 
sentido, vid. De la Cuesta Arzamendi, J.L.: “¿Es posible un modelo compartido de reeducación y 
reinserción en el ámbito europeo?...” ob. cit., p. 09:24. 





La estrategia a nivel nacional estaría compuesta por medidas de acción 
preventivas del delito a todos los niveles
2620
: social, familiar, educativo, medios de 
comunicación, etc. Asimismo, se recuerda a los Estados la necesidad de buscar medidas 
alternativas a la reclusión de los menores infractores, debiendo ser esta tan sólo utilizada 




Por otro lado, la visión del Parlamento Europeo de cooperación a nivel 
supranacional en esta materia, se centra en la elaboración de programas y pautas 
comunes para los Estados Miembros
2622
. Para ello, se invita a la Comisión a realizar un 
estudio sobre la magnitud del fenómeno de la delincuencia juvenil a nivel europeo. Se 
propone, finalmente, la adopción de un programa integrador
2623
, a nivel comunitario, 
sobre justicia penal de menores y nuevas líneas presupuestarias para la cofinanciación 
de estas estrategias.   
 
La resolución, encaminada a la creación de un espacio conjunto de actuación entre 
los países de la UE, no aporta nuevas recomendaciones en materia de centros de 
internamiento. Sin embargo, recomienda a los Estados miembros que “refuercen el 
papel y la valorización cualitativa de los centros juveniles como lugar de intercambio de 
los jóvenes y señala que la integración de los menores delincuentes en dichos lugares 
les ayudará en sus actividades sociales y reforzará su sentimiento de pertenencia a la 
sociedad”2624. Esta política podría suscitar la construcción de nuevos centros de 
inserción social para menores, de modo análogo a los existentes en algunas 
legislaciones penitenciarias de adultos. Estos centros pudieran ser necesarios para 
cumplir las últimas etapas de los internamientos en régimen abierto y, en cualquier caso, 
como nexo de unión entre el menor excarcelado y el medio social juvenil. La ventaja de 
estos centros sería doble: utilizarse como centros de apoyo educativo y rehabilitador en 
los internamientos que permiten la realización de actividades fuera del centro 
(regímenes semiabierto y abierto); y, además, realizar una labor post-penitenciaria de 
                                                             
2620 Vid. De la Cuesta Arzamendi, J.L.: “¿Es posible un modelo compartido de reeducación y 
reinserción en el ámbito europeo?...” ob. cit., p. 09:24. 
2621Vid. Punto 20, de la Resolución del Parlamento Europeo sobre la delincuencia juvenil –el 
papel de las mujeres, la familia y la sociedad, de 21 de junio de 2007 (2007/2011(INI).  
2622 Vid. De la Cuesta Arzamendi, J.L.: “¿Es posible un modelo compartido de reeducación y 
reinserción en el ámbito europeo?...” ob. cit., p. 09:25. 
2623 Vid. Punto 34, de la Resolución del Parlamento Europeo sobre la delincuencia juvenil… cit. 
2624 Cfr. Punto 16, de la Resolución del Parlamento Europeo sobre la delincuencia juvenil… cit. 





adecuación a la comunidad, en concreto, al medio juvenil, gracias al contacto entre 
individuos de edades similares.   
 
3.2.10. Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa (2008) 
11, de 5 de noviembre de 2008, sobre las Reglas europeas para los menores 




El 5 de noviembre de 2008, se elabora la Recomendación CM/Rec (2008) 11, 
sobre las Reglas europeas para los menores delincuentes que son objeto de sanciones y 
medidas, de carácter eminentemente protector del menor y basado en los modelos de 
bienestar. Se desarrolla a lo largo de 142 Reglas, dirigidas a los Estados miembros, para 
la mejora de los sistemas de justicia juvenil. 
 
Como González Tascón expone certeramente, estas reglas, “seguramente están 
llamadas a constituir uno de los principales textos de referencia sobre el tratamiento de 
la delincuencia juvenil del Consejo de Europa”2626. Sin lugar a dudas, en referencia al 
estudio de la privación de libertad del menor infractor,  las Reglas europeas para los 
menores delincuentes que son objeto de sanciones y medidas de 2008 conforman el 
texto comunitario más importante a la hora de diseñar una regulación de la ejecución 
penal con menores infractores común en los ordenamientos internos de los países 
miembros. En este sentido, estas recomendaciones pueden considerarse la respuesta del 
Consejo Europeo a la creciente demanda de una legislación comunitaria sobre justicia 
juvenil. 
 
                                                             
2625 Para consultar un estudio más completo de las Reglas europeas para los menores delincuentes 
que son objeto de sanciones y otras medidas, Vid. in extenso, World Customs Organization, Council of 
Europe: Estrasburgo, European Rules for Juvenile Offenders Subject to Sanctions Or Measures. 2009, 
pp. 33 y ss.; y también, Dünkel, F., Baechtold, A., y van Zyl Smit, D.: “Europäische Mindeststandards 
und Empfehlungen als Orientierungspunkte für die Gesetzgebung und Praxis – dargestellt am Beispiel 
der Empfehlungen für inhaftierte Jugendliche und Jugendliche in ambulanten Maßnahmen (die 
Greifswald Rules)“, en Goerdeler, J., y Walkenhorst, P. (Eds.): Jugendstrafvollzug in Deutschland. Neue 
Gesetze, neue Strukturen, neue Praxis? Forum Verlag Godesberg, Mönchengladbach, 2007, pp. 114-140; 
y también, Dünkel, F.: “Europäische Mindeststandards und Empfehlungen für jugendliche Straftäter als 
Orientierungspunkte für die Gesetzgebung und Praxis: die European Rules for Juvenile Offenders 
Subject to Sanctions and Measures”, en Sonnen, B.-R. (Ed.): Dokumentation des 24. Deutschen 
Jugendgerichtstags. Forum Verlag Godesberg, Mönchengladbach, 2008, passim. 
2626 Vid. González Tascón, Mª.M.: “La delincuencia juvenil…” ob. cit., pp. 5 y 6. 





Conforman una serie de encomiendas que abarcan todos los campos de actuación 
de los sistemas penales, en materia de medidas aplicables a los menores infractores y 
ejecución de las mismas destacándose:  
 
a) La edad de responsabilidad penal no deberá ser demasiado baja y se encontrará 
recogida expresamente en la ley
2627
. 
b) Las medidas deberán tener en cuenta el interés superior del menor y también 
las circunstancias específicas del mismo en su aplicación y duración. 
c) Ultima ratio de las medidas privativas de libertad. 





Además de estas recomendaciones podemos encontrar en el texto definiciones 
acerca de los conceptos sobre las medidas impuestas a los menores infractores. El texto 
del Comité de Ministros del Consejo del Consejo de Europa distingue así entre: 
 
a) Sanciones o medidas aplicadas en la comunidad2629: designa de este modo 
cualquier sanción impuesta por la autoridad judicial o administrativa, así como 





b) Medidas privativas de libertad2631: aquellas consistentes en el internamiento del 
menor en una institución. 
 
                                                             
2627 Sobre la diferenciación de la edad de responsabilidad penal del menor en los países del ámbito 
europeo, Vid. Pruin, I.: “The scope…” ob. cit., pp. 1535 y ss. 
2628 Sobre la asimilación de los jóvenes adultos en los regímenes para menores infractores en las 
normas internacionales, Vid. Dünkel F., y Pruin, I.: “Young adults offenders in the criminal justice 
systems of European countries”, en Dünkel, F., Grzywa, J., Horsfield, P., y Pruin, I. (Eds.): Juvenile 
Justice Systems in Europe… ob. cit., pp. 1558 y 1559, y sobre los jóvenes adultos en los sistemas de 
justicia juvenil europeos, consúltese, de la misma obra las pp. 1568 y ss. 
2629 Vid. Regla 21.4., de la Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa (2008) 
11, de 5 de noviembre de 2008, sobre las Reglas europeas para los menores delincuentes que son objeto 
de sanciones y medidas.  
2630 Vid. González Tascón, Mª.M.: “La delincuencia juvenil…” ob. cit., p. 8. 
2631 Vid. Regla 21.5., de la Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa (2008) 
11... cit. 





En cuanto a las instituciones donde los menores pueden cumplir estas medidas, la 
disposición europea se pronuncia de manera más concreta que en las recomendaciones 
de 1987. En la tercera parte del texto, dedicada a la privación de libertad del menor en 
centros especializados, establece algunos puntos importantes a tener en cuenta en el 
diseño de estas estructuras y su régimen interior. En conjunto con las recomendaciones 
anteriormente mencionadas, pudiera establecerse una guía básica a nivel europeo sobre 
la conformación de un modelo de centro de internamiento de menores, diferenciado de 
los centros penitenciarios para adultos. 
 
En primer lugar, debemos destacar algunas definiciones relevantes, que ayudan a 
distinguir entre instituciones propias del cumplimiento de medidas privativas de libertad 
y otras en las que se cumplen las medidas en la comunidad o tienen una finalidad 
puramente asistencial. Son así: 
 
a) Instituciones de protección social2632: centros de régimen abierto, integrados en 
la comunidad. Puede darse el caso de la existencia de una modalidad de 
régimen cerrado dentro de ellas, pero de carácter excepcional y por duración 
muy limitada. 
 
b) Instituciones de salud mental2633: para menores con problemas médicos. Se 
rigen por el mismo régimen general que las demás instituciones, pero 
establecerán programas específicos de tratamiento de problemas de salud 
mental para los internados en ellas.   
 
c) Establecimientos penitenciarios: instituciones donde se cumplen las medidas 
privativas de libertad con carácter excepcional y como última opción para los 
menores infractores. 
 
Dentro de estos últimos, las recomendaciones europeas atienden principalmente a 
dos ámbitos diferenciados: estructura institucional y estructura regimental. La primera 
                                                             
2632 Vid. González Tascón, Mª.M.: “La delincuencia juvenil…” ob. cit., p. 24. 
2633 Vid. Regla 115, de la Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa (2008) 
11… cit. 





de ellas atenderá a la infraestructura del centro en sí mismo, mientras que la segunda 
ofrecerá una serie de recomendaciones para el buen orden interno del centro, la 
clasificación de los internos y su programa educativo individual. 
 
1. Estructura institucional: la normativa establece la posibilidad de que en los 
centros de internamiento mantengan una estructura modular. Este tipo de 
configuración, característica de los centros penitenciarios modernos, deberá 
“proporcionar una pluralidad de instalaciones para satisfacer las necesidades 
individuales de los menores confinados en las mismas y los propósitos específicos de la 
privación de libertad”2634. Se dará prioridad a dichos servicios específicos necesarios 
para el desarrollo del programa individual educativo por encima de las medidas de 




Esta menor atención a los medios de contención en los centros de menores 
responde al denominado principio de resocialización. En virtud de este principio, los 
centros de menores y su régimen interior deben “aproximarse tanto como sea posible a 
los aspectos positivos de la vida en libertad”2636. Por aspectos positivos se entienden 
todas aquellas libertades y servicios cuyo disfrute no esté especialmente limitado por la 
privación de libertad, puesto que, al igual que en el caso de las penas privativas de 
libertad para los adultos el único derecho restringido es el ambulatorio, sin perjuicio de 
que esta limitación pueda suponer restricciones en otras libertades por la propia 
naturaleza del encierro; restricciones estas que los sistemas penitenciarios deben tratar 
de evitar. 
 
Para evitar el hacinamiento de los menores, las reglas recomiendan que los 
centros de menores no tengan una capacidad demasiado grande, y estar organizados en 
                                                             
2634 Así lo dispone la Regla 53.1 de la Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de 
Europa (2008) 11… cit.; indicando que estas medidas de seguridad y control deberán ser lo menos 
restrictivas posible, de modo que sólo sean necesarias aquellas tendentes a la protección de los propios 
internos o el personal del centro. 
2635 Cfr. Regla 53.2, de la Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa (2008) 
11… cit; asimismo, la regla 56 establece que “los menores privados de libertad deberán ser enviados a 
centros con el menor nivel posible de restricciones para custodiarlos sin peligro”. 
2636 Vid. Regla 53.3, de la Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa (2008) 
11… cit. 







. Esto se concatena directamente con la necesidad de establecer un 
tratamiento y una clasificación individualizada de los internos en estos centros. En la 
práctica penitenciaria de las legislaciones de los países miembros, incluida España, esta 
individualización científica -emulando los términos jurídico-penitenciarios
2638
- 
normalmente es complicada, debido al establecimiento de un sistema inflexible de 
regímenes de internamiento. Dentro del régimen de internamiento al que ha sido 
destinado el menor (y en cuya valoración no siempre se tienen en cuenta sus 
circunstancias personales
2639
), será necesario establecer una separación por edades, 
sexo, necesidades educativas, etc. 
 
Dentro de las instalaciones de los centros de internamiento, las recomendaciones 
europeas indican los detalles pertinentes a los dormitorios (excluyendo el calificativo de 
celda) de los menores internos. Además de exigir los estándares mínimos de salud, 
higiene
2640
, superficie, iluminación, intimidad y condiciones de vida en general
2641
, se 
establece la prioridad del principio celular, que nuevamente se ve flexibilizado para los 
menores infractores, “cuando sea preferible para ellos compartir dormitorio”. Las 
exigencias establecidas para que la existencia de dormitorios comunales según el texto 
del Consejo de Europa son las siguientes: que el dormitorio sea apropiado a este 
propósito; que los menores que lo ocupen deberán estar en circunstancias de poder 




Por último, dentro de este apartado, las recomendaciones vuelven a indicar la 
necesidad de integrar los centros en el entorno social, donde el acceso para sus 
                                                             
2637 Vid. Regla 53.4, de la Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa (2008) 
11… cit. 
2638 Vid. García Valdés, C.: Comentarios… ob. cit., p. 225. 
2639 Piénsese, por ejemplo, en aquellas legislaciones en las que la imposición de un internamiento 
cerrado depende de ciertos requisitos objetivos, sin posibilidad de establecer ningún otro régimen con 
mayor grado libertad. Este es el caso de la legislación española, que tras las modificaciones del 2006 
estableció que, para determinados delitos y circunstancias de gravedad, fuera obligatorio para el juez 
imponer la medida de régimen cerrado, sin perjuicio de una posterior sustitución o modificación de la 
misma, tras haber cumplido unos mínimos periodos de seguridad. Sobre esta cuestión nos ocuparemos en 
el siguiente capítulo dedicado a las medidas de internamiento en la LORRPM. 
2640 Exigida por la regla 65.1 a todas las instalaciones del centro, que deberán mantenerse limpias y 
cuidadas en todo momento. 
2641 Vid. Regla 63.1, de la Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa (2008) 
11… cit. 
2642 Vid. Regla 63.2, de la Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa (2008) 
11… cit. 







. No hay duda de que en el caso de los centros semiabiertos y 
abiertos es necesaria una cercanía a la comunidad, tanto para favorecer la posterior 
incorporación del menor a la vida en libertad, como para hacer uso de los servicios 
educativos, sanitarios y recreativos externos dentro del programa educativo 
individualizado del menor. La problemática podría surgir en torno a la ubicación de los 
centros cerrados, pues, al igual que ocurre con los centros penitenciarios de adultos, la 
opinión pública puede mostrar su rechazo a la inclusión de centros cerrados dentro de la 
comunidad. Esta segregación, que lleva a construir los centros penitenciarios tipo 
alejados de los núcleos urbanos, prácticamente como instituciones autónomas, no tiene 
cabida en el caso de los centros de menores. Precisamente el principio de 
resocialización, antes mencionado, debería bastar para comprender que la cercanía del 
medio social es positiva para el menor interno, aún cuando no pueda realizar tareas 
fuera del centro de internamiento de manera regular. Las ventajas obvias de esta 
cercanía a los núcleos urbanos son: un mejor acceso de los familiares al centro; evitar el 
desarraigo social del menor; cercanía con el domicilio familiar
2644
; facilitación de 
permisos extraordinarios de salida, etc. 
 
2. Estructura regimental: las reglas europeas se ocupan también del 
funcionamiento interno de los centros. En primer lugar, el texto hace hincapié en el 
desarrollo de un tratamiento individualizado o programa educativo adaptado a sus 
necesidades
2645
. Este programa deberá estar sujeto a un sistema de evaluación para 
ubicar a los menores conforme a sus necesidades educativas
2646
. Estos sistemas de 
evaluación (que normalmente corresponderán a los Equipos multidisciplinares de 
observación de los centros), tendrían una mayor efectividad en aquellos casos en los que 
el sistema de clasificación del interno contenga elementos progresivos o por grados, 
mientras que en los ordenamientos más garantistas supone un apoyo, más o menos 
vinculante, a la sustitución y modificación de medidas por parte de los Jueces y 
Tribunales de Menores.  
                                                             
2643 Vid. Regla 53.5, de la Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa (2008) 
11… cit. 
2644 La regla 57 de la recomendación establece “los menores deberán ser ingresados, al máximo de 
lo posible, en centros accesibles desde sus hogares o lugares de reintegración social”. 
2645 Vid. Reglas 54, 62.6.c. y el epígrafe E.10 dedicado a las actividades regimentales, de la 
Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa (2008) 11… cit. 
2646 Vid. Regla 61, de la Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa (2008) 
11… cit. 





A su ingreso en el centro, los padres o guardadores de los menores, cuando ello 
sea posible, deberán ser debidamente informados y consultados sobre el ingreso en el 
centro
2647
. El menor deberá estar convenientemente informado de sus derechos y el 
régimen interno del centro
2648
. También deberá habilitarse un registro con los datos
2649
 
elementales de su paso por la institución. 
 
Pueden distinguirse, de forma implícita en la redacción del texto, varios 
regímenes especiales de internamiento en los centros de menores. En primer lugar, la 
recomendación hace alusión, en su regla 57, a los menores que presenten enfermedades 
mentales, que deberán estar en “instituciones de salud mental”. Estos menores deberán 
estar sometidos a un régimen terapéutico, en centros especialmente destinados a tal 
finalidad. En segundo lugar, puede distinguirse un régimen diferenciado para los 
denominados jóvenes adultos, es decir, aquellos internos que han cumplido la mayoría 
de edad durante su internamiento en un centro de menores, o aquellos jóvenes de edades 
comprendidas entre los dieciocho y los veintiún años que han sido condenados bajo el 
ordenamiento penal de menores. En este punto se echa de menos una alusión, en la regla 
59.3 de las recomendaciones, a la debida separación de los internos de menor edad, a 
excepción de aquellas actividades comunes en beneficio de su rehabilitación. 
 
Otra de las consideraciones regimentales específicas que disponen las reglas 
europeas es la de separación entre sexos
2650
, de modo análogo a lo dispuesto en los 
ordenamientos penitenciarios de adultos. Aunque la convivencia de ambos sexos en un 
mismo centro de internamiento puede ser problemática (sobre todo en aquellos casos en 
los existan internos por delitos de violencia de género o agresiones sexuales), en la 
                                                             
2647 Vid. Reglas 58 y 62.4, de la Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa 
(2008) 11… cit. 
2648 Vid. Regla 62.3, de la Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa (2008) 
11… cit. 
2649 En concreto, la regla 62.2 indica cuales deberán ser estos datos generales: “a. datos sobre la 
identidad del menor y sobre la de sus padres o guardadores legales; b. Causas del internamiento y 
autoridad que lo hubiera ordenado y que sea responsable del mismo; c. fecha y hora de admisión; 
inventario de las propiedades personales del menor que vayan a ser custodiadas en lugar seguro por el 
centro”. 
2650 Al respecto, la regla 60 de las recomendaciones del Consejo Europeo indica que “los y las 
menores deberán ser internados con carácter general en centros separados o en unidades distintas 
dentro de un mismo centro”. Esta separación solo tendrá aplicación en los centros de reforma, para 
cumplimiento de medidas privativas de libertad, y no para los centros de protección, en los que es 
frecuente la convivencia de ambos géneros; o los terapéuticos, en los que estará supeditada al específico 
régimen de tratamiento de los internos. 





mayor parte de los casos se produce una flexibilización de este principio. Que niños y 
niñas cohabiten en un mismo centro de internamiento es debido fundamentalmente a 
tres razones de muy distinta índole, que impiden una total segregación: en primer lugar, 
la escasez de recursos destinados por los gobiernos de los países miembros (o, en el 
caso de privatización de los centros las entidades gestoras del centro) a las 
infraestructuras de ejecución penal con menores infractores (factor económico); en 
segundo lugar, el reducido número de internas en comparación con el número de 
varones (factor de escasez de población reclusa); y, finalmente, el detrimento del factor 
rehabilitador que supone la no convivencia de varones y hembras de manera 
normalizada en el interior del centro
2651
, que, en principio, como se ha indicado supra, 
deberá parecerse en lo posible a la vida en libertad. En cualquier caso, la separación por 
sexos debe considerarse positiva desde el punto de vista organizativo, sobre todo a la 
hora de establecer lugares diferentes para el descanso nocturno; asimismo, la 
convivencia diurna y la realización de actividades que impliquen la participación de 
ambos sexos de manera conjunta, también es necesaria para evitar la desconexión de los 
jóvenes de la realidad social exterior, siendo edades muy importantes para el 
descubrimiento y comprensión de las relaciones inter-sexos. 
 
Finalmente, como ha subrayado Montero Hernanz, destaca en la Resolución de 
2008 la regulación del personal encargado de la ejecución de las medidas de 





3.2.11. Nuevas tendencias europeas sobre delincuencia juvenil e internamiento 
de menores: el Child-friendly Justice System, un modelo de justicia juvenil 
restaurativo-integral. 
 
Actualmente, una nueva tendencia dentro del ámbito de la justicia penal juvenil ha 
contado con el impulso normativo del Consejo de Europa: la curiosamente denominada 
Child-friendly Justice (“la Justicia accesible para niños”, o siguiendo la traducción 
                                                             
2651 Este aspecto positivo para el tratamiento de los menores es reflejado en las reglas, cuando en la 
Regla 60 in fine, se establece la excepción a la absoluta separación entre sexos, permitiéndose “la 
participación conjunta en todas las actividades organizadas”.  
2652 Vid. Montero Hernanz, T.: La Justicia juvenil… ob. cit., p. 123. 





francesa “justice adaptée aux enfants”, que podría traducirse como “la Justicia 
adaptada/apropiada para niños”). Dicha nueva orientación presta una mayor atención 
al desarrollo de principios concretos de justicia penal, normas y estrategias para abordar 
el papel de los niños y su situación en el sistema de justicia penal, ya sea como víctimas 
y testigos, o como perpetradores. En síntesis, se trata de un modelo desarrollado tanto 
desde el punto de vista civil/social como penal/criminal
2653
, por lo que pretende una 
protección más integral del menor, en la que también tiene cabida la regulación de la 
privación de libertad. 
 
La conformación de esta nueva corriente europea tiene sus antecedentes en el año 
2005, con la celebración de la Cumbre de Varsovia del Consejo de Europa. En dicha 
cumbre, se tomó la decisión de iniciar el programa “Construir Europa para y con los 
niños”2654 (Building Europe for and with children), cuyo objetivo fue la formulación 
definitiva de las directrices en Europa para el acceso a la justicia y el lugar de los niños 
en un procedimiento judicial
2655
. Este programa del Consejo de Europa para la 
promoción de los derechos del niño y la protección de niños contra la violencia, sería el 
antecedente del Child-Friendly Justice System, que nacería de forma oficial dos años 
más tarde y se consolidaría con la celebración del Seminario sobre Child-Friendly 
Justice celebrado en Estocolmo en 2008
2656
. 
                                                             
2653 Vid. Jaffé, P.D.: “Feedback to Workshop III on A child-friendly justice system: protecting 
children during civil/criminal proceedings”, Toledo, 2009; disponible en www.coe.int. (26/08/2010). 
2654 Vid. Consejo de Europa: Building Europe for and with children. DPPD, Francia, 2007, passim. 
Disponible publicación online en español en:  
http://www.coe.int/t/transversalprojects/children/default_en.asp (26/08/2010). 
2655 Vid. Panforti, Mª.D.: “Crossing boundaries in the administration of children’s justice”, en 
Council of Europe: Compilation of texts related to child- friendly justice. Directorate General of Human 
Rights and Legal Affairs, 2009, p. 64; disponible online en: 
 http://www.coe.int/t/dghl/standardsetting/childjustice/childfriendly_EN.pdf (25/08/2010). 
2656 Vid. Los documentos CDC y reunión CDCJ y comités subordinados, 81ª Mesa, documentos de 
trabajo, CDCJ (2008)2º; y también, Documento preparado por la Secretaria del CDCJ, Directorio 
General de Derechos Humanos y Asuntos Legales, titulado: “Drafting European Guidelines on Child-
friendly justice”, Stockholm, 2008. Ambos textos disponibles en inglés en: www.coe.int (26/08/2010).   
Sobre las conclusiones del Seminario, Vid. Conclusions of the Seminar “Towards european guidelines on 
Child-Friendly Justice: Identifying core principles and sharing examples of good practice”, Estocolmo, 8 
septiembre, 2008, documento preparado por la Secretaria del CDCJ, Directorio General de Derechos 
Humanos y Asuntos Legales. Al respecto, el embajador Per Sjögren, representante permanente de Suecia 
en el Consejo de Europa, pronunció en la “Conferencia Construir una Europa para y con los niños - Hacia 
una estrategia para el periodo 2009-2011”, Estocolmo, 8-10 de septiembre de 2008, las siguientes 
palabras: “La necesidad de unas directrices europeas sobre Child-Friendly Justice ha quedado reafirmada. 
Una brecha en la legislación nacional e internacional se ha identificado a este respecto. El seminario sobre 
la Child-Friendly Justice sirvió como un verdadero hito para allanar el camino para la futura labor de 
establecimiento de normas del Consejo de Europa sobre la materia”. 





Los Ministros participantes en la 28ª Conferencia de los Ministros europeos de 
Justicia (Lanzarote, 25-26 de octubre de 2007), visto el informe del Ministro de Justicia 
de España sobre el tema “Nuevas cuestiones de acceso a la justicia para los grupos 
vulnerables, en particular: los inmigrantes y solicitantes de asilo, los niños, incluidos los 
niños autores de crimen”, emitieron un documento en el que se plasmaba el deseo de 
revisar la política criminal de la UE en materia de menores.  
 
Teniendo en cuenta lo dispuesto en las normas europeas para los delincuentes 
juveniles sometidos a sanciones de la comunidad o medidas privativas de su libertad; 
conscientes de que el desarrollo de un entorno seguro y amigable para los niños 
involucrados en el sistema de justicia
2657
, con personas especialmente capacitadas y 
procedimientos eficaces, reduce el daño que sufren los niños y mejora la eficiencia de la 
justicia; subrayando que las alternativas a la custodia que deben ser desarrolladas para 
los niños autores de delitos y que, cuando la privación de libertad es absolutamente 
necesaria como medida de último recurso, las condiciones y régimen de detención 
debería tener en cuenta sus necesidades específicas como niños; subrayando en 
particular, que los niños deben ser internados separados de los adultos, incluso en los 
casos de prisión preventiva, a menos que esto se considera como contrario al interés 
superior del niño, invitaba al Comité de Ministros a que asigne al Comité Europeo para 
Problemas Criminales (CDPC), el Comité Europeo de Cooperación Jurídica (CDCJ), el 
Comité Directivo para los Derechos Humanos (CDDH), así como la Comisión Europea 
para la eficacia de la justicia (CEPEJ) en cooperación con otros órganos competentes 
del Consejo de Europa, a: 
 
“a. examinar el acceso y el lugar en el que los niños tienen prioridad, durante y después de los 
procedimientos judiciales; 
b. examinar la manera en que las opiniones del niño se pueden tomar en cuenta durante el 
procedimiento; 
c. examinar las maneras de mejorar el modo en que las autoridades faciliten información a los 
niños sobre sus derechos y el acceso a la justicia de los mismos, incluido ante el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos; 
                                                             
2657 Sobre los procedimientos penales contra menores infractores, Vid. Registro de la Corte 
Europea de los Derechos Humanos: Access of children to justice – Specific focus on the access of children 
to the European Court of Human Rights as well as its case-law related to children’s access to national 
jurisdictions, 2007, III.A.1. 





d. recopilar información sobre los procedimientos a los niños a cabo en los Estados miembros; 
e. preparar los elementos necesarios para la creación de unas directrices europeas para la 
justicia a los niños”2658. 
 
El sistema de restorative justice que plantea esta nueva concepción podría ser 
visto, en su aspecto más negativo, como una búsqueda de una mayor responsabilización 
del delincuente menor orientada a la imposición de sanciones más duras
2659
. Sin 
embargo, esta postura supone una reafirmación de los derechos fundamentales del 
menor previstos en la Convención de 1989, por lo que esta responsabilización se 
convierte en una mayor implicación del menor en el proceso. Por otra parte, queda 
patente el mantenimiento de los conceptos de excepcionalidad y limitación temporal de 
la privación de libertad en menores. Por otra parte, no debe olvidarse, como apunta 
Tiffer, que “un sistema de justicia especializado para los adolescentes, además de 
significar el cumplimiento de mandatos internacionales, significa (…) demostrar que 
frente al delito es posible una respuesta diferente a la tradicional justicia retributiva 
(pagar por el daño causado): una justicia más humana, más reparadora o restaurativa, 
que involucre a la víctima, al acusado y a la comunidad en la búsqueda de soluciones a 
las consecuencias del conflicto generado por el hecho delictivo”2660. Uno de las ventajas 
del Child-Friendly Justice system, es la representación de los derechos del menor de un 
modo más directo. No obstante, el sistema debe mostrar un equilibrio entre la 
participación del menor y la intervención multidisciplinar a la que se encuentra 
sometido el proceso, con un elenco de profesionales, so pena, como ya adelantaba De 
Leo
2661
, de caer en un mayor grado de confusión.  
                                                             
2658 Cfr. Resolución N º 2 sobre la Child-friendly Justice, aprobada en la 28 ª Conferencia de los 
Ministros europeos de Justicia Lanzarote, España, 25 a 26 octubre de 2007, punto 23.  
2659 Vid. Dünkel, F.: “Reacciones…” ob. cit., p. 134. 
2660 Vid. Tiffer, C.: “Décimo tercer aniversario de la Ley Penal Juvenil de El Salvador y diez años 
de Justicia Penal Juvenil en Costa Rica”, en VV.AA., UNICEF: Justicia y Derechos del Niño, Número 
10, Santa Fe-Bogotá, 2008, p. 146. 
2661 Exponía el autor italiano la problemática de esta hiper-intervención:“Se trata de una paradoja 
que, en términos muy simples, puede exponerse de este modo: puesto que la menor edad como condición 
social y jurídica, no tiene una representación directa de los propios derechos e intereses, la atención 
jurídica y las políticas sociales a favor de estos sujetos son necesariamente mediadas, filtradas por otros 
sujetos sociales. Así, puede suceder que el aumento de atención y la innovación en el campo de los 
derechos de los menores lleve como consecuencia inevitable el aumento de los sujetos sociales (jueces y 
juristas, trabajadores sociales de diverso tipo) que median, seleccionan e interpretan los nuevos derechos 
del menor. Esto a menudo provoca efectos de atenuación, de confusión de las garantías formales y la 
certeza de la relación entre los menores y sus derechos”. Cfr. De Leo, G.: “La innovación de los sistemas 
de justicia en Europa: necesidad de nuevas formas de garantía”, en Jueces para la Democracia, Número 
3, Madrid, 1988, p. 13.   





Siguiendo a Ksenija Turković, experta del Consejo de Europa en Child-Friendly 
Justice, los principales elementos de este nuevo modelo de justicia juvenil pueden ser 




1. Mantener a los menores en conflicto con la ley fuera del sistema de justicia para 
adultos, introduciendo un sistema especial de justicia juvenil integral y estableciendo 
una política integral centrada en un modelo restaurativo del menor. Se trata, por lo 
tanto, de un sistema basado en el principio de especialidad, un Derecho penal de autor, 
cuyo objetivo primordial es conseguir la reinserción social del menor infractor. 
 
2. Las intervenciones no deben estar basadas en hacer que el menor se sienta 
culpable o estigmatizarlo como un criminal, ni a él ni a su familia o comunidad.  
 
3. El sistema de justicia juvenil debe asegurarse de que cualquier reacción contra 
el menor delincuente es proporcional a la gravedad del delito y a las circunstancias 
personales del menor. 
 
4. La edad de responsabilidad penal de los menores no debe fijarse en un nivel 
demasiado bajo de edad, teniendo en cuenta para su determinación la madurez 
emocional, mental e intelectual. 
 
5. Debe haber una relación estrecha entre la noción de responsabilidad penal y 
otros derechos y responsabilidades sociales como el estado civil, la mayoría de edad 
civil, etc. 
 
6. Para los jóvenes en conflicto con la ley deben quedar garantizados los mismos 
derechos que en caso de los adultos, pero además, deberán tener una serie de garantías 
adicionales en orden a su especial situación de vulnerabilidad. 
                                                             
2662 Vid. Turković, K.: “Elements for European Guidelines on child-friendly Justice with particular 
focus on children’s access and place in criminal justice system”, en Council of Europe: Compilation of 
texts related to child- friendly justice… cit., p. 46. 





7. Los padres o guardadores legales, que disfruten de la confianza del menor, 
podrán participar en los procedimientos de los tribunales, siempre en nombre del 




8. Para otorgar una especial protección a los menores encausados, se establecerá 
un Colegio de Abogados (traducción de la expresión Bar Association) especializado en 
cuestiones relativas a la justicia juvenil. Asimismo, otra serie de operarios 
especializados participaran en el proceso penal, como los trabajadores sociales que 
deberán estar presentes en las entrevistas a los menores y les visitarán en los centros de 
internamiento. En este sentido, es positivo establecer, dentro de los sistemas de justicia 
juvenil, elementos multidisciplinares que lleven a una descentralización de la 
administración penal en determinados supuestos, como es el caso de las instituciones de 
apoyo, o las entidades educativas colaboradoras, ONGs, voluntariado, y la propia 
comunidad. Como afirmaba Colin, “la descentralización contribuye a operar una 
revolución en la acción educativa. Ya no es tarea de la población interesada adaptarse a 
las estructuras, sino bien por el contrario compete a estas últimas adaptarse a la 
población juvenil”2664. 
 
9. Mayor participación del menor en los asuntos relacionados con el 
procedimiento penal que le atañe
2665
 con la intención de buscar una mayor implicación 
                                                             
2663 En consonancia con lo dispuesto en la Recomendación (2003)20, anteriormente comentada en 
este mismo capítulo, que en su parte III. Artículo 8 in fine,  dispone que “para hacer frente a graves, 
violentos y persistentes actos de delincuencia juvenil, los Estados miembros deberían desarrollar un 
espectro más amplio, innovador y más efectivo (pero aún proporcional) de sanciones y medidas 
comunitarias. Se debe abordar directamente la conducta delictiva, así como las necesidades del 
delincuente. Asimismo, deben involucrar a los padres del infractor o a su representante legal (a menos 
que esto se considera contraproducente) y, cuando sea posible y adecuado, ofrecer la mediación, 
restauración y reparación a la víctima”. 
2664 Cfr. Coy, M.: “La justicia de menores en Francia”, en Jueces para la Democracia, Número 3, 
Madrid, 1988, p. 39. 
2665 Al respecto, en el informe del grupo de expertos en Child-Friendly Justice, elaborado por 
Kilkelly, U.: Listening to Children about justice: report of the Council of Europe consultation with 
children on child-friendly justice. Council of Europe, 2010, p.16; se expone que el menor La 
jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos pone de manifiesto que los niños tienen 
derecho a participar efectivamente en los procedimientos que determinan los cargos penales contra ellos 
(en concreto, Vid. las sentencias correspondientes a T vs UK and V vs UK, judgment of 16 December 
1999; (2000) 30 EHRR 121). La Corte también ha explicado que mientras que los niños no tienen que 
entender los detalles de menor importancia del proceso penal, deben entender el propósito general de los 
procedimientos penales y lo que está en juego para ellos en ese proceso (sentencia SC vs UK, judgment of 
15 June 2004). 





y responsabilidad por los actos cometidos
2666
. El Child-Friendly Justice System está 
basado en el derecho del menor a ser informado y ser parte activa en el proceso, siempre 
respetando su privacidad e intimidad, aunque también reconoce la compensación de 
derechos de las víctimas, a las que no niega la posibilidad de participar como acusación 
activa en el proceso. Este sistema postula un modelo de justicia más participativo para 
el menor, permitiendo su comprensión de los procedimientos jurídicos
2667
. Por otra 
parte, también se intenta entender mejor al menor infractor
2668
, a la par que se trata de 
responder de manera más efectiva a sus circunstancias especiales como autor del delito. 
 
10. Especial atención a las circunstancias y necesidades específicas del menor
2669
, 
permitiéndose el ejercicio del poder discrecional de los Tribunales y, en general, a todos 
los niveles de la administración de justicia, en beneficio del interés superior del menor. 
 
11. Cuando la privación de libertad es absolutamente necesaria como medida de 
último recurso, la condición y régimen de detención debería tener en cuenta las 
necesidades específicas de los niños. 
 
12. Una gran variedad de medidas de disposición (diversion) debe ser puesto a 
disposición de la autoridad competente, lo que permite una mayor flexibilidad a fin de 
evitar la institucionalización en la mayor medida de lo posible  
 
Muy recientemente -el 30 de junio de 2010 en Estrasburgo-, el Consejo de 
Europa, apoyado por el Grupo de expertos en Child-Friendly Justice, ha publicado el 
borrador final que contiene las denominadas “Guidelines of the Committee of Ministers of 
                                                             
2666 Una estrategia que ya se había puesto de manifiesto en los Tribunales daneses. Sobre esta 
experiencia, Vid. Weijers, I.: “The Moral Dialogue: A Pedagogical Perspective on Juvenile Justice”, en 
Weijers, I., y Duff, A.: Punishing Juveniles Principle and Critique. Hart Publishing, Oxford, 2002, pp. 
135-154. 
2667 Vid. Cajoly, S.: “Travaux du Conseil de l’Europe sur une Justice Adaptée aux enfants : 
développements récents”, en Enfants victimes et des témoins. Une question de justice ... Et de droits. 
Instituto Internacional de Derechos del Niño, 14º seminario del IDE en 2008, p. 171. 
2668 Vid. Turković, K.: “Elements…”. ob. cit., p. 47. 
2669 Vid., al respecto, el informe elaborado por Stefanie Schmahl: “Existing International and 
European standards: Meeting the needs of children”, en Council of Europe: Compilation of texts related 
to child- friendly justice… cit., pp. 20-35. 





the Council of Europe on child-friendly justice” (Directrices del Comité de Ministros del 
Consejo de Europa en “Justicia accesible para menores”)2670. 
 
El texto, como si de una Convención de los Derechos del Niño a nivel europeo se 
tratará, pretende establecer las bases de una política integral sobre los diferentes campos 
de intervención con menores, entre ellos los sistemas de justicia juvenil y la privación 
de libertad de menores infractores. 
 
Las recomendaciones comienzan con la definición de menor, que hermana el texto 
con el de la Convención de 1989, indicando que niño es “toda aquella persona por 
debajo de los dieciocho años de edad”2671. La definición pudiere recibir las mismas 
críticas que habíamos mencionado para la anterior definición, la más relevante de toda 
ellas, la no inclusión, nuevamente, de una distinción de franjas de edad para los 
conceptos de niño, adolescente, joven y joven adulto. 
 
La siguiente de las Directrices define el término y significado del modelo de 
Child-Friendly Justice, con unos términos eminentemente garantistas: 
 
“Se refiere a los sistemas de justicia que garanticen el respeto y la aplicación efectiva de los 
derechos de todos los niños al más alto nivel posible, teniendo en cuenta los principios que figuran a 
continuación y teniendo debidamente en cuenta el nivel del niño de la madurez y la comprensión y las 
circunstancias del caso. Se trata, en particular, de que la justicia sea accesible, a la edad adecuada, 
rápida y adaptada a centrarse en las necesidades y los derechos del niño, respetando los derechos del 
niño, incluyendo los derechos al debido proceso, a participar para comprender el proceso, a la intimidad 
ya la integridad y dignidad”2672.  
 
Destaca entre los principios básicos mencionados, la aceptación de algunos de los 
principios penales que, hasta ahora, eran de dudosa aplicación en los ordenamientos de 
                                                             
2670 Vid. CDCJ y CDCJ y comités subordinados, CJ-S-CH: Documentos CJ-S-CH y CJ-S-CH 
(2010) 12 E. Para conocer el proceso de conformación de estas Directrices, Vid. Cajoly, S.: “Travaux du 
Conseil de l’Europe…” ob. cit., p. 172. 
2671 Cfr. Artículo I.1.a., del Final Draft [Recommendation containing] Guidelines of the 
Committee of  Ministers of the Council of Europe on child-friendly justice, 2010. 
2672 Cfr. Artículo I.1.b., del Final Draft [Recommendation containing] Guidelines… cit. 





justicia de menores, por considerarse propios de los ordenamientos penales de adultos, 




En relación con la privación de libertad de los menores, la tercera parte de las 
Directrices se ocupan del internamiento en su punto 6, con el siguiente tenor: 
 
“1. Cualquier forma de privación de libertad de los niños será una medida de último recurso y 
durante el menor período de tiempo adecuado. Además, deben llevarse a cabo especiales esfuerzos para 
evitar la detención preventiva. 
2. Cuando la privación de libertad se impone, los niños estarán, por regla general, separados de 
los adultos. Cuando los niños son detenidos junto con adultos, esto será por razones excepcionales y 
basarse únicamente en el interés superior del niño. En todos los casos, los niños deberán ser recluidos en 
instalaciones adecuadas a sus necesidades. 
3. Dada la vulnerabilidad de los niños privados de la libertad, la importancia de los lazos 
familiares y promover la reinserción en la sociedad, las autoridades competentes velarán por el respeto y 
apoyar activamente el cumplimiento de los derechos del niño establecidos en los instrumentos 
universales y europeos. Además de otros derechos, los niños, en particular, tienen derecho a:  
a. mantener un contacto regular y significativa con los padres, familiares y amigos a través de 
visitas y la correspondencia, salvo cuando las restricciones son necesarias en interés de la justicia y el 
interés superior del niño. Las restricciones a este derecho nunca deben utilizarse como un castigo;  
b. recibir una educación apropiada, la orientación profesional y formación, asistencia médica, y 
disfrutar de la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión y el acceso al ocio, incluida la 
educación física y el deporte; 
c. acceso a los programas que preparan a los niños de antemano por su regreso a sus 
comunidades, con toda la atención que se les da con respecto a sus necesidades emocionales y físicas, 
sus relaciones familiares, la vivienda, la escolaridad y las posibilidades de empleo y la situación socio-
económica. 
4. La privación de libertad de los menores no acompañados, incluidos los que buscan asilo y los 
niños separados de sus familias  nunca se motivará y basándose únicamente en la ausencia de la 
condición de residencia”. 
 
                                                             
2673 Vid. Artículo II.E.2., del Final Draft [Recommendation containing] Guidelines… cit., que se 
pronuncia en los siguientes términos: “Elementos del debido proceso, como los principios de legalidad y 
proporcionalidad, la presunción de inocencia, el derecho a un juicio justo, el derecho a la asistencia 
legal que incluya el acceso efectivo a un abogado, el derecho de acceso a los tribunales y el derecho a 
apelación, se se garantiza a los niños ya que son para adultos y no debe reducirse al mínimo o negado 
bajo el pretexto del interés superior del niño. Esto se aplica a todos los procedimientos judiciales y no 
judiciales y administrativas”. 





No se observan entre estas recomendaciones novedades respecto de lo expuesto en 
las reglas europeas de 2008. Probablemente este hecho se deba a que la formulación de 
la Child-Friendly Justice como un nuevo modelo europeo de justicia juvenil, se 
encuentre más orientado a la intervención del menor en el procedimiento penal, 
quedando la ejecución penal en un segundo plano.  
 
3.2.11. Breve acercamiento al Derecho Comparado Europeo en materia de 
internamiento y centros de menores. 
 
El estudio comparado de la legislación de los países europeos
2674
 puede arrojar 
nuevas perspectivas de entender los modelos de intervención, y mostrar algunas de las 
principales diferencias entre los sistemas de justicia penal juvenil de los Estados 
miembros y las normativas emanadas en el seno de la UE
2675
, tales como: la edad de 
responsabilidad penal, la duración de las medidas, los modelos de instituciones de 
internamiento de menores, etc. 
 
A continuación, se expone un análisis de las normativas de los principales países 
de la Unión Europea, centrando el objetivo del mismo en las penas privativas de libertad 
impuestas para menores infractores, medidas de internamiento, e instituciones en las 






                                                             
2674 Para una perspectiva histórica acerca del Derecho comparado sobre el régimen jurídico-penal 
de los menores a nivel europeo, Vid., la ya citada obra de Cuello Calón, E.: “El Tratamiento de la 
criminalidad infantil y juvenil…” ob. cit., pp. 251-275; y del mismo autor, sobre el derecho comparado 
europeo sobre tratamiento penal de los jóvenes adultos: “El nuevo Derecho penal juvenil europeo…” ob. 
cit., pp. 490 y ss. Sobre el estudio comparado a nivel europeo de los centros de menores y el 
internamiento en centros de menores, Vid. Dünkel, F., y Stando-Kawcka, B.: “Juvenile imprisonment and 
placement in institution for deprivation of liberty – Comparative aspects”, en Dünkel, F., Grzywa, J., 
Horsfield, P., y Pruin, I. (Eds.): Juvenile Justice Systems in Europe… ob. cit., pp. 1763-1813.  
2675 Vid. Vité, S.J.: “Juvenile Justice Reform at Europe's Doorstep: Trends, Challenges and 
Achievements in Central and Eastern Europe”, Ponencia presentada en la III Conferencia Internacional 
de Justicia Juvenil, Sistemas de Justicia Juvenil en Europa: Situación actual, tendencias de modelos 
aplicables y buenas prácticas, Valencia, 2008, p. 1; publicado en: www.oijj.org (16/08/2010). 







Durante la primera mitad del siglo XIX, el sistema de justicia juvenil de Alemania 
estaba basado en un límite de responsabilidad absoluta (desde los ocho a los catorce 
años, dependiendo de la región) y una segunda horquilla de edad, con responsabilidad 
penal atenuada, basada en el criterio de discernimiento (Unterscheidungsvermögen)
2676
 
de los catorce a los dieciocho años. 
 
La Ley de Tribunales Juveniles de 1974 (Judendgerichtsgesetz, JGG)
2677
, 
estableció la distinción entre tres conjuntos de edades
2678
 respecto a la responsabilidad 
penal de los menores: 
 
1. Niños (Kinder): menores de catorce años, por debajo de esta edad el menor 
infractor es considerado inimputable y tan solo caben medidas de carácter protector o 




2. Jóvenes (Jugendliche): menores de catorce a los dieciocho años. Se aplica un 
criterio, sustitutivo del de discernimiento, para establecer la responsabilidad penal de 
infractor, en base a su madurez moral y mental. La diferencia entre ambos criterios se 
basa en la concepción exclusiva del primero en la capacidad del joven para comprender 
–discernimiento-, mientras que el segundo utiliza factores de formación de la 
voluntad
2680
 y madurez mental y psicológica del menor. Durante estas edades, los 
menores infractores están sometidos a la autoridad del juez tutelar, que podrá adoptar 
medidas de naturaleza educativa, en el caso de que se constante la irresponsabilidad del 
                                                             
2676 Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría… ob. cit., p. 49; en el mismo sentido, Vid. 
Rössner, D.: “El Derecho Penal de menores en Alemania”, en Giménez i Colomer, E. (Dir.): Legislación 
de menores en el siglo XXI… ob. cit., p. 310; sobre la historia de conformación del Derecho penal de 
menores en Alemania, Vid. Dünkel, F.: “Juvenile Justice in Germany: betweewelfare and Justice”, en 
Junger-Tas,J., y Decker, S.H.: International… ob. cit., 226 y ss.; el mismo: “Juvenile Justice in 
Germany”, en Dünkel, F., Grzywa, J., Horsfield, P., y Pruin, I. (Eds.): Juvenile Justice Systems in Europe 
Current Situation and Reform Developments. Volumen II, Forum Verlag Godesberg, Mönchengladbach 
(Alemania), 2010, pp. 547 y ss. 
2677 Vid. Samaniego Manzanares, J.L.: “La legislación penal juvenil en Alemania” en Martínez-
Pereda Rodríguez, J.M.: Menores Privados de Libertad, CGPJ, Madrid, 1996, p. 85; más recientemente, 
Sánchez García de Paz, Mª. I.: Minoría... ob. cit., p. 50. 
2678Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría… ob. y loc. cit.; más recientemente, Vid. Higuera 
Guimerá, J.F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., pp. 204 y 205. 
2679 Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría... ob. cit., p. 51. 
2680 Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría... ob. cit., p. 52. 





joven (Vormundschaftsrichter). Para aquellos casos en los que la responsabilidad penal 
del joven quede probada por su madurez, se prevén en el sistema alemán tres tipos de 
medidas
2681
: las medidas educativas (Erziehungsmassregeln), las medidas correctivas 
(Zuchtmittel; entre las que destaca el arresto juvenil, o jugendarrest
2682
, de 
cumplimiento en establecimientos especiales o locales para el arresto de tiempo 
libre
2683
) y, por último, la pena juvenil (Jugendstrafe). 
 
3. Jóvenes adultos (Heranwachsende): de los dieciocho a los veintiún años. 
Plenamente responsables a efectos penales, pero con ciertas especialidades 
contempladas en el Código penal alemán
2684
. Estas singularidades, que atenúan las 
penas impuestas para los adultos, son aplicadas cuando el joven adulto infractor resulte, 
por sus circunstancias mentales y de madurez, equiparable a un joven, o cuando el delito 




La Ley de Tribunales Juveniles ha sido modificada en varias ocasiones desde 
entonces; la última de ellas en 1990
2686
, con la Primera Ley de Reforma de la Ley penal 
juvenil, de 30 de agosto, que según Dünkel, se encuadra dentro del denominado 
“derecho moderno de bienestar social, bajo el concepto de Estado de bienestar 
(Sozialstaat)”2687. Finalmente, el texto normativo recoge tres tipos de sanciones2688: 
 
1. Medidas educativas (Erziehungsmassregeln): reglas de conducta y ayudas a la 
educación. Según la doctrina alemana, las medidas educativas no se consideran penas o 





                                                             
2681 Vid. Samaniego Manzanares, J.L.: “La legislación penal...” ob. cit., p. 90. 
2682 Vid. Albrecht, P.A.: Jugendstrafrecht. Verlag CH Beck, Munich, 1987, pp. 178; Eisenberg, U.: 
Jugendgerichtsgesetz, VII., Neubearbeitete Auflage. Verlag CHBeck, Munich, 1997, pp. 212 y ss. 
2683 Vid. Samaniego Manzanares, J.L.: “La legislación penal…” ob. cit., p. 93. 
2684 Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría... ob. cit., p. 57; Pérez Machío, A.I.: El 
Tratamiento jurídico-penal de los menores infractores… ob. cit., p. 62. 
2685 Vid. Cervelló Donderis, V., y Colás Turégano, A.: La responsabilidad penal... ob. cit., p. 25. 
2686 Vid. Samaniego Manzanares, J.L.: “La legislación penal…” ob. cit., p. 88; Higuera Guimerá, J. 
F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 203. 
2687 Vid. Dünkel, F.: “Juvenile justice...” ob. cit., p. 227. 
2688 Vid. Higuera Guimerá, J. F.: Derecho Penal Juvenil... ob. cit., pp. 209 y 210. 
2689 Vid. Pérez Machío, A.I.: El Tratamiento jurídico-penal de los menores infractores… ob. cit., p. 
107. 





2. Medidas correctivas (Zuchmitteln). La amonestación, la imposición de 
condiciones y el arresto juvenil. No llegan a alcanzar el estatus de pena y se inspiran en 








Las penas de privación de libertad deben ser cumplidas en un establecimiento 
penal juvenil
2692
, y son consideradas la última opción cuando las medidas de corrección 
y educación no han funcionado previamente
2693
. La pena de privación de libertad suele 
durar de seis meses a cinco años, pudiendo dilatarse hasta los diez años, en caso de 
delitos graves (Verbrechen)
2694
. Actualmente no existe una ley de régimen penitenciario 
para los menores infractores en Alemania, por lo que su regulación se realiza por 
normas federales de carácter administrativo
2695
. El cumplimiento de la pena juvenil de 
internamiento se realizará en centros penitenciarios de menores
2696
 hasta la edad de 
veinticuatro años, a partir de la cual deberá terminar de cumplir su pena en un centro 
penitenciario de adultos. 
 
En los últimos años, Alemania está experimentando un endurecimiento de la 
Judendgerichtsgesetz, debido a la alarma social que se ha creado en torno a la supuesta 
proliferación de la delincuencia de menores
2697
. Este endurecimiento ha llevado a 
algunos sectores de la política de los Estados federados a demandar una rebaja en la 
edad de responsabilidad penal a los doce años, de la misma forma que ocurre en nuestro 
                                                             
2690 Vid. Samaniego Manzanares, J.L.: “La legislación penal…” ob. cit., p. 91; Pérez Machío, A.I.: 
El Tratamiento jurídico-penal de los menores infractores…  ob. y loc. cit. 
2691 Vid. Kaufmann, H.: Delincuentes Juveniles. Diagnosis y juzgamiento, traducción castellana de 
Bustos Ramírez, J., Depalma, Buenos Aires, 1983, pp. 13 y ss.; Albrecht, P.A.: El Derecho penal de 
menores, traducción al castellano de Bustos Ramírez, J., PPU, Barcelona, 1990, pp. 305 y ss. 
2692 Vid. Artículo 92 de la JGG. 
2693 Vid. Zalkind, P., y J. Simon, R.: Global perspectives... ob. cit.,  p. 58; Cano Paños, Mª.A.: El 
futuro del Derecho penal europeo. Un estudio comparado del Derecho penal juvenil en Alemania y 
España. Barcelona, 2006, p. 164; Cervelló Donderis, V.: La medida de internamiento… ob. cit., p. 85.   
2694 Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría... ob. cit., p. 56. 
2695 Vid. Rössner, D.: “El Derecho penal…” ob. cit., p. 325; Cervelló Donderis, V.: La medida de 
internamiento... ob. cit., 86. 
2696 Regulado en los Artículos 91, 92, 93, 110 (para jóvenes adultos) y 115 JGG. Vid. Vázquez 
González, C.: Derecho penal juvenil europeo… ob. cit., p. 127. 
2697 Vid. Pozuelo Pérez, L.: “El futuro del Derecho Penal Juvenil: de un Derecho Penal de Menores 
a un Derecho Penal de adultos”, en InDret, Revista para el análisis del Derecho, Barcelona, 2009, p. 7, 
en: http://www.indret.com/pdf/596.pdf  (25/11/2010). 







. Por otra parte, el aumento del uso del internamiento en régimen cerrado ha 
causado en otros sectores políticos contrarios, un movimiento para el cierre de algunos 
de los establecimientos de asistencia al menor en los que se cumplían estas medidas
2699
. 
Este movimiento, más acorde con la exigencia preventivo especial marcada por las 
normas internacionales, encuentra mayor representación con las numerosas formulas de 




Al igual que ocurre con su vecino alemán, Austria tiene un sistema de justicia 
juvenil especial, diferente de la regulación de adultos. Son las Leyes de los Tribunales 
juveniles (Jugendgerichtgesetz, de 1988) y el Acta de Bienestar del joven, 
(Jugendwohlfahrtsgesetz, de 1989
2700
), las que regulan en exclusiva la materia penal de 




Según la normativa de 1989, la edad relevante para la ley administrativa penal se 
encuentra entre los catorce y los dieciocho años; no obstante, el Derecho penal juvenil 
(Jugendstrafrecht) propiamente dicho, es aplicado tan sólo en casos excepcionales, 
incluyendo medidas penales atenuadas para aquellos menores de dieciocho años, pero 
no para los llamados jóvenes adultos de diecinueve a veintiún años
2702
. Es destacable, 
tal y como señala Pérez Machío, la impunidad de las faltas sin culpa grave cometidas 
por menores de dieciséis años en el Derecho Penal Juvenil austriaco, lo cual constituye 
“un logro muy importante en la normativa de responsabilidad penal de menores”2703. 
 
Las sanciones susceptibles de imponerse a los menores infractores son 
básicamente las mismas que para los adultos, pero basadas en una primacía de la 
prevención especial y una amplia discrecionalidad de la administración de justicia
2704
. 
                                                             
2698 Vid. Dünkel, F.: “Juvenile justice…” ob. cit., p. 255. 
2699 Vid. Rössner, D.: “El Derecho penal…” ob. cit., p. 311. 
2700 Vid. Bruckmüller, K.: “Austria: a Protection model”, en Junger-Tas, J. y Decker, S.H. (Eds.): 
International Handbook of Juvenile Justice… ob. cit., p. 274. 
2701 Vid. Sánchez García de Paz, Mª. I.: Minoría… ob. cit., p. 58. 
2702 Vid. Bruckmüller, K.: “Austria...“ ob. cit., p. 285. 
2703 Cfr. Pérez Machío, A.I.: El Tratamiento jurídico-penal de los menores infractores… ob. cit., p. 
110. 
2704 Vid. Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo… ob. cit., p. 136. 





Las penas privativas de libertad son cumplidas en los centros penitenciarios de adultos 
(ya que no existe ninguna otra institución cerrada
2705, reformatorio o internado…), con 
algunas particularidades
2706
, que señalamos: 
 
1. La duración máxima de la pena se reduce a la mitad en todos los casos. 
 
2. En el caso de las penas cuyo cómputo se encuentre entre los diez y veinte años, 
aparece en su lugar una horquilla legal de seis meses a diez años para menores 
infractores. 
 
3. Cuando, para el caso de los delincuentes adultos, se debiese aplicar la pena de 
cadena perpetua, para aquellos que tuvieran la edad de dieciséis años en el momento de 
comisión del acto delictivo, la pena se computara de uno a quince años. Para los 
menores de dieciséis años en el momento de la comisión de los hechos, la pena de 




La Ley de 8 de abril de 1956 de Protección de la Juventud (Youth Protection Act), 
reformada en 1990 y posteriormente en 1994, en términos de Martín López, constituye 
un ejemplo de modelo de intervención tutelar o protector
2707
. En el año 2006 se produjo 
una reforma a la Ley de 1965, de la mano de 3 disposiciones legislativas
2708
: la Ley de 
13 de junio de 2006, la Ley de 15 de mayo de 2006 y, finalmente, la Ley de 27 de 
diciembre de 2006. Esta reforma sacudió los cimientos asistencialistas de la normativa 
belga, encaminándola hacia un modelo de justicia juvenil de responsabilidad
2709
.  
                                                             
2705 Vid. Jesionek, U.: “Jurisdicción de menores en Austria”, en Giménez i Colomer, E. (Dir.): 
Legislación de menores en el siglo XXI… ob. cit., 61. 
2706 Vid. Jesionek, U.: “Jurisdicción…” ob. cit., pp. 56 y 57; Vázquez González, C.: Derecho penal 
juvenil europeo… ob. cit., p. 137. 
2707 Vid. Martín López, Mª.T.: “Modelos de justicia juvenil…” ob. cit., p. 74. 
2708 Acerca del proceso de reforma de 2006, Vid. Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil 
europeo… ob. cit., pp. 153.  
2709 Según el último informe al Comité de los Derechos del Niño de la ONU, publicado en el 
documento CRC/C/BEL/3-4, con fecha 4 de diciembre de 2009, p. 176; una de las principales novedades 
de las reformas es “la responsabilidad del joven”. Algunos autores han interpretado esto como un 
verdadero paso hacia un Derecho penal de menores punitivo que se aleja de los elementos del Estado de 
Bienestar. Al respecto, Vid. Christiaens, J., Dumortier, E., y Nuityens, A.: “Belgica”, en Dünkel, F., 
Grzywa, J., Horsfield, P., y Pruin, I. (Eds.): Juvenile Justice Systems in Europe… ob. cit., p. 99.  





Cada distrito judicial en Bélgica tiene una División de Jóvenes (Youth Division) 
especializada, competente para conocer de los casos en los que un menor se encuentra 
implicado. Esta institución tiene potestad para derivar al menor a los Servicios 
Especiales para Jóvenes (Special Youth Services) o, en el caso de que lo considere 




El Juez de menores, en ningún caso puede establecer castigos o sanciones a los 
menores infractores; su tarea, según el Acta de Protección de Jóvenes (The Youth 




Estas medidas pueden establecerse como provisionales durante la etapa previa al 
juicio del menor o, tras la sentencia, como sentencias judiciales. En referencia a los 




1. Internamiento en una institución privada. 
 
2. Confinamiento en el domicilio privado. 
 
3. Internamiento en una institución para jóvenes comunitaria: En todos los centros 
cerrados federales, las secciones para menores estarán separadas de las de adultos, lo 
mismo que las secciones para jóvenes sujetos al sistema de protección, por una parte, y 
las secciones para jóvenes a los que se aplica el derecho penal para adultos, por otra 
parte; se hará también una distinción entre la detención preventiva y la ejecución 
definitiva de la pena
2713
. Dentro de la aplicación de esta medida privativa de libertad 
pueden distinguirse tres grados de ejecución: 
 
a) Internamiento en régimen abierto o semiabierto (Half-Open): para los menores 
a partir de los doce años de edad que hayan cometido un delito considerado 
                                                             
2710 Vid. Van Dijk, C., Dumortier E. y Eliaerts C.: “Survival of the Protection Model? Competing 
Goal in Belgian Juvenile Justice” en Junger-Tas, J. y Decker, S.H. (Eds.): International Handbook of 
Juvenile Justice… ob. cit., p. 195. 
2711 Vid. Van Dijk, C., Dumortier E. y Eliaerts C.: “Survival of the Protection…” ob., cit. p. 204. 
2712 Vid. Van Dijk, C., Dumortier E. y Eliaerts C.: “Survival of the Protection…” ob. cit., p. 206. 
2713 Vid. CRC/C/BEL/3-4… cit., párrafo 806, p. 179. 





como moderadamente grave (tres o más años de prisión si hubieran sido 




b) Internamiento en régimen cerrado: solamente en aquellos casos en los que el 
menor ha cumplido los catorce años de edad (adolescente), y excepcionalmente 
para menores de doce años si la gravedad del hecho cometido aconseja la 
necesidad de custodia, para aquellos delitos considerados graves (cinco años o 




c) Internamiento en una institución psiquiátrica, para aquellos menores que sufran 
algún tipo de necesidades terapéuticas derivadas de algún trastorno psicológico 
o adicción a algún tipo de substancias estupefacientes. 
 
4. Internamiento en el Centro Federal de Everberg: como único centro donde la 
titularidad y gestión es ejercida por el gobierno federal, Everberg recibe a menores 
delincuentes que hayan alcanzado la edad de catorce años y hayan sido acusados de un 
delito de cierta entidad (cinco años de prisión en adultos). Se trata de una institución 
cerrada de carácter preventivo, que cumple esencialmente una función de custodia pre-
juicio
2716





Debido a la escasez de plazas en algunos de los centros de internamiento para 
menores, se estableció, como medida de urgencia, la posibilidad de colocación en un 
centro provisional para menores de más de catorce años de edad. Esta posibilidad fue 
modificada por las reformas del 2006, haciéndose más estrictas las condiciones a las que 
se supedita el recurso a esta solución de colocación
2718
. Para establecer la regulación de 
estos centros provisionales, el Estado federal no tuvo más remedio que celebrar un 
acuerdo de cooperación con las comunidades belgas. En dicho acuerdo, firmado el 30 
                                                             
2714 Vid. Christiaens, J., Dumortier, E., y Nuityens, A.: “Belgica…” ob. cit., p. 119.  
2715 Vid. Christiaens, J., Dumortier, E., y Nuityens, A.: “Belgica…”ob. y loc. cit. 
2716 Vid. Christiaens, J., Dumortier, E., y Nuityens, A.: “Belgica…” ob. cit., 122. 
2717 De hecho, el Comité de los Derechos del Niño fue especialmente inquisitivo acerca de los 
programas educativos de los menores privados de libertad en Everberg, siendo como es un centro cerrado 
cuya titularidad corresponde al gobierno central belga. Vid. Documento del Comité de los Derechos del 
Niño, CCPR/C/BEL/Q/5, publicado el 13 de abril de 2010, párrafo 17, p. 3. 
2718 Vid. CRC/C/BEL/3-4… cit., párrafo 802, p. 178. 





de abril de 2002, se formulan una serie de recomendaciones sobre la infraestructura, la 
utilización de los idiomas, el folleto de acogida, el reglamento interno, la cooperación 
entre las autoridades, el traslado hacia lugares de acogida residenciales organizado por 




Además de estas opciones, en los casos de comisión por parte del menor de 
delitos especialmente graves, existe la posibilidad de transferirlo a la Corte de adultos y 




Al margen de este traspaso a la competencia del juez de adultos, las medidas de 
internamiento en instituciones de régimen semiabierto y cerrado, son las medidas más 
duras que el juez juvenil puede tomar respecto al menor infractor. La duración de las 
mismas depende de la institución en concreto y la sección de la misma en la que se 
encuentre el menor
2721
, no siendo normalmente superior a los tres meses para el régimen 
cerrado. Según el Comité de los Derechos del Niño de la ONU, algunos problemas 
continúan presentes en la regulación de los centros de menores tras las reformas de 
2006, entre ellos caben destacar
2722
: la posibilidad de que los menores entre dieciséis y 
dieciocho años cumplan penas en prisiones de adultos sin que se haya establecido un 
centro o modulo especializado para su reclusión; aumento considerable de la capacidad 
de los centros cerrados de internamiento, como resultado de una política de detención 
más severa; problemática de la segregación del medio familiar y social del menor 
internado en instituciones de régimen cerrado, al existir una gran distancia entre las 
mismas y los núcleos urbanos principales. A estos problemas se ha de sumar las 
diferencias entre las diversas regiones del país, cuya compleja organización interna 
facilita la aparición de importantes diferencias en los centros comunitarios de 
internamiento a nivel estructural y regimental
2723
. 
                                                             
2719 Vid. CRC/C/BEL/3-4… cit., párrafo 803, p. 179. 
2720 Vid. Van Dijk, C., Dumortier E. y Eliaerts C.: “Survival of the Protection…” ob. cit.,  p. 207; 
Christiaens, J., Dumortier, E., y Nuityens, A.: “Belgica…” ob. cit., p. 114. 
2721 Vid. Van Dijk, C., Dumortier E. y Eliaerts C.: “Survival of the Protection…” ob. cit., p. 214. 
2722 Vid. Documento del Comité de los Derechos del Niño de la ONU, CRC/C/BEL/CO/3-4, 
publicado el 18 de junio de 2010, párrafo 82, p. 17. 
2723 Es el caso del internamiento de las niñas donde las diferencias entre la Comunidad Flamenca y 
la Comunidad Francesa en las condiciones del internamiento son muy acusadas. En cuanto al desarrollo 
de las instituciones abiertas, el desarrollo de la segunda es mucho más acusado, siendo más frecuentes los 
centros de tipo cerrado en la región flamenca. Vid. Christiaens, J., Dumortier, E., y Nuityens, A.: 
“Bélgica…” ob. cit., p. 120. 







En Dinamarca no existen tribunales específicos para menores infractores
2724
, y en 
general, carece de un sistema de justicia juvenil especializado
2725
. Considerado uno de 
los países de Europa que mantiene el modelo de rehabilitación o educador, la 
competencia para ocuparse de estas cuestiones la ostentan las Autoridades Locales de 
Asistencia Social, que también se encargan de aquellos jóvenes en situación de 
desamparo, ancianos, discapacitados, etc. Dicho órgano se ocupa de aquellos menores 
que hayan cometido infracciones penales hasta la edad de quince años, siendo los 
mayores de esta edad enviados ante el juez ordinario. 
 
De este modo, los menores de quince años no pueden ser penados, los que se 
encuentran entre los quince y los dieciocho años, serán remitidos desde los servicios de 
asistencia social a los tribunales, siguiendo un proceso especial, donde los servicios 
administrativos trabajan conjuntamente con la policía y el Fiscal para encontrar “la 
mejor solución para el joven”2726. 
 
En 1973 se modificó el Código Penal y las prisiones juveniles fueron abolidas, 
ocupando su lugar las llamadas “casas comunitarias estatales”2727, que más tarde (1976, 
con la entrada en vigor de la Social Security Act), debido a su ineficacia, fueron 
sustituidas por cuatro departamentos de seguridad y aislamiento para niños y jóvenes 
que habían cometido delitos graves o se encontraban en situación de custodia. No 
existiendo una legislación específica sobre justicia de menores, las normas generales del 
procedimiento penal, descritas en el volumen IV de la Ley de administración de 
justicia
2728
, se aplican -salvo excepciones especiales- a los menores de edades 




                                                             
2724 Vid. Martín López, Mª.T.: “Modelos de justicia juvenil…” ob. cit., p. 81. 
2725 Vid. Storgaard, A.: “Denmark”, en Dünkel, F., Grzywa, J., Horsfield, P., y Pruin, I. (Eds.): 
Juvenile Justice Systems in Europe… cit., p. 305. 
2726 Cfr. Martín López, Mª.T.: “Modelos de justicia juvenil…” ob. cit., p. 82. 
2727 Vid. Martín López, Mª. T.: “Modelos de justicia juvenil…” ob. cit., p. 82. 
2728 Vid. Ley danesa Nº 905 (refundida), de 10 de noviembre de 1992. 
2729 Vid. Documento del Comité de los Derechos del Niño, CRC/C/8/Add.8, con fecha de 12 de 
octubre de 1993, párrafo 306, p. 54. 





En principio, el internamiento preventivo no se aplicará a los menores de edad 
siempre que existan alternativas al mismo. En caso de ser estrictamente necesario, la 
Ley de asistencia social establece normas detalladas para que los menores, a partir de 
los quince años, sean colocados en salas de custodia y no en centros de prisión 
preventiva. Una sala de custodia es “una sala cuyas puertas y ventanas permanecen 
cerradas”. En estas salas de custodia se respetaran los mismos derechos que ofrece la 
legislación penitenciaria de adultos, de modo que los menores recluidos en ellas tendrán 





Actualmente, las medidas de internamiento en Dinamarca, se usan únicamente 
como caso excepcional, para aquellos jóvenes de más de dieciocho años, salvo en casos 
de reincidencia o grave criminalidad de un menor, pero nunca por debajo de los quince 
años. En este supuesto, la prisión es descartada y sustituida por un centro de 
internamiento cerrado con posibilidades de formación educativa
2731
. La colocación en 
prisión de los jóvenes de quince a diecisiete años tiene que llevarse a cabo de acuerdo 
con lo dispuesto en la sección 78 de la Ley de cumplimiento de penas, a menos que ello 
no sea  posible por razones de orden público. Como regla general, siguiendo lo expuesto 
en dicha legislación de cumplimiento de penas, los menores serán internados en centros 
de tipo abierto. Para los delitos especialmente graves, se pueden establecer penas de 
prisión de hasta seis años para menores de dieciocho años, aunque los casos son muy 
escasos. Durante este encierro en centros penitenciarios de adultos, se procura en todo 
momento que el menor no mantenga un estrecho contacto con los presos de más edad, 
aunque no se le impide relacionarse con ellos. Hasta 1998, si se debía ingresar al menor 
en una prisión abierta, se utilizaba la prisión estatal de Søbysøgaard, en la que se 
estableció en 1993 un pabellón para alojar a cinco menores
2732
. La política danesa de 
colocación de menores en centros penitenciarios cambió en 1998, aboliéndose los 
internamientos en las secciones especiales de Søbysøgaard y Blegdamsvejen
2733
, debido 
a la segregación que los jóvenes sufrían al no existir centros cercanos a su entorno 
                                                             
2730 Vid. Documento del Comité de los Derechos del Niño, CRC/C/DNK/4, de 22 de enero 2010, 
párrafo 530, p. 82. 
2731 Cfr. Martín López, Mª. T.: “Modelos de justicia juvenil…” ob. cit., p. 82. 
2732 Vid. CRC/C/8/Add.8… cit., párrafo 330, p. 57. 
2733 Documento del Comité de los Derechos del Niño, CRC/C/70/Add.6, con fecha de 31de marzo 
de 2000, párrafo 246, p. 46. 







. Los menores de dieciocho años que, por razón del peligro que 
corren, el riesgo de que se escapen u otros riesgos similares, debían cumplir su condena 
en una prisión cerrada, eran trasladados a la prisión estatal de Ringe
2735
, que acoge a 




Como política más progresista, en la legislación danesa se indica que el joven 
infractor debe ser ayudado en su ámbito familiar, con el apoyo de los centros locales 
donde se le ofrecerá tratamiento y ayuda. Las sentencias de prisión a menudo son 
sustituidas por las de trabajos al servicio de la comunidad y, en algunos casos, por 
sistemas de vigilancia electrónica por los Departamentos de Corrección
2737
. Asimismo, 
en la Ley de Servicios Sociales danesa se introdujo una serie de requisitos para aquellos 
casos en los que fuera necesario el internamiento de menores en las “unidades de 
seguridad” de los centros. Los requisitos son los siguientes: 
 
“1. Es absolutamente necesario para evitar que el joven haga daño a sí mismo o a los demás, y 
que no ha sido posible razonablemente para evitar tal peligro por otras medidas más indulgentes; 
2. Es absolutamente necesario establecer un período inicial de observación con el fin de 
proporcionar una base para la terapia más socio-educativa; 
3.  El período inicial de observación ha demostrado que es absolutamente necesario para iniciar 
un curso a largo plazo del tratamiento en una unidad asegurada; 
4. La estancia sustituye la custodia vigilada, o 
5. La estancia forma parte del cumplimiento de una pena de conformidad con el artículo 49 (2) 
del Código Penal, y las condiciones de uno de los elementos anteriores se cumplen al mismo tiempo”2738. 
 
                                                             
2734 Los argumentos de la abolición de estos dos pabellones especiales fueron según el gobierno 
danés: “Habida cuenta sobre todo del bajo porcentaje de detenidos jóvenes, la práctica de internarlos en 
pabellones para menores planteó en definitiva no pocos inconvenientes para esos jóvenes, pues con 
frecuencia se sentían aislados tanto de otros reclusos como de sus familiares. Como se hallaban lejos de 
su región de origen, apenas podían recibir visitas, situación que era poco recomendable, en vista de la 
necesidad especial de ese grupo de mantener el mayor contacto posible con la familia. Para atender a esos 
jóvenes se requieren además unos recursos considerables, pues rechazan por lo general los tipos 
habituales de educación y trabajo, y con las instalaciones disponibles no era posible prever actividades 
adaptadas a ese grupo”. Cfr. Documento del Comité de los Derechos del Niño, CRC/C/129/Add.3, 
publicado el 30 de marzo de 2005, párrafo 375, p 98.  
2735 La prisión estatal de Ringe es una prisión destinada principalmente a los jóvenes delincuentes, 
por lo que no son aplicables a esa institución las reglas especiales sobre los  contactos con otros reclusos y 
sobre la obligación de redactar las notas pertinentes. Vid. CRC/C/129/Add.3…cit., párrafo 389, p 100. 
2736 Vid. CRC/C/8/Add.8… cit., párrafo 331, p. 58; también, vid. CRC/C/70/Add.6… cit., párrafo 
252, p. 46. 
2737 Vid. Storgaard, A.: “Denmark…” ob. cit., p. 318.  
2738 Vid. CRC/C/70/Add.6… cit., párrafo 255, p. 47. 





Con las últimas modificaciones introducidas por la Ley Nº 1561, de 20 de 
diciembre de 2006 para modificar la Ley de la Administración de Justicia, la custodia en 
régimen de aislamiento ha quedado reducida a un máximo de cuatro semanas de tiempo 






La jurisdicción escocesa, en materia de Derecho penal de menores, mantiene un 
sistema de justicia juvenil basado en el núcleo de las ideas del modelo de intervención y 




Estas ideas condujeron al nacimiento del Children’s Hearing System2741, que 
reemplazó las antiguas cortes juveniles escocesas para implementar un sistema más 
informal y multidisciplinario
2742
, al que se le encomendó la tarea de tomar decisiones 
sobre la educación y procurar el bienestar del menor infractor. Este sistema supone un 
antecedente, basado en los principios del Welfare State, de las nuevas tendencias 
europeas en materia de justicia con menores infractores, como el Child-Friendly system; 
sus principios fundamentales, respecto del tratamiento procesal del menor, se formulan 
de un modo similar: una mayor participación del menor; atención multidisciplinar; 
mayor implicación de los padres o guardadores legales; mayor elenco de profesionales 
para ayuda del menor (trabajadores sociales, psicólogos, expertos en Derechos del 
Niño). Más tarde, con la promulgación del Acta (Ley) de Niños de Escocia (Children’s 
Scotland Act), en 1995, este sistema trasladó la responsabilidad a las autoridades 
                                                             
2739 Vid. CRC/C/DNK/4… cit., párrafo 530, p. 82. 
2740 Acerca de la conformación del sistema de justicia juvenil en Escocia, Vid. Parsloe, P.: Juvenile 
justice in Britain and the United States: the balance of needs and Rights. Routledge & Kenan, Londres, 
1978, p. 168; también, Vid. Asquith, S. (Ed.): The Kilbrandon Report. Children and Young persons in 
Scotland. HMSO, Edimburgo, 1995, passim. 
2741 Este sistema se aplica a los delincuentes menores de dieciocho años, salvo que la naturaleza de 
su delito sea muy grave. En lugar de comparecer ante un tribunal penal, deben asistir a una audiencia en 
condiciones que son menos formales y adversas que un establecimiento del tribunal. Allí, un grupo de 
especialistas formados en cuestiones legales referentes a menores infractores decide, después de discutirlo 
con la familia, trabajadores sociales, maestros, y el hijo en cuestión, sobre la medida a tomar basándose 
en el bienestar del niño. Vid. UNICEF: Innocenti Digest 3… cit., p. 11. 
2742 Vid. Burman, M., Bradshaw, P., Hutton, N., McNeil, F. y Munro, M.: “The End of an Era?-
Youth Justice in Scotland” en Junger-Tas, J. y Decker, S.H. (Eds.): International Handbook of Juvenile 
Justice… ob. cit., p. 441. 





locales, gestionadas por un único órgano denominado Scottish Children’s Reporter 
Administration. 
 
El citado modelo, que aún continua en la actualidad, se ocupa de la protección y 
cuidado de aquellos menores, a partir de los ocho años, que hayan cometido alguna 
infracción, hasta la edad de dieciséis años
2743
. Los menores por encima de dieciséis 
años, y hasta los diecisiete, pueden ser oídos por este órgano, pero normalmente serán 




Las medidas de internamiento, como es común en los países que siguen el sistema 
de protección, se ven como una medida excepcional y se reservan para los casos más 
graves. Los menores infractores por debajo de la edad de dieciséis años que hayan 





1. Local authority secure accommodation (Institución de Seguridad de la 
autoridad local). 
2. Local authority social work departments (Departamentos de trabajo social de la 
autoridad local). 
 
Una tercera posibilidad es la localización telemática de los menores por debajo de 
los dieciséis años, como alternativa a la medida de custodia en estos centros. 
 
                                                             
2743 Según expone el tercer informe periódico del Reino Unido y Escocia al Comité de los 
Derechos del Niño, publicado en 2008, CRC/C/GBR/4, párrafo 659, pp. 155; “en Escocia, el nivel al que 
se había fijado la edad de responsabilidad penal se examinó en 2001, fecha en que los Ministros de 
Escocia llegaron a la conclusión de que ocho años seguía siendo la edad mínima adecuada para esos 
efectos, considerando que la mayoría de los casos de niños menores de dieciséis años que cometen delitos 
son remitidos al sistema de Children’s Hearings; ese sistema se basa en el bienestar (es decir, cuando un 
niño comete un delito, el caso se aborda teniendo presentes sus intereses superiores – no hay resultados 
punitivos); y con respecto al pequeño número de menores cuyos casos se ventilan en los tribunales, casi 
todos, salvo una minoría muy reducida, son referidos a dicho sistema para recibir asesoramiento o para su 
remisión a un centro de tutela”. 
2744 Vid. Burman, M., Bradshaw, P., Hutton, N., McNeil, F. y Munro, M.: “The End of an Era...” 
ob. cit., p. 442. 
2745 Vid. Burman, M., Bradshaw, P., Hutton, N., McNeil, F. y Munro, M.: “The End of an Era...” 
ob. cit., p. 464. 





Para los infractores mayores de dieciséis años hasta los diecisiete años, se 
estableció en 2003 una Corte especial para Jóvenes (Youth Court), pudiendo ésta 
imponer diferentes “sanciones”2746, entre las que destacan: 
 
1. Prisión (en centros penitenciarios de adultos). 
2. Servicios a la Comunidad. 
3. Restricciones de libertad. 




Las primeras normativas francesas, posteriores al Código penal de 1791, fijan la 
mayoría de edad penal en los dieciséis años, y establecen el criterio de discernimiento 
(discernement)
2747
 del menor para valorar su responsabilidad de cara a las leyes penales. 
 
El Decreto legislativo de 2 de febrero de 1945, sobre delincuencia juvenil, supone 
la reforma más importante en cuanto al sistema de justicia para menores en Francia, 
comenzando así el Derecho moderno de menores
2748
 en el país vecino.  
 
La edad de responsabilidad penal se encuentra reglada en las leyes francesas en 
los trece años de edad, existiendo, en algunos casos excepcionales o especialmente 
graves, la posibilidad de custodia policial de menores de edades desde los diez años
2749
. 
Aunque el texto de 1945 cuenta ya con cierta antigüedad, ha sido modificado en 
numerosas ocasiones para adaptarse a las nuevas exigencias de la política criminal 
francesa. La última de ellas en 2002 (9 de septiembre)
2750
, cuando, por primera vez, 
aparece en su articulado el término sanción
2751
 referido a las medidas educativas.  
 
                                                             
2746 Vid. Burman, M., Bradshaw, P., Hutton, N., McNeil, F. y Munro, M.: “The End of an Era...” 
ob. cit., p. 465 y 466. 
2747 Vid. Sánchez García de Paz, Mª. I.: Minoría… ob. cit., p. 43. 
2748 Vid. Deschamps, J. P.: “El derecho francés de los menores. El menor y el Juez de menores” en 
Giménez i Colomer, E. (Dir.): Legislación de menores en el siglo XXI… ob. cit., p. 75. 
2749 Vid. Wyvekens, A.: “The French Juvenile Justice System”, en Junger-Tas, J. y Decker, S.H. 
(Eds.): International Handbook of Juvenile Justice… ob. cit., p. 179. 
2750 Vid. Wyvekens, A.: “The French Juvenile…” ob. cit., p. 173. 
2751 Vid. Wyvekens, A.: “The French Juvenile…” ob. cit., p. 184. 





Estas sanciones educativas podrán ser impuestas a menores infractores de edades 
desde los diez a los dieciocho años, estableciéndose la posibilidad de imponer penas a 
partir de los trece años de edad
2752
. Tal y como determina Pérez Machío, actualmente 
“según la doctrina francesa dominante, el Derecho Penal de Menores prescinde del 
criterio de discernimiento, configurando un Derecho Penal de menores basado 
fundamentalmente en el criterio biológico puro, a partir del cual, una vez cumplida una 
determinada edad, se procede a la aplicación de una medida educativa”2753. 
 
El internamiento puede ser ordenado por el Juez “juvenil” en distintos grados de 
régimen de vida (semiabierto, cerrado, etc.) en centros penales específicos, aunque 
existe también la posibilidad de encarcelamiento en centros penitenciarios que 




En caso de llevarse a cabo el encierro, los menores se encuentran sometidos a un 
régimen de tratamiento especial, diferente al de los adultos. Así, el Juez juvenil, para 
cualquier menor por debajo de los dieciséis años, no podrá imponer una sentencia de 
duración mayor a la mitad de lo que supondría para un adulto que hubiera cometido el 
mismo delito
2755
 (principe de l'atténuation de la peine pour mineurs). 
 
En adición a los centros penales propiamente dichos, para aquellas medidas 
alternativas al encarcelamiento, existen algunas instituciones dedicadas al desarrollo de 




1. Centres d’action éducative en milieu ouvert (Centros de acción educativa en 
medio abierto). 
                                                             
2752 Vid. Feuillet-Le Mintier, B.: “El estatuto jurídico de los jóvenes en el Derecho francés”, en  
Ruiz-Gallardón, I. y García de Pablos, A. (eds.): Los menores ante el Derecho (responsabilidad, 
capacidad y autonomía de los menores de edad. Estudio de Derecho comparado). Servicio de 
Publicaciones de la Universidad Complutense de Madrid, Madrid, 2005, p. 211. 
2753 Vid. Pérez Machío, A.I.: El Tratamiento… ob. cit., p. 51. 
2754 Vid. Deschamps, J.P.: “El derecho francés de los menores…” ob. cit., p. 94; en contra de esta 
postura, Vid. Feuillet-Le Mintier, B.: “El estatuto jurídico de los jóvenes…” ob. cit., p. 210, quien 
sostiene que se basa en el criterio de discernimiento, esto es, “los menores capaces de discernimiento son 
penalmente responsables de las infracciones en las que hayan sido declarados culpables”. 
2755 Vid. Wyvekens, A.: “The French Juvenile…” ob. cit., p. 184. 
2756 Vid. Wyvekens, A.: “The French Juvenile…” ob. cit., pp. 184 y 185; Vázquez González, C.: 
Derecho penal juvenil europeo… ob. cit., p. 182. 





2. Centres éducatifs renforcés (Centros de refuerzo educativo). 
3. Centres de placement immédiat (Centros de internamiento inmediato). 
4. Centres éducatifs fermés (Centros educativos cerrados). 
 
Desde el año 2002, Francia ha comenzado un programa de delincuencia juvenil 
que Cervelló Donderis ha identificado con una política de endurecimiento 
sancionador
2757
. Mediante este programa se han creado nuevos centros de internamiento 
en régimen cerrado
2758
, que acogerán a menores a partir de los trece años. En realidad, 
aunque esta medida pueda suponer un giro hacia un sistema más represivo, la apuesta 
del gobierno francés se fundamenta en la eficaz separación de los presos menores y 
adultos y una mayor especialización de las infraestructuras de ejecución penal de los 
primeros
2759. El gobierno francés declara así que “en pleno respeto de las normas 
internacionales y europeas, la creación de esos establecimientos autónomos permitirá 
mantener a los menores separados de los adultos, aunque, en casos excepcionales y en 
beneficio del interesado, un recluso que alcance la mayoría de edad pueda permanecer 
algún tiempo en ese tipo de establecimiento. La Ley de 9 de septiembre de 2002 va 
dirigida a proporcionar atención individualizada a los menores para orientarlos hacia un 
proyecto de salida, proyecto que se elaborará mediante la intervención constante de los 
servicios de protección judicial para la juventud privada de libertad”2760. 
Desgraciadamente, las críticas surgidas por el mal funcionamiento de los centros 
penitenciarios de menores parecen eclipsar estas declaraciones. 
 
Finalmente, los Decretos nº 2007-748 y 2007-749, de 9 de mayo de 2007 
(vigentes a partir del 1 de junio de 2007), relativos a la privación de libertad de los 
                                                             
2757 Vid. Cervelló Donderis, V.: La medida de internamiento… ob. cit., p. 86. 
2758 Vid. Documento del Comité de los Derechos del Niño, párrafo 585, CRC/C/FRA/4, publicado 
el 21 de febrero de 2008, p. 111; en el que se plasma que en 2008 se dispondría de 47 centros educativos 
de régimen cerrado con una capacidad de acogida de unas 500 plazas. 
2759 De hecho, el Comité de los Derechos del Niño se ha pronunciado en términos favorables sobre 
la creación de nuevos centros de internamiento especializados: “El Comité observa ciertos cambios 
positivos, en particular con respecto al aumento significativo del número de centros educativos cerrados 
(centres éducatifs fermés) para niños de entre trece y dieciséis años, y de establecimientos penitenciarios 
para menores (établissements pénitentiaires pour mineurs), con el propósito de sustituir los pabellones 
para niños de los centros de reclusión para adultos. Sin embargo, expresa preocupación por el número 
elevado de niños privados de libertad y la persistencia de pabellones para niños en centros de reclusión 
para adultos”. Cfr. Documento del Comité de los Derechos del Niño, CRC/C/FRA/CO/4, de 22 de junio 
de 2009, párrafo 95, p. 23. 
2760 Cfr. CRC/C/FRA/4… cit., párrafo 605, p. 114. 





menores, y el Decreto nº 2007-814, de 11 de mayo de 2007, relativo al régimen de 
disciplinas de los menores recluidos, han modificado el régimen de reclusión de los 
menores infractores. El régimen de reclusión del menor ha quedado así establecido para 
los dos tipos de instituciones penitenciarias que acogen a menores: las secciones de 
menores de las penitenciarías, y los establecimientos penitenciarios de menores. Este 
régimen “reafirma el requisito del aislamiento nocturno, salvo por motivos médicos o de 
personalidad. Se apoya básicamente en un enfoque multidisciplinario y educativo del 
internamiento. El derecho a la educación y la formación, incluso después de la 
escolaridad obligatoria, ha sido reforzado y una entidad central se ocupa del 
seguimiento del menor: esa entidad debe ser consultada sobre todas las decisiones 




Durante la primera mitad del siglo XX, Inglaterra plasmaba una tendencia 
claramente proteccionista en su sistema penal juvenil, llegando incluso a considerarse 
de índole paternalista su regulación, ocupándose no sólo de los menores infractores, 




El concepto de bienestar (Welfare), vino a modificar en 1930 la normativa inglesa, 
estableciéndose así un sistema en el que se atiende al interés del menor, que sin dejar 
del todo su lado más proteccionista, se orientaba a la toma de medidas adecuadas para 
su educación y formación
2763
. Las medidas de internamiento se contemplan para los 
delitos más graves, y existe un elenco de medidas alternativas, tales como la pena de 




Así, en 1933 se codifica en el país anglosajón la Ley (Act) de personas jóvenes y 
niños (Children and Young Persons Act)
2765
, que más tarde sería modificada en 1963, 
                                                             
2761 Cfr. CRC/C/FRA/4… cit., párrafo 609, p. 115. 
2762 Vid. Martín López, Mª.T.: “Modelos de justicia juvenil…” ob. cit., p. 75. 
2763 Vid. Martín López, Mª.T.: “Modelos de justicia juvenil…” ob. y loc. cit. 
2764 Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría… ob. cit., p. 68. 
2765 Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría… ob. cit., p. 65. 





1969 y finalmente, en 1989. En esta normativa se diferencian dos etapas de 




1. La de niño (Child) o menor de catorce años. A su vez, durante esta etapa de la 
vida del menor pueden distinguirse dos fases: la primera, en la que el niño es incapaz de 
actuar con dolo
2767
, por lo que no se le puede considerar culpable ni imputable, cuyo 
límite se encontraría en los diez años; y la segunda, desde los diez a los catorce años, en 
la que el menor sólo será imputable con base a la existencia de discernimiento (el 
criterio de discernimiento, recordemos, viene del Derecho Romano, y fue protagonista 
de los sistemas de justicia tutelares propios del siglo XIX) del menor y su capacidad de 
distinguir entre el bien y el mal
2768
. La Orden de Seguridad del Niño (Child Safety 
Order) de 1998, supone una inserción normativa del modelo de tutelar dentro de la 
legislación británica. Esta orden puede ser invocada cuando un menor por debajo de la 
edad de responsabilidad penal, esto es, los diez años, comete un acto que hubiera sido 
considerado infracción de la ley de haber tenido la edad de responsabilidad penal 
cumplida. Esta orden, habilita al órgano conocido como Corte de procesos de Familia 
(Family Proceedings Court) a ocuparse del menor, y asegurarse de protegerlo del 
“riesgo de entrar en el crimen y asegurar su cuidado y control”2769, por un plazo de tres 
meses, ampliable a un año en circunstancias excepcionales. A partir de la entrada en 
vigor en 1998 de la Crime and Disorder Act, la presunción de no culpabilidad de los 




                                                             
2766 La Ley contra la delincuencia y la alteración del orden de 1998 (que rige para Inglaterra y 
Gales) abolió la doctrina del “doli incapax” en relación con los niños de edades comprendidas entre los 
diez y catorce años. Vid. Documento del Comité de los Derechos del Niño, CRC/C/GBR/4, publicado con 
fecha de 25 de febrero de 2008, párrafo 654, p. 154; al respecto, Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: 
Minoría… ob. cit., p. 66; Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo… ob. cit., p. 216 y ss. 
2767 Vid. Garwood-Gowers, A. y Wheat, K.: “Aspectos básicos de la capacidad y la responsabilidad 
en el Derecho civil y criminal inglés”, en Ruiz-Gallardón, I. y García de Pablos, A. (eds.): Los menores 
ante el Derecho (responsabilidad, capacidad y autonomía de los menores de edad. Estudio de Derecho 
comparado). Servicio de Publicaciones de la Universidad Complutense de Madrid, Madrid, 2005, p. 199. 
2768 Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría... ob. cit., p. 67; Garwood-Gowers, A. y Wheat, K.: 
“Aspéctos básicos…” ob. y loc. cit. 
2769 Cfr. Graham, J. y Moore C.: “Beyond Welfare Versus Justice: Juvenile Justice in England and 
Wales”, en Junger-Tas, J. y Decker, S.H. (Eds.): International Handbook of Juvenile Justice… ob. cit., p. 
73, quienes expresan: “…protect him or her from the risk of being drawn into crime and ensure care and 
control” (proteger al menor del riesgo de iniciarse en el crimen y asegurar su cuidado y control). 
2770 Vid. Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo… ob. cit., p. 218. 





2. La de joven (Young), que iría desde los catorce años hasta los dieciocho. Desde 
los catorce años se presume la responsabilidad del joven
2771
, teniendo en cuenta que el 
sistema penal se encuentra en manos de órganos especializados, como es la Corte 
Juvenil (Juvenile Court). El proceso penal en tal organismo judicial se estructura de 




Dentro de las sanciones previstas en el sistema de justicia juvenil inglés, nos 
encontramos con un amplio margen de discrecionalidad, atendiendo a la gravedad de los 
actos cometidos por el menor. Así, encontramos ordenes de supervisión del 
comportamiento del menor de hasta tres años de duración (Supervision Order)
2773
; 
libertad condicionada (discharge o conditional discharge)
2774
; planes de acción 
educativos, multas (fines)
2775
; reparación del daño; orden de acudir a un centro de 
asistencia para menores; servicios a la comunidad; rehabilitación dentro de la 
comunidad; orden de localización permanente por un periodo de dos a doce horas al día 
y por un máximo de tres meses para menores de dieciséis años y de seis meses para los 
que se encuentren por encima de esta edad, tratamiento contra la drogadicción
2776
, etc.  
 
Hasta 1994, el uso de la custodia como medida a imponer para los jóvenes 
infractores, estaba restringida, excepto en los casos más graves, para aquellos cuya edad 
estaba comprendida entre los quince y los diecisiete años.  
 
A partir del Acta de Justicia Criminal y Orden Público (Criminal Justice and 
Public Order Act, 1994) se introdujeron las Órdenes de Seguridad y Educación (Secure 
Training Orders)
2777
, propuestas para menores infractores de doce a catorce años, que 
hubiesen cometido al menos tres actos considerados delitos con pena privativa de 
libertad, constatándose para ellos ineficaz la supervisión por parte de la comunidad 
como medida alternativa. Estas medidas de custodia, de seis meses a dos años, tienen 
una doble naturaleza locativa; se trata de medidas de internamiento propiamente dicho, 
                                                             
2771 Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría... ob. cit., p. 67. 
2772 Vid. Graham, J. y Moore C.: “Beyond Welfare Versus Justice…” ob. cit., pp. 70 y 71. 
2773 Vid. Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo… ob. cit., p. 224. 
2774 Vid. Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo…. ob. cit., pp. 222 y 223. 
2775 Vid. Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo… ob. cit., pp. 223. 
2776 Vid. Graham, J. y Moore C.: “Beyond Welfare Versus Justice…” lt. ob. cit., pp. 80 y ss. 
2777 Vid. Graham, J. y Moore C.: “Beyond Welfare Versus Justice…” ob. cit., p. 85. 





en las que durante la mitad de la duración de la misma el menor se encontrará en 




Existe, no obstante, una modalidad de ingreso en centros que no conlleva la 
privación de libertad. Se trata de la entrada del menor en los llamados Centros de 
Atención (Attendance Center), que vendrían a ser los equivalentes de nuestros centros 
de protección y asistencia al menor. En estos centros se intenta inculcar algún tipo de 
tarea o formación al menor para limitar su utilización del tiempo libre, con el fin de 




En 1998 entra en vigor el Acta (Ley) de Crimen y Desorden (Crime and Disorder 
Act) que establece la nueva Orden de Detención y Educación (Detention and Training 
Order), según la cual, cualquier joven infractor entre la edad de doce y diecisiete años, 




1. Institución (o Instituto) para jóvenes infractores (Young Offender Institute). 
2. Hogar de Seguridad para niños de la autoridad local (Authority local Secure 
Children’s Home). 
3. Las anteriores Órdenes de Seguridad y Educación de cumplimiento de custodia 
y vigilancia por parte de la comunidad. 
4. Los recientes centros de seguridad de formación (secure training centres), 




La permanencia en estas instalaciones de custodia tiene un periodo máximo de 
cumplimiento de veinticuatro meses y un periodo mínimo de cuatro meses. La mitad de 
la medida se cumplirá bajo la vigilancia de la comunidad, estableciéndose así el 
contacto del menor con el medio social. A pesar de las reformas establecidas por el 
gobierno inglés para evitar los internamientos prolongados en instituciones de menores, 
la Junta de Justicia de Menores ha constatado un aumento en el número de penas de 
                                                             
2778 Vid. Graham, J. y Moore C.: “Beyond Welfare Versus Justice…” ob. y loc. cit. 
2779 Vid. Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo… ob. cit., p. 226. 
2780 Vid. Graham, J. y Moore C.: “Beyond Welfare Versus Justice…” ob. cit., p. 86. 
2781 Vid. Muncie, J.: Youth and Crime. 2ª Ed., Sage Publications, Londres, 2004, p. 297; siguiendo 
al autor citado, Vázquez González, C.: Derecho penal juvenil europeo… ob. cit., p. 215. 





privación de libertad impuestas a jóvenes en el periodo correspondiente al año 2007-
2008
2782
. Este aumento ha supuesto una reafirmación de las tendencias más retributivas, 
representadas por el lema “no more excuses”, que aboga por la vuelta al régimen de 
sentencia indeterminada (que, como tuvimos oportunidad de señalar, era protagonista 
en los Borstal) para los casos más graves
2783
.  El aumento de los internamientos, que no 
necesariamente tiene que corresponderse con un aumento de la criminalidad infantil y 
juvenil, indica para el Comité de los Derechos del Niño que la privación de libertad para 





El gobierno de Gran Bretaña puso en funcionamiento el Programa de Supervisión 
y vigilancia Intensivo (The Intensive Supervision and Surveillance Programme) en el 
año 2001. La intención de la reforma era centrar el objetivo en el porcentaje de 
población juvenil responsable del mayor número (25%) de infracciones respecto del 
total de las mismas
2785
. Con este programa el cumplimiento de custodia para estos 
menores tenía una duración de seis meses, y durante los tres primeros meses el menor 
debe realizar al menos veinticinco horas de actividad educativa o a favor a la comunidad 
para la reparación del daño causado. 
 
El régimen para aquellos menores que cometen asesinato o delitos considerados 
graves es, no obstante, diferente. Éstos reciben el mandato judicial de detención por un 
largo periodo (long-term detention), cuya custodia habrá de durar lo mismo que duraría 




                                                             
2782 Vid. CRC/C/GBR/4… cit., párrafo 676, p. 158; donde se detallan los datos estadísticos: “A 
fines de enero de 2007 había 2.853 menores de dieciocho años en establecimientos seguros (2.364 en 
Instituciones para jóvenes delincuentes, 269 en centros seguros de capacitación y 220 en hogares seguros 
para menores. Había 2.643 hombres y 210 mujeres detenidos). La Junta de Justicia de Menores está 
realizando gestiones con los encargados de dictar sentencia para asegurar que las penas de privación de 
libertad sólo se apliquen cuando no se disponga de otra sentencia adecuada, y que todos los tribunales en 
todos los ámbitos sigan las prácticas óptimas”. 
2783 Vid. Cervelló Donderis, V.: La medida de internamiento… ob. cit., p. 87. 
2784 Vid. Documento del Comité de los Derechos del Niño, CRC/C/GBR/CO/4, de 20 de octubre de 
2008, párrafo 77.c, p. 21. 
2785 Vid. Graham, J. y Moore C.: “Beyond Welfare Versus Justice…” ob. cit., p. 87. 
2786 Vid. Graham, J. y Moore C.: “Beyond Welfare Versus Justice…” ob. cit., p. 88. 





Si observamos el anterior régimen previo a la entrada en vigor de la Crime and 
Disorder Act de 1998, puede observarse cierta involución del sistema de internamiento 
de menores en Inglaterra. Esta involución no sólo podría determinarse atendiendo al 
establecimiento de medidas más duras, sino también a la propia naturaleza jurídica del 
internamiento, que retrocede con la imposición de sentencias de internamiento 




El actual Código penal italiano de 1930, diferencia entre dos periodos de 




1. Irresponsabilidad absoluta: menores de catorce años. Aunque se les considera 
irresponsablemente penalmente hablando, en el derecho italiano cabe el establecimiento 




2. Imputabilidad penal fundada en la “capacitá di intendere e di volere”2790 
(capacidad de entender y de querer), es decir, basado en un concepto de madurez 
(maturitá), que sustituye al clásico concepto de discernimiento. 
 
Entre las medidas de seguridad aplicables a los menores de catorce años, el juez 
puede aplicar las medidas de reformatorio judicial (riformatorio giudiziario), es decir, el 








                                                             
2787 Acerca del antiguo sistema de Derecho penal de menores italiano, por todos, Vid. De Leo, G.: 
La justicia de menores. La delincuencia juvenil y sus instituciones. Teide, Barcelona, 1985, pp. 21 y ss. 
2788 Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría… ob. cit., p. 47. 
2789 Vid. Vaello Esquerdo, E.: “Análisis comparativo sobre la regulación de la responsabilidad 
penal de los menores en Italia y en España”, en Diario La Ley, Número 6530, 20 Julio de 2006, Editorial 
La Ley, p. 3, en: http://diariolaley.laley.es/Content/Inicio.aspx (25/08/2010). 
2790 Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: Minoría... ob. cit., p. 47; Vaello Esquerdo, E.: “Análisis 
comparativo…” ob. cit., p. 6. 
2791 Vid. Vaello Esquerdo, E.: “Análisis comparativo…” ob. cit., p. 11. 
2792 Vid. Vaello Esquerdo, E.: “Análisis comparativo…” ob. cit., pp. 24 y ss. 





1. Permanencia en casa: medida que encuentra grandes paralelismos con el 
antiguo arresto domiciliario español o con la actual pena de localización permanente. Se 
trata de un confinamiento en la propia casa del menor infractor, con posibilidad de 





2. Internamiento en la comunidad (reformatorio judicial): Los antiguos 
Reformatorios que acogían a los menores en conflicto con la ley dejaron de existir en 
1977 en Italia. Este procedimiento fue modificado por el Decreto del Presidente de la 
República Nº 448 de 1988
2794
, y los delincuentes juveniles se colocan ahora en un 
ambiente comunitario
2795
. En la actualidad, el internamiento en reformatorios judiciales 
es una medida de régimen abierto, aplicable solamente cuando se considera al menor 
individuo “socialmente peligroso”2796. Consiste en el ingreso del menor en una 
“comunidad pública o autorizada”2797, que colabore con la Administración de justicia. 
Debido al escaso número de estas “comunidades” y el número limitado de plazas, el 
internamiento en este medio suele ser menos frecuente de lo que debiera. 
 
3. Custodia cautelar: cumplimiento de una medida privativa de libertad en un 
centro penitenciario para menores (Istituti penali minorili), o en los llamados centros de 
acogida (centri di prima accoglienza)
2798
. Estos centros se configuran como pequeños 
apartamentos, diferentes a los centros penitenciarios de adultos, que garantizan la 




                                                             
2793 Vid. Vaello Esquerdo, E.: “Análisis comparativo…” ob. y loc. cit. 
2794 Vid. Higuera Guimerá, J.F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 213. 
2795 Vid. Documento del Comité de los Derechos del Niño, CRC/C/70/Add.13, de 12 de julio de 
2002, párrafo 552, p. 162. 
2796 Es decir, cuando se considere que existe un alto grado de reincidencia aunque se haya juzgado 
como no responsable penalmente. Vid. Gatti, U.: “Sistema italiano de justicia para menores de edad”, en 
Giménez i Colomer, E. (Dir.): Legislación de menores en el siglo XXI… ob. cit., p. 283. 
2797 Vid. Vaello Esquerdo, E.: “Análisis comparativo…” ob. cit., p. 25. 
2798 Vid. Gatti, U.: “Sistema italiano…” ob. cit., pp. 295 y ss. 
2799 Vid. CRC/C/70/Add.13… cit., párrafo 569, p. 165. 





 La condena penal normalmente se ve reducida a un tercio
2800
 de lo que un adulto 





a) Situaciones de concreto peligro para la adquisición o la legitimidad 
de la prueba.  
b) Peligro de fuga. 













                                                             
2800 Vid. Gatti, U.: “Sistema italiano...” ob. cit., p. 283; en el mismo sentido, Vid. Pérez Machío, 
A.I.: El Tratamiento jurídico-penal… ob. cit., p. 113. 
2801 Vid. Vaello Esquerdo, E.: “Análisis comparativo…” ob. cit., p. 26; Cervelló Donderis, V.: La 
medida de internamiento… ob. cit., p. 88; que expone que el encarcelamiento como sanción en la 
legislación italiana es impuesto en número muy reducido de casos. 





4. MEDIDAS DE INTERNAMIENTO, GRADOS DE CLASIFICACIÓN, Y 
REGÍMENES PENITENCIARIOS. ANÁLISIS COMPARATIVO. 
 
“El sistema progresivo viene a ser, en sus vertientes teórica y práctica, el resultado 
último de un largo proceso. Tras el recorrido de las reformas penitenciarias del s. XIX y, 
desde su instauración definitiva a primeros del siglo XX (R.D. de 1901 y posterior 
afianzamiento con el R.D. de 1913), hasta los veinte años finales del mismo, supondría 
la consecuencia legislativa de los esfuerzos prácticos de reformadores y penitenciarios 
de aquella trascendente primera mitad decimonónica, y del carácter más técnico y 
perfeccionado de las normas de la segunda parte de la misma centuria”2802. En efecto, 
tal y como, cristalinamente, expone Sanz Delgado en las anteriores líneas, el sistema de 
grados penitenciarios es el resultado de una larga evolución en la legislación española. 
Desde Cadalso, precursor de la versión moderna del mismo, con permiso de 
Montesinos, hasta que, en el último tercio del siglo XX vino a plasmarse, transformado 
en el sistema de individualización científica, de la mano de García Valdés, en el artículo 
72 de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria (en adelante, 
LOGP). Tal origen lo resume su principal inspirador en los siguientes párrafos, que 




“Cuando en los debates de la Comisión de Justicia e Interior del Congreso de los Diputados, acerca 
de la vigente Ley General Penitenciaria, se encasquilló la discusión para buscar una palabra, y una idea, 
diferente a la denominación de “régimen progresivo”2804 para el sistema de tratamiento de los internos, y 
hube de encontrar el término adecuado, me acordé de dos cosas: de Montesinos y Cadalso, decidiendo no 
arrumbarles; y de lo escrito por el maestro de Angüés (léase Salillas): en el actual artículo 72 figura, así, 
«individualización científica, separado en grados». Fue mi lealtad a nuestra mejor historia, a un término 
                                                             
2802 Vid. Sanz Delgado, E.: El Humanitarismo… ob. cit., p.  268. 
2803 En el Proyecto de la Ley General Penitenciaria, publicado en el Boletín oficial de las Cortes, 
número 148, del día 15 de septiembre de 1978, el artículo 72 era redactado, en su forma inicial, utilizando 
los términos del sistema progresivo. El tenor del texto era el siguiente: “Art. 72. 1. Las penas privativas 
de libertad se ejecutarán según un sistema progresivo, que comprenderá cuatro grados, el último de los 
cuales será el de libertad condicional, conforme determina el Código penal”.   
2804 El Grupo Parlamentario Socialistes de Catalunya solicitó (enmienda 51) que se suprimiera en 
el texto del proyecto la referencia al “sistema progresivo”. El texto propuesto por el grupo catalán 
sustituía esta denominación por la expresión “sistema de grados”. El argumento esgrimido para la 
modificación fue el siguiente: “No es preciso hacer alusión al sistema en que se inspira el legislador, y 
más cuando en este caso el progresivo a que hace referencia no contempla el régimen abierto” (Palacio de 
las Cortes, 3 de octubre de 1978). Vid. Sainz Moreno, F.: Ley Orgánica General Penitenciaria. Trabajos 
Parlamentarios. Publicaciones de las Cortes Generales, Madrid, 1980, pp. 47 y 95; García Valdés, C.: La 
Reforma penitenciaria en España. Instituto de Criminología de la Universidad Complutense de Madrid, 
Madrid, 1981, p. 37 y 304; Garrido Guzmán, L.: Manual… ob. cit., p. 289. 





querido, compatible con mi homenaje a Salillas y el reconocimiento tardío de todos, aún, probablemente, 
sin muchos saberlo. Pero se deslizó en nuestra norma orgánica su pensamiento como lo hizo a lo largo de 
su obra: discretamente, poco a poco, casi sin darse cuenta, como un reflejo, más con la firmeza y la 
entidad de la razón”2805. 
 
La idea de la individualización científica, versátilmente desarrollada, años más 
tarde, en el dúctil art. 100.2 RP 1996, se integraba en nuestra legislación penitenciaria 
flexibilizando los grados de clasificación
2806
 que acompañan al concepto de 
                                                             
2805 Cfr. García Valdés, C.: Del presidio… ob. cit., p.  44. 
2806 El principio de flexibilidad de los grados de clasificación queda formulado en el art. 72.3 de la 
LOGP, permitiéndose, “siempre que de la observación y clasificación correspondiente de un interno 
resulte estar en condiciones para ello”, situar inicialmente al reo en grado superior, salvo el de libertad 
condicional, “sin tener que pasar directamente por los que le preceden”. Cfr. García Valdés, C.: 
Comentarios… ob. cit., p. 230, quien comentaba la importancia de este principio, que “admite una 
interpretación más extensiva (…), por cuanto los criterios para situar en régimen abierto u ordinario a los 
penados, sin necesidad de pasar por el cerrado, son únicamente los referentes a su comportamiento y 
rasgos de personalidad, no los jurídico-punitivos, como duración de la pena, delito cometido, autoridad 
judicial sancionadora, etc. La importancia de la clasificación inicial en tercer grado o régimen abierto es 
enorme para el interno en lo relativo a la obtención del beneficio de la libertad condicional”. Tal principio 
de flexibilidad, tiene su inclusión en el Artículo 100.2. del RP 1996, que dispone que “con el fin de hacer 
el sistema más flexible, el Equipo Técnico podrá proponer a la Junta de Tratamiento que, respecto de cada 
penado, se adopte un modelo de ejecución en el que puedan combinarse aspectos característicos de cada 
uno de los mencionados grados, siempre y cuando dicha medida se fundamente en un programa 
específico de tratamiento que de otra forma no pueda ser ejecutado. Esta medida excepcional necesitará 
de la ulterior aprobación del Juez de Vigilancia correspondiente, sin perjuicio de su inmediata 
ejecutividad”. Este principio ha sido sometido, no obstante, a crítica por Armenta González-Palenzuela y 
Rodríguez Ramírez, por el exceso de discrecionalidad que entienden ha supuesto su posterior desarrollo 
en el Reglamento Penitenciario de 1996. Vid. Armenta González-Palenzuela, F.J., , y Rodríguez Ramírez, 
V.: Reglamento Penitenciario comentado: análisis sistemático y recopilación de legislación. MAD, 
Sevilla, 2008, pp. 229-231; al respecto, criticando el propio sistema de individualización citado, también 
recientemente, Vid. Manzanares Samaniego, J.L.: “La libertad vigilada”, en Diario la Ley, Año XXXI, 
Número 7386, 22 de abril de 2010, p. 2; quien ha afirmado que “la LO 1/1979, de 26 de septiembre, 
General Penitenciaria, sacrificó en exceso el contenido aflictivo de la pena en aras de una resocialización 
no siempre posible. Así, por ejemplo, al permitir que, dentro del llamado sistema de individualización 
científica, pudiera clasificarse en tercer grado a cualquier reo, también a un asesino, con el consiguiente 
disfrute de permisos semanales, sin exigir tiempo mínimo de cumplimiento en prisión y, además, a 
espaldas del Juez de Vigilancia. Una cosa es esa orientación y otra convertir la resocialización en el alfa y 
omega de la pena, según ha tenido que advertir machaconamente nuestro Tribunal Constitucional”. Ante 
tales críticas, cabe destacar la argumentación esgrimida, no sin falta de razón, por Sanz Delgado, quien 
mantiene que “esta afirmación se nos aparece encorsetada, mirando al régimen progresivo, no al de 
individualización científica (…). No concordamos, sin embargo, con los comentarios que sugieren, a 
modo de censura, la constatación de un máximo de discrecionalidad en la aplicación de tal medida, 
afirmando que la redacción del art. 100.2. RP permite situaciones tan absurdas como que un interno 
clasificado en segundo grado de tratamiento sale diariamente al exterior para trabajar. Calificar de 
absurda esta posibilidad sólo encuentra fundamento, a nuestro entender, desde un pensamiento 
regimentalista clásico, estrechado, muy cadalsiano, si se me permite la expresión”. Cfr. Sanz Delgado, E.: 
“El trabajo penitenciario y el principio de flexibilidad”, en García Valdés, C., Cuerda Riezu, A., Martínez 
Escamilla, M., Alcácer Guirao, R., y Valle Mariscal de Gante, M. (Coords.): Estudios penales en 
Homenaje a Enrique Gimbernat. Tomo II, Edisofer, Madrid, 2008, pp. 2420-2423. La actual política 
penitenciaria española, como veremos más adelante, ha roto, en gran medida, con el citado principio de 
individualización científica y su capacidad de flexibilización de la clasificación en grados, y ello tras la 







, reconocido y aplicado desde el año 1968
2808
. Tales grados 





De un modo similar, pero incompleto, la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, 
reguladora de la responsabilidad penal de los menores (en adelante, LORRPM), 
establece distintos regímenes de internamiento, a saber: cerrado, semiabierto y 
abierto
2810
. De estos regímenes dependerá, en gran medida, el modo de vida de los 
menores en el establecimiento penal y el modelo de ejecución creado para éstos. 
 
Contradictoriamente, a diferencia de lo establecido en la normativa penitenciaria 
para adultos, tales regímenes de internamiento no se traducen en grados de clasificación. 
                                                                                                                                                                                  
promulgación de la Ley Orgánica 7/2003, de 30 de junio, de medidas de reforma para el cumplimiento 
íntegro y efectivo de las penas. 
2807 Vid. Cuello Calón, E.: La moderna penología… ob. cit., p. 299, quien ya exponía que la 
clasificación tiene gran valor como medio de individualización del tratamiento”; asimismo, Mapelli 
Caffarena, B.: “Sistema progresivo y Tratamiento”, en VV.AA.: Lecciones de Derecho Penitenciario 
(Reimpresión), Ponencias presentadas a las I Jornadas de Derecho Penitenciario, Alcalá de Henares, 
Facultad de Derecho – ICE, mayo 1984. Europa Artes Gráficas, Madrid, 1989, pp. 150 y ss. Sobre el 
Tratamiento penitenciario y su relación con el sistema de progresión de grados, también Vid. Zaragoza 
Huerta, J.: Derecho Penitenciario Español. Elsa G. de Lazcano, México, 2007, pp. 160-163; Zaragoza 
Huerta, J., y Gorgón Gómez, p. J.: “El tratamiento en el Derecho penitenciario español”, en Revista 
Electrónica de Derecho, Número 3, 2006, passim. 
2808 Vid. García Valdés, C.: Régimen penitenciario… ob. cit., p. 65; el mismo: Comentarios… ob. 
cit., p. 225, quien en su exposición acerca de la adopción del sistema de individualización científica en 
nuestra legislación penitenciaria, explica: “el clásico sistema progresivo de criterios rígidos, con 
exigencia de transcurso automático de tiempos mínimos de condena e inexcusable accesos de unos grados 
a otros hasta obtener la libertad, atravesando por diversos periodos y con traslados de establecimientos, 
había comenzado a quedar superado desde la reforma de 1968 al artículo 48 del derogado Reglamento de 
los Servicios de Prisiones, pudiendo así hablarse de un nuevo y peculiar sistema”. Al respecto, también 
Vid. Guzmán Garrido, L.: Manual... ob. cit., pp. 289 y 290, quien también advierte el antecedente del 
sistema de individualización científica en el Decreto de 25 de enero de 1968 que significó en aquel 
momento histórico “una profunda modificación del sistema progresivo clásico, abandonando los periodos 
de tiempo absolutamente matemáticos en que consistían los grados, haciendo depender la progresión de 
un grado a otro del mismo individuo”. 
2809 Vid., al respecto, los arts. 100.1 y 101 del Real Decreto 190/1996, por el que se aprueba el 
Reglamento penitenciario, que, respectivamente, establecen, como sigue: “1. Además de las separaciones 
señaladas en el artículo anterior, tras el ingreso los penados deberán ser clasificados en grados. Los 
grados serán nominados correlativamente, de manera que el primero se corresponda con un régimen en 
el que las medidas de control y seguridad serán más estrictas, el segundo con el régimen ordinario y el 
tercero con el régimen abierto”; y “1. La clasificación en segundo grado implica la aplicación de las 
normas correspondientes al régimen ordinario de los Establecimientos. 2. El tercer grado determina la 
aplicación del régimen abierto en cualquiera de sus modalidades. 3. El primer grado determina la 
aplicación de las normas del régimen cerrado”. Vid. Armenta González-Palenzuela, F.J., , y Rodríguez 
Ramírez, V.: Reglamento penitenciario… ob. cit., pp. 228-232, donde explican que el concepto de 
clasificación, intrínsecamente unido al de tratamiento, supone “un régimen concreto de vida, y las 
condiciones o bases para ejecutar un programa de tratamiento individualizado acorde con éste (…). En el 
grado se concreta, por tanto, el principio fundamental de individualización científica”. 
2810 Vid. Artículo 7.1.a, b y c., de la LORRPM. 





De este modo, cada régimen de internamiento supone la conformación de una medida 
independiente y diferente de las demás
2811
. Contrasta también este hecho, con que la 
ejecución de cada régimen esté directamente relacionada con los centros de 
cumplimiento a los que se destinan los menores infractores, siguiendo el legislador una 
denominación de tinte claramente penitenciario
2812
. El paso de uno a otro régimen de 
internamiento vendrá definido por las decisiones judiciales de sustitución, modificación 
o cancelación de la medida de internamiento
2813
, que se relacionan con la 
“administración penitenciaria” al observar el informe favorable o desfavorable del 
equipo multidisciplinar (equipo técnico) del centro. El resultado es muy similar al que 
se produciría en el caso de los grados penitenciarios. La sustitución, a modo de ejemplo, 
de una medida de internamiento en régimen cerrado por una de régimen en semilibertad, 
supondría el paso del menor infractor a un nuevo establecimiento o módulo, y 
modificaría sustancialmente su régimen de vida y los objetivos y finalidad de su 
proyecto educativo; proyecto que, por otra parte, debe atender a las características 
personales del menor, siendo un proyecto educativo individualizado.  
 
Es por ello que, antes de entrar en la propia estructura material y comparativa 
entre los centros penitenciarios para adultos y los de internamiento de menores, 
debemos hacer previa obligada referencia a las principales medidas de internamiento 
                                                             
2811 Vid. De Urbano Castrillo, E., y De la Rosa Cortina, J. M.: Comentarios a la Ley Orgánica de 
Responsabilidad Penal del Menor. Aranzadi, Navarra, 2001, p. 133; en similares términos, Vid. De la 
Rosa Cortina, J. M.: “Novedades en el sistema de justicia juvenil sobre las medidas imponibles y sus 
reglas de determinación”, en La Ley Penal, Número 36, marzo, Madrid, 2007, p. 56; Abel Souto, M.: 
“Internamientos…” ob. cit., p. 81. 
2812 Cuello Contreras considera como uno de los mayores errores del legislador el establecer una 
“orientación del internamiento del menor de dieciocho años en un sentido penitenciario”. Vid. Cuello 
Contreras, J.: El nuevo Derecho penal… ob. cit., p. 67; también crítica al respecto, Vid. Ornosa 
Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p. 204. Otra parte de la doctrina, a la que nos 
sumamos, discute que la similitud en la terminología con la norma penitenciaria sea perjudicial. Así, Vid. 
Parés i Galles, R.: “La ejecución de medidas (Título Séptimo, arts. 43, 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 52 y 
53)”, en Giménez-Salinas I Colomer, E.: Justicia de Menores: una justicia mayor. Manuales de Formación 
Continuada 9, CGPJ, Madrid, 2001, p. 284, quien cuestiona la necesidad de una separación del 
internamiento de los límites de la norma penitenciaria.  
2813 Capacidad del Juez de menores expresada en el art. 13.1. de la LORRPM, con los siguientes 
términos: “el Juez competente para la ejecución, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o del 
letrado del menor, previa audiencia de éstos e informe del equipo técnico y, en su caso, de la entidad 
pública de protección o reforma de menores, podrá en cualquier momento dejar sin efecto la medida 
impuesta, reducir su duración o sustituirla por otra, siempre que la modificación redunde en el interés 
del menor y se exprese suficientemente a éste el reproche merecido por su conducta”. 





previstas en la norma, y compararlas con el régimen penitenciario análogo
2814
 que se 
indica para las penas privativas de libertad. 
 
4.1. Naturaleza jurídica. Internamiento, pena y medida de seguridad.  
 
La diferencia terminológica fundamental entre medida y pena privativa de libertad 
ya ha sido señalada en la introducción de este trabajo, pero conviene ahondar más en 
esta separación antes de profundizar en la comparativa entre las dos legislaciones objeto 
de estudio. Para ello, no solo debemos tener en cuenta la normativa estatal pues, como 
ya hemos visto en epígrafes anteriores, el Derecho penal de menores se nutre en sus 
líneas esenciales de lo previsto en los tratados internacionales y de las recomendaciones 
y directrices emanadas por la UE en materia de menores infractores.   
 
En síntesis, siguiendo a Herrero Herrero, podemos afirmar que las medidas 
tienden a eliminar el carácter retributivo característico de la pena, y se inclinan por una 
vigilancia y asistencia más orientada a la reparación del delito, infracción o daño 
causado, así como la reorientación y, sobre todo, reeducación del menor implicado
2815
. 
Se trata, por tanto, de un elemento más bien educativo que, en su vertiente limitadora de 
derechos, pretende ser asegurador e incluso neutralizador del individuo infractor; 
medida cuya función sancionadora queda relegada a un plano menos relevante.    
 
Las segundas, las penas, tienen una naturaleza punitiva y penitenciaria 
insoslayable, que también se adaptó y aplicó durante mucho tiempo a los menores (a 
modo de ejemplo reciente, en el Código de 1973), pero cuya acepción principal, 
rescatando la clásica expresión de Manuel de Lardizábal y Uribe, se establece como “el 
mal que uno padece contra su voluntad y por superior precepto, por el mal que 
voluntariamente hizo con malicia, o por culpa”2816, y que, en nuestro actual Derecho 
penal, se traduce en la “consecuencia jurídica o sanción tradicional del delito (...) 
privación o restricción de derechos (...) un mal que se le impone. (...) La forma más 
                                                             
2814 Vid. Cezón González, C.: La nueva Ley Orgánica reguladora de la responsabilidad penal de los 
menores con las reformas introducidas en el articulado de las Leyes Orgánicas 7/2000 y 9/2000. Bosch, 
Barcelona, 2001,  p.  55. 
2815 Vid. Herrero Herrero, C.: Delincuencia de Menores… ob. cit., p.  313. 
2816 Cfr. De Lardizábal y Uribe, M.: Discurso sobre las penas… ob. cit., (Ed. moderna de Andrés 
Moreno Mengíbar, Servicio de publicaciones de la Universidad de Cádiz, 2002) pp.  109 y 110. 









La diferenciación no estaría completa sin la necesaria y específica comparación 
con las medidas de seguridad. Si la pena se ha definido en los términos anteriormente 
mencionados, la medida de seguridad puede delinearse, en términos de García Valdés, 
como “la consecuencia jurídica de la peligrosidad ante o post delictual”2818. Tal 
definición, se encuentra intrínsecamente unida a la teoría de la peligrosidad, y se 
corresponde con el desarrollo y evolución de ésta en el último tercio del siglo XIX. Pese 
a que la sistematización de las medidas de seguridad es relativamente moderna, “desde 
tiempo inmemorial se luchó contra la criminalidad con un aparato represivo y 
preventivo que muchas veces rebasaba la esfera de lo estrictamente penal”2819. 
 
En este sentido, la citada definición del Catedrático de Alcalá podría ajustarse a lo 
que la LO 4/1992 entendía por medidas de internamiento. En efecto, a priori, esta clase 
de medidas “responden a una mayor peligrosidad”2820 del sujeto, y son, por ello, las 
herederas de las que ya se encontraban en el artículo 17 de la Ley de Tribunales 
Tutelares de Menores de la legislación de mediados del s. XX, para aquellos menores 
de dieciséis años que cometieran alguna infracción penal, entre las que se encontraban 
la medidas de breve internamiento, ingreso en un establecimiento de observación, 
                                                             
2817 Vid. Luzón Peña, D. M: Curso de Derecho Penal : Parte General I. Universitas, Madrid, 1996, 
p.  54; sobre la culpabilidad en las medidas aplicables por la LORRPM, Vid. Matallín Evangelio, A.: “La 
capacidad de culpabilidad de los sujetos sometidos a la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora 
de la responsabilidad penal de los menores”, en Estudios Penales y Criminológicos, XXII, Universidad de 
Santiago de Compostela, Santiago de Compostela, 2000, pp. 55-102; Boldova Pasamar, M.A.: “El 
sistema de aplicación de las sanciones en el Derecho Penal de los menores tras la Ley Orgánica 8/2006, 
de 4 de diciembre”, en Jorge Jorge Barreiro, A. y Feijoo Sánchez, B. (Eds.): Nuevo Derecho Penal 
Juvenil: Una perspectiva Interdisciplinar ¿Qué hacer con los menores delincuentes?,  Atelier,  Barcelona, 
2007, p.  101, donde el autor indica que “es obvio que un sistema semejante –refiriéndose el autor al 
sistema de imposición de medidas de régimen cerrado– deriva de su presupuesto lógico que es la 
culpabilidad. Culpabilidad incluso entendida en el sentido de los adultos…”; sobre la culpabilidad de los 
menores, Vid, asimismo, Martín Cruz, A.: “El menor y el semiadulto ante la moderna psicología evolutiva 
y ante la LO 8/2006 de modificación de la LORRPM”, en Jorge Barreiro, A. y Feijoo Sánchez, B. (eds.): 
Nuevo Derecho juvenil… ob. cit., pp. 155 y ss. 
2818 Vid. García Valdés, C.: Teoría de la Pena… ob. cit., p. 11; sobre el concepto de medida de 
seguridad, Vid. Landrove Díaz, G.: Las consecuencias jurídicas del delito. 6ª Ed., Tecnos, Madrid, 
reimpresión de 2005, p. 17; Mapelli Caffarena, B.: Las consecuencias jurídicas del delito. 4ª Ed., Tecnos, 
Navarra, 2005, p. 306. 
2819 Cfr. Landrove Díaz, G.: Las consecuencias… cit., p.  115. 
2820 Vid. Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, de Responsabilidad Penal de los Menores. 
Exposición de Motivos, III. 16. 





reforma o educación, o de semilibertad
2821
. Pero los preceptos precursores de las 
medidas de internamiento en menores no acaban aquí, pues la analogía es ineludible con 
las medidas de seguridad que la Ley de Peligrosidad y Rehabilitación, de 4 de agosto de 
1970, presentaba como privativas de libertad
2822
, de internamiento en establecimiento de 
custodia o trabajo, y de reeducación. No obstante, la exigencia constitucional de 
reforma propició el cambio del modelo tradicional de justicia de menores
2823
, 
diferenciando a las medidas de internamiento de la LORRPM de las medidas de 
seguridad, hasta el punto de que constituyan una figura completamente nueva en nuestro 
ordenamiento, o incluso, penas juveniles propiamente dichas. 
 
En consecuencia, podemos aproximarnos a la naturaleza jurídica de las medidas 
de internamiento de la LORRPM desde varios ángulos diferentes: 
 
4.1.1. Medidas sui generis con una naturaleza jurídica propia. 
 
Tal y como expone Cervelló Donderis, la cuestión de la naturaleza jurídica de las 
medidas juveniles ha sido objeto de una gran controversia en la doctrina española
2824
. 
Ello se debe, en gran parte, a la confusa definición
2825
 establecida en la Exposición de 
                                                             
2821 Vid. García Valdés, C.: Teoría de la Pena... ob. cit., p. 23. 
2822 Vid. Mapelli Caffarena, B. y Terradillos Basoco, J.: Las consecuencias jurídicas del delito. 2ª 
Ed., Civitas, Madrid, 1993, p. 188. 
2823 Cambio que, recordemos, se produjo tras la STC de 1991 que declaró inconstitucional la 
regulación tutelar de los Tribunales de Menores en España, iniciando un proceso de reforma en el que se 
buscaron otras alternativas al modelo puramente asistencial tradicional. Si bien es cierto, como ha 
expuesto García Rivas, que “la Constitución española no recoge ningún mandato concreto hacia el 
legislador para que regule de un modo u otro la respuesta jurídica contra el menor delincuente”, la 
corriente en el ámbito internacional propició la inserción de una respuesta diferente a la delincuencia de 
menores en nuestro país; respuesta que, como veremos, no ha tenido un pacífico acomodo entre la 
doctrina. Vid. García Rivas, N.: “Aspectos críticos de la legislación penal del menor”, en Revista Penal, 
Número 16, Editorial La Ley, Madrid, 2005, p. 91.   
2824 Vid. Cervelló Donderis, V., y Colás Turégano, A.: La responsabilidad penal… ob. cit., p. 110; 
Cervelló Donderis, V.: La medida de internamiento… ob. cit., p. 19. 
2825 Vid. Tamarit Sumalla, J.M.: “Principios político-criminales y dogmáticos del sistema penal de 
menores”, en González Cussac, Tamarit Sumalla y Gómez Colomer (Coords.): Justicia penal de menores 
y jóvenes (Análisis sustantivo y procesal de la nueva regulación). Tirant lo Blanch, Valencia, 2000, p. 23; 
Vázquez González, C.: “La Ley Orgánica reguladora de la responsabilidad penal de los menores: aspectos 
sustantivos”, en Vázquez González, C., y Serrano Tárraga, Mª.D. (Eds.): Derecho penal juvenil… ob. cit., 
p. 319, quienes exponen que la terminología utilizada a lo largo del articulado resulta equívoca y confusa, 
“haciendo referencia indistintamente a conceptos en algunos casos contrapuestos como: responsabilidad 
penal, jurídica, sancionadora o de naturaleza educativa”. Sobre esta cuestión, las Conclusiones elaboradas 
por los participantes en el Curso sobre la responsabilidad penal de los menores, publicadas en la obra 
cuya dirección corre a cargo de Ornosa Fernández, también indicaban que la LORRPM presentaba en su 
redacción “demasiados puntos oscuros, omisiones, defectos y problemas, lo cual va a originar el recurso a 





motivos de la propia Ley, que las atribuye una naturaleza “materialmente sancionadora 
educativa y formalmente penal”2826. Desentrañar el verdadero significado de esta 
expresión pudiera ser la clave para la comprensión de la verdadera naturaleza de las 
medidas de internamiento. 
 
Para Martínez Serrano, la expresión resultaría en una doble vertiente. De un lado, 
se derivaría de su naturaleza formalmente penal “que su aplicación sólo sea posible 
cuando se ha infringido la Ley penal; que se establezca una edad, los catorce años, por 
debajo de la cual se entiende que no se puede exigir responsabilidad penal alguna; que 
se instaure un procedimiento con reconocimiento expreso de todas las garantías hacia 
los derechos constitucionales”. De otro lado, según el planteamiento de la Magistrada-
Juez de menores, la naturaleza materialmente sancionadora educativa se interpretaría 
como “una justicia esencialmente individualizadora, en la que, al contrario de lo que 
sucede en el Derecho penal de adultos, no se dispone de una sanción para cada delito o 
falta, ni, necesariamente, a todo hecho delictivo sigue una respuesta judicial; el 
                                                                                                                                                                                  
constantes interpretaciones, que no benefician a la seguridad jurídica”. Cfr. Ornosa Fernández, Mª.R. 
(Dir.): La responsabilidad penal de los menores… ob. cit., p. 591. En un sentido muy similar, Cantarero 
Bandrés, R.: Delincuencia juvenil ¿Asistencia terapéutica versus justicia penal? Universidad de la Rioja, 
Lección inaugural del curso académico 2002-2003, 10 de octubre de 2002, Logroño, p. 29, quien tacha a 
la expresión utilizada por la LORRPM de “dicotomía semántica” y “confusión que induce a la 
perversión”, no sólo del lenguaje sino a la propia esencia de la institución jurídica en cuestión”; la misma 
autora: la misma autora: “Responsabilidad penal del menor y teorías clásicas de la culpabilidad”, en 
Alonso Álamo, M., y Aránguez Sánchez, C. (Coord.): Estudios penales en homenaje al profesor Cobo del 
Rosal. Dykinson, Madrid, 2006, p. 177. Más no todas las críticas que se han realizado sobre la redacción 
de la LORRPM son negativas. Así, por ejemplo, uno de nuestros más reputados penalistas, Gimbernat 
Ordeig, en el Prólogo a la 6ª Ed. del Código Penal, Tecnos, Madrid, 2000, afirmaba que la nueva ley, “es 
un modelo de garantismo y progresismo, ha sido elaborada con un rigor técnico, gramatical y de fondo 
que uno echa de menos en otras leyes penales recientes, empezando por el propio Código Penal”; y, 
también, Rodríguez López, P.: La Ley Orgánica de Responsabilidad penal de menores. Dijusa, Madrid, 
2005, p. 25, quien ha expuesto que la LORRPM, “supone un importante avance y constituye un enfoque 
progresista, acorde con las normas internacionales existentes en la materia, que intenta conseguir para el 
menor y joven infractor las máximas garantías dentro de un procedimiento especializado”; por último, la 
opinión de Nieto García, más taimada que las anteriores en ambos sentidos, destaca la complejidad de la 
norma sin incurrir en descalificaciones: “estamos ante una legislación en la que la interrelación de 
parámetros sancionadores y educativos y la mezcla de lógicas diferentes hacen especialmente complejo su 
análisis”. Cfr. Nieto García, L.C.: “La ley de responsabilidad penal de menores. Valoración de sus 
reformas y del actual anteproyecto”, en Pantoja García, F. (Dir.): La Ley de responsabilidad… ob. cit., p. 
16; y también Alonso de Escamilla, A.: “La minoría de edad penal”, en La Ley penal, Año II, Número 18, 
julio-agosto, Editorial La Ley, Madrid, 2005, p. 10, donde la autora escribe que la LORRPM “es una 
buena ley, multidisciplinar, integradora, que respeta la Doctrina Constitucional y las Normas 
Internacionales dictadas en esta materia y que responde a principios inspiradores modernos, asentando 
firmemente dentro de su texto el carácter primordial de intervención educativa, que trasciende a todos los 
aspectos de su regulación jurídica y cuya finalidad fundamental preventivo especial, se orienta a la 
efectiva reinserción y el superior interés del menor”.  
2826 Vid.  Exposición de Motivos, II. 6 y  II. 11, de la LORRPM. 





establecimiento de un amplio catálogo de medidas para seleccionar, en cada caso, la 
más adecuada, no sólo a los hechos cometidos, sino a la edad, circunstancias familiares 
y sociales”2827. Una opinión pareja puede ser encontrada en el artículo de Colás 
Turégano sobre el cumplimiento de la medida de internamiento en régimen cerrado en 
centro penitenciario, quien, con sucinta claridad, expone que la naturaleza de la 
LORRPM “se configura como una ley formalmente penal, en cuanto sus presupuestos 
de aplicación son la comisión de una infracción penal, por lo que habrán de aplicarse 
todos los principios y reglas vigentes tanto en el ámbito del Derecho penal material 
como en el ámbito procesal. Sancionadora educativa desde el punto de vista material, 
por lo tanto se persigue una profundización de las finalidades preventivo especiales 
concretadas en el Art. 25 de la CE”2828. Al respecto, Tomé Tamame, con acertado 
criterio, sostiene que “la verdadera intención del legislador no es otra que la de entender 
las medidas objeto de estudio como “sanciones penales que en el momento de su 
cumplimiento se orientarán a la efectiva reinserción social del menor”2829. 
 
Este primer postulado es ciertamente compatible con lo establecido por la propia 
LORRPM, donde el legislador plasmó que la finalidad de la misma era la de desarrollar 
“la exigencia de una verdadera responsabilidad jurídica a los menores infractores, 
aunque referida específicamente a la comisión de hechos tipificados como delitos o 
faltas por el Código Penal y las restantes leyes penales especiales”2830. 
 
Otra de las posturas podría apoyarse en la terminología utilizada por el legislador, 
para interpretar la parte formal de la ley como la correspondiente al proceso penal del 
menor infractor
2831
. La observancia de las garantías procesales y su configuración 
                                                             
2827 Cfr. Martínez Serrano, A.: “Principios sustantivos y procesales básicos de la responsabilidad 
penal de los menores establecidos en la LORRPM”, en Ornosa Fernández, Mª.R. (Dir.): La 
responsabilidad penal de los menores… ob. cit., pp. 21 y 22, en el mismo sentido, Vid. Rodríguez López, 
P.: La Ley Orgánica de Responsabilidad penal... ob. cit., p. 30. 
2828 Cfr. Colás Turégano, A.: “Cumplimiento de la medida de internamiento en régimen cerrado en 
centro penitenciario. Problemas en su aplicación práctica”, en Revista General de Derecho Penal, 
Número 14, Iustel, 2010, p. 3. Nótese la expresión utilizada por la autora, “profundización” 
2829 Cfr. Tomé Tamame, J.C.: “Ley Orgánica Reguladora de la Responsabilidad Penal de los 
Menores: especial consideración a las medidas sancionadoras-educativas (y II)”, en Noticias Jurídicas, 
diciembre 2002, versión online disponible en: http://noticias.juridicas.com/articulos/55-
Derecho%20Penal/200212-185512810102433111.html#foot11 (30/11/2010). 
2830 Cfr. Exposición de Motivos II. 7., de la LORRPM. 
2831 Vid. Hernández Galilea, J.M. (Coord.): El sistema español de Justicia juvenil. Dykinson, 
Madrid, 2002, p. 71, donde se expresa que “la distinción entre lo formal y lo material tiene un significado 





otorgarían, de este modo, el carácter penal a ley en cuanto al modo de aplicación. La 
parte material quedaría configurada como el fondo educativo de la intervención de la 
norma. En síntesis, la naturaleza materialmente sancionadora educativa identificaría la 
intervención de la LORRPM como ajena al bloque penal y, por tanto, las medidas 
tendrían una naturaleza diferente de la pena; mientras que su aplicación, su modus 
operandi procesal, correspondería a una naturaleza penal, por cuanto se respetan todas 
las garantías del proceso propias del Derecho procesal penal de los adultos. En mi 
opinión, esta postura interpretaría la naturaleza jurídica de la LORRPM identificando la 
exigencia de la actuación judicial, cuando la verdadera cuestión, tal y como ha señalado 
Dolz Lago, es si esta intervención judicial puede considerarse penal o extrapenal 
                                                                                                                                                                                  
preciso en el ámbito jurídico y permite diferenciar las normas procesales de las normas que el juez aplica 
para resolver el fondo del asunto que ha dado lugar al proceso. De acuerdo con ello no cabe sino 
interpretar que se está considerando que el proceso tiene una naturaleza penal mientras que el derecho 
material aplicable es sancionador-educativo”. Por otra parte, Ríos Martín, defensor de la postura de la 
“naturaleza no penal” de la regulación de reforma del menor, advierte que la naturaleza jurídica de la 
LORRPM atiende a un proceso penal, siendo después su naturaleza material de tinte educativo, con estos 
términos: “El procedimiento es formalmente penal, si bien el interés del menor y su protección social, 
psicológica, médica y física deben presidir la adopción de las decisiones de los operadores jurídicos 
durante todo el procedimiento. Por ello, la reacción penal dirigida al menor infractor pretende ser, según 
la exposición de Motivos de la ley, una intervención de naturaleza educativa, de especial intensidad, 
rechazando expresamente otras finalidades esenciales del derecho penal de adultos. No obstante, esta 
exigencia protectora queda desdibujada por su presencia dentro del marco procesal punitivo que 
condiciona todo contenido educativo desde el reproche penal a la conducta”. Cfr. Rios Martín, J.: “La ley 
de responsabilidad penal de los menores…” ob. cit., p. 14; asimismo, Viana Ballester, C.: “La 
responsabilidad penal del menor…” ob. cit., pp. 152 y 153, quien divide, en su explicación acerca de la 
evolución de la justicia penal de menores, el Derecho penal de menores en dos partes diferenciadas: el 
Derecho penal material y el Derecho procesal penal; o Rodríguez López, P.: La Ley Orgánica de 
Responsabilidad penal... ob. cit., p. 29, quien clarifica la significación de la expresión “naturaleza 
formalmente penal” de la LORRPM, por cuanto “el carácter formalmente penal se desprende claramente 
del tenor literal de la D. F. Primera de la LORRPM, que establece que tendrán el carácter de normas 
supletorias, para lo no previsto expresamente en la LORRPM, en el ámbito sustantivo, el CP y las leyes 
penales especiales, y, en el ámbito del procedimiento, la LECr, en particular lo dispuesto para los 
trámites del procedimiento abreviado regulado en el Título III del Libro IV de la misma” (Las cursivas 
son nuestras); de otro lado, Díaz-Maroto y Villarejo (Dir.), J., Feijoo Sánchez, B., y Pozuelo Pérez, L.: 
Comentarios a la Ley reguladora de la responsabilidad penal de los menores. Civitas, Madrid, 2008, p. 49, 
afirman ante la naturaleza formalmente penal de la LORRPM que “las medidas contempladas en la ley 
son sanciones penales en la medida en la que se imponen por órganos de justicia penal (los Jueces de 
Menores), en un procedimiento penal con las debidas garantías que exige el Derecho Penal, por la 
comisión de un hecho definido como delito en el Código Penal o en la leyes penales especiales y con 
fines político criminales específicos”. Y, por último, Tarrago Ruíz, A.: “El Ministerio Fiscal: menores y 
violencia escolar”, en González Montes, F.: Violencia Escolar. Aspectos socioculturales, penales y 
procesales. Dykinson, Madrid, 2008, p. 107, al igual que Ríos Martín, se refiere al modelo 
“responsabilizador-educativo” y no penal de la LORRPM, “caracterizado por la búsqueda de un 
equilibrio entre lo judicial y lo educativo, es decir, entre el reconocimiento del menor como sujeto de las 
mismas garantías jurídicas que un adulto en el ámbito penal y procesal y la necesaria orientación 
educativa en la respuesta penal frente al menor delincuente”. 










Para otros, el componente formal quedaría reducido a la norma agendi, es decir, la 
“ley formalmente promulgada”2833, que pudiera concatenarse con el principio de 
legalidad del Derecho penal. Esta postura, por lo demás quizá excesivamente simplista, 
encuentra una explicación más completa en una tesis ecléctica
2834
, que admite la 
definición expuesta en la ley
2835
, atribuyéndole sin embargo, en conjunto, una 
naturaleza penal a la LORRPM, y, por tanto, también sus medidas
2836
. Así, la 
                                                             
2832 Como expresa el Fiscal Dolz Lago, “lo que «atormenta» es saber si estamos ante un modelo de 
«Justicia Penal» o «Justicia Civil», dando, por supuesto, que la «Justicia Penal» es la mala, la represiva, y 
de la que hay que huir con la utilización de eufemismos, a pesar de reconocer que el componente 
sancionador es inexcusable y que la responsabilidad se deduce o nace a consecuencia de la comisión de 
hechos constitutivos de infracción penal”. Cfr. Dolz Lago, J.M.: “Algunos aspectos de la legislación penal 
de los menores”, en La Ley, Número 4540, 14 de mayo de 1998, versión online disponible en 
www.laleydigital.laley.es (30/08/2010). 
2833 Vid. Iglesias Galdo, A., y Sánchez Bello, A.: “Planteamientos éticos a la Ley reguladora de la 
responsabilidad penal de menores”, publicado online en: 
http://www.eduso.net/archivos/iiicongreso/20.pdf (30/08/2010). 
2834 Vid. Viana Ballester, C.: “La responsabilidad penal del menor...” ob. cit., 161. 
2835 Vid. Pantoja García, F.: “La naturaleza jurídica de la Ley Orgánica 5/2000 reguladora de la 
responsabilidad penal de los menores. La singularidad del proceso de menores”, en Estudios Jurídicos, 
Ministerio Fiscal, Ley Orgánica Reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores, volumen VI, 
Madrid, 2000, p. 15, donde el autor explica la naturaleza jurídica de la ley atendiendo a su dualidad 
formal/material con los siguientes términos: “mantiene formalmente su naturaleza penal, es 
materialmente sancionadora educativa, en tanto que pone el acento especialmente en las circunstancias 
del menor y en su interés, antes que en el hecho y en su naturaleza, para dar la respuesta sancionadora, 
constituyendo la intervención socioeducativa la única justificación a la limitación de derechos que puede 
establecer”; siguiendo al citado autor, Vid. Rodríguez López, P.: La Ley Orgánica de Responsabilidad 
penal... ob. cit., p. 27. 
2836 Vid. García Pérez, O.: “Los actuales principios rectores del Derecho penal juvenil: Un análisis 
crítico”, en Revista de Derecho Penal y Criminología, 2ª época, Número 3, enero, Madrid, 1999, p. 64;  
Cuello Contreras, J.: El nuevo Derecho... ob. cit., p. 25; Higuera Guimerá, J.F.: Derecho Penal Juvenil… 
ob. cit., p. 70, quien aclara en este punto que “por el hecho de que las medidas que prevé el Derecho penal 
juvenil tengan una finalidad educativa, orientadas en la prevención especial exclusivamente, no se puede 
negar por ello la naturaleza penal del Derecho penal juvenil”; Bueno Arús, F.: “Aspectos sustantivos de la 
ley orgánica reguladora de la responsabilidad penal de los menores”, en Revista de la ICADE, Número 
53, 2001, pp. 61-76. El pre-legislador de la LORRPM tomará, como veremos más adelante, una postura 
mucho más radical en contra de la naturaleza penal de la principal normativa penal de menores 
infractores. No obstante, en un primer momento, Bueno Arús parecía admitir la naturaleza penal de la 
LORRPM, a la que considera, sin embargo, una ley sui generis en su planteamiento de la responsabilidad 
penal del menor, diferente a la responsabilidad penal del adulto; asimismo, Etxebarria Zarrabeitia, X.: 
“Algunos aspectos de Derecho sustantivo de la Ley Orgánica 5/2000, Reguladora de la Responsabilidad 
Penal de los Menores y de su reforma en materia de terrorismo”, en Revista de la ICADE, Número 53, 
2001, p. 104-120; o Díaz Cappa, J.: “Algunos aspectos de la protección social y jurídica de los menores 
en la Ley Orgánica 5/2000, reguladora de su responsabilidad penal”, en Estudios Jurídicos, Ministerio 
Fiscal, Formación de Fiscales especialistas de menores, Volumen I, Madrid, 2002, pp. 524 y ss., quien 
interpreta la LORRPM como una “Ley reintegradora”, atendiendo a su doble naturaleza; asimismo, Viana 
Ballester, C.: “La responsabilidad penal del menor...” ob. cit., p. 162; Dolz Lago, J.M.: “La Ley Penal del 
Menor: ¿Una Ley Impracticable? Critica práctica de su impráctica”, en Anuario de Justicia de Menores, 





normativa “tiene una naturaleza formalmente penal, pero materialmente sancionadora 
educativa, tanto en procedimiento como en las medidas aplicables”2837. 
 
Es esta última corriente la que identifica las medidas previstas en la LORRPM 
como diferentes a las penas, con base en la supuesta ausencia de la prevención general 
en las sanciones aplicables a los menores. Tampoco pueden igualarse a las medidas de 
seguridad, en tanto que se trataría de verdaderas consecuencias jurídicas susceptibles de 
imponerse ante una infracción penal
2838
. A esta diferenciación, que trataremos en los 
siguientes epígrafes, se añadiría, tal y como explica Hernández Galileo la necesidad de 
“un desarrollo dogmático propio si es que queremos que sea coherente”, pues tan 
innegable es el hecho de que las medidas son consecuencias jurídicas ante el delito 
como que el sujeto que lo comete es un menor, que “por el hecho de serlo, posee unos 
derechos específicos”2839. Se trataría, por tanto, de un nuevo tipo de consecuencia 
                                                                                                                                                                                  
Astigi, Número 11, Sevilla, 2002, p. 27; Rodríguez López, P.: La Ley Orgánica de Responsabilidad 
penal... ob. y loc. cit.; Boldova Pasamar, M.A.: “El sistema de…” ob. cit., p. 70; Cervelló Donderis, V.: 
La medida de internamiento... ob. y loc. cit. Por el contrario, Bailach Minguell, Mª.T.: Estudio de las 
normas sobre los menores, y en especial la Ley de Responsabilidad penal de los menores. Ley Orgánica 
7/2000, de 22 de diciembre. Atalier, Sevilla, 2003, pp. 38 y 39, quien admite la exigencia de una 
verdadera responsabilidad jurídica de los menores infractores, no obstante, señala que “no tiene similitud 
con la finalidad esencial del Derecho penal de adultos que, procura la proporcionalidad entre el hecho y la 
sanción o la intimidación de los destinatarios de la norma, pretendiendo ser una reacción jurídica dirigida 
al menor infractor por intervención de naturaleza educativa” (Las cursivas son nuestras).  
2837 Cfr. Asi queda formula en la Exposición de Motivos II. 6 de la LORRPM; al respecto, también 
Vid. Giménez-Salinas i Colomer, E.: “Comentarios a la exposición de motivos y al título preliminar”, en 
Giménez-Salinas i Colomer, E. (Dir.): Justicia de menores: una justicia mayor. Comentarios a la Ley 
Reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores. Manuales de formación continuada 9, CGPJ, 
Madrid, 2000, pp. 37 y 38, quien añade que “a lo largo de toda la ley priman los criterios educativos y de 
valoración del interés del menor por encima de los puramente sancionadores. Ello no es obstáculo para 
que en todo momento se le reconozcan todas las garantías derivadas de los derechos constitucionales y de 
los expresamente reconocidos a los menores de edad. Asimismo, se parte del principio de responsabilidad 
del menor. Una responsabilidad distinta del adulto y que lleva aparejada unas consecuencias jurídicas 
totalmente diferentes, pero en cualquier caso se parte del criterio de responsabilidad del menor frente a 
sus hechos”.  
2838 Tal y como expone Aparicio Blanco, P.: “Política criminal y delincuencia juvenil”, en 
Cuadernos de Derecho Judicial, Monográfico Política Criminal, Madrid, 1999, p. 169, las medidas de la 
LORRPM compartirían características tanto con las medidas de seguridad como con las penas, ya que se 
imponen al responsable del delito, pero su finalidad será puramente preventiva. Este sería, a juicio del 
autor, el significado de la expresión “formalmente penal y materialmente sancionador-educativa” acerca 
de la naturaleza jurídica de la LORRPM; siguiendo al autor citado, Vid. Cervelló Donderis, V., y Colás 
Turégano, A.: La responsabilidad penal... ob. cit., p. 114.  
2839 Cfr. Hernández Galilea, J.M.: “Capítulo IV: Naturaleza y fundamento de la intervención sobre 
menores en conflicto social”, en Hernández Galilea, J.M. (Dir.): El sistema español de justicia juvenil. 
Dykinson, Madrid, 2002, p. 55. 









 y necesariamente diferente 
a la de los adultos. 
 
Según Cervelló Donderis y Colás Turégano, estas medidas tendrían una serie de 
características propias que las distanciarían de las penas
2842
 y las medidas de seguridad. 
Estas propiedades quedarían resumidas como sigue: 
                                                             
2840 Vid. Etxebarria Zarrabeitia, X.: “Algunos aspectos de Derecho sustantivo…” ob. cit., p. 104 y 
nota al pie 1, en cuya opinión, “las medidas juveniles constituirían un tertium genus en el que se 
entremezclan características de las penas y de las medidas de seguridad”; Vaello Esquerdo, E.: “Algunos 
aspectos sustantivos de la LORRPM reguladora de la responsabilidad penal de los menores”, en Diario la 
Ley, Tomo V, Editorial la Ley, 14 de junio de 2001, versión online disponible en 
www.laleydigital.laley.es (30/08/2010), que las describe con los siguientes términos: “estamos, pues, ante 
unas particulares medidas, cuya individualización y aplicación están presididas por unas características 
que les confieren personalidad propia, entre las que cabe destacar la flexibilidad en su adopción para lo 
que se deberá atender, no sólo a la prueba y valoración jurídica de los hechos, sino especialmente a la 
edad, las circunstancias familiares y sociales, así como la personalidad y el interés del menor”; asimismo, 
Boldova Pasamar, M.A.: “Principales aspectos sustantivos del nuevo Derecho penal juvenil español”, en 
Boldova Pasamar, M.A. (Dir.): El Nuevo Derecho Penal Juvenil español. Jornadas sobre la nueva Ley 
Penal del Menor, celebradas en la Facultad de Derecho de la Universidad de Zaragoza los días 4,10, y 11 
de Mayo de 2001. Monografías de la Revista Aragonesa de Administración pública, Gobierno de Aragón, 
Zaragoza, 2002, pp. 41 y ss; Abel Souto, M.: “Las medidas del nuevo Derecho penal juvenil 
(Consideraciones en torno al artículo 7 de la Ley penal del menor)”, en Actualidad Penal, Número 6, 
tomo I, Editorial La Ley, 2002, pp. 105 y ss.; Cervelló Donderis, V., y Colás Turégano, A.: La 
responsabilidad penal… ob. cit., pp. 110, 111 y 113, aunque las autoras admiten la gran similitud con las 
penas; Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B., y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios a la ley 
reguladora de la responsabilidad penal de los menores. Thomas Aranzadi, Navarra, 2008, p. 126; Colás 
Turégano, A.: “Aproximación al estudio de las medidas educativas en el ordenamiento jurídico español”, 
en El nuevo régimen penal del menor. Enfoque multidisciplinario e internacional. Colección de 
Cuadernos de Derecho CES, Medellín (Colombia), 2008, pp. 185 y ss; Cervelló Donderis, V.: “Las 
medidas en el Derecho penal de menores”, en González Cussac, J.L., y Cuerda Arnau, M.L.: Estudios 
sobre… ob. cit., p. 124; la misma autora: La medida de internamiento… ob. cit., p. 19; Hernández 
Galilea, J.M.: “Capítulo IV…” ob. cit., pp. 56 y 57; González Cussac, J.L. y Cuerda Arnau, M.L.: 
“Estudios sobre la responsabilidad penal del menor”, en González Cussac, J.L., Tamarit Sumalla, J.M., y 
Gómez Colomer, J.L. (Coords.): Justicia penal de menores… ob. cit., pp. 123 y ss. Al respecto, también 
Vid. Colás Turégano, A.: “Cumplimiento de la medida de internamiento…” ob. cit., p. 8, quien 
manteniendo la postura de la naturaleza sui geneis de las medidas incluidas en la LORRPM de sus 
anteriores trabajos, parece admitir una aproximación de la medida de internamiento en régimen cerrado 
hacía la pena privativa de libertad de adultos. Expone la autora: “En la mayoría de los casos es posible 
concluir su carácter especial o sui generis, más dudas suscita la naturaleza de la medida de internamiento 
cerrado por su proximidad a la pena privativa de libertad, con la que sin embargo no debería haber una 
exacta correspondencia”. 
2841 Vid. García-Pablos de Molina, A.: “Presupuestos criminológicos y político-criminales de un 
modelo de responsabilidad de jóvenes y menores”, en Martínez-Pereda Rodríguez, J.M.: Menores 
privados de Libertad. Cuadernos de Derecho Judicial XV, CGPJ, Madrid, 1996, p. 273. A pesar de 
rechazar la naturaleza penal de las medidas aplicables a los menores infractores, García Pablos otorgaba 
al sistema de responsabilidad de los jóvenes y menores una autonomía respecto al Derecho penal de 
adultos; asimismo, Vid. García Pérez, O.: “Los actuales principios rectores…” ob. cit., p. 33, quien, 
siguiendo la doctrina alemana (Schlüchter, E.; Walter, M.) destaca esta autonomía de las medidas 
previstas en la LORRPM, frente a la accesoriedad de la determinación de las mismas con respecto al CP; 
también, Vid. Mora Alarcón, J.A.: Derecho penal y procesal de menores (doctrina, jurisprudencia y 
formularios). Tirant lo Blanch, Valencia, 2002, p. 40; Barquín Sanz, J., y Cano Paños, M.A.: “Justicia 
penal juvenil en España. Una legislación a la altura de los tiempos”, en Revista de Derecho Penal y 
Criminología, 2ª época, Número 18, Madrid, 2006, p. 44. 





“Normalizadoras: procurar la permanencia del menor en su entorno social y familiar, evitando la 
separación y el aislamiento. 
Totalizadoras: dirigidas a colmar las deficiencias personales, familiares y ambientales. 
Variables: por su carácter educativo, los límites rígidos ceden ante una indeterminación relativa 
que lleve al Juez a moverse dentro de un marco de máximos y mínimos. 
Personalizadoras: al tener como motor el interés personal del menor para alcanza un desarrollo 
adecuado de su personalidad”2843.  
 
Dentro de esta concepción, seguidora del principio de especialidad de la 
LORRPM, encontramos posiciones doctrinales que atribuyen una imputabilidad y 
culpabilidad atenuadas o específicas
2844
 al menor infractor, en coherencia con la 
                                                                                                                                                                                  
2842 A estas características debemos sumar la opinión de Colás Turégano, que considera que “como 
principio rector, la orientación a la reeducación del menor”, es quizás, “el fundamento que mejor define la 
medida del menor frente a la pena del adulto”. Cfr. Colás Turégano, A.: “Cumplimiento de la medida…” 
ob. cit., p. 2. 
2843 Cfr. Cervelló Donderis, V., y Colás Turégano, A.: La responsabilidad penal... ob. cit., p. 112.  
2844Vid. Bueno Arús, F.: “Imputabilidad de los menores”, en IV Congreso Andaluz de Ciencias 
Penales, 1998. El Puerto de Santa María, Cadíz, 1998, pp. 37-56; el mismo: “Aspectos sustantivos de la 
ley…” ob. cit.; también en este aspecto, Bueno Arús se decantará por una postura diferente en posteriores 
escritos. Esta postura será descrita en el siguiente epígrafe. A pesar de la evolución del autor en sus 
argumentaciones, Bueno Arús ha mantenido en posteriores publicaciones que la imputabilidad atenuada 
“se produce en nuestro ordenamiento por el juego acumulado de lo dispuesto en el CP y en la LORRPM”. 
Cfr. Bueno Arús, F.: “Menor de edad: imputabilidad o inimputabilidad sui generis. Influencia en este 
punto de la Ley Orgánica reguladora de la responsabilidad penal del menor”, en Pantoja García, F., y 
Bueno Arús, F. (Dirs.): Actual doctrina de la imputabilidad penal. Estudios de Derecho judicial 110, 
CGPJ, Madrid, 2006, p. 364; Ventura Faci, R.: “El menor como agente del delito”, en Núñez Canal, M.: 
El menor en la legislación actual. Universidad de Antonio Nebrija, Madrid, 1998, p. 173; Muñoz Conde, 
F., y García Arán, M.: Derecho penal. Parte general. 4ª Ed., Valencia, Tirant lo Blanch, 2000, pp. 414, 
415, 417 y 671; García Pérez, O.: “La evolución del sistema de justicia penal juvenil. La Ley de 
Responsabilidad Penal del Menor de 2000 a la luz de las directrices internacionales”, en Actualidad 
Penal, Número 32, 4 al 10 de septiembre de 2000, p. 683, donde el autor argumenta la postura de la 
imputabilidad disminuida, ya que “desde el punto de vista de ésta, tiene sentido que la Ley, tras señalar en 
su art. 5.1. que los menores serán responsables cuando cometan un hecho delictivo y no concurra en ellos 
ninguna de las causas de exención o extinción de la responsabilidad criminal previstas en el vigente 
Código Penal, establezca una regulación específica únicamente para la concurrencia de las causas de 
inimputabilidad del art. 20.1, 2 y 3 de este texto legal y no para las de semi-imputabilidad”; Sánchez 
García de Paz, Mª.I: Minoría… ob. cit., p. 156; de la misma autora: “La nueva Ley reguladora de la 
responsabilidad penal del menor”, en Actualidad Penal, Número 33, Madrid, 17 de septiembre de 2000, 
p. 715; y también: “El sistema de medidas en la Ley penal del menor y las alternativas al proceso”, en 
Jorge Barreiro, A., y Feijoo Sánchez, B. (Eds.): Nuevo Derecho penal juvenil… cit., p. 70; De Urbano 
Castrillo, E., y de la Rosa Cortina, J.M.: Comentarios… ob. cit., p. 87, Tamarit Sumalla, J.M.: “El nuevo 
penal de menores: ¿creación de un sistema penal menor?”, en Revista penal, Número 8, julio, Editorial la 
Ley, Madrid, 2001, p. 77; Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 105; Simons Vallejo, R.: 
“Consideraciones en torno a la naturaleza y fundamento de la responsabilidad penal del menor”, en 
Actualidad Penal, Tomo II, Número 18, Madrid, 2002, pp. 431 y ss.; Arias Giner, C.: “Problemas 
prácticos de aplicación de la Ley de Responsabilidad Penal de los Menores”, intervención en la mesa del 
Congreso en las universidades de Alicante y Miguel Hernández de Elche, a inicios del curso académico 
2007/2008, disponible en www.laleydigital.es (25/08/2010) y publicado en el libro Asencio Mellado, 
J.Mª., y Fuentes Soriano, O. (Dir.): Nuevos Retos de la Justicia penal. Editorial La Ley, Madrid, 2008, p. 
384, donde la autora explica este punto de vista doctrinal, como sigue: “la LORRPM asocia pues a la 
culpabilidad específica de los menores un sistema de consecuencias singulares que se basan por un lado 





diferenciación entre la medida sancionadora-educativa y la pena. En cuanto a la 
imputabilidad del menor, Terradillos Basoco sostiene que no sólo puede deducirse de lo 
expuesto en el art. 19 del CP, sino también de los arts. 5.1 y 2 de la LORRPM, “al 
declarar responsables a los menores que hayan cometido un hecho delictivo, siempre 
que no concurran en ellos las eximentes previstas en el CP, está reconociendo al menor, 
como regla general, la capacidad de comprender la ilicitud de su conducta y de actuar de 
acuerdo con esa comprensión; capacidad inexistente cuando, excepcionalmente, 
concurren las causas de inimputabilidad de los tres primeros números del art. 20”2845.  
 
De estas consideraciones se deduce que la responsabilidad penal del menor es 




4.1.2. Como medidas no penales de índole educativa/proteccionista. 
Comparativa con las medidas de seguridad. 
 
No cabe duda que, cuando se ideó la primera redacción de la LORRPM, se pensó 
en un Derecho correccional del menor
2847
. Una idea que difícilmente se ha mantenido a 
tenor de las diferentes modificaciones sufridas por dicha ley, de las que nos ocuparemos 
más adelante. La primera consideración quedaba expuesta en la Exposición de motivos 
de la LORRPM, cuando, a pesar de reconocer la responsabilidad penal del menor
2848
, 
                                                                                                                                                                                  
en la menor culpabilidad (imputabilidad disminuida por razón de la edad) y por otro en la mayor 
posibilidad de recuperación o reinserción social del menor infractor”.  
2845 Cfr. Terradillos Basoco, J.: “Responsabilidad penal de los menores”, en Ruiz Rodríguez, L.R., 
y Navarro Guzmán, J.I. (Coord.): Menores. Responsabilidad penal y atención psicosocial. Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2004, p. 53. También partidarios de la aplicación del criterio de imputabilidad, Vid. 
Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p. 212; Navarro Frías, I.: “El necesario regreso del principio 
de culpabilidad al Derecho penal de menores”, en Sola Reche, E., Hernández Plasencia, J.U., Flores 
Mendoza, F. y García Medina, P. (Eds.): Derecho penal y psicología… ob. cit., p. 124. 
2846 Vid. García Pérez, O.: “Los actuales principios…” ob. cit., p. 65, donde el autor se refiere 
acerca de la problemática de establecer una edad de responsabilidad penal “siquiera atenuada y con mayor 
primacía de la prevención especial”; Giménez-Salinas i Colomer, E.: “La nueva Ley de justicia juvenil… 
ob. cit., p. 132; González Tascón, M.Mª.: “Medidas aplicables a los menores por la comisión de hechos 
delictivos previstos en la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de 
los menores (LORPM)”, en Revista de Derecho Penal, Lex Nova, Número 16, Valladolid, septiembre de 
2005, pp. 25 y 31; Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B., y Pozuelo Pérez, L.: 
Comentarios... ob. y loc. cit., refiriéndose a una responsabilidad penal “especialísima” por las 
circunstancias especiales del menor.  
2847 Vid. Bueno Arús, F.: “La ley de responsabilidad penal del menor: compromisos…” ob. cit., pp. 
296 y 308; el mismo: “Menor de edad: imputabilidad…” ob. cit., pp. 360 y 361. 
2848 Derivada del art. 19 del Código Penal de 1995, según dispone el punto I.4 de la Exposición de 
Motivos de la LORRPM, cuando expone que “el artículo 19 del vigente Código Penal, aprobado por la 
Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, fija efectivamente la mayoría de edad penal en los dieciocho 







 sistemáticamente de los principios del Derecho penal de adultos
2850
, 
presentando esta responsabilidad del menor un “carácter primordial de intervención 
educativa que trasciende a todos los aspectos de su regulación jurídica y que determina 
considerables diferencias entre el sentido y el procedimiento de las sanciones en uno y 
otro sector, sin perjuicio de las garantías comunes a todo justiciable”2851. 
 
Ciertamente, el legislador hábilmente, omite en algunas ocasiones la referencia 
expresa a la responsabilidad penal del menor, como puede comprobarse en la propia 
Exposición de motivos o en el art. 1 de la LORRPM
2852
. Según señalara el que fuera 
uno de los padres de la normativa primigenia, Bueno Arús, la determinación del modelo 
de responsabilidad penal del menor en España en el Anteproyecto se debió a una 
necesidad de índole política. Así lo explica el autor en uno de sus artículos con gran 
honestidad:  
 
“Los autores del Anteproyecto aceptamos en su día llamar penal a un tipo de responsabilidad que 
antes habíamos defendido por escrito a capa y espada que no es penal, y, aún más, desesperada pero 
creativamente, quizá poética pero extrajurídicamente, decidimos llamarla “responsabilidad juvenil”2853, 
como algo intrínsecamente distinto de cualquier otro tipo de responsabilidad vigente en nuestro Derecho: 
civil, penal, administrativa, fiscal e internacional… La explicación del cambio de terminología es muy 
fácil, pero meramente circunstancial. Terminamos por respetar el epígrafe “penal” aplicado a la 
responsabilidad de los menores, de acuerdo con el criterio del CP, porque, dada la curiosa configuración 
de nuestro “Estado de las Autonomías” (…) y el reparto de competencias que lleva a cabo la Constitución 
de 1978, si el Derecho correccional del menor no se calificaba de Derecho penal, habría que atribuirle 
                                                                                                                                                                                  
años y exige la regulación expresa de la responsabilidad penal de los menores de dicha edad en una Ley 
independiente”. 
2849 Vid. Dolz Lago, M.J.: “Algunos aspectos…” (versión online) ob. cit., quien ha calificado de 
“huida hacia delante” para no afrontar la realidad de la penalización del la regulación de la  justicia de 
menores; en el mismo sentido, Vid. Morenilla Allard, P.: “Artículo 1”, en Gómez Rivero, Mª.C.: 
Comentarios a la Ley penal del menor (conforme a las reformas introducidas por la LO 8/2006). Iustel, 
Madrid, 2007, p. 53. 
2850 Como explícitamente reconoce en su justificación la propia ley: “rechazando expresamente 
otras finalidades esenciales del Derecho penal de adultos, como la proporcionalidad entre el hecho y la 
sanción o la intimidación de los destinatarios de la norma, se pretende impedir todo aquello que pudiera 
tener un efecto contraproducente para el menor, como el ejercicio de la acción por la víctima o por otros 
articulares”. Cfr. Exposición de Motivos II.7., de la LORRPM. 
2851 Vid. Exposición de motivos I.4. in fine de la LORRPM. 
2852 Vid. Viana Ballester, C.: “La responsabilidad penal del menor...” ob. cit., p. 161. 
2853 Sobre este término también se ha pronunciado el Fiscal del Tribunal Supremo Felix Pantoja 
García, quien participó en la redacción del anteproyecto de la LORRPM. Vid. Pantoja García, F.: “Unas 
notas sobre la imputabilidad de los menores y su tratamiento en la Ley de responsabilidad penal de los 
menores”, en Benítez Ortúgaz, I.F., y Cruz Blanca, Mª.J.: El Derecho penal de menores a debate… ob. 
cit., p. 148. 





otra naturaleza y considerarlo por ejemplo Derecho administrativo o “Asistencia social”, en cuyo caso la 
competencia, incluso la legislativa, no habría correspondido al Estado (art. 148.20) y pensamos que 17 
leyes reguladoras de la responsabilidad del menor hubiera sido demasiado disfuncional”2854. 
 
Obligados por las circunstancias, los legisladores introdujeron la naturaleza penal 
en la LORRPM. Este hecho lleva a pensar que el planteamiento inicial trataba de no 
alejarse de los elementos tutelares propios de las anteriores normativas, lo que, por otra 
parte, no deja de sorprender tras la eliminación, mediante sentencia de 




El Anteproyecto de Ley Orgánica de Justicia Juvenil, de 30 de octubre de 1996, 
fue el que ofreció una formulación lo más parecida a esta tesis
2856
, en contraposición 
con su antecesor (Anteproyecto de Ley Orgánica Penal Juvenil y del Menor, de 27 de 
abril de 1995), que se mostraba a favor de una naturaleza penal de la norma e incluía 
entre el elenco de sanciones la denominada Pena Juvenil, procedente de la doctrina 
alemana. 
 
Poco queda ya de los postulados de este bondadoso proyecto de cariz más social 
que sancionador en la LORRPM, que se ajusta a unos parámetros jurídico-penales, pero 
también garantistas. 
 
                                                             
2854 Cfr. Bueno Arús, F.: “La ley de responsabilidad penal del menor: compromisos…” ob. cit., pp. 
309 y 310. 
2855 Ciertamente, como han expuesto algunos autores, pudiere parecer que el legislador tuvo 
reparos en abandonar el sistema proteccionista-correccional. Vid. Dolz Lago, M.J.: “Algunos aspectos…” 
(versión online) ob. cit.; el mismo autor en una posterior obra se muestra muy duro en sus críticas sobre 
este punto. Así el citado fiscal llega a escribir sobre el legislador que la ambigüedad penal-tutelar 
esgrimida por la LORRPM responde a un “cierto complejo de culpa”, ya que indica “de forma 
incoherente” que no se tienen en cuenta los principios propios del Derecho penal, cuando, no obstante, se 
asumen los planteamientos jurídico-penales en su redacción. Vid. Dolz Lago, M.J.: La nueva 
responsabilidad penal del menor (Comentarios a la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero). Ediciones 
Revista General de Derecho, Valencia, 2000, pp. 36 y 37; del mismo autor: Comentarios a la Legislación 
penal de menores. Incorpora las últimas reformas legales de la LO 8/2006. Tirant lo Blanch, Valencia, 
2007, pp. 36 y 37; en esta segunda edición de los comentarios, el Fiscal de menores moderaba 
sensiblemente su lenguaje al hablar de las “contradicciones del legislador”; también ha expuesto la 
contradicción en el continuismo de los elementos tutelares García Pérez, O.: “Los actuales principios…” 
ob. cit., p. 62. 
2856 Vid. Ríos Martín, J.C.: “La Ley de responsabilidad penal…” ob. cit., p. 3 (versión online); 
Viana Ballester, C.: “La responsabilidad penal del menor...” ob. cit., p. 168. 





Las tesis a favor de esta postura rechazan la naturaleza penal
2857
 de la LORRPM 
y de sus medidas. En particular, Bueno Arús y Ríos Martín, maestro y discípulo, han 
defendido recientemente argumentaciones en contra de la consideración penal de las 
medidas de la LORRPM. De este modo, los menores infractores quedarían al margen 






 y ausencia de culpabilidad
2860
 del menor. Bueno Arús, 
en su discurso acerca de la inimputabilidad de los menores de dieciocho años, alude a 
los conceptos de “voluntarismo del legislador” y a “la naturaleza de las cosas”, este 
                                                             
2857 Vid. Mendizábal Oses, L.: Derecho de Menores… ob. cit., p. 408, quien a pesar de rechazar el 
carácter penal de la medidas reeducativas, si que admite que “es natural que toda medida reeducativa 
también y mediatamente, haya de cumplir una prevención de carácter general, pero esa prevención no 
desvirtúa, en modo alguno, su verdadero significado”; García-Pablos de Molina, A.: “Presupuestos…” ob. 
cit., p. 279; Juanes Peces, A.: “El menor en el nuevo Código penal. Reflexiones sobre la futura Ley Penal 
Juvenil”, en Actualidad Jurídica Aranzadi, Número 269, Madrid, 1996, p. 2; Ríos Martín, J.C.: El menor 
infractor… ob. cit., pp. 117 y ss.; y más recientemente, Vid. Bueno Arús, F.: “La ley de 
responsabilidad…” ob. cit., p. 306; el mismo: “Menor Edad. Imputabilidad…” ob. cit., p. 351; Pérez-Cruz 
Martín, A.J., y Ferreiro Baamonde, X.: “La exigencia de responsabilidad penal de menores (Especial 
consideración de los derechos y garantías procesales)”, en González Montes, F.: Violencia Escolar… ob. 
cit., p. 93; “Es evidente -sostienen los autores-, que en el ámbito de las infracciones cometidas por los 
menores y jóvenes el triunfo de la LORRPM no debe venir por la vía sancionadora, sino por la vía 
educativa. Desde esta perspectiva, la norma, que tiene naturaleza formalmente penal, no será ya, como 
cualquier otra norma penal, la ultima ratio de la defensa social, sino la primera línea de actuación, el 
camino que se debe seguir para lograr la resocialización y la educación del menor, del joven”.  
2858 Vid. Ríos Martín, J.C.: El menor infractor… ob. cit., pp. 199-204; Bueno Arús, F.: “La ley de 
responsabilidad…” ob. cit., pp. 351-355.  
2859 Vid. Bustos Ramírez, J.: “Imputabilidad y edad penal”, en Echeburúa Odriozola, E., De la 
Cuesta Arzamendi, J.L., y Dendaluce Segurola, I. (Coords.): Criminología y derecho penal al servicio de 
la persona: libro homenaje al profesor Antonio Beristain. Instituto Vasco de Criminología, San Sebastian, 
1989, pp. 471-482; también disponible online en: 
 http://www.iin.oea.org/imputabilidad_y_edad_penal.pdf (30/08/2010); quien además afirma que “la 
inimputabilidad del joven no impide su responsabilidad ni que se le aplique un derecho penal”; Polaino 
Navarrete, M.: “La minoría de edad penal en el Código Penal y en las Leyes Orgánicas 5 y 7/2000”, en 
Anuario de Justicia de Menores, Número 1, Astigi, Sevilla, 2001, pp. 145 y 146; Alonso de Escamilla, 
A.: “La minoría de edad penal”, en La Ley penal, Año II, Número 18, julio-agosto, Editorial La Ley, 
Madrid, 2005, p. 6; González Cano, I.: “Valoración de las reformas procesales operadas por la LO 
8/2006, de 4 de diciembre, por la que se modifica la Ley Orgánica de Responsabilidad Penal de los 
Menores”, Diario La Ley, , Año XXVIII, Número 6742, 25 junio de 2007, y en Diario La Ley, Año 
XXVIII, Número 6743, Editorial La Ley, 26 junio de 2007, disponibles online en: www.laleydigital.es 
(30/08/2010), quien indica que el inicial impedimento para la víctima “del ejercicio de la acción penal y 
su personación como acusador particular, han sido vistas en la aparente inimputabilidad del menor”, 
impedimento que tras las reformas del 2006 ha dejado de estar vigente en la LORRPM. 
2860Según Durany Pitch, la LORRPM no incluye mención alguna al criterio de la culpa, “cuando el 
legislador penal ha demostrado suficientemente que, cuando desea su aplicación, lo ha advertido de 
manera expresa; por otro lado, si no fuera así, perdería sentido la facultad que se concede al Juez para 
moderar la responsabilidad en los casos en que su conducta no supusiera dolo o culpa grave”. Vid. Durany 
Pitch, S.: “Las reglas de responsabilidad civil en el nuevo derecho penal de menores”, en InDret 2/2000, 
pp. 9 y 10; disponible online en: http://www.indret.com/pdf/019_es.pdf (30/08/2010); Pérez del Valle, C.: 
“¿Derecho penal de menores como Derecho penal?”, en Cuadernos de Política Criminal, segunda época, 
Número 98, II, Dykinson, Madrid, p. 119, quien no considera la existencia de culpabilidad jurídico-penal 
del menor. 





último, derivado de la conocida expresión de Montesquieu
2861
. Declarar así al menor de 
dieciocho años estaría determinado, según esta línea de pensamiento, por la propia 
voluntad del legislador, que en ningún caso tiene modo alguno de verificar la suficiente 
madurez del menor de edad para la comprensión del ilícito penal cometido. Por otra 
parte, sostiene que el menor es inimputable por imperativo legal, siguiendo lo prescrito 
en el art. 19 del CP. El legislador, por tanto, actuaría en contra de la “naturaleza de las 
cosas” si la declaración de imputabilidad descansa sobre argumentos no jurídicos, tales 
como psicológicos o biológicos
2862. La postura rechaza por completo el “disparate” 
introducido por la LORRPM sobre la imputabilidad del menor, si bien, respeta el punto 




La postura de la inimputabilidad del menor no es seguida actualmente por la 
mayor parte de la doctrina, como hemos expuesto en el epígrafe anterior. Añadiremos a 
la crítica de la postura de Bueno Arús, que este punto de vista pudiere pasar por alto la 
necesidad multidisciplinaria de cualquier sistema de justicia de menores
2864
. Dicho de 
otro modo, el legislador no podría reservarse todas las materias concernientes a la 
determinación exacta del alcance de capacidad penal del menor, en tanto que ésta 
debería ser determinada, en primer lugar, por los agentes sociales (psicólogos, 
trabajadores sociales) intervinientes en el proceso anterior a la determinación de la 
                                                             
2861 Vid. Bueno Arús, F.: “La ley de responsabilidad…”, ob. cit., pp. 301 y ss. 
2862 Vid. Bueno Arús, F.: “Menor edad: imputabilidad…”, ob. cit., pp. 345, 351 y  362. 
2863 Vid. Bueno Arús, F.: “Menor edad: imputabilidad…” ob. cit., pp. 364 y 365; la tesis de Bueno 
Arús se situaría, según sus propias palabras, en “una postura crítica que sostiene que la capacidad es un 
requisito jurídico, del que compete al legislador establecer la edad adecuada y el número y requisitos de 
las causas de inimputabilidad, pero, en tanto se fundamente en elementos no jurídicos, sino biológicos, 
sanitarios, antropológicos, la decisión jurídica está condicionada por elementos cuya valoración no 
depende de la decisión política del legislativo. En consecuencia, si el legislador amplía el margen de 
personas que incurrirían en responsabilidad penal, a pesar de que alguna de las concernidas no reúne 
manifiestamente los requisitos que constituyen la base ideológica de la capacidad, el legislador se mete 
donde no debe y su decisión podrá o deberá ser objeto de los recursos procesales correspondientes”. 
2864 Al respecto, recordaremos las palabras de Richard Schimd, quien calificaba como “funesto” 
que en Alemania “lo penal se entendería casi exclusivamente como tarea jurídica y que como tal fuera 
también cultivado”. Cfr. Schimd, R.: Prólogo, en Nedelmann, C. (Ed.): Kritik der Strafrechtsreform. 
Erstausg, Frankfurt am Main, 1968, p. 8; palabras recuperadas por Gimbernat Ordeig, E.: Estudios de 
Derecho Penal. 2ª Ed., Civitas, Madrid, 1981, p. 105; también publicado en Problemas actuales de 
Derecho penal y procesal, Salamanca, 1971, pp. 87-109; y también: Problemas actuales de las ciencias 
penales y de la filosofía del Derecho. En homenaje al profesor Jiménez de Asúa. Ediciones Panedille, 
Buenos Aires, 1970, pp. 495-523, quien también en la misma obra, mantenía la insostenibilidad de un 
Derecho penal basado exclusivamente en un principio de culpabilidad “oponiéndose, así, a los resultados 
de ciencias como la psicología y el psicoanálisis dedicados precisamente a estudiar las motivaciones del 
comportamiento humano, y pensar –o confiar- en que esas ramas del saber van a abstenerse de intervenir, 
tolerando que los juristas hagan profesiones de fe sobre una cuestión en que los especialistas piensan de 
manera muy distinta…” (p. 109). 





medida; en segundo lugar, dicha medida tendrá que ser determinada conforme las 
circunstancias especiales y particulares del menor; y, en último lugar (pero no en 
importancia), una vez impuesta dicha medida, por el equipo técnico del centro de 
menores o análoga figura para las medidas no privativas de libertad, que podrán dirigir 
informes favorables para la suspensión, modificación o sustitución de la medida, en 
caso de que ésta resultara inadecuada. Es decir, existen elementos ajenos al ámbito 
puramente jurídico que pueden ayudar a determinar la mejor de las consecuencias 
jurídicas ante la infracción penal que, como veremos, no siempre tienen un sustrato 
puramente retributivo. 
 
2. Primacía del interés jurídico del menor frente al interés colectivo o social de 
“defensa”. Ríos Martín argumenta, además, que el mejor modo de protección para el 
interés superior del menor no es el Derecho penal, pues “si lo primero que se hace es 
plantear el problema desde el Derecho Penal, se van cerrando posibilidades a otras 
soluciones, porque una vez definidos los medios se condicionan las estrategias desde 
una estructura violenta, excluyente y estigmatizadora”2865. Lejos de proteger al menor, 
su inclusión en el ámbito del Derecho penal produciría un efecto adverso, según el 
autor, aunque la argumentación esgrimida se reduce a la consideración de desprotección 
de los menores que no se encuentran recogidos en el ámbito de aplicación de la 
LORRPM (menores de trece años)
2866
. La coexistencia de dos modelos diferentes, uno 
de protección y asistencia al menor
2867
 (incluso si éste ha cometido una infracción 
                                                             
2865 Cfr. Ríos Martín, J.C.: “La Ley de responsabilidad…” ob. cit., p. 9 de la versión online. 
2866 Vid. Ríos Martín, J.C.: “La Ley de responsabilidad…” ob. cit., pp. 5 y 6 de la versión online.  
2867 Regulado principalmente por la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica 
del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil; sin perjuicio de 
las normas sobre protección de menores que cada CC.AA. disponga: Ley 10/1989, de 14 de diciembre, de 
Protección de Menores de la Comunidad Autónoma de Aragón; Ley 4/1994, de 10 de noviembre, de 
Protección y Atención a Menores de la Comunidad Autónoma de Extremadura; Ley 1/1995, de 27 de 
enero, de protección del menor de la Comunidad autónoma de Asturias; Ley 3/1995, de 21 de marzo, de 
la infancia de la Región de Murcia; Ley 2/1996, de 24 de junio, de creación del organismo autónomo 
Instituto Madrileño del Menor y la Familia; Real Decreto 416/1996, de 1 de marzo, Creación de 
Comisiones de Atención a la Infancia en Ceuta y Melilla; Ley 1/1997, de 7 de febrero, de atención 
integral a los menores de la Comunidad Autónoma de las Islas Canarias; Ley 1/1998, de 20 de abril, de 
los Derechos y la Atención al Menor de la Comunidad Autónoma de Andalucía; Ley 3/1999, de 31 de 
marzo, del Menor de Castilla-La Mancha;  Ley 7/1999, de 28 de abril, de Protección de la Infancia y 
Adolescencia, de la Comunidad Autónoma de Cantabria; Ley 14/2002, de 25 de julio, de Promoción, 
Atención y Protección a la Infancia en Castilla y León; Ley 3/2005, de 18 de febrero, de Atención y 
Protección a la Infancia y la Adolescencia de la Comunidad Autónoma del País Vasco; Ley Foral 
15/2005, de 5 de diciembre, de promoción, atención y protección a la infancia y a la adolescencia de 
Navarra, y también: Decreto Foral 7/2009, de 19 de enero, por el que se aprueba el reglamento de 
desarrollo parcial de la ley foral 15/2005, de 5 de diciembre, de promoción, atención y protección a la 





penal), y otro de reforma o penal, es perfectamente compatible. Lejos de ser un freno a 
la efectiva protección de los menores, la nueva regulación penal del menor ha supuesto 
una especialización de la materia; especialización que, a su vez, ha significado la 
renovación de algunas de las normas autonómicas de protección a la infancia para 
adaptarse al nuevo ordenamiento de justicia de menores
2868
.   
 
Si bien podemos admitir que el lado más represivo del derecho punitivo no es el 
mejor elemento educativo para el menor infractor, esta tesis olvidaría la parte 
preventivo-especial (por otra parte, primaria) del Derecho penal como “derecho 
protector del libre ejercicio de los derechos y libertades y, sobre todo, una garantía 
frente al poder punitivo o sancionador del Estado”2869. Al calificar al ordenamiento 
penal juvenil de la LORRPM de fraudulento en su defensa de las garantías
2870
, se estaría 
incurriendo en una concepción acotada del Derecho penal (y la pena), considerándolo 
como un mal en sí mismo
2871
 y no un mal necesario
2872
. Además de ello, este 
planteamiento conduciría a una vuelta a los valores tutelares que se demostraron 
insuficientes en la regulación de la Ley de Tribunales Tutelares de 1948, mientras que, 
por otro lado, restaría importancia a la decisión constitucional que declaró la supresión 
de esta normativa. 
                                                                                                                                                                                  
infancia y la adolescencia; Ley 1/2006, de 28 de febrero, de Protección de Menores de La Rioja; Ley 
2/2006, de 14 de junio, de derecho civil de Galicia, que dedica su Título I a la protección del menor; Ley 
de la Comunidad Autónoma de Baleares 17/2006, de 13 de noviembre, integral de la atención y de los 
derechos de la infancia y la adolescencia de las Illes Balears; Ley 12/2008, de 3 de julio de 2008, de la 
Generalitat, de Protección Integral de la Infancia y la Adolescencia de la Comunitat Valenciana; Real 
Decreto 1260/2007, de 21 de septiembre, por el que se regula la concesión de una subvención directa a 
las Ciudades de Ceuta y Melilla para la mejora de la atención a menores extranjeros no acompañados; o 
la recientemente aprobada Ley 14/2010, de 27 de mayo, de los derechos y las oportunidades en la 
infancia y la adolescencia de la Comunidad Autónoma de Cataluña; al respecto, Vid. Cezón González, 
C.: La nueva Ley... ob. cit., pp. 39 y 40.  
2868 Vid. Montero Hernanz, T.: La Justicia Juvenil… ob. cit., pp. 151 y 152. 
2869 Cfr. Dolz Lago, M.J.: La nueva responsabilidad… ob. cit., p. 35; el mismo: Comentarios… ob. 
cit., p. 35. 
2870 La crítica de Ríos Martín tacha de “garantismo de corte individualista y burgués” al argumento 
que considera la responsabilidad de los menores de naturaleza penal, con base a las garantías procesales 
que dicha naturaleza otorga. Vid. Ríos Martín, J.C.: “La Ley de responsabilidad…” ob. cit., p. 5 de la 
versión online.  
2871 Vid. Beristain, A.: Medidas penales en Derecho contemporáneo. Teoría, legislación positiva y 
realización práctica. Reus, Madrid, 1974, p. 53; quien apuntaba que la concepción “unidimensional y 
unilateral no puede mantenerse hoy. La esencia de la pena (…) es más variada, más rica y más 
positiva…”; seguidor de la postura que considera la pena como un “mal” y a la medida educativa como 
un “bien” es Mendizábal Oses, L.: Derecho de Menores… ob. cit., p. 408.   
2872 Vid. Gimbernat Ordeig, E.: Estudios… ob. cit., p. 130; García Valdés, C.: Teoría de la pena… 
ob. cit., p. 11; quién nos habla de la existencia universal de la pena y del principio de necesidad del 
sistema penal. 





Sobre la crítica acerca de la inadecuada finalidad penal de las medidas, frente a las 
bondades de un sistema de responsabilidad-educativo, también podría argumentarse que 
una sanción puramente educativa
2873
 tampoco cumpliría con los objetivos propuestos 
por un sistema de justicia de responsabilidad del menor infractor. Un sistema de justicia 
ante la infracción penal así entendido podría derivar en un “medio coactivo de 
tecnología social”2874 o, como ha expresado García Pérez, siguiendo este planteamiento, 
“la educación en el contexto del sistema de justicia de menores no es simplemente una 
categoría pedagógica del control del comportamiento, sino que representa la función de 
la pena”2875. En efecto, la pena conlleva inexorablemente un fin preventivo-general, 
pero también reeducativo. En el contexto de un sistema de consecuencias jurídicas ante 
el delito no se pueden disociar estos conceptos, puesto que cada uno de ellos puede 
aplicarse, en su correcta medida, a destinatarios muy diferentes de la norma
2876
. 
Cuestión distinta es que las condiciones actuales del sistema de justicia de menores sean 
capaces, a través del tratamiento educativo en los centros de menores, de cumplir este 
fin de la pena. 
 
                                                             
2873 Al respecto, Viana Ballester, expone su postura sobre la finalidad educativa de las medidas a 
imponer: “aprendizaje de los valores superiores del ordenamiento jurídico, constitucionalmente 
establecidos, que han merecido tutela penal. Igualmente la función educativa sólo debe ir encaminada a 
enseñar que la libertad individual en un Estado social y democrático de derecho, como lo es el Español, 
tiene su límite en la libertad y los derechos de los demás, y es cuando ese límite se traspasa cuando la 
tutela penal entra en juego”. De la segunda parte de esta interpretación de la finalidad educativa de las 
medidas podemos extraer la función responsabilizadora y reintegradora de las mismas. Vid. Viana 
Ballester, C.: “La responsabilidad penal del menor...” ob. cit., p. 175. 
2874 Vid. Albrecht, P.A.: Derecho penal de menores. PPU, Traducción de Bustos Ramírez, J., 
Barcelona, 1990, p. 95 y 96; quien expone que “la educación en el sentido de la Ley de Tribunales de 
Menores o es una categoría pedagógica de construcción general del comportamiento, sino más bien se 
aplica como sinónimo de intimidación, expiación, sometimiento, conformidad con el comportamiento 
legal”.  
2875 Cfr. García Pérez, O.: “Los actuales principios rectores…” ob. cit., p. 63. 
2876 Piénsese, por ejemplo, en un menor que haya cometido un acto ilícito punido con la medida de 
internamiento y rechace el tratamiento educativo. La única función que cumplirá el internamiento será la 
de custodia. También pudiera ocurrir que un menor infractor no necesitase de la función educativa de la 
norma, al ser el delito cometido un acto puntual en un individuo educado (social y pedagógicamente 
hablando) cuya motivación ha sido meramente circunstancial. En este caso, el ordenamiento penal del 
menor dará una respuesta de menor intensidad y siempre orientada a la no reincidencia del menor, pero 
indudablemente tendrá una carga negativa de reproche ante las acciones perpetradas por él. También, 
como advierte Albrecht, introducir a un menor delincuente en un sistema puramente asistencial, sin 
previamente haberlo asentado para la recepción de un tratamiento educativo responsabilizador, “es como 
coser una herida, sin antes haberla limpiado”. Vid. Albrecht, P.A.: Derecho penal… ob. cit., p. 97. 







 de las instituciones penales. Ciertamente, uno de 
los puntos fuertes de la argumentación en contra de la naturaleza penal de la 
responsabilidad penal del menor y sus medidas es el efecto incriminador que supone
2878
. 
Sin embargo, nuevamente el argumento estaría acotando las funciones del Derecho 
penal a una actuación preventivo-general, o una finalidad de defensa social ante los 
actos del menor infractor, sin la oportuna observancia a los medios jurídico-penales de 
prevención y su preeminencia en el ordenamiento penal según nuestra Constitución. 
Como ocurría en el punto anterior acerca del argumento de la desprotección de los 
menores no acogidos al régimen de la LORRPM, esta tesis no tiene en cuenta la 
coexistencia de dos modelos diferentes, uno de protección, orientado a los menores en 
situación de riesgo social (pre-delito), y uno penal para aquellos menores con catorce 
años o más que hayan cometido un delito tipificado en el CP. 
 
4. Incumplimiento de los fines del Derecho Penal. Al ser la pena una medida de 
ultima ratio y el Derecho penal una disciplina en la que debería aplicarse el principio de 
intervención mínima, esta doctrina entiende que la actuación penal debe quedar al 
margen del sistema de justicia de menores. Acorde con esta línea de pensamiento, 
Torres Fernández mantiene que “un mínimo sentido común en la política criminal 
desaconseja el tratamiento de los menores con el sistema de consecuencias jurídicas 
previsto en el Código penal, centrado sobre el eje de las penas privativas de libertad, y 
que cumplidas en los centros de adultos, introducen de lleno al joven en la escuela del 
delito. Por otra parte, dada la crisis que aqueja a la prisión y que ha motivado la 
búsqueda de alternativas a su utilización generalizada, se nos muestra como una 
injusticia aún más cruel, la transposición de esa clase de penas al Derecho penal juvenil, 
                                                             
2877 Vid. García-Pablos de Molina, A.: “Presupuestos…” ob. cit., p. 269; García Pérez, O.: “Los 
actuales principios rectores…” ob. cit., pp. 40 y 45. 
2878 Además, como ya vimos en el capítulo dedicado a la normativa internacional y comunitaria 
sobre menores en conflicto con la ley, las nuevas orientaciones en los modelos de justicia de 
responsabilidad, como la Child-Friendly Justice abogan también por una reducción del intervencionismo 
penal para reducir, al máximo posible, e incluso anular cualquier estigma derivado de la imposición de 
medidas de corte penal. Al respecto, Vid., a modo de ejemplo, lo dispuesto en las normas sobre 
prevención de la delincuencia juvenil a nivel internacional, como la Resolución 45/112, 14 de diciembre 
de 1990, Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil (Directrices 
de Riad); y a nivel europeo en la Recomendación (2000) 20 del Consejo de Europa, sobre el papel de una 
temprana intervención psicosocial en la prevención de la criminalidad. 





colocando al joven infractor en el inicio de una larga carrera criminal”2879. Siguiendo 
este razonamiento, deben buscarse otras medidas de naturaleza no penal, sean estas de 
carácter correctivo, pedagógico o educativo. En definitiva, las medidas de la LORRPM 
no serían consideradas penas, siendo la única discusión posible si se trata de medidas de 







La teoría incriminatoria del menor cae, a nuestro juicio, en un planteamiento 
paradójico
2881
. Se busca la protección del menor lejos del ámbito penal y se culpa 
precisamente al Derecho penal de “criminalizar” al menor infractor, por otra parte, 
también se argumenta la ineficacia del sistema penal para prevenir la delincuencia 
juvenil. Lo paradójico es que, a pesar de lo expuesto, se buscan razones de índole 
social
2882
 para establecer una teoría de la criminalidad infantil y juvenil basada en la 
marginación e inadaptación del menor. De este modo, se deja en manos de un Derecho 
social a un menor infractor que ha sido inducido a la comisión del crimen precisamente 
por su situación de riesgo que el entorno social ha contribuido a crear. Además de ello, 
es un hecho que los sistemas de responsabilidad penal y el modelo de justicia han 
acabado con los denominados “delitos de estatus” o delitos de autor, por los que un 
menor podía ser incriminado por la comisión de un acto que no representaba pena 
alguna para un adulto. Por estas razones, parece conveniente que los riesgos para las 
garantías del menor infractor deban ser ponderados desde la seguridad
2883
 que ofrece el 
Derecho penal. “La consecuencia del reconocimiento de la naturaleza penal del sistema 
de justicia juvenil es que en él rigen todos los principios y garantías del Derecho 
                                                             
2879 Cfr. Torres Fernández, Mª.E.: “La desjudicialización como respuesta a la delincuencia de 
menores de edad”, en Cuadernos de Política Criminal, Número 79, septiembre, Madrid, 2002, pp. 79-
108. 
2880 Vid. Bueno Arús, F.: “Menor edad: imputabilidad…” ob. cit., p. 352. 
2881 Otros autores, como De Urbano Castrillo, E., y De la Rosa Cortina, J.M.: Comentarios… ob. 
cit., p. 35; niegan la defensa de una exclusiva interpretación protectora-educativa. 
2882 Vid. Ríos Martín, R.: El menor infractor… ob. cit., pp. 25 y ss.; donde el autor afirma que 
existen “personas que se encuentran en condiciones marginales como consecuencia de un proceso de 
exclusión social”, dicha “exclusión social tiene con frecuencia consecuencias penales, ya que la 
marginación suele estar en estrecha relación con la delincuencia”.  
2883 Como expone Morenilla Allard, P.: “Artículo 1…” ob. cit., p. 52;  el sistema penal juvenil se 
erige como “garantía de una ordenada convivencia en sociedad”, y “el Código Penal como Código común 
de conducta que define, bajo el principio de legalidad, los hechos socialmente reprobados susceptibles de 
ser sancionados en caso de infracción”. 





penal”2884. Las finalidades de un sistema puramente educativo o protector son diferentes 
a las atribuidas para un sistema de consecuencias jurídicas para la lucha contra el delito. 
La confusión entre ambos sistemas, a lo largo de la historia, ha contribuido a restar 
eficacia y garantías a los fines que se postulan en un ordenamiento jurídico de reforma 
del menor delincuente. 
 
Se niega en rotundo la eficacia preventivo-especial del de la pena
2885
, sin atender a 
una posible especialización educativa en el caso de los menores, que huya de los 
resultados negativos de la intimidación
2886
, y los sustituya por la búsqueda de la 
responsabilización del menor
2887
 y su rehabilitación social.  
 
No cabe duda de que el entorno social es determinante para la resocialización del 
menor infractor. Asimismo, las nuevas tendencias de justicia restaurativa (mediación) 
pueden ser muy eficaces en determinados casos. Aceptamos que la respuesta penal es 
siempre la última salida al problema de la delincuencia juvenil. Sin embargo, en 
determinados casos la actuación penal puede ser necesaria en pro de la rehabilitación 
social del menor
2888
. Ello no significa, no obstante, que el actual sistema de medidas y, 
sobre todo, su ejecución penal carezca de fisuras y consiga, de manera eficaz este 
objetivo. En este punto, como explicaremos más adelante, entraría en juego el Derecho 
penitenciario en su finalidad resocializadora del delincuente
2889
.  
                                                             
2884 García Pérez también nos advierte de los riesgos de la despenalización y desjudicialización de 
los sistemas de justicia juvenil. “La renuncia -escribe el autor- a una intervención formal acompañada de 
medidas alternativas entraña el riesgo de someter al control social a menores acosados de hechos que, de 
no existir tales mecanismos, nunca hubieran sido condenados en un proceso forma”. Cfr. García Pérez, 
O.: “Los actuales principios rectores…” ob. cit., pp. 50 y 51. 
2885 Sobre la prevención como función principal y “racional” de la pena, Vid. Mapelli Caffarena, 
B., y Terradillos Basoco, J.: Las consecuencias jurídicas… ob. cit., pp. 43 y 44. 
2886 Vid. Albretch, P.A.: Derecho penal… ob. cit., p. 70. 
2887 Vid. Nieto García, L.C.: “La ley de responsabilidad…” ob. cit., p. 19. 
2888 Siguiendo nuevamente a Gimbernat, “la pena cumple otra función a la que tiene cuando se la 
basa en la autodeterminación del agente: la pena ya no esta ahí para retribuir una culpabilidad inexistente 
o, por lo menor, indemostrable en el caso concreto. De la misma manera que el padre castiga al niño 
pequeño –evidentemente inculpable- cuando se comporta mal (…) la Sociedad, (…) tiene que acudir a la 
pena: para reforzar aquellas prohibiciones cuya observancia es absolutamente necesaria, para evitar, en la 
mayor medida posible, la ejecución de acciones que atacan las bases de la convivencia social…”. Vid. 
Gimbernat Ordeig, E.: Estudios... ob. cit., pp. 114 y 115. Creemos que al exponer su interpretación de la 
teoría de la necesidad de la pena, Ríos Martín tergiversa sensiblemente su significado, cuando afirma que 
“siguiendo a Gimbernat, los menores no pueden recibir un tratamiento penal puesto que ello va contra los 
principios de prevención general y especial”. Cfr. Ríos Martín, J.C.: El menor infractor… ob. cit., p. 130. 
2889 Como ha expuesto García Valdés, la LOGP plasma el protagonismo, otorgado 
constitucionalmente, de la prevención especial de la pena sobre la retribución en su art. 1, y también en su 
art. 59.1. dedicado al tratamiento penitenciario. El tratamiento penitenciario del menor, como 





Como en el punto precedente ya hemos hablado de la concepción de las medidas 
de la LORRPM como medidas de nueva creación, diferentes a las penas o las medidas 
de seguridad y, en el punto siguiente abordaremos el punto de vista contrario, esto es, 





En su Libro I, Título IV, Capítulo I del CP de 1995, se regulan las medidas de 
seguridad aplicables a aquellas personas que, en virtud de lo expuesto en el artículo 20 
de ese mismo Código, “estén exentos de responsabilidad penal”2891. Tan sólo la 
interpretación literal de este concepto eliminaría la posibilidad de establecer que las 
medidas previstas para los menores infractores supongan medidas de seguridad, puesto 
que la propia Ley se denomina de responsabilidad penal de los menores
2892
, y reconoce 
tener una naturaleza sancionadora y formalmente penal
2893
. Si además interpretamos 
esto a la luz de la Exposición de Motivos de la última reforma de la LORRPM, la LO 
8/2006
2894
, entenderemos que, al establecerse una protección especial para las víctimas 
y un mayor carácter retributivo, esta responsabilidad equivaldría en este caso a 
                                                                                                                                                                                  
expondremos, tendrá una importancia vital para la consecución de este fin preventivo-especial. Vid. 
García Valdés, C.: Teoría de la Pena… ob. cit., pp. 14 y 15.  
2890 Vid. Polaino Navarrete, M.: “La minoría de edad penal...” ob. cit., pp. 147, 148 y 153; el autor 
entiende que las medidas de la LORRPM son “medidas de seguridad penales, de índole substancialmente 
educativa”. Algunos autores como Maza Martín, consideran que el concepto de medida de seguridad tiene 
“perfecto encaje” en la LORRPM, “en tanto que no podemos olvidar ni que el menor tiene una 
consideración de inimputable o, en razón de la edad, en ocasiones semi-imputable, ni que el tratamiento 
más adecuado para abordar la respuesta a sus conductas delictivas pueda considerarse cierta clase 
específica de “terapia”, en cualquier caso alejada de la mera referencia a la sanción”. Cfr. Maza Martín, 
J.M.: “La necesaria reforma del Código penal en materia de medidas de seguridad”, en Echevarri García, 
Mª.A.: Las penas y medidas de seguridad. Cuadernos de Derecho Judicial XIV, CGPJ, Madrid, 2006, pp. 
21 y 22; la doctrina favorable a la concepción de las sanciones de la LORRPM como “medidas” y no 
penas, está representada, entre otros, por: Dolz Lago, J.M.: La nueva responsabilidad… ob. cit., p. 92; 
que, a pesar de reconocer la naturaleza punitiva de las medidas, afirma “la inexistencia de penas”, pues la 
consecuencia jurídica “la constituyen las medidas educativas previstas en el art. 7”; el mismo: 
Comentarios…ob. cit., p. 109; Cadena Serrano, F.A.: “Las medidas de la Ley reguladora de la 
responsabilidad penal del menor”, en Boldova Pasamar, M.A.: El nuevo Derecho penal… ob. cit., p. 94: 
el mismo; “Medidas previstas…” ob. cit., p. 67; Feijoo Sánchez, B.: “Sobre el contenido y la evolución 
del Derecho penal español tras la LORRPM y la LO 7/2000”, disponible online en: 
www.mundojuridico.adv.br (25/08/2010); el mismo, en Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo 
Sánchez, B., y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… pp. 114 y ss.  
2891 Cfr. Ley Orgánica 19/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. Artículos 101, 102 y 103. 
2892 Lo que identifica Bueno Arús como positivismo jurídico. Vid. Bueno Arús, F.: “Menor edad: 
imputabilidad…” ob. cit., p. 350. 
2893 Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p.  161. 
2894 Vid. Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre, por la que se modifica la Ley Orgánica 5/2000, 
de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores. En cuya Exposición de Motivos 
se indica que: “el Gobierno impulsará las medidas orientadas a sancionar con más firmeza y eficacia los 
hechos delictivos cometidos por personas que, aun siendo menores, revistan especial gravedad”. 







. Se consolida, por tanto, el paso de un sistema de protección a uno de 
plena responsabilidad del menor. 
 
La LORRPM, define las medidas que en ella se emplazan, con una naturaleza 
sancionadora. No obstante, si nuevamente dirigimos la atención a la semántica de la 
redacción, llegaremos inevitablemente a la conclusión de que una resolución 
sancionadora, por más que se la sitúe dentro del marco de la rehabilitación del menor y 
se aluda a su interés superior, mantiene su naturaleza retributiva
2896
, por cuanto una 
sanción filológicamente hablando no es más que una “pena que una ley o un reglamento 
establece para sus infractores”2897. Si se enmarca esta expresión en un contexto de 
respuesta ante el delito, esto es, un ámbito jurídico-penal, y no civil o administrativo, 
dándole, además, cierto protagonismo a la prevención general de dicha sanción (como 
lo hace la LO 8/2006, que modifica algunos preceptos que afectan a la duración e 
intensidad de las medidas de internamiento de la LORRPM), únicamente puede llegarse 
a la conclusión de una transformación hacia el derecho más punitivo
2898
. Además de 
este hecho, como ha apuntado acertadamente Cruz Blanca, si observamos la redacción 
de la Exposición motivadora de la LORRPM
2899, el legislador utiliza “el término 
                                                             
2895 Vid. Cuello Contreras, J.: El nuevo Derecho Penal de menores… ob. cit., p.  49, donde el autor 
señala que “la no concurrencia de causa de exención de la responsabilidad penal previstas en el CP, 
obliga a añadir un nuevo requisito básico a la exigencia de la responsabilidad penal del menor en el 
ámbito de la LORRPM: el de la culpabilidad”; en este mismo sentido, Cezón González, C.: La nueva 
Ley… ob. cit., p. 11; el autor expone una diferenciación entre el Derecho Penal juvenil y el Derecho de 
Reforma de Menores, indicando que “la acción pública exige de imputabilidad, conciencia de 
antijuridicidad y de exigibilidad de conducta conforme a la norma, de que el menor o joven hubiese 
podido actuar con arreglo a derecho y era consciente de que tenía que haber actuado de otro modo, de 
forma que quepa reprocharle el hecho socialmente desvalorado. Lo que no excluye la adopción de 
medidas de seguridad terapéuticas en los casos de inimputabilidad, en términos paralelos al del Derecho 
penal de adultos”; Higuera Guimerá, J.F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., pp.  278 y ss.; Vázquez 
González, C.: Delincuencia Juvenil… ob. cit., p.  234; Pérez Machío, A.I.: El Tratamiento jurídico-penal 
de los menores infractores… ob. cit., p.  41; Boldova Pasamar, M.A.: “El sistema de aplicación de las 
sanciones en el Derecho Penal de los…” ob. cit., p.  94; Ruiz-Gallardón, I.: “Principios Generales previos 
al Derecho penal de menores”, en Ruiz-Gallardón, I. y García de Pablos, A. (eds.): Los menores ante el 
Derecho… ob. cit., p.  39. 
2896 Disociar el elemento retributivo de una medida que se impone como consecuencia de una 
infracción penal genera dificultades incluso en los defensores de una postura no penal de la naturaleza de 
las medidas imponibles a menores infractores. “En primer lugar, porque ningún proceso pedagógico o 
socializador está en condiciones de prescindir del estimulo aversivo: del castigo. Sin un elemental 
componente represivo no cabe imaginar el funcionamiento realista y eficaz de aquéllos”. Cfr. García-
Pablos de Molina, A.: “Presupuestos…” ob. cit., p. 272 y 273; las palabras del Catedrático nos recuerdan 
inevitablemente a la teoría de la necesidad de la pena de Gimbernat, no obstante, mantiene en su 
definición de medida la denominación “castigo”, puesto que las penas “solo se aplican a los adultos”.  
2897 Cfr. Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, 22ª Edición, Voz: Sanción, 1. f. 
2898 En contra, Bueno Arús, F.: “La ley de responsabilidad penal…” ob. cit., p. 297. 
2899 Así ocurre en los puntos I. 4, y II. 9, de la Exposición de Motivos de la LORRPM.   





“sanciones” para hacer referencia a las consecuencias jurídicas denominadas -actual y 
tradicionalmente- en el ámbito de los menores infractores como “medidas” 
probablemente con la finalidad de anticipar la verdadera naturaleza jurídica de aquéllas 
que no se limitan a ser medida exclusivamente educativas sino también 
sancionadoras”2900. 
 
Una de las similitudes entre la medida de seguridad y las medidas establecidas en 
la LORRPM, es que a priori, ambas no permiten realizar el reproche de 
culpabilidad
2901
. No obstante, como ya hemos advertido, la imputabilidad, aunque de 
una forma atenuada, del menor de dieciocho años es uno de los presupuestos 
introducidos por la redacción del art. 19 del CP, si bien, el menor será imputable con 
base a una ley penal especial. La culpabilidad del menor, como individuo capaz de 
cometer actos antijurídicos y dolosos, también se derivaría de la entrada en vigor de 
dicho artículo, puesto que la menor edad (desde los catorce años en adelante) no exime 
de la responsabilidad penal
2902
. Si bien esto es cierto, cabe una flexibilización de los 
términos o, de manera mejor planteada, una especialización de los mismos. Puesto que 
la Ley penal que se prevé para el menor es especial
2903
, podemos basarnos en la 
consideración de una imputabilidad y culpabilidad más atenuadas, como se expone 
supra, para imponer las consecuencias jurídicas del delito (la pena) en una vertiente 
menos retributiva. 
 
En especial atención al objeto de este trabajo, la privación de libertad en centros 
de internamiento de menores, podemos observar que, dentro de las medidas de 
                                                             
2900 Cfr. Cruz Blanca, Mª.J.: “Sobre las medidas…” ob. cit., pp. 156 y 161. 
2901 Para Vargas Cabrera, la alusiones de la LORRPM del “reproche” al menor no deben ser 
interpretadas como culpabilidad, sino que se encuentran “conectadas al fundamento esencialmente 
educativo de las penas”. Vargas Cabrera, B.: “Comentario al artículo 7”, en Conde-Pumpido Ferreiro, C. 
(Dir.): La responsabilidad penal de los menores. Doctrina con jurisprudencia y normativa 
complementaria. Madrid, 2001, p. 133 a 135. También, al respecto, Vid. Cervelló Donderis, V.,y Colás 
Turégano, A.: La responsabilidad penal… ob. cit., p. 112. 
2902 Como si que ocurría en la anterior regulación del Código Penal de 1973, que incluía a los 
menores de dieciséis años entre los eximidos de responsabilidad penal, y por lo tanto, dolo y culpa. 
Tampoco incluye en el CP de 1995 la minoría de edad como eximente del art. 20. Luego a sensu 
contrario, si el menor no se encuentra eximido de responsabilidad penal, y responderá por los delitos (con 
una regulación penal especial) se le considera un imputable capaz de cometer actos dolosos y culposos a 
partir de una determinada edad. En la actual regulación, la minoría de edad penal se encuentra en los 
dieciocho, no obstante, la edad de responsabilidad penal (recuérdese la importante diferencia entre ambas 
definida con claridad por Herrero Herrero en su obra citada en el capítulo anterior) se encuentra en los 
catorce años. 
2903 En contra, Vid. Bueno Arús, F.: “La Ley de responsabilidad…” ob. cit., pp. 308-310. 





seguridad en nuestro CP, se encuentra la medida de seguridad de internamiento en 
centro educativo especial
2904
, que podría coincidir con las medidas de internamiento 
incluidas en la LORRPM. Para comprender las similitudes y diferencias entre ambas, 
deberemos acudir nuevamente al tipo de sujetos susceptibles de serle aplicada. Así 
advertimos que el articulado del CP dirige al lector hacía el artículo 20.1, relativo a las 
eximentes de la responsabilidad criminal, que dispone: “El que al tiempo de cometer la 
infracción penal, a causa de cualquier anomalía o alteración psíquica, no pueda 
comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa comprensión”. Al 
corresponderse nuestro sistema de justicia de menores con un sistema de 
responsabilidad penal, forzosamente la medida de seguridad de internamiento en centro 
educativo-especial debe ser distinta a la medida de internamiento en centros de régimen 





, lo que podría dar a entender, a sensu contrario, que ya 
que existe una respuesta en la norma ante estos, las medidas ordinarias no podrían ser 
consideradas medidas de seguridad. Si bien esto es cierto, advierte Feijoo Sánchez, que 
la LORRPM “trata ambos supuestos de forma idéntica con criterios comunes para la 
determinación de la sanción, lo que demuestra que son sanciones de naturaleza idéntica 
con fines comunes”2907. Incluso teniendo presente esta adecuada puntualización, al 
entender que existe cierta culpabilidad en el menor, también interpretaremos que existe 
una diferencia en la ejecución penal entre ambas medidas, lo que las diferenciaría a 
efectos de aplicación.  
 
En la anterior regulación de menores infractores, de la LO 4/1992 y el Código 
Penal de 1973, no existía duda alguna sobre una mayor semejanza entre la medida de 
                                                             
2904 Vid. Artículo 96.2 número 3º, del CP 1995. 
2905 Lo que lleva, en opinión de González Cussac y Cuerda Arnau, a que nada se oponga a trasladar 
el sistema vicarial (penas/medidas de seguridad) a los menores infractores, requiriéndolo la norma “de 
manera indubitada”. Vid. González Cussac, J.L., y Cuerda Arnau, Mª.L.: “Derecho penal…” ob. cit., p. 
87.  
2906 Sobre el especial tratamiento de los menores y jóvenes inimputables, Vid. Cuello Contreras, J.: 
“Reflexiones sobre la capacidad de culpabilidad del menor y su tratamiento educativo. Con una 
aportación al tratamiento de delincuentes jóvenes con trastorno  narcisista de la personalidad. Revista 
Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, núm.12-01, 2010, pp. 01:1-01:19. Disponible en Internet, 
en: http://criminet.ugr.es/recpc/12/recpc12-01.pdf (08/08/2010). 
2907 Cfr. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B., y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios... 
ob. cit., p. 119.  





internamiento y la medida de seguridad
2908
, por cuanto se consideraba a los menores de 
dieciséis años como inimputables
2909
.Como adelantábamos unos párrafos más arriba, el 
mero hecho de que una medida de seguridad no pueda imponerse a un imputable
2910
, 
descarta su aproximación completa a la naturaleza jurídica de las medidas. 
 
Sin embargo, existen otras razones por las cuales la medida de internamiento de la 
LORRPM (e incluso la prevista en la ley antecesora LO 4/1992
2911
) no podían 
considerarse análogas. Así, mientras que las medidas de seguridad se definen como 
consecuencias jurídicas de la peligrosidad del individuo, sea ésta pre-delictual o post-
delictual
2912
, el problema, como lúcidamente apunta Mapelli Caffarena, surge cuando 
“el ordenamiento jurídico en su conjunto no contempla medidas para quienes muestran 
peligrosidad criminal sin haber llegado a cometer delitos”2913, por lo que actualmente 
nos encontramos con que las medidas de seguridad únicamente se configuran como 




No fue siempre esto así, puesto que con anterioridad a la entrada en vigor de la 
regulación de las medidas de seguridad propias de nuestro actual CP de 1995, su 
antecedente no sólo era válido para los inimputables. Pruebas de ello eran las normas 
que se dirigían a aquellas personas que, sin haber cometido ningún hecho delictivo, eran 
consideradas peligrosas para el resto de la sociedad. Triste ejemplo de ello lo constituía 
la funesta Ley de Vagos y Maleantes
2915
.  
                                                             
2908 Han sostenido esta semejanza e incluso coincidencia entre las medidas de internamiento de la 
anterior LO 4/1992 varios autores, entre otros: Mir Puig, S.: Derecho penal. Parte General. 7ª Ed., 
Reppertor, Barcelona, 2004, p. 584; Cerezo Mir, J.: Curso de Derecho Penal español. Parte General, III. 
Tecnos, Madrid, 2001, p. 91; Higuerá Guimerá, J.F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 169; Boldova 
Pasamar, M.A.: “El sistema de aplicación de las sanciones…” ob. cit., p. 94. 
2909 Vid. De la Rosa Cortina, J. M.: “Novedades…” ob. cit.,  p.  50. 
2910 Vid. Cervelló Donderis, V., y Colás Turégano, A.: La responsabilidad penal… ob. y loc. cit. 
2911 Siguiendo a Boldova Pasamar opinamos que existen dificultades para identificar las medidas 
de la anterior LO 4/1992 como autenticas medidas de seguridad. Acerca de los argumentos, Vid. Boldova 
Pasamar, M.A.: “El sistema de aplicación de las sanciones…” ob. cit., pp. 98 y 99.  
2912 Vid. García Valdés, C.: Teoría de la Pena… ob. cit., p.  11. 
2913 Cfr. Mapelli Caffarena, B.: Las consecuencias… ob. cit., p.  306, y también, p. 311. 
2914 Vid. Landrove Díaz, G.: Las consecuencias jurídicas… ob. cit., pp.  17 y 115; Mapelli 
Caffarena, B.: Las consecuencias... ob. cit., p.  305; De Lamo Rubio, J.: Penas y medidas de seguridad en 
el Nuevo Código Penal. Bosch, Barcelona, 1997, p.  529; Ríos Martín J.C. y Segovia Bernabé, J.L.: Las 
Penas y su aplicación. Contenido legal, doctrinal y jurisprudencial. 2ª Ed., Colex, Madrid, p.  137; Ayo 
Fernández, M.: Las penas, medidas de seguridad y consecuencias accesorias. Manual de determinación de 
las penas y de las demás consecuencias jurídico –penales del delito. Aranzadi, Pamplona, 1997, p.  229 
2915 Vid. Mapelli Caffarena, B., y Terradillos Basoco, J.: Las consecuencias jurídicas… ob. cit., p. 
188; Maza Martín, J.M.: “La necesaria reforma del Código Penal en materia de Medidas de Seguridad”, 





En cualquier caso, podríamos señalar las medidas cautelares privativas de libertad, 
como una manifestación de las medidas de seguridad pre-delictuales. No obstante, 
aunque pueden cumplir los requisitos de peligrosidad del sujeto y el indicio exigido de 
comisión del delito
2916
, nos enfrentaríamos a la consideración de que los sujetos 
sometidos a estas medidas cautelares no tienen por qué pertenecer al grupo de 
aplicación del artículo 20.1; y, de facto, no pertenecen al mismo, puesto que la medida 
cautelar tiene por objeto la custodia del imputado hasta la promulgación de la sentencia 
firme.  
 
Siguiendo el anterior hilo de pensamiento, las medidas de la LORRPM en general, 
y las de internamiento en régimen cerrado, semiabierto y abierto, en particular, son 
eminentemente post-delictivas, por cuanto necesitan de la exigencia de la comisión de 
una infracción tipificada como delito en el CP
2917
. En el caso de los menores, con mayor 





a) Refuerza el pronóstico de peligrosidad. 
b) Fortalece la vigencia del principio de legalidad. 
c) Reduce a límites tolerables la función preventiva de nuestro Derecho Penal. 
 
El fin preventivo-especial es, en efecto, un elemento básico
2919
 de las medidas de 
seguridad. No obstante, una amplia parte de la doctrina, a la que nos sumamos, admite 
                                                                                                                                                                                  
en Echevarri García, M.A.: Las penas y medidas de seguridad, en Cuadernos de Derecho Judicial XIV, 
Centro de Documentación Judicial, CGPJ, Madrid, 2006, p.   21. 
2916 Vid. Artículo 28.1. de la LORRPM. 
2917 Vid. Landrove Díaz, G.: Las consecuencias jurídicas… ob. cit., p.  118; y también, Mapelli 
Caffarena, B.: Las consecuencias… ob. cit., pp. 321 y 322. 
2918 Vid. Landrove Díaz, G.: Las consecuencias jurídicas… ob. cit., p.  118. 
2919 Vid. Jorge Barreiro, A.: Las medidas de seguridad en el derecho español un estudio de la Ley 
de Peligrosidad y Rehabilitación Social de 1970, y de la doctrina de la sala de apelación de peligrosidad. 
Civitas, Madrid, 1976, p. 87; Terradillos Basoco, J.: Peligrosidad social y Estado de Derecho. Akal, 
Madrid, 1981, p. 24; Sanz Morán, A.J.: Las Medidas de Corrección y de Seguridad en el Derecho Penal. 
Lex Nova, Valladolid, 2003, pp. 74 y 77; Cerezo Mir, J.: Curso de Derecho penal español. Parte General, 
I, Introducción. 6ª Ed. Tecnos, Madrid, 2004, p. 38; Gracia Martín, L.: “Las medidas de seguridad y 
reinserción social”, en Gracia Martín, L. (Coord.), Boldova Pasamar, A., y Alastuey Dobón, C.: Tratado 
de las consecuencias jurídicas del delito. Tirant lo Blanch, Valencia, 2006, p. 436; Muñoz Conde, F., y 
García Arán, M.: Derecho Penal. Parte General. 7ª Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2006, p. 52; Silva 
Sánchez, J.Mª.: “La regulación de las medidas de seguridad (artículo 6)”, en El Nuevo Código Penal…  
ob. cit., p. 151; Urrela Mora, A.: Las medidas de seguridad y reinserción social en la actualidad. Especial 
consideración de las consecuencias jurídico-penales aplicables a sujetos afectos de anomalía o alteración 
psíquica. Comares, Granada, 2009, p. 2 





que la medida de seguridad contiene una función de defensa social, de carácter aflictivo, 
por lo que participa de la prevención general
2920
. Inclusive, existen planteamientos 
unificadores (monistas) entre las penas y las medidas de seguridad en nuestra doctrina 
penal
2921
. De este modo, la finalidad de ambas figuras tendría vertientes comunes, sin 
perjuicio de una mayor acentuación en la prevención-especial por parte de las medidas 
de seguridad. Al no ser la finalidad un elemento distintivo absoluto
2922
, deberemos 
acudir al segundo elemento básico para la imposición de las medidas de seguridad: la 
peligrosidad del sujeto
2923
 o a la culpabilidad. En cuanto a la peligrosidad, sin embargo, 
nos posicionamos cercanos a la postura de Cuello Contreras, quien argumenta, 
razonadamente, que la pena también responde a dicho criterio (por eso se impone para 
prevenir el delito)
2924
. Por último, debemos tener en cuenta la doctrina del sistema de la 
vía única
2925
, de procedencia alemana, que según Jescheck, “ha modificado las medidas 
                                                             
2920 Partidarios de esta postura, son Roxin, C.: Derecho Penal. Parte General. Tomo I. 
Fundamentos. La estructura de la Teoría del delito. Traducido por Luzón Peña, D.M., Díaz y García 
Conlledo, M, y De Vicente Remesal, J., Civitas, Madrid, 1997, p. 104; consúltese la nueva edición del 
Strafrecht. Allgemeiner Teil. Band I. Grundlagen der Aufbau der Verbrechenslenre, 4. Auflage. CH 
Beck’sche Verlagsbuchhandlung, München, 2006, p. 97; Roxin mantiene que “el internamiento 
preventivo o de seguridad manifiesta exclusivamente el componente asegurativo de la prevención 
especial, mientras que en el caso de los hospitales psiquiátricos se colocan ciertamente al mismo nivel los 
fines de aseguramiento y de resocialización. Aparte de ello, la mayoría de las medidas de seguridadsurten 
también un efecto preventivo-general…”; Mapelli Caffarena, B.: Las consecuencias… ob. cit., pp. 307; 
donde argumenta que “la clasificación de las medidas en penas privativas de libertad y no privativas de 
libertad (arts. 96 y 105 CP) denota que el legislador está pensando más en su fuerza represiva que en la 
preventiva”. 
2921 Vid. Antón Oneca, J.: La prevención general y la prevención especial en la teoría de la pena. 
Discurso leído en la apertura del curso académico de 1944 a 1945. Universidad de Salamanca. Cervantes, 
Salamanca, 1944, p. 105 y ss.; Serrano Gómez, A.: Prevención del delito y tratamiento del delincuente (V 
Congreso de Naciones Unidas). Artes Gráficas, Madrid, 1976, p. 41; Rodríguez Devesa, J.Mª.: “Alegato 
contra las medidas de seguridad en sentido estricto”, en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, 
Año XXX, Tomo XXXI, Fascículo I, enero-abril, Madrid, 1978, pp. 5 y ss.; Luzón Peña, D.M.: 
“Prevención General y psicoanálisis”, en Cuadernos de Política Criminal, Número 16, Madrid, 1982, pp. 
93 y ss.; Rodríguez Devesa, J.Mª., y Serrano Gómez, A.: Derecho Penal Español. Parte General. 17ª Ed., 
Dykinson, 1994, p. 996; quien expone de manera contundente que, “si difícil es distinguir penas y 
medidas de seguridad por su contenido, mucho más lo es por su finalidad. Pues las medidas de seguridad, 
por más que se afirmen sus fines individualizadores, tienen una eficacia intimidativa, y con ella un efecto 
de prevención general, muy superior en muchos casos a la pena (…). La opinión general de que las 
medidas se diferencian de las penas por la distinta finalidad que persiguen es con seguridad inexacta para 
las que se refieren a personas imputables”  
2922 Vid. Roxin, C.: Derecho penal… ob. cit., pp. 104 y 105; en contra, Silva Sánchez, J.M.: “La 
regulación de las medidas de seguridad (artículo 6)”, en El nuevo Código penal… ob. cit., p. 28. 
2923 Vid. Sanz Morán, J.A.: Las medidas de corrección… ob. cit., p. 73. 
2924 Vid. Cuello Contreras, J.: El Derecho Penal Español. Parte General. Nociones Introductorias. 
Teoría del Delito. 3ª Ed., Dykinson, Madrid, 2002, p. 124. 
2925 Según exponen Cobo del Rosal, M., y Vives Antón, T.S.: Derecho Penal. Parte General. Tirant 
lo Blanch, Valencia, 1999, p. 990; el sistema de vía única es el sistema adoptado por el CP español de 
1995, si bien la doctrina mayoritaria identifica con el sistema vicarial. Jorge Barreiro, A.: Las medidas… 
ob. cit., p. 191; y también en: “El sistema de sanciones: las medidas de seguridad”, en Gómez Colomer, 
J.L., y González Cussac, J.L. (Coords.): La Reforma de la justicia penal (Estudios en Homenaje al 





privativas de libertad profundamente, al sustituir la estricta diferenciación entre penas y 
medidas (sistema de la doble vía) en el ámbito de su imposición por un amplio sistema 
de vía única en el ámbito de la ejecución”. En consecuencia, “lo que importa es 
configurar del mejor modo posible los presupuestos para la resocialización del 
condenado”2926. Este elemento de resocialización, entendido como “evitar que se vuelva 
a delinquir”, también se encuentra en la ejecución de las penas. En definitiva, existe, 
tanto para las penas como para las medidas de seguridad, una ejecución penal 
terapéutica, resocializadora del individuo que, en caso de fracasar, da paso a una 
función preventivo-general asegurativa
2927
 (retención y custodia
2928
). La única 
                                                                                                                                                                                  
profesor Klaus Tiedemann). Universitat Jaume I, Castellón, 1997, p. 506; ya identificaba ambos sistemas, 
indicando que el sistema de la vía única se encontraba condicionado al sistema vicarial. Del mismo autor, 
sobre las medidas de seguridad, consúltese: “Las medidas de seguridad en la reforma penal española”, en 
Política Criminal y Reforma penal. Homenaje a la memoria del Prof. Dr. Juan del Rosal. Edersa, 1993, 
pp. 725-744; y “Reflexiones sobre la compatibilidad de la regulación de las medidas de seguridad en el 
CP de 1995 con las exigencias del Estado de Derecho”, en Jorge Barreiro, A. (Dir.): Homenaje al 
Profesor D. Gonzalo Rodríguez Mourullo. Civitas, Madrid, 2005, pp. 567-586. 
2926 Cfr. Jescheck, H.H.: Tratado de Derecho Penal. Parte General. Volumen II, Bosch, Barcelona, 
1981, p. 1132.  
2927 Esta argumentación es mantenida por una amplia parte de la doctrina alemana. Así, Vid. 
Hanack, E.W.: Stragesetzbuch. Leipziger Kommentar, 11. Aufl. 2, Lief., Berlin, 1992, números 20 y 22.; 
en nuestra doctrina, Vid. García-Pablos de Molina, A.: Derecho Penal. Introducción. 2ª Ed., Madrid, 
2000, p. 191; y siguiendo a ambos autores, Sanz Morán, A.J.: Las medidas… ob. cit., p. 74.  
2928 Esta concepción de la prevención general como medio de custodia del interno se incardina con 
lo expuesto en el art. 1 de la LOGP, que distingue entre la prevención-especial y la prevención-general 
cuando indica que “las instituciones penitenciarias reguladas en la presente Ley tienen como fin 
primordial la reeducación y la reinserción social de los sentenciados a penas y medidas penales 
privativas de libertad, así como la retención y custodia de detenidos, presos y penados”. Al respecto, el 
Tribunal Constitucional (TC) ha establecido, de manera reiterada, que los fines reeducadores y 
resocializadores no son los únicos objetivos admisibles de la privación penal de la libertad, y que, por 
ello, no puede considerarse contraria a la Constitución “la aplicación de una pena que pudiera no 
responder exclusivamente a dicho punto de vista” (Autos TC 985/1986, de 19 de noviembre, y 
1112/1988, de 10 de octubre, y Sentencia TC 19/1988, de 16 de febrero). No es posible, en consecuencia, 
transformar “en derecho fundamental de la persona lo que no es sino un mandato del constituyente al 
legislador para orientar la política penal y penitenciaria, mandato del que no se derivan derechos 
subjetivos” (Auto TC 15/1984, de 11 de enero. En el mismo sentido, vid. también las SSTC 2/1987, de 21 
de enero, 112/1996, de 24 de junio, 119/1996, de 8 de julio, y 167/2003, de 29 de septiembre; y los Autos 
TC739/1988, de 10 de octubre). “La reinserción no constituye un derecho fundamental, sino un mandato 
al legislador para orientar la política penal y penitenciaria: se pretende que en la dimensión penitenciaria 
de la pena se siga una orientación encaminada a esos objetivos sin que éstos sean su única finalidad 
(SSTC 2/1987, 28/1988, 112/1996, en similares términos, vid. SSTC 75/1998, fundamento jurídico 2º, 
88/1998, de 21 de abril). “La retención y custodia de los internos constituye también una finalidad de la 
institución penitenciaria, “lo que se traduce en el deber de las autoridades penitenciarias de organizar los 
adecuados sistemas de vigilancia y seguridad en los establecimientos al objeto de garantizar aquella 
finalidad. De ahí que el Reglamento Penitenciario establezca (art. 73.1) que “por régimen penitenciario se 
entiende el conjunto de normas o medidas que persiguen la consecución de una convencía ordenada y 
pacífica que permita alcanzar el ambiente adecuado para el éxito del tratamiento y la retención y custodia 
de los reclusos”, lo que se completa en el art. 73.2., de la misma norma, que añade que “las funciones 
regimentales de seguridad, orden y disciplina son medios para alcanzar los fines indicados”. En 
consecuencia, los arts. 23 LOGP y 64 a 72 del Reglamento Penitenciario prevén, como procedimientos o 
medidas en la práctica penitenciaria para atender a la seguridad y control de los centros, los registros y 





distinción entre medida de seguridad y pena en este aspecto, es que el tratamiento 
penitenciario es, si cabe, menos invasivo (por cuanto es voluntario) que en la medida de 
seguridad, al fundamentarse ésta en una causa de inimputabilidad.    
 
Ya vimos que esto también era común a las medidas de la LORRPM, para las que 
el elemento aflictivo era indisociable de la finalidad de la medida. Esto es especialmente 
cierto a tenor de lo dispuesto en la Exposición de Motivos de la última de las 
modificaciones realizadas a la LORRPM (la LO 8/2006), que señala: “impulsará las 
medidas orientadas a sancionar con más firmeza y eficacia los hechos delictivos 
cometidos por personas que, aun siendo menores, revistan especial gravedad”; o 
establece: “su cumplimiento en centros en los que se refuercen las medidas de seguridad 
impuestas y la posibilidad de su cumplimiento a partir de la mayoría de edad en centros 
penitenciarios”; y, por ello, “se amplían los supuestos en los que se pueden imponer 
medidas de internamiento en régimen cerrado a los menores”. Los motivos para este 
cambio de orientación hacia una finalidad más preventivo-general de las medidas de 
internamiento responden, según la propia norma, a una ponderación entre el interés del 
menor y la defensa de la sociedad
2929
. Además de ello, debemos tener en cuenta la 
efectiva “prisionalización” de la medida de seguridad de internamiento2930, que 




                                                                                                                                                                                  
cacheos en las personas de los internos y otros procedimientos de seguridad, que “se efectuarán en los 
casos, con las garantías y la periodicidad que reglamentariamente se determinen y dentro del respeto a la 
dignidad de la persona” (STC 57/1994, de 28 de febrero). Cfr. Mestre Delgado, E., y García Valdés, C.: 
Legislación Penitenciaria. 12ª Ed. Tecnos, Madrid, 2010, pp. 31 y 32, nota al art. 1 LOGP.  
2929 Las palabras utilizadas en la redacción de la última modificación de la LORRPM no dejan 
demasiado margen de interpretación al respecto: “Las estadísticas revelan un aumento considerable de 
delitos cometidos por menores, lo que ha causado gran preocupación social y ha contribuido a desgastar 
la credibilidad de la Ley por la sensación de impunidad de las infracciones más cotidianas y 
frecuentemente cometidas por estos menores, como son los delitos y faltas patrimoniales. 
(…) 
El interés superior del menor, que va a seguir primando en la Ley, es perfectamente compatible 
con el objetivo de pretender una mayor proporcionalidad entre la respuesta sancionadora y la gravedad 
del hecho cometido, pues el sistema sigue dejando en manos del juez, en último caso, la valoración y 
ponderación de ambos principios de modo flexible y en favor de la óptima individualización de la 
respuesta. De otro modo, nos llevaría a entender de un modo trivial que el interés superior del menor es 
no sólo superior, sino único y excluyente frente a otros bienes constitucionales a cuyo aseguramiento 
obedece toda norma punitiva o correccional”. 
2930 Vid. Mapelli Caffarena, B.: Las consecuencias… ob. cit., p.  307.   
2931 Mapelli Caffarena expone la realidad de la red de centros de internamiento en los que se 
aplican las medidas de seguridad: “No existe actualmente en funcionamiento una red capaz de satisfacer 
la demanda, ni tampoco hay previsto hacer inversiones en este ámbito asistencial, debido a lo cual los 
internamientos se resuelven en el mejor de los casos en establecimientos psiquiátricos penitenciarios en 





En lo que a peligrosidad del sujeto se refiere, la LORRPM tan sólo hace mención 
de la misma en su Exposición de Motivos
2932
, precisamente refiriéndose a las medidas 
de internamiento, que “responden a una mayor peligrosidad”. Sin embargo, puede 
entenderse que, en este punto, el legislador se refería a “peligrosidad social”, ya que 
establece una conexión entre esta peligrosidad y el desvalor de los hechos cometidos, a 
tenor de la expresión “manifestada en la naturaleza peculiarmente grave de los hechos 
cometidos, caracterizados en los casos más destacados por la violencia, la intimidación 
o el peligro para las personas”2933. De esta interpretación se deduce un principio de 





Cuestión distinta es la del internamiento terapéutico, que podría establecer 
mayores paralelismos con el internamiento en centro de deshabituación de consumo de 
estupefacientes o el llevado a cabo en centro psiquiátrico
2935
. No obstante, la nueva 
redacción de la LORRPM introducida por la LO 8/2006, otorga a esta medida 
características de los tres regímenes de internamiento (cerrado, semiabierto y 
abierto)
2936
, por lo que encontramos algunas dificultades para definirla enteramente 
como medida de seguridad, aunque, en la práctica, sea la medida que más se aproxime, 
                                                                                                                                                                                  
los que desde el punto de vista arquitectónico, de infraestructuras y de personal han primado las razones 
de seguridad y los criterios penitenciarios. En otras ocasiones, la falta de centros específicos o la 
insuficiencia de los existentes, obliga a que el internamiento se realice en establecimientos penitenciarios 
comunes, sin diferenciación con quienes cumplen penas privativas de libertad”. Cfr. Mapelli Caffarena, 
B.: Las consecuencias… ob. cit., p. 308. 
2932 Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B., y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios... 
ob. cit., p. 12; expresión que parece haber pasado desapercibida para Boldova Pasamar, que sostiene que 
en la LORRPM no se hace mención alguna a este concepto. Vid. Boldova Pasamar, M.A.: El nuevo 
Derecho penal Juvenil… p. 42; el mismo: Tratado de las Consecuencias jurídicas del delito… 518; y en 
“Principales aspectos sustantivos del nuevo Derecho penal juvenil”, en Cerezo Mir, J., y Diez Ripollés, 
J.L. (Coord.): La ciencia del derecho penal ante el nuevo siglo libro homenaje al profesor Doctor Don 
José Cerezo Mir. Tecnos, Madrid, 2002, p. 1555; y finalmente, en: “El sistema de…” ob. cit., p. 100; 
2933 Exposición de motivos de la LORRPM, III, 16. 
2934 Vid. Boldova Pasamar, M.A.: “El sistema de…” ob. y loc. cit.; en contra, Díaz-Maroto y 
Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B., y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… ob. cit., p. 124. 
2935 De hecho, el art. 7 de la LORRPM utiliza un lenguaje muy similar al que podemos encontrar 
en el art. 20.1 del CP para definir el internamiento terapéutico: “en los centros de esta naturaleza se 
realizará una atención educativa especializada o tratamiento específico dirigido a personas que 
padezcan anomalías o alteraciones psíquicas, un estado de dependencia de bebidas alcohólicas, drogas 
tóxicas o sustancias psicotrópicas, o alteraciones en la percepción que determinen una alteración grave 
de la conciencia de la realidad”. 
2936 En siguientes epígrafes abordaremos las reformas introducidas a las medidas de internamiento 
en los años 2000 y 2006. A modo de avance, en pro de la claridad de la exposición, simplemente 
comentaremos que la LO 8/2006, modificó de manera sustancial la medida de internamiento terapéutico, 
transformándola en tres medidas diferentes, al otorgarla la posibilidad de cumplimiento en cualquiera de 
los tres regímenes de internamiento ordinarios.  





junto con el tratamiento ambulatorio, en puridad a este concepto
2937
, por concurrir en 
ellas una causa de inimputabilidad o seminimputabilidad
2938
. La diferencia fundamental 
que encontramos entre una medida de seguridad y la medida de internamiento 
terapéutico se basa en la relevancia que la gravedad de los hechos
2939
 tiene sobre la 
elección del régimen de internamiento terapéutico del menor. Esta importancia será 
especialmente acusada en aquellos casos en los que se impone una medida de 
internamiento terapéutico en régimen cerrado, al tratarse de uno de los delitos en los que 
este régimen es de obligatoria imposición
2940
. Esta consideración podría salvarse, no 
obstante, si entendiéramos que el régimen elegido para el internamiento atiende a la 
peligrosidad del sujeto
2941
 y no a la gravedad del acto, como ocurriría en el caso de las 
medidas de internamiento en régimen cerrado, semiabierto y abierto. Entiendo que esta 
última interpretación es la correcta, por cuanto la medida de internamiento terapéutico 




Tampoco es cierto, observa Feijoo Sánchez, que las medidas de internamiento 
terapéutico deban imponerse solamente en casos en los que el menor sea inimputable, 
puesto que también podría darse un internamiento terapéutico en los casos de 
atenuación de la culpabilidad (art. 21.2. del CP). Debe tenerse en cuenta, además, que 
                                                             
2937 Vid. Boldova Pasamar, M.A.: “El sistema de…” ob. cit., p. 96; Cervelló Donderis, V.: La 
medida de internamiento… ob. cit., p. 18. 
2938 Vid. De la Rosa Cortina, J. M.: “Novedades… ob. cit., p.  51; en el mismo sentido, Higuera 
Guimerá, J.F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p.  347; Cezón González, C.: La nueva Ley… ob. cit., p.  
54; Abel Souto, M.: “Internamientos…” ob. cit., p.  79. 
2939 Vid. Cervelló Donderis, V., y Colás Turégano, A.: La responsabilidad penal... ob. y loc. cit. 
2940 Adelantando el análisis que realizaremos más adelante de las medidas de internamiento, nos 
encontramos con que, en virtud del art. 10.2, existen ciertos delitos que conllevan de manera automática 
la imposición de la medida de internamiento en régimen cerrado. 
2941 Esta es la postura de Feijoo Sánchez, quien defiende que, en general, la determinación de la 
medida, incluso cuando el delito cometido implica la imposición obligatoria del internamiento en régimen 
cerrado, depende de la peligrosidad del menor, y no de la gravedad de los hechos. Aunque la postura que 
defiendo es contraria, pues entiendo que esta relación sí existe para los internamientos en régimen 
cerrado, semiabierto y abierto, (lógicamente ante la comisión de un hecho de especial gravedad existirá 
una peligrosidad mayor del sujeto) si que consideramos que ante la imposición de una medida de 
internamiento terapéutico la peligrosidad del menor tiene un gran peso. Finalmente, el fin de prevención-
especial tendría diferente significado en la ejecución penal, puesto que el tratamiento terapéutico estaría 
orientado al tratamiento psicológico o de desintoxicación del menor, mientras que en el resto de 
internamientos lo estaría a un especial tratamiento educativo y resocializador. Vid. Díaz-Maroto y 
Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B., y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios... ob. cit., p. 120; mi 
argumentación, no obstante, estaría más cercana a lo afirmado por García Pérez, que indica que “en la 
medida en la que las sanciones se orientan a la prevención especial, éstas se tienen que asentar sobre un 
pronóstico de peligrosidad criminal (pronóstico de que es probable que el autor vuelva a delinquir)”. Cfr. 
García Pérez, : “La posición del menor y del perjudicado en el Derecho Penal de menores”, en Estudios 
Jurídicos del Ministerio Fiscal I, Madrid, 2002, p. 713. 
2942 Vid. Artículo 47.5.a., de la LORRPM. 





esta medida podrá aplicarse de modo individual o en conjunto con otras medidas del art. 
7 de la LORRPM
2943
. Aunque el planteamiento es válido, en estos supuestos la 
aplicación de la medida de seguridad está orientada al tratamiento de desintoxicación, 
por cuanto el resto de los elementos preventivo-generales ya se encuentran cubiertos 
con la imposición de la pena. Las medidas de seguridad pueden considerarse también un 
complemento a la pena en estos casos, pero ello no significa que la culpabilidad
2944
 del 
autor no sea “castigada” con la pena, puesto que la eximente es incompleta.  
 
El internamiento terapéutico en esta categoría anterior, tendría múltiples 
similitudes con las anteriormente denominadas medidas de corrección, diferenciadas 
por la doctrina de las medidas de seguridad
2945
, por cuanto suponen una intervención 
tratamental específica y pretenden, a su vez, corregir y reinsertar al menor no enfermo 
(semiimputabilidad) en sociedad. 
 
Por otro lado, las medidas de seguridad ostentan un carácter potestativo
2946
. Por 
lo tanto, no debería establecerse su aplicación automática. Aunque, ciertamente, la 
determinación de las medidas se rige por un amplio principio de flexibilidad, éste queda 
limitado por la aplicación de los artículos 9 y 10, que establecen una serie de reglas 
generales y especiales para la aplicación y determinación de las medidas
2947
. Es el caso 
de las medidas de internamiento de régimen cerrado, puesto que se recogen una serie de 
presupuestos, como la reincidencia o la comisión de delitos graves, en los que se 
aplicará de manera más mecánica
2948
. Por tanto, la duración de las medidas de 
internamiento es determinada
2949
; la medida de seguridad tendría, fundamentada en las 
especiales condiciones de los individuos, una duración indeterminada
2950
. Parte de la 
doctrina que estima las medidas de la LORRPM como verdaderas penas, ha interpretado 
estos límites como un elemento de mayor significación retributiva o preventivo-general 
                                                             
2943 Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B., y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios... 
ob. cit., p. 119. 
2944 Claramente reflejada en el artículo 21.2 CP ya que habla de “el culpable”. 
2945 Vid. Saldaña, Q.: La nueva penología (penas y medidas de seguridad). Editorial Hernando, 
Madrid, 1931, p. 21 y ss.: Beristain Ipiña, A.: Medidas… ob. cit., pp. 67-69. 
2946 Vid. Mapelli Caffarena, B.: Las consecuencias… ob. cit., p.  325. 
2947 Vid. Boldova Pasamar, M.A.: “El sistema de…” ob. cit., pp. 104 y 105. 
2948 Vid. De la Rosa Cortina, J.M.: “Novedades… ob. cit., p. 61. 
2949 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p. 220. 
2950 Vid. Landrove Díaz, G.: Las consecuencias jurídicas… ob. cit., p. 120. 







. Estos límites al principio de flexibilidad en la determinación de la 
medida acercan a las medidas de la LORRPM hacia la naturaleza jurídica de las penas, 
sin embargo, están más relacionadas con la necesidad de seguridad jurídica respecto a 
las históricas regulaciones de Tribunales tutelares, donde la sanción era indeterminada. 
El verdadero significado del principio de flexibilidad como en la introducción a este 
capítulo se dejaba intuir, es el de “adaptar la medida a la evolución educativa del menor 
permitiendo su suspensión en sentencia y la modificación en la ejecución”2952.  
 
No parece tampoco rigurosa la denominación de medidas de seguridad para 
algunas de las medidas no privativas de libertad, tales como la asistencia educativa, por 
cuanto no están basadas en la peligrosidad criminal del menor, sino en su peligrosidad 
social
2953
, ya que la falta de habilidades sociales no puede ser considerada como criterio 
de peligrosidad criminal. Del mismo modo ocurriría con las amonestaciones, cuya 
definición en el marco de las medidas aplicables a los menores infractores tiene un 
ámbito meramente correccional o admonitoria
2954
 de la conducta del individuo. 
 
El resultado es que, independientemente de la definición de medida de seguridad 
que tomemos, en cuanto ésta se aleja de la generalidad de las consecuencias del delito, 
las medidas de internamiento de la LORRPM no terminan de adaptarse a su perfil. Así, 
podríamos tomar la definición de medida de seguridad de Beristain, como “los medios 
asistenciales y de control que se aplican por los órganos jurisdiccionales como 
consecuencia de la comisión de un hecho tipificado como delito en el Código Penal, a 
tenor de la ley, a las personas criminalmente peligrosas para lograr la prevención 
especial”2955, y comprobar que algunos de sus presupuestos no son cumplidos por las 
medidas de internamiento. 
 
En primer lugar, advertimos que la definición de “medios asistenciales” no encaja 
exactamente con la naturaleza sancionadora de estas medidas, por cuanto debe 
                                                             
2951 Vid. Landrove Díaz, G.: Introducción al Derecho… ob. cit., 92; Pérez Machío, A.I.: El 
Tratamiento jurídico-penal… ob. cit., p. 143; Boldova Pasamar, M.A.: “El sistema de…” ob. cit., p. 105. 
2952 Cfr. Nieto García, L.C.: “La Ley de responsabilidad penal…” ob. cit., p. 18. 
2953 Vid. Mapelli Caffarena, B.: Las consecuencias jurídicas… ob. cit., p.  323. 
2954 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 4ª Ed., ob. cit., p.  218. 
2955 Vid. Beristain, A.: Medidas… ob. cit., pp. 49 y 50; Mapelli Caffarena, B.: Las consecuencias 
jurídicas… ob. cit., p.  310; en el mismo sentido, Cruz Márquez, B.: La medida del internamiento y sus 
alternativas en el Derecho penal juvenil. Dykinson, Madrid, 2007, p.  68. 





rechazarse la obsoleta terminología caritativa y asistencial, propia de modelos 
conservadores como el tutelar. Debe diferenciarse la sustantividad formalmente penal 
de LORRPM, dedicada a dar respuesta a los delitos cometidos por los menores, de las 




Otras definiciones, que conceptúan las medidas de seguridad, como “la 
consecuencia jurídica aplicable por el órgano jurisdiccional, en sustitución de una pena 
o conjuntamente con ella, a ciertos individuos, autores de un hecho previsto como 
infracción criminal, que, por sus especiales características personales, fueren 
susceptibles de tratamiento terapéutico o reeducador”2957, parecen adaptarse más al 
concepto que se desarrolla en la LORRPM, pero igualmente fracasan a la hora de 
explicar todos sus presupuestos que los distinguen de la pena: peligrosidad del sujeto, 
prevención especial, etc. 
 
4.1.3. Naturaleza jurídico penal de las medidas. Comparativa con las penas.  
 
Esta posición doctrinal parte de la máxima enunciada por la doctrina alemana, de 
la mano de Peter-Alexis Albrecht: “el Derecho penal de menores es Derecho penal”2958. 
                                                             
2956 Como acertadamente escribe García Pérez siguiendo a Frehsee, “si el sistema asistencial no 
funciona adecuadamente, lo lógico es corregir sus defectos, pues el Derecho penal no está para aliviar los 
fallos de otros sectores”. Cfr. García Pérez, O.: “Los actuales principios rectores…” ob. cit., p. 63. Frente 
al intervencionismo del Derecho penal en asuntos sociales en materia de menores, encontramos una 
posición parecida en Heinz, W.: “Kinder – und Jugendkriminalität. Ist der Strafgesetzgeber gefordert?”, 
en Zeitschrift für die Gesamte Strafrechtswissenschaft, Número 3, Berlin, 2002, p. 581; también citado 
por Abel Souto, M.: “Internamientos...“ ob. cit., p. 77; indicando que debe partirse de una postura 
interdisciplinar, ya que el Derecho penal es incapaz de solucionar los problemas sociales. 
2957 Cfr. Maza Martín, J.M.: “La necesaria reforma del Código Penal en materia de Medidas de 
Seguridad”, en Echevarri García, M.A.: Las penas y medidas de seguridad… ob. cit., p.  18. 
2958 Cfr. Albrecht, P.A.: Derecho penal… ob. cit., p.  94; en el mismo sentido, Vid.; Zamorano 
Aguirre, p. : “Los jóvenes del siglo XXI: Proyecto de Ley de Justicia Juvenil”, en Giménez-Salinas i 
Colomer, E. (Dir.): Legislación de Menores… ob. cit., p.  341; Giménez-Salinas i Colomer, E.: “Una 
nueva Ley de justicia juvenil en España: un reto para el 2000…” ob. cit., p. 117, donde la autora nos 
advierte que “el menor no está excluido del Derecho Penal, sino del Derecho Penal común”; De Urbano 
Castrillo, E., y De la Rosa Cortina, J.M.: Comentarios… ob. cit., p. 45; Sánchez García de Paz, Mª.I.: “La 
nueva ley reguladora de la responsabilidad del menor”, en Actualidad penal, Número 3, Madrid, 2000, p. 
709; Cervelló Donderis y Colás Turégano, A.: La responsabilidad penal… ob. cit., p. 28 y 44; Abel 
Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 105: Vázquez González, C.: Delincuencia Juvenil, 
consideraciones penales y criminológicas. Colex, Madrid, 2003, pp.  297 y 298; Alastuey Dobón, M.C.: 
“El Derecho penal de menores: evolución y rasgos esenciales de la Ley Orgánica 5/2000”, en Cerezo Mir, 
J., y Diez Ripollés, J.L.: La Ciencia del Derecho penal… ob. cit., p. 1534; Dolz Lago, M.J.: “Aspectos…” 
ob. cit. (versión online); “¿Endurecimiento simbólico de la Ley Penal del menor?”, en La Ley Penal, 
Número 41, septiembre, Editorial La Ley, Madrid, 2007, p.  59; el mismo: “La Ley penal del menor…” 
ob. cit., p. 27; Vázquez González, C., y Serrano Tárraga, Mª.D.: Derecho penal… ob. cit., p. 320.  





Es decir, la LORRPM es una Ley Penal, a la que un sector de la doctrina, al que nos 





Para esta línea de pensamiento, el menor tiene plena responsabilidad penal
2960
, 




                                                             
2959 En este sentido, Vid. Conde-Pumpido Ferreiro, C.: La Ley de responsabilidad… ob. cit., p. 57; 
De Urbano Castrillo, E., y De la Rosa Cortina, J.M.: Comentarios… ob. y loc. cit.; Martín Cruz, A.: Los 
fundamentos de la capacidad de culpabilidad penal por razón de la edad. Comares, Granada, 2004, p. 309; 
Barquín Sanz, J., y Cano Paños, M.A.: “Justicia penal juvenil…” ob. cit., p. 40 y 63; Vázquez González, 
C., y Serrano Tárraga, Mª.D.: Derecho penal… ob. cit., p. 320; implícitamente, Cervelló Donderis, V.: La 
medida de internamiento… ob. cit., pp. 13 y 19; cabe destacar la opinión de Cezón González, que 
distingue entre el antiguo Derecho reformador y el Derecho penal juvenil actual. Vid. Cezón González, 
C.: La nueva Ley… ob. cit., pp. 9 y ss.; igualmente mencionaremos la opinión de  González Cussac, J.L. 
y Cuerda Arnau, M.L.: “Derecho penal de menores: criterios generales de aplicación de las medidas”, en 
González Cussac, J.L., Tamarit Sumalla, J.M., y Gómez Colomer, J.L. (Coords.): Justicia penal de 
menores y jóvenes (Análisis sustantivo y procesal de la nueva regulación). Tirant lo Blanch, Valencia, 
2002, p. 80; para quienes “las diferencias entre el Derecho penal de adultos y el Derecho penal de 
menores, sólo se encuentran en el sistema de consecuencias jurídicas y poco más, al haberse desdeñado la 
oportunidad de otorgar un tratamiento singular a ciertos aspectos a las reglas de autoría y participación, 
tentativa, desistimiento, actos preparatorios, error (especialmente el error sobre la ilicitud), imprudencia, 
comisión por omisión, eximentes y circunstancias modificativas…”.  
2960 Vid. Silva Sánchez, J.Mª: “El régimen penal de la minoría de edad penal (artículo 19)”, en El 
nuevo Código penal: cinco cuestiones fundamentales. Bosch, Barcelona, 1997, pp. 159 y ss; Cuello 
Contreras, J., y Martínez-Pereda Soto, L.: “La (in)determinación de la mayoría de edad penal en el nuevo 
Código Penal de 1995: una ambigüedad insoportable”, en La Ley, Madrid, 1997, p. 1583; Choclán 
Montalvo, J.A.: “Hacía un Derecho penal juvenil en España. A propósito del Anteproyecto de Ley 
orgánica penal juvenil y del menor”, en Boletín de información. Ministerio de Justicia e Interior, año 1, 1 
de abril de 1996, Número 1771, pp. 1591; Carmona Salgado, C.: “Artículo 19”, en Cobo del Rosal, M. 
(Dir.): Comentarios al Código penal. Tomo II, Edersa, Madrid, 1999, págs. 21 y ss; Luis Roca Agapito, 
J.M..: El sistema de sanciones en el Derecho Penal Español. Bosch, Barcelona, 2007, pp. 432 y 433. 
2961 Vid. Cantarero Bandrés, R.: Delincuencia juvenil y sociedad en transformación: Derecho penal 
y procesal de menores. Montecorvo, Madrid 1987, p. 122; la misma autora: “Los menores y el Derecho 
penal”, en Derecho Privado y Constitución, Número7, septiembre-diciembre, Madrid, 1995, p. 21; y 
también: “Responsabilidad penal del menor y teorías…” ob. cit., p. 180; Choclán Montalvo, J.: “La futura 
Ley penal juvenil”, en Actualidad Jurídica Aranzadi, número 214, Madrid, 28 de septiembre de 1995, p. 
3, quien ha señalado que “la exención de responsabilidad criminal con arreglo al Derecho de los adultos 
del menor de dieciocho años no se basa ya en la presunción de inimputabilidad, sino sobre todo en que no 
resulta conveniente aplicar el mismo régimen punitivo que a los adultos”; Sánchez Yllera, I.: Comentarios 
al Código penal de 1995, en Vives Antón (coord.), Volumen I, Valencia, 1996, p. 109; Mir Puig, S.: 
Derecho Penal, Parte General. 4ª Ed., Barcelona, 1996, pp. 601 y 602; Martínez-Pereda Rodríguez: “La 
imputabilidad”, en La Ley, Madrid, 1996, p. 1609; Silva Sánchez, J. Mª: “El régimen penal…” ob. cit., 
pp. 164, 173 y 174; Dolz Lago, J.M.: “Aspectos…” ob. cit., nota número 11; Ventas Sastre, R.: 
“Comentarios al artículo 19”, en Cobo del Rosal (Dir.): Comentarios al Código penal, Tomo II, Madrid, 
1999, p. 86; Evangelio, A.: “La capacidad de culpabilidad…” ob. cit., p. 90; De La Cuesta Arzamendi, 
J.L.: “Imputabilidad y nuevo Código Penal”, en VV.AA.: El nuevo Código Penal: presupuestos y 
fundamentos. Libro Homenaje al Prof. Torío López. Comares, Madrid, 2000, p. 304; Cuello Contreras, J.: 
El nuevo Derecho… ob. cit., págs. 49 y 50; el mismo autor: “Reflexiones sobre la capacidad de 
culpabilidad del menor y su tratamiento educativo. Con una aportación al tratamiento de delincuentes 
jóvenes con trstorno narcisista de la personalidad”, en Benítez Ortúgaz, I.F., y Cruz Blanca, Mª.J. (Dirs.): 
El Derecho penal de menores a debate… ob. cit., p. 125, donde el autor indica que “la minoría de edad 





Este punto de vista ha sido mantenido por una buena parte de la doctrina, de entre 
los que entienden que la mayoría de las medidas de la LORRPM son penas
2962
, en su 
sentido más estricto
2963
. Es momento de reflexionar sobre el fin y significado de estas 
últimas en conjunción con la naturaleza jurídica de las medidas de la LORRPM. 
Landrove Díaz ya había advertido en su obra que “detrás del ingenuo fraude de 
etiquetas se esconde el añejo paternalismo del que se pretende haber prescindido y las 
                                                                                                                                                                                  
penal no constituye un supuesto de inimputabilidad, ya que a los catorce años, por no decir a lo dieciséis o 
dieciocho, el menor ya ha aprendido a diferenciar los contenidos vivenciales que habilitan para controlar 
la realidad. No son pues razones relacionadas con la capacidad de culpabilidad las que justifican la 
irresponsabilidad penal del menor conforme al CP, sino de otra índole político-criminal”; Landrove Díaz, 
G.: “Marco operativo de la Ley Orgánica reguladora de la responsabilidad penal de los menores”, en 
Diario la Ley, Número 5084, martes 27 de junio de 2000, p. 2; el mismo: Derecho penal... ob. cit., pp. 
196 y 212; Matallin Evangelio, A.: “La capacidad de culpabilidad de los sujetos sometidos a Ley 
Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores”, en Estudios 
penales y criminológicos, XXII, Santiago de Compostela, 2000, pp. 55 y ss.; Dolz Lago, M.J.: La nueva 
responsabilidad… p. 82; del mismo autor: Comentarios… p. 96; Conde-Pumpido Ferreiro, C.: “Artículo 
5. Bases de la responsabilidad de los menores”, en Conde-Pumpido Ferreiro, C. (Dir.): La Ley de la 
responsabilidad penal de los menores. Trivium, Madrid, 2001, pp. 115 y ss.; Cuello Contreras, J. y 
Martínez-Pereda: “La (In)determinación de la mayoría de edad penal en el Código Penal de 1995: una 
ambigüedad insoportable…” ob. cit., también admiten la culpabilidad del menor, aunque en su 
explicación la abstraen del ámbito del Derecho penal; Cezón González, C.: La nueva Ley… ob. cit., p. 11; 
Mora Alarcón, J.A.: Derecho penal y procesal... ob. cit., p. 38; Boldova Pasamar, M.A.: “El sistema de 
aplicación…” ob. cit., p. 101 y 102; Machado Ruíz, Mª.D.: “Minoría de edad e imputabilidad penal”,  
Actualidad Penal, Número 3, Tomo I, Editorial La Ley, Semana del 13 al 19 enero, Madrid, 2003, pp. 93 
y ss.; Vaello Esquerdo, E.: “Algunos aspectos…” ob. cit., punto 3; García Ribas, N.: “Aspectos 
críticos…” ob. cit., p. 105; Barquín Sanz, J., y Cano Paños, M.A.: “Justicia penal juvenil en España…” 
ob. cit., p. 51; Ornosa Fernández, Mª.D.: Derecho penal... 4ª Ed., ob. cit., p. 38; De la Rosa Cortina, J.M.: 
“Novedades…” ob. cit., p. 50; aunque el autor acepta el concepto de culpabilidad atenuada. 
2962 Como ejemplos de esta corriente doctrinal, Vid. Cerezo Mir, J.: Curso de derecho penal 
español… III, ob. cit. 93; en relación con la medida de internamiento en régimen cerrado, Cuello 
Contreras, J.: El nuevo Derecho… ob. cit., p. 60; Tomé Tamame, J.C.: “Ley Orgánica Reguladora… (y 
II)” ob. cit., versión online s/n; Landrove  Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p. 161 y ss.; el mismo: 
Introducción… ob. cit., p. 60; Martínez González, Mª.I.: “Título II...” ob. cit., p. 112; Terradillos Basoco, 
J.M.: “Responsabilidad penal de los menores…” ob. cit., p. 52; García Ribas, N.: “Aspectos críticos…” 
ob. cit., p. 95; Vázquez González, C.: Delincuencia Juvenil… ob. cit., p. 302; Sánchez García de Paz, 
Mª.I.: “El sistema de medidas en la Ley penal del menor…” ob. cit., p.  57; Pérez Machío, A.I.: El 
Tratamiento jurídico-penal de los menores infractores… ob. cit., pp.  142 y ss.; Boldova Pasamar, M.A.: 
“Principales aspectos…” ob. cit.; del mismo autor: “El sistema de aplicación de las sanciones…” ob. cit., 
p.  95; Higuera Guimerá, J.F.: Derecho penal… ob. cit., p. 341; Segado Jiménez, C.: “¿Puede prescindirse 
de la tutela penal frente a la delincuencia juvenil (sobre la reforma de la Ley penal del menor)?”, en 
Diario la Ley, Número 6529, 19 de julio de 2006, disponible online en www.laleydigital.com 
(30/08/2010); Cruz Márquez, B.: La medida de Internamiento y sus alternativas… ob. cit., p.  23. 
2963 En contra de esta consideración, Vid. La STC 36/1991, de 14 de febrero, que consideró que no 
son penas en sentido estricto sino medidas correctoras, restrictivas de los derechos fundamentales del 
menor, impuestas en atención a las condiciones del mismo y susceptibles de adaptación en atención a las 
circunstancias del caso y a la eventual eficacia de la medida adoptada, “primándose así la necesaria 
flexibilidad que tanto para la adopción de tales medidas como para el mantenimiento de éstas ha de regir 
la actividad jurisdiccional en la materia”. Creemos, no obstante, que los cambios introducidos por la 
LORRPM han modificado sustancialmente la ideología primaria sobre el ordenamiento de justicia juvenil 
español que refleja, como ya hemos indicado supra, una transformación hacia un Derecho penal especial.  





denominadas medidas son verdaderas penas juveniles”2964. En efecto, si bien la 
expresión de fraude de etiquetas
2965
 se nos antoja un tanto desafortunada
2966
, sí que 
puede hablarse de una conversión del objeto o finalidad de la legislación de menores
2967
, 
pensada en un primer momento como norma de prevención especial, con un carácter 
proteccionista del menor, hacia una finalidad puramente penal, de reforma o, si se 
quiere, incluso retributiva. El argumento principal se centra en la consideración del 
legislador de que, a efectos jurídicos, de una manera formal, la naturaleza de la 
LORRPM pueda ser penal, pero no materialmente, es decir, recurre a una ficción 
jurídica.  
 
El primer problema al que nos encontramos a la hora de establecer la naturaleza 
de las medidas de la LORRPM con las penas es una cuestión puramente terminológica. 
El legislador, en un esfuerzo por arrojar fuera del espectro penal las consecuencias al 
                                                             
2964 Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., pp. 161 y 162; el mismo: Introducción… ob. 
cit. p. 60; utilizando la misma expresión, Sánchez García de Paz, Mª.I.: “El sistema de medidas en la Ley 
penal del menor…”, ob. cit., p. 75.; Navarro Frías, I.: “El necesario regreso del principio de culpabilidad 
al Derecho penal de menores”, en Sola Reche, E., Hernández Plasencia, J.U., Flores Mendoza, F. y 
García Medina, P. (Eds.): Derecho Penal y psicología del menor… ob. cit., p.  111; Higuera Guimerá, 
J.F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p.  341; Jiménez Pérez, F.: Menores infractores: Estudio empírico 
de la respuesta penal. Tirant lo Blanch, Valencia, 2006, p.  125; Abel Souto, M.: “Internamientos 
penales…” ob. cit., p.  78; Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B., y Pozuelo Pérez, L.: 
Comentarios... ob. cit., p. 112; Colás Turégano, A.: “Cumplimiento de la medida…” ob. cit., p. 17. 
2965 Con anterioridad a Landrove Díaz, han utilizado esta expresión acerca de las medidas 
imponibles a menores infractores: Cfr. García-Pablos de Molina, A.: “Presupuestos criminológicos…” ob. 
cit., p. 272. En sentido similar, Cfr. Anarte Borrallo, E.: “Situación actual del Derecho de los menores. 
España”, en Revista Penal, Número 5, Editorial La Ley, Madrid, 2000, p. 164; Vives Antón, T.S.: 
“Constitución y Derecho penal de menores”, en Poder Judicial, Número 21, Madrid, 1991, p. 102. 
2966 Una vez entendidas, como ya hemos expuesto en nuestro estudio, la razones sobre las que se 
sustenta esta base tuitiva de la LORRPM que, en principio, estaba basada en un modelo de medidas 
correctivas, no parece adecuada una expresión que parece desconocer la puja entre el sistema tutelar y el 
actual de responsabilidad en la creación de nuestro ordenamiento penal de menores. La alusión a esta 
expresión ha sido duramente criticada por Bueno Arús, quien probablemente haya intensificado sus 
críticas hacia la nueva orientación de la LORRPM a raíz de estas posiciones doctrinales. Así, Vid. Bueno 
Arús, F.: “La responsabilidad penal…” ob. cit., p. 306; quien en dura réplica escribía: “aletea en esa 
crítica el conocido mensaje de Cristo, según el cual, el que no está conmigo, esta contra mi. Pero tampoco 
la dignidad de la cita me induce a aceptar un reproche que me parece inauténtico o, al menos, erróneo ¿se 
me aceptaría un recuerdo de paso de la importancia de la buena fe –pido perdón por la insistencia- para 
guardar las buenas formas (y los buenos fondos)?”; del mismo autor: “Menor edad…” ob. cit., p. 350. 
Curiosamente en justa contestación a la consideración de las medidas como una máscara de las penas, 
Ríos Martín, argumentaba, no exento de razón,  sobre “el fraude de etiquetas” que se produce en el RM al 
utilizar este “una terminología suavizada/matizada” para modificar el los términos, pero no los 
contenidos, igualmente represores. Vid. Ríos Martín, J.C.: “La protección a la víctima como coartada 
legal para el incremento punitivo en la legislación de menores infractores”, en Pantoja García, F. (Dir.): 
La Ley de Responsabilidad… ob. cit., p. 369. 
2967 Vid. Nieto García, L.C.: “La Ley de Responsabilidad penal de Menores…” ob. cit., p. 358, el 
cual habla de un “cambio de modelo en la filosofía de la ley, introduciendo criterios de Derecho penal de 
adultos”; en este mismo sentido, Vid. García Pérez, O.: “La introducción…” ob. cit., p.  36; Carmona 
Salgado, C.: “Algunas consideraciones críticas sobre las sucesivas reformas… ob. cit., p.  58 y 63. 





delito dispuestas en la nueva Ley penal del menor, eligió la denominación “medida” en 
lugar de pena
2968. Según expone Cervelló Donderis, “mantener la denominación de 
medidas, aun sabiendo que va a recibir críticas de eufemismo, se muestra como 
necesaria no sólo por la especificidad del Derecho Penal de menores, sino también por 
la limitación de la intervención punitiva que ello conlleva, ya que su unificación 
terminológica con las penas de adultos podría recabar justificando una mayor 
intervención sancionadora”2969. Surgen, no obstante, algunas posibles objeciones a este 
planteamiento del ámbito semántico de la LORRPM. En primer lugar, si las medidas 
sancionadoras-educativas se caracterizan por ser las consecuencias jurídicas al delito 
para menores de edad, debemos entender que su naturaleza es de sanción penal, ya que 
su presupuesto inicial es el mismo que el de las penas
2970
. En segundo lugar, el intento 
de suavizar el lenguaje utilizado en una normativa penal puede dar lugar, como de 
hecho se ha comprobado, a graves problemas interpretativos, que tendrán su reflejo en 
la práctica jurídica. Si el argumento para el uso de esta terminología es la de evitar una 
mayor retribución al existir una, por otra parte  inevitable, comparativa con el Derecho 
penal de adultos, no parece haber conseguido evitar el tono más punitivo de las 
reformas de la LORRPM. Por último, el continuismo correccionalista no es positivo, 
por cuanto la LORRPM sirve a un modelo de responsabilidad que ha abandonado los 
términos asistencialistas
2971
 de la anterior regulación. 
 
Aún aceptando que el problema terminológico puede ser subsanable y la ficción 
en la semántica de los conceptos pueda ser aplicada
2972
, la dirección en la que las 
                                                             
2968 Como lo hace la doctrina alemana, siento la pena juvenil, “la sanción más represiva” del 
ordenamiento penal para menores infractores en Alemania. Vid. Albrecht, P.A.: Derecho penal… ob. cit., 
p. 305 y ss. 
2969 Cfr. Cervelló Donderis, V.: La medida de internamiento… ob. cit., p. 19. 
2970 Vid. Cervelló Donderis, V., y Colás Turégano, A.: La responsabilidad penal... ob. cit., p. 113. 
2971 Vid. Machado Ruiz, M.D.: “La Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la 
responsabilidad penal de los menores”, en Zugaldía Espinar, J.M. (Dir.): Derecho penal. Parte General. 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2002, p. 165. 
2972 En contra de nuestra posición se encontraría el argumento de Bueno Arús, para quien “la 
palabra penal no tiene otra virtualidad que la de reforzar la idea y el sentimiento de que los menores que 
cometen delitos son una amenaza creciente para la paz y la convivencia sociales”. Hemos utilizado el 
término ficción, mucho más apropiado en la terminología jurídica que eufemismo o “fraude de etiquetas” 
precisamente por las razones argumentadas por el redactor del anteproyecto de la LORRPM: “la eficacia 
del Derecho es hacer valer las cosas en el sentido impuesto por la norma, pero no puede serlo el 
trasformar la esencia física, biológica o sociológica del sujeto de esa norma”. Cfr. Bueno Arús, F.: “La 
Ley de responsabilidad…” ob. cit., p. 305. En mi opinión, tal postura no tiene en cuenta los estudios 
realizados en el ámbito de la criminología sobre la capacidad de culpa y entendimiento del menor en la 
comisión de actos tipificados en el Código penal, aferrándose desesperadamente a la antigua regulación 





reformas han conducido a la norma han dejado atrás la idea de desmarcarla de una 
naturaleza ajena a lo penal. El cambio a un sistema de responsabilidad se ha producido 
sobre la base del fracaso probado del Derecho correccional (genuinamente positivista, 
como vimos en la primera parte), cuyas regulaciones de Tribunales tutelares de 
Menores no pudieron ofrecer las mismas garantías al menor que las que ahora ofrece un 




En efecto, aunque la LORRPM haya intentado, por todos los medios, alejar las 
medidas de internamiento de la denominación de pena
2974
 y establecer un carácter 
sancionador-educativo, algunas de las características de éstas, no pueden encuadrarse 
sino en una consecuencia directa ante la comisión del hecho delictivo que resulta en una 
privación de derechos
2975
. Además de estas consideraciones, debemos recordar que la 
LORRPM  prevé consecuencias jurídicas distintas para los inimputables
2976
, y que, 
como ya advertíamos, existe un sistema paralelo de protección que se aplicará a los 
menores de catorce años, esto es, para los inimputables por razón de la edad
2977
. Luego, 
no podremos basarnos exclusivamente en la imputabilidad, quedando como único 
recurso la ausencia de culpabilidad, que como hemos apuntado supra, es un concepto 
ligado al de responsabilidad penal. 
 
Siguiendo la definición que establecía la Exposición de Motivos de la LORRPM, 
Landrove Díaz afirma que las medidas de la LORRPM eran “materialmente 
constitutivas de penas”2978. Algunas de tales medidas tienen como consecuencia la 
restricción de la libertad del menor, incluyendo la de internamiento en régimen cerrado, 
que implica unas consecuencias prácticamente análogas a las propias de la pena 
                                                                                                                                                                                  
del Código de 1973, en un intento, por otra parte loable, de despenalizar toda conducta del menor de 
edad.  
2973 En contra, García-Pablos de Molina, A.: “Presupuestos…” ob. cit., pp. 277 y 278; Ríos Martín, 
J.C.: “La Ley de responsabilidad penal del menor…” ob. cit., p. 4 de la versión online. 
2974 Vid. Sánchez García de Paz, I.: “El sistema de medidas de la Ley penal del Menor…” ob. cit., 
p.  74, donde la autora expone que “el legislador ha querido en esta materia tan sensible como es la de los 
menores ser políticamente correcto y evitar el nombre de pena”. 
2975 Vid. Giménez-Salinas i Colomer, E.: “La nueva Ley de justicia juvenil en España: un reto para 
el 2000…” ob. cit., pp.  127 y 130. 
2976 Sobre la inimputabilidad del menor, Vid. Blanco Lozano, C.: “La inimputabilidad como causa 
de exclusión de la responsabilidad penal del menor”, en Anuario de Justicia de Menores, Número 11, 
Astigi, Sevilla, 2002, pp. 191-211. 
2977 Vid. Tamarit Sumalla, J.M.: “El nuevo Derecho penal de menores: ¿Creación de un sistema 
penal menor?”, en Revista Penal, Número 8, Editorial La Ley, Madrid, 2001, p. 78.  
2978 Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p.  166. 





privativa de libertad, pese a que la propia ley intente distanciar ambas figuras en su 
finalidad última. En cuanto tal finalidad de las medidas, aunque ciertamente participan 
de manera muy acentuada de la prevención especial positiva, no es menos cierto que 
también lo hacen de la preventivo-general
2979
. Cervelló Donderis, defensora de la 
postura ecléctica, ha mantenido que una de las características que diferencian las 
medidas de las penas es su finalidad educativa, por cuanto “en el Derecho penal de 
menores la finalidad educativa preside todo el sistema de regulación, aplicación, y 
ejecución de medidas”2980, diferenciándose del de adultos en el que la finalidad 
educativa sólo actuaría en la ejecución. Ciertamente, la clave se encontraría en la 
finalidad educativa de la ejecución penal de las medidas, pero al encontrarse también en 
las penas no puede servir como absoluto criterio diferenciador.   
 
Como ya hemos visto con anterioridad, las medidas de internamiento de menores 
son, usualmente, de carácter postdelictivo. Aunque existe la posibilidad de un 
internamiento cautelar como modo de prevención, las medidas de internamiento son 
impuestas por el juez una vez constatada la comisión por parte del menor de una 
infracción penal. No podría ser de otro modo, habida cuenta de las garantías que el 
proceso penal del menor quiere afianzar. Las medidas de internamiento anteriores a la 
realización de actos delictivos supondrían la vulneración de tales garantías, entrando en 
el territorio de la inseguridad jurídica. Para un gran número de autores las medidas de 
seguridad pre-delictuales adolecen de tal vulneración de garantías, como ocurría con los 




                                                             
2979 Incluso algunos autores llegan a defender la naturaleza de pena del internamiento sin necesidad 
de establecer esta prevención general intimidatoria. Así, Vid. Torres Gámez, A.: “El proceso reeducador 
en la Ley orgánica de la responsabilidad penal del menor (LORRPM)”, en Revista de Derecho penal, Lex 
Nova, Número 9, mayo, Valladolid, 2003, p. 70; donde la autora afirma que “el hecho de que no cumplan 
los fines clásicos de retribución o prevención general intimidatoria, no es argumento” para no reconocer 
el internamiento del menor como pena, “dado que otro de los fines clásicos de la pena es la prevención 
especial”. 
2980 Cfr. Cervelló Donderis, V.: La medida de internamiento… ob. cit., p. 21. 
2981 Así por ejemplo, Beristaín Ipiña, A.: Medidas penales en Derecho contemporáneo (Teoría, 
legislación positiva y realización práctica). Reus, Madrid, 1974, p. 178, quien afirmaba que la duración 
indeterminada en los internamientos de jóvenes, previstos en las reformas al Código Penal en 1944 (véase 
la primera parte de este estudio), “resulta excesiva, y puede perjudicar la certeza indispensable del 
Derecho penal”. También aludía en su exposición a la sustitución de la medida de internamiento por una 
pena privativa de libertad en aquellos casos en los que el tratamiento correccional fallara, ya que “las 
diferencias entre ambas sanciones no son tantas ni tales que impidan esta sustitución”: al respecto, 
también Vid. Cobo, M.: “Atenuante de minoría de edad y sustitución de pena por medida en el artículo 65 
del Código penal español”, en Homenaje  Jiménez de Asúa. Buenos Aires, 1970, pp. 433-463.   





Las medidas actuales de internamiento, proporcionan un mayor grado de 
determinación en su duración asimilándose al concepto de “poena certa”2982. De ahí 
que, mientras que las medidas de seguridad se imponen con una duración indeterminada 
(sentencia indeterminada
2983
), la LORRPM, contiene, en sus artículos 9 y 10, 
restricciones a la flexibilidad del juez a la hora de impartir las medidas.  
 
Si bien es cierto, como señala Cruz Márquez, que la LORRPM “no establece un 
límite mínimo de duración en ninguno de los regímenes previstos”2984, si que puede 
hablarse de una mayor concreción de su horquilla temporal, sobre todo a razón de sus 
últimas reformas incluidas en las LO 7/2000 y LO 8/2006. Entendemos, en este sentido, 
que dentro de la flexibilidad con la que LORRPM prevé el marco temporal de las 
medidas, podemos hablar de límites mínimos (periodo de seguridad en régimen 





En el artículo 7.2 de dicha normativa, se impone al juez una duración máxima de 
las medidas de internamiento, mientras que en su artículo 7.3 se indica que, para su 
aplicación, debe atenderse “de manera flexible” a diversos criterios (edad, 
circunstancias familiares y sociales etc.) en favor del mejor interés para el menor. El 
artículo 9, señala, además, una limitación ante la sentencia indeterminada en la 
aplicación de estas medidas que, por un lado, condiciona el arbitrio judicial, restándole 
flexibilidad en detrimento de ese interés del menor; y, por otra parte, introduce un 
mayor factor de seguridad jurídica
2986
. Esta característica se conjuga con la anterior 
consideración de las medidas de internamiento, como “materialmente sancionadoras”, 
con un mayor acercamiento a la pena, puesto que las restricciones a su duración, 
suponen una garantía desarrollada precisamente por ser estas privaciones de la libertad 
del menor.  
 
                                                             
2982 Vid. Boldova Pasamar, M.A.: “El sistema de…” ob. cit., p.  108. 
2983 Vid. García Valdés, C.: Teroría de la Pena… ob. cit., p.  20. 
2984 Vid. Cruz Márquez, B.: La medida del internamiento y sus alternativas… ob. cit., p.  43. 
2985 Vid. Hava García, E. y Ríos Corbacho, J.M.: “Las medidas aplicables a menores en la Ley 
5/2000”, en Navarro Guzmán, J.I. y Ruiz Rodríguez, L.R. (coord.): Menores. Responsabilidad penal y 
atención psicológica, Tirant lo Blanch, Valencia, 2004, p.  149. 
2986 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p. 231. 





Las medidas de la LORRPM están orientadas a la prevención-especial de un 
modo más acentuado que las penas
2987
. La razón principal de la ineficacia de la 
prevención-general en los menores se achaca a su falta de madurez para sentirse 
intimidados por la norma
2988
. Ante este argumento podría indicarse que algunas de las 
medidas previstas en la LORRPM poseen un marcado carácter disuasorio
2989
, como es 
el caso de la amonestación o el internamiento reeducativo, si bien en este último caso 
debe primar una prevención-general de carácter positivo (custodia del menor). En 
cualquier caso, las medidas adoptadas pueden tener un efecto ejemplarizante
2990
, y 
desde luego, a tenor de las últimas reformas introducidas, pretenden devolver la 
confianza en la norma
2991
 a una sociedad hipocondriaca con el “grave aumento de la 
delincuencia juvenil”. En este sentido, podría decirse que todo “castigo” crea cierto 
temor hacía futuras consecuencias
2992
, si bien la finalidad principal es la de evitar la 
                                                             
2987 Vid. Exposición de Motivos I.5, de la LORRPM; donde se dispone que las medidas recogidas 
en la ley “fundamentalmente no pueden ser represivas, sino preventivo-especiales, orientadas hacia la 
efectiva reinserción y el superior interés del menor” (las cursivas son nuestras). A nuestro juicio, en 
términos semánticos debe interpretarse la voz fundamentalmente como “razón principal”, principio que 
en el origen inspira la medida, pero no único. 
2988 Vid. Cervelló Donderis, V., y Colás Turégano, A.: La responsabilidad penal... ob. cit., p. 115; 
Ríos Martín expone además que el uso de la intimidación de la pena es contrario a la dignidad del menor. 
Vid. Ríos Martín, J.C.: El menor infractor… ob. cit., p. 204; en contra, articula Giménez-Salinas i 
Colomer, que al establecer un sistema de responsabilidad penal, el legislador supone que los menores 
infractores, a partir de cierta edad, “tienen capacidad de ser motivados por las normas y, por consiguiente, 
de asumir sus propios actos”. Vid. Giménez-Salinas i Colomer, E.: “La nueva ley de justicia juvenil…” 
ob. cit., p. 117. 
2989 Vid. Cervelló Donderis, V., y Colás Turégano, A.: La responsabilidad penal... ob. cit., p. 116. 
2990 En el fondo, como ya se ha expuesto arriba, la educación del menor no deja de tener cierta 
significación coactiva, de control social. Además de ello, algunos autores, como Roxin, han considerado 
un efecto pedagógico de la prevención general positiva, que originaría un efecto de respeto hacia la norma 
penal. Vid. Roxin, C.: “Die Wiedergutmachung im System der Strafzwecke”, en Schöch, H. (Ed.): 
Wiedergutmachung und Strafrecht hrsg Achöch. Beck, München, 1987, p. 19; Pérez Manzano, M.: 
Culpabilidad y prevención: las teorías de la prevención general positiva en la fundamentación de la 
imputación subjetiva y de la pena. Universidad Autónoma de Madrid, Madrid, 1986, p. 19.  
2991 Es decir, tienen una finalidad de defensa social, Vid. Cuello Contreras, J.: El nuevo… ob. cit., 
pp. 45 y 60; Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 106. 
2992 En la Exposición de Motivos se expone claramente que la prevención especial a modo de 
“intimidación” del sujeto, es uno de los principios rechazados por la norma. Así queda expresado en el 
punto II. 7: “rechazando expresamente otras finalidades esenciales del Derecho penal de adultos, como 
la proporcionalidad entre el hecho y la sanción o la intimidación de los destinatarios de la norma”. 
Sorprendentemente, a pesar de que se niega el carácter intimidatorio de la sanción por la falta de madurez 
en los menores infractores, en ocasiones ha sido esgrimido como argumento por los tribunales. Es el caso 
de la Sentencia del Juzgado de Menores de Alicante (Número 2), 203/2004, de 9 de julio, transcrito por 
Sánchez Lázaro en su artículo sobre las respuestas jurídico penales en menores infractores (ob. cit., p. 72), 
en el que se puede leer, como fundamento de la dura sentencia por un crimen especialmente violento: “la 
frialdad demostrada en el acto de la vista rota al final de la misma con tenues lágrimas que denotan más 
su temor ante las consecuencias judiciales que pudieran tener sus actos que un sincero arrepentimiento”. 
Las cursivas son nuestras. Si aceptamos que existe una prevención especial negativa en el sujeto menor de 
edad a nivel individual, ¿no podríamos sostener una prevención general de intimidación en el resto de los 
sujetos de las mismas condiciones? 





comisión de nuevos actos delictivos. Finalmente, la función primaría de las medidas de 
la LORRPM será la educativa o de prevención-especial
2993
; no obstante, en el catálogo 
de medidas del artículo 7 se incluyen algunas medidas de dudosa finalidad educativa, 
como es el caso del internamiento en régimen cerrado
2994
, la prohibición de 




4.1.4. Teoría Integradora. Heterogeneidad de consecuencias al delito en la 
LORRPM.   
 
Como hemos podido apreciar en los puntos anteriores, la naturaleza jurídica de las 
medidas previstas para los menores como consecuencias al delito es uno de los 
principales dilemas dogmáticos de la LORRPM. Esta controversia es el resultado de la 
compleja conformación legislativa de la norma, en un intento de conciliar las dos 
posturas
2996
, de protección y reforma, que a lo largo de la historia del internamiento del 
menor como resultado del delito. 
                                                             
2993 Sobre el moderno concepto de prevención en el ámbito de la criminalidad juvenil, Vid. Herrero 
Herrero, C.: Delincuencia juvenil… ob. cit., pp. 195 y ss. 
2994 Vid. Beristain Ipiña, A.: “Creencias y convicciones en la educación y re-educación del menor a 
la luz de la Constitución, Las NN.UU. y la Unesco”, en Revista de Ciencias Penales, Volumen II, 
Número 1, A Coruña, 1999, p. 24; Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. y loc. cit.; quienes le atribuyen a 
las medidas de internamiento cerrado una significación aflictiva y vindicativa. En este aspecto, destacan 
las críticas de Ríos Martín sobre la regulación de los regímenes de internamiento en centros cerrados 
llevada a cabo por el RM, creándose “un marco más represivo, incriminador y limitador de derechos”. 
Cfr. Ríos Martín, J.C.: “La protección a la víctima…” ob. cit., p. 354; también puede corroborarse la 
función represiva de la medida de internamiento al incluirse entre sus disposiciones disciplinarias la 
posibilidad de que el menor sea aislado en celda (separación del grupo art. 60 LORRPM; 66 del RM), una 
medida de régimen interno de escasa aplicación educativa y con connotaciones puramente “asegurativas” 
del interno.  
2995 Vid. Giménez-Salinas i Colomer, E.: “Características principales de la Ley Orgánica 
reguladora de la responsabilidad penal del menor”, en Revista del Poder Judicial, 3ª época, IV, Número 
60, Madrid, 2000, pp. 151 y 152; Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p. 181; De la 
Rosa Cortina, J.M.: “La instrucción en procedimiento de la LORPM. Intervención del Juez de menores”, 
en Ornosa Fernández, Mª.R. (Dir.): La responsabilidad… ob. cit., p. 111; Vargas Cabrera, B.: 
“Comentario…” ob. cit., p. 174; Cervelló Donderis, V., y Colás Turégano, A.: La responsabilidad 
penal… ob. cit., p. 160; Gómez Recio, F.: “Sobre la sensación de impunidad de los menores de edad 
frente a la actual regulación penal”, en Diario la Ley, Número 5693, 2003, p. 1438; Vázquez González, 
C.: Derecho penal… ob. cit., p. 326. Destaca en este punto la opinión de Landrove Díaz, quien considera 
esta medida la “verdadera muerte civil del menor infractor”. Vid. Landrove Díaz, G.: Introducción… ob. 
cit., p. 10. 
2996 Según expone Giménez-Salinas i Colomer, la LORRPM “representa el resultado de un acuerdo 
entre diversas ideologías”. Vid. Giménez-Salinas i Colomer, E.: “Características principales…” ob. cit., p. 
137. Para Dolz Lago, las contradicciones en las que el texto de la LORRPM incurre, son producto de la 
participación de las concepciones absolutamente despenalizadoras que abogan por un tratamiento de los 
menores infractores puramente civil, administrativo o proteccionista. Vid. Dolz Lago, M.J.: 
¿Endurecimiento simbólico de la Ley Penal del Menor?, en La Ley Penal, Año IV, Número 41, Editorial 
La Ley, septiembre, Madrid, 2007, p. 84. En realidad, tal y como pudimos apreciar en la parte histórica de 





La diferencia entre el Derecho penal de adultos y el de menores se busca, por 
tanto, no en el delito que se pueda cometer, sino en las consecuencias jurídicas al 
mismo
2997
. Existen posiciones diversas que aproximan estas consecuencias jurídicas al 
concepto de medida de seguridad (medida de corrección), otros la identifican con las 





Podríamos partir desde esta última posición -la doctrina dominante- y considerar 
las medidas de la LORRPM como una nueva figura en nuestro ordenamiento penal 
pues, ciertamente, poseen ciertos matices especiales, como no podría ser de otro modo, 
sirviendo a los intereses de un Derecho penal especial. No obstante, nos sumamos a la 
postura de Feijoo Sánchez cuando afirmaba que considerarlas “un híbrido no es una 
solución que sirva para mucho”2999. Una posible solución para atribuir de una manera 
más satisfactoria una naturaleza jurídica más concreta a las medidas de la LORRPM 
(en particular, a las medidas de internamiento o privativas de libertad), sería su estudio 
integrado en la comparativa entre pena y medida de seguridad, puesto que ambas figuras 
tienen elementos en común. 
 
Al respecto, Von Liszt ya adelantaba que existía una parcela común entre pena y 
medida de seguridad, que acercaba progresivamente su naturaleza jurídico-penal. Según 
el penalista alemán, “si la medida de seguridad está asociada a la comisión de un hecho 
punible, puede muy bien asumir en sí misma la esencia de la pena (un mal ligado a la 
reprobación); e indudablemente también desde el punto de vista de la teoría retributiva. 
                                                                                                                                                                                  
este trabajo, la dicotomía civil/penal siempre ha formado parte de los modos de ejecución de la justicia 
con menores infractores. Las concepciones proteccionistas han tenido un especial arraigo en nuestra 
cultura, fomentadas por el concepto de moral cristiana. No fue hasta el siglo XX con la Convención de los 
Derechos del Niño cuando se estableció la corriente de la responsabilidad penal. El modelo de la 
LORRPM intentó acogerse a un derecho tradicional correccional y conservar las garantías propias de los 
procesos penales, sin embargo, la confluencia de ambos modelos no resistió el envite de los argumentos 
garantistas, e incluso defensistas, que fomentaron su conversión a un auténtico Derecho penal de 
menores. 
2997 Vid. Villameriel Presencio, L.P.: “Razones del Proyecto de Ley de Reforma de la Ley 
Orgánica reguladora de la responsabilidad penal de los menores”, en Jorge Barreiro, A., y Feijoo 
Sánchez, B.: Nuevo Derecho… ob. cit., p. 16. 
2998 Vid. Cervelló Donderis, V., y Colás Turégano, A.: La responsabilidad penal... ob. cit., p. 110; 
Cervelló Donderis, V.: “Las medidas…” ob. cit., p. 123; la misma autora: La medida de internamiento… 
ob. cit., p. 19. 
2999 Cfr. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B., y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios... 
ob. cit., p. 110. 





Ambas instituciones jurídicas son como dos círculos secantes”3000. Lógicamente, cuanto 
más nos acerquemos a la concepción monista, más grande será esta parcela común entre 
ambas instituciones. Por otro lado, las nuevas garantías introducidas en el CP de 1995 
para evitar la inseguridad jurídica de medidas de seguridad pre-delictuales, ha acortado 
sustancialmente la distancia entre ambas figuras
3001
. De este modo, tal y como afirma 
Beristain Ipiña, “más claramente coinciden ambas instituciones por su contenido de 
tratamiento de los sujetos con gran posibilidad de resocialización”3002. 
 
Si, como acepta la doctrina mayoritaria, existe un campo común entre pena y 
medida de seguridad, deberemos comparar este marco con las medidas de la LORRPM 
con esta parcela común.  
 
Llegados a este punto, y antes de concluir una aproximación subjetiva sobre la 
naturaleza de las medidas de la LORRPM, la extensión de los argumentos nos obliga, a 
efectos de una mejor claridad en nuestra exposición, a recapitular ciertos puntos y 
ordenarlos: 
 
1. Las medidas de seguridad se imponen en los casos de exención de la 
responsabilidad penal del art. 20.1. del CP, y se basan en la peligrosidad del sujeto. No 
obstante, “la comisión de un delito no es sólo una garantía objetiva, sino que es un 
síntoma revelador de la peligrosidad del autor”3003. Las penas se imponen a los 
imputables y presuponen el elemento de la culpabilidad. Aunque no coinciden en la 
exigencia de culpabilidad, tanto medidas de seguridad como penas poseen un innegable 
sentido retributivo
3004
, en tanto que exigen la comisión del delito (tienen el mismo 
presupuesto). “Lo que caracteriza a la medida frente a la pena es un “déficit, en cuanto 
                                                             
3000 Vid. Von Liszt, F.: Tratado… III, ob. cit., p. 198 y ss. 
3001 Al respecto, Mapelli Caffarena afirma que “ambos institutos tienden a confluir una vez que el 
legislador les reconoce las mismas garantías”. Vid. Mapelli Caffarena, B.: Las consecuencias… ob. cit., p. 
310. 
3002 Cfr. Beristain Ipiña, A.: Medidas… ob. cit., p. 53.  
3003 Vid. Mapelli Caffarena, B.: Las consecuencias.... ob. cit., p. 322. 
3004 Vid. Segado Jimeno, C.: “¿Puede prescindirse…?” ob. cit., versión online; quien, siguiendo la 
hipótesis de los autores antes mencionados, sentencia claramente que “la Ley Penal del Menor no puede 
renunciar a su carácter represivo ni las medidas que se adopten pueden dejar de imponerse como 
retribución a la gravedad del hecho, sin perjuicio de su orientación reeducativa, que no detentan en 
exclusiva”. 





que en la medida está ausente la culpabilidad, pero en todo lo demás la medida no añade 
nada que no esté contenido en ya en la pena”3005.  
 
2. Tanto las medidas de seguridad como las penas suponen una privación de 
derechos. Existen tanto medidas de seguridad como penas privativas de libertad.  
 
3. Ambas figuras jurídicas se dirigen al fin principal de prevención-especial. 
Además de ello, aunque la pena se identifique con una finalidad preventivo-general, 
durante su ejecución, “puede y debe intensificar sus funciones preventivas especiales a 
costa de las preventivas generales”3006.  
 
4. Existen medidas de seguridad de carácter pre-delictual y post-delictual, si bien, 
tras la derogación de las normativas de peligrosidad social, la regulación de las primeras 
queda vacía en nuestro ordenamiento penal actual. Las penas tienen un carácter 
eminentemente post-delictual. 
 
5. Las medidas de seguridad tienen una duración indeterminada, mientras que las 
penas, en aras de una mayor seguridad jurídica, tienen una duración determinada. 
 
Como puede observarse, entre ambas instituciones elementos muy cercanos, sino 
convergentes. Si entendemos, por tanto, que existe (cada vez de forma más acusada) 
cierta similitud entre la pena y la medida de seguridad
3007
, la argumentación, antes 
mencionada, que entiende las medidas de la LORRPM como medidas sui generis 
participantes de ambas podría abarcar, las características comunes entre pena y medida 
de seguridad y después orientarse hacia las características específicas de las otras. En 
este supuesto, la medida podría identificarse con la pena, o, por el contrario, podría 
hacerlo con la medida de seguridad. Para desentrañar esta dicotomía deberemos 
analizar la conjunción de elementos comunes entre las medidas de la LORRPM, las 
medidas de seguridad, y las penas. 
 
                                                             
3005 Vid. Cuello Contreras, J.: El Derecho Penal Español…ob. cit., p. 142. 
3006 Cfr. Mapelli Caffarena, B.: Las consecuencias… ob. cit., p. 312.  
3007 Vid. Beristain, A.: Medidas... ob. cit., pp. 57 y 58. 





Comparando estas confluencias y divergencias entre pena y medidas de seguridad 
con lo expuesto para las medidas de la LORRPM, se obtienen los siguientes resultados: 
 
1. Las medidas de la LORRPM se aplicarían, en virtud de lo dispuesto en el art. 
19 del CP, a los menores responsables penalmente (catorce a los dieciocho años). Se 
deduce, por tanto, la imputabilidad y la culpabilidad del menor, siquiera de manera 
atenuada. Aunque debe tenerse en cuenta la peligrosidad del menor a la hora de 
determinar la medida, la gravedad del hecho tiene una gran importancia en la elección 
de la misma. En cualquier caso, “si se partiera de una imputabilidad disminuida ello 
debería reflejarse en una penalidad disminuida y siempre inferior a la que corresponde a 
una imputabilidad plena, pero la Ley que regula la responsabilidad penal del menor sólo 
excluye la penalidad que exceda la de los adultos, no la que la iguale”3008. 
 
2. Algunas de las medidas de la LORRPM, susceptibles de imponerse a los 
menores infractores, suponen una privación de derechos, en especial, las medidas de 
internamiento suponen la privación de libertad del menor.  
 
4. Las medidas de la LORRPM se aplican tras la comisión del delito. Se trata de 
medidas post-delictuales. Se exceptúa el internamiento cautelar, como exclusivamente 
preventivo, que se funda en el indicio racional de delito. 
5. Las medidas de la LORRPM tienen un mayor grado de indeterminación en 
cuanto a su duración y determinación. No obstante, para algunas medidas se prevé un 
acotamiento en límites máximos y mínimos de dicha duración. Esta duración 
determinada, consecuencia del abandono de los antiguos parámetros de la Ley de 
Tribunales Tutelares de Menores, es eminentemente acusada en la medida de 
internamiento en régimen cerrado, que supone una privación de libertad. Mientras que 
las medidas de seguridad tienen una duración indeterminada, las medidas de la 
LORRPM se basan en una duración determinada. 
 
La conclusión de la comparativa entre las dos recapitulaciones es que, en efecto, 
existen elementos comunes tanto de la pena como de la medida de seguridad en el 
                                                             
3008 Cfr. Boldova Pasamar, M.A.: “El sistema de…” ob. cit., p. 102. 





conjunto de las características de las medidas de la LORRPM
3009
. Sin embargo, esto 
responde a la heterogeneidad de las medidas recogidas en la LORRPM; es decir, dentro 
de la LORRPM nos encontraremos con medidas más cercanas a las penas 
(internamiento) y con contras medidas más cercanas a las medidas de seguridad post-
delictuales (tratamiento ambulatorio). 
 
En relación a la privación de libertad del menor, esto es, a las medidas de 
internamiento, objeto de nuestra principal atención en este estudio, comprobamos, al 
aislarlas y compararlas con los puntos anteriores, las siguientes coincidencias: 
 
1. Las medidas de internamiento requieren, para su aplicación, la comisión de una 
acción tipificada en el CP, o en las leyes penales especiales, como delito. El menor 
desde los catorce años, y hasta los dieciocho años, es responsable penalmente conforme 
a la LORRPM, lo que supone que se le considera imputable y capaz de dolo, aunque 
puede entenderse que exista cierta atenuación en ambos conceptos. En último término, 
como afirma Albrecht, ante la imposición de una medida de internamiento “se somete el 
principio de la prioridad educativa al principio de culpabilidad dominante también en el 
Derecho penal general”3010. 
 
2. Las medidas de internamiento de la LORRPM suponen, en efecto, una 
privación de libertad. 
 
3. El fin principal de las medidas de internamiento para menores infractores es 
eminentemente preventivo-especial; si bien esto es cierto, no puede eliminarse el 
                                                             
3009 Postura que compartimos con Boldova Pasamar, M.A.: “El sistema de…” ob. cit., p. 95; quien 
afirma “las distintas medidas de la LORRPM no son realmente homogéneas, dado que unas tienen 
carácter terapéutico y constituyen por eso autenticas medidas de seguridad (que se aplican a los 
inimputables), y otras, la mayoría, tienen en general carácter sancionar-educativo y responden de esa 
forma a la naturaleza de las penas (que se aplican a los imputables o responsables)”. No obstante, a pesar 
de coinciden en cuanto a la heterogeneidad de las medidas previstas en la LORRPM, nuestra postura se 
basa en una mayor aproximación al concepto de pena de las medidas de internamiento de la LORRPM (a 
excepción, como ya hemos argumentado, de la medida de internamiento terapéutico), por lo que la 
denominación medidas sui generis, que participan de ambas categorías, es discutible y, además, su 
importancia queda menguada a favor de la especialización en el tratamiento penitenciario que se deriva de 
ella, verdadero quid de la especialización de las sanciones privativas de libertad de la LORRPM; también 
partidario de esta línea de pensamiento es Higuera Guimerá, J.F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., pp. 
341 y ss.; Torres Gámez, A.: “El proceso reeducador...” ob. cit., p. 70; Sánchez García de Paz, Mª.I.: “El 
sistema de medidas…” ob. cit., p. 71 y 72. 
3010 Cfr. Albretch, P.A.: Derecho penal… ob. cit., p. 330. 





elemento retributivo de las mismas teniendo en los casos de internamiento una clara 
orientación preventivo-general (anunciado en la LO 8/2006). Además de ello, como 
sostiene Jäger, “pena y educación no forman una irreconocible antítesis”3011. En cuanto 
al objetivo de reeducación, característico de las medidas de internamiento de menores, 
la doctrina penitenciaria española se ha pronunciado, desde el primer momento
3012
, y en 
numerosas ocasiones posteriores, sobre la importancia de la orientación reeducadora de 
como fin primario de la pena privativa de libertad.  
 
4. Las medidas de internamiento sólo serán impuestas a posteriori, como 
consecuencias del delito. Son, por tanto, medidas post-delictuales. Se exceptúa el 
internamiento cautelar, como exclusivamente preventivo, que se funda en el indicio 
racional de delito. 
 
5. De todas las medidas de la LORRPM, las de internamiento son las que están 
más acotadas en su determinación
3013
. Para su aplicación, el Juez tiene una menor 
potestad dispositiva, y su duración se encuentra sometida a una serie de normas 
regladas. 
 
En síntesis, las medidas de internamiento en régimen cerrado, régimen 
semiabierto y abierto (exceptuamos las de internamiento terapéutico, por las razones 
antes vistas) coinciden con las medidas de seguridad en los mismos puntos convergentes 
que éstas mantienen con las penas. Del mismo modo, difieren con las medidas de 
seguridad en los mismos puntos en los que estas se alejan de las penas. En conclusión, 
                                                             
3011 Cfr. Jäger, C.H.: “Jugend zwischen Schuld und Verantwortung. Was kann eine 
strafzweckorientierte Schuld – und Verantwortungslehre zum Verständnis des Jugendstrafrechts 
beitragen”, en Goltdammer’s Archiv für Strafrecht, Decker, Número 6, Heidelberg, 2003, p. 481; también 
en Abel Souto, M.: “Internamientos penales...“ ob. Cit., p. 78. 
3012 Aquí es obligado recordar la Exposición de Motivos del Proyecto de la LOGP, que se publicó 
en el Boletín Oficial de las Cortes, Número 148, el 15 de septiembre de 1978, y que enfatizaba este 
principio que luego se vería plasmado en el art. 25 de nuestra CE y en el art. 1 de la propia LOGP. El 
texto introductorio así lo recogía: “La finalidad fundamental que doctrina y legislación atribuyen en la 
actualidad a las penas y medidas de privación de libertad es la prevención especial, entendida como 
reeducación y reinserción social de los condenados, sin perjuicio de prestar atención debida a las 
finalidades de advertencia e intimidación que la prevención general demanda, y a la proporcionalidad de 
las penas con la gravedad de los delitos cometidos que el sentido más elemental de justicia requiere”. Vid. 
Mestre Delgado, E., y García Valdés, C.: Legislación penitenciaria… ob. cit., p. 30, nota al pie. 
3013 Como acertadamente ha expresado Colás Turégano, “la ley 5/2000 para los delitos de mayor 
gravedad, sí establece limitaciones en orden a la decisiçon sobre la medida a imponer sin valoración del 
interés del menor”. Cfr. Colás Turégano, A.: “Cumplimiento de la medida…” ob. cit., p. 3. 





su similitud con las medidas de seguridad es prácticamente igual a la existente entre 
penas y medidas de seguridad, por lo que debemos afinar que las medidas privativas de 
libertad de la LORRPM (a excepción del internamiento terapéutico) tienen una 
naturaleza jurídica más cercana al concepto de pena. 
 
En el caso del internamiento terapéutico, la relación es a la inversa, pues coincide 
con la parcela común entre pena y medida de seguridad, pero en todo lo demás se 
decanta hacía ésta última. A su vez, existen otras medidas (asistencia a un centro de día, 
convivencia con familia o grupo educativo, prestaciones en beneficio de la comunidad, 
realización de tareas socio-educativas), no privativas de libertad, que no sostienen esta 




De este modo, podemos interpretar una naturaleza tripartita en la naturaleza de las 
sanciones previstas en la LORRPM: las medidas de internamiento en régimen cerrado, 
semiabierto y abierto, corresponderían a la categoría de penas juveniles; el 
internamiento terapéutico y, de forma más clara, el tratamiento ambulatorio entrarían 
dentro de las medidas de seguridad; y el resto de medidas estarían repartidas entre los 
conceptos de medidas complementarias restrictivas de derechos y educativas
3015
. 
Obviamente, esta división de las medidas tiene un efecto de actuación en tres vías: las 
medidas de internamiento deberían responder a un criterio de necesidad, para los casos 
en los que otra opción no es viable
3016
, y estar fijadas normalmente para edades de 
mayor madurez (a partir de los dieciséis años
3017
); las medidas de seguridad para los 
                                                             
3014 Vid. Cervelló Donderis, V.: La medida de internamiento… ob. cit, p. 36. 
3015 Vid. las diversas clasificaciones que se han establecido sobre las medidas de la LORRPM, en: 
Cezón González, C.: La nueva Ley… ob. cit., pp. 51 y ss.; Higuera Guimerá, J.F.: Derecho Penal 
Juvenil… ob. cit., pp. 341-349; Cervelló Donderis, V.: “Las medidas…” ob. cit., pp. 129 y 130; la misma 
autora: La medida de internamiento… ob. cit., p. 36. 
3016 Vid. Herrero Herrero, C.: Criminología. Dykinson, Madrid, 2001, p. 496, quien ha expuesto 
que “lo ideal sería prescindir de centros cerrados e, incluso, institucionalizados. Pero, hoy por hoy, no es 
más que un deseo utópico cuando de determinados delincuentes menores se trata”. De opinión similar, 
Vid. Pérez Ferrer, F.: “La nueva regulación… ob. cit., p. 6; en similares términos, Vid. Hava García, E. y 
Ríos Corbacho, J.M.: “Las medidas aplicables…” ob. cit., p. 155; Cruz Márquez, B.: La medida de 
internamiento y sus alternativas... ob. cit., p. 23, en la que la autora admite la necesidad de la aplicación 
en determinados casos de la medida de internamiento, indicando que “la medida de internamiento puede 
ser la opción más adecuada en determinados supuestos para satisfacer las necesidades socioeducativas del 
menor”, también se pronuncia a favor de la medida de régimen cerrado en casos especialmente puntuales, 
en los que es necesario “estabilizar previamente al menor, antes de procurar la realización de actividades 
en el exterior”. De la misma obra, p. 54.  
3017 Como, de hecho, se propuso en la tramitación y discusión parlamentaria de la LORRPM, por 
la Sra. Almeida Castro. Vid. De Urbano Castrillo, E., y De la Rosa Cortina, J.M.: Comentarios… ob. cit., 





casos de inimputabilidad o semi-imputabilidad; y, por último las medidas de corrección 
o educativas, para aquellos casos en los que la aplicación penal no sea necesaria, dando 
paso a sanciones de índole socio-educativas de especial intensidad. 
 
Por tanto, entre el Derecho penal de adultos y el de menores, “la diferencia 
fundamental radica en el sentido y contenido de las medidas. Es la filosofía de la 
reacción punitiva lo que resulta diverso de los adultos. Porque se atiende a que el menor 
generalmente ni ha concluido su formación ni ha alcanzado su madurez, y porque en 
consecuencia y con el tratamiento adecuado puede presentar un pronóstico más 
favorable que el adulto para una plena reinserción social”3018. Luego, la verdadera 
especialización del Derecho penal de menores y de sus sanciones (léanse penas) 
privativas de libertad es, en gran medida, una cuestión penitenciaria, de ejecución 
penal
3019
 y tratamiento especializado
3020
, y no de diferencia en la naturaleza jurídica de 
las mismas. Ciertamente, desde los Hospicios (véase la primera parte de nuestro 
estudio), el tratamiento institucional de los menores infractores se ha caracterizado por 
una especial atención a los medios educativos y a la reinserción social del menor, 
independientemente de la imposición de medidas de seguridad o autenticas penas.  
 
                                                                                                                                                                                  
p. 152. Esta postura ha tenido acogida en algunos sectores de la doctrina. Nos sumamos a esta postura con 
reservas, pues contemplamos que al imperar el interés superior del niño y sus circunstancias personales a 
la hora de determinar la medida a imponer, el establecimiento de límites absolutos supone siempre una 
fuerte limitación al principio de flexibilidad. Entiendo, por tanto, que siempre debe prevalecer el estudio 
de la personalidad del menor y sus circunstancias personales en relación con los hechos ilícitos 
cometidos, siendo más adecuado la inclusión de una clausula de excepción (basada en la necesidad) a la 
aplicación del régimen cerrado de internamiento en menores de dieciséis años. A favor de establecer el 
régimen cerrado de internamiento sólo para los menores de dieciséis años en adelante, Vid. García Pérez, 
O.: “Los actuales principios rectores…” ob. cit., pp. 70 y 71.   
3018 Cfr. Boldova Pasamar, M.A.: “El sistema de…” ob. cit., pp. 96 y 97. 
3019 Observando la naturaleza jurídica de las medidas de internamiento privativas de libertad de la 
LORRPM en comparación con las penas privativas de libertad, Tomé Tamame afirmaba que “las medidas 
privativas de libertad son auténticas sanciones sin que contengan ninguna medida educativa, tan solo el 
deber de desarrollar la actividad que el centro o equipo técnico estimen conveniente durante su 
ejecución”, por lo que, “sólo durante la ejecución de la sentencia se agregará o acoplará el componente 
educacional a la sanción impuesta con el objetivo de su reinserción”. Cfr. Tomé Tamame, J.C.: “Ley 
Orgánica reguladora…” (I y II) versión online s/n.  
3020 Apoyo esta tesis en la acertada afirmación de Muñoz Conde, F., y García Arán, M.: Derecho 
penal. Parte General. Tirant lo Blanch, Valencia, 2004, pp. 407 y 408, quienes mantienen que el problema 
de la criminalidad juvenil no es sólo un problema de atenuación de la pena, sino fundamentalmente un 
problema de adecuado tratamiento.  





Aunque existen otras especialidades propias dentro del Derecho penal de menores 
(por ejemplo, a nivel procesal
3021
), pudiere decirse, como acertadamente lo ha expresado 
Sola Reche, que en nuestra regulación penal de menores “se olvida que la cuestión clave 
es la correcta aplicación de las medidas impuestas a los menores responsables de 
infracciones penales”3022. Por dicha “correcta aplicación” entendemos la traslación de la 
filosofía especialmente educativa y rehabilitadora a la práctica jurídica, al marco real en 
el que se van a desarrollar las virtudes (y las carencias) atribuidas a la LORRPM, y que 
finalmente, y al margen de discusiones puramente teóricas, la dotaran de eficacia. En el 
caso de las medidas de internamiento, tal marco real
3023
 no es otro que el tratamiento 
educativo individualizado en los centros de menores.  
 
Cada menor deberá tener un tratamiento individualizado, en orden a su 
personalidad y los motivos que le hayan llevado a delinquir. No se trata, por tanto, de 
realizar exclusivamente una terapia social con el menor infractor, sino de reeducarle y 
transmitirle aquellos valores de convivencia y responsabilidad para afrontar una 
reincorporación a la vida social sin la comisión de nuevos delitos. En este aspecto, el 
tratamiento penitenciario, tan criticado por su naturaleza invasiva
3024
, tiene mayor 
sentido y dimensiones aún, si cabe, en el caso de los menores internos en los centros de 
reforma
3025
. El tratamiento penitenciario-educativo del menor, por tanto, debe situarse 
                                                             
3021 Tal y como afirma Del Campo Beltrán, “las diferencias entre el Derecho Penal de Menores y el 
Derecho Penal común las hallamos en el procedimiento y en las consecuencias penológicas”. Del Campo 
Beltrán, Mª.I.: “El tratamiento penal del menor de edad”, en Revista de Derecho Penal, Lex Nova, 
Número 8, enero, Valladolid, 2003, p. 61. 
3022 Cfr. Sola Reche, E., y Serrano Solís, M.: “Presente y futuro de la Ley Orgánica Reguladora de 
la Responsabilidad Penal de los Menores (Aspectos problemáticos de la aplicación de la Ley Penal del 
Menor)”, en Sola Reche, E.,  Hernández Plasencia, J.U., Flores Mendoza, F., y García Medina, P. (Eds.): 
Derecho penal y psicología… ob. cit., p. 6; también, Vid. García Pérez, Mª.F.: “Experiencias prácticas en 
la ejecución judicial de las medidas”, en Pantoja García, F. (Dir.): La Ley de responsabilidad… ob. cit., p. 
132; quien resalta que “la ejecución (de la medida) es la clave de la justicia de menores”. El paréntesis es 
nuestro. 
3023 Para conocer el origen de esta expresión, tomada de la doctrina penitenciaria española en relación 
a los centros penitenciarios de adultos, Vid., in extenso, García Valdés, C.: Comentarios… ob. cit., p. 42 y 
ss.; Zaragoza Huerta, J.: Derecho Penitenciario Español… ob. cit., p. 59 y ss. 
3024 Acerca de las críticas a la voluntariedad del tratamiento penitenciario, Vid. Berdugo Gómez de 
la Torre, I., Zúñiga Rodríguez, L. (Coords.): Manual de Derecho penitenciario. Universidad de 
Salamanca, Colex, Madrid, 2001, p. 348 y ss.; Rodríguez Alonso, A.: Lecciones de Derecho 
Penitenciario. 3ª Ed. Comares, Granada, 2003, p. 326 y ss.; Tamarit Sumalla, J.M., García Albero, R., 
Rodríguez Puerta, Mª.J., y Sapena Grau, F.: Curso de Derecho Penitenciario. 2ª Ed., Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2005, pp. 258 y ss.  
3025 Al respecto, ha expuesto Cervelló Donderis acerca de la diferencia entre el tratamiento 
penitenciario y el establecido para el menor infractor, que “la primera diferencia se da en su naturaleza 
jurídica ya que mientras la participación en las actividades formativas, educativas y laborales se regula 





por encima del régimen de internamiento
3026
 pues, en última instancia es el que dotara 
de una cualidad especial-educativa a la pena juvenil. 
 
Tal y como exponía Nieto García, la legitimación del sistema de responsabilidad 
penal del menor y, por lo tanto, su éxito, “va a depender en gran medida de la respuesta 
que se dé desde los distintos órganos que intervienen en esas decisiones y de las 
relaciones entre ellos”3027. El catálogo de estos agentes es amplio, entre ellos, los 
equipos técnicos, el Juez de menores y la “administración penitenciaria”, pública o 
privada, de los centros de internamiento menores. 
 
El esfuerzo debe centrarse, por tanto, en identificar las carencias de la aplicación 
de las medidas, especialmente aquellas que conllevan privación de libertad. La técnica 
legislativa y los recursos de la LORRPM deben ir orientados objetivo final de 
reeducación en estas condiciones especiales. Este es el camino de una posible 
reforma
3028
 y la base sobre la que se sustenta la conformación de un Derecho 
penitenciario de menores
3029
, más humano, más especializado y, en definitiva, más 
eficaz.  
 
                                                                                                                                                                                  
entre las obligaciones de los menores internados del art. 57.h. LORRPM, el tratamiento penitenciario de 
adultos se caracteriza por su voluntariedad, art. 61 LOGP. Dicha diferencia se debe al distinto ámbito de 
aplicación sin que ello haga perder su sustrato unido al derecho y deber a la educación en los menores de 
edad y al derecho, no deber, de resocialización de los mayores de edad”. Cfr. Cervelló Donderis, V.: La 
medida de internamiento… ob. cit., p. 229. 
3026 De modo análogo al tratamiento penitenciario de los adultos. El programa tratamental, escribe 
Sanz Delgado, permite engranar “las rutinas procedimentales que mejor se adecuen a las circunstancias 
individuales del interno, para la consecución de los fines resocializadores”, “el programa tratamental tiene 
por ello la prioridad” frente al régimen penitenciario. Vid. Sanz Delgado, E.: “El trabajo penitenciario…” 
ob. cit., p. 2415.  
3027 Cfr. Nieto García, L.C.: “La Ley de responsabilidad…” ob. cit., p. 19. 
3028 Sirvan las palabras de Herrero Herrero, más autorizadas que las mias, para explicar y clarificar 
mi punto de vista en este extremo: “Frente a los propugnadores de la abolición, aquí y ahora, de las 
prisiones para adultos y de los centros asimilados para menores, o frente a los postulantes de sistemas de 
cumplimiento de penas o medidas, inspirados en criterios puramente retribucionistas o de simple defensa 
social, se alza una vía intermedia: la de aquellos que, invocando el sentido de la realidad, abogan, en este 
campo, por una actividad progresivamente reformista de la situación penitenciaria. Incluida, por supuesto, 
la de menores”. Cfr. Herrero Herrero, C.: Delincuencia de menores... ob. cit., p. 375. 
3029 En esta línea de pensamiento han manifestado su opinión favorable Cervelló Donderis, V.: La 
medida de internamiento… ob. cit., p. 14; quien indica que se “podría configurar un derecho penitenciario 
juvenil, no en el sentido peyorativo del término que lo pueda asociar a una mayor punición, sino en un 
sentido garantista dirigido a regular los contornos jurídicos de una privación de libertad por decisión 
judicial”; y también, Mapelli Caffarena, B., González Cano, I., y Aguado Correa, T.: Comentarios a la 
LORRPM, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores. IAAP, Sevilla, 2001, p. 
314. 





4.2. Medidas de internamiento, régimen de vida y grados penitenciarios. Una 
perspectiva penitenciaria de la privación de libertad en la LORRPM. 
 
La LORRPM, en su Exposición de Motivos
3030
 y en su art. 7, indica cuáles son las 
medidas susceptibles de ser impuestas a los menores. Entre las mismas, se establecen 
las medidas que ocupan nuestra principal atención, esto es, las de internamiento, que 
conllevan la privación parcial, en distintos regímenes, de la libertad del menor. Como 
hemos apuntado supra, estas medidas ya se encontraban incluidas en la redacción de la 
anterior regulación
3031
 (como pudimos comprobar en la primera parte de este trabajo el 
internamiento de los menores infractores ha sido una constante en la historia de las 
diferentes versiones de la Ley de Tribunales Tutelares de Menores). Todas las medidas 
de internamiento suponen el ingreso del menor en un centro de reforma
3032
. Las medidas 
de internamiento serán susceptibles de imponerse a los menores cuando estos cometan 
hechos ilícitos peculiarmente graves
3033
 que se encuentren tipificados como delitos en el 
CP. Por este motivo, según Landrove Díaz, “integran el elemento básico de todo el 
sistema”3034. Expresión discutible si atendemos a la finalidad educativa de la norma, por 
cuanto el internamiento supone una mayor carga retributiva frente a las medidas 
alternativas de ámbito más pedagógico, pero que en el marco de nuestro estudio -la 
penalidad de los menores y el estudio de su ejecución- no puede ser más atinada. Las 
medidas de internamiento, por tanto, son el núcleo duro
3035
 de las sanciones previstas en 
                                                             
3030 Cfr. Exposición de motivos III, y artículo 7, de la LORRPM. 
3031 Vid.  Ley Orgánica 4/1992, de 5 de Junio, sobre reforma de la Ley reguladora de la 
competencia y el procedimiento de los Juzgados de Menores. Artículo 17.3 y Artículo 17.7, en el que se 
dispone que “El Juez de menores podrá acordar, con respecto a éstos, las medidas siguientes: 7ª. Ingreso 
en un Centro en régimen abierto, semiabierto o cerrado”; Vid. Gómez Rivero, Mª.C.: “Algunos aspectos 
de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal del menor”, en 
Actualidad Penal, Número 10, Madrid, 2001, p. 176; no obstante, como indica Martín Sánchez, la 
novedad se encuentra en la regulación de sus medidas de aplicación (art. 9 de la LORRPM), de la que 
carecía su antecesora. Vid. Martín Sánchez, A.: “Las medidas en la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, 
reguladora de la responsabilidad penal de los menores”, en Ornosa Fernández, Mª.R. (Dir.): La 
responsabilidad penal… ob. cit., p. 452. 
3032 Vid. Judel Prieto, A.: “Especial referencia a los supuestos de responsabilidad penal de los 
menores y medidas comprendidas en la Ley”, en Suárez-Mira Rodríguez, C. (Coord.): Manual de 
Derecho penal, Tomo II, Parte especial. Civitas, Madrid, 2003; p. 726; Abel Souto, M.: 
“Internamientos…” ob. cit., p. 80. 
3033 Vid. Exposición de motivos III. 16, de la LORRPM. 
3034 Cfr. Landrove Díaz, G.: “Medidas aplicables a los menores infractores”, en Zúñiga Rodríguez, 
L., Méndez Rodríguez, C., y Diego Díaz-Santos, Mª.R. (Coords.): Derecho penal, sociedad y nuevas 
tecnologías. Colex, Madrid, 2001, p. 67. 
3035 Vid. Bernuz Beneítez, M.J.: “Justicia de menores española y nuevas tendecencias penales (La 
regulación del núcleo duro de la delincuencia juvenil)”, en Revista Electrónica de Ciencia Penal y 
Criminología, 07-12, 2005, en http://criminet.ugr.es/recpc (30/08/2010). 





la LORRPM. Su imposición debe ser, consecuentemente, un hecho excepcional
3036
, en 
base a un criterio de necesidad del internamiento y, a pesar de conllevar 
inevitablemente una retribución encaminada a la reforma del menor, es imprescindible 





Realizando una extracción de los requisitos de la pena juvenil del 
Jugendstrafrecht alemán
3038
, de planteamiento muy similar y gran influencia en nuestro 
Derecho penal de menores
3039
, el internamiento podrá imponerse por razones de 
prognosis educativa, es decir, ante conductas de “mayor peligrosidad”, y por otra parte, 
por razones de índole más retributiva atendiendo a la “naturaleza peculiarmente grave 
de los hechos cometidos caracterizados en los casos más destacados por la violencia, la 
intimidación o el peligro para las personas”3040, es decir, en definitiva, atendiendo a un 
mayor o menor reproche y amenaza del acto, de modo que no sean de carácter 
demasiado irrelevante.  
 
                                                             
3036 Vid. Grupo de Estudios de Política Criminal: Un proyecto alternativo a la regulación de la 
responsabilidad penal de los menores. Tirant lo Blanch, Valencia, 2000, p. 16; Abel Souto, M.: “Las 
medidas…” ob. cit., p. 112; el mismo: “Internamientos…” ob. cit., p. 85. 
3037 Han sido varios los autores que han reflejado las dificultades en los procesos educativos que 
supone el prolongado internamiento en medio cerrado. Tal y como expone Ríos Martín, “el internamiento 
supone la exclusión del medio social en el que los menores se han desarrollado para internarles en una 
institución. Ello implica una dificultad objetiva para educar, al ser el internado un medio artificial. Esa 
dificultad educativa se debe, entre otros factores, al rechazo de los menores al centro”. Cfr. Ríos Martín, 
J.C.: El menor infractor… ob. cit., pp. 178 y 179. De modo similar, Cruz Márquez advierte sobre la 
repercusión de la medida de internamiento en el ámbito educativo que intenta sostener el sistema de 
justicia de menores, indicando que “esta concesión a la primacía a los criterios preventivo-generales, que 
ya en el plano de la determinación de la medida pone en cuestión el verdadero significado del principio 
educativo en el Derecho penal de menores, resulta insostenible, en virtud del principio educativo, en el 
marco de la ejecución”. Cfr. Cruz Márquez, B.: La medida de internamiento y sus alternativas... ob. cit., 
pp.  28 y 29. Otros autores, se han situado en una postura más conservadora, admitiendo la posibilidad de 
establecer una acción educativa en un medio eminentemente preventivo-general como es el 
internamiento. Al respecto, Vid. Pérez Ferrer, F.: “La nueva regulación… ob. cit., p. 23. 
3038 Vid. Albrecht, P.A.: Derecho penal... ob. cit., p. 308.  
3039 El Anteproyecto de Ley Penal del Menor de 1995, formulado por el grupo político del PSOE 
tenía fuertes influencias de la normativa alemana, incluyendo entre el elenco de medidas sancionadoras la 
pena juvenil y la pena de multa. Vid. Choclán Montalvo, J.A.: Boletín de información del Ministerio de 
Justicia, Número 1771, abril de 1996, pp. 1596 y ss.; De la Cuesta Arzamendi, J.L., y Giménez-Salinas y 
Colomer, E.: “Situación actual y perspectivas de futuro del tratamiento de los infractores juveniles en 
España”, en Estudios jurídicos en memoria del Profesor Casabó, p. 553; Sánchez García de Paz, Mª.I.: 
Minoría… ob. cit., p. 121; Viana Ballester, C.: “La responsabilidad penal del menor...” ob. cit., p. 166; 
Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B., y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios... ob. cit., p. 115. 
3040 Cfr. Exposición de Motivos III. 16, de la LORRPM. 





Tanto la redacción de la LORRPM como la del RM, señalan cuatro tipos de 
medidas de internamiento: medidas de internamiento en régimen cerrado, en régimen 
semiabierto, en régimen abierto y en régimen terapéutico. La decisión de establecer el 
internamiento en esta división ha sido objeto de críticas, considerando que hubiera sido 
preferible la regulación general de la medida de internamiento, y la posterior división en 





En efecto, la distinción entre el modelo penitenciario y el de la LORRPM no 
obedece al aprovechamiento de la sobrada experiencia de la LOGP, confundiéndose, en 
gran medida, grados de cumplimiento y medidas propiamente dichas
3042
. Lo más 
coherente con el sistema hubiera sido establecer una única medida de internamiento con 
diferentes regímenes de cumplimiento, de tal modo, como indica Abel Souto, que se 
“posibilitara que la limitación de la libertad dependiese de la evolución del interno, la 
cual sólo puede apreciarse durante el cumplimiento”3043. La introducción de la 
individualización científica separada en grados del art. 72 de la LOGP, hubiera 
respondido a una mayor eficacia del principio de flexibilidad en el ordenamiento 
penal de menores, si bien, habría encontrado dificultades de control en la, cada vez 
más frecuente, privatización de los centros de menores. En este sentido, la LO 7/2000 
y, posteriormente la LO 8/2006, al establecer los denominados periodos de seguridad 
para los internamientos de menores delincuentes, han supuesto a la Ley Penal del 
                                                             
3041 Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… 
ob. cit., p.  137; Cezón González, C.: La nueva Ley… ob. cit., p.  55; donde encontramos una posición 
análoga a la postulada en este trabajo en la Comparecencia del Director General de Justicia Juvenil de la 
Generalitat de Cataluña, con fecha 18 de marzo de 1999, ante la Comisión de Justicia e Interior del 
Congreso. También, al respecto, Vid. Gómez Rivero, Mª.C.: “Algunos aspectos…” ob. cit., p. 182; la 
misma autora: “El régimen de las medidas aplicables a los menores de edad: las Leyes Orgánicas 5/2000 
y 7/2000”, en Anuario de Justicia de Menores, Número 1, Astigi, Sevilla, 2001, p. 301; Hava García, E. y 
Ríos Corbacho, J.M.: “Las medidas aplicables a menores en la Ley 5/2000”, en Navarro Guzmán, J.I. y 
Ruiz Rodríguez, L.R. (coord.): Menores. Responsabilidad penal y atención psicológica, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2004, p. 194. 
3042 Cámara Arroyo, S.: “Las competencias de las Comunidades…” ob. cit., p. 41. En términos 
similares lo expresa Feijoo Sánchez, Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B., y 
Pozuelo Pérez, L.: Comentarios... ob. cit., p. 137. 
3043 Cfr. Abel Souto, M.: “La medida…” ob. cit., p. 110; el mismo: “Internamientos…” ob. cit., p. 
81. 





Menor la misma ruptura de un sistema de progresión flexible
3044
, que la LO 7/2003 a la 
LOGP.  
 
Para el estudio de la privación de libertad para menores infractores tendremos que 
atender, en primer lugar, a la detallada guía de criterios de elección y ejecución de las 
medidas de internamiento plasmada en la Exposición de Motivos de la propia 
LORRPM. Una curiosa técnica legislativa, pero que es destacable desde la perspectiva 
del método interdisciplinario de los sistemas sancionatorios de nuestros días
3045
. A pesar 
de ello, en mi opinión, se trata de una praxis arriesgada, puesto que puede incurrir en 
reiteraciones innecesarias en el contenido de la norma; y, lo que es más problemático, 
puede producirse una degradación del contenido de la Exposición de Motivos, en cuanto 
a declaración de intenciones y argumentación de las razones para la promulgación de la 
Ley, si las posteriores reformas legislativas, como es el caso de nuestro ordenamiento 
penal de menores, reforman el significado e intencionalidad inicial de la norma.  
En segundo lugar, observaremos lo dispuesto en el art. 7 de la LORRPM, así 
como a las reglas generales y especiales de aplicación de las medidas incluidas en los 
arts. 9 y 10, respectivamente.  
 
Finalmente, para establecer la visión y tesis comparativa con la legislación 
penitenciaria, no debemos acudir a distintos tipos de penas o medidas privativas de 
libertad, sino al propio grado de clasificación y cumplimiento penitenciario, por 
encontrarse en éste los paralelismos con las distintas medidas de internamiento de 
menores. A continuación, se realiza, pues, un examen más detenido de cada una de las 
medidas de internamiento, observando después sus convergencias y especialidades con 




                                                             
3044 Vid. art. 72 LOGP sobre el sistema de individualización científica separado en grados, y el 
art.106 RP de 1996, sobre la progresión y regresión de grado penitenciario. Vid. Sanz Delgado, E.: “El 
trabajo penitenciario…” ob. cit., p. 2421. 
3045 Vid. Bueno Arús, F.: Boletín de Información del Ministerio de Justicia, Número 1836-37, 
Madrid, 1999, p. 13; Torres Gámez, A.: “El proceso reeducador...” ob. cit., pp. 74 y 75.  





4.2.1 Internamiento en Régimen Cerrado (Artículo 7 LORRPM y Artículo 24 
R.D. 1774/2004, de 30 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la LORRPM). 
 
Considerada la medida “más aflictiva, la más grave, el paralelo juvenil de la pena 
de prisión de los adultos y quizá uno de los más claros exponentes del cambio de 
modelo tutelar tradicional al nuevo modelo de responsabilidad penal”3046, así como “la 
más antigua, más severa y más desprestigiada de todas por su dimensión criminógena y 
estigmatizadora (…), de contenido idéntico al de la pena de prisión”3047. Su inserción en 
la normativa y su significado último han permanecido inalterados por las 
modificaciones de la LORRPM
3048
, aunque no así su regulación. Aunque ya se 
encontraba en el anterior catálogo de medidas, su significado se ha visto detallado en la 
nueva LORRPM
3049
, si bien se utilizan términos muy cercanos a los conceptos 
penitenciarios. Según Aguirre Zamorano, en particular esta es la medida de 
internamiento que “necesita mayor reglamentación”3050, a fin de evitar una dispersión 
normativa de las autonomías sobre la ejecución penal de la medida más restrictiva para 
el menor, que podría dar lugar, como ya ocurrió con la anterior LO 4/1992, “a un alto 
grado de inseguridad jurídica, siendo distinto, según la Comunidad Autónoma, o incluso 
las provincias, el régimen de garantías que se aplica”3051.  
 
Como vimos, en la discusión relativa a la naturaleza jurídica de las medidas, la 
función retributiva de esta medida, la acerca, para una parte de la doctrina, al concepto 
de pena. Por ésta razón, no deja de sorprender que, en un sistema por tradición histórica 
                                                             
3046 Cfr. Martínez González, Mª.I.: “Título II: de las medidas”, en Gómez Rivero, Mª. del C. 
(coord.): Comentarios…, p. 113. 
3047 Cfr. Landrove Díaz, G.: “Medidas aplicables…” ob. cit., 70. 
3048 Para un resumen de todas las modificaciones sufridas por la LORRPM, Vid. Montero Hernanz, 
T.: La Justicia Juvenil… ob. cit., pp. 195 y ss. 
3049 Vid. Ventura Faci, R., y Peláez Pérez, V.: Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de 
la responsabilidad penal de los menores. Comentarios y jurisprudencia. Colex, Madrid, 2000, p. 59; 
Gómez Rovira, Mª.C.: “El régimen de las medidas…” ob. cit., p. 302; Abel Souto, M.: “Las medidas…” 
ob. cit., p. 111; el mismo: “Internamientos…” ob. cit., p. 83. En la anterior regulación de la LO 4/1992 no 
existía explicación detallada de los distintos regímenes de internamiento. Vid. Martín Sánchez, A.: “Las 
medidas en la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero de responsabilidad penal de los menores”, en Ornosa 
Fernández, Mª.R. (Dir.): La responsabilidad penal… ob. cit., p. 439 y 440; Torres Gámez, A.: “El proceso 
reeducador...” ob. cit., p. 75. 
3050 Cfr. Aguirre Zamorano, P.: “Capítulo III. Las medidas”, en Giménez-Salinas i Colomer, E. 
(Coord.): Justicia de Menores… ob. cit., p. 83. 
3051 Vid. Defensor del Pueblo: Estudio de la situación de menor en centros asistenciales y de 
internamiento, y de las recomendaciones en el ejercicio de las funciones protectora y reformadora. 
Madrid, 1991, p. 251. 





eminentemente tuitivo, se tratara durante mucho tiempo, como ha afirmado González 
Zorrilla, de la “piedra angular” del sistema reeducativo de justicia para menores3052. 
 
Las personas sometidas a esta medida residirán en el centro y desarrollaran en el 
mismo todas aquellas actividades formativas, educativas, laborales y de ocio
3053
. Un 
internamiento cerrado que habrá de estar orientado a facilitar al menor los recursos de 
competencia social
3054
 para permitirle un comportamiento normalizado en la 
comunidad, mediante “la gestión en un ambiente restrictivo y progresivamente 
autónomo”3055. El internamiento, tiene, a la sazón, como objetivo prioritario, disponer 
de una determinada atmósfera de seguridad, que reúna una serie de características o 
circunstancias (condiciones educativas adecuadas, según la Exposición de Motivos de la 
LORRPM), de las que carece el ámbito social del menor. En este sentido, podría 
interpretarse que las medidas de internamiento, especialmente las más graves, como es 
el régimen cerrado, solamente podrían encontrarse justificadas cuando ese ambiente de 
referencia no se encuentre ya incorporado a la vida del menor. Es decir, cuando “desde 
la propia familia o centro educativo de protección o grupo de convivencia sea imposible 
dotarle de la estabilidad necesaria para realizar el trabajo educativo”3056. Entiendo que 
éste, y no otro, debe ser el baremo principal de las medidas de internamiento para 




                                                             
3052 Vid. González Zorrilla, C.: “La justicia de menores…” ob. cit., p. 133; en el mismo sentido, 
Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 112; el mismo: “Internamientos…” ob. cit., p. 84. 
3053 Vid. Artículo 7.1.a, de la LORRPM; Vid. Real Decreto 1774/2004, de 30 julio, por el que se 
aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 5/2000, 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal 
de los menores (RM). Artículo 24.  
3054 Vid. Garrido Genovés, V.: “Los centros de menores en la prevención de la delincuencia en 
España”, en Eguzkilore, Revista del Instituto de Criminología del País Vasco, Número 11, San Sebastián,  
1997, p. 184, quien define el término competencia social, como “el conjunto de habilidades de conducta y 
de pensamiento que, junto a una adecuada capacidad emocional, resulta necesario para lograr una vida 
prosocial (orientada hacia el bien social y la solidaridad) y plenamente desarrollada (es decir, en sus 
facultades y posibilidades como ser humano)”; González Tascón, Mª.M.: “Medidas aplicables…” ob. cit., 
p. 40.  
3055 Cfr. Rovira Torres, O.: La responsabilidad penal de los menores. Bosch, Barcelona, 2007, p. 
41. 
3056 Cfr. Lastra de Inés, A.: “Análisis legal y reglamentario de las medidas privativas de libertad. 
Especial consideración a las condiciones de Internamiento en centro cerrado”, en Pantoja García, F. 
(Dir.): La ley de responsabilidad penal del menor: situación actual. Cuadernos de Derecho Judicial XXV, 
CGPJ, Madrid, 2005, p.  85.  
3057 Sorprendentemente, tal y como han denunciado algunos autores, como Aguirre Zamorano, 
Carmona Salgado o Abel Souto, no existe alusión directa de la LORRPM sobre la excepcionalidad del 
internamiento en régimen cerrado, por lo que habrá que acudir a la norma internacional reconocida por la 
legislación española como fuente de la LORRPM. Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Capítulo III…” ob. cit., p. 





No obstante, cuando hablamos de medidas de internamiento en régimen cerrado, 
debemos tener en cuenta que la exigencia de un cierto grado de gravedad y peligrosidad 
impide que la consideración de los factores psicosociales del menor sean excluyentes (al 
menos, de modo definitivo) de su internamiento. Si bien la carencia de este “ambiente 
ideal”, necesariamente es la ratio de todas las medidas de internamiento y, en especial 
de la de régimen cerrado, no puede considerarse que su existencia implique el descarte 
de esta medida (en todo caso, implicaría una medida alternativa, como por ejemplo, 
internamiento en régimen semiabierto), puesto que, para la consideración de la misma, 
deben atenderse a las circunstancias personales del individuo
3058
 y a su grado de 
peligrosidad e inadaptación a la convivencia social normalizada, en relación con el 
delito cometido. Sí es cierto, por otro lado, que las deficiencias en los modelos de 
protección y asistencia social, sobre todo, en los casos en los que el menor es extranjero, 
derivan hacia la utilización de medidas de internamiento (muchas de ellas de régimen 
cerrado) con una frecuencia demasiado recurrente en ausencia de este entorno social y 
familiar adecuado, cuando podrían resolverse de modo menos gravoso para él. 
 
Según Cuello Contreras, pueden considerarse características generales básicas de 




1. Total segregación de sus centros de cumplimiento de la pena privativa de 
libertad de los adultos (art. 54.1 LORRPM). 
 
2. Inspiración en el principio resocializador (art. 55 LORRPM). 
 
En realidad, ambas características son válidas para cualquiera de las medidas de 
internamiento recogidas en la norma, pues se incardinan a dos presupuestos básicos de 
nuestro actual modelo de justicia juvenil: principio de especialidad, y una especial 
                                                                                                                                                                                  
95; Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 113: el mismo: “Internamientos…”, ob. cit., p. 87; 
Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal de Menores. Comentarios a la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de 
enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores. 1ª Ed., Bosch, Barcelona, 2001, p. 182; 
Carmona Salgado, C.: “Las medidas y sus criterios de determinación en la Ley Orgánica 5/2000, 
reguladora de la responsabilidad penal de los menores”, en Garantías del Imputado en el proceso penal. 
Protección jurídica de menores. Formación de fiscales especialistas en menores. Estudios jurídicos, 
Ministerio Fiscal I, 2002, p. 920. 
3058 Vid. Artículo 7.3, de la LORRPM. 
3059 Vid. Cuello Contreras, J.: El nuevo Derecho… ob. cit., p. 99; Torres Gámez, A.: “El proceso 
reeducador...” ob. cit., pp. 81 y 82.  





acentuación de la finalidad preventivo-especial de la medida, en orden a la 
rehabilitación del menor en el medio social. Para el cumplimiento de ambos principios, 
la medida de internamiento debe tener características de ejecución (penitenciarias) 
propias, que se centraran en: la especialización y diferenciación de los centros de 
internamiento respecto a los centros penitenciarios de adultos; un tratamiento 
penitenciario-educativo, de “especial intensidad”3060 para cumplimiento de los fines 
reeducativos y resocializadores atribuidos por la Ley. 
 
Al respecto, Ornosa Fernández articulaba la imprescindible necesidad de que la 
medida estuviera dotada de un contenido educativo concreto, fijado por el Juez en la 
resolución
3061
. Propone asimismo la autora que, al margen del consiguiente periodo de 
libertad vigilada tras el internamiento (art. 7.2. LORRPM, vid. infra sobre la libertad 
vigilada), y habida cuenta de la especial restricción de libertad que supone el régimen 
cerrado, “no es conveniente ni educativo que finalice de forma brusca y lo adecuado es 
que por el Juez, en todos los casos, se establezca la obligatoriedad de que, por lo menos 
en el último mes, el menor comience a efectuar salidas fuera del centro”3062. Si bien nos 
posicionamos de acuerdo con lo expuesto, esta consideración difuminaría, aún más, la 
delgada separación entre el régimen cerrado y el régimen de semilibertad (como 
veremos, ambos regímenes han sido equiparados y matizados en las sucesivas 
reformas), de modo que, una vez más, todo apunta a que lo correcto hubiera sido 
establecer la posibilidad de progresión de grados, de un modo similar a la regulación 
penitenciaria. Esta idea se sustenta, además, en la especial dureza del régimen cerrado 
para los menores; pues, lo más adecuado hubiera sido establecer en la propia LORRPM 
el límite al cumplimiento del mismo por el periodo de tiempo más breve posible, tras el 
cual, y una vez estabilizado el temperamento del menor, el resto de la medida debería 
cumplirse obligatoriamente en régimen semiabierto, o si las condiciones del menor lo 
permiten, en régimen abierto. Esto, además de encontrarse conforme a las nuevas 
orientaciones en el ámbito internacional sobre la privación de libertad con menores
3063
, 
                                                             
3060 Cfr. Exposición de Motivos, II. 7, de la LORRPM.  
3061 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p. 206; en el mismo sentido, 
Cruz Blanca, Mª.J.: “Sobre las medidas…” ob. cit., p. 164. 
3062 Cfr. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 1ª Ed., ob. cit., pp. 182 y 183. 
3063 Así, por ejemplo, vid., el punto 6.1 del reciente Final Draft [Recommendation containing] 
Guidelines of the Committee of  Ministers of the Council of Europe on child-friendly justice, 2010 
(consúltese el capítulo correspondiente a la parte internacional para más detalles). 





serviría de aliciente al menor para acogerse al programa educativo especial del régimen 
cerrado. 
 
A. La regulación del internamiento en régimen cerrado en la primera 
redacción de la LORRPM. Régimen agravado: Violencia, intimidación y peligro 
para la integridad. 
 
En la primera redacción de la LORRPM se prescribía la aplicación de la medida 
de internamiento en régimen cerrado exclusivamente para aquellos casos en los que 
hubiera tenido lugar el uso de violencia o intimidación
3064
. No obstante, no se 
especificaba en el precepto acerca de la comisión de delitos de mayor o menor 
gravedad
3065, aludiendo simplemente a la “descripción y calificación jurídica de los 
hechos”. A pesar de esta consideración, como veremos, la primera redacción, de forma 
intermitente otorgaba el adjetivo de grave
3066
 a los requisitos de violencia e 
intimidación.  
 
                                                             
3064 Según la primera versión de la norma, el tenor del precepto era el siguiente: “Art. 9.2. La 
medida de internamiento en régimen cerrado sólo podrá ser aplicable cuando en la descripción y 
calificación jurídica de los hechos se establezca que en su comisión se han empleado violencia o 
intimidación en las personas o actuando con grave riesgo para la vida o la integridad física de las 
mismas”. Redacción original de la LORRPM (BOE, Número 11, de 13 de enero de 2000). También 
disponible en Polo Rodríguez, J.J., y Huélamo Buendía, A.J.: La nueva ley penal del menor. 1ª Ed., 
Colex, Madrid, 2000, pp. 75-124. 
3065 Con posterioridad la reforma legal iniciada por la LO 8/2006 ha terminado por otorgar a ciertos 
delitos, considerados “especialmente graves” de una mayor carga retributiva. En 2005, el Ministro de 
Justicia anunció la intención de aumentar el catálogo de medidas para facilitar la distinción entre los 
delitos de menor gravedad y los de más brutalidad (El País, 10 de junio de 2005). El catálogo de medidas 
finalmente no se amplió; en lugar de ello, las medidas de internamiento en régimen cerrado extendieron 
su ámbito de actuación. Las declaraciones del Ministro de Justicia tornaron a un tono menos alarmista, 
atemperándose con la finalidad educativa como estandarte de la reforma. El objetivo -explicaba López 
Aguilar en 2005- es distinguir los casos de menores en los que el tratamiento de resocialización tenga que 
ser “más intenso o extenso en el tiempo”, respecto a aquellos “que tengan una oportunidad de 
resocialización” y que a la vista de los informes y del dictamen que haga el juez resulte “más efectivo en 
menos tiempo”. (Europapress, 22 de septiembre de 2005). Vid. Sánchez Lázaro, F.G.: “Respuestas 
jurídico-penales a la criminalidad de los menores”, en Revista Penal, Número 19, Editorial La Ley, enero, 
Madrid, 2007, pp. 71 y 72. 
3066 Durante la discusión Parlamentaria de la LORRPM, en la enmienda número 91, la Sra. 
Lasagabaster Olazábal, proponía que la violencia o intimidación fueses “graves”. Vid. De Urbano 
Castrillo, E., y De la Rosa Cortina, J.M.: Comentarios... ob. cit., p. 152; para una parte de la doctrina sería 
deseable la inclusión de este adjetivo. Así, Vid. González Tascón, Mª.M.: “Medidas aplicables…” ob. cit., 
p. 42; Puente Alba, L.Mª.: “Nuevas reformas en el Derecho penal de menores: las medidas de 
internamiento y la protección de los perjudicados”, en Anuario de Justicia de Menores, Astigi, Número 6, 
Sevilla, 2006, p. 91 





Según demuestra Ortiz González, Magistrado en servicios especiales y Asesor del 
Defensor del Pueblo, la redacción del precepto 9.2. de la LORRPM en estos términos 
tan indefinidos, podría atentar contra la seguridad jurídica del menor, al haber 
provocado “pronunciamientos judiciales no coincidentes”3067. 
 
Se distinguen, desde el principio, dos tramos diferenciados en la aplicación de las 
medidas de internamiento: de catorce a dieciséis años y de diecisiete a dieciocho 
años
3068; “por presentar uno y otro grupo diferencias características que requieren, desde 
un punto de vista científico y jurídico, un tratamiento diferenciado, constituyendo una 
agravación específica en el tramo de los mayores de dieciséis años la comisión de 
delitos que se caracterizan por la violencia, intimidación o peligro para las 
personas”3069.  
 
La interpretación de ésta expresión plantea, según García Pérez, algunos 
problemas. Según el autor, ante la presencia de alguno de los factores mencionados 
(violencia, intimidación, o peligro para las personas), el legislador estima que “estamos 
en presencia de un hecho de singular gravedad que pone en un primer plano las 
exigencias de prevención general”3070, lo que contradice lo dispuesto en la Exposición 
de Motivos de la LORRPM sobre la primacía de la prevención-especial. 
 
En una primera aproximación a la redacción original del precepto, ya se discutía 
la excesiva limitación al principio de flexibilidad en la determinación de las medidas de 
                                                             
3067 Cfr. Ortiz González, A.L.: “Análisis legal y reglamentario de las medidas privativas de 
libertad. Especial consideración a las condiciones del internamiento en centro cerrado según las 
actuaciones realizadas desde el Defensor del Pueblo”, en Pantoja García, F. (Dir.): La Ley de 
responsabilidad… ob. cit., pp. 66 y ss. El Magistrado acude a la jurisprudencia de las Audiencias 
Provinciales (AP) para demostrar las diferencias entre unas y otras CC.AA. y el encierro de menores 
infractores en régimen cerrado (vid. SAP de Las Palmas, Sección 1ª, de 12 de septiembre de 2001; y 
contrástese con SAP de la Rioja, Sección Única, de 7 de febrero de 2003). 
3068 Vid. el Art. 9.4. de la primera redacción de la LORRPM, que dispone: “En el caso de personas 
que hayan cumplido los dieciséis años en el momento de la comisión de los hechos, el plazo de duración 
de las medidas podrá alcanzar un máximo de cinco años, siempre que el delito haya sido cometido con 
violencia o intimidación en las personas o con grave riesgo para la vida o la integridad física de las 
mismas y el equipo técnico en su informe aconseje la prolongación de la medida. En estos supuestos, la 
medida de prestaciones en beneficio de la comunidad podrá alcanzar las 200 horas, y la de permanencia 
de fin de semana, 16 fines de semana”. 
3069 Vid. Exposición de Motivos II.10, de la LORRPM.   
3070 Cfr. García Pérez, O.: “Capítulo II. La competencia de los órganos de la Administración de 
Justicia de menores”, las bases de la responsabilidad penal de estos y el Derecho supletorio (artículos 2, 3, 
4, 5, y 6 del Título Primero y artículos 10, 11, y 12 del Título Segundo)”, en Giménez-Salinas i Colomer, 
E.: Justicia de Menores… ob. cit., p. 59. 





la LORRPM que suponía el agravar la medida de régimen cerrado con base a la 
naturaleza violenta del delito
3071
. Ciertamente, a mi juicio, este criterio puede resultar en 
una aplicación sistemática del internamiento cerrado, que no parece tener cabida en una 
norma penal que dice presentar “frente a la de los adultos un carácter primordial de 
intervención educativa que trasciende a todos los aspectos de su regulación 
jurídica”3072. No parece ser coherente esta declaración con la imposibilidad de aplicar 
otras medidas de índole más educativo que el régimen cerrado -precisamente el más 
aflictivo de los regímenes- ante esos delitos, siempre que las circunstancias especiales 
del menor así lo aconsejaran
3073
. O, a la inversa, tal y como expone Ornosa Fernández, 
el artículo limita la posibilidad de imponer el internamiento en régimen cerrado en 
aquellos casos que, aun aconsejándolo la falta de control del menor, los delitos no 
revistan de violencia o intimidación a las personas
3074
. En este caso, cabe matizar que, 
aunque efectivamente va en contra del principio individualizador de las medidas (por el 
que deberá primar ante todo la evaluación de las circunstancias del menor
3075
) el 
régimen cerrado sólo debería imponerse en caso de necesidad, pudiendo ser sustituido 
lo antes posible por otros regímenes de internamiento menos restrictivos (como el semi-
abierto) para los casos de menores infractores problemáticos, pero cuyos delitos 
carezcan del elemento de “agresividad” plasmado en la LORRPM. 
 
En todo caso, al tratarse este criterio de “extrema gravedad”3076 de un concepto 
jurídico indeterminado
3077
, el principio de legalidad podría haber quedado 
                                                             
3071 Vid. Cuello Contreras, J.: El nuevo Derecho… ob. cit., p. 61; en similares términos, Vid. 
Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 1ª Ed., ob. cit., p. 203; y también, Tomé Tamame, J.C.: “Ley 
Orgánica reguladora... (y II)” ob. cit., version online s/n.  
3072 Vid. Exposición de Motivos I.4, de la LORRPM. 
3073 Vid. Garrido Genovés, V.: “La intervención con jóvenes infractores en medio cerrado”, en 
Urra Portillo, J.: Justicia con menores y jóvenes: Curso sobre técnicas de observación, evaluación e 
intervención en la justicia de menores y jóvenes infractores. Centro de Estudios jurídicos de la 
Administración de Justicia, Número 17, Madrid, 1995, p. 159 y ss.; Ríos Martín, J.C.: El menor 
infractor… ob. cit., p. 312 y ss.; Cuello Contreras, J.: El nuevo Derecho… ob. cit., 62. 
3074 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 1ª Ed., ob. cit., p. 204; sobre la violencia 
juvenil en España, Vid. Rechea Alberola, C., y Fernández Molina, E.: “Capítulo X. Panorama de la 
delincuencia juvenil”, en Giménez-Salinas i Colomer, E. (Coord.): Justicia de Menores… ob. cit., pp. 351 
y ss. 
3075 Vid. Exposición de Motivos II.6, de la LORRPM; y también, art. 7.3., de la actual redacción de 
la LORRPM (precepto que ha permanecido inalterado en las diferentes reformas). 
3076 Concepto utilizado en la primera versión del Art. 9.5. de la LORRPM, que, para una mayor 
claridad de exposición, reproducimos en sus fragmentos más importantes para nuestra exposición: 
“Excepcionalmente, cuando los supuestos previstos en la regla anterior revistieran de extrema gravedad, 
apreciada expresamente en la sentencia, el Juez habrá de imponer una medida de internamiento de 
régimen cerrado de uno a cinco años de duración, complementada sucesivamente por otra medida de 







 en la redacción del artículo 9, no cumpliéndose las especiales 
garantías que la severidad de la medida pretende reflejar. Podía entenderse, además, a 
falta de una concreción mayor, que, a tenor de lo expuesto en el precepto,  todo delito 
consumado con violencia o intimación responde a una mayor peligrosidad o gravedad 
extrema, por lo que siempre cabría la posibilidad de imponer la medida de 
internamiento más grave
3079
. Si a ello le sumamos la consideración de que la 
reincidencia siempre es sinónimo de extrema gravedad
3080
, nos encontraríamos con que 
la repetición de varios delitos de menor gravedad, por parte de un menor infractor, 
conllevarían una medida de internamiento en el régimen más riguroso, en principio 
únicamente contemplado para aquellos casos en los que la comisión de un delito revista 
de violencia o atente contra la integridad de las personas
3081
. Esta conexión entre 
reincidencia y gravedad de la acción
3082
 permite que la medida más grave del 
ordenamiento penal de menores pueda ser aplicada incluso cuando no se cumplen los 
requisitos principales de la misma expresados en el artículo 9.2, o cuando, en realidad, 
no revisten de una gravedad suficiente. 
                                                                                                                                                                                  
libertad vigilada con asistencia educativa hasta un máximo de otros cinco años. Sólo podrá hacerse uso 
de lo dispuesto en los arts. 14 y 51.1 de esta Ley una vez transcurrido el primer año de cumplimiento 
efectivo de la medida de internamiento 
(…) 
A efectos de este artículo, se entenderán supuestos de extrema gravedad aquellos en los que se 
apreciare reincidencia y, en todo caso, los delitos de terrorismo y los constitutivos de actos de 
favorecimiento, apoyo o reclamo de la actividad de bandas, organizaciones o grupos terroristas, así 
como los de asesinato u homicidio doloso, y la agresión sexual contemplada en los arts. 179 y 180 del 
Código Penal”. 
3077 Vid. Punto V.3., de la Circular 1/2000, de 18 de diciembre, relativa a los criterios de 
aplicación de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, por la que se regula la responsabilidad penal de 
los menores; su grado de indeterminación ha llevado a algunos autores, como García Pérez, a considerar 
la inconstitucionalidad del precepto, además de considerar que, con su introducción en el texto legal, se 
anula la aplicación de otros medios que podrían resultar idóneos, y menos gravosos que el régimen 
cerrado, para su aplicación con el menor infractor. Vid. García Pérez, O.: “La evolución del sistema de 
justicia juvenil. La Ley de responsabilidad penal del menor de 2000 a la luz de las directrices 
internacionales”, en Actualidad Penal, Tomo III, Número 33, Madrid, 2000, p. 693.  
3078 Vid. Cadena Serrano, F.A.: “Las medidas previstas en la LORRPM”, en Samanes Ara, C.: La 
responsabilidad penal de los menores. El justicia de Aragón, Zaragoza, 2003, p. 78. 
3079 Vid. Cuello Contreras, J.: El nuevo Derecho… ob. cit., p. 61, donde el autor se expresa en 
contra de esta consideración, señalando que “el criterio para agravar la medida a imponer al menor basado 
en la naturaleza violenta del delito y/o su efecto de riesgo para la vida, es un límite excesivo al fin 
resocializador perseguido por la LORRPM, hasta el punto de que puede dar al traste con él”. 
3080 Al respecto, la diputada Lasagabaster Olazábal, en su enmienda número 95, ya planteaba la 
inadecuada redacción del precepto, al identificar reincidencia con extrema gravedad. Vid. De Urbano 
Castrillo, E., y De La Rosa Cortina, J.M.: Comentarios… ob. cit., p. 154. 
3081 Aunque es posible una interpretación más flexible, siempre en beneficio del interés superior 
del menor. Vid. García Ingelmo, F.M.: “Las medidas de reforma y las reglas para su aplicación en la 
LORRPM”, en Estudios Jurídicos. Secretarios Judiciales. EJ.SJ., Volumen I, Madrid, 2002, pp. 118 y 
119.  
3082 Vid. Cadena Serrano, F.A.: “Las medidas previstas…” ob. cit., p.  79. 





Con anterioridad a las reformas, se indicaba que, excepcionalmente, se optaría 
también por las medidas de internamiento cuando la infracción o delito cometido fuera 
considerado de menor entidad pero revista extrema gravedad, entendiéndose como tales 




a) Los delitos de Terrorismo3084. 
b) Actos constitutivos de actos de favorecimiento, apoyo o reclamo de bandas, 
organizaciones o grupos terroristas.  
 
En este caso, la introducción de bandas organizadas de jóvenes como parte 
causante de los delitos considerados más graves conlleva una especial problemática, al 
no existir como tal en nuestro Derecho Penal de adultos un precepto agravante 
semejante
3085
 (quizá, el más parecido sea el de pertenencia a organización criminal, que 
no deja de ser un tipo penal autónomo y no un concepto agravatorio
3086
, ya que, este 
tipo de bandas organizadas de jóvenes tiene una procedencia más bien 
hispanoamericana y de reciente incorporación en nuestra sociedad). Además de ello, las 
conductas punibles a las que se refiere la LORRPM, se remiten a nuestra regulación 
penal; en este sentido, nos dirigen hacia una analogía de los tipos penales de la Parte 
especial, y desarrollan las consecuencias especificas en estos casos de manera más 
autónoma, obviamente, sin olvidar su remisión a los mismos, pero permitiéndose, quizá 
en aras de la eficacia o al afán de abarcar nuevos espacios que han surgido en los 
últimos años, una determinación más propia. Sin embargo, contrasta el hecho de que, a 
diferencia del precepto de pertenencia a organización criminal, no se distinga 
especialmente entre la simple pertenencia y la dirección o dirigencia de la misma
3087
, en 
una más elaborada y precisa redacción, lo cual, a tenor de lo expuesto antes sobre la 
consideración de medidas de internamiento en régimen cerrado, puede resultar en un 
grave recrudecimiento de las penas impuestas a los jóvenes. 
 
                                                             
3083 Vid. Artículo 9.5ª de la LORRPM, redacción original previa a las reformas de las LO 7/2000 y 
LO 8/2006. 
3084 Vid. Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre. Código Penal de 1995 (en adelante, CP 
1995). Artículos 571 a 580. 
3085 Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: “El sistema de medidas…” ob. cit., p. 80 
3086 Cfr. Artículo 515 y ss., del CP 1995. 
3087 Vid. Sánchez García de Paz, I.: “El sistema de medidas…” ob. cit., pp. 80 y 81. 





c) Homicidio Doloso y Asesinato3088 
d) Agresión sexual3089 
 
Estas dos tipologías de delitos, han estado presentas como casos de constatada 
gravedad por entender el legislador que atentar contra los bienes jurídicos vida y 
libertad sexual, necesitaban de una respuesta proporcionada. Nótese, además, que al 
equiparar la terminología de la LORRPM con el lenguaje característicamente penal, 
adjetivando al homicidio con el término doloso, se infiere el respaldo a la culpabilidad 
del menor.  
 
En cuanto al último de los factores para la imposición del internamiento cerrado, 
la reincidencia, a falta de definición expresa en la LORRPM, habría que acudir, según 
las directrices de la Fiscalía General del Estado, al CP 1995 como Derecho 
supletorio
3090
 y, más concretamente, a la circunstancia 8ª de su art. 22
3091
. Para apreciar 
la reincidencia, el culpable, al cometer el delito, ha de haber sido ya condenado en 
sentencia firme por un delito comprendido en el mismo Título del CP, siempre que 
ambos delitos sean de la misma naturaleza. La inclusión de este requisito planteaba 
como ha expuesto Aguirre Zamorano, dos problemas fundamentales: 1. Es 
prácticamente imposible que los menores de dieciocho años tuvieran antecedentes 
penales; en cuanto a los mayores de dieciocho y menores de veintiún años a los que, en 
virtud del art. 4 de la primera redacción
3092
, se les pudiera aplicar el régimen de la 
                                                             
3088 Cfr. Artículos 139 y 140, del CP 1995.  
3089 Cfr. Artículos 179 y 180, del CP 1995. 
3090 Vid. Punto V.3., de la Circular 1/2000… cit. 
3091 Donde se define el concepto de reincidencia: “Hay reincidencia cuando, al delinquir, el 
culpable haya sido condenado ejecutoriamente por un delito comprendido en el mismo Título de este 
Código, siempre que sea de la misma naturaleza. A los efectos de este número no se computarán los 
antecedentes penales cancelados o que debieran serlo”. 
3092 Con anterioridad a las reformas de la LO 9/2000 y la LO 8/2006, se admitía la posibilidad de 
los jóvenes adultos (mayores de dieciocho años y menores de veintiún, conforme a la mayor parte de la 
legislación comparada europea, como apreciamos en el anterior capítulo) se acogieran a la regulación de 
la LORRPM (art. 69 del CP 1995). El precepto contenía una serie de condiciones, que reproducimos a 
continuación: “Art. 4. Régimen de los mayores de dieciocho años. 1. De conformidad con lo establecido 
en el art. 69 de la Ley Orgánica, de 23 de noviembre, del Código Penal, la presente Ley se aplicará a las 
personas mayores de dieciocho años y menores de veintiuno imputadas por la comisión de hechos 
delictivos, cuando el Juez de Instrucción competente, oídos el Ministerio Fiscal, el letrado del imputado y 
el equipo técnico a que se refiere el art. 27 de esta Ley, así lo declare expresamente mediante auto. 
2. Serán condiciones necesarias para la aplicación de lo dispuesto en el apartado anterior, las 
siguientes: 1ª. Que el imputado hubiere cometido una falta, o un delito menos grave sin violencia o 
intimidación en las personas ni grave peligro para la vida o la integridad física de las mismas, 
tipificados en el Código Penal o en las leyes penales especiales. 2ª. Que no haya sido condenado en 





LORRPM, “nunca se les podría juzgar por la jurisdicción de menores (…), siempre 
serían juzgados, de conformidad con el artículo 4.2.1ª (vid. Infra acerca de la regulación 
en la LORRPM de los jóvenes adultos), por la jurisdicción de mayores”3093. Ante este 
problemática, la interpretación de la Fiscalía General del Estado, mantenía que “para la 
apreciación de la reincidencia, a efectos de determinar la extrema gravedad del caso, 
será suficiente, por tanto y si no se quiere vaciar de contenido la norma, una condena 
firme anterior dictada de acuerdo con el procedimiento que regula la LORPM; esta 
interpretación, además, no supone en ningún caso una aplicación analógica de la ley 
penal, ni siquiera una interpretación extensiva de la misma, ya que el art. 22 del CP -
supletoriamente aplicable- habla de condena ejecutoria por delito, sin especificar el 
procedimiento en que la misma haya recaído”3094. 
 
El planteamiento de base sobre la reincidencia parecía albergar algunos problemas 
más derivados de su interpretación. La Circular de la Fiscalía 1/2000, anteriormente 
citada, reconocía las dificultades para la aplicación del requisito, sobre todo por el 
empleo de la expresión “en todo caso” en la referencia a los delitos de terrorismo, 
homicidio, asesinato y agresión sexual, parece apuntar que en los casos de reincidencia 
la apreciación de la extrema gravedad no será automática, sino que habrá de ser 
valorada por el Juez en cada supuesto y, en su caso, “apreciada expresamente en la 
sentencia”3095. Por lo tanto, tal y como exponen González Cussac y Cuerda Arnau, la 
LORRPM introduce en nuestro ordenamiento penal una forma sui generis de 
reincidencia, curiosamente, en detrimento de los destinatarios de los menores
3096
. A mi 
juicio, el requisito de la reincidencia resta una importante carga a la flexibilidad de 
determinación e individualización de la medida por lo que nos posicionamos de acuerdo 
con una interpretación no restringida de la misma; asimismo, no termina de entenderse 
su vinculación con el concepto de extrema gravedad sin la previa valoración de los 
hechos contrastados como verdaderamente graves (al menos, según los mismos 
                                                                                                                                                                                  
sentencia firme por hechos delictivos cometidos una vez cumplidos los dieciocho años. A tal efecto no se 
tendrán en cuenta los anteriores condenas por delitos o faltas imprudentes ni los antecedentes penales 
que hayan sido cancelados, que debieran serlo con arreglo a lo dispuesto en el art. 136 del Código 
Penal. 3ª. Que las circunstancias personales del imputado y su grado de madurez aconsejen la aplicación 
de la presente Ley, especialmente cuando así lo haya recomendado el equipo técnico en su informe”.  
3093 Cfr. Aguirre Zamorano, P.: “Capítulo III…” ob. cit., p. 97. 
3094 Cfr. Punto V.3., de la Circular 1/2000… cit. 
3095 Cfr. Ibidem. 
3096 Vid. González Cussac, J.L., y Cuerda Arnau, Mª.L.: “Derecho penal de menores…”  ob. cit., p. 
95. 





criterios exigidos por la LORRPM) de dicha reincidencia. Por estas razones, no puedo 
dejar de coincidir con el llamamiento expuesto por Cuello Contreras: “se hace urgente 
llamar la atención sobre las instancias competentes en materia de delincuencia juvenil 
de cara a revisar planteamiento tan absurdo y contraindicado como el de la reincidencia 
como indicio de necesidad de medida. Una vez más: el enfoque educativo obliga a 
decisiones no defensistas”3097. 
 
B. Regulación de la medida de internamiento en régimen cerrado tras las 
reformas de la LO 7/2000
3098
 y LO 9/2000
3099
. Endurecimiento punitivo por delitos 
de terrorismo. El periodo de seguridad. 
 
En su artículo 2, la Ley Orgánica 7/2000, de 22 de diciembre, de modificación de 
la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, y de la Ley Orgánica 
5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores, en 
relación con los delitos de terrorismo
3100
 (abreviado LO 7/2000), vino a modificar 
algunos de los preceptos sobre determinación y duración de las medidas de 
internamiento. En particular, la reforma, que se produjo durante la vacatio legis de la 
LORRPM, afecto a la regulación del régimen cerrado de internamiento. 
 
Según la propia exposición motivadora de la LO 7/2000, las modificaciones 
introducidas tenían por finalidad “reforzar la aplicación de los principios inspiradores” 
de la citada LORRPM a los menores implicados en delitos de terrorismo, así como 
“conciliar tales principios con otros bienes constitucionalmente protegidos a los que ya 
                                                             
3097 Cfr. Cuello Contreras, J.: “Reflexiones sobre la capacidad…” ob. cit., p. 144. 
3098 En particular, sobre la LO 7/2000, Vid. Informe del Consejo General del Poder Judicial al 
Anteproyecto de Ley Orgánica reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores en materia de 
delitos de terrorismo; Informe de la Fiscalía General del Estado sobre el Anteproyecto de Ley Orgánica 
de modificación de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal y de la Ley Orgánica 
5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores, en relación con los 
delitos de terrorismo; y, por último, el Informe de la Comisión Permanente del Consejo de Estado 
relativo al Anteproyecto de Ley Orgánica de modificación del Código Penal y de la Ley Orgánica de 
Responsabilidad Penal de los Menores; asimismo, Vid. Giménez-Salinas i Colomer, E.: “Comentarios a 
la Ley Orgánica 7/2000 y a la Ley Orgánica 9/2000, de 22 de diciembre”, en Giménez-Salinas i Colomer, 
E. (Coord.): Justicia de Menores… ob. cit., pp. 539-594. El texto de la LORRPM que incluye las 
modificaciones introducidas por la LO 7/2000 y la LO 9/2000, puede ser consultado en Polo Rodríguez, 
J.J., y Huélamo Buendía, A.J.: La nueva ley penal del menor. 2ª Ed., Colex, Madrid, 2000, pp. 79-130. 
3099 Sobre la LO 9/2000, Vid. Giménez-Salinas i Colomer, E.: “Comentarios…” ob. cit., pp. 595-
600. 
3100 Publicada en el BOE, Número 307, 23 de diciembre del 2000. 





se ha hecho reiterada alusión en esta exposición y que aquí se ven particularmente 
afectados por la creciente participación de menores, no sólo en las acciones de 
terrorismo urbano, sino en el resto de las actividades terroristas”3101. Expresión 
discutible a tenor de la introducción de criterios más duros en la aplicación de las 
sanciones de internamiento, basados, además en una clara finalidad de defensa social, 
que irían en contra de la finalidad preventivo-especial atribuida como principal a la 
LORRPM.  
 
En primer lugar, la LO 7/2000 eliminó del artículo 9.5. la redacción de los delitos 
excepcionales en los que era obligatorio el internamiento en régimen cerrado, y los 
incluyó, “con absoluta falta de sistemática”3102, en la Disposición adicional 4ª3103, 
exceptuando los casos en los que concurra reincidencia, para los que siempre
3104
 se 




                                                             
3101 Cfr. Exposición de Motivos V. párrafo 1º, de la LO 7/2000. 
3102 Cfr. Cezón González, C.: La nueva Ley… ob. cit., p. 65; al respecto, la Fiscalía General del 
Estado, en el punto III de la Circular 2/2001, de 28 de junio, sobre la incidencia de las Leyes Orgánicas 
7 y 9/2000, de 22 de diciembre, en el ámbito de la jurisdicción de menores, argumenta que “el nuevo 
texto del art. 9, 5ª, en el inciso final del párrafo primero dice que las medidas anteriormente enunciadas se 
impondrán sin perjuicio de lo previsto en la Disposición Adicional cuarta. Aunque esta referencia tiene 
un efecto excluyente de los delitos regulados en dicha Disposición Adicional, la coherencia global del 
sistema se salva al enlazar con la Disposición Adicional cuarta, que aunque se ubica extramuros del texto 
articulado, no es en este aspecto concreto sino un complemento de las reglas 4ª y 5ª del art. 9, a las cuales 
supera en rigor en una escala gradual creciente de respuesta sancionadora a determinadas conductas 
criminales de naturaleza homogénea en cuanto caracterizadas por el uso de la violencia o intimidación”. 
3103 De este modo, el artículo 9.5. de la LORRPM quedó reformado de la siguiente forma: “Art. 
9.5. Excepcionalmente, cuando los supuestos previstos en la regla anterior revistieran extrema gravedad, 
apreciada expresamente en la sentencia, el Juez habrá de imponer una medida de internamiento de 
régimen cerrado de uno a cinco años de duración, complementada sucesivamente por otra medida de 
libertad vigilada con asistencia educativa hasta un máximo de otros cinco años. Sólo podrá hacerse uso 
de lo dispuesto en los artículos 14 y 51.1 de esta Ley una vez transcurrido el primer año de cumplimiento 
efectivo de la medida de internamiento. Todo ello sin perjuicio de lo previsto en la disposición adicional 
cuarta”. 
3104 Vid. Articulo 9.5., in fine, de la redacción modificada por las LO 7/2000 y 9/2000, de 22 de 
diciembre. 
3105 En su interpretación, la Fiscalía General del Estado, en el punto II.2 de la Circular 2/2001… 
cit., articula que tras las modificaciones “se introduce algún automatismo que antes no existía, como es el 
caso de la regla quinta del art. 9 LORRPM en relación con la valoración de la reincidencia. La LO 7/2000 
modifica esta regla 5ª al introducir el adverbio siempre en el primer inciso del párrafo 3º, que se queda 
solo en el texto, de modo que la reincidencia pasa a ser una circunstancia que obliga a considerar de 
extrema gravedad toda conducta calificable como delito en el que concurra violencia o intimidación o que 
suponga un grave riesgo para la vida o integridad de las personas. 
El recorte que sufre la discrecionalidad del Fiscal en la selección de la medida a solicitar y 
consiguientemente del Juez en su aplicación es extraordinaria y supone, pese a la aparente modestia 
formal del cambio operado en la norma, una restricción de amplio alcance a la vigencia y eficacia de uno 
de los principios nucleares de la jurisdicción de menores: el principio de flexibilidad”. 





La mencionada Disposición Adicional 4ª, incluyó una nueva serie de reglas para 
la aplicación de las medidas en los casos de comisión de los delitos previstos en los 
artículos 138, 139, 179, 180, 571 a 580 y aquellos otros sancionados en el Código Penal 
con pena de prisión igual o superior a quince años. En primer lugar, se sustrajo de la 
aplicación de los preceptos de la LORRPM (art. 4) a los jóvenes adultos que hubieren 
cometido los delitos mencionados
3106
. Por otro lado, la segunda de las modificaciones 
de la LORRPM, la Ley Orgánica 9/2000, de 22 de diciembre, sobre medidas urgentes 
para la agilización de la Administración de Justicia, por la que se modifica la Ley 
Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial
3107
 (LO 9/2000), paralizó, en su 
Disposición Transitoria la aplicación de la LORRPM a los mayores de dieciocho años y 
menores de veintiuno, por un plazo de dos años desde la entrada en vigor de la misma. 
Por lo tanto, siempre
3108
 intervendría para este grupo la jurisdicción ordinaria de 
adultos, restringiendo enormemente una posibilidad que, desde la primera redacción de 
la LORRPM, se encontraba acogida a una serie de requisitos que la limitaban con 
suficiencia
3109
. Sería el principio del fin del Derecho penal juvenil en España
3110
, por 
                                                             
3106 Vid. Punto 1º, de la Disposición Adicional 4ª, de la LORRPM tras la reforma de la LO 7/2000, 
según Landrove Díaz, el alcance de esta reforma era muy limitado, puesto que, en la mayor parte de los 
casos, estos delitos están sancionado con penas graves (y son delitos graves conforme al art. 13 del CP), 
por lo que ya quedaban al margen en la aplicación de la LORRPM para jóvenes adultos. Vid. Landrove 
Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p. 181; Barquín Sanz, J., y Cano Paños, M.A.: “Justicia penal 
juvenil…” ob. cit., p. 68. 
3107 Publicada en el BOE, Número 307, de 23 de diciembre de 2000. 
3108 Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Capítulo III…” ob. cit., p. 97; Higuera Guimerá, J.F.: Derecho 
Penal Juvenil… ob. cit., p. 362. 
3109 Vid. Artículo  Higuera Guimerá, J.F.: “La transformación de la originaria Ley Orgánica 
reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores y sus consecuencias jurídicas”, en La Ley Penal, 
Año II, Número 18, Editorial La Ley, julio, Madrid, 2005, p. 16; el mismo: “Las repetidas reformas de la 
Ley penal del menor”, en La Ley Penal, Año III, Número27, Editorial La Ley, mayo, Madrid, 2007, p. 73; 
quien indica que los requisitos exigidos por la LORRPM siempre fueron excesivamente restrictivos, 
siendo mejor la opción barajada por el Proyecto de Ley. Al respecto, Vid. Boletín Oficial de las Cortes 
Generales. Congreso de Los Diputados, VI Legislatura, de 3 noviembre de 1998, número 144-1, donde se 
expone una formulación alternativa del precepto, como sigue: “la presente Ley se aplicará a las personas 
mayores de dieciocho años y menores de veintiuno que hubieren cometido un delito o falta tipificado en 
el Código Penal o leyes penales especiales cuando el Juez de Instrucción competente, oído el Ministerio 
Fiscal, el Letrado del imputado y el Equipo técnico al que se refiere el art. 27 de esta Ley, así lo declare 
expresamente mediante auto, atendiendo a la naturaleza y gravedad del hecho, a las circunstancias 
personales del autor y a su grado de madurez, especialmente cuando el informe técnico aconseje aplicar al 
joven alguna de las medidas previstas en la presente Ley...”. 
3110 Con posterioridad a la reforma del 2000, la Ley Orgánica 9/2002, de 10 de diciembre, de 
modificación de la LO 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, y del Código Civil, sobre 
sustracción de menores (BOE, Número 296, 11 de diciembre de 2002), estableció en su Disposición 
transitoria única un nuevo plazo legal de suspensión de la aplicación de la LORRPM al tramo de los 
dieciocho a veintiún años, hasta el 1 de enero del año 2007. Vid. Barquín Sanz, J., y Cano Paños, M.A.: 
“Justicia penal juvenil…” ob. cit., pp. 71 y 72. Finalmente la posibilidad fue eliminada por completo en la 
nueva redacción introducida por la LO 8/2006, como explicaremos en nuestro estudio. 





cuanto la aplicación de un régimen equivalente al de menores nunca sería aplicado a los 




Entre los aspectos más positivos de la reforma de la LO 9/2000 se cuenta la 
excarcelación de los menores de dieciocho años que se encontraran cumpliendo penas 




La siguiente consecuencia de la reforma de la LO 7/2000 fue el incremento de los 
límites máximos del internamiento en régimen cerrado para el elenco de delitos 
anteriormente mencionados (vid. infra, en el epígrafe correspondiente a la duración de 
la medida de internamiento en régimen cerrado). Para los mayores de dieciséis años, 
además, sería imposible modificar, suspender, o sustituir la medida de internamiento en 
régimen cerrado (arts. 14, 40 y 51.1., de esta versión de la LORRPM) por la comisión 
de estos delitos hasta no haber transcurrido, al menos, la mitad de la duración del 
internamiento
3113
. Por último, se estableció una nueva medida punitiva en el catálogo 
del artículo 7, de inhabilitación absoluta
3114
, que se impondría conjuntamente con 
cualesquiera otras medidas que correspondan en el caso de comisión de delitos previstos 
en los arts. 572 a 580 (terrorismo) del CP 1995. En consecuencia, al legislador “se le fue 
la mano”3115 a la hora de establecer excepciones al régimen general de la LORRPM, 
resultando un endurecimiento punitivo, que termina creando todo un régimen agravado 
en el que la medida de internamiento en régimen cerrado pasa a tener un gran 
protagonismo. 
 
 Introdujo también esta reforma el concepto de periodo mínimo de cumplimiento 
(o periodo mínimo de seguridad) de la medida de internamiento en régimen cerrado. 
                                                             
3111 Un visionario Higuera Guimerá ya adelantaba que este régimen para los jóvenes no se aplicaría 
nunca. Vid. Higuera Guimerá, J.F.: “La transformación…” ob. cit., p. 14. 
3112 Vid. Disposición Adicional 3ª, punto 2, de la LO 9/2000. 
3113 Vid. Punto 2.c., de la Disposición Adicional 4ª según la redacción introducida por la LO 
7/2000 en la LORRPM.  
3114 Nueva medida añadida a la letra “n” del art. 7.1., de la LORRPM anterior a las reformas de la 
LO 8/2006. Según el mencionado precepto, la Inhabilitación absoluta, “de conformidad con lo previsto en 
la disposición adicional cuarta, la medida de inhabilitación absoluta produce la privación definitiva de 
todos los honores, empleos y cargos públicos sobre el que recayere, aunque sean electivos; así como la 
incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera otros honores, cargos o empleos públicos, y la de 
ser elegido para cargo público, durante el tiempo de la medida”.  
3115 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 1ª Ed., ob. cit., p. 468. 





Conforme a la redacción del art. 9.5., según las nuevas reformas a la LORRPM durante 
su vacatio legis, en aquellos casos en los que se observara extrema gravedad, o en caso 
de reincidencia, se establecerá el internamiento en régimen cerrado por el periodo 
mínimo de un año. De este modo, se trata de asegurar un plazo mínimo de 
internamiento, a fin de que la reinserción y reeducación se hagan sobre la base de la 
aplicación “con cierta entidad, de los principios de prevención”3116. La introducción de 
este límite mínimo supone, como ya adelantábamos, un “quiebro importante”3117 del 
principio de flexibilidad de la LORRPM, así como de la individualización y adecuación 
de la medida a las circunstancias del menor
3118. Además de ello, “se produce una 
situación paradójica, pues si en aplicación de la Disposición Adicional 4ª, 2.c., se 
impone una medida de internamiento de un año, la restricción de las facultades de 
modificación o sustitución de la medida duraría sólo seis meses, menos por lo tanto que 
en el supuesto del art. 9.5., que impone un período mínimo absoluto de un año de 
cumplimiento efectivo del internamiento”3119. 
 
En definitiva, la LO 7/2000 introdujo un régimen de excepción
3120
, más duro e 
inflexible de la medida de régimen cerrado para los delitos más graves, con mayor o 
menor acierto, como respuesta a los delitos de sangre con grave repercusión mediática, 
con especial atención a la implicación de los jóvenes en actos terroristas dentro de la 
problemática propia del País Vasco
3121
. Estas modificaciones supusieron la 
                                                             
3116 Cfr. De Urbano Castrillo, E., y De la Rosa Cortina, J.M.: Comentarios… ob. cit., p. 534. 
3117 Cfr. Cezón González, C.: La nueva Ley… ob. cit., p. 66; quien además añade que, por el 
contrario, “la ley no hace ninguna enumeración de circunstancias atenuantes ni efectos en la imposición 
de medidas, porque el sistema de flexibilidad en la elección de la medida lo hace innecesario. Ahora bien, 
cuando, como ocurre en estos casos de extrema gravedad, la Ley decide prescindir del principio de 
flexibilidad para establecer la imposición forzosa de una concreta medida, se echa de menos no poder 
contar con una norma correctora que diese respuesta adecuada a casos de déficit de imputabilidad, por 
ejemplo”. 
3118 Vid. Ortiz González, A.L.: “Análisis legal y reglamentario…” ob. cit., pp. 68 y 69; quien 
criticaba la inserción de este periodo de seguridad por no tener en cuenta el interés superior del menor y 
dar lugar a internamientos innecesarios por un periodo superior al necesario para la observación del 
menor. 
3119 Cfr. Punto II.2., de la Circular 2/2001… cit.; González Tascón, Mª.M.: “Medidas 
aplicables…” ob. cit., p. 44. 
3120 Así fue denominado por García Ribas, N.: “Aspectos críticos…” ob. cit., pp. 103 y 104. 
3121 Vid. Nieto García, L.C.: “La Ley de Responsabilidad penal de Menores. Valoración de las 
reformas y en especial, la reciente Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre”, en Castro Antonio, J.L. 
(Dir.): Derecho Penitenciario: incidencia de las nuevas modificaciones. Cuadernos de Derecho Judicial, 
CGPJ, Madrid, pp. 352 y 353; Cervelló Donderis, V., y Colás Turégano, A.: La responsabilidad penal... 
ob. cit., pp. 31 y 32; Pérez Ferrer, F.: “La nueva regulación…” ob. cit., p. 2; Colás Turégano, A.: 
“Aspectos penales característicos de la delincuencia juvenil”, en González Cussac, J.L., y Cuerda Arnau, 
Mª.L.: Estudios… ob. cit., p. 89; Sánchez García de Paz, I.: “El sistema…” ob. cit., p. 79; Barquín Sanz, 





consolidación de un Derecho penal más represivo y orientado a la prevención-general, 
con un alto componente defensista, al introducir los periodos mínimos de cumplimiento. 
Por su parte, la LO 9/2000 dejó en suspenso la aplicación de la LORRPM para los 
jóvenes, lo que supuso su segregación del régimen “más benigno” de los menores, en 




C. La regulación de la medida de internamiento en régimen cerrado en la LO 
8/2006. Cumplimiento integro de las penas de internamiento para menores 
infractores. 
 
La Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, por la que se modifica la LO 
10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal
3123
 (LO 15/2003), además de modificar 
sustancialmente los arts. 8 y 25 de la LORRPM
3124
, también introdujo la simiente de lo 
                                                                                                                                                                                  
J., y Cano Paños, M.A.: “Justicia penal juvenil…” ob. cit., pp. 66 y ss.; Vázquez González, C.: 
Delincuencia Juvenil… ob. cit., p. 327. Acerca de esta reforma, centrada en la agravación de las penas de 
los delitos de terrorismo, Vid. Ramos Vázquez, A.: “Terrorismo e intervención penal: la LO 7/2000 y los 
límites del ius puniendi”, en Revista de Ciencias Penales, Número 4, A Coruña, 2001-2002, pp. 89-126. 
3122 Vid., a modo de ejemplo, la Regla 3.3. de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985 de 
Naciones Unidas, o Reglas de Beijing. Para más detalles consúltese el capítulo sobre normativa 
internacional de este estudio. 
3123 Publicada en el BOE, Número 286, de 26 de noviembre de 2003. 
3124 Introduciendo la acusación particular con carácter general en el proceso contra menores 
infractores. Vid. Disposición Final, párrafo segundo, de la LO 15/2003, que dispone: “El artículo 25 
queda redactado de la siguiente manera: “Art. 25. De la acusación particular. Podrán personarse en el 
procedimiento como acusadores particulares, a salvo de las acciones previstas por el artículo 61 de esta 
ley, las personas directamente ofendidas por el delito, sus padres, sus herederos o sus representantes 
legales si fueran menores de edad o incapaces, con las facultades y derechos que derivan de ser parte en 
el procedimiento, entre los que están, entre otros, los siguientes: a) Ejercitar la acusación particular 
durante el procedimiento. b) Instar la imposición de las medidas a las que se refiere esta ley. c) Tener 
vista de lo actuado, siendo notificado de las diligencias que se soliciten y acuerden. d) Proponer pruebas 
que versen sobre el hecho delictivo y las circunstancias de su comisión, salvo en lo referente a la 
situación psicológica, educativa, familiar y social del menor. e) Participar en la práctica de las pruebas, 
ya sea en fase de instrucción ya sea en fase de audiencia; a estos efectos, el órgano actuante podrá 
denegar la práctica de la prueba de careo, si esta fuera solicitada, cuando no resulte fundamental para 
la averiguación de los hechos o la participación del menor en los mismos. f) Ser oído en todos los 
incidentes que se tramiten durante el procedimiento. g) Ser oído en caso de modificación o de sustitución 
de medidas impuestas al menor. h) Participar en las vistas o audiencias que se celebren. i) Formular los 
recursos procedentes de acuerdo con esta ley. Una vez admitida por el Juez de menores la personación 
del acusador particular, se le dará traslado de todas las actuaciones sustanciadas de conformidad con 
esta ley y se le permitirá intervenir en todos los trámites en defensa de sus intereses”. Sobre esta 
modificación, Vid. Higuera Guimerá, J.F.: “La transformación…” ob. cit., pp. 21 y ss.; el mismo: “Las 
reformas parciales…” ob. cit., pp. 74 y ss.; Serrano Tárraga, Mª.D.: “Legislación penal de menores…” 
ob. cit., pp. 311 y 312; Barquín Sanz, J., y Cano Paños, M.A.: “Justicia penal juvenil…” ob. cit., pp. 73 y 
ss.; Carmona Salgado, C.: “Algunas consideraciones críticas sobre las sucesivas reformas de la 
legislación penal de menores a partir de la LORRPM. La nueva Ley 8/2006”, en La Ley Penal, Año IV, 
Número 45, Editorial La Ley, enero, Madrid, 2008, p. 60 y 61. 





que sería la reforma más extensa y polémica de la Ley penal del menor
3125
. Bajo la 
motivación de “impulsar las medidas orientadas a sancionar con más firmeza y eficacia 
los hechos delictivos cometidos por personas que, aun siendo menores, revistan 
especial gravedad”, que auspiciaba un nuevo endurecimiento de la justicia penal de 
menores en España, el Gobierno quedaba “comprometido”3126 a revisar los contenidos 
de la LORRPM, con el fin de establecer “la posibilidad de prolongar el tiempo de 
internamiento, su cumplimiento en centros en los que se refuercen las medidas de 
seguridad impuestas y la posibilidad de su cumplimiento a partir de la mayoría de edad 
en centros penitenciarios”. En definitiva, con el fin de establecer la efectiva 
prisionalización de los menores infractores. 
 
De esta manera, la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre, por la que se 
modifica la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad 
penal de los menores
3127
 (LO 8/2006), supuso el summun del recrudecimiento penal de 
la justicia de menores en España
3128
. Las razones alegadas para la reforma (aumento de 
la delincuencia juvenil en España
3129
; preocupación e impacto social
3130
; ponderación 
                                                             
3125 Sobre la génesis de la LO 8/2006, Vid. in extenso, Gutiérrez Albentosa, J.M.: “Modelo de 
política criminal en la jurisdicción de menores. Comentarios a la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre, 
por la que se modifica la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de 
los menores”, en Diario La Ley, Año XXVIII, Número 6687, Editorial La Ley, 5 abril, 2007, punto I. 
Versión online disponible en www.laleydigital.com (28/11/2010). 
3126 Vid. Higuera Guimerá, J.F.: “La transformación…” ob. cit., p. 23; el mismo: “Las reformas 
parciales…” ob. cit. 76. 
3127 Publicada en el BOE, Número 290, de 5 de diciembre de 2006. 
3128 Para Dolz Lago el endurecimiento de la LORRPM tras la reforma de 2006 es, en realidad, un 
“simbolismo penal”, de escasa eficacia práctica, tanto en sus aspectos positivos como negativos. Esta 
apariencia de dureza de la norma vendría dado por el abuso de la “oportunidad política” para acallar a la 
opinión pública. Vid. Dolz Lago, M.J.: “¿Endurecimiento simbólico…?” ob. cit., pp. 85 y 86. En contra, 
afirmando el carácter represivo de la reforma,  Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: “Pasado y Presente de la 
aplicación de la Ley penal del menor”, en Jorge Barreiro, A., y Feijoo Sánchez, B.: Nuevo Derecho… ob. 
cit., pp. 64 y ss. Sin oponerme a algunos de los razonamientos del Fiscal de Menores, a mi juicio existen 
algunos puntos importantes en los que la LO 8/2006 ha supuesto el afianzamiento de los términos más 
punitivos del sistema de justicia de menores. En primer lugar, el aumento de la duración de las medidas 
de internamiento y la consolidación de los periodos de seguridad (eso sí, en esta ocasión con una mayor 
discrecionalidad judicial); y, en segundo lugar, como explicaremos, la introducción de la regresión de 
grado y la reformatio in peius en el quebrantamiento de las medidas no privativas de libertad, reforma que 
se ha hecho, una vez más, sin la inclusión de un verdadero sistema penitenciario de progresión de grados.  
3129 En la Exposición de Motivos de la LO 8/2006, se afirma que “las estadísticas revelan un 
aumento considerable de delitos cometidos por menores, lo que ha causado gran preocupación social y ha 
contribuido a desgastar la credibilidad de la Ley por la sensación de impunidad de las infracciones más 
cotidianas y frecuentemente cometidas por estos menores, como son los delitos y faltas patrimoniales”. 
Algunos autores también se muestran de acuerdo con los datos estadísticos que anuncian un aumento de 
la delincuencia juvenil en los últimos años. Así, Álvarez García, afirma que “es incontestable que en los 
últimos años se ha producido un notable crecimiento de los delitos cometidos por menores de dieciocho 
años”. Cfr. Álvarez García, F.: “Política criminal de menores”, en Cuadernos de Política Criminal, 





                                                                                                                                                                                  
Segunda época, Número 88, I, CESEJ, Madrid, 2006, pp. 30 y 31. No obstante, desde un primer 
momento, esta afirmación fue discutida. Así, el Informe del Consejo General del Poder Judicial al 
Anteproyecto de la Ley Orgánica 8/2006 (Prego, A., 2005) ya contenía una serie de cuadros estadísticos 
que desmentían el aumento de la criminalidad infantil y juvenil. Vid. Higuera Guimerá, J.F.: “Las 
reformas parciales…” ob. cit., p. 77; también críticos sobre este argumento, Cano Paños, M.A.: “¿Es 
conveniente un endurecimiento del Derecho penal? Una toma de posición crítica”, en Anuario de 
Derecho Penal y Ciencias Penales, Año LIV, Tomo LV, Fascículo único, Madrid, 2002, pp. 286 y ss.; 
Sánchez Lázaro, F.G.: “¿Cómo se valora un texto jurídico? Sobre el ejemplo del reciente Anteproyecto de 
Ley Orgánica por la que se modifica la LORRPM reguladora de la responsabilidad penal de los menores”, 
en Sola Reche, E., Hernández Plasencia, J.U., Flores Mendoza, F., y García Medina, P. (Eds.): Derecho 
Penal y… ob. cit., pp. 59-74; García Pérez, O.: “La introducción…” ob. cit., pp. 28 y ss.; el mismo autor: 
“La reforma de 2006 de la Ley de responsabilidad penal de los menores: la introducción del modelo de 
seguridad ciudadana”, en Jorge Barreiro, A., y Feijoo Sánchez. B.: Nuevo Derecho… ob. cit., pp. 34 y ss. 
Los datos que en 2006 publicaba el Ministerio del Interior sobre la evolución de la criminalidad en 
España, según expone Montero Hernanz, decían justo lo contrario a la afirmación del gobierno: la 
delincuencia juvenil estaba disminuyendo y dentro de ella estaban aumentando los delitos violentos. Vid. 
Montero Hernanz, T.: “La delincuencia en España en datos”, en Quadernos de Criminología: Revista de 
criminología y ciencias forenses, Número 9, Valladolid, 2010, p. 15. 
3130 Encontramos varias alusiones en el preámbulo motivador de la LO 8/2006 a esta preocupación 
y “alarmismo” social: “debe reconocerse que, afortunadamente, no han aumentado significativamente los 
delitos de carácter violento, aunque los realmente acontecidos han tenido un fuerte impacto social”; 
“sensación de impunidad de las infracciones más cotidianas”, etc. Para algunos autores, como el ya citado 
García Pérez, esta nueva orientación de la LORRPM supone la introducción de un modelo de seguridad 
ciudadana (ya explicado en el capítulo sobre normativa internacional, consúltese para mayor 
información). Sobre la crítica a esta política criminal basada en el alarmismo social, Vid. Sánchez Lázaro, 
F.G.: “Alarma social y Derecho penal”, en Indret, disponible online en: www.Indret.com (25/08/2010), 
Barcelona, 2006; Vázquez González, C., y Serrano Tárraga, Mª.D.: “La opinión pública ante la 
delincuencia juvenil: El tratamiento informativo de los medios de comunicación sobre la delincuencia 
juvenil y su influencia en la política criminal española”, en Anuario de Justicia de Menores, Número 4, 
Astigi, Sevilla, 2004, pp. 145-170. Sobre una visión más global y comparada de la influencia del 
alarmismo social en las políticas criminales de justicia juvenil, Vid. in extenso, Vázquez González, C.: 
“La influencia de la alarma social en el nuevo rumbo de la justicia penal juvenil en occidente”, en Bueno 
Arús, F., Guzmán de Albora, J.L., y Serrano Maíllo, A. (Coords.): Derecho penal y criminología como 
fundamento de la política criminal: estudios en homenaje al profesor Alfonso Serrano Gómez. Dykinson, 
Madrid, 2006, pp. 488-504. Sorprendentemente, a pesar de lo expuesto en la Exposición de Motivos de la 
LO 8/2006, la investigación realizada por Fernández Molina y Tarancón Gómez, “no existen datos 
relevantes que permitan calificar a los ciudadanos de punitivos, o demandantes de una respuesta más 
severa hacia el delito juvenil, por las siguientes razones: En primer lugar, la actitud inicial presentada por 
los sujetos en las preguntas más generales es claramente favorable a la óptica educativa y rehabilitadora, 
pues otorgan a la familia la función preventiva, priorizan en las condenas juveniles el objetivo 
rehabilitador y en el internamiento la educación y formación laboral, anteponiendo todas estas respuestas 
a otras que implican estrategias de control, penalizadoras o de mero castigo. Y, en segundo lugar, en las 
respuestas a los casos escenario también se muestran muy favorables al uso de penas alternativas, sobre 
todo hacia aquellas que comprenden algún tipo de restauración a la víctima o la comunidad. En 
consecuencia, a través de esta primera aproximación se puede establecer que los ciudadanos comparten el 
objetivo prioritario de la legislación de menores”. Cfr. Fernández Molina, E., y Tarancón Gómez, P.: 
“Populismo punitivo y delincuencia juvenil: ¿Mito o realidad?”, en Revista Electrónica de Ciencia Penal 
y Criminología, Número 12-08, p. 08:22. Disponible en internet: http://criminet.ugr.es/recpc/12/recpc12-
08.pdf (16/08/2010). Estas conclusiones en nuestra opinión pueden interpretarse de dos maneras muy 
diferentes: en primer lugar, podría concluirse que la LO 8/2006 no responde per se a un llamamiento 
social al recrudecimiento de las medidas punitivas como respuesta jurídica al delito, sino que se trata de 
una cuestión altamente politizada o electoralista, que cumple una “función tranquilizadora” ante los 
hechos mediáticos de mayor difusión sobre delitos graves cometidos por menores (apoyando esta postura, 
Vid. Almanzán Serrano, A. y Izquierdo Carbonero, F.J.: Derecho Penal de Menores. Incluye formularios 
de resoluciones judiciales y escritos. 2ª Ed., Grupo Difusión, Madrid, 2007, p. 127. Al respecto, también 
Vid. Dolz Lago, J.M.: “¿Endurecimiento simbólico…?” ob. cit., p. 86; quien también ha resaltado el claro 
oportunismo político de las reformas de la LORRPM). Y en segundo lugar, podemos aproximarnos al 
resultado de la investigación desde un punto de vista crítico, considerando que, en realidad, el resultado 





entre el interés superior del menor y los intereses de defensa social
3131
; corrección de 
disfunciones en el texto legal
3132
, etc.) han sido duramente criticadas por una amplia 
mayoría de la doctrina, por haberse concluido sin la objetiva valoración y ponderación 
de los efectos y consecuencias de la LORRPM
3133





La redacción final para la aplicación de medidas de internamiento en régimen 
cerrado, quedó aumentada respecto del original de modo cuantitativo y temporal
3135
 
(vid. infra sobre la nueva duración de la medida). De este modo, el alargamiento de la 
duración o la obligatoriedad de la imposición de las medidas de internamiento en 
algunos supuestos, han revertido en algo innecesario, frente a modificaciones posibles, 
más positivas, como la mejora en la gestión de los recursos
3136
, materiales para su 
aplicación o el desarrollo de más adecuados programas de actividades para los menores 
internos. Parece adecuado al respecto recordar la interpretación restrictiva del 
Ministerio Fiscal, basada en el principio de excepcionalidad, que recordaba la 




                                                                                                                                                                                  
de las respuestas esconde una reacción de vergüenza social ante el requerimiento de acciones vindicativas 
contra los menores infractores, que puede ser producto de situaciones excepcionales en las que el 
alarmismo mediático crea una reacción temporal exenta de reflexión que, posteriormente, se ve reducida. 
En todas las situaciones llegamos a la conclusión de que, si bien el Derecho penal puede servir para 
pretensiones de defensa o seguridad popular, no debe legislarse con base a reacciones exageradas con un 
alto contenido emocional. 
3131 Se indica como justificación de una justicia más dura contra el menor infractor que “el interés 
superior del menor, que va a seguir primando en la Ley, es perfectamente compatible con el objetivo de 
pretender una mayor proporcionalidad entre la respuesta sancionadora y la gravedad del hecho cometido, 
pues el sistema sigue dejando en manos del juez, en último caso, la valoración y ponderación de ambos 
principios de modo flexible y en favor de la óptima individualización de la respuesta. De otro modo, nos 
llevaría a entender de un modo trivial que el interés superior del menor es no sólo superior, sino único y 
excluyente frente a otros bienes constitucionales a cuyo aseguramiento obedece toda norma punitiva o 
correccional”. Sobre una crítica a este aspecto de la reforma, Vid. Carmona Salgado, C.: “Algunas 
consideraciones…” ob. cit., pp. 62 y ss. 
3132 Vid. Sola Reche, E., y Serrano Solís, M.: “Presente y futuro…” ob. cit., pp. 9 y 10. 
3133 Vid. García Pérez, O.: “La reforma de 2006…” ob. cit., p. 31. 
3134 Vid. in extenso, Bernuz Beneítez, Mª.J.: “Justicia de menores española y nuevas tendencias 
penales...” ob. cit., passim; García Pérez, O.: “La introducción…” ob. cit., pp. 49 y ss.; el mismo: “La 
reforma de 2006…” ob. cit., p. 36; Dolz Lago, J.M.: “¿Endurecimiento simbólico…?” ob. cit., p. 63; 
Carmona Salgado, C.: “Algunas consideraciones…” ob. cit., p. 65; Puente Alba, L.Mª.: “Nuevas 
reformas...” ob. cit., pp. 79 y 80. 
3135 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p. 231; Puente Alba, L.Mª.: 
“Nuevas reformas...” ob. cit.,  p. 89. 
3136 Vid. Higuera Guimerá, J.F.: “Las repetidas reformas…” ob. cit. p.  65. 
3137 Se pronunciaba la Circular 1/2007 de la Fiscalía General del Estado, en su punto III.3., en 
contra de la utilización extensiva o sistemática del internamiento en régimen cerrado, a pesar de la 





Así, en el actual artículo 9 de la LORRPM, se enumeran una serie de reglas para 
la aplicación general de las medidas, entre ellas, las de internamiento en régimen 
cerrado, que sólo podrá ser aplicada en los siguientes supuestos: 
 
“a. Los hechos estén tipificados como delito grave por el Código Penal o las leyes penales 
especiales. 
b. Tratándose de hechos tipificados como delito menos grave, en su ejecución se haya empleado 
violencia o intimidación en las personas o se haya generado grave riesgo para la vida o la 
integridad física de las mismas. 
c. Los hechos tipificados como delito se cometan en grupo o el menor perteneciere o actuare al 
servicio de una banda, organización o asociación, incluso de carácter transitorio, que se dedicare 
a la realización de tales actividades”3138. 
 
Como puede observarse, los presupuestos para la imposición de la medida en 
régimen cerrado han aumentado. Frente a la anterior redacción, que tan sólo recogía los 
delitos graves, la actual versión del precepto también incluye los hechos tipificados 
como menos graves, volviendo a la formula de la “violencia, intimidación y grave 
riesgo para la vida o la integridad física”. 
 
También una de las novedades de la actual redacción del artículo 9, es la no 
imposición obligatoria
3139
 de las medidas de internamiento en régimen cerrado. Como 
vimos supra, la anterior redacción del artículo suponía un límite absoluto a la capacidad 
del juez a la hora de imponer o no la medida de régimen cerrado para determinados 
delitos, en los que el juez estaba obligado a asignarla. Esta nueva forma de 
determinación podría interpretarse como un regreso a la indeterminación de la medida 
de la LORRPM, en un acercamiento al régimen las medidas de seguridad. No obstante, 
en el nuevo artículo 10 de la LORRPM, se instauran una serie de excepciones, en las 
que se prevé la obligación de imponer la medida de régimen cerrado, por lo que tal 
similitud termina por desvirtuarse nuevamente en el conjunto de la norma.  
                                                                                                                                                                                  
potenciación del mismo, surgida a raíz de las pretensiones defensistas de la reforma de 2006. Por lo tanto, 
el régimen de internamiento en régimen cerrado, a tenor de la norma modificada, debería ser considerado 
“únicamente como posibilidad”, que debe atenerse al “principio de desinstitucionalización, asumido por 
el art. 37 b) de la Convención de los Derechos del Niño postula que las privaciones de libertad de 
menores se utilicen como medida de último recurso y durante el período más breve que proceda”.  
3138 Cfr. Artículo 9.2., de la actual LORRPM. 
3139 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 4ª Ed., ob. cit., p. 232; Martínez González, 
Mª.I.: “Título II…” ob. cit. p. 139. 





Estas excepciones se articulan de la siguiente forma: 
 
“(…) Cuando el hecho revista extrema gravedad, el Juez deberá imponer una medida de 
internamiento en régimen cerrado de uno a seis años, complementada sucesivamente con otra medida de 
libertad vigilada con asistencia educativa hasta un máximo de cinco años. Sólo podrá hacerse uso de lo 
dispuesto en los artículos 13 y 51.1 de esta Ley Orgánica una vez transcurrido el primer año de 
cumplimiento efectivo de la medida de internamiento. 
A los efectos previstos en el párrafo anterior, se entenderán siempre supuestos de extrema 
gravedad aquellos en los que se apreciara reincidencia. 
2. Cuando el hecho sea constitutivo de alguno de los delitos tipificados en los artículos 138, 139, 
179, 180 y 571 a 580 del Código Penal, o de cualquier otro delito que tenga señalada en dicho Código o 
en las leyes penales especiales pena de prisión igual o superior a quince años, el Juez deberá imponer 
las medidas siguientes: 
a. si al tiempo de cometer los hechos el menor tuviere catorce o quince años de edad, una medida 
de internamiento en régimen cerrado de uno a cinco años de duración, complementada en su caso por 
otra medida de libertad vigilada de hasta tres años. 
b. si al tiempo de cometer los hechos el menor tuviere dieciséis o diecisiete años de edad, una 
medida de internamiento en régimen cerrado de uno a ocho años de duración, complementada en su caso 
por otra de libertad vigilada con asistencia educativa de hasta cinco años. En este supuesto sólo podrá 
hacerse uso de las facultades de modificación, suspensión o sustitución de la medida impuesta a las que 
se refieren los artículos 13, 40 y 51.1 de esta Ley Orgánica, cuando haya transcurrido al menos, la mitad 
de la duración de la medida de internamiento impuesta. 
3. En el caso de que el delito cometido sea alguno de los comprendidos en los artículos 571 a 580 
del Código Penal, el Juez, sin perjuicio de las demás medidas que correspondan con arreglo a esta Ley, 
también impondrá al menor una medida de inhabilitación absoluta por un tiempo superior entre cuatro y 
quince años al de la duración de la medida de internamiento en régimen cerrado impuesta, atendiendo 
proporcionalmente a la gravedad del delito, el número de los cometidos y a las circunstancias que 
concurran en el menor”3140. 
 
Como puede comprobarse, la LO 8/2006 opta por derogar la anterior regulación 
asistemática introducida por la LO 7/2000, en la Disposición Adicional 4ª, y 
reintroducirla en el texto legal bajo la rúbrica de “reglas especiales de aplicación y 
duración de las medidas”. El artículo establece, de este modo, un régimen agravado 
para los casos que considera más peligrosos (delitos graves), que ya se encontraba en la 
anterior regulación. 
  
                                                             
3140 Cfr. Artículo 10.1 in fine, 10.2 y 10.3, de la actual redacción de la LORRPM. 





En definitiva, advertimos en el nuevo texto legal que la medida de internamiento 




1. Cuando los hechos estén tipificados como delito grave por el Código Penal o 
por las leyes penales especiales. En este sentido, habrá que estar a lo dispuesto en el 
Código Penal, en sus artículos 13 y 33, acerca de los delitos considerados graves
3142
. 
Según la redacción de estos preceptos, se considera delitos graves aquellos castigados 
con penas graves
3143
 que, a su vez, hacen referencia a aquellas penas de prisión 
superiores a los cinco años
3144
. Aunque en la mayor parte de los casos se cumple una 
correlación entre los delitos graves y el uso de la violencia o la intimidación, existen 
algunos casos en los que un delito considerado como grave (por la duración de la pena 




La presente modificación ha sido muy criticada por ampliar los casos en los que el 
juez puede estimar la medida de internamiento en régimen cerrado
3146
. Frente a la 
anterior regulación, más definida y concreta, la actual establece que el internamiento en 
esta modalidad puede tener lugar cuando “los hechos estén tipificados como delito 
grave por el Código Penal o leyes penales especiales”3147, lo cual expande el elenco de 
delitos para los que la medida de internamiento es susceptible de ser aplicada. 
 
2. Tratándose de hechos tipificados como delito menos grave, en su ejecución se 
haya empleado violencia o intimidación en las personas o se haya generado grave riesgo 
para la vida o la integridad física de las mismas: Resalta nuevamente el uso de los 
                                                             
3141 Vid. Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero... cit., Artículo 9.2. 
3142 Vid. Martínez González, Mª.I.: “Título II...” ob. cit., p.  140. 
3143 Vid. Artículo 13, del CP de 1995. 
3144 Vid. Artículo 33, de la LORRPM. 
3145 Como es el caso de los delitos de tráfico de drogas de los arts. 368 y ss., del CP. Vid.  Puente 
Alba, L.Mª.: “Nuevas reformas...” ob. cit., pp. 91 y 92; al respecto, Boldova Pasamar proponía una 
combinación de ambos preceptos, para evitar una interpretación extensiva, de este modo sólo podría 
imponerse el internamiento en régimen cerrado en aquellos casos en los que el menor hubiere cometido 
un delito grave en el que además, concurran los requisitos de violencia, intimidación o riesgo grave para 
la vida o la integridad física. Vid. Boldova Pasamar, M.A.: “Principales aspectos sustantivos…” ob. cit., 
pp. 51 y 52. 
3146 Vid. Martínez González, Mª.I.: “Título II…” ob. cit., p. 140; Nieto García, L.C.: “La Ley de 
Responsabilidad penal de Menores…” ob. cit. pp. 356 y ss.; Sola Reche, E., y Serrano Solís, M.: 
“Presente y futuro…” ob. cit., pp. 11 y ss; Cruz Márquez, B.: La medida del internamiento y sus 
alternativas… ob. cit., p.  42. 
3147 Vid. Artículo 9.2.a., de la actual redacción de la LORRPM. 





conceptos de “intimidación o violencia”, que ya se encontraban en la redacción inicial 
de la ley. La disyunción establecida entre ambos criterios, ha llevado a pensar a una 
parte de la doctrina, coincidente con el criterio del Ministerio Fiscal
3148
, que no cabe 
utilizar un concepto amplio de violencia
3149
, sino que el artículo se refiere al uso de la 
violencia física ejercida sobre las personas, descartándose así otros tipos, como el 
referido a cosas o vis in re
3150
. Es asimismo llamativa la formula que se emplea, 
incluyendo también los delitos de peligro, siempre y cuando se haya generado 
efectivamente un “grave riesgo”, para la integridad física de las personas. Entiendo, en 
este sentido, que sólo cabe el delito de peligro concreto, siendo descartado el 
abstracto
3151
, y ello en virtud de la expresión utilizada en la redacción, habida cuenta 
además, de la especial motivación exigida para la imposición de estas medidas. Por otra 
parte, como ha expuesto García Pérez, los conceptos de violencia o intimidación tienen 
un carácter abstracto y no necesariamente deben estar relacionados con la entidad o 
gravedad del acto ilícito, además de ello, no existe un criterio unificado de los términos 
en la LORRPM, por cuanto en algunos preceptos (art. 19) se incluyen alusiones a una 
mayor gravedad que no se encuentran en otros. Por estas razones, la interpretación de 




3. Cuando los hechos tipificados como delito se cometan en grupo o el menor 
perteneciere o actuare
3153
 al servicio de una banda, organización o asociación, incluso 
de carácter transitorio, que se dedicare a la realización de tales actividades. Ya hemos 
apuntado supra que la redacción de la inclusión de este apartado, por parte de la LO 
8/2006, no se consideraba afortunada, ya que, como señala García Pérez, “esta nueva 
                                                             
3148 Vid. Punto VI.3.A., de la Circular 1/2000… cit. 
3149 Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… 
ob. cit., p.  194. 
3150 Vid. De Urbano Castrillo, E., y De la Rosa Cortina, J. M.: Comentarios… ob. cit.,, p.  152; 
García Pérez, O.: “Capítulo II…” ob. cit., p. 61. 
3151 Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… 
ob. cit., p.  195. 
3152 Vid. García Pérez, O.: “La reforma de 2006…” ob. cit., p. 60. 
3153 Según la interpretación de la Fiscalía General del Estado, el artículo presenta dos tipos 
diferenciados, el de pertenencia a banda y el de actuación en grupo, que tendrán que interpretarse de 
modo diferente. Además de ello, aclara la Fiscalía en el punto III.3., de la Circular 1/2007, de 23 de 
noviembre, sobre criterios interpretativos tras la reforma de la legislación penal de menores de 2006, 
“no será necesario para poder aplicar esta circunstancia de actuación en grupo que todos los integrantes 
del mismo estén sometidos a la jurisdicción de menores. Así podrá apreciarse esta circunstancia a un 
menor de entre catorce y dieciocho años en una actuación grupal integrada además de por éste, por 
adultos y por menores de catorce años”. 





circunstancia no constituye ningún índice de mayor peligrosidad que justifique esta 
reacción, sino que es la plasmación de una forma de actuar a estas edades”3154. Más aún, 
en los casos en los que el precepto resulta en su aplicación positivo, dedicando sus 
esfuerzos a la lucha contra la criminalidad juvenil organizada en bandas, el inciso 
resulta del todo prescindible, puesto que los métodos utilizados normalmente por esta 
clase de organizaciones suelen verse reflejados en los dos apartados anteriores
3155
, 
dejando, de este modo, en manos del Juez la valoración de la peligrosidad de estas 
bandas. Para Sánchez García de Paz, la inclusión de este precepto no deja de ser 
conflictiva, por cuanto supone la creación de “una especie de agravante general por 
pertenencia a asociación criminal que no existe en el Derecho penal de menores”3156. 
Para Ornosa Fernández, por el contrario, la redacción de este precepto puede ser 
positiva, siempre que se utilice de modo restringido y no opere de forma automática, 
pues “es bastante frecuente que los menores acostumbren a ir en grupo”3157, lo que no 
conlleva que el delito cometido sea grave. 
 
Estas modificaciones legislativas, operadas en los últimos años, han venido a 
conformar un endurecimiento de la medida de internamiento en régimen cerrado
3158
, en 
buena parte sustentadas en la preocupación del legislador por la creciente alarma 
social
3159
, especialmente, al constatarse la proliferación de bandas urbanas de Latin 





                                                             
3154 Cfr. García Pérez, O.: “La reforma de 2006...” ob. cit., pp.  50 y 51; Puente Aba, L.Mª.: 
“Nuevas reformas…” ob. y loc. cit. 
3155 Vid. Martínez González, Mª.I.: “Título II...” ob. cit., p.  142. 
3156 Cfr. Sánchez García de Paz, Mª.I.: “El sistema de medidas…” ob. cit., p. 80. 
3157 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p. 233; de la misma opinión, 
De la Rosa Cortina, J.M.: “Novedades…” ob. cit., p. 59. 
3158 Vid. Nieto García, L.C.: “La Ley de Responsabilidad penal de Menores. Valoración de las 
reformas y en especial, la reciente Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre”… ob. cit., p.  359; Ornosa 
Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 4ª Ed., ob. cit., p.  231. 
3159 Vid. Martínez González, Mª.I.: “Título II...” ob. cit., p.  142, en este mismo sentido, Vid. 
García Pérez, O.: “La introducción…” ob. cit., p.  41; Cuello Contreras, J.: “Reflexiones sobre la…” ob. 
cit., p. 143. 
3160 Vid. Pozuelo Pérez, L.: “El futuro del Derecho penal juvenil…” ob. cit., p.  4; Rodríguez 
Nuñez, A.: “Delincuencia juvenil”, en Collado Medina, J (coord.): Fundamentos de Investigación 
Criminal. Instituto Universitario General Gutiérrez Mellado, UNED, Madrid, 2007, p.  218; sobre este 
tipo de delincuencia, también Vid. Fernández Hernández, A.: “Las bandas latinas en España: una 
problemática emergente”, en González Cussac, J.L., y Cuerda Arnau, Mª.L. (coords.): Estudios… ob. cit., 
pp. 269-298. 





Por último, el apartado c) de la nueva redacción ha sido puesto en tela de juicio 
por los detractores de tal modificación, ya que introduce en nuestra legislación un 
aspecto criminológico sobre un tipo de delincuencia juvenil “novedosa e importada”3161, 
como es la de las bandas juveniles, la mayor parte de ellas llegadas de países 
centroamericanos y que han cambiado en los últimos años el perfil del menor infractor, 
por su carácter extremadamente violento. Tal modificación pudiera ser, por el contrario, 
positiva, siempre y cuando no se tome con un carácter general
3162
 y verdaderamente 
reúna sus esfuerzos en establecer una política criminal centrada en las bandas 
especialmente violentas o relevantes para el panorama de delincuencia juvenil, contra el 
que se pretende luchar, puesto que es frecuente que el adolescente, cuya peligrosidad no 
tiene por qué ser necesariamente grave, actúe apoyado por más individuos
3163
 en la 
comisión de delitos menos graves, sin que éstos tengan necesariamente que suponer la 
conformación de una banda o grupo verdaderamente violento. El precepto en este 
sentido, podría ser deudor de una mejor redacción o de una centralización de su 
finalidad, puesto que su aplicación de un modo tan genérico podría llevarse a la práctica 
con una mayor frecuencia que la deseada para una medida que, en principio, está 
llamada a ser excepcional.  
 
La primera formulación de los arts. 50 y 51 de la LORRPM no permitía, 
expresándonos en términos penitenciarios, la “regresión de grado” al régimen cerrado 
por incumplimiento otras medidas de internamiento en regímenes de mayor libertad
3164
. 
                                                             
3161 Vid. Lastra de Inés, A.: “Análisis legal… ob. cit., p.  89. 
3162 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal…. 4ª Ed., ob. cit., p. 233. 
3163 Vid. Martínez González, Mª.I.: “Título II…” ob. cit., p. 141. 
3164 Vid. Artículos 14, 50 y 51 de la LORRPM, redacción original previa a las reformas de la LO 
8/2006. El tenor de los arts. 50 y 51 no permitían la regresión al régimen cerrado por quebrantamiento de 
la medida: 
“Art. 50. Quebrantamiento de la ejecución. 1. Cuando el menor quebrantare una medida privativa 
de libertad, se procederá a su reingreso en el mismo centro del que se hubiera evadido o en otro 
adecuado a sus condiciones, o, en caso de permanencia de fin de semana, en su domicilio, a fin de 
cumplir de manera ininterrumpida el tiempo pendiente. 2. Si la medida quebrantada no fuere privativa de 
libertad, el Ministerio Fiscal podrá instar del Juez de menores la sustitución de aquélla por otra de la 
misma naturaleza. Excepcionalmente, y a propuesta del Ministerio Fiscal, oídos el letrado y el 
representante legal del menor, así como el equipo técnico, el Juez de menores podrá sustituir la medida 
por otra de internamiento en centro semiabierto, por el tiempo que reste para su cumplimiento. 3. 
Asimismo, el Juez de menores remitirá testimonio de los particulares relativos al quebrantamiento de la 
medida al Ministerio Fiscal, por si el hecho fuese constitutivo de alguna de las infracciones a que se 
refiere el artículo 1 de la presente Ley Orgánica y merecedora de reproche sancionador. 
Art. 51. Sustitución de las medidas. 1. Durante la ejecución de las medidas el Juez de menores que 
las haya impuesto podrá, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal, del letrado del menor o de la 
Administración competente, y oídas las partes, así como el equipo técnico y la representación de la 





Para Cezón González esta técnica legislativa, diferente a la establecida en el sistema de 
individualización científica separado en grados de la LOGP, “resulta un grave perjuicio 
para el menor que adquiere a su edad conciencia de impunidad e irreductibilidad y de 
vencedor frente a los institutos de reinserción del Estado”3165.  
 
A mi juicio, la regresión a un régimen de mayor dureza sólo debería ser dictada 
por el Juez de menores en casos excepcionales, de grave inadaptación al régimen 
semiabierto, en los que se hayan intentado otros métodos de índole educativa menos 
gravosos para el interés del menor. La introducción de estos preceptos acerca la 
regulación de la LORRPM a la disposición de grados penitenciarios, por lo que se hace 
cada vez más imprescindible la introducción de un régimen más progresivo. 
 
Tras las reformas de la LO 8/2006, se introdujeron importantes cambios en la 
redacción del art. 51.2 de LORRPM: 
 
“Cuando el Juez de menores haya sustituido la medida de internamiento en régimen cerrado por 
la de internamiento en régimen semiabierto o abierto, y el menor evolucione desfavorablemente, previa 
audiencia del letrado del menor, podrá dejar sin efecto la sustitución, volviéndose a aplicar la medida 
sustituida de internamiento en régimen cerrado. Igualmente, si la medida impuesta es la de internamiento 
en régimen semiabierto y el menor evoluciona desfavorablemente, el Juez de menores podrá sustituirla 
por la de internamiento en régimen cerrado, cuando el hecho delictivo por la que se impuso sea alguno 
de los previstos en el artículo 9.2 de esta Ley”. 
 
Según la interpretación de la Fiscalía General del Estado del primero de los 
incisos del artículo, pese a que esta regresión establece un régimen “más estricto de la 
ejecución, no plantea ningún problema desde el punto de vista del principio de legalidad 
en la ejecución, en tanto opera sobre la base de una medida de internamiento cerrado, 
                                                                                                                                                                                  
entidad pública de protección o reforma de menores, dejar sin efecto aquéllas o sustituirlas por otras que 
se estimen más adecuadas de entre las previstas en esta Ley, por tiempo igual o inferior al que reste para 
su cumplimiento. Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo anterior y de 
acuerdo con el artículo 14 de la presente Ley. 2. La conciliación del menor con la víctima, en cualquier 
momento en que se produzca el acuerdo entre ambos a que se refiere el artículo 19 de la presente Ley, 
podrá dejar sin efecto la medida impuesta cuando el Juez, a propuesta del Ministerio Fiscal o del letrado 
del menor y oídos el equipo técnico y la representación de la entidad pública de protección o reforma de 
menores, juzgue que dicho acto y el tiempo de duración de la medida ya cumplido expresan 
suficientemente el reproche que merecen los hechos cometidos por el menor. 3. En todos los casos 
anteriores, el Juez resolverá por auto motivado, contra el cual se podrán interponer los recursos 
previstos en la presente Ley”. 
3165 Vid. Cezón González, C.: La nueva Ley… ob. cit., p. 55. 





cuya ejecución se ha visto ex post facto atemperada”3166. En cuanto a la conversión o 
retroceso del régimen semiabierto al régimen cerrado, la Fiscalía hace eco de los 
“escrúpulos” que esta regresión de régimen puede causar desde el prisma del principio 
de legalidad, pero que se justifica aludiendo a la nueva configuración del internamiento 
en semi-libertad (véase infra). La nueva redacción modificada por la LO 8/2006, 
permite la cancelación por parte del Juez de menores de las actividad extra muros, que 
quedarán condicionadas “a la evolución de la persona y al cumplimiento de los 
objetivos previstos en las mismas”3167. De tal modo, ambos regímenes, cerrado y 
semiabierto, se difuminan, por lo que “la propia medida contiene conceptualmente la 
simiente que puede generar una ejecución asimilada al núcleo del internamiento en 
centro cerrado”3168. Para Cervelló Donderis, esta modificación introducida por la LO 
8/2006 supone un importante quiebro a la seguridad jurídica y garantías del menor, 




Desde la primera redacción de la LORRPM, el art. 50.2 establecía la posibilidad 
de imponer una medida de internamiento en caso de quebrantamiento de una medida no 
privativa de libertad
3170
. Es decir, una reformatio in peius, contraviniendo, una vez más, 
el criterio general dispuesto en la normativa internacional
3171
. Una parte de la doctrina 
entiende que esta sustitución de la medida no privativa de libertad por una medida de 
internamiento es diametralmente opuesta a los principios de legalidad (art. 13 
LORRPM), proporcionalidad, y acusatorio de la LORRPM
3172
. 
                                                             
3166 Cfr. Punto VII.3.2., de la Circular 1/2007… cit. 
3167 Vid. Artículo 9.1.b. de la actual redacción de la LORRPM. 
3168 Cfr. Punto VII.3.2., de la Circular 1/2007… cit. 
3169 Vid. Cervelló Donderis, V.: La medida de internamiento… ob. cit., p. 220. 
3170 El tenor del artículo es el siguiente: “2. Si la medida quebrantada no fuere privativa de 
libertad, el Ministerio Fiscal podrá instar del Juez de menores la sustitución de aquélla por otra de la 
misma naturaleza. Excepcionalmente, y a propuesta del Ministerio Fiscal, oídos el letrado y el 
representante legal del menor, así como el equipo técnico, el Juez de menores podrá sustituir la medida 
por otra de internamiento en centro semiabierto, por el tiempo que reste para su cumplimiento”. La 
doctrina entiende por quebrantamiento de la medida no privativa de libertad los siguientes supuestos:  
“- La falta de presentación a las entrevistas con el profesional designado; -Y el incumplimiento de 
cualquiera de las obligaciones impuestas”. Cfr. García Pérez, Mª.F.: “Experiencias prácticas…” ob. cit., 
pp. 148 y 149. 
3171 Vid., por ejemplo, la Regla 14.4., de las Reglas de Tokio (consúltese el capítulo dedicado a la 
normativa internacional). Asimismo una parte de la doctrina entiende que este precepto podría vulnerar 
los principios de legalidad, proporcionalidad y acusatorio. Vid. Serrano Tárraga, Mª.D.: “Medidas 
susceptibles…” ob. cit., p. 502. 
3172 En contra de esta postura, Vid. Cuello Contreras, J.: El nuevo Derecho… ob. cit., pp. 96 y 97; 
y Bolufer Marqués, C.: “Naturaleza y contenido de las medidas previstas en la LORPM: se ejecución”, en 





Dicho quebrantamiento de la medida no privativa de libertad equivaldría, según la 
opinión de Olmedo Gómez y Ornosa Fernández,
 
al delito de quebrantamiento de 
condena
3173
 tipificado en el art. 468 CP
3174
. De dicho postulado, el jurista obtiene 
algunas conclusiones que terminan por considerar un régimen más gravoso para el 





1. En primer lugar, la LORRPM puede llegar a establecer una privación de 
libertad ante el quebrantamiento de una medida en medio abierto, mientras que el CP 
impone una pena de multa al adulto infractor;  
 
2. Teniendo en cuenta que la duración de la medida de internamiento no puede 
exceder del tiempo que duraría la pena que se le podría imponer a un adulto, y operando 
con la regla establecida en el art. 53.1 CP para calcular el tiempo de privación de 
libertad que conllevaría el cumplimiento de la responsabilidad personal subsidiaria en 
caso de impago, resulta que la medida de internamiento que se impusiese a un menor 
por la comisión de un delito de quebrantamiento de una medida no privativa de libertad 
no podría exceder de 360 días de duración, lo cual debería constituir una importante 
matización de la expresión “por el tiempo que reste para su cumplimiento”3176;  
 
3. La reformatio in peius conlleva para el menor una privación de libertad 
sobrevenida, siendo una medida “contra reo”. Al ser la LORRPM una norma 
sancionadora, a pesar de su carácter educativo, debemos de huir de interpretaciones “in 
                                                                                                                                                                                  
Jornadas de Secretarios Jurídicos de Menores. Estudios Jurídicos Secretarios Judiciales, VII, Ministerio 
de Justicia – CEJAJ, 2001, 205-206. 
3173 Vid. Olmedo Gómez, J.: “Cambio de medidas…” ob. cit., p. 2; Ornosa Fernández, Mª.R.: 
Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., pp. 489 y 4990. 
3174 Cuya redacción dispone textualmente: “Art. 468. 1. Los que quebrantaren su condena, medida 
de seguridad, prisión, medida cautelar, conducción o custodia serán castigados con la pena de prisión de 
seis meses a un año si estuvieran privados de libertad, y con la pena de multa de doce a veinticuatro 
meses en los demás casos. 
2. Se impondrá en todo caso la pena de prisión de seis meses a un año a los que quebrantaren una 
pena de las contempladas en el artículo 48 de este Código o una medida cautelar o de seguridad de la 
misma naturaleza impuestas en procesos criminales en los que el ofendido sea alguna de las personas a 
las que se refiere el artículo 173.2.”. 
3175 Vid. Olmedo Gómez, J.: “Cambio de medidas…” ob. cit., pp. 2 y 3. 
3176 Además de esta consideración, como ha expuesto Feijoo Sánchez, la nueva medida de 
internamiento estaría sometida al criterio general de los arts. 8 y 51 e la LORRPM para la determinación 
de su duración. Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, E. (Dir.), Feijoo Sánchez, B., y Pozuelo Pérez, L.: 
Comentarios… ob. cit., p. 473.  





malam partem”, de acuerdo con lo establecido por la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional
3177
 (TC). Por estas razones, el jurista plantea la inconstitucionalidad del 
precepto
3178





En mi opinión, la modificación de la medida para los supuestos de 
quebrantamiento de las medidas no privativas de libertad solamente sería posible 
cuando se asociare de forma análoga a las penas y criterios del art. 468.2 CP
3180
, según 
los cuales puede imponerse la pena de privación de libertad. Es decir, el art. 50.2 
debería haber establecido una serie de excepciones a la posibilidad de la reformatio in 
peius:  
 
1. Conforme a los requisitos del art. 50.2. LORRPM, sólo podrá realizarse la sustitución de la 
medida no privativa de libertad por una de internamiento en régimen semiabierto, en aquellos casos de 
incumplimiento de la medida de libertad vigilada en las que el Juez haya impuesto las obligaciones 
recogidas en los arts. 7.1.h.3. (prohibición de acudir a determinados lugares) y 7.1.i. (prohibición de 
aproximarse a la víctima o comunicarse con ella3181) ;  
2. Excepcionalmente3182, según los criterios del art. 50.2. LORRPM, podrá sustituirse una medida 
no privativa de libertad por la de internamiento en régimen abierto, en aquellos casos de incumplimiento 
                                                             
3177 Vid. STC, de 15 de febrero de 1985. 
3178 De la misma opinión, Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal.. 4ª Ed., ob. cit., p. 488. 
3179 Es el caso, comenta el autor, de las Audiencias Provinciales de Zaragoza (Auto de fecha 30 de 
marzo del 2005), o Cádiz (en auto de fecha 5 de octubre del 2006). Otras Audiencias, como la Audiencia 
Provincial de Murcia (en Auto de fecha 14 de junio del 2004), sostienen, por el contrario, una postura más 
crítica acerca de la viabilidad del precepto. 
3180 El precepto, antes citado, establece la posibilidad de imponer pena de prisión por el 
quebrantamiento de las condenas relativas a las penas del art. 48. Para una mayor claridad, se incluye la 
redacción literal del precepto: “Art. 48: 1. La privación del derecho a residir en determinados lugares o 
acudir a ellos impide al penado residir o acudir al lugar en que haya cometido el delito, o a aquél en que 
resida la víctima o su familia, si fueren distintos. 
2. La prohibición de aproximarse a la víctima, o a aquellos de sus familiares u otras personas que 
determine el juez o tribunal, impide al penado acercarse a ellos, en cualquier lugar donde se encuentren, 
así como acercarse a su domicilio, a sus lugares de trabajo y a cualquier otro que sea frecuentado por 
ellos, quedando en suspenso, respecto de los hijos, el régimen de visitas, comunicación y estancia que, en 
su caso, se hubiere reconocido en sentencia civil hasta el total cumplimiento de esta pena. 
3. La prohibición de comunicarse con la víctima, o con aquellos de sus familiares u otras 
personas que determine el juez o tribunal, impide al penado establecer con ellas, por cualquier medio de 
comunicación o medio informático o telemático, contacto escrito, verbal o visual”. 
3181 Novedad introducida en el catalogo de obligaciones de la medida de libertad vigilada por la 
LO 8/2006. Vid. Pérez Machío, A.I.: “El tratamiento jurídico-penal…” ob. cit., pp. 95 y 96. 
3182 La interpretación en el art. 50.2 del término “excepcionalmente”, significa, según Rodríguez 
Gómez, “que nos encontraríamos en esta situación cuando un menor ha incumplido reiteradamente las 
medidas no privativas de libertad habiendo agotado todos los recursos existentes”. Conforme a ésta 
interpretación formulamos las excepciones a la sustitución de la medida no privativa de libertad por el 





reiterado de las medidas de libertad vigilada en las que el Juez haya impuesto las obligaciones recogidas 
en los arts. 7.1.h., en sus puntos 1, 2, 4, 5, y 6.  
 
De este modo, se establecería cierta analogía con los criterios establecidos para el 
Derecho penal de adultos por quebrantamiento de condena y se restringirían los 
supuestos en los que la reformatio in peius podría operar. En aquellos casos recogidos 
en el punto 2 en los que fuera posible la sustitución de una medida no privativa de 
libertad por el internamiento se ha propuesto el requisito de reiteración del 
incumplimiento
3183
, pues considero que, acorde con la naturaleza de la LORRPM, deben 
agotarse otras vías menos gravosas para el menor infractor con anterioridad a la 
privación de libertad. Asimismo, se ha propuesto el régimen abierto para los supuestos 
recogidos en el punto 2, precisamente por ser los que más se adaptan a la finalidad de 
las obligaciones infringidas por el menor: obligación de asistir con regularidad al centro 
docente correspondiente; obligación de someterse a programas formativos-educativos; 
prohibición de ausentarse del lugar de residencia; obligación de residir en un lugar 
determinado; obligación de comparecer personalmente ante el Juzgado de Menores o 
profesional que se designe. En todos estos supuestos, el internamiento en régimen 
abierto puede cubrir el cumplimiento efectivo de las obligaciones infringidas, por 
cuanto, como veremos en el siguiente capítulo, el centro de internamiento de régimen 
abierto plantea características cercanas a las mismas. Otra de las opciones, señalada por 
Aguirre Zamorano, es la sustitución de medidas no privativas de libertad tras el 




A pesar de lo expuesto, recientemente el Tribunal Constitucional ha zanjado la 
cuestión de la reformatio in peius de las medidas no privativas de libertad. En su Auto 
33/2009, de 27 de enero, el TC rechaza que el Art. 50.2 LORPM sea contrario al 
                                                                                                                                                                                  
internamiento. Vid. Rodríguez Gómez, C.: “Título VII. La ejecución de las medidas”, en Gómez Rovira, 
Mª.C.: Comentarios… ob. cit., p. 380. 
3183 Acorde con la enmienda motivadora de la introducción de este precepto: el Grupo 
Parlamentario IU en la tramitación de la LORRPM en el Congreso de los Diputados justificó el cambio de 
medidas en aquellos casos en los que “el menor incumpliera reiteradamente las medidas, y habitualmente 
las de libertad vigilada”. Vid. Informe de la ponencia de 13 de octubre de 1999 (BOCG de 15 de octubre 
de 1999); Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 4ª Ed., ob. y loc. cit.; Díaz-Maroto y Villarejo, E. 
(Dir.), Feijoo Sánchez, B., y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… ob. y loc. cit.; De Urbano Castrillo, E., y 
De la Rosa Cortina, J.M.: La Responsabilidad Penal de los Menores, adaptada a la LO 8/2006, de 4 de 
diciembre. Thomson-Aranzadi, Navarra, 2007, p. 268. 
3184 Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Capítulo III…” ob. cit., p. 87. 





principio de seguridad jurídica
3185
. Sobre esta decisión, la Fiscalía General del Estado 
ha emitido la Circular 1/2009, donde establece una serie de garantías para la correcta 
aplicación de la sustitución de las medidas no privativas de libertad por medidas de 




                                                             
3185 Vid. ATC 33/2009, de 27 de enero, donde considera el TC que “...ningún desdoro merece el 
precepto legal cuestionado desde la vertiente objetiva, referida a la certeza de la norma...tampoco ignora 
la vertiente subjetiva, que remite a la previsibilidad de los efectos de su aplicación por los poderes 
públicos, toda vez que la modificación de la medida que contempla el art. 50.2 LORPM es consecuencia 
del previo quebrantamiento de la medida inicialmente impuesta por los órganos judiciales (…) la 
excepcionalidad que legalmente se predica del ejercicio de esta potestad remite a la necesaria 
realización del oportuno juicio de proporcionalidad en el momento aplicativo esa misma referencia a la 
excepcionalidad permite ahora concluir que la regulación legal de la modificación de las medidas, con la 
finalidad de asegurar su mayor eficacia de cara a la reinserción del menor en la sociedad no incurre en 
desproporcionalidad…”.  
3186 Vid. Circular 1/2009, de 27 de abril, sobre la sustitución en el sistema de justicia juvenil de 
medidas no privativas de libertad por la de internamiento en centro semiabierto, en supuestos de 
quebrantamiento. En esta Circular se establece el sistema de sustitución de las medidas no privativas de 
libertad, con las siguientes consideraciones (punto séptimo) por parte de la Fiscalía: 
 “1. Tras el ATC nº 33/2009, de 27 de enero quedan definitivamente despejadas las dudas en 
cuanto a la constitucionalidad de la previsión del inciso segundo del art. 50.2 LORPM. 
2. Continúa abierta la posibilidad sugerida por la Instrucción 1/1993, de 16 de marzo conforme a la 
que si se comprueba que una libertad vigilada está resultando absolutamente ineficaz y no existe 
posibilidad de dotarla de mayores contenidos y de efectividad habrá que instar su cancelación. 
3. En el incidente de modificación previsto en el art. 50.2 LORPM debe darse audiencia al menor, 
conforme al art. 9.1 LOPJM. 
4. Debe reconocerse a la acusación particular el derecho a intervenir en el incidente y hacer las 
alegaciones que estime oportunas (art. 25 letra g LORPM). 
5. Debe negarse legitimación a la acusación particular para interesar por sí la sustitución de la 
medida no privativa de libertad por el internamiento. Si no existe propuesta del Fiscal, el incidente no 
puede iniciarse.  
6. La petición del Fiscal y la resolución judicial que acuerde la sustitución deben estar 
suficientemente motivadas, más si cabe teniendo en cuenta el régimen de excepcionalidad por el que se 
rige. 
7. La constatación del quebrantamiento debe producirse en el seno del propio incidente de 
modificación. Desde luego no será necesario esperar a que se declare probado en sentencia firme, pues 
ello llevaría a la frustración del fin socializador y educador que debe presidir la adopción de esta nueva 
medida. 
8. Para que la falta de presentación a las entrevistas o el incumplimiento de las obligaciones 
derivadas de la medida pueda justificar la aplicación de la sustitución prevista en el Art. 50.2 LORPM es 
necesario que se constante voluntariedad y continuidad. 
9. Una vez firme la decisión sustitutiva, habrá de practicarse nueva liquidación, descontando del 
total de la medida impuesta el tiempo ya cumplido de libertad vigilada. 
10. En cuanto a la fecha de la que debe partirse para determinar "el tiempo que reste para su 
cumplimiento", habrá de computarse a partir de la misma fecha en que conste claramente el 
incumplimiento definitivo de la medida impuesta por parte del menor. Cuando no pueda fijarse 
inequívocamente una fecha cierta de incumplimiento definitivo, se partirá de aquella en que se dice el 
auto de sustitución.  
11. El art. 50.2 impone un límite máximo, pero no obliga a agotar el total del tiempo restante para 
la finalización de la medida no privativa de libertad. Cabe imponer y puede ser aconsejable en algunos 
casos, una medida de internamiento en centro de régimen semiabierto por un tiempo inferior al que reste 
para cumplir la libertad vigilada. 





Por último, como ya veníamos adelantando en epígrafes anteriores, la LO 8/2006 
supuso la inaplicación definitiva del art. 4 de la LORRPM
3187
, excluyendo de este modo 
a los jóvenes adultos de la aplicación del sistema de justicia juvenil, “sin dar razones 
para ello”3188. Existe cierta controversia acerca de la posible vigencia de la aplicación de 
este artículo durante un breve periodo de tiempo. Mientras que la LO 8/2006 entraría 
formalmente en vigor el 5 de febrero de 2007, la moratoria de la vigencia del art. 4, en 
su anterior redacción (introducida, recordemos, por la LO 9/2002), concluirá antes, el 1 
de enero de ese mismo año. Durante este breve lapso de tiempo -apenas un mes- el art. 4 
podría haber entrado en vigor. Algunos autores se han mostrado favorables a este 
extremo, sin embargo, la interpretación de la Fiscalía General del Estado atiende a la 
voluntas legis de no aplicar para los jóvenes adultos el articulado de la LORRPM, 
argumentando que “no nos hallamos ante una sucesión de leyes penales de sentido 
contrario o distinto, sino ante un mero error material en la sucesión cronológica de dos 
leyes penales”; y, en segundo lugar para la Fiscalía, “el derogado artículo 4 LORPM 
contenía un mecanismo de aplicación facultativa, basado en una previa valoración 
técnica y judicial, que por tanto no es susceptible de generar expectativas jurídicas 
materialmente equiparables, en términos de certeza, y por tanto a efectos de protección, 
al derecho fundamental a obtener la aplicación de una norma penal efectivamente más 
favorable (arts. 9.3 y 25.1 CE)”3189. 
 
Considero que la explicación de la Fiscalía General supone una interpretación 
contra reo del principio de flexibilidad de la LORRPM. La introducción del art. 4 sí 
había supuesto unas expectativas que finalmente, y sin motivación suficiente, han sido 
                                                                                                                                                                                  
12. Debe admitirse la posibilidad de que tras la modificación agravatoria, una eventual absolución 
de la imputación de quebrantamiento o la evolución favorable del menor haga procedente un nuevo 
progreso a la libertad vigilada o a otras medidas de menor gravedad o incluso a la cancelación anticipada. 
13. Sólo cabrá acudir al mecanismo sustitutivo del art. 50.2 LORPM cuando el delito por el que se 
impuso la medida no privativa de libertad hubiera podido ser sancionado con medida privativa de 
libertad, por estar prevista en el Código Penal pena de la misma naturaleza. 
14. Cuando se imponga la medida de internamiento en régimen semiabierto en sustitución de la 
medida no privativa de libertad, aunque subsiste la previsión contenida en el art. 50.3 LORPM (remisión 
de testimonio de los particulares relativos al quebrantamiento), habrá de ponderarse la conveniencia de 
optar por el desistimiento”. 
3187 Vid. Puntos II y III, de la Instrucción de la Fiscalía General del Estado número 5/2006, de 20 
de diciembre, sobre los efectos de la derogación del artículo 4 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de 
enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, prevista por Ley Orgánica 8/2006, de 4 de 
diciembre. 
3188 Cfr. Higuera Guimerá, J.F.: “Las repetidas reformas…” ob. cit., p. 78. 
3189 Vid. Punto II, del Instrucción de la Fiscalía General del Estado… cit. 





descartadas en pro de fines preventivo-generales. Por otra parte, la eliminación del 
precepto supone descuidar las recomendaciones internacionales sobre la materia
3190
 y 
restringir la finalidad resocializadora de la LORRPM basada en el tratamiento 
específico de los jóvenes por sus especiales circunstancias, a favor de su efectiva 
rehabilitación. De este modo, los mayores de dieciocho años y menores de veintiuno 
quedarían en manos de la administración penitenciaria
3191
, que prevé, como ya hemos 




Como puede apreciarse, las sucesivas reformas de la LORRPM han impreso una 
indeleble marca punitiva respecto a la regulación original. Sobre las reformas de la 
LORRPM, dejamos, para finalizar este epígrafe, las palabras de Landrove Díaz, que 
resumen con claridad meridiana la aludida falta de tino legislativo:  
 
“El Proyecto reformador de enero de 2006, (…) supone la desnaturalización definitiva de la Ley 
Orgánica para convertirla en una normativa mimética de la vigente respecto de los adultos, si bien con un 
procedimiento diferente que -incluso- pudiera no resultar justificado en el futuro. Se culminará así un ya 
dilatado aluvión de reformas que progresivamente han convertido la Exposición de motivos de la Ley en 
una proclamación de principios que nada tiene que ver con el texto articulado de la misma”3193. 
 
                                                             
3190 Al respecto, Vid. García Pérez, O.: “La reforma de 2006…” ob. cit., p. 49. 
3191 Según lo dispuesto en el art. 8, apartado 5º, del RM de 2004, “si en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 15 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los 
menores, se ordena el cumplimiento de la medida de internamiento del menor en un centro penitenciario, 
la competencia para la ejecución de esta será de la Administración penitenciaria, sin perjuicio de las 
facultades propias del Juez de menores competente. Esta competencia será extensiva a la ejecución de 
las medidas pendientes de cumplimiento del artículo 7.1.e a k de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, 
una vez finalizado el internamiento”. Al respecto, Vid. Colás Turégano, A.: “Cumplimiento de la 
medida…” ob. cit., pp. 9 y 10.  
3192 Utilizando como “escudo” la previsión de la LOGP sobre un tratamiento especializado para los 
jóvenes penados de esta edad, el Informe del Consejo General del Poder Judicial al Anteproyecto de 
reforma de la LORRPM no condenaba la eliminación del art. 4, por cuanto “la suspensión del tramo de 
edad comprendida entre los dieciocho y los veinte años no deja huérfana de regulación especializada el 
tratamiento de los penados comprendidos en dichas edades, los cuales tienen reconocido en la normativa 
penitenciaria un régimen especial de ejecución, en el que se acentúan  los rasgos formativos y 
educativos”. Opino, en contra, que la argumentación destila un exceso de conformismo que se presta a 
seguir la corriente de los sectores más conservadores en cuanto a política criminal en delincuencia juvenil 
se refiere. A mi juicio, es una verdadera lástima no haber aprovechado las posibilidades de tratamiento 
especializado de la LORRPM para los jóvenes penados por delitos menos graves, cuya situación se 
prestaba al establecimiento de un régimen más benigno que el de la prisión. 
3193 Cfr. Landrove Díaz, G.: “Requiem por la Ley Penal del Menor”, en Diario la Ley, Año XXVII, 
Número 6505, Editorial La Ley, 15 de junio de 2006. Disponible online en: www.laleydigital.es 
(15/09/2010). 





D. La regulación de la medida de internamiento en régimen cerrado en el 
Reglamento de la LORRPM. 
 
La regulación de la medida de internamiento en régimen cerrado en la LORRPM 
es reiterada en el RM de forma prácticamente literal, sin que se aporte nada nuevo
3194
, a 
excepción de precisar que las actividades que se desarrollarán en el centro serán las 
planificadas en el programa individualizado de la medida. 
 
Estimo que sería necesaria la inclusión en el RM de una serie de matizaciones 
acerca del régimen de especial cumplimiento del internamiento en régimen cerrado. 
Además de regular materias como los permisos de salida ordinarios y extraordinarios y 
las salidas del centro
3195
, se hace necesario establecer una serie de pautas generales 




Aunque las competencias en materia de ejecución correspondan a las CC.AA., 
quienes, entre otras cosas, deberán elaborar el programa individualizado de 
cumplimiento de la medida, sería positivo incluir, a modo de guía, una serie de 
especificaciones sobre la materia. De este modo, no sólo se ayudaría a la efectiva 
diferenciación entre el régimen cerrado y el semi-abierto, sino que, además, se 
                                                             
3194 Vid. González Tascón, Mª.M.: “Medidas aplicables…”, ob. cit., p. 39. 
3195 Descritos en los arts. 45 a 50 del RM, donde se dispone que los menores internados en régimen 
cerrado podrán disfrutar de permisos ordinarios, bajo autorización judicial y una vez cumplido el primer 
tercio de la duración del internamiento, de hasta 12 días al año, con una duración máxima de 4 días (art. 
45.7) y salidas de un fin de semana al mes (art. 46.7), así como de salidas programadas por el centro en el 
desarrollo del programa educativo individualizado de ejecución de la medida (art. 48). Los permisos 
extraordinarios responden a criterios de humanidad ante situaciones de fuerza mayor, por lo que sólo 
exigen autorización expresa del Juez de menores. Esta regulación supone, como acertadamente ha 
apuntado González Tascón, una gran diferencia respecto a la establecida en el Real Decreto 190/1996, de 
9 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento Penitenciario (RP), para los penados adultos en primer 
grado penitenciario, que solamente podrán disfrutar de permisos extraordinarios (vid. arts. 114 RP y 154 
RP). Asimismo, sólo los penados clasificados en tercer grado penitenciario podrán disfrutar de permisos 
de salida de fin de semana (art. 87 RP). Vid. González Tascón. Mª.M.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 
39 y nota al pie.   
3196 Como por ejemplo, la facilitación al centro de los medios necesarios para asegurar a los 
menores en edad escolar obligatoria tengan acceso a la formación reglada que les corresponda, asi como 
programas formativos para los mayores de dieciséis años. Vid. Blanco Barea, J.A.: “Responsabilidad 
penal del menor: principios y medidas judiciales aplicables en el Derecho penal español”, en Revista de 
Estudios Jurídicos, 2ª Época, Número 8, Jaén, 2008, p. 23; además debe intensificarse la actuación socio-
educativa, buscando una respuesta favorable del menor: terapia social, programas de control de la 
agresividad, dinámicas de grupo, etc. Siempre, por supuesto, en aquellos casos en los que sea posible 
dicho tratamiento, respetando el interés superior del menor que inspira la LORRPM. 





conseguiría una especialización de tratamiento para la consecución de los fines propios 
del régimen cerrado. 
 
Siguiendo los mismos postulados que se recogen en la doctrina penitenciaria,  
Polaino Navarrete, afirma que en la ejecución de la medida de internamiento en centro 
cerrado:  
“Lo relevante no es enfatizar los objetivos (ofrecidos más bien como buenos deseos del 
legislador), sino establecer la necesidad de seguir determinados proyectos educativos, mediante 
actividades que propicien la formación del menor en un centro en que el mismo ingresa y se mantiene en 
régimen cerrado para el desempeño de tales actividades, a las que ha de someterse a lo largo  del tiempo 
de duración de la medida; y no es tan trascendente la adquisición de recursos de competencia social, para 
permitir un comportamiento responsable en la comunidad, de suerte que se pretenda conseguir hacer del 
educando un buen ciudadano, como tratar de infundir al mismo la interiorización de la exigencia de la 
mera necesidad de acatamiento de la ley penal, mediante el respeto de los bienes jurídicos 
consubstanciales a la convivencia humana”3197. 
 
Frente a esta postura, que consideramos más anclada al pasado y basada en la -por 
otra parte, muy válida- experiencia con penados adultos
3198
, las nuevas técnicas 
psicopedagógicas tratan de transformar la realidad del menor, tanto externa, como 
interna
3199
. Por supuesto, en última instancia, ante el fracaso del programa educativo, 
                                                             
3197 Cfr. Polaino Navarrete, M.: “La minoría de edad penal...” ob. cit., p. 158; Abel Souto, M.: 
“Internamientos...” ob. cit., p. 84 
3198 Ciertamente, ya anunciaba nuestra mejor doctrina penitenciaria que “el tratamiento no 
pretende consistir en una modificación impuesta de la personalidad del hombre, sino en una puesta a 
disposición del mismo de los elementos para ayudarle a vivir fecundamente en libertad”. Tal 
pensamiento, extraido de la Exposición de motivos del Proyecto de la LOGP (Vid. Mestre Delgado, E., y 
García Valdés, C.: Legislación penitenciaria… ob. cit., p. 30, nota al pie), ha quedado reflejado en la 
redacción definitiva de la LOGP, en su artículo 59. 
3199 Aquellos que trabajan con menores infractores en los centros de internamiento tienen una 
visión más extensiva del tratamiento educativo. Los menores, por sus circunstancias especiales, parecen 
reaccionar de modo diferente a los adultos ante el tratamiento pedagógico, en parte, debido a que aún no 
han alcanzado su madurez. El menor infractor es más susceptible al medio y a las presiones negativas de 
su entorno, y viceversa, al encontrarse inmerso en un proceso de aprendizaje en el que se desarrollara su 
personalidad, es también más receptivo ante estímulos positivos. La cuestión principal es arrancar del 
entorno del menor esos aspectos que han podido llevarlo a la delincuencia y sustituirlos por un ambiente 
sólido de convivencia. Será en este ambiente en el que el programa educativo producirá los mejores 
resultados. “Es un hecho constatado -exponen López Martín y Juan Ruíz-, que los menores que se 
encuentran inmersos en el mundo delictivo, funcionan muy bien en su medio, porque es el mundo que 
ellos mismo definen y para el que han desarrollado una serie de habilidades que les son útiles para 
moverse en dicho mundo marginal. Impulsividad, externalidad, pensamiento concreto, egocentrismo, etc., 
son habilidades que les permiten la adaptación en su medio, pero netamente inadaptativos en la sociedad. 
Es en este sentido en el que planteamos principalmente la intervención con el menor, intentando trabajar 
aquellos aspectos y recursos que le faciliten el acceso al medio social, con mayores garantías de éxito de 
las que disponía”. Cfr. Fundación Diagrama: “Las medidas de internamiento y sus modalidades”, en 





siempre quedará la misión de custodia de la LORRPM como ya hacíamos ver cuando 
hablábamos de la naturaleza jurídica de la norma. En definitiva, aunque la competencia 
de la ejecución de los programas educativos de los centros de menores corresponde a las 
CC.AA., sería acogido positivamente la inclusión en el RM de unos parámetros básicos 
sobre los que deban estructurarse estos programas, diferenciando cada uno de los 
regímenes de internamiento y siempre bajo el paraguas del principio de flexibilidad y 
debida atención a las circunstancias personales del menor. Al respecto, podría 
proponerse, de manera global la inclusión de las bases de la intervención educativa, 
según exponen López Martín y Juan Ruíz, que se fundamentaría en tres aspectos 




1. Fomentar aprendizajes. 
2. Ofrecer refuerzos y recursos para poder conseguir los aprendizajes. 
3. Obtener modificaciones para el cambio. 
 
Por último, el RM debería regular la obligatoriedad de una revisión periódica de la 
medida de internamiento en régimen cerrado, realizado por el órgano competente del 
propio centro (Junta de Tratamiento) de modo similar al establecido en la legislación 
penitenciaria para adultos
3201
. El fin de esta revisión sería dar parte, con la mayor 
celeridad posible, al Juez de menores, responsable de la modificación de la medida para 
que pueda sustituirla, cuando un informe favorable así lo determine, por otra menos 
restrictiva para el menor. La medida de internamiento sólo deberá ser sustituida cuando 
                                                                                                                                                                                  
López Martín, E., y Ripoll Spitteli, A. (Eds.): Justicia de Menores e intervención socioeducativa. La Ley 
Orgánica 5/2000, de 12 de enero reguladora de la responsabilidad penal de los menores. Consejería de 
Trabajo y Política Social, Secretaría Sectorial de Acción Social, Menor y Familia, Murcia, 2001, p. 176. 
3200 Cfr. López Martín, E., y Juan Ruiz, A.: “Las posibilidades educativas en el Marco de la Ley 
Orgánica 5/2000 reguladora de la responsabilidad penal de los menores”, en López Martín, E., y Ripoll 
Spitteli, A. (Eds.): Justicia de Menores… ob. cit., p. 150. 
3201 Establecida en el art. 105 del RP de 1996, con la siguiente redacción: “Art. 105. Revisión de la 
clasificación inicial. 1. Cada seis meses como máximo, los internos deberán ser estudiados 
individualmente para evaluar y reconsiderar, en su caso, todos los aspectos establecidos en el modelo 
individualizado de tratamiento al formular su propuesta de clasificación inicial. 2. Cuando la Junta de 
Tratamiento no considere oportuno proponer al Centro Directivo cambio en el grado asignado, se 
notificará la decisión motivada al interno, que podrá solicitar la remisión del correspondiente informe al 
Centro Directivo para que resuelva lo procedente sobre el mantenimiento o el cambio de grado. La 
resolución del Centro Directivo se notificará al interno con indicación del derecho de acudir en vía de 
recurso ante el Juez de Vigilancia. 3. Cuando una misma Junta reitere por segunda vez la clasificación 
de primer grado, el interno podrá solicitar que su próxima propuesta de clasificación se haga por la 
Central Penitenciaria de Observación. El mismo derecho le corresponderá cuando, encontrándose en 
segundo grado y concurriendo la misma circunstancia, haya alcanzado la mitad del cumplimiento de la 
condena”. 





lo aconseje el programa educativo individualizado y el interés superior del menor, pero 
no debemos olvidar que, por su propia naturaleza, el régimen cerrado se define como 
una modalidad de vida que supone la excepción dentro de las medidas de internamiento 
aplicables al menor infractor.  
 
4.2.2. Duración de la medida de internamiento en régimen cerrado. 
 
Ya adelantábamos que la evolución de la LORRPM, ha propiciado el progresivo 
incremento del uso de la medida de régimen cerrado para menores. Este desarrollo no 
parece regirse por las recomendaciones internacionales ni comunitarias
3202
, donde la 
medida de internamiento debiera ser excepcional
3203
; y, más aún, poco o nada tiene que 
ver con la declaración de intenciones mostrada en la propia Exposición de Motivos de la 
Ley, en la que se hace hincapié en la primacía del “interés del menor en la flexible 
adopción judicial de la medida más idónea, dadas las características del caso concreto y 
de la evolución personal del sancionado durante la ejecución de la medida”3204. Para la 
Fiscalía General del Estado, el establecimiento de nuevos límites máximos, a raíz de las 
distintas modificaciones de la LORRPM, “no da especial motivo para la preocupación, 
en cuanto únicamente supone una ampliación del margen de maniobra del Fiscal y el 
Juez, cuya decisión, en los términos expuestos en el anterior apartado, deberá siempre 
ajustarse al fin último del superior interés del menor”3205. Mi visión no es tan optimista. 
Considero que la LORRPM sale mal parada en las sucesivas reformas, limitando y 
estirando el principio de flexibilidad de determinación de las medidas, en detrimento del 
interés superior del menor. Por otra parte, el establecimiento de los nuevos periodos 
                                                             
3202 Al respecto, Vid. Gutiérrez Albentosa, J.M.: “Modelo de política criminal…” ob. cit. punto II; 
del mismo autor: “Comentarios al anteproyecto de Ley Orgánica por el que se modifica la Ley Orgánica 
5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores”, en Noticias Jurídicas, 
febrero 2006, versión online disponible en: http://noticias.juridicas.com/ (30/11/2010). El autor opina que 
la reforma de 2006 no vulnera “de manera flagrante” la normativa internacional sobre privación de 
libertad y menores infractores, pero si “va en contra” de los mismos. En el mismo sentido, siguiendo al 
autor citado, Vid. Contreras Martínez, L., y Cano Lozano, C.: “Medidas judiciales aplicadas conforme a la 
LO 5/2000 de responsabilidad penal de los menores en la provincia de Jaén”, en Benítez Ortúzar, I.F., y 
Cruz Blanca, Mª.J. (Dir.): El Derecho penal de menores a debate… ob. cit., p. 339. De opinión similar, 
Vid. Tomé Tamame, J.C.: “Ley Orgánica reguladora… (y II)” ob. cit., versión online s/n. 
3203 En contra, Vid. Pérez Ferrer, F.: “La nueva regulación… ob. cit., p.  6. La autora indica, en este 
sentido, que “la aplicación de privaciones de libertad a menores es también una constante en los 
instrumentos internacionales relativos al Derecho Penal juvenil que postulan una aplicación restrictiva, 
limitándolas a los supuestos más graves, cuando otras medidas sean ineficaces, y en todo caso, 
rodeándolas de garantías”. 
3204 Vid. Exposición de Motivos. II.11., de la LORRPM. 
3205 Cfr. Punto III.4., de la Circular 1/2007… cit. 





máximos de cumplimiento -concentradas las reformas en la medida de internamiento en 
régimen cerrado- restan coherencia al conjunto de la regulación por decantarse por una 
finalidad cada vez más retributiva. 
 
La redacción inicial de la LORRPM recogía, en su art. 9.3., varias reglas 
generales para la duración de las medidas de internamiento, estableciendo como norma 
que ninguna de ellas tuviera una duración superior a dos años
3206
, computándose a estos 
efectos los ya cumplidos en internamiento cautelar.  
 
No obstante lo dispuesto en este apartado, el punto 4 del mismo artículo, 
establecía la superación de este límite para las medidas de internamiento de régimen 
cerrado, que podían alcanzar un máximo de cinco años si cumplían tres requisitos: 
 
1. Que en el momento de la comisión de los hechos el menor hubiera cumplido los 




2. Que el delito hubiera sido cometido con violencia, intimidación o grave peligro 
para la integridad de las personas (vid. supra para la explicación de estos conceptos). 
 
3. Informe desfavorable del Equipo Técnico. Al respecto, el informe del Equipo 
Técnico debería ser determinante, no debiendo imponerse la medida de internamiento 
en régimen cerrado en una mayor duración que el aconsejado
3208
. 
                                                             
3206 Vid. Artículo 9.3., de la redacción original previa a las reformas de la LO 7/2000 y LO 8/2006. 
3207 Acorde con lo dispuesto en el art. 5.3. de la LORRPM, que ha permanecido inalterado en las 
continuas modificaciones de la norma. “Las edades indicadas en el articulado de esta Ley -indica el 
precepto aludido-, se han de entender siempre referidas al momento de la comisión de los hechos, sin que 
el haberse rebasado las mismas antes del comienzo del procedimiento o durante la tramitación del 
mismo tenga incidencia alguna sobre la competencia atribuida por esta misma Ley a los Jueces y 
Fiscales de Menores”. Sobre el cómputo de la edad cobran vigencia las indicaciones efectuadas en la 
Instrucción 1/1993, recaída a propósito de la LO 4/1992, de 15 de junio. Según articula el punto II.4., de 
la Circular 1/2000 de la Fiscalía General del Estado, “en las infracciones penales continuadas habrá de 
atenderse a la edad del sujeto en el momento de la comisión de cada una de las infracciones”, asimismo, 
“Sólo habrá lugar a integrar en el delito continuado cuyo conocimiento se atribuya a la jurisdicción de 
menores aquellos hechos cometidos por el sujeto entre los catorce y dieciocho años”; en los casos de 
delito permanente, “no podrá ser enjuiciado por la jurisdicción de menores cuando el sujeto activo 
hubiera rebasado la edad máxima antes de eliminarse la situación ilícita”. También se plantean problemas 
en los casos en que entre la acción y el resultado el sujeto rebase la edad. Para estos supuestos, “el criterio 
habrá de ser el de atender al momento de la acción u omisión y no al del resultado”. Por último, “si al 
iniciarse el procedimiento o durante la tramitación del mismo hubiesen sido rebasadas las edades que se 
establecen en la Ley, las reglas de competencia no se verán por ello alteradas”.  





De la lectura de este artículo se extraían varias conclusiones: 
 
Se establecía, como vimos, para la duración de las medidas de internamiento en 




1. Menores de catorce a dieciséis años: el internamiento en régimen cerrado tendrá 
una duración máxima de dos años.  
 
2. Menores con una edad de dieciséis o más años, en el momento de la comisión de 
los hechos:  
 
a) Si no existe violencia o intimidación ni grave peligro para la vida o integridad 
física de las personas, tendrá una duración máxima de dos años. 
b) Si existiere alguna de las causas anteriormente mencionadas y se cumplen los 
requisitos antes expuestos, tendrá una duración máxima de cinco años
3210
, con el 
complemento de un periodo de libertad vigilada con asistencia educativa, en los casos 
especialmente graves, por un máximo de otros cinco años. 
 
Finalmente, la duración de las medidas se interpretará conforme al principio 
acusatorio, recogido en el art. 8 de la LORRPM
3211
. Este hecho, que tiene semejanza 
con las medidas de corrección y seguridad en el Derecho Penal de adultos, ha sido 
criticado por algunos sectores de la doctrina -entre ellos, Sánchez García de Paz y Jorge 
Barreiro- por basarse en un “incorrecto entendimiento de la aplicación del principio de 
                                                                                                                                                                                  
3208 Como, de hecho, interpreta la Fiscalía General del Estado en el punto V.3., de la Circular 
1/2000… cit. 
3209 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho Penal de menores. 3ª Ed. Bosch, Barcelona, 2005, p.  
223. 
3210 Según explican De Urbano Castrillo y De la Rosa Cortina, el Grupo Parlamentario Mixto 
presentó una enmienda (la número 73) para que en lugar de los cinco años dispuestos en el artículo, el 
precepto se ciñera a un máximo de tres años. De Urbano Castrillo, E., y De la Rosa Cortina, J.M.: 
Comentarios… ob. cit., p. 153. 
3211 Cuyo tenor literal previo a la modificación de la LO 15/2003 era el siguiente: “Art. 8. El Juez 
de menores no podrá imponer una medida que suponga una mayor restricción de derechos ni por un 
tiempo superior a la medida solicitada por el Ministerio Fiscal. 
Tampoco podrá exceder la duración de las medidas privativas de libertad contempladas en el art. 
71.a., b., c., d., y g., en ningún caso, del tiempo que hubiera durado la pena privativa de libertad que se 
le hubiere impuesto por el mismo hecho, si el sujeto, de haber sido mayor de edad, hubiera sido 
declarado responsable, de acuerdo con el Código Penal”. 





proporcionalidad de las medidas, que debe tener en cuenta la peligrosidad del sujeto 
(…) y no la gravedad del hecho en sí” 3212.  
 
Con la entrada en vigor de la LO 7/2000 y la LO 9/2000, el artículo no solo siguió 
manteniendo esta fórmula, sino que, además, incorporaba la expresión “sin perjuicio de 
lo establecido en la Disposición adicional 4ª”3213, de aplicación a los delitos previstos en 
los artículos 138, 139, 179, 180, 571 a 580 y aquellos otros sancionados en el Código 
Penal con pena de prisión igual o superior a quince años. En el apartado 2º del art. 9, 
según esta nueva redacción, establece nuevas pautas de duración de la medida de 
internamiento en régimen cerrado
3214
 como sigue: 
 
1. Menores de dieciséis años imputados en la comisión de los delitos anteriormente 
mencionados: duración mínima de un un año y máxima de cuatro. 
 
2. Mayores de dieciséis años imputados en la comisión de los delitos anteriormente 
mencionados: duración mínima de un año y máxima de ocho años, complementada, en 
su caso, por otra medida de libertad vigilada de hasta cinco años. 
 
Del mismo modo que ocurría con el apartado quinto del art. 9, la Disposición 
Adicional 4ª establecía que la medida no podría ser modificada ni sustituida hasta el 
cumplimiento íntegro de al menos un año de la misma por parte del menor infractor. 
 
Por otro lado, la libertad vigilada prevista, tanto en el texto original como en el 
modificado, se llevaría a cabo conforme a lo dispuesto en el art. 105.1 del CP, relativo a 
la aplicación de las medidas de seguridad
3215
. En este sentido, el legislador ha 
                                                             
3212 Cfr. Sánchez García de Paz, I.: “El sistema de medidas…” ob. cit., p.  718 y ss. 
3213 Vid. Articulo 9.5 de la LORRPM (redacción modificada por la LO 7/2000 y la LO 9/2000). 
3214 Vid. Disposición Adicional 4ª, apartado 2.c., de la LORRPM según la redacción modificada 
por las LO 7/2000 y LO 9/2000, de 22 de diciembre). 
3215 Según el art. 105.1 CP, “en los casos previstos en los artículos 101 a 104, el juez o tribunal 
cuando imponga la medida privativa de libertad, o durante la ejecución de la misma, podrá acordar 
razonadamente la obligación de que el sometido a la medida observe una o varias de las siguientes 
medidas: 
1. Por un tiempo no superior a cinco años: 
a. Sumisión a tratamiento externo en centros médicos o establecimientos de carácter 
sociosanitario. 
b. Obligación de residir en un lugar determinado. 





equiparado las medidas de internamiento con las medidas de seguridad. Sin embargo, 
como se ha indicado en epígrafes anteriores, este paralelismo no del todo absoluto, ni 
tan siquiera necesario
3216
. Además, debe añadirse que la medida de seguridad de 
“libertad vigilada” no se encuentra entre las recogidas en el Código Penal de 19953217, 
sino que se trata de una figura novedosa en nuestro ordenamiento penal, que hubiera 
requerido una regulación específica dentro de la norma penal de menores. Si bien es 
cierto, no obstante, que puede tratarse de una previsión ante la promulgación de la 
nueva reforma del Código Penal
3218
, en el que se trata de incluir también esta figura, 




El cumplimiento de la medida de internamiento en régimen cerrado, pasaba así a 
tener una duración máxima de hasta ocho años, completada por otros cinco de libertad 
vigilada, un total de hasta trece años de posibles consecuencias jurídicas por el delito 
cometido, para una medida que debiera ser considerada, por su aflicción para el menor, 
excepcional. No sólo esto es cierto, sino que, a tenor de la modificación establecida en 
esta nueva regulación, los menores de catorce a dieciséis años también ven 
incrementada la duración de su internamiento en este régimen, de los dos años 
anteriormente previstos, a los cuatro años. Este alargamiento de la duración de las 
medidas, se hacía de difícil conjugación, nuevamente, con los fines que se les atribuían 




                                                                                                                                                                                  
c. Prohibición de residir en el lugar o territorio que se designe. En este caso, el sujeto quedará 
obligado a declarar el domicilio que elija y los cambios que se produzcan. 
d. Prohibición de acudir a determinados lugares o territorios, espectáculos deportivos o 
culturales, o de visitar establecimientos de bebidas alcohólicas o de juego. 
e. Custodia familiar. El sometido a esta medida quedará sujeto al cuidado y vigilancia del 
familiar que se designe y que acepte la custodia, quien la ejercerá en relación con el Juez de Vigilancia y 
sin menoscabo de las actividades escolares o laborales del custodiado. 
f. Sometimiento a programas de tipo formativo, cultural, educativo profesional, de educación 
sexual y otros similares. 
g. Prohibición de aproximarse a la víctima, o a aquellos de sus familiares u otras personas que 
determine el juez o tribunal, o de comunicarse con ellos”. 
3216 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 3ª Ed., ob. cit., p.  224. 
3217 Vid. Artículo 96, del CP de 1995. 
3218 Vid. Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 
23 de noviembre, del Código Penal (BOE Número 152, 23 de junio de 2010, en adelante LO 5/2010). 
3219 Finalmente, la libertad vigilada ha quedado recogida en el artículo 96.3 del CP, en virtud de lo 
establecido en la reforma introducida por la LO 5/2010. Véase en este trabajo el epígrafe dedicado a la 
misma.  
3220 Sobre una crítica a la extensa duración de las medidas de la LORRPM original, Vid. Ornosa 
Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 1ª Ed., ob. cit., p. 207. 





Finalmente, la LO 8/2006 vino nuevamente a desestructurar estos plazos, y el 
artículo 9.3., quedó simplificado estableciendo nuevamente una duración general para 
todas las medidas de internamiento, como sigue: “La duración de las medidas no podrá 
exceder de dos años, computándose, en su caso, a estos efectos el tiempo ya cumplido 
por el menor en medida cautelar, conforme a lo dispuesto en el artículo 28.5 de la 
presente Ley…”. 
 
A esta regla general, idéntica a la de la anterior redacción, se le incorporan toda 
una gama de excepciones recogidas en el art. 10 del nuevo texto, que convierten en 
absolutamente relativos
3221
 los criterios sobre duración de medidas de internamiento 
expresados en el artículo 9.3. De esta manera, el art. 10 ha quedado redactado en unos 
términos “cuyo denominador común es exasperar la respuestas punitiva prevista para 
los menores de edad cuando se trate de los hechos previstos en el artículo 9.2”3222. 
 
Se conforman así, nuevos límites y tramos de edad para la duración de la medida 
de internamiento en régimen cerrado
3223
. Según lo dispuesto: 
 
1. Si al tiempo de cometer los hechos el menor tuviere catorce o quince años de 
edad, la duración máxima es de tres años. 
 
2. Si al tiempo de cometer los hechos el menor tuviere dieciséis o diecisiete años 
de edad, la duración máxima será de seis años, para los casos de extrema gravedad, que 
puede ser complementada con un máximo de cinco años de libertad vigilada. 
 
Cuando el hecho sea constitutivo de alguno de los delitos tipificados en los 
artículos 138, 139, 179, 180 y 571 a 580 del CP, o de cualquier otro delito que tenga 
                                                             
3221 Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… 
ob. cit., p. 198. 
3222 Vid. Martínez González, Mª.I.: “Título II...” ob. cit., p.  146. 
3223 Vid. Artículo 10.1, de la LORRPM modificada por las LO 7/2000 y LO 9/2000, de 22 de 
diciembre, y LO 8/2006, de 4 de diciembre; en relación a los tramos de edad y duración de las medidas de 
internamiento en régimen cerrado, Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p.  
238. 





señalada en dicho Código o en las leyes penales especiales pena de prisión igual o 




1. Si al tiempo de cometer los hechos el menor tuviere catorce o quince años de 
edad: duración mínima de un año y máxima de cinco, complementada, en su caso, por 
otra medida de libertad vigilada de hasta tres años. 
 
2. Si al tiempo de cometer los hechos el menor tuviere dieciséis o diecisiete años 
de edad: duración mínima de un año y máxima de ocho años, complementada, en su 
caso, por otra de libertad vigilada con asistencia educativa de hasta cinco años. 
 
Pero la reforma no solo afecta a los plazos generales de tiempo, sino que también 
incluye nuevas reglas específicas de aplicación de tales medidas, que tienden a 
endurecer aún más el régimen de internamiento cerrado: 
 
En el supuesto anteriormente mencionado para los menores con dieciséis y 
diecisiete años, que hayan cometido hechos tipificados en el art. 10.2. de la LORRPM, 
sólo podrá hacerse uso de las facultades de modificación, suspensión o sustitución de la 
medida impuesta a las que se refieren los artículos 13, 40 y 51.1 de dicha Ley, cuando 
haya transcurrido, al menos, la mitad de la duración de la medida de internamiento 
impuesta
3225
. Por lo tanto, en tales casos la duración mínima de internamiento en 
régimen cerrado puede llegar a ser de hasta cuatro años, sin posibilidad de progreso ni 
revocación de la misma; y, en cualquier caso se cumplirá el internamiento en régimen 
cerrado cuando se imponga esta medida en una duración superior a dos años, ya que no 




Además, la nueva redacción también incluye para el caso de aquellos delitos 
tipificados en los artículos 571 a 580 CP, que el Juez, sin perjuicio de las demás 
medidas que correspondan con arreglo a esta Ley, también impondrá al menor una 
                                                             
3224 Vid. Artículo 10.2., de la LORRPM modificada por las LO 7/2000 y LO 9/2000, de 22 de 
diciembre, y LO 8/2006, de 4 de diciembre. 
3225 Vid. Artículo 10.2.b. in fine, de la LORRPM modificada por las LO 7/2000 y LO 9/2000, de 22 
de diciembre, y LO 8/2006, de 4 de diciembre. 
3226 Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… 
ob. cit., p.  202. 





medida de inhabilitación absoluta por un tiempo superior entre cuatro y quince años al 
de la duración de la medida de internamiento en régimen cerrado impuesta, atendiendo 
proporcionalmente a la gravedad del delito, el número de los cometidos y a las 




El nuevo texto vuelve así a distanciar las medidas de internamiento de régimen 
cerrado de las medidas de seguridad, estableciendo la obligatoriedad de imponer 
éstas
3228
 en el caso de que el hecho por el que se sanciona sea constitutivo de los delitos 
tipificados en el art. 10 de la LORRPM. Además, tal obligatoriedad se transmite 
también a la inhabilitación absoluta y privación definitiva de todos los honores, empleos 
y cargos públicos que tuviere o pudiera obtener el menor
3229
, prevista, como 
apuntábamos supra, para los casos de terrorismo, con una severidad de hasta quince 
años más de la duración de la medida de régimen cerrado. Esta obligatoriedad a la hora 
de establecer la inhabilitación, sin necesidad de estudio previo de las circunstancias, 
puede resultar contradictoria con la función de prevención especial, por cuanto la 
inhabilitación no cumple con ningún fin de reinserción
3230
; muy al contrario, desvincula 
al menor de la integración en el medio social. 
 
Se aprecia, por tanto, un nuevo incremento de la duración de esta medida si lo 
comparamos con la anterior versión; sobre todo, en el caso de los menores de dieciséis 
años, a los que la LO 8/2006 impone medidas de régimen cerrado de hasta cinco años. 
Una duración que ya parecía excesiva en la modalidad cerrada de internamiento para los 
mayores de dieciséis años. ¿Qué ha cambiado en el ámbito de la delincuencia juvenil 
para que en tan sólo seis años se opine lo contrario? La reforma ha sido fuertemente 
censurada por este recrudecimiento, tanto de la duración de las medidas como por las 
imposiciones en su aplicación. Podemos sintetizar el origen de estas críticas en varios 
puntos que, a nuestro juicio, las fundamentan y justifican: 
 
                                                             
3227 Vid. Artículo 10.3., de la LORRPM modificada por las LO 7/2000 y LO 9/2000, de 22 de 
diciembre, y LO 8/2006, de 4 de diciembre. 
3228 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª. Ed., ob. cit., p.  241; Martínez González, 
Mª.I.: “Título II...” ob. cit., p.  146. 
3229 Vid. Artículo 41, del CP 1995. 
3230 Vid. Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 107; Terradillos Basoco, J.M.: 
“Responsabilidad penal de los menores”, en Navarro Guzmán, J.I. y Ruiz Rodríguez, L.R. (coord.): 
Menores. Responsabilidad penal y atención psicológica… ob. cit., p.  62. 





1. Se acentúa la implementación de los fines preventivo generales respecto a los 
de prevención especial que la LORRPM recoge en su Exposición de Motivos. En otros 
términos, la reforma de 2006 “supone la cúspide del sistema sancionador”3231 para 
menores infractores. 
 
2. Se constata la amplia aplicación en la práctica forense, habida cuenta que el 
tipo de infracciones a las que van dirigidas las modificaciones son frecuentes entre los 
adolescentes por el uso de la violencia o intimidación en las personas
3232
. De este modo, 
los menores suelen cometer delitos de menor importancia que los adultos, pero de 
manera más “grosera”3233, que terminan por ser efectivamente castigados con la medida 
de internamiento más dura prevista en la LORRPM. 
 
3. Se alude a la grave incidencia en el periodo evolutivo y formativo del menor. 
En efecto, la extensa duración de las medidas choca con la delicada situación del 
menor en los años en los que el impacto de las mismas puede resultar más fuerte. En 
los casos más graves, si tenemos en cuenta lo dispuesto en la nueva confección de la 
LORRPM sobre pluralidad de infracciones, “la medida de internamiento en régimen 
cerrado podrá alcanzar una duración máxima de diez años para los mayores de dieciséis 
años y de seis años para los menores de esa edad”3234. Asimismo, la imposibilidad de 
sustitución y modificación de la medida en los términos mencionados supra, produce un 
efecto negativo en el menor, no velando por su interés superior y estableciendo, en fin, 




                                                             
3231 Cfr. Almanzán Serrano, A., y Izquierdo Carbonero, F.J.: Derecho Penal de Menores. Incluye 
formularios de resoluciones judiciales y escritos. 2ª Ed., Grupo Difusión, Madrid, 2007, p. 126. 
3232 Vid. Martínez González, Mª.I.: “Título II...” ob. cit., p. 148; Rodríguez Núñez, A.: 
“Delincuencia juvenil”… ob. cit., pp. 220 y ss.; Funes, J.: “Sobre las nuevas formas de violencia”, en 
Giménez-Salinas i Colomer, E. (dir): Legislación de menores en el siglo XXI… ob. cit., p. 249; sobre la 
tipología y condiciones criminológicas de los menores, Vid., in extenso, Herrero Herrero, C.: 
Delincuencia de Menores. Tratamiento criminológico y jurídico… ob. cit., passim; De la Cuesta Aguado, 
p. M.: “Delincuencia Juvenil: características y tipología”, en Navarro Guzmán, J.I. y Ruiz Rodríguez, 
L.R. (coord.): Menores. Responsabilidad penal y atención psicológica… ob. cit., p. 264; y, también, 
Vázquez González, C.: Delincuencia Juvenil… ob. cit., pp. 50 y ss. 
3233 Cfr. Aguirre Zamorano, p. : “Los jóvenes del siglo XXI: Proyecto de Ley de Justicia Juvenil”, 
en Giménez-Salinas i Colomer, E. (dir): Legislación de menores en el siglo XXI… ob. cit., p.  335. 
3234 Vid. Artículo 11.2., de la LORRPM, establecido por la LO 8/2006, de 4 de diciembre. La 
primera redacción de la LORRPM establecía, en su art. 11, que en el caso concurso de infracciones “se 
tendrá en cuenta exclusivamente la más grave de ellas para la aplicación de la medida correspondiente”.  
3235 Vid. Ortiz González, A. L.: “Análisis legal y reglamentario…” ob. cit., p. 70. 





4. Se cuestiona la imposición de largos periodos de libertad vigilada a medidas de 
internamiento de una duración excesiva. En este sentido, las palabras de Ornosa 
Fernández, por su concisión y claridad, resumen a la perfección tal explicación como 
sigue: “Por muy grave que sea el delito cometido, y por muy deficientes y necesitadas 
de intervención que sean sus circunstancias personales, familiares, educativas y 
sociales, una medida de internamiento en régimen cerrado, seguida de otra de libertad 
vigilada por otros cinco años, es, a todas luces, excesiva si se piensa que supone una 
intervención prolongadísima en el tiempo respecto a una persona de corta edad, en 
formación y evolución, para el que el tiempo, precisamente por eso, es mucho más que 
para un adulto”3236. 
 
5. Se critica el concepto indeterminado de “extrema gravedad” que la ley deja sin 
tasar en su redacción. En este sentido, se deja al arbitrio del Juez la orientación de este 
criterio, lo cual permite imponer una sanción mayor, basada tanto en la gravedad del 




El concepto de “extrema gravedad”, o el de uso de “la violencia o intimidación” y 
“grave riesgo para la vida y la integridad física”, y este método de reforma, cada vez 
más tendente al endurecimiento de las medidas de internamiento, no parecen quedar 
debidamente justificados
3238
, a tenor de los objetivos principales marcados por la propia 
Ley sobre estas medidas cuya expresión es como sigue: “el objetivo prioritario de la 
medida es disponer de un ambiente que provea de las condiciones educativas adecuadas 
para que el menor pueda reorientar aquellas disposiciones o deficiencias que han 
caracterizado su comportamiento antisocial, cuando para ello sea necesario, al menos de 
manera temporal, asegurar la estancia del infractor en un régimen físicamente restrictivo 
de su libertad”3239. Además, el uso de estos conceptos da lugar a la imposición de 
medidas de régimen cerrado en aquellos casos en los que el acto de la infracción, pese al 
uso de métodos violentos, no debiera implicar una medida de tal severidad; y 
viceversa, por cuanto algunos delitos que atentan contra la salud pública, aunque en 
                                                             
3236 Cfr. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 4ª Ed., ob. cit., p.  240. 
3237 Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… 
ob. cit., p.  203. 
3238 Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: “El sistema…” ob. cit., p. 82; Cezón González, C.: La 
nueva Ley… ob. cit., pp. 65 y 66. 
3239 Cfr. Exposición de Motivos. III. 16., de la LORRPM. 





ellos no hubiere concurrido violencia ni intimidación alguna para las personas, en los 
que podría, por su gravedad, aplicarse medidas de régimen cerrado, quedan relegados al 





6. Se objeta a la clausula de interpretación auténtica
3241
 que define la reincidencia 
siempre como caso de extrema gravedad. La reincidencia debe ser en principio 
interpretada tal y como es descrita en la redacción del CP. Establecer una analogía entre 
la definición que realiza el CP sobre este concepto y lo que expresa en la LORRPM es 
necesario, a efectos de interpretación. Nuestra jurisprudencia ha optado
3242
, en el caso 
de los adultos, por realizar una interpretación en favor del condenado de este concepto, 
lo que no podría ser menos en el caso de los menores
3243
. No valen, por lo tanto, los 
meros antecedentes penales del menor para considerar la reincidencia del mismo
3244
. 
Debe tenerse en cuenta también, en este sentido, que la obligación de imponer, por parte 
del Juez, la medida de internamiento en régimen cerrado en los casos de reincidencia, 
no tiene una coincidencia formal con el grado de peligrosidad del menor, sino que está 
basada en una valoración objetiva de los delitos considerados graves en el CP, por lo 
que infortunadamente se termina imponiendo, en todo caso, para los supuestos de 
reincidencia de estos delitos, sin contar con las circunstancias subjetivas del menor (ni 
observar lo mejor para el interés del mismo), la medida más grave posible. 
 
7. Se resalta la carencia de criterios pedagógicos, acerca de medidas de 
internamiento de este tipo, en la formulación de la LORRPM, como principios rectores 
del internamiento. Tal es la postura de Dolz Lago respecto a la redacción de la 
LORRPM en relación con el principio resocializador del internamiento, quien trascribe 
las certeras palabras de Jesús Arive, acerca del régimen cerrado en el mismo. Sobre 
estos criterios educativos que deben regir, la opinión del citado Director de Centros, 
expresada en las II Jornadas de Secretarios de Menores, organizadas por el Centro de 
                                                             
3240 Vid. Ortiz González, A.L.: “Análisis legal y reglamentario…” ob. cit., p. 68 
3241 Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… 
ob. cit., p. 204. 
3242 Vid. STC Número 80/1992, de 28 de mayo.  
3243 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., pp.  239 y ss. 
3244 Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios... 
ob. cit., p. 205. 





Estudios Jurídicos de la Administración de Justicia, en noviembre de 1999, cuyas 
prioridades presentaba en estos términos:  
 
“Formalizar el proceso del menor desde una perspectiva global, que permita intervenir 
simultáneamente sobre la estructura de la personalidad y forma de socialización de cada menor. Potenciar 
y posibilitar que el menor elabore su conflicto consigo mismo y con la sociedad de manera que asuma y 
protagonice su proceso educativo. Descubrir los núcleos de interés del menor, para que encuentre 
motivación en el hacer diario, de cara a su futura inserción social. Que descubra sus potencialidades y 
capacidades, a fin de que encuentre, quizá por primera vez, estimulo en sí mismo y sea capaz de ajustar su 
nivel de autoestima. Desarrollar su nivel de conocimientos que le ayudará a descubrir otro tipo de 
alternativas y posibilidades diferentes a las vividas hasta el momento. Desde estos principios orientadores, 
requiere después contextualizar todo ello en una forma y estructura que lo posibilite”3245. 
 
8. No se establece ningún tipo de progresión entre el internamiento de régimen 
cerrado y otros regímenes de mayor apertura tras los “periodos de seguridad” de 
cumplimiento. Tal y como expone en su trabajo sobre la medida de internamiento Cruz 
Márquez, “parece oportuno abogar por la sustitución generalizada del régimen cerrado 
agravado, como mínimo por una de las figuras de internamiento de carácter abierto, una 
vez trascurrido el plazo en el que la ley impide expresamente su modificación”3246. 
 
Por otro lado, también a modo de síntesis, en relación con la duración de las 
medidas de internamiento en general, y de la de régimen cerrado en particular, no 
podemos sino reproducir las palabras de la Letrada del Consejo General del Poder 
Judicial, Almudena Lastra de Inés, cuando al referirse a este aspecto expresaba con 
tajante sensatez:  
 
“La ponente en sus trece años de ejercicio profesional como Fiscal especialista en menores, 
siempre ha sostenido que la medida de internamiento tiene una eficacia limitada en el tiempo. La 
experiencia pone de manifiesto que un internamiento superior a dos años deja de ser efectivo desde el 
punto de vista educativo, ya que los menores sometidos a este tipo de medida, generalmente, 
experimentan una primera fase de rebeldía que se traduce en mal comportamiento, falta de colaboración 
etc., fase a la que sigue otra en la que –cuando se consigue- se adapta a la vida en centro y al programa de 
actividades, aunque sea con altibajos, en una curva ascendente que, llegando a un punto que suele situarse 
en algo más de un año, comienza a descender siendo más difícil trabajar con el internado. Si el único 
                                                             
3245 Al respecto, transcribiendo la conferencia de Jesús Arive, Vid. Dolz Lago, M.J.: La nueva 
responsabilidad… pp.  207 y 208. 
3246 Cfr. Cruz Márquez, B.: La medida de internamiento y sus alternativas… ob. cit., pp.  42 y 43. 





factor a tener en cuenta para graduar la duración de una medida de internamiento fuera el interés del 
menor, probablemente ningún internamiento debería superar la barrera de los dos años, y ello siempre que 
en el último periodo se hayan llevado a efecto salidas acompañadas o disfrutando de permisos”3247. 
 
4.2.3. Internamiento de menores en régimen cerrado y primer grado de 
clasificación penitenciaria (régimen cerrado). 
 
La medida de internamiento en régimen cerrado podría encontrar concordancia, 
por sus muchos paralelismos y analogías, con el primer grado de clasificación 
penitenciaria. Dicho grado de reclusión conlleva el más estricto de los regímenes de 
vida penitenciaria para adultos, “la cárcel dentro de la cárcel”3248, no tanto por su 
idiosincrasia general, ya que, como hemos puesto de manifiesto con anterioridad, 
debemos distinguir el significado formal y material de las penas privativas de libertad y 
las medidas de internamiento, sino por la gravedad y excepcionalidad que representan 
dentro de cada uno de sus ámbitos de aplicación. 
 
Al respecto, como señala Zaragoza Huerta, “bien podría decirse que el régimen 
cerrado es al Derecho Penitenciario, lo que el principio de ultima ratio al Derecho 
Penal”3249, de igual modo que la medida de internamiento en régimen cerrado lo es en el 
ordenamiento penal del menor. A pesar de ser un régimen de aplicación reducida y 
excepcional, sus antecedentes ya se encontraban con anterioridad en nuestras leyes 
penitenciarias
3250
. De un modo similar a como ocurría en el caso de la medida de 
                                                             
3247 Cfr. Lastra de Inés, A.: “Análisis legal y reglamentario de las medidas privativas de libertad… 
ob. cit., p.  91. 
3248 Cfr. Ríos Martín, J.C., y Cabrera Cabrera, P.J.: Mirando al abismo: el régimen cerrado, 
Universidad Pontificia de Comillas, Fundación Santa María, Madrid, 2002, p.  26; el mismo: “Realidad 
penitenciaria: La justicia penal vista desde las consecuencias”, en De Castro Antonio J. L. (Dir.): Derecho 
Penitenciario II, Cuadernos de Derecho Judicial XVII, CGPJ, Madrid, 2003, p. 490. 
3249 Cfr. Zaragoza Huerta, J.: Derecho Penitenciario Español…, ob. cit., p. 79. 
3250 Como ha expresado Arribas López, “normas relacionadas con el sometimiento a determinados 
internos a unos regímenes carcelarios especialmente restrictivos han existido prácticamente desde que la 
pena privativa de libertad se empezó a sistematizar erigiéndose en pena principal del universo punitivo”. 
Cfr. Arribas López, J.E.: El régimen cerrado en el sistema penitenciario español. Tesis doctoral sin 
publicar, UNED, Madrid, 2009, p. 97. En la regulación anterior a nuestro ordenamiento penitenciario, el 
Reglamento de Servicios de Prisiones de 2 de febrero de 1956 (modificado con posterioridad el 25 de 
enero de 1968), ya se disponía el internamiento de los reincidentes e inadaptados en un establecimiento 
específico, conocido como Prisión de reincidentes e inadaptados. Cuello Calón transcribe qué tipo de 
individuos se establecían en esta clasificación: “a) Los penados reincidentes y reiterantes de toda clase de 
delitos en los que sea presumible la habitualidad criminal; b) Los declarados peligrosos por el Tribunal 
sentenciador; c) Los penados no comprendidos en los apartados anteriores que puedan constituir un foco 
de perversión en los establecimientos por su trato asiduo con delincuentes y maleantes; d) Los rebeldes 





internamiento en régimen cerrado, esta continuidad en el marco legal se debe 
eminentemente a un criterio de “amarga necesidad”3251. 
 
 Como ya se ha reflejado, las medidas de internamiento corresponden a una  
mayor peligrosidad manifestada en la especial gravedad de los hechos. Cabe pues la 
diferencia entre peligrosidad criminal y peligrosidad penitenciaria. Así, en el Derecho 
penitenciario español, el grado de tratamiento no sólo depende del delito cometido (si 
atendemos a la individualización científica necesaria para establecer el grado de 
peligrosidad
3252
 que se indica en el Reglamento penitenciario de 1996), sino también de 
la figura del propio delincuente y de su “peligrosidad”. Ello supone que, en el 
procedimiento de clasificación, los grados de tratamiento no atienden únicamente al tipo 
de delito cometido (referencia prevista en todo caso en los tipos de la parte especial del 
CP), sino también a la consideración del infractor conforme a su comportamiento en 
prisión
3253. En definitiva, “la calificación de peligrosidad extrema o de inadaptación ha 
de efectuarse siempre previo estudio detallado de la personalidad y conducta de los 
internos”3254.  
                                                                                                                                                                                  
contumaces al tratamiento reformador y los que se hubieren evadido o trataren de evadirse de los 
establecimientos penales”. Cfr. Cuello Calón, E.: La moderna penología… ob. cit., p. 374. Como puede 
observarse, ciertos elementos de este régimen de “incorregibles” ya coincidían con algunos de los 
presupuestos de la medida de internamiento en régimen cerrado. Los términos utilizados, como 
“peligrosidad” y “reincidencia”, coinciden con algunos de los rasgos mencionados para la imposición del 
régimen cerrado de internamiento en la LORRPM. 
Por otra parte, el Reglamento de los Servicios de Prisiones, en su art. 48 expresaba los grados del 
antiguo sistema progresivo. Según este precepto, el primer grado se ajustaba a la denominación “grado de 
reeducación del interno”, y se correspondía con los establecimientos de régimen cerrado. Vid. García 
Valdés, C.: Régimen penitenciario… ob. cit., p. 62. Además del citado reglamento, según expone el 
propio García Valdés, el régimen cerrado también cuenta con antecedentes en los arts. 525 de la LECrim, 
y la Orden Circular de la Dirección General de Instituciones penitenciarias, de 24 de julio de 1978. Vid. 
García Valdés, C.: “El Art. 10 LGP: Discusión parlamentaria y puesta en funcionamiento”, en Derecho 
penitenciario (escritos 1982-1989). Ministerio de Justicia, Madrid, 1989, p. 202. Acerca de los 
antecedentes de nuestro régimen cerrado penitenciario, Vid. Fernández Arévale, L.: “El régimen cerrado”, 
en Derecho Penitenciario y Democracia, Fundación el Monte, Sevilla, 1994, pp. 311-318. 
3251 Vid. García Valdés, C.: “El art. 10…” ob. cit., p. 201; el mismo autor: Comentarios… ob. cit., 
p. 52; Arribas López, J.E.: “El régimen cerrado…” ob. cit., p. 102 y ss. 
3252 Vid. Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento 
Penitenciario (en adelante RP 1996). Artículo 102.5. 
3253 Al respecto, Vid. Artículo 63 LOGP sobre la individualización del tratamiento tras su 
clasificación en uno de los grados penitenciarios. 
3254 Cfr. García Valdés, C.: “El Art. 10…” ob. cit., p. 204; Mapelli Caffarena, B.: “Sistema 
progresivo y tratamiento”, en Lecciones de Derecho Penitenciario (Ponencias presentadas a las I Jornadas 
de Derecho Penitenciario, Alcalá de Henares. Facultad de Derecho – ICE, mayo 1984). Universidad de 
Alcalá de Henares, Madrid, 1984, p. 158; quien afirma que “la observación científica de la personalidad 
es un instrumento imprescindible para un sistema penitenciario progresivo”. Acerca de la clasificación de 
los penados en base a la peligrosidad extrema y la inadaptación, Vid. Arribas López, J.E.: El régimen 
cerrado… ob. cit., pp. 125 y ss.; el mismo autor: “La peligrosidad extrema y la inadaptación regimental 





Así el artículo 10 de la LOGP prevé tal régimen de vida para los inadaptados a los 
regímenes ordinario y abierto
3255
 como a los calificados de peligrosidad extrema. 
Asimismo, prevé la posible aplicación de este mismo régimen, con las peculiaridades 
que comporta la presunción de inocencia, para los presos preventivos que con arreglo a 




Del mismo modo, el Juez de menores deberá atender a las circunstancias 
especiales del menor para imponer una medida de internamiento en régimen cerrado, 
teniendo en cuenta la personalidad y el interés superior del menor
3257
. Esta medida será 
ejecutada más tarde por la administración de la CC.AA. competente. Ciertamente, como 
ha expresado Montero Hernanz, “se establece por tanto, en ambos casos, una ejecución 
administrativa sometida al control judicial”3258. La cuestión diferencial será, por tanto, 
que no será la “administración penitenciaria” la que tomará la decisión de clasificar 
inicialmente
3259
 al menor en el régimen cerrado al menor y después dará traslado al Juez 
de menores, sino que será el mismo Juez el que tome la decisión
3260
, al no existir, en 
                                                                                                                                                                                  
en la legislación penitenciaria”, en Diario la Ley, Año XXX, Número 7261, 14 de octubre de 2009; 
disponible online en: www.laleydigital.es (14/09/2010). 
3255 La inadaptación de los penados a los regímenes de vida ordinario y abierto puede definirse 
como “incapacidad del sujeto para acatar las normas regimentales del establecimiento común”. Cfr. 
Rodríguez Alonso, A.: Lecciones… ob. cit., p. 194; o, en términos similares “la falta de acomodo” del 
recluso a las normas del régimen penitenciario anunciadas en el art. 73.1. LOGP. Vid. Arribas López, 
J.E.: El régimen cerrado… ob. cit., p. 137. 
3256 Vid. Artículo 10.2., de la LOGP. 
3257 Vid. Artículo 7.3., de la LORRPM. 
3258 Cfr. Montero Hernanz, T.: “La Ley Orgánica de la responsabilidad penal del menor y las 
medidas de internamiento”, en Revista de Documentación del Ministerio del Interior, Número 24, mayo-
agosto, Madrid, 2000, p. 28. 
3259 Aquí nos remitimos a la definición de clasificación penitenciaria de Alarcón Bravo, como “el 
conjunto de actuaciones de la Administración Penitenciaria que concluyen en una resolución que atribuye 
al penado un grado de tratamiento -clasificación inicial- o bien cambia uno que se había asignado 
anteriormente -progresión o regresión-, y que determina el establecimiento penitenciario de destino”. Vid. 
Alarcón Bravo, J.: “Cumplimiento efectivo de la pena privativa de libertad: efectividad material”, en 
Bueno Arús, F. (Dir.): La ejecución de la sentencia penal. Cuadernos de Derecho Judicial XV, Madrid, 
1994, p. 89; González-Trevijano Sánchez, P. (Presidente): Manual Práctico de Derecho Penitenciario. La 
Ley, Madrid, 2009, p. 95; Arribas López, J.E.: El régimen cerrado… ob. cit., p. 112. 
3260 Según estipula el art. 2.1., de la LORRPM, “los Jueces de menores serán competentes para 
conocer de los hechos cometidos por las personas mencionadas en el artículo 1 de esta Ley, así como 
para hacer ejecutar las sentencias, sin perjuicio de las facultades atribuidas por esta Ley a las 
Comunidades Autónomas respecto a la protección y reforma de menores”. A diferencia de la regulación 
penitenciaria, en la que el Juez de Vigilancia Penitenciaria “tendrá atribuciones para hacer cumplir la 
pena impuesta, resolver los recursos referentes a las modificaciones que pueda experimentar con arreglo 
a lo prescrito en las Leyes y Reglamentos, salvaguardar los derechos de los internos y corregir los 
abusos y desviaciones que en el cumplimiento de los preceptos del régimen penitenciario puedan 
producirse”. Vid. Artículo 76.1., de la LOGP.  





realidad, un sistema de clasificación de los menores infractores
3261
. Mientras que en el 
caso de la regulación de adultos, corresponderá -con el posterior traslado del informe al 
Juez de Vigilancia
3262
- a los Equipos de Observación y Tratamiento o la propia 
dirección del Centro con los educadores la decisión de clasificar al interno en el régimen 
cerrado, en el caso de la LORRPM en última instancia no existirá esta especial 
vinculación a los informes de administrados por el Equipo Técnico a petición del 
Ministerio Fiscal
3263
. La toma de decisión a la hora de imponer la medida de 
internamiento dependerá del Juez de menores
3264
, si bien es cierto que, en la práctica, el 
estudio de las circunstancias personales del menor se realizará por el Equipo 
Técnico
3265
. Este hecho, conlleva una serie de objeciones, como ya advertiría en su día 
García Valdés, en referencia a la toma de decisión de la clasificación por parte del Juez: 
en primer lugar, “la calificación de peligrosidad extrema o inadaptación son tareas 
                                                             
3261 Como ha expresado Cervelló Donderis, “la decisión del Juez de menores entre intrenamiento 
cerrado, abierto o semiabierto hace perder sentido a la clasificación en grados, ya que salvo las 
referencias al internamiento cerrado preceptivo, la discrecionalidad judicial permite elegir la opción más 
adecuada que además puede modificar en cualquier momento en virtud del art. 51 LORRPM, salvo en las 
limitaciones a la posibilidad de sustitución impuestas en el art. 10 que impiden respectivamente 
abandonar el internamiento cerrado antes de un año efectivo de cumplimiento y de la mitad de duración 
de la medida de internamiento impuesta”. Cfr. Cervelló Donderis, V.: La medida de internamiento... ob. 
cit., p. 227. 
3262 Vid. Artículo 76.2.f., de la LOGP, que dispone como competencia del Juez de Vigilancia, el 
“resolver en base a los estudios de los equipos de observación y de tratamiento, y en su caso de la central 
de observación, los recursos referentes a la clasificación inicial y a progresiones y regresiones de 
grado”. 
3263 Vid. Artículo 27, de la LORRPM. 
3264 En similares términos, Vid. Cervelló Donderis, V.: La medida de internamiento… ob. cit., p. 
228. Al respecto, sobre la justificación de la toma de decisiones estrictamente judicial, Bueno Arús 
indicaba que “todas las fases del procedimiento de menores son controladas por el Juez de menores, dada 
la orientación pedagógica que dicho proceso debe tener, frente al procedimiento penal común, que tiene 
mayor parecido con una representación dramática o un combate entre iguales: de aquí la prohibición del 
ejercicio de la acción penal por acusador particular”. Actualmente, tras las reformas de la LO 8/2006, 
existe, en el procedimiento penal de menores, la posibilidad de acción penal por parte de la acusación 
particular, por lo que esta especial orientación pedagógica parece haberse trastocado. Vid. Bueno Arús, F.: 
“Conexión entre la Jurisdicción de Vigilancia Penitenciaria y la Jurisdicción de Menores”, en De Castro 
Antonio, J.L.: Derecho Penitenciario II. Cuadernos de Derecho Judicial XVII, COGPJ, Madrid, 2003, p. 
188. Al respecto, también Vid. Colás Turégano, A.: “El cumplimiento de la medida…” ob. cit., pp. 10 y 
11.  
3265 Ciertamente, según expone el art. 13 de la actual redacción de la LORRPM el Juez de menores 
podrá actuar de oficio para tomar la decisión de modificar la medida, no siendo vinculante el consultar el 
informe del Equipo Técnico. El Juez también podrá decidir la modificación de la medida de 
internamiento “a instancia del Ministerio Fiscal o del letrado del menor, previa audiencia de éstos e 
informe del equipo técnico y, en su caso, de la entidad pública de protección o reforma de menores”. 
Como ha apuntado correctamente Colás Turégano, “la decisión correspondía al Juez de menores, estando 
obligado únicamente a escuchar la opinión del Ministerio Fiscal, en ningñun caso era preceptivo 
escuachar al abogado defensor o al Equipo técnico, lo cual dio lugar a las críticas doctrinales por no 
valorar la opinión de los profesionales que más directamente conocen las circunstancias del menor y cuyo 
punto de vista pudiera contribuir a la adopción de la decisión más justa”. Cfr. Colás Turégano, A.: 
“Cumplimiento de la medida…” ob. cit., p. 6. 





científico-criminológicas o de valoración administrativa penitenciaria que pueden y 
deben hacer los Equipos de Observación y de Tratamiento o la propia Dirección del 
Centro con los educadores, pero no los jueces directamente; en segundo lugar, (…) la 
autorización judicial dificultaría impedir incendios, motines, torturas y demás actos 
cometidos por los preventivos muy peligrosos…”3266. Existe, sin embargo, una ventaja a 
esta vinculación judicial en el caso de la legislación penal de menores, pues garantizará 
un mayor control público de la medida en aquellos casos en los que los centros de 
internamiento sean privados. 
 
Al encontrar el sistema de clasificación su base en el principio de 
individualización científica, no existe un plazo de permanencia en cada grado de 
clasificación. Ello quiere decir que, en principio, no debería existir un periodo temporal 
que obligatoriamente deba cumplirse en un determinado grado para acceder al 
siguiente
3267
. Tan sólo se prevé en la legislación orgánica la revisión de clasificación 
cada seis meses
3268
. No obstante, las modificaciones incluidas en la LO 7/2003, de 30 de 
junio, dieron al traste con este sistema
3269
 al incluir una limitación a la clasificación del 
condenado en el tercer grado de tratamiento penitenciario, que “no podrá efectuarse 
hasta el cumplimiento de la mitad de la pena impuesta”3270, impidiendo, de este modo, 
una clasificación inicial en régimen abierto, para aquellas penas superiores a los cinco 
años de prisión.  
 
De un modo similar, las medidas más duras de internamiento de la LORRPM, las 
de régimen cerrado, podrán imponerse directamente en base a criterios de gravedad de 
la pena y peligrosidad social/penitenciaria del menor, además de ello, como hemos 
                                                             
3266 Cfr. García Valdés, C.: “El Art. 10…” ob. cit., pp. 205 y 206. 
3267 Vid. Carmona Racionero, F.: Derecho penitenciario y privación de libertad. Una perspectiva 
jurídica. Dykinson, Madrid, 1999, p.  141. 
3268 Como vimos, en el caso de la LORRPM y su RM no existe esta previsión periódica, lo que 
supone un régimen más agravado para los internos menores de edad. 
3269 Vid. Cervelló Donderis, V.: “Los nuevos criterios de clasificación penitenciaria…” ob. cit., p.  
12; Renart García, F.: La libertad condicional: nuevo régimen jurídico. Edisofer, Madrid, 2003, pp.  89 y 
90; Lloret Angli, M.: “La ficticia realidad modificada por la Ley de Cumplimiento Integro y Efectivo de 
las Penas y sus perversas consecuencias”, en Indret, Revista para el análisis del Derecho, enero de 2007, 
pp. 5 y ss. Disponible online en: www.Indret.com. (27/11/2010). 
3270 Vid. Ley Orgánica 7/2003, de 30 de junio, de medidas de reforma para el cumplimiento 
íntegro y efectivo de las penas. Artículo 36.2; al respecto, Vid., in extenso, Téllez Aguilera, A.: “La ley de 
cumplimiento íntegro y efectivo de las penas: una nota de urgencia…” ob. cit., passim.  





visto, exigen también plazos mínimos de cumplimiento en base a la peligrosidad de las 
infracciones cometidas. 
 
El régimen cerrado se define y se encuentra recogido en el art. 10 de la LOGP, en 
el que se indica que existirán establecimientos de cumplimiento de régimen cerrado, o 
departamentos especiales para los penados clasificados de peligrosidad extrema o casos 
de inadaptación al régimen ordinario y abierto. A su vez, el RP 1996 recoge en su 
artículo 102.2 y 5 las especificaciones para la clasificación en este grado penitenciario. 
Para determinar esta clasificación, el RP 1996 dispone que serán las Juntas de 
Tratamiento las que se encarguen de ponderar, a través del historial individual, familiar, 
social y delictivo del interno
3271
.  Completan estos criterios los artículos 97 y 103.7 del 
RP y la Instrucción 9/2007, de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias, de 
21 de mayo, relativa a clasificación de penados, que, más adelante, pasaremos a 
analizar en profundidad. Como podemos ver, ambos órganos institucionales van a 
cobrar una importancia muy grande en la clasificación y tratamiento de estos reclusos 
en orden a una evolución de los sujetos y el establecimiento de unas medidas 
restrictivas especificas. No podría ser de otro modo, por cuanto debe atender a la 
eficacia y celeridad de forma primaria, para evitar de forma radical los motines y la 
problemática que rodea a internos de estas características. 
 
Entrando en el análisis comparativo de ambas figuras, como expresara el 
legislador, “el régimen cerrado se caracteriza por una limitación de actividades en 
común de los internos y por un mayor control y vigilancia sobre los mismos”3272, por lo 
que su régimen de vida someterá a los internos a importantes restricciones y resulta el 
más estricto de todos los posibles dentro de los centros penitenciarios. De ahí que el 
criterio que deba imperar a la hora de establecer este grado sea, al igual que ocurría con 
las medidas de internamiento en régimen cerrado, el de excepcionalidad
3273
.  
                                                             
3271 Vid. Artículo 102.2., del RP 1996. 
3272 Cfr. García Valdés C.: Comentarios… ob. cit., p. 49; con antelación, Vid. Garrido Guzmán, L.: 
Manual… ob. cit., p. 258 y 259; Nistal Burón, J.: “El régimen penitenciario…” ob. cit., pp. 194 y ss. 
3273 Vid. García Valdés, C.: “El Art. 10 LGP…” ob. cit., p. 201;  el mismo: Comentarios... ob. cit., 
p. 52; Fernández Arévalo, L.: “El régimen cerrado...” ob. cit., p. 309; Zaragoza Huerta, J.: Derecho 
Penitenciario Español… ob. cit., p. 83. Acerca de la excepcionalidad del régimen cerrado, puede 
apreciarse en estadísticas recientes, las correspondientes al mes de septiembre de 2010, que tan solo un 
total de 898 internos (837 hombres y 61 mujeres) de una población reclusa total de 51.050 internos, se 
encuentran clasificados en primer grado penitenciario.  





Se trata, de manera similar a las medidas de internamiento recogidas en la 
LORRPM, de un régimen acotado, excepcional y de una finalidad concreta, dentro del 
sistema de individualización científica articulado en la LOGP que es la “asegurar la vida 
e integridad de las personas y una ordenada convivencia en el interior de los 
establecimientos penitenciarios y, por lo tanto, tiene una razón de ser básicamente 
securitaria. Este fundamento no debe constituir obstáculo para que en los espacios 
penitenciarios de régimen cerrado se lleven a cabo programas de tratamiento y modelos 
de intervención que posibiliten la normalización de la conducta de los internos y, 
consiguientemente, contribuyan a su readaptación social”3274. El RP 1996 se encargará 
de desarrollar en cada una de sus materias, en su artículo 90.2, conforme a las siguientes 
características: 
 
1. Limitación de las actividades en común de los internos.  
 
En el caso de la LORRPM no se recoge estrictamente en la redacción la necesidad 
de una mayor limitación y control de actividades de los internos sometidos al régimen 
cerrado. Si bien esto es cierto, también lo es que esta limitación queda definida en la 
propia medida, al no permitir la salida del menor del centro de cumplimiento, lo que 
supone, de facto, un incremento del control de sus movimientos y actividades. En parte, 
las peculiaridades de la ejecución dependerán de la CC.AA. y el centro de internamiento 
en el que se encuentre el menor. De cualquier modo, no parece recomendable la 
eliminación de actividades en común ni siquiera en el caso del régimen cerrado, por 
cuanto su objetivo principal es la obtención de competencias sociales adecuadas para la 
vida en sociedad. Un régimen excesivamente invasivo, produciría una prisionalización 
de los menores y atentaría contra su derecho esencial de intimidad y resocialización.  
 
2. Mayor control y vigilancia sobre los internos, entendiéndose éste como una 
“restricción de las comunicaciones con los familiares, la prohibición de las visitas vis-à-
vis, la supresión de los permisos de salida, la censura de la correspondencia, la 
                                                                                                                                                                                  
http://www.institucionpenitenciaria.es/web/portal/documentos/estadisticas.html?r=m&adm=TES&am=20
10&mm=9&tm=GRAD&tm2=GRAD (30/11/2010). 
3274 Cfr. Arribas López, E.: “Los programas de tratamiento, modelos de intervención y realización 
de actividades en el régimen cerrado penitenciario”, en La Ley Penal, Número 62, Editorial La Ley, julio, 
Madrid, 2009, p. 31. 





reducción del paseo en grupo, extremándose los cacheos de paquetes remitidos, en casos 
excepcionales, del exterior para comprobar que no contienen objetos prohibidos”3275. 
 
En el mismo sentido, como pudimos apreciar, el régimen cerrado del 
internamiento de menores también de definía por la restricción de actividades y por un 
mayor control y vigilancia de los menores. No obstante, aunque “las visitas y las 
comunicaciones son muy parecidas a las de adultos, en cuanto a las clases”, “difieren en 
cuanto a la forma de llevarlas a cabo”3276. En primer lugar, la limitación de actividades 
se reduce a las actividades extra muros, pero no estrictamente a las actividades en 
común. Aunque se puedan limitar las comunicaciones en el caso de los menores
3277
, 
estos “tienen derecho a comunicarse libremente de forma oral y escrita, en su propia 
lengua, con sus padres, representantes legales, familiares u otras personas, y a recibir 
sus visitas, dentro del horario establecido por el centro. Como mínimo, se autorizarán 
dos visitas por semana, que podrán ser acumuladas en una sola”3278. No hay, en 
principio, distinción entre comunicaciones orales y visitas, por lo que no será necesaria 
la existencia de locutorios
3279
. Se deduce de la regulación del RM en este aspecto que no 
existe en el ordenamiento penal del menor una regulación de comunicaciones y visitas 
diferenciada por grados de internamiento. Distinta situación ocurre con los permisos de 
salida, que si tienen una clara limitación en el caso del régimen cerrado de 
internamiento, como ya tuvimos ocasión de reflejar en anteriores epígrafes. 
 
                                                             
3275 Cfr. García Valdés C.: Comentarios… ob. cit., p.  50 
3276 Vid. Cervelló Donderis, V.: La medida de internamiento… ob. cit., p. 169. 
3277 Vid. Artículos 40.6., y 7 del RM, donde se dispone que “6. El director del centro ordenará la 
suspensión temporal o terminación de cualquier visita cuando en su desarrollo se produzcan amenazas, 
coacciones, agresiones verbales o físicas, se advierta un comportamiento incorrecto, existan razones 
fundadas para creer que el interno o los visitantes puedan estar preparando alguna actuación delictiva o 
que atente contra la convivencia o la seguridad del centro, o entienda que los visitantes pueden 
perjudicar al menor porque afecten negativamente al desarrollo integral de su personalidad. 
7. Cuando se considere que las comunicaciones previstas en este artículo perjudican o pueden 
perjudicar al menor porque afecten negativamente a su derecho fundamental a la educación y al 
desarrollo integral de su personalidad, el director del centro lo pondrá en conocimiento del Juez de 
menores competente, sin perjuicio de suspender cautelarmente este derecho a la comunicación hasta 
tanto este resuelva, oídos el Ministerio Fiscal y el equipo técnico. También podrá el director suspender 
cautelarmente el derecho de comunicación cuando, en atención a la seguridad y buena convivencia en el 
centro, se aprecie razonadamente la concurrencia de peligro grave y cierto para estas”.   
3278 Cfr. Artículo 40.1., del RM. Además de estas visitas ordinarias, el segundo apartado del citado 
artículo permite que “el director del centro o el órgano que la entidad pública haya establecido en su 
normativa podrá conceder otras de carácter extraordinario o fuera del horario establecido, por motivos 
justificados o como incentivo a la conducta y buena evolución del menor”. 
3279 Vid. Cervelló Donderis, V.: La medida de internamiento… ob. y loc. cit. 









No existe duda alguna en lo referente a la excepcionalidad del régimen cerrado en 
menores, no obstante, como apuntábamos supra, la temporalidad de la medida queda 
condicionada a la decisión judicial de modificación o sustitución de la medida, con base 
en los informes favorables de la Junta de Tratamiento y el Equipo Técnico (y, en última 
instancia del Juez de menores), y no se establece previsión alguna al respecto de su 
limitación en este sentido.   
 
En el ordenamiento penitenciario, el objetivo principal del régimen cerrado, al 
margen de la finalidad última de adaptación a la vida en el régimen ordinario, es la de 
ser un régimen de custodia especial para neutralizar y separar del resto de los penados, 
a aquellos que despliegan un comportamiento especialmente agresivo o no pueden 
mantener una convivencia pacífica o verdaderamente adaptada a los demás regímenes, 
por lo que la utilidad de retención y custodia (prevención general) parece ser la que 
impera en este régimen. El fundamento de separación de los penados que se encuentran 
en régimen cerrado coincide con la regla general dispuesta en la LOGP
3281
, de 
clasificación por razones de sexo, emotividad, edad, antecedentes, estado físico y 
mental y la exigencia especial del propio tratamiento penitenciario. 
 
En el caso de las medidas de internamiento en régimen cerrado para menores, 
debemos recordar que su finalidad no es tanto la limitación de libertad y la especial 
vigilancia (elemento éste que toma mucha importancia por el contrario en el régimen 
cerrado penitenciario), sino desarrollar una actividad de formación, de aprendizaje y de 
tratamiento educativo para potenciar el desarrollo de la personalidad de los menores que 
han cometido la infracción
3282
. No obstante, es innegable que tras la atemperada 
terminología
3283
 empleada por el legislador para referirse a este régimen, se esconden 
pretensiones asegurativas, de vigilancia y custodia del menor (ambiente restrictivo). 
                                                             
3280 Vid. Artículo 10.3., de la LOGP. 
3281 Vid. Artículo 16, de la LOGP. 
3282 Vid. Vizcarro i Masià, C.: “La ejecución de las medidas de internamiento y de medio abierto”, 
en Martín López, Mª. T. (Dir.): La responsabilidad penal… ob. cit., p. 153. 
3283 Tachada por algunos autores como “emblemáticamente eufemística”. Al respecto, Vid. Polaino 
Navarrete, M.: “La minoría de edad penal...” ob. cit., p. 158; Abel Souto, M.: “Internamientos…” ob. cit., 
p. 84.  





También parece incontestable que el régimen cerrado se encuentre orientado a la 
adaptación para un modelo de vida progresivamente más autónomo. Entiendo, con base 
en esta definición, que el régimen cerrado esta consagrado a una finalidad didáctica, 
cuya consecución pasará necesariamente por incorporar en el menor interno unos 
mecanismos de empatía, asertividad, resolución de conflictos, y control o limitación de 
la conducta agresiva o antisocial. De este modo, la finalidad de merca custodia, aún 
siendo necesaria en algunos casos, tendrá un papel residual o subsidiario. No existe en 
la LORRPM un estricto régimen de separación de los menores penados, sin embargo, 
este parece deducirse de la organización de los centros de internamiento en la 
LORRPM, que dispone la separación de los internos según criterios de “edad, madurez, 
necesidades y habilidades sociales de los menores internados (…) que permita la 
ejecución de los diferentes programas de intervención educativa y las funciones de 
custodia de los menores internados”3284. En definitiva, una separación por grados o 
regímenes de internamiento. 
En el RP 1996 consiguientemente a los dos modelos de régimen cerrado previstos 
en la ley se distinguen dos modalidades de régimen cerrado
3285
, destinados a diferenciar 
entre los internos sometidos a esta regulación: 
 
1. Régimen Cerrado “stricto sensu”3286: Al que están sometidos los internos -
clasificados en primer grado de tratamiento- que muestren una manifiesta inadaptación 
a los regímenes penitenciarios comunes (estadísticamente ordinario y abierto).  
 
2. Departamento Especial: “Establecimientos de seguridad reforzada”3287, a los 
que serán destinados aquellos internos que hayan participado en alteraciones 
regimentales muy graves que pongan en peligro vidas humanas de otros internos o 
funcionarios y que manifiesten una peligrosidad extrema
3288
. Según García Valdés, 
“aunque cada centro o departamento especial puede establecer sus normas de régimen 
propias, deben establecerse como comunes o generales las siguientes: en todo momento 
                                                             
3284 Cfr. Artículo 54.3., de la LORRPM. 
3285 Vid. Artículos 91.1 y 92.3., del RP 1996. 
3286 Cfr. Carmona Racionero, F.: Derecho penitenciario… ob. cit., p. 146. 
3287 Utilizando la expresión de Fernández Arévalo, L.: “El régimen cerrado…” ob. cit., p. 311; al 
respecto, Vid. in extenso, Mapelli Caffarena, B.: “Los establecimientos de máxima seguridad en la 
legislación penitenciaria”, en Eguzkilore, Cuadernos del Instituto Vasco de Criminología, Número 
extraordinario, enero, San Sebastián, 1988, passim. 
3288 Vid. Preámbulo del RP 1996. 





el interno debe de poder ser objeto de vigilancia por un funcionario; el recuento de 
relevo de servicio de veinticuatro horas se efectuará inspeccionando los funcionarios las 
celdas, haciendo constar en parte de las anomalías que encuentran ; al abrir una celda 
ocupada, el interno deberá colocarse al fondo de la misma; para efectuar un cacheo o 
requisa de celda ocupada, hay como mínimo dos funcionarios, uno de los cuales 
permanece vigilando; se autorizará la tenencia de transistor, de tipo petaca y con 
audífono; el interno que se encuentra enfermo lo hará saber al funcionario de quien 
dependa, para pasar visita por el facultativo, en consulta diaria”3289. 
 
No existe ni en la LORRPM ni en su RM esta división del régimen cerrado. En 
este sentido, los inadaptados al régimen de vida solamente podrán quedar separados del 
grupo
3290
, siendo, no obstante, al igual que el aislamiento de la legislación penitenciaria, 
un régimen disciplinario y no un régimen de vida penitenciario.  
 
La justificación a estos dos modelos de régimen cerrado puede encontrarse en la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional entendiéndose que “tal carácter de 
excepcionalidad se deriva no solo del mayor control y vigilancia a que se ven sometidos 
los clasificados en dicho régimen y por la limitación de las actividades en común, 
pautas con las que genéricamente define la LOGP el régimen cerrado, sino por las 
negativas consecuencias que su aplicación comporta en otros aspectos de la vida 
penitenciaria. Por ello la aplicación del régimen cerrado ha de reservarse a aquellos 
supuestos en que los fines de la relación penitenciaria no puedan ser obtenidos por otros 
medios menos restrictivos de derechos” 3291. 
 
Para la previa clasificación de los internos en primer grado, y su posterior destino 
al régimen cerrado, se distinguen varios principios generales a la luz de los artículos 72 
y 102.5 de la LOGP, debiéndose subrayar que el primer grado de tratamiento 
penitenciario no ha de confundirse con un sistema de sanciones o medidas 
                                                             
3289 Cfr. García Valdés, C.: “El art. 10…” ob. cit., p. 208. 
3290 Vid. Artículos 65.2.a., 65.3.a. y b., y 66 del RM. 
3291 Vid. STC Número 143/1997, de 25 de septiembre.; en este mismo sentido, Vid. Mestre 
Delgado, E. y García Valdés, C.: Legislación penitenciaria… ob. cit., p. 47, nota al pie. 





disciplinarias, sino un escalón más entre los grados de clasificación penitenciaria, el más 
restrictivo de todos
3292




1. Carácter Excepcional: Como ya adelantamos, el régimen cerrado es la última 
solución y únicamente debe aplicarse en ausencia de otros mecanismos disponibles, es 
por tanto, una opción alternativa
3294
 a los demás grados, usada tan sólo en determinadas 
situaciones previstas en la legislación, porque desvincula parcial y temporalmente al 
interno del fin primordial resocializador de nuestro ordenamiento penitenciario.  
 
2. Carácter Transitorio: El tiempo que un interno permanece en régimen cerrado 
ha de ser el imprescindible para reconducir su conducta y actitudes, con la intención 
última de su paso al régimen ordinario con la mayor celeridad y eficacia posibles, a 
través de una nueva clasificación posible cada seis meses. 
 
3. Subsidiariedad: Se descartan las patologías psiquiátricas graves, que deben ser 
abordadas de forma especializada y en establecimientos o departamentos especiales para 
el tratamiento de las mismas. Por ello, es necesario un informe psicológico y médico del 
interno para salvaguardar su salud mental. En el caso de los menores infractores, se 
produce una hibridación entre el régimen terapéutico y el régimen cerrado, por lo que el 
internamiento de aquellos menores con patologías psiquiátricas graves podrán estar 
sometidos a un internamiento cerrado restringido. 
 
4. Necesidad: El régimen cerrado, como ya advertimos en la expresión del 
legislador, es producto de la necesidad; su práctica y formulación, en última estancia, es 
de carácter imprescindible
3295
. En los casos en los que la convivencia de determinados 
presos, inadaptados a una vida en sociedad, incluso dentro de un establecimiento 
penitenciario se haga difícil, o muestren una peligrosidad extrema que impida tal 
convivencia ordenada y pacífica, el régimen cerrado se impone como una medida de 
                                                             
3292 Vid., al respecto, Instrucción 9/2007, de 21 de mayo, de la Dirección General de Instituciones 
Penitenciarias (Ministerio del Interior) relativa a clasificación de penados, en su Apartado 2.1.1, 
“Clasificación en Primer Grado: principios Generales”, p. 3. 
3293 Vid. Arribas López, J.E.: El régimen cerrado… ob. cit., pp. 399 y 400. 
3294 Vid. Armenta González-Palenzuela, F.J., y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento Penitenciario 
comentado… ob. cit., p. 211. 
3295 Vid. Armenta González-Palenzuela, F.J., y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento Penitenciario 
comentado... ob. y loc. cit. 







. En tal sentido, además de la posible sanción disciplinaria, el 
propio régimen cerrado puede cumplir una función preventivo general intramuros. 
 
5. Función de normalización penitenciaria: Junto a la finalidad de control y 
seguridad, mencionada en el apartado anterior, encontramos en el primer grado 
penitenciario también una vertiente resocializadora
3297
. La vida en este grado de 
clasificación penitenciaria está sometida, como ya hemos reiterado, a un estricto control 
y a una mayor restricción de las libertades del interno; no obstante, ello no es óbice para 
que se establezca un programa de tratamiento adecuado y se inste a los internos a la 
realización de toda una serie de actividades tendentes a la normalización de su 
conducta
3298
. Esta pretensión es coherente, además, con la consideración de excepcional 
y transitoriedad de este régimen, puesto que su aplicación está condicionada a la 
desaparición de los motivos que la ocasionaron. Del mismo modo, en el caso de los 
menores infractores se procederá al establecimiento de un programa educativo de 
tratamiento en régimen cerrado, que tendrá como objetivo principal la normalización de 
la conducta del menor a través del aprendizaje de “los suficientes recursos de 
competencia social para permitir un comportamiento responsable en la comunidad”3299. 
No obstante, que “el menor adquiera recursos de competencia social, no es garantía 
suficiente, si no le damos la posibilidad de poder experimentar dichos aprendizajes en 
su propio medio, de manera planificada y progresiva, para evitar el fracaso y 
posiblemente, que el menor termine consolidando las conductas asociales, que exhibía 
en un principio”3300. El establecimiento de un sistema de control de la impulsividad en 
el propio menor (capacidad de autocontrol), bien podría ser uno de los objetivos 
primaros del tratamiento educativo especializado de este régimen.  
 
6. Carácter preventivo: Basten también, las palabras de García Valdés sobre la 
naturaleza de la peligrosidad de los internos
3301
, para entender que esta clasificación 
                                                             
3296 Vid. Fernández Arévalo, L.: “El régimen cerrado…” ob. cit., p. 310. 
3297 Vid. Fernández Arévalo, L.: “El régimen cerrado…” ob. cit., pp. 342 y 343. 
3298 Vid. Arribas López, E.: “Los programas de tratamiento…” ob. cit., p.  33. 
3299 Cfr. Punto III. 16, párrafo segundo, de la Exposición de Motivos de la LORRPM.  
3300 Cfr. Fundación Diagrama: “Las medidas...”, p. 176. 
3301 Vid. García Valdés, C.: “El art. 10…” ob. cit., p. 201; el mismo: Comentarios… ob. cit., p. 52; 
quien describe la necesidad del régimen cerrado “ante las gravísimas conductas que grupos de internos, 
tan reducidos como violentos, plenamente imbuidos en la subcultura carcelaria e incapacitados para una 
normal y ordenada convivencia, llevan a cabo con cierta frecuencia en los establecimientos 





penitenciaria también está orientada a la protección de los demás internos del centro 
penitenciario, a modo de legítima defensa de terceros
3302
. Se trata de un método que 
junto al régimen disciplinario intramuros sirve para acabar con los conflictos violentos 
ante los que el sistema penitenciario reacciona, haciendo uso de mayores medios de 
control y represión
3303
. La especial agresividad de algunos jóvenes
3304
 puede necesitar 
de estos medios, al igual que ocurre con los adultos.  
 
En todo caso, los tres primeros apartados mencionados se configuran como 
principios generales y básicos que han de inspirar la aplicación del régimen cerrado
3305
 
(excepcionalidad, transitoriedad y subsidiariedad). 
 
De gran importancia para nuestro objeto principal de estudio a la hora de 
establecer la comparativa con las medidas de internamiento en régimen cerrado de 
menores, se encuentra en las razones de clasificación de aquellos penados que, a la luz 
de los artículos 72 y 102.5 de la LOGP, donde se establecen las condiciones para el 
ingreso de los penados y preventivos en este régimen, cuya coincidencia, como hemos 




. Esta calificación se sitúa dentro de los conceptos 
jurídicos indeterminados, como hemos visto en el caso de las medidas de internamiento 
de régimen cerrado. No obstante, en la LOGP, se recogen de una manera más coherente, 
y con mayor claridad, las causas objetivas para la clasificación del interno en virtud de 
                                                                                                                                                                                  
penitenciarios, amotinándose, incendiando o destruyendo las instalaciones, cometiendo graves delitos 
sobre otros internos o, entre otras conductas, enfrentándose o agrediendo a los funcionarios de 
vigilancia”.  
3302 Vid. Fernández Arévalo, L.: “El régimen cerrado…” ob. cit., p. 310. 
3303 Vid. Ríos Martín, J.: “Realidad penitenciaria: La justicia penal vista desde las consecuencias”, 
en De Castro Antonio,. J. L. (Dir.): Derecho Penitenciario II… ob. cit., p.  490 
3304 Piénsese por ejemplo en menores que hayan sido internados por delitos de violencia callejera. 
Acerca de este tipo de criminalidad juvenil, Vid. Herrero Herrero, C.: Delincuencia de menores… ob. cit., 
pp. 51 y ss. 
3305 Vid. Instrucción 9/2007, de 21 de mayo, de la Secretaría General de Instituciones 
Penitenciarias, sobre clasificación y destino de penados, régimen abierto, ordinario y cerrado; al 
respecto, también Vid. Armenta González-Palenzuela, F.J., y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento 
Penitenciario comentado... ob. cit., p.  212 
3306 Vid. Artículo. 89.1., del RP 1996. 





esta categoría. Según el RP 1996, se deben ponderar también, los siguientes factores
3307
, 
con mayor desarrollo en la específica Instrucción 9/2007 relativa a la clasificación: 
 
a) Que de la naturaleza de los delitos cometidos se denote en el individuo una 
personalidad agresiva, violenta y antisocial. 
 
Como vimos, el caso del internamiento en régimen cerrado, la violencia o 
intimidación y la gravedad de los delitos, también tenían incidencia a la hora de 
establecer esta medida. No obstante, el modo en el que se hacía depender la imposición 
del internamiento reviste un matiz completamente diferente. En el caso del 
internamiento de menores en régimen cerrado, la medida era aplicada cuando existiera 
objetivamente una gravedad del delito, mientras que en la redacción del Reglamento 
penitenciario de 1996, esta gravedad del delito se supedita a la peligrosidad del 
delincuente, de tal modo que peligrosidad (aspecto subjetivo) y gravedad del delito 
(aspecto objetivo) no coinciden a la hora de determinar el grado de clasificación, como 
no podría ser de otro modo. No deja de sorprender esta equiparación en el caso de la 
LORRPM, por cuanto las medidas contenidas en ella deberán ser aplicadas conforme a 
las circunstancias especiales del menor. No se entiende, en este aspecto, la 
obligatoriedad de imposición del régimen cerrado como modo de vida para 
determinados delitos cometidos por menores de edad. El error, una vez más, consiste en 
la equiparación entre la medida de internamiento cerrado (como sanción autónoma y 
diferente a las demás medidas de internamiento), y dicho modo de vida en los centros de 
menores, pudiendo no coincidir en absoluto las necesidades tratamentales y la 
personalidad del menor con el delito cometido. 
 
 El concepto de peligrosidad extrema y su calificación deberá apreciarse por la 
Administración “en base a causas objetivas y en resolución motivada, garantías 
contenidas expresamente en el texto de la Ley y que se entienden suficientes, pues aquel 
juicio se efectuará previo estudio detallado de la personalidad y conducta de los 
internos, reuniendo el mayor número de datos posibles, tarea científico-criminológica o 
                                                             
3307 Vid. Artículo. 102.5., del RP 1996; en este sentido, Vid. Ríos Martín, J.C. y Cabrera Cabrera, 
P.J.: Mirando al abismo… ob. cit., p. 51, y notas a pie de página, acerca de la crítica a algunas de estas 
consideraciones para la clasificación en primer grado. 





de valoración administrativa-penitenciaria que deben hacer exclusivamente los Equipos 
de Observación y de Tratamiento, las Juntas de los centros o los propios directores con 
los Educadores, con posterior control e inexcusable confirmación de la Sección de 
Tratamiento de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias”3308.  
 
Para Armenta González-Palenzuela, esta redacción “tendente a resucitar el 
concepto de psicópata de Scheneider”3309 introduce un criterio de amplitud de 
referencias y aplicación para la clasificación en este grado penitenciario, entendiendo 
que es necesario concretar, con aquellos que denoten una verdadera agresividad o 
inadaptación manifiesta. La Instrucción de la Dirección General de Instituciones 
Penitenciarias 9/2007 vino a completar estas consideraciones, estableciendo la especial 
atención a la personalidad del interno y el nivel  de agresividad desarrollada, así como 
su capacidad de liderazgo
3310
, dando mayor concreción al criterio del RP. 
 
b) Comisión de delitos que atenten contra la vida o la integridad física de las 
personas, la libertad sexual o a la propiedad. 
 
Del mismo modo que veíamos en el internamiento cerrado de menores, los actos 
de agresión a la vida o la integridad física son una de las condiciones para la 
clasificación en el grado más duro, tanto de internamiento (en cuyo caso no hablaremos 
rigurosamente de clasificación, sino de imposición de la medida) como de grado de 
tratamiento. En el caso de los menores, los criterios de violencia o intimidación en las 
personas también se encontraban recogidos, aunque nuevamente, de manera más 
absoluta, teniendo lugar el internamiento en régimen cerrado si estos conceptos podían 
ser identificados con la actitud con la que el menor cometió la infracción, lo cual, tal y 
como vimos supra, revestía de toda una serie de problemas de interpretación. En el caso 
de los menores, la comisión de actos de esta naturaleza es de carácter menos grave, pero 
de igual naturaleza violenta, con lo que se establece, en última instancia, una mayor 
                                                             
3308 Cfr. García Valdés C.: Comentarios… ob. cit., p.  48. 
3309 Cfr. Armenta González-Palenzuela, F.J., y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento Penitenciario 
comentado... ob. cit., p.  225. 
3310 Vid. Instrucción 9/2007, de 21 de mayo, de la Dirección General de Instituciones 
Penitenciarias (Ministerio del Interior) relativa a clasificación de penados, en su Apartado 2.1.1, 
“Clasificación en Primer Grado: principios Generales”, p. 3. 





frecuencia de los mismos que en el caso de los adultos
3311
, por lo que el grado de 
excepcionalidad desciende considerablemente frente al del régimen penitenciario. Para 
la legislación de menores, además, bastaba la comisión de un delito de peligro contra la 
integridad física o la vida de las personas, como argumentamos, de carácter concreto. 
En este sentido, la redacción del RP 1996 es mucho más clarificadora, con la formula 
“comisión de actos que atenten”, que no deja lugar a dudas. En el caso de los adultos, 
además, se incluye la violencia contra las cosas, mientras que en la regulación penal de 
menores se omite el vis in re. 
 
c) Pertenencia a organizaciones delictivas o bandas armadas. 
 
Este precepto ya se recogía en el anterior Reglamento Penitenciario de 1981, y se 
mantiene con una especial relevancia en la lucha contra el terrorismo. En el caso de la 
legislación penal de menores, también observamos como la LORRPM, desarrollaba, en 
su artículo 9, una consideración análoga a este punto. No obstante, nuevamente la 
normativa penitenciaria sorprende, pues pareciera ser más benévola, ya que no sólo es 
más infrecuente la delincuencia organizada de bandas (o al menos su interpretación es 
menos extensiva) en el caso de los adultos, sino que también establece la excepción de 
“haberse sustraído de la disciplina interna de los mismos”, que no encontramos en la 
redacción del precepto de menores. Asimismo, se exige en la legislación de adultos que 
el condenado tenga un papel relevante en la organización, dato este que pasaba 
desapercibido para la regulación de menores en el precepto de las bandas juveniles. 








                                                             
3311 Así lo expone, con certera claridad, Cuello Contreras, cuando explica que “un joven 
delincuente que realiza un atraco portando un arma de fuego es más fácil que cometa un homicidio si es 
sorprendido que el profesional adulto, que tras múltiples experiencias habrá aprendido a que si todo está 
perdido es preferible dejarse prender que morir o matar. Quizá esto explique algunos comportamientos de 
menores y jóvenes especialmente violentos”. Cfr. Cuello Contreras, J.: “Reflexiones sobre la 
capacidad…” ob. cit., p. 125. 
3312 Vid. Armenta González-Palenzuela, F.J., y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento 
Penitenciario… ob. y loc. cit. 





d) Participación en motines, plantes, agresiones físicas, amenazas o coacciones. 
 
De especial relevancia a la hora de establecer la inadaptación de los internos al 
segundo grado penitenciario y el internamiento en los departamentos especiales de 
régimen cerrado. Se exige nuevamente que el papel del interno en estos actos sea 
relevante. 
 
e) Comisión de faltas disciplinarias de manera reiterada y sostenida en el tiempo. 
 
No tienen, por tanto, relevancia las infracciones aisladas, ni tampoco las 
consideradas leves. Sin embargo, no se determina el número de las mismas para 
objetivar los conceptos “reiterada y sostenida”, que se incluyen en la redacción3313. 
 
f) Introducción o posesión de armas de fuego en el centro penitenciario, así 
como la tenencia de drogas en cantidad importante, que haga presumir su 
destino al tráfico. 
 
Algunos de tales factores, pese a que se encuentran profundamente objetivados en 
la normativa penitenciaria, tienen cierto componente de subjetividad, resultando en 
conceptos de riesgo abstracto
3314
, por lo que será necesario el estudio e informe del 
Equipo Técnico. En el caso de la comisión de actos contra la vida, la integridad física, 
libertad sexual o propiedad, se entiende que son conceptos meramente coyunturales
3315
, 
pues son los casos más frecuentes en el primer grado penitenciario. 
 
2. Inadaptación a los regímenes ordinario y abierto
3316
. Esta inadaptación ha de 
ser grave, permanente y debe probarse con criterios objetivos por el Equipo de 
Tratamiento
3317
. En el caso del ordenamiento penal de menores, esta inadaptación no se 
entiende respecto a los demás regímenes de internamiento, sino que se circunscribe a la 
                                                             
3313 Vid. Armenta González-Palenzuela, F.J., y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento Penitenciario 
comentado... ob. cit., p.  235. 
3314 Vid. Ríos Martín, J.C. y Cabrera Cabrera, P.J.: Mirando al abismo… ob. cit., p.  52. 
3315 Vid. Armenta González-Palenzuela, F.J., y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento Penitenciario 
comentado... ob. cit. p.  234. 
3316 Vid. Artículo. 89.1., del RP 1996. 
3317 Vid. Ríos Martín, J.C. y Cabrera Cabrera, P.J.: Mirando al abismo... ob. cit., p.  53. 





peligrosidad/gravedad de los actos cometidos por el menor; y, en todo caso, de su 
inadaptación al medio social o carencia de habilidades sociales. Parece pues que, sin 
llegar a los extremos de encierro, es coherente establecer una separación entre los 
internos de este régimen y los de los regímenes de semilibertad y abierto, basándonos 
tanto en la peligrosidad del individuo, como en los diferenciados programas educativos 
y de tratamiento. 
 
Como señalaba anteriormente, en el caso del ordenamiento para menores, la 
reincidencia era uno de los motivos que la LORRPM, establecía como criterio de 
extrema gravedad. En la legislación penitenciaria para adultos este presupuesto no se 
encuentra recogido con el mismo matiz. No obstante, es cierto que puede establecerse 
una relación entre la reincidencia y la población penitenciaria de los módulos de 
régimen cerrado, por cuanto es en este grado de clasificación donde mayor porcentaje 
de reincidencia existe. Si bien no puede establecerse una relación de causa-efecto
3318
, no 
parece que la mayor dureza de estos regímenes tenga un carácter paliativo de la 
reincidencia en el autor, por lo que no siempre será efectiva la respuesta punitiva o el 
grado más aflictivo de encierro o internamiento. 
 
Por último, tomando en consideración el estudio realizado por Ríos Martín y 
Cabrera Cabrera sobre los internos en régimen cerrado de las penitenciarías españolas, 
debemos referirnos a las estadísticas relativas a la edad de entrada en este primer grado 
de clasificación penitenciaria o de régimen para preventivos. Lamentablemente, 
expresan:  
 
“Es verdad que la edad en el momento de ingresar por primera vez resulta algo menor que entre los 
presos en general, ya que nos resulta una edad media de 18,6 años. Si nos atenemos literalmente a lo que 
expresa esta media, diríamos que prácticamente medio año después de cumplir los dieciocho años ya 
están en la cárcel. Sin embargo, como toda medida de tendencia natural, oculta tanto como nos muestra, 
ya que, de hecho, algo más de la mitad declaran haber ingresado en prisión antes de cumplir los dieciocho 
años. La edad modal entre los presos de primer grado para iniciar su periplo carcelario, son los dieciséis 
años”.   
 
                                                             
3318 Vid. Ríos Martín, J.C.: “Realidad penitenciaria…” ob. cit., p. 496. 





El dato citado no es sólo relevante por las cifras que aporta sobre la edad de 
entrada del interno en nuestros centros penitenciarios, sino también por la denuncia que 
conllevan a modo de conclusión:  
 
“Desde luego, son más jóvenes que el conjunto de los presos en el momento de ingresar. (…) 
Personas que apenas han tenido tiempo de incorporar habilidades sociales básicas para un ser humano 
adulto, se ven atrapadas en un encierro del que les resultará cada vez más difícil salir”3319. 
 
El régimen especial de vida de estos regímenes se encuentra recogido en los 
artículos 93 y 94 del RP donde se exponen los siguientes parámetros de actuación de 
aplicación por las Juntas de Tratamiento y órganos institucionales de las penitenciarías:  
 
1. Para aquellos departamentos especiales se prevé que: 
 
a) Los internos disfrutarán de tres horas mínimas de salida diaria al patio. Este espacio temporal 
puede ampliarse hasta otras tres horas más para la realización de actividades programadas en 
los programas de tratamiento3320. 
b) Registro diario de celdas y cacheo a los internos, pudiendo recurrirse al desnudo integral por 
orden motivada cuando exista la sospecha de posesión de objetos prohibidos por parte del 
interno, según lo previsto en el artículo 68 del RP (debe tenerse una sospecha contrastada y 
fundada, se deberá practicar por funcionarios del mismo sexo que el interno y preservando su 
intimidad en la medida de lo posible). Además deberá ir firmado por el funcionario que lo 
realiza y dirigido al Jefe de Servicios3321. 
c) En las salidas al patio no podrán permanecer más de dos internos juntos, número ampliable 
hasta cinco internos para aquellas actividades programadas. 
d) Visitas programadas y periódicas de los servicios médicos para realizar informes sobre su 
estado de salud. 
e) El Consejo de Dirección elaborará las normas de régimen interior sobre enseres y uso de los 
servicios del centro penitenciario de los que podrán disponer los internos. 
f)   Diseño de un modelo de intervención y programas de tratamiento ajustados a las necesidades 
especiales del régimen cerrado, orientados a la progresión y adaptación del interno al régimen 
ordinario, reintegración y reinserción social del interno. 
 
                                                             
3319 Cfr. Ríos Martín, J.C. y Cabrera Cabrera, P.J.: Mirando al abismo… ob. cit., pp.  48 y 49. 
3320 Vid. Artículo 93.1., del RP 1996. 
3321 Vid. Artículo 68.1., del RP 1996. 





Se establece además una cláusula de garantía para la aprobación y modificación 




En cuanto a la modalidad de vida en régimen cerrado en módulos o centros 




a) Disfrute mínimo de cuatro horas diarias de vida en común con otros internos, ampliables 
hasta tres horas más para actividades programadas. 
b) El número máximo de internos que podrán realizar actividades en grupo estará 
establecido por el Consejo de Dirección con el informe de la Junta de Tratamiento, 
estableciéndose el mínimo de cinco internos. 
c) La Junta de Tratamiento programará las distintas actividades previa autorización y 
seguimiento del Centro Directivo. 
 
Para el régimen de vida en los centros de internamiento en régimen cerrado, el 
RM no establece ninguna consideración específica. Más bien, todo lo contrario, al 
margen de la regulación especial de los permisos de salida, se limita a repetir lo 
establecido en la LORRPM. Como diferencia fundamental, que ya mencionábamos 
supra, “los menores internados por sentencia firme en régimen cerrado, una vez 
cumplido el primer tercio del período de internamiento, cuando la buena evolución 
personal durante la ejecución de la medida lo justifique y ello favorezca el proceso de 
reinserción social, y cumplan los requisitos establecidos en el apartado 4, podrán 
disfrutar de hasta doce días de permiso al año, con una duración máxima de hasta cuatro 
días, cuando el Juez de menores competente lo autorice”3324. Pese a que las CC.AA. se 
encargarán de la ejecución de las medidas susceptibles de ser impuestas a los menores 





                                                             
3322 Vid. Artículo 68.2., del RP 1996. 
3323 Vid. Artículo 94., del RP 1996. 
3324 Cfr. Artículo 45.7, del RM. 





4.2.5. Internamiento en Régimen Semiabierto (Artículo 7 LORRPM y Artículo 
25 R.D. 1774/2004, de 30 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la 
LORRPM). 
 
La medida de internamiento en régimen semiabierto ya se encontraba en el listado 
de medidas del art. 17 de la LO 4/1992, bajo la misma denominación. La nueva 
regulación rompió con la críptica mención a las medidas de su predecesora
3325
, 
otorgando un mayor significado y definición a este régimen de internamiento
3326
. Así, el 
texto original de la LORRPM, incluía, en el número séptimo de su articulado, la medida 
de internamiento en régimen de semilibertad, o régimen semiabierto. Pese a que la 
propia Exposición de Motivos ya había definido el carácter de esta medida, este artículo 
estaba llamado a completar su significado. De este modo, encontrábamos que esta 
medida de internamiento se redactaba con estos términos:  
 
“Las personas sometidos a esta medida residirán en el centro, pero realizarán fuera del mismo 
actividades formativas, educativas, laborales y de ocio”3327. 
 
 El internamiento en régimen semiabierto implica la “existencia de un proyecto 
educativo
3328
 en donde, desde el principio, los objetivos sustanciales se realizan en 
contacto con personas e instituciones de la comunidad, teniendo el menor su residencia 
en el centro, sujeto al programa y régimen interno del mismo”3329. Las actividades 





Sobre estas actividades debemos realizar un breve análisis con el fin de clarificar 
aún más la extensión de la medida de internamiento en régimen semiabierto. 
                                                             
3325 Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Las medidas…” ob. cit., p. 219. 
3326 Vid. Martín Sánchez, A.: “Las medidas…” ob. cit., p. 440; aunque esta definición no fuera más 
que una “somera explicación” para Ventura Faci, R., y Pélaez Pérez, V.: La Ley Orgánica 5/2000… ob. 
cit., p. 61; Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 114; el mismo autor: “Internamientos…” ob. cit., 
p. 90.  
3327 Vid. Artículo 7.1.b., redacción original previa a las reformas de la LO 8/2006; en términos muy 
similares, Vid. Artículo 25.1., del RM. 
3328 Se trata, en definitiva, del programa de ejecución de la medida recogido en el art. 46.1 de la 
LORRPM. 
3329 Vid.  Exposición de motivos. III. 16., de la LORRPM. 
3330 Vid. Rovira Torres, O.: La responsabilidad penal… ob. cit., p.  42; Blanco Barea, José A.: 
“Responsabilidad Penal…” ob. cit., p.  23. 





En cuanto a las actividades formativas, Cuello Contreras especifica que estas 
deben ser las correspondientes a la edad del interno, adecuadas a su nivel en que el 
menor se encuentra al ingreso en el centro o que permita recuperar en el más corto 
espacio de tiempo los niveles perdidos. Añade, además, que “un control de rendimiento 
y asistencia es mucho mejor control, y más útil, que el de la mera vigilancia en espacios 
cerrados”3331. Sobre las actividades educativas debemos deducir que abarcarán la 
educación no solo académica del menor
3332
, sino que también se refiere, en mi opinión, 
a una terapia social
3333
 para el aprendizaje de valores sociales que permitan al menor 
continuar su vida en ausencia del delito a la salida del centro. Y finalmente, el programa 
educativo deberá garantizar el adecuado esparcimiento y recreo del menor, 
fomentando las actividades de ocio y tiempo libre que puedan crear buenas relaciones 
sociales y un entorno distendido dentro del marco educativo que debe presidir el 
tratamiento del menor (deportes, juegos, etc.). Además ello, las actividades recreativas 
pueden servir como premio para el menor y, al contrario, la privación de su realización, 
a modo de castigo, puede ser utilizada como herramienta de control disciplinario
3334
. 
Sobre el lugar de realización de aquellas tareas fuera del centro, el precepto no 
especifica en que instituciones de la comunidad se realizarán tales actividades, por lo 
que entiendo que cabe una interpretación amplia, análoga a la establecida para el 
régimen de internamiento abierto. En este sentido, Cruz Blanca identifica como 
ejemplos de tales espacios ajenos al centro “al instituto, cursos formativos o trabajo 
fuera del centro de internamiento”3335. 
 
La relevancia con que se dota a tal proyecto educativo nos indica cuál es el 
verdadero fundamento general del régimen de internamiento semiabierto que, salvando 
                                                             
3331 Cfr. Cuello Contreras, J.: El nuevo Derecho… ob. cit., pp. 102 y 103. 
3332 En este sentido, reproducimos la consideración sobre el concepto de “educación” de López 
Martín y Juan Ruíz por articularse en la misma línea que nuestra exposición: “La educación ya no es sólo 
aquello de sacar de dentro hacia fuera, ya no es sólo una tarea del educador y el educando. Ahora vamos a 
ir un poco más allá; la educación es un proceso de cambio en donde el individuo, a través de su 
interacción con la sociedad tiene la oportunidad de transformar sus estructuras innatas para ir ajustándose 
a ese lugar social”. Las cursivas son nuestras. Cfr. López Martín, E., y Juan Ruíz, A.: “Las posibilidades 
educativas…” ob. cit., p. 145. 
3333 Sobre el modelo resocializador basado en la terapia social, Vid. Cuello Contreras, J.: “La 
autonomía del Derecho penitenciario frente al Derecho penal y procesal”, en La Ley, Número 1, 1999, pp. 
1616 y ss.; refiriéndose específicamente a los menores infractores, Vid. Cuello Contreras, J.: El nuevo 
Derecho… ob. cit., p. 102.  
3334 Vid. Artículo 60.3, 4 y 5, de la LORRPM sobre la utilización de la privación de actividades 
recreativas como sanción.   
3335 Cfr. Cruz Blanca, Mª.J.: “Sobre las medidas…” ob. cit., p. 165. 





los delitos más graves y supuestos de violencia y peligro para la propia garantía de 
seguridad del menor y de aquellos que lo rodean
3336
, debiera manejar nuestra 
legislación; esto es, la finalidad de reeducación y resocialización de los menores 
infractores, su reconciliación con la víctima y su implicación con la reparación del daño 
causado
3337
. A pesar de ello, se trata del segundo régimen más grave de privación de 
libertad para el menor infractor, por lo que algunos autores le han otorgado la 
denominación de “prisión atenuada”3338. 
 
A pesar de que todas las medidas de internamiento llevan aparejadas la aplicación 
de un determinado programa educativo para el menor interno, la LORRPM parece 
haberlo vinculado con mayor puntualización al régimen semiabierto. La cuestión no es 
baladí, por cuanto pudiere significar, a mi juicio, que en el régimen semiabierto el 
proyecto educativo cobre una importancia esencial
3339
, mayor, si cabe, que en los dos 
regímenes restantes.  
 
Un programa individual de tratamiento se define, según Garrido Genovés, como 
“un conjunto estructurado de acciones o medios con el propósito de lograr una serie de 
objetivos previamente definidos, específicos de un sujeto en particular”3340. Al añadirle 
el adjetivo educativo, la definición quedaría completada del siguiente modo: “programa 
de educación individualizado que se basa en determinar qué es lo que se precisa conocer 
para especificar los objetivos a alcanzar, así como el modo en que esto se va a llevar a 
cabo, de forma que se salvaguarde y fomente el desarrollo del menor”3341. Este 
Programa educativo individual cumple, por tanto, una doble finalidad: por una parte, 
esta sostenido por una importante carga preventivo-especial, por cuanto implica un 
                                                             
3336 Lógicamente, como indica Aguirre Zamorano, el proyecto educativo exigido para el régimen 
de internamiento semiabierto debe ser diferente al establecido para el régimen cerrado. Vid. Aguirre 
Zamorano, P.: “Capítulo III…” ob. cit., p. 83. 
3337 Para el Grupo de Estudios de Política Criminal, la clave para la efectiva socialización es la 
salida del centro y el contacto con el medio social, precisamente una de las características diferenciadoras 
del régimen semiabierto respecto del régimen cerrado. Vid. Grupo de Estudios de Política Criminal: 
“Manifiesto a favor de una Justicia juvenil”, en Grupo de Estudios de Política Criminal: Un proyecto 
alternativo… ob. cit., p.  16.  
3338 Cfr. Ventura Faci, R., y Peláez Pérez, V.: La Ley Orgánica 5/2000… ob. cit., p. 61; Abel 
Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 115; el mismo: “Internamientos…” ob. cit., p.91. 
3339 Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Capítulo III…” ob. y loc. cit. 
3340 Cfr. Garrido Genovés, V.: “Los Centros…” ob. cit., p. 187. 
3341 Cfr. Garrido Genovés, V.: Pedagogía de la delincuencia juvenil. CEAC, Barcelona, 1989; y 
también, López Martín, E., y Juan Ruíz, A.: “Las posibilidades educativas…” ob. cit., p. 167. 





mayor contacto con las personas y una conexión con la comunidad y sus 
instituciones
3342
; a la par, la prevención general también está presente, aunque en grado 
menor que en el régimen cerrado, pues cubre una función de guarda y vigilancia del 
menor infractor, en cierto modo neutralizadora, estableciendo la adaptación del menor 
al orden interno del establecimiento donde cumplirá la medida. Ciertamente, según Cruz 
Márquez, la imposición de esta medida “estará únicamente justificada en aquellos 
supuestos en los que concurra una especial inestabilidad psicosocial del menor”3343, que 
le hace susceptible de la aplicación de un régimen en el que exista un cierto grado de 
vigilancia y custodia. 
 
Ello pudiera justificarse desde la propia naturaleza intermedia del régimen 
semiabierto. En el régimen cerrado, como vimos, el proyecto educativo debe tender a la 
consolidación de unos valores mínimos de convivencia social, cumpliendo una mayor 
carga la función de custodia del menor. En el régimen abierto, el proyecto educativo 
tiene una finalidad fundamentalmente reinsertadora, por cuanto, al haber adquirido (o 
poseer inicialmente) el menor unos valores sociales suficientes, sólo resta establecer su 
mayor vinculación
3344
 con el medio social. Por estas razones, el proyecto educativo del 
régimen semiabierto debería consistir en ser el nexo de unión entre ambos status, el 
paso intermedio, en el que el menor parta de unos mínimos, adquiridos bajo un 
                                                             
3342 Que correspondería con la intervención en el ámbito del propio menor en relación con el 
entorno del menor infractor. Según López Martín y Juan Ruíz, los objetivos generales del trabajo con el 
ámbito del menor serían: 1. Responsabilizar al menor en su proceso de adaptación social;  2. Aumentar la 
competencia psicosocial del sujeto para que se produzca una mayor adaptación a su entorno. 
3. Reducir las conductas antisociales que presente el menor, que le han hecho introducirse en el 
sistema judicial; 4. Integrar al menor en su entorno acercándolo a los agentes que pueden; conferirle 
apoyo social. Esta intervención se conjugaría con el trabajo en el entorno, cuyos objetivos serían: 1. 
Implicar a las instituciones sociales (escuelas, asociaciones, etc.) en el proceso de adaptación del menor; 
2. Potenciar el acercamiento de los recursos sociales de las diferentes zonas; 3. Coordinar la acción de los 
Servicios Sociales Municipales en el proceso de intervención con el menor. Cfr. López Martín, E., y Juan 
Ruíz, A.: “Las posibilidades educativas...” ob. cit., p. 169. 
3343 Cfr. Cruz Márquez, B.: La medida de internamiento y sus alternativas... ob. cit., p.  55. 
3344 Sobre la importancia de la vinculación social (teorías del apoyo social) en la prevención del 
delito y como medida de evitar la reincidencia, Vid. Garrido Genovés, V.: “ Los fundamentos científicos 
de la Ley de Responsabilidad Penal del Menor”, en Revista ICADE, Número 53, Madrid, 2001, pp. 13 A 
30. Disponible versión online (por la que citamos), en:  
http://www.upcomillas.es/servicios/serv_revi_ante.aspx, p. 14 (25/08/2010), p. 5; el mismo: “Tres pilares 
en la pedagogía de la delincuencia: el apoyo social, la justicia de la restauración, y la prevención 
familiar”, en López Martín, E., y Ripoll Spitteli, A. (Coords.): Justicia de Menores e intervención… ob. 
cit., p. 223 y ss. Asimismo, para mayores detalles sobre los programas de tratamiento con menores 
infractores basados en los principios de apoyo social, vid., in extenso, del mismo autor: El modelo de la 
competencia social de la ley de menores cómo predecir y evaluar para la intervención educativa. Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2006, passim. 





ambiente de mayor seguridad, y avance hasta su preparación para la vida en libertad. 
Aquí radica, en mi opinión, la importancia atribuida al proyecto educativo del régimen 
semiabierto. No obstante, al no existir en la LORRPM un verdadero sistema de 
progresión, a excepción de la potestad judicial para modificar o sustituir las medidas, 
esta función no tendría por qué llevarse a la práctica, siendo perfectamente posible la 
modificación de los objetivos del proyecto educativo sin necesidad de sustituir el 
régimen de internamiento.     
 
A. El primer modelo de Internamiento en régimen semiabierto.  
 
En el primer modelo publicado de la ley, antes de la modificación operada por la 
LO 8/2006, nos encontrábamos con una medida que poco o nada se distinguía de la 
medida de internamiento en régimen abierto
3345
, por cuanto en el texto legal no había 
referencias específicas al contenido diferenciador de ambas. Se trataba, por tanto, de un 





El Proyecto de Ley penal del menor formulaba el internamiento en régimen 
semiabierto con unos términos sutilmente diferentes: 
 
“Las personas sometidas a esta medida residirán en el centro, pero, siempre que sea posible, 
realizarán fuera del mismo las actividades formativas, educativas, laborales y de ocio”. 
 
Al introducir en la literalidad del precepto la formula “siempre que sea posible”, 
se entendió que podría desnaturalizarse el régimen semiabierto, convirtiéndose “de 
                                                             
3345 Vid. El punto V.1., de la Circular 1/2000… cit.; Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 1ª 
Ed., ob. cit., p. 183; Tomé Tamame, J.C.: “Ley Orgánica reguladora… (y II)” ob. cit., versión online s/n, 
quien consideraba que “su tratamiento debe ser conjunto, toda vez que las diferencias existentes entre 
ellos son escasas”, por lo que, en opinión del autor, “estas dos medidas tendrían que estar unificadas bajo 
la misma denominación y ser el equipo docente del centro el que graduara la medida de acuerdo con las 
necesidades del menor al ingresar y con la evolución que fuera experimentando con los programas 
educativos”; Pérez Ferrer, F.: “La nueva regulación…” ob. cit., p. 8; Higuera Guimerá, J.F.: Derecho 
Penal Juvenil… ob. cit., p. 342.; Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 115; el mismo 
“Internamientos…” ob. cit., p. 92. 
3346 Vid. Artículo 25.1., in fine del RM. 





hecho y sin ninguna precisión en régimen cerrado”3347. La supresión de esta clausula 
lingüística dejó la primera redacción en un tiempo verbal imperativo: realizarán. 
 
Ante la similitud de los regímenes abierto y semiabierto, la Fiscalía General del 
Estado intentó buscar una distinción entre ambos en los medios y servicios de los 
centros
3348
, alegando que en el internamiento abierto se realizarían todas las actividades 
fuera del centro, mientras que en el caso del internamiento semiabierto este debería 
contar con el equipamiento necesario para realizar actividades formativas y educativas 
fuera del centro, “no obstante, de que algunas de ellas se realizaran fuera del 
mismo”3349. Siguiendo esta interpretación llegaríamos a la conclusión de que el 
internamiento semiabierto tan sólo admitía la posibilidad de realizar algunas tareas 
formativo-educativas extra muros, por lo que, finalmente, en la práctica prevalecería la 
definición del anteproyecto.    
 
Una importante cuestión resulta de que, al igual que en la LO 4/1992, en la 
LORRPM tampoco se abordara verdaderamente un régimen de salidas
3350
 de todos los 
fines de semana
3351
, equivalente al abierto. El RM, en su art. 46 determina las salidas de 
fin de semana para este régimen específico
3352
, limitando considerablemente la libertad 
de los internos
3353
 al establecer un periodo mínimo de cumplimiento para su concesión. 
En tal sentido, es criticable que un reglamento establezca restricciones a la libertad de 
                                                             
3347 Vid. La enmienda realizada por la Diputado del Grupo Parlamentario Mixto Lasagabaster 
Olazábal, en BOCG, VI Legislatura, Serie A: Proyectos de Ley, Número 144-12, de 15 de octubre de 
1999, artículo 7. También, Vid., De Urbano Castrillo, E., y De la Rosa Cortina, J.M.: Comentarios… 
(2001) ob. cit., p. 134; González Tascón, Mª.M.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 45 y nota al pie.   
3348 Sobre esta cuestión, consúltese el capítulo correspondiente a los centros de internamiento. 
3349 Vid. Punto V.1., de la Circular 1/2000… cit. 
3350 Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., pp. 221 y 222; el mismo: “Medidas 
aplicables…” ob. cit., p. 69; Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p. 197; Puente 
Aba, L.Mª.: “Nuevas reformas...” ob. cit., p. 103. 
3351 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 1ª Ed., ob. cit., p. 183. 
3352 Según el precepto citado, los menores internos en régimen semiabierto podrán disfrutar de 
salidas de fin de semana siempre que concurran los requisitos previstos para los permisos ordinarios (art. 
45.4. del RM) equiparándose a lo dispuesto para el régimen abierto. Sin embargo, en el apartado segundo 
del art. 46, se indica que “como regla general, los internados en régimen semiabierto podrán disfrutar de 
una salida al mes hasta cumplir el primer tercio del período de internamiento y de dos salidas al mes 
durante el resto, salvo que la evolución del menor aconseje otra cosa”.  
3353 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 3ª Ed., ob. cit., p. 197. En este sentido, 
advierte Puente Aba, resulta más correcta la regulación ofrecida por los arts. 154 y siguientes del RP 
1996, y los arts. 47 y 48 de la LOGP; ambos precisan el número de días de permiso a los que tiene 
derecho un interno, de forma que es la Ley la que contiene las normas básicas en relación con la 
restricción de la libertad individual. Vid. Puente Aba, L.Mª.: “Nuevas reformas...” ob. cit., p. 104. 





este régimen, entendiéndose, además, que esta primera redacción tan sólo cumplía con 
un criterio de diferenciación de la medida de régimen de semilibertad con la de 




Anteriormente a la entrada en vigor de la última de las modificaciones de la 
LORRPM, la realización de actividades fuera del centro en este régimen revestía de un 
carácter obligatorio, por cuanto el texto incluía la expresión “realizarán”3355. Esta 
expresión daba un sentido de obligatoriedad (de mandato legal) lo que confería al 
régimen semiabierto un significado que lo diferenciaba del régimen cerrado y, a su vez 
lo acercaba al del régimen abierto. 
 
B. El modelo restringido
3356
 de internamiento en régimen semiabierto de la 
LO 8/2006. 
 
Con la entrada en vigor de las modificaciones operadas por la LO 8/2006, se 
introdujeron importantes cambios en la letra b. del art. 7.1 LORPM, tras los cuales, se 
configura esta medida de una manera “radicalmente distinta”3357. La nueva versión del 
artículo tendría la siguiente redacción: 
 
“Las personas sometidas a esta medida residirán en el centro, pero podrán realizar fuera del 
mismo alguna o algunas de las actividades formativas, educativas, laborales y de ocio establecidas en el 
programa individualizado de ejecución de la medida. La realización de actividades fuera del centro 
quedará condicionada a la evolución de la persona y al cumplimiento de los objetivos previstos en las 
mismas, pudiendo el Juez de menores suspenderlas por tiempo determinado, acordando que todas las 
actividades se lleven a cabo dentro del centro”3358. 
 
En primer lugar, se observa que la obligatoriedad de la realización de las 
actividades fuera del centro queda transformada en un hecho condicionado, por cuanto 
la nueva redacción sustituye el imperativo “realizarán” por el potestativo “podrán 
                                                             
3354 Vid. Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 115; el mismo: “Internamientos…” ob. cit., 
p.  91. 
3355 Vid. Artículo 7.1.b., de la redacción original de la LORRPM previa a las reformas de la LO 
8/2006. 
3356 Vid. Puente Aba, L.Mª.: “Nuevas reformas…” ob. y loc. cit. 
3357 Cfr. Punto II.1., de la Circular 1/2007… cit.  
3358 Vid. Artículo 7.1.b., de la actual LORRPM. 





realizar”. El legislador plantea, por tanto, la opción3359, confiriendo la posibilidad al 
Juez de modificar el marco de las actividades, y que éstas se realicen en el propio 
centro. En definitiva, “posibilitando en cierta medida progresiones y regresiones”3360 
dentro del régimen de vida del internamiento en semilibertad. De este modo, el texto 
“acaba trazando una línea tenue entre esta medida y la de internamiento en régimen 
cerrado, dejando claro que más bien se trata de formas de cumplimiento de una misma 
medida”3361. Como resultado, la finalidad de esta medida sigue siendo muy similar a la 
anterior, pero con un cariz ligeramente menos socializador. Este régimen semiabierto 
debería tender, como señalamos antes, a profundizar en el contacto del menor con el 
entorno de su comunidad y a darle las herramientas necesarias para un proceso de 
integración social, por lo que sorprende que el legislador haya optado por convertir en 
accesoria la realización de actividades fuera del centro, puesto que se sitúa en el otro 




Otra de las nuevas aportaciones de la reforma, consiste en que la realización de 
estas actividades fuera del centro quedará condicionada a la evolución del menor y al 
cumplimiento de los objetivos previstos por ellas, pudiendo suspenderse, por parte del 
Juez, en el caso contrario. Por lo tanto, queda en manos del Juez de menores, como 
advertíamos antes, la responsabilidad de acomodar esta medida a los fines previstos, en 
principio, para ella. Aunque la confianza en el Juez sustenta la adecuada consecución de 
los objetivos de la medida, la redacción adolece quizá de un mayor rigor y taxatividad, 
pudiéndose haberse establecido más requisitos para el cese de las actividades, tales 
como supuestos tasados o el informe del equipo técnico de tratamiento del centro 
                                                             
3359 Vid. Martínez González, Mª.I.: “Título II...” ob. cit., p. 115. 
3360 Cfr. Punto II.1., de la Circular 1/2007… cit. 
3361 Cfr. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios... 
ob. cit., p.  138; De la Rosa Cortina, J. M.: “Novedades…” ob. cit., p. 55; en términos similares, De 
Urbano Castrillo, E., y De la Rosa Cortina, J.M.: La Responsabilidad penal… (2006), ob. cit., p.74; Cruz 
Blanca, Mª.J.: “Sobre las medidas…” ob. cit., p. 165, quien ha expresado que con la nueva redacción 
introducida por la LO 8/2006, “el internamiento en régimen semiabierto puede convertirse, de facto, en 
un internamiento en régimen cerrado (…), lo que puede ser más grave, hacer cumplir al menor una 
medida de internamiento en régimen cerrado fuera de los casos previstos en la LORRPM”. 
3362 Como acertadamente ha expuesto Puente Aba, “si lo que se pretendía era permitir la 
adaptabilidad de la medida al posterior comportamiento y evolución del menor, la propia Ley ya ofrecía 
mecanismos muy adecuados para este fin: el art. 13 LORRPM (art. 14 antes de la reforma), expresión de 
los principios de flexibilidad y de interés del menor que rigen esta normativa, permite modificar la 
medida impuesta en sentencia, siempre que ésta se revele inadecuada y se determine la idoneidad de otra 
clase de medida. Por lo tanto, ningún inconveniente habría para que, una vez comenzada la ejecución de 
un internamiento en régimen semiabierto, se sustituyera esta medida por la de internamiento cerrado”. 
Vid. Puente Aba, L.Mª.: “Nuevas reformas...” ob. cit., p. 105. 







. Según la interpretación de la Fiscalía General del Estado, plasmada en su 
Circular 1/2007 sobre criterios interpretativos a la luz de la nueva reforma de la 
LORRPM, se deberá exigir que la suspensión de las actividades extra muros sea 
motivada, así como la fijación de un plazo concreto de vigencia, pudiendo nuevamente 





La preocupación por el establecimiento de una mejor regulación de esta medida 
de internamiento o, incluso, su fusión con la medida de régimen abierto (creando dentro 
del mismo un sub-régimen adaptado al programa educativo del régimen de 
semilibertad), no es baladí, por cuanto los resultados en materia de reinserción y 
educación del menor pueden verse comprometidos, atendiendo a la severidad con la que 
se aplique la medida. Teniendo en cuenta que, por disposición legal, acuden a este 
régimen aquellos menores que no han cometido actos delictivos de gravedad, tal y como 
se expresa para la aplicación de medidas más rigurosas, la realización de actividades en 
el medio social es la regla diferenciadora principal de este modo de internamiento, y 
está dirigida a unos objetivos concretos. Para ilustrar esta reflexión, basten las palabras 
de la Magistrada-Juez María Fernanda García Pérez, especialista en Jurisdicción de 
menores, quien se expresa como sigue:  
 
“No obstante, por regla general, el internamiento en régimen semiabierto genera mejores 
resultados en tanto nos alejamos del concepto de espacio de contención, que quizá lleve más aparejado el 
cerrado, ya que el menor mantiene el contacto con el exterior a través de las actividades y permisos”3365. 
 
C. Regulación del internamiento en régimen semiabierto en el Reglamento de 
la LORRPM. 
 
El RM se ocupa principalmente del internamiento en régimen abierto en su 
artículo 25, en cuyo apartado segundo se establecen algunas de las condiciones de vida 
a las que estará sometido: 
                                                             
3363 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª. Ed., ob. cit., p. 207. 
3364 Cfr. Punto II.1., de la Circular 1/2007… cit. 
3365 Cfr. García Pérez, Mª.F.: “Experiencias prácticas en la ejecución judicial de las medidas”, en  
Pantoja García, F. (Dir.): La ley de responsabilidad penal del menor: situación actual… ob. cit., pp.  158 y 
159. 





“Art. 25. 1. Los menores en régimen semiabierto residirán en el centro, pero realizarán fuera de 
este alguna o algunas de las actividades formativas, educativas, laborales y de ocio, establecidas en el 
programa individualizado de ejecución de la medida. Este programa podrá establecer un régimen 
flexible que deje a la entidad pública un margen de decisión para su aplicación concreta. 
2. La actividad o actividades que se realicen en el exterior se ajustarán a los horarios y 
condiciones establecidos en el programa individualizado de ejecución de la medida, sin perjuicio de que, 
en función de la evolución personal del menor, la entidad pública pueda aumentar o disminuir las 
actividades en el exterior o los horarios, siempre dentro del margen establecido en el propio programa”.  
 
Como ha expresado González Tascón, la menor restricción de libertad que 
comporta esta medida en comparación con la medida de internamiento cerrado y su 
mayor gravedad respecto de la medida de internamiento en régimen abierto “se 
manifiesta también en su régimen de cumplimiento”3366. Dentro de dicho régimen 
podemos encontrar una regulación específica para los permisos de salida ordinarios, con 
un máximo de cuarenta días por año (art. 45.2., RM) distribuidos proporcionalmente en 
los dos semestres del año, no computándose dentro de estos topes los permisos 
extraordinarios, ni las salidas de fin de semana ni las salidas programadas
3367
. La 
duración máxima de cada permiso no excederá nunca de quince días. 
En cuanto a las polémicas salidas de fin de semana en esta medida de 
internamiento, tal y como se ha expuesto supra, el régimen semiabierto se equipara al 
régimen abierto en cuanto a la solicitud de aquellos permisos que reúnan las mismas 
condiciones exigibles para los permisos ordinarios (arts. 45.4., y 46.1. RM), pero 
restringiendo estas salidas hasta el cumplimiento del primer tercio de condena a una al 




                                                             
3366 Cfr. González Tascón, Mª.M.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 46. 
3367 El art. 48.1, 2 y 3, del RM define lo que se entiende por “salida programada” con los siguientes 
términos: “1. Son salidas programadas aquellas que, sin ser propias del régimen de internamiento 
abierto o semiabierto, ni constituir permisos ni salidas de fin de semana, organiza el centro para el 
desarrollo del programa individualizado de ejecución de la medida. 
2. Podrán disfrutar de salidas programadas los menores internados en régimen abierto y 
semiabierto cuando formen parte del programa individualizado de ejecución de la medida. 
3. Las salidas programadas se llevarán a cabo preferentemente durante los fines de semana y 
festivos. 
También podrán programarse en días laborales siempre que sean compatibles con los horarios de 
actividades del menor”. 
 





4.2.5. Duración de las medidas de internamiento en régimen semiabierto. 
 
La duración de la medida del régimen de semilibertad ha permanecido inalterada 
por las tres modificaciones operadas sobre la LORRPM. Para determinar su duración 
debemos atender a lo expuesto en el art. 9.3., de esta disposición, estableciéndose, por 
tanto, el límite general de medidas de internamiento en dos años. 
 
No deja de llamar la atención que, a diferencia de lo que puede apreciarse en el 
caso de las medidas de internamiento en régimen cerrado, las demás medidas de 
internamiento no presenten un catálogo de excepciones a su duración tan amplio, y que 
la única que se vea prolongada de manera cuantitativa sea la más grave que plantea el 
ordenamiento penal de menores, cuando, lo lógico, habría sido restringir con mayor 
rigurosidad la aplicación de la misma en favor de las de régimen de semilibertad y 
abierto. Del mismo modo, tampoco se establece límite mínimo alguno para esta medida 
en la Ley, ni condiciones de cumplimiento tales como periodos mínimos para su 
sustitución o modificación. 
 
4.2.6. Internamiento de menores en régimen semiabierto y clasificación en 
segundo grado penitenciario (régimen ordinario). 
 
A. Internamiento en régimen semiabierto y régimen ordinario. 
 
Dentro de las medidas de internamiento, el régimen semiabierto debería 
conformar simplemente un régimen de transición para el menor, la manera de obtener 
las habilidades sociales necesarias como para pasar a adaptarse a la vida dentro de la 
comunidad. Tales modalidades propias de la LORRPM, parecen corresponderse con el 
segundo grado penitenciario
3368
 al que le corresponde el régimen de vida ordinario. 
Una comparativa que ha salido reforzada tras las reformas de la LO 8/2006.  
 
Serán clasificados en segundo grado los penados en quienes concurran unas 
circunstancias personales y penitenciarias de normal convivencia, pero sin capacidad 
                                                             
3368 Vid. Aguilar Villuendas, V.J.: “La Ley Penal del Menor…” ob. cit., p.  10. 





para vivir por el momento en semilibertad
3369
; a su vez, a este grado de clasificación le 
corresponderá el régimen de vida ordinario
3370
. Establecido como régimen de vida 
general, con carácter muy amplio
3371
 en el ordenamiento penitenciario, por cuanto su 
cumplimiento “acoge por exclusión a los internos en quienes no concurren las 
circunstancias para ser clasificados en primer grado o en tercer grado, o bien por 
regresión del tercero, al igual de aquellos que no han sido clasificados”3372. Se trata, 
pues, “del grado de clasificación más habitual”3373. El régimen ordinario supone, por 
tanto, el siguiente paso hacia la resocialización, y a él se destinaran “aquellos penados 
que ofrezcan condiciones favorables en orden a su readaptación social”3374.  
 
En síntesis, el régimen ordinario es menos especializado que el cerrado y el 
abierto, por cuanto se aplica de modo subsidiario, cuando no es adecuada la aplicación 
de los anteriores, por lo que está llamado a ser “el término medio o punto de equilibrio 
entre el rigor regimental y la acción reinsertadora”3375. 
 
El cumplimiento de este grado penitenciario se destina a establecimientos de  
régimen ordinario o de régimen abierto
3376
. Es decir, tan sólo se excluyen los módulos 
de régimen cerrado para el cumplimiento de las clasificaciones en este grado, a 
diferencia de las medidas de internamiento de menores en las que se pueden utilizar 
indistintamente los mismos centros y establecimientos tanto para el cumplimiento de la 
medida de internamiento en régimen cerrado como la del semiabierto, eso sí, con las 
limitaciones anteriormente mencionadas de los primeros respecto a las salidas del 
centro. Así pues, en la norma penitenciaria existe, una evidente correspondencia entre 
los grados de clasificación y los medios materiales o establecimientos penitenciarios, 
                                                             
3369 Para una síntesis sobre nuestra legislación penitenciaria, Vid. Sanz Delgado, E.: “Panorámica 
del sistema penitenciario español”, en La Ley Penal, Número 45, Editorial La Ley, enero, Madrid, 2008, 
pp. 5-23. 
3370 Vid. Artículos 76 y ss., de la LOGP; y 101 del RP 1996. 
3371 Vid. Berdugo Gómez de la Torre, I., y Zúñiga Rodríguez, L. (Coords.): Manual… ob. cit., p. 
198. 
3372 Cfr. Zaragoza Huerta, J.: Derecho Penitenciario Español… ob. cit., p.  70. 
3373 Cfr. Bona i Puivert, R. “Clasificación y tratamiento penitenciario. Traslados y permisos de 
salida: su control jurisdiccional”, en Derecho Penitenciario. CGPJ, Madrid, 1995, p. 256. 
3374 Cfr. Garrido Guzmán, L.: Manual… ob. cit., p. 260. 
3375 Cfr. Armenta González-Palenzuela, F.J., y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento Penitenciario 
comentado... ob. cit., p.  192. 
3376 Vid. Artículo 72.1., de la LOGP. 





que únicamente se ve quebrada en el caso de los centros especiales
3377
; en el 
ordenamiento de menores, esta relación parece menos ajustada a la práctica forense en 
nuestro sistema. Puesto que, como veremos, los centros no encuentran en las 
disposiciones estatales una clasificación paritaria a la establecida en la LOGP, este 
ajuste entre clasificaciones o tipos de internamiento y centros de cumplimiento se pierde 
en gran medida. 
 
El Capítulo II, del Título III del RP de 1996, se encarga de establecer las normas 
generales del régimen ordinario. Realizaremos una comparativa de sus características 
conjuntamente con las del régimen semiabierto de la legislación de menores. 
 
1. Seguridad, Orden y Disciplina
 
son las consignas a tener en cuenta
3378
. Los 
internos que se encuentran en este grado de clasificación estarán sometidos a horarios 
aprobados por el Consejo de Dirección, actividades obligatorias y otras de carácter 
opcional y de su libre elección
3379
. El deber de cumplimiento de estos horarios 
constituye, “la clave para conseguir una ordenada convivencia en el interior del centro” 
en el que se engloba, además, otro más amplio: “el acatamiento de las normas de 
régimen interno”3380. 
 
Los internos deberán ser informados de las normas de régimen
3381
 interior para su 
mejor cumplimiento y estarán supeditados a ellas. Asimismo, en aras de la construcción 
en el fuero interno de los reclusos de las adecuadas habilidades sociales, los usos de 
higiene y cuidado personal adecuados, se verán obligados a cumplir las medidas 
sanitarias que se adopten, así como a mantener su celda y las instalaciones en buen 
estado de limpieza
3382
. En definitiva, se otorga a los penados en este grado penitenciario 
una mayor amplitud de movimientos dentro del establecimiento, con un control y una 
vigilancia constante pero “discreta”3383.  
 
                                                             
3377 Vid. García Valdés, C.: Comentarios… ob. cit., p.  226. 
3378 Vid. Artículo 76.1., del RP 1996. 
3379 Vid. Artículo 77.1., del RP 1996. 
3380 Cfr. Armenta González-Palenzuela, F.J., y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento Penitenciario 
comentado... ob. cit., p.  235. 
3381 Vid. Artículo 77.5., del RP 1996. 
3382 Vid. Artículo 29.2., de la LOGP; y también  Artículo 78.1 y 2, del RP 1996.  
3383 Vid. Garrido Guzmán, L.: Manual… ob. y loc. cit. 





De un modo similar, el menor infractor sometido al régimen semiabierto de 
internamiento estará “sujeto al programa y régimen interno del mismo”3384, lo que 
quiere decir que el menor deberá acatar las reglas de régimen interno del mismo. Que la 
posibilidad de realización de actividades fuera del centro esté condicionada a la 
evolución personal del menor
3385
, pudiendo la entidad pública “aumentar o disminuir 
las actividades en el exterior o los horarios, siempre dentro del margen establecido en 
el propio programa”3386, implica la vigilancia del mismo y el control del cumplimiento 
de los objetivos de su programa educativo individualizado. 
 
2. Trabajo y Formación
3387
: Con la consideración de actividad básica en este 
régimen, el trabajo penitenciario toma el testigo de ser no sólo un “derecho del recluso”, 
sino también, “la base de su readaptación social, a través de una laboterapia 
capacitadora”3388, por cuanto la inactividad de los reclusos no es deseable al suponer un 
perjuicio para el propio interno, que tendrá menos oportunidades de evaluación positiva 
y por tanto de progresión hacia el régimen abierto. Según la doctrina constitucional, el 
trabajo penitenciario como un derecho de aplicación progresiva “cuya efectividad se 
encuentra condicionada a los medios de que disponga la Administración en cada 
momento”3389. La actividad laboral de los talleres productivos de los centros 
penitenciarios se enmarca en la denominada “Relación Laboral Especial Penitenciaria”, 
regulada en el Real Decreto 782/2001, de 6 de julio, por el que se regula la relación 
laboral de carácter especial de los penados que realicen actividades laborales en 
talleres penitenciarios y la protección de Seguridad Social de los sometidos a penas de 
trabajo en beneficio de la comunidad. La regulación de la actividad laboral de los 
menores internos está definida en unos términos especiales en el RM, con base en la 
minoría de edad de los internos. Así, como en el caso de los penados adultos, en la 
normativa penal de menores infractores se establece una relación laboral normalizada 
para aquellos trabajos realizados fuera del centro de internamiento
3390
, mientras que en 
                                                             
3384 Cfr. Punto III.16., de la Exposición de Motivos de la LORRPM. 
3385 Cfr. Artículo 7.1.b., de la LORRPM. 
3386 Cfr. Artículo 25.2., del RM. 
3387 Vid. Artículo 76.4., del RP 1996. 
3388 Cfr. García Valdés, C.: La nueva Penología. Colección de criminología y derecho penal, 
Publicaciones del instituto de criminología de la Universidad de Madrid, Madrid, 1977, p. 18. 
3389 Vid. Sentencias del Tribunal Constitucional Número 172/1989 y Número 17/1993. 
3390 Vid. Artículo 53.3., del RM, que dispone que “la relación laboral de los internos que se 
desarrolle fuera de los centros y esté sometida a un sistema de contratación ordinaria con empresarios se 





el caso de la actividad laboral en los talleres intramuros “les será de aplicación la 
normativa reguladora de la relación laboral especial penitenciaria y de la protección de 
Seguridad Social establecida en la legislación vigente para este colectivo”3391. Para el 
caso de los menores se indican ciertas limitaciones o especialidades
3392
 a este régimen 
especial de trabajo. La entidad pública deberá lleva a cabo “las actuaciones necesarias 
para facilitar que dichos menores desarrollen actividades laborales remuneradas de 
carácter productivo, dentro o fuera de los centros, en función del régimen o tipo de 
internamiento”3393. 
 
Ha de indicarse en todo caso, que todos estos presupuestos tendrán su “razón de 
ser y su límite en el logro de una convivencia ordenada”3394. Podemos observar una 
importante similitud respecto a las consideraciones que anteriormente habíamos anotado 
en el caso de las medidas de internamiento en régimen semiabierto, en materia de 
responsabilidad penal de menores, ya que en el RM, se nos indica, en su art. 25, una 
mayor flexibilidad y un claro principio reeducador, en interés superior del menor, 
respecto al régimen de internamiento cerrado. Se incluye en este artículo una remisión a 
la Administración para su aplicación: este programa educativo “podrá establecer un 
                                                                                                                                                                                  
regulará por la legislación laboral común, sin perjuicio de la supervisión que en el desarrollo de estos 
contratos se pueda realizar por la entidad pública competente sobre su adecuación con el programa de 
ejecución de la medida”. 
3391 Cfr. Artículo 53.4., del RM.  
3392 Entre las que se incluyen: “1. No podrán realizar trabajos nocturnos, ni aquellas actividades o 
puestos de trabajo prohibidos a los menores. 2. No podrán realizar horas extraordinarias. 3. No podrán 
realizar más de ocho horas diarias de trabajo efectivo, incluyendo, en su caso, el tiempo dedicado a la 
formación y, si trabajasen para varios empleadores, las horas realizadas para cada uno de ellos. 4. 
Siempre que la duración de la jornada diaria continuada exceda de cuatro horas y media, deberá 
establecerse un período de descanso durante dicha jornada no inferior a 30 minutos. 5. La duración del 
descanso semanal será como mínimo de dos días ininterrumpidos. 6. En su caso, se podrán establecer 
reglamentariamente otras especialidades que se consideren necesarias en relación con la normativa 
existente para los penados”. Cfr. Artículo 53.4.b., del RM.  
3393 Cfr. Artículo 53.2. del RM. Al respecto, la Subdirección General de Políticas Activas de 
Empleo del Ministerio de Trabajo e Inmigración, en el documento titulado “Medidas de fomento de la 
contratación: Contratos de Trabajo con incentivos al Empleo Medidas de Fomento del Empleo”, 
publicado en 2010, Madrid, pp. 16, 19 y 22; incluye, de forma análoga a los internos adultos en centros 
penitenciarios, a los “menores internos incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley Orgánica 5/2000, 
de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, cuya situación les permita acceder 
a un empleo y cuya relación laboral no esté incluida en el ámbito de aplicación de la relación laboral 
especial a que se refiere el artículo 53.4 del Reglamento de la citada Ley, aprobado por el Real Decreto 
1774/2004, de 30 de julio, así como los que se encuentran en situación de libertad vigilada y los ex 
internos”, para la concesión de contratos bonificados para trabajadores en situación de exclusión social, 
contratos temporales de fomento de empleo para personas en situación de exclusión social en empresas de 
inserción y contratos bonificados para trabajadores en situación de exclusión social en empresas de 
inserción. 
3394 Cfr. Artículo 76.1 in fine, del RP 1996. 





régimen flexible que deje a la entidad pública un margen de decisión para su 
aplicación concreta”3395. Del mismo modo, el principio de flexibilidad recogido en el 
art. 72.3. de la LOGP y 100.2. RP 1996, hace posible que los internos clasificados en 
segundo grado puedan realizar actividades laborales y formativas fuera del centro 
penitenciario. La diferencia fundamental entre el régimen de vida del segundo grado 
penitenciario y el del internamiento en régimen semiabierto -las salidas fuera de la 
institución- se estrecha y difumina gracias a este principio de flexibilidad, que convierte 
nuestra ordenación penitenciaria en un sistema inteligente
3396
, dinámico, y, en 
definitiva, humano, por cuanto adapta el régimen de vida a la personalidad del reo, en 




Esta flexibilidad, pudiera tener tanto una vertiente positiva como una negativa, 
dependiendo de si los elementos a combinar sean del tercer grado penitenciario o del 
primer grado respectivamente
3398
. Contra tal posibilidad regresiva se han pronunciado 
autores, habida cuenta del espíritu que transpira tal previsión reglamentaria y su 
significado como “el precepto matriz, reflejo y síntesis del cardinal artículo 72 
LOGP”3399, o “la auténtica consecuencia del sistema de individualización científica”3400, 
que siempre pensó en la posibilidad aperturista, permitiendo la clasificación inicial en 
tercer grado, en lugar de la regresión al primero que para ello no precisaba de tal 
sistema. 
 
Por otra parte, en el artículo 47.2. de la LOGP, se insertan los requisitos para los 
permisos ordinarios de salida que podrán disfrutar los internos en este grado de 
                                                             
3395 Cfr. Artículo 25, del RM. 
3396 Vid. Sanz Delgado, E.: “El trabajo penitenciario…” ob. cit., p. 2420. 
3397 Como expresará acertadamente Zaragoza Huerta, “el sistema de individualización científica, al 
atender al principio de flexibilidad, realmente confirma la voluntad de la normativa penitenciaria española 
de potenciar los fines primarios de la pena privativa de libertad, que no son otros que lograr la reinserción 
social del interno, recurriéndose a todos los medios posibles para tal fin”. Cfr. Zaragoza Huerta, J.: 
Derecho penitenciario… ob. cit., p. 136. 
3398 Vid. Ríos Martín, J. C.: Manual de ejecución penitenciaria. Defenderse de la cárcel. 5ª Ed., 
Colex, Madrid, 2009, p.  87. 
3399 Al respecto, Sanz Delgado se ha referido a la exigencia de una “flexibilidad positiva”, en 
correlativo significado de la prevención especial positiva, constituyendo en sus palabras “el párrafo 
normativo de mayor trascendencia y ductilidad en materia de clasificación, encaminada a la recuperación 
de la individualización científica, desnaturalizada tras las reformas de 2003”. Cfr. Sanz Delgado, E.: “El 
trabajo penitenciario…” ob. cit.,  p. 2410. 
3400 Cfr. Armenta González-Palenzuela F.J. y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento Penitenciario 
comentado… ob. cit., p.  220. 





clasificación, con un máximo de treinta y seis días anuales
3401
. Dichos permisos han de 
ser autorizados por el Juez de Vigilancia Penitenciaria si su duración es superior a dos 
días
3402
, pero no tienen el mismo objetivo que las salidas propias de actividades que se 
establecen para el régimen semiabierto de las medidas de internamiento, ya que éstas 
últimas están orientadas no únicamente a la integración del menor en el seno de la 
comunidad, sino también a la realización de actividades educativas. 
 
Ya aventurábamos supra que, lamentablemente, a partir de la reforma introducida 
por la LO 8/2006, la medida de internamiento en régimen semiabierto de la LORRPM, 
ha visto su significado verdaderamente alterado, estableciéndose ahora como una 




Las actividades a realizar fuera del recinto del centro pueden ser suspendidas en 
cualquier momento por el Juez, por lo que pasarían a desarrollarse en el interior del 
centro de internamiento, lo cual nos acerca al régimen de encierro y pudiera encontrarse 
un paralelismo entre tal condicionante y una “pseudo-regresión de grado”, en relación 
con el comportamiento del menor infractor y su expediente. Es preocupante que no se 
delimiten en la propia ley aquellos factores que pudieran inducir a esta decisión judicial, 
como lo es que tampoco se establezca ningún límite a esta “conversión” de régimen, ni 
se fije ningún tipo de tiempo de suspensión, habida cuenta que hablamos de transformar 
un régimen de adaptación a la vida en comunidad y socialización del menor y orientado 
a la generación de un ambiente autónomo más progresivo, en un régimen más 
neutralizador y restringido. Asimismo, se echa en falta una regulación específica de las 
salidas de fin de semana en la LORRPM, para establecer una diferencia clave con el 
internamiento en régimen cerrado, pues el RM, en su art. 46, establece, a modo de 
período de seguridad en materia de permisos, que los internados podrán disfrutar de una 
salida al mes hasta cumplir el primer tercio de la medida, y dos al mes durante el resto, 
evidenciando la menor congruencia de esta disposición y la necesidad de no restringir 
en exceso la libertad del menor para que cumpla con los objetivos del programa. En la 
                                                             
3401 Materia regulada administrativamente en profundidad en la Instrucción 3/2008, de 6 de marzo, 
de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias, bajo el título: “Normativa sobre salidas de los 
internos de los centros penitenciarios. Permisos de salida y salidas programadas”. 
3402 Vid. Artículo 76.i., de la LOGP. 
3403 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., pp. 206-207; Aguilar 
Villuendas, V.J.: “La Ley Penal del Menor…” ob. cit., p. 10. 





contraparte penitenciaria de adultos, también nos encontramos con este periodo de 
seguridad. Así, sorprende que la normalidad en el régimen de adultos sea el régimen 
ordinario, tras la clasificación de penados, y se prevea únicamente en el art. 47 de la 
LOGP el requisito del cumplimiento por el interno de una cuarta parte de la condena 
impuesta (así como un pronóstico favorable de reinserción) para la posibilidad de 
obtener permisos de salida que, por supuesto, se incrementan en el régimen abierto, al 
que pudiera pasar el interno tras el cumplimiento de la mitad de su condena (ex art. 36 
CP reformado por la LO 7/2003
3404
). Se constata por ello una diferencia con la realidad 
normativa de los menores que, habida cuenta de los porcentajes exigidos para el disfrute 
de tales mecanismos resocializadores se encuentran en posición desventajosa en 
comparación con los adultos. 
 
Encontramos, en la propia Exposición de Motivos de la LORRPM, los principios 
de este tipo de internamiento en semilibertad que, asimismo, comparten el objetivo de 
establecer una vida de convivencia y disciplina respecto al régimen interno de los 
centros, persiguiendo un fin evidente de evolución personal del menor y reeducación 
del mismo. Del mismo modo que en el caso del régimen ordinario, se busca una 
adecuación del menor interno hacia la vida en régimen abierto posterior
3405
. Tales 
principios o directrices a seguir se manifiestan como: 
 
1. Proyecto educativo (actividades educativas). 
2. Programa individualizado de ejecución de la medida (tratamiento). 
3. Contacto con personas e instituciones de la comunidad (resocialización). 
4. Actividades formativas (educativas, laborales etc.). 




                                                             
3404 Sobre la imposición de los periodos de seguridad introducidos por la LO 7/2003, Vid. in 
extenso, Leganés Gómez, S.: “Crónica de una sentencia anunciada: el período de seguridad”, en La Ley 
Penal, Número 37, Editorial La Ley, abril, Madrid, 2007, pp.  17 y ss.; y también, Molina Gimeno, F.J.: 
“El período de seguridad; individualización judicial versus individualización penitenciaria en la ejecución 
de penas graves”, en Diario la Ley, Año XXIX, Número 6966, Editorial La Ley, 12 junio 2008; 
disponible online en www.laleydigital.es (14/09/2010).  
3405 Vid. Exposición de Motivos. III.16., párrafo 3º. 





B. Internamiento en régimen semiabierto y régimen abierto restringido. 
 
Además del régimen ordinario y el régimen abierto propiamente dicho, 
encontramos el llamado régimen abierto restringido o impropio
3406
, se trata de un 
régimen de vida que se cumple en centros destinados a los presos clasificados en 
segundo grado penitenciario, estableciendo una limitación al régimen normal de tercer 
grado, incluye, no obstante, la ventaja para los internos de que podrán salir el fin de 
semana
3407
. Aunque se trata de un régimen abierto, ya que es necesario que el interno se 
encuentre clasificado en el tercer grado penitenciario, se caracteriza por su especial 
reglamentación y restricción en la libertad de salida de los establecimientos 
penitenciarios. No obstante, la normativa establece que su conexión con el régimen 
abierto debe ser lo más cercana posible
3408
, favoreciendo por tanto a esta clase de 
internos y aproximándolos a un régimen de vida menos severo. 
 
Esta modalidad de régimen de vida se aplicará tan sólo a individuos que cumplan 
los presupuestos enunciados en el artículo 82.1. del RP 1996: 
 
a) penados clasificados en tercer grado 
b) peculiar trayectoria delictiva 
c) personalidad anómala o condiciones personales diversas 
d) imposibilidad de desempeñar un trabajo en el exterior o lo aconseje su 
tratamiento penitenciario, dictado por la Junta de Tratamiento. 
 
El régimen abierto restringido “tendrá como objetivo ayudar al interno a que 
inicie la búsqueda de un medio de subsistencia para el futuro o, en su defecto, encontrar 
alguna asociación o institución pública o privada para su apoyo o acogida en el 
momento de su salida en libertad”3409. 
 
                                                             
3406 Para Rodríguez Alonso el término “restringido” empleado por el RP 1996 no es procedente, 
“por cuanto la Ley penitenciaria no admite dentro del tipo de régimen abierto, subtipos o modalidades de 
régimen. Lo más correcto hubiera sido suprimir el término “restringido” para referirlo a la modalidad 
tratamental de vida dentro del régimen abierto, al igual que se ha hecho con los establecimientos 
cerrados”. Vid. Rodríguez Alonso, A.: Lecciones... ob. cit., p. 188. 
3407 Vid. Ríos Martín, J. C.: Manual de ejecución penitenciaria… ob. cit., p. 151. 
3408 Vid. Artículo 82.4., del RP 1996. 
3409 Cfr. Artículo 82. 3., del RP 1996. 





La meta prioritaria de este régimen abierto restringido es exactamente la misma 
que en el caso del régimen abierto general, la potenciación de la inserción social 
positiva
3410
; sin embargo, en base a las circunstancias anteriormente expuestas, esta 
integración se realiza estableciendo una más lenta progresión en el contacto del interno 
con el entorno social. 
 
Además de estas dos modalidades, encontramos que un sector de la doctrina 
entiende que existe una tercera modalidad, relacionada con los permisos de salida; así, 
Racionero Carmona, señala que “aunque el RP solo se refiere formalmente a estas dos 
modalidades, desliza otra en el artículo 86, dedicado a las salidas del establecimiento, 
que es, en mi opinión intolerable”3411. 
 
En efecto, en el apartado cuarto del artículo 86 del RP 1996 se indica que el 
interno deberá permanecer un mínimo de ocho horas en establecimiento penitenciario, a 
no ser que se someta voluntariamente al control de su presencia fuera del mismo, en 
cuyo caso tan solo deberá permanecer en el centro el tiempo necesario para la 
continuación de su programa de tratamiento. Este control puede realizarse según este 




a) Mediante dispositivos telemáticos adecuados proporcionados por la 
Administración penitenciaria. 
b) Mediante otros mecanismos de control suficientes. 
 
Para Racionero Carmona esta visión, es “sencillamente, el cumplimiento de la 
pena, fuera de la cárcel y sin control judicial”3413. La viabilidad de la misma está 
relacionada con la falta o escasez de medios efectivos para que este tipo de situaciones 
se apliquen a la práctica penitenciaria con mayor frecuencia, lo cual supone un gasto 
bastante elevado actualmente. La regulación más específica de los medios telemáticos 
se encuentra en la Instrucción 13/2006, de 23 de agosto, estableciendo parámetros 
acerca de la aplicación del art. 86.4 RP 1996 y los medios telemáticos, en la que se 
                                                             
3410 Vid. Artículo 83.1., del RP 1996. 
3411 Cfr. Racionero Carmona, F.: Derecho penitenciario… ob. cit., p. 150. 
3412 Vid. Artículo 86.4 del RP de 1996. 
3413 Cfr. Racionero Carmona, F.: Derecho penitenciario... ob. cit., p. 151 





dispone que en todo momento los internos dependerán en todo momento del centro 
penitenciario de destino
3414
. No obstante, la poca definición con la que el artículo 
aborda otros mecanismos de control “suficientes”, que en todo caso quedarán a 
discreción de la Administración Penitenciaria, es más preocupante, por cuanto no se 
ofrecen alternativas ni se regulan ejemplos tan necesarios como medios, frecuencia del 
control, remisión al Juez de Vigilancia penitenciaria de los informes sobre el mismo, 
etc. La Instrucción 13/2006, en este sentido indica que “la aplicación de las previsiones 
del artículo 86.4 precisa un permanente seguimiento de los casos y debe ser 
periódicamente revisada”3415, aunque solo se indica que la periodicidad de este 
seguimiento será adecuado a los fines perseguidos
3416
 de reinserción. 
 
Aunque hemos señalado cierto paralelismo entre el internamiento en régimen de 
semilibertad y el segundo grado de clasificación penitenciaria, bien podría incluirse 
dentro de esta comparativa el grado de internamiento mencionado, en la legislación de 
adultos, dentro del régimen de vida abierto en su vertiente restringida
3417
 (art. 82 RP 
1996). Como veíamos supra, antes de la reforma introducida por la LO 8/2006 la 
medida de internamiento en régimen de semilibertad y la medida de internamiento en 
régimen abierto tenían características, si no exactamente iguales, lo suficientemente 
parecidas como para poder establecer una semejanza pronunciada entre ellos.  
 
Entiendo que, con base a tal consideración, el régimen abierto restringido tiene 
mayores similitudes quizá con el tratamiento ambulatorio de la LORRPM, por cuanto 
se fija en base a la personalidad del sujeto infractor. La salvedad a esta comparación es 
obvia, mientras que el régimen abierto restringido supone una menor amplitud de 
libertad, el tratamiento ambulatorio supone, al menos como medida propiamente dicha y 
no complementaria, que el menor se encuentre plenamente integrado en la comunidad, 
por lo que favorece, en lugar de limitar, las salidas del menor. Además de ello, para 
establecer un régimen abierto restringido no es necesario que el interno este inmerso en 
                                                             
3414 Vid. Instrucción 13/2006, de 23 de agosto, de la Dirección General de Instituciones 
Penitenciarias (Ministerio del Interior) sobre la aplicación del artículo 86.4 del Reglamento 
Penitenciario, p. 2. 
3415 Vid. Instrucción 13/2006 … cit., p. 2. 
3416 Vid. Instrucción 13/2006… cit., p. 5. 
3417 Vid. Aguilar Villuendas, V.J.: “La Ley Penal del Menor…” ob. cit., p.  18.  





un proceso de desintoxicación o posea una anomalía psíquica
3418
.  Estas consideraciones 
nos llevan a alejar la comparación del internamiento en régimen de semilibertad al 
tercer grado penitenciario, y al tratamiento ambulatorio del régimen abierto restringido 
de la norma penitenciaria, aunque se establezcan entre ellos algunos paralelismos. 
 
En la comparativa con el régimen de internamiento abierto, no parece existir una 
figura afín al régimen abierto restringido, por cuanto la LORRPM especifica claramente 
que todas las actividades del programa educativo se realizaran fuera del centro de 
internamiento. Aunque también dispone el mínimo de ocho horas de cumplimiento
3419
 
en el centro del internamiento, y la posibilidad de no pernoctar en el centro de menores, 
e incluso llevar el cumplimiento de la medida fuera del centro en “viviendas o 
instituciones de carácter familiar”3420, no se prevé en la norma la posibilidad de control 
telemático
3421
. Esta circunstancia puede suponer un “régimen penitenciario” menos 
dinámico para el menor, en detrimento de su interés. 
 
4.2.7. Internamiento en Régimen Abierto (Artículo 7 LORRPM y Artículo 26 
R.D. 1774/2004, de 30 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la LORRPM). 
 
Definido tanto en la Exposición de Motivos de la Ley, como en el artículo 7.2.c de 
la LORRPM, se caracteriza por constituir la medida de internamiento más leve, en la 
que los jóvenes infractores llevarán a cabo todas las actividades del proyecto educativo 
en los servicios normalizados del entorno, es decir, otros edificios comunes e integrados 
                                                             
3418 El régimen abierto impropio o restringido puede definirse como “una situación transitoria en la 
que fundamentalmente se encuentran los internos que por su comportamiento, condena y pronóstico 
pueden disfrutar del régimen (abierto) propio, pero al no tener en el exterior una plaza laboral se le 
mantiene dentro del Establecimiento. El interno tiene un puesto de trabajo en el Establecimiento, se le 
incluye en las actividades terapéuticas específicas y puede realizar salidas puntuales para realizar 
actividades en el exterior (gestiones, cursos formativos, etc.). Sólo se les permitiría abandonar la prisión 
los fines de semana”. Cfr. Berdugo Gómez de la Torre, I., y Zúñiga Rodríguez, L. (Coords.): Manual… 
ob. cit., p. 201. 
3419 Vid. Artículo 26.3., del RM. Una parte de la doctrina entiende como medio de diferenciación 
entre el régimen de semilibertad y el régimen abierto de internamiento de menores. De este modo, en el 
primero de los casos, el régimen semiabierto, el menor tendrá necesariamente que pernoctar en el centro, 
mientras que en el caso del régimen abierto, ex art. 26 del RM, se indica que “el tiempo mínimo de 
permanencia en el centro abierto será de ocho horas debiendo pernoctar en él aunque podrá, si lo aprueba 
el Juez de menores, hacerlo fuera del centro durante periodos determinados…”. Al respecto, Vid. Ornosa 
Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p. 207; y también, siguiendo a la autora citada, Cruz 
Blanca, Mª.J.: “Sobre las medidas…” ob. cit., p. 166. 
3420 Cfr. Artículo 26.4., del RM. 
3421 Vid. Cervelló Donderis, V.: La medida de internamiento… ob. cit., p. 95. 





en la comunidad diferentes al centro de internamiento, residiendo en éste como 
domicilio habitual, con sujeción al programa y régimen interno del mismo
3422
. En 
consecuencia,  tal y como han expuesto Ventura Faci y Pélaez Pérez, el régimen abierto 
de internamiento debe aportar al menor un “marco de educación próximo al 
normalizado” y, además del programa educativo individualizado, “controles de 
acompañamiento y de las obligaciones escolares”3423. 
 
La redacción de la medida de internamiento en régimen abierto también formaba 
parte del anterior elenco de medidas del art. 17 de la LO 4/1992
3424
, y su composición se 
ha mantenido intacto a pesar de todas las reformas de la LORRPM
3425
. Sin embargo, su 
significado no ha permanecido inalterado tras las modificaciones de la LO 8/2006 que, 
como hemos tenido ocasión de señalar, ha distanciado el régimen abierto de la medida 




A. La regulación del internamiento en régimen abierto en la LORRPM.  
 
En un primer momento de coincidencia en la regulación de ambos regímenes
3427
, 
Ornosa Fernández opinaba que el legislador había mantenido el régimen abierto como 
remisión a la anterior regulación correccional de los Tribunales de Menores, donde no 
solamente se imponía esta medida a los menores infractores, sino también a aquellos en 
situación de desamparo o a los que se consideraba, necesitaban la protección y cuidado 
del Estado. Dicho planteamiento, asistencial y paternalista, propio de los modelos 
                                                             
3422 Vid. Artículo 7.1.c., de la LORRPM; y también, punto III.16, párrafo 4º, de la Exposición de 
Motivos de la LORRPM, a excepción del último inciso “con sujeción al programa y régimen de 
internamiento”. 
3423 Vid. Ventura Faci, R., y Peláez Pérez, V.: La Ley Orgánica 5/2000… ob. cit., p. 62; Abel 
Souto, M.: “Las medidas…”, ob. cit., p. 116; el mismo: “Internamientos…” ob. cit., p. 93. 
3424 Si bien, en esta ocasión en la LORRPM también se ofrece una noción más definida del 
significado concreto de la medida de internamiento en régimen abierto, que la distingue, en cualquier 
caso, de otras medidas de protección o educativas en medio abierto. Vid. Gómez Rivero, Mª.C.: “Algunos 
aspectos…” ob. cit., p. 182; Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 115; el mismo: 
“Internamientos…” ob. cit., p. 91. 
3425 De hecho, parece que esta medida ha encontrado completo acomodo en nuestro ordenamiento. 
En su tramitación parlamentaria el texto del Proyecto se aprobó sin modificaciones. Vid. De Urbano 
Castrillo, E., y De la Cortina, J.M. (Dirs.): Comentarios… ob. cit., p. 134. 
3426 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p. 206. 
3427 Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p. 222; el mismo: “Medidas aplicables…” 
ob. cit., p. 70; Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 116; el mismo: “Internamientos…”  ob. cit., 
p. 92. 





tutelares permitía que pudiera internarse a un menor infractor en los centros llamados 




Ciertamente, la figura del internamiento en régimen abierto ya se encontraba en la 
vieja regulación de la Ley de Tribunales de Menores de 1948, si bien, como pudimos 
ver en la primera parte de nuestro estudio sus antecedentes se remontan a los regímenes 
especiales para jóvenes corrigendos de los Presidios de Cádiz y Valencia. Actualmente, 
sin embargo, la adecuación de centros de protección no especializados para menores 
infractores ha sido muy criticada por la doctrina
3429
, por cuanto el nuevo modelo de 
justicia juvenil distingue entre el régimen de protección (menores en situación de riesgo 
social y menores de catorce años), y el régimen de reforma o penal (LORRPM). 
 
La principal diferencia entre este régimen y el semiabierto se encuentra pues en 
las especificaciones realizadas por la LO 8/2006, en la redacción del art. 7. Mientras que 
en el caso del régimen semiabierto, tan sólo “alguna o algunas”3430 de las actividades 
tendrán lugar fuera del centro; en el régimen abierto, se realizarán fuera “todas” las 
actividades
3431
, y se tendrá solamente a efectos de domicilio habitual
3432
 el 
establecimiento de cumplimiento de la medida. 
 
Del mismo modo que ocurría con el régimen semiabierto, sorprende que la 
LORRPM no haya establecido la preeminencia de este modo de internamiento, menos 
lesivo para la libertad del menor y más orientado a su reinserción, sobre el régimen 






                                                             
3428 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal…1ª Ed., ob. cit., p. 183. 
3429 Vid. Martínez González, Mª.I.: “Título II...” ob. cit., p.  115. 
3430 Cfr. Artículo 7.1.b., de la LORRPM. 
3431 Vid. Cruz Blanca, Mª.J.: “Sobre las medidas…” ob. cit., p. 166. 
3432 Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… 
ob. cit., p. 138. 





B. La regulación del internamiento en régimen abierto en el Reglamento de 
la LORRPM. 
 
Su desarrollo se encuentra en el RM, en el que se señala que las actividades en el 
exterior se realizaran en los horarios establecidos en los programas individuales de 
ejecución de la medida
3433
. Asimismo, se establece un tiempo mínimo de permanencia 
en el centro de ocho horas y, en todo caso, el menor deberá pernoctar en él, excepto 
cuando el mismo “realice en el exterior una actividad formativa o laboral cuyas 
características lo requieran, la entidad pública podrá proponer al juzgado de menores la 
posibilidad de no pernoctar en el centro durante un período determinado de tiempo y 
acudir a este solamente con la periodicidad concreta establecida, para realizar 
actividades determinadas del programa individualizado de ejecución de la medida”3434. 
Asimismo, como recuerda Cervelló Donderis, se prevé la posibilidad de vivir en 
viviendas del exterior “de manera similar a las unidades dependientes de adultos que 
regula el art. 165 RP”3435. La decisión al respecto la tomará el juzgado de menores a 
propuesta de la entidad pública, que tendrá que tener en cuenta el interés superior del 
menor y sus circunstancias personales, así como su evolución en el cumplimiento de la 
medida de internamiento en régimen abierto (art. 26.4 RM). 
 
En cuanto al régimen de vida de la medida de internamiento en régimen abierto, 
se diferencia respecto a las anteriores medidas en una mayor permisividad y aumento 
cuantitativo en los desplazamientos del menor extra muros; hasta sesenta días de 
permisos de salida ordinarios (art. 45 RM) y salidas de fin de semana, como norma 
general, todas las semanas (art. 46 RM). 
 
4.2.8. Duración de la medida de internamiento en régimen abierto. 
 
Con anterioridad a la entrada en vigor de la LO 8/2006, esta medida, al igual que 
ocurría con el régimen de internamiento en semilibertad, podía llegar a un máximo de 
cumplimiento de cinco años para los menores a partir de los dieciséis años, si el ilícito 
                                                             
3433 Vid. Artículo 26.2, 26.3 y 26.5., del RM. 
3434 Vid. Artículo 26.3., del RM. 
3435 Cfr. Cervelló Donderis, V.: “Las medidas…” ob. cit., p. 152. Acerca de las unidades 
dependientes del art. 165 RP 1996, consúltese la siguiente parte de este trabajo. 





hubiera sido cometido con violencia o intimidación, o con grave peligro para la 
integridad de las personas
3436
. Actualmente, la duración de la medida de internamiento 
en régimen abierto no plantea ninguna novedad ni excepción a la regla dispuesta en el 
artículo 9.3. de la LORRPM, de duración máxima de dos años. 
 
La única cuestión relevante, es que no se incluya como medida estándar de 
internamiento y, al igual que indicamos con el caso del internamiento en semilibertad, 
resulta sorprendente que la regulación de la medida de internamiento en régimen 
cerrado contenga un catálogo mucho más amplio de casos aplicables en la práctica 
forense que esta medida. 
 
Atendiendo a las normas internacionales y comunitarias contempladas en el 
capítulo anterior, y siguiendo el razonamiento de buena parte de la doctrina la medida 
de internamiento debiera ser considerada como la ultima ratio en cuanto al catálogo de 
medidas disponibles
3437
, por cuanto sería deseable, al menos, que se estableciera la 
menos grave de las mismas, si es que debiera haber alguna por encima del arbitrio 
judicial, como medida de internamiento obligatoria, mientras que la de régimen cerrado 
debería relegarse a la excepcionalidad de los casos más graves (manteniéndose el 
número de internos en este régimen de cumplimiento siempre por debajo del 10% de la 
población total del centro). El llamado régimen abierto de internamiento estaría más 
cercano a los criterios de prevención especial y custodia del menor, por cuanto establece 
una relación mucho más amplia entre la comunidad y los sistemas de formación con él, 
además de procurarle el desarrollo de las habilidades sociales necesarias para su 
reinserción.  
 
Algunos autores han manifestado críticas acerca de la ausencia de una regulación 
propia de la duración del internamiento abierto, diferente a la del internamiento 
                                                             
3436 Vid. Artículo 9.4., de la LORRM, redacción anterior a la entrada en vigor de la LO 8/2006.  
3437 Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p. 223; en este mismo sentido, Vid. Cruz 
Márquez, B.: La medida del internamiento y sus alternativas… ob. cit., p. 35; Abel Souto, M.: 
“Internamientos…” ob. cit., p. 87. 









     
4.2.9. Internamiento de menores en régimen abierto y clasificación en tercer 
grado penitenciario (régimen abierto). 
 
A los internos clasificados en tercer grado penitenciario se les aplicará el régimen 
abierto
3439
. García Valdés, señalaba los orígenes de este régimen de vida penitenciario 
en el Código Penal Italiano de 1898 (régimen “all’aperto”), para después, 
conceptualizarlo con claridad meridiana, como sigue:  
 
“En dos puntos clave se asienta esta institución, en la ausencia de elementos de sujeción, es decir, 
la eliminación de obstáculos físicos contra la evasión, y en la confianza que se deposita en la 
autorresponsabilidad del interno”3440. 
 
 Siguiendo esta definición, los principios inspiradores del régimen abierto general 




1. Atenuación del control: se flexibilizan las medidas de seguridad, se atiende a 
un criterio de evolución favorable del interno en condiciones de vigilancia menos 
estrictas. 
2. Autorresponsabilidad: el régimen de vida en tercer grado es la antesala a la 
libertad condicional, por lo que “la propia Administración delega el deber de mantener 
el orden, la disciplina y la seguridad en la responsabilidad del interno (art. 83.2.b. RP 
                                                             
3438 Vid. Gómez Rivero, Mª.C.: “Algunos aspectos…” ob. cit., p. 182; Abel Souto, M.: “Las 
medidas…” ob. cit., p. 116; el mismo: “Internamientos…” ob. cit., p. 93. 
3439 Sobre la clasificación en este grado penitenciario, Vid. in extenso De Páiz Suárez, J.A.: “El 
tercer grado penitenciario”, en Diario La Ley, tomo I, Editorial La Ley, 1999; disponible versión online 
en: www.laleydigital.es (14/09/2010); y más recientemente, Leganés Gómez, S.: “Clasificación en tercer 
grado y medio abierto”, en La Ley Penal, Año VII, Número 67, Editorial La Ley, Madrid,  2010, pp. 55-
64.; el mismo autor: “Clasificación en tercer grado y medio abierto (y II)”, en La Ley Penal, Año VII, 
Número 68, Editorial La Ley, Madrid, 2010, pp. 44-86.  
3440 Cfr. García Valdés, C.: La nueva Penología… ob. cit., p. 51; el mismo: Introducción a la 
Penología… ob. cit., p. 159; el mismo: Comentarios … ob. cit., p. 45; en el mismo sentido, Vid. Zaragoza 
Huerta, J.: Derecho Penitenciario Español… ob. cit., p. 72. 
3441 Vid. Rodríguez Alonso, A.: Lecciones… ob. cit., p. 189; Armenta González-Palenzuela, F.J., y 
Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento Penitenciario comentado... ob. cit., p.  201. 





1996)”3442, acercándolo más a la normalidad de la vida fuera de prisión y preparándole 
para ella. Desaparece paulatinamente la llamada al orden estricto del segundo grado y se 
deja al interno un mayor grado de autonomía en sus decisiones. 
 
3. Normalización e integración: frente a otros grados de clasificación más 
estrictos, el tercer grado penitenciario busca la adecuación del interno no ya a la vida en 
prisión, ni a unos estándares de convivencia dentro del centro, sino en el medio social. 
Por ello, se posibilitan, en la medida de lo posible, las salidas fuera del establecimiento, 
el desarrollo de actividades extrapenitenciarias, especialmente trabajos y ocupaciones 
fuera del establecimiento, para fortalecer esos lazos con el medio exterior a la prisión.  
 
4. Prevención de la desestructuración: un principio que se encuentra en líneas 
generales dentro de la ideología que subyace a la norma penitenciaria, pero que en este 
grado de clasificación tiene, si cabe, un significado más amplio. Se trata de evitar los 
efectos más perjudiciales y la institucionalización de los internos, que en el caso del 
régimen abierto, se potencia con la relajación de las restricciones y las salidas del 
centro. 
 
5. Coordinación con recursos extrapenitenciarios: el aprovechamiento de los 
recursos asistenciales y sociales que se encuentran en el exterior de la prisión, es 
fundamental para establecer nexos de unión entre el interno y su nueva vida fuera del 
establecimiento. 
 
6. Efectos preventivos y resocializadores
3443
: Es necesario hacer hincapié en el 
papel resocializador de esta modalidad de clasificación penitenciaria y su 
correspondiente régimen de vida, puesto que sus esfuerzos están encaminados a dirigir 
al interno hacia la libertad condicional y la plena inserción en sociedad. Se cumplen de 
                                                             
3442 Cfr. Berdugo Gómez de la Torre, I., y Zúñiga Rodríguez, L. (Coords.): Manual… ob. cit., p. 
199. 
3443 Vid. García Valdés, C.: La nueva Penología… ob. cit., p. 53; en el mismo sentido, Vid. Mapelli 
Caffarena, B.: “El régimen penitenciario abierto”, en Cuadernos de Política Criminal, Número 7, Madrid, 
1979, p. 67; y más recientemente, Sainz de Rozas, R.: “El marco legislativo específico para el tercer 
grado penitenciario en régimen abierto”, en Asúa, A. (Coord..): Régimen Abierto en las prisiones, Estudio 
jurídico y sociológico sobre una alternativa sociopenitenciaria en la Comunidad Autónoma del País 
Vasco. Servicio Central de Publicaciones del Gobierno Vasco, Gráficas Santamaría,Victoria-Gasteiz, 
1992, p. 49. 





este modo el mandato constitucional y también el carácter de prevención especial de las 
penas privativas de libertad. El tercer grado, junto con la libertad condicional, es el 
exponente más claro y el resultado de la tradición humanitarista asentada en el régimen 
penitenciario actual. 
 
En el régimen abierto general, desde aquel modelo que pusiera en práctica 
Montesinos a partir del primer tercio del s. XIX (y en la reciente modalidad práctica de 
externalización del trabajo productivo para penados en segundo grado, en virtud del 
principio del flexibilidad del art. 100.2 RP)
3444
, el penado puede realizar actividades 
laborales en el exterior y después pernoctar en el centro penitenciario
3445
. Ahora bien, 
existe la posibilidad, tanto en la medida de régimen abierto prevista en la LORRPM, 
como en el tercer grado penitenciario, de que el menor y el penado no acudan tan 
siquiera a dormir al centro correspondiente de manera excepcional, esto se corresponde 
a un régimen menos limitado, que depende de la evolución del menor y de su 
expediente, así como de la trayectoria delictiva y personalidad anómala e imposibilidad 




En este tipo de clasificación penitenciaria se destinarán aquellos internos que han 
mostrado una evolución favorable desde el segundo grado penitenciario, o aquellos que 
han sido clasificados directamente en esta modalidad, por estimarse que se encuentran 
preparados para recibir el tratamiento penitenciario en semilibertad
3447
. Es posible por 
tanto, entender que no son válidos aquellos criterios de valoración basados en el mero 
cumplimiento de requisitos, tales como la ausencia de reincidencia, pues, en honor a las 
finalidades pretendidas y a un procedimiento de mayores garantías y seguridad jurídica, 
no cabe “basarse en criterios ajenos a la personalidad del recluso que nos permitirán 
                                                             
3444 Vid., al respecto, Sanz Delgado, E.: “El trabajo penitenciario…”, ob. cit., pp.   2403 a 2423. 
3445 Vid. Armenta González-Palenzuela, F.J., y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento Penitenciario 
comentado... ob. cit., p.  198. 
3446 Vid. Bona i Puivert, R.: “Clasificación y Tratamiento Penitenciario. Traslados y permisos de 
salida: su control jurisdiccional”, en Derecho Penitenciario… ob. cit., p.  255 y 256. 
3447 Vid. Ríos Martín, J. C.: Manual de ejecución penitenciaria… ob. cit., p.  154; en el mismo 
sentido, Vid. Armenta González-Palenzuela, F.J., y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento Penitenciario 
comentado... ob. cit., p.  197. 





concluir sin un régimen basado en la confianza repercutirá de cara a su 
resocialización”3448. 
 
Viendo las características de este régimen, fácilmente podremos establecer 
paralelismos con lo dispuesto para la medida de internamiento en régimen abierto de la 
LORRPM. En primer lugar, si debemos admitir -y lo haremos en el siguiente capítulo- 
que las medidas de seguridad de los centros de internamiento deben atenuarse respecto a 
los centros penitenciarios de adultos, con mayor razón en el caso de los centros abiertos 
estas deberán reducirse al mínimo imprescindible. En segundo lugar, si hemos admitido 
que el régimen semiabierto de internamiento tiene como objetivo la progresiva 
autonomía del menor, debemos admitir también que los menores bajo el régimen de 
internamiento abierto gozarán de un mayor grado de confianza por parte de la 
administración, y habrán adquirido la suficiente madurez y responsabilidad. Estos 
hechos se demuestran con la posibilidad de flexibilizar el régimen abierto de 
internamiento en orden a la realización de tareas educativas
3449
. Tampoco parece haber 
duda alguna sobre la normalización, integración y cooperación extrapenitenciaria que 
supone el régimen abierto de internamiento, por cuanto “los menores sujetos a esta 
medida llevarán a cabo en los servicios normalizados del entorno todas las actividades 
de carácter escolar, formativo y laboral”3450. Por último, aunque todo ingreso en un 
centro de internamiento está orientado a la vida en libertad y a la resocialización del 
menor, es innegable que el régimen abierto supone un mayor contacto del menor con su 
entorno social, por lo que su labor resocializadora es más concreta que los demás 
regímenes de internamiento.  
 
El régimen abierto estaba, en términos de García Valdés, concebido para albergar 
a casi la mitad de la población reclusa
3451
, por lo que es clara la intención de hacer que 
                                                             
3448 Cfr. Sainz de Rozas, R.: “El marco legislativo específico para el tercer grado penitenciario en 
régimen abierto”, en Asúa, A. (coord..): Régimen Abierto en las prisiones… ob. cit., p.  62. 
3449 Así, según dispone el art. 26.3. RM, “en general, el tiempo mínimo de permanencia en el 
centro será de ocho horas, y el menor deberá pernoctar en este. No obstante, cuando el menor realice en 
el exterior una actividad formativa o laboral cuyas características lo requieran, la entidad pública podrá 
proponer al juzgado de menores la posibilidad de no pernoctar en el centro durante un período 
determinado de tiempo y acudir a este solamente con la periodicidad concreta establecida, para realizar 
actividades determinadas del programa individualizado de ejecución de la medida, entrevistas y 
controles presenciales”. 
3450 Cfr. Artículo 26.1., del RM. 
3451 Vid. García Valdés, C.: Comentarios… ob. cit., p.  229. 





este modo de vida en prisión sea aplicable al máximo número de internos
3452
 y como 
modalidad normal de cumplimiento de la pena privativa de libertad
3453
, ya que ello 
conllevaría acercarlos más al objetivo final de reinserción. En el caso de los menores, 
curiosamente, según explica la Magistrada-Juez García Pérez, “la práctica judicial se 
caracteriza por la no imposición de esta medida, y ello por no considerarla útil, dado 
que con carácter general, los menores rechazan la idea de residir en un centro, 
prefiriendo hacerlo en su domicilio por muy negativo que sea su entorno familiar y 
social”3454. Al encontrarse descentralizada la competencia de control sobre la ejecución 
de las medidas para menores infractores, los datos exactos sobre el número de 
internamientos en régimen abierto es difícil de constatar
3455
; en el caso de los adultos, 
queda lejos la previsión realizada por el legislador de 1979, siendo muy inferior la 
población clasificada en el tercer grado penitenciario al 50% de la población reclusa
3456
. 
Ciertamente, la política criminal conservadora aplicada en los últimos años no ha 
contribuido al cumplimiento de este desiderátum.   
 
Entre los preceptos básicos o condiciones que los internos destinados a este 
régimen penitenciario abierto deben cumplir, que complementan el estudio de la 
personalidad del recluso realizado por parte del Equipo Técnico, para acceder a la 




1. Respetar las partes de privación de libertad que aún persistan. 
                                                             
3452 Vid. Armenta González-Palenzuela, F.J., y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento Penitenciario 
comentado... ob. cit., p.  199. 
3453 Vid. Sainz de Rozas, R.: “El marco legislativo…” ob. cit., p.  23. 
3454 Cfr. García Pérez, Mª.F.: “Experiencias prácticas en la ejecución judicial de medidas”, en 
Pantoja García, F. (Dir.): La Ley de responsabilidad… ob. cit., p. 159.  
3455 Vid. Montero Hernanz, T.: “Justicia penal juvenil versus Derecho penitenciario”, disponible 
online en: 
http://www.icasal.com/pdf/ENCUENTRO_SOAJPS/Comunicaciones/JUSTICIA%20PENAL%20
JUVENIL%20VERSUS%20DERECHO%20PENITENCIARIO.pdf (14/09/2010), p. 2; quien ha indicado 
que “la dispersión del sistema de justicia juvenil en España es tal que ni siquiera existe una estadística 
nacional, más allá del boletín estadístico que confecciona el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales 
(…) o de la información que pueda obtenerse de las estadísticas judiciales o el Registro de sentencias 
sobre responsabilidad penal de los menores”. 
Las estadísticas más recientes sobre menores indican un total de 3.634 internos menores de edad 
en los diferentes regímenes de internamiento durante el año 2008. Dato disponible en: 
http://observatoriojusticiapenaljuveni.blogspot.com/ (14/09/2010). 
3456 Según las estadísticas oficiales de la página web de Instituciones penitenciarias, a fecha de 
septiembre de 2010, tan sólo 10.186 internos de un total de 60.190 personas (hombres y mujeres) 
internados en centros penitenciarios de adultos se encuentra clasificado en régimen abierto.  
3457 Vid. Sainz de Rozas, R.: “El marco legislativo…” ob. cit., p.  63. 





2. No cometer nuevos delitos. 
 
Recordemos al respecto que los menores internados en régimen abierto pueden 
retornar a grados de internamiento más severos a través del sistema de regresión 
establecido en el art. 51.2. LORRPM. En virtud de este precepto, el menor podrá 
retornar a un régimen de mayor severidad, en caso de que su evolución sea negativa. 
Lógicamente, entre las razones para este retroceso se encuentra el quebrantamiento de 
las partes de privación de libertad que aún persisten y la comisión de nuevos delitos. 
 
Es importante resaltar que el RP 1996, en su art. 80, vino a modernizar las 
previsiones de la legislación orgánica (que preveía modelos de centros ya 
desactualizados) y realiza una clasificación de centros penitenciarios específicos para el 
cumplimiento de este grado de clasificación, que analizaremos en el siguiente capítulo, 
mientras que, en el caso de la medida de internamiento en régimen abierto, ni en las 
disposiciones del ordenamiento penal de menores se hace mención específica a un 
centro de especiales características, relegando mucho del desarrollo a los distintos 
reglamentos y normas de las CC.AA. en materia de centros de menores. 
 
Valgan, a modo de resumen de lo expuesto, las palabras de García Valdés para 
explicar las ventajas que este régimen de vida, y la “prisión abierta”, ofrece a los 
internos de las instituciones penitenciarias:  
 
“Es el mejor sistema para garantizar la recuperación social, favorece la salud física y mental, 
mejora la disciplina, facilita las relaciones familiares, es menos onerosa, posibilita el hallazgo posterior de 
trabajo, mientras que el que se efectúa en estas instituciones puede integrarse en la economía nacional a 







                                                             
3458 Cfr. García Valdés, C.: La nueva penología… ob. cit., p.  52; el mismo: Introducción a la 
penología… ob. cit., p.  159. 





4.2.10. Internamiento terapéutico en Régimen cerrado, semiabierto o abierto 
(Artículo 7 LORRPM y Artículo 27 del R.D. 1774/2004, de 30 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento de la LORRPM). 
 
 Como variante del internamiento, de índole terapéutica
3459
, esta modalidad 
también se encontraba en el elenco de posibilidades que contenía la anterior regulación 
de la LO 4/1992
3460
, donde se regulaba alternativamente con el tratamiento 
ambulatorio
3461
. La decisión del legislador de separar ambas medidas terapéuticas 
parece obedecer, según Ventura Faci y Pélaez Pérez, a “problemas con orígenes y 
tratamientos distintos”3462. Su regulación en la LORRPM ha sido escueta y “no muy 
detallada”3463, situación que el RM no ha mejorado demasiado. Al igual que ocurría en 
la anterior legislación
3464
, adolece de la complementación necesaria para su efectiva 
puesta en marcha: la necesidad de su cumplimiento en centros especializados para 




El internamiento terapéutico parece exclusivamente indicado para los menores 




, por lo 
                                                             
3459 Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Las medidas…” ob. cit., p. 217; Abel Souto, M.: “Las 
medidas…” ob. cit., p. 117; el mismo: “Internamientos…” ob. cit., p. 95. 
3460 Vid. Artículo 17.6., de la LO 4/1992. 
3461 Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Capítulo III…” ob. cit., p. 86; Landrove Díaz, G.: Derecho 
penal… ob. cit., p. 225; el mismo: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 225; Carmona Salgado, C.: “Las 
medidas…” ob. cit., p. 928; López López, A.M.: La Ley Orgánica Reguladora de la Responsabilidad 
penal de los Menores (Comentarios, concordancias y jurisprudencia). Comares, Granada Granada, 2004, 
p. 65; Abel Souto, M.: “Internamientos…” ob. cit., p. 95. 
3462 Cfr. Ventura Faci, R., y Pélaez Pérez, V.: La Ley Orgánica 5/2000... ob. cit., p. 62; Abel Souto, 
M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 117; el mismo autor: “Internamientos…” ob. cit., p. 95. 
3463 Cfr. Puente Aba, L.Mª: “Nuevas reformas…” ob. cit., p. 106. 
3464 Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Medidas aplicables…” ob. cit., 218; Ornosa Fernández, Mª.R.: 
Derecho penal… 1ª Ed., ob. cit., p. 48; González Tascón, Mª.M.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 48. 
3465 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal…, 4ª Ed. ob. cit., p.  208; Martínez González, 
Mª.I.: “Título II…” ob. cit., p. 117; Serrano Tárraga, Mª.D.: “Medidas susceptibles…” ob. cit., p. 466. 
3466 Según el art. 5.2., de la LORRPM, “a los menores en quienes concurran las circunstancias 
previstas en los números 1, 2 y 3 del artículo 20 del vigente Código Penal les serán aplicables, en caso 
necesario, las medidas terapéuticas a las que se refiere el artículo 7.1, letras d) y e), de la presente Ley”. 
3467 Según la interpretación de la Fiscalía General del Estado, “también se podrá imponer alguna de 
estas medidas en lo supuestos en que dichas circunstancias se valoren como eximentes incompletas del 
art. 21.1ª CP o atenuantes analógicas, razón que justifica el hecho de que la Ley hable de la posibilidad de 
aplicar también cualquiera de estas dos medidas como complemento de otra de naturaleza no terapéutica. 
En cualquier caso, también opera en la imposición de ambas medidas el principio acusatorio, tanto en la 
extensión de la medida solicitada e impuesta, como en lo relativo a la mayor o menor afectación de 
derechos, de tal manera que si se solicita una medida de tratamiento ambulatorio no podrá imponerse la 
de internamiento terapéutico”. Cfr. Punto V.1., de la Circular 1/2000… cit.; incluso podrían imponerse a 
aquellos jóvenes con problemas de adicción considerados plenamente imputables. A favor de esta 





que no tendrá como finalidad ser una expresión del reproche que la conducta del menor 
merece
3468
. En este sentido, como ya advertíamos en el estudio de la naturaleza jurídica 
de las medidas de internamiento de la LORRPM, el internamiento terapéutico ostenta 
una significación muy cercana a las medidas de seguridad del CP
3469
. Otro argumento 
favorable a su naturaleza como medida de seguridad es que el internamiento terapéutico 









. Advierte Aguirre Zamorano la problemática de esta semejanza, pues podría 
llevar a la inaplicación de la medida, por cuanto, según lo dispuesto en el art. 8, párrafo 
segundo de la LORRPM (principio acusatorio), se exige para su imposición que el 
delito cometido esté castigado con pena privativa de libertad (prisión)
3474
, y no con 
medida de seguridad. Entendemos que debe hacerse una interpretación extensiva del 
art. 8 en estos supuestos.  
 
                                                                                                                                                                                  
postura: Cezón González, C.: La nueva Ley... ob. cit., p. 53; Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 
117; González Tascón, Mª.M.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 49. 
3468 Vid. Cezón González, C.: La nueva Ley… ob. cit., pp. 46 y 54; sobre el merecido reproche 
como consecuencia jurídica del delito, Vid. Arts. 13.1., 23.1., 27.4., 50.3., y 51.3., de la actual redacción 
de la LORRPM.  
3469 Vid. arts. 6, 20, 96, 101, 102, 103, 104 y 211 del CP 1995 acerca de los fundamentos y 
naturaleza de las medidas de seguridad. También sobre la coincidencia entre las medidas de seguridad y 
el internamiento terapéutico, Vid. Higuera Guimerá, J.F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., pp. 346 y 347; 
Gómez Rivero, Mª.C.: “Algunos aspectos…” ob. cit., p. 181; Cruz Blanca, Mª.J.: “La Ley de 
responsabilidad penal de los menores tras la reforma operada por las Leyes Orgánicas 7/2000 y 9/2000, 
de 22 de diciembre”, en Cuadernos de Política Criminal, Número 75, Madrid, 2001, pp. 497-498; la 
misma autora: “Sobre las medidas…” ob. cit., p. 166; González Cussac, J.L., Cuerda Arnau, Mª.L.: 
“Derecho penal…” ob. cit., pp. 84-88; González Tascón, Mª.M.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 49. 
3470 Según Abel Souto este precepto supone aparentemente una antinomia, por cuanto “si 
concurren las eximentes previstas en los tres primeros números del artículo 20 del texto punitivo 
únicamente podrán aplicarse medidas terapéuticas. Más la antinomia desaparece al constatarse que es 
posible el encierro terapéutico en caso de que la dependencia o las disfunciones psíquicas se estimen 
como eximentes incompletas o atenuantes analógicas”. Cfr. Abel Souto, M.: “Internamientos…” ob. cit., 
p. 96; en este sentido, el internamiento terapéutico podrá aplicarse también a los imputables que presenten 
alguna anomalía psíquica o adicción, pero que no les exima de la responsabilidad. Al respecto, Vid. 
Gómez Rivero, Mª.C.: Comentarios… ob. cit., p. 143; Mapelli Caffarena, B., González Cano, Mª.I., y 
Aguado Correa, T.: Comentarios... ob. cit., p. 82; Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B., y 
Pozuelo Pérez, L.: Comentarios... ob. cit., p. 139. 
3471 Vid. Cruz Blanca, Mª.J.: “Sobre las medidas…” ob. cit., p. 166. 
3472 Ornosa Fernández se muestra muy crítica con esta posibilidad, puesto que supondría 
sobrecargar al menor con la actuación conjunta de los diferentes programas de tratamiento, lo que 
repercutiría negativamente en su interés. Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed. ob. cit., 
p. 185; en contra, Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 120. 
3473 Cuya razón, explica González Tascón, “podría encontrarse en ofrecer una solución adecuada a 
los supuestos en ofrecer una solución adecuada a a los supuestos  en los que se aprecian eximentes 
incompletas o atenuantes análogicas”. Vid. González Tascón, Mª.M.: “Medidas aplicables…” ob. y loc. 
cit. 
3474 Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Medidas aplicables…” ob. y loc. cit. 





El internamiento terapéutico responde, según Polaino Navarrete a tres elementos 
en su programación: terapéuticos, pedagógicos y asegurativos
3475
. En realidad, por 
tanto, la única diferencia que puede encontrarse respecto a los otros regímenes es el 
cambio de un tratamiento exclusivamente educativo por otro que, además del programa 
pedagógico habitual para todos los internamientos, también incluye un tratamiento 
psiquiátrico, médico o programa de desintoxicación, según las circunstancias 
particulares del menor internado.  
 
En esta línea se encuentra la definición que podemos encontrar en la Exposición 
de Motivos de la LORRPM, con el siguiente tenor literal: 
 
“El internamiento terapéutico se prevé para aquellos casos en los que los menores, bien por razón 
de su adicción al alcohol o a otras drogas, bien por disfunciones significativas en su psiquismo, precisan 
de un contexto estructurado en el que poder realizar una programación terapéutica, no dándose, ni, de 
una parte, las condiciones idóneas en el menor o en su entorno para el tratamiento ambulatorio, ni, de 
otra parte, las condiciones de riesgo que exigirían la aplicación a aquel de un internamiento en régimen 
cerrado”3476. 
 
Siguiendo dicha descripción, la Circular 1/2000, de la Fiscalía General del Estado, 




a) Tratamiento de anomalías o alteraciones psíquicas.  
b) Tratamiento de las adicciones a las bebidas alcohólicas, drogas tóxicas o 
sustancias psicotrópicas. 
 
En el primero de los supuestos, podrá prescindirse de la voluntariedad del menor 
para aplicar el tratamiento terapéutico, ya que es incapaz de prestar un verdadero 
consentimiento. Los demás supuestos, requieren para resultar eficaces
3478
 el concurso 
                                                             
3475 Vid. Polaino Navarrete, M.: “La minoría de edad penal...” ob. cit., p. 160; siguiendo al autor 
citado, Abel Souto, M.: “Internamientos…” ob. cit., p. 95. 
3476 Cfr. Exposición de Motivos, III. 16, párrafo 5º, de la LORRPM. 
3477 Vid. Punto V.1., de la Circular 1/2000… cit.; De Urbano Castrillo, E., y De la Rosa Cortina, 
J.M.: Comentarios… ob. cit., p. 136; Pérez Ferrer, F.: “La nueva regulación…” ob. cit., p. 9; Blanco 
Barea, José A.: “Responsabilidad Penal del Menor…” ob. cit., p. 24; Vidal Martínez, F.: La 
responsabilidad penal del menor… ob. cit., p. 83. 
3478 Como afirma Carmona Salgado, la deshabituación a la fuerza resulta intolerable, por cuanto el 
tratamiento de desintoxicación debe ser voluntario para el menor al no estar inmerso en una causa de 





voluntario del menor en el programa de deshabituación. La falta de consentimiento del 
menor ante el programa de deshabituación puede generar problemas a la hora de aplicar 
esta medida
3479. Por ello dispone la Ley que “cuando el interesado rechace3480 un 
tratamiento de deshabituación, el Juez habrá de aplicarle otra medida adecuada a sus 
circunstancias”3481. No obstante, no encontramos en la LORRPM explicación alguna 
sobre cuál debe ser la otra medida a imponer en estos supuestos
3482
. La opción más 
lógica es que sólo podría sustituirse por la medida de tratamiento ambulatorio y 
viceversa, y nunca por otra de las medidas del catálogo
3483
, mientras perdure la causa de 
inimputabilidad o eximente incompleta
3484
. Nótese, además, como ha apuntado 
Landrove Díaz, que el tiempo verbal utilizado -“habrá de”- supone la necesidad de la 
                                                                                                                                                                                  
inimputabilidad absoluta. Vid. Carmona Salgado, C.: “Las medidas…” ob. cit., p. 929; la voluntariedad 
también desempeña un importante papel para la eficacia de la recuperación de los menores internados, 
por lo que incluso en los casos en los que se den anomalías psicológicas o psiquiátricas es deseable, sino 
obligatorio, que se produzca el consentimiento del menor interno. Vid. Cervelló Donderis, V., y Colás 
Turégano, A.: La responsabilidad penal... ob. cit., p. 97. 
3479 Vid. Gómez Rivero, Mª.C.: “Aspectos…”ob. cit., p. 96. 
3480 Aclara Feijoo Sánchez que hay que distinguir entre rechazo y consentimiento. Por un lado, el 
rechazo “es más amplio ya que el menor puede consentir formalmente el tratamiento, pero resistirse 
fácticamente a seguir el mismo y, por otro lado, el consentimiento va referido a una aceptación previa y el 
rechazo parece que tiene que ser posterior a la imposición de la medida. Lo decisivo es que para 
determinar si ha habido rechazo se atenderá a criterios materiales sobre las posibilidades de contar con el 
menor para llevar a cabo el tratamiento”. Cfr. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B., y 
Pozuelo Pérez, L.: Comentarios... ob. cit., pp. 140 y 141. También sobre esta línea de interpretación, Vid. 
SAP Baleares, Sección 2ª, 110/2002, de 22 de junio. A nuestro juicio, la interpretación del término 
rechazar siempre implica una reacción de oposición ante un estimulo ya acontecido. Siguiendo esta línea, 
a priori no puede existir rechazo del menor al tratamiento terapéutico con anterioridad a la sentencia, sino 
en la fase de ejecución del tratamiento. No obstante, el menor puede rechazar un tratamiento terapéutico 
cautelar (arts. 28 y 29 LORRPM), sin que exista sentencia firme. Asimismo, una interpretación abierta del 
término podría llevarnos a interpretar la palabra “rechazo” como oposición involuntaria del menor, es 
decir, un rechazo al tratamiento con base en los efectos negativos que este pudiera estar causándole. De 
este modo, el menor habría prestado su consentimiento, y sin embargo, habría “rechazado” el tratamiento.   
3481 Cfr. Art. 7.1.d., in fine. 
3482 Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Capítulo III…” ob. cit., p. 84. 
3483 Vid. Cezón González, C.: La nueva Ley… ob. cit., p. 47. 
3484 Se ha considerado que cuando se aprecia una eximente incompleta puede aplicarse la medida 
de internamiento en un centro terapéutico en lugar de en un centro de régimen cerrado. Vid. SAP Cuenca, 
Sección 1ª, Número 42/2005, de 2 de mayo. Al respecto, Vid. De Urbano Castrillo, E., y De la Rosa 
Cortina, J.M.: La responsabilidad penal… ob. cit., p. 75. Aunque admitimos la posibilidad del ingreso en 
un centro de régimen terapéutico, creemos que deben hacer un par de puntualizaciones: en primer lugar, 
la anomalía psíquica o la adicción debe ser  suficientemente determinantes para la comisión del delito o 
deben haber causado alguno de los factores requeridos para la imposición de la medida de régimen 
cerrado; en segundo lugar, estimamos que la necesidad de tratamiento clínico debe ser suficiente para 
determinar el ingreso del menor en un centro de tipo terapéutico. Sin el cumplimiento de estos requisitos, 
podríamos encontrarnos con un internamiento en detrimento del interés del menor, por cuanto sus 
circunstancias no mantienen el perfil necesario para el ingreso en un centro de características especiales, 
junto a menores que no se encontrarán en su misma situación. En estos casos, es preferible la aplicación 
del tratamiento terapéutico como complementario al régimen de internamiento cerrado que, en cualquier 
caso, deberá finalizar lo antes posible, cuando se demuestre que el menor responde adecuadamente al 
tratamiento, pues, de este modo, su peligrosidad habrá quedado reducida.  





aplicación de otra medida de manera obligatoria para el Juez
3485
, por lo que parece que 
la única opción será el tratamiento ambulatorio. 
 
Tampoco hace ninguna mención la Ley acerca de cuál es el momento en el que el 
menor puede manifestar este rechazo, puesto que este puede producirse con anterioridad 
a la promulgación de la sentencia, o posteriormente en fase ya de ejecución. Para el 
Ministerio Fiscal, “el primer supuesto es el deseable, ya que evitaría el inicio de una 
ejecución que finalmente ha de verse frustrada y es más respetuoso con el principio de 
legalidad, al ejecutarse la medida que se ha impuesto en sentencia sin tener que acudir al 
Expediente de modificación de medida previsto en el art. 14”3486. 
 
Sobre la cuestión de la voluntariedad del consentimiento para el inicio del 
tratamiento en el internamiento terapéutico, el 23 de septiembre de 2009 se realizó, por 
parte del Grupo Parlamentario Mixto, una Proposición no de Ley relativa a la 
regulación del menor maduro con psicopatología, por la cual se modifican la Ley 
Orgánica 5/2000, de 12 de enero, de responsabilidad penal del menor, la Ley 1/2000, 
de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil y la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, de la 





Dicha propuesta, motivada por la realidad “difícilmente discutible”3488, que en 
“los últimos años la sociedad española está viviendo con alarma y gran preocupación” 
por “la proliferación de actos delictivos especialmente violentos cometidos por menores 
de dieciocho años, con daños manifiestos para la vida e integridad de las personas, 
especialmente de las mujeres más jóvenes”3489, el conjunto parlamentario instaba al 
                                                             
3485 Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p. 225; el mismo autor: “Medidas 
aplicables…” ob. cit., p. 72; Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 118; del mismo autor: 
“Internamientos…” ob. cit., p. 96; Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, 
L.: Comentarios... ob. cit., p.  140. 
3486 Cfr. Punto V.1., de la Circular 1/2000… cit. 
3487 Proposición no de Ley a la Comisión de Justicia del Congreso de los Diputados, número 
161/001253, Palacio del Congreso de los Diputados, 23 de septiembre de 2009.-Rosa Díez González, 
Diputada - María Olaia Fernández Dávila, Portavoz del Grupo Parlamentario Mixto. 
3488 Al respecto, vid. supra la nota número 312 sobre las argumentaciones en contra de la 
consideración del aumento de la criminalidad juvenil en España y la importancia del alarmismo mediático 
en la política criminal represiva con menores infractores.  
3489 Cfr. Exposición de Motivos de la Proposición no de Ley relativa a la regulación del menor 
maduro con psicopatología, por la cual se modifican la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, de 
responsabilidad penal del menor, la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil y la Ley 41/2002, 





gobierno a buscar nuevos instrumentos jurídicos más eficaces en la lucha contra la 
criminalidad juvenil. El planteamiento seguido se apoya en los estudios que vinculan 
fuertemente dicha delincuencia juvenil con los trastornos psiquiátricos
3490
. Siguiendo 
esta argumentación, la propuesta pretende establecer la posibilidad de que los Jueces de 
menores puedan acordar el tratamiento terapéutico sin necesidad del consentimiento 
expreso del menor. Para conseguir este objetivo, proponen las siguientes reformas 
legislativas: 
 
“1. Incluir en el artículo 763 de la Ley 112000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, un nuevo 
apartado 5 y 6 con la siguiente redacción: 
5. Podrá también el Tribunal autorizar un tratamiento no voluntario por razón de trastorno 
psíquico o un periodo de observación para diagnóstico, cuando así lo requiera la salud del enfermo, 
previa propuesta razonada del especialista, audiencia del interesado, informe del forense y del 
Ministerio Fiscal. En la resolución que se dicte deberá establecerse el plan de tratamiento, sus 
mecanismos de control y el dispositivo sanitario responsable del mismo que deberá informar al juez, al 
menos cada tres meses, de su evolución y seguimiento, así como sobre la necesidad de continuar, 
modificar o cesar el tratamiento. El plazo máximo de duración de esta medida será de dieciocho meses.  
6. En el caso de menores emancipados o mayores de dieciséis años que hubieran incurrido en la 
comisión de hechos tipificados como delitos o faltas en el Código Penal o las leyes penales especiales y 
hubieran incumplido el tratamiento en régimen semicerrado o abierto, podrá la autoridad judicial 
acordar, previa propuesta razonada de especialista, audiencia del interesado, informe del forense y del 
Ministerio Fiscal, su internamiento involuntario en régimen cerrado, pese a que en el menor no concurra 
ninguna causa temporal o permanente de incapacidad, siempre que el tratamiento en régimen cerrado 
constituya una medida necesaria y proporcional para la recuperación del menor y la protección de 
terceras personas”3491. 
2. Para introducir estos nuevos apartados, en la rúbrica del artículo 763 LEC debería sustituirse 
la palabra “internamiento” por “tratamiento”. Quedaría así:  
“Tratamiento no voluntario por razón de trastorno psíquico”. 
 
                                                                                                                                                                                  
de 14 de noviembre, de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de 
información y documentación clínica, recogida en el Boletín Oficial de las Cortes Generales del Congreso 
de los Diputados, IX Legislatura, Número 265, 5 de octubre de 2009, p. 10. 
3490 Fundamentalmente inspirados en los trabajos de Celso Arango López, Jefe de Sección de 
Psiquiatría del Hospital Gregorio Marañón de Madrid. Vid. in extenso, Arango López, C.: Trastornos 
psicóticos en infancia y adolescencia: de la neurobiología a la clínica (discurso de ingreso en la Real 
Academia de Medicina del Principado de Asturias como académico correspondiente del Ilmo. Sr. D. 
Celso Arango López  y presentación del Ilmo. Sr. Dr. D. Julio Bobes García, sesión celebrada en Oviedo, 
el 24 de marzo de 2010). Real Academia de Medicina del Principado de Asturias, Oviedo, 2010, passim. 
3491 Cfr. Boletín Oficial de las Cortes Generales del Congreso de los Diputados, IX Legislatura, 
Número 265, 5 de octubre de 2009, p. 11. Las cursivas son nuestras. 





“Se añade un nuevo apartado 4 bis) al artículo 9 de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, de la 
autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y documentación clínica, 
en los siguientes términos: 
4 bis) Igualmente los menores no incapaces ni incapacitados, pero emancipados o con dieciséis 
años cumplidos, podrán ser sometidos, por orden judicial, a tratamiento no voluntario en régimen 
cerrado, cuando hubieran incurrido en la comisión de hechos tipificados como delitos o faltas en el 
Código Penal o las leyes penales especiales y hubieran incumplido el tratamiento en régimen 
semicerrado o abierto, todo ello, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 5/2000 y la Ley de 
Enjuiciamiento Civil”. 
 
Necesariamente, estas reformas en la LECrim producirían una modificación de la 
LORRPM, en los siguientes términos: 
 
“Incluir en el artículo 7 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, de responsabilidad penal del 
menor, un nuevo apartado d bis) en los siguientes términos: 
7. d bis) Igualmente, podrá aplicarse el internamiento terapéutico en régimen cerrado cuando el 
menor haya incumplido el tratamiento en régimen semiabierto o abierto, y se considere por la autoridad 
judicial, previa propuesta razonada de especialista, audiencia del interesado, informe del forense y del 
Ministerio Fiscal, que aquél constituye una medida necesaria y proporcional para la recuperación del 
menor y la protección de terceras personas”.  
 
Son varias las objeciones que pueden hacerse ante la propuesta citada. En primer 
lugar, la propuesta se refiere a “menores no incapaces”, es decir a aquellos que se 
encuentran en disposición de decidir por sí mismos a pesar de sufrir un trastorno 
psiquiátrico o de adicción (semimputabilidad). La eliminación de esta capacidad de 
elección resultaría en el detrimento de su predisposición al tratamiento
3492
. Debemos 
partir de la base de que cualquier tratamiento terapéutico será más favorable si el interno 
da su consentimiento
3493
. En segundo lugar, no debe olvidarse que toda intervención 
clínica con menores debe acompañarse de una intervención educativa
3494
, que sólo 
                                                             
3492 Según la Fundación Diagrama, el principal objetivo del tratamiento con menores en centros de 
internamiento es “posibilitar que se sienta autónomo y capaz. Es decir, que tenga la posibilidad de elegir 
y/o dirigir su conducta, y por consiguiente, de aportar su acción en la solución de sus necesidades propias 
y de las demandas sociales”. Cfr. Fundación Diagrama: “Las medidas…” ob. cit., p. 176. 
3493 Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. y loc. cit.; Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho 
penal… 1ª Ed., ob. cit., p. 184. 
3494 Tal y como expone Benavente Rodríguez, director del centro de internamiento terapéutico 
Montefiz (Galicia), “es fundamental que en la intervención con un adolescente, con una fuerte problema 
ática de orden psicopatológica, se contemple la integración de aspectos clínicos tanto en el abordaje 
educativo como en el normativo”. Cfr. Benavente Rodríguez, M.: “La intervención terapéutica con 





surtirá efecto con una buena predisposición del menor
3495
. Desde luego, esta 
predisposición no se dará en caso de que el menor sea internado contra su voluntad, 
debiendo ser preceptivo el tratamiento ambulatorio en estos casos. En tercer lugar, la 
propuesta del Grupo Mixto fomenta la regresión de grado, por cuanto establece siempre 
el régimen cerrado como alternativa al incumplimiento de otras medidas, siendo este el 
régimen más aflictivo para el menor. En este sentido, la propuesta carece del cariz 
resocializador característico de la LORRPM, a favor de los intereses de seguridad 
ciudadana
3496
. Por último, la propuesta desconoce que todo tratamiento en privación de 
libertad debe ser voluntario por parte del interno, a pesar, como expone la LOGP, se 
fomente y se estimule positivamente su participación
3497
. En los menores infractores 
con más motivo, si cabe, la administración de los centros debe cumplir con estos 
objetivos, sin perjuicio de que existan parcelas del tratamiento a las que el menor deba 




Finalmente, acerca de la redacción de la Exposición de Motivos, Abel Souto ha 
manifestado, que “definir el encierro terapéutico por exclusión del internamiento en 
régimen cerrado (…), no casa con el carácter de medida asistencial, en la que debería 
primar la dolencia o anomalía”3499. Esta redacción ha quedado actualmente obsoleta tras 
las modificaciones operadas por la LO 8/2006, puesto que, ahora, la medida de 
internamiento terapéutico podrá aplicarse en cualquier de los tres regímenes -cerrado, 
semiabierto y abierto-, dependiendo de las circunstancias del menor
3500
. Por lo tanto, 
prima en este caso una función garantista cuya pretensión es la de establecer un 
ambiente de seguridad y tratamiento para el menor, evitando así los riesgos de una 
posible patología y destinado a lograr una evolución positiva del menor en su anomalía 
o dependencia. Sin embargo, a tenor de esta declaración, no termina de despejarse el 
                                                                                                                                                                                  
menores infractores: El Centro de de Atención Específica “Montefiz”, características y evolución”, en 
Ponencia de la Fundación Internacional O´Belén - Xunta de Galicia, disponible online en: 
www.obelen.es/upload/353G.pdf (06/09/2010). 
3495 Vid. López Martín, E., y Ruíz Juan, A.: “Las posibilidades educativas…” ob. cit., p. 161, 
quienes señalan que el consentimiento del menor refuerza positivamente la ejecución del programa 
educativo terapéutico.  
3496 Así lo expone la Exposición de Motivos de la Propuesta, cuando indica “la obligación de 
ofrecer a los ciudadanos los instrumentos jurídicos más adecuados para tratar de encauzar de la manera 
más eficaz la presente situación”.  
3497 Vid. Artículo 61.1., y 2, de la LOGP; y también arts. 112 y 116 del RP 1996.  
3498 Vid. Artículo 4.1., de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación. 
3499 Cfr. Abel Souto, M.: “Internamientos…” ob. cit, pp. 95 y 96. 
3500 Como ya adelantaban, con anterioridad a la reforma, Cervelló Donderis, V., y Colás Turégano, 
A.: La responsabilidad penal... ob. cit., p. 127. 





giro de redacción que ha experimentado el artículo 7.1.d. con la entrada en vigor de la 
LO 8/2006, de 4 de diciembre, que incluye el régimen cerrado como una posibilidad 
dentro del internamiento terapéutico, pese a que sus “condiciones de riesgo” no son las 
idóneas para su tratamiento. A continuación, se expondrá un análisis de las 
modificaciones que han acontecido desde la redacción original de este precepto. 
 
A. La nueva regulación del internamiento terapéutico según la LO 8/2006. 
 
En la primera formulación del artículo 7.1.d. de la LORRPM, el internamiento 
terapéutico se definía con carácter general, sin explicitar los distintos regímenes en los 
que podía tener lugar el mismo
3501
. Con las modificaciones operadas por la LO 8/2006, 
se incorporó al texto legal la consideración de internamiento terapéutico en cada uno de 
los tres regímenes anteriores: cerrado, semiabierto y abierto.  
 
“Internamiento terapéutico en régimen cerrado, semiabierto o abierto. En los centros de esta 
naturaleza se realizará una atención educativa especializada o tratamiento específico dirigido a personas 
que padezcan anomalías o alteraciones psíquicas, un estado de dependencia de bebidas alcohólicas, 
drogas tóxicas o sustancias psicotrópicas, o alteraciones en la percepción que determinen una alteración 
grave de la conciencia de la realidad. Esta medida podrá aplicarse sola o como complemento de otra 
medida prevista en este artículo. Cuando el interesado rechace un tratamiento de deshabituación, el Juez 
habrá de aplicarle otra medida adecuada a sus circunstancias”3502. 
 
Para Feijoo Sánchez esta reforma “ha cambiado la denominación de la medida 
pero no su contenido”3503. Ciertamente, la LO 8/2006 ha establecido los tres regimenes 
diferentes de cumplimiento sin definirlos adecuadamente, por lo habrá que 
considerarlos de forma análoga a la de los regímenes de las medidas de 
internamiento
3504
. Sin embargo, el cambio va más allá de la mera terminología 
                                                             
3501 La redacción original del art. 7.1.d., tenía la siguiente formulación literal: “Internamiento en 
régimen terapéutico. En los centros de esta naturaleza se realizará una atención educativa especializada 
o tratamiento específico dirigido a personas que padezcan anomalías o alteraciones psíquicas, un estado 
de dependencia de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas o sustancias psicotrópicas, o alteraciones en la 
percepción que padezcan. Esta medida podrá aplicarse sola o como complemento de otra medida 
prevista en este artículo. Cuando el interesado rechace un tratamiento de deshabituación, el Juez habrá 
de aplicarle otra medida adecuada a sus circunstancias”.  
3502 Cfr. Artículo 7.1.d., nueva redacción introducida por la LO 8/2006. 
3503 Cfr. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B., y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios... 
ob. cit., p. 140.  
3504 Vid. Serrano Tárraga, Mª.D.: “Medidas susceptibles...” ob. cit., p. 466. 





empleada. En palabras de Ornosa Fernández, esta reforma conlleva “que los centros 
específicos de tratamiento de menores con problemas mentales o drogadicciones han 
sido suprimidos de golpe por este cambio de redacción y en su lugar los menores que 
precisan un tratamiento terapéutico especializado, con médicos y educadores formados 
a tal fin, van a ser tratados en centros cerrados, semiabiertos y abiertos, conviviendo con 
otros menores con otros problemas y tratamientos diferentes y en los que no existe esa 
especialización para su tratamiento”3505. Más positiva es la opinión de Cruz Blanca 
sobre la reforma operada en 2006, que según la autora “resulta coherente con el 
principio general de peligrosidad previsto en el artículo 6 CP que, de aplicación 
subsidiaria a la LORRPM, impediría imponer un internamiento terapéutico en régimen 
cerrado si el menor comete una infracción no prevista entre los supuestos que la 
LORRPM permite imponerlo (artículo 10 LORRPM)”3506. No parece necesario, por otra 
parte, definir el “grado” de internamiento terapéutico en términos estrictos, ya que el 
régimen de vida en el centro deberá depender en esta medida, más que en cualquier otro 
internamiento, de las circunstancias personales del menor y el tratamiento que necesite. 
 
La nueva versión en la normativa sólo puede explicarse como una búsqueda, por 
parte del legislador, de un mejor aprovechamiento de los recursos disponibles, pero 
también surte efectos en detrimento del interés del menor y la eficacia de los programas 
específicos de tratamiento de tales centros. Si bien, posteriormente, el reglamento habla, 
en su art. 27, de cualquier tipo de centro o centros socio-sanitarios, abriendo una vía 
para buscar el mejor interés del menor, es indudable que un internamiento sin un 
apropiado grado de separación, tanto de los adultos como respecto de los demás 






                                                             
3505 Cfr. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., pp. 208 y 209. 
3506 Cfr. Cruz Blanca, Mª.J.: “Sobre las medidas…” ob. cit., p. 167. 
3507 Cfr. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. y loc. cit.  





B. La regulación del internamiento terapéutico en el Reglamento de la 
LORRPM. 
 
El art. 27 del RM se ocupa del internamiento en régimen terapéutico, aunque no 
parece aportar demasiadas novedades ni esclarecer, de forma satisfactoria, algunas de 
las peculiaridades del régimen, sobre todo en lo que a tratamiento específico se refiere.  
 
En primer lugar, el precepto reitera lo ya dispuesto en la LORRPM, quizá 
aludiendo a la diferenciación de esta medida con la medida de tratamiento ambulatorio, 
habida cuenta de la reiteración de la voz “centro” en la terminología empleada3508. En 
segundo lugar, el apartado segundo del precepto citado transmite al personal facultativo 
del centro el mandato de elaborar “un programa de tratamiento de la problemática 
objeto del internamiento, con las pautas sociosanitarias recomendadas y, en su caso, los 
controles para garantizar el seguimiento, que formará parte del programa 
individualizado de ejecución de la medida que elabore la entidad pública”3509. Los 
términos empleados son bastante genéricos, en parte porque los programas de ejecución 
deberán desarrollarse por las CC.AA. No obstante, como en otras ocasiones he 
defendido, hubiera sido positivo concretar algunas pautas mínimas con el fin de 




En los centros de cumplimiento de medidas de esta naturaleza se deberá implantar 
un sistema de atención educativa especializada
3511
, así como tratamientos 
                                                             
3508 En la LORRPM no se especifica si el menor debe residir o no en el centro donde se cumple la 
medida de internamiento. El art. 27.1. podría haber utilizado esta redacción para establecer ese matiz. Vid. 
González Tascón, Mª.M.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 51.  
3509 Vid. Artículo 27.2., del RM. 
3510 La escasez de centros especializados para esta medida (como veremos en el siguiente 
capítulo), y la posibilidad de que algunos de los centros “difieran” en los distintos enfoques del 
tratamiento terapéutico puede resultar perjudicial para el interés del menor. Vid. Haya García, E., y Ríos 
Corbacho, J.M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 158.    
3511 A modo de ejemplo de este tratamiento educativo especializado, reproducimos parte de la 
ponencia del Director del Centro de internamiento terapéutico Montefiz de Galicia, que dará una visión 
más práctica de esta intervención pedagógica y formativa: “En el ámbito educativo, la cobertura de 
talleres formativos del Centro debe de cubrir aspectos pre-laborales, académicos – tanto de formación 
reglada como no reglada - y de ocio y tiempo libre, pero en ella también deberán de trabajarse aspectos 
como la interacción grupal, las capacidades expresivas y relacionales, el autocontrol etc. Para ello se 
crean talleres específicos, como el de Habilidades Sociales, Reestructuración cognitiva, musicoterapia…  
Otro aspecto que el ámbito educativo debe de cubrir es el de la formación del menor en áreas en las que 
presenta más déficits, como pueden ser la educación sexual, la prevención de drogodependencias, la 







 dirigidos a aquellos menores infractores que padezcan de anomalías o 
alteraciones psíquicas, un estado de dependencia o alteraciones en la percepción que 




Para un efectivo sistema terapéutico del menor infractor, se elaborarán programas 
de tratamiento en función de la problemática objeto de internamiento, sea para 
restablecer las habilidades sociales dañadas del menor, o para conseguir la 
deshabituación del consumo de sustancias alcohólicas o psicotrópicas, incluso pudiendo 
solicitarse el ingreso del menor en un centro socio-sanitario, distinto del centro de 




Sobre el último de los apartados del art. 27 RM nos referiremos en el siguiente 
capítulo, dedicado a los centros de internamiento de menores y su comparativa con los 
centros penitenciarios de adultos. Baste decir, en este punto, que la regulación 
reglamentaria prevé el posible cumplimiento del internamiento terapéutico en los 
centros de la red sociosanitaria
3515
 normalizada, atendiendo a las circunstancias y 
evolución del menor. 
 
Por último, el RM desarrolla el régimen de vida diferenciado del internamiento 
terapéutico, indicando que la concesión de premios y salidas del centro podrán ser 
                                                                                                                                                                                  
nutrición y alimentación, etc.”. Cfr. Benavente Rodríguez, M.: “La intervención terapéutica…” ob. cit., p. 
8. 
3512 Estos tratamientos clínicos especializados pueden realizarse desde cuatro ángulos diferentes: 
“1. La intervención que realizan directamente psiquiatras y psicólogos con los menores y sus 
familias; 2. La intervención que realiza el tutor del menor, que deberá de estar orientada y supervisada 
clínicamente; 3. La intervención del equipo educativo y equipo del Centro en general; 4. El carácter 
terapéutico de las actividades, normativas, horarios, etc.”. En cuanto a las técnicas clínicas, psicológicas y 
terapéuticas utilizadas, podrán ser de muy diversa índole, dependiendo de las necesidades particulares del 
paciente. Nuevamente, recurrimos al ejemplo del Centro de Montefiz para dar una aproximación a las 
técnicas utilizadas en estos programas clínicos individuales: técnicas psicodramáticas, cognitivas, de 
psicoterapia psicodinámica breve, de psicoterapia gestáltica, rogeriana, etc. Vid. Benavente Rodríguez, 
M.: “La intervención terapéutica…” ob. cit., pp. 8 y 9. 
3513 Vid. Artículo 27.2. y 27.3. del RM sobre la distinción de tratamiento entre los inimputables y 
los menores con problemas de adicción. En este sentido, Pérez Ferrer expone que “no podrá ser lo mismo 
un centro para atender a menores que padezcan anomalías o alteraciones psíquicas que los que acojan a 
menores que tengan dependencia de bebidas alcohólicas”, Vid. Pérez Ferrer, F.: “La nueva regulación…” 
ob. cit., p. 10. 
3514 Vid. Artículo 27.2 del RM. 
3515 Vid. Artículo 27.4., del RM., cuya redacción es la siguiente: “Cuando la entidad pública, en 
atención al diagnóstico realizado por los facultativos correspondientes o a la evolución en la medida 
considere que lo más adecuado es el internamiento en un centro sociosanitario, lo solicitará al Juez de 
menores”. 





dejadas sin efecto ante el incumplimiento de alguno de los requisitos y condiciones que 
se le hubieran fijado al menor
3516
. Esta decisión será facultativa del Juez de menores, en 
virtud de sus potestades (art. 44 LORRPM). 
 
El régimen disciplinario también se aplicará a los menores internados en régimen 
terapéutico
3517, salvo en aquellos casos en los que, “como consecuencia de una anomalía 
o alteración psíquica o de una alteración en la percepción que les impida comprender la 
ilicitud de los hechos o actuar conforme a aquella comprensión, mientras se mantengan 
en tal estado”3518. Según señala Abel Souto, la redacción de proyecto de Reglamento de 
la LORRPM no incluía entre los destinatarios del régimen disciplinario a los menores 
internados en centros terapéuticos, de manera que “el régimen disciplinario de los 
semiimputables internados terapéuticamente no quedaba claro, pues mientras el 
apartado segundo del artículo 59, al no aludir a los internamientos terapéuticos, parecía 
excluirlo, su tercer apartado sugería la admisión”3519. Finalmente el texto de 2004 eligió 
la primera opción despejando cualquier incógnita al respecto. 
 
4.2.11. Duración de la medida de internamiento terapéutico. 
 
La medida de internamiento terapéutico no tiene una duración específica recogida 
en la LORRPM. Destaca, en este sentido, que la duración de la medida terapéutica se 
haga depender de términos generales y no de la valoración de las circunstancias y 
evolución del menor en el tratamiento establecido, ni que en la ley se haga alusión a qué 
graduación de riesgo es necesaria para la imposición de este internamiento en su 
                                                             
3516 Así lo establece el art. 50, de la LORRPM, sobre el régimen de salidas y permisos de menores 
en internamiento terapéutico: 
“1. Las salidas, permisos y comunicaciones con el exterior de los menores sometidos a 
internamiento terapéutico se autorizarán, en el marco del programa individual de tratamiento, por el 
Juez de menores en los términos previstos en el artículo 44 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, 
reguladora de la responsabilidad penal de los menores.  
2. Las salidas, permisos y comunicaciones con el exterior podrán ser dejadas sin efecto por el 
Juez de menores, conforme prevé el artículo 44 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora 
de la responsabilidad penal de los menores, en cualquier momento, si el menor incumple las 
condiciones”. 
3517 Vid. Artículo 59.2. del RM. 
3518 Cfr. Artículo 59.3. del RM. 
3519 Cfr. Abel Souto, M.: “Internamientos…” ob. cit. p. 98. 







. Para este tipo de internamiento, en cuanto a su duración, se estará 
a lo anteriormente mencionado en los apartados anteriores y al régimen general de 
duración de dos años de las medidas de internamiento previstas en el artículo 9.3. de la 
LORRPM.  
 
Se dispone, eso sí, que en los casos en los que el menor se encuentre en una de las 
circunstancias a las que se refieren los apartados 1, 2 y 3 del art. 20 del CP, es decir, 
aquellos de anomalías o alteraciones psíquicas que impidan al autor comprender la 
ilicitud del hecho, únicamente se apliquen las medidas orientadas al tratamiento del 
mismo, esto es, el internamiento terapéutico. Este modo de internamiento tendrá, por lo 




4.2.12. Internamiento terapéutico de menores y establecimientos especiales 
penitenciarios. 
 
En la LOGP, se hace alusión a un modo de régimen especial, del que la LORRPM 
se ha nutrido a la hora de establecer las medidas de internamiento terapéutico: el de los 
establecimientos especiales del artículo 11 de la LOGP, en los que prevalecerá el 
carácter asistencial
3522
 de los mismos. Si bien la terminología legal orgánica quedó algo 
obsoleta ante la realidad de los medios materiales actuales (que integran en módulos 
específicos de los establecimientos polivalentes o centros tipo a contingentes de internos 
con tales características), ingresaran en esta modalidad y sus correspondientes centros 




a) Aquellos detenidos (preventivos) o presos que padezcan una patología 
psiquiátrica. Requiere la decisión del Juez de Vigilancia Penitenciaria. 
 
b) Personas que les haya sido aplicada una medida de seguridad de internamiento 
en centro psiquiátrico penitenciario. En este sentido, se considera que a estos 
                                                             
3520 Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios... 
ob. cit., p.  140. 
3521 Vid. Artículo 47.5.a. de la LORRPM. 
3522 Vid. Artículo 11, de la LOGP; al respecto, Vid. García Valdés, C.: Comentarios… ob. cit., p.  
54. 
3523 Vid. Artículo 184, del RM. 





internos se les ha aplicado alguna de las eximentes establecidas en el Código 
Penal. 
 
c) Penados a los que, por enfermedad mental sobrevenida, se haya impuesto una 
medida de seguridad de cumplimiento en un centro especializado. 
 
Como se puede apreciar, son muchos los paralelismos que pueden hallarse entre la 
clasificación de internos que acceden a estos establecimientos y los establecidos en la 
LORRPM para el internamiento terapéutico. Sin duda alguna, la definición de medida 
de seguridad de esta clase de internamiento cobra su auténtico sentido, por cuanto en el 
RP 1996 se denomina de este modo a un modelo análogo de internamiento 
penitenciario. No obstante, la medida de internamiento terapéutico no deja de ser (valga 
la redundancia) una medida de internamiento, y puesto que a raíz de la LO 8/2006, se 
establecen para ella las modalidades de régimen cerrado, semiabierto y abierto, esta 
formulación de medida de seguridad no parece haber sido definida con el rigor 
conceptual adecuado. 
 
Respecto al régimen disciplinario, el art. 59 del RM restringe las medidas 
disciplinarias para los internamientos terapéuticos de menores infractores, pues “no será 
aplicable a aquellos menores a los que se haya impuesto una medida de internamiento 
terapéutico como consecuencia de una anomalía o alteración psíquica o de una 
alteración en la percepción que les impida comprender la ilicitud de los hechos o 
actuar conforme a aquella comprensión, mientras se mantengan en tal estado”3524. En 
este sentido, como ha señalado Cervelló Donderis, la legislación penitenciaria utiliza 






                                                             
3524 Cfr. Art. 59.3., del RM. 
3525 Cfr. Cervelló Donderis, V.: La medida de internamiento… ob. cit., p. 192. 
3526 El artículo 188.4., del RP 1996 dispone que “las disposiciones de régimen disciplinario 
contenidas en este Reglamento no serán de aplicación a los pacientes internados en estas instituciones.” 





4.2.13. Internamiento cautelar o provisional (Artículo 28 LORRPM y Artículo 
29 R.D. 1774/2004, de 30 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la 
LORRPM). 
 
Como afirma Serrano Tárraga, en la LORRPM, a diferencia de lo que ocurre en el 
Derecho penal de adultos, tan sólo se admiten las medidas cautelares de índole 
personal
3527
. Se define el internamiento cautelar o provisional como “una medida 
cautelar de carácter personal que consiste en la privación temporal de libertad del 
imputado, decretada por el órgano jurisdiccional competente dentro de los plazos y 
siempre que concurran los presupuestos legalmente establecidos”3528. No existe una 
definición concreta de las características o el contenido de la medida cautelar de 
internamiento en la LORRPM, por lo que parece que debemos acudir a lo dispuesto 
para las medidas de internamiento definitivas recogidas en el art. 7
3529
; si bien el 
régimen de las medidas preventivas y las definitivas debe equipararse, es lógico que 
para las primeras se establezcan ciertas limitaciones derivadas de su propia naturaleza 
de medidas cautelares
3530
 (principalmente el respeto a la presunción de inocencia del 
menor) y se continúe manteniendo la finalidad educativa
3531
. Al respecto, Hernández 
Galilea advertía de la problemática pedagógica con los menores preventivos, pues “el 
internamiento cautelar distorsiona seriamente el contenido educativo del proceso de 
menores generando graves problemas a los profesionales de los centros, pues se les 
                                                             
3527 Vid. Serrano Tárraga, Mª.D.: “Las medidas cautelares aplicables a los menores de edad”, en 
Boletín de la Facultad de Derecho de la UNED, Número 22, Madrid, 2003, p. 158; Villar Fuentes, I.Mª.: 
“VI. Las medidas cautelares”, en Meléndez Luque, M., Álvarez Alarcón, A., y Villar Fuentes, I.Mª.: “El 
procedimiento declarativo”, recopilado en la obra colectiva Ruíz Rodríguez, L.R., Navarro Guzmán, J.I. 
(Coords.): Menores. Responsabilidad penal y atención psicosocial. Tirant lo Blanch, Valencia, 2004, p. 
353. Aunque -matiza la autora- es cierto, que “en virtud de la Disposición Final Primera de la LORRPM, 
por la supletoriedad que le reconoce a la LECrim, es posible la adopción de fianzas y embargos de los 
arts. 589 a 614 LECrim y art. 764.1.”. Según la citada Disposición Final Primera de la LORRPM, 
“tendrán el carácter de normas supletorias, para lo no previsto expresamente en esta Ley Orgánica, en el 
ámbito sustantivo, el Código Penal y las leyes penales especiales, y, en el ámbito del procedimiento, la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, en particular lo dispuesto para los trámites del procedimiento 
abreviado regulado en el Título III del Libro IV de la misma”.  
3528 Cfr. Martínez González, Mª.I.: “Título II...” ob. cit., pp.  271 y 272. 
3529 De la expresión utilizada en el art. 28.1. LORRPM “régimen adecuado”, puede entenderse la 
validez de los tres tipos de régimen de internamiento como medida cautelar. Vid. Mora Alarcón, J.A.: 
Derecho penal y procesal… ob. cit., p. 162. 
3530 Vid. Serrano Tárraga, Mª.D.: “Las medidas cautelares...” ob. cit., p. 183. 
3531 Vid. Calatayud Pérez, E.: “Capítulo V. Instrucción del procedimiento (Títulos Tercero y 
Cuarto, artículos 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36 y 37)”, en Giménez-Salinas i Colomer, E. (Coord.): 
Justicia de menores… ob. cit., p. 151. 





remite un menor con una finalidad que les es totalmente ajena”3532. Ciertamente, la 
solución al adecuado tratamiento penitenciario educativo de los menores preventivos es 
una cuestión complicada de difícil solución, por cuanto el menor en internamiento 
cautelar, en principio no tendría por qué acogerse a un específico programa educativo. 
Entendemos que, en este sentido, además de aplicarse una analogía con lo dispuesto en 
la regulación penitenciaria de adultos
3533
, los menores en situación preventiva deberían 
poder acceder a un programa educativo propio, desarrollado por la administración del 
centro y que sea compatible con su especial situación procesal. Esta parece ser la vía 
seguida por el RM, que para establecer el respeto del principio de presunción de 
inocencia, articula que el programa individualizado de ejecución se sustituirá por un 
modelo individualizado de intervención (asimilando el sentido y la terminología 
introducida en la reglamentación para adultos a partir de 1996), con una planificación de 




En la Exposición de Motivos de la LORRPM se recogen también algunas de las 
características de este modelo de internamiento provisional: “la adopción de medidas 
cautelares sigue el modelo de solicitud de parte, en audiencia contradictoria, en la que 




, como vimos en el capítulo correspondiente, se 
mostraban en contra del internamiento o encarcelamiento preventivo de los menores a 
no ser que éste tuviera lugar de manera excepcional
3537
. Sin embargo, nuestro 
ordenamiento penal de menores ha recogido en su redacción la figura de las medidas 
                                                             
3532 Cfr. Hernández Galilea, J.M.: El sistema… ob. cit., p. 182. 
3533 Vid. Artículo 3.4., del RP 1996, que establece que “en cuanto sea compatible con su situación 
procesal, los presos preventivos podrán acceder a las actividades educativas, formativas, deportivas y 
culturales que se celebren en el centro penitenciario, en las mismas condiciones que los penados”.  
3534 Vid. Artículo 29.2. del RM. Sobre la ejecución del programa educativo de la medida cautelar 
de internamiento, también Vid. Artículo 10.3 del RM. 
3535 Cfr. Punto II. 9, párrafo tercero, de la Exposición de Motivos de la LORRPM. 
3536 Vid., a modo de ejemplo, Regla. 13, de la Resolución 40/33, 29 de noviembre de 1985… cit.  
3537 Aunque el internamiento preventivo está recogido entre las normas internacionales. En 
especial, una de las primeras normativas internacionales en tratar la materia fue el Convenio de Roma, de 
4 de noviembre de 1950, para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales 
que establece en su art. 5.1.d., que “toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede 
ser privado de su libertad, salvo en los casos siguientes y con arreglo al procedimiento establecido por la 
ley: d. Si se trata del internamiento de un menor en virtud de una orden legalmente acordada con el fin de 
vigilar su educación o de su detención, conforme a derecho, con el fin de hacerle comparecer ante la 
autoridad competente”. Al respecto, también Vid. Mora Alarcón, J.A.: Derecho penal y procesal... ob. cit., 
p. 163.  





cautelares aplicadas a menores, entre las que se cuenta
3538
, la citada y específica medida 
cautelar de internamiento, cuya justificación ya se encontraba recogida por la 




Con anterioridad a la entrada en vigor de la LO 8/2006, el Ministerio Fiscal
3540
 era 
el único autorizado para la petición de medidas cautelares para la custodia y defensa del 
menor
3541
. Tras la reforma, se introdujo la posibilidad de que la acusación particular 
también pudiera instar al Juez de menores a aplicar alguna de las medidas cautelares 
previstas en la LORRPM. El precepto quedaba redactado de la siguiente manera: 
 
“El Ministerio Fiscal, de oficio o a instancia de quien haya ejercitado la acción penal, cuando 
existan indicios racionales de la comisión de un delito y el riesgo de eludir u obstruir la acción de la 
justicia por parte del menor o de atentar contra los bienes jurídicos de la víctima, podrá solicitar del 
Juez de menores, en cualquier momento, la adopción de medidas cautelares para la custodia y defensa 
del menor expedientado o para la debida protección de la víctima. 
                                                             
3538 El catálogo de medidas cautelares del art. 28 parece configurarse como un numerus clausus, 
por lo que no cabe la aplicaciones de otras medidas cautelares a los menores diferentes a las expresamente 
previstas en dicho artículo. Esta interpretación, por otra parte criticable, ha sido confirmada por la Fiscalía 
General del Estado (Consulta número 3/2004, de 26 de noviembre) Vid. Dolz Lago, M.J.: Comentarios… 
ob. cit., p. 199. 
3539 Sobre las condiciones del internamiento preventivo del menor, con anterioridad a la entrada de 
la LORRPM, Vid. Sentencia Tribunal Constitucional Número 233/1993, de 12 de julio, donde se 
establecen una serie de parámetros para justificar el internamiento provisional del menor; entre ellos: 
exigencia de la “la necesaria proporcionalidad con las circunstancias personales del menor y con la 
infracción que se le imputa, sin olvidar las necesidades de la sociedad o el interés general… la prisión 
cautelar por un mes aparece, pues, con talante subsidiario, una vez fracasadas las medidas sustitutorias y 
entre ellas la loable asistencia del educador, siendo además de corta duración (…) tampoco se aparta de la 
orientación protectora principal, que coexiste necesariamente con algún aspecto represivo o correccional, 
sancionador en suma, porque todo método pedagógico incluye también el castigo de las conductas 
negativas…”. Vid. De Urbano Castrillo, E., y De la Rosa Cortina, J.M.: Comentarios… ob. cit., pp. 278 y 
279; Richard González, M.: “El nuevo proceso de menores”, en Diario la Ley, Tomo IV, Editorial la Ley, 
2000, nota número 9; disponible online en: www.laleydigital.es (12/09/2010).  
3540 Como explica De la Rosa Cortina, “ya la LO 4/1992 se anticipó a la LO 5/1995, que introdujo 
el art. 504 bis en la LECrim y con él el principio acusatorio en la adopción de medidas cautelares de 
internamiento. En efecto, el art. 15.1.5ª. dejaba claro la imposibilidad del Juez de acordar el ingreso 
cautelar del menor en un centro cerrado su no es a solicitud del Fiscal”. Cfr. De la Rosa Cortina, J.M.: 
“La instrucción en el procedimiento de la LORPM. Intervención del Juez de menores”, en Ornosa 
Fernández, Mª.R.: La responsabilidad… ob. cit., p. 307. 
3541 La redacción original del art. 28.1. de la LORRPM no recogía la posibilidad a la acusación 
particular de solicitar medidas cautelares de internamiento para el menor acusado: “Art. 28.1. El 
Ministerio Fiscal, cuando existan indicios racionales de la comisión de un delito o el riesgo de eludir u 
obstruir la acción de la justicia por parte del menor, podrá solicitar al Juez de menores, en cualquier 
momento, la adopción de medidas cautelares para la custodia y defensa del menor expedientado…”. 





Dichas medidas podrán consistir en internamiento en centro en el régimen adecuado, libertad 
vigilada, prohibición de aproximarse o comunicarse con la víctima o con aquellos de sus familiares u 
otras personas que determine el Juez, o convivencia con otra persona, familia o grupo educativo…”3542. 
 
También los presupuestos para la aplicación de una medida cautelar de 
internamiento han cambiado tras las reformas. Así, con la anterior redacción de la 
LORRPM, debería atenderse, además de a la gravedad de los hechos y las 
circunstancias personales y sociales del menor, a la repercusión de dichos hechos y la 
alarma social producida
3543
. Una desafortunada redacción que no tuvo buena acogida 
entre la doctrina, por cuanto, como expresa Hernández Galilea, su “utilización no es 
constitucionalmente legítima en el proceso de adultos ni, con mayor motivo, en el de 
menores”3544. 
 
El citado precepto establece una serie de presupuestos legales y de aplicación
3545
, 
para la imposición por parte del Juez de esta medida. Estos presupuestos son 
básicamente los mismos que se establecen para la aplicación de las medidas cautelares 
en el Derecho procesal penal de adultos, y están basados en los preceptos relativos al 
fumus boni iuris
3546
, o apariencia de buen derecho, que tiene el sentido de fundada 
sospecha de la participación del imputado en el hecho punible, y periculum in mora, o 







                                                             
3542 Cfr. Artículo 28, de la LORRPM. 
3543 Vid. Artículo 28.2., de la redacción de la LORRPM anterior a la entrada en vigor de la reforma 
de la LO 8/2006. 
3544 Cfr. Hernández Galilea, J.M.: El sistema… ob. cit., p. 181; el autor apoya sus argumentos en la 
STC Número 47/2000, de 17 de febrero. Al respecto, también Vid. Cuello Contreras, J.: El nuevo 
Derecho… ob. cit., p. 63; Cezón González, C.: La nueva Ley… ob. cit., p. 103; Díaz-Maroto y Villarejo, 
J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… ob. cit., p. 334; Ornosa Fernández, 
Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p. 356. 
3545 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p. 353. 
3546 Sobre la crítica a la redacción del art. 28 acerca de este requisito, Vid. González Cano, Mª.I.: 
“Valoración…” ob. cit., punto III; disponible versión online en www.laleydigital.es (12/09/2010). En 
opinión de la autora, “salvo la existencia de indicios racionales de comisión de un delito, ninguno de estos 
elementos de apariencia de buen derecho aparecen reflejados en el art. 28 respecto de la medida cautelar 
de internamiento”. 
3547 Vid. Serrano Tárraga, Mª.D.: “Las medidas cautelares...” ob. cit., p. 159. 





1. Presupuestos legales: 
 
a) Indicios racionales de la comisión de un delito3548.  
 
Además, el art. 28.2 LORRPM, establece que se atenderá a la gravedad de los 
hechos para imponer esta medida preventiva en su vertiente de régimen cerrado. Esta 
consideración supone una ruptura del carácter facultativo de la imposición de las 
medidas cautelares en la LORRPM
3549
. Al igual que ocurría al estudiar esta medida de 
internamiento, ni en el artículo de la LORRPM, ni en el RM, se especifica qué ha de 
entenderse por criterio de gravedad
3550
, por lo que para su exégesis debemos acudir a lo 
dispuesto en el art. 9.2. del texto legal y así verificar qué tipo de delitos cumplen este 
concepto de gravedad, de un modo similar a como se establecía la medida de 
internamiento en régimen cerrado. Este modo de proceder no siempre es el más ajustado 
a las necesidades del menor, puesto que al acudir a este artículo se establece la medida 
de internamiento cautelar en base a la duración de las penas de los delitos del CP 
(puesto que el artículo 9.2. utiliza tal criterio para establecer la gravedad de las penas), 
lo que no termina de resultar satisfactorio pues, de acuerdo con la doctrina 
jurisprudencial del Tribunal Constitucional
3551
, el simple hecho de la gravedad de un 
delito, no es suficiente para adoptar una medida cautelar
3552
. Esta es la manifestación en 
el ordenamiento penal del menor, del llamado fumus boni iuris, o apariencia de buen 
                                                             
3548 Sólo es posible la admisión de la aplicación de una medida cautelar al menor infractor en 
aquellos supuestos en los que este haya cometido un delito, es decir, se excluye la posibilidad de imponer 
una medida cautelar por la comisión de una falta. La duda acerca de esta cuestión, escribe Calatayud 
Pérez, radicaría en la inserción de la disyunción “o”, cuando en el precepto se señala “comisión de un 
delito o el riesgo de eludir”. Una interpretación contraria a la expuesta llevaría a un régimen agravado 
para los menores respecto de los adultos, que violaría el principio de proporcionalidad y se situaría en 
contra de la prohibición constitucional de “establecer medidas más graves o de una duración superior, a 
los menores, a la que correspondería por los mismos hechos si de un adulto se tratase”. En la nueva 
redacción del precepto, tras las reformas de la LO 8/2006, se introdujo la conjunción “y”, solucionando 
los problemas interpretativos sobre esta cuestión. Vid. Calatayud Pérez, E.: “Capítulo V. Instrucción del 
procedimiento (Títulos Tercero y Cuarto, artículos 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36 y 37)”, en Giménez-
Salinas i Colomer, E. (Coord.): Justicia de menores… ob. cit.,, pp. 150 y 151.; Serrano Tárraga, Mª.D.: 
“Las medidas cautelares…” ob. cit., pp. 161 y 162.  
3549 Vid. Mora Alarcón, J.A.: Derecho penal y procesal... ob. cit., p. 138. 
3550 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p. 354. 
3551 Como ejemplo de esta corriente en la jurisprudencia constitucional, Vid. STC 47/2000, de 17 
de febrero. 
3552 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 4ª Ed., ob. y loc. cit. 







 que, en el proceso de menores, será valorado dentro de la posible 
imputación del acto al menor. 
 
La redacción del precepto incluye la expresión “comisión de un delito”, por lo que 
algunos autores entienden que “no basta con la existencia de un delito, sino que el 
término comisión debe interpretarse en el sentido de imputación de un delito a una 
persona menor de dieciocho años en el tiempo de cometerlo”3554.  
 
b) Riesgo de eludir u obstaculizar la acción de la justicia por parte del 
menor.  
 
En la anterior redacción, previa a la entrada en vigor de la LO 8/2006, no se 
establecía la necesidad de que este presupuesto y el anterior -el indicio razonable de 
delito-, hubieran de tener lugar conjuntamente. Considerado como “un acierto de la 
reforma de 2006”3555 sobre la “muy defectuosa”3556 primera redacción del precepto, en 
la actual regulación no es posible la interpretación, para imponer una medida cautelar 
(sobre todo, en el caso de las de internamiento), de la suficiencia de uno solo de los 
presupuestos.  
 
Para Mora Alarcón, no cabe duda que las acciones de eludir u obstaculizar vienen 
referidas sólo al menor y no a su entorno, no obstante, en los casos en los que el menor 





c) Riesgo de atentar contra los bienes jurídicos de la víctima.  
 
Como ha advertido De la Rosa Cortina, dentro de los requisitos del art. 28.2., “no 
se menciona el riesgo de atentar contra los bienes jurídicos de la víctima, finalidad que -
                                                             
3553 Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… 
ob. cit., p.  328. 
3554 Cfr. Mora Alarcón, J.A.: Derecho penal y procesal... ob. cit., p. 159. 
3555 Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios... 
ob. cit., p.  331. 
3556 Cfr. Hernández Galilea, J.M.: El sistema… ob. cit., p. 180. 
3557 Vid. Mora Alarcón, J.A.: Derecho penal y procesal... ob. cit., p. 159. 





junto al riesgo de eludir u obstruir la acción de la justicia por parte del menor- sí se 
admite en el apartado primero, al establecer las finalidades de las medidas cautelares en 
general”3558. Tal preocupación introducida por la LO 8/2006, se ha mostrado en la 
modificación de este precepto, incluyéndose tal presupuesto junto a las medidas de 




d) Existencia de un peligro cierto de fuga.  
 
También introducido por la reforma de la LO 8/2006, es aplicable a los casos en 
los que no existe domicilio conocido, o se trata de menores extranjeros. Ha originado 
dificultades de interpretación, por cuanto se puede solicitar el internamiento, como 
medida cautelar, en aquellos casos en los que realmente se debería responder con 
medidas de asistencia social, al tratarse de un problema de protección del menor, y no 
de una cuestión estrictamente penal
3560
. En este caso, nos encontramos con otro de los 
presupuestos habituales de las medidas cautelares dentro de nuestro derecho procesal 





e) Reincidencia del menor.  
 
Nuevamente nos encontramos con la difícil adecuación de la agravante de 
reincidencia, del artículo 22.8 del Código Penal, al Derecho Penal de menores. 
 
f) Circunstancias personales y sociales del menor.  
 
Cobra mayor importancia, frente al Derecho procesal penal de menores, la 
ponderación de las circunstancias personales y del entorno del menor, siendo 
nuevamente el interés superior del menor “el estándar último” utilizado para valorar la 
                                                             
3558 Cfr. De la Rosa Cortina, J.M.: “Medidas cautelares en protección de la víctima y proceso penal 
de menores”, en Diario La Ley, Año XXIX, Número 6927, 17 abril de 2008, punto IV, disponible versión 
online en www.laleydigital.es (08/09/2010). 
3559 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 4ª Ed., ob. cit., p.  355. 
3560 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 4ª Ed., ob. y loc. cit. 
3561 Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… 
ob. y loc. cit. 





conveniencia de la adopción de la medida cautelar de internamiento
3562
. Valora la 
situación de riesgo del menor, atendiendo a sus circunstancias personales y al informe 
del equipo técnico. Nuevamente debe distinguirse, en el estudio de la situación del 





2. Presupuestos de aplicación: 
 
a) La petición de la medida cautelar puede ser presentada en cualquier momento, 
tanto por el Ministerio Fiscal
3564
, como -a raíz de la modificación operada por 
la LO 8/2006
3565
-, a petición de parte. En su apartado segundo, el art. 28 de la 
LORRPM establece, además, que el acusador particular podrá pedir 
directamente al Juez de menores la aplicación de las medidas cautelares
3566
, lo 
cual, resulta redundante, a tenor de los términos expresados en el art. 25.b. de 
                                                             
3562 Vid. Sanz Hermida, A.M.: “Título III. De la instrucción del procedimiento”, en Gómez Rivero, 
Mª.C.: Comentarios… ob. cit., p. 273.  
3563 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p.  356. 
3564 El Ministerio Fiscal, con anterioridad a las reformas del 2006 monopolizaba la petición de las 
medidas de internamiento cautelares. Una de las originalidades de la LORRPM respecto al Derecho 
procesal penal de adultos es la intervención del Ministerio Fiscal en el proceso de menores, en el que 
carga completamente con la instrucción. Estas atribuciones no han estado exentas de críticas por parte de 
la doctrina, que consideran necesaria la instrucción judicial, de modo análogo a los adultos, en el proceso 
penal de menores. Vid. Raposo Fernández, J.M.: “Estudio crítico del proceso contra menores 
delincuentes. Aspectos necesitados”, en Diario la Ley, Tomo VI, Editorial La Ley, 1997, punto 4.B., 
disponible online en www.laleydigital.es (12/09/2010); donde el autor expresa su crítica ante la 
instrucción del Fiscal en el proceso de menores: “la verdad es que el Ministerio Público no puede 
investigar con la misma autonomía que un Juez de Instrucción ni adoptar medidas cautelares por sí 
mismo. No puede ordenar el ingreso preventivo del inculpado en un centro de internamiento cerrado, ni la 
entrada y registro en su domicilio, ni la intervención de sus comunicaciones, ni restringir los demás 
derechos contemplados en los arts. 17 a 19 de la Constitución, decisiones que competen a la Autoridad 
Judicial, la cual para poder resolver con un mínimo de conocimiento de causa deberá instruirse, en mayor 
o menor medida, de lo actuado, lo que sin duda conlleva su contaminación, que es lo que se quiere evitar 
asignando funciones instructoras al Fiscal”. En contra, Vid. González Cano, Mª.I.: “Valoración…” ob. 
cit., punto III; quien trae a colación la STC 60/1995, de 17 de marzo, y el ATC 148/1999, de 14 de junio, 
y se posiciona en contra de la doctrina en ellas establecida, “porque, en primer lugar, en el proceso de 
adulto la adopción de medida cautelar sí tiene esa consideración de acto instructorio que puede conllevar 
quiebra de la imparcialidad, y, además, porque decidir sobre la medida cautelar implica un juicio de valor 
del Juez de menores sobre la existencia de indicios de criminalidad, tal y como preceptúa el art. 28.1 de la 
LORPM. En suma, alguna medida debería haberse adoptado en la reforma para garantizar que no se va a 
producir esta merma de imparcialidad cuando el mismo Juez de menores realiza actos instructorios y a la 
vez enjuicia y decide la causa”. 
3565 En la redacción original de la LORRPM, el artículo 28 no incluía al acusador particular entre 
los agentes del proceso que podían solicitar esta medida.  
3566 Acerca de los límites establecidos a la acusación particular en la anterior redacción de la 
LORRPM y su posición actual en el proceso como acusación particular strictu sensu, Vid. in extenso,  
González Cano, Mª.I.: “Valoración…” ob. cit. 





la LORRPM, en el que se permite a éste instar a la imposición de medidas, 
incluidas las más graves de internamiento, durante el proceso. 
 
b) La imposición de la medida cautelar podrá ser solicitada, tanto por el 
Ministerio Fiscal como por la acusación particular, en cualquier momento del 
proceso. 
 
c) Previa solicitud del Ministerio Fiscal y tras ser citado el perjudicado, quien 
podrá pedir, como se ha dicho supra, la aplicación de la medida cautelar. 
 
d) Informe del Equipo Técnico y representantes de las entidades públicas, en su 
caso. El informe del Equipo Técnico cobrará gran importancia a la hora de 
determinar las circunstancias personales del menor, en orden a la aplicación de 
la medida cautelar de internamiento. En cuanto a los representantes de las 
entidades públicas, “el informe que en estos supuestos puede aportar el 
responsable de la entidad pública cobra especial significado en orden a evitar la 
adopción de medidas penales con fines proteccionistas”3567. Llama la atención, 
en este punto, que el precepto no recoja expresamente la necesidad de la 
presencia del propio menor en la comparecencia
3568
. Aunque puede entenderse 
esta ausencia de asistencia obligatoria en interés del menor, evitando de este 
modo que se involucre completamente en un proceso complejo, también 
consideramos que la no inclusión en el precepto de la posibilidad de su 
asistencia incurre en una visión excesivamente proteccionista. De este modo, 
pareciere que el menor no es capaz de defender sus derechos, o que su 
presencia en su propio proceso es un asunto trivial. Estas consideraciones 
entran en conflicto con la filosofía del modelo de responsabilidad penal de la 
LORRPM y, en todo caso, van en contra de las últimas tendencias en el ámbito 
                                                             
3567 Cfr. Montero Hernanz, T.: “El papel de la entidad pública de protección y/o reforma en la Ley 
Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores”, en Diario la 
Ley, Año XXIX, Número 7070, Editorial La Ley, enero 2008, punto III.1., el mismo: “La intervención 
administrativa en el marco procesal de la Ley Orgánica reguladora de la Responsabilidad Penal de los 
Menores”, en Diario la Ley, Año XXX, Número 7087, enero 2009, punto III.1. Disponibles versión 
online en: www.laleydigital.es (12/09/2010) 
3568 Vid. Sebastián Otones, M.: “La instrucción penal en el nuevo procedimiento de menores”, en 
Diario la Ley, Tomo VI, Editorial La Ley, 2001, punto 7.B.; disponible versión online en: 
www.laleydigital.es (12/09/2010). 





internacional sobre la participación del menor en el procedimiento judicial
3569
. 
En última instancia, tal y como ha señalado Montero Hernanz, esta laguna 
puede subsanarse a través de la genérica previsión establecida en la letra d., del 
art. 22.1 de la LORRPM que reconoce al menor, desde el mismo momento de 
la incoación del expediente, el derecho a “ser oído por el Juez o Tribunal antes 
de adoptar cualquier resolución que le concierna personalmente”3570. Más allá 
de la necesaria protección del menor, consideramos que sería necesario adaptar 
el proceso para su mejor comprensión y entendimiento. 
 
e) Corresponderá a las CC.AA. y las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla la 




Sobre la motivación del internamiento cautelar deben realizarse algunas 
objeciones. Tal y como señala Serrano Tárraga, la finalidad de “custodia y defensa del 
menor” aludida por el precepto, “choca con su regulación similar a la de las medidas 
cautelares del proceso penal ordinario, y aunque la ley dice que están dirigidas a la 
custodia y defensa del menor, no se entiende que en los casos en los que el menor tenga 
que ser defendido de algún peligro durante el procedimiento se tengan que adoptar 
medidas cautelares, de naturaleza eminentemente penal-educativa, y no de medidas 
cautelares de protección civil, por lo tanto, las medidas cautelares en el proceso de 
menores van dirigidas a la custodia del menor, no a su defensa, para asegurar el objeto 
del proceso y el cumplimiento de la sentencia”3572. En realidad, las razones indicadas en 
la LORRPM para la disposición de medidas cautelares de internamiento tienen más 
sentido y coherencia en relación con los inimputables del art. 29, para los cuales la 
necesidad de custodia (con base en la peligrosidad, tanto para sí mismos como para 
terceros) y protección (puesto que pueden encontrarse en una situación de completo 
desarraigo social) cobra un mayor sentido. 
 
                                                             
3569 Consúltese el epígrafe dedicado al nuevo modelo internacional de Child-Friendly Justice en el 
capítulo correspondiente al ámbito internacional. 
3570 Vid. Montero Hernanz, T.: “La intervención…” ob. y loc. cit.   
3571 Vid. Artículo 8.1.a., del RM. 
3572 Cfr. Serrano Tárraga, Mª.D.: “Las medidas cautelares…” ob. cit., p. 163.  





Como ya hemos indicado, se establece en el art. 28.2. LORRPM la posibilidad de 
ingresar cautelarmente al menor en un centro en cualquiera de los regímenes de 
internamiento anteriormente vistos, siempre que el Juez así lo determine, siendo de 
aplicación lo dispuesto en los artículos donde se establecen las reglas generales de cada 
uno de ellos
3573
. Para Hernández Galilea, el internamiento cautelar se realizará 
habitualmente en régimen cerrado, puesto que de otro modo difícilmente se cumplirá la 
finalidad que persigue
3574,  lo cual es criticable, puesto que “el internamiento en 
régimen semiabierto y abierto debería ser la norma para hechos graves, pues el mismo 
facilita mejor la continuación del menor de sus tareas educativas y el contacto del 
mismo con la familia y su entorno”3575.  
 
Por último, sobre el régimen de vida de los preventivos, corresponde al RM 
establecer una serie de condiciones especiales de su ingreso. Así, en el art. 49 de la 
citada normativa se dispone que la autorización de cualquier permiso o salida a los 
menores sometidos a medida cautelar de internamiento se someterá al mismo régimen 
que el previsto cuando se imponga por sentencia. 
 
4.2.14. Duración de la medida cautelar de internamiento. 
 
La duración de la medida de internamiento preventivo o provisional que se 
contempla en la LORRPM ha sido modificada tras la entrada en vigor de la LO 8/2006. 
Con anterioridad a la extensa y polémica reforma, la medida cautelar de internamiento 
podía ser impuesta al menor por un plazo máximo de tres meses, ampliable por otros 
tres meses como máximo
3576
. Nos encontramos, por tanto, con una ampliación de los 
plazos que no parece tener en consideración la postura internacional (Reglas de Beijing) 
y comunitaria en materia de justicia de menores, que instan al legislador estatal a 
contemplar una breve duración para este tipo de medidas cautelares. Dicha ampliación 
bien pudiera encontrar su justificación en la lentitud de la respuesta de la 
jurisdicción
3577
. No obstante, el problema se muestra como de carácter estrictamente 
                                                             
3573 Vid. Artículo 23 del RM. 
3574 Vid. Hernández Galilea, J.M.: El sistema… ob. cit., p. 181. 
3575 Cfr. Mora Alarcón, J.A.: Derecho penal y procesal... ob. cit., p. 163. 
3576 Vid. Artículo 28.3., de la redacción original de la LORRPM.  
3577 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p.  361. 





procesal, sin tener en cuenta el interés del menor, ni la posible nocividad del 
internamiento preventivo, puesto que la LO 8/2006, ha preferido alargar los plazos del 
mismo, antes que establecer otras medidas que agilicen esta jurisdicción. Nuevamente, 
el ahorro en los recursos materiales y procesales, se impone a la búsqueda de la 
eficacia del aparato de justicia de menores, e incluso, al bien superior de menor. 
 
El precepto quedaría en la nueva versión de la LORRPM, en este sentido: 
 
“3. El tiempo máximo de la medida cautelar de internamiento será de seis meses, y podrá 
prorrogarse, a instancia del Ministerio Fiscal, previa audiencia del letrado del menor y mediante auto 
motivado, por otros tres meses como máximo”3578.  
 
Los plazos así previstos son considerablemente menores, como no podría ser de 
otro modo, a los establecidos en la LECrim
3579
; y, como en el caso de las medidas 
cautelares previstas para la legislación de adultos, sólo se mantendrán en caso de que 
persistan los motivos que dieron lugar a su adopción
3580
. Según De la Rosa Cortina, 
existiendo un precepto específico en la LORRPM, en ningún caso podría acudirse a la 
LECrim para aplicar supletoriamente el precepto contenido en el actual art. 504.2., 
párrafo 2º, que establece: “si fuere condenado el imputado, la prisión provisional podrá 
prorrogarse hasta el límite de la mitad de la pena efectivamente impuesta en la 
sentencia, cuando ésta hubiere sido recurrida”3581. No obstante, el autor opina que 
debería haberse introducido en la LORRPM una clausula semejante para aquellos 




                                                             
3578 Cfr. Artículo 28.3., de la redacción actual de la LORRPM, tras las modificaciones de la LO 
8/2006. La duración total máxima establecida por esta reforma recuerda a la formulación del 
internamiento cautelar en el anteproyecto de la Ley Orgánica Penal y Juvenil del Menor de 1995, en su 
art. 52.2.b., que regulaba la figura del internamiento provisional. En dicho proyecto figura un límite 
máximo de tres meses para el cumplimiento de la medida, sin embargo, en aquellos casos en los que el 
delito cometido estuviera penado con prisión de diez años o más, se permitían dos prorrogas sucesivas de 
3 meses cada una. Vid. De Urbano Castrillo, E., y De la Rosa Cortina, J.M.: Comentarios… ob. cit., p. 
274. 
3579 Vid. Artículo 504 de la LECrim. 
3580 Vid. Martínez González, Mª.I.: “Título II…” ob. cit., p. 275. 
3581 Cfr. Artículo 504.2., párrafo segundo, de la LECrim; esta clausula se encontraba en el art. 
504.5º de la LECrim (citado así en el artículo de De la Rosa Cortina) antes de las reformas introducidas 
por la Ley Orgánica 13/2003, de 24 de octubre, de reforma de la LECrim en materia de prisión 
provisional, y la LO 15/2003, anteriormente citada. 
3582 Vid. De la Rosa Cortina, J.M.: “Medidas cautelares…” ob. cit., pp. 309 y 310. 





Otra de las nuevas incorporaciones al texto de este artículo, operada por la 
reforma del 2006, es la inclusión de la comparecencia del letrado del menor durante el 
proceso de solicitud de medidas cautelares. Sin duda alguna, tras la inclusión de la parte 
ofendida en la petición ante el Juez de las medidas preventivas, se hacía necesaria esta 
revisión del articulado, en aras de mantener las garantías procesales
3583
, que el menor 
debe conservar en todo momento. 
 
Por último, el artículo 28.5. de la LORRPM, indica que el tiempo de 
internamiento cumplido en esta modalidad cautelar deberá ser abonado al total del 
cumplimiento de la medida definitiva, sea ésta respecto de la causa que acordaron o, 
incluso, de otras causas anteriores. 
 
4.2.15. Medida de internamiento cautelar y prisión preventiva. 
 
Esta figura comparte grandes coincidencias con el régimen de preventivos, 
indicado en la LOGP, en su artículo 5, en estos términos:  
 
“El régimen de prisión preventiva tiene por objeto retener al interno a disposición de la autoridad 
judicial”3584.   
 
No cabe aquí hablar de clasificación
3585
, tan sólo de separación de diversidad en el 
régimen de vida penitenciario, pero en ningún caso de tratamiento penitenciario
3586
 per 
se, ya que los internos preventivos no son aún penados y se encuentran amparados por 
la presunción de inocencia. No obstante en el RP de 1996 (art. 3.4)
3587
 se tuvo esta 
circunstancia en cuenta
3588
, trasformando, como se ha indicado, el término tratamiento 
por el de intervención, y permitiendo a los preventivos hacer uso de instituciones hasta 
                                                             
3583 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 4ª Ed., ob. cit., p.  362. 
3584 Cfr. Artículo 5, de la LOGP. 
3585 Vid. Racionero Carmona, F.: Derecho penitenciario… ob. cit., p.  159. 
3586 Vid. Zaragoza Huerta, J.: Derecho penitenciario español… ob. cit., p.  137. 
3587 El precepto en cuestión establece: “En cuanto sea compatible con su situación procesal, los 
presos preventivos podrán acceder a las actividades educativas, formativas, deportivas y culturales que se 
celebren en el centro penitenciario, en las mismas condiciones que los penados”. 
3588 Así en la exposición motivadora de la norma reglamentaria se señalaba la pretensión de 
“profundizar el principio de individualización científica en la ejecución del tratamiento penitenciario. 
Para ello se implanta la aplicación de modelos individualizados de intervención para los presos 
preventivos (que representan en torno al 20 por 100 de la población reclusa), en cuanto sea compatible 
con el principio constitucional de presunción de inocencia”. 





entonces tratamentales y únicamente reservadas a los penados. De este modo se 
combatía el ocio y se soslayaba la disposición orgánica que reservaba las actividades de 
contenido tratamental a los condenados. 
 
La prisión preventiva puede definirse como “una medida cautelar de las dirigidas 
contra las personas adoptada en el proceso penal”3589, y que tendrá por objeto “retener a 
los internos a disposición de la autoridad judicial, en concordancia con la finalidad de 
retención y custodia de detenidos y presos mencionada en el artículo 1 de la Ley 
General Penitenciaria”3590. 
 
Este principio de la presunción de inocencia, será el que presidirá el régimen 
penitenciario de los preventivos en la modalidad de vida en la que sean internados. El 
desarrollo específico del régimen de preventivos se establece en el RP 1996, en sus art. 
96 a 98.  
 
Algunas diferencias fundamentales entre estos internos preventivos y los ya 
penados pueden establecerse en los deberes de su régimen de vida en prisión, por 
ejemplo, en referencia a la obligatoriedad del trabajo
3591
, que para los preventivos no se 
establece como una imposición, sino como posibilidad
3592
. De un modo similar 
contemplamos como, para el caso de los menores se establecían programas especiales 
de actividades, compatibles con el régimen de internamiento y con el principio de 
presunción de inocencia imperante mientras dure esta medida preventiva. 
 
Asimismo, de igual forma que ocurría en la LORRPM, los internos preventivos 





Nuevamente, encontramos que las razones para adoptar este tipo de medidas de 
carácter preventivo o cautelar, se basan en los mismos criterios, o de manera muy 
                                                             
3589 Cfr. Morilla Cuevas, L.: “La prisión preventiva y la LOGP: la presunción de inocencia”, en VI 
Jornadas Penitenciarias Andaluzas, Consejería de Gobernación, Junta de Andalucía, Sevilla, 1990, p.  49. 
3590 Cfr. García Valdés, C.: Comentarios… ob. cit., p.  38. 
3591 Vid. Morilla Cuevas, L.: “La prisión preventiva…” ob. cit., p.  62. 
3592 Vid. Artículo 29.2. de la LOGP. 
3593 Vid. Artículo 96 del RP 1996. 





similar en el caso de los adultos y de los menores infractores: riesgo de fuga, indicio de 
la comisión del delito, etc. Se mantienen los conceptos de retención y custodia en 
ambos casos para las dos legislaciones, adultos y menores, y ambas, también, se 
enfrentan a la realidad práctica de la separación entre estos internos y los penados, 
máxime cuando el régimen preventivo (de internamiento cautelar en el caso de los 
menores) está sujeto a su aplicación en cada una de las modalidades de vida 
penitenciario o internamiento de menores, que hacen la separación de estos individuos 
en algunos casos especialmente difícil dentro de las prisiones o centros de 
internamiento. 
 
Con todo, la LOGP establecía una diferencia entre los establecimientos 
preventivos para el cumplimiento de esta medida cautelar y el resto de los centros 
penitenciarios. Aunque habida cuenta de la realidad a partir de la implantación del 
modelo de centro tipo (plan de amortización de centros penitenciarios de 1991), con 
centros polivalentes con módulos específicos para las posibles separaciones entre 
internos, tal redacción de la norma orgánica ha de entenderse referida a los específicos 
módulos de un establecimiento polivalente. Sin embargo, la distinción queda en muchos 
supuestos vacua, por cuanto el propio artículo establece que en ellos podrán cumplirse 
penas privativas de libertad, cuando estas no excedan de un internamiento de seis 
meses
3594
. En la práctica esto puede suponer que ambos tipos de internos, presos y 




4.3. Tratamiento ambulatorio, asistencia a centros de día, permanencia de fin 
de semana (Artículo 7.1. de la LORRPM y Exposición de motivos). 
 
Se trata de una serie de medidas que no pueden ser consideradas de internamiento 
propiamente dicho, aunque algunas de ellas sí que requieran el ingreso en centros de 
menores. Debemos matizar la regulación de estas medidas (no penas) respecto de las 
anteriormente vistas; dado que, en algunos casos, tienen muchas semejanzas entre sí, las 
desarrollamos conjuntamente. 
 
                                                             
3594 Vid. Artículo 8.1 de la LOGP. 
3595 Vid. Morilla Cuevas, L.: “La prisión preventiva…” ob. cit., p.  61. 





4.3.1. Tratamiento ambulatorio (Artículo 16 R.D. 1774/2004, de 30 de julio, por 
el que se aprueba el Reglamento de la LORRPM).  
 
El tratamiento ambulatorio es el análogo de las medidas de seguridad no 
privativas de libertad recogidas en el CP
3596
. Los menores sometidos a esta medida 
deberán acudir a los centros designados, con la periodicidad requerida por los 
facultativos que los atienden, y seguir las pautas fijadas para el adecuado tratamiento de 
la anomalía o alteración psíquica, adicción o alteraciones de la percepción que 
padezcan
3597
. Puede entenderse como una función socio-educativa para un fin y 
problemática bien definido y específico
3598
 y puede aplicarse conjuntamente con otras 
medidas, o por sí sola. Nuevamente, se expone en la norma que en aquellos casos en los 
que el menor rechace esta medida el Juez deberá imponer otra que se adapte a sus 
especiales circunstancias. Al igual que ocurría para el caso de los internamientos 
terapéuticos, la falta de especificación
3599
 sobre las medidas alternativas aplicables 
conlleva una problemática en la práctica de la ejecución.  
 
La definición establecida en la LORRPM, se ha mantenido estable a pesar de sus 
reformas, confiriéndole a esta medida un carácter terapéutico, pero con un régimen de 
libertad más amplio, situándose a medio camino entre el internamiento de este tipo y la 
libertad vigilada. En el tratamiento ambulatorio “la prioridad es curativa o 
asistencial”3600, destinada al tratamiento clínico. En síntesis, la diferencia entre esta 
medida y el internamiento terapéutico estriba en el hecho de que la medida de 
tratamiento ambulatorio no implica la residencia del menor en un centro, sólo su 
asistencia periódica requerida por los facultativos. Algunos autores entienden que esta 
periodicidad debería ser decidida por el Juez de menores
3601
. En mi opinión, sin 
embargo, deben ser las personas más cercanas a comprender el alcance del tratamiento 
del menor y su aplicación las que deben decidir esta cuestión.  
 
                                                             
3596 Vid. Artículos 105 a 108 del CP de 1995. 
3597 Vid. Artículo 7.1.e. de la LORRPM. 
3598 Vid. Rovira Torres, O.: La responsabilidad penal de los menores… ob. cit. p.  44. 
3599 Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Capítulo III…” ob. cit., p. 86; Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho 
penal… 1ª Ed., ob. cit., p. 185; Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 121. 
3600 Vid. Cervelló Donderis, V., y Colás Turégano, A.: La responsabilidad penal... ob. cit., p. 164. 
3601 Entre ellos, Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 1ª Ed., ob. cit., p. 185; Abel 
Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 120; Carmona Salgado, C.: “Las medidas…” ob. cit., p. 930. 





El tratamiento ambulatorio, implica la permanencia del menor en su entorno
3602
, y 
el mantenimiento de los vínculos familiares y sociales. El menor en todo momento 
recibirá la adecuada formación educativa en los centros normalizados de su entorno
3603
, 
sin estar sometido a un programa educativo especializado dentro de una institución. 
Como ha señalado Leal Medina para el tratamiento ambulatorio en adultos, “esta 
medida penal trata de conjugar la mínima restricción de libertad con el máximo de 
aplicación terapéutica”3604. 
 
Así, en la propia Exposición de Motivos la medida quedaría definida como 
aquella “destinada a los menores que disponen de las condiciones adecuadas en su vida 
para beneficiarse de un programa terapéutico que les ayude a superar procesos 
adictivos o disfunciones significativas de su psiquismo. Previsto para los menores que 
presenten una dependencia al alcohol o las drogas, y que en su mejor interés puedan 
ser tratados de la misma en la comunidad, en su realización pueden combinarse 
diferentes tipos de asistencia médica y psicológica. Resulta muy apropiado para casos 
de desequilibrio psicológico o perturbaciones del psiquismo que puedan ser atendidos 
sin necesidad de internamiento. La diferencia más clara con la tarea socio-educativa es 
que ésta pretende lograr una capacitación, un logro de aprendizaje, empleando una 
metodología, no tanto clínica, sino de orientación psicoeducativa”3605. A tenor de lo 
expuesto en esta definición, y siguiendo la interpretación de la Fiscalía General del 
Estado, de un modo análogo a la medida de internamiento en régimen terapéutico, el 
tratamiento ambulatorio englobaría dos modelos de actuación diferentes
3606
: 
tratamientos de deshabituación y los tratamientos por anomalía o alteración psíquica. En 
                                                             
3602 Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Medidas…” ob. cit., p. 217; Landrove Díaz, G.: Derecho penal… 
ob. cit., p. 226; el mismo: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 73; Ventura Faci, R., y Pélaez Pérez, V.: La 
Ley Orgánica 5/2000... ob. cit., p. 62; Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 119; Díaz-Maroto y 
Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B., y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios... ob. cit., p. 155.  
3603 Vid. Gómez Rivero, Mª.C.: “Algunos aspectos…” ob. cit., p. 181. 
3604 Cfr. Leal Medina, J.: “La doctrina legal del trastorno obsesivo compulsivo en relación con el 
art. 20.1 CP. La incidencia biológica y social en el juicio de imputabilidad y sus efectos”, en Actualidad 
Jurídica Aranzadi, Año XIV, Número 619, Madrid, 2004, passim ; De Urbano Castrillo, J., y De la Rosa 
Cortina, J.M.: La responsabilidad… ob. cit., p. 76, y nota al pie. 
3605 Cfr. Exposición de motivos, III. 20., de la LORRPM. 
3606 Vid. Punto V.1, de la Circular 1/2000… cit. Al respecto, véase supra el epígrafe 
correspondiente al Internamiento en régimen terapéutico. 





este caso, también el sometimiento del menor podrá ser voluntario
3607
 u obligatorio, 




El principal problema a la hora de aplicar esta medida de manera eficaz, es la falta 
de una definición en la propia ley o en su reglamento acerca de los centros específicos 
donde el menor deberá ser tratado. En este sentido, entiendo que no deberían ser los 
mismos que los destinados a aquellos menores que se encuentran cumpliendo una 
medida de internamiento, por cuanto su tratamiento y finalidades son distintas a las 
expresadas para esta medida. Aunque la norma no lo establezca, los centros de 
protección no siempre son los adecuados y, en la práctica, las entidades públicas 
contemplan la ejecución de esta medida en la red de sanidad social y centros de salud 
mental
3609
, los cuales, por lo usual, no cuentan con las prestaciones necesarias de 
especialización para el tratamiento de estos menores y presentan altos niveles de 
saturación en su número de pacientes. La imposibilidad de que se cumpla la frecuencia 
de visitas a los centros de esta clase suele ser, en consecuencia, bastante habitual. 
Debemos tener en cuenta que los centros destinados a los tratamientos ambulatorios, no 
dejan de poseer una finalidad educativa para el menor y de reinserción, diferente a los 
tratamientos habituales que pueden implementarse en los centros de salud mental de las 
CC.AA., donde los menores se mezclarían con otros pacientes con problemas y 
tratamientos completamente diferentes. 
 
Según la redacción de Artículo 7.1.e., existe la posibilidad de que la medida de 
tratamiento ambulatorio se imponga de manera complementaria a otras medidas, de un 
modo parecido a lo que ocurría en el caso de las medidas terapéuticas. Comprendo que 
tal previsión puede llevar a errores en la configuración del tratamiento, por cuanto el 
                                                             
3607 Del mismo modo que ocurría en el caso del tratamiento de deshabituación en el internamiento 
terapéutico, el rechazo podrá ocurrir con anterioridad a la sentencia o en la fase de ejecución de la 
medida, en ambos casos, el Juez estará obligado a imponer otra medida que se adapte a las circunstancias 
del menor. Si considerábamos de gran importancia el consentimiento del menor en los casos de 
internamiento terapéutico, más aún si cabe debe establecerse el requisito de la voluntariedad en el caso 
del tratamiento ambulatorio, puesto que será el principal seguro de la eficacia del mismo. Sobre esta 
postura, Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p. 227; el mismo: “Medidas aplicables…” ob. 
cit., p. 73; Ventura Faci, R., y Pélaez Pérez, V.: La Ley Orgánica 5/2000... ob. cit., p. 63; Abel Souto, M.: 
“Las medidas…” ob. cit., p. 121. 
3608 Vid. González Tascón, Mª.M.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 55. 
3609 Vid. San Martín Larrinoa, B.: “Experiencias prácticas en la ejecución judicial de medidas en 
medio abierto de la Ley Orgánica 5/2000 reguladora de la responsabilidad penal de los menores”, en 
Pantoja García, F. (Dir.): La ley de responsabilidad penal del menor: situación actual… ob. cit., p.  114. 





menor puede compaginar esta medida con las de internamiento, vulnerando además, los 
principios de seguridad jurídica y legalidad y sobrecargando al menor con las 
actividades del propio tratamiento ambulatorio y las obligaciones del régimen de 
internamiento
3610
. Si, además de estas consideraciones, consideramos que los centros 
asociados a cada una de las medidas deben no sólo tener diferentes regímenes, si no 
normalmente establecerse en diferentes emplazamientos, la conjugación de medidas de 
internamiento y tratamiento ambulatorio pueden suponer, para el menor, más un 
perjuicio que un beneficio educativo-social de integración en la comunidad. Asimismo, 
la sustitución de esta medida por la de internamiento terapéutico, pese a su proximidad, 
no es aconsejable ya que supone una agravación del estatus del menor
3611
, debido a que 
la anterior medida, sobre todo a raíz de la redacción implementada por la LO 8/2006, es, 
al fin, una variante de la medida de internamiento
3612
, poco favorable para la evolución 
de la salud del menor, por cuanto la anterior debe imponerse tan sólo cuando las 
circunstancias del menor lo aconsejen y, en su vertiente cerrada, únicamente en casos 
excepcionales.  
 
El interés y adecuación de los centros de tratamiento ambulatorio y su especial 
configuración es fundamental para la recuperación del menor, de otro modo, “los 
procesos disfuncionales del psiquismo que podrían ser superados por los menores con la 
atención y tratamiento adecuado, derivan en ocasiones hacia estados psíquicos de mayor 
gravedad (psicosis, etc.), con la consiguiente afectación a nivel personal, familiar, 
social, e incluso judicial por la reiteración de las conductas delictivas”3613. 
 
En el artículo 16 del RM, se establecen algunas pautas acerca de esta medida y los 
centros que deben acoger a los menores sometidos a ella, según la siguiente cronología: 
 
1. La entidad pública designará el centro, el servicio o la institución más adecuada 
a la problemática detectada, objeto del tratamiento, entre los más cercanos al domicilio 
                                                             
3610 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p.  210; González Tascón, 
Mª.M.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 56; en contra, Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 
120. 
3611 Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Capítulo III…” ob. cit., p. 86; Martínez González, Mª.I.: “Título 
II...” ob. cit., p.  118. 
3612 Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p.  217. 
3613 Vid. San Martín Larrinoa, B.: “Experiencias…” ob. cit., p.  115. 





del menor en los que exista plaza disponible
3614
. Esta concreción en relación a las 
características del centro, apoya lo anteriormente mencionado sobre la diferenciación de 
estos centros de aquellos otros característicos de las tareas de protección social o los 
centros de salud pública de las CC.AA. 
 
2. En estos centros se deberá incorporar un programa especializado de 
tratamiento, que se adjuntará al programa individualizado de ejecución de la medida que 
elabore el profesional designado por la entidad pública
3615
. Se trata, por lo tanto, de 
distinguir esta medida de cualesquiera otras que se centren en la asistencia del menor a 
un centro, como es el caso de la medida de asistencia de día. La finalidad de aquella no 
es otra que la de rehabilitar al menor, y ayudarlo en la superación de las anomalías 
psíquicas o adicciones a estupefacientes que muestre a su llegada al centro. También se 
indica en el RM, que este programa recogerá la frecuencia con la que el menor deberá 





3. En los casos de rechazo del menor a la medida ambulatoria, cuando el 
tratamiento tenga por objeto la deshabituación del consumo de bebidas alcohólicas, 
drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, no se iniciará el tratamiento y 
se pondrá en conocimiento del Juez de menores
3617
. Nos encontramos en este punto en 
un caso muy similar al que contemplamos en la medida de internamiento terapéutico, 
pues en caso de que el menor abandonara el tratamiento, el juez deberá establecer otra 
medida que sea compatible con las circunstancias específicas de aquél, no ofreciéndose 







                                                             
3614 Vid. Artículo 16.1. del RM. 
3615 Vid. Artículo 16.2. del RM. 
3616 Vid. Artículo 16.3. del RM. 
3617 Vid. Artículo 16.4. del RM. 





4.3.2. Permanencia de fin de semana (Artículo 28 R.D. 1774/2004, de 30 de 
julio, por el que se aprueba el Reglamento de la LORRPM).  
 
 Los menores a los que se les aplique esta medida permanecerán en su domicilio o 
en un centro
3618
, hasta un máximo de treinta y seis horas, entre la tarde o noche del 
viernes y la noche del domingo
3619
, excepto en aquellas actividades que deban ser 
realizadas fuera de estos lugares, asignadas por el Juez. Esta medida combina elementos 
del antiguo y desaparecido arresto de fin de semana
3620
, de nuestra anterior norma penal, 
con actividades socio-educativas o actividades en beneficio de la comunidad
3621
, e 
intenta alejar al menor de los actos de vandalismo cometidos usualmente durante los 
fines de semana. No obstante, ha de plantearse la imposibilidad de acumular en un único 
internamiento el tiempo total de varias medidas impuestas sobre un menor de esta 
característica, ya que nos encontraríamos con una medida, a todos los efectos, de 
internamiento régimen cerrado
3622
. Esta medida, ha venido en realidad a sustituir al 
anterior internamiento por tiempo de uno a tres fines de semana
3623
, cuya aplicación fue 
                                                             
3618 Curiosamente, en la definición que encontramos en la Exposición de Motivos de la 
permanencia de fin de semana sólo cubre la posibilidad de cumplimiento en el hogar del menor. Este 
lapsus legislativo ha sido tachado de clara contradicción o flagrante desarmonía en el texto de la 
LORRPM por algunos autores. Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p. 228; el mismo: 
“Medidas aplicables…” ob. cit., p. 75; Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 123; el mismo: 
“Internamientos…” ob. cit., p. 100; Carmona Salgado, C.: “Las medidas…” ob. cit., p. 933; Cervelló 
Donderis, V., y Colás Turégano, A.: La responsabilidad penal... ob. cit., p. 125. Lógicamente, esta 
contradicción deberá solucionarse dando preferencia a lo dispuesto en el art. 7.1.g. de la LORRPM, como 
ha expuesto Cadena Serrano, F.A.: “Las medidas previstas…” ob. cit., p. 85. 
3619 Nuevamente, existe cierta disparidad entre lo enunciado por la Exposición de Motivos y el 
articulado de la LORRPM sobre la duración exacta de la medida. Mientras que en la exposición 
motivadora de la norma se establece que la medida durará desde la tarde/noche del viernes hasta la noche 
del domingo (cuarenta y ocho horas, aproximadamente), mientras que en el art. 7.1.g. se establece una 
duración máxima de treinta y seis horas. Al respecto, Vid. Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., pp. 
124 y 125; el mismo: “Internamientos…” ob. cit., 102 y 103  
3620 Sobre la pena de arresto de fin de semana, eliminada de nuestro ordenamiento penal por LO 
15/2003 y por Real Decreto 515/2005, de 6 de mayo, Vid. in extenso, Higuera Guimerá, J.F.: La pena de 
arresto de fin de semana estudio, propuestas y documentación. Ministerio de Justicia, Madrid, 1982, 
passim; Lorenzo Salgado, J.M.: “El arresto de fin de semana como pena privativa de libertad de 
cumplimiento discontinuo”, en Cerezo Mir, J. (Ed.): El nuevo Código penal presupuestos y fundamentos : 
libro homenaje al Profesor Doctor Don Ángel Torío López. Comares, Granada, 1999; González Tascón, 
Mª.M.: Pasado, presente y futuro de la pena de arresto de fin de semana un estudio dogmático y de 
política criminal. Universidad de Oviedo, 2007. 
3621 Vid. Exposición de motivos. III. 21., de la LORRPM. Cervelló Donderis y Colás Turégano 
distancian esta medida del antiguo arresto de fin de semana del CP, del que se distancia, según las autoras 
doblemente, “ya que incluye su cumplimiento en el domicilio, circunstancia no permitida en el Código 
Penal a pesar de las críticas suscitadas, y además incluye tareas socioeducativas ausentes en el Código 
Penal con el obstáculo que ello supone para la finalidad resocializadora”. Cfr. Cervelló Donderis, V., y 
Colás Turégano, A.: La responsabilidad penal... ob. cit., pp. 152 y 153. 
3622 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 4ª Ed., ob. cit., p.  210. 
3623 Vid. Artículo 17.1., de la LO 4/1992. 





muy escasa y carecía de un verdadero valor educativo, ya que la norma no establecía 
una específica y adecuada regulación en cuanto a la forma y el lugar de 
cumplimiento
3624
. Por todas estas razones, es cuestionable su lugar preeminente en el 
catálogo de medidas -ordenado de mayor a menor gravedad- del art. 7, puesto que, 
como ha puesto de manifiesto Aguirre Zamorano, al “suponer privación de libertad es 
más grave”3625. 
 
Su finalidad es “desarrollar en el menor el sentido de responsabilidad y de 
reparación del daño”3626 y, aunque su eficacia en la práctica puede ser superior a las 
medidas de internamiento de mayor duración, la permanencia de fin de semana ha 
levantado algunas críticas respecto de sus presupuestos básicos: 
 
1. Se cuestiona que el cumplimiento de la medida deba necesariamente 
corresponderse con los días previstos en el artículo
3627
, y también la posibilidad de 
cumplimiento no consecutivo de los mismos. Esta crítica está fundamentada, 
principalmente, en la incompatibilidad que esta medida podría causar en las actividades 
laborales del menor que pudieran llevarse a cabo en tales horarios, cosa que, además, 
sucede frecuentemente en la práctica, puesto que entre los menores de dieciocho años 
suelen desarrollarse este tipo de empleos en el tiempo libre de los estudios que se 
realizan durante la semana. Es cierto que, para la finalidad que propugna esta medida 
como objetivo principal, de alejar al menor del vandalismo que con mayor frecuencia se 
produce durante el fin de semana, lo más coherente es su aplicación en esos precisos 
horarios. Además, a tenor de la interpretación literal de la norma, esta no ofrece dudas al 
respecto. No obstante, no debería existir impedimento -por no pronunciarse la ley al 
respecto-, para que el menor pueda acudir a realizar estas actividades laborales y 
                                                             
3624 Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Medidas…” ob. cit., p.  210. 
3625 Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Capítulo III…” ob. cit., p. 86; ante esta observación, Cervelló 
Donderis y Colás Turégano, A., han planteado que “el estudio de la permanencia de fin de semana entre 
las medidas no privativas de libertad no pretende plantear una contradicción con la clasificación efectuada 
anteriormente, sino reflejar que, en última instancia se presenta como una alternativa al internamiento, 
que aspira a suplirlo en aquellos casos en que la intervención educativa sobre el menor se puede cumplir 
sin necesidad de privarle totalmente de libertad”. Cfr. Cervelló Donderis, V., y Colás Turégano, A.: La 
responsabilidad penal... ob. cit., p. 152. 
3626 Cfr. Cervelló Donderis, V., y Colás Turégano, A.: La responsabilidad penal... ob. y loc. cit. 
3627 Vid. Tomé Tamame, J.C.: “Ley Orgánica reguladora… (y II)” ob. cit., versión online s/n, quien 
ha escrito: “Bajo mi punto de vista, esta medida no tendría que contener la obligatoriedad de su 
cumplimiento en fin de semana”; Cervelló Donderis, V.: “Las medidas…” ob. cit., p. 150. 





cumplir después la medida de manera prorrateada, puesto que en relación con las treinta 




2. El llamado “efecto shock”3629 de la medida, por cuanto se trata de una privación 
de libertad discontinua, lo que implica un control escaso y una supervisión en ocasiones 
poco eficaz. Todo ello podría revertir en dificultades para establecer un fin educativo 
tendente a enfrentar al menor con la infracción cometida. Para paliar este efecto, en los 
casos de arresto en el propio domicilio, es necesaria la implicación de los familiares del 
menor, mientras que en el caso de la permanencia en el centro, la medida no debe ser 
más gravosa
3630





3. Si esta medida es comparada con la pena de localización permanente, 
introducida por la LO 15/2003, eliminándose así en nuestro ordenamiento las penas de 
arresto de fin de semana, llegamos a la conclusión de que su aplicación pone al menor 




4. Dificultades a la hora de redirigir al menor a un centro de menores para el 
cumplimiento de la medida. Debemos tener en cuenta que, en muchas ocasiones, el 
domicilio del menor no ofrece el ambiente necesario para que la permanencia de fin de 
semana cumpla verdaderamente su función correctiva
3633
. Puede suceder que el núcleo 
familiar del menor se encuentre muy desestructurado, o que sea incluso hostil ante la 
aplicación de la misma, por lo que el menor deberá cumplir ésta en un centro de 
menores. La faceta de control también es importante en ese sentido, ya que la vigilancia 
                                                             
3628 Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… 
ob. cit., p.  143. 
3629 Vid. Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 123; el mismo: “Internamientos…” ob. cit., 
99; Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… ob. cit., p. 
142; Martínez González, Mª.I.: “Título II...” ob. cit., p. 119; González Tascón, Mª.M.: “Medidas 
aplicables…” ob. cit., p. 60. 
3630 Al respecto, Vid. Instrucción 10/2005 de la Fiscalía General del Estado, de 6 de octubre, 
sobre el tratamiento del acoso escolar desde el sistema de justicia juvenil.  
3631 Vid. Cervelló Donderis, V., y Colás Turégano, A.: La responsabilidad penal... ob. cit., p. 153. 
3632 Vid. Abel Souto, M.: “Internamientos…” ob. cit., p.  99; San Martín Larrinoa, B.: 
“Experiencias prácticas…” ob. cit., p.  118. 
3633 Además de esta posibilidad, según García Ingelmo, la permanencia de fin de semana en un 
centro de internamiento estaría destinada para aquellos menores que por sus características o su 
conflictividad hagan prever que de antemano que la medida no se cumplirá correctamente. Vid. García 
Ingelmo, F.M.: “Las medidas de reforma…” ob. cit., p. 95.   





del menor en su propio domicilio
3634
, en los casos anteriormente mencionados, se 
presenta complicada, en el mejor de los casos, y nula en los peores, por lo que el 
individuo podría realizar actividades nocivas para su reinserción sin poderse actuar en 
consecuencia. La perspectiva de establecer el centro de menores como lugar indicado en 
estos casos para el cumplimiento de la medida, tampoco parece ser enteramente 
satisfactoria, por cuanto: 
 
a) No existe una red de centros de menores específicos para el cumplimiento de 
esta medida; y, de cumplirse en otros destinados a medidas más graves, como 
las de internamiento, o en centros de protección social, se desnaturalizarían los 
objetivos de la permanencia de fin de semana. El menor estaría expuesto a la 
convivencia con otros individuos que no se encuentran en su mismo régimen y 
tratamiento, lo cual podría finalmente resultar en alguna forma de 
institucionalización o criminalización del menor. 
 
b) El menor se vería desarraigado de su entorno en aquellos casos en que no 





c) No se establece en la LORRPM ni en el RM ninguna pauta sobre el régimen de 
vida que los menores tendrán en caso de que la medida de permanencia de fin 
de semana se cumpla en un centro de internamiento
3636
. A nuestro juicio, y con 
base a que la permanencia en el centro no puede ser mucho más gravosa que el 
ingreso en su domicilio entendemos que, en todo caso, debería cumplirse en 




                                                             
3634 Vid. González Tascón, Mª.M.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 61. 
3635 Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Capítulo III…” ob. cit., p. 87. 
3636 González Tascón alude a la Instrucción 1/1993 de la Fiscalía General del Estado, 
perteneciente a los criterios de interpretación de la anterior regulación de la LO 4/1992, en la que se 
establecía que el arresto intermitente debería cumplirse en un establecimiento de régimen semiabierto. 
Vid. González Tascón, Mª.M.: “Medidas aplicables…” ob. y loc. cit.  
3637 Lo que supone un argumento más en contra de lo dispuesto en la Circular 1/2000 de la Fiscalía 
General del Estado sobre la ausencia de equipamiento y servicios educativos en estos centros, que sólo 
obedece a el establecimiento de una distinción ad hoc entre las medidas de internamiento en régimen 
semiabierto y abierto debido a la falta de concreción de la primera redacción de la LORRPM. Al respecto, 
consúltese el siguiente capítulo dedicado a los centros de internamiento de menores. 





5. Indefinición de las tareas socioeducativas a realizar durante la permanencia de 
fin de semana. Como exponen De Urbano Castrillo y De la Rosa Cortina, “la expresa 
previsión legal de que se impongan tareas socioeducativas durante su cumplimiento 
parece pretender corregir las críticas que se realizaron al antiguo arresto de fin de 
semana en el sentido de que era una medida con tintes retributivos y sin contenido 
educativo”3638. Sin embargo, esta previsión puede resultar vacía de contenido, por 
cuanto el legislador no ha definido el régimen de estas tareas socioeducativas
3639
. Sin tal 
contenido educativo, la medida de permanencia de fin de semana incurriría en una 
verdadera privación de libertad, con tintes exclusivamente preventivo-generales. En 
ausencia de una explicación mejor, debemos tomar como ejemplos de tareas 
socioeducativas las insertas en la Exposición de Motivos de la LORRPM
3640
 para la 
medida autónoma del mismo nombre, con la dificultad que entrañará para el menor (e 
incluso imposibilidad) el cumplirlas bajo un régimen de privación de libertad o en su 
domicilio, en ausencia de los medios necesarios. 
 
Por último, tanto la LORRPM como su RM, establecen la posibilidad de cumplir 
la medida tanto en el domicilio del menor, como en un centro de menores, aunque no se 
especifica ninguno en concreto, por lo que será preceptivo lo dispuesto por el 




                                                             
3638 Cfr. De Urbano Castrillo, E., y De la Rosa Cortina, J.M.: La responsabilidad… ob. cit., p. 69, 
nota al pie; en un sentido muy similar, Vid. González Tascón, Mª.M.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 
60. 
3639 Vid. Tomé Tamame, J.C.: “Ley Orgánica reguladora… (y II)” ob. cit., versión online s/n. 
3640 Vid. Punto III. 19., de la Exposición de Motivos de la LORRPM, que indica como ejemplos de 
tareas socioeducativas: “asistir a un taller ocupacional, a un aula de educación compensatoria o a un 
curso de preparación para el empleo; participar en actividades estructuradas de animación 
sociocultural, asistir a talleres de aprendizaje para la competencia social, etc.”. 
3641 El RM no hace ninguna puntualización acerca del profesional que debe atender a la ejecución 
de la medida, por lo que, en principio, podría tratarse de un trabajador social, psicólogo o asimilados. Lo 
idóneo sería que dicho profesional tuviera una categoría afín a alguno de los integrantes del la Junta de 
Tratamiento de los centros de internamiento. En cualquier caso, la regulación de la medida de 
permanencia de fin de semana, tendrá la siguiente regulación, plasmada en el art. 28 RM: “1. Una vez 
recibido en la entidad pública el testimonio de la resolución firme con el número de fines de semana 
impuestos y las horas de permanencia de cada fin de semana, el profesional designado se entrevistará 
con el menor al efecto de elaborar el programa individualizado de ejecución de la medida, en el que 
deberán constar las fechas establecidas para el cumplimiento de las permanencias, los días concretos de 
cada fin de semana en los que se ejecutará la medida y la distribución de las horas entre los días de 
permanencia, así como el lugar donde se cumplirá la medida. 
2. El profesional designado también propondrá las tareas socioeducativas que deberá realizar el 
menor, de carácter formativo, cultural o educativo, el lugar donde se realizarán y el horario de 
realización. 





4.3.3. Asistencia a un centro de día (Artículo 17 R.D. 1774/2004, de 30 de julio, 
por el que se aprueba el Reglamento de la LORRPM). 
 
Debe resaltarse, en primer lugar, que la asistencia a un centro de día no supone 
una medida de internamiento, sino de protección
3642
 del menor, por cuanto está 
destinada a crear un ambiente estructurado que compense las carencias del ámbito 
normal de actuación del menor y donde se desarrollen actividades de tipo 
socioeducativo, cuyos objetivos comunes sean “combatir el aburrimiento, educar el 
ocio, enseñar habilidades, entretener, motivar”3643. Estos centros deben encontrarse 
plenamente integrados, por tal motivo, en la comunidad
3644
 y ser distintos de los 
destinados al internamiento.  
 
Los menores sometidos a esta medida residirán en su domicilio habitual y 
acudirán a un centro de protección o a otros recursos de ocio o culturales
3645
, que deben 
encontrarse dentro del medio social, a realizar actividades “de apoyo, formativas, 
laborales o de ocio”3646, destinadas en todo caso a compensar “carencias del ambiente 
familiar del menor” 3647. La asistencia a un centro de día no supone el desarraigo 
familiar del menor
3648
, es decir, “no afecta ni a la libertad ambulatoria ni altera su 
residencia”3649, pero si produce el sometimiento del menor a un control judicial3650 a 
                                                                                                                                                                                  
3. Una vez aprobado el programa individualizado de ejecución de la medida por el Juez de 
menores, la entidad pública lo pondrá en conocimiento del menor con indicación de la fecha en la que se 
dará inicio al cumplimiento de la medida, en el domicilio o en el centro designado, el lugar donde deberá 
presentarse para realizar las tareas socioeducativas asignadas y el horario de estas”. 
3642 Vid. San Martín Larrinoa, B.: “Experiencias prácticas…” ob. cit., p.  115; Cezón González, C.: 
La nueva Ley… ob. cit., p.  56. 
3643 Vid. Martínez González, Mª.I: “Título II…” ob. cit., p. 118. 
3644 Vid. Punto III. 17, de la Exposición de Motivos de la LORRPM; donde, además, se expone que 
“lo característico del centro de día es que en ese lugar es donde toma cuerpo lo esencial del proyecto 
socio-educativo del menor, si bien éste puede asistir también a otros lugares para hacer uso de otros 
recursos de ocio o culturales. El sometido a esta medida puede, por lo tanto, continuar residiendo en su 
hogar, o en el de su familia, o en el establecimiento de acogida”. 
3645 Vid. San Martín Larrinoa, B.: “Experiencias prácticas…” ob. y loc. cit. 
3646 Vid. Artículo 7.1.f., de la LORRPM. Para conocer algunos detalles acerca de las diferentes 
actividades que se realizan en un centro de día, Vid. San Martín Larrinoa, B.: “Experiencias prácticas…” 
ob. cit., pp. 116 y 117; donde la autora expone la experiencia de un centro de día de Bizkaia y su 
programación.  
3647 Cfr. Punto III. 17., Exposición de motivos, de la LORRPM. 
3648 Vid. Polo Rodríguez, J.J., y Huélamo Buendía, A.J.: La nueva Ley penal… 2ª Ed., ob. cit., p. 
47. 
3649 Cfr. De Urbano Castrillo, E., y De la Rosa Cortina, J.M.: La responsabilidad… ob. cit., p. 77. 
3650 Vid. Ventura Faci, R., y Peláez Pérez, V.: La Ley Orgánica 5/2000… ob. cit., p. 63; Abel 
Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 122. 





modo de seguimiento de la evolución educativa del menor. Combinando la asistencia al 
centro, el menor deberá acudir a los espacios educativos normalizados de la comunidad, 
pues, como han señalado Cervelló Donderis y Colás Turégano, los centros de día 
“actúan como complemento pero no como sustitutivo de la educación reglada”3651. 
Además de ello, “se entiende que la medida no se tiene que cumplir siempre en el 
mismo centro y que éste puede ir variando en función de las necesidades del menor”3652, 
y que su asistencia no tiene por qué ser diaria, pudiendo acordarse un mínimo de 
asiduidad
3653
. Unas previsiones demasiado halagüeñas que contrastan con la escasez de 
centros de día especializados en los núcleos urbanos
3654
, teniendo en cuenta además que 
muchos de los servicios de la red social no están preparados para la realización de las 
tareas encomendadas por la LORRPM. En el art. 17 del RM se regula la elección de los 
centros de día
3655
, indicando que, a los efectos de lo establecido para esta medida, 
“tendrán la condición de centro de día los recursos incluidos en la red de servicios 
sociales de cada comunidad autónoma, siempre que se encuentren plenamente 
integrados en la comunidad y sean adecuados a la finalidad de la medida”3656. 
 
Esta medida puede plantear algunos problemas de proporcionalidad
3657
, por 
cuanto su regulación tiene prelación respecto a la medida de realización de tareas 
socioeducativas en cuanto a gravedad, sin embargo, en los centros de día se realizan 
tareas de esta índole
3658
. Su similitud con la medida de realización de tareas 
socioeducativas y en algunos puntos con la Libertad vigilada, han llevado a algunos 




                                                             
3651 Vid. Cervelló Donderis, V., y Colás Turégano, A.: La responsabilidad penal... ob. cit., p. 162; 
Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.); Feijoo Sánchez, B., y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… ob. cit., p. 
153. 
3652 Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.); Feijoo Sánchez, B., y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios... 
ob. y loc. cit. 
3653 Vid. Vargas Cabrera, B.: “Comentario…” ob. cit., p. 157. 
3654 Vid. Tomé Tamame, J.C.: “Ley Orgánica reguladora…” ob. cit., versión online s/n. 
3655 Vid. Artículo 17.1. del RM, donde se establece que “la entidad pública designará el centro de 
día más adecuado, entre los más cercanos al domicilio del menor en los que exista plaza disponible” 
3656 Cfr. Artículo 17.3. del RM. 
3657 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p. 211; Carmona Salgado, C.: 
“Las medidas…” ob. cit., p. 932; González Tascón, Mª.M.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 57. 
3658 Vid. Pérez Ferrer, F.: “La nueva regulación…” ob. cit., p.  15. 
3659 Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Los jóvenes del siglo XXI: Proyecto de Ley de Justicia Juvenil”, 
en Giménez-Salinas i Colomer, E.: Legislación de menores… ob. cit., p. 345; y también: “Capítulo III…” 
ob. cit., p. 86; Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. cit., p. 227; el mismo autor: “Medidas 





4.3.4. Libertad vigilada (Artículo 18 R.D. 1774/2004, de 30 de julio, por el que 
se aprueba el Reglamento de la LORRPM). 
 
La medida de Libertad vigilada ya se encontraba recogida en la anterior 
legislación de Juzgados de Menores
3660
, llamada a ser la medida de imposición más 
común
3661
 (en palabras de Aguirre Zamorano: “la medida reina”3662) de la jurisdicción 
de menores. En caso de su correcto desarrollo, es la que mejor sirve al esfuerzo 





No se trata de una medida de internamiento, sino que, más bien al contrario, 
consistiría en el análogo a la libertad condicional de la legislación penitenciaria y, de un 
modo también cercano, a las medidas de seguridad no privativas de libertad, englobadas 
en el concepto de “libertad vigilada”3664. Debemos, no obstante, matizar cuáles son sus 
especificaciones que lo distinguen de esta figura. En última instancia, el fundamento de 
esta medida dentro de la LORRPM, es la de servir de puente
3665
 entre el internamiento y 
la reinserción en el entorno social, con “el fin de que adquiera las habilidades, 
capacidades y actitudes necesarias para un correcto desarrollo personal y social”3666. En 
                                                                                                                                                                                  
aplicables…” ob. cit., p.64; Gómez Rivero, Mª.C.: “Algunos aspectos…” ob. cit., p. 180; quien la 
considera una modalidad de la Libertad vigilada; García Ingelmo, F.M.: “Las medidas de reforma…” ob. 
cit., p. 100; Cervelló Donderis, V., y Colás Turégano, A.: La responsabilidad penal... ob. cit., p. 161; Abel 
Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 121; Hava García, E. y Ríos Corbacho, J.M.: “Las medidas…” ob. 
cit., pp. 163 y 164; González Tascón, Mª.M.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 57; Ornosa Fernández, 
Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. y loc. cit. 
3660 Vid. Artículo 17.2 de la LO 4/1992. 
3661 Actualmente, es una de las medidas más aplicadas por los Juzgados de Menores, con un total 
de 8.533 menores sentenciados a la misma. Pueden encontrarse las estadísticas sobre las medidas 
impuestas a los menores en España en: http://observatoriojusticiapenaljuveni.blogspot.com/ (30/11/2010). 
Al respecto, también Vid. Proyectos, actividades e iniciativas penitenciarias (PAIP), boletín informativo, 
4/2009, en: https://sites.google.com/site/paippenitenciario/; Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho penal… ob. 
cit., p. 232; el mismo: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 78; Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 
126. 
3662 Cfr. Aguirre Zamorano, P.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p.  211; Cruz Márquez, B.: La 
medida de internamiento y sus alternativas... ob. cit., p. 115. 
3663 Vid. Martínez González, Mª.I.: “Título II...” ob. cit., p.  119. 
3664 Entre las que se encontrarían la prohibición u obligación de residir, permanecer o presentarse 
en determinados lugares, someterse a determinados tratamientos, etc. Vid. Nistal Burón, J.: “La libertad 
vigilada. (A propósito de la nueva medida de seguridad no privativa de libertad que prevé el proyecto de 
la Ley Orgánica de reforma del Código Penal de 1995) (I)”, en Diario la Ley, Año XXXI, Número 7368, 
Editorial La Ley, 24 de marzo 2010, p. 2. 
3665 Vid. Pérez Ferrer, F.: “La nueva regulación…” ob. cit., p.  7. 
3666 Cfr. Punto III. 18, de la Exposición de Motivos de la LORRPM. 










Es importante indicar que las medidas de internamiento constarán de dos 
períodos: el primero, se llevará a cabo en el centro correspondiente, conforme a la 
descripción efectuada en el apartado anterior de este artículo; y el segundo, se llevará a 
efecto en régimen de libertad vigilada
3668
, en el que el menor infractor estará sometido a 
vigilancia y supervisión a cargo de personal especializado y durante el tiempo que dure 
la libertad vigilada.  
 
Por lo tanto, la medida de libertad vigilada puede imponerse en dos contextos 
claramente diferenciados: como medida autónoma, o como complemento obligatorio al 
internamiento
3669
. Esta versatilidad, como ha señalado Abel Souto, es una de las 
características más importantes de la libertad vigilada como medida
3670
, puesto que 
también podrá imponerse como medida cautelar
3671
, a modo de mecanismo para 
controlar la suspensión
3672




Con esta medida se realiza un seguimiento de la actividad de la persona sometida 
a ella y de su asistencia a la escuela o centro de formación profesional, o lugar de 
trabajo, según corresponda
3674
, pero no necesariamente ésta ha de pasar por otra medida, 
con la excepción de que, siempre que se trate de medidas de internamiento, después 
habrá de establecerse un periodo de libertad vigilada en cumplimiento de la medida 
impuesta como hemos indicado supra. También es cierto que en analogía con la 
institución de la libertad condicional, esta medida indica que existe un riesgo en la 
situación del menor por la que se hace necesaria esta vigilancia
3675
, de ahí que se 
                                                             
3667 Sobre la figura del Patronato consúltese el epígrafe correspondiente en la primera parte de 
nuestro estudio.  
3668 Cfr. Punto III.18, de la Exposición de motivos.  
3669 Sobre el período de libertad vigilada tras la medida de internamiento, Vid., artículos 7.2, 9.5, 
40.2.c y apartado 2.c de la disposición adicional cuarta de la LORRPM. 
3670 Vid. Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 127. 
3671 Vid. Artículo 28.1., de la LORRPM. 
3672 Vid. Artículo 40.2.c., de la LORRPM. 
3673 Como sostiene Cezón González. Vid. Cezón González, C.: La nueva Ley... ob. cit., pp. 52 y 
56. 
3674 Vid. Artículo 7.1.h., de la LORRPM. 
3675 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p.  212. 





incluya como segunda fase de las medidas de internamiento. Se trata, por lo tanto, de 
una medida que combina elementos asistenciales y educativos, con otros de control y 
vigilancia
3676
. Es por ello que su eficacia depende en gran medida de la existencia en las 
CC.AA. de profesionales suficientes que puedan desempeñar esta tarea de vigilancia, 
que deberán tener los medios adecuados para llevar a buen término las actividades 
educativas y de protección social que conlleva esta medida. 
 
Como medida principal, la libertad vigilada conlleva un amplio número de 
ventajas
3677
 que exponemos: 
 
a) Deja al menor en su hogar y ambiente de origen3678. 
b) No impone una estigmatización3679 al menor como “delincuente”. 
c) No institucionaliza al menor al ingresarlo en un establecimiento de 
cumplimiento de medidas. 
d) Es económicamente más viable que el internamiento. 
 
Como medida accesoria, de obligatoria imposición en aquellos casos en los que el 
menor ha sido sometido a una privación de libertad previa, la aplicación de la figura de 
la libertad vigilada es más discutible.  
 
Por un lado, podría argumentarse que la imposición de varias medidas para un 
mismo hecho guarda cierta coherencia por la propia peculiaridad del Derecho penal de 
menores
3680
. En el caso de la libertad vigilada para los menores tras el internamiento, su 
sentido tiene una dimensión más lógica, ya que se impone en aquellos casos en los que 
existe un riesgo de que el menor no continúe, motu proprio, con el seguimiento de 
actividades de índole educativa o formativa
3681
.   
 
                                                             
3676 Vid. Tomé Tamame, J.C.: “Ley Orgánica reguladora… (y II)”, versión online s/n; Díaz-Maroto 
y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… ob. cit., p. 146. 
3677 Vid. Ríos Martín, J. C.: El menor infractor… ob. cit., p. 170. 
3678 Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Medidas…” ob. cit., p. 211; Landrove Díaz, G.: Derecho penal… 
ob. cit., p. 233; el mismo autor: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 78; Abel Souto, M.: “Las medidas…” 
ob. cit., p. 128. 
3679 Vid. Cruz Márquez, B.: La medida de internamiento y sus alternativas... ob. cit., pp. 46 y 47. 
3680 Vid. De la Rosa Cortina, J.M.: “Novedades…” ob. cit., pp.  57 y 58. 
3681 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 4ª Ed., ob. cit., p.  212. 





Por otra parte, libertad vigilada impone al menor cumplir una serie de 
obligaciones establecidas por el Juez y recogidas en el artículo 7.1.h. de la LORRPM, 
que enumeramos a continuación: 
 
1. Obligación de asistir con regularidad al centro docente correspondiente, si el 
menor está en edad de escolarización obligatoria, y acreditar ante el Juez dicha 
asistencia regular, o justificar en su caso las ausencias, cuantas veces fuere requerido 
para ello. Esta medida por lo tanto será impuesta a aquellos menores que hayan 
cometido actos delictivos y que presenten carencias escolares, familiares y personales, 
precisando de una intervención prolongada
3682
. En este caso, el centro docente debe ser 
entendido como uno de los pertenecientes a la comunidad, y nunca como uno de los 
dispuestos para las medidas de internamiento ni terapéuticas. Tampoco pareciera 
correcto que la interpretación derive hacia los centros de día, ni a los propios de las 
instituciones sociales de carácter protector del menor, por cuanto éste debe desarrollar 
una vida integrada en el medio y en una situación normalizada.  
 
2. Obligación de someterse a programas de tipo formativo, cultural, educativo, 
profesional, laboral, de educación sexual, de educación vial u otros similares. Para 
Albrecht, la imposición de esta medida supone no contar con la voluntariedad del 




3. Prohibición de acudir a determinados lugares, establecimientos o espectáculos. 
Medida especialmente importante en aquellos casos en los que se ha internado al menor 
en la modalidad terapéutica para un programa de deshabituación y se impone, a 
posteriori, una restricción de libertad para evitar que el menor acuda a determinados 
focos que podrían hacerle recaer en su adicción.  
 
4. Prohibición de ausentarse del lugar de residencia sin autorización judicial 
previa, para evitar un posible riesgo de fuga
3684
. Esta obligación cobraría mayor sentido 
en aquellos supuestos en los que la libertad vigilada se imponga como medida cautelar, 
                                                             
3682 Vid. Aguirre Zamorano, P.: “Medidas aplicables...” ob. cit., p. 213. 
3683 Vid. Albrecht, P.A.: Derecho penal... ob. cit., p. 178; Abel Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., 
p. 131.  
3684 Vid. Ventura Faci, R., y Pélaez Pérez, V.: La Ley Orgánica 5/2000... ob. cit., p. 65. 





por cuanto no tiene demasiado sentido controlar de este modo a un menor una vez 
terminada la medida de internamiento o, al menos, es un control que debería 
establecerse por medio de la asistencia social. 
 
5. Obligación de residir en un lugar determinado. 
 
6. Obligación de comparecer personalmente ante el Juzgado de Menores o 
profesional que se designe, para informar de las actividades realizadas y justificarlas. 
De un modo muy similar a lo establecido en los casos de libertad condicional para los 
adultos. 
7. Cualesquiera otras obligaciones que el Juez, de oficio o a instancia del 
Ministerio Fiscal, estime convenientes para la reinserción social del sentenciado, 
siempre que no atenten contra su dignidad como persona. Un numerus apertus
3685
 que, a 
modo de herramienta para establecer obligaciones no tasadas en la LORRPM, puede ser 
utilizado por el Juez de menores y que, en todo caso, deberá motivar suficientemente y 
definir lo más claramente posible
3686. Aún siguiendo estas garantías, “cuando el Juez 
pueda establecer el contenido general de la misma, según el informe del equipo técnico, 
será el posterior estudio del equipo de libertad vigilada de la Comunidad Autónoma y la 
evolución del menor, lo que determinará en concreto el contenido final, todo ello, por 
supuesto, con la aprobación judicial”3687. 
 
El control del cumplimiento de estas obligaciones deberá ser realizado en dos 
niveles: por parte del personal a cargo de los responsables de la guarda del menor y del 
delegado o técnico territorial
3688
; y, en segundo lugar, un control judicial posterior, con 
base en los informes emitidos por los primeros
3689
. En caso de informe desfavorable no 
es necesaria la sustitución de la medida por una más gravosa para el menor, sino que 
será prioritario el mantenimiento de la libertad vigilada
3690
. En caso de incumplimiento 
reiterado de las obligaciones impuestas por el Juez, cabría la posibilidad de la 
                                                             
3685 Vid. Polo Rodríguez, J.J., y Huélamo Buendia, A.J.: La nueva Ley penal... ob. cit., p. 48; Abel 
Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 132. 
3686 Vid. Punto V.1., de la Circular 1/2000… cit. 
3687 Cfr. Aguirre Zamorano, P.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 212. 
3688 Vid. Ventura Faci, R., y Pélaez Pérez, V.: La Ley Orgánica 5/2000... ob. cit., p. 64. 
3689 Vid. Gómez Rivero, Mª.C.: “Algunos aspectos…” ob. cit., p. 180. 
3690 Comparten esta opinión Gómez Rivero, Mª.C.: “Algunos aspectos…” ob. y loc. cit.; y Abel 
Souto, M.: “Las medidas…” ob. cit., p. 128. 





sustitución de la medida de libertad vigilada por el internamiento (art. 50.2. LORRPM), 
no obstante, como ya hemos expuesto supra, consideramos que no debería sustituirse 
por un internamiento en régimen de semilibertad, sino por la medida de permanencia de 
fin de semana (para después continuar con la medida de libertad vigilada) o el 
internamiento en régimen abierto, por ser más cercano su contenido.  
 
El ámbito de actuación de estas obligaciones es verdaderamente amplio, ya que 
intenta abarcar todo el espectro de parcelas en las que menor sufre carencias. Es por ello 
que, en muchas ocasiones, el alcance de estas obligaciones, al ser desmesurado, puede 
producir conflictos en el efectivo cumplimiento en las mismas. A este respecto, San 
Martín Larrinoa la Magistrada-Juez del Juzgado de Menores de Bilbao, ha señalado que 
“es preferible atender las necesidades educativas prioritarias que presenta el menor, 
imponiendo menos reglas de conducta al mismo; y dejar en manos del educador, que 
controle la ejecución de la libertad vigilada, la determinación de las sucesivas facetas en 
las que se ha de trabajar con éste, en función de lo previsto en el programa de ejecución 
individual”3691. Para salvaguardar la seguridad jurídica el Juez deberá establecer unos 
parámetros concretos y adecuar estas obligaciones sui generis como consecuencia del 
delito cometido por el menor. Al respecto, Tomé Tamame se muestra crítico ante el 
“fracaso” del legislador a la hora de definir los fines educativos y objetivos concretos de 
estas obligaciones, y entiende que, en última instancia, el conjunto de prohibiciones y 
obligaciones contenidos en la medida de Libertad vigilada podrán utilizarse como mero 
castigo, o como “recompensa”3692.  
 
Estas obligaciones son completadas por el RM, en su art. 18, relativo al programa 
individualizado de ejecución de la medida y al profesional que, tras la entrevista con el 
menor, se encontrará a cargo del proyecto educativo
3693
 durante su cumplimiento.  
 
                                                             
3691 Cfr. San Martín Larrinoa, B.: “Experiencias prácticas…” ob. cit., p. 120. 
3692 Vid. Tomé Tamame, J.C.: “Ley Orgánica reguladora… (y II)” ob. cit., versión online s/n. 
3693 Según expone el precepto mencionado en su apartado segundo, “en el programa 
individualizado de ejecución de la medida, el profesional expondrá la situación general detectada, los 
aspectos concretos referentes a los ámbitos personal, familiar, social, educativo, formativo o laboral en 
los que se considera necesario incidir, así como las pautas socioeducativas que el menor deberá seguir 
para superar los factores que determinaron la infracción cometida. También propondrá la frecuencia 
mínima de las entrevistas con el menor, que posibiliten el seguimiento y el control de la medida, sin 
perjuicio de otras que puedan mantener el profesional y el menor en el curso de la ejecución, cuando el 
primero las considere necesarias”. 





Las bondades de la Libertad vigilada han atraído a muchos autores. Así, por 
ejemplo Aguirre Zamorano, defensor de la aplicación conjunta de esta medida como 
complemento a las medidas de internamiento ha expresado: 
 
“Considero muy conveniente que esta medida vaya acompañada de una posterior libertad vigilada, 
pues la salida del menor o joven de su internamiento, sobre todo si es largo y en centro cerrado, a su 
medio natural puede provocarle una tensión o estrés que se podría aliviar con una posterior libertad 
vigilada y de este modo ayudar al menor a enfrentarse con su entorno. Por tanto, se deben de arbitrar 
medidas durante el cumplimiento y después del mismo, para lograr que los avances que se consignan no 
se desvanezcan cuando logre la libertad”3694. 
 
Aunque consideráramos que la libertad vigilada puede ser un medio de sustituir la 
carencia de asistencia post-internamiento del menor, tan demandada a lo largo de este 
estudio, también debe tenerse en cuenta que no deja de ser una medida sancionadora. 
Alargar la pena de internamiento imponiendo una supervisión basada en el control 
puede encubrir otras finalidades; por ejemplo, para el control y seguimiento de aquellos 
menores en los que se considere que el internamiento no ha conseguido el fin de 
reinserción social esperado
3695
, o un efecto placebo frente a la opinión pública
3696
. No 
parece tener mucho sentido un alargamiento innecesario de la función asegurativa del 
internamiento en todos los casos
3697
, fundamentando el periodo de libertad vigilada en 
la peligrosidad de los menores. Debe tenerse en cuenta que la imposición de la 
vigilancia post-internamiento no es potestativa en algunos supuestos (art. 10.1 
LORRPM), lo cual presupone la peligrosidad de los menores internados, lo que implica, 
como ha señalado Nistal Burón para el análogo con adultos, “presumir de antemano que 
                                                             
3694 Cfr. Aguirre Zamorano, P.: “Medidas aplicables…” ob. cit., pp. 219 y 220; el mismo autor: 
“Capítulo III…” ob. cit., p. 85. 
3695 De modo análogo a como se pretende realizar con los penados por terrorismo y delincuentes 
condenados por agresiones sexuales en la nueva reforma del CP. Vid. Nistal Burón, J.: “La libertad 
vigilada…” ob. cit., p. 1. Al respecto, Tomé Tamames indicaba que “con la vigilancia y supervisión, el 
menor no adquiere las habilidades, capacidades y actitudes que se mencionan, sino que servirán de 
termómetro para apreciar si el comportamiento que realiza el menor es el esperado o ha sufrido una 
recaída y si necesita una intervención mediante alguna medida educativa”. Cfr. Tomé Tamames, J.C.: 
“Ley Orgánica reguladora… (y II)” ob. cit., versión online s/n. 
3696 Según Manzanares Samaniego, la inserción de la libertad vigilada en el CP como medida de 
seguridad para penados adultos, responde en parte a una función tranquilizadora de una “opinión pública 
escandalizada” por la reincidencia de algunos delincuentes. Vid. Manzanares Samaniego, J.: “La libertad 
vigilada”, en Diario la Ley, Año XXI, Número 7386, 22 de abril de 2010, p. 1.   
3697 Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… 
ob. cit., p.  149. 





el tratamiento penitenciario resocializador aplicado a estos colectivos de internos 
durante el cumplimiento de su condena va a fracasar con ellos”3698.   
 
4.3.4. Libertad vigilada y Libertad Condicional. Comparativa e incorporación al 
Derecho penal de adultos en la nueva reforma de modificación del Código Penal.  
 
La libertad condicional ha sido considerada por la doctrina como el “último 
grado” o “cuarto grado penitenciario”3699 y comparten su regulación el CP y la 
legislación penitenciaria. El motivo de permanecer en el texto punitivo tal institución 
aperturista reside en que la libertad condicional se incorpora en España en 1914 en una 
Ley específica integrándose la normativa en el posterior Código Penal. Se define, en 
todo caso, como un “medio de prueba, por el que se libera anticipadamente a un interno 
(se excluyen detenidos y presos)”3700, siempre que se cumplan los requisitos 
establecidos en la normativa penal (arts. 90 y ss. CP). Por lo tanto, y como prescribe el 
art. 72 LOGP, se trata del único grado penitenciario al que no puede accederse de 
manera directa, ni ser ubicado en tal fase en la primera clasificación (a diferencia del 
tercer grado)
3701
. No obstante, a raíz de la reforma introducida por la LO 7/2003, los 
requisitos para el acceso a esta fase de cumplimiento -consecuentemente a la 
modificación introducida para el paso a tercer grado y régimen abierto (haber cumplido 




El CP, en su Título III, Capítulo III, Sección 3ª, señala cuales son algunos de tales 





                                                             
3698 Cfr. Nistal Burón, J.: “La libertad vigilada…” ob. cit., p. 3. 
3699 Cfr. García Valdés, C.: Comentarios… ob. cit. p. 225; el mismo, “Sobre la libertad 
condicional: dos o tres propuestas de reforma”, en VV.AA. Díez Ripollés, J. L. Romeo Casabona, C. M., 
Gracia Martín, L., Higuera Guimerá, J. F. (eds.): La ciencia del derecho penal ante el nuevo siglo. Libro 
homenaje al profesor Doctor Don José Cerezo Mir, Tecnos, Madrid, 2002, p. 1066; más recientemente, 
Vid. Racionero Carmona, F.: Derecho penitenciario… ob. cit., p.  254; Zaragoza Huerta, J.: Derecho 
Penitenciario Español… ob. cit., p.  164. 
3700 Cfr. Armenta González-Palenzuela, F.J., y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento Penitenciario 
comentado... ob. cit., p.  339. 
3701 Vid. Racionero Carmona, F.: Derecho penitenciario… ob. y loc. cit.  
3702 En relación con la nueva configuración de la libertad condicional en el sistema penitenciario 
español, Vid., in extenso, Renart García, F.: La libertad condicional: Nuevo régimen jurídico. Edisofer, 
Madrid, 2003, passim. Con anterioridad a la reforma de la LO 7/2003, Vid., asimismo, Vega Alocén, M.: 
La libertad condicional en el Derecho español. Madrid, 2001, passim. 
3703 Vid. Artículo 90.1., del CP 1995. 





a) Que se encuentren en el tercer grado de tratamiento penitenciario.  
 
La libertad condicional continúa estando dentro del cumplimiento de la pena 
privativa de libertad. En esto se diferencia radicalmente de la libertad vigilada, por 
cuanto en esta última, la medida de internamiento ha dejado de existir, se ha extinguido 
por su cumplimiento. Además de ello, la obligatoriedad de la medida de libertad 
vigilada, como complemento en los casos de internamiento en régimen cerrado, la 
diferencia de la figura de la libertad condicional
3704
. La libertad condicional es un 
estadio más, el último, de progresión de la pena, mientras que la libertad vigilada se 
establece como una medida de control post-internamiento. En la primera redacción del 
Anteproyecto de Ley Orgánica por el que se modifica la Ley Orgánica 19/1995, de 23 
de noviembre, del Código Penal de 2007
3705
 (ACP 2007), se incluía la libertad vigilada 
dentro del elenco de penas consideradas menos graves
3706
. En el Proyecto de 2008 
(ACP 2008), sin embargo, se la denominaba “pena de libertad vigilada”, encuadrándola 
dentro de las penas graves
3707
 y estableciendo también su cumplimiento “sucesivo al de 
la pena privativa de libertad”3708, por lo que la consideraba como una pena accesoria3709 
                                                             
3704 Vid. Cezón González, C.: La nueva Ley… ob. cit., p. 61; Cruz Márquez, B.: La medida de 
internamiento y sus alternativas... ob. cit., p. 116. 
3705 Vid. Boletín Oficial de las Cortes del Congreso de los Diputados, Número 119-1, VIII 
Legislatura, 15 de enero de 2007.   
3706 Vid. Artículo Único, Tercero del Anteproyecto de Ley Orgánica por el que se modifica la Ley 
Orgánica 19/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, según la redacción de 2007; en el que se 
dispone: “Artículo 33. Se modifica la letra j) del apartado 3,se añaden las letras l), m) y n) al apartado 3, 
se modifica la letra g) del apartado 4 y se añade un apartado 7, con el siguiente contenido: 
3. Son penas menos graves: 
n) La libertad vigilada de seis meses a un año”. 
3707 Vid. Artículo Único Tercero, del Anteproyecto de Ley Orgánica por el que se modifica la Ley 
Orgánica 19/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal de 14 de noviembre de 2008 (ACP 2008); 
donde se modifica el Artículo 33 del CP con el siguiente tenor: “Se añaden las letras j) y k) al apartado 2, 
se modifica la letra j) y se añade la letra l) del apartado 3, y se añade un apartado 7, con el siguiente 
contenido: 
2. Son penas graves: 
(…) 
j) La libertad vigilada por tiempo superior a cinco años. 
3. Son penas menos graves: 
(…) 
l) La libertad vigilada de uno hasta cinco años”. 
El Artículo Único Quinto del ACP de 2008, establece que “se añaden las letras j) y k) al artículo 
39, que quedan redactadas como sigue: 
k) La libertad vigilada”. 
Asimismo, el artículo Único Sexto, modificaría el actual apartado 5 del art. 40 pasa a ser el 
apartado 6, y el apartado 5 del artículo 40 queda redactado como sigue: 
“5. La pena de libertad vigilada tendrá una duración de uno a veinte años”. 
3708 La Exposición de Motivos del ACP 2008 reza lo siguiente: “En lo que respecta al 
cumplimiento de la pena de libertad vigilada, el mismo será sucesivo a la pena de prisión. De esta forma, 





para aquellos delitos especialmente graves
3710
. El establecimiento de condiciones para el 
reo en este modalidad tenía una redacción muy cercana a la establecida en el art. 7.1.h. 
                                                                                                                                                                                  
frente a delitos graves resultará aplicable, además de la pena privativa de libertad, una pena accesoria de 
libertad vigilada entre diez y veinte años, y frente a delitos menos graves, una pena de libertad vigilada 
entre uno y diez años, En ambos casos esta pena deberá aplicarse en su mitad superior cuando concurran 
las circunstancias de reincidencia, habitualidad, pluralidad de delitos o extrema gravedad de los mismos. 
Los criterios de determinación se completan indicando que en el resto de los supuestos la pena se 
impondrá en la extensión que el Juez estime adecuada, en atención a las circunstancias personales del 
delincuente y a la naturaleza del hecho delictivo”. 
3709 Acerca de su regulación como pena accesoria en el ACP de 2008, Vid. Artículo Único Octavo, 
del citado Anteproyecto, que añade el artículo 49 bis que tendrá la siguiente redacción: “1. La pena de 
libertad vigilada tendrá siempre carácter de pena accesoria. Esta pena consistirá en el sometimiento del 
condenado a control judicial durante el tiempo que se señale en la sentencia a través del cumplimiento 
por su parte de alguna o algunas de las obligaciones señaladas en el apartado siguiente, que el juez de 
vigilancia determinará en la fase de ejecución. El cómputo de esta pena comenzará a partir del 
cumplimiento de la pena privativa de libertad.  
2. La pena de libertad vigilada llevará consigo todas o alguna de las siguientes obligaciones: a) 
la de estar siempre localizable;  b) la presentación periódica en el lugar que se establezca; c) la de 
comunicar inmediatamente cada cambio del lugar de residencia o del lugar o puesto de trabajo; d) la 
prohibición de ausentarse sin autorización del juez o tribunal del lugar donde resida; e) la de no 
aproximarse a la víctima, o a aquellos de sus familiares u otras personas que determine el Juez o 
Tribunal; f) la de no comunicarse con las personas previstas en la letra anterior; g) la de no acudir a 
determinados lugares o establecimientos; h) la de no residir en determinados lugares; i) la de no 
desempeñar determinadas actividades que pueda aprovechar para cometer hechos punibles de similar 
naturaleza; j) la de participar en programas formativos, laborales, culturales, de educación sexual u 
otros similares; k) la de seguir tratamiento médico externo. 
3. Para garantizar el cumplimiento efectivo de esta pena, el Juez o Tribunal podrá acordar la 
utilización de medios electrónicos que permitan la localización y seguimiento permanente del reo.  
4. Durante la fase de ejecución el Juez de Vigilancia, oído el Ministerio Fiscal, concretará las 
obligaciones del condenado, pudiendo modificarlas en lo sucesivo conforme a la evolución del reo, y 
controlará su cumplimiento, requiriendo periódicamente los informes que considere necesarios a las 
Administraciones públicas correspondientes. Las demás circunstancias de ejecución de esta pena se 
establecerán reglamentariamente.  
5. El Juez de Vigilancia Penitenciaria, oídos el Ministerio Fiscal y el interesado, podrá en 
cualquier momento reducir la duración de la libertad vigilada o dejarla sin efecto siempre que en vista 
del pronóstico positivo de reinserción se considere innecesaria la continuidad de las obligaciones 
impuestas. 
6. En caso de incumplimiento de una o varias obligaciones el Juez de Vigilancia Penitenciaria, a vista de 
las circunstancias concurrentes y oído el Ministerio Fiscal, podrá modificar las obligaciones, o bien 
deducir testimonio para proceder de conformidad con lo establecido en el artículo 468”. 
3710 Vid. Artículo Único Decimotercero del ACP 2008, que añade el artículo 57 bis que tendrá la 
siguiente redacción: 
“1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores de este capítulo, la pena accesoria de 
libertad vigilada será impuesta por el Juez o Tribunal junto con la pena principal privativa de libertad en 
los siguientes casos: 
a) Cuando el autor haya sido condenado por uno o más delitos del Título VIII del Libro II de este 
Código. 
b) Cuando el autor haya sido condenado por un delito de terrorismo de la sección 
segunda del Capítulo V del Título XXII de este Código, a una pena privativa de libertad igual o 
superior a diez años, o por dos o más delitos de terrorismo de la citada sección habiéndose apreciado la 
agravante de reincidencia en cualquiera de ellos. 
2. En caso de que el delito fuera grave la libertad vigilada tendrá una duración de entre diez y 
veinte años, y si el delito fuera menos grave, entre uno y diez años. En los supuestos de reincidencia, 
habitualidad, pluralidad de delitos o extrema gravedad, el Juez o Tribunal impondrá la pena en su mitad 
superior. Cuando no concurran los anteriores supuestos impondrá la pena en la extensión que estime 
adecuada en atención a las  circunstancias personales del delincuente y a la naturaleza del hecho 





LORRPM. Su objetivo principal, según esta versión será el de “lograr la reinserción del 
sujeto en la sociedad”3711. 
 
Finalmente, el nuevo ACP de 2009
3712
 ha distanciado a la libertad vigilada del 
concepto de pena autónoma, clasificándola como medida de seguridad. Según la 
Exposición de Motivos del nuevo Anteproyecto, la libertad vigilada quedaría 
configurada como una medida de seguridad sui generis en nuestro ordenamiento penal. 
La explicación del legislador da cuenta de sus peculiaridades: 
 
“En comparación con las medidas de seguridad hasta ahora conocidas en nuestro sistema, la 
novedad sustancial que incorpora la libertad vigilada es que resulta aplicable no sólo cuando el 
pronóstico de peligrosidad del individuo se relaciona con estados patológicos que han determinado su 
inimputabilidad o semiinimputabilidad, como hasta ahora, sino también cuando dicho pronóstico deriva 
del específico perfil de personalidad del sujeto o de la naturaleza del hecho cometido, siempre y cuando 
el propio legislador así lo haya previsto de manera expresa. En estos casos, tal y como resulta del nuevo 
artículo 106.2, la medida no se establece, por obvias razones, con carácter alternativo a la pena de 
prisión o para su ejecución previa a ésta, sino que se impone en sentencia junto a la pena privativa de 
libertad para su ejecución posterior a la excarcelación, y se hace efectiva justamente en función de ese 
pronóstico de peligrosidad, formulado cuando se acerca dicho momento extintivo de la pena, y 
reconsiderado después con cadencia como mínimo anual (artículo 98.1)”3713.  
 
Este último proyecto será el que prevalecerá, introduciendo la Ley Orgánica 
5/2010, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de 
noviembre, del Código Penal (LO 5/2010), la libertad vigilada como medida de 
seguridad en el Título IV del Libro Primero del Código Penal de 1995. La Exposición 
de Motivos de la reforma de 2010 la atribuye la siguiente definición:  
 
“La libertad vigilada es una medida de seguridad que el Tribunal impone, de manera facultativa o 
preceptiva, según la propia norma señala en cada caso, y cuyo contenido se concreta en una serie de 
limitaciones, obligaciones, prohibiciones o reglas de conducta, aplicables separada o conjuntamente, 
dentro de los márgenes de duración específicos que en su caso resulten de la parte especial del Código, 
                                                                                                                                                                                  
delictivo”. Acerca de la crítica por la confusión del legislador entre medida de seguridad y pena en la 
redacción del ACP de 2008, Vid. Gimbernat Ordeig, E.: “La insoportable gravedad del Código penal 
(II)”, en El Mundo, enero 2009. 
3711 Cfr. Exposición de Motivos del ACP según la redacción de 2008. 
3712 Vid. Boletín Oficial de las Cortes del Congreso de los Diputados, Número 52-1, IX 
Legislatura, 27 de noviembre de 2009. 
3713 Cfr. Exposición de Motivos del ACP según la redacción de 2009. 





tendentes no solo a la protección a las víctimas, sino también a la rehabilitación y la reinserción social del 
delincuente, objetivo que preside toda la reforma. Y que puede modificarse, ya en fase de ejecución, 
atendiendo a la evolución del sujeto y mediante un sencillo trámite que se caracteriza por un 
reforzamiento de la garantía de contradicción, que alcanza incluso a las víctimas que no sean parte en el 
proceso  
(…) 
Su duración, en fin, se mantiene en general en un máximo de cinco años, que es el que establecía 
hasta ahora el Código para las medidas de seguridad no privativas de libertad que se refunden bajo el 
concepto de libertad vigilada, pero a ello se añade, ciertamente pensando en esta nueva modalidad 
postpenitenciaria, la posibilidad de que el propio Código Penal la extienda hasta los diez años (artículo 
105.2), como, de hecho, esta misma Ley dispone para los delitos contra la libertad e indemnidad sexual y 
de terrorismo”3714.  
 
En realidad, tal y como ha puesto de manifiesto Manzanares Samaniego, la nueva 
naturaleza jurídica de la libertad vigilada recoge el testigo de las antiguas normativas 
sobre peligrosidad del individuo
3715
: la Ley de Vagos y Maleantes de 1933, y la Ley 
16/1970 de Peligrosidad y Rehabilitación social. 
 
Se impone, de este modo una corriente conservadora, de retroceso, que rescata las 
anteriores normativas que fueron derogadas en pro de un Derecho penal más progresista 
y garantista.   
 
b) Que se hayan extinguido las tres cuartas partes de la condena impuesta.  
 
Dato objetivo, a menos que se trate de una de las modalidades del artículo 91 CP 
que prevé la libertad condicional anticipada o privilegiada, incluso en su modalidad más 
generosa, pero más difícil de obtener, introducida por la LO 7/2003 de cumplimiento 
íntegro y efectivo de las penas. En el caso de la libertad vigilada prevista en la 
LORRPM será necesario, para los casos más graves, haber cumplido una parte del 




                                                             
3714 Cfr. Exposición de Motivos, punto IV, de la LO 5/2010. Al respecto, sobre la regulación de la 
nueva medida de libertad vigilada, también Vid. Artículos 96.3, 98.1, 105.1 y 2º, 106.1, 2º, y 3º, 192.1, 
468.2, y 579.3, de la nueva redacción del CP de 1995 introducida por la LO 5/2010.     
3715 Vid. Manzanares Samaniego, J.L.: “La libertad vigilada…” ob. cit., p. 2. 
3716 Vid. Artículo 10.1.b., párrafo segundo de la LORRPM. 





c) Que hayan observado buena conducta y exista respecto de los sentenciados un 
pronóstico individualizado y favorable de reinserción social, emitido en el 
informe final previsto en el artículo 67 de la LOGP.  
 
No se tendrá por cumplida esta circunstancia, de no ser satisfecha la 
responsabilidad civil derivada del delito, remitiéndose el CP a lo expuesto en el artículo 
72.5 y 6 de la LOGP. El concepto de buena conducta usualmente se identifica, en el 
ámbito penitenciario desde el Reglamento de 1956, con la ausencia de sanciones sin 
cancelar
3717
, por las faltas que el penado pudiera haber cometido durante su estancia en 
el centro penitenciario. 
 
El informe positivo de reinserción deberá ser realizado por la Junta de 
Tratamiento del centro penitenciario en el que se encuentre internado el penado, y 
aunque no se trata de un informen vinculante para el Juez de Vigilancia Penitenciaria, es 





Como ya habíamos apuntado con anterioridad, la LO 7/2003, supuso un cambio 
sustancial en la regulación de las clasificaciones de grado penitenciario, estas 
modificaciones también afectaron a la figura de la libertad condicional
3719
. Así, el 
artículo 90.1 CP quedaría redactado en unas condiciones específicas (y más severas), en 
cuanto a los informes necesarios para la continuidad en libertad condicional, para 
aquellos reos que hayan sido condenados por delitos de terrorismo: 
 
1. El penado debe mostrar signos inequívocos de haber abandonado los fines y los 
medios de la actividad terrorista. 
 
2. Debe haber colaborado con las autoridades de forma activa, bien para impedir 
la producción de otros delitos por parte de la organización criminal, grupo terrorista o 
                                                             
3717 Vid. Racionero Carmona, F.: Derecho penitenciario… ob. cit., p. 255. 
3718 Vid. Armenta González-Palenzuela, F.J., y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento Penitenciario 
comentado... ob. cit., p. 341. 
3719 Vid. Renart García, F.: La libertad condicional… ob. cit., p.  122; en el mismo sentido, Vid. 
Cervelló Donderis, V.: “Los nuevos criterios…” ob. cit., pp. 16 y ss.; Leganés Gómez, S.: “La continua 
reforma de clasificación penitenciaria”, en La Ley Penal, Número 21, Editorial La Ley, noviembre, 
Madrid, 2005, p. 70. 





banda armada, bien para la identificación, captura y procesamiento de responsables de 
delitos terroristas. 
 
Por otra parte, la libertad condicional se contempla, asimismo, en el artículo 192 y 
siguientes del RP 1996 en los que se indica que: “Los penados clasificados en tercer 
grado que reúnan los demás requisitos establecidos al efecto en el Código Penal 
cumplirán el resto de su condena en situación de libertad condicional, conforme a lo 
dispuesto en dicho Código”3720. 
 
Ya hemos analizado, en el caso de los menores, cada uno de los requisitos y 
sometimientos de la figura de la libertad vigilada. La nueva redacción del CP de 1995, 
introducida por la LO 5/2010, dota a la libertad vigilada para los adultos de una serie de 
requisitos de cumplimiento, diferentes a los de los menores, y que en muchos casos, 
tienen paralelismos con algunas de las medidas no privativas de libertad desarrolladas 
en la LORRPM. Así: 
 
“1. La libertad vigilada consistirá en el sometimiento del condenado a control judicial a través del 
cumplimiento por su parte de alguna o algunas de las siguientes medidas: 
a) La obligación de estar siempre localizable mediante aparatos electrónicos que permitan su 
seguimiento permanente. 
b) La obligación de presentarse periódicamente en el lugar que el Juez o Tribunal establezca. 
c) La de comunicar inmediatamente, en el plazo máximo y por el medio que el Juez o Tribunal 
señale a tal efecto, cada cambio del lugar de residencia o del lugar o puesto de trabajo. 
d) La prohibición de ausentarse del lugar donde resida o de un determinado territorio sin 
autorización del Juez o Tribunal. 
e) La prohibición de aproximarse a la víctima, o a aquellos de sus familiares u otras personas que 
determine el Juez o Tribunal. 
f) La prohibición de comunicarse con la víctima, o con aquellos de sus familiares u otras personas 
que determine el Juez o Tribunal. 
g) La prohibición de acudir a determinados territorios, lugares o establecimientos. 
h) La prohibición de residir en determinados lugares.  
i) La prohibición de desempeñar determinadas actividades que puedan ofrecerle o facilitarle la 
ocasión para cometer hechos delictivos de similar naturaleza. 
j) La obligación de participar en programas formativos, laborales, culturales, de educación 
sexual u otros similares. 
                                                             
3720 Vid. Artículo 192 del RP 1996. 










No en vano, se ha advertido que el antecedente más cercano de esta nueva figura 
que pretende internarse en nuestro ordenamiento penal de adultos es precisamente la 
LORRPM. La diferencia fundamental entre una regulación y otra será que la libertad 
vigilada en menores se refiere al “seguimiento de la actividad de la persona sometida a 
la misma, quedando las reglas de conducta como un complemento discrecional, 
mientras que en la libertad vigilada del proyecto se agota el sometimiento del reo a 
determinadas obligaciones”3722. En este aspecto, siempre y cuando la libertad vigilada 
para menores infractores no incluya ninguna de las obligaciones establecidas en su 
catálogo, su cercanía con la figura de la libertad condicional en adultos será más 
estrecha. Cabe, sin embargo, plantearse si cabe este seguimiento obligatorio para todos 
los casos, pues, como advertíamos supra, la libertad vigilada no deja de ser una sanción 
que no se incluye dentro de la pena privativa de libertad. Al establecerse una vez 
finalizado el cumplimiento del internamiento, supone un alargamiento efectivo de la 
sanción. 
 
Por último, cabe destacar que las competencias acerca de la gestión y control de la 
nueva medida de libertad vigilada para adultos corresponderá al Juez de Vigilancia 
penitenciaria
3723
. Por su parte, la LORRPM, en su artículo 10.4., derivaba el control de 
                                                             
3721 Cfr. Artículo 106.1 del CP de 1995, tras las modificaciones operadas por la LO 5/2010. 
3722 Cfr. Manzanares Samaniego, J.L.: “La libertad vigilada” ob. cit., p. 3. 
3723 Vid. La LO 5/2010 modifica el art. 98 CP, que queda redactado como sigue dispone: “1. A los 
efectos del artículo anterior, cuando se trate de una medida de seguridad privativa de libertad o de una 
medida de libertad vigilada que deba ejecutarse después del cumplimiento de una pena privativa de 
libertad, el Juez de Vigilancia Penitenciaria estará obligado a elevar al menos anualmente, una 
propuesta de mantenimiento, cese, sustitución o suspensión de la misma. Para formular dicha propuesta 
el Juez de Vigilancia Penitenciaria deberá valorar los informes emitidos por los facultativos y 
profesionales que asistan al sometido a medida de seguridad o por las Administraciones Públicas 
competentes y, en su caso, el resultado de las demás actuaciones que a este fin ordene”. También queda 
modificado el art. 105 CP, estableciendo que para el caso de imposición de medidas de libertad vigilada 
de hasta diez años, “para decretar la obligación de observar alguna o algunas de las medidas previstas 
en este artículo, así como para concretar dicha obligación cuando por ley viene obligado a imponerlas, 
el Juez o Tribunal sentenciador deberá valorar los informes emitidos por los facultativos y profesionales 
encargados de asistir al sometido a la medida de seguridad.El Juez de Vigilancia Penitenciaria o los 
servicios de la Administración correspondiente informarán al Juez o Tribunal sentenciador.En los casos 
previstos en este artículo, el Juez o Tribunal sentenciador dispondrá que los servicios de asistencia social 
competentes presten la ayuda o atención que precise y legalmente le corresponda al sometido a medidas 
de seguridad no privativas de libertad”. Por último, el art. 106.2 CP, en su nueva redacción, establece que 
“sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 105, el Juez o Tribunal deberá imponer en la sentencia la 





la medida de libertad vigilada a “las instituciones públicas encargadas del cumplimiento 
de las penas”, redacción ésta que ha sido muy criticada por la doctrina3724, por cuanto 
supone la concienciación del legislador de que, habida cuenta de la duración de las 
medidas de internamiento, para cuando el menor se encontrara cumpliendo la medida de 
libertad vigilada ya habría llegado a la edad adulta, por lo que su cumplimiento 
corresponde a las instituciones de control penitenciarias de adultos y al Juez de 
Vigilancia Penitenciaria. No parece, por lo tanto, de recibo, que un menor infractor que 
ha sido juzgado por un ordenamiento con finalidades diferentes a las del sistema penal 
de adultos, pase al control en la ejecución de la medida, que se encuentra previsto para 
los adultos.  
                                                                                                                                                                                  
medida de libertad vigilada para su cumplimiento posterior a la pena privativa de libertad impuesta 
siempre que así lo disponga de manera expresa este Código.  
En estos casos, al menos dos meses antes de la extinción de la pena privativa de libertad, de modo 
que la medida de libertad vigilada pueda iniciarse en ese mismo momento, el Juez de Vigilancia 
Penitenciaria, por el procedimiento previsto en el artículo 98, elevará la oportuna propuesta al Juez o 
Tribunal sentenciador, que, con arreglo a dicho procedimiento, concretará, sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 97, el contenido de la medida fijando las obligaciones o prohibiciones 
enumeradas en el apartado 1 de este artículo que habrá de observar el condenado.  
Si éste lo hubiera sido a varias penas privativas de libertad que deba cumplir sucesivamente, lo 
dispuesto en el párrafo anterior se entenderá referido al momento en que concluya el cumplimiento de 
todas ellas.  
Asimismo, el penado a quien se hubiere impuesto por diversos delitos otras tantas medidas de 
libertad vigilada que, dado el contenido de las obligaciones o prohibiciones establecidas, no pudieran 
ser ejecutadas simultáneamente, las cumplirá de manera sucesiva, sin perjuicio de que el Juez o Tribunal 
pueda ejercer las facultades que le atribuye el apartado siguiente”. 
3724 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... ob. cit., p.  243. 





5. INSTITUCIONES DE CUMPLIMIENTO DE MEDIDAS PRIVATIVAS 
DE LIBERTAD PARA MENORES INFRACTORES. ANÁLISIS 
COMPARATIVO CON LA LEGISLACIÓN PENITENCIARIA. 
 
5.1. Centros de internamiento y Centros Penitenciarios. Conceptos generales 
y ámbito de aplicación. 
 
Desde las valiosas denuncias en las obras de los juristas españoles del s. XVI, 
relativas a la reclusión procesal
3725
, hasta las exigencias de John Howard de fines del s. 
XVIII, se ha reiterado la importancia y necesidad de la separación interior en los 
penales, y la diversidad de éstos para la consecución de los objetivos pretendidos tanto 
en la privación de libertad preventiva cuanto punitiva. La LOGP, dedica su Título 
primero a los Establecimientos de cumplimiento de penas privativas de libertad. En este 
capítulo de la normativa penitenciaria, existe pues, a grandes rasgos, una clasificación 
de los establecimientos que compondrán las principales instituciones de cumplimiento 
de penas y medidas de seguridad. Es aquí, en este Título, en el que se establece una 
separación en centros que alberguen los distintos tipos de internos: preventivos y 
penados, hombres y mujeres, inimputables e imputables… y, por supuesto, adultos y 
jóvenes. Con posterioridad, el RP de 1996 vino a reestructurar lo dispuesto en la ley, 
pensando ya en los centros modernos centros “prototipo”3726. 
 
Es, por tanto, el RP 1996 el que, en ausencia de una definición expresa en la 
LOGP, ofrece un concepto de establecimiento penitenciario, en el que se muestran todas 
sus características básicas: 
 
“Por establecimiento o centro se entiende una entidad arquitectónica, administrativa y funcional 
con organización propia. Los establecimientos estarán formados por unidades, módulos y departamentos 
que faciliten la distribución y separación de los internos”3727.  
                                                             
3725 Vid. Sanz Delgado, E.: “Las viejas cárceles…”, ob. cit., pp. 261 y ss. Para mayor detalle, véase 
la primera parte de este trabajo. 
3726 Vid. Exposición de Motivos III, párrafo 5, arts. 12 y 13 del RP 1996. Acerca de los centros 
penitenciarios prototipo construidos durante la década de los 90 en España, Vid. Ministerio de Justicia: El 
centro penitenciario prototipo. Madrid, 1992; y también, Vid. Lárraga Martínez, S.: “Consideraciones 
sobre el nuevo centro penitenciario prototipo (Zuera, el caso aragonés)”, en Anales: Anuario del centro de 
la UNED de Calatayud, Número 3, Fascículo 2, Calatayud, 1995, pp. 213-230. 
3727 Cfr. Artículo 10.1 y 2., del RP 1996. 





Tales características de los centros penitenciarios, responden a la ordenación, en la 
actualidad, de los denominados centros penitenciarios polivalentes
3728
. Concepto 
reciente de centros, como infraestructuras autónomas y autosuficientes, surgido a partir 
del modelo planteado en el Plan de amortización de centros penitenciarios de 1991
3729
, 





“Se entiende por establecimiento polivalente aquél que cumple los diversos fines previstos en los 
artículos 7 a 11 de la Ley Orgánica General Penitenciaria”3731.  
 
Esta denominación nos conduce a los nuevos centros penitenciarios modulares y 
las conocidas en la actualidad como “ciudades penitenciarias”, donde existen diversos 
módulos (entre doce y catorce) y departamentos para la separación interior de internos, 
dependiendo del régimen de vida al que estén sometidos por su grado penitenciario:  
 
“En los establecimientos polivalentes se deberá cuidar de que cada uno de los departamentos, 
módulos o unidades que los integren tengan garantizados, en igualdad de condiciones, los servicios 
generales y las prestaciones adecuadas a los fines específicos a que vengan destinados y a los generales 
del sistema penitenciario, y, en especial, el de la separación entre penados y preventivos”3732. 
 
En síntesis, como indica Nistal Burón, “los establecimientos penitenciarios 
constituyen el marco real
3733
 de la ejecución penitenciaria, el lugar donde se van a 
desarrollar la vida de los internos, sus actos regimentales, sus relaciones familiares, sus 
actividades de tratamiento, ocupacionales, formativas, etc., su arquitectura y sistemas de 
seguridad vendrán determinados por los distintos regímenes penitenciarios y grados de 
tratamiento”3734.  
 
                                                             
3728 Vid. Tamarit Sumalla, J.M., García Albero, R., Rodríguez Puerta, M.J. y Sapena Grau, F.: 
Curso de Derecho Penitenciario… ob. cit., p. 95. 
3729 Vid. Fernández Arévalo, L.: “Crisis del sistema penitenciario español, medidas alternativas y 
trabajo en beneficio de la comunidad”, ponencia en Sevilla 2008, versión online disponible en: 
http://www.derechopenitenciario.com/comun/fichero.asp?id=1753 (30/11/2010), pp. 7 y 8. 
3730 Vid. García Valdés, C.: Del presidio… ob. cit., p. 56. 
3731 Cfr. Artículo 12.1., del RP 1996. 
3732 Cfr. Artículo 12.2., del RP 1996. 
3733 Consúltese la nota 3023 del anterior capítulo sobre la explicación del origen de este término en 
las obras de García Valdés y Zaragoza Huerta. 
3734 Cfr. Nistal Burón, J.: “El régimen penitenciario…” ob. cit., p. 180. 





La propia LOGP y su RP 1996, en sus arts. 7 a 14 de la primera y 10 a 14 del 
segundo, indican que se excluye a los centros penitenciarios cuando se trata de 
albergar a los menores infractores que estén sometidos a régimen de internamiento o 
privación de libertad. Las CC.AA., no podrán, por tanto, establecer convenios con la 





Tal exclusión es coincidente con la que realiza la LORRPM, que en su art. 54.1, 
señala que las medidas de internamiento de menores “se ejecutarán en centros 
específicos para menores infractores, diferentes de los previstos en la legislación 
penitenciaria para la ejecución de las condenas penales y medidas cautelares 
privativas de libertad impuestas a los mayores de edad penal”. 
 
Por otra parte, en lo referente al ordenamiento penal de menores, en la tramitación 
parlamentaria de la LORRPM, los artículos dedicados a los centros de internamiento 
(fundamentalmente el art. 54.1) ya adolecían de poca especificidad en algunos de sus 
preceptos, estableciéndose como posible el cumplimiento de las medidas en los centros 
de protección de la legislación civil, y sin una mención concreta a la distribución de los 
centros de internamiento en módulos separados
3736
. Afortunadamente, el artículo fue 
reformado, distinguiendo los centros de internamiento de los puramente asistenciales, 
así como se instauró el principio modular para los mismos, con separación de los 
menores internos. 
 
Sin embargo, en relación con el ordenamiento penitenciario, la norma penal de 
menores desarrolla con menor síntesis y concreción la descripción de los distintos tipos 
de centros de internamiento, mostrando una clasificación poco definida en su 
redacción
3737
. Así, hallamos reglas especiales para la ejecución de las medidas 
privativas de libertad, en sus arts. 54 a 60, si bien no se ofrece un concepto preciso de 
centro de internamiento para menores, indicándose tan sólo características que deben 
                                                             
3735 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 4ª Ed. ob. cit., p. 503 
3736 Vid. De Urbano Castrillo, E. y De la Rosa Cortina, J.M.: Comentarios… ob. cit., p. 452. 
3737 Vid. Sola Reche, E. y Serrano Solís, M.: “Presente y futuro…” ob. cit., pp. 21 y 22; Cruz 
Márquez, B.: La medida del internamiento y sus alternativas… ob. cit., p. 64. 





informar estos centros, de un modo muy similar a las que contemplaba la norma 
penitenciaria: 
 
“Los centros estarán divididos en módulos adecuados a la edad, madurez, necesidades y 
habilidades sociales de los menores internados y se regirán por una normativa de funcionamiento interno 
cuyo cumplimiento tendrá como finalidad la consecución de una convivencia ordenada, que permita la 
ejecución de los diferentes programas de intervención educativa y las funciones de custodia de los 
menores internados”3738. 
 
“Los menores que, por cualquier circunstancia personal, requieran de una protección especial 
estarán separados de aquellos que les puedan poner en situación de riesgo o de peligro mediante su 
traslado bien a otro módulo del mismo centro, bien a otro centro, previa autorización del Juez de 
menores en este último caso”3739. 
 
Por otra parte, en la LORRPM se encuentra, en su art. 54.1, el pilar fundamental 
que sostiene la diferenciación entre los centros de internamiento para menores 
infractores y los centros penitenciarios de cumplimiento de penas privativas de libertad 
para adultos, donde se recoge expresamente que: 
 
 “Las medidas privativas de libertad, la detención y las medidas cautelares de internamiento que 
se impongan de conformidad con esta Ley se ejecutarán en centros específicos para menores infractores, 
diferentes de los previstos en la legislación penitenciaria para la ejecución de las condenas penales y 
medidas cautelares privativas de libertad impuestas a los mayores de edad penal”. 
 
En consecuencia, como ha señalado Cervelló Donderis, “los centros de 
internamiento han de ser específicos de menores, lo que implica una especialización 
tanto en la estructura como en el funcionamiento, por tanto, no pueden coincidir con los 
centros penitenciarios de adultos ni siquiera con la debida separación”3740. 
 
El precepto de la LORRPM antes citado, además de recoger el mandato de las 
normas internacionales y comunitarias contempladas de las que ya hemos hablado en 
capítulos anteriores, encaja con clarificadora coherencia con el sistema de 
                                                             
3738 Cfr. Artículo. 54.3., de la LORRPM. 
3739 Cfr. Artículo 33.1 y 2., del RM. 
3740 Cfr. Cervelló Donderis, V.: La medida de internamiento… ob. cit., p. 92. 





individualización científica y con el principio de separación de los internos, al que nos 
referíamos dentro de la LOGP, en relación a los jóvenes. Así, se prescribe: 
 
“Los jóvenes deberán cumplir separadamente de los adultos en establecimientos distintos o, en 
todo caso, en departamentos separados. A los efectos de esta Ley, se entiende por jóvenes las personas de 
uno u otro sexo que no hayan cumplido los veintiún años. Excepcionalmente, y teniendo en cuenta la 
personalidad del interno, podrán permanecer en centros destinados a jóvenes quienes, habiendo 
cumplido veintiún años, no hayan alcanzado los veinticinco”3741. 
 
Como hemos visto, a pesar de este rígido sistema de separación entre menores y 
adultos, recogido en ambas normativas, hubo un breve periodo de tiempo en el que se 
optó por aplicar a los jóvenes adultos que la legislación penitenciaria recogía un 
régimen análogo al de los menores. También hay que considerar que, con anterioridad a 
la entrada en vigor del ordenamiento penal de menores, aquellos jóvenes entre los 
dieciséis y los dieciocho años que hubieran cometido una infracción penal podrían 
encontrarse cumpliendo pena de prisión en un centro penitenciario de adultos. Ambas 
situaciones crearon una intersección de las normativas. 
 
5.1.1. Menores y jóvenes: del centro de menores al centro penitenciario. 
 
Para abordar este epígrafe, es preciso previamente recordar la diferenciación 
terminológica empleada por ambas legislaciones -de adultos y menores- sobre menores 
y jóvenes. Aunque próximos en algunos puntos, ambos términos no son tratados como 
sinónimos por nuestra normativa penal. Ciertamente, esta cuestión cardinal no ha estado 
exenta de polémica, ni de reglamentación: 
 
1. Nuestro sistema penal hace uso de la palabra menor en el CP
3742
 para establecer 
una división entre ordenamientos:  
 
“Los menores de dieciocho años no serán responsables criminalmente con arreglo a este Código. 
Cuando un menor de dicha edad cometa un hecho delictivo podrá ser responsable con arreglo a lo 
dispuesto en la Ley que regule la responsabilidad penal del menor”3743.  
                                                             
3741 Cfr. Artículo 9.2., de la LOGP. 
3742 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 4ª Ed., ob. cit., p. 29. 





Nuestro CP actual, por lo tanto, no considera, como vimos, inimputables a los 
menores de dieciocho años, ni niega su responsabilidad penal; no obstante, les 
desarraiga de su regulación en favor de otras leyes penales específicas
3744
. De ahí que 
el menor de dieciocho años responderá conforme a una regulación propia por las 
infracciones tipificadas en el CP. Por su parte, la LORRPM también delimita su ámbito 
de actuación, y lo circunscribe a la edad de catorce años, hasta el límite dispuesto en el 
CP, esto es, los dieciocho años
3745
. Por lo tanto, a efectos de ambas disposiciones 
“menor responsable penalmente” es el individuo cuya edad se encuentra comprendida 
entre los catorce y los dieciocho años
3746
. A este menor infractor irán dirigidas las 
medidas de internamiento en los distintos regímenes y, por consiguiente, será el interno 
que acogerán los distintos centros penitenciarios de menores.  
 
2. García Valdés definía el término “joven”, a efectos de la norma penitenciaria 
como aquellos “quienes no han cumplido los veintiún años”3747. En este sentido, la 
anterior redacción de la LORRPM, hacía eco de esta conceptualización, indicando que: 
 
“Al efecto de designar a las personas a quienes se aplica esta Ley, en el articulado de la misma se 
utiliza el término menores para referirse a los que no han cumplido los dieciocho años, y el de jóvenes 
para referirse a los mayores de dicha edad. Sin perjuicio de lo anterior, cuando esta Ley se refiera 
genéricamente al menor o a los menores, se entenderá que lo hace a todos los incluidos en su ámbito de 
aplicación”3748. 
 
Conforme a esta primera redacción, podemos afirmar la distinción entre ambas 
categorías, como sigue: menor es todo aquel individuo por debajo de la edad de 
dieciocho años; menor responsable penalmente y, por tanto, objeto de la LORRPM, 
será todo aquel menor de catorce años y menor de dieciocho años. Joven o joven adulto 
será aquel individuo de edad comprendida entre los dieciocho y los veintiún años. En 
caso de comisión de un delito, el joven adulto tendrá una regulación especial en la 
                                                                                                                                                                                  
3743 Cfr. Artículo 19 del CP 1995. 
3744 Vid. Higuera Guimerá, J.F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 232. 
3745 Vid. Artículo 1.1., de la LORRPM. 
3746 Vid. Higuera Guimerá, J.F.: Derecho Penal Juvenil… ob. cit., p. 234. 
3747 Cfr. García Valdés, C.: Comentarios… ob. cit., p. 45. 
3748 Cfr. Artículo 1.4., de la LORRPM redacción anterior a las modificaciones operadas por la LO 
8/2006. 





LOGP, y su lugar de cumplimiento de la pena será un departamento especial dentro de 
los centros penitenciarios de adultos o un centro específico para jóvenes penados.   
 
Establecida finalmente la diferenciación entre menores y jóvenes respecto de sus 
lugares de cumplimiento, debemos indicar las posibles intervenciones y elementos 
tangentes entre ambos ordenamientos. El interés de esta comparativa es crucial para la 
configuración y mejor entendimiento de un Derecho penitenciario de menores, y ello se 
justifica por tres razones fundamentales: 
 
1. Ya hemos puesto de manifiesto, con anterioridad, la madurez que distingue la 
norma penitenciaria frente a la novedosa y tan reformada LORRPM. El análisis 
comparativo con la legislación penitenciaria es esencial para el desarrollo de una norma 
penal de menores de mayor contenido y recorrido. 
 
2. La indudable repercusión e interconexión que ambos ordenamientos han 
mostrado con anterioridad y con posterioridad a la entrada en vigor de la LORRPM.  
 
3. La estrecha relación entre las medidas privativas de libertad y su régimen y su 
identidad con las privaciones de libertad de adultos, siendo la finalidad primordial de 
ambas la misma: la reinserción social y reeducación -y viceversa-
3749
. De este modo, 
expone acertadamente Aguilar Villuendas que “los centros y los principios no son 
idénticos, como tampoco lo son en todos los de Instituciones Penitenciarias. Los 
principios se han ido cada vez más acercando, hasta el punto de que se han 
transformado en la aplicación de iguales figuras jurídicas”3750. 
 
En primer lugar, hay que señalar el ya mencionado antiguo art. 4, hoy derogado; 
empero también el art. 15 de la redacción inicial de la LORRPM, en el que se disponía 
la posibilidad de continuar el cumplimiento de la medida en los centros de 
                                                             
3749 Vid. Artículo 25.2 de la Constitución Española de 1978; Artículo 1 de la LOGP; Exposición de 
motivos. I.3., I.5., y  II.13., de la LORRPM. 
3750 Vid. Aguilar Villuendas, V.J.: “Ley penal del menor…” ob. cit., p. 14. 





internamiento cuando el menor cumpliera la mayoría de edad, hasta “alcanzar los 
objetivos propuestos en la sentencia”3751. 
 
La tramitación parlamentaria de este precepto resultó en la introducción del 
párrafo segundo del mismo, en el que se establecía un límite en la edad de veintitrés 
años, a petición del Grupo Parlamentario Catalán, por entender que, de no establecerlo, 
surgirían disfunciones graves en los centros destinados al cumplimiento de medidas de 
internamiento
3752
. Es comprensible que, del mismo modo que el cumplimiento de un 
menor de veintiún años en un centro penitenciario podía no ser adecuado para su 
reinserción o su grado de madurez, el cumplimiento en un centro de internamiento de 
menores de un mayor de veintitrés años distorsionaría la coherencia del mismo, y se 
distanciaría de la finalidad de la ley y de la separación menor-adulto que ésta 
promulga
3753
. Del mismo modo, pareciera absurdo entender que el joven de veintitrés 
años sea trasladado al régimen de adultos a pesar de no cumplir con el requisito de 
grado de madurez suficiente
3754
. Para evitar tales anomalías, lo más pragmático, a mi 
entender, hubiera sido establecer alguno de los criterios de modificación o sustitución 
de la medida, exceptuando quizá los casos más graves, para que el mayor de veintitrés 
años cumpliera una de las medidas alternativas, no quedando supeditado a la 
jurisdicción penitenciaria de adultos, ni permaneciendo en el centro de menores.  
 
Las conexiones no acaban con la promulgación de las modificaciones de la LO 
8/2006, puesto que tras las mismas, el art. 14 de la LORRPM, establece una serie de 
reglas especiales para la continuidad del cumplimiento de las medidas de internamiento, 
                                                             
3751 Cfr. Artículo 15, de la LORRPM en su redacción anterior a las modificaciones operadas por la 
LO 8/2006. 
3752 Vid. De Urbano Castrillo, E. y De la Rosa Cortina, J.M.: Comentarios… ob. cit., p. 168. 
3753 Al respecto, Colás Turégano indica los pros y contras de esta regulación, con las siguientes 
palabras: “Es cierto que en los centros se hace una distribución en módulos adecuados a las características 
de los menores, entre las que se tiene en cuenta la edad (Art. 33 Rto. 1774/2004), pero la organización de 
dichos módulos es más compleja si la franja de edad se amplía. Por otro lado los profesionales están 
preparados para tratar con menores, no con personas adultas aunque todavía jóvenes. Se alegan también 
razones de seguridad, al ser factible una alteración del orden en la convivencia de adolescentes con 
adultos. 
Sin embargo, a la persona se le condenó a una medida de internamiento y al final acaba 
cumpliendo una pena privativa de libertad. Con el paso directo a prisión pueden frustrarse ciertas 
expectativas educativas”. Cfr. Colás Turégano, A.: “Cumplimiento de la medida…” ob. cit., p. 5. 
3754 Vid. Bueno Arús, F.: “Conexión…” ob. cit., p. 197; Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho 
penal… 3ª Ed., ob. cit., p. 245.  





cuando el menor cumpla la mayoría de edad en los establecimientos penitenciarios. Así 
se dispone: 
 
1. “Cuando se trate de la medida de internamiento en régimen cerrado y el menor 
alcance la edad de dieciocho años sin haber finalizado su cumplimiento, el Juez de 
menores, oído el Ministerio Fiscal, el letrado del menor, el equipo técnico y la entidad 
pública de protección o reforma de menores, podrá ordenar en auto motivado que su 
cumplimiento se lleve a cabo en un centro penitenciario conforme al régimen general 
previsto en la LOGP si la conducta de la persona internada no responde a los objetivos 
propuestos en la sentencia”3755. La ruptura de la regla general del art. 14.1 se manifiesta 
en que los infractores que hayan cumplido los dieciocho años de edad sólo serán 
trasladados a la competencia penitenciaria en los supuestos de medidas de internamiento 
de régimen cerrado, excepción ésta que no se encontraba en la anterior regulación
3756
. 
Este adelantamiento de la edad en el que el joven podrá cumplir su medida en prisión, 
respecto de la anterior redacción (veintitrés años), no parece, en palabras de Colás 
Turégano, “muy adecuado” 3757, máxime cuando la LORRPM ha buscado siempre una 
distinción frente al régimen penitenciario de la LOGP. 
 
2. “Cuando las medidas de internamiento en régimen cerrado sean impuestas a 
quien haya cumplido veintiún años de edad; o, habiendo sido impuestas con 
anterioridad, no hayan finalizado su cumplimiento al alcanzar la persona dicha edad, 
el Juez de menores, oídos el Ministerio Fiscal, el letrado del menor, el equipo técnico y 
la entidad pública de protección o reforma de menores, ordenará su cumplimiento en 
centro penitenciario conforme al régimen general previsto en la Ley Orgánica General 
Penitenciaria”3758. La LO 8/2006, en este supuesto, utiliza la edad de veintiún años 
como un tope para la discrecionalidad del cumplimiento de medidas de internamiento de 
régimen cerrado en los centros de menores, trasladando así al infractor a la competencia 
                                                             
3755 Cfr. Artículo 14.2., de la LORRPM. 
3756 Vid. Nistal Burón, J.: “El cumplimiento en Centros penitenciarios de la medida de 
internamiento impuesta a los menores infractores al alcanzar la mayoría de edad. Problemática jurídica (A 
propósito del nuevo art. 14 introducido por la Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre, por la que se 
modifica la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los 
menores)”, en Diario la Ley, Año XXVIII, Número 6664, 5 marzo de 2007; disponible online en: 
www.laleydigital.es (15/09/2010); Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, 
L.: Comentarios... ob. cit., p. 225. 
3757 Cfr. Colás Turégano, A.: “El cumplimiento de la medida…” ob. cit., p. 6. 
3758 Cfr. Artículo 14.3., de la LORRPM. 





de la norma penitenciaria. Esta medida ha sido objeto de numerosas críticas, entre las 
que destacamos la consideración relativa a que la alteración de los parámetros de 
cumplimiento de la medida impuesta puede vulnerar las garantías y derechos del 





Asimismo, la franja de edad en la que tiene lugar la comisión de delitos que 
cumplen los requisitos de las medidas de internamiento en régimen cerrado, se 
encuentra precisamente entre los dieciséis y dieciocho años, por lo que, en la práctica, el 
internamiento en prisión será bastante usual, lo cual resultaría en una regresión al 
anterior sistema, donde el infractor de dieciséis años ya era internado en los centros 
penitenciarios
3760
. La dificultad para la modificación y sustitución de las medidas de 
internamiento en régimen cerrado durante los periodos de seguridad, y la duración de 
las mismas, hacen más difícil la utilización de la salvedad descrita en el art. 14.3 
LORRPM, cuando indica que no procederá el traslado a un centro penitenciario cuando 
el Juez de menores “entienda en consideración a las circunstancias concurrentes que 
procede la utilización de las medidas previstas en los artículos 13 y 51 de la presente 
Ley o su permanencia en el centro en cumplimiento de tal medida cuando el menor 
responda a los objetivos propuestos en la sentencia”3761. De este modo, no únicamente 
se torna complicado evitar la reclusión, sino “imposible para el joven sortear el estigma 
que supone el ingreso en un centro penitenciario”3762. Otra de las principales objeciones 
que se pueden dirigir contra el tenor del citado precepto es la falta de definición sobre 
quién establece la progresión o no del menor en relación con los objetivos de la 
sentencia
3763
, de la que se hace depender en gran medida su cumplimiento en un centro 
penitenciario de adultos. Entiendo que, como mínimo, debe ser exigible como 
vinculante el informe del Equipo Técnico que hubiere estudiado el comportamiento y 
evolución del menor y su cumplimiento de los objetivos dispuestos en la sentencia. 
 
                                                             
3759 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 4ª Ed., ob. cit., p. 255. 
3760 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 4ª Ed., ob. cit., p. 256. 
3761 Cfr. Artículo 14.3., de la LORRPM. 
3762 Cfr. Gómez Rivero, Mª. C.: Comentarios... ob. cit., p. 174. 
3763 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p. 257. 





3. “La medida de internamiento en régimen cerrado que imponga el Juez de 
menores con arreglo a la presente Ley se cumplirá en un centro penitenciario conforme 
al régimen general previsto en la Ley Orgánica General Penitenciaria siempre que, con 
anterioridad al inicio de la ejecución de dicha medida, el responsable hubiera cumplido 
ya, total o parcialmente, bien una pena de prisión impuesta con arreglo al Código 
Penal, o bien una medida de internamiento ejecutada en un centro penitenciario 
conforme a los apartados 2 y 3 de este artículo”3764. Este apartado, supone la 
finalización de la discrecionalidad judicial, y ratifica el endurecimiento de la aludida 
reforma
3765
, por cuanto establece el traslado de la competencia a la legislación 
penitenciaria de forma automática. Esta traslación supone un conflicto de competencias 
entre el Estado y las CC.AA. Una de las principales novedades aportadas por la 
LORRPM fue la cesión a las CC.AA. de las competencias de ejecución de las medidas 
privativas de libertad, a diferencia del modelo de gestión de la LOGP. De este modo, 
como apunta Nistal Burón, “la pregunta que obligadamente se plantea en este caso es la 
de si estas Entidades públicas conservan estas mismas competencias si la medida se 
ejecuta en un Centro penitenciario de adultos. Es decir, si una Entidad pública 
autonómica pueda obligar a la Administración penitenciaria a ejecutar un programa de 
intervención educativo diseñado por aquélla para su ejecución en un Centro específico 
gestionado y administrado por dicha administración autonómica y con su propio 
personal especializado. La respuesta, entendemos, debe ser negativa”3766. 
 
Como es lógico, cuando los infractores comprendidos entre las edades de 
dieciocho y hasta veintiún años sean trasladados a los centros penitenciarios, habrán de 
destinarse a los módulos de jóvenes y se encontrarán cubiertos por el régimen específico 
de los artículos 173 a 177 del RP 1996
3767
. En cuanto al régimen de vida penitenciaria 
en el que serían internados, la anterior redacción del art. 15 de la LORRPM establecía 
que sería el régimen ordinario (segundo grado de clasificación penitenciaria). El 
precepto se vio afortunadamente modificado por la LO 8/2006, estableciendo el  
régimen general como equivalente a régimen penitenciario en bloque (ordinario, abierto 
                                                             
3764 Cfr. Artículo 14.5., de la LORRPM. 
3765 Vid. Nistal Burón, J.: “El cumplimiento…” ob. cit., punto II; Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), 
Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… ob. cit., p. 228. 
3766 Cfr. Nistal Burón, J.: “El cumplimiento…” ob. cit., versión online… punto III.1.A. 
3767 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 4ª Ed., ob. cit., p. 259. 







; sin embargo esta aclaración, con ser importante, no despeja otras muchas 
dudas relativas a la posible equivalencia entre regímenes de vida penitenciario y 
medidas de internamiento previstas en la LORRPM
3769
. Como ya he comentado en el 
anterior capítulo, existe una posible conexión entre ambas normativas, por lo que la 
equivalencia entre unas y otras podría darse
3770
. Sin embargo, considero que atendiendo 
a la edad de la comisión de los hechos y al interés superior del menor, el paso del 
régimen de internamiento cerrado debe corresponderse como máximo con el régimen de 
vida ordinario, esto es, la clasificación inicial del menor no debería ser el primer grado 
penitenciario. Esta afirmación se basa en la inteligencia de que, a tenor del especial 
sistema de permisos y salidas que prevé el RM para el régimen cerrado de 
internamiento, más benévolo que el régimen de vida cerrado de la LOGP, no se 
produzca una reformatio in peius.  
 
5.1.2. La reforma de la LO 8/2006: el cierre de los centros de internamiento 
para los jóvenes adultos. 
 
Ya hemos explicado como en el primer texto legal se incluía la posibilidad de que 
los jóvenes (o jóvenes adultos, utilizando la terminología alemana) se beneficiaran, en 
algunos supuestos, de la aplicación del ordenamiento penal del menor. Este precepto 
estaba sujeto a decisión judicial y cumplía con las garantías especiales que se 
establecían ante las circunstancias especiales de tales jóvenes y su grado de madurez, y 
recogía el guante que ofrecía el CP, cuando indicaba que “al mayor de dieciocho años y 
menor de veintiuno que cometa un hecho delictivo, podrán aplicársele las disposiciones 
de la Ley que regule la responsabilidad penal del menor en los casos y con los 
requisitos que ésta disponga”3771.  
                                                             
3768 Como ha expresado acertadamente Colás Turégano, “parece más adecuado considerar que la 
administración penitenciaria, teniendo en cuenta los informes de la Entidad que le remite al joven 
procederá a la clasificación más apropiada en atención a sus circunstancias”. Cfr. Colás Turégano, A.: 
“Cumplimiento de la medida…” ob. cit., p. 14. 
3769 Cfr. Nistal Burón, J.: “El cumplimiento…” ob. cit., versión online... punto III.2. 
3770 Para Nistal Burón, ante el traslado del mayor de dieciocho años internado en régimen cerrado a 
un centro penitenciario, no prevalece el cumplimiento del internamiento según los términos de la 
LORRPM, por lo que “una medida que fue impuesta conforme a la legislación de menores, cuando el 
cumplimiento tenga lugar en un Centro penitenciario de adultos, se cumple como una pena tradicional de 
las previstas en el Código Penal”. Cfr. Nistal Burón, J.: “El cumplimiento…” ob. cit., versión online… 
punto III.2. 
3771 Cfr. Artículo 69 del CP 1995, actualmente derogado. 





Claramente, en esta disposición, el CP parece haber querido distinguir esta franja 
de edad específicamente de los menores, y aún sin establecer para los que en ella se 
incluyen una denominación concreta, como sí lo hacía la LORRPM, el código punitivo 
de 1995 considera la posibilidad de diferenciarlos, en su regulación, de los plenamente 
adultos, previendo la aplicación, en tales casos, de preceptos más acordes con sus 
circunstancias
3772
. En palabras de Cuello Contreras y Martínez-Pereda Soto, la 
ambigüedad del artículo 19 CP, “no reside en la semántica del art. 19, que, ciertamente, 
establece de manera clara que el Código Penal no será aplicable a los menores de 
dieciocho años, pero sí en la semiótica de la ley, pues del conjunto de los dos párrafos 
que componen el art. 19 se deriva que habrá menores de dieciocho años sometidos a 
responsabilidad penal, cierto que no la del Código Penal, pero penal al fin y al cabo, 
cuyos términos están pendientes de establecerse por la futura Ley Penal del Menor, 
incluida la previsión de la edad por debajo de la cual el menor está exento de toda 
responsabilidad penal”3773. 
 
De este modo, la primera versión de la LORRPM establecía un régimen para los 
mayores de dieciocho años, a los que podría aplicarse la LORRPM, si concurrían las 
siguientes circunstancias
3774
 que limitaron el arbitrio judicial, pero incorporaron 




1. Que el imputado hubiere cometido una falta, o un delito menos grave, sin 
violencia o intimidación en las personas, ni grave peligro para la vida o la integridad 
física de las mismas. La condición que se establecía para la aplicación de este régimen 
dentro de la LORRPM, centrada objetivamente en la comisión de esta clase de delitos, 
pudiera adolecer de su vinculación específica con la idiosincrasia propia de los jóvenes 
o de la cultura juvenil
3776
, que justificarían en la redacción que ésta clase de delitos, y no 
otros, estuvieran incluidos en el precepto. 
 
                                                             
3772 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 3ª Ed., ob. cit., p. 159. 
3773 Cfr. Cuello Contreras, J. y Martínez-Pereda Soto, L.: “La (in)determinación…” ob. cit., p. 2. 
3774 Vid. Artículo 4.2., conforme a la redacción anterior a las modificaciones operadas por la LO 
8/2006. 
3775 Vid. De Urbano Castrillo, E. y De la Rosa Cortina, J.M.: La responsabilidad penal… ob. cit., p. 
74. 
3776 Vid. Landrove Díaz, G.: Derecho penal de menores… ob cit., p. 210. 





La vinculación a la violencia o intimidación, introduce ya algunos elementos de 
difícil interpretación, tal y como ocurría en el caso del régimen de internamiento 
cerrado. Las críticas derivan, nuevamente, hacia la inobservancia de los fines 
preventivo-especiales de la LORRPM, y también referidas a una desvinculación de las 
circunstancias de la franja de edad respecto del hecho en sí mismo
3777
. En efecto, un 
joven que haya cometido un hecho delictivo con violencia o intimidación en las 
personas, puede, o no, ostentar un grado determinado de madurez, independientemente 
del acto cometido. Esta consideración nos lleva a que la aplicación de esta normativa a 




2. Que estas faltas o delitos se encontraran tipificados en el Código Penal o en 
las leyes penales especiales. 
 
3. No haber sido condenado por sentencia firme por hechos delictivos cometidos 
una vez cumplidos los dieciocho años. No se tendrán en cuenta las anteriores condenas 
por faltas o delitos imprudentes, ni los antecedentes penales cancelados. Con esta 
redacción, el artículo hace alusión a la reincidencia del joven de una manera genérica, 
distanciándose del régimen específico del artículo 22.8 CP, por lo que es bastante 
objetable que la comisión de faltas dolosas entre dentro del ámbito de la reincidencia, 




4. Que las circunstancias personales del imputado, el informe del Equipo Técnico 
y su grado de madurez aconsejen la aplicación de la LORRPM. Dicho informe técnico 
en ningún caso será vinculante
3780
, aunque sí conformará un instrumento a tener en 
cuenta para la decisión judicial, por cuanto la redacción incluye el término 
“especialmente”. Esta situación ha hecho surgir la desconfianza en una parte de la 
doctrina, al entender que el denominado “grado de madurez” es un concepto 
indeterminado y subjetivo, que al no depender exclusivamente de la observación del 
Equipo Técnico, puede producir inseguridad jurídica y atentar contra el principio de 
                                                             
3777 Vid. García Pérez, O.: “La competencia…” ob. cit., p. 58. 
3778 Vid. De Urbano Castrillo, E. y De la Rosa Cortina, J.M.: La responsabilidad penal… ob. y loc. 
cit. 
3779 Vid. García Pérez, O.: “La competencia…” ob. cit., p. 63. 
3780 Vid. De Urbano Castrillo, E. y De la Rosa Cortina, J.M.: La responsabilidad penal... ob. cit., p. 
75. 







. El concepto de madurez, por otra parte, ha sido muy discutido no sólo por 
la doctrina de nuestro país, a tenor de su inclusión en el precepto de la anterior 
redacción de la LORRPM, sino por su conceptualización y desarrollo en la legislación 
alemana de menores (Albrecht, Eisenberg). Así, pueden ser considerados muchos 
factores
3782
 para la interpretación del mismo, a saber, psicológicos, psicosociales, el 
propio hecho delictivo y sus circunstancias, etc. 
 
5. El Juez de Instrucción será el que tenga, en última instancia, la capacidad de 





Finalmente, este régimen quedó en un mero “futurible”3784, por cuanto la 
Disposición Transitoria Única de la LO 9/2000, de 22 de diciembre, dejó en suspensión 
la aplicación de este precepto durante dos años. Habida cuenta de ello, además, la Ley 
Orgánica 9/2002, de 10 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica 10/1995, de 
23 de noviembre, del Código Penal, y del Código Civil, sobre sustracción de menores, 
en su Disposición Transitoria Única, también suspendía la aplicación de este 
precepto
3785
, como sigue:  
 
“Se suspende la aplicación de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, 
Reguladora de la Responsabilidad Penal de los Menores, en lo referente a los 
infractores de edades comprendidas entre los dieciocho y veintiún años, hasta el 1 de 
enero de 2007”3786. 
 
Asimismo, la Disposición Transitoria Única de la LO 9/2000 quedaría derogada 
en los siguientes términos: 
 
                                                             
3781 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal...  3ª Ed., ob. cit., p. 172. 
3782 Vid. Albrecht, P.A.: El Derecho penal… ob. cit., pp. 129 y ss.; García Pérez, O.: “La 
competencia…” ob. cit., p. 68. 
3783 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal...  3ª Ed., ob. cit., p. 171. 
3784 Cfr. Landrove Díaz, G.: Derecho penal... ob. cit., p. 208. 
3785 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 4ª Ed., ob. cit., pp. 152 y 180. 
3786 Cfr. Disposición Transitoria Única de la LO 9/2002.  





“Queda derogada la disposición transitoria única de la Ley Orgánica 9/2000, de 
22 de diciembre, sobre Medidas Urgentes para la agilización de la Administración de 
Justicia, por la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial”3787. 
 
El precepto fue suprimido finalmente por la LO 8/2006, por lo que su aplicación 
tuvo vigencia efectiva por únicamente algo más de un mes. Se entendió así que el 
principio de interés del menor no resultaría afectado, por cuanto iba dirigido a jóvenes 
adultos y no a los menores, que tendrían sus propios cauces de valoración y tratamiento 
dentro del CP, cuando hubiere motivos de falta de madurez
3788
. No obstante, como 
vimos en el anterior capítulo, la duda sobre si el precepto debía tener vigencia y 
aplicación durante ese breve periodo de tiempo no fue unánime.  
 
Por un lado, la Fiscalía General del Estado en su Instrucción número 5/06 exhortó 
a los Fiscales a que no sólo no solicitasen la aplicación de este precepto, sino que 
incluso se opusieran, e informaran negativamente, recurriendo la aplicación del mismo. 
Así, se expuso:  
 
“…La aplicación aún ocasional, del derogado artículo 4 LORRPM, además de resultar contraria a 
la interpretación lógica, sistemática, histórica y teleológica de las normas jurídicas concernidas, 
produciría efectos no previstos ni deseados por el Legislador, que, tras evitarlos en sucesivas ocasiones, 
ha dispuesto la definitiva exclusión de la norma de nuestro ordenamiento jurídico. En la medida en que 
tales efectos puedan afectar al correcto funcionamiento de la Justicia de menores, dificultando o 
demorando la atención a sus genuinos destinatarios, la citada aplicación de la norma resultaría contraria al 
principio del interés superior del menor. 
En consecuencia, las Ilmas. e Ilmos. Sras. y Sres. Fiscales, en virtud de los razonamientos 
expuestos en la presente Instrucción, se opondrán en todo caso a la aplicación de dicho artículo 4 
LORRPM, en su redacción derogada, informando negativamente los traslados que a tal efecto se les 
confieran, e interpondrán los recursos oportunos contra las resoluciones judiciales que lo apliquen. En 
este sentido, se recuerda que el recurso de apelación previsto en el apartado 3 de la citada norma ha de 
sustanciarse en ambos efectos”3789. 
                                                             
3787 Cfr. Disposición Derogatoria Única, de la LO 9/2002.  
3788 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 4ª Ed., ob. cit., p. 180. 
3789 Cfr. Instrucción 5/2006, de 20 de diciembre, de la Fiscalía General del Estado sobre los 
efectos de la derogación del artículo 4 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la 
Responsabilidad Penal de los Menores, prevista por Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre. III. 
Conclusiones 3ª y 4ª. 





Sin embargo, la respuesta del Consejo General de Abogacía Española fue de 
firme oposición a la citada Instrucción, argumentando en pro de los intereses del 
imputado mayor de dieciocho años y menor de veintiuno, como sigue: 
 
“Primero, el legislador sí fue plenamente consciente de la vigencia temporal sin que adoptara 
decisión alguna, por lo que no cabe presumir error alguno (…). Segundo, el principio de legalidad y una 
interpretación gramatical imponen la aplicación de la norma más beneficiosa para el justiciable, lo que no 
hace la interpretación de Fiscalía que es contra el sentido literal y por tanto contra legem y no supondría 
sino la creación de otra norma distinta (…). Tercero, la proscripción de la irretroactividad de la 
disposición no favorable (LO 8/06) de acuerdo con el artículo 9.3 de la Constitución Española3790. El 2.2 
del Código Penal establece la retroactividad de las normas que favorezcan al reo”3791. 
 
Finalmente, la Audiencia Provincial de Madrid acogió el criterio de 
irretroactividad de la norma, indicando que cuando se estuviese conociendo de un 
recurso de apelación contra la sentencia en primera instancia, se dictaría sentencia 




Estos defectos legislativos no han sido las únicas críticas que la LO 8/2006 ha 
obtenido en cuanto al suprimido régimen de mayores de dieciocho años. En primer 
lugar, el aplazamiento y final derogación de estos artículos responde a una 
imposibilidad de las Administraciones Públicas “para hacer frente a la investigación, 
enjuiciamiento y ejecución de las infracciones penales cometidas por jóvenes de edades 
comprendidas entre dieciocho y veintiún años”3793; en segundo lugar, se cuestiona la 
cesión a la presión pública y mediática por parte del legislador, por cuanto se dejara 
arrastrar por la corriente de alarmismo social. No obstante, puesto que se trata de un 
precepto non nato, no podemos considerar, en rigor, su eliminación un efectivo 
endurecimiento de la LORRPM, puesto que su aplicación se redujo prácticamente a la 
nada. 
                                                             
3790 En contra de la vinculación de la retroactividad de las normas penales favorables en el caso de 
la LO 8/2006, Vid. Silva Sánchez, J. M.: “Rebajas de enero para delincuentes jóvenes adultos, ¿con efecto 
retroactivo? La sucesión de leyes derivada de la entrada en vigor  el 5 de febrero de 2007 de la LO 
8/2006, de reforma de la LO 5/2000”, en InDret, Número 1, enero 2007, p. 10 y ss., versión online 
disponible en: http://www.indret.com/es/interior.php (30/11/2010). 
3791 Cfr. Circular de Interés General Número 2, de 19 de enero de 2007, del Consejo General de 
Abogacía Española. 
3792 Vid. Aguilar Villuendas, V.J.: “Ley penal del menor...” ob. cit., p. 9. 
3793 Cfr. Dolz Lago, J. M.: “¿Endurecimiento simbólico…?” ob. cit., p. 63; Ornosa Fernández, 
Mª.R.: Derecho penal... 4ª Ed., ob. cit., p. 181 





Sánchez García de Paz ha indicando de manera cristalina que, a pesar de que 
existen una serie de dificultades a la hora de que el cumplimiento por parte de un joven 
adulto se produzca en centros de internamiento de menores -ya que a partir de los 
veintiún años lo excepcional es precisamente la permanencia en un centro de este tipo-, 
trasladar su cumplimiento a un centro de adultos puede resultar perjudicial para los 
objetivos de reeducación, dada la falta de previsión de los centros penitenciarios de 
adultos y su distinta adecuación (como veremos en los siguientes epígrafes) a las 
necesidades de la LOGP
3794
. Además, ha de tenerse en cuenta, que los jóvenes 
infractores pueden notar un cambio brusco, de carácter negativo que derive en un 
razonamiento de “peor castigo” al ser trasladado a un centro penitenciario con el 
régimen ordinario. 
 
Algunos autores han manifestado que la derogación final de este régimen 
constituye un grave error. Al respecto, las palabras de Higuera Guimerá, son quizá las 
más claras y concluyentes, cuando señala que “no es convincente y es un error, que a los 
jóvenes ente dieciocho y veintiún años, se les aplique siempre y de una forma mecánica 
el CP y sean enjuiciados por la jurisdicción ordinaria, ya que, en mi opinión, estaría 
indicado exigirles responsabilidad penal según los principios de la LORRPM, cuando se 
trate de la comisión de ciertos delitos de una escasa gravedad y las circunstancias 
personales y el grado de madurez de los mismos aconsejen la aplicación de la 
LORRPM”3795. A la opinión citada del autor debe sumarse que, al margen de nuestra 
histórica tradición penal, en la que los jóvenes, eran plenamente responsables 
penalmente
3796
, la tradición humanista y de individualización científica que caracteriza 
nuestra legislación penitenciaria, siempre ha sido favorable a la separación de esta 
franja de edades. ¿Debe ignorar la LORRPM esta diferenciación, estableciéndola tan 
sólo a efectos penitenciarios? La posibilidad, ahora abandonada, de establecer un 
régimen específico para los jóvenes comprendidos entre estas edades, se mostraría en 
coherencia con estos términos. Obvio es, además, recordar la consonancia de este 
régimen con la normativa internacional, como hemos reiterado en anteriores capítulos.  
 
                                                             
3794 Vid. Sánchez García de Paz, Mª.I.: “El sistema…”, p. 86 
3795 Cfr. Higuera Guimerá, J.F.: “Las repetidas reformas…” ob. cit., p. 78; Martín Cruz, A.: “El 
menor y el semiadulto…” ob. cit., p. 159. 
3796 Vid. Dolz Lago, J.M.: “¿Endurecimiento simbólico…?” ob. cit., p. 74. 





El legislador, no obstante, parece haberse decantado por reducir el marco de 
actuación de la legislación penal, estableciendo un Derecho penal exclusivamente del 
menor, y no juvenil, distanciando en fin la política criminal de prevención especial de 
este colectivo y cerrando las puertas de los centros de menores para los jóvenes que 
pudieran beneficiarse de unas instalaciones (en teoría) más adecuadas para su 
tratamiento penitenciario. 
 
5.1.3. Derecho transitorio: Del centro penitenciario al centro de menores.  
 
La evolución que ha seguido nuestro ordenamiento en materia de responsabilidad 
penal de los menores, ha deslindado la normativa de los jóvenes infractores, hasta 
entonces regida de forma exclusiva por nuestro CP. Como resultado, se ha introducido 
una nueva reglamentación de medidas de internamiento privativas de libertad para 
menores infractores, del mayor interés para este trabajo expositivo y comparativo con el 
Derecho penitenciario, del que ahora se ha disgregado y especializado aún más con la 
entrada de la LORRPM. 
 
Para apreciar la transición de este derecho a su nueva regulación, debemos atender 
a varias disposiciones fundamentales: 
 
1. La propia LORRPM, en la que se establecía, en su redacción original, la 
Disposición Transitoria única, relativa al derecho transitorio para aquellos menores que 
hubieran cometido, con anterioridad a la entrada en vigor de la nueva normativa, actos 
calificados de infracciones penales, y hubieren sido juzgados de acuerdo con la LO 
4/1992. 
 
Esta disposición evidenciaba el endurecimiento del régimen de la LORRPM 
respecto a su antecesora
3797
, por lo que establece la aplicación de la misma, al ser la 
normativa vigente en el momento de la comisión del acto ilícito por parte del menor. 
 
Del mismo modo, la predecesora de la nueva norma sobre menores infractores, 
tenía ámbito de aplicación sobre aquellos individuos que se encontraban comprendidos 
                                                             
3797 Vid. Cuello Contreras, J.: El nuevo Derecho… ob. cit., p. 75. 





entre las edades de doce y trece años. Al excluir, la LORRPM, de responsabilidad penal 
a los menores de estas edades, era necesaria la inclusión de un régimen transitorio para 
la situación legislativa actual
3798
, en este caso, favorable. De este modo, el legislador 
disponía el cese
3799
 de todas las medidas previstas para los menores de estas edades, 
extinguiendo las responsabilidades por los actos cometidos por ellos. 
 
2. La Instrucción 1/2000 de la Fiscalía General del Estado, de 26 de diciembre, 
en la que se indicaba la necesidad de realizar una acomodación de la LORRPM a la 
situación personal de los menores que se hallaren cumpliendo condena o sujetos a 




Según la mencionada instrucción: 
 
“La situación de prisión preventiva de quienes se hallaren imputados en un 
proceso penal de adultos por la comisión de hechos criminales durante su minoría de 
edad habrá de ser inmediatamente adaptada a la nueva regulación legal tan pronto entre 
en vigor la LORPM, para lo que el Fiscal habrá de instar la adopción de la medida 
cautelar de internamiento que estime pertinente en el plazo de las cuarenta y ocho horas 
siguientes a la vigencia de la Ley (…).  
(…) La presencia de internos en centros penitenciarios cumpliendo penas 
privativas de libertad impuestas por hechos cometidos durante su minoría de edad exige, 
ante la inminencia de la entrada en vigor de la LORPM, una rápida intervención del 
Ministerio Fiscal para la inmediata adecuación de la situación personal de estos reos al 
nuevo sistema penal”3801. 
 
                                                             
3798 Vid. Dolz Lago, M.J.: Derecho Transitorio penal de menores (comentarios al Derecho 
Transitorio de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, de responsabilidad penal del menor). Dykinson, 
Madrid, 2001, p. 16. 
3799 Vid. Disposición Transitoria única, apartado 2º, de la redacción original de la LORRPM. 
3800 Vid. Instrucción 1/2000, de 26 de diciembre, de la Fiscalía General del Estado sobre la 
necesaria acomodación a la LORPIVI de la situación personal de los menores infractores que se hallen 
cumpliendo condena en centro penitenciario o sujetos a prisión preventiva. II. Penados comprendidos en 
el supuesto del apartado 3 de la disposición transitoria única y III. Penados comprendidos en el supuesto 
del apartado 4 de la disposición transitoria única LORRPM. 
3801 Vid. Punto I, de la Instrucción 1/2000… cit. 





A pesar de estas consideraciones, habrán de dispensar un tratamiento diferenciado 
a los dos grupos de penados que distingue la Disposición Transitoria única de la 
LORRPM en sus apartados 3 y 4 y que son: 
 
“1. Los que a la fecha de entrada en vigor de la Ley se hallen extinguiendo pena 
de prisión y tengan todavía pendiente de cumplimiento un período igual o superior a dos 
años. 
 
2. Los que en dicha fecha tengan pendiente de cumplimiento un período de prisión 
inferior a los dos años, bien porque la pena impuesta en sentencia fuera en origen de 
extensión menor a los dos años, bien porque siendo de duración superior, ya hayan 
extinguido una porción de la misma y la parte remanente sea inferior a los dos años 
mencionados. A éstos se suman los que estén extinguiendo penas privativas de libertad 
distintas de la prisión: responsabilidad personal subsidiaria o arresto de fin de semana 
de ejecución continua por previo quebrantamiento”3802. 
 
Para los primeros se podrá optar, a su vez, por dos vías diferentes: 
 
a) Salida en libertad:  
 
“Si el Fiscal, atendidas las circunstancias del hecho y las necesidades educativas 
del menor, decide no solicitar la imposición de una medida de internamiento y opta por 
una medida de naturaleza diversa, deberá simultáneamente adoptar las previsiones que 
sean necesarias para que el interno sea puesto en libertad”3803. 
 
b) Traslado del menor infractor del centro penitenciario un centro de menores:  
 
“Si por el contrario el Fiscal entiende que procede solicitar del Juez de menores la 
sustitución de la pena por medida de internamiento, entonces dirigirá un escrito al Juez 
o Tribunal sentenciador reclamando el traslado del interno a un centro de reforma de 
menores en uso de la facultad judicial conferida por el art. 65 CP 1973 -sustitución de la 
                                                             
3802 Ibídem.  
3803 Cfr. Punto II, de la Instrucción 1/2000… cit. 





pena impuesta por internamiento en centro educativo- con el fin de que al día 14 de 
enero del 2001 el reo ya no se encuentre en una institución penitenciaria de adultos”3804. 
 
Para los segundos, la regulación se manifestaba de un modo más benévolo, puesto 
que se tramitaría por parte del Fiscal la “solicitud de libertad con efectos aplazados al 
día 14 de enero del 2001, pues la única medida posible de sustitución es la libertad 
vigilada”3805. 
 
La Fiscalía General del Estado también ponía de manifiesto la necesidad de 
corregir la literalidad del apartado 2º de la Disposición Transitoria única, puesto que 
debía incluir en su redacción a aquellos menores, que habiendo cumplido la edad de 
catorce años o más a la entrada en vigor de la LORRPM, se hallaren cumpliendo 





3. La LO 9/2000, estableció los siguientes parámetros:  
 
“Los que se hallaren sujetos a prisión preventiva a la entrada en vigor de la Ley serán 
excarcelados y conducidos a un centro de reforma a disposición del Ministerio Fiscal. Si el Ministerio 
Fiscal estima procedente el mantenimiento del internamiento, deberá solicitarlo en el plazo de cuarenta y 
ocho horas del Juez de menores, quien convocará la comparecencia prevista en el artículo 28.2.”3807. 
 
En síntesis, debemos subrayar las palabras de Dolz Lago, por su concisión, a la 
hora de hablar del régimen transitorio en la LORRPM y sus modificaciones:  
 
“Las soluciones dadas por el legislador en la LORRPM no pueden calificarse ni 
sustantivamente ni procesalmente como modélicas, al encerrar múltiples defectos y 
acusar una visión poco realista y práctica de la problemática”3808.  
 
                                                             
3804 Cfr. Punto II, de la Instrucción 1/2000 … cit. 
3805 Cfr. Punto III, de la Instrucción 1/2000… cit. 
3806 Vid. Punto IV, de la Instrucción 1/2000… cit.  
3807 Cfr. Disposición Adicional 3ª.2., capítulo II de la LO 9/2000. 
3808 Vid. Dolz Lago, M.J.: Derecho Transitorio… ob. cit., p. 55 





En efecto, las modificaciones que ha ido sufriendo en sus primeros momentos de 
práctica (e incluso antes de su entrada en vigor) la LORRPM, se han caracterizado por 
un derecho transitorio poco benévolo en términos de bienestar del menor, omitiendo o 
dificultando, en algunas ocasiones, la aplicación de las normas del modo más favorable 
a la extinción de la responsabilidad penal. 
 
5.1.4. Ley Penal del Menor y Derecho Penitenciario. Conexión y repercusión. 
 
Además de los dos puntos de conexión que hemos mencionado, que guardaban 
relación directa con las instituciones objeto de nuestro estudio, cabe resaltar muchos de 
los cruces de caminos entre la legislación penitenciaria y el ordenamiento penal del 
menor. 
 
La jurisprudencia del Tribunal Supremo (TS) también se ha pronunciado en 
alguna ocasión, aunque de un modo bipolar, sobre la relación entre ambos 
ordenamientos. La STS, de 10 de noviembre de 2006, en la que la Sala sexta se 
pronuncia sobre la viabilidad del RM, es un apreciable apunte de esta dicotomía en sus 
resoluciones. 
 
En dicho pronunciamiento respecto de la denuncia de posible ilegalidad del 
RM
3809, considerado por algún autor “una mala copia del Reglamento 
Penitenciario”3810, encontramos entre los argumentos jurídicos esgrimidos por el 
Supremo algunas alusiones contradictorias. Así, se fundamenta: 
 
“…No cabe apreciar una vulneración del principio de igualdad en cuanto que se 
alega una diferente regulación a la contenida en el Reglamento Penitenciario. No hay 
lógicamente una sustancial identidad en cuanto son distintos los lugares donde en cada 
caso se cumple la privación de libertad, según sean mayores o menores de edad e 
incluso son diferentes los principios rectores que deben inspirar las finalidades en cada 
caso perseguidas con esa privación de libertad”3811. 
                                                             
3809 Sobre esta impugnación, Vid. Defensor del Pueblo: Informe anual del Defensor del Pueblo, 
2004, pp. 181 y ss. 
3810 Vid. Aguilar Villuendas, V.J.: “Ley penal del menor...” ob. cit., p. 12. 
3811 Cfr. STS 7206/2006, de 10 de noviembre. Fundamento de Derecho 15. 






Mientras que en otro de los fundamentos esgrimidos por la Sala, con el objeto de 
rebatir las pretensiones de los ponentes se pronunciaba de esta manera: 
 
“Como dicen reiteradísimas sentencias del Tribunal Constitucional, por todas 
citaremos la de 25 de Octubre de 1.999 (STC 188/1999) refiriendo a los internos en 
centros penitenciarios, pero cuya filosofía es  aplicable a los menores "el internamiento 
de una persona en un centro penitenciario en los supuestos legalmente previstos, hace 
nacer entre el sujeto internado y la Administración penitenciaria, una relación jurídica 
especial que la jurisprudencia de este Tribunal ha incardinado dentro de las relaciones 
especiales de sujeción.... La naturaleza especial de aquella relación jurídica y la 
peculiaridad del marco normativo constitucional derivado del art. 25.2 de la 
Constitución supone que entre la Administración penitenciaria y el recluso se 
establezcan un conjunto de derechos y deberes recíprocos que deben ser entendidos en 
un sentido reductivo y a la vez compatible con el valor preferente de los derechos 
fundamentales”3812. 
 
La sentencia no sólo reconoce en algunos de sus fundamentos de derecho que 
existe una conexión entre las medidas privativas de libertad y las penas privativas de 
libertad
3813
, sino que además establece la consideración de que los menores están 
sujetos al principio o relación de especial sujeción. 
 
La Fiscalía General del Estado, en su Circular 1/2000, relativa a los criterios de 
aplicación de la LORRPM, establecía que, en ausencia de la regulación que más tarde se 
encontraría en el Reglamento de la misma, en la cuestión relativa a los centros de 
menores, y por su especial paralelismo con las normas penitenciarias, podría admitirse 
el uso, siempre del modo más favorable para el interés del menor, de la analogía, para 
cubrir las carencias de la regulación de menores en esta materia
3814
. Mapelli Caffarena, 
                                                             
3812 Cfr. STS 7206/2006, de 10 de noviembre. Fundamento de Derecho 16. 
3813 Vid. Aguilar Villuendas, V.J.: “Ley penal del menor...” ob. cit., p. 14. 
3814 Vid. García Mosquera, M.: “Título VII. De la ejecución de las medidas”, en Gómez Rivero, 
Mª. C.: Comentarios… ob. cit., p. 394; en este mismo sentido, Blázquez, C. y Carretero González, C.: 
“Análisis de las medidas y su ejecución”, en Díez Riaza, S. (Coords.): Cuestiones relevantes… ob. cit., p. 
138. 





defiende, acertadamente, también esta postura, señalando que se trata de una “identidad 
de fines y de contenidos entre la prisión y las medidas de internamiento”3815. 
 
De gran interés y calado nos parecen, en este sentido, las palabras del abogado y 
trabajador social Julio Martínez, cuando en 1995 escribía en la Revista de Estudios 
Penitenciarios acerca de la necesidad de una normativa del menor infractor que, “no 
puede pasar por alto la existencia de la Ley Orgánica General Penitenciaria y su 
Reglamento, en la medida en que estos cuerpos normativos contienen amén de un 
planteamiento global de indiscutible valor, la experiencia de todos estos años, viéndose 
aplicado por analogía en muchas circunstancias relacionadas con el internamiento de 
menores infractores”3816. En un sentido muy parecido, Ramón Parés i Gallés ha dado 
cuenta de su perplejidad ante la vaguedad con la que el Título VII de la LORRPM 
ventilaba las características de la ejecución de las medidas privativas de libertad, como 
si quisiera esperar a que el Reglamento de la misma formulara preceptos distintos a la 
legislación penitenciaria. Ante tal circunstancia, el autor discutía la necesidad de esta 
separación, indicando que “en otros países europeos la ejecución penal juvenil se 
sustenta en lo que se refiere a las medidas y/o penas privativas de libertad y en lo no 
previsto específicamente en su legislación juvenil en la legislación penitenciaria 
establecida para el conjunto de la población, siendo el elemento diferencial los recursos 
o equipamientos, así como los programas de intervención y no tanto la normativa penal-
penitenciaria de aplicación”3817. 
 
Otros autores, como Montero Hernanz, jurista del cuerpo superior de técnicos de 
II.PP., han reflejado la relación y coincidencia existente entre ambos ordenamientos, si 
bien estableciendo la oportuna matización que diferencia entre los mismos. Así, expone 
que “las similitudes entre el Derecho penitenciario y la legislación reguladora de la 
responsabilidad penal de los menores, en nuestro país, resulta evidente en muchos de 
                                                             
3815 Cfr. Mapelli Caffarena, B.: “Reglas especiales para la ejecución de las medidas privativas de 
libertad”, en Navarro Guzmán, J.I. y Ruiz Rodríguez, L.R. (Coords.): Menores. Responsabilidad… ob. 
cit., p. 201.  
3816 Cfr. Martínez, J.: “Aplicación analógica de la Ley Orgánica General Penitenciaria y 
Reglamento, en la medida de internamiento de menores infractores”, en Revista de Estudios 
Penitenciarios, Nueva época, Número 246, Ministerio de Justicia e Interior, Madrid, 1995, p. 59. 
3817 Cfr. Parés i Galles, R.: “La ejecución de medidas (Título Séptimo, artículos 43, 44, 45, 46, 47, 
48, 49, 50, 51, 52 y 53)”, en Giménez-Salinas i Colomer, E.: Justicia de menores: Una Justicia mayor… 
ob. cit., p. 284. 





sus preceptos”3818; “si bien pueden existir múltiples coincidencias a nivel normativo con 
el Derecho penitenciario y aunque no puede hablarse de un modelo único y uniforme de 
ejecución penal juvenil en España al tratarse de competencias de las Comunidades 
Autónomas, sí que cabe hablar de un modelo de intervención con menores infractores 
muy alejado del sistema penitenciario, del que ha tomado prestadas algunas soluciones, 
especialmente en materia de seguridad y que opera como referente de mínimos en 
cuanto a las posibles limitaciones de derechos”3819. En la misma línea de pensamiento 
se encauza la opinión de Colás Turégano, quien considera que “en la regulación de la 
ejecución de la medida de internamiento encontramos características que difieren 
sensiblemente del Régimen General de la Ley Orgánica General Penitenciaria”3820. 
 
Menos conforme con las coincidencias entre el Derecho penitenciario y la 
LORRPM parece Ríos Martín, quien también afirma las obvias conexiones entre ambas 
normas. Por ejemplo, al referirse al RM como una norma “basada en el ordenamiento 
penitenciario respecto de la restricción de derechos fundamentales de los menores de 
edad y haciendo a éstos de peor condición jurídica que las personas penadas mayores de 
edad”3821; añadiendo, además que “de una lectura minuciosa del Reglamento de la 
LORRPM resulta sorprendente la similitud de criterios normativos de aplicación en la 
ejecución de las medidas en centro cerrado, con los de la legislación penitenciaria”3822.  
 
Es por ello necesario, que observemos el régimen específico de tales módulos y la 
clasificación de los centros penitenciarios de manera paralela a la regulación de los 
centros de internamiento de la LORRPM, puesto que, en ocasiones, ambos 
ordenamientos siguen líneas secantes, siendo el final de la que corresponde al 





                                                             
3818 Cfr. Montero Hernanz, T.: “Justicia penal juvenil frente al derecho penitenciario”, en 
Actualidad jurídica Aranzadi,  Número 771, Madrid, 2009, p. 6. Del mismo autor, también vid.: “La 
ejecución de medidas impuestas por los Juzgados de Menores”, en Diario La Ley, Año XXIX, Número, 
7026,  Editorial La Ley, 3 de octubre de 2008, p. 11. 
3819 Cfr. Montero Hernanz, T.: “Justicia penal juvenil frente…” ob. cit., p. 10. 
3820 Cfr. Colás Turégano, A.: “Cumplimiento de la medida…” ob. cit., p. 4. 
3821 Cfr. Ríos Martín, J.C.: “La protección a la víctima…” ob. cit., p. 353. 
3822 Cfr. Ríos Martín, J.C.: “La protección a la víctima…” ob. cit., p. 368. 
3823 Vid. Bueno Arús, F.: “Conexión…” ob. cit., p. 194. 





5.1.5. Relación especial de sujeción de los menores internados. Crítica.  
 
Como hemos señalado supra, la STS de la Sección sexta, de 10 de noviembre de 
2006, califica a los menores como sujetos a la “relación de sujeción especial” que 
caracteriza a los internos de los centros penitenciarios de adultos. Esta doctrina, seguida 
por el TC en muchas de sus sentencias  relativas a la ejecución penal de los 
“mayores”3824, ha hecho uso esta denominación para justificar las ocasionales 




Esta postura, con origen en la Teoría General de Derecho alemana (denominada 
por la misma Besondere Gewaltverhältnisse), fue introducida por la doctrina 
administrativista y ha tenido gran repercusión en la penitenciaria, conformando su 
postulado en la “contraprestación reciproca de derechos y obligaciones internos-
Administración penitenciaria”3826.  
 
Las relaciones especiales de sujeción, por lo tanto, se caracterizan por una serie de 
notas distintivas en las situaciones que derivan de la posición de preeminencia del 




a) Acentuada situación de dependencia, de la que se dirimen toda una serie de 
obligaciones. 
b) Estado general de libertad limitada. 
c) Existencia de una relación personal. 
d) Imposibilidad de antemano la extensión y contenido de las prestaciones, así 
como la intensidad de las medidas coercitivas en la esfera de los afectados. 
e) Las normas que el individuo debe obedecer no emanan de la Ley. 
                                                             
3824 Entre dichas sentencias destacaremos, la STC 2/1987; la STC 61/1990; la STC 120/1990, 
fundamento jurídico 6º; la STC 137/1990, fundamento jurídico 4º; STC 11/1991, de 17 de enero; la STC 
57/1994, de 28 de febrero; la STC 60/1997, de 18 de marzo; la STC 175/2000, de 26 de junio; y la STC 
27/2001, de 29 de enero. Al respecto, Vid. Mestre Delgado, E., y García Valdés, C.: Legislación 
penitenciaria… ob. cit., p. 33, nota al pie.  
3825 Vid. Téllez Aguilera, A.: Seguridad y disciplina… ob. cit., p. 24. 
3826 Cfr. García Valdés, C.: “Derecho penitenciario español…” ob. cit., p. 38. 
3827 Vid. Gallego Anabitarte, A.: “Las relaciones especiales de sujeción y el principio de legalidad 
de la administración”, en Revista de Administración Pública, Número 34, Madrid, 1961, pp. 11-52, 
(especialmente, consúltese p. 25). 





f) La justificación de esta relación se encuentra en la eficiencia y productividad 
administrativas.  
 
Sin embargo, para gran parte de la doctrina esta relación especial de sujeción 




a) La validez del principio de legalidad de la Administración. 
b) La validez de la aplicación y el respeto de los derechos fundamentales 
constitucionales garantizados. 
c) La existencia de protección jurisdiccional como defensa del interno inmerso en 
una relación especial de sujeción. 
 
En efecto, algunos de estos problemas son de vital importancia, por cuanto en la 
legislación penitenciaria, como en el caso del ordenamiento penal de menores, muchos 
de los elementos de privación y restricción de derechos, a modo de ejemplo en el ámbito 
del régimen disciplinario intramuros, emanan directamente de normas reglamentarias, y 
no están contenidos directamente en la Ley Orgánica que los precede y fundamenta. De 
este modo, se produce una quiebra del principio de legalidad, de reserva de ley, que 
muy dudosamente encontrará justificación en nuestra conformación del Estado de 
Derecho
3829
. En este sentido, algunos autores han expresado la necesidad de incluir tales 
infracciones dentro del texto legal y no dejarlas solamente en el desarrollo 
reglamentario. Como el Magistrado Téllez Aguilera expone, refiriéndose a una posible 
reforma de la LOGP, “sobresale la imperiosa necesidad de que la Ley recoja un nuevo 
catálogo de infracciones disciplinarias”3830. De este modo, el principio de legalidad 
resultaría intacto, y las relaciones de especial sujeción para los internos en centros 
penitenciarios sin uso real, puesto que se reservaría a la Ley Orgánica la limitación de 
estos derechos fundamentales en aquellos casos en los que el efectivo funcionamiento 




                                                             
3828 Vid. Sosa Wagner, F.: “Administración penitenciaria”, en Revista de Administración Pública, 
Número 80, Madrid, 1976, pp. 83-125, (especialmente, consúltese p. 102). 
3829 Vid. Téllez Aguilera, A.: Seguridad y disciplina… ob. cit., p. 33. 
3830 Cfr. Téllez Aguilera, A.: “La necesaria reforma de la Ley penitenciaria”, en De Castro 
Antonio, J.L. (Dir.): Derecho penitenciario… ob. cit., p. 378. 
3831 Vid. Téllez Aguilera, A.: Seguridad y disciplina… ob. cit., p. 34. 





En contra de esta posición se encuentran argumentos que indican que, al no existir 
en las medidas disciplinarias penitenciarias sanciones a la privación de libertad añadidas 
a las de la propia condena
3832
, no cabe sino considerarlas circunstancias secundarias de 
la misma, justificando la capacidad administrativa para regularlas. 
 
En segundo lugar, parece obvio que esta clase de relaciones deben revestirse de 
una característica de excepcionalidad. No obstante, la jurisprudencia del TC y también 
la del TS han abusado del criterio, extrapolándolo a muchas áreas del ámbito social, 
haciéndose difícil la sustracción del individuo, no ya únicamente del interno en una 
institución penitenciaria -sujeto a las normas de la misma-, incluido el ciudadano de a 
pie, respecto a tal consideración. Por cuanto las relaciones de especial sujeción suponen 
una flexibilización en la aplicación del Derecho
3833
, y una sumisión del individuo al 
ente estatal, su aplicación debiera verse, cuanto menos, acotada. 
 
Si, ciertamente, tal relación de sujeción especial ha sido objeto de crítica en 
relación con los internos que en establecimientos penitenciarios se hallan sometidos al 
específico régimen de los mismos, no puede serlo menos la que puede concluirse de la 
STS anteriormente mencionada para el internamiento de menores. Y ello por diversas 
razones: 
 
1. Tanto si consideramos las medidas de internamiento como penas en sí mismas, 
o medidas de carácter sancionador, como si optamos por considerarlas medidas de 
seguridad, o una nueva forma de sanción privativa de libertad (véase el capítulo anterior 
de este trabajo), llegaremos a la conclusión de que el menor, a tenor de la normativa 
internacional anteriormente expuesta y del mandato de nuestra CE, integrado en su 
artículo 25.2, deberá gozar de todos los derechos fundamentales reconocidos por ésta, a 
excepción de los que se vean expresamente limitados por el contenido del fallo 
condenatorio, que se encuentra expresado en la propia Exposición de Motivos de la 
LORRPM, como un “reconocimiento expreso de todas las garantías que se derivan del 
respeto de los derechos constitucionales”3834. 
                                                             
3832 Vid. González Cano, Mª.I.: La ejecución de la pena privativa de libertad. Tirant lo Blanch, 
Valencia, 1994, p. 283. 
3833 Vid. Téllez Aguilera, A.: Seguridad y disciplina… ob. cit., p. 30. 
3834 Cfr. Punto II.6., de la Exposición de Motivos de la LORRPM. 





2. El interés superior del menor y las garantías al respeto de sus derechos 
fundamentales, como postulados de su legislación específica no parece encajar con una 
restricción de los derechos fundamentales sin expresa reserva de Ley, de un modo 




Sirvan a modo de síntesis, las consideraciones de Mapelli Caffarena que, en su 
crítica contra la especial sujeción de los internos en las instituciones penitenciarias, para 
sostener lo que en los párrafos anteriores hemos venido defendiendo, ha afirmado: “la 
teoría de la relación especial de sujeción no puede sostenerse en la actualidad, no sólo 
porque en el Estado de Derecho no existen zonas ajenas al control jurídico, y, mucho 
menos cuando se trata de privaciones de derechos fundamentales, sino porque la propia 
naturaleza de ley orgánica de la Ley penitenciaria actual la hace inadmisible”3836.  
 
De este modo entiendo que, ostentando un rango paralelo la nueva Ley penal del 
Menor, y habiéndose establecido el alejamiento de muchos de los principios restrictivos 
de los ordenamientos penal y penitenciario en su conformación, no cabe establecer una 
relación de especial sujeción en el ámbito de la regulación penal de menores; primero, 
por lo innecesario de la misma pudiéndose regular, con la mayor garantía, dentro del 
ámbito de la propia ley orgánica; segundo, por la inobservancia de las críticas expuestas 
con anterioridad que han llevado a la propuesta de reforma de la LOGP, pese a haberse 
estancado la misma
3837
; y, por  último, por integrarse la regulación de las medidas 
disciplinarias y sancionadoras de los centros de internamiento de menores en la vía 
reglamentaria, llegando en ocasiones a revestir aquéllas de un endurecimiento mayor 
que el de la legislación de adultos
3838
. Parece, por tanto, dudosa cuanto menos, cualquier 
                                                             
3835 Vid. Mapelli Caffarena, B.: Las consecuencias… 2ª Ed., ob. cit., p. 117, donde el autor explica 
este argumento respecto a la legislación penitenciaria en estos términos: “en definitiva, adaptar el 
principio de legalidad al ámbito penitenciario no significa que pierda parte de sus contenidos, por el 
contrario, su plena presencia está constitucionalmente garantizada. En consecuencia es la Ley Orgánica 
General Penitenciaria y no el Reglamento Penitenciario donde con  precisión deben de recogerse aquellas 
normas de las que puedan derivarse un riesgo para los derechos fundamentales del penado.”; en este 
mismo sentido, Vid. Renart García, F.: El régimen disciplinario en el Ordenamiento penitenciario español: 
luces y sombras. Universidad de Alicante, Alicante, 2002, pp. 48 y 49; Rodríguez Alonso, A.: Lecciones 
de Derecho … ob. cit, pp. 250, 251 y 252; Fernández Arévalo, L.: “Régimen Disciplinario” en, De Castro 
Antonio, J.L. (Dir.): Derecho Penitenciario… ob. cit., pp. 220 y 221. 
3836 Cfr. Mapelli Cafferena, B.: Las consecuencias jurídicas... 4ª Ed., ob. cit., p. 137. 
3837 Vid. Armenta González-Palenzuela, F. J. y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento penitenciario 
comentado…  ob. cit., p. 400. 
3838 Vid. Aguilar Villuendas, V.J.: “Ley penal del menor...” ob. cit., p. 13. 





justificación por parte del TS, manteniendo en su argumentación jurídica la especial 
relación de sujeción penitenciaria para los menores infractores, ante la impugnación de 
tales criterios restrictivos. 
 
5.2. Centros de internamiento y Centros penitenciarios. Clasificación y 
estudio comparado.  
 
No deja suscitar interés la clasificación de centros de internamiento de menores a 
la luz de una perspectiva penitenciaria, ni aun cuando ambas disciplinas quieran (o 
deban) verse de modo estanco, al margen la una de la otra
3839
. El estudio de la 
diversidad en el marco real de la ejecución, entre los propios centros penitenciarios, es 
pues un análisis necesario, por cuanto muestra el avance de las nuevas orientaciones de 
nuestro ordenamiento
3840
, la individualización del tratamiento y las necesidades de los 
grupos de internos, a la luz de las exigencias de la finalidad resocializadora, a partir de 
la entrada en dichos establecimientos. El estudio de los centros de internamiento para 
menores nos lleva en la misma dirección: la visión comparada de ambos aspectos, 
penitenciario de adultos y de menores, puede arrojar luz sobre las posibles carencias del 
sistema de justicia de estos últimos, pues en definitiva “la aplicación práctica de una 
norma legal depende de la forma en que ésta pueda cristalizar en la realidad, 
particularmente los medios y condiciones objetivas existentes que recortan o potencian 
fácticamente su viabilidad”3841. Es esta distancia entre las normas, sean estatales o 
autonómicas en el caso de menores, y su realización fáctica la que proponemos medir 
con estos párrafos. 
 
Ya introducía al inicio de este capítulo, cuál era el concepto que ambos 
ordenamientos otorgaban a las instalaciones de cumplimiento de las penas o medidas 
privativas de libertad. Conciso el penitenciario, difuso el de la LORRPM. 
                                                             
3839 Vid. Montero Hernanz, T.: “Justicia penal juvenil frente…” ob. cit., p. 10. 
3840 En términos similares se expresaba acerca de la clasificación de establecimientos 
penitenciarios, Garrido Guzmán, L.: Compendio de Ciencia penitenciaria. Universidad de Valencia, 
Valencia, 1976, p. 130. 
3841 Vid. Manzanos, C.: “Condiciones materiales de los departamentos para penados en tercer 
grado en las prisiones de la Comunidad Autónoma Vasca. (a fecha diciembre 1988)”, en Asúa, A. 
(Coord..): Régimen abierto… ob. cit., p. 151; en este mismo sentido, Garrido Guzmán, L.: Manual… ob. 
cit., p. 228, en el que el autor se expresa sobre las construcciones penitenciarias, indicando “la 
importancia que tiene el tema de los establecimientos penitenciarios de cara a las modernas técnicas de 
individualización, clasificación y tratamiento de los internos”. 





La cuestión tiene su fundamento en la regulación estatal de la LOGP, mientras 
que la normativa penal de menores tiene sus competencias en relación con las 
instituciones penitenciarias de menores atribuidas a las CC.AA
3842
. Es por ello, que en 
gran medida, corresponderá a las reglamentaciones de las mismas el definir los centros 
de cumplimiento de medidas de internamiento. 
 
La LOGP muestra una primera clasificación de los centros penitenciarios, que se 
irá completando después con los art. 8 a 14 de dicha norma: 
 
“Los establecimientos penitenciarios comprenderán: 
a) Establecimientos de preventivos. 
b) Establecimientos de cumplimiento de penas. 
c) Establecimientos especiales”3843. 
 
En esta primera ordenación se desarrollaba la necesaria separación entre presos 
preventivos, penados y aquellos que, por su condición anómala o problema de índole 
psiquiátrico, necesitan de unos establecimientos adecuados a su condición o 
circunstancias. Sin embargo, no es la única que establece la normativa penitenciaria.  
 
Esta clasificación general será completada por el RP 1996 que, coincidente en lo 
básico, desarrolla algunos puntos específicos de la LOGP sobre los establecimientos 
                                                             
3842 Vid. Disposición Final Vigésimo segunda de la LO 1/1996, de 15 de enero; que dispone que 
“las entidades públicas mencionadas en esta Ley son las designadas por las Comunidades Autónomas y 
las ciudades de Ceuta y Melilla, de acuerdo con sus respectivas normas de organización”; precepto que 
se ha visto reflejado en el art. 45 de la LORRPM y en el art. 8.1. del RM. Para Herrero Pietro el tenor de 
los preceptos citados de la LORRPM resulta criticable, “no tanto en cuanto a su contenido estricto, 
atribución de competencias, sino en cuanto a su fundamentación y su escasa rigurosidad. (…) Una de las 
mayores y más intensas críticas sufridas por la ley ha sido referida a deficiencias de infraestructura pero 
además se ha dicho que cada Comunidad Autónoma puede, en virtud de su propia competencia auto-
organizada, construir modelos de intervención en este ámbito, conducentes a una falta de uniformidad en 
la ejecución de las medidas judicialmente impuestas vulnerando el principio evidente de igualdad 
consagrado constitucionalmente. (…) Mayor problema plantea determinar con la suficiente claridad de 
qué Entidad Publica estamos hablando, con las consiguientes cuestiones de encorsetamiento de la propia 
capacidad auto-organizativa de las Comunidades Autónomas para cumplimentar las previsiones finalistas 
de la Ley, no pareciendo descartable el planteamiento que puede hacerse que , desde un punto de vista 
organizativo, la Entidad Pública designada para la protección sea diferente de la Entidad Pública 
designada para la reforma y a su vez concluir también que no todo supuesto de reforma constituye, 
conforme hemos sugerido anteriormente, supuesto de protección”. Cfr. Herrero Pietro, A.: “La actuación 
administrativa exigida por la Ley de responsabilidad penal de los menores. Aspectos de su aplicación en 
Castilla y León”, Martínez Gallego, E.Mª. (Coords.): Menores: instituciones de protección y 
responsabilidad. (Curso celebrado en Salamanca durante los días 6 a 8 de noviembre de 2002). Fundación 
Diagrama-Intervención Psicosocial, Murcia, 2004, pp. 253 y 254. 
3843 Cfr. Artículo 7, de la LOGP. 





especiales, y rellena los huecos explicativos detallando aún más los conceptos de los 
mismos. Asimismo, debemos entender que esta clasificación ha quedado obsoleta en 
cuanto a la denominación de muchas de tales instituciones como “establecimientos”, 
debido a que, con la proliferación de las nuevas construcciones polivalentes y 
modulares, deberíamos referirnos a ellos, más precisamente, como “módulos”. 
 
5.2.1. Los establecimientos o módulos de preventivos.  
 
Cuya denominación en el debate parlamentario de la LOGP quería ser cambiada 
por la de “establecimientos de detención”, por el Grupo Parlamentario Socialistes de 
Catalunya
3844
. Finalmente la terminología de preventivos, más adaptada a los usos 
procesales
3845
, termino por prosperar. Estos establecimientos son definidos como 
aquellos destinados a la retención y custodia, tanto de detenidos como de presos, 
asimismo en ellos podrán cumplirse penas y medidas privativas de libertad cuando no 
excedan de seis meses
3846
. Como es lógico, los detenidos que ingresan en estos 
establecimientos se encuentran amparados bajo la presunción de inocencia, por lo que 
su finalidad es la mera custodia y aseguramiento de los mismos. En el número segundo 
del art. 8 de la LOGP, se establece la posibilidad de que existan establecimientos de 
preventivos en cada provincia, a fin de evitar el desarraigo familiar y social de los que 




Debemos señalar, no obstante, la formulación del apartado tercero del art. 8 de la 
LOGP, en el que se establece que, “cuando no existan establecimientos de preventivos 
para mujeres y jóvenes, ocuparán en los de hombres departamentos que constituyan 
unidades con absoluta separación y con organización y régimen propios”3848. La 
                                                             
3844 Vid. Bueno Arús, F. y García Valdés, C.: La reforma penitenciaria española. Textos y 
materiales para su estudio. Instituto de Criminología de la Universidad Complutense, Madrid, 1981, p. 
77-79; en el mismo sentido, Zaragoza Huerta, J.: Derecho penitenciario español… ob. cit., p. 63.  
3845 Vid. García Valdés, C.: Comentarios… ob. cit., p. 41. 
3846 Vid. Artículo 8.1., de la LOGP; Nistal Burón, J.: “El régimen penitenciario…” ob. cit., pp. 198 
y ss. 
3847 Vid. García Valdés, C.: Comentarios… ob. cit., p. 42; más recientemente, Zaragoza Huerta, J.: 
Derecho penitenciario español... ob. cit., p. 65. 
3848 Vid. Artículo 8.3., de la LOGP. 





redacción del artículo se dispuso en estos términos, por los bajos índices de 




No debe olvidarse que el aumento de los jóvenes dentro de la población 
reclusa
3850
, sin un correlativo incremento en el número de las condenas de aquellos por 
el uso de violencia, ha sido suficiente motivo, como se ha señalado, para el 
endurecimiento de la norma penal que regula su actuación.  
 
Aunque la LO 8/2006 hace alusión al incremento de los delitos cometidos por 
menores para establecer un hilo conductor de sus postulados, el Magistrado Nieto 
García nos recuerda que “esta premisa, el incremento considerable de delitos cometidos 
por menores, no está acreditada en ningún estudio empírico y no hay una ninguna 
referencia a esos datos que fundamente una reforma de esta trascendencia”3851. 
 
En la LORRPM, la ejecución de la detención preventiva, de las medidas 
cautelares de internamiento, se llevará a cabo en los establecimientos y con el control 
del personal especializado designado por la entidad pública
3852
. Lo que supone que la 
organización y estructura de los centros de cumplimiento de medidas cautelares 
dependerá, en gran medida, de las CC.AA. que ostenten las competencias transferidas, y 
de los recursos y establecimientos que destinen a ello las mismas. De manera similar 
algunas CC.AA. han pedido la transferencia de competencias en materia penitenciaria 
                                                             
3849 Vid. García Valdés, C.: Comentarios... ob. y loc. cit. 
3850 Vid. Paz Rubio, J.M., González-Cuellar García, A., Martínez Atienza, G., y Alonso Martín-
Sonseca, M.: Legislación penitenciaria. Concordancias, comentarios y jurisprudencia. Colex, Madrid, 
1996, p. 66. 
3851 Cfr. Nieto García, L.C.: “La Ley de Responsabilidad Penal de Menores. Valoración de las 
reformas y en especial de la reciente Ley Orgánica 8/2006, de 4 de diciembre”, en Castro Antonio, J.L. 
(Dir.): Derecho Penitenciario: Incidencia de las nuevas modificaciones, Cuadernos de Derecho Judicial 
XXII, CGPJ, Madrid, 2006, p. 357; el citado autor, además, incluye una breve reseña con estadísticas para 
afianzar aún más su perspectiva apuntada; en el mismo sentido, Montero Hernanz, T.: “A propósito de la 
demandada reforma de la Ley Orgánica reguladora de la responsabilidad penal de los menores”, en 
Noticias Jurídicas, Número 387, de 25 de septiembre de 2007; disponible online en: 
http://noticias.juridicas.com/articulos/55-Derecho%20Penal/200709-49756824632147.html (15/09/2010); 
de igual modo, el Informe Anual del Defensor del Pueblo, del año 2008, se pronuncia en los siguientes 
términos sobre los índices de delincuencia juvenil: “En relación con la evolución de la delincuencia de 
menores según los datos que proporciona la Memoria de la Fiscalía General del Estado presentada en 
2008, y referida al año 2007, se aprecia una estabilización, con tendencia a la baja, tanto de la cifra de 
diligencia preliminares, como de los expedientes de reforma incoados por las fiscalías de menores”. 
3852 Vid. Artículo 29 del RM. 





de adultos, pero el único caso
3853
 en el que tal transferencia es un hecho es en la 
Comunidad Autónoma de Cataluña, que cuenta con la promulgación del específico 
Decreto 329/2006, de 5 septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de 
organización y funcionamiento de los servicios de ejecución penal en Cataluña. 
 
Módulos de preventivos y de observación de los centros de internamiento 
menores: Como contrapartida de los módulos de preventivos en la legislación 
penitenciaria de adultos, encontramos los “módulos de preventivos” en los centros de 
reforma de menores. El respeto a la presunción de inocencia justifica la separación en 
un módulo separado de aquellos menores que se encuentran en una situación procesal 
aún por resolver.  
 
Cuando los centros de internamiento son lo suficientemente grandes existen unas 
zonas habilitadas para los recién ingresados
3854
. Estos módulos sirven de adaptación, 
por un periodo de tres a seis días aproximadamente, a los menores que acaban de ser 
internados. En ellos se realizará la tarea de evaluación previa a la designación del 
programa educativo y se da a conocer el régimen de vida del centro y sus normas de 
convivencia. Estas áreas también pueden servir para recibir a los menores en situación 
de preventivos.  
 
5.2.2. Establecimientos de cumplimiento de penas.  
 
En la LOGP se desarrolla, en su artículo 9, una definición general de esta clase de 
establecimientos, indicando que se trata de “centros destinados a la ejecución de las 
penas privativas de libertad. Se organizarán separadamente para hombres y mujeres y 
serán de dos tipos: de régimen ordinario y abierto”3855.  
 
                                                             
3853 Recientemente, la Comunidad Autónoma de Extremadura ha iniciado los trámites pertinentes 
para que le sean trasferidas algunas competencias en materia penitenciaria. Vid., a modo de ejemplo, la 
Resolución de 11 de junio de 2010, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio 
de colaboración, entre la Junta de Extremadura y el Ministerio del Interior, en materia de educación en 
centros penitenciarios (BOE Número 151, de 22 de junio de 2010). 
3854 Vid. Pérez Jiménez, F.: “Centros de internamiento de menores”, en Cerezo Domínguez, A.I., y 
García España, E. (Coords.): La Prisión en España: Una perspectiva criminológica. Comares, Madrid, 
2007, p. 353. 
3855 Vid. Artículo 9.1., de la LOGP; Nistal Burón, J.: “El régimen penitenciario…” ob. cit., p. 183. 





En la realidad penitenciaria actual, los establecimientos de cumplimientos de 
medidas cuentan con módulos diferenciados de régimen ordinario y régimen abierto. Si 
atendemos sucintamente a tal organización: 
 
a) Establecimientos o módulos de régimen ordinario: son aquellos módulos, o 
centros, destinados al cumplimiento de las penas privativas de libertad de los internos 
clasificados en segundo grado
3856
. Como ya vimos en el epígrafe correspondiente, se 
trataba de una categoría bastante amplia y heterogénea, por lo que la tarea de 
separación de los internos adquiere una especial relevancia. También por este motivo, 
son los establecimientos de cumplimiento más generalizados
3857
. Se configuran como el 
espacio de cumplimiento intermedio entre los centros o módulos cerrados y los abiertos 
(en cualquiera de sus modalidades -Sección abierta, Centro de Inserción social o Unidad 
dependiente-), lo que les ha granjeado algunas críticas por parte de algunos sectores de 
la doctrina, que los consideraban “centros de régimen intermedio”3858.  
 
Al igual que el régimen de vida ordinario, los módulos de cumplimiento tendrán 
unas características basadas en “el grado de confianza que se le concede al interno en 
relación con su actitud favorable al tratamiento penitenciario”3859, además de otros 
criterios propios de este régimen de vida, como son: el orden, la seguridad, 
disciplina
3860
, separación interior, tratamiento, trabajo y formación. En síntesis, estos 
módulos o centros están orientados a la generación en su interior de una convivencia 
ordenada
3861
 de los internos. Según Garrido Guzmán, “estos establecimientos están 
considerados como de seguridad media y disponen de amplios espacios libres, y en su 
organización específica tenderán a lograr la mayor colaboración del interno en su propio 
tratamiento”3862. En este sentido, como Rodríguez Alonso advierte, esta clase de 
                                                             
3856 Vid. Pérez Cepada, A.: “El régimen penitenciario (I)”, en Berdugo Gómez de la Torre, I. y 
Zuñiga Rodríguez, L. (Coords.): Manual de Derecho penitenciario… ob. cit., p. 198. 
3857 Vid. Garrido Guzmán, L.: Manual… ob. cit., p. 260. 
3858 Vid. Rodríguez Alonso, A.: Lecciones de Derecho… ob. cit., p. 183; Garrido Guzmán, L.: 
Compendio… ob. cit., p. 183. 
3859 Cfr. Tamarit Sumalla, J.M., García Albero, R., Rodríguez Puerta, M.J. y Sapena Grau, F.: 
Curso de Derecho penitenciario… ob. cit., p. 102. 
3860 Curiosamente, estas tres primeras características se encontraban como presupuestos 
fundamentales del régimen cerrado, anterior a la LOGP. En este sentido, Vid. Garrido Guzmán, L.: 
Compendio... ob. cit., p. 182. 
3861 Vid. Artículo 76.1., del RP 1996; Rodríguez Alonso, A.: Lecciones… ob. cit., p. 184. 
3862 Cfr. Garrido Guzmán, L.: Manual… ob. cit., p. 260. 





módulos o centros, “no puede constituir, de ninguna manera, caldo de cultivo, para la 
adquisición o reforzamiento de actitudes y comportamientos desocializadores, sino que, 
por el contrario, deben servir, y sobre la base de un régimen de preparación de vida 
futura en semilibertad o régimen abierto, para situar a aquellos penados que, o bien por 
no estar necesitados de tratamiento no pueden ser situados inicialmente en 
establecimientos abiertos por exigencias de prevención general (delitos graves con 
penas graves), o bien por que inicialmente o por progresión de grado, (…) se aprecien 
síntomas fehacientes de mantener una actitud positiva de aceptación voluntaria de 
cambio”3863. La regulación del régimen de vida ordinario, se encuentra recogido, como 
vimos, en los artículos 76 a 79 del RP 1996. 
 
Del mismo modo que los centros penitenciarios, los centros de internamiento de 
menores se rigen por una normativa de funcionamiento interno que pretende conjugar la 
convivencia, la intervención educativa y la custodia de los menores internos
3864
. Estas 
reglas internas irán modificando su intensidad y alcance dependiendo de los objetivos 
concretos y restricciones de los distintos centros destinados al internamiento de menores 
infractores. Así, por ejemplo, en los centros semiabiertos el menor tiene su residencia en 
el centro y, cuando no se encuentre realizando actividades en el exterior, se encontrará 
sujeto al programa y régimen interno del mismo
3865
. Esto significa obviamente que 
deberá respetar las normas y horarios
3866
 del centro. 
                                                             
3863 Cfr. Rodríguez Alonso, A.: Lecciones… ob. cit., p. 183. 
3864 Vid. Pérez Jiménez, F.: “Centros de internamiento...” ob. cit., p. 353. 
3865 Vid. Punto III.16., párrafo tercero de la Exposición de Motivos de la LORRPM. 
3866 Según describe Pérez Jiménez, un día en un centro de internamiento trascurre según el 
siguiente horario:  
“8:00 – despertarse; higiene personal y de la habitación. 
8:30 – desayuno. 
9:00 – limpieza de las zonas comunes. 
9:30 – actividades educativas, formativas y deportivas (con pausa para el bocadillo). 
13:30 – tiempo libre. 
14:00 – almuerzo. 
14:45 – descanso en la habitación. 
16:00 - higiene personal y de la habitación. 
16:30 – talleres ocupacionales (con una pausa para la merienda). 
20:30 – tiempo libre y ocio dirigido. 
21:00 – cena y limpieza de zonas comunes. 
21:30 – entrada en la habitación para descanso nocturno. 
23:00 – apagado de luces en las habitaciones”. 
Cfr. Pérez Jiménez, F.: “Centros de internamiento...” ob. cit., p. 355. Según la autora, este es un 
régimen estricto de actividad obligatoria que hace que muchos menores verbalicen que prefieren cumplir 
su condena en un centro penitenciario de adultos, donde no se tiene un régimen de actividades tan 
extenso. Es conveniente, por tanto, establecer una comparativa con los horarios de un centro penitenciario 





b) Establecimientos o módulos de régimen abierto: esta clase de establecimientos 
se caracterizan por carecer de obstáculos físicos contra la evasión
3867
, y una de sus 
características principales es “el ejercicio pleno del tratamiento reinsertador”3868. Este 
régimen se aplica a aquellos internos clasificados en tercer grado, que se encuentran en 
condiciones de recibir tratamiento en régimen de semilibertad. Este tipo de 
establecimiento permitirá una mayor amplitud de movimiento del interno y una menor 











3. Principio de confianza
3872
 y flexibilización de las medidas de seguridad. 
                                                                                                                                                                                  
de adultos de régimen ordinario, para poder establecer los paralelismos entre uno y otro tipo de ejecución 
penal. 
Según Armenta González-Palenzuela, F. J. y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento Penitenciario 
comentado... ob. cit., p. 193; el horario de invierno de un centro penitenciario de adultos podría ajustarse 
a los siguientes parámetros: 
7:30 – despertarse; higiene personal. 
8:00 – limpieza de la celda. 
8:30 – desayuno. 
9:00 – realización de trabajo o actividad programada en el centro; comienzo de la jornada. 
13:00 – almuerzo. 
14:30 – descanso en la celda. 
14:45 – recuento. 
16:30 – retorno a la actividad laboral o programas. 
19:30 – cena y tiempo de descanso. 
21:00 – Finalización de la jornada y regreso a la celda. 
21:30 – recuento. 
00:00 – apagado de luces en las celdas. 
Como puede apreciarse, los horarios propios del régimen ordinario y los de un centro cerrado o 
semiabierto no distan demasiado. Se puede apreciar una mayor rigidez y atención por la seguridad en el 
caso de los adultos, mientras que los horarios de actividades obligatorias son más intensos en los 
menores. Básicamente, las dos instituciones, aun manteniendo regímenes de vida diferentes, concentran 
sus normas internas con base a cuatro criterios fundamentales: orden, higiene, actividades formativas o 
educativas, y tiempo de esparcimiento y ocio.  
3867 Vid. García Valdés, C.: La nueva penología… ob. cit., p. 51; el mismo: Introducción a la 
penología… ob. cit., p. 159; el mismo: Comentarios... ob. cit., p. 45; en este mismo sentido, Garrido 
Guzmán, L.: Manual… ob. cit., p. 261; Neuman, E.: Prisión Abierta… ob. cit., pp. 145; Nistal Burón, J.: 
“El régimen penitenciario…” ob. cit., p. 188; Tamarit Sumalla, J.M., García Albero, R., Rodríguez 
Puerta, M.J. y Sapena Grau, F.: Curso de Derecho penitenciario... ob. cit., p. 103. 
3868 Cfr. Rodríguez Alonso, A.: Lecciones... ob. cit., p. 185. 
3869 Vid. García Basalo: “Tratamiento de seguridad mínima”, en Revista de Estudios 
Penitenciarios, Números  176-177, enero-junio, 1967, pp. 105 y ss.; Garrido Guzmán, L.: Manual… ob. 
cit., p. 262. 
3870 Vid.  Neuman, E.: Prisión Abierta… ob. cit., p. 146; Pérez Cepada, A.: “El régimen.... (I)” ob. 
cit., p. 199; Tamarit Sumalla, J.M., García Albero, R., Rodríguez Puerta, M.J. y Sapena Grau, F.: Curso 
de Derecho penitenciario... ob. cit., p. 104. 
3871 Vid. Neuman, E.: Prisión Abierta… ob. cit., p. 151 y 152. 









5. Aceptación por parte de los internos de las normas y su compromiso de 
respetarlas. 
6. Fomento de la capacidad de decisión de los internos. 
7. Mejor observación del comportamiento y evolución de los internos al ser un 
régimen más cercano a la vida en libertad. 
8. Facilita las relaciones personales y familiares. 
9. Mayor facilidad en la inserción laboral del interno. 




El RP 1996 indica, en su art. 81.1, que el régimen de estos establecimientos será 
el necesario para lograr una convivencia normal en toda la colectividad civil
3875
. En 
efecto, destaca esta equiparación a los colectivos civiles no penitenciarios, puesto que, 
tal y como escriben Armenta González-Palenzuela y Rodríguez Ramírez, es un 
indicativo de que la “necesidad de la limitación regimental que justificábamos en el 
artículo 73, sobre la base de las peculiares características de la población reclusa y el 
componente de reclusión forzosa, ha desaparecido”3876.  
 
Aunque en la LORRPM se dispone “la vida en el centro debe tomar como 
referencia la vida en libertad”3877, es obvio que no todos los centros de menores servirán 
a este propósito como los centros de internamiento abiertos. La configuración 
estructural de estos centros los debería llevar a prescindir casi por completo de medidas 
de seguridad, siendo más bien residencias con carácter educativo. 
 
                                                                                                                                                                                  
3872 Vid. Garrido Guzmán, L.: Compendio… ob. cit., p. 185. 
3873 Vid. Artículo 83.2.b. del RP 1996. 
3874 Vid. Artículos 86 y 87 del RP 1996; sobre este mismo tema, Vid. Rodríguez Alonso, A.: 
Lecciones... ob. cit., pp. 189 y 190; sobre los permisos de salida en régimen abierto y su significado en la 
institución de la prisión abierta, Vid. Neuman, E.: Prisión Abierta… ob. cit., p. 149. 
3875 En este mismo sentido, Vid. Neuman, E.: Prisión Abierta... ob. cit., p. 153; en esta, su más 
clásica obra, el autor señala que la prisión abierta “se integra como una antesala a la libertad condicional o 
definitiva”. 
3876 Cfr. Armenta González-Palenzuela, F. J. y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento Penitenciario 
comentado... ob. cit., p. 197. 
3877 Cfr. Artículo 55.2. de la LORRPM. 





Pueden distinguirse, a tenor de lo expuesto en el RP 1996, varios tipos de 




A. Centros Abiertos o de Inserción Social: Un centro abierto se define como 
aquél que está destinado a los internos y penados que se encuentran en régimen abierto, 
es decir, clasificados en tercer grado penitenciario
3879
. En líneas generales, puede 
decirse que son establecimientos penitenciarios destinados al cumplimiento de penas 
privativas de libertad en régimen abierto y de las antiguas penas de arresto de fin de 
semana (pena ahora desaparecida en nuestro sistema penal, y sustituida por la de 
localización permanente), así como al seguimiento de penas no privativas de libertad
3880
 
y del grado de libertad condicional
3881
. Su diferencia con las secciones abiertas y las 
unidades dependientes es que se trata de unidades arquitectónicas independientes, 
usualmente ubicadas en zonas industriales de las urbes, y no se encuentran incluidas 
dentro de los centros penitenciarios ordinarios
3882
. Algunos autores denominan a esta 
clase de centros “multifunción”3883 debido a la heterogeneidad de las finalidades que 
cumplen, puesto que son los espacios penitenciarios más comprometidos con la 
reinserción social del interno y los más próximos a la vida en libertad. En ellos se 




1. Acogida: evaluación de su situación personal y firma de un contrato conductual. 
2. Régimen abierto progresivo: que va desde el sistema restrictivo, hasta la plena 
integración de la persona en sociedad, donde la mayor parte de las actividades se 
realizan en el exterior del centro. 
 




                                                             
3878 Vid. Artículo 80.1., del RP 1996. 
3879 Vid. Artículo 80.2., del RP 1996. 
3880 Vid. Artículo 163.1., del RP 1996. 
3881 Vid. Artículo 200., del RP 1996. 
3882 Vid. Racionero Carmona, F.: Derecho penitenciario… ob. cit., p. 65; Nistal Burón, J.: “El 
régimen penitenciario…” ob. cit., p. 190. 
3883 Vid. Armenta González-Palenzuela, F. J. y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento Penitenciario 
comentado... ob. cit., p. 307. 
3884 Vid. Ríos Martín, J.C.: Manual de ejecución penitenciaria... ob. cit., p. 157. 
3885 Vid. Rodríguez Alonso, A.: Lecciones de Derecho… ob. cit., p. 198. 





1. Integración: participación plena del interno en la vida familiar, social y laboral. 
Actualmente, podemos hablar de inclusión social del preso, y no tanto de integración, 
por cuanto  la inclusión supone que el delincuente siempre ha pertenecido al núcleo 
social, siendo la prisión un medio para su reingreso en la misma. 
 
2. Coordinación: con organismos e instituciones públicas o privadas que actúen 
en el ámbito de la atención y reinserción de internos. 
 
B. Secciones Abiertas: al existir en nuestro sistema penitenciario un criterio 
modular y polivalente, en muchas ocasiones se articulan en los centros tipo, secciones o 
módulos destinados a internos de régimen abierto, separados de las unidades de régimen 
ordinario y cerrado. Se trata de departamentos específicos en tales recintos, destinadas a 
presos de tercer grado, normalmente en su vertiente restringida
3886
. Por lo tanto, las 
secciones abiertas dependen administrativamente de los establecimientos polivalentes, 




C. Unidades Dependientes: Son unidades arquitectónicamente ubicadas fuera 
del recinto de los centros penitenciarios y se constituyen preferentemente como 
viviendas ordinarias en un entorno comunitario sin signos de distinción externa relativo 
a su dedicación
3888
. Se trata, en esencia, de pisos en los centros de las ciudades. Según 
la Circular 17/1995, de 26 de junio, tienen encomendado de forma directa y preferente, 
servicios de carácter formativo, laboral y tratamental, que será gestionado por 
asociaciones u organismos no penitenciarios
3889
 y dependen administrativamente de un 
centro penitenciario. 
 
Todas las Unidades Dependientes contarán con unas normas de funcionamiento 
interno, donde se recogerán los derechos y obligaciones de los residentes, los horarios y 
las normas de convivencia generales y comunicaciones internas. Los clasificados en 
tercer grado destinados a estas Unidades Dependientes precisan de aceptación expresa y 
                                                             
3886 Vid. Ríos Martín, J.C.: Manual de ejecución penitenciaria… ob. cit., p. 158. 
3887 Vid. Armenta González-Palenzuela, F. J. y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento Penitenciario 
comentado... ob. cit., p. 196. 
3888 Vid. Artículos 165 a 167 del RP 1996; al respecto, vid., asimismo, Nistal Burón, J.: “El 
régimen penitenciario…”  ob. cit., p. 191. 
3889 Vid. Pérez Cepada, A.: “El régimen.... (I)” ob. cit., p. 200. 





normativa de la Unidad, de acuerdo con los principios de mutua confianza y 
autorresponsabilidad propios del régimen abierto
3890
. Las unidades dependientes 
constituyen la manifestación material de máxima apertura del régimen abierto, 
únicamente superadas por la implantación de los medios telemáticos de control 
previstos en el art. 86.4 RP.  
 
La existencia de Unidades Dependientes en la regulación de la LORRPM queda 
recogida en el art. 26.4. del RM
3891, cuando dispone que “cuando la entidad pública 
entienda que las características personales del menor y la evolución de la medida de 
internamiento en régimen abierto lo aconsejan, podrá proponer al juzgado de menores 
que aquella continúe en viviendas o instituciones de carácter familiar ubicadas fuera del 
recinto del centro, bajo el control de dicha entidad”. No obstante la literalidad de la 
norma es tenue, no definiéndose de modo concreto el contenido de estas figuras. En 
cualquier caso, se trata de una previsión para su posterior desarrollo en las normas 
autonómicas correspondientes. 
 
5.2.3. Departamentos para jóvenes. 
 
La LOGP en su art. 9.2. distinguía además de los establecimientos mencionados, 
la separación de los jóvenes internos (de dieciocho a veintiún años) del resto de los 
reclusos, indicando que deberán cumplir las penas privativas de libertad o prisión 
preventiva en establecimientos o departamentos diferentes a los de los adultos. Aunque 
en principio se establece el límite de edad a los veintiún años, excepcionalmente podrán 
permanecer hasta los veinticinco. Es importante establecer un breve análisis de la 
estructura y organización de estos centros, por cuanto, tras la reforma de 2006 de la 
LORRPM, serán la única opción para la ejecución de las penas privativas para esta 
franja de edad. De su régimen podrán obtenerse algunos paralelismos con los centros de 
internamiento de menores, por la similitud de ambos grupos -menores y jóvenes 
adultos- de internos.  
 
                                                             
3890 Vid. Rodríguez Alonso, A.: Lecciones... ob. cit., pp. 199 y 200. 
3891 Vid. Cervelló Donderis, V.: La medida de internamiento… ob. cit., p. 95; González Tascón, 
Mª.M.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 47. 





Así, se establecen dos grupos de internos diferenciados por la edad que se 




a) Presos jóvenes adultos: de dieciocho a veintiún años, sometidos a un 
tratamiento específico para jóvenes. 
b) Presos semiadultos: de los veintiún años hasta los veinticinco, el juez podrá 





Las razones para la separación de esta franja de edad de la de los demás internos 




a) Evitar la influencia perjudicial y nociva de los internos adultos (contagio 
criminógeno de los más jóvenes). 
b) Exigencia de establecer un tratamiento distinto
3895
 acorde con las necesidades y 
el interés de los individuos de estas edades. 
 
Estos departamentos específicos para jóvenes se caracterizan por una acción 
educativa intensa, utilización de métodos pedagógicos y psicopedagógicos, en un 
ambiente lo más próximo posible al que vivirán cuando vuelvan a la vida en libertad, 
potenciándose el contacto del interno con su entorno social. El régimen de los módulos 
de jóvenes también estará sujeto a la diversificación según grados de clasificación y 
progresividad. Por ello, es necesario que la arquitectura de estos módulos o 
departamentos sea distinta de la utilizada para los adultos
3896
, de ámbito más reducido y 




                                                             
3892 Vid. Pérez Cepada, A.: “El régimen.... (I)” ob. cit., p. 206. 
3893 Vid. Artículo 173.1. del RP 1996. 
3894 Vid. Nistal Burón, J.: “El régimen penitenciario…” ob. cit., pp. 201 y 202. 
3895 Acerca del tratamiento especializado en los departamentos de jóvenes, Vid. Zaragoza Huerta, 
F.: Derecho penitenciario español... ob. cit., pp. 149 y 150; Zaragoza Huerta, F., y Gorjón Gómez, F.J.: 
“El tratamiento penitenciario español. Su aplicación”, en Letras Jurídicas, Revista Electrónica de 
Derecho, Número 3, 2006, pp. 21 y 22. Disponible online en: 
http://letrasjuridicas.cuci.udg.mx/numeros/03/JZH2006.pdf (16/09/2010). 
3896Vid. Garrido Guzmán, L.: Manual… ob. cit., p. 276; Nistal Burón, J.: “El régimen 
penitenciario…” ob. cit., p. 202. 
3897 Vid. García Valdés, C.: Comentarios… ob. cit., p. 46. 





Se caracterizan por unas condiciones arquitectónicas y ambientales distintivas, y 




a) Programas de formación instrumental y formación básica. 
b) Programas de formación laboral. 
c) Programas de formación para el ocio y la cultura. 
d) Programas de educación física y deporte. 
e) Programas de intervención dirigidos a solucionar situaciones concretas y 
dificultades psicológicas, de drogodependencia o cualesquiera otros de integración 
social. 
 
Debe primar en ellos el principio de resocialización, por lo que su sistema de 




a) Utilización de métodos pedagógicos, centrando los programas de formación y 
educativos en la edad y características específicas del joven, incorporando en el 
tratamiento un proyecto educativo a su medida
3900
. 
b) Acercamiento del joven a la formación laboral. 
c) Participación de las instituciones comunitarias
3901
.  
d) Reducción al máximo del impacto psicológico de encierro. Es decir, reducir al 
mínimo la percepción al joven de estar privado de libertad. 
e) Clasificación por departamentos en los tres grados penitenciarios: cerrado, 
ordinario y abierto. Debe existir un sistema flexible de separación, con las distintas 
modalidades de vida, del mismo modo que impera la individualización científica en el 




La crítica a estos departamentos destaca por la insistencia de la insuficiencia de 
los medios físicos para el cumplimiento de estas exigencias o peculiaridades. De modo 
                                                             
3898 Vid. Artículo 174 del RP 1996. Al respecto, también Vid. Tamarit Sumalla, J.M., García 
Albero, R., Rodríguez Puerta, M.J. y Sapena Grau, F.: Curso de Derecho penitenciario… ob. cit., p. 109; 
en el mismo sentido, Rodríguez Alonso, A.: Lecciones de Derecho… ob. cit., pp. 202 y 203; Colás 
Turégano, A.: “Cumplimiento de la medida…” ob. cit., pp. 16 y 17.  
3899 Vid. Pérez Cepada, A.: “El régimen.... (I)” ob. cit., p. 207. 
3900 Vid. Artículo 175., del RP 1996. 
3901 Vid. Artículo 173.3., del RP 1996. 
3902 Vid. Artículo 177., del RP 1996. 





similar a como después veremos para los centros de menores, en algunos de tales 
departamentos se hace imposible la separación y clasificación de los menores por 
cuestiones de espacio físico. Ello, unido a que su conflictividad es bastante elevada, con 
tendencia en la personalidad de los jóvenes internos, aún no convenientemente formada, 
hacia la agresividad
3903
, hace que tales departamentos no siempre sean un ejemplo 
dentro de los centros polivalentes actuales. 
 
Esta visión de los establecimientos de cumplimiento de penas es la más cercana a 
los centros de internamiento de la LORRPM. Entre sus características encontramos 
muchas de los conceptos que configuran los departamentos de jóvenes. En primer lugar, 
la división por edades (en este caso, la separación sería entre los menores de catorce a 
dieciséis años y los jóvenes de dieciséis a dieciocho años) es una de las pocas 
especificaciones contenidas en el art. 54 LORRPM. La intervención tratamental 
educativa en los centros de menores también se erige como el eje sobre el que orbitará 
el régimen de vida de los internos, hasta el punto de que los centros de menores 
fundamentan “toda su planificación general en el establecimiento de un programa 
educativo individualizado”3904, del que dependerá la reeducación y reinserción del 
menor. En cuanto a las áreas de intervención educativa, en los centros de menores 





a) Área de hábitos sociales y convivenciales: su objetivo principal es una 
convivencia normalizada de los menores con los educadores y demás personal, 
intentando generar un ambiente acogedor.  
 
b) Área escolar: cuya finalidad es que el menor adquiera los elementos 
cognoscitivos que le permitan acceder a posibles trabajos o superiores niveles de 
instrucción. Las tareas escolares deberán adaptarse a los distintos niveles de los 
                                                             
3903 Vid. Armenta González-Palenzuela, F. J. y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento Penitenciario 
comentado... ob. cit., p. 319. 
3904 Cfr. Garrido Genovés, V.: “Los Centros de Menores…” ob. cit., p. 187. 
3905 Vid. De Dios Pérez, J.F.: “La realidad en los centros de menores. La intervención educativa en 
los centros de internamiento para menores con medidas judiciales”, en Martínez Gallego, E.Mª. 
(Coords.): Menores: instituciones de protección y responsabilidad. (Curso celebrado en Salamanca 
durante los días 6 a 8 de noviembre de 2002). Fundación Diagrama-Intervención Psicosocial, Murcia, 
2004, p. 319 y ss. 





internos: desde clases de alfabetización y educación primaria, hasta las materias propias 




c) Área de ocio y tiempo libre: se contempla el contacto con el ambiente 
normalizado a través de actividades de recreo que configuren experiencias productivas 
psicológicamente. Se realizaran también actividades lúdicas que incluirán la realización 
de juegos cooperativos
3907
, con la intención de fortalecer las habilidades sociales de los 
menores. 
 
d) Área de inserción social familiar y social: orientada a la resocialización del 
menor “se convierte en una eficaz herramienta para la consolidación y generalización de 
la intervención educativa”3908. Fomenta los contactos con el exterior y, cuando ello sea 




e) Área de intervención para la salud e higiene: se trata de informarles sobre 
aspectos importantes sobre el aseo personal, consumo de drogas, alimentación, etc. 
f) Área de intervención para el deporte: realización de actividades deportivas con 
el oportuno control médico y educativo. 
 
g) Área de intervención pre-laboral y laboral: proceso de formación para 
posibilitar unas mayores garantías de éxito en su inserción laboral. Para el cumplimiento 
de este objetivo, los centros cuentan con una diversidad de talleres, donde además de 
enseñar un oficio a los internos, se fomenta la adquisición de hábitos de trabajo, 
responsabilidad, disciplina etc. Según Pérez Jiménez, “algunos centros han puesto en 
marcha talleres pre-laborales que llevan asociados talleres productivos que realizan 
trabajos remunerados en el exterior”3910.  
                                                             
3906 Vid. Pérez Jiménez, F.: “Centros de internamiento...” ob. cit., pp. 356 y 357.  
3907 Vid. Pérez Jiménez, F.: “Centros de internamiento...” ob. cit., pp. 358. 
3908 Cfr. De Dios Pérez, J.F.: “La realidad…” ob. cit., p. 323. 
3909 Esta área de intervención contiene unos objetivos concretos, que según López Martín, E., y 
Juan Ruíz, A.: “Las posibilidades educativas…”, ob. cit., p. 168; pueden sintetizarse en: 
“1. Orientar a la familia en la utilización óptima de los recursos sociales que disponga en su zona. 
2. Entrenar a los padres en el manejo de contingencias para el control efectivo del comportamiento 
del menor. 
3. Desarrollar habilidades de intercomunicación y de resolución de problemas como estrategias 
básicas para la relación familiar”.  
3910 Cfr. Pérez Jiménez, F.: “Centros de internamiento...” ob. cit., p. 357. 





Aunque estas áreas de actuación parecen ser los pilares básicos de todos los 
centros de internamiento de menores, la falta de homogeneidad en la estructura de estos 
establecimientos, han llevado al gobierno a intentar unificar las actuaciones en los 
mismos. Recientemente, el Ministerio de Sanidad y Política Social ha elaborado un 
protocolo básico, suscrito por las CC.AA., que fija cómo actuar en centros o residencias 
para menores. Se trata de un intento de respuesta coordinada en una administración 
descentralizada como es la de la ejecución penal de los menores infractores. El 
protocolo no será vinculante, intentando mantener el principio de flexibilidad en el 
tratamiento individualizado del menor. Su contenido establece algunos criterios en 
respuesta a una situación “de crisis” con los menores internos, para la adopción de 
medidas de aislamiento y contención física, que tendrán siempre un carácter 
“excepcional” y deberán ser notificados a la fiscalía3911. Esta clase de iniciativas 
evidencian la falta de consenso y de directrices acerca del régimen interno de los centros 
de internamiento en nuestra legislación, haciéndose necesaria la elaboración de guías 
básicas y estatutos de funcionamiento de los centros.  
 
En cuanto a la seguridad exterior e interior de los centros de internamiento, 
dependerá de la estructura interna de cada institución, de su capacidad y su 
configuración simple o modular
3912
. Dependiendo del régimen de internamiento y de la 
existencia de otros módulos con regímenes de mayor libertad para el interno, los 
sistemas de control y seguridad pueden aproximarse o alejarse de los establecidos en los 
centros penitenciarios de adultos: control de apertura y cierre, vallas metálicas, cristales 
opacos para vigilar de una estancia a otra, etc. 
 
5.2.5. Departamentos y Unidades mixtas 
 
La inclusión en el RP 1996 de la regulación de los departamentos mixtos 
mantiene estrecha relación con el artículo 16.a. de la LOGP
3913
. En este artículo se 
establece la separación de los internos en centros penitenciarios por razón de sexo, edad, 
etc. No obstante, se indica que aunque los hombres y las mujeres deberán estar 
                                                             
3911 Vid. Diario Electrónico Público.es: “Cómo contener a un menor dentro de la ley”, publicado el 
16 de septiembre de 2010.  
3912 Vid. Pérez Jiménez, F.: “Centros de internamiento...” ob. cit., p. 363. 
3913 Vid. Artículo 167., del RP 1996. 





separados, se exceptúan aquellos supuestos que reglamentariamente se determinen. 
Pueden existir, por lo tanto, en algunos centros penitenciarios polivalentes (como es el 
caso del centro penitenciario de Madrid VI, en Aranjuez) secciones destinadas a la 
convivencia conyugal y familiar
3914
, sometidas a un régimen especial en el que el interés 
del menor prima de manera considerable intentándose mantener una relación entre los 
padres y sus hijos. De este modo, no se “pena” también al menor no culpable de las 
infracciones de sus progenitores.  
 
La realidad actual penitenciaria ha cambiado ligeramente, impulsándose el 
acercamiento de las relaciones normalizadas, simulando la medida de lo posible la vida 
en libertad. Así, la vida en común de ambos sexos en los centros penitenciarios se dirige 
hacia una finalidad reinsertadora, para la creación de un ambiente de vida conyugal. Es 
por ello que el RP 1996 ha introducido en su regulación los denominados Centros o 





La regulación por parte del RP 1996 de estos departamentos ha sido criticada por 
una parte de la doctrina, puesto que, como argumenta Rodríguez Alonso, “la amplitud 
con la que el Reglamento Penitenciario regula los Establecimientos o Departamentos 
Mixtos, nos siembra de algunas dudas sobre la naturaleza y régimen de los mismos a la 
luz de la Ley Orgánica General Penitenciaria”3916. La superación de la regulación 
orgánica, se patentiza así por la vía reglamentaria de 1996 que potencia la actividad 
tratamental, tras la creación, ex novo, de tales departamentos cuya existencia no se 
encontraba contenida en la LOGP
3917
. En efecto, la LOGP no se pronuncia de manera 
extensa sobre la regulación de los mismos. No obstante, sí que pueden apreciarse ciertos 
mimbres que, de manera más o menos explícita, más tarde aparecen estructurados en el 
Real Decreto de desarrollo. Cuestión distinta es que su regulación no aparezca unificada 
bajo la rúbrica de su Título III, en el RP 1996. De cualquier modo, parece clara la 
intención del legislador de establecer excepciones a la férrea separación entre sexos en 
                                                             
3914 Sobre la vida conyugal en los centros penitenciarios, Vid. Artículo 172, del RP 1996; en este 
mismo sentido, Vid. Armenta González-Palenzuela, F. J. y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento 
Penitenciario comentado... ob. cit., pp. 316 y 317. 
3915 Vid. Zaragoza Huerta, J.: Derecho penitenciario español… ob. cit., p. 66. 
3916 Cfr. Rodríguez Alonso, A.: Lecciones... ob. cit., p. 201. 
3917 Vid. Rodríguez Alonso, A.: Lecciones... ob. cit., pp. 139 y 141. 





los centros penitenciarios, con previsión futura de flexibilizar el régimen de vida en el 
interior de las instituciones penitenciarias y acercarlo a un modo de vida aproximado a 
la realidad social externa. Tal perspectiva fue posteriormente desarrollada por vía 
reglamentaria, cuando el poso de la LOGP, y la visión aperturista de nuestra doctrina 
penitenciaria pudieron afrontar tal régimen de vida dentro de la prisión. 
 
La flexibilización del principio de asignación a estos Departamentos está sujeta, 
en la práctica, a la selección de internos e internas
3918
. De ahí que se llevará a cabo 
respecto de: 
 
1. Cualquier interno siempre que lo requiera un programa de ejecución especial. 
2. Aquellos que se considere necesario para evitar la desestructuración familiar. 
3. Con la limitación existente para el destino a estos Departamentos de aquellos 
internos condenados por delitos contra la libertad sexual. 
 
En la práctica, gracias a tal proceso de selección, las unidades mixtas no parecen 




1. El mantenimiento de una relación afectiva-sexual es positiva para el equilibrio 
mental y físico de los internos. 
2. Establecimiento de convivencia en pareja como mejora de la integración en el 
medio social del interno. Además, los hombres y las mujeres pueden compartir 




                                                             
3918 Vid. Tamarit Sumalla, J.M., García Albero, R., Rodríguez Puerta, M.J. y Sapena Grau, F.: 
Curso de Derecho penitenciario... ob. cit., p. 108. 
3919 Vid. Armenta González-Palenzuela, F. J. y Rodríguez Ramírez, V.: Reglamento Penitenciario 
comentado... ob. cit., p. 314. De las citadas ventajas señaladas por Armenta González-Palenzuela y 
Rodríguez Ramírez, percibimos un orden en la exposición algo “regimentalista”, una visión más bien 
“funcionarial”, pragmática o funcional, más que valorativa de los fines que se pretende lograr con este 
tipo de departamento mixto. Así, se deja para el final el elemento primordial, a nuestro modo de ver, cual 
es el fomento y mantenimiento de los vínculos familiares, tan relevante desde el punto de vista 
preventivo-especial, cuyo significado no sólo engloba los anteriores, y parece dejarse como cajón de 
sastre en tal enumeración, sino que permite apreciar que los demás factores a los que se dota de prioridad 
al ser expuestos primero, lo son desde un punto de vista más regimental o de control, esto es, pensando 
más en los buenos resultados en relación con la convivencia ordenada. 
3920 Vid. Pérez Cepada, A.: “El régimen.... (I)” ob. cit., p. 209. 





3. Soluciona el denominado “problema sexual”, por lo que las agresiones de esta 
índole y conductas sexuales reactivas al internamiento se ven reducidas. 
4. Mayor aproximación a la vida en libertad. 
5. Fomenta y mantiene los vínculos familiares. 
 
El principal problema del que pueden adolecer esta clase de módulos mixtos es el 
control necesario por parte de la administración del centro polivalente en el que se 
encuadren, puesto que la proliferación de embarazos no deseados, las relaciones de 
abuso y agresiones sexuales entre internos, deben ser evitadas gracias a programas 
especialmente diseñados para estos Departamentos. 
 
En los centros de menores, como es obvio decir, no parece necesario el 
establecimiento de esta clase de módulos de convivencia familiar, por cuanto las edades 
de los internos no suelen prestarse a una convivencia conyugal. Establecer módulos 
familiares tampoco parecería una opción demasiado viable, ya que, en caso de necesitar 
esta convivencia, existirían medidas más adecuadas que el internamiento (como es el 
caso de unidades dependientes). Si fuera estrictamente necesario, podría optarse por 
establecer unidades mixtas que, guiadas por un programa educativo especial, dirigieran 
a las jóvenes parejas en su precoz paternidad. De cualquier modo, el carácter mixto de 
las actividades es común en los centros de menores, donde la separación entre sexos 
puede verse relajada en relación a los adultos. 
 
5.2.6. Establecimientos especiales  
  
El artículo 11 de la LOGP, define estos establecimientos como aquellos en los que 




a) Centros hospitalarios. 
b) Centros psiquiátricos. 
c) Centros de rehabilitación social, para la ejecución de medidas penales, de 
conformidad con la legislación vigente en esta materia. 
 
                                                             
3921 Cfr. Artículo 11.a,b y c., de la LOGP. 





A su vez, estos establecimientos se encontraran divididos con base en la 




a) Grado de tratamiento primero, régimen de vida cerrado, establecimiento 
cerrado. 
b) Grado de tratamiento segundo, régimen de vida ordinario, establecimiento 
ordinario. 
c) Grado de tratamiento tercero, régimen de vida abierto, establecimiento abierto. 
 
Del mismo modo, como vimos supra, la LO 8/2006 introdujo los tres regímenes 
de internamiento dentro de la medida de encierro terapéutico, lo que supuso una nueva 
reestructuración de los centros de reforma dedicados a esta clase de internos. En este 
sentido, tal y como ha señalado González Tascón, “el reglamento de desarrollo de la ley 
no establece cómo han de ser estos centros terapéuticos, limitándose a recoger algunos 
aspectos del internamiento. En esta línea se precisa que esta medida comporta la 
residencia del menor en el centro, precisión que omitió la ley en su art. 7.1.d., pero que 
se desprendía de su propia naturaleza y de su distinción con la medida de tratamiento 
ambulatorio (art. 27.1)”3923.  
 
A. Centros hospitalarios. 
 
Ni la LOGP ni su RP 1996 establecen una definición de esta clase de 
establecimientos, entendiéndose por lo obvio, que se tratará de instituciones clínicas y 
su número será tanto como lo requieran las especialidades, pues tienen como finalidad 
acoger a los internos que vayan a someterse a intervenciones quirúrgicas y aquellos que 
precisen de tratamiento hospitalario
3924. Tales “hospitales” penitenciarios no existen hoy 
con tal estructura sino que los centros tipo poseen un específico módulo para la 
asistencia sanitaria y para la atención ambulatoria, dejándose para el exterior, esto es, en 
secciones específicas de los hospitales públicos, la asistencia especializada; todo ello 
complementado con la atención por medio de sistemas de videoconferencia para evitar 
                                                             
3922 Cfr. Nistal Burón, J.: “El régimen penitenciario…” ob. cit., p. 182. 
3923 Cfr. González Tascón, Mª.M.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 51. 
3924 Vid. Pérez Cepada, A.: “El régimen.... (I)” ob. cit., p. 212. 





los traslados de internos para determinadas consultas. Ciertamente, como ha afirmado 
Fernández Arévalo, la previsión sobre Hospitales penitenciarios contenida en la LOGP, 
“había perdido su sentido como consecuencia del nuevo modelo de atención sanitaria 
asumido por el RP vigente, en coherencia con la Ley 14/1986, de 25 de abril, General 
de Sanidad, puesto que a atención sanitaria especializada pasaba a desarrollarse por el 
Sistema Nacional de Salud, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del 
art. 209.2.1 RP”3925. 
 
Así, la Administración penitenciaria podrá autorizar la asistencia de los internos a 
establecimientos de índole pública o privada ajenos a la institución polivalente para el 
tratamiento de estos internos, siempre que el propio preso de su consentimiento y el 
Juez de Vigilancia penitenciaria conozca el hecho. 
 
En efecto, la preocupación por la necesidad de los “centros de toxicómanos” y su 
importancia dentro de las instalaciones penitenciarias no es algo reciente. Podemos 
recordar los términos de García Valdés en relación con el problema de la drogadicción 
en la prisión, y sobre la necesidad de estos establecimientos especiales, hoy superados 
por específicos programas de deshabituación que funcionan en todos los centros, 
indicando, en aquél momento, que “son centros que se conciben como establecimientos 
absolutamente diferentes de los preventivos o de cumplimiento en cualquiera de sus 
modalidades y distintos, a su vez, de las dependencias que para la observación 
psiquiátrica, atención de toxicómanos o para enfermos contagiosos existen en cada 
prisión, unidades que se hallan dentro de ella, formando el todo, y que funcionan como 
uno de los servicios de la asistencia sanitaria penitenciaria”3926. 
 
En el caso de los menores, todos los centros de internamiento deberán contar con 
los servicios sanitarios necesarios para garantizar la integridad de los menores internos. 
El RM dispone al respecto que la Entidad Pública encargada de las competencias de 
ejecución penal con menores infractores deberá garantizar “la asistencia sanitaria en los 
                                                             
3925 Cfr. Fernández Arévalo, L.: “Hospitales Psiquiátricos Penitenciarios y actividad penitenciaria”, 
en Revista de Estudios Penitenciarios, 2ª Época, Número Extra, Madrid, 2006, pp. 249 y 250. 
3926 Cfr. García Valdés, C.: “La droga y la institución penitenciaria”, Departamento de Derecho 
Penal, curso de seminario 1983-1984, Universidad de Alcalá de Henares, Madrid, p. 6; el mismo: Droga e 
institución penitenciaria. Droga y privación de libertad. Estudios Penitenciarios 2, Depalma, Buenos 
Aires, 1986, pp. 8 y 9; el mismo, Comentarios… ob. cit., p. 54. 





términos y con las garantías previstos en la legislación aplicable, incluida la realización 
de pruebas analíticas para la detección de enfermedades infecto-contagiosas que 
pudieran suponer un peligro para la salud o la vida del propio menor o de terceras 
personas”3927. En caso de que sea necesario el ingreso del menor por motivos de salud, 





 B. Centros psiquiátricos o Unidades Psiquiátricas Penitenciarias. 
 
Los antiguos “sanatorios psiquiátricos para psicóticos y enfermos mentales, 
centros de deficientes mentales y establecimientos para psicópatas”3929 a los que 
también hacía referencia García Valdés, han dejado paso a los centros modernos o 
unidades psiquiátricas penitenciarias de cumplimiento de medidas de seguridad 
privativas de libertad
3930
, que se encuentran integrados en el propio centro polivalente o 




a) Detenidos o presos con patologías psiquiátricas. 
b) Personas a las que les haya sido aplicada una medida de seguridad de 
internamiento en un centro psiquiátrico penitenciario. 
c) Penados con enfermedades mentales sobrevenidas y a los que se les ha 
impuesto una medida de seguridad que deba ser cumplido en una unidad de estas 
características. 
 
El RP 1996 regula esta clase de centros bajo su Título VII, estableciendo que se 
trata de modos especiales de ejecución, puesto que son centros destinados al 
cumplimiento de medidas de seguridad privativas de libertad y no penas. Es por ello, 
que en estos centros no se aplicarán las medidas de disciplina propias de los regímenes 
                                                             
3927 Cfr. Artículo 38.2., del RM. 
3928 Vid. Artículos 38.4., del RM. 
3929 Cfr. García Valdés, C.: “Derecho penitenciario español…” ob. cit., p. 44. 
3930 Vid. Artículo 183, del RP 1996. 
3931 Vid. Artículo 184, del RP 1996. Al respecto, Vid. Fernández Arévalo, L.: “Hospitales 
psiquiátricos…” ob. cit., p. 252; quien ha defendido una clasificación más amplia: “Hay otra posibilidad 
más de ingreso a mi juicio. He defendido muchas veces en el terreno doctrinal y en la práctica la 
posibilidad legal de destino en hospitales psiquiátricos penitenciarios y en unidades psiquiátricas 
penitenciarias de penados para facilitar asistencia psiquiátrica a aquellos que tienen trastornos mentales si 
no hubiera méritos para la aplicación del art. 60 LOGP y ello se requiriera en el terreno asistencial”. 





penitenciarios normales, así como los medios coercitivos, que sólo podrán ser utilizados 
por indicación facultativa
3932
. De este modo, las restricciones a su libertad se adoptarán 
en función de la salud de los internos y del tipo de tratamiento, además de establecer un 
control sobre su situación mediante los informes pertinentes y la vigilancia de su 




C. Centros de rehabilitación social. 
 
Esta clase de centros, está destinado a aquellos internos que muestren un bajo 
grado de peligrosidad y no ofrezcan riesgos de quebrantamiento de condena, para que 
puedan acudir a una institución exterior de atención especializada (programas de 
rehabilitación de drogodependencia). También pueden hacer uso de los mismos aquellos 
individuos que estén sometidos a un tratamiento especializado para su reinserción 
social: talleres, formación laboral, etc.
3934
. No obstante, normalmente en ellos se 
cumplirán medidas de seguridad y su ingreso se determinará por decisión judicial
3935
. 
Actualmente, el desarrollo de esta clase de centros especiales ha derivado en la 
utilización de instalaciones normalizadas ajenas a la Administración Penitenciaria. En 
este sentido, advierte Fernández Arévalo que nunca había se desarrollado un plan de 
creación de Centros de Rehabilitación Social, “lo que se ha rectificado mediante el 
recurso a la externalización en el RP vigente, que ha establecido un sistema de 
conciertos contemplado en el art. 182.3 RP, que dispone que “la Administración 
Penitenciaria correspondiente celebrará los convenios necesarios con otras 
Administraciones Públicas o con entidades colaboradoras para la ejecución de las 
medidas de seguridad privativas de libertad previstas en el Código Penal”3936. 
 
Lo más cercano a estos centros en la legislación de menores serán los 
denominados centros de día, donde el menor podrá tareas de carácter socio-educativo, y 
servirán de nexo con el medio social. Al formar parte de la red social de centros 
                                                             
3932 Vid. Pérez Cepada, A.: “El régimen.... (I)” ob. cit., p. 213; Fernández Arévalo, L.: “Hospitales 
psiquiátricos…” ob. cit., p. 254.    
3933 Vid. Tamarit Sumalla, J.M., García Albero, R., Rodríguez Puerta, M.J. y Sapena Grau, F.: 
Curso de Derecho Penitenciario… ob. cit., pp. 115 y 116. 
3934 Vid. Ríos Martín, J.C.: Manual de ejecución penitenciaria… ob. cit., p. 149. 
3935 Vid. Pérez Cepada, A.: Últ. ob. y loc. cit. 
3936 Cfr. Fernández Arévalo, L.: “Hospitales psiquiátricos…” ob. cit., p. 250. 





dedicados a la protección y asistencia al menor, su labor se centrará en el apoyo 
educativo a aquellos menores que por su escasa conflictividad no tienen que estar 
sometidos al control y seguridad de los centros de internamiento. 
 
5.2.7. Establecimientos de Régimen Cerrado  
 
Dentro de la clasificación de los Establecimientos de cumplimiento de penas 
privativas de libertad, la LOGP establecía, como ya contemplamos supra, una 
excepción
3937
 a las unidades o módulos de régimen ordinario y abierto, que se 
corresponde el internamiento de aquellos individuos clasificados en primer grado de 
cumplimiento de condena. Es importante indicar esta excepción respecto de los centros 
ordinarios de cumplimiento de penas privativas de libertad, puesto que no fue siempre 
así. En efecto, ya en el Reglamento de los Servicios de Prisiones, de 2 de febrero de 
1956, se regulaba la clasificación de los tres tipos de centros, pero se incluía a las 
instituciones de régimen cerrado, “para quienes se muestren hostiles o refractarios al 
tratamiento”3938 dentro de los llamados establecimientos ordinarios. Hoy es obvio que la 
redacción de la LOGP quiso mostrar la separación entre estos centros y los ordinarios 
de cumplimiento de penas y medidas privativas de libertad, remarcando la especialidad 
de su régimen. 
 
Los establecimientos o módulos de régimen cerrado tienen una configuración 
propia, que los distingue de los demás departamentos, por su especial atención a las 
medidas de seguridad. Ciertamente, al tratarse de internos con especial peligrosidad y 
aún alejados del ideal de integración social, la Administración Penitenciaria no les 
otorga la misma autonomía ni el grado de confianza que a los demás internos
3939
. Esto 
se traduce en unas condiciones de su medio de internamiento más estrictas y basadas en 
la seguridad de los mismos internos y del personal de la prisión. 
 
Estos centros tienen una denominación característica debido a esta correlación 
entre clasificación y régimen de cumplimiento, diferente a existente en otros países 
                                                             
3937 Vid. Garrido Guzmán, L.: Manual… ob. cit., p. 255. 
3938 Cfr. Garrido Guzmán, L.: Compendio… cit., p. 133.  
3939 Vid. Garrido Guzmán, L.: Manual… ob. cit., p. 257. 





(Norteamérica, Francia) denominados “centros de máxima seguridad”3940. La LOGP en 
su articulado dispone, como vimos, que: 
 
 “Existirán establecimientos de cumplimiento de régimen cerrado o departamentos 
especiales para los penados calificados de peligrosidad extrema o para casos de 
inadaptación a los regímenes ordinario y abierto...” 3941. 
 
A su vez en el art. 10 LOGP se indica una pequeña distinción de estos 
establecimientos, ya que habla de: 
 
a) Centros o módulos de régimen cerrado: centros independientes o secciones 





b) Departamentos especiales ubicados en centros de regímenes comunes, con 
absoluta separación del resto de la población reclusa. Forman parte de un centro 
polivalente y están centrados igualmente en la seguridad mediante los últimos adelantos 
tecnológicos de cierre de puertas automático y vigilancia. Es precisamente la utilización 
de estos nuevos medios de automatización objeto de crítica por algunos autores, puesto 
que contribuyen a la “deshumanización”3943 de un entorno ya de por sí hostil y de 
rigurosa seguridad. Son destinados a estos departamentos especiales aquellos penados 
clasificados en primer grado que hayan sido protagonistas o inductores de alguna 
alteración regimental grave, o hayan puesto en peligro la vida de los funcionarios, 
autoridades u otros internos o personas ajenas a la institución, tanto dentro como fuera 
del establecimiento y sean catalogados con el criterio de peligrosidad extrema
3944
. 
Garrido Guzmán, en un primer momento tras la aparición legal, se posicionaba en 
contra de la existencia de esta clase de departamentos especiales, por parecer “una 
forma solapada de crear y mantener departamentos o galerías de castigo, con todos los 
                                                             
3940 Vid. García Valdés, C.: Comentarios… ob. cit., p. 47; Garrido Guzmán, L.: Compendio… ob. 
cit., p. 134. 
3941 Cfr. Artículo 10.1., de la LOGP; Nistal Burón, J.: “El régimen penitenciario…” ob. cit., p. 193. 
3942 Vid. Pérez Cepada, A.: “El régimen.... (I)” ob. cit., p. 205. 
3943 Vid. Ríos Martín, J.C.: Mirando al abismo… ob. cit., p. 107. 
3944 Vid. Garrido Guzmán, L.: Manual… ob. cit., p. 255 y 257; Rodríguez Alonso, A.: Lecciones… 
ob. cit., p. 193. 





inconvenientes que ello lleva consigo”3945. Considero que esta crítica está superada en la 
actualidad, por cuanto la mayor parte de los centros polivalentes tienen departamentos 
especiales autónomos y cuyo régimen ya contemplamos en el apartado correspondiente 
de este trabajo en comparación con los centros de menores. 
 
Según Pérez Cepeda, es importante aclarar que la inadaptación de la que habla en 
su redacción el art. 10 de la LOGP “se refiere al régimen, nunca al tratamiento, que es 
siempre voluntario”3946.  
 
El fundamento de esta separación de los penados que se encuentran en régimen 
cerrado coincide con la regla general dispuesta en la LOGP de clasificación por razones 
de sexo, emotividad, edad, antecedentes, estado físico y mental y las exigencias 
especiales del propio tratamiento penitenciario
3947
. Es por ello que, especialmente en los 
centros penitenciarios o módulos destinados al régimen cerrado, queda completamente 
expresada la necesidad del principio celular y de la separación del resto de los reclusos 
de los regímenes ordinario y abierto
3948
. Paradójicamente, apunta Ríos Martín en su 
estudio sobre esta clase de régimen penitenciario, en relación al rígido principio celular:  
“es una circunstancia que si bien constituye un castigo, sin embargo, puede 
eventualmente ser mirada como objeto de deseo por algunos presos, ante la perspectiva 
alternativa de encontrarse viviendo hacinados junto a compañeros nada deseables”3949. 
 
5.2.8. Otros establecimientos y módulos de la legislación penitenciaria 
 
Aunque los regímenes de vida y grados penitenciarios son la piedra angular de esa 
clasificación de los establecimientos, pueden encontrarse otros criterios dentro del 
propio RP 1996 para desarrollar nuevos tipos de departamentos, módulos y secciones 
dentro de los centros penitenciarios. Así, encontraríamos los siguientes: 
 
 
                                                             
3945 Cfr. Garrido Guzmán, L.: Manual... ob. cit., p. 259. 
3946 Cfr. Pérez Cepada, A.: “El régimen.... (I)” ob. cit. p. 213. 
3947 Vid. Artículo 16 LOGP. 
3948 Vid. Artículos 90.1., del RP 1996. 
3949 Cfr. Ríos Martín, J.C.: Mirando al abismo... ob. cit., p. 103. 





A. Unidades para madres  
 
La Ley Orgánica 13/1995, de 18 de diciembre, sobre modificación de la LOGP, 
introdujo una importante reforma en la norma penitenciaria que afectaba directamente al 
régimen de vida de las internas que se encontraban cumpliendo penas privativas de 
libertad en los establecimientos penitenciarios. Esta reforma recoge la recomendación 
de la Carta Europea de los Derechos de los niños, que indicaba al legislador nacional 
de los Estados miembros que era necesario establecer un régimen específico para los 
casos en los que los niños, cuyos padres se encontraran encarcelados, pudieran mantener 
el contacto de la manera más adecuada posible
3950
. No obstante, supone una restricción 
de la edad en el menor, al bajar de los seis años de escolarización obligatoria a la 




La reforma afectó a los apartados segundo y tercero del artículo 38 de la LOGP, 
dándole una nueva redacción: 
 
“Las internas podrán tener en su compañía a los hijos que no hayan alcanzado los tres años de 
edad, siempre que acrediten debidamente su filiación. En aquellos centros donde se encuentren 
ingresadas internas con hijos existirá un local habilitado para guardería infantil.  
 
La Administración penitenciaria celebrará los convenios precisos con entidades públicas y 
privadas con el fin de potenciar al máximo el desarrollo de la relación materno-filial y de la formación 
de la personalidad del niño dentro de la especial circunstancia determinada por el cumplimiento por la 
madre de la pena privativa de libertad”3952. 
 
De este modo, las internas podrían convivir en compañía de sus hijos menores de 
tres años de edad, e ingresarían en unos módulos especiales dentro de los centros 




                                                             
3950 Vid. Artículo 7.16, de la Carta Europea de los Derechos del niño, promulgada por el 
Parlamento Europeo, de 21 de septiembre de 1992; en este mismo sentido, Vid. Pérez Cepeda, A.: “El 
régimen… (I)” ob. cit., p. 210. 
3951 Vid. Rodríguez Alonso, A.: Lecciones… ob. cit., p. 204. 
3952 Cfr. Artículo 2, de la Ley Orgánica 13/1995, de 18 de diciembre, sobre modificación de la Ley 
Orgánica General Penitenciaria.  
3953 Vid. Rodríguez Alonso, A.: Lecciones… ob. cit., p. 204. 





Estas unidades intentan conciliar los intereses de las madres y los menores, 
entendiendo que un centro penitenciario no es el ámbito más positivo para la educación 
y estancia del menor. Es por ello que la edad del menor ha sufrido las restricciones 
anteriormente expuestas, pues, si bien los derechos de la interna de convivir con su hijo 
durante los primeros años son positivos para el niño, pues la separación a estas edades 
es desaconsejable, también lo es la permanencia excesiva en las instalaciones 
penitenciarias, por el impacto psicológico que la estancia en ellas pudiera ocasionar al 
menor
3954
. Es por ello que estas unidades especiales cuentan con programas de 




Las unidades de madres están sometidas a un régimen especial de vida, existiendo 





a) La Junta de Tratamiento programará actividades formativas y lúdicas, así como 
salidas al exterior de los menores. 
b) En estas unidades existirá un Especialista de Educación Infantil que orientará la 
programación educacional del menor. 
c) La Administración garantizará a los menores las horas de descanso y de juego 
que precisen. 
d) Estas unidades contarán con un especialista en Pediatría dentro de la asistencia 
médica especializada establecida para estas unidades. 
e) El régimen de visitas del menor solo podrá restringirse de forma temporal por 
razones de orden y seguridad del establecimiento penitenciario. 
f) La Administración proveerá lo necesario para el cuidado infantil de los hijos 
con los que la madre comparte internamiento. 
 
Del mismo modo, a favor de la integración social del menor y la conciliación de 
los lazos familiares, el Centro Directivo, a petición de la Junta de Tratamiento podrá 
permitir el traslado de estas internas a Unidades Dependientes Exteriores cuando se 
                                                             
3954 Vid. Tamarit Sumalla, J.M., García Albero, R., Rodríguez Puerta, M.J. y Sapena Grau, F.: 
Curso de Derecho penitenciario… ob. cit., pp. 110 y 111. 
3955 Cfr. Artículo 178 RP 1996. 
3956 Vid. Rodríguez Alonso, A.: Lecciones... ob. cit., p. 205. 





encuentren cumpliendo en tercer grado de clasificación penitenciaria, para una plena 
integración laboral de la madre y escolar del menor. 
 
En la LORRPM también se contempla la posibilidad del internamiento de jóvenes 
madres con sus hijos menores de tres años
3957
. No se establece, sin embargo, alusión a 
módulos especiales para estas internas, sino que una vez “admitido el niño en el centro 
de internamiento, deberá ser reconocido por el médico del centro y, salvo que este 
dispusiera otra cosa, pasará a ocupar con su madre la habitación que se le asigne, que 
será en todo caso individual y acondicionada a las necesidades del niño”3958. A mi 
juicio, siempre que sea admitida esta posibilidad el centro de internamiento debería 
poseer las instalaciones específicas para garantizar la protección del menor de tres años, 
así como el personal necesario para su atención en ausencia de la madre (por ejemplo, 
como resultado de la realización de actividades fuera del centro con base a su programa 
educativo obligatorio). Puede aprovecharse, además, la presencia de esta situación para 
derivar ciertas actividades del programa educativo para estas internas al aprendizaje de 
las buenas prácticas de cuidado para sus hijos. 
 
B. Unidades o Comunidades extrapenitenciarias. 
 
Desarrolladas en el artículo 185 del RP 1996, son unidades externas a los centros 
penitenciarios polivalentes; y, en ellas, se establecen programas de deshabituación de 
drogodependientes de aquellos internos que lo precisen y se encuentren clasificados en 
tercer grado o régimen abierto
3959
. En principio, el artículo centra la función de esta 
clase de unidades en la atención específica a los toxicómanos; no obstante, Racionero 
Carmona señalaba en su obra, que “tal interpretación restrictiva no puede admitirse. 
Nada impide que pueda aceptarse como Unidad Extrapenitenciaria un Centro Educativo 
                                                             
3957 Se establecen ciertas condiciones para el ingreso del menor de tres años en el centro de 
internamiento. Según el art. 34.1 del RM, será necesario para que se haga efectiva esta posibilidad:  
“a. En el momento del ingreso o una vez ingresada, la madre lo solicite expresamente a la entidad 
pública o a la dirección del centro. 
b. Se acredite fehacientemente la filiación. 
c. A criterio de la entidad pública, dicha situación no entrañe riesgo para los hijos. 
d. Lo autorice el Juez de menores”. 
3958 Cfr. Artículo 34.3. RM. 
3959 Vid. Nistal Burón, J.: “El régimen penitenciario…” ob. cit., pp. 192 y 193. 





Especial, y por tanto, permitir el ingreso de un interno, donde se traten personalidades 
con un perfil determinado psicológico; no, obviamente, con patología psiquiátrica”3960. 
 
C. Módulos de Respeto. 
 
Una novedad de reciente incorporación en nuestras instalaciones penitenciarias 
son los llamados módulos de respeto, definidos, en palabras de Sanz Delgado como 
“espacios penitenciarios dentro de un establecimiento polivalente que integra 
usualmente de doce a catorce módulos; concebidos en este caso para evitar en lo posible 
la desocialización, contrarrestando la subcultura carcelaria, y ya previstos en un número 
importante de centros de la geografía española. Se trata de un ejemplo de cómo el 
régimen colabora activamente al tratamiento penitenciario. El repliegue de la seguridad 
a favor de la intervención tratamental. Si históricamente había que ganar la mejor 
calidad de la vida penitenciaria progresivamente, desde la dureza hasta el premio, hoy el 
beneficio está ya dispuesto, a la espera del compromiso individual. Se pasa así de la 
convivencia ordenada, a la convivencia educada”3961. 
 
Otra de las definiciones posibles la encontramos en la experiencia del Módulo de 
respeto del Centro penitenciario de Mansilla de las Mulas en León, pionero por la 
implantación de esta clase de unidades desde el 2001. Su Director Adjunto, Esteban 
Belinchón Calleja, los conceptualiza como “un sistema de organización de la vida en 
prisión”3962, con objetivos terapéuticos, formativos, educativos y de convivencia en la 
instalación penitenciaria. 
 
Los Módulos de respeto, según la Secretaría General de Instituciones 
Penitenciarias, son un programa de intervención que tiene por objetivo el inculcar 
                                                             
3960 Cfr. Racionero Carmona, F.: Derecho penitenciario… ob. cit., pp. 65 y 66. 
3961 Cfr. Sanz Delgado, E.: “La reinserción social entre rejas. Dos ejemplos de preadaptación”, 




3962 Cfr. Belinchón Calleja, E.: “Principios básicos para la organización y funcionamiento de los 
Módulos de respeto”, en Secretaría General de Instituciones Penitenciarias: Módulos de respeto. Manual. 
Ministerio del Interior, Madrid, 2001, p. 12. 





buenos hábitos y valores sociales, en síntesis, un programa que “persigue no solo el 
orden y la limpieza, sino también el aprendizaje”3963. 
 
De este modo, los citados módulos suponen la antesala de la comunidad 
terapéutica; vendrían a situarse como unidades intermedias al ingreso de los internos en 
comunidades extrapenitenciarias terapéuticas
3964
, basando su programa de tratamiento 
en el autocontrol, la responsabilidad de cada interno de cara al grupo del módulo en su 





El ingreso en estos módulos de respeto es, al igual que el tratamiento 
penitenciario, completamente voluntario para los internos, “sometido al cumplimiento 
escrupuloso de la citada normativa y al compromiso personal mediante la firma de un 
contrato conductual. Entre los requisitos mínimos se hallan la ausencia de sanciones, la 
drogodependencia superada o inexistente y unas actitudes favorables, con preferencia 
los que lleven más tiempo en el Centro frente a los demás”3966. 
 




a) Sistema de organización de los internos en grupos de tareas. 
b) Procedimiento inmediato y diario de la evolución del interno. 
c) Una estructura de participación de los internos en conjunción con la 
colaboración de los funcionarios y personal del centro penitenciario en general para la 
consumación de los objetivos del Módulo. 
 
Actualmente, con datos del cierre del anterior año 2008, los módulos de respeto se 
han consolidado en veintiocho centros penitenciarios de nuestro país, contando un total 




                                                             
3963 Cfr. Belinchón Calleja, E.: “Principios básicos…” ob. cit., p. 9. 
3964 Vid. Sanz Delgado, E.: “La reinserción social…” ob. cit., p. 10. 
3965 Vid. Belinchón Calleja, E.: “Principios básicos…” ob. cit., p. 7 y ss. 
3966 Cfr. Sanz Delgado, E.: “La reinserción social…” ob. cit., p. 11. 
3967 Vid. Belinchón Calleja, E.: “Principios básicos…” ob. cit., p. 16. 
3968 Vid. Defensor del Pueblo: Informe anual del Defensor del Pueblo, 2008, p. 1713. 





Consideramos que los nuevos módulos de respeto podrían servir al propósito y a 
la finalidad reeducadora y resocializadora de la LORRPM, pudiendo realizarse una 
traslación de su régimen de vida a la ejecución penal de las medidas de internamiento 
en los centros de internamiento de menores. Esta idea, que puede parecer prematura a 
tenor de la reciente incorporación en nuestro ordenamiento penitenciario de tales 
módulos, la argumento con base a la estructura de participación comunal de los 
módulos de respeto. Dicha organización, más consensuada entre los jóvenes y sus 
educadores, y menos sometida a la vigilancia y el control de sus “carceleros”, haría 
justicia a nuestros mejores y tan aclamados antecedentes patrios -Toribios de Sevilla- e 
internacionales -George Junior Republic y las Colonias Agrícolas para jóvenes 
rebeldes- del gobierno/gestión comunales y republicanos en menores delincuentes.  
 
Si se trata de inculcar una cultura educativa, que fomente los hábitos sociales y 
respete el principio de resocialización, no encuentro régimen interior más oportuno para 
la convivencia en los centros de menores. El fomento de la autogestión de 
responsabilidades; el estrechamiento de las relaciones interpersonales entre los menores 
y sus cuidadores; la posibilidad de participación de los agentes sociales y familiares en 
el modo de vida dentro del centro; y el refuerzo positivo de la confianza depositada en 
los menores y su progresiva evolución y madurez, son algunas de las posibles ventajas 
de este régimen de vida en los centros de menores.      
 
5.3. Centros de cumplimiento de medidas para menores. Clasificación. 
 
La primera diferencia fundamental que podemos encontrar en la regulación de los 
centros de cumplimiento de medidas privativas de libertad de menores infractores con 
su “hermana mayor”, la norma penitenciaria, es ciertamente la relativa a la transferencia 
de la gestión y organización de los mismos a las CC.AA.
3969
. En efecto, fueron las 
autonomías las que primero abordaron esta parcela, en un principio de fondo 
completamente asistencial, que hasta entonces se dejaba en manos de instituciones de 
índole eclesiástica, y demás asociaciones de orfandad, departamentos sociales y de 
                                                             
3969 Vid. Cámara Arroyo, S.: “Las competencias…” ob. cit., pp. 26 y 27. 





protección. Comenzaron a crearse así nuevos centros más modernos y 
especializados
3970
, con personal más específico: educadores, asistentes sociales, etc. 
 





1. Cambio de las concepciones tradicionales, pasando a considerarse el sistema de 
reforma como un sistema independiente del sistema de protección a la infancia, con el 
que guarda más diferencias que similitudes, lo que obliga a un tratamiento diferente. En 
efecto, nuestro sistema penal del menor ha pasado del modelo claramente tutelar del 
anterior Código Penal de 1973, y la LO 4/1992, de Juzgados de Menores, a un modelo 
de responsabilidad penal del menor, donde las instituciones asistenciales no pueden dar 
respuesta a las nuevas finalidades del ordenamiento jurídico dispuesto para ello. Estos 
centros constituían “de facto la respuesta institucional prioritaria frente a la 
desadaptación social”3972, pero no ofrecen las respuestas de índole político-criminal a la 
realidad de los menores infractores, haciéndose necesarios nuevos establecimientos que 
cubran esta faceta. 
 
2. Crecimiento del volumen del sistema de justicia juvenil, que hace necesaria una 
gestión diferente que no puede asumirse desde los tradicionales organismos de atención 
a la infancia que englobaban tanto el sistema de protección como el de reforma. 
Ciertamente, han sido numerosas las críticas a la gestión meramente asistencial social 
de los anteriores centros de internamiento, que carecían de los recursos necesarios y 
adolecían de una “falta de homogeneidad tanto en el tipo de centro como en el régimen 
de los mismos”3973. 
 
3. Asunción de competencias, en materia de justicia, por parte de las CC.AA.: Ya 
existía esta transferencia de competencias con la anterior normativa relativa a 
                                                             
3970 Vid. Garrido Genovés, V.: “Los Centros de menores…” ob. cit., p. 182. 
3971 Vid. Montero Hernanz, T.: “La justicia penal juvenil en España: modelos de gestión”, en 
Noticias Jurídicas, Número 415, 15 de abril de 2008 y Número 416, 6 de mayo de 2008. Disponible en 
versión online, en: 
http://noticias.juridicas.com/articulos/55-Derecho%20Penal/200804-582324421523987.html 
(16/09/2010). 
3972 Cfr. Garrido Genovés, V.: “Los Centros de menores…” ob. cit., p. 183. 
3973 Cfr. Zamorano Aguirre, P.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 219. 





Tribunales de Menores; actualmente, la LORRPM establece que las CC.AA. tendrán 




No obstante, la regulación de los centros era deficiente y por ello objeto de 
diversas censuras por parte de algunos de los órganos que supervisaban dichos centros, 
que se plasmaron en informes desfavorables sobre la gestión y programación de los 
mismos
3975
. Haciendo uso de las palabras del Magistrado y Asesor del Defensor del 
Pueblo, Ortiz González, nos podemos percatar de que el balance de valoración de los 
centros de internamiento está lleno de “luces y sombras”3976, existiendo instalaciones 
que cumplen todos los requisitos necesarios, y otras que acumulan diferentes denuncias 




Las críticas de tales informes pueden agruparse en varios puntos clave: 
 
a) Inexistencia de una clasificación de Centros en las diversas CC.AA. Este hecho 
ha derivado en la utilización de centros de manera conjunta para menores de reforma y 
menores de protección
3978
. En este sentido, han sido varios casos denunciados por el 
Defensor del Pueblo en los que se realizaba una mala utilización de los centros de 
protección para albergar a menores internados por sentencia judicial
3979
, contraviniendo, 
de este modo, el expreso mandato de la LORRPM de que las medidas de internamiento 
se cumplan en centros específicos para este cometido. 
 
b) Deficiencias en la separación de los internos en estos centros, con el 
consecuente contagio criminógeno entre los jóvenes asistentes a los centros. 
 
                                                             
3974 Vid. Artículo 8.1. del RM. 
3975 Vid. Ríos Martín, J.C.: El menor infractor… ob. cit., pp. 181, 182 y 183. 
3976 Cfr. Ortiz González, A.L.: “Análisis legal y reglamentario…” ob. cit., p. 43. 
3977 Llegando a casos tan graves como el cierre de dos centros, en Melilla y en las Islas Canarias, 
por no reunir las condiciones mínimas necesarias para custodiar menores. Vid. Defensor del Pueblo: 
Informe anual y de las Cortes Generales, 2005. Tomo I, pp. 147 y ss.; Ortiz González, A.L.: “Análisis 
legal y reglamentario…” ob. cit., p. 44. 
3978 Vid. Ortiz González, A.L.: “La figura del Defensor del Pueblo…” ob. cit., pp. 307 a 309. 
3979 Vid. Defensor del Pueblo: Informe monográfico del Defensor del Pueblo sobre el primer año 
de vigencia de la Ley reguladora de la responsabilidad penal de los menores, 2002, p. 524 y 525; al 
respecto, vid. Ortiz González, A.L.: “La figura del Defensor del Pueblo…” ob. cit., p. 308. 





c) Inexistencia de programas de formación y educación suficientes, sin planes de 
integración laboral. En particular, cabe destacar las diferencias que pueden encontrarse 
en los programas educativos individualizados de cada uno de los centros, que 
constituyen la principal vía de tratamiento en estas instituciones
3980
. Como Garrido 
Genovés ya advertía, en su artículo sobre Centros de Menores, entre las deficiencias que 
acusaban estos centros de internamiento con la entrada en vigor de la anterior norma de 
Tribunales Tutelares de Menores, primaba “la urgencia de la actividad constitutiva 
sobre la calidad del diseño y funcionamiento educativo”3981. Con la entrada en vigor de 
la nueva LORRPM no se han establecido medios de control en la edificación de los 
nuevos centros de reforma, por lo que esta situación ha continuado en gran medida. 
 
d) Deficiente gestión de los recursos económicos y materiales insuficientes. La 
desigual distribución entre las distintas CC.AA. en cuanto a instalaciones
3982
, han dado 
como resultado la insuficiencia de número de plazas
3983
 en algunas autonomías 
combinado con el exceso de recursos destinados al internamiento institucional en otras, 
en detrimento de medidas alternativas menos gravosas para el menor delincuente
3984
. 
Ello ha desembocado en algunos problemas para la efectiva distribución de los internos, 
en relación con el derecho reconocido en la LORRPM del menor a cumplir la medida de 
internamiento en el centro más cercano a su domicilio
3985
. Así, se expresaba Ortiz 
González al respecto: “En términos generales las previsiones legales expuestas se 
                                                             
3980 Los programas educativos individualizados también buscan la consecución de la reeducación y 
resocialización del menor; en definitiva, el objetivo es el mismo: la reintegración del individuo en la 
sociedad sin que éste vuelva a delinquir. Vid. Garrido Genovés, V.: “Introducción: El tratamiento de los 
delincuentes en contexto”, en Segura Morales, M.: Tratamientos eficaces de delincuentes juveniles. 
Dirección General de protección jurídica del menor, 1985, p. 78; en referencia a este mismo objetivo en la 
legislación penitenciaria, García Valdés, C.: Derecho penitenciario español… ob. cit., p. 52; el mismo: 
Comentarios… ob. cit., p. 193; más recientemente, Aranda Carbonel, M.J.: Reeducación y reinserción 
social. Tratamiento penitenciario. Análisis teórico y aproximación práctica. Premio Ministerio del 
Interior, Victoria Kent, 2006, p. 27. 
3981 Cfr. Garrido Genovés, V.: “Los Centros de menores…” ob. cit., p. 183. 
3982 Vid. Defensor del Pueblo: Informe anual… cit., 2004, p. 162. 
3983 Vid. Defensor del Pueblo: Informe anual… cit., 2004, p. 166, en el que se señala que “la 
masificación de los centros empieza a ser una situación cada vez más frecuente en  algunas comunidades 
autónomas”. 
3984 Como es el caso de algunas regiones de Andalucía, donde, como hacía ver García Pérez, se 
habían destinado prácticamente todos los recursos a la construcción de macrocentros de reforma, en los 
que actualmente sobraban plazas. De este modo, por ejemplo en Málaga se había constatado que unas 200 
plazas destinadas al internamiento quedaban sin ocuparse. Así lo expuso el Profesor Titular de la 
Universidad malagueña en la ponencia titulada “Sistema de sanciones penales para menores”, impartida 
en el XV encuentro del Anuario de la Facultad de Derecho de la UAM, de 26 de noviembre de 2010.  
3985 Vid. Artículo 46.3., de la LORRPM; sobre las quejas acerca de la lejanía del internamiento, 
Vid. Defensor del Pueblo: Informe anual… cit., 2004, pp. 177 y ss. 





cumplen, si bien algunas de las actuaciones realizadas desde el Defensor del Pueblo 
ponen de manifiesto cómo ese derecho a estar internado en un centro próximo al 
domicilio del menor, no es una realidad en todos los casos”3986.  
 
En algunos supuestos, el déficit de construcción de centros de menores y 
utilización de establecimientos inadecuados para las funciones de internamiento
3987
 ha 
derivado en la problemática de la falta centros  de reforma que pueda cubrir las 
específicas necesidades a las que se les encomienda, como es el caso de los centros de 
internamiento terapéuticos. Durante los primeros años de vigencia de la LORRPM la 
necesidad de estos centros llevó a la utilización de edificaciones públicas 
acondicionadas o restauradas (antiguos hospitales, centros de protección, colegios etc.), 
centros penitenciarios remodelados para albergar a menores infractores
3988
, etc. Era 
frecuente, por lo tanto, que las instalaciones de los mismos presentaran deficiencias, 
sobre todo a nivel estructural y material
3989
. La construcción de muchos de los centros 
ha llegado, no obstante, de manera demasiado rápida, y con una remarcada tendencia de 
los modelos penitenciarios, que no siempre se consiguen adaptar a las especiales 
consideraciones necesarias. 
 




f) Problemas de escasez de personal facultativo y atención a los menores 
internados: durante los primeros años de vigencia de la LORRPM se tuvo constancia de 
algunas deficiencias en cuanto a las capacidades y acreditación facultativa del personal 
que integraba las plantillas de algunos de los centros de internamiento de menores, tales 
                                                             
3986 Cfr. Ortiz González, A.L.: “La figura del defensor del pueblo y actuaciones con las personas 
privadas de libertad”, en Castro Antonio, J.L. (Dir.): Derecho Penitenciario: incidencia de las nuevas 
modificaciones, CGPJ, Madrid, 2006, p. 304; en este mismo sentido, Vid. Defensor del Pueblo: Informe 
monográfico… cit., p. 528; o Defensor del Pueblo: Informe anual del defensor del pueblo 2003, p. 129. 
3987 Vid. Defensor del pueblo: Informe monográfico… cit., p. 553; al respecto, Vid. Molina 
Blázquez, C. y Carretero González, C.: “Análisis de las medidas y su ejecución”, en Díez Riaza, S. 
(Coords.): Cuestiones relevantes en la aplicación de la Ley Orgánica 5/2000, de responsabilidad penal del 
menor. CGPJ, Universidad Pontificia de Comillas, Defensor del Menor de la Comunidad de Madrid, 
Edisofer, Madrid, 2004, p. 129. 
3988 Vid. Montero Hernanz, T.: “Justicia penal juvenil frente…” ob. cit., p. 9 
3989 Vid. Defensor del Pueblo: Informe anual… cit., 2004, pp. 162 y 163. 
3990 Sobre las deficientes condiciones de algunos de los centros de la Comunidad Autónoma de 
Canarias, Vid. De Blas Mesón, I.: “Intervenciones del Diputado del Común en el Área del menor infractor 
en Canarias”, en Sola Reche, E., Hernández Plasencia, J.U., Flores Mendoza, F. y García Medina, P. 
(Eds.): Derecho Penal… ob. cit., p. 286 y ss. 





como falta de personal para cubrir las necesidades formativas de los internos, movilidad 
del mismo, problemas de coordinación entre departamentos
3991
. Sobre la necesidad de 
una dotación personal y material adecuada para cumplir con estos objetivos, puede 
existir ciertamente una falta de especificación por parte de la LORRPM y su RM sobre 
la mención de los educadores que trabajen en cada tipo de centro
3992
, seguramente, por 
la remisión que la Ley realiza a la gestión y normativa de los establecimientos de los 
centros a las CC.AA. 
 
Ciertamente, tal y como apunta Cruz Márquez, “conviene mantener la estabilidad 
del personal, básica para generar sentimientos de confianza y seguridad por parte de los 
menores, pudiendo afirmar que la variabilidad del personal no sólo no favorece la 
consecución del programa educativo sino que acentúa la sensación de fragmentación 
que a menudo experimentan los menores en el interior del centro”3993.  
 
g) Llaman especialmente la atención las observaciones acerca de la frecuencia de 
visitas de los abogados de los menores, que, en detrimento de sus garantías procesales, 






 y fuerte impacto psicológico en los menores internados. 
Algunos de tales llamamientos parecen repetirse periódicamente sobre los centros 
de internamiento, pero la reforma del ordenamiento de justicia penal del menor debía 
llegar de la mano, por fin, de la entrada en vigor de la LORRPM.  
 
                                                             
3991 Vid. Defensor del Pueblo: Informe anual… cit., 2003, p. 130 y 131; Informe anual… cit., 2004, 
p. 165; Informe anual del Defensor del Pueblo, 2006, p. 190; Informe anual… cit., 2008, p. 215; en este 
sentido, Vid. Ortiz González, A.L.: “La figura del Defensor del Pueblo…” ob. cit., p. 315; Díaz-Maroto y 
Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios... ob. cit., pp. 496 y 497. 
3992 Vid. Informe monográfico… cit., p. 554; en este sentido, Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: 
Derecho penal... 4ª Ed., ob. cit., p. 506. 
3993 Cfr. Cruz Márquez, B.: La medida de internamiento y sus alternativas… ob. cit., p. 95. 
3994 Vid. Defensor Del Pueblo: Informe anual… cit., 2003, p. 134, Informe anual… cit., 2004, p. 
174; Informe anual… cit., 2005, p. 156 y ss.; Informe anual… cit., 2006, p. 249. 
3995 Vid. Defensor del Pueblo: Informe anual… cit., 2008, pp. 214. Sobre las denuncias 
interpuestas por asociaciones pro Derechos humanos, e incluso organismos públicos, acerca de la 
situación de maltrato (físico y psicológico) que se vive en los centros de internamiento de menores, Vid. 
Asociación pro Derechos Humanos de Andalucía: ¿Qué esta pasando en los centros de reforma? Córdoba, 
2005; y también, Vid. Coordinadora para la prevención de la tortura: Informe sobre la tortura en el Estado 
español en el año 2009. CTP, Madrid, 2010, pp. 19, 25, 29, 30, 33, 39, 45, 71, 79, y 97. 





Sin embargo, la regulación de las CC.AA. en materia de centros y regulación de 
ejecución de medidas de internamiento, ha sido muy variable; y, en general, poco 
homogénea en la últimas década, creándose importantes desigualdades en los centros de 
reforma de una autonomía a otra
3996
. Tan sólo algunas de ellas han recogido la 
transferencia de competencias del Estado, haciéndolas depender del órgano o 
Departamento de Justicia específico de: Andalucía, Asturias, Canarias, Cantabria, 
Cataluña, Galicia, Madrid, Navarra, País Vasco y Valencia
3997
; mientras que otras 
muchas continúan con los anteriores modelos de protección y reforma. 
 
Por estas razones, la legislación penal de menores adolece, tanto en la LORRPM 
como en su RM, de una regulación, más clara y minuciosa, de estos establecimientos. 
La atención dedicada a los centros de cumplimiento de penas y medidas de seguridad de 
nuestra norma penitenciaria, anteriormente expuesta, no en pocas ocasiones muestra, 
como ya hemos puesto de manifiesto y reafirmaremos a continuación, claras similitudes 
con sus contrapartidas de menores. Por ello, salvando las debidas distancias y 
atendiendo a la especialidad de los regímenes para menores delincuentes, podría 
establecerse la analogía entre el modelo de clasificación de los centros penitenciarios de 
adultos y el de menores, si bien su régimen y finalidades serán diferentes por la propia 
naturaleza educativa de la LORRPM.  
 
En efecto, al no existir ningún Título o Capítulo en estas normas enteramente 
dedicado a los establecimientos de internamiento
3998
 (tan solo un artículo en la 
LORRPM, en su Título VII “de la ejecución de las medidas”, Capítulo III y la 
regulación del RM, algo más amplia), debemos entresacar del articulado de las normas 
autonómicas sobre la materia las posibles alusiones a la tipología de centros de reforma, 
permitiéndonos vislumbrar una clasificación ad hoc de los mismos en diferentes 
                                                             
3996 Vid. Sola Reche, E. y Serrano Solís, M.: “Presente y futuro…” ob. cit., p. 16.; Sancho 
Verdugo, R.: “Consideraciones criminológicas sobre la Ley Orgánica núm. 5, de 12 de enero de 2000, 
reguladora de la responsabilidad penal de los menores”, en Sola Reche, E., Hernández Plasencia, J.U., 
Flores Mendoza, F. y García Medina, P. (Eds.): Derecho Penal… ob. cit., p. 87. 
3997 Vid. Montero Hernanz, T.: “La justicia penal juvenil en España: modelos…” ob. cit., versión 
online s/n. del mismo autor: “Justicia penal juvenil frente…” ob. cit., p. 8 y ss.; el mismo: “El marco 
normativo de la justicia penal juvenil en España: legislación, jurisprudencia y otros elementos de 
relevancia jurídica”, en La Ley Penal, Año VI, Número 60, Editorial La Ley, mayo, Madrid, 2009, p. 54. 
3998 Vid. Almanzán Serrano, A. y Izquierdo Carbonero, J.: Manual… ob. cit., p. 158. 







 de la tipología de centros de menores es una de las 
principales consecuencias de esta fragmentada técnica legislativa, por lo que existirán 
diferentes denominaciones, e incluso definiciones para instituciones de análoga 
naturaleza. 
 




En realidad, la LORRPM, no hace una distinción acusada, como ocurre en la 
regulación penitenciaria, basada en los grados de clasificación. En su art. 54.1, se limita 
a establecer que las medidas privativas de libertad se cumplirán en “centros específicos 
para menores infractores”. Ciertamente, se hace referencia al principio “modular”, o de 
división en departamentos, para cada uno de los regímenes aplicables a las distintas 
medidas, sin embargo, advertimos que no existe una verdadera distinción entre centros 
de menores con base en los distintos regímenes de internamiento, por cuanto el RM, se 
refiere, en sus arts. 24 a 29 de centros de menores, de manera genérica a los 
establecimientos de reforma (a excepción quizá de los centros de internamiento 
terapéutico), y utilizando constantemente la expresión “en el centro” o “centro 
designado”4001. Esta generalidad, data de diversos posibles factores: 
 
 El primero de ellos, es la regulación propia de los centros, que no está 
desarrollada, como indicábamos supra, ni por la LORRPM ni por su RM en su 
totalidad, y que deja a las CC.AA. buena parte de la misma. En este sentido, podemos 
decir que en la comparativa con la legislación penitenciaria, el ordenamiento penal de 
los menores queda en un lejano segundo puesto por su falta de previsión legal, 
clasificación y distinción. Quizá, al no existir un reglamento de centros de internamiento 
con carácter estatal, con una clasificación más extensa
4002
, o una mejor adaptación de 
                                                             
3999 Vid. Defensor del Pueblo: Informe anual… cit., I, 2005, p. 145. 
4000 El Decreto 181/2010, de 27 de agosto, por el que se aprueba el Estatuto de Organización y 
Funcionamiento de los Centros para la ejecución de medidas privativas de libertad de menores 
infractores de la Comunidad Autónoma de Extremadura, denomina de forma genérica a los centros de 
internamiento de la LORRPM, en su art. 1, con la terminología “centros específicos para la ejecución de 
medidas privativas de libertad”. 
4001 Vid. García Mosquera, M.: “Título VII. De la ejecución de las medidas”, en Gómez Rivero, 
Mª. C.: Comentarios… ob. cit., p. 398. 
4002 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 4ª Ed., ob. cit., p. 502. 





los reglamentos de las CC.AA. al RM, en aras de una mayor igualdad y homogeneidad, 
el sistema de justicia de menores es deudor de una mayor eficiencia.  
 
Sería deseable, por lo tanto, la diferenciación de los centros de cumplimiento de 
medidas en sus distintos regímenes de internamiento (que, en realidad son modos de 
vida diferenciados dentro de la institución), no sólo porque de este modo podríamos 
realizar una verdadera separación basada en individualización científica de los menores, 
sino porque según la propia Exposición de Motivos de la LORRPM cada uno de las 
medidas de internamiento y, por lo tanto, sus lugares de cumplimiento, tienen unos 
objetivos diferenciados y, en algunos puntos, claramente específicos.  
 
Quedaría, entonces, así dispuesta, una clasificación inicial que abordamos: 
 
A. Centros de Internamiento stricto sensu 
 
En estos centros, también llamados en algunas regulaciones centros de 
reeducación
4003
 o centros socioeducativos de reforma, el menor infractor efectuará el 
cumplimiento de medidas de internamiento o privación de libertad, parcial o total, 
comprendidas en el artículo 7.1 de la LORRPM, y desarrollados en los artículos 24, 25 
y 26 del RM. Estos centros no deben confundirse con los centros de protección de 
carácter asistencial, aunque algunas regulaciones autonómicas mezclan ambos 





Si los comparamos con la previsión de la norma penitenciaria, estos 
establecimientos constituirían el reflejo de los centros de cumplimiento de penas 
                                                             
4003 Vid. Decreto 329/2005, de 28 de julio, por el que se regulan los centros de menores y atención 
a la infancia de la Comunidad Autónoma de Galicia. Artículo 8; Ley 12/2008, de 3 de julio de 2008, de la 
Generalitat, de Protección Integral de Infancia y la Adolescencia de la Comunidad Valenciana. Artículos 
60 y 142; Decreto 80/2009, de 21 de abril, sobre centros educativos de cumplimiento de medidas 
privativas de libertad en la Comunidad Autónoma del País Vasco. Artículos 22 y ss., donde se les 
denomina “centros educativos”. 
4004 Como ejemplo de esta mezcla terminológica, Vid. Decreto 329/2005, de 28 de julio... cit., 
Artículo 14.1, en el que se dispone que: “Son centros de reeducación aquellos equipamientos 
residenciales que les prestan una atención socioeducativa especializada a menores con problemas de 
conducta o internados en virtud de resolución judicial”; en este mismo sentido, Vid. Ley 3/1997, de 9 de 
junio, gallega de la familia, la infancia y la adolescencia. Artículo 40.1. 





privativas de libertad de la LOGP. Al igual que aquellos, deberían dividirse en cada uno 
de los regímenes distintos de internamiento, o establecerse secciones, unidades de 
convivencia con funcionamiento autónomo
4005
, departamentos o módulos
4006
, separados 
dentro de un centro de internamiento complejo o polivalente (utilizando la misma 
terminología que la penitenciaria).  
 
Entiendo que la infraestructura de estos centros de internamiento debiera ser más 
flexible que la de los centros de cumplimiento de adultos, y aproximándose a las 
características de los Departamentos para Jóvenes de la LOGP, anteriormente 
mencionadas.  
 
De este modo, los centros de internamiento se dividirían en tres tipos
4007
 (también 
denominados Unidades de reforma
4008
), dentro del mismo establecimiento: 
 
a) Centros o módulos de internamiento en régimen cerrado
4009
: los menores a los 
que se les haya impuesto la medida de internamiento en régimen cerrado serían 
destinados a estos centros o unidades. Se trata del régimen más estricto de vida, de un 
modo similar al primer grado penitenciario. Por ello, los menores residirán en el centro 
y realizarán todas las actividades en él. En estos establecimientos deberá predominar un 
ambiente de seguridad flexible, “mediante una gestión de control en un ambiente 
                                                             
4005 Vid. Decreto 329/2005, de 28 de julio... cit., Artículo 8 y 14.2.1. 
4006 Vid. Artículo 54.3., de la LORRPM; en este mismo sentido, Vid. Ley 3/2005, de 18 de febrero, 
de atención y protección a la infancia y la adolescencia de la Comunidad Autónoma del País Vasco. 
Artículo 91.1. 
4007 Vid. Ley 1/1998, de 20 de Abril, de los Derechos y la atención al menor de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía. Artículo 51.3; asimismo, vid. Ley 12/2001, de 2 de julio, de la infancia y 
adolescencia en Aragón. Artículo 80.d.; Ley 17/2006, de 13 de noviembre, integral de la atención y de los 
derechos de la infancia y la adolescencia de las islas Baleares. Artículo 114.1; Ley 3/1997, de 9 de 
junio… cit., Artículo 39.2.f. y 40.2; Ley 6/1995, de 28 de marzo, de garantías de los derechos de la 
infancia y la adolescencia en la Comunidad Autónoma de Madrid. Artículos 72.2 y 73.1; Ley 7/1994, de 
5 de diciembre, de la infancia de la Comunidad Autónoma de Valencia. Artículos 32, 33 y 34 
(actualmente derogados); Ley 12/2008, de 3 de julio de 2008… cit., Artículo 142.1; Decreto 80/2009, de 
21 de abril… cit., Artículo 23; la normativa del País Vasco se distancia del resto de las regulaciones de 
centros estableciendo una original división en 3 niveles de los centros de internamiento. Al respecto, Vid. 
Cámara Arroyo, S.: “Las competencias…” ob. cit., p. 37. Sobre la división de los centros en tres 
categorías diferenciadas, vid., también, Zamorano Aguirre, P.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 219; o 
Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… ob. cit., p. 490. 
4008 Vid. Decreto 203/2000, de 28 de septiembre, por el que se aprueba el estatuto del centro 
regional de Zambrana para la atención a menores con expediente de protección que presenten graves 
alteraciones en la conducta y a menores y jóvenes infractores. Comunidad de Castilla León. Anexo. 
Artículo 1.a. 
4009 Vid. Artículo 24, del RM. 





restrictivo y progresivamente autónomo”4010. Del mismo modo, estarán orientados a que 
el menor obtenga las habilidades sociales necesarias para su convivencia en el medio 
social. Como ejemplo de esta clase de centros de internamiento de régimen cerrado de 
menores, comenzó a funcionar, en septiembre de 2002, el Centro de máxima seguridad 
para menores de Los Rosales, en Madrid, donde todos los menores ingresados en el 




b) Centros o módulos de internamiento semiabierto
4012
: A ellos se destinará el 
cumplimiento de las medidas de internamiento en régimen de semilibertad. Los 
menores podrán salir al exterior para realizar actividades fuera del establecimiento. Su 
identificación con los establecimientos de cumplimiento de penas privativas de libertad 
de régimen ordinario es el más aproximado. Es imprescindible que el internamiento en 
estos centros o departamentos implique “la existencia de un proyecto educativo en 
donde desde el principio los objetivos sustanciales se realizan en contacto con personas 
e instituciones de la comunidad, teniendo el menor su residencia en el centro, sujeto al 
programa y régimen interno del mismo”4013. El sometimiento a las normas del 
establecimiento cobra especial importancia a tenor de la nueva redacción incorporada 
con la LO 8/2006, por cuanto del comportamiento y acatamiento del menor a las 
mismas dependerá el régimen de salidas y actividades fuera del establecimiento
4014
. Esta 
última consideración, que como veíamos se acerca al régimen cerrado, hace necesario 
que los centros semiabiertos dispongan de las instalaciones necesarias que dispondrían 
aquellos centros de régimen cerrado, sin que se dé, por el contrario, el mismo régimen 
de seguridad y vigilancia, ya que es posible una regresión a la realización de todas las 
actividades en el interior del centro
4015
. El Informe Monográfico sobre el Estudio de la 
Ley del Menor del Defensor del Pueblo efectuado en el año 2002 señalaba la existencia 




                                                             
4010 Cfr. Exposición de Motivos. III.16., de la LORRPM. 
4011 Vid. Defensor del Pueblo: Informe anual… cit., 2006, p. 188. 
4012 Vid. Artículo 25, del RM. 
4013 Cfr. Exposición de Motivos. III.16., de la LORRPM. 
4014 Vid. Artículo 7.1., LORRPM. 
4015 Vid. García Mosquera, M.: “Título VII...” ob. cit., p. 398. 
4016 Vid. Defensor del Pueblo: Informe monográfico… cit., p. 524. 





c) Centros o módulos de internamiento abierto
4017
: Destinados al cumplimiento de 
medidas de internamiento de régimen abierto, son los más aproximados a los 
establecimientos de cumplimiento previstos para los internos clasificados en el tercer 
grado penitenciario. Su característica esencial es que “el menor llevará a cabo todas las 
actividades del proyecto educativo en los servicios normalizados del entorno, residiendo 
en el centro como domicilio habitual”4018. Estarán orientados a la integración plena del 
menor en el medio social, basándose en los programas de formación y actividades en 
medio abierto. El grado de confianza depositada en el menor es mayor que en las otras 
modalidades de internamiento, por lo que deberá existir una flexibilización de las 
normas de orden y disciplina del centro. Ante la realización de actividades fuera del 
centro, algunos autores han indicado que en los centros de esta clase no existirán 
servicios educativos propios
4019
. A mi juicio, tal previsión debe ser rechazada, debiendo 
contar, los centros de régimen abierto, con una serie de servicios educativos y de apoyo 
para los menores que tienen en él su domicilio habitual. Aunque en principio deben 
estar destinados a que el menor pernocte en ellos, nada impide que las ocho horas de 
permanencia obligatoria puedan cumplirse durante el horario diurno. Aún más, muchos 
menores preferirán pernoctar en sus domicilios familiares y realizar actividades 
educativas supervisadas en los centros abiertos normalizados en la comunidad. No 
entiendo únicamente que ello es fundamental para que los programas educativos 
individualizados se encuentren plenamente integrados en la organización de los centros 
de internamiento
4020
, sino que, además, cubren cualquier situación en la que el menor no 
pudiera de manera efectiva realizar todas las tareas fuera del centro que lo acoge como 
residencia. La finalidad última de todas las medidas de internamiento es la reeducación 
del menor, por lo que todos los centros de cumplimiento deben dar cobertura suficiente, 
en cuanto a medios para su consecución, sin perjuicio de que la resocialización e 
integración de menor -el otro gran objetivo-, se consiga con la participación del mismo 
en otros establecimientos ajenos e integrados en el medio social normalizado. El mismo 
                                                             
4017 Vid. Artículo 26, del RM. 
4018 Cfr. Exposición de Motivos. III.16., de la LORRPM. 
4019 Vid. Circular 1/2007 de la Fiscalía General del Estado… cit.; en este sentido, De Urbano 
Castrillo, E., y De la Rosa Cortina, J. M.: Comentarios a la Ley Orgánica… ob. cit., p. 134; Vid. Cadena 
Serrano, F.A.: “Las medidas…” ob. cit., p. 73. 
4020 Vid. Garrido Genovés, V.: “Los Centros de Menores…” ob. cit., p. 187; Cruz Márquez, B.: La 
medida del internamiento y sus alternativas… ob. cit., p. 45. 














: En los que se encuentran 
internados menores pertenecientes a dos, o a los tres regímenes de internamiento 
posibles. Deberán contar con las instalaciones pertinentes para albergar y diferenciar 
cada uno de los tres regímenes de internamiento y cumplir con sus finalidades 
concretas. La propia naturaleza educativa de los centros de menores dificulta la 
construcción de centros demasiado grandes como para albergar a una población grande 
de menores. Debe procurarse, por tanto, que, a pesar de la variada población que 
albergan, estos centros sean de un tamaño reducido y estén integrados en la comunidad, 
garantizando la efectiva separación de los menores.    
 
Algunas normativas autonómicas han denominado a estos centros, de manera 
genérica, centros residenciales de menores, definiéndolos como “aquellos 
equipamientos creados por la iniciativa pública o privada para facilitar una atención 
especializada a aquellos menores que, por distintas circunstancias socio-familiares, 
necesitan ser separados temporalmente de su núcleo familiar o internados bajo la 
aplicación de medidas judiciales. Los centros deben reproducir las condiciones de vida 
del menor de la forma más cercana a la de una familia normalizada, desde el formato de 
la vivienda hasta su atención integral y compensadora de sus deficiencias”4024. Esta 
diversidad de nomenclaturas responde a la heterogeneidad de las regulaciones de las 
distintas CC.AA. que, en función de sus medios materiales y potestades asumidas, 
denominan de una forma u otra a estos establecimientos, equiparando sus funciones a 
las antiguas instituciones proteccionistas y asistenciales de la LO 4/1992. Insistimos en 
el error de esta equiparación
4025
, que ha sido resuelto por muchas de las normativas 
                                                             
4021 Vid. Defensor del Pueblo: Informe monográfico… loc. cit. 
4022 Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios... 
ob. cit., p. 491. 
4023 Vid. Parés i Galles, R.: “La ejecución…” ob. cit., p. 286. 
4024 Cfr. Decreto 329/2005, de 28 de julio… cit., Artículo 3. Como puede observarse, la normativa 
gallega adolece de una importante diversidad de definiciones para ámbitos de internamiento, a priori, de 
la misma naturaleza, ya que, en ningún momento, se realiza una distinción clara de los mismos. 
4025 En este sentido, Vid. Defensor del Pueblo: Informes, estudios y documentos. Centros de 
protección de menores con trastornos de conducta y en situación de dificultad social, 2009, p. 15; 
asimismo, Montero Hernanz, T.: “La ejecución de las medidas de internamiento de la Ley Orgánica 
5/2000”, en Sáez Hidalgo, I.: Sáez Hidalgo, I. (coord..): Aspectos Jurídicos de la Protección del Menor, 





autonómicas, separando ambos grados de internamiento. Mi propuesta emana de este 
hecho para resolver, con una definición más clarificadora, tanto en la LORRPM como 
en su RM, los centros de cumplimiento de medidas privativas de libertad. De otro 
modo, podría darse la confluencia de menores, internados por su especial situación de 
desamparo o realidad social, conjuntamente con menores infractores de la norma penal. 
 




Tanto la LORRPM como su RM, realizan una distinción entre los centros de 
internamiento usuales y aquellos destinados a “casos en los que los menores, bien por 
razón de su adicción al alcohol o a otras drogas, bien por disfunciones significativas en 
su psiquismo, precisan de un contexto estructurado en el que poder realizar una 
programación terapéutica”4027. 
 
Del mismo modo, también serán internados en este régimen los menores que, 
cuando la Entidad Pública responsable, “en atención al diagnóstico realizado por los 
facultativos correspondientes o a la evolución del menor en el cumplimiento de la 
medida, considere que lo más adecuado es el internamiento en un centro socio-
sanitario” 4028, en cuyo caso lo solicitará al Juez de menores.  
 
Nos encontraríamos, por lo tanto, con un nuevo tipo de centro especial, análogo a 
los que se encuentran regulados en la LOGP
4029
. La característica principal de estos 
centros será su especialización en programas de tratamiento de carácter sanitario y 
educativo
4030
. Tras la reforma de 2006, dentro de esta clase de centros o unidades, debe 
existir una separación de los menores conforme a los tres regímenes de internamiento 
anteriormente mencionados. No deja de sorprender esta previsión, como ya he matizado 
al hablar de la medida de internamiento terapéutico, por cuanto, en analogía con los 
                                                                                                                                                                                  
Junta de Castilla y León, 2001., p. 273; De Urbano Castrillo, E. y De la Rosa Cortina, J.M.: 
Comentarios… ob. cit., p. 453. 
4026 Vid. Decreto 203/2000, de 28 de septiembre… cit., Anexo. Artículo 1.a. párrafo segundo; 
asimismo, Ley 3/1997, de 9 de junio... cit., Artículo 39.2.e.; Ley 7/1994, de 5 de diciembre... cit., Artículo 
31 (actualmente derogado); Ley 12/2008, de 3 de julio de 2008… cit., Artículo 59 y 142.4; Ley 3/2005, de 
18 de febrero... cit., Artículo 78.2. 
4027 Cfr. Exposición de Motivos. III.16., de la LORRPM. 
4028 Cfr. Artículo 27.4., del RM. 
4029 Vid. Almanzán Serrano, A. y Izquierdo Carbonero, J.: Manual... ob. cit., p. 157. 
4030 Vid. Ley 3/1997, de 9 de junio… cit., Artículo 39.e. 





centros penitenciarios terapéuticos de la LOGP, en el caso de los inimputables “al no 
existir penados, no rige el sistema de individualización científica, mediante la 
clasificación en grados, y ello excluye la necesidad del funcionamiento de las Juntas de 
Tratamiento y de los Equipos Técnico”4031. 
 
Una de las críticas más numerosamente ofrecidas por la doctrina ha sido, 
precisamente, la escasez de centros especializados para esta modalidad de 
internamiento
4032
. Este déficit de establecimientos específicos ha determinado que 
muchas de las medidas de internamiento en centro terapéutico se cumplan en las redes 
sanitarias ordinarias, tales como comunidades terapéuticas, centros de día, o unidades 
hospitalarias
4033
. La nueva redacción, establecida en virtud de la LO 8/2006, ha 
agravado esta situación, puesto que al incluir como posible en el cumplimiento de estas 
medidas los tres regímenes de internamiento, reclama una mayor especialización de los 
centros, y, por consiguiente, el destino de mayor número de recursos materiales para el 
cumplimiento de la normativa. Uniéndome a las palabras de Abel Souto, que con 
claridad meridiana lo ha expuesto, “ya es hora de que se salven escollos presupuestarios 
y, según las Directrices de Riad, se destinen fondos suficientes para proporcionar, de 
una vez por todas, instalaciones y personal”4034 adecuado para esta clase de 
internamiento en particular, y para la mejora de las instalaciones y centros de menores 
en general. 
 
Lo cierto es que dentro de la normativa penal de menores, ni la LORRPM ni el 
RM establecen verdaderamente una distinción acusada de tales establecimientos, ni 
tampoco unas características comunes a todos ellos
4035
. La escasa precisión de la 
legislación acerca de estos centros puede resultar en una carencia de servicios dentro de 
                                                             
4031 Cfr. Fernández Arévalo, L.: “Hospitales psiquiátricos…” ob. cit., p. 254. 
4032 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal… 4ª Ed., ob. cit., p. 209; Díaz-Maroto y 
Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… ob. cit., p. 141; Martínez 
González, Mª. I.: “Título II…” ob. cit., p. 117; la problemática de estos centros lleva siendo denunciada 
por la doctrina desde antes de la entrada en vigor de la LORRPM, pues ya se daba esta situación con la 
anterior regulación. Como ejemplo de ello, Vid. Zamorano Aguirre, P.: “Medidas aplicables…” ob. cit., p. 
218; Defensor del Pueblo: Informe monográfico… ob. cit., p. 525; Informe anual… cit., 2004, p. 168; 
Informe anual… cit., I, p. 146. 
4033 Cfr. Ley 1/1998, de 20 de Abril… cit., Artículo 49. 
4034 Cfr. Abel Souto, M.: “Internamientos…” ob. cit., p. 99. 
4035 Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… 
ob. cit., p. 492. 





los mismos, o una falta de especificación de su organización destinada a menores 
infractores. 
 
En todo caso, estos centros debieran contar con especialistas médicos, psicólogos 
y psiquiatras especializados en la atención efectiva del menor internado, 
desarrollándose así, en los mismos, “programas de tratamiento de la problemática objeto 
del internamiento, con las pautas socio-sanitarias recomendadas y, en su caso, los 
controles para garantizar el seguimiento, que formará parte del programa 
individualizado de ejecución de la medida que elabore la entidad pública”4036. 
 
5.3.2. Por la ubicación de los centros. 
 
A. Centros integrados en la Comunidad. 
 
Son aquellos centros en los que los menores infractores cumplen medidas de 
régimen abierto y se encuentran cercanos o incluidos en zonas pobladas de la 
comunidad
4037
. Normalmente, deberían entrar dentro de esta consideración la mayor 
parte de los centros de internamiento de menores, por cuanto es deseable la integración 
del menor en el entorno social, además de un menor impacto psicológico del encierro. 
Los centros de cumplimiento de medidas de internamiento de régimen abierto, se 
encontrarán integrados en los núcleos sociales. 
 
B. Centros no integrados en la Comunidad. 
 
Centros más alejados del núcleo social central, y destinados a medidas de 
internamiento en régimen cerrado o específico. En la inteligencia de que toda medida de 
internamiento de menores conlleva una finalidad resocializadora y de especial énfasis 
en la prevención especial, entiendo que ningún centro de cumplimiento debe estar 
                                                             
4036 Vid. Exposición de motivos. III.16., de la LORRPM. 
4037 Vid. Ley 6/1995, de 21 de marzo, de aplicación de las medidas judiciales sobre menores 
infractores. Artículo 7.2, en la que se exponía la distinción entre “centros integrados en el ámbito de 
protección” (actualmente derogada); en el mismo sentido, Vid. Resolución del 24 de noviembre de 2004, 
de la Consejería de Vivienda y Bienestar social, por la que se aprueba el proyecto marco de los centros 
de día para menores de la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias. Anexo. Ubicación en el 
territorio.; al respecto, Vid. Montero Hernanz, T.: Justicia Penal Juvenil en España: legislación… ob. cit., 
p. 494. 





alejado del medio social. Desgraciadamente, esa no parece ser la realidad práctica, 
siendo cada vez más los centros de menores que se encuentran alejados de los núcleos 
urbanos. Muchos de ellos, además, han sido construidos a la sombra de los centros 
penitenciarios de adultos, como si de un anexo se tratara, algo que va totalmente en 
contra de la finalidad de los centros de reforma para menores infractores. 
 






Centros destinados al cumplimiento del régimen semiabierto, o abierto, que tienen 
por objetivo el desarrollo de hábitos de convivencia en el menor infractor, actividades 
rehabilitadoras y apoyo psicosocial, en relación supervisada con el medio donde esté 
ubicado. 
 




Se trata de establecimientos independientes o integrados en otros equipamientos 
residenciales (residencias, centros con hogares, centros de reeducación, centros de 
atención específica), que tienen como principal objetivo ofrecer al menor actividades 
específicas de contenido educativo, con la finalidad de satisfacer necesidades concretas 
del mismo percibidas como limitadoras para su desarrollo integral. No se trata de 
centros de internamiento, por lo que su carácter es de tipo protector o asistencial. 
Cuentan con talleres formativos para menores que, tras terminar la escolaridad 
obligatoria, necesitan formarse para su futura incorporación al mundo laboral. Ofrecen 
una asistencia orientada al desarrollo de la autonomía personal y a la adquisición de las 
habilidades necesarias para su incorporación al mundo laboral, compensando sus 
                                                             
4038 Cfr. Ley 6/1995 de 21 de Marzo de 1995... cit., Artículo 7.4 (actualmente derogada). 
4039 Vid. Orden de 16 de octubre de 2002, por la que se regula la colaboración con entidades 
privadas para el desarrollo de programas y recursos de apoyo a la ejecución de medidas judiciales 
alternativas a las privativas de libertad sobre menores infractores de la Comunidad autónoma de 
Andalucía. Artículo 2.d.; Vid., asimismo, Decreto 329/2005, de 28 de julio... cit., Artículo 8. 














Se trata de un sistema ajeno alternativo al internamiento, de carácter protector, 
que ofrecerá al menor un ambiente familiar en el que convivirá durante el tiempo que 
dure la medida judicial, garantizando al menor una atención intensa, global e 
individualizada, en un ambiente estructurado similar al familiar y dentro del contexto 
social normalizado. 
 




Se trata de establecimientos, análogos a sus homónimos de la legislación 
penitenciaria, que recibirán a los menores en el cumplimiento de la medida de asistencia 
a centro de día. Tienen como objetivo proporcionar al menor un ambiente estructurado 
durante buena parte del día, constituyéndose en el espacio de referencia para el menor y 
en el que se realizarán actividades de apoyo, educativas, formativas, laborales y de 
ocio
4043
. Se trata de centros plenamente integrados en la comunidad, donde se realizan 
actividades educativas de apoyo a su competencia social
4044
. En el RM se afirma que 
“tendrán la condición de centro de día los recursos incluidos en la red de servicios 
sociales de cada comunidad autónoma, siempre que se encuentren plenamente 
                                                             
4040 Vid. Decreto 329/2005, de 28 de julio... cit., Artículo 18.1. 
4041 Vid. Orden de 16 de octubre de 2002... cit., Artículo 2.e. 
4042 Vid. Orden de 16 de octubre de 2002... cit., Artículo 2.c.; Resolución de 24 de noviembre de 
2004… cit., que dispone: “teniendo en cuenta su definición, el centro de día constituye un soporte que 
permite el desarrollo de acciones preventivas y aplicación de medidas de apoyo a través de actividades 
programadas dirigidas a los menores y a sus padres o guardadores. Por su definición también posibilita 
que se ejecuten las medidas judiciales acordadas con menores de asistencia a centro de día y es un recurso 
válido a aplicar en los programas de libertad vigilada y tareas socioeducativas”; Decreto 37/2004, de 1 de 
abril, por el que se regulan los requisitos mínimos y específicos de autorización para la apertura y 
funcionamiento de centros destinada a la atención de los menores con medidas o actuaciones de 
protección de la Comunidad Autónoma de Castilla León. Artículo 5.1.g. y Disposición Adicional; 
Decreto 329/2005, de 28 de julio… cit., Artículo 8; Orden, de 19 de junio de 2003, de la Conselleria de 
Bienestar Social, por la que se regula la tipología y condiciones materiales y de funcionamiento de los 
Centros de Protección de Menores en la Comunidad Autónoma de Valencia. Artículo 12.1. 
4043 Vid. San Martín Larrinoa, Mª.B.: “Experiencias prácticas…” ob. cit., p. 117. 
4044 Cfr. Exposición de motivos, III.17., de la LORRPM. 





integrados en la comunidad y sean adecuados a la finalidad de la medida”4045, cuestión 
ésta muy sujeta a objeciones, por cuanto posibilita la utilización de centros no 
especializados. 
 
Su finalidad en muchas ocasiones es meramente asistencial, compartiendo uso de 
estas instalaciones los menores infractores y aquellos en situación de riesgo, desamparo 
o conflicto social, una serie de servicios de apoyo socioeducativo y familiar. Pueden 
funcionar como centros específicos de atención de día o como unidades de atención de 
día, integradas en centros residenciales de menores
4046
, con el objeto de favorecer un 
proceso de normalización de cara al medio social. 
 
La mayor parte de las normativas autonómicas conceden unas características 
comunes a estos centros. Una síntesis de las mismas sería la siguiente selección: 
 
a) Desarrollo de actuaciones orientadas a la integración social de menor. 
b) Colaboración con las familias para mejorar la atención a los menores. 
c) Desarrollo de proyectos socio-educativos. 
d) Fomento de la asistencia y uso de otros recursos de ocio y culturales. 
e) Promoción de un ambiente de respeto y estructurado que intente compensar las 
carencias del entorno familiar. 
f) Coordinación con las instituciones en la vida de los menores y sus familias para 
impulsar criterios comunes de actuación. 
 
Del mismo modo que ocurría en el caso de los centros de internamiento de 
carácter terapéutico, existe una denuncia por parte de la doctrina y de los organismos 
públicos acerca de la escasez de recursos que suelen adolecer las CC.AA. para la 
creación de estos centros. Un ejemplo de ello, son las palabras de San Martín Larrinoa, 
que se pronunciaba sobre este asunto, indicando que, “en la práctica, existe una gran 
carencia de centros de día donde cumplir medidas judiciales. Cuando existen, 
frecuentemente no cuentan con suficientes recursos como para abordar las necesidades 
                                                             
4045 Cfr. Artículo 17.3., de la RM. 
4046 Vid. Decreto 329/2005, de 28 de julio... cit., Artículo 19.1. 





educativas, formativas, laborales o de ocio que requiere el menor al que le ha sido 
impuesta tal medida judicial”4047. 
 
Resulta especialmente ilustrativo que algunas regulaciones, como la de la 
Comunidad Valenciana, en este marco de déficit de centros,  hayan dividido los centros 




a) Centros de día de apoyo convivencial y educativo: especializados en que el 
menor se integre en el medio social y en la formación en habilidades sociales. 
 
b) Centros de día de inserción sociolaboral: orientados a la formación laboral con 
talleres y cursos. 
 




En este caso, la clasificación es bastante dudosa, ya que no existe una verdadera 
mención en el RM o la LORRPM a esta clase de centros. Sin embargo, encontramos en 
el art. 33.2 del RM el siguiente enunciado: “Los menores que por cualquier 
circunstancia personal requieran de una protección especial estarán separados de 
aquellos que les puedan poner en situación de riesgo o de peligro mediante su traslado 
bien a otro módulo del mismo centro, bien a otro centro, previa autorización del Juez 
de menores en este último caso”. En la práctica, los centros de atención específica son 
aquellos a los que se dirige el cumplimiento de las medidas de tratamiento ambulatorio, 
en la mayor parte de los casos, cuando éstas no son derivadas a la red de sanidad 
ordinaria de la CC.AA.  
 
                                                             
4047 Cfr. San Martín Larrinoa, Mª.B.: “Experiencias prácticas…” ob. cit., p. 116. 
4048 Vid. Orden, de 19 de junio de 2003... cit., Artículo 12.2. 
4049 Vid. Decreto 203/2000, de 28 de septiembre... cit., Anexo. Artículo 1.b.; se establece en esta 
normativa una clasificación en dos áreas diferenciadas, una para medidas privativas de libertad, y otra de 
protección, estos últimos se dividirán a su vez según la normativa en: “Unidades de Educación Especial 
para menores protegidos con alteraciones graves de conducta, compuesta por hogares. Unidades para la 
atención inmediata en Régimen Especial, en el ámbito de la protección para menores que presentan 
problemas de socialización, inadaptación o desajuste social en un grado tal que supongan un riesgo 
evidente de daños o de perjuicios graves a sí mismos o a terceros”. 





Se definen como centros abiertos en los que se realiza una atención educativa 
especializada o tratamiento específico dirigido a menores sujetos a medidas judiciales 
que padezcan anomalías o alteraciones psíquicas, un estado de dependencia de bebidas 
alcohólicas, drogas tóxicas o sustancias psicotrópicas, o alteraciones en la percepción 








El art. 45.3 de la LORRPM indica la posibilidad de que las CC.AA., dentro de su 
ámbito de competencias en materia de responsabilidad de menores, pudieran establecer 
convenios con entidades privadas para que se encarguen de la gestión de los centros de 
internamiento de menores.  
 
En base a este criterio, según Montero Hernanz, pueden establecerse dos grandes 
tipologías, que hemos englobado en una única categoría bajo la rúbrica conjunta de 
“titularidad y gestión”, puesto que, como el mismo autor sostiene, ambas son 
“complementarias”4052. 
 




De carácter público cuando su titular sea la propia Administración Pública; y 
privados, cuando su titular sea una entidad colaboradora reconocida por la 
administración pública correspondiente
4054
. La terminología en las distintas 
                                                             
4050 Cfr. Decreto 329/2005, de 28 de julio... cit., Artículos 8 y 15.1. 
4051  Vid. Montero Hernanz, T.: “La justicia penal juvenil en España: modelos de gestión…” ob. 
cit., versión online s/n. 
4052 Cfr. Montero Hernanz, T.: “La justicia penal juvenil en España: modelos…” ob. cit., versión 
online s/n. 
4053 Vid. Resolución de 24 de noviembre de 2004... cit., Titularidad; Decreto 36/2002, de 8 de 
abril, por el que se aprueba el reglamento de organización y funcionamiento de los centros para la 
ejecución de medidas de internamiento de menores y jóvenes infractores dictadas por los Juzgados de 
Menores de la Comunidad Autónoma de las Islas Canarias. Disposición adicional Cuarta. Modificación 
del Reglamento de organización y funcionamiento de los centros de atención a menores en el ámbito de 
la Comunidad Autónoma de Canarias, aprobado por Decreto 40/2000, de 15 de marzo. Artículo 3.1; 
asimismo, Ley 3/1999, de 31 de marzo del menor de Castilla la Mancha. Artículo 68.2; Ley 3/1995, de 21 
de marzo, de la infancia de la Región de Murcia. Artículo 43.2 y 3; Ley 1/2006, de 28 de febrero, de 
protección de menores de la Rioja. Artículo 89.1 
4054 Cfr. Decreto 36/2002, de 8 abril... cit., Artículo 3.1; Ley 3/2005, de 18 de febrero... cit., 
Artículo 78.3.; Decreto 80/2009, de 21 de abril… cit., Artículo 2.1. 





legislaciones autonómicas difiere en algunos puntos, haciéndose referencia a centros 
propios
4055
 y centros colaboradores
4056
; en este sentido, cuando el titular es la 
Administración de la CC.AA. se tratará de un establecimiento propio de la misma, y 
colaboradores cuando su titular es una institución pública o privada que mantiene 




La posibilidad de gestión privada se apoya en la clausula establecida por el art. 
45.3 de la LORRPM, según la cual las CC.AA. en sus competencias de gestión de la 
ejecución penal “podrán establecer los convenios o acuerdos de colaboración 
necesarios con otras entidades, bien sean públicas, de la Administración del Estado, 
Local o de otras Comunidades Autónomas, o privadas sin ánimo de lucro”. A pesar de 
que el artículo indica que la gestión privada de la ejecución de las medidas no trasferirá 
la titularidad de la gestión, ni la responsabilidad pública de la misma, lo cierto es que 
esta previsión ha abierto la puerta al proceso de privatización en nuestro sistema penal 
de menores. 
 
No fue, ni mucho menos, esta la intención inicial del legislador. Félix Pantoja 
García, quien participó en la elaboración del proyecto de la LORRPM, ha declarado en 
varias ocasiones que tal disposición fue incluida “para que algunas asociaciones de 
barrio colaboraran en medidas como los trabajos en beneficio de la comunidad o la 
libertad vigilada, pero no imaginamos que se iba a utilizar para delegar la ejecución de 
la privación de libertad”4058. La falta de recursos estatales ha derivado en una 
                                                             
4055 Vid. Ley 12/2001, de 2 de julio… cit., Artículo 81.1.; Decreto 40/2006, de 4 de mayo, por el 
que se aprueba el Reglamento de organización y funcionamiento de los centros específicos para la 
ejecución de medidas privativas de libertad de menores y jóvenes infractores del Principado de Asturias. 
Artículo 2.4; Ley 3/1999, de 31 de marzo... cit., Artículo 72.1; Ley 14/2002, de 25 de julio, de promoción, 
atención y protección a la infancia en Castilla León. Artículo 119.1; Ley 27/2001, de 31 de diciembre, de 
justicia juvenil de la Comunidad Autónoma de Cataluña. Artículo 17.4; Artículo 2.3, del Decreto 
181/2010, de 27 de agosto… cit. 
4056 Vid. Artículo 2.3, del Decreto 40/2006, de 4 de mayo... cit.; Artículo 2.4, del Decreto 
181/2010, de 27 de agosto… cit. 
4057 Vid. Artículo 17.4, de la Ley 27/2001, de 31 de diciembre... cit.,  
4058 Estas declaraciones pueden ser encontradas en el artículo “Creciente privatización de los 
centros de internamiento de menores” publicado el 26 de septiembre 2010, y disponible online en: 
http://www.prouracisme.org/modules.php?name=News&file=article&sid=895 (30/11/2010). También 
fueron pronunciadas por el Fiscal, en las XV Encuentro del Anuario de la Facultad de Derecho de la 
UAM: “El menor ante el Derecho en el s. XXI”, en la mesa redonda “Los centros de internamiento de 
menores”, celebrada el 26 de noviembre de 2010, en la que también participaron Andrés Jiménez 
Rodríguez, asesor y responsable del Área de Seguridad y Justicia del Defensor del Pueblo, y la abogada 
Patricia Fernández Vicens. 





privatización del sector penal de menores, cuando en realidad la pretensión inicial de los 
redactores de la LORRPM fue el impulso y fomento de la prevención especial ante del 
delito infantil y juvenil; en este caso, a través de los agentes sociales. 
 
B. Centros de gestión pública, privada o mixta. 
 
Los centros de gestión pública se caracterizan porque su dirección y los servicios 
que se prestan en ellos se llevan a cabo a través de personal dependiente de la 
administración de la CC.AA. correspondiente. Los centros de gestión privada son 
aquellos en los que, tanto la dirección como los servicios que se prestan a los menores, 
son gestionados y ejecutados por personal que no depende de la administración. Pueden 
ser tanto de titularidad pública como privada. 
 
Por último, los Centros de gestión mixta, serían aquellos en los que la dirección 
corresponde a personal funcionario o contratado por la Administración, mientras que los 
servicios a los menores se llevan a cabo, total o parcialmente, por personal privado, que 
no depende de ella. En este modelo de gestión mixta se hallan centros que estarían más 
cerca del modelo público, reservándose más competencias la Administración, y otros 
más próximos al modelo de gestión privada. También encontramos en la norma 
autonómica distintas denominaciones para esta clasificación, como la de “propios y 
concertados con otras entidades”; estos últimos, son aquellos con respecto a los cuales 





En ocasiones, estos centros concertados ven limitado su plan de actuación por la 
normativa de la CC.AA., como es el caso de Cataluña, donde las entidades 




Ciertamente, la gestión privada integral de los establecimientos para menores 
infractores supone una novedad con respecto a la legislación penitenciaria en nuestro 
                                                             
4059 Vid. Artículo 1, de la Orden de 16 de octubre de 2002... cit.; Artículo 18.1, del Decreto 
40/2006, de 4 de mayo… cit.,; asimismo, Disposición adicional Segunda del Decreto 36/2002, de 8 de 
abril... cit.,. 
4060 Vid. Artículo 17.5, de la Ley 27/2001, de 31 de diciembre... cit.,  





país. Tal y como ha resaltado claramente en su obra sobre las prisiones privadas Sanz 
Delgado, nuestro ordenamiento penitenciario ya había abierto una pequeña puerta a la 
colaboración con entidades privadas para la consecución de algunos fines, tales como la 
construcción de los establecimientos penitenciarios, la colaboración con empresas 
externas a la Administración respecto al trabajo penitenciario, gestión de determinados 
servicios de cafetería, economato y cocina en los establecimientos penitenciarios
4061
, 
delegación de actividades en cuestiones de Asistencia Social, establecimientos de 
régimen abierto como las unidades independientes; y, por último, la presencia de 
entidades privadas en algunos de los servicios que se ofrecen dentro de los 




No obstante, como refleja el mismo autor “los modos de intervención se 
distancian de fenómenos foráneos, pues excluyen ex lege cualesquiera posibilidades de 
dirección o administración de los cometidos que integran el núcleo de la función 
penitenciaria, quedando, en cualquier caso, las actividades, en tales entornos públicos, 
incluso en los tramos más independizados, bajo el control último de la Administración 
penitenciaria estatal”4063. No ocurre del mismo modo con nuestros centros para menores 
infractores, donde es posible incluso la dirección privada y la administración de todos 
los servicios por parte de la entidad privada. La LORRPM lo permite, en su artículo 
45.3, si bien, indica que tal cesión de competencias o colaboraciones con estas entidades 
se establecerá “bajo su directa supervisión, sin que ello suponga en ningún caso la 
cesión de la titularidad y responsabilidad derivada de dicha ejecución”. 
 
Sin duda alguna, la privatización, tanto de los centros penitenciarios de adultos 
como de los centros de internamiento de menores, tiene un alcance que va más allá de 
cuestiones meramente económicas, tales como la delegación de la autoridad coercitiva a 
entidades privadas, o la protección constitucional de las garantías hacia los derechos 
fundamentales de los internos
4064
. Es por ello, que deben existir filtros
4065
 a esta 
                                                             
4061 Vid. Artículo 300, del Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero de 1996… cit.,  
4062 Sobre la gestión privada de estos servicios y la incidencia del sector privado en nuestro 
ordenamiento penitenciario, Vid. Sanz Delgado, E.: Las prisiones privadas… ob. cit., p. 209 y ss. 
4063 Cfr. Sanz Delgado, E.: Las prisiones privadas… ob. cit., pp. 208 y 209. 
4064 Vid. Sanz Delgado, E.: Las prisiones privadas... ob. cit., pp. 255 y 256. 
4065 Vid. Sanz Delgado, E.: “Los límites de la participación privada en el ámbito penitenciario”, en 
Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, Año LI, Tomo LII, Fascículo único, Madrid, 2003, p. 387. 





transferencia: la inexistencia de ánimo de lucro y la supervisión de las Administraciones 
públicas de estas entidades. 
 
El verdadero Talón de Aquiles de la incursión privada en el mundo penitenciario 
de menores, es la posible despreocupación de la Administración en aquellos casos, 
sobre todo en los internamientos más restrictivos, en los que precisamente debería 
encontrarse más presente para garantizar el interés del menor. La exigencia de que estas 
entidades actúen sin ánimo de lucro, en muchas ocasiones puede admitirse como 
ejemplos de cierta ingenuidad por parte del Estado, puesto que sin el aliciente de las 
pertinentes inversiones y beneficios, el interés de las mismas en las instituciones puede 
verse truncado
4066
, abandonando así la mejora de las instalaciones.  
 
Entre las pretendidas ventajas de esta posible gestión privada puede encontrarse la 
mayor cualificación del personal del centro que en ocasiones, suple la falta de 
incentivación de los empleados de la gestión pública. No obstante, esta perspectiva 
contrasta con la realidad privatizadora en otras latitudes, donde la preparación del 
personal se ha comprobado insuficiente en estas labores, por cuanto se escogía por las 
empresas gestoras del centro a personas de menor cualificación –simplemente 
incorporando vigilantes de seguridad, útiles en tales cuestiones pero con déficits en la 
actividad tratamental-, por cuestiones económico-laborales, esto es, evitando las 
exigencias sindicales relativas a la cualificación profesional, y haciendo uso de criterios 
empresariales básicos como el de menor preparación menores salarios. 
 
Cuestión importante es, también, la repercusión del llamado “simbolismo” de la 
ejecución de las medidas
4067
 y penas privativas de libertad por parte de estos entes 
privados. En efecto, que los medios de coerción dentro de los centros penitenciarios o 
de internamiento sean impartidos por los servicios privados en lugar de por funcionarios 
de las Administraciones públicas, puede ofrecer una relajación del trato de respeto y de 
la percepción de los internos, además de que supone una imagen distorsionada acerca de 
                                                             
4066 Vid. Sola Reche, E. y Serrano Solís, M.: “Presente y futuro…” ob. cit., p. 19. 
4067 Vid. Sanz Delgado, E.: Las prisiones privadas… ob. cit., p. 256 y ss.; el mismo: “la 
privatización en el sistema penitenciario: viejos remedios e insatisfactorias soluciones”, en La Ley Penal, 
Año VI, Número 56, Editorial La Ley, enero, Madrid, 2009, pp. 20 a 25. 





los recursos que el Estado destina a los propios menores infractores, dejando su gestión 
y los establecimientos que los acogen en manos de empresas privadas.  
 
Y aún más, queda por discutir un elemento fundamental en el caso de la gestión 
privada o pública de los centros donde se ejecutan las medidas privativas de libertad 
para menores: ¿Quién dicta la moralidad e idiosincrasia de los centros de reforma? La 
sentencia penal comporta algo más que la autoridad judicial que hace posible el 
encarcelamiento, pues también “transmite una aseveración simbólica que interpreta y 
comprende un amplio público (o públicos) fuera del tribunal”4068, la gestión privada 
puede debilitar este fondo de garantía, esta confianza en el poder sancionador del 
Estado, pues deja en manos de particulares su ejecución. Debe tenerse en cuenta que la 
medida de internamiento se encuentra intrínsecamente unida a una finalidad educativa 
de especial intensidad, que necesariamente se hará efectiva durante su ejecución. 
Mientras que nuestro sistema de educación pública forma se encuentra unificado con los 
valores constitucionales propios de un sistema plural y democrático, la educación 
privada puede contener importantes sesgos con los que los propios menores, o aquellos 
que ostentan la patria potestad de los mismos, pueden encontrar enfrentados a sus 
creencias e ideologías. 
 
A modo de conclusión, y parafraseando a Sanz Delgado, en materia de delegación 
de gestión de centros de menores a empresas, las exigencias anteriormente vistas 
denotan “cierta cavilosidad o actitud preventiva del legislador”4069; y, no en vano, por 
cuanto la gestión de estos centros en manos privadas en muchas ocasiones no demuestra 
la eficacia en términos de resocialización que debiera revestir la privación de libertad, 
puesto que se encuentra sometida, por esta gestión privada, a otros estudios de eficacia, 
en este caso, empresarial y económica
4070
. El dislate entre la pretensión legal y la 
pretensión personal o societaria real nos permite pues referirnos a entidades sin ánimo 
de lucro versus entidades sinónimo de lucro
4071
. 
                                                             
4068 Cfr. Garland, D.: Castigo y sociedad moderna. Un estudio de teoría social. 2ª Ed. española. 
Siglo Veintiuno Editores, Oxford, 2006, p. 297. 
4069 Cfr. Sanz Delgado, E.: “La privatización en el sistema penitenciario…” ob. cit., p. 26. 
4070 Vid. Sanz Delgado, E.: Las prisiones privadas… ob. cit., 281. 
4071 Al respecto, Vid., la noticia escrita por la Secretaria de Política Social de UGT, Sánchez de la 
Coba, A.: “Centros de menores, un negocio en alza”, en www.nuevatribuna.es (21/10/2009); o la 













En principio, entran dentro de esta clasificación aquellos departamentos o 
establecimientos que acogen a los menores a los que se ha impuesto una medida 
cautelar de internamiento
4074
. Serían el equivalente en el ordenamiento penal de 
menores a los módulos o unidades de preventivos de la legislación penitenciaria, y 
básicamente, se acogerían a los mismos postulados: presunción de inocencia, 
internamiento por riesgo de fuga o grandes indicios de la comisión de la infracción, etc.  
 
En la práctica, muchas de las normativas autonómicas utilizan los mismos centros 
de internamiento donde se cumplen las medidas en régimen cerrado, semiabierto y 
abierto para dar cobijo a los menores internados preventivamente, sin una verdadera 




No deben ser confundidos con los centros de prevención, donde se ingresa a los 
menores, con carácter asistencial con programas tendentes a evitar posibles situaciones 
de riesgo o desamparo, así como a corregir las carencias que dificultan el desarrollo 
normal de los menores en dicha situación. 
 




Aquellos que atienden a menores en grave riesgo, o cualquier otra causa que exija 
una intervención inmediata para evitar que su situación de desamparo revierta en una 
prematura carrera delictual
4077
. Suelen ser centros de acogida para menores sumidos en 
una situación de pobreza, dedicados especialmente a acoger, educar y atender, con 
                                                                                                                                                                                  
Redacción del Periódico Digital Diagonal, de 19 de febrero de 2009, escrita por Elurdoy, P.: “El 
lucrativo negocio de los centros de menores”, en www.diagonalperiodico.net (19/02/2009). 
4072 Cfr. Artículo 3.2.a y b, del Decreto 36/2002, de 8 de abril... cit.; Artículo 5.1, del Decreto 
37/2004, de 1 de abril… cit.,  
4073 Vid. Articulo 71, de la Ley 6/1995, de 28 de marzo... cit. 
4074 Vid. Disposición adicional Cuarta. Artículo 3.2.a., del Decreto 36/2002, de 8 de abril... cit.,  
4075 Vid. Anexo. Artículo 9.2., del Decreto 203/2000, de 28 de septiembre… cit.,  
4076 Vid. Artículo 5.1, del Decreto 37/2004, de 1 de abril... cit.; Artículo 10, de la Orden, de 19 de 
junio de 2003... cit.; Artículo 112, de la Ley 12/2008, de 3 de julio de 2008... cit. 
4077 Vid. Artículo 3.1.b., y Disposición adicional Cuarta, del Decreto 36/2002, de 8 de abril... cit.,  





carácter temporal, a aquellos menores en situación de desprotección social
4078
. No se 
encuentran entre los regulados por la LORRPM para las medidas de internamiento 
privativas de libertad. No obstante, debido a la falta de recursos e infraestructuras estos 
centros son utilizados en ocasiones como centros de día para las últimas etapas de 
internamiento del menor. 
 
Su tipología es muy extensa en cuanto a clasificación y denominación, así 
podemos encontrar los siguientes tipos entre las normativas de las CC.AA.: 
 
a) Hogares de acogida
4079
, Centros de recepción
4080
 y Casas de primera 
acogida
4081
: Son establecimientos residenciales, normalmente con un número de plazas 
pequeño o limitado, destinados a acoger temporalmente a menores en situaciones de 
urgencia en los casos en que se vean privados de su domicilio debido a situaciones 
extremas causadas por problemas familiares, malos tratos, abandono y otros supuestos 
análogos. 
 
b) Unidades de acogida
4082
: departamento integrado en un centro, normalmente 
dependiente administrativamente de este. Normalmente se utiliza para una separación 
de los menores por características, circunstancias, etc. 
 
c) Residencias de acogida
4083
: con las mismas funciones normalmente que un 
hogar o casa de acogida, pero con una capacidad de plazas mayor. 
 
d) Residencia de protección
4084
: normalmente las residencias de protección 
cumplen funciones similares a las de acogida, pero tienen una vocación de mayor 
permanencia del menor en ellas. 
 
                                                             
4078 Vid. Artículo 8, de la Orden, de 19 de junio de 2003... cit.  
4079 Vid. Artículos 5.1 y 6.d., del Decreto 37/2004, de 1 de abril… cit. 
4080 Vid. Artículo 113, de la Ley 12/2008, de 3 de julio de 2008… cit. 
4081 Vid. Artículo 8 y 9.1, del Decreto 329/2005, de 28 de julio… cit.; asimismo, Artículo 18, de la 
Orden, de 19 de junio de 2003… cit.,  
4082 Vid. Artículos 5.1 y 6.c y d, del Decreto 37/2004, de 1 de abril… cit. 
4083 Vid. Artículos 5.1 y 6.b y d., del Decreto 37/2004, de 1 de abril… cit. 
4084 Vid. Artículos 5.1 y 6.e., del Decreto 37/2004, de 1 de abril… cit. 







 o Centros con hogares
4086
. Son centros con hogares 
aquellos establecimientos residenciales, parecidos a viviendas normales, distribuidos en 
unidades de convivencia que permitan la adecuación de los espacios y ritmos de vida 




 o Viviendas tuteladas de transición a la vida 
autónoma
4088
: aquellas instalados en viviendas normalizadas dirigidos a menores 
próximos a cumplir la mayoría de edad que, debido a su situación socio-familiar, 
necesitan apoyos para alcanzar su autonomía definitiva, funcionando en régimen de 
autogestión bajo supervisión técnica de los educadores. 
 
g) Centros de día
4089
 y Unidades de día (Véase supra epígrafe sobre centros y 
unidades de día). 
 
h) Hogares de socialización
4090
: destinados a menores con graves problemas de 
socialización o inadaptación para la vida en la comunidad. 
 
i) Unidades de socialización
4091
: del mismo carácter y condiciones que los 
hogares de socialización, pero integrados en un centro de menores. 
 
j) Residencias de menores
4092
 o Residencias para la socialización
4093
: Son 
residencias de menores los establecimientos de carácter asistencial y educativo, con una 




: de plazas más limitadas o reducidas, instalados en 
viviendas normalizadas. 
                                                             
4085 Vid. Artículos 5.1 y 6.f., del Decreto 37/2004, de 1 de abril… cit. 
4086 Vid. Artículos 8 y 13.1, del Decreto 329/2005, de 28 de julio... cit. 
4087 Vid. Artículos 5.1 y 6.g., del Decreto 37/2004, de 1 de abril… cit. 
4088 Vid. Artículos 8, 16.1 y 18.1, del Decreto 329/2005, de 28 de julio... cit. 
4089 Vid. Artículos 5.1 y 6.h., del Decreto 37/2004, de 1 de abril… cit. 
4090 Vid. Artículos 5.1 y 6.i., del Decreto 37/2004, de 1 de abril… cit. 
4091 Vid. Artículos 5.1 y 6.i, del  Decreto 37/2004, de 1 de abril… cit. 
4092 Vid. Artículos 8 y 12.1, del Decreto 329/2005, de 28 de julio… cit. 
4093 Vid. Artículos 5.1 y 6.i., del Decreto 37/2004, de 1 de abril… cit. 
4094 Vid. Artículos 8 y 11.1, del Decreto 329/2005, de 28 de julio… cit.,  





l) Casas de familia
4095
: Son equipamientos residenciales destinados a menores, 
con unas dimensiones reducidas e instalados en viviendas normalizadas, plenamente 
integradas en la comunidad y con una capacidad reducida de plazas. 
 
ll) Centros de atención a la Infancia
4096
:  
1. Escuelas infantiles 
2. Puntos de atención a la primera infancia  




: núcleos de convivencia para niños y adolescentes con 
un número variable de responsables a cargo, de acuerdo con la edad y número de 
menores. 
 
5.3.6. Especial mención a los párrafos segundo y tercero del Artículo 54.1. 
 
Debemos detenernos dentro de la clasificación de los centros de internamiento de 
menores en la nueva redacción que la LO 8/2006 ha introducido en el número primero 
del artículo 54 de la LORRPM, puesto que su concreción es especialmente relevante 
para nuestro estudio de los centros de internamiento. 
 
La LO 7/2000, de 22 de diciembre, que reformaba la LORRPM, introdujo en su 
Disposición Adicional Cuarta, las siguientes consideraciones: 
 
“La ejecución de la detención preventiva, de las medidas cautelares de internamiento o de las 
medidas impuestas en la sentencia se llevarán a cabo en los establecimientos y con el control del 
personal especializado que el Gobierno ponga a su disposición de la Audiencia Nacional, en su caso, 
mediante convenio con las Comunidades Autónomas. La ejecución de las medidas impuestas por el Juez 
Central de Menores o por la Sala correspondiente de la Audiencia Nacional será preferentemente sobre 
las impuestas, en su caso, por otros Jueces o Salas de Menores” 4098. 
 
                                                             
4095 Vid. Artículos 8 y 10, del Decreto 329/2005, de 28 de julio… cit.,  
4096 Vid. Decreto 54/2002, de 16 de mayor, por el que se fijan los precios públicos de los centros 
de menores dependientes de la dirección general de acción social. Artículo 1.2 
4097 Vid. Orden, de 19 de junio de 2003… cit., Artículo 23 
4098 Vid. Disposición Adicional Cuarta, apartados d. y e. de la LO 7/2000. 





Ciertamente, las motivaciones del legislador para introducir esta cláusula se deben 
a la política criminal específica en la lucha contra los delitos de terrorismo. Como 
resultado de esta tendencia, se introduce una excepción a la gestión de los centros de 
internamiento por parte de las CC.AA. ya que estos menores serán destinados a otros 
establecimientos diferentes a los del régimen general
4099
. La Disposición Adicional, 
ahora derogada, fue traspasada a la redacción del artículo 54.1 por las reformas 
introducidas en la LO 8/2006, consagrando, así, una política de distinción para esta 
clase de menores infractores. 
 
Además de ello, en tales centros existirá una preferencia
4100
 para el ingreso de 
menores que hayan cometido infracciones relacionadas con el mundo del terrorismo, lo 
cual no parece una política demasiado eficaz, habida cuenta de los problemas de 
masificación que algunos de los centros padecen actualmente. Estos problemas de 
hacinamiento han sido especialmente problemáticos en la Comunidad Autónoma de 
Madrid
4101
, que precisamente ha sido una de las primeras en firmar un convenio de 




5.3.7. La especialización del centro de menores. Distinción en torno al diseño y 
estructura interna respecto de los centros de internamiento. 
 
Como ya hemos expresado, necesariamente el modelo de los centros de 
internamiento de menores debe ser diferente de los centros penitenciarios polivalentes, 
al menos en algunos de los criterios que lo rigen y que dificultan considerablemente, en 
la práctica, por el tamaño y disposición organizativa, la actividad interpersonal y el 
contacto entre funcionarios e internos. No obstante, puede mantener y aprender de su 
esencia en otros aspectos positivos.   
 
                                                             
4099 Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… 
ob. cit., p. 489. 
4100 Sobre las matizaciones de esta preferencia, Vid. García Mosquera, M.: “Título VII…” ob. cit., 
p. 403. 
4101 Vid. Defensor del Pueblo: Informe anual… cit., 2004, p. 165; en el mismo sentido, Ortiz 
González, A.L.: “Análisis legal y reglamentario…” ob. cit., p. 62. 
4102 Vid. Convenio, de 3 de agosto de 2001, de colaboración entre el Ministerio de Justicia, el 
Ministerio del Interior, el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, y la Comunidad de Madrid, a través 
de la Consejería de Sanidad y Servicios Sociales, para la ejecución de las medidas cautelares de 
internamiento y las medidas impuestas en sentencia por el Juzgado Central de menores.  





1. En primer lugar, la estructura física de la institución
4103. “Los edificios se 
consideran por tanto una pieza clave en la reforma penitenciaria”4104. Con estas palabras 
se ha referido Montero Hernanz a la importancia arquitectónica de los centros de 
internamiento, siguiendo aquellas líneas de García Valdés sobre la importancia del 




 Parece claro que la arquitectura de los centros de internamiento debiera diferir de 
la de los centros penitenciarios
4106
. Comprendo que existe un cierto simbolismo en la 
forma y estructura de los establecimientos penitenciarios, una iconografía si se quiere, 
que ha ido evolucionando históricamente desde la representación del diseño disuasorio e 
intimidante de siglos anteriores a la funcionalidad y humanitarismo de los centros 
modernos
4107
. Esta evolución debiera dar un paso más, en el concepto arquitectónico de 
los establecimientos de cumplimiento de medidas privativas de libertad para menores, 
por cuanto “en última instancia, éste es el aspecto físico del castigo moderno que queda 
expuesto a la mirada pública”4108 y también a la de los menores. El impacto psicológico 
de retribución debe ser flexibilizado por una arquitectura que evoque, no el encierro ni 
el castigo, ni la mera funcionalidad aséptica, sino un ambiente estructurado, educativo, 
seguro, pero también de recreo, de ocio, que fomente el aprendizaje
4109
. Del mismo 
modo que la consideración de la importancia de la arquitectura de los centros 
penitenciarios, referida a su capacidad y estructura, tiene un fuerte componente 
sociológico que influye en el destino para el que están dedicados y en los propios 
internos
4110
, para la consecución de los objetivos de resocialización y reeducación 
dependerá, en buena parte, de que el menor no sienta el estigma de la cárcel. 
 
                                                             
4103 Vid. Garrido Genovés, V.: “Los Centros de menores…” ob. cit., p. 185. 
4104 Cfr. Montero Hernanz, T.: “La Ley Orgánica reguladora…” ob. cit., p. 47. 
4105 Vid. García Valdés, C.: Comentarios… ob. cit., p. 61.; quien citando al maestro Salillas 
afirmaba que “una autentica reforma de las prisiones debía de comenzar por la arquitectura penitenciaria”. 
Para ver el origen de esta cita, Vid. Salillas, R.: La vida penal… ob. cit., p. 22. 
4106 Acerca de una comparativa entre los dos modelos de arquitectura, Vid. Montero Hernanz, T.: 
“La Ley Orgánica reguladora…” ob. cit., pp. 48 y ss. 
4107 Vid. Garland, D.: Castigo y sociedad moderna… ob. cit., p. 301. 
4108 Cfr. Garland, D.: Castigo y sociedad moderna… ob. cit., p. 300; en el mismo sentido, Nistal 
Burón, J.: “El régimen penitenciario…” ob. cit., p. 181. 
4109 Vid. Almanzán Serrano, A. y Izquierdo Carbonero, J.: Manual… ob. cit., p. 43. 
4110 Vid. García Valdés, C.: Estudios… ob. cit., p. 129; en este sentido, Téllez Aguilera, A.: Los 
Sistemas penitenciarios… ob. cit., p. 49 y ss.; Montero Hernanz, T.: “La ejecución de las medidas de 
internamiento…” ob. cit., p. 254. 





En este punto, debemos recordar las recomendaciones de las normas 
internacionales y comunitarias, que expresaban algunas de las puntualizaciones en 
materia de diseño de centros de internamiento de menores, que deberían ser tenidas en 




a) El diseño de los centros deberá responder a su finalidad
4112
, esto es, la 
rehabilitación del menor, por lo que deberá encontrar en el espacio físico diseñado para 
su internamiento la necesaria intimidad, estímulos sensoriales, posibilidades de 
asociación con los demás internos y espacios comunes de esparcimiento
4113
. Debe, por 
ello, rechazarse la concepción macroscópica
4114
 del centro penitenciario polivalente 
(que puede albergar hasta un total de 344 plazas funcionales para internos), pero no su 
concepto modular, de separación de unidades. Los centros de internamiento deben ser 
menores en cuanto a capacidad y plazas para internos
4115
, la atención educativa y 
formativa. De este modo, será más eficaz, así como la eficacia de la seguridad y 
estabilidad del centro. Daba cuenta de ello Cruz Márquez, cuando lúcidamente ha 
indicado que “en lugar de disponer de un único “macrocentro” para cada una de ellas, 
destinado a dar cabida a los menores de cada Comunidad Autónoma, sometidos a un 
mismo régimen de ejecución, resulta preferible disponer de varios “centros básicos”, 
más pequeños, repartidos por el territorio autonómico”4116. No obstante, para una mejor 
distribución de actividades y organización, los módulos y unidades de separación deben 
contar con un número pequeño y limitado de plazas
4117
. Asimismo, cada uno deberá 
contar con su propio diseño adaptado a sus fines, y la conveniente separación por 
                                                             
4111 Vid. Montero Hernanz, T.: “La Ley Orgánica reguladora…” ob. cit., p. 52, donde el autor 
expone alguna recomendaciones para la construcción de los centros de menores con acertado criterio. En 
los párrafos que siguen se completan algunas de estas indicaciones y se ofrecen otras nuevas, reuniendo 
todas las recomendaciones anteriormente expuestas, a modo de conclusión. 
4112 Vid. Téllez Aguilera, A.: Los Sistemas penitenciarios… ob. cit., pp. 139 y 140. 
4113 Vid. Resolución 45/113, de 2 de abril de 1991… cit., Regla 32; vid., asimismo, al respecto, 
Cruz Márquez, B.: La medida de internamiento y sus alternativas... ob. cit., pp. 70 y 73. 
4114 Vid. García Valdés, C.: Del presidio… ob. cit., p. 56; Muñoz Gajate, M.: “La administración 
penitenciaria: objetivos y su problemática”, en De Castro Antonio, J.L. (Dir.): Derecho Penitenciario… 
ob. cit., p. 420. 
4115 Vid. Montero Hernanz, T.: “Justicia penal juvenil frente…” ob. cit., p. 10; en este mismo 
sentido, Vid. Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, L.: Comentarios… 
ob. cit., p. 493. 
4116 Cfr. Cruz Márquez, B.: La medida de internamiento y sus alternativas... ob. cit., pp. 65 y 66. 
4117 Vid. Recomendación núm. R (87) 29… cit., Recomendación II.2.; Regla 33, de la Resolución 
45/113, de 2 de abril de 1991… cit., vid., asimismo, al respecto, Mapelli Caffarena, B.: “Reglas 
especiales para la ejecución…” ob. cit., p. 203; y también, Cruz Márquez, B.: La medida de internamiento 
y sus alternativas... ob. cit., pp. 70 y ss. 







, como si se trata de un pequeño centro de internamiento en sí mismo, 
autónomo del resto pero conectado con él. Es sobre esta base, y como solución a los 
problemas que pueden surgir dentro de la Administración de cada CC.AA. en la 
construcción de nuevos centros de menores, que estimamos que los centros de menores 
debieran tener una estructura polivalente, multifuncional, en la que podrían establecerse 
usos ocupacionales destinados a actividades propias de sectores de integración social, 
tales como asociaciones, centros de estudios, etc. 
 
b) Relajación del principio celular como “objetivo imperioso”4119 de la 
concepción penitenciaria, al menos, en aquellas unidades de régimen semiabierto y 
abierto, en las que es posible la ubicación excepcional de dormitorios comunes
4120
, para 
fomentar la adecuada convivencia de los menores, que supla las carencias del entorno 
en libertad o familiar. No obstante, en la mayor parte de los casos, los menores deberán 
acceder a la posibilidad de un dormitorio individual
4121
, que les granjee la intimidad y 
seguridad necesarias, esto es especialmente importante en el internamiento en régimen 
cerrado. 
 
c) Mayor integración en medio social y en la comunidad
4122
. A diferencia de lo 
que ocurre con los centros penitenciarios de adultos, donde la preferencia es ubicarlos 
fuera de los núcleos urbanos
4123
, aunque con buenas comunicaciones, parece 
fundamental que los centros de menores amplíen estas conexiones con el medio social. 
Esta recomendación es especialmente importante, como ya he puesto de relieve, en 
                                                             
4118 Vid. Artículo 33.1., de la LORRPM; al respecto, Vid. Dolz Lago, M.J.: La nueva 
responsabilidad… ob. cit., p. 210; en contra de una separación rígida por criterios de edad, Vid. Montero 
Hernanz, T.: “El reglamento de la Ley reguladora de la responsabilidad penal de los menores: apuntes y 
comentarios”, en la Revista Infancia Juventud y Ley, Volumen 1, febrero, 2008, p. 36. 
4119 Cfr. García Valdés, C.: Del presidio… ob. cit., p. 56. 
4120 Vid. Regla 32 de la Resolución 45/113, de 2 de abril de 1991… cit.; Almanzán Serrano, A. y 
Izquierdo Carbonero, J.: Manual… ob. cit., p. 158. 
4121 Vid. Artículo 30.2.a., del RM.; al respecto, vid., también, Cruz Márquez, B.: La medida de 
internamiento y sus alternativas... ob. cit., p. 73. 
4122 Vid. Recomendación núm. R (87) 29… cit., Recomendación IV. 13.; en este sentido, Vid. 
Rovira Torres, O.: La responsabilidad penal de los menores… ob. cit., p. 63; García Mosquera, M.: 
“Título VII...” ob. cit., p. 413. 
4123 Vid. Téllez Aguilera, A.: Los Sistemas penitenciarios… ob. cit., p. 141; en este sentido, Vid. 
Everardo Carballo Cruz, J.M.: “La arquitectura penitenciaria. Un proceso interdisciplinario”, en Diseño y 
Sociedad, otoño, 2004, p. 75. Disponible online en :  









aquellos centros en los que la mayor parte de las actividades del menor se realizarán 
fuera del recinto, es decir, los regímenes semiabierto y abierto. El centro deberá 
encontrarse lo más cercano posible al domicilio del menor
4124
, sin embargo, la LO 
8/2006 introdujo importantes consideraciones que, si bien de modo muy específico y 
concreto, flexibilizan este principio. Habrá ciertas circunstancias en las que el menor 
deberá ser ingresado en un centro más alejado de su lugar habitual de residencia, esto 
es, en aquellos casos excepcionales en los que sea conveniente el alejamiento por 
motivos de desestructuración familiar, o sea necesario el distanciamiento con los 
miembros de la banda a la que el menor pertenezca
4125
. Ciertamente, parece adecuado 
que, a favor del interés del propio menor, se aleje en estos casos del entorno social 
perjudicial, no obstante, existirán casos en los que el ámbito familiar del menor sea el 
adecuado y no así el medio social, por lo que existiría un conflicto de intereses en los 
que los familiares del menor podrían discutir esta decisión judicial. Considero que, en 
estos supuestos, deberá valorarse la implicación de la banda u organización armada con 
el menor y los medios de influencia que ejercen sobre el mismo. 
 
El ordenamiento penitenciario, en el artículo 12 de la LOGP, realizaba un 
llamamiento para que, a la hora de ubicar los centros de cumplimiento de penas y 
medidas de seguridad privativas de libertad, no se produjera un desarraigo del interno 
del medio, por ello, era conveniente que existiera al menos un centro en cada provincia. 
El problema fundamental, en el caso de los centros de menores, es su distribución y 
regulación por parte de las CC.AA. más grandes, que deberían construir centros de 
menores en cada una de las provincias para cumplir con estas exigencias doctrinales
4126
. 
En el artículo 35.1.c. del RM se indica la posibilidad de trasladar a los menores 
infractores a otras CC.AA. por razones de plena ocupación, aunque se establecen éstas 
como medidas excepcionales, no parece tener sentido aceptar plenamente tal 
disposición, pues puede suponer la omisión por parte de las CC.AA. de la conveniencia 
de dedicar una partida presupuestaria mayor a los centros de menores, cuando se 
                                                             
4124 Vid. Artículo 56.2.e., de la LORRPM. 
4125 Vid. Artículo 46.3., de la LORRPM; al respecto, Vid. Punto VII.4., de la Circular  1/2007 de la 
Fiscalía General del Estado… cit.; Díaz-Maroto y Villarejo, J. (Dir.), Feijoo Sánchez, B. y Pozuelo Pérez, 
L.: Comentarios… ob. cit., pp. 458 y 459. 
4126 Vid. Ornosa Fernández, Mª.R.: Derecho penal... 4ª Ed., ob. cit., p. 505; en este mismo sentido, 
Vid. García Mosquera, M.: “Título VII...” ob. cit., p. 399. 





configuran como un verdadero derecho en interés del menor infractor, uno de los 
elementos principales del tratamiento de la LORRPM. 
 
d) El diseño del mobiliario y de las instalaciones deben atender a un criterio de 
comodidad y estimulo del menor, que atenúe las circunstancias de presión psicológica y 
tensión del encierro
4127
. De modo similar a los centros abiertos para adultos, debiera 
existir una relajación de los elementos más intimidantes del diseño, tales como rejas, 
barrotes, espacios cerrados, etc. Tan sólo deberán estar presentes medios electrónicos de 
seguridad más estrictos en determinadas dependencias
4128
, como por ejemplo, en las 
unidades cerradas, por su especial condición. 
 
e) El diseño de los dormitorios de los menores, debe permitir la intimidad de los 
mismos y la guarda de sus pertenencias personales
4129
. Asimismo, debe encontrarse lo 
suficientemente adaptada y tener un espacio suficiente para el desarrollo didáctico en 
aquellos casos en los que los menores no sea posible el aprendizaje en los espacios 
normales para ello. Deberán contar con las instalaciones de higiene y aseo necesarias y 
una estética flexible, diferente al anticuado modelo de celda. 
 
f) Uno de los elementos más importantes a nivel de diseño de un centro de 
internamiento de menores son la escuela y los talleres. Cada centro de internamiento 
deberá contar con uno o varios módulos dedicados al derecho de aprendizaje y 
formación del menor
4130
. Al igual que ocurre en muchos de los centros penitenciarios de 
adultos, estos módulos deberán contar con aulas separadas, biblioteca y espacios para el 
aprendizaje práctico de los menores, todo ello separado del resto de unidades
4131
. De 
especial importancia en este punto, nos señala con certera puntualización Cruz Márquez 
la “variada oferta de actividades laborales”4132 para los menores, que deberán contar con 
un respaldo estructural en el centro, mediante la inserción de medios necesarios para su 
                                                             
4127 Vid. Everardo Carballo Cruz, J.M.: “La arquitectura penitenciaria…” ob. cit., p. 76. 
4128 Vid. Almanzán Serrano, A. y Izquierdo Carbonero, J.: Manual… ob. cit., p. 164. 
4129 Vid. Artículo 30.2.c., del RM; en este mismo sentido en la normativa penitenciaria, Vid. 
Artículo 22.2., LOGP. 
4130 Vid. Artículo 56.2.b., de la LORRPM. 
4131 Vid. Everardo Carballo Cruz, J.M.: “La arquitectura penitenciaria…” ob. cit., p. 78. 
4132 Vid. Cruz Márquez, B.: La medida de internamiento y sus alternativas... ob. cit., p. 87. 





desarrollo y la colaboración de entidades externas al centro, para facilitar la inserción 
laboral una vez se produzca la salida del menor del mismo. 
 
g) Salas de visitas y convivencia familiares: la LORRPM reconoce el derecho del 
menor a comunicarse con sus familiares y representantes legales
4133
, por lo que es de 
vital importancia la existencia de espacios donde esta comunicación pueda llevarse a 
cabo de modo normalizado. En este sentido, deben fomentarse lo máximo posible las 
visitas al menor, reduciendo al mínimo, por el contrario, la desconexión de éste de los 
vínculos familiares y sociales
4134
. Tampoco podemos dejar de lado que, además, existe 
un derecho de las menores internadas en estos centros a tener consigo a sus hijos 
menores de tres años. Ciertamente, pueden darse casos de madres adolescentes que 
deban cuidar de sus hijos en los centros de internamiento; por ello es vital que se sigan 
de cerca algunas de las consideraciones anteriormente expuestas para las unidades de 
madres, donde los servicios de pediatría y guardería son fundamentales. Además de 
ello, el refuerzo didáctico para las madres de edades precoces puede tener lugar en el 
propio centro de internamiento. La LORRPM hace una previsión acerca de la 
individualidad y específico acondicionamiento del dormitorio en el que convivan la 




h) Por supuesto, es necesario que los menores tengan igual acceso y derecho a 
todos los servicios generales que se encuentran habilitados en los centros penitenciarios 
de adultos
4136
: unidades de enfermería y sanitarias, almacenes, lavandería, comedor, 
salas de estar, zonas de recreo, polideportivo y piscina (si no es posible la utilización de 
estos medios integrados en la comunidad fuera del centro), salas de exposiciones. Es 
especialmente importante destacar el diseño de dos de estas áreas por encima de las 
                                                             
4133 Vid. Artículo 56.2.h., de la LORRPM y Articulo 40 y 41 del RM. 
4134 Vid. Cuello Contreras, J.: El nuevo Derecho… ob. cit., p. 109. 
4135 Vid. Articulo 34.3., del RM. 
4136 Vid. Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa Rec (2006) 2, de 11 de 
enero de 2006… cit., Recomendación 35; en este sentido, la LOGP dispone, en su art. 13, lo siguiente: 
“Los establecimientos penitenciarios deberán contar en el conjunto de sus dependencias con servicios 
idóneos de dormitorios individuales, enfermería, escuelas, bibliotecas, instalaciones deportivas y 
recreativas, talleres, patios, peluquería, cocina, comedor, locutorios individualizados, departamento de 
información al exterior, salas anejas de relaciones familiares y, en general, todos aquellos que permitan 
desarrollar en ellos una vida de colectividad organizada y una adecuada clasificación de los internos, en 
relación con los fines que en cada caso les están atribuidos”; en relación a las zonas diferenciadas y los 
servicios con los que cuenta un centro penitenciario tipo, Vid. Informe anual 2006, SIEP, pp. 24 y 25. 





demás: las instalaciones deportivas y las zonas recreativas, tales como patios y sala de 
exposiciones; ya que son vitales para el aprendizaje del menor y su esparcimiento 
recreativo, completando su actividad formativo-educativa con el necesario componente 
de ocio y diversión. De este modo, se intenta que la restricción de la libertad 
ambulatoria no se extienda a otros ámbitos de la vida del menor en el centro. En el 
mismo sentido, de modo algo tajante, si bien elocuente, Cuello Contreras nos señalaba 
que “la vida del menor no debe significar la clausura del mundo exterior”4137. 
 
Por último, a modo de ejemplo sobre las nuevas tendencias arquitectónicas en la 
construcción de centros de internamiento de menores, reproducimos algunas de las 
técnicas utilizadas en el Centro Penitenciario para Menores de Doggershoek en Del 
Helder (sito en los Países Bajos, con una extensión de 975 m
2
), por su interés práctico 
en la visualización de algunas de las características anteriormente expuestas:  
 
“El complejo debía garantizar las necesidades de seguridad y al mismo tiempo crear un espacio 
donde 120 jóvenes internos y los 270 empleados pudieran sentirse como en casa. El diseño está inspirado 
en tres fortalezas históricas ubicadas en Den Helder. Desde el exterior el complejo de forma elíptica 
constituye una fortaleza cerrada en el paisaje. Sin embargo, desde el interior, el complejo se convierte en 
una pequeña ciudad con un carácter sorprendentemente abierto al sol y al aire por lo que la sensación de 
cautividad disminuye considerablemente”; (…), “El pabellón consiste en un volumen rectangular que se 
erige a partir de un esqueleto de hormigón, cubierto por elementos de madera. La fachada del pabellón 
ofrece una imagen dinámica de lamas verticales de madera de pino con un acabado exterior de aserrado 
rugoso” (…); “Algunas lamas están dobladas hacia adentro creando ranuras en la fachada para las 
ventanas. Estas ranuras permiten la entrada de aire al edificio sin elevar las posibilidades de huida” (…); 
“El pabellón consta en dos niveles que se conectan mediante dos escaleras y grandes espacios. En el piso 
bajo se encuentran los espacios comunes: la gran sala de estar, las áreas de asistencia y los espacios para 
el personal” (…); “En el interior la madera también ha sido tratada contra el fuego” (…); “En el primer 
piso se encuentran los espacios individuales que incluyen un aseo, una ducha y un mobiliario multiplex. 
Las entradas a estos espacios se iluminan mediante lumbreras. Tales lumbreras están envueltas por 
superficies de colores que dan un carácter singular a cada entrada”4138. 
 
Como se extrae del texto citado, conceptos como las entradas de luz del edificio, 
la ventilación y la amplitud de los espacios, así como los estímulos visuales que 
                                                             
4137 Cfr. Cuello Contreras, J.: El nuevo Derecho… ob. cit., p. 105. 
4138 Cfr. “Ampliación del Centro de Menores de Doggershoek en Den Helder (Países Bajos)”, en 
AITIM, Boletín de Información Técnica, Número 248, pp. 16-20. Versión online disponible en: 
http://www.infomadera.net/uploads/articulos/archivo_5239_23775.pdf  (15/09/2010). 





suavizan el entorno de encierro, son los elementos que conforman la concepción de los 
nuevos centros de internamiento.  
 
2. Otro de los aspectos más importantes para la observación constante y el control 
del cumplimiento de los criterios de calidad y habitabilidad es la cuestión de la 
inspección  de los centros
4139
. El RM prevé que será la entidad pública quien ejerza las 
funciones para garantizar que la actuación de sus centros, los profesionales y el 
personal, se lleve a cabo respetando los derechos de los menores internados, sin 
perjuicio de las actuaciones que corresponda a los Jueces de menores, al Ministerio 




3. Organización interna de los centros y régimen de vida: todos los Centros de 
menores requerirán de una normativa de funcionamiento interno, tal y como se dispone 
en el Artículo 30.1 del Reglamento de la LORRPM. Del mismo modo que en un centro 
penitenciario conviven las suborganizaciones relativas a custodia, producción, 
tratamiento y administrativa
4141
, en un centro de internamiento deben distinguirse tales 
áreas que, en compenetración constante, guiarán la estructura y organización en cada 
parcela, para llevar a buen puerto las finalidades de cada una de los módulos y 
dependencias de los mismos. Por ello, es necesaria una distribución adecuada de los 
espacios y unas reglas genéricas aplicables a todas las CC.AA. de tal modo, que no 
puedan darse casos de desorganización. Debe huirse, no obstante, nos advierte Cruz 
Márquez, de las llamadas “instituciones totales a las que pertenece el modelo clásico de 
internamiento”4142, por cuanto la vida del menor en los centros debe asimilarse en la 
medida de lo posible a la vida en libertad, sin regular cada uno de los aspectos de la vida 
del mismo, limitando su libertad de manera rígida. Es importante que las actividades y 
la vida del centro reflejen una integración del conjunto de menores y personal que 
conviven en él, pues se trata de ayudar al menor a ganar las capacidades necesarias para 
una vida plenamente incorporada a nivel social en libertad. Es, por ello, necesario, que 
los menores realicen actividades en conjunto, y una fuerte participación del personal del 
centro en estos programas. 
                                                             
4139 Vid. Almanzán Serrano, A., y Izquierdo Carbonero, J.: Manual… ob. cit., p. 167 y ss. 
4140 Vid. Almanzán Serrano A., y Izquierdo Carbonero, J.: Manual… ob. cit., pp. 167 y 168. 
4141 Vid. Muñoz Gajate, M.: “La administración…” ob. cit., p. 425 y ss. 
4142 Cfr. Cruz Márquez, B.: La medida de internamiento y sus alternativas... ob. cit., p. 68. 





4. Los programas educativos individualizados (tratamiento en el internamiento de 
menores): La LORRPM establece la finalidad última de los centros de internamiento 
para menores: el principio de resocialización: “Toda la actividad de los centros en los 
que se ejecuten medidas de internamiento estará inspirada por el principio de que el 
menor internado es sujeto de derecho y continúa formando parte de la sociedad”4143. 
 
Destaca su similitud con el principio dispuesto en el Artículo 1 de la LOGP y en 
el artículo 3.3 del RP 1996, en el que, de modo similar a las previsiones normativas de 
carácter internacional, nos indica cual es el objeto principal de las penas privativas de 




Desde luego, destaca en este punto que la legislación penitenciaria prevea con 
mayor eficacia la progresión y consecución del tratamiento, mientras que la LORRPM, 
parca en cuanto a regulación de la materia, no disponga un proceso homogéneo de 
incentivos y evolución de esta clase de programas
4145
. Considero que dentro de este 
régimen de vida, es necesaria la inclusión de incentivos y de la progresión, o 
progresividad, tomada en parámetros de beneficios y recompensas, así como para casos 
puntuales, la retirada de los mismos como consecuencia de determinados 
comportamientos. Dentro de este sistema debe primar siempre el objetivo final de 
reeducación del menor y de prevención especial de la medida de internamiento.   
 
En cuanto a la individualización del tratamiento educativo, este debe atender “a 
las peculiaridades de cada menor e interpretar cada una de sus posibles reticencias y 
conflictos como un signo de su necesidad de atención, a la que se debe responder con un 
afecto e interés especial”4146. Entiendo que, para que esta individualización de 
tratamiento sea efectiva, el personal facultativo del centro debe realizar un estudio y 
diagnóstico previo del menor, teniendo en cuenta todos los parámetros sociales, 
                                                             
4143 Cfr. Artículo 55.1., de la LORRPM. 
4144 Cfr. Según el mencionado precepto, el “principio inspirador del cumplimiento de las penas y 
medidas de seguridad privativas de libertad será la consideración de que el interno es sujeto de derecho 
y no se halla excluido de la sociedad, sino que continúa formando parte de la misma. En consecuencia, la 
vida en prisión debe tomar como referencia la vida en libertad, reduciendo al máximo los efectos nocivos 
del internamiento, favoreciendo los vínculos sociales, la colaboración y participación de las entidades 
públicas y privadas y el acceso a las prestaciones públicas”. 
4145 Vid. García Mosquera, M.: “Título VII...” ob. cit., p. 410. 
4146 Cfr. Cruz Márquez, B.: La medida de internamiento y sus alternativas... ob. cit., p. 86. 





familiares, psicológicos, tipo de delito cometido, etc., para después poder configurar una 
serie de pautas a muy corto plazo (debido a la duración de las medidas de internamiento 
y a la propia idiosincrasia de aprendizaje de los menores) para reestructurar la escala de 
valores en los que se detectan carencias en el menor. La individualización de los 
programas educativos no es óbice para la realización de actividades conjuntas siempre 
que sea posible. Es importante que los menores infractores aprendan a cooperar entre 























6. CONCLUSIONES FINALES. 
 
6.1. De la Primera Parte. 
 
PRIMERA: A lo largo de siglos de historia, se observa una importante 
dicotomía entre el carácter penal y el civil de las medidas privativas de libertad 
impuestas a los menores por la comisión de hechos delictivos. El camino de tales 
modos de privación de libertad para los menores de edad, como consecuencia del 
delito, se ha cimentado sobre el constante enfrentamiento entre posiciones 
proteccionistas y punitivas, en la búsqueda del equilibrio entre una excesiva 
retribución y las garantías necesarias en un proceso penal. Tal doble vertiente se ha 
mantenido hasta nuestros días, otorgando unas características propias al tratamiento 
y régimen de los menores en las instituciones de internamiento. 
 
La diferencia fundamental en los medios de ejecución penal entre adultos y 
menores ha estribado, por tanto, en el tratamiento y consideración que las legislaciones 
de los pueblos han dado a la figura del menor delincuente. Es así que durante gran parte 
del proceso evolutivo de las instituciones penales y penitenciarias, el legislador ha 
mantenido una actitud bipolar ante el menor infractor: Por un lado, el asistencialismo; 
por otro, el castigo penal. 
 
La pugna entre el carácter civil o penal de la privación de libertad de los menores 
también ha tenido importantes consecuencias en la naturaleza jurídica y características 
de las instituciones en las que fueron internados. Se perfilaban, de este modo, dos 
instituciones y dos corrientes sobre el tratamiento de los menores: la protectora (con un 
fuerte carácter protector-civil), y la penal-penitenciaria (de mayor signo 
retribucionista). No obstante, en algunas ocasiones, ambas vertientes coincidieron en las 
mismas instituciones, como es el caso del Padre de Huérfanos de Valencia y los 
Toribios de Sevilla.  
 
El sentimiento humanitarista de la reforma penitenciaria no experimento un total 
desarrollo hasta el s. XIX, por lo que, en lo referente a los menores, debido a la ausencia 






instituciones de beneficencia se contemplaron como una alternativa a la crueldad de la 
cárcel o la disciplina militar, único movimiento gubernamental para el tratamiento de 
los jóvenes culpables de delitos. No obstante, frente al cada vez más acusado desarrollo 
de la normativa penitenciaria, el menor delincuente continuaba sumergido, anclado, en 
un sistema fundamentalmente paternalista y ausente de las pertinentes garantías penales 
y procesales. 
 
En consecuencia, este variable devenir de la historia del internamiento de menores 
ha favorecido que, en nuestra actual legislación sobre la materia, tengan lugar una serie 
de particularidades: 
 
a) El internamiento como modo de ejecución penal resulta una modalidad de 
nueva incorporación en nuestro Ordenamiento jurídico. 
 
b) La aparición de la consecuente controversia en relación a la verdadera 
naturaleza jurídico-penal de la nueva LORRPM. Tal debate, social y académico, ha sido 
la principal causa de las diferentes fases de “ensayo y error” que han presentado los 
diferentes proyectos de reforma de la norma, y las posteriores modificaciones, 
moviéndose finalmente de un modelo más proteccionista a uno de mayor calado 
punitivo. 
 
c) La confusión ante la verdadera naturaleza y atribuciones de los centros de 
internamiento de menores, encargados de ser los depositarios de la ejecución penal de la 
nueva legislación. En síntesis, la dificultad legislativa en la nueva reorientación 
reformadora de los centros y su separación de la población propia de los de protección y 
asistencia. 
 
d) El traspaso de competencias relativas a la ejecución penal de los menores 
delincuentes a las CC.AA., frente a una competencia prácticamente exclusiva estatal de 
las instalaciones penitenciarias de adultos. Tal delegación en materia de protección a las 
autonomías sería decisiva para continuar con el mismo modelo descentralizado, a pesar 






e) Una peculiar tradición histórica española en materia de ejecución de medidas 
privativas de libertad, de carácter asistencial o filantrópico, unida a la falta de recursos 
materiales y de previsión del ente público ante la entrada en vigor de la LORRPM, ha 
finalmente propiciado la continuidad de la titularidad privada de los centros de 
internamiento de menores. Si bien es cierto que, actualmente, poco queda del antiguo 
monopolio eclesiástico en la materia, hoy son esencialmente las fundaciones de carácter 
privado y las empresas las que ostentan el control de las instituciones de encierro de 
menores infractores.  
 
SEGUNDA: La mejor doctrina relativa al estudio del nacimiento de la pena 
privativa de libertad, ha hecho retroceder a las desactualizadas teorías revisionistas, 
acentuando la importancia de la imbricación de la religión en el proceso de su 
conformación. En materia del internamiento de menores, esta influencia religiosa 
fue, si cabe, más acusada. La doctrina acerca del internamiento de los menores como 
medio de corrección y enmienda, es decir, como penitencia ante el pecado social, 
encuentra sus orígenes en los siglos XV-XVI, en plena época de dominación de las 
ideas cristianas y fervor religioso-punitivo en toda Europa. En los casos de Holanda e 
Inglaterra, las ideas protestantes fueron determinantes; en el caso de España, lo fue 
el concepto de caridad de la doctrina cristiana, y el deseo de conservar la inocencia 
del menor, representada con la máxima: “dejad que los niños se acerquen a mí”. 
 
El principal motivo de la proliferación de tales lugares de encierro para menores 
con esas características tiene su explicación en el monopolio de la acción social y la 
educación que ostentó la Iglesia durante esta época histórica. El clero intentó siempre, 
mezclando el sentimiento caritativo con la idea evangelizadora, reformar a la juventud 
más que establecer castigos (a salvo de lo dispuesto por el Tribunal del Santo Oficio, 
claro está). La expansión de la doctrina cristiana se concentró en los más jóvenes, 
articulando también, de este modo, además de una pía labor de apoyo, un medio de 
control moral.  
 
Esta influencia educativo-correccional se percibe en una más que evidente 
presencia de tal elemento eclesiástico en el encierro del menor a través de las épocas: el 






Misericordia; el Capellán en los antiguos Presidios; el párroco en los institutos 
penitenciarios.  
 
La idea religiosa ha ido, paulatinamente, diluyéndose como elemento esencial del 
tratamiento de los internos, quedando tan sólo el auxilio espiritual, la atención moral y 
ética al preso, y teniendo todas las confesiones religiosas su hueco en los nuevos 
centros. La secularización de la educación en España y el respeto a todas las 
confesiones religiosas, capturando el ejemplo predicado por la LOGP (art. 3), han 
conseguido que la misión de la religión en los actuales Centros de internamiento, se 
revista de una posición más acorde con la aconfesionalidad del Estado (art. 16 CE); y, 
sobre todo, la libertad religiosa y el interés superior del menor, abogando por una 
educación más laica y objetiva. No obstante, la titularidad privada, de algunos Centros 
de menores, puede marcar diferencias indeseadas en este sentido, resultando de especial 
interés el estudio de las variaciones confesionales y la influencia de la religión en los 
proyectos educativos de las distintas instituciones. 
   
 TERCERA: El fin educativo del encierro penal de los menores ha tenido 
diversas acepciones a lo largo de la evolución histórica de los sistemas de reforma 
para delincuentes infantiles y juveniles. Desde los primeros elementos, basados en los 
conceptos religiosos de la doctrina cristiana; pasando por los primeros sistemas 
penitenciarios hospiciales y presidiales, en los que se regulaba una educación 
primaria de índole militar y se potenciaba el trabajo en los talleres de oficios como 
elemento pedagógico; y hasta llegar a nuestros días, el elemento educativo ha sido 
uno de los pilares básicos en la corrección del delincuente infantil y juvenil (además 
de constituir elemento esencial, en muchos casos, en el tratamiento de adultos). Como 
eje fundamental de los fines de resocialización del menor infractor, la labor educativa 
dentro de los establecimientos donde se impartía la privación de libertad, ha ido 
conformando la idea de un tratamiento penitenciario especializado para este tipo de 
población reclusa. 
 
Ya lo hemos expuesto, el primer tratamiento que los menores recibieron durante 
el internamiento fue el aprendizaje de la doctrina religiosa. Éste será el primer nivel de 






internamiento: la instrucción religiosa. Encontraremos el inicio de una nueva filosofía 
educativa, apegada a la idea de aprendizaje de un oficio, ya con Carlos III, cuando, en el 
siglo XVIII, se postularon sistemas educativos para los menores internos, como parte 
esencial del régimen interior de los Hospicios.  
 
Si la necesidad de la prisión, como institución procesal y punitiva, ha sido una de 
las claves para entender su afianzamiento a lo largo de la historia, el impulso educativo 
en los establecimientos para jóvenes delincuentes, ha sido la llave que ha abierto las 
puertas a nuestra actual concepción de interés superior del menor. Es por ello que, en 
los actuales centros de internamiento, el elemento educativo constituirá el reflejo del 
tratamiento penitenciario. 
 
CUARTA: La historia demuestra que existe un innegable vínculo entre el 
origen mismo de la prisión como institución y las primeras modalidades de encierro 
para menores delincuentes. Del mismo modo, la creación y evolución de los primeros 
sistemas penitenciarios han mantenido una evidente relación con las disposiciones 
relativas al internamiento de los jóvenes delincuentes. De este modo, las primeras 
experiencias privativas de libertad para menores delincuentes, tradicionalmente 
atemperadas respecto de los sistemas de penas medievales, suponen una importante 
influencia de índole humanitarista en los subsiguientes modelos penitenciarios que 
comienzan a desarrollarse. Más adelante, durante el siglo XIX, será en nuestro país, 
por el contrario, la doctrina penitenciaria la que defina los elementos básicos de los 
sistemas de internamiento de menores -fundamentalmente a través de la doctrina 
tutelar y correccional-, en un intento de rescatar al menor de la falta de garantías 
procesales y de las pésimas condiciones de la prisión. 
 
La intencionalidad de nuestro estudio ha sido, en este sentido, exponer la situación 
del menor y el joven delincuente a través de la óptica de las instituciones penitenciarias. 
La comparativa entre las instituciones penitenciarias y las de internamiento o reforma de 
menores infractores pasa por una etapa de coincidencia casi absoluta.  
 
No causa extrañeza, por tanto, que la cuestión del internamiento de menores se 






doctrinal el que se fije en la cuestión y, en España, tendrá su punto álgido en las 
postrimerías del siglo XIX y principios del XX, cuando tendrá lugar nuestro particular 
Child Savers Movement. 
 
La preocupación por los menores encarcelados llegaría a tener una gran 
representación de opiniones visionarias dentro de la doctrina penitenciaria. Fueron 
nuestros insignes penitenciaristas (Concepción Arenal, Dorado Montero, Rafael Salillas, 
Fernando Cadalso, Julián Juderías, etc.) los que originaron el movimiento de protección 
del menor, con la finalidad evidente de arrebatarlo de su paupérrima situación 
carcelaria.  
 
La influencia entre el humanitarismo penitenciario y las corrientes doctrinales 
protectoras del internamiento de menores fue, en cierto modo, recíproca. El origen debe 
buscarse, fundamentalmente, en los modelos establecidos históricamente para el 
encierro de los menores. Ciertamente, las primeras instituciones que aplicaron la 
privación de libertad con un sentimiento correccional del individuo, como los hospicios 
y las casas de corrección, fueron un ejemplo a seguir en la confección de las posteriores 
prisiones. Los modelos de prisión cuasicelular, como el del Hospicio de San Miguel en 
Roma, o la Petite Roquette francesa, se convirtieron en el molde para el diseño de las 
instituciones penales de adultos. Finalmente, transformado, el modelo reformatorio 
sería trasladado a los adultos a partir de Elmira.  
 
En la actualidad, no puede negarse el considerable influjo que la norma 
penitenciaria continua ejerciendo sobre el nuevo ordenamiento penal del menor. No 
cabe duda que la LORRPM, y su RM, han sido ideados bajo el modelo de la LOGP y su 
RP 1996 (al fin y al cabo su principal redactor vivió de cerca la creación de ambas 
normativas). Por otra parte, las actuales instituciones de ejecución penal de menores, los 
centros de internamiento, deberán diferenciarse de los centros penitenciarios de 
adultos, especializando sus instalaciones y personal para el adecuado tratamiento 
penitenciario de los menores internos, pero deberán tomar de los modernos centros tipo 
para adultos aquellas características supletorias que les sean útiles, por configurarse 







QUINTA: Como consecuencia del carácter correccional de la privación de 
libertad con respecto a los menores infractores, la sentencia indeterminada ha sido 
reiteradamente utilizada en los sistemas penales relativos a tal minoría de edad. En 
un primer momento, las formalidades propias de la pena, sometida a término, no 
parecían encajar con el deseo de enmienda del castigo para los menores rebeldes y 
delincuentes. La finalidad rectificadora de las medidas impuestas a menores 
resultaba más compatible con aquellos sistemas penitenciarios sometidos a prueba, es 
decir, aquellos en los que sólo sería posible la liberación completa del interno si éste 
daba muestras de haberse redimido. La problemática de la vulneración de garantías y 
de la inseguridad jurídica que planteaba la sentencia indeterminada fue superada con 
el reconocimiento internacional de los derechos del menor, plasmados en nuestra 
norma constitucional. Sin embargo, tal hecho ha llegado hasta nuestros días, en los 
que aún se postula cierta indeterminación, contraria a la “poena certa” de los 
delincuentes adultos, en las medidas de internamiento.  
 
El tratamiento penal del menor delincuente, por la creencia tradicional en la 
maleabilidad del carácter joven y en capacidad de reforma del mismo a través del 
tiempo, siempre ha estado caracterizado por las penas de duración indeterminada. La 
explicación pasa por observar que el fin corrector del castigo, fue primeramente 
aplicado a los menores, en el niño por sus propios familiares, mucho antes de que fuera 
anunciado por la teoría correccional decimonónica, como finalidad de la pena. 
 
Pueden hallarse antecedentes de la indeterminación de las penas, aplicado a los 
menores, en prácticamente todas las instituciones penitenciarias históricas. Las 
principales desventajas de la que adolecía este sistema ha perseguido a los jóvenes 
presos hasta prácticamente nuestros días: la ausencia de seguridad jurídica que ofrece la 
condena no sometida a término; la desprotección ante la posible subjetividad de su 
aplicación; y el negativo efecto psicológico que se produce en el interno ante el incierto 
plazo de finalización de la pena, en detrimento de sus posibilidades de reinserción. 
 
El establecimiento de una duración determinada es un hecho reciente en nuestro 
ordenamiento, aún habiéndose desestimado en el siglo XIX en diversos ordenamientos, 






responsabilidad, acorde con los criterios de las normas internacionales. Actualmente, la 
regulación de la duración de las medidas de internamiento ha seguido, a mi juicio, un 
acertado criterio garantista, que dota de mayor seguridad jurídica el encierro del menor 
delincuente. 
 
El reflejo de la sentencia indeterminada en nuestra moderna legislación puede 
encontrarse, no obstante, en el superior margen de arbitrio judicial en la aplicación de 
las medidas, si lo comparamos con el Derecho penal de adultos (arts. 7.2ª, 3ª y 4ª, y 
especialmente art. 13.1 LORRPM). Incluso la libertad vigilada, medida que deberá 
seguir inevitablemente al internamiento en determinadas circunstancias (art. 7.2 
LORRPM), ha perdido la indefinición de su duración, estipulándose plazos concretos 
para su aplicación. 
 
6.2. De la segunda parte. 
 
PRIMERA: El marco internacional ha demostrado ser uno de los más 
prolíficos entornos legislativos en materia de justicia penal juvenil. Prueba de ello es 
que su influencia ha sido la clave para la revolución y evolución de los modelos de 
responsabilidad penal, que no pueden ser estudiados sino a través de los movimientos 
jurídicos, producto de la interrelación entre los diferentes Estados. Dentro de sus 
desarrollos legislativos podemos encontrar resoluciones tendentes a estructurar unas 
garantías mínimas universales en los modelos de ejecución penal con menores 
delincuentes. En otras ocasiones, las normativas intentan ir más allá, estableciendo 
sistemas básicos de actuación en materia penal con menores de edad. En este sentido, 
uno de los mayores avances realizados dentro del marco internacional, ha sido el 
establecimiento de un sistema de control y vigilancia por parte de organismos 
supranacionales, como es el caso del Comité de los Derechos del Niño. Nuevamente, 
la influencia de las normativas penitenciarias internacionales ha buscado la 
equiparación de las garantías entre presos adultos y menores de edad. A pesar de la 
importancia de este marco legislativo, el alcance de las normas internacionales y la 
vinculación de los Tratados Internacionales en relación con el Derecho Penal de 
menores en España, quedan lejos aún de completarse. Aunque nuestra LORRPM 






preceptos ampliamente desarrollados por los informes y normativas de las NN.UU. 
que no han sido aún transmitidos a nuestro ordenamiento con la extensión y 
prioridad necesaria. Uno de los ejemplos más claros, y que nos vincula especialmente 
en nuestro estudio, es la normativa sobre instituciones de internamiento de menores. 
Además de ello, las nuevas reformas legislativas de la LORRPM han supuesto un 
paulatino alejamiento de algunos principios rectores contenidos en las normas 
internacionales, lo que distancia nuestro ordenamiento penal juvenil de las garantías 
específicas para el menor de edad delincuente.   
 
Es, precisamente, este endurecimiento e ignorancia de las reglas internacionales, 
lo que ha caracterizado las reformas de la LORRPM. La última de sus modificaciones, 
ha supuesto una insólita ruptura con la tradicional concepción preventivo-especial de la 
norma de Derecho penal del menor, resultando en una reforma de carácter retributivo, 
de castigo en fin o de carácter sancionador, que se sitúa muy lejos del objetivo de la 
Convención de 20 de noviembre de 1989 sobre los Derechos del Niño y sus medidas 
proporcionales a las circunstancias específicas del menor.  
 
En definitiva, los rasgos de las normas internacionales en el seno de la 
responsabilidad penal del menor, habían cimentado un camino, que la mala praxis de la 
legislación española ha llenado de baches y irregularidades. 
 
SEGUNDA: La heterogeneidad de las instituciones de internamiento penal de 
menores delincuentes es la consecuencia de las diferentes concepciones y 
peculiaridades en la forma de entender los sistemas de justicia penal juvenil en los 
distintos países miembros. El estudio de los diferentes informes, realizados por los 
países que han ratificado la Convención de 1989, muestra la evolución de los centros 
de reforma para menores delincuentes en cada una de las regiones a escala mundial. 
A pesar de la gran diversidad y especialidades de estos establecimientos -desde 
aquellos de índole más proteccionista o educativa, hasta los que simulan una prisión 
para delincuentes menores de edad-, las normas y regulaciones internacionales han 







Si la armonización de las medidas y acciones de prevención y ejecución, en 
materia de justicia de menores, es un compromiso internacional difícilmente alcanzable, 
la puesta en común de las instituciones de internamiento y su régimen, resulta una 
utopía. Ello no significa, como hemos visto, que no se hayan realizado, en el seno de 
NN.UU., algunos movimientos para acercarse a tales fines; todos ellos se han quedado, 
no obstante, eminentemente en el ámbito de las recomendaciones. El marco creado por 
las Reglas de Beijing y las Reglas de protección de los menores privados de libertad, 
supuso la consolidación de unos mínimos exigibles en la gestión de los centros de 
internamiento. No obstante, la observancia de tales mínimos parece haber caído en saco 
roto, y ello debido a la escasa inversión gubernamental o a la falta de transparencia de 
las instituciones privadas. 
 
La legislación española actual, aborda laxamente la problemática de los centros de 
menores, como principales instituciones de internamiento de menores delincuentes. 
Tanto ello es así, que no se recogen en la LORRPM, ni en su reglamento, muchas de las 
características básicas indicadas en las normas internacionales. 
 
Realizando un estudio de los informes generales llevados a cabo por el Comité de 
Derechos del Niño, podemos destacar varios elementos coincidentes en muchos de los 
sistemas de justicia penal juvenil, en orden a la problemática de la ejecución penal y las 
instituciones de internamiento para menores infractores. Así, se advierte: 
  
1. Falta de armonización de la edad mínima para el internamiento del menor. 
2. Escasez de recursos e instituciones específicas para el internamiento de los 
menores delincuentes.  
3. La inadecuación de los espacios destinados la prisión preventiva con menores 
infractores.  
4. La efectiva separación de los menores y adultos en los centros de detención. 
5. Gran diversidad de instituciones de internamiento de menores: confusión entre 
protección y reforma. 
6. Deficiencias en los mecanismos de control y vigilancia de las instituciones 






7. Creciente influencia de la privatización en el ámbito penitenciario 
internacional. 
 
TERCERA: En sus intentos por establecer una suerte de armonización y una 
política criminal común sectorial Europea, los principales organismos 
supranacionales comunitarios han legislado sobre la materia de la justicia juvenil. 
No obstante, esta disposición y atención normativa parece haberse quedado en un 
mero desiderátum, no siendo, la mayor parte de las recomendaciones y directrices 
emanadas por el Consejo de Europa, de obligatorio cumplimiento para los estados 
miembros. Sin embargo, tal hecho no es óbice para que la labor de los organismos 
europeos no haya dispuesto una red de protección hacia los menores privados de 
libertad que garantice el ejercicio de sus derechos fundamentales. Además de ello, 
dentro del marco europeo se ha conseguido ir un paso más allá, con el 
establecimiento de mecanismos de control y vigilancia sectoriales que facilitan la 
detección de problemas en los sistemas internos de ejecución de penas con menores 
delincuentes. Será a través de estos cauces de acción, como se conseguirá una acción 
más directa e imperativa, mediante las sentencias del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, que obliguen a los Estados miembros a observar unos mínimos necesarios 
en materia penal y penitenciaria juvenil. 
 
CUARTA: En lo relativo al necesario diseño y desarrollo de sistemas 
penitenciarios propios para menores privados de libertad, las disposiciones 
comunitarias continúan y complementan la labor de las normas internacionales. 
Deben interpretarse, si cabe con mayor importancia, las disposiciones contenidas en 
tales recomendaciones y directrices sobre la naturaleza y características de los centros 
de internamiento de menores y sus regímenes penitenciarios, habida cuenta de la 
mayor concreción y similitud de los sistemas penales y modelos de justicia juvenil en 
el ámbito europeo, de menor amplitud y diversidad que el universal. En este sentido, 
destacan las recomendaciones del Consejo de Europa, fundamentalmente la del año 
2008, que recogen lo ya dispuesto en las normativas internacionales, y ahondan en la 
especialización de las instituciones de encierro de menores y en la conservación de 







En cuanto a los centros de menores, el estudio comparado evidencia la distancia 
que existe entre los estándares del Consejo de Europa y la práctica penitenciaria en los 
casos de privación de libertad de menores infractores. El énfasis de las normas debe 
centrarse en el acortamiento de esta distancia; del mismo modo, en este recorrido debe 
quedar atrás la actual tendencia de mayor dureza punitiva. Uno de los principales retos 
para hilvanar ambos objetivos, según mi opinión, es el de continuar con el proceso de 
especialización penitenciaria de los modelos de ejecución penal con menores 
infractores, de tal modo que las estructuras de privación de libertad a nivel europeo 
puedan realizar un trabajo conjunto de traspaso de información y puesta en común.  
 
Asimismo, los organismos supranacionales que supervisan y asisten a los menores 
y jóvenes internos y durante los periodos inmediatos tras la liberación (asistencia post-
penitenciaria), deberán presentar un mayor peso y acceso a la información, de tal modo 
que trabajarán juntos para lograr los fines de prevención atribuidos a los sistemas de 
Justicia Juvenil. Estas prácticas de vigilancia son de vital importancia, sobre todo en los 
supuestos de centros de gestión privados, donde normalmente los mecanismos de 
inspección interna de los Estados miembros necesitan un mayor apoyo informativo.  
 
QUINTA: Del mismo modo que parecía observarse un incremento del 
retribucionismo a nivel internacional, en Europa se ha producido un correlativo 
endurecimiento de la medida de internamiento. Este endurecimiento, ha sido 
relacionado por diversos autores con el establecimiento de nuevos modelos de 
intervención con menores infractores (modelo de seguridad ciudadana, modelo neo-
liberal). En realidad, tales nuevos movimientos legislativos parecen responder, en 
algunos supuestos, a las actuales consideraciones políticas y mediáticas que han 
tenido repercusión en la norma escrita de los países miembros. En otros supuestos, su 
definición indica la consagración y evolución del sistema de responsabilidad penal, 
que aún se encontraba por desarrollar en muchos de los Estados. El Consejo de 
Europa, sin embargo, pareciera apostar por una vía ecléctica e integradora, que 
rompe con las consideraciones jurídico-sociológicas de un Derecho penal de menores 
íntegramente tutelar o estrictamente punitivo. El Child-Friendly System se configura, 
de este modo, como un posible nuevo cauce, de mayor arraigo garantista, a seguir en 






Una reducción socio-económica del binomio causa-efecto en relación con el  
endurecimiento de las normativas penales para menores infractores en el ámbito 
europeo, sin desmerecer en absoluto las conclusiones sobre la influencia de la sociedad 
neo-liberal, ignoraría las últimas políticas garantistas del Consejo de Europa que, pese a 
establecer una orientación más penal de las consecuencias del delito para los menores, 
mantiene un discurso cercano a los objetivos de la Convención de 1989. Asimismo, no 
tendría en cuenta la importancia de muchas de las políticas favorables a la limitación o 
reducción de la intervención que han sido desarrolladas en países del Centro y el Este de 
Europa. 
 
Mientras los principios de ultima ratio del internamiento y de finalidad 
reinsertadora y reeducadora del mismo, continúen siendo las principales máximas en 
torno a la ejecución penal con menores infractores en los textos y recomendaciones 
europeas, difícilmente podrá producirse una transformación completa del modelo de 
justicia juvenil. El camino recorrido por los sistemas de justicia en el marco europeo ha 
hecho evolucionar el modelo de justicia juvenil hacia un sistema de responsabilidad más 
puramente penal, abandonando los resquicios del modelo tutelar, lo cual no debería 
estar necesariamente en contradicción con el mantenimiento de la prevención especial 
como eje fundamental de estos sistemas que, en cualquier caso, debe continuar siendo la 
senda a seguir. 
 
SEXTA: Las medidas de internamiento en sus regímenes cerrado, semiabierto y 
abierto tienen una significación eminentemente penal, como consecuencias jurídicas 
del delito. Su naturaleza jurídica participa en mayor grado del concepto de pena 
privativa de libertad. Se orientan, por tanto, hacia la asimilación con la pena de 
prisión de adultos. Se excluye de esta definición al internamiento terapéutico que, a 
pesar de conformar una medida privativa de libertad, encaja con mayor rigor en el 
concepto de medida de seguridad, junto con el tratamiento ambulatorio. Tampoco 
parece encajar con el concepto de pena la libertad vigilada que, a tenor de su reflejo 
en la reforma introducida por la LO 5/2010, también podría integrarse entre las 
medidas de seguridad no privativas de libertad. El resto de las medidas de la 






excepción de la inhabilitación absoluta, que también puede considerarse el análogo 
de la pena con el mismo nombre en el CP de adultos. 
 
En cuanto a la privación de libertad o pena de internamiento, su identificación 
como pena se aleja del exceso de asistencialismo de la anterior regulación de Tribunales 
Tutelares e introduce las garantías propias del Derecho penal para los menores 
infractores. La diferenciación y especialización de las medidas de internamiento 
deberán encontrarse, por tanto, en la fase de ejecución penal. Por ello, la identificación 
como pena privativa de libertad de la medida de internamiento nos lleva a demandar la 
conformación de un Derecho penitenciario juvenil, que se configure como un 
ordenamiento especial, con base en los antecedentes históricos y normativos que lo 
unen al Derecho penitenciario de adultos, del que evidentemente deriva. En 
consecuencia, la orientación hacia la prevención especial de la medida de internamiento 
se verá representada, en la ejecución, por un mayor valor educativo-reinsertador del 
tratamiento penitenciario. 
 
SÉPTIMA: La LORRPM rompe con la tradición histórica del sistema 
penitenciario progresivo, que se estableció durante el siglo XIX y principios del XX. 
Tal carácter y ruptura ha supuesto una menor atención a las garantías de 
resocialización del menor interno, por cuanto en ausencia de una modificación o 
suspensión de la sentencia por parte del Juez de menores, podrán cumplir de manera 
íntegra la privación de libertad en un régimen tan estricto como es el cerrado. 
Asimismo, el menor infractor no podrá ser clasificado, atendiendo a sus 
circunstancias personales, en cualesquiera otros regímenes de internamiento menos 
lesivos para su personalidad y autonomía, dándose una errónea identidad entre la 
medida de internamiento y el régimen de vida del centro de cumplimiento.   
 
Se impone, por tanto, una reforma en el planteamiento de los tres regímenes de la 
medida de internamiento. La idea, sin lugar a dudas, parece extraída de la nomenclatura 
tradicional del sistema progresivo, de la clasificación de los grados penitenciarios, y de 
los diversos regímenes como modos de vida en los centros penitenciarios. Así cabe 
entenderse, y es por ello que he dirigido la citada comparativa entre ambos 






internamiento por separado no parece conllevar un sentido práctico relevante, pues 
todas las medidas de internamiento son privativas, con mayor o menor gravedad, de la 
libertad del menor.  
 
No obstante, el art. 7 de la LORRPM, en su gran extensión, define tres medidas de 
internamiento independientes, cuando, en realidad, debería referirse a tres regímenes de 
cumplimiento distintos, graduados por las restricciones que se aplican a la libertad del 
menor, para la misma medida. Además de ello, la denominación de “régimen” está 
directamente relacionada con los centros de cumplimiento a los que se destinan los 
menores infractores, por lo que podría haberse planteado, perfectamente, la 
denominación de medida de internamiento en centro cerrado, semiabierto o abierto. 
 
Por último, no parece tampoco viable la terminología usada en el art. 7 de la 
LORRPM, por cuanto implica la identificación de tres regímenes de vida diferenciados 
en los centros de internamiento, sin establecer ningún factor de individualización 
científica, análogo al de la legislación penitenciaria, para la ejecución de las penas 
privativas de libertad. De este modo, los tres regímenes de vida se hacen depender, 
exclusivamente, de presupuestos formales tipificados en la ley. Se pierde, por tanto, 
para el sistema de menores, la flexibilidad que el sistema de individualización en 
grados penitenciario sí admite.  
 
Por estas razones, cabe plantearse, a modo de propuesta de lege ferenda la 
introducción de una suerte de sistema de individualización científica y la separación en 
grados de internamiento, de forma análoga al contenido del art. 72.1. de la LOGP. En 
definitiva, la introducción de un sistema progresivo flexible, que no dependa 
exclusivamente de la modificación o sustitución judicial de la medida de internamiento 
recogida en los art. 13 y 51 de la LORRPM.  
 
OCTAVA: La obligatoriedad de la medida de libertad vigilada, como 
complemento en los casos de internamiento en régimen cerrado, la distingue de la 
institución de la libertad condicional. Aunque la libertad vigilada como medida está 
sujeta a numerosas críticas, por cuanto hace que las medidas de internamiento se 






la incorpora en el ordenamiento penal de adultos como medida de seguridad 
complementaria a las penas graves de prisión. 
 
La invocación de la prevención especial como fin de la libertad vigilada choca con 
el elemento de control, a todas luces negativo, para cualquier modo resocializador del 
penado; como segunda censura, podríamos señalar que la libertad vigilada, tanto en el 
caso de los menores como en el de los adultos, rompe con el “principio de confianza” 
en el penado, que ya encontrábamos como pilar principal, no de la libertad condicional, 
lo cual es obvio, sino del tercer grado penitenciario. 
 
Por último, la libertad vigilada como pena accesoria o complemento al 
internamiento, encubre claramente elementos de prevención general negativa y 
retribución, ya que se impone a posteriori del cumplimiento de la pena privativa de 
libertad, como extensión de la misma, esto es, como continuación de la función de 
vigilancia y seguridad del penado, por considerarle aún, al menos en parte, peligroso 
para la vida integrada en el medio social. Se fuerza una “sobre-pena”, o dicho de otro 
modo, se incluye un mayor grado de retribución en base a los hechos especialmente 
graves cometidos por el condenado. No se trata así de una medida accesoria común; 
constituye una medida restrictiva, en grado leve, limitativa de la libertad del penado 
que complementa a la pena privativa de libertad ya cumplida, con una duración 
prolongada en el tiempo, a modo de las antiguas cláusulas de retención. Estas 
consideraciones nos llevarían a plantearnos la aplicación de la libertad vigilada a tenor 
del principio de non bis in idem.  
 
Nada impide que la libertad vigilada pueda aplicarse como medida autónoma. Sin 
embargo, sus atribuciones de vigilancia y control bien pudieran sustituirse por la simple 
asistencia social, psicológica y educativa de los servicios sociales normalizados a 
través de un modelo de asistencia post-penitenciaria. 
 
En conclusión, abogo, de lege ferenda, por la supresión de la medida de libertad 
vigilada como complemento obligatorio a la medida de internamiento, en el 
entendimiento de que sus atribuciones sancionadoras no tienen cabida en un 






haciendo uso de la retrospectiva histórica del internamiento de menores, debemos 
considerar que la libertad vigilada no puede ser la continuación de la sentencia 
indeterminada para los menores infractores. 
 
NOVENA: La reforma introducida por la LO 8/2006, ha venido a endurecer la 
norma penal de menores y a otorgar un carácter de mayor contenido retributivo y de 
prevención general negativa a las medidas de internamiento establecidas en la 
LORRPM. No cabe duda, que siguiendo un estricto criterio de necesidad, puede 
justificarse, no obstante, el internamiento en una institución para aquellos menores 
que, en ausencia de otros sistemas menos lesivos, requieran una intervención en 
medio controlado para su posterior reinserción social. 
 
Y es que, los términos en los que ha quedado redactada la medida de 
internamiento en régimen cerrado, parecen ir más allá de esta excepcionalidad.  
 
La modificación que ha imperado en los últimos años sobre la LORRPM 
responde, como razón más determinante, al alarmismo social y al derivado populismo 
punitivo que ha llevado a una escala de desaciertos mediáticos que, a su vez, se han 
traducido en presión legislativa para el endurecimiento de las medidas de internamiento. 
Esta cadena de sucesos, ha venido a provocar un sentimiento de impunidad frente a los 
delitos cometidos por menores, dirigiendo a las fuerzas políticas de distintas ideologías 
a buscar las soluciones en un recrudecimiento de la norma, no exento de motivaciones 
electoralistas.  
 
Entiendo que no puede ser ésta la técnica adecuada para la elaboración de ninguna 
Ley penal, pero mucho menos tratándose de un sistema de justicia para menores. 
Precisamente, aquellas modificaciones tendentes a satisfacer los supuestos intereses 
sociales en la lucha contra el delito, se han centrado casi exclusivamente en los medios 
de prevención general, ignorando los medios de prevención y los sistemas de mediación 
y justicia restaurativa que pudieran ofrecer resultados más positivos. 
 
DÉCIMA: La disparidad y, en algunos casos, la inadecuación, en la tipología 






obtenerse de los resultados de la anterior recopilación y estudio de las normas 
autonómicas. Se aprecia en muchos de los casos una identificación de 
establecimientos con distintas denominaciones y, en otros muchos, una equiparación 
entre la gestión de estos centros por parte de departamentos de asistencia social y la 
Administración de Justicia de las CC.AA., no existiendo una verdadera 
diferenciación entre los servicios de protección del menor y los de internamiento 
sancionador. En muchas CC.AA. se ha establecido un sistema de separación de 
ambas categorías, si bien dependientes del mismo departamento, en lo que entiendo 
no debiera constituir una praxis habitual, por cuanto deben distinguirse ambos 
ámbitos tanto a nivel estructural, como a nivel administrativo y de gestión. Si bien es 
cierto que muchas de tales autonomías están adaptando sus legislaciones a las nuevas 
exigencias de las reformas de la LORRPM, como es el caso reciente de las CC.AA. de 
Valencia, Asturias, País Vasco y Extremadura, se observa que en otras de ellas se 
continúa con normativas que datan de la anterior LO 4/1992, como es el caso de 
Madrid y Murcia, que han ido reformando sus ordenamientos con posteriores 
“parches”, en forma de Decretos.  
 
No voy a certificar que el traslado de competencias haya tenido un carácter 
fatalista en la regulación penal de los menores, pues en absoluto puede decirse algo así a 
la vista de algunas de las regulaciones más elaboradas de las CC.AA., pero sí puede 
añorarse una regulación estatal más concreta acerca de los centros de internamiento, a 
fin de evitar las actuales desigualdades, y sobre todo, la falta clara de un “centro tipo o 
prototipo”, con unas características definidas en el marco legal. Tan grave pareciera 
utilizar unas medidas de internamiento puramente penales y retributivas en los menores, 
como no establecer este tipo de clasificación y concreción.  
 
UNDÉCIMA: Ciertamente, la LORRPM ha supuesto la reconfiguración de 
todo un sistema jurídico de protección en un sistema de justicia de menores. Este 
cambio se ha producido de manera brusca y los recursos para afrontarlo se han 
presentado insuficientes. No obstante, el problema es anterior a la entrada en vigor de 
la Ley penal de menores pues, como se ha puesto de manifiesto a lo largo de esta 






Ley de Tribunales Tutelares de Menores, deficiencias tanto en su diseño y 
configuración, como en su funcionamiento interno. 
 
Por este motivo, han sido muchas las críticas acerca de la distribución e 
instalaciones de los centros de internamiento. La ausencia de una normativa estatal con 
unas referencias más fuertes y pautas más definidas, unida a la diferencia de gestión y 
los recursos destinados por cada CC.AA., han derivado en una situación inestable. 
Actualmente, nuestros centros de internamiento de menores se enfrentan a toda una 
serie de problemas que, tras analizar y poner de manifiesto en este trabajo, tienen directa 
relación con la preocupación manifestada por los organismos públicos y asociaciones 
privadas de protección del menor.  
 
Por todo lo expuesto, el balance en la valoración de los centros de internamiento 
resulta bastante negativo. Ante un espectro tan amplio y variado, se torna complicada la 
tarea de extraer conclusiones de conjunto, existiendo en nuestra geografía centros, de 
titularidad pública y privada indistintamente, que cumplen las condiciones requeridas 
por la LORRPM, y otros que no.  
 
DÉCIMOSEGUNDA: Como he venido sosteniendo durante todo este estudio, 
las normativas de responsabilidad penal del menor y la regulación penitenciaria se 
encuentran hermanadas por coincidencias y analogías remarcables; y, en muchas 
ocasiones, como señalamos supra, la primera ha recogido de forma muy similar los 
mismos preceptos de la segunda. ¿Quiere decir esto que la LORRPM y su RM, deben 
emular en materia de centros de internamiento la estructura de los centros 
penitenciarios polivalentes? A mi entender, no. La respuesta, por supuesto, debe 
justificarse.  
 
A lo largo de mi exposición he llamado al aprendizaje y la observancia de la 
norma penitenciaria, más rica en poso histórico y práctico en nuestro país, por parte del 
legislador de la norma penal de menores; no obstante, ello no conlleva la copia exacta 
de los criterios y características de la LOGP. El menor infractor no es igual al adulto, 






penitenciarios. Sólo de este modo podrán cumplirse las previsiones y finalidades de la 
LORRPM.  
 
A su vez, ello tampoco es motivo suficiente para ignorar las ventajas de una 
necesaria homogeneización de los centros de internamiento de menores; de tomar 
aquello que la legislación penitenciaria ha visto evolucionar y adaptarlo a las 
necesidades de los menores y a su superior interés. La necesidad de una regulación más 
homogénea, concreta y estructurada de los centros de menores en las CC.AA. es 
inmediata a tenor de los informes consultados. La LORRPM debe dar respuesta a esta 
problemática y establecer unas pautas generales más acusadas que derive en la creación 
de un modelo de centro de internamiento que pueda ser extrapolado a todas las 
autonomías y que sirva de referente.  
 
DÉCIMOTERCERA: Las previsiones contenidas en la LORRPM en materia de 
colaboración con entidades no gubernamentales para la ejecución de las medidas de 
internamiento, en principio con pretensiones relacionadas con la participación social 
en el proceso de resocialización del menor internado, han supuesto la entrada de la 
participación privada en el sistema penal de menores. La escasez de recursos y la 
gestión derivada de las CC.AA. han propiciado el negocio y la privatización de los 
centros de menores. Actualmente, una amplia mayoría de tales centros de reforma se 
encuentran administrados por entidades privadas, dejándose en manos de empresas 
la privación de libertad y los programas de intervención educativa de los menores 
internos. Este hecho plantea toda una serie de problemas y consideraciones a tener 
en cuenta: la posible vulneración de las garantías educativas y de resocialización del 
menor interno; la creación de verdaderos “holdings empresariales penitenciarios”, 
donde existe un lucro -o una retroalimentación- de las empresas y fundaciones 
participantes en la construcción y gestión del centro de menores; la problemática de 
la seguridad privada en los centros; el choque entre la apuesta por una educación 
obligatoria pública eminentemente estatal y los sistemas educativos en los centros de 
gestión privada; las diferencias en materia de instalaciones y recursos entre los 







Por tales razones, parece necesario exigir el establecimiento un modelo de gestión 
pública eficiente de la ejecución de las medidas privativas de libertad con menores 
infractores, con la finalidad de asegurar las debidas garantías para su efectiva 
resocialización. A mi juicio, la participación de empresas privadas, asociaciones civiles 
y fundaciones sin ánimo de lucro, debe circunscribirse a la posterior idea de efectiva re-
inclusión del menor interno en la comunidad social. 
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